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ACUMULACION DE BENEFICIOS (»). 

I P«r« que rija .el art 38 de la ley 11.110 p modificado por 1» ley 13.076, ea 
suficiente q«e el beneficio de cuya acumulación se trata provenga de organismo» 
que no sean dirigidos o adnumstrados por el Instituto", condición, 1L, que 
indudablemente corresponde «signar a la Caja de Retiro*, Jubilación v Pen- 
STS ™ / T.,^-'™ 1 * U P rttendid « « ¡ E*"«* ^ que, ademas, el organis- 
7cZ ÍE , ,ne0 T? d °, í,i8te,11,, de establecido ,>or el 

faTv iín76 7 4e '/ a r < * de f r dan,ento »«™«™ >■ «o P«ede ser inferida de 
Ja lev 1J.0í6, cuyo texto, inequívoco, no la consiente: p. 33. 

Jubilación*, y peniionea iuoíoiuUm. 

2. La disposición del art. 38 de la ley 11.110, modificada por la ley 13.076. 
posee evidente alcance general y comprende la situación de quien, como titular 
Í'SS ^ b ¿" rton 1 oto u r ?» d ' 1 P°/ '* Caja de Retiros. Jubilaciones y Pensiones de 
íe ° tm *' j ubilaíi ™ ord ¡n»ria con arreglo al régimen 

de la le. 4349. En consecuencia, corresponde mocar la sentencia de la Cámara, 
i™!!! L A ^ lHCl0 " M - de ' T!?»»jo que declara que el límite de compatibilidad 
de ambos beneficios (m*n. 3.000, de acuerdo con los art*. 29 de la ley 14.370 v 
21 del decreto 1958/55) establecido en la resolución del Instituto Nacional dí 
Prensión Social, recurrida ante aquel tribunal, no se aplica en el caso por tra~ 
tarse de prestaciones otorgadas por Cajas u organismos no incorporado» al siste- 
ma de reeiproetdad del decreto-ley 9316/46, respecto de los cuales cabe, a juicio 
de la Cámara, admitir la acumulación ilimitada; p. 33, 



militara. 



3. Las dadas interpretativas en la aplicación de los arts. 92 de la ley 13.065, 
38 de la ley 13 076 y 29 de la 14.370, han sido aclaradas, respecto de los retiros 
nublares, por el decreto-ley 8277/58, con una disposición que se extiende también 
a las pensiones: p. 376. 

4. No rige la limitación de monto establecida por el art. 29 de la lev 14.370 en 
el caso en que se trata de acumular una jubilación otorgada por la Caja del 
bstado con la pensión militar correspondiente a la viuda de un militar: p. 37a 

ADUANA (-). 
Jurisdicción y competencia. 

í S',**™'" ihtm ' fMMn * ,fl Aduana es imperativa, In disposición del art. 49 
de la ley 12.964 no implica una limitación a las atribuciones del Poder Judicial 
para conocer y decidir en los delitos previstos en ella, ni supone que su función 
este condicionada a una previa determinación de responsabilidad oue haga I a 
autoridad administrativa: p. 760. 

AEBOI JfEAí AEOEHTIKA8. 

Ver: Recurso extraordinario, 72. 



ordlnlíi.. lál tMmbit! ' 1 - #«rlaUwl*a y rompetoarit, 33; Recuno de tmpa». 23: Rceurfo ritr»- 
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APREMIOS 1I.K0ALES 



AGRAVANTES. 

Ver: Constitución Nnrionnl, 16. 

ALLANAMIENTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 9. 

AMNISTIA (>). 

1. Ln amnistía concedida por la ley 14.43(1 no permite abarcar todos los hechos 
y netos punibles cometidos por un funcionario público en su' sitia condición de 
tal. Ln ley no con sien ti- la presunción de (pie titilo delito común cometido por 
aquél ni tiempo del ejercicio de mi* funciones, encierra de por sí un propósito 
político o posee r,r«vKnria conexidad con un delito político: p, 409, 

2. Corresponde eonfir ,¡ar In sentencia fjue dcuicun la amnistía si en In causa 
— in^tniíila a un ex Presidente de la Nación por negociaciones incompatible» con 
el ejercicio de funciono* públicas, con motivo del otorgamiento de un crédito a 
particulares— no se «.tribuye al procesado la comisión de un delito político, ni 
existen elementos para relacionar su conducta con delitos políticos ni para afir- 
mar la existencia de propósitos políticos o gremiales: p, 412. 

3. La nmnislín concedida por la ley 14.4.10 no permite abarcar todos los hechos 
y netos punibles cometidos por un funcionario píiblieo en su sola condición de tal. 
Ln ley no consiente la presunción de que todo delito común cometido por aquél 
al tiempo del e.jereieio de sus funciones, encierra de por sí un propósito político 
o posee necesaria conexidad con un delito político; p. 412. 

4. Los actos tendientes n hacer efectiva U ¡lícita introducción de automotores, a 
que habían sido autorizados los recurrentes tu recompensa por su actuación como 
'"rompe-hui-Uía*" en el año 1950, no so hallan comprendidos por la disposición del 
nrt. ;1» de la ley 14,4.10. Tales actos, en el «190, no estuvieron ciliados por un pro- 
pósito político o gremial, sino por lino de in.-ro beneficio personal. l*n sentencia 
que. así lo decide, resolviendo una cuestión de hecho y prueba, con sujeción a las 
prensiones Inrislativns. debe ser confirmada : n. 7«0. 

APARCERIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 11. 
APORTES. 

Ver: Recurso de amparo, 4. 
APREMIO. 

Ver: Recurso de amparo, 4; Iíeeurso extraordinario. 145; Recurso ordinario de 
apelación, 7. 

APREMIOS ILEGALES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 28. 



íl) Wt umiuín: Connitudin Nirional, ÍT¡ R«ntfo cxtrwlinai-io. 44. 
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ARANCEL. 

Wm^^^^^^^^^ lr 3; Recurm <?xtr,,ordi,,íirio ' h 

ARBITRARIEDAD. 

Ver: Constitución Xaeioual, 6. 

ARBITROS. 

Ver: Recurso extraordinario, 247, 283. 
ARMADA. 

Ver; .Jurisdicción y competencia, 45, 46. 
ARRENDAMIENTOS RURALES. 

Ver: Concitación Nacional, 40; Costas, 2; Jurisdicción v competencia. 11. 23; 
Recurso extraordinario, 18, 20, 84, 114, 222, 224, 243, 299, 300. 

ASOCIACION ILICITA 

Ver: Jurisdicción y competencia, 37. 

ASOCIACIONES PROFESIONALES. 

V«t: Recurso extraordinario, 05, S2 f í)6, 235, 254. 

AUSENCIA 

Ver; Constitución Xnciomil, 38; Recurso extraordinario, 246. 
AUTO DE NO INNOVAR. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 3, 4; Recurso de amparo, 2; Recurso extra- 
ordinario, 288. 

AUTOMOVILES. 

Ver: Jurisdicción y eomnetcncin, 20, 34; Lesiones, 1; Recurso de amparo, 23; 
Recurso extraordinario, 100. 

BANCO. B 

Ver: Jubilación de empleadns bauearios, 1; Recurso extraordinario, 74, 75. 

BANCO DE LA NACION 

Ver: Jurisdicción y competencia, 26, 40. 

BANCO HIPOTECARIO NACIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 32; Recurso extraordinario, 238. 



CAMA II A NACIONAL DE APELACIONES EN LO FEDERAL 



BONIFICACION POR ANTIGÜEDAD 



1. Lu bonificación por nriti^ücfliKl (-¿tabléenla por el art. 1^', ine. b), de la ley 
15,017, reclamada ¡«ir dos iimnistrados y mi íunciomino judicial que se mníe- 
frraron n lu uctividiid y eontimtfin percibiendo su juliilut-ióii (decreto-ley V2AÓS/ 
57 1 prorrogado por. lev 10.210 1 — y a quienes sólo se le* reconoció nntmüednd, a 
tul efecto, n piirtir do] reintegro—, drlH- serle* liquidad» hastii la techa di' videncia 
del (li en to 1 1 .707/00. m:lmiienlnrio de I» boiii Mención aludida, que m dispone aea 
aplicable con anterioridad ¡i su jubilación : p. 174. 



CADAVER. 

Ver: Recurso de amparo, 10. 

CADUCIDAD. 

Ver; Costa», 3; Pereneión de instancia, 1. 

CAJA DE JUBILACIONES DE EMPLEADOS BANCARIOS. 



CAJA DE JUBILACIONES DE LA MARINA MERCANTE 
NACIONAL. 



Ver: Jubilación del personal de la marina mercante, aeronáutica civil y atines, 2, 



CALUMNIA. 

Ver: Inmunidades 1. 3; Jurisdicción y competencia, 30. 
CALLE. 

Ver: Expropi ación, 14. 

CAMARA DE ALQUILERES. 

Ver: Jurisdicción y compet encía, 10. 

CAMARA NACIONAL DE APELACIONES DE PAZ. 

Ver: Recurso extraordinario, 141, 274. 



CAMARA NACIONAL DE APELACIONES DEL TRABAJO. 

Ver: Recurso extraordinario, 49, 50, 51, 53, 54, 55, 56. 

CAMARA NACIONAL DE APELACIONES EN LO PEDERAL T 



BUENA FE, 

Ver: Jubilación y peit-ión, "j. 



o 






Ver: Corte Suprema, 1; Recurso ordinario de apelación, 10. 



COEFICIENTE DE DISPONIBILIDAD 85" 

C AMABA NACIONAL DE APELACIONES EN LO PENAL 
ECONOMICO. 

Ver: Supcriritcmleiuin, 10. 

CAMARAS NACIONALES DE APELACIONES. 

Ver: Corte Siigiroitn, 2; Jueces, 2; Recurso extraordinario, l.'W, lliu, 290; Re- 
curso por retardo o denegación do justicia, 1; Superintendencia, 1, 2, 4, 10. 

CAMARAS PARITARIAS DE ARRENDAMIENTOS RURALES. 

Ver: Constitución Nacional, 3, 40. 47; Costas, 2; Jurisdicción y competencia, 7, 
11, 23; Recurso extraordinario, 1H, 20, 21, 224. 2!)0, 300, 312. 

CAMEIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 181. 

CARGO JUDICIAL. 

Ver: Superintendencia, 10. 

CATEDRA. 

Ver: Recurso extraordinario, 2. 
CAUSA CIVIL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 9 ; Re» sión de autos, 1. 

CEDULA DE IDENTIDAD. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 39. 

CEREALES. 

Ver; Recurso extraordinario, 222. 
CESANTIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 238. 230. 

CESION DE DERECHOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 22, 81, 114. 

CINEMATOGRAFO. 

Ver; Recurso extraordinario, 68, 237. 

CODIGOS COMUNES. 

Ver: Legislación común, 2. 

COEFICIENTE DE DISPONIBILIDAD. 

Ver: Expropiación, 1. 



858 CONGRESO NACIONAL 

COEFICIENTE DE UBICACION. 

Ver: Expropiación, 18. 

COEFICIENTES 

Ver: Expropiación, 17, 20, 21, 25. 

COLONIZACION, 

Ver: Expropiación, 16. 

COMISION DE CONCILIACION DE LA JUSTICIA DEL TRABAJO. 

Ver: Empleados judiciales, 1; Justicia del trabajo, 1, 2, 3; Ley, 2. 

COMISION NACIONAL DE INVESTIGACIONES. 

Ver: Constitución Xaeionnl, 17. 

COMODATO. 

Ver: Recur*o extraordinaria, 30, 241. 
COMPRAVENTA. 

Ver: Defraudación. 1; Expropiación, 28; Jurisdicción y competencia. 15, 16; 
Recurso extraordinario, lti, tifl, 73, 241. 

CONCAUSA. 

Ver: Pensiona militares, 2. 

CONCESION. 

Ver: Recurso extraordinario, 108. 

CONCURSO CIVIL, 

Ver: Jurisdicción y competencia, 22. 

CONCURSO DE DELITOS. 

Ver: Defraudación, 1; Jurisdicción y competencia, 37, 38; Recurso extraordina- 
rio, 33, 71. 

CONFESION. 

Ver: Recurso extrimnlinario, 104, 274. 

CONFISCACION. 

Ver: Constitución Nacional. 22; Honorarios de ahogado» y procuradores, 4; Re- 
curso extraordinario, 128. 172, 261. 262. 

CONGRESO NACIONAL. 

Ver: División de lo* poderes, 1; Impuesto, 3; Inmunidades. 1, 3, 4, 5; Legisla- 
ción común, 1, 2; Ley, 6, 



CONSTITUCION NACIONAL 

CONSEJO PROFESIONAL DE CIENCIAS ECONOMICAS. 

Ver: Profesiones liberales, 2. 
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CONSEJOS PROFESIONALES. 

Ver: Recurso extraordinario, 34. 



Ver: Impuesto n lo» réditos, 2; Hecur^o extraordinario, :i, 300. 

CONSIGNACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 18, /JO, SI. 

CONSTITUCION NACIONAL C 1 ). 



I-VDICE Sl'MARJO 



Abogado: 4(t. 

Arciones de sociedades ¡inúniutns: 25, 30, 

32. 

Actos administrativos: 6. 
Agravantes: 10. 
Amnistía: IT. 
Arbitrariedad: 6. 
Arrendamientos rumies: 40. 
Asnmblen de accionista*: 25, 32. 
Ausencia: 38, 

Bien común: 4. 

Cámaras pimía riña de arrendamientos ru- 
rales; 3, 40, 47. 
Comisión liquidadora de bien es transferi- 
dos ni Estado Nacional: 9. 
i 'omisión Nacional de Invcstignciones: 17. 
Confiscación: 22. 
Control judicial: 4. 
Corte Suprema: 2, 4. 
Cora juzgada: 23, 24. 

Declaración de oficio; 3, 47. 

Defensa eu juicio: 17, 18. 19, 20, 21, 24, 
42, 44, 45. 

Defensor de Pobre*, Incapaces y Ausen- 
ten: 3S. 

Delito anterior ni juzgado en el procera: 
10. 

Delito posterior al juzgado en el proce- 
so: 141. 
Democracia: 31. 
Depósito: 9. 

Derecho de propiedad: 22, 24, 25, 30. 



Derecho de publicar las ideas: 20, 20, 27, 

2». mi, 31, 32. 
Desalojo; W, 33, 44. 
Deserción del recurso: 23. 
Desistimiento: 43. 
Diario intervenido: 23, 30, 31. 
Diarios: 20. 

Dictadura: í, 20, 27, 2S. 

Elección del nombre: 41. 
Emergencia: 40. 
Error: 12. 
Estado: 1. 

listado de sitio: 1, 5. 

Fnltns y contravenciones: II. 

Homicidio: 19. 
Honorarios: 38. 

Honorarios de abogado» y procuradores: 
23. 

Idioma castellano: 41. 
Igualdad: 34, 35, 37, 38, 39, 43. 
Impuesto: 22,, 34, 43. 
Inscripción de negocio de lotería: 22. 
Inscripción en ln matricula de procura- 
dores: 40. 

Instituto Nacional de Previsión Social: 

18, 20, «, 
Interdicción de bienes: 9, 37. 
Interes personal legitimo; 35. 
Interventor judicial: 25. 
' luria curia novit": 11. 

Juhilnción del personal de ta industria: 

20. 



(1) V,r timfaián: Corte Suprema, 3. 4. 5. 6. 7; División tic los poderef. 1: Estado do 
•■lio. 4. 6, 7. 8. 9; Impuesto, 3; Inmunidades, 4, 9; Jubilación ds mafittradoa y diplomático*. >: 
Ju*cpí a; .luriiuliccidn j competencia, 21. 22. 24, 33; Le ( ..l,riín romin. 1. 3: Ley. 2, 7, 10; 
Locación de ron**. 1; Hik ur w de amparo. 9. 11, 19. 31; Rrcurio extraordinario, 3. 18, 25, 100, 
IOS. 112, 172. 263, 37S. 394. 300, 815. 330. ™™„»™, a. «, a». »wv, 



^HflaWHH5HMM8MH^^HH9iiV99^H 



COSOTITOCIO» NACIONAL 



JnH|««Ua por iavalide»; 18. 
JntanwU* y peaaloa: 18. 
JMM! 1, 5, 47. 
/nagas de inr: 34. 
Jaldo erbniaal: 15, 16, 45. 
Juta. Nacional de Recuperación Patrimo- 
nial: Sí. 
Jnriadleeioa j competencia; 14. 
Jariapredeaci* contradictoria 38, 3». 
Joatkla federal: 45. 

¡ 6. 

mm imponibles: 16. 

Ufi 27. 

Leyes previ ocíale*: 11, 13. 
Libertad de imprenta: 25, 26, 27, 28, 30, 
32. 

Libertad de prensa: £0, 
Libertad individual: 45. 
Límite* de la jurisdicción del tribunal 

apelada: 23. 
Loeaelóa de eo.aa: 10, 33, 44. 
Lotería; 33, 34. 

Malveraaeirta de caudales público*: 17. 
Multas: 14, 19. 

Nombre: 41. 

"Non ble la Idem": 16. 

Nulidad de «patencia: 24. 



Orden público: 23. 

Partea : 21. 
P*s aoeinl: 4. 



Peligrosidad: 16. 
Poder de policía . 4, 6. 
Poder Ejecutivo: 5. 
Poder Judkial: 6. 
Poder Legislativo: 4. 
Prealdeato de U Nación: 17. 
Procurador: 46. 
Prorroga de loa contrato* de 

to: 40. 
Provincias: 4. 
Prueba: 8, 11, 12, 18, 20. 



5, 8. 

Baiantbtlldnd de la ley: 4. 
Reconvención: 10, 53, 44. 
Betuno ame* torio: 14. 
Recorto de aaaparo: 6. 
Recorto de apelación: 18, 23, 24. 
Recorto extraordinario: 11, 40. 
' ' Reforaaatio ia peina": 13, 1». 
Repetición do impuestos: 43. 



Salario incentivado: 11, 12. 
Alarios: 14. 

Secuestro de accione*; 30. 
Sindicato* : 5. 
Sociedades anónimas: 25. 
Snraario criminal: 15, 45. 
Suplencia del derecho: 11. 




1. Sólo la respetuosa observancia de] "Estado de Derecho", en cuanto supone 
un Estado tuyas potestades bou limitadas y se hallan sujetas al deslinde de com- 
petencias fijadas por la Constitución, garantían ana estabilidad calculable de las 
relacionen entre gobernantes y gobernados. Por el contrario, de un gobierno que 
entraman la arbitrariedad y se coloca fuera de la Constitución, sólo cabe esperar 
la anarquía o la tiranta, con sus ominosos, multiformes y esencialmente impre- 
visibles excesos represivos: p. 291. 



Control do coMtitoxkmfclidad. 

JMlefaL 



2. El control de constitueionalidad por parte de ,1a Corte muestra el más alto 
grado cuando, ajusfándolo a las normas vigentes, señala el camino que impone 
a los demás en nombre de la Constitución y asegura, de ese modo, la certeza, de 
las relacione» jurídica? (Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis Marín Boffi 
Boggero) : p. 189. 

3. Los jueces no pueden declarar de oficio la inconstítuoionaltdad de las leyes 
nacionales vigentes : p. 702. 

4. Los actos del Poder Legislativo Nacional que impliquen apartar determina- 
das instituciones de la esfera del art. 67, inc. 11, de la Constitución Nacional, 
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por ¿ton** de poljcU, de fomento, de prosperidad, de paz social o, « general, 
* : bien común, está» sujetos a control judicial destinado . asegurar su razona 
bdidad y a impedir ove mediante ellos se restrinjan indebidamente las facultades 
jurisdiccionales de bu proviaeiss, que son inherentes al concepto jurídico de auto- 
nomía y cuyo resg«rdo representa nn deber indeclinable de la Corte: p. 78L 
o. Si bien ciertas metí idas del poder administrador anejas al estado de «tío están 
sujetas a control judicial de razona bilidad, ello no implica que los jueces puedan 
sustituirse a los órganos administrativos en la apreciación de la conveniencia o 
inconveniencia, del «cierto o error de tales actos: p. 800. 
6 ' P ° r ™ ntro1 jodie»! de razona bil i dad, en orden al poder de policía y al ampa- 
ro, ha de entender tan sólo que las medidas utilizadas por ta autoridad pública 
deben ser propomonalntente adecuadas a los fines perseguidos por el legislador. 
Toda Tez que esa adecuación exista, es decir, siempre que el acto estatal restric- 
tivo no aparezca como patente y arbitrariamente desproporcionado con relación 
a los fines del art 23 de la Constitución Nacional, la revisión judicial de ese 
acto será improcedente: p. 800. 

IL^ J ÍT"; Ví * * P rin 1 d P io » ™ P"*den Clarar de oficio la íneonstitu- 
cionalidad de Jas leyes nacionales rigentes: p. 840. 

D«f«Ím» f ftrantía*. 



*• . U fsrantia de la defensa en juicio requiere indispensablemente -^en cual- 
quier clase de juicios— que se oiga al acusado y, además, que se le dé alguna 
oport -mdad pan producir la prueba de descargo de que quiera valerse: p. 85. 
Principia* gtneralei. 

9. Tanto de las normas que regulan las funciones de la Comisión Liquidadora 
de bienes transferidos al Estado Nacional, cuanto de la naturaleza de la medida 
apelada -dignación como depositarios de algunos bienes a los representantes 
del interdicto— surge una situación que, interpretada del modo más adverso para 
las pretensiones fie la Comisión, sería de duda acerca de la posibilidad de actuar 
en a defensa judicial de los importantes intereses morales v materiales confiados 
a ella; en tales condiciones corresponde aceptar la tesis favorable a la garantía 
constitucional de Ja defensíi en juicio (Voto del Señor Ministro Doctor Don 
Luis María Boffi Boggero) : p. 189. 

Procedimiento y *r ntrmria. 

10. La reconvención, como forma de hacer efectiva, dentro de un proceso va 
iniciado, una acción del demandado frente al actor, con independencia de la dedu- 
cida por este último, no constituye requisito de ta garantía constitucional de ]. 
defensa en ^aicio. La prob.bición de reconvenir en los juicios de desalojo (art. 40 
de la ley 11.924, modificado por el art. 26 del decreto-lev 23.388/56) no obsta 
a que el demandado sea oído, ni impide que haga valer sus pretcnsiones en otro 

JUICIO' 

En consecuencia, si el recurrente no acredita una efectiva privación o restricción 
sustancial de la defensa, el agravio fundado en aquella prohibición no sustenta 
el recurso extraordinario: p. 31. 

11. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia de la Suprema 
™ e Mendoza que declara la inconstitucionalídad del decreto-ley provincial 
1020/58, tundada en razones de hecho y de derecho local. No importa que ta 

™Si*?A í" y i ,° ?° r Un ?, ™ff n 110 imo « d * P° r "« P«rtes, oída» coa 
amplitud en el caso, desde que ello sólo significa el ejercicio de la facultad judi- 
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cial de .suplir el derecho y no constituye, por lo tanto, violación de la garantía 
constitucional de la defensa en juieio : p. 46. 

12. Es materia ajena a la garantía constitucional de In defensa en juicio «1 
error en que pueda haber incurrido la Suprema Corte de Mendoza al valorar 
el informe expedido por el Instituto de Investigaciones Económicas y Tecnológica» 
de esa Provincia, en apoyo de la sentencia en que declara la ineonstitueionalidad 
del decreto-lev provincial 1020/58: p. 4o, 

13. La "reformatio in peius" se vincula con el agravio del apelante y no con el 
acierto del fallo. Y no es racional la alternativa de consentir la sentencia conde- 
natoria o «ponerse at aumento de In sanción en la alzada; p. 125. 

14. El principio según el cual la' falta de recurso acusatorio impide agravar la 
penn reconoce jerarquía constitucional; el pronunciamiento que desconoce ese 
principio adolece de invalides, porque ha «ido dictado sin jurisdicción, y con- 
traría U garantía contemplada en el art. 18 de la Constitución Nacional. En 
consecuencia, corresponde revocar la resolución del tribunal de alzada «me, consi- 
derando que el Juez de Faltas del Trabajo de la Provincia de Buenos Aires había 
aplicado erróneamente la escala.de la ley 11.273 (modificada por el decreto-ley 
15.243/56), reformó oficiosamente el pronunciamiento que imponía al recurrente 
ntfn. 30,000 de multa, elevándola a mín. 60.000: p. 125. 

15. El art. 38 del Código de Procedimientos en lo Criminal no impide el ejer- 
cicio del derecho de defensa : p. 203. 

16. Es dudoso que el principio que expresa la regla "non bis in ídem se vea 
nfectado por la circunstancia de que la peligrosidad del imputado, a. los fines del 
juzgamiento del delito de homicidio, se haya contemplado teniendo en cuenta la 
comisión posterior de otro delito (en el caso, el de lesiones graves imposibles, 
perpetrado inmediatamente después). Tal posibilidad, a ¡semejanza del agravante 
que puede derivar de la comisión de un delito anterior, es extraña al Ambito de la 
tutela constitucional: p- 232. 

17. No existe agravio a la defensa en juicio por el hecho de que el proceso ins- 
truido a un ex Presidente de la Nación por malversación de caudales públicos, 
en el que se denegó la amnistía pedida, se huya originado en actuaciones de la 
Comisión Nocional de Investigaciones. Tal alegación carece de tnisecmlencia 
jurídica por ser ajena a lo decidido por la Cánmra, sobre la base de resoluciones 
dictadas por el juez de la causa: p. 41)9. 

18. Es iurisprudeucin de In Corte Suprema que, para que proceda el recurso 
extraordinario fundado en la violación de la defensa en juicio contra la sentencia 
que deniega la jubilación por invalidez sobre la base de que no se lian cumplido 
lo* requisitos exigidos por la ley, debe mediar desconocimiento de las reglas 
normativas de la prueba. Pero el recurso no procede cuando, luego de considerar 
lan pruebas aportadas por ln recurrente y las conclusiones expresadas por lo» 
médico* del Instituto Nacional de Previsión Social, el fallo de la Cámara esta- 
blece que no se han comprobado los extremos necesarios para acordar el bene- 

19. '° U jurisdicción de apelación de los tribunales de alzada esta limitada por 
la extensión de los recursos concedidos para ante ellos y su extralimitación, impo- 
niendo una multa de mayor monto que la apelada por el condenado, importa 
agravio a las garantías de 1« defensa en juieio y de la propiedad: p. 612. 

SO. Existe arbitrariedad y violación de la defensa cu juicio si la recurrente, al 
solicitar su inscripción como afiliada al régimen «leí decreto-ley 13.937/46, ofreció 
el testimonio de veinte testigos que depusieron respondiendo a un cuestionólo 
tipo y cuva imparcialidad no se ba objetado, y el Instituto Nacional de Previsión 
Social dictó pronunciamiento denegatorio basado en la insuficiencia de esa prue- 



constitución nacional ^ 

I 1« ríl «fV«P^f* £ Corresponde, en consecuencia, revocar el fallo 
de Ja CAm-ra Nacional de Apelaciones del Trabajo que confirmo la decisión 

Í Tm 7 " eattSR l>nra rM "° ltfl wnÍom ' 8 Predio: 

21. La sentencia que decide el cese de la intervención en el juicio de amenes 
fueron tenidos por parte mediante «solución firme, viola la garantía de la defensa 

W¿!ST S n * *? ^"íi* «ttWfe (Voto del Señor 

Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boggero) : p, 664. 



Si* ^'í* .** ^ .mpugnneión de una tasa, por considerársela eíhorbitante, 
sólo puede juzgara desde el punto de vista de su posible carácter confiscatorio 
corresponde confirmar la sentencia que rechaza la demanda de repetición del gra- 
vamen de inscripción establecido para los negocios de lotería por iV MunicipalSad 

to£ñ n £v ™¡ 8Í 18 MD ' enCÍa a P* ,ada ««Te™ relación i los 

ingresos del agenciero. ] a tasa sólo representaría 2,4 %, por lo que el tributo 
no absorbe una parte esencial del «dito o capital a que se aplica: p. 285 

Sn A° t tW ^ * ■J ,l0l ? d « d dc Ia 0083 jaz e ada >' ñ 103 lími *« ^ ' a jtt'risdic- 
ción de los tribunales de aluda son cuestiones que interesan al orden público y 
revisten jerarquía constitucional. H y 

a^T^ (feÍ " "í" I t>Ct ? la Mnt#0cia * la Cámara decidió que el letrado 
S? B ¡ ^ C T^ de - d f Bch ? 1 pettfibir «"««riM» ™ Primera y segunda instan- 

S2¿ LT *!! , M flpelada P° r a « uét ' P° r y P»r »* demudada, cuyo 
recurso se deeUró desierto por no expresar agravios. En tales condiciones, la 

7™' i" reSOh ' er . S1 la era justa o si debí» ser 

aumentada, con arreglo a las pretensiones del Único apelante: p. 548. 
3». La contrario a las garantías constitucionales de la propiedad v de la defensa 
en juico el fallo que declara la nulidad, en todas sus partw, de una sentencia de 
primera instancia que había quedado iirme, con autoridad de cosa juagada, res" 
pecto de una dc las partes v qne sólo fuera apelada viudamente por otro de los 
codemandado*, pues los tribunales de apelación no pueden exceder la jurisdicción 
«ue les Acuerdan los recursos deducidos ante ellos: p. 577. 

aLKIT^ qW - ,XÍ *\* n fl< T i e m ' B in *««tid«^ cuyos titulares no «quieren 
decisión judicial previa al ejemeio de sus derechos; y que la convocatoria dis- 
puesta a asamblea extraordinaria no contraría disposiciones legales o estatutarias, 
ihnrüÍT ,le . au f.; jíista ! 1 «■Bhifa accione, respecto de cuyo dominio cabe 
debate judicial no just.fica, S1ll más , | n subsistencia indeterminada de la inter- 
vención jndicml de un órgano periodístico, luego de restablecida la normalidad 
institucional y en ausencia de un litigio regular que pueda hacerla pertinente, 
fcl o miphca agravio al ejercicio del derecho dc propiedad respecto de las acciones 
mdiscutidns de la sociedad anónima y afecta a la libertad de prensa: p. 604. 

Jttocuo de publicar las Ideas. 

¡M. Tiene base constitucional el principio de que la persona que publica o dirige 
un diario no puede ni debe ser sancionada en su patrimonio por la sola cireuns- 
tancm de que, al verse obligada a elegir entre el sometimiento al poder arbitrario 

íi¿ Líif V'T"? í ta ]ÍhtTÍitd Úe P"™ 9 »' «*» »W-o" y Practica esa 
noertad en defensa de los principios constitucionales, resguardando con entere» 
y dignidad los valores de libertad, democracia v justicia: p. 291. 
27. Jurídicamente, ta rondóla debida es la opuesta a la conducta anconada 
por la ley. Luego, si el ejercicio legítimo de la libertad de prensa pudiera apa- 
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re jar unn sanción patrimonial. la premias <M fallo que decidiera tal cosa sería 
que, bajo la dictadura, el deber «le las periodista» es someterse u ella. De tal 
manera, se incurriría t n la aberración esencial de sostener que vi derecho obliga 
ti ana conduela deshonesta o inmoral; p. 291. 

28. Entre la* libertades que la Constitución consagra, la de prensa es unn de Jas 
que po!>een mayor entidad, a) extremo de que sin su resguardo existiría tan sólo 
una democracia desmedrada o puramente nominal. Tiene, entonces, máxima jerar- 
quía constitucional In exigencia de que el uso legítimo de la libertad de prensa 
no pueda ser sancionado toando se la ejerce contra las manifestaciones radical- 
mente ilícita» de la dictadura: p. 291. 

29. Tiene jerarquía constitucional el principio de que la persona que dirige o 
publica un diario no puede ni debe ser sancionada patrimoiiialiuente por In sola 
circunstancia de que habiéndose visto obligada a elegir entre el sometimiento al 
poder arbitrario y el ejercicio del derecho que el art. 14 de la Constitución Nacio- 
nal le. acuerda, elige este último y practica, legítimamente, In libertad de prensa. 
Por ello, resulta infundado el argumento de que no puede invocar la eximente 
de fuer»! mayor el di» rio que fué objeto de un "implacable proceso persecuto- 
rio", porque no hizo gestiones ante In Comisión Parlamentaria que lo intervino 
para poder disponer de fondos: p. 591. 

30. Por causar agravio a la garantía de la propiedad y afectar la libertad de 
prensa, corresponde revocar la sentencia que dispone, en causa criminal, que las 
acciones de un diario intervenido sentí puestas a disposición del juez civil que 
entiende en el juicio de intervención, en lugar de ser devueltas a las personas 
ñ quienes les fueron secuestradas. Lo referente a la propiedad o titularidad de 
las nt-ciones debe debatirse ante la jurisdicción civil, pero para dio no es indis- 
pensable remitirle las acciones, con la consiguiente demora en la normalización 
del diario intervenido: p. 651. 

SI. La dignidad institucional de la justicio independiente y de la prensa libre 
son valores preeminentes do) orden democrático. 

La plena vigencia de la g-irantía constitucional de la libertad de prensa, que 
requiere ta ausencia de contralor estatal sobre ella, excluye los procedimientos 
que conduzcan a someter el ejercicio de esa libertad n la discreción judicial, aun- 
que ella sen bien intencionada e intrínsecamente sana : p. 664. 

32. Porque afecta a la libertad de prensa y a la garantía constitucional de la 
propiedad, corresponde revocar la sentencia que dispone lu paralización, sin tér- 
mino cierto, de la invocatoria a asamblea .extraordinaria de los accionistas de 
un diario intervenido, y, en atención a la importancia de los derechos debatidos 
y ni extenso tiempo transcurrido sin que ellos pudieran concretarse, corresponde 
resolver directamente el fondo del asunto (Voto del Señor Ministro Doctor Don 
Luis Marín Boffi Boggcro) : p. 664. 

Igualdad. 

33. El art. 40 de la ley 11.924, modificado por el art. 26 del decreto-ley 23.398/ 
56, no viola la garantía constitucional de la igualdad al prohibir ni demandado 
la reconvención en los juicios de desalojo, ya que n aquél le asiste In facultad de 
reclamar los derechos que pretende mediante acción deducida en juicio por sepa- 
rado: p. 31. 

34. La mera existencia de categorías distintas de contribuyentes no viola la 
igualdad ante la ley. La formación de una categoría con los contribuyentes cuyo 
negocio consiste en la explotación del juego, aún lícito, como In lotería, no carece 
de razonabilidad: p. 285. 
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35. Para 1a invocación filil tic h garantía constitucional de igualdad ante k 
te?, se requiere que el recurrente tenga un interés personal legítimo. A cito ha 
de agregarse un mínimo de respaldo étieo en la impugnación : p. 4°2 

36. La garantía constitucional de la igualdad no lia de ser buscada en loa hechos, 
sino en las normas que dieta el legislador, ya que solamente se trata de la igual- 
dad ante la ley (\oio del Señor Ministro Doetor Don Luis María Boffi Boggc- 
ro ) : p. 422, 

37. Reconocido por el recurrente el hecho y las circunstancias que tuvieron en 
cuenta la Junta Nacional de Recnperneión Patrimonial v la Cámara Federal 
para darle por perdido el beneficio que ohtuvo con la venta de un automóvil 
adquirido mediante un permiso gracioso de camino, prctemler que esta sanción sea 
revocado porque otros personas habrían realizado actos análogos sin merecer I» 
misma sanción, importa desnaturalizar la garantía de igualdad ante la ley, que 
quedaría transformada, así, en una garaniía de igualdad ante la violación de 
la ley <\oto del Señor Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boggero): p. 422. 

38. La invocación de la garantía constitr -innnl de la igualdad no autoriza la 
mtervención de la Corte a fin de unificar pronunciamientos sobre cuestiones no 
federales, como son las atinentes a si los Defensores Oficiales, por el desempeño 
de sus funciones como representantes del ausente, tienen o no derecho a percibir 
honorario*: p. "6". 

39. La existencia de fallos contradictorios con relación a una situación jurídica 
similar, no implica quebrantamiento de. la garantía constitucional de la igualdad, 
toda vez que ésta no ohstn a la desigualdad de hecho que deriva de la interpre- 
tación de ta ley, cuando ella es la consecuencia natural e inevitable del ejercicio 
de la potestad jurisdiccional que corresponde a Ins diversos trihuiioles del país, 
sra " J nnc ' í,nn,ís ° P toV » lt ' i ' 11 ^ «' «Ph'enr la ley conforme a su propio criterio: 

p. H,i¿. 

Ootutitncioaalid&d « incotutitucionalidad. 

nacionales. 

Comunes. 

40. Declarada por la Corte Suprema la iiiconstitucionalidad de las leyes que 
organizan laa Cámaras Paritarios de Arrendamientos Rurales, en cnanto* atribu- 
yen funciones jurisprudenciales a organismos dependientes del poder adminis- 
trador, no es obstáculo para la procedencia del recurso extraordinario fundado 
en esa circunstancia el hedió de que el arrendatario recurrente pretenda acogerse 
n los beneficios de la legislación de emergencia —en el caso, prórroga del contrato 
vencido— pues lo resuelto por la Corte no se refirió a normas de esta nntura- 
lexa: p. 343. 

41. La prohibición establecida por el decreto 11.600 (ley 13.030) en cuanto limi- 
ta In elección de] nombre de las personas a palabras castellanas o castellanizadas 
por el uso, contempla el interés público que reviste la materia v no es repugnante 
n los ar;s, 19 y 33 de Ja Constitución Vacioriut: p, 693. 

Administrativa*. 

48. El carácter limitado de la apelación prevista en el art. 14 de la ley 14.236 
no implico violación de la garantía constitucional de la defensa en juicio por 
cuanto, por ese medio, se asegura la intervención de los jueces con potestad de 
revocar o anular, en su caso, la decisión administrativa: p. 501. 
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Impositiva*. 



43. El »rt. 88 de U ley 11.683 — t. o. 1956— no es inconstitucional. La circuns- 
tancia de que contenga una exigencia aplicable n una de las partes en juicio no 
basta para, su impugnación con base en el art. 16 de la Constitución Nacional, 
porque encuentra fundamento en la necesidad de la pronta decisión de esta clase 
de juicios atinentes a la repetición de impuestos. Xa se trata, por consiguiente, 
de una exigencia arbitraria ni fundada en razones persecutoria» o de indebido 
privilegio: p. 111. 

Procede*. 

44. El art. 40 de la ley 11.924, modificado por el art- 26 del deereto-ley 23.398/ 
56 no es violatorio de las garantías conatitucionnles de In defensa en juicio y de 
la igualdad: p. 31. 

45. El art. 38 del Código de Procedimientos en lo Criminal no es violatorio de 
las garantía» constitucionales referentes a la libertad individual y a la defensa 
en juicio: p. 203. 

Varia*. 

46. No es inconstitucional la ley 10.996, en cuanto exige a los abogados que 
pretendan desempeñarse como procuradores, el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en ella : p. 58. 

Efectos da la declaración d« incoMtitucionalidnd 

47. Loa efectos de la declaración de inooiiítitucionalidad se limitan al juicio en 
que fué admitida : p- 702. 

CONSTITUCIONES PROVINCIALES. 

Ver: Recurso extraordinario, 111. 

CONTADOR PUBLICO. 

Ver: Profesiones liberales 1, 2. 

CONTESTACION A LA DEMANDA. 

Ver: Recurso extraordinario, 300. 

CONTRABANDO. 

Ver: Jurisdicción y eomi>eteneia, 35, 45, 46; Kecursn extraordinario, 284. 
CONTRATO. 

Ver: Daños y perjuicios, 2, 4; Hecwrso extraordinario. 22, 81, 104, 209, 222, 236. 

CONTRATO DE OBRAS PUBLICAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 111. 275. 

CONTRATO DE TRABAJO (>)• 

1. No existiendo una ley especial que establezca las obligaciones ilcrivndas de 
las huelgas, legítimas o justificadas, la controversia planteada al respecto nntc 

U) V>r también: Huno» y iwrjulclas. 1; Jubilación del pfrwnal de la Industria. 1; Jubi- 
laHAn y i>nii.iíln, .1; Jní-¡*ii«'i¿n y romiM-tmcia. 1S. 24. 25: l>>-. 5: Paa«, 1. . : Herí» rao da 
amparo! 1: líi^-u™ «traonJinarig. 3. 61. M. 72. 74, 7S, ífc 77. 78. 79. AO. 83, 95. 103, 217. 
221, 231. 232. 333. 334. 245. 23». 287. 273, 278. 
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los tribunales debe ser resucita de conformidad con los principios de las leyes 
análogas y en su defecto, con los principios generales del derecho, teniendo en 
consideración tos circunstancias sometidas a decisión. 

Tal es el caso de la sentencia que declaro justificada una huelga v condenó n la 
parte patronal al pngo de salario» correspondientes a los días no trabajados 
aun ruando no cite ningún precepto laboral específico, si las partes trabaron eí 
debate sobre la aplieabthdad o inaplieabilidad de loa arts. 511 v sietes., del 
Código Civil, como principio de leyes análogas, y ellos han sido invocados por 
el tribunal en su decisión, en cuanto esto» preceptos establecen la responsabilidad 
del deudor que ha incurrido en culpa en el cuín pli miento de sus ohligaciones: 

CONTROL DE CAMBIOS. 

1. Es elemento esencial del régimen instituido por la ley 12.160 la exigencia do 
que el cambio solicitado en el mercado oficial se ajuste estrictamente al costo do 
In importación, para cuyo pago se pide y en razón del cual se acuerda. En conse- 
cuencia, es facultad del Poder Ejecutivo exigir del importador la Teintegrnción 
de Jas divisas no utilizadas por aquel en las operaciones que hubiesen sido objeto 
del correspondiente permiso. Esa facultad responde a la necesidad de mantener 
la inalterabilidad en las disponibilidades de cambio oficial ; p. 11. 

2. Entre las facultades conferidas al Poder Ejecutivo por el art. 17 de la ley 
12.1 fiO se halla implícitamente comprendida, si el importador no ha restituido el 
cambio oficial no utilizado en el destino para el cual se le otorgó, la de reclamar 
la diferencia de cambio entre el mercado libre v el oficial vendedor, que repré- 
senla la cantidad que el Estado necesita pura obtener e incorporar al mercado 
oficial las divisas no restituidas. 

Al efecto, carece de significación la falta de prueba para acreditar la existencia 
de un perjuicio, pues éste debe ivputnrse configurado frente a ln mera compro- 
bación de qne la importadora sustrajo al mercado interno la concurrencia de parte 
de las divisas que debían hallarse en él, y envn reincorporación sólo pudo efec- 
li-arse mediante la adquisición en el mercado libre: p. 11. 

CONTROL DE 00N8TITUCI0NALIDAD. 

Ver: Recurso extraordinario, 112. 

CONVENCIONES COLECTIVAS DE TRABAJO. 

Ver: Pago, 2; Recurso de amparo, 1. 

CONVOCATORIA DE ACREEDORES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 53. 

CORREDORES UBRES. 

Ver: Recurso de nmparo, 4. 

CORTE SUPREMA ('). 

1. Anulada una sentencia de la Corte por haber sido pronunciada sin que se 
notificara a las partes la providencia de autos, corresponde admitir ln recusación 



á* iilLJ&. ÍPSífife .£™«iiqílon Xarloml. 2, 4; CotUn, 2; Expropiación, 24; Jabil.Htfn 
per reurdo o d™ m ci6n d« jn . tie ¡., % K« U -.di *' i?*^^^**; "Yo.*""" 
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con causa de los juera» del Tribunal que la suscribieron ; e integrar la Corte con 
d Ministro, que no lo biso y, por haber intervenido el Procurador General, con 
seis jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Federal y Contencioso- 
administrativo de la Capital: p. 96. 

2. No corresponde que la Corte Suprema adopte una decisión, como órgano 
superior del Poder Judicial, a raíz de bis apreciaciones formuladas por un legis- 
lador para fundar una modifica ción a la ley orgánica de la justicia, vinculadas 
con la tiento a que sufrirían las causas en trámite ame una Cámara Federal: 
p. 177. 

3. £1 supuesto del cercenamiento de las atribuciones constitucionales originarían 
de la Corte Suprema, como es la de juzgar respecto de la calidad de sus integrantes, 
hace posible la defensa "ex oí f icio" de ellas : p. 398. 

4. Las calidades de los miembros de la Corte Suprema liállanse establecidas en 
la Constitución Nacional y representan, por lo tanto, una materia sustraída por el 
Poder Constituyente a la competencia del Poder Legislativo: p. 308. 

5. Las palabras "tribunal colegiado", que aparecen en el art. 8» del decreto- 
ley 1285/58, deben ser entendidas en el sentido de que únicamente designan a los 
"tribunales inferiores a la Suprema Corte de Justicia" previstos en Los arts. 67, 
inc. 17, y 0-1 de la Constitución Nacional, sin que acá dndo extender'. ts a la Corle 
Suprema. Dicba interpretación, que coincide con la extensión que el Congreso 
reconoció a las disposiciones correlativas a las leve» 1893 {art. 100) y 4955 
{art. 14), se ajusta al propósito de f ibordinación' a las normas constitucionales 
€|ue inspiró la reforma del art. 4» de la ley 13.998 por el art. 4» del decreío-ley 
1285/58: p. 39*. 

8. Kl art. 8" del decreto-ley 1285/58 sólo es aplicable a los jueces de los "tribu- 
nales inferiores" de la Nación. Ello es así debido n que los requintos que los 
arta. 97 y 47 de la Constitución Nacional prescriben para ser miembro rU- la Corte 
Suprema, no pueden ser alterados por el legislador, lo cual ocurriría de admitirse 
que el aludido art. Sv comprende también a los integrantes del Tribuna): p. 398. 
7. La validez constitucional de los títulos de los miembros de la Corte Suprema, 
en cuanto hace a su actual composición, ba sido considerada i>nr el Tribun , en 
ejercicio de facultades implícitas que son inherentes a todo poder estatal, en 
oportunidad de los juramentos n que se refiere el art. 98 de la Constitución 
Nacional y ratificada en su actuación posterior tomo tribunal judicial: p. 39H. 
S, U cláusula del nrt. í' de la ley 13.271, modificatoria iM art. 2:í del decreto- 
ley 1285/58, debe interpretarse con el alcance de que la exigencia del tribunal 
plena río allí previsto rige para el supuesto, aun no ocurrido, de la división en 
Salas de la Corte y de ijue autoriza, mientras tanto, las sentencias con partici- 
pación de la mayoría absoluta de los jueces que la integran: p. 3Í)8. 

9. Lu exigencia de tribunal plenarío, previsto en el art. 23 de la ley 15.271, sólo 
rige pnni el supuesto, aún no ocurrido, de división en Salas de la Corte, siendo 
legítima la decisión del recurso extraordinario con la participación de la mayoría 
de los jueces que integran el Tribunal: p. 442. 

10. La jurisdicción de superintendencia de la Corte no es, como principio, vía 
hábil para obtener la revisión de actos jurisdiccionales, en cuanto a su acierto o 
validez: p. 726. 

COSA JUZGADA. 

Ver: Constitución Nacional, 23, 24; Interdicción de bienes, 1; Recurso dé ampa- 
ro, 5. 78; Recurso extraordinario, 3, 23, 58, 84, 113, 114, 115, 183; Sobreseimiento 
definitivo, 1. 



DAÑOS Y PERJUICIOS owU 

COSTAS (>). 
Naturales» del juicio. 
Expropiación. 

1. Con arreglo a lo dispuesto en el art. 28 de la ley 13.264, cuya constituciona- 
lidnd ha sido admitida por la Corte, correspondí' declarar que las costas de 
primera instancia de un juicio de expropiación sean suportados en el orden cau- 
sado, si la indemnieación fijada no excede la sumo ofrecida más la mitad de la 
diferencia entre ésta y la reclamada : p. 139. 

Desarrollo del juicio. 

2. No cnbe pronunciamiento alguno sobre costas respecto de actuaciones decla- 
radas nulas por el tallo definir? o de la Corte — en el caso, las tramitada* ante- 
los organismos paritarios, cuya inconstitucional! dad se resolvió en la sentencia— i 
p. 548. 



3. Cuando so ha declarado operada la caducidad de la instancia extraordinaria, 
en rnüón de linber tenido éxito ln acusación de perención formularla por la contra- 
parte, las costas del incidente deben imponerse al recurrente vencido: p. 105. 

CUASIDELITOS. 

Ver: Jurisdicción y coinpetoncia : 2Ü. 

CUESTION FEDERAL. 

Ver: Recurso extraordinario, ISO, 215. 

CULPA. 

Ver: Daños y perjuicios, 6, 

OH 

CHEQUE SIN PROVISION DE FONDOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 41; Recurso extraordinario, 85, 

D 

DAÑO. 

Ver: Expropiación, 0. 

DANOS Y PERJUICIOS ('). 
Principios genérale!. 

1. La circunstancia de que el art. 157, inc. 1°, del Código de Comercio, no sos- 
tente la demanda de los empleados de un diario que se dieron por despedidos con 



(I) Vrr también: Honorario* de ahondo* J procurador**, 3; Retían* extraordinario. 49. 
S2, 117. tí», 183. 121. 125. 128, 120, 340, 311; Rtevra» ordinaria de apelación, 5. 
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motivo de la clausura ilegal y arbitraria de aquél, no priva a los actores del 
derecho a reclamar indemnización al o a los responsables de los actos ilícitos 
qde damnificaron directamente a la empresa y por los cuales los empleados sufrie- 
ron perjuicios indirectos: p. 291. 

Responsabilidad del Estado. 

2. Sí bien, según las condiciones de la licitación para el suministro de avena al 
Ministerio de Ejército, el contrato estaba sometido al principio de la invaria- 
bilidad del precio ofrecido y adjudicado, cualesquiera fueren los errores u omisio- 
nes de la propuesta o los cambios de precio de ta mano de obra o de los materia- 
les, tal principio obligaba a ambas partes por igual (art. 1197 del Código Civil); 
y, «i la Administración produjo actos que necesariamente incidirían en el objeto 
del contrato — como el decreto que aumentó el precio oficia] del cereal— como 
contratante debió proveer a los medios que restablecieran las bases de esa contra- 
tación (art. 1198 ídem), concillando así sus obligaciones contractuales con el 
ejercicio de facultades gubernamentales : p. 79. 

Accidentas da transito. 

8. Corresponde confirmar la sentencia que condena a la Nación a pagar la suma 
de m$n. 100.000 por los daños y perjuicios sufridos por el actor al ser embestido 
por una ambulancia del Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública, que le 
ocasionó la perdida de la pierna derecha, aunque el conductor del vehículo haya 
sido sobreseído definitivamente en la respectiva causa criminal: p. 409. 

Caaos Tartos. 

1. £1 perjuicio causado al adjudicatario de una licitación parar proveer avena 
al Ministerio de Ejército durante 1951, en virtud del alza no previsible del precio 
del cereal por decreto posterior a la fecha del cierre de la operación, reúne la 
condición de especialidad necesaria para que sen resarcible, sin necesidad de recu- 
rrir a principios legales que rigen otros contratos administrativos; y el demandante 
tiene derecho a ser indemnizado en la medida que el perjuicio ha provenido de la 
ejecución del decreto mencionado: p. 79. 

5. Es procedente la indemnización que reclama la firma adjudicataria de una 
licitación pnra proveer 4.000 toneladas de avena al Ministerio de Ejército durante 
el año 1951, por entregas mensuales, si: a) el precio oficial del cereal fijado por 
decreto 19.557 del 19 de setiembre de 1950 — determinante de los que regirían el 
mercado durante 1951 — debió ser tenido necesariamente en cuenta como elemento 
fundamental por las partes; b) no eran normalmente previsibles para el ofer- 
tante aumentos posteriores a ese decreto; c) no se alega por la Nación demandada 
la existencia de condiciones económicas o de otro orden que, a' tiempo de la aper- 
tura de la licitación, coíncidente con el de la propuesta (JO de diciembre de 
1950), hiciera previsible que el Poder Ejecutivo se vería constreñido a decretar 
aumentos como el impuesto por el decreto 1736, del 30 de enero de 1951, cuyos 
considerandos no ponen de manifiesto hechos económicos sobre viniente» que pu- 
dieran ser conocidos y apreciados por el ofertante, como conducentes a una 
elevación de los precios del decreto 19.557/50: p. 79. 

6. Aunque se trate de transporte gratuito, la Nación es responsable por los daños 
«a usados por sus agentes en ocasión del mismo — choque en pleno vuelo de dos 
aviones militares— a un tercero que viajaba en uno de estos, si de las circuns- 
tancias del caso puede concluirse que no ha mediado caso fortuito y sí culpa de 



DELITO IOTOSIBLE 871 

por lo mono» ano de los pilotos. En estas condiciones el carácter benévolo del 
transporte no exonera de responsabilidad, porque la imposibilidad de discernir 
el prado de participación en la culpa no puede gravitar sobre la víctima, en 
beneficio del Estado: p. 688. 

Determinación de la 



7. Si bien entre las sumas que abonó para adquirir la nvena el adjudicatario 
de una licitación para proveer ese cereal al Ministerio de Ejercito, v aquellas en 
que pudo haberlo comprado de no mediar el decreto que elevó imprevistamente 
su precio con posterioridad ni cierre de la operación, se comprueba una diferencia 
que excede los m$n. 2,50 por quintal, la indemnización debe fijarse sobre la base 
de esta ultima cifra (monto del aumento decretado), pues la que excede puede 
ser atribuida a otras causns y, además, la sentencia que asi lo establece no lia 
sido impugnada por el actor: p. 79. 

DECRETO. 

Ver: Heeurso extraordinario, 154. 

DECRETOS RACIONALES. 

Ver: Daños y perjuicios, 2, 4, 7. 

SN JUICIO. 



Ver: Constitución Nacional, 8, 9, 10, 11, 12, 14, 15, 17, 18, 19, 20. 21, 24, 42, 
44, 4o; Estado de sitio, 2; Honorarios de abogados y procuradores, 4; Recurso 
de amparo, 4, 9; Recurso extraordinario, 8, 9, 11, 12, 15, 17, 19, 24, 29. 35. 36 
47, 51, 112, 123, 132, 143, 159, 173, 194, 225, 229, 242, 252, 253, 254, 264. 2S¿ 
272, 274, 275, 283, 289, 292, 293, 303. ' * ' ' ' ' ' ' 



Ver: Recurso extraordinario, 225. 

DEFENSOR SE POBRES, INCAPACES Y AUSENTES. 

Ver: Constitución Nacional, 39; Recurso extraordinario, 246. 

DEFRAUDACION (*). 

1. La actitud del deudor prendario que, durante la vigencia de la prenda, vendo 
la cosa gravada como libre, puede importar una doble ilicitud : Ja defraudación 
que reprime el art. 44 de la ley 12.962 (decreto 15.349/46), en perjuicio del 
acreedor prendario, y la que prevé el art, 173, inc. &>, del Código Penal, en 
detrimento del comprador de buena fe, ambns en concurso ideal : p. 417. 

DELITO IMPOSIBLE. 

Ver: Recurso extraordinario, 33, 71, 283. 



U) \>r lamhiín: Jor¡«H«IÍB y competed» 39, «, 48; Prend. coa Kffetro, 1. 
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DELITOS. 

Ver: Aduan», 1; Jurisdicción y competencia, 26, 40; Prenda con reeistro, 1; 
Beeuwo extraordinario, 33. 

Ver: Amnistía, 1, 2, 3L 
DELITOS OOMEXOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 36, 44. 

DELITOS POUTIOOl. 

Ver: Amnistía, 1, 2, 3. 

DEKAMDA. 

Ver: Intereses, 2; Jurisdicción y competencia, 8; Pago, 1; Recurso ordinario de 
apelación, 11. 



DEMEOA0ION DE JUSTICIA, 

Ver: Jurisdicción v competencia, 10. 

Ver: Recurso de amparo, 11, 12; Superintendencia, 8. 
DEPOSITO. 

Ver: Constitución Nacional, 9; Interdicción de bienes, -1, 2; Recurso extraordi- 
nario, 41. 

DERECHO A LA ORGANIZACION SINDICAL UBRE T 
DEMOCRATICA. 

Ver: Estado de sitio, 8, Ó. 

DESECHO DE EJERCER INDUSTRIA LICITA. 

Ver: Recurso extraordinario, 218. 



DEMANDA OOETBEOIOSOADICQnSTRATXVA. 




Ver: Daños y perjuicios, 3. 



DEMOCRACIA 
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Ver: Constitución Nacional, 19, 22, 23, 25, 30; Honorarios de abogados y pro- 
curadores, 4; Recurso extraordinario, 36, 37, 39, 79, 84, 112, 123, 173, 218, 253, 
258, 260, 261, 262, 263, 275, 277, 289, 308, 315, 329. 

DERECHO DE PUBLICAS LAS IDEAS. 

Ver: Constitución Nacional, 25, 26, 27, 28, 30, 31, S2\ Recurso extraordinario, 
39, 218. 

DEKEOHO DE TRABAJAR. 

Ver: Recurso extraordinario, 218. 

DERECHO! ADQUIRIDOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 79. 

DERECHOS HUMAMOS 

Ver: Recura> de amparo, 21. 

DERECHOS T OARAHTIA8. 

Ver: Ley, 10. 



Ver: Superintendencia, 8. 
DESALOJO. 

Ver: Constitución N'acional. 10. 33, 44; Recurso extraordinario, 10, 18, 20, 22, 
29, 83, 86, 87, 90, 92, 94, 99, 101, 143, 226, 227, 244, 248, 274, 277, 282, 289, 



Ver: Constitución Nacional, 23; Recurso extraordinario, 91, 133. 



Ver: Constitución Nacional, 43; Honorarios de abogados y procuradores, 3¡ 
Impuesto a los réditos, 1, 2; Recurso extraordinario, 122, 299; Recurso ordi- 
nario de apelación, 8. 



Ver: Daños y perjuicios, 1; Jurisdicción y competencia, 18; Pago, 1; Recurso 
de amparo, 1; Recurso extraordinario, 61, 72, 76, 77, 78, 79, 80, 107, 218, 232, 
233, 234, 245, 255, 259. 

DESPOJO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2. 



Ver: Expropiación, 20, 23, 29; Intereses, 1. 
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Ver: Rftnrso extraordinario, 15. 



Ver: Constitución Nacional, 25. 26, 29, 30, 31; Daño» y perjuicios, 1; Estado 
de sitio. 1 ; Reeurso extraordinario, 37, 38, 39, 218, 219» 



Ver; Constitución Nacional, 1, 26, 27, 28; Fuerza mayor, 1, 2, 3; Recurso extra- 
ordinario, 219, 220, 223. 

DIPLOMA. 

Ver: Profesiones liberales, 2. 



Ver: Jurisdicción y competencia, 34; Lesione», 1; Recurso ordinario de apela- 
ción, 11; Sobreseimiento provisional, 1, 

DIRKOOIO* OHURAL IMPOSITIVA 

Ver: Impuesto a los réditos, 3, 4, 5, 6; Recurso extraordinario, 45, 46. 
DIVISIO* DI LOS PODER» <>). 

1. La posibilidad de que un miembro del Congreso pueda ser sometido n proceso, 
a fin de que eu él sean indagados o interpretados jndicia luiente sus opiniones o 
votos legislativos y los móviles que los determinaron, contraria el principio de 
división de los poderes. No es congruente con el sistema de gobierno adoptado 
por la Constitución reconocer a los tribunales de justicia la facultad de inquirir 
acerca de los motivos que determinan Ib actitud de los legisladores cuando actúan 
en calidad de tales: p. 462. 

DIVORCIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 91, 102, 142, 159, 205, 242. 

DOBLB DTITAirOIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 140, 229. 

DOCKKOIA. 

Ver: Incompatibilidad, 1; Jubilneión de empleados nacionnles, 4 T Superinten- 
dencia, 11. 

DOMICILIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 12, 13, 14, 15,' 16, 17, 19, 25, 43, 48, 49, 50; 
Recurso extraordinario, 143, 144, 276, 278, 

DOMXHIO. 

Ver; Recurso extraordinario, 10, 77, 92. 



(1) Vw Uabléo : CoDitliurión N*clon»l, S. 47; L*y, 9; R«orw extr»ord¡nirk>, 113, 27*, 
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E 

ejecución: di sentehcia. 

Ver: Recurso extraordinario, 35, 89, 130, 152, 333. 
ELECCIONES. 

Ver: Recurso extraordinario, 4. 
ELECTRICIDAD. 

Ver: Recurso de amparo, 1; Recurso extraordinario, 288. 

EMBAE 00 PEEvsflTivO. 

Ver: Recurso extraordinario, 262. 

EMERGENCIA. 

Ver: Constitución Nacional, 40. 

EMPLEADOS EANCAEIOI. 

Ver: Recurso extraordinario, 14, 74, 75, 106, 238. 
EMPLEADOS JUDICIALES <*). 

1. Es proposito del art. 13 del decreto- lev 1285/58 transferir al Poder Judicial 
la designación de los funcionarios y empleados de los organismos que desempe- 
ñen funciones judiciales, como la Comisión de Conciliación de la Justicia del 
Trabajo: p. 01. 

8. La disposición de la Acordada de la Corte Suprema del 7 de noviembre de 
1955, ine. c), no tiene otro alcance que el de permitir el cómputo de la antigüedad, 
a los efectos de las promociones de los agentes que fueron reincorporados con 
arreglo a esa Acordada. 

En consecuencia, no corresponde hacer lugar al pedido de un secretario de jua- 
gado nacional, que solicita de la Corte se expida acerca de la antigüedad que, 
en las condiciones expuestas, entiende debe serle computada a los efectos de la 
bonificación dispuesta por la ley 15.017; p. 255. 

EMPLEADOS EACIOafALES. 

Ver: Superintendencia, 1. 

EMPLEADOS PE0TDI01ALE8. 

Ver: Recurso extraordinario, 255. 

EMPLEADOS PUBLICOS. 

Ver: Superintendencia, 11. 

aemtarioi?" í"^^^"^"^ P° r MlWMsd. 1: Juitiri* del trabajo, 1, 3, 3; t*j, ti 
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nttlU NACIONAL DI AOVA Y ENSKOIA ELECTRICA. 

Ver: Reeorso extraordinario, 238, 

EXPRESA* DEL ESTADO. 

Ver: Recurso eitinonimario, 72, 303. 

ENRIQUECIMIENTO UN CAUSA. 

Ver: Impuesto a los beneficios extraordinarios, L 

ENTIDADES AUTARQUIOAS. 

Ver : Jurisdicción y competencia, L 
ERROR. 

Ver: Constitución Nacional. 12; Daños y perjuicios. 2; Expropiación. 4, 23; 
Imputólo. ÍJ impuesto a los beneficio» extraordinarios, Ij Pago, 3, 4; Recurso 
extraordinario, 178 T 190, lí>2, 211, 271, 318. 

ESCRITURACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 93, 213. 

ESTABLECIMIENTO DI UTILIDAD NACIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 24, 25; Provincias, 1. 

ESTADO. 

Ver: Constitución Nacional, Ij Estado de sitio, 8; Recurso extraordinario, 41, 311. 

SITADO 01 DERECHO. 

Ver: Fuer» mayor, 2, 3. 

ESTADO DE UTIO ('). 

1, Ratificados por el Presidente de la Nación, mediante loa pertinentes decretos, 
los actos administrativos que prohibieron la circulación de ana, publicación por 
los servicios postales y dispusieron la clausura del local en donde funcionaban 
las oficinas de redacción, carece de sustento actual el agravio fondado en que 
tales actos no emanaron del Presidente de la Nación: p. 529. 

2, No es riolatoria de la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional la 
inmediata ejecatoriedad de las medidas de policía adoptadas durante la vigencia 
del estado de sitio, que impone su cumplimiento sin que los destinatarios de 
tales medidas se hallen facultados para ser oídos y argüir en favor de su derecho 
antes de que ellas se ejecuten : p. 529. 

3, Suspendidas las garantías individuales en virtud de la vigencia del estado de 
sitio, los actos restrictivos o prohibitivos de que se agravia el recurrente, como 
violatorios de los arts. 14, 19, 20 y 32 de la Constitución Nacional, no representan 
sino el ejercicio válido del poder de policía, ejecutados en el caso con relación a 



(1) V» t.nbién: Conititoritit KsdoBtl, 1, 5; H«ar» de •mp.ro, 10. 
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organizaciones políticas o gremiales que fomentaban huelgas ilegales o constituían 
motivo de conmoción pública o de perturbación de la tranquilidad pública • p 5>9 
4. Es improcedente la tacha de incoiisiitncionalidad deducida contra la ley 
14.785, que declaró el estado de sitio, fundada en que fué sancionada sin que m 
hallasen configuradas las excepcionales circunstancias que justificaban esa decla- 
ración. Tales disposiciones legales, por su naturaleza, no son justiciable* ■ p 620 
6. La valoración de las circunstancias determinadas del estado de sitio o su 
mnnteni miento, así como el lugar o lugares de la República en que debe imperar 
es fwcullad exclusiva del Congreso o del Poder Ejecutivo, en su caso: p. 529. ' 

6. Corresponde confirmar la sentencia denegatoria del babeas eorpus si tos recu- 
rrentes fueron detenidos por orden del Poder Ejecutivo Nacional, con el fin de 
asegurar la tranquilidad pública y de acuerdo con las facultades que le confiere 
el estado de sitio. Las privaciones de libertad de que se trata implican la ejecución 
de actos previstos y expresamente autorizado» por el art. 23 de la Constitución 
Nacional ; no constituyen una pena sino tan sólo el ejercicio de medidas de defensa 
transitorias, sujetas a la limitación de que deben cesar cuando concluya el estado 
de sitio, o bien, en su caso, si los interesados ejercen el dereelio de opción previsto 
en el mismo precepto: p. 743. 

7. Se incurriría en extralimitación de las facultades judiciales si los magistra- 
dos, en los casos a ellos sometidos, ejercieran la potestad —que les está vedada- 
de apreciar las circunstancias y motivos concretos que fundan cada una de las 
medidas adoptadas en virtud del estado Je sitio, reservadas a la prudencia de tos 
órganos políticos del Estado, conforme al deslinde de competencias establecido 
por la Constitución : p, 800. 

8. Mientras rija la ley que declaró el estado de sitio, el derecho a la organización 
sindical libre y democrática puede ser sometido a restricciones más intensas que 
las que habitualmente autoriza el poder de policía. Esla facultad es reconocida 
a la autoridad administrativa para que le sea posible cumplir con el deber 
constitucional de defender las bases jurídicas del Estado democrático v el debido 
funcionamiento de sus órganos, resguardándolo contra los factores o actividades 
determinantes de la perturbación del orden : p. 800. 

9. Entre los derechos que deben considerarse suspensos durante el estado de 
sitio figura el derecho a la organización sindical libre y democrática, pues su 
ejercicio se encuentra clara y directamente relacionado con la situación de conmo- 
ción interior que se tuvo en vista al sancionar ta ley 14.785: p. 800. 

ESTADO 1HTJTAK. 

Ver: Pensiones militares, 1. 

ESTADO EAC70EAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 22. 



Ver: Jurisdicción y competencia, 36, 40, 41. 

ESTATUTO DEL DOCENTE. 

Ver: Recurso de ampara, 13. 

ESTATUTO BEL PERIODISTA. 

Ver: Recurso extraordinario, 245, 



878 EXPROPIACION 

ESTATUTO DEL PE1SOKAL CIVIL DE LA lfAOIOH. 

Ver: Recurso extraordinario, 238, 239. 

EXOAECELACIOH. 

Ver: Recurso extraordinario, 15. 

EXCBPCIOEEA 

Ver: Recurso extraordinario. 12. 

EXPREUOV DI AGRAVIOS. 

Ver: Impuesto a los réditos, 2t Recurso citrnordiiinrio, 91, J.'I7, Hi7; ftevaiHO 
ordinario de apelación, 8. 

EXPROPIACION < l ). 

IN'DICC BLUARIQ 

Algarrobos: 27, 
Amanzanamiento: 14. 
Aprovechamiento industrial: 26. 

Cali**: 14. 

Característica* topográfica»; 8. 
Clasificación topográfica: 22. 
Coeficiente (le disponibilidad: L 
Coeficiente de ubicación: 18, 25. 
Coeficiente por absorción de zona : 17. 
Colon) saetín: 16. 
Comparación con ventas: 16. 
Compraventa a plazos; 20, 21. 
Corte Suprema: 24. 

Daño: 9, 

Danos y perjuicios: 29. 

Desposesión: 20, 2», 27, 2». 

Dcsvaloriiacidn de la moneda: 2, 3, 9. 

Disconformidad con la indemnización ofre- 
cida y depositada: 21. 

División Técnica del Tribunal do Tasacio- 
nes: 7. 

Empresas Industriales: 26. 
Error: 4, 23. 

Forma de pago: 16, 20, 21. 
Fraccionamiento: 14. 

Impuesto a las ganancias eventuales: 30. 
Incremento de valor: 8. 
Indemnización: 9. 16, 23, 26, 2». 
Indemniiacióa superior a la reclamada : 10. 
T qftac¡óm 2, 3. 
Informes oficiales: 22, 
Inmueblea ocupados con derecho: 1. 
Intereses: 21. 



Jueces: 4. 
Loteo; 17. 

Lotes vecinos pequeños: 5. 

Mejoras: 10, 2». 
Moneda: 2, 3, 9. 
Municipalidades: 14. 

Obras públicas; 11. 
Ordenamos municipales: 14. 

Pasaje de lote a bloque; 3. 
Perito agrónomo: 22, 23. 
Perito ingeniero civil: 27. 
Peritos; 4, 22. 
Plusvalía artificial: 11. 
Precios de otras ventas: S. 
Productividad: 16, 
Prueba: 4, 12, 13, 23, 29. 
Puerto: 8. 

Riqueza forestal: 23. 

Tarcas rurales: 26. 
Tasación: 8. 

Tasación de una gran extensión de terre- 
no: S. 

Tribunal de Tasaciones: 4, 6, 7, 8, 10, 

12, 13, 15, 18, 22, 27. 

Urbanización: 14. 
Valor de la tierra: 10. 
Valor de la zona; 24. 
Valor hipotético; 26, 
Valor objetivo: 6, 9, 20. 
Valor real: 16, 27, 
Valuación fiscal: 15. 
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Lugar he ubicación del inmueble 



Provtn cia 4+ Bonos Aires Provind* de lalta 

Partido .le Avellaneda: p. 539. Departamento do Anta: p. 078. 

Partido de Esteban Echeverría: p. 624. 
Partido de La Matanza: p. 139. 

Partido de R amallo y San Nicolúa: p, Provincia de huta P« 

Partfdo de Tornquist: p. «2. ***** < lc RoMri * : * 14 °- 

Provincia da Córdoba Provincia de ftantU«o del Estero 

Ciudad Capital: p. 817. Ciudad Capital; p. 28». 



del valor nal. 

Gtñtratidafc*. 

1. No corresponde aplii-ar el coeficiente de disponibilidad en los casos Je expro- 
piación de inmueble» ocupados por toree ros con derecho a ello : p, 139. 

2. Es improcedente la pretensión de que la indemnización a fijarse en definitiva 
en el juicio expropiatorio deba ajustarse con arreglo a la deprecineión sufrida 
por la moneda desde la fecha en que tuvo lugar el desapropio : p. 139. 

3. Es improcedente la pretensión de que la indemnización a fijarse en definitiva, 
en el juicio expropiatorio, deba ajustarse con arreglo a la depreciación sufrida 
por la moneda desde la fecha en que tuvo lugar el desapropio: p. 140. 

4. Si bien es cierto que la ley lia querido que acá ante el Tribunal de Tasaciones 
donde los intensados hagan valer principalmente sus razones y pruebas, exclu- 
yendo de esta manera la intervención de los peritos admitida con anterioridad a 
la ley 13.264, también lo es que los jueces pueden corregir la defectuosa aprecia- 
ción en que hubiese incurrido el organismo técnico respecto de los elementos do 
juicio aportados por los litigantes, si concurren circunstancias demostrativas de 
error manifiesto o de omisión irrazonable: p. 146. 

6. So es objetable, como procedimiento para determinar el valor de una gran 
extensión de terreno, partir de la base de los precios obtenidos en la venta de 
pequeños lotea vedóos, aplicando luego los coeficientes de reducción que corres- 
pondan. Este método, llamado "pasaje de lote a bloque", ha sido aceptado por la 
jurisprudencia de la Corte en ausencia de otros elementos de juicio convincentes 
relacionados con el valor del bien expropiado: p. 146. 

6. El dictamen del Tribunal de Tasaciones tiene, en principio, importancia deci- 
siva para la determinación del valor objetivo del bien expropiado, aunque medie 
disconformidad de los interesados o de uno de ellos, siempre que no existan ele* 
hientos de juicio concretos y aptos para revelar gun error u omisión de entidad 
suficiente; p. 288. 

7. Los jueces de la canea pueden apartarse de las conclusiones del Tribunal de 
Tasaciones toda ves que, de acuerdo con las pruebas reunidas o las alegaciones 
de las partea, entiendan que aquél ha incurrido en errores u omisiones manif tes- 
tos y susceptibles de influir en la justa y legal avaluación del bien. Tal es lo que 
ocurre cuando, sobre la base de consideraciones fundadas y razonables, la sen- 
tencia prescinde del justiprecio del Tribunal de Tasaciones y utiliza la estimación 
de la División Técnica: p. 539. 

8. Corresponde rechazar el agravio atinente a que el desconocimiento de la exis- 
tencia de un puerto natural en e] inmueble expropiado ha gravitado 
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en In tasación si, habiéndose fijado por tnl concepto un incremento del 30 % del 
valor calculado por el Tribunal de Tasaciones, ¡u* demandados han omitido con- 
testar las apreciaciones del fallo de ta Cámara sobre la escasa im porta ncia eco- 
nómica del referido puerto, por las características topográficas y fe, ¡mrcutcs 
gastos que demandaría su habilitación para el tráfico normal : p* tí&4. 

9. La dcsvalorixueióii monetaria, extraña ni concepto legal de "valor objetivo" 
Rp representa un daño ¡udciimizable: p. U84. ' 

10. Aun cuando la sentencia en recurso haya lijad» el valor del terreno en una 
suma mayor cpie la estimada por In demandada, tal liecho no contradice la uoc- 
trma reiterada de In Corte de que no puede otorgarse at expropiado una indcm- 
niueion superior a la que reclamó, pues esta debe ser considerada en forma 
global (terreno y mejoras), sin distinguir entre los concepto* (pie In integran. 
Kilo es así pimpu» las norman legales vigente* no hacen discriminación específica 
al respecto y porque la circunstancia de cpie el expropiado efectúe tal distinción 
al contestar la demanda no autoriza a interpretarla como un:i limitación o retiñid 
em parcial a su pretensión resareitoria integral: p. ¡S17, 

Valar úi ta i ierra. 

11. El incremento de valor originado por la obrn pública para la que se expro- 
pia — que del» ser excluido del cálculo indcninizatorio en virtud de lo dispuesto 
en el art. 11, in fine, de In ley 13.264— puede existir aún cuando dicha obrn no 
haya sido ejecutada, por el mero anuncio de ipie los trabajos públicos han de 
efectuarse o, incluso, por la autorización eoncedidn ni efecto: p. 13!>. 

12. Si los recurrentes no han suministrado argumentos ni alegado pruebas que 
autoricen a revisar el temperamento del Tribunal de Tasaciones, aceotado por lu 
sentencia apelada, corresponde mantener ese pronunciamiento: p. 139. 

13. Si en las apelaciones deducidas no se han suministrado argumentos que 
autoricen a revisar el temperamento del Tribunal de Tasaciones para valuar la 
tierra., aceptado, de manera sustancial, por los jueces de la causa, corresponde 
mantener el pronunciamiento: p, 146. 

14. S'o es aceptable el agravio del expropindor recurrente, basado en el texto 
de los urts. 1S y 32 de la Ordenanza 1079/53 de la Municipalidad de Rosario de 
los tpie resultaría que, en caso de ''fraccionamientos o urbanizaciones", es obli- 
gatorio ceder gratuitamente a la comuna un área equivalente al 40 ' r del "total 
urbanizado'*, si, de todos modos, el amanzanamiento aprobado implica ceder, a 
título gratuito, mis del 49 */ c de la superficie total, como calle: p. 146. 

15. La ley 13.264 no da a la valuación fiscal, cualquiera sea ella, valor decisivo 
para determinar el monto de la indemnización. Ésta debe fijarse sobre la base 
de las actuaciones y dictámenes del Tribunal de Tasaciones: p. 285, 

16. Si bien la valuación de inmuebles expropiados con fines de colonización ha 
de practicarse conforme a las disposiciones de la ley 12.638, que no han sido 
derogadas por la ley 13,264, es justo y razonable que los jueces se aparten del 
método indirecto previsto por el art. 14 de la ley 12.636, o lo integren con 
otros elementos de juicio, cuando medien supuestos especiales. Tal es el caso en 
que la valuación por el sistema de productividad carece de la indispensable fuerza 
de convicción trente a la practicada por el método de comparación ton ventas 
cuyo resultado, además, arroja una diferencia exigua con aquélla, de modo que 
no se infiere un agravio sustancia] a los intereses del expropindnr: p. 452. 

17. Es procedente la reducción del 5 % aplicada en concepto de coeficiente por 
"absorción de zona" en el caso en que, por hacerse el avalúo sobre la base de 
loteo, el ofrecimiento de una superficie amplia, como la expropiada, supone una 
tardanza y dificultad en las ventas qne justifica la rebnja: p. 539. 
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18. Las conclusiones del Trihunnl de Tasaciones —aceptadas, eu el enso, por 
la Cámara — no pueden sor desestimadas sino en el .lupuestn de que la parte que 
las objeta haya aportado argumentaciones o elementos de jaieio que bagan acon- 
sejable lo ndo]>rióii de un distinto eriterio. Ello es así. pnrtieula miente, cuando 
los agravios del impugnante versan sobre la magnitud de los coeficientes apli- 
cados —de forma de pago y ubicación — , por cuanto éstos importan una apre- 
ciación de oi-den esencial mente técnico respecto de la cita! no deben prospera r, 
en principio, alegaciones que yn íueron examinadas y rechazadas por tos orga- 
nismos especializados, con fumlaiucntacióii stilicieiite : p. Ü10. 

19. Si el tribunal de la causa afirma, con acierto, que no Ijiiv ninguna prueba 
apta para demostrar que los valores tenidos en cuenta estuvieran in fluidos 
por la obra pública a realizarse, ello basta para declarar que no ba existido des- 
conocimiento ile lo preceptuado en el art, 11, in f¡ue t de la ley 13,264, porque, 
conforme a la doririna de la Corte, esta norma sólo lia de estimarse infringida 
cuando se haya acreditado, de manera inequívoca, la concreta presencia de una 
plusvalía artificial e ilegítima : p. 610, 

20. La aplicación de un coeficiente de corrección por forma de paso a los pre- 
cios de las compra veo tas a plazos computadas, no míIo permite la comparación 
con otros precios correspondientes a operaciones de otra modalidad, sino que 
elimina de las primeras aquellos factores de incrementación del precio que co- 
rresponden a la facilidad acordada ni comprador, -imi ndo todo ello de Jume para 
la deter mi luición, por sentencia, del valor objetivo del bien expropiado ni tiempo 
de ta despnsosión, conforme- al art. 11 de la lev 13.264: p. 624. 

21 Ui circunstancia de que, si el expropiado no presta conformidad con el pre- 
cio ofrecido y depositario, la sustaneiación del juicio impone nece- idamente una 
demora en la determinación del haber ¡iidemniznturio y su nherior percepción es 
insuficiente para desechar la aplicación de un coeficiente de corrección por fortua 
de pago a los precios de las compraventas a plazo computadas. El meennismo de 
la ley 13,264 — nrts. 17 y siguientes — permite al expropiado la disposición inme- 
diata del precio ofrecido y depositado, y si bien es cierto que la indemnización 
expropiatorin puede elevarse |>or sobre ese monto, In condena a intereses por la 
diferencia compensa la no disposición por el expropiado de Ja diferencia mientras 
dure el juicio: p. 624. 

22. Resulta justificado el apartamiento del dictamen del Tribunal de Tnsaeiones, 
sobre la base de una clasificación topográfica del campo más ajustada a la reali- 
dad, para lo cual se utilizó, entre otros elementos de juicio, informes oficiales y 
el de un perito agrónomo, no observado por las partes: p. 678. 

23. Debe considerarse suficientemente fundada la elevación por la Cámara de la 
suma determinada por el Juez, si se basa en la razonada valoración — al tiempo 
de la desposesión y dentro del criterio establecido por *l art. 11 de la ley 13.364— 
de la riqueza forestal del inmueble expropiado, cuya descripción por el perito 
agrónomo no ha sido objetada. No alcanzan a refutar el criterio de valoración 
utilizado los argumentos del memorial de la demandada, que no demuestran errores 
de hecho ni de apreciación, ni apartamiento de la prueba que ambas partes pudie- 
ron producir sin restricciones, ni tampoco de la norma de valuación señalada : p. 
678. 

24. Debe confirmarse la sentencia apelada si. para determinar el monto de la 
indemnización, los valores asignados a la tierra coinciden con los fijados por la 
Corte en las expropiaciones de campos colindantes a los cuestionados : p, 684, 
26. Para el adecuado uso de los coeficientes de corrección es menester que loa 
terrenos a comparar revistan cierta semejanza y homogeneidad, pues de lo con- 
trario se obtendrían resultados alejados de la realidad : p. 684. 
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26. Debe destacarse, romo elemento independiente de justiprecio, el valor refe- 
rente al innoble aprovechamiento industrial de los terrenos expropiados cuando, 
encontrándose éstos destinados en la época de ln expropiación a táreos exclusiva- 
mente rumies, tal vnlor debía considerarse como mern mente hipotético. Ello es así 
con inás razón en el supuesto de fpie, como lo ha destacado la sentencia apelada, 
las empresa» industriales que hasta ese momento se habían radicado sobre la costa 
lo habían hecho desde el Arroyo Kamnllo hacia San Nicolás, y un hacia el Sur, 
donde se hallan los inmuebles expropiados: p. 634. 

Mejoran. 

27. Puesto (pie ln e-vigencia de que la indemnización sea justa impone necesaria- 
mente la valuai-ión de la cosa en el momento de la ilesposesión, corresponde con- 
firmar la sentencia que, apartándose del dictamen del Tribunal de Tasaciones, 
fija 1 1 valor de tas mejoras sobre la base del informe de un {>erito ingeniero civil 
y ih> fundadas consideraciones aceren del nlza en los precios de materiales y de 
huno de obra y del vnlor de los algarrobos, n ln época del desapropio: p. 288. 

Otros danos. 

28. El expropiante no está obligndo n pagar g] "mejor" valor que pudiera resul- 
tar de boletos de compraventa firmados por el demandado con anterioridad a la 
expropiación, a los que no se les ha reconocido eficticia — como índice del valor 
objeiivo de ln cosa — , en virtud de la mayor significación asignada por el Tribunal 
de Tasaciones n otros elementos de juicio: pues, en la medida que el primero 
exceda al segundo, habría un lucro cesante no indemnizuble: p. 148. 

29. Xo habiéndose probado la producción, ni tampoco el monto, de ln* daños 
directos cuya causa se atribuye a la expropiación, no corresponde fijar suma 
alguna suplementaria n ln que procede por la desposesión del inmueble y mejo- 
ras: p. 678. 

Procedimiento, 
Procedimiento Judicial. 

30. En el juicio de expropiación no corresponde considerar lo atinente a la 
aplicación del impuesto a las ganancias eventuales: p. 678. 

EXTRANJEROS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 9. 

F 

FACULTAD REGLAMENTARIA. 

Ver: .Inhibición y pensión, 6. 

FACULTADES PRIVATIVAS. 

Ver: Corte Suprema, 7. 

FALSIFICACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 38, 
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FALLO PLENARIO. 



Ver: Recurso extraordinario, 2il9. 274. 



FERROCARRILES. 



Ver: Jurisdicción y competencia : 29. 




FILIACION NATURAL. 

Ver: Jubilación del ptrsnunl de ]n marina mercante?, aeronáutica civil y afinos, 
1; Pereneión de instancia, 1. 



1. En la medida en que la tfirladnra, por definición, se sale del mareo de lo 
jurídico, su rasgo típico es la arbitrariedad estatal, o sea, la quiebra de la previ- 
sihilidad en lo concerniente al ejercicio del poder público. N« cabe entonces que 
la condición del deudor, en orden a su imputabiirdrd jurídica, de la que nace una 
grave responsabilidad patrimonial, se haga depender principalmente de la afir' 
marión dogmática de que ha debido prever y ha previsto las incontables mani- 
festaciones de ilicitud u opresión de un régimen de fuerza: p. 291. 

2. Íji previsibilidad a que se refiere la doctrina relativa a la eximente de fuerza 
mayor no puede ser sino la prerisihilidad dentro de una comunidad en que las 
normas jurídicas imperan y son acatadas por la autoridad pública. No cabe, 
entonces, siquiera pensar en un sistema de prcvísibilidades que parta de La arbi- 
trariedad tiránica, en sí misma imprevisible dentro del ordenamiento constitu- 
cional vigente cu el país que, al preceptuar la subordinación de los gobernantes 
a la ley, excluye la hipótesis del poder autocrítico ¡ p. 291. 



O) Ver tamMfcK CoinMucló* Xarion.í, 29: Rutar» extraordinaria, 218, 218, 220, 213. 



Ver: Recurso extraordinario, 141. 
FISCAL. 

Ver: Superintendencia, 0. 
FUERZA MAYOR <>). 



8*4 HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES 

3. Lji previsihilidad a que se refiere In doctrina relativa a la eximente de fuerza 
mayor, no puede ser sino la prcvisibilidad dentro de una comunidad en nue las 
normn* jurídicas imperan o son acatadas ]>or lu autoridad pública v no en un 
sis;emu (¡ ue pHrta de la arbitrariedad tiránica: p, 591. 

FUNCIONARIOS PUBLICOS. 

Ver: Amnistía. 1, 3. 

O 

GOBIERNO DEFACTO. 

Ver: Keenrsn de atuj iro, 10. 

GOBIERNO NACIONAL. 

Ver: Provincias, 1. 

GRATIFICACION 

Wr: Recurso extraordinario. HS. 

GRAVAMEN 

Ver: Recurso de amparo, 3j Recurso extraordinario, 284. 317. 



HABEAS CORPUS. 

Ver: Estado de sitio, 6; Recurso de amparo, 'JO. 



Ver: Recurso extraordinanrio, 104, 158. 
HOMICIDIO 

Ver: Jurisdicción y competencia, 29; Recurso extraordinario, 33, 71, 2S3. 
HONORARIOS. 

Ver: Constit lición Xarional, 16. 38; Jurisdicción y competencia, 53; Ministerio 
público, 1; Recurso extraordinario, 34, 35, 119, 120, 121, 128, 198, lí)9, 246, 
261, 262. 

HONORARIOS DE ABOGADOS T PROCURADORES ('). 

1, El arancel pnrn ahogados y procuradores no es aplicnhle en los juicios de 
expropiación, sin perjuicio de que las encalas contenidas en él se tengan en cuenta 
a los electos de las regulaciones a practicarse : p. 146. 

2. En juicios de expropiación, n los fines de In reculación de los honorarios 



!ie 225 217 ^m^' ron,,i,Drifin NactaBi^ 23: n«urw extraordinario. 11». 119, 125, 127. 
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devengados, debe considerarse como monto del .juicio la diferencia entre la oferta 
fiscal y la suma señalada en definitiva como indemnización, con exclusión de los 
intereses "«e se manda» pagar: p. 140. 

3. El arancel establecido por el decreto .'10.439/44 — loy 12.í>í>7 — no es aplica- 
ble en los recursos de queja por apelación denegada que st> desestiman. Dicha 
doctrina declarada exten-iva a loa casos en que no ha remido sentencia de la 
Corte, resulta aplicable en el supuesto de haberse desistido del recurso de hedió: 
p. 221. 

4. Corresponde confirmar la sentencia que. rebuta honorarios snhre la base de lo 
dispuesto por el art. 8" dei arancel de abogados y procuradores de Sania Fe 
(ley 4850), tachado de vioiatorio de loa arta. 17 y 18 de la Constitución Nacio- 
nal, si de la causa no resulta que se hubiera abultado arbitrariamente el monto 
de la demanda ni que existe manifiesta falta de correspondencia entre la labor 
profesional cumplida y las regulaciones hechas o a realizarse: p. «81. 

HONORARIOS DE PERITOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 35. 

HUELGA. 

Ver: Contrato de trabajo, 1; Estado de sitio, 3; Recurso extraordinario, 7H, 179, 
231, 232, 233. 273. 

HURTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 31; Recurso extraordinnrio, 100. 

I 



IDENTIFICACION DE MERCADERIAS. 

1. Los normas de los arts. V y 3» de la ley 11.275 y su reglamentación, amplia- 
toria» del régimen de la ley 3975, prescriben la obligación de identificar loa pro- 
ductos o mercaderías fabricados en el pnís, 11 cuyo fin requieren que sobre loa 
envases o envoltorios o sobre los mismos objetos se imprima la expresión "indus- 
tria argentina". VA cumplimiento de dicha obligación debe tenerse por acreditado 
cuando, en las ctiquetns de las botellas de champaña con que comercia la deman- 
dada, ademas de la mencionada expresión, se señala con letra perfectamente visi- 
ble el nombre y dirección de los productores, lo cual excluye la confusión ideo- 
lógica alegada por los recurrentes y es suficiente para dar satisfacción a las 
exigencias previstas por el tratado celebrado con Francia el 15 de octubre de 
1953: p. 385. 

Ver: Impuesto, 1; Impuesto a los beneficios extraordinarios, 1; I'ngo, 3, 
IGUALDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 33, 34, 35, 37, 38, 39, 43. 44; Recurso extraordina- 
rio, 194, 254, 25o, 257, 258. 



HMÍ IMPUESTO A L(l¡* BKXE fictos EXTHAOKM X.lHKl.S 

IMPORTACION, 

Ver: Amnistía. 4: Control do cambios. 1. 2: Jurisdicción y competencia, 3'>; 
liiruiMj de amparo, 23; Recurso extraordinario, 271. 2*i4. 

IMPUESTO (•). 
Principios generales. 

1. Es insostenible, por carecer de apoyo normativo, ]n afirmación de que los 
principio-, relativo- a Iji t xcUsabiliiliid del error y ;i tpic nadie puede nlesrar : no- 

raiu'iii de lu k«y deben ceder, "pnr razones de equidad", cuando .su aplicación 
puede redundar cu perjuicio del contribuyente: p. '.Üiti. 

Facultades impositivas de la Nación, provincias y municipalidades. 

2. El art. 11, ino. a), de la ley 12.14.') (t. o. 1ÜÓ2I, di* acuerdo ton su propio 
texto v con la interpretación restrictiva que de él debe hacerse, im lin tenido otra 
finalidad que liberar do impuesto nacional n las. ventila que ominara, y esa exone- 
ración no delte t-nt i'inlf rse romo exr Invente del poder impositivo de las provincias. 
Ka ley ti" 'MVM de la Provincia de Knlre Híos, al p-avav ron un ¡ni puesto de sellos 
las operaciones n que *e refiere sn art, 8% ino. o), no contradice el precepto fede- 
ral y la Befttt ia que así to deeide debe ser confirmada : p. 736. 

3. Las provincia* no pueden ejercer el poder impositivo t|ue les pertenece de 
modo que obste al logro d<- fines constitucionales propios del j-obienio federal. 
Kl Congreso, en virtud de lo preceptuado por el art. (57, ine. 1 ti. de la Constitu- 
ción Naeional, esiií facultado para eximir de impuestos y eontribueiones nacio- 
nales, provinciales y municipales a aquellas empresas o actividades tpie dei-ida 
beneficiar mediante el otorgamiento de concesiones temporales de privilegio; pero 
e> indispensable que el Congreso, aelnando dentro de la esfera de su competen- 
cia constitucional^ haya dispuesto la exención de irruvámenes locales de modo 
inequívoco, pues toda exención, por revestir, carácter excepcional, requiere una 
, iaiiifestaeii.il cierta de voluntad legislativa y no puede ser resuelta sobre la hasc 
de meras inferencias: p. ~:Hí. 

IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA. 

Ver: fíeenr0 extraordinario, 270. 

IMPUESTO A LAS GANANCIAS EVENTUALES. 

Ver: Expropiación: 30. 

IMPUESTO A LAS VENTAS. 

n. 

Ver: Impuesto. 2. X 

IMPUESTO A LOS BENEFICIOS EXTRAORDINARIOS O- 

1. El ingreso a rentas generales de la diferencia entre el sistema de cómputo 
del valor de inmuebles por valuación fiscal y por costo real, autorizado este 

(11 V*t MÚM&M <&BW0tn#l*rt Nnrlnnnl, 22. .14, 43: I nl*rr««, 2; rajo, 4: Rerur» «ti»- 
orlinnrm. ¡Íp*7; Rpruw »ri1inari<i «le uprlitrión. i. 
l'ii V«W tnmbiín: I*i K o. 3. 
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último por el decreto 2.'!.66G/4ÍÍ, no constituyo para el Fisco una fuente de enri- 
quecimiento sin causa, pues ambos eran válido*, por sor optativos, ul tieihpo en 
que, en el vas», se. efectuó el pago. Por ello y por no haber** alegado un error 
excusable, la repetición de lo pagado por el sistema más gravoso puní el contri- 
buyente no puede prosperar: p. .'156, 

IMPUESTO A LOS REDITOS <«). 
Procedimiento y recurso». 

1. La palabra "subsiguiente"' empleóla en el urt. «tí (fe la ley 11.683 (t.o. 1056) 
se vincula, en el lenguaje comente, al verbo "subseguir", b sen senjuir i 11 media- 
tamente. La interpretación según lu nial significa que el término de cinco dios 
allí fijado comienza ¡i correr desde el segundo a partir de ln notificación, choca 
con la razonable y sistemática <pie debe privar, ya que aquel precepto se integra 
en las normas de la ley 50 y también en el Código de Procedimientos Civiles, 
cuyo art. 41, al iguul que los arts. 17 y 18 de aquélla, dispone la forma de compu- 
tar los términos, introduciendo un modo que es particular del procedimiento judi- 
cial y cuya derogación requeriría una disposición legal categórica: p. 111. 

2. El art. 80 de la ley 11.683 (t. o. 1958 >, al aludir a ta comparecencia del de- 
mandante, lo hace n los efectos de la expresión de n rnvios y no a cualquier tipo 
de comparecencia del apela ate, como, por ejemplo, el allegara* a revisar los autos. 
A lo que dehe agregarse que. en el caso, la providencia respectiva dispuso poner 
los autos a la Oficina "para que la parte adora exprese agravios dentro del tér- 
mino legal": p. 111. 

3. Ln garantía del secreto que coti.-agra el art. ION de la ley ll.fKl, T. O. 1956, 
a favor del contribuyente, no obsta para que la Dirección General Impositiva in- 
ftirme cuáles lian sido los servicios prestados por el actor al demandado en trami- 
taciones realizadas ante esa Dirección, en el sentido de si ello tuvo lugar y que 
gestiones comprendió. A lo cual cabe acregar que la demandada consintió tácita- 
mente las providencias que ordenaron la producción de esas pruebas: p. lio". 

4. Los aris. 100 y 111 de la ley 11j683, T. U. 1950, responden entre otros, ni 
propósito de resguardar el interés de los terceros que podrían ser afectados por 
la divulgación de informaciones suministradas n lu Dirección General Impositi- 
va, I* previsión legal no sólo nlcaitxu a las declaraciones o manifestaciones for- 
muladas, sino también a lus expedientes, actas, resoluciones o documentos en los 
que constan o pueden constar tales decía raciones o manítestactoties : p. 027. 

6. El objeto sustancial del art. 100 de la ley 11.083. T. O. 1050, ha sido llevar 
la tranquilidad al ánimo del contribuyente, con la consecuencia de que cualquier 
manifestación que formule ante la Dirección General Impositiva será secreta. Se 
trata de la seguridad jurídica, como medio decisivo establecido por el legislador 
para facilitar la adecuada percepción de la renta pública. Tul disposición reco- 
noce indudable fundamento constitucional y sólo admite excepción en lew casos 
en que media conformidad de los propios interesados: p. 027. 
6. N'o procede exigir de lu Dirección General Impositiva ln remisión de infor- 
maciones resultantes de sumarios administrativos, de los que se desprendería imn 
supuesta vinculación entre uiin de las parles del juicio y un tercero. El art. 100 
de la ley 11.08:1 responde al propósito de resguardar el interés de los tercero» 
que podrían ser afectados por ln divulgación de informaciones suministradas n 
la Dirección General Impositiva, previsión que también comprende a los expe- 
dí) V>r Umhivn: ITmntituciún Nai i.mal, 4H : Itrrur» Ktriordinarío, 45. 
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dientm, actas, resoluciones o documento* atinentes a esa* declaraciones o mani- 
festaciones, salvo expresa ronlorumlad prestada por mpie] tuvo» intereses pueden 
verse lesionados: p. (i:iit. 

IMPUESTO DE JUSTICIA. 

1. La actuación judíela] substanciada ante ka Tribunales del Trabajo dt> ln Ca- 
piínl no hn sido gravada con el implieato ilf justicia, jwir lo ipic no es dable al 
Poder Judicial establecer, por vía de interpretación analógica, un iributo no 
incluido ni previsto explfeitaraente en la (ey: p. 4H >. 

IMPUESTO DE BELLOS. 

Vct : Impuesto, 2. 

IMPUESTOS MUNICIPALES. 

Ver: Impuesto, 3: Recurso extraordinaria, 172, 

IMPUESTOS NACIONALES. 

Ver: Impuesto, 2. 

IMPUESTOS PROVINCIALES. 

Ver: Impuesto: 2, 3. 

INCIDENTES. 

Ver: Costas. :t¡ Jurisdicción y competencia, 53; Recurso de i[ue.ja, 5; Recurso 
extraordinario, 142, 262. 

INCOMPATIBILIDAD. 

1. DeRe interpretarse estrictamente la norma del nrt. ÍW de] dtereto-ley 1285/58, 
en cuanto establece la incompatibilidad de h magistratura judicial con* el desem- 
peño de empleos, públicos o privados, excepto la comisión de estudios o la docen- 
cin. Xo procede, así, por principio, extenderla n funciones distintas, aun cuando 
ücan conexas con la- docentes, como la de Vicedecano de uno Facultad en una 
Univerndad privada, respecto de cuyo desempeño por un Juex de Cámara Na- 
cional —durante el lapso de tres años— no median, adenitis, einuiwtnncias que 
aiiiorícen a apartarse de tal criterio interpretativo: p. 179. 

INDEMNIZACION. 

Ver: Expropiación. 3. 16. 23. 26, 29; Recurso extraordinario, 61, 171, 217, 
INHIBITORIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 6, 7, 8; Recurso extraordinario, 144. 

INJURIAS. 

Ver: inmunidades, 1, 5; Jurisdicción y competencia, 30. 



INTERDICCION DE BIENES 



XHMUEBLES. 

Ver: Expropiación, 5; Jurisdicción y competencia, 19; Recurso ext ra on}\ na- 
no, 92. 

HfMUKIDADES 

1. Las opiniones calumniosas o injurinsns vertidas desde una hiitu-A parlamen- 
taria do constituyen delito, pero sí pueden comportar desorden de conducta en 
el ejercicio de la 1 unción, susceptible de originar cauciones por el propio cuer; i 
Rgislatívo. En ellas debe verse el modo idóneo para contener posibles extra, i. 
irritaciones, en resguardo del decoro de me cuerpo, y para impedir que el honor 
de los particulares se» impunemente vulnerado: p, 4B2. 

2. -El carácter absoluto de la inmunidad establecida pov el art. 60 de la Consti- 
tución Nacional es, en atención a su propia naturaleza, requisito inherente a su 
concreta eficacia. La atenuación de tal carácter absoluto, mediante el reconoci- 
miento de excepciones no contenidas en la prohibición del art. 60, significaría, 
presumiblemente, abrir un resquicio por el cual, si se pudiera distinguir entre 
opiniones lícitas o ilícitas de un legislador, podría penetrar la acción sojuzgadora, 
intiitiidntorin o simplemente perturbadora de otros poderes del Estado o aun de 
particulares: p. 4(i2. 

S. La disposición contenida en el art. 69 de la Constitución Nacional mi pone la 
irresponsabilidad penal de los legisladores relativamente a los actos que el pre- 
cepto contempla, con excepción del supuesto previsto en el art. 29. La prohibi- 
ción de acusar judicialnteotc rige, con pleno efecto exonerodor, en el caso de 
una querella por calumnias con motivo de opiniones vertidas por un legislador 
en el desempeño de su función: p. -162. 

4. En el sistema constitucional argentino, las previsiones del art. 69 de la Cons- 
titución, destinadas a garantizar la independencia funcional de las Cámaros Le- 
gislativa*, tienen una elevada significación. Asegurar su fiel observancia es deber 
inexcusable do los jneees, particularmente cuando se trata de opiniones -mitidas 
por miembros de la minoría parlamentaria; p. 462. 

5. Corresponde confirmar la sentencia que, fundada en lo dispuesto por el art. 
60 de la Constitución Nacional, desestima la querella por injuria* promovida 
contra nn legislador, con motivo de las opiniones vertida» por éste en el ejercicio 
de la funciñii legislativa: p. 473. 

IHtTITUTO RACIONAL DI PBIVIBIOK SOCIAL. 

Ver: Acumulación de beneficios, 1; Constitución Nariunal,_18, 20, 42; Recurso 
de amparo, 4; Recurso extraordinario, 49, 50, 51. 53, 54, 55, 56, 133. 

HfSTRUMIOTOI. 

Ver: Recurso extraordinario, 54. 

INTSRDICCT09 DE MEWE1 (-). 

1. En tanto no exista sentencia judicial que acredite, co» valor de cosa juzgada, 
que los bienes afectados por la medida precautoria que cuestiona la Comisión 
Liquidadora de bienes transferidos al Estado Nacional, no han sido producto de 
lo que la ley acrimina como sistemática expoliación del patrimonio nacional, debe 

(1) Ytr t.mbtfn: Divi.iAn de Jo» poderw, ]; Superintendencia 1. 

<3) Ver É-mbiín: Conrtitnctfn ¡iwtonnl. ». 37: Recurna Mlrnordiníno, 41; 42. 2b2, 2*7, 
25*. 310; Rf.nr» ordinario de spcUrlón. 10. 
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declararse improcedente su entrega a los interdictos, so color de su responsabili- 
dad económica o de la de sus representantes, por ratón de su mejor custodia y 
uultneiÓn, así como de la proporción escasa que guardan con el monto total del 
conjunto, pese a su importancia propia no dudosa o a la particular circunstan- 
cia de que la totalidad de aquel conjunto se ordenó transferir a la Nación por 
resolución administrativa no revocada o en apelación ante la Cámara Federal: 
p. 189, 

8. La elevada finalidad del régimen creado por el decreto-ley 5149/55, sancio- 
nar las graves transgresiones al patrimonio nacional, se persigue mediante una 
faz precautoria y otra definitiva. A ésta se llega por sentencia firme mediante 
la cual se declare la existencia o inexistencia de esas transgresiones. De tal ma- 
nera, toda medida que. mientras esa sentencia definitiva no sea dictada, disponga 
la entrega anticipada de bienes, en depósito, interpretando con excesiva ampli- 
tud el art. 10 de dicho decreto-ley frente a una resolución no di jada sm efecto 
que ordena devolver a la Nación "la totalidad de los bienes de que es titular el 
interdicto. . . existentes en el país y en el extranjero", entraña un gravamen irre- 
parable por sus efectos posibles sobre el resultado del juicio y debe ser revocada 
(Voto del Señor Mini-tro Doctor Don Luis María Hoffi Boggero) : p. 189. 

INTERDICTO DS RECOBRAR. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2. 

INTERDICTO DE RETENER. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 3. 4. 5. 
INTERESES ('). 

Relación jurídica entre Im parta. 

Bapi optación. 

1. Los interese*, en los juicios de expropiación, corresponden desde la deapo- 
sesión, sobre la diferencia entre el precio ofrecido y la sntiia definitivamente 
fijada como indemnización : p. 678. 

Ktyatlclón da impuestos. 

2. En las cansas por repetición de impuestos, seguidas contra la Nación, los 
intereses deben pagarse desde la fecha de la notificación de la demanda, dado 
qup la procedencia de la acción su]>one, ya la admisión de la inconstitiicionnlidad 
de la* leyes o ileeretos determinantes de la percepción de los gravámenes, ya el 
error en la interpretación de esas normas, circunstancias que excluyen, como 
principio, la noción de culpa por parte de bi administración: p, 483. 

INTERVENCION FEDERAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 6, 106, 154. 

INTERVENTOR JUDICIAL, 

Ver: Constitución Nacional, 25; Hvcurso extraordinario, 39. 
INVALIDEZ. 

Ver: Jubilación del personal de la industria, 2. 

(1) V*r Uml.i.-n : Expropiación. 21; Honorario! d* abogadoi y procuradores 2. 
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JORNADA LEGAL DE TRABAJO. 

Ver: Recurso extraordinario, 103. 

JUBILACION DE EMPLEADOS BAN0ARI06. 

Sueldo. 

L El importe del valor locativo de la casa habitación asignada por la institución 
banca ría a su personal, integra el concepto de sueldo que éste percibiera, o los 
efectos del cómputo del liaber iubilatorio, conforme á la interpretación dada por 
la Corle ni art. inc. d), del decreto-ley 23.682/44 (ratificado por la ley 33.196), 
que modificó el art. 7% inc. c), de la ley 11.575. En consecuencia, corresponde 
confirmar la sentencia que' decide formular cargo por aportes patronales por 
aquel concepto: p. 823. 

JUBILACION DE EMPLEADOS DE EMPRESAS PARTICULARES. 

Ver: Acumulación de 'beneficios, 1. 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS. 

Ver: Jubilación y pensión, 6. 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES (>)■ 
JubilaxionM . 
DettraiiucMii del monto. 

1. Con arreglo a lo dispuesto en el art. 24 de la ley 14.370 y en el 16 del decreto 
1958/55, que lo reglamenta, para determinar la nueva remuneración de un jubi- 
lado que volvió a la actividad y cesó luego definitivamente en ella, deben tomarse 
en cuenta las remuneraciones correspondientes a los servicios que ha prestado 
y no Jas sumas percibidas en concepto de jubilación. Corresponde, en conse- 
cuencia, confirmar la sentencio que, en el caso, dispone se fije el liaber mensual 
computando todos lo» servicios prestados por el recurrente par» establecer el 
promedio de los cinco años mejor remunerados: p. 257. 

2. La parte del art. 24 de la ley 14.370 según la cual el reajuste y/o transfor- 
mación se hará "con la inclusión de los servicios y remuneraciones pertinentes", 
significa que, en el caso de un jubilado que lin vuelto al servicio, el haber defi- 
nitivo debe fijarse tomando en cuenta todas las remuneraciones correspondientes 
a los servicios que ha prestado pnrn establecer el promedio de los cinco años 
mejor remunerados: p. 328. 

3. Conforme al régimen de la ley 14.370, en caso de situado»™ existentes al 
tiempo de su vigencia, la compatibilidad del goce simultáneo de jubilación y 
sueldo es admisible, pero sólo basta el límite permitido por las disposiciones vigen- 
tes en el momento en que tales situaciones quedaron configuradas. En el caso, por 
haber excedido la jubiloción y el sueldo percibidos por el jubilado que volvió 

(1) V» Umbitn: JubiUeión de mifistudoi y diplomático!, 1; Beeurw ,»<• «tu piro, 19. 
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«1 senicio el límite de m$n. 3.000 fijado por h ley 13.071, es procedente el 
cargo por ajuste formulado por el tiempo en que se excedió dicho límite: p. 328. 
4. El principio de la prestación única instituido por el art. 23 de la ley 14.370 
es aplicable, no solo ni supuesto de que el afiliado baya prestado servicios com- 
prendidos en distintas Cajas, sino también cuando se trata de empleos sujetos a 
regímenes distintos dentro de una misma Caja. Tal es el caso de un jubilado 
por el régimen común de la ley 4349 que presto, además, servicios comprendidos 
en el régimen específico instituido por el decreto 15.535/54 (ley 14,386) para 
el personal docente, quien no tiene derecho a do» prestaciones* independientes 
sino al reajuste del haber jubilatorio. en los tcnnirus de los arts. 14 v 24 de la 
ley 14.3*0 y 16 del decreto reglamentario 1958/55: p. 345. 

JUBILACION DI HAOUTRADOl Y DtPLOKATIOOl. 

1. Tanto la "remuneración anual complementaria" como la "bonificación por 
antigüedad" integran los "complementos de sueldo* a que se refiere el art. 76 de 
la ley 12.951, modificado por el decreto-ley 1049/58, no hallándose comprendidos 
tales eoncepios en las excepciones a que se refiere el art. 3* del decreto-ley 5166/ 
58, complementario del anteriormente citado. 

En consecuencia, deben ser computadas a los fines de la determinación del haber 
de una jubilación concedida be jo el régimen de la ley 4349-y sus complementarias, 
entre eltas la 12.579, y reajustada con arreglo a lo preceptuado en tos decretos- 
leyes 1049/58, 5166/58 y 5567/68: p. 241. 

2. La remisión al "régimen de jubilaciones y pendones establecido por el decreto- 
ley 1049/58", del art. 1* del decreto-ley 5567/58, no hace excepción al principio 
según el cual la vigencia de las leyes de jubilaciones, a falta de prescripción 
expresa en contrario, se gobierna por lo dispuesto en el art. 3<? del Código Civil. 
Aquella remisión tiene el carácter de una equiparación en cuanto al contenido 
previsional del sis'eina normativo mencionad y no con referencia al instante 
en que ese sistema comenzara a regir. Es, así, de dudoso acierto reconocer un 
apartamiento implícito del régimen general en cuanto al tiempo de aplicación 
di< la ley, que a su veje reposa en notorias razones de estabilidad y justicia : p. 241. 

3. Admitido que la Corte Suprema tiene potestad para equiparar a sus Secre- 
tarios a los Jueces de Cámara, o sea pura decidir que aquéllos poseen un MhIhs 
scmejnntc- al üe éstos, ninguna razón nutoriza a pensar que el Poder Legislativo 
haya tenido el propósito de frustrar parcialmente los alcances de esa equiparación, 
negando una de sus más necesarias e inmedintas consecuencias, como lo es la 
relativa al goce de beneficios juliiloiorios. Por el contrario, el efecto propio de 
una equivalencia de funciones, válidamente establecida, es la correlativa equiva- 
lencia de los derechos anejos a esas funciones, entre ellos los juhilatorios. 

En consecuencia, debe confirmarse la sentencia que decide reajustar el beneficio 
jubilatnrio de un ex Secretario de ln Corte conforme a lo que dispone la ley 
12,591, modificada por los decretos-leyes 1049/58 y 5567/58: p. 745. 

JUBILACION DEL PERSONAL DE LA INDUSTRIA (>), 
Fondo* de 1» Caja. 

1. La indemnización sustitutiva del prca viso es una de las remuneraciones pre- 
vistas por el art. 12 del decreto-ley 13.937/46: p. 165. 

(l> V*p también: Contllturiín Nacional. 20; Jubilación y pímf6». 3; L«, ». 
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Extraordinaria, 



8. La circunstancia <le que el art, 87 del decreto-ley 13.937/46 establezca qne la 
jubilación por invalidez "deberá" ur gestionada antes del año del cese de servidos 
o de la disminución de capacidad "originada por su invalidez" sustenta suficien- 
temente la exigencia de la demostración de la fecba en que aquélla se produjo 
Se trata de un recaudo para el otorgamiento del beneficio, con fundamento 
bastante en la relación entre la incapacidad y la actividad a que la ley se refiere: 

p. o5,J. 



1. La modificación introducida por ta ley 13.498 al decreto-ley 6395/46 (ley 
12.921) borró en el art. 68 toda referencia a la calificación jurídica de la filiación 
de los hijos, »1 suprimir la segunda parte det art. 68 que reconocí» derecbo a 
pensión a los bijos legítimos y naturales en igual proporción. Y no surge de su 
text* ni de la discusión parlamentaria que la modificación importara limitar 
a los hijos legítimos el dereclto a pensión, contrariando el estado de opinión que 
condujo pocos años después a la sanción de ta ley 14.367. 
En consecuencia, no corresponde, por aplicación de los arts. 66 v 68 del decreto- 
ley citado, excluir al hijo adulterino del derecho a pensión, sea 'cuando concurre 
con la nuda o con otros hijos de otra condición jurídica de las admitidas al 
tiempo de la siinción de la ley 13.498: p. 115. 

í. Si bien los arts. 36, 36 y 90, ine. b), del decreto-lev 6395/46 establecen una 
sanción para los que no soliciten la libreta de afiliado a la Caja Nacional de 
Previsión para el Personal de la Navegación, ello no es suficiente para privar al 
peticionante de los beneficios jubilatorios. Corresponde, en consecuencia, revocar 
el tallo de la Cámara que, luego de reconocer al peticionante el carácter de 
afiliado que la Caja le desconocía, denegó el pedido de jubilación ordinaria fuu- 
dundose en lo dispuesto en dieboa artículos, que suponen, precisn mente, la candad 
de afiliado: p, 490. 

í™LAOTOHDEL FUtSOHAL DEL OOHEBOIO, ACTIVIDADES 
AnHEfl Y CIVILES. 

Ver: Jubilación y pensión, 5; Ley, 5. 
JUBILACION T PEHSIOW (»). 

1. Las leyes provisionales deben interpretarse conforme a la finalidad que con 
ellas se persigue, lo que impide fundamentar una interpretación restrictiva, tra- 
yendo en su apoyo las normas legales de la sucesión mortis cansa: p. 115. 
8. En materia de previsión social, no debe llegarse ni desconocimiento de dere- 
chos sino con extrema cautela: p, 115. 

3. En presencia de la amplitud de los términos del art. 12 del decreto-lev 13.937/ 
46, corresponde mantener la interpretación establecida por la Corte respecto del 



ii? . Ver «*mMíii: Bonificación por Mtlffladtd, 1; ConrtilnrMn Nacional. 18; JablluMa. 
nn i'tdv ntrionilei, 1, 2, 4; Jobilartón d« m M jttr»doi j diplomático*. I. 3: 
¡o, ñ. SO, »i. 53, M. SS, 5*. 93, 133, 30^ ItoTOCUfidadTl 
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art. 13 del decreto-ley ti, 605/44, según el cual la indemnización sustitutiva del 
p rea viso es una de l:is remuneraciones a los fine» de la retención jubilatoria 
respectiva. El problema excede del ámbito específicamente laboral porque atañe 
a ]» intención legislativa, en lo atinente a la constitución de los fondos jubilatorias 
para e) personal de la industria: p. 165. 

4. El art. 24 de ln ley 14.370, qne legisla de manera específica sobre la condi- 
ción de los jubilados que vuelven a) servicio o continúan en otro que no ha sido 
considerado para otorgarles la prestación, sustituyó ul art. 11 del decreto-ley 
9316/46, privándolo de vigencia: p. 257. 

5. Sí bien es cierto que en el eampo de la previsión los requisitas formales del 
derecho común no son exigióles con rigor extremado, no corresponde acordar los 
beneficios del régimen de previsión para el personal del comercio y actividades 
civiles en calidad de "viuda" del afiliado, a quien estaba unida con el cansante 
en virtud de matrimonio religioso celebrado cuando existía impedimento para 
contraer iiratrimonío legítimo — eu el caso, el causante tenía entonces cónyuge, 
hoy supérstite— . Falta en la especie el elemento de "buenn fe", necesario para 
atenuar el rigorismo aludido: p, 690, 

6. Puesto que el art. 24 de la ley 14.370 sustituyó al art. 11 del decreto-ley 
9316/46, privándolo de vigencia, no resulta lícito impugnar el art. 16 del decreto 
reglamentario 1958/55, que se ajustó a las previsiones del texto mencionado en 
primer término, imputándole haber alterado lo dispuesto en el art. 11 del decreto- 
ley 9316/46, Corresponde, en consecuencia, revocar la sentencia que parte de la 
base de tal declaración de tneoustitucionalidad para reajustar el haber de un 
jubilado ferroviario que continuó prestando servicios en actividades comprendi- 
das en el régimen de la lev 12.581, hasta después de entrada en vigencia la 
ley 14.370: p. 703. 

JUECES ( ] ). 

1. Los jueces no pueden dejar de aplicar una norma positiva, cuyo texto es 
claro y preciso, por ln consideración de pretendidos perjuicios que se supone 
puedan resultar de sti ejecución i p. 33. 

2. So corresponde que la Corte acuerde la autorización solicitada por una Cá- 
mara Federal para desvirtuar ante el S*»*do de la Nación los fundamentos de un 
proyecto de ley que entiende )n afectan. Loa tribunales o magistrados que so 
estimen afectados por dichas apreciaciones, pueden promover las gestiones que 
consideren pertinentes: p. 177. 

3. Ningún acto judicial puede ser mantenido si sus más obvias inferencias hie- 
ren la conciencia jurídica y moral de la comunidad, manifestada en las normas 
y principios de la Constitución: p. 291. 

JUECES MATURAKE8. 

Ver: Recurso extraordinario, 51. 

JUEGOS DE AZAR. 

Ver: Constitución Nacional, 34. 

(11 Vrr lanhir» • B«.«ifi<-*ri»q por ¿nt¡*U<sta4. 1: CoMUtuctóo Nacional. 9, 5, 7 11. 47; 
UfcOM-A U JuMÍadon d» m»d»tr»do. V J ipknnÉtiw. 1. fila»» *• «apara, % Mí W*tm 
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juicio criminal. 

Ver: Constitución Nacional, 15, 16, 4." , Jurisdicción y competencia, 2, 5; Recnrw 
extraordinario, 15, 17, 37, 225, 264, 283; Sobreseimiento definitivo, % 

JUICIO DE APREMIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 21 ; Recurso extraordinario, 145, 287; 
ordinario de apelación, 7. 

JUICIO EJECUTIVO. 

Ver: Recurso extraordinario, 12, 143, 286, 287. 

JUICIO ORDINARIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 20; Recurso extraordinario, 287; Recurso ordi- 
nario de apelación, 7. 

JUICIO SUCESORIO. 

Ver:' Jurisdicción y competencia, 11, 21, 51, 52. 

JUNTA NACIONAL DE RECUPERACION PATRIMONIAL. 

Ver: Constitución Nacional, 37; Recurso extraordinario, 252, 310; Recurso ordi- 
nario de apelación, 10. 

JURAMENTO. 

Ver: Corte Suprema, 7. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA < l >. 
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lujurias: 30. 

Interdicto de rerolirnr: 2. 
Interdicto de retener: 3. 4, 5. 
Intimidación pública: 27. 

Juicio criminal: 5. 

Juicio ordinario: 20. 

Juicio sucesorio: 11, 4*. 49, 51, 52. 

Juicios universales; 22. 

Jurisprudencia: 25. 

Justicia federal: 29, 4«. 

Justicia militar: 45, 4<i, 47. 

Justicia nacional: 11. £5, 45, 4tS. 

j *ticin nacional del trabnjo: 13. 



Justicia nacional de paz: 53. 

Justicia nacional en lo comercial: 15, 18. 

Justicia nacional en lo criminal de ins- 
trucción; 3tí, 31>. 

Justicia, nacional en !o criminal y correc- 
cional federal: 37, 40. 

Justicia provincia!; 7, 29, 39, 47, 53. 

Lesiones: 32, 44, 47. 

Leyes comunes: 23. 

Ij'yes provinciales : 24. 

Nitiscoiitestación: 25. 

Locación de inmuebles: 19. 

Lugar convenido por las partea; 14, 15. 

Lugar del fallecimiento; 50, 

Lugar de pago: 19. 

Lunar indicado al pie de las facturas: 
Itf. 

Matrimonio: 50. 

Medida de no innovar: 5. 

Nación: 24, 2«, 27. 

Pago: 17. 

Fagos parciales: 19. 
Partición de lierencin: 22. 
Patrimonio nacional: 31. 
Personería: 1. 
Policía federal: 39. 
Posesión: 2, 5. 
Prenda con registro: 42. 
Prisión preventiva: 3, 4, 5. 
Privación de justicia: 9. 
Privación ilegal de libertad: 44. 
Provincias: 24. 
Prueba: 9, 17, 1S, II». 
Puerto: 24. 

(¿ucrelhwtc: 5, 

Recurso de amparo: 33. 
((•-misión de autos: 6, 9. 
Representación: 13. 

Sentencia: 5. 

Heuteiirias criminal y civil respecto do 

un mí iiiia hecho: 2, 
Servicios públicos: 30. 

Sucesión: 50. 

Suspensión Jel procedimiento: 6. 
Tenencia: 5. 

Tenencia de armas de guerra: 27. 
Tenencia de departamento usurpado; 4, 
Tenencia de inmueble usurpado: 2, 3. 
Término: 8. 

Transporte terrestre: 20. 
Tribunales provinciales: 23. 

Usurpación: 2, 3, 4, 5. 

Violación de secretos: 36- 



V COMPETENCIA 397 

Principios generales, 

1. Ln actuación judicial contradictoria de dos entidades «dátales para tu tutela 
di' los mismos intereses y derechos es, romo principio, objetable: p. 189. 

Conflictos entre jueces. 

2. Líi sentencia dictada en juicio criminal que, con motivo de la «disolución de 
los querellados por usurpación, ordena restituirles la tenenc ; a riel inmueble, debe 
prevalecer sobre el pronunciamiento de la justicia «vil qu<-, en el interdicto de 
recobra r In posesión, dispuso que ésta fuera entregada n 1 1 querellante si, en el 
caso, la justicia penal absolvió, por aplicación del nrt. 13 del respectivo código 
procesal, sobre ln base de que no se había acredita do el 1 echo de que ]n quere- 
llante tuviese la electiva posesión del inmueble, por lo -,ue nt pudo mediar despojo. 
En tales condiciones ln sentencia dictada en sede civil, qu» declaró probado lo 
contrario, importó inobservancia del art. 1101 del Código Civil, pues en ambos 
juicios se trataba de dilucidar ln existencia de un mismo luvho: p, 274. 

3. El conflicto suscitado entre dos resoluciones judiciales ne electos provisio- 
nales —la que, como consecuencia de la prisión preventiva del procesado, con- 
cedió ni denunciante la tenencia parcial y provisional de un local, v la dictada por 
la justicia civil, que ordenó a! segundo no innovar en la posesión— debe ser 
resuelta dando prevalencia a lo decidido en la causa criminal puesto que, en el 
caso, la medida dispuesta en sede penal se hallaba firme a ln feelia en que fué 
decretada la providencio eautelar en el interdicto y se fundó, ademas, en circuns- 
tancias distintas y anteriores a las que se invocaron en el interdicto. Ello, sin 
perjuicio de las acciones civiles que puedan promover los terceristas: p. 3Bíi. 

4. Debe resolverse dando preterencin a lo remello en sede penal el conflicto 
suscitado con motivo de que la justicia criminal, como consecuencia de ln prisión 
preventiva dictada en un proceso por usurpación, dispuso restituir a la quere- 
llante, provisionalmente, en la cotenencia de un departamento, en tanto que la 
justicia civil, en el interdicto de retener ln posesión promovido por el adquírente 
del departamento, ordenó no innovar respecto de ta situación de éste. Ello, 
debido que los hechos que dieron lugar a la querella fueron anteriores n la 
adquisición del dominio y a que el comprador ejerció ampliamente, en la causa 
criminal, su derecho de defensa, sin cuestionar formalmente la competencia de 
la justicia del crimen para resolver al respecto; sin perjuicio de las acciones 
civiles que, en definitiva, pueda ejercer el propietario: p. 368. 

5. En atención al principio atinente o la estabilidad de las decisiones judiciales 
ejecutoriadas, no puede mantenerse la medida de no innovar decretada por el 
juez en lo civil que conoce en el interdicto de retener y que se encuentra apelada, 
por la cual subsistiría la cotenencia del departamento por parte de loa quere- 
llantes, dispuesta en el auto de prisión preventiva, cuando con anterioridad a 
aquella medida hn recaído sentencia definitiva en jurisdicción penal ordenando 
la desocupación del departamento aludido y su entrega "en posesión" al quere- 
llado, a uuien se absuelve. Ello, sin perjuicio de las acciones civiles a que puedan 
tener derecho los interesados: p. 775. 

Cuestiones de competencia. 

Inhibitoria: planteamiento y trámite. 

6. SÍ no inedia resolución del juez federa) admitiendo la inhibitoria promovida 
ante él, es improcedente el pedido de remisión de los autos y suspensión del 
procedimiento que dicho magistrado formula al Consejo de Guerra Especial: 
p. 89. 



S98 JURISDICCION Y COMPETENCIA 

7, Consentida por las partes la jurisdicción «leí Tribunal del Trabajo provincial 
y concluida ante él í» cuestión que dió origen a la causa, es improcedente la inhi- 
bitoria planteada ante la ''ámara Paritaria: p. 511. 

«. Debe teneTse por planteada en tiempo háhil la cuestión de competencia por 
inhibitoria si ella se deduce con anterioridad at vencimiento del plazo fijado para 
contestar la demanda: p. 512. 



da la Corta 

9. No existe contienda de competencia efectivamente trabada ni privación de 
justicia que autorice la intervención de la Corte por la vía dispuesta en el art. 24, 
inc. 7", ilel decreto-ley 1285/58, si el juzgado en lo civil, comercial y minas de 
San Juan, al declararse incompetente —en Tazón del allanamiento prematuro del 
actor a la c«epcíón de incompetencia de jurisdicción opuesta por el demandado, 
antes de haber probado feliacientemente éste su calidad de extranjero— resolvió 
remitir las actuaciones al juez federal de la misma provincia, que se negó tam- 
bién a conocer del caso. Ello, porque la declaración de incompetencia en causas 
civiles no autoriza, por lo común, la remisión de los autos al juez a quien se 
considera competente: p. 75. 

10. La declaración de incompetencia de la Cámara de Alquileres de la Provincia 
de Buenos Aire», no habiéndose trabado aún una contienda de competencia nega- 
tiva, no comporta efectiva denegación de justicia eiue autonee la "tOTeneión 
de la Corte Suprema, en los términos del nrt. 24, inc. 7*, del decreto-ley 1285/58 
(ley 14.467): p. 110. ... 

11. Xo existe conflicto alguno de competencia, ni efectiva privación de justicia 
que autorice la intervención de la Corte, en los términos del art- 24, inc. 
última parte, del decreto-ley 1285/58, si declarada la incompetencia del tribunal 
provincial pura conocer de la cuestión suscitada entre los herederos con motivo 
tic la condición de aparcero invocarla por uno de ellos respecto de un campo de 
la sucesión, no inedia íiún declaración semejante por parte de los org-mísmos de la 
ley 1.J.246, a Jos que el aludido tribunal consideró competentes: p. 240. 

Competencia territorial. 



Luffür del cumplimiento de la úbligaeián. 

12. El juez, competente para conocer <?n lo* juicios en que se ejercen acciones 
personales es, con preferencia al del domicilio de) demandado, el del lugar conve- 
nido, expresa o tácitamente, para el cumplimiento de In obligación: p. 68. 

13. En un juicio en el que se ejercen acciones personales, a falta de prueba 
de la que resulte haberse pactado expresamente acerca de los tribunales compe- 
tentes para decidir la» cuestiones judiciales emergentes de la relación jurídica 
entre las partes, debe concluirse que ellas aceptaron implícitamente lo de los 
jueces del lugar en que la gestión debía cumplirse. 

En consecuencia, corresponde a la justicia civil $ comercial de Salta y no a la 
nacional en lo comercial de la Capital Federal, conocer del juicio por cobro de 
comisiones impagas promovido contra una compañía domiciliada en Buenos Aires, 
ai el actor invoca el carácter ña representante -vendedor de la demandada en la 
mencionada Provincia, donde reside y desarrolla sus actividad** comerciales: 
p. 102. 

14. El juez competente para conocer en los juicios en que se ejen en acciones 
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personales es, con preferencia ni del domicilio del demandado, el del lugar cao- 
venido explícita o implícitamente pura el cumplimiento de la obligación: p. 77i>. 

15. Es competente la justicia nacional en lo comercial de la Capital Federal 
para conocer en ta demanda por cobro del precio dé mercaderías no pagadas 
por un comerciante domiciliado en jurisdicción provincial, cuando de las circuns- 
tancias du la operación surge que dicho lugar fué el convenido por las partes 
para el cumplimiento de la obligación. Xo es óbice para ello la fórmula puesta 
al pie de las facturas "rogamos efectuar los pagos... sobre Buenoa Aires", 
en el mi puesto de no mediar desconocimiento del vínculo contractual, pues se 
trtta de una modalidad corriente de trat», que no la priva de elicacia jurídica: 
p. 773. 

Lugar del domicilio de las partes. 

16. Xo habiéndose convenido un determinado lugar para el cumplimiento del 
contrato de compraventa, pues ante el desconocimiento del vínculo contractual 
por el demandado no puede entenderse como tal la frase puesta al pie de las 
facturas, no conformadas por aquél, de que su importe "... se entiende pagadero 
en Buenos Aires", la acción personal intentada debe tramitarse ante el juez del 
domicilio del demandado: p. 784. 



17. Corresponde conocer del juicio por cobro de saldo del precio de venta de 
mercaderías a la justicia de la Capital Federal, y no a la de la Provincia de 
Mendoza, si existen en autos constancias que demuestran que los demandados 
— domiciliados en esa Provincia — efectuaron pagos parciales a los actores por 
medio de giros banca rio- ¡¡ la Capital Federal, dejnndo documentada la formal 
promesa de abonar en igual forma el saldo adeudado: p. 68. 

Contrato da trabajo. 

18. Corresponde a la justicia nacional del trabajo de la Capital, y no a la 
comercial de dieba ciudad, conocer del juicio que se reclama indemnización por 
ilcspido, sueldos no pagados, aguinaldos, etc., y cuyas constancias acreditan, 
"prima facie", la condición de empleado dependiente invocada por el actor: p. 181. 

Locación da cosas. 

19. A falta de lugar convenido expresamente para el cumplimiento de las obli- 
gaciones emergentes de la locación do un inmueble ubicado en la Capital, corres- 
ponde conocer del juicio por cobro de alquileres al jueí de paz de dic' ciudad, 
en la que, además, se afirma sin prueba fehaciente en contra, que tiene domicilio 
la demandada y donde, también, se efectuaron pagos parciales por el mismo 
concepto: p. 98. 

Pagarés. 

20. Corresponde a la justicia nacional en lo civil, y no a la comercial de la 
Capital Federal, conocer del juicio ordinario por cobro de una deuda de carácter 
civil, documentada en pagarés vencidos que no fueron protestados y cuya firma 
desconoció el demandado. Xo se trata, en el caso, de negociación sobre papeles 
de comercio, sino de una acción fundada en la obligación c'nj presuntamente 
contraída: p. 96. 
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OomptUncU nacional. 

91, No vulnera el principio del art. 31 de la Constitución Nacional, la decisión 
que declara la incompetencia de la justicia federal para conocer en el juicio de 
apremio deducido por el Procurador Fiscal contra una sucesión. El «*& 100 de 
1» Constitución Nacional fué reglamentado por la ley 48, cuy» art. 12 exceptúa 
de la competencia federal Ion juicios de aquella naturaleza, aunque se deduzcan 
en ello* acciones fiscales de la Narión. Tal excepción lia sido confirmada por el 
art, 2» de la lev 027 y mantenida por los arí*. 112 de Ja ley 1893 ; 27 de la ley 
4055 ; 40, 41, 42, 51 y correlativos del decreto-lev 1285/53 y no o» incompatible 
ron el art. 100 de la Constitución, pues en tales ¡supuestos no resultan afeitados* 
los propósitos que informan la competencia federal: p, "40. * 
32. Ijos fine» previstos por el art. 100 de la Constitución Nacional no resultan 
alterado* por la atrnceión que ejerzan los juicios universales de concurso de acree- 
dores y partición de lierencia sobre las acciones fiscales de la Nación, pues ello 
tiende* a posibilitar una más eficaz y rápida administración de justicia que 
beneficia, al Estado Nacional, interesado en el pronto cobro de su crédito: p. 740. 

Por la matarla. 

Cautas ticlvida* rfc la eompetcneia nacional. 

23. Ijis leve* vigente* en materia de arrendamientos agrarios, como la 14.451, 
no contienen disposición expresa alguna que las declare federales, lo que no 
«curre por la sola circunstancia de (pie contengan disposiciones transitorias o 
de emergencia. En cuanto regulan sustancialmente las relaciones entre particu- 
lares no aparece manifiesta la existencia de una específica finalidad federal, ni 
razón suficiente para prescindir de la doctrina de la Corte en el sentido de que 
las leves aludidas son de carácter común. En consecuencia, con arreglo o lo 
dispuesto en j¡ art. 67, inc. 11. de la ( (institución, su aplicación corresponde 
a los tribuna. . * provinciales y no a las cámaras paritarias de arrendamientos 
rumie»; p. 781. 

24. U aplicación de la ley procesal provincial del trabajo, en un juicio emer- 
gente de una relación laboral desarrollad* en lugares adquiridos por la Nación 
n lns provincias, no puede obstaculizar directa ni indirectamente el fin nacional 
del establecimiento portuario, y, por lo tamo, no contraría lo dispuesto en el 
nrt. «7, inc. 27. de la Constitución Nacional : p. 824. 

25. Son tribunales competentes para conocer en un juicio los que lo eran según 
la jurisprudencia imperante en el momento de trabarse la litlscontestación, aun- 
que aquélla haya cambiado después, orientándose en sentido opuesto. En conse- 
cuencia, tuda vez que la .jurisprudencia vigente «1 tiempo de la traba de la litis 
consideraba razonable una interpretación restrictiva de los linea de utilidad pú- 
blica de los establecimientos nacionales y In consiguiente jurisdicción federal, 
corresponde a la justicia del trabajo de la Provincia de Santa Fe conocer en la 
demanda, derivada de una relación laboral desarrollada en los | merlos de San 

Lorenzo, San Marín y líosario. promovida contra una firma que, ad ás. tiene 

su domicilia en jurisdicción local; p. 824. 

Por las p«tmdu. 

Wae-iÓH. 

26. Aunque sea parle directa la Narión, no es competente la justicia federal, en 
la Capital, para conocer de las demandas que versen sobre acciones civiles por 
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■ 

repn radón de daños y perjuicios causados por delitos y cuasidelitos, mnexofl 
ion los medios de transporte terrestres. 

No se opone a ello lo dispuesto ra el art. 2*2 del decreto-ley 13.129/57 que, ai 
bien establece en forma genérica la competencia federal para las causas en que 
es parte el Banco de ia Nación —indudable en Provincias— no debe ser inter- 
pretado en forma que autorice a considerar derogada ana norma como la del 
art. 42, inc. a), de la ley 13.998, que contempla un caso especio! de juicios detraí- 
dos a Ia competencia federal en la Ciudad de Buenos Aires. En consecuencia, 
corresponde a la justicia nacional en lo civil de la Capital, y no a la federal y 
ciintendosoadmimstrativfl, conocer del .juicio promovido por cobro de pesos con- 
tra el Banco de la Nación y el dependiente de éste, conductor de un vehículo 
del Banco que embistiera al automóvil del actor; p, 70, 

Causas penales. 

Violación de norma» federales. 

27. Corresponde conocer de la causa a In justicia nacional en lo criminal y 
correccional federal de la Capital, y no a 1» de instrucción de la misma ciudad 
ni a la federal de Babia Blanca, si de las constancias de autos sitio surge la 
presunta comisión, en Ja ciudad de Buenos Aires, del delito sancionado por 
Ü art. 212, ine. 2», del Código Penal (modificado por ley 15.276). No obsta 
a ello In circunstancia de que el arma a cuya tenencia se refieren las actuaciones 
haya sido reclamada por "desaparición" a solicitud del Juzgado de Instrucción 
de la Marina de Guerra, pues esto no basta para acreditar que aquélla pertenezca 
a la Nación : p. 99, 

DHtto» que obstruyen el normal funcionamiento de la» inxt Unciones nncionale». 

28. Corresponde a la justicia nacional en lo Criminal y Correccional Federal de 
la Capital, y no a la Criminal de Instrucción, conocer de la causa por apremios 
ilegales en la que w lia decretado el procesamiento de funcionarios federales 
— en la época en que ocurrieron los hechos — y cuyas constancias no permiten 
descartar la participación de aquéllos, u otros, en los delitos que se investigan : 
p. 523. 

29* Por la vinculación de los hechos sujetos a juzgamiento y la manifiesta con- 
veniencia de que sea un solo magistrado el que conozca de ellos, corresponde que 
la justicia federal, aun después de haber sobreseído definitivamente al jefe de la 
estación de un ferrocarril nacional, continúe entendiendo en el proceso por 
homicidio en perjuicio de un agente de la policía provincial, que actuó en los 
hechos a requerimiento de aquél para la custodia del normal desarrollo del tráfico 
ferroviario: p. 526. 

30. Compete a la justicia federal, y no a la provincial, conocer en una cansa por 
calumnias e injurias cuando se ha usado para su comisión una estación difusor*, 
qae tenia a su cargo la prestación de un servicio público dentro del sistema de 
comunicaciones del que era titular el Estado Nacional, pues su ejecución, por 
ese medio, tiende a obstruir la debida prestación del servicio : p. 542. 

Delito» en perjuicio de lo* bienes y rento» de ta Nación y de tu» repartición?» 
atttárquica*. 

31. Son de competencia federal las cansas penales originadas por delitos que, 
en términos generales, y con preseindeneía de la clasificación que les corresponda, 
afectan o pueden afectar el patrimonio nacional. 

En consecuencia, corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional 
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federal, y no * U nacional en lo criminal de instrucción, de la Capital, conocer 
de la cansa ti pueden derivarse responsabilidades de orden patrimonial para 
ua ferrocarril por la» circunstancia» de que la cerradora de ta puerta del cama- 
rote en que viajaba la víctima del harto, se encontraba deteriorada y no ofrecía 
seguridad alguna: p. 78. 

32. Con arreglo al alcance qne la jurisprudencia de la Corte Suprema lia atri- 
buido al art. l v de la ley 14.180, corresponde a ta justicia nacional en lo criminal 
de instrucción y no a la criminal y correccional federal, conocer de la denuncia 
efectuada por el Banco Hipotecario Nacional por robo de materiales pertene- 
cientes a inmuebles qne el Banco construye en un barrio de vivienda* en la 
Capital Federal: p. 552. 



33. £1 recurso de amparo, como petición originaria, es extraño a la competencia 
que acuerdan a la Corte Suprema los arte. 100 y 101 de la Constitución Nacional 
y 24, ine. 1*. del decreto-ley 1285/58, ley 14.467 : p. 791. 

Agentes diplomático» y connlarc*. 
■ataJaSara* y mlmUbm «kfaajme. 

34. Acreditado el carácter de diplomático del acusado y la conformidad prestada 
pura tu juzgamiento, corresponde a la Corte Suprema entender originariamente 
en una causa sobre lesiones: p. 719. 



Gauptttn6Ía\ panal 



36. Corresponde al juez federal de Rawson (Chubut) conocer de la infracción 
a los arta. 4° y 5» del decreto-ley 9924/57, que se habría cometido al llevar un 
automóvil al norte del paralelo 42 pasando por la aduana de Treleir, localidad 
en la cual habrían sido colocadas a) rodado chapas de patente falsas: p. 79. 

nwallaaé da uelltoe. 

36. Cualquiera sea el vehículo de conexión final que pueda existir entre los 
hechos delictuosos denunciados, si ellos se presentan "prima facie" como indepen- 
dientes, deben ser investigados por los jueces que resulten competentes. En con- 
secuencia, corresponde al jnea federal de Mercedes, Provincia de Bnenr , Aires, 
conocer de loa delitos de violación de secretos; y al juca nacional en lo criminal 
de instrucción de la Capital, de los de estafa y falsificación de documentos pri- 
vados, que también se imputan al encausado: p. 73. 

37. No corresponde a la justicia federal conocer del delito de asociación ilícita 
que* también se acrimina a loa autores, acusados de otros delitos de competencia 
federal. La presunta conexidad que pudiera existir entre unas y otras infrac- 
ciones no basta para acordar intervención a la justicia federal respecto de delitos 
qne, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica: 
p . 438. 

SU Ko procede atribuir a un solo Juex el conocimiento de delitos comunes inde- 
pendientes, cometidos por el mismo acosado en distintas provincias. Ellos deben 
ser juagados por los tribunales de las respectivas jurisdicciones, sin perjuicio 
de la prioridad en el trámite que pueda hacer valer él magistrado que conoce 
en la causa más grave o más antigua, según el caso, y de la oportuna aplicación 
de lo dispuesto en el art 58 del Código Penal: p. 657. 
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39. La apropiación de una «'«lula de identidad eitrnviflda, hecho ocurrido en 1* 
Provincia de Buenos Aires, debe ser juzgada por la justicia provincial. La falsi- 
ficación de la misma cédula en el extranjero, si correspondiera au juzgamiento 
a loa tribunales argentinos, es de competencia de la justicia nacional en lo crimi- 
nal de instrucción, pues si los efectos de eac delito se produjeren en territorio 
nacional, se afectaría el crédito de los documentos emitidos por la Policía Fede- 
ral : p. 723. 

40. La competencia territorial de los tribunales para conocer de un delito se 
determina por el lugar donde fueron cometidos los hechos. 

Por no tratarse del caso previsto en el art. 37 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal, corresponde al jneis en lo criminal y correccional federal de la Capital 
eonoeer de la presunta sustracción de un billete de mil pesos retirado de la 
circulación, ocurrida en dicha ciudad, y al juez federal de Concepción del Uru- 
guay entender en la tentativa de estafa que se habría cometido al entregar eti 
pago el mismo billete en una sucursal del Banco de la N'nciÓn: p. 724. 



Defraudación. 

41, Si "prima facie" aparece configurado el delito de estafa, es juez competente 
para eonoeer del proceso el del lugar donde se entregaron las mercaderías ■ 
«ambio de un cheque doloso y no el del lugar donde éste habría sido emitido: 
p. 664. 

Variot, 

48. La competencia territorial para conocer del delito de defraudación prenda- 
ria previsto eu el art 44 del decreto 15.348/46 (ley 12.962), emergente de 1* 
venta como Ubre del bien prendado, se determina por el lugar donde tiene su 
asiento el patrimonio dd acreedor prendario, ñusque el hecho haya ocurrido en 
distinta jurisdicción. Esto doctrina es la que mejor Jta la necesidad de 
otorgar protección efectiva * una forma de crédito becakí«eaa para la economía 
del país y proporciona a, acreedor un eficaz medio de defensa contra tan grave 
violación a la esencia del crédito prendario: p, 417. 

4». En el caso de una institución de crédito que tiene agencias o sucursales en 
diversos puntos del país, se considera como asiento de] patrimonio del acreedor 
prendario perjudicado por el delito, a los efectos de la competencia para eonoeer 
de infracción** a loa arta. 44 y 45 de la ley de prenda con registro, el del lugar 
donde se encuentra la agencia o sucursal que concedió el préstamo con garantía 
prendaria : p. 421. 

Competencia militar. 

44, Corresponde al juez de instrucción de la Provincia y no al Consejo de Guerra 
Especial —Mendoza— eonoeer de los delitos de lesiones y privación ilegal de la 
libertad que se habrían cometido en perjuicio de personas sometidas a proceso 
ente la justicia militar en virtud de lo dispuesto en el decreto 2639/60, si las 
constancia* acumuladas no permiten establecer que loa hechos denunciados, cuyos 
autores no han sido identificados, puedan caer dentro de las previsiones del 
decreto mencionado. La mera conexidad que podría existir entre los delitos pri- 
meramente aludidos y las supuestas actividades terroristas de los perjudicados 
no bastan para justificar la intervención del tribunal militar, cuya jurisdicción 
es de excepción y de aplicación restringida: p. 87. 

46. Con arreglo a lo dispuesto en loa arta. 110, inc. 1*, y 116 del Código de 
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Justicia Mititiir. corresponde a la justicia federal, y no n la militar, conocer de 
la causa por contrabando respecto de empleados civiles de ta Armada Nacional, 
aun cuando el hecho ocurriera ec jurisdicción castrense y copartieipara perdona! 
militar : p. 439. 

44. Es competente I.i justicia militar, y no la nacionat, para conocer de la causa 
que se instruye por el delito de contrabando a integrantes de la Armada Nacional, 
ai el hecho habría sido cometido por el personal militar en lugar sujeto piclusi- 
vamente a la autoridad rástrense: p. 439. 

47. Corresponde a los tribunales castrenses, que juzgarán primero — arL 113 
del Código de Justicia Militar—, conocer de la supuesta infracqón al art. 888 
del citado Código, que liabrla cometido el personal militar. La justicia local es, 
por el contrario, la competente para juzgar al jefe militar acusado de legiones 
inferidas a un civil, hecho ocurrido en lugar no sujeto a jurisdicción militar 
y fuera de actos de sen icio: p. 721. 

Iuomíóii. 

Domicilio del cantante. 

48. Siendo contradictoria y poco clara la prueba producida con respecto al últi- 
mo domicilio del causante, y no resultando que haya otros herederos que los 
presentados en el juicio sucesorio iniciado ante el juez del lugar del domicilio de 
los mismos, corresponde admitir la competencia de dicho magistrado. A lo cual 
debe agregarse que el fallecimiento ocurrió también en ese lugar: p. 714. 

49. Riendo contradictoria y poco clara la prueba producida con respecto al últi- 
mo domicilio del causante, y no resultando que baya otros herederos que los 
presentados en e] juicio sucesorio iniciado ante el juez del lugar del domicilio 
de los mismos, corresponde admitir la competencia de dicho magistrado: p. 717. 
90. No habiéndose prohado fehacientemente cual fué el -último domicilio real 
del causante, a Los efectos de la tramitación del juicio sucesorio, debe tenerse 
por cierto que aquél era el del tugar donde falleció, tanto más si este domicilio 
coincide con el manifestado ¡wr el propio causante al contraer matrimonio, quince 
dfas antes de morir, según consta en la respectiva partida : p. 778. 

Futro da atracción. 

M. El fuero de atracción en los autos sucesorios debe prevalecer aunque exista 
un codemandado del causante en el expediente que se atrae: p. 713. 
88. Son avoeables por el juicio universal de sucesión las causas que no se encuen- 
tran en instancia de apelación: p. 713. 

tnekLtntw y outtíonn eontxu. 
Costa* j honorario». 

58. No corresponde a la justicia de paz de la Capital Federal sino a la ordi- 
naria provincial, donde está radicada la convocatoria de acreedores, conocer en 
el incidente por cobro de honorarios promovido por el profesional que. en aquel 
juicio universal, intervino en la verificación del crédito de una sociedad: p. 772. 



< l >. 

1. Si bien la permanencia de la jurisprudencia es deseable, con fundamento en 
la preservación de la seguridad jurídica, no debe obstar a su revisión cuando 
medien razones de justicia suficientes al efecto: p. 115. 



<t> Vtr («mhüín: Jubil»cióo y ponida. 3: Juiiidlcción y coapttaacls, 25: L«y. 6; P*«o, 1, 
lUcora» Utr»or<i Lnirio. 197. 201, 260. 3U, 371. 
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JUSTICIA NACIONAL EN LO CIVIL gOg 

JURISPRUDENCIA CONTRADICTORIA. 

Ver: Constitución Nacional, 33, 39; Recurso extraordinario, 253, 28*. 

JUSTICIA DK PAZ. 

Ver: Recurso extraordinario, 157. 

JUSTICIA DKL TRABAJO (>). 

1. A loa efectos de la» designaciones de empleados, corresponde asimilar 1* 
Comisión de Conciliación de la Justicia del Ira bajo al personal de los tribu- 
nales y de los ministerios públicos: p. 91. 

3. Ninguna de las facultades conferí ¡as a ta Comisión de Conciliación de 1» 
Justicia del Trabajo es extraña a las propias de un organismo judicial. En con- 
secuencia, dado el propósito del art. 13 del decreto-ley 1286/58, de transferir al 
Poder Judicial la designación de los funcionarios y empleados de los organismo* 
que desempeñen funciones judiciales, no es dudoso que debe considerarse a los 
funcionarios y empleados de dicha Comisión como dependientes de la Justicia 
de la Noción, en los términos y a loa efectos de la mencionada disposición legal: 
p. 91. 

3. El art. 132 del decreto-ley .«.347/44 (ley 12.948), en cuanto establece que 
los miembros de la Comisión de Conciliación de la Justicia del Trabajo serVn 
nombrados por el Poder Ejecutivo, debe considerarse derogado en virtud de .o 
dispuesto en el decreto-ley 6320/56 y en los nrts. 13 y 67 del decreto- lev 1285/56. 
p. 91. 

JUSTICIA FEDERAL 

Ver: Constitución Nacional, 45; Jurisdicción y competencia, 6, 9, 27, 29, 36, 35, 
36, 46; Recurso extraordinario, 279. 

JUSTICIA MILITAR. 

Ver; Jurisdicción y competencia, 6, 44, 45, 46, 47. 
JUSTICIA afAOIOHAI* 

Ver: Corte Suprema, 2, 5, 6; Jurisdicción y competencia, 11, 13, 17. 21, 45, 46 j 
Justicia del trabajo, 2; Ley, 2; Recuno extraordinario, 281; Superintendencia, 10. 

JUSTICIA RACIOMAL OI PAC, 

Ver: Jurisdicción .. competencia, 53; Recurso extraordinario, 161, 164 

JUSTICIA HACIOV AL DKL TRABAJO* 

Ver: Jurisdicción y competencia, 18; Recurso extraordinario, 278 . 

JUSTICIA MACTORAL EJT LO CIVIL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 20, 26; Recurso extraordinario, 157; Super- 
intendencia, 4. 

(I) Ver taabtfi: L«r. |. 



0M 



LEGITIMA DEFENSA. 



JütTIOIA HAOIOHAL SU LO OOMHftGIAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 15, 18, 20. 

JU1TICIA HACIOHAL SH LO OBIMHAL OI DltTBVOOIOH. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 27, 23, 31, 32, 3o, 39. 

JUSTICIA HAOIOHAL Ul LO OBIMHAL Y COEBECGIOHAL 
PBDBBAL 

Ver: Jurisdicción y competencia, 27, 28, 31, 32, 37, 40. 

JüHTOIA HAOIOHAL BH LO FXDKBAL Y CONTENCIOSO ADIO 
MITAATTVO 

Ver: Jurisdicción y competencia, 28, 

JUSTICIA PROVINCIAL- 

Ver: Jurisdicción y competencia, 7, 9, 13, 17, 25, 29, 30, 3!), 44, 47, 53; Recurso 
extraordinario, 21, 108, 109, 

L 

LEGISLACION OOMDH (>). 

1. El Congreso está facultado para sancionar leyes de nntu.aleza local, en loa 
término» del art. 67, inca. 14 y 27, de la Constitución Nacional; y leyes de orden 
federal, con fundamento en loa demás incisos del art. 87. Ello crea la posibilidad 
de que el Congreso, al reglamentar materias correspondientes, en principio, a la 
legislación común, ejerza una potestad distinta de la prevista por el inc. 11 del 
art. 67, sustrayéndola del ámbito propio de esta legislación. Tal alteración puede 
ser dispuesta y deben ser tenidos por válidos sus efectos, siempre que la intención 
de producirla sea inequívoca y no se apoye en el mero arbitrio del legislador, 
sino en necesidades reates y fines federales legítimos, impuestos por circunstan- 
cias de notoria seriedad: p. 781. 

8. Las leyes comunes de la Nación son aquellas que sanciona el Congreso con 
arreglo a las previsiones del art. 67, ine. 11, de la Constitución Naeional. Entre 
ellas figuran loa códigos allí mencionados — que legislan de manera general y 
estable con relación a todo el territorio de la República— y las leyes que se 
declaran incorporadas a esos códigos, como también las que los integran, los mo- 
difican o amplían: p. 781. 

LEGULAOIOH DBL TRABAJO. 

Ver: Contrato de trabajo, 1. 




Ver: Constitución Nacional, 6; Inmunidades, 1, 2, 3, 4, 5. 
LEGÍTIMA DEFINIA. 

Ver¡ Recurso extraordinario, 33, 71. 



U> Ver tamWfo: IxM*e¡<tn im «mu. 1, 3. 
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L No habiéndose acreditado en autos que el acusado haya obrado es la emer- 
gencia con conducta culposa en el manejo de su automóvil, como para encuadrarla 
en la norma del art. 94 del Código Penal, y no habiéndose llegado a la individua- 
lización de testigos del hecho determinante del proceso, corresponde sobreseer 
definitivamente en la causa y respecto de aquél: p. 719. 



L En el caso de leyes sucesivas, que legislan sobre la misma materia, la omisión 
en la última de disposiciones de la primera, importa seguramente dejarlas sin 
efecto, cuando la ley crea respecto de la cuestión de que se trata, un sisteii.a 
completo, más o menos diferente del de la ley antigua: p. 357. 

Interpretación j aplicuciotk. 

2. La interpretación de la ley debe practicarse de manera que las garantías y 
los principios constitucionales no resulten afectados. 

Se conforma a tal doctrina la inteligencia atribuida a los arts. 13 y 67 del decreto- 
ley 1385/58, en cuya virtud se atribuye al Poder Judicial la designación de loa 
funcionarios y empleados de la Comisión de Conciliación de la Justicia del 
Trabajo, pues concuerda con el principio de la división, de los poderes y concu- 
rre a la mejor preservación de la autonomía judicial: p. 91. 
8, No es probable que se haya buscado alguna significación obscura o abstrus* 
de las palabras empleadas por la ley, sino más bien que se las haya aceptado en 
el sentido más obvio al entendimiento común: p. 111. 

4, En ausencia de prescripción legal expresa, la decisión está encomendada a la 
prudente interpretación judicial y ésta puede inclinarse por la tesis que mejor 
exprese el estado de la evolución del problema jurídico en debate: p. 115. 
& Aun cuando sea opinable la interpretación según la cual la indemnización 
suatitutiva del p rea viso es una de las remuneraciones previstas por el art. 12 del 
decreto-ley 13.937/46, el mantenimiento de la jurisprudencia establecida con 
respecto al art. 13 del decreto-ley 31.665/44 debe ser preferido, en resguardo 
de la justa esperanza de seguridad del comportamiento de loa particulares ate- 
nido a aquélla : p. 165. 

6. Cuando las previ* ion en legales son lo suficientemente amplias como para 
abarcar ciertas materias que están dentro del legítimo ámbito de la competencia 
del Congreso y otra* que escapan a él, los jueces, a fin de permitir la vigencia 
y asegurar la valides de la ley, deben interpretarla restrictivamente, aplicándola 
sólo a las materias comprendidas dentro de la esfera que es propia del Poder 
Legislativo, siempre que la norma interpretada lo consienta: p. 398. 

7. Los jueces deben interpretar las leyes de la manera que mejor concuerda 



U> Ver lamblfo: Canutada* Ntck>«l. 1«; JuMjteM* y *«m •—U, 34. 44, 4T; 
(1) Ver tMhUa: BaalfleacMa por u>tí(«e4*d, 1: Cwwtttad*» Vado. t. 17: OhMI 
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con las disposiciones constitucionales, salvo que a inteligencia opuesta sea pal- 
maría: p. 39S. 

La i aterp relación de la lev debe consagrar U solución que mejor concuerde 
ron las garantías y principios constitucionales: p. 610. 

9. Si la sentencia recurrida ha interpretado ana ley común de la manera en que 
mejor se compadece con mía garantía constitucional, procede el rechazo de la 
apelación extraordinaria: p. 711. 

10. Las disposiciones legales deben ser interpretadas en la forma que mejor 
conenerde con las garantías o previsiones de la Constitución Nacional : p. 730. 



Ver: Impuesto a los réditos, 1 ; Jubilación y pensión, 4. 

LXTBS ADUAHERAS, 

Ver: Recurso extraordinario, 271. 



Ver: Jurisdicción y competencia, 23; Legislación común, 1, 2; Recurso extra- 
ordinario, 63. 100, 206, 276. 

LEYES FEDERALES. 

Ver: Legislación común, 1; Recurso extraordinario, 43, 328. 



Ver : Legislación común, 1. 



Ver: Legislación común, 2. 
LEYES EAOIOEALES. 

Ver: Constitución Nacional, 7; Recurso extraordinario, 330. 



Ver: Recurso extraordinario, 265. 



Ver; Constitución Nacional, 11, 12; Jurisdicción y competencia, 24; Recurso ex- 
traordinario, 25, 50, 106, 111, 120, 143, 330. 

LIBERTAD DE IMPRENTA. 

Ver: Constitución Nacional, 25, 20, 27, 28, 30, 31, 32; Recurso extraordinario, 
37, 38, 39, 218, 220. 



Vw: Constitución Nacional, 45; Recurso de amparo, 20; Recurso extraordina- 
rio, 15. 
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Ver: Daños y per juicios, 2, 4, 5, 7. 
LITISCONTBSTAOIOH. 

Ver: Jurisdicción y competí ricia, 35; Recurso extraordinario, 24, 150, 155, 162, 
169. 

LOCACION DI COBAS 0). 

1. Conforme al principio consagrado en vi ñrt. 67, inc. 11, de la Constitución 
Nacional y al alcance que pnrn las disposiciones procesales contenidas en Jas 
leyes de alquileres ha establecido el art. 67 de la ley 14.821, corresponde confir- 
mar la sentencia que, fundada en lo* art». 611 y 612 del Código de Procedí míen- 
tos Civiles de In Provincia de Buenos Aire», declara improcedente un recurso de 
apelación: p. 610. 

2. Ni de los términos del nrt. 2» de la ley 13.936, ni de los del art. 30 del decreto- 
ley 2186/57, resulta cxplícitamcnlc que ellos tengan vigencia para toda la Na- 
ción: p. 610. 



Ver: Expropiación, 17. 

LOTERIA. 

Verr Constitución Nacional, 22, 34. 

LVHKO CESANTE, 

Ver: Recurso extraordinario, 277. 



MAGISTRADOS JUDICIALES. 

Ver: Estado de sitio, 7; Superintendencia, 11. 



Ver: Recurso extraordinario, 73. 

MALVERSACION DI CAUDALES PUBLICOS. 

Ver: Constitución Nacional, 17. 

MABOAS DE FABRICA ('). 
Principio* ftnmdM. 



ntMli un paro. 3; Rmiim «Owdimrl*. 20, 23, 39, «7, 70. «.M. te «, «. «». «■ 
174, 17«, 171, 178. 15». ti* 
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1IARCAS SE FABRI A 



1. La marca de fábrica protege no solamente el derecho de su titular a los legí- 
timos beneficios de su actividad y honestidad qu. puedan menoscabar los prácti- 
ca* desleales, sino también el interés que asiste a los consumidores, de no ser 
inducidos en confusión respecto de la identidad i los productos que ndquicreu: 
p. 471. 

• 

2. Es procedente el registro de términos de fantasía, aún integrados por com- 
ponentes «vocativos del producto, distinguidos de otras marcas mediante un agre- 
gado diferencial a la pal Abra de «so común (en el caso: "Jersey", "Jerselen" y 
"Jeraeystar"), Xo existe, en efecto, para esta variante, prohibición explícita legal 
y se trata, por el contrario, de una práctica inocua y no infrecuente; p, 222. 

3. Designar determinados productos con nombres extranjeros — franceses en 
el caso del champaña — es corriente entre los industriales argentinos. En ello debe 
verso una maní testación de prácticas comerciales lícitas y no una tentativa de 
inducir a engaño al público consumidor: p. 385. 

Oposición. 

4. I* protección acordada por el «rt. 43 de la ley 3975 al nombre comercial 
respecto de otros que se utilizaren con posterioridad, se extiende a los conflictos 
que pueden surgir entre un nuevo nombre y una marca preexistente. Esta doc- 
trina es de estricta aplicación al caso inverso, es decir, al que puede suscitarse 
con motivo de) conflicto entre una nueva marca y un nombre comercial cuya 
propiedad fué adquirida, mediante «1 uso correspondiente, con anterioridad al 
registro de aquélla: p. 278. 

5. Los términos del art. 14, inc. 3?, de la ley 3975 autorizan la conclusión de que 
la validez de una marca registrada puede cuestionarse por causales distintas a 
la que menciona el art. 6* de la ley. La oposición puede fundarse tanto en las 
prohibiciones a que aluden los arts. 3, 4 y 5 cuanto en la propiedad adquirida 
sobre un nombre comercial que puede confundirse con la marea: p. 278. 

6. Corresponde confirmar la sentencia que declara infundada la oposición al 
registro de la marca "Jersey Drena", para distinguir "Jersey" de la clase 15, y 
rechaza la reconvención pan que los art res cesen en el uso de dicha marca, por 
ser inconfundible con "Jerselen" y "J. D. C", basándose en el derecho de la 
Adora para registrar como marca su propio nombre comercial y en ta circuns- 
tancia de que aquélla convino con los demandados, mediante una compensación 
en dinero, que podía seguir usando tal designación: p. 459. 

7. El titular de una marca de fábrica no puede oponerse con éxito a la conce- 
sión de toda otra marca que incluya en su denominación algún elemento carac- 
terístico igual o semejante a la tuya, toda vez que se ha declarado en autos, en 
forma irrevisihle por la Corte, que las marcas opositoras no son confundibles con 
la que se pretende registrar í p, 471. 

8. '+ titularidad anterior del nombre comercial autoriza ta oposición al regis- 
tro de una marca confundible con aquél. La circunstancia de que pueda existir 
confusión en cuanto al origen de los productos, obvia el agravio fundado en la 
especialidad de la ley de marcas. 

Corresponde, en consecuencia, confirmar la sentencia que declara fundada la 
oposición al registro de la marca "Wtlruor", para la clase 16, formulada por una 
sociedad qne utiliza la misma designación como nombre comercial y lo tiene, 
además, registrado como marca en otras clases del nomenclátor: p. 533. 

9. Aunque el titular de una marca no puede oponerse al registro de otra igual 
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destituida a distinguir artícnlos distintos, corresponde, no obstante, hacer lugar 
a la oposición cuando concurren circunstancias especiales que demuestren la 
posibilidad de contusión entre los productos para evitar que el público pueda 
ser inducido a engaño sobre la procedencia o el origen de los productos que ad- 
quiere, con la potabilidad consiguiente de que algún comerciante o industrial 
aproveche ilícitamente loa frutos de la actividad y prestigio ajenos. Tales prin- 
cipios se aplican también a la protección del nombre comercial : p. 81Í). 

Nulidad. 

10. Corresponde confirmar la sentencia que hace lugar a lo demanda de nulidad 
de rita marca, por ser idéntica al nombre comercial usado con mucha nnteriori- 
dnd en igual ramo por el actor que. además, tuvo registrada a su favor durante 
10 años la misma marca : p- 479. 

MATRICULA. 

Verr Constitución Nacional, 46; Procurador, 1. 

MATRIMONIO. 

Ver: Jubilación y pensión, 5; Jurisdicción y competencia, 50; Recurso extra- 
ordinario, 8, 9, 142. 

MEDIDA DE NO INNOVAR. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 5. 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

1. El recurso de reconsideración respecto de resoluciones de la Corte Suprema 
en materia disciplinaria sólo procede cuando el Tribunal ha aplicado la sanción 
y no cuando, como en el caso, ha confirmado la que había sido impuesta al recu- 
rrente — art 19 del decreto-ley 1285/58, reformado por la ley 15.271, y nrt. 23 
del Reglamento para la Justicia Nacional—: p. 91. 

MEDIDAS PARA MEJOR PROVEER. 

Ver: Recurso extraordinario, 32, 170. 

MEDIDAS PRECAUTORIAS. 

, Ver: Interdicción de bienes, 1; Recurso extraordinario, 289. 

MEJORAS. 

Ver : Expropiación, 10, 29. 

MEMO RIAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 339 

MENOR DE EDAD, 

Ver: Secretarios, 1. 
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militares. 

Ver: 1 Visiones militares, 1. 

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 3. 

ministerio FISCAL, 

Ver: Recurso extraordinario, 316. 
MWISTEJUO PUBLICO ('). 

1. Es e! legislador quien ha conferido, cuando lo estimó pertinente, el derecho 
a cobrar honorarios a favor de representante* del Ministerio Publico: p. 767. 

MOHEDA. 

Ver: Expropiación, 2, 3, 9. 
MONTO DEL JUICIO. 

Ver: Honorario* de ñongados y procuradora;, 2; Recurso extraordinario, 12Í, 
261. 

MULTAS. 

Ver: Constitución Nacional, 14, 1U; Recurso extraordinario, 36, 309. 

MUNICIPALIDADES. 

Ver; Expropiación, 14; Recurso extraordinario, 8, 106, 111, 112, 154, 275. 

N 

NACION. 

Ver; Jurisdicción y competencia, 24, 26, 27; Recurso extraordinario, 10. 

NEGOCIACIONES INCOMPATIBLES CON EL EJERCICIO DE FUN- 
CIONES PUBLICAS. 

Ver: Amnistía, 2. 
NOMBRE (-). 

I. Corresponde confirmar la sentencia que no hace lugar a ia inscripción del 
nombre "Tomialavo" fundada en que no es castellano ni ha sido castellanizado 
por el uso. La sentencia se ajusta a las limitaciones impuestas por el decreto 

II. 609/43 (ley 13.0301 : p. 693. 



(1) Wr tarabita: JmticU del trábalo, 1: Rerurio 1 1 tr toril n trio. 240. 

(2) Wr tamtwn- ConiÜturlón Nacional. 41; Partido* político», 4. i; Ruano da amparo, A; 
Rtturw extraordinario. 4; Hrcurao ordinaria d* «p*l»Hóa, 1. 
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HOMBRE COMERCIAL. 

Ver: Mareas de fábrica, 3, 4, 5, 6, 8, 9, 10; Recurso extraordinario, 175, 178, 
240, 316. 

NOTIFICACION. 

Ver: Corte Supre 1; Impuesto a lux rédito»» 1; Recurso de queja, 3: Recurso 

extraordinario, 47, 94, 131, 143, 140. 149, IOS, 318. 

NULIDAD. 

Ver: Recurso de queja, S; Recurso extraordinario, 32, 165, 237. 

NULIDAD DE ACTOS ADMINISTRATIVOS. 

Ver; Recurso de amparo, 5, 

NULIDAD DE ACTOS JURIDICOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 8. 

NULIDAD DE AUTOS PROCESALES. 

A>r: Recurso extraordinario, 9, 142. 



Ver: Constitución Nacional, 24; Corte Suprema, 1. 
NULIDAD PROCESAL 

Ver: Recurso de nulidad, 3; Recurso extraordinario, 143, 146, 147, 153, 158, 165, 
168, 226, 294. 

O 

OBRA NUEVA. 

Ver; Recurso extraordinario, 123. 

OBRAS PUBLICAS. 

Ver: Expropiación, 11, 19; Recurso extraordinario, 311. 
OPCION. 

Ver; Recurso extraordinario, 29. 
ORDEN PUBLICO. 

Ver: Constitución Nacional, 23; Estado de sitio, 8. , 

ORDENANZAS DE ADUANA. 

Ver: Recurso extraordinario, 271. 

ORDENANZAS MUNICIPALES. 

Ver: Expropiación, 14; Recurso extraordinario, 172, 275. 
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i" ARTES 



P 

PAOABS. 

Ver: Jurisdicción y competencii), 20. 

PAOO 

1. La doctrina establecida por la Corte Suprema acerca de que el efecto libe- 
ratorio del pago no se product? cuando media una demanda inmediata a su per- 
cepción, ati-auza a los casos en que desde la total terini unción de la relación 
ln borní, no lia transcurrido un lapso que exceda el razonablemente necesario para 
la deducción de la acción. Diclin doctrina no es aplicable al caso en que cJ actor, 
al ser despedido, recibió Ir indemnización «imple, de con) •rniidad con la juris- 
prudencia imperante en el lugar, y promovió la acción más de cuatro meses des- 
pués *i» que hayn aportado elemento alguno de juicio que piTinita justificar 
ilicTiM detnorn : p. 733. 

2. La liquidación ríe relaciones laborales, enn asentimiento de los propks 
inte nimios y •.«■-ño ln interpretación prevaleciente en el momento del acto, acoi 
de a los términos de las convenciones colectivas vigentes, configura un derecho 
adquirido que obsta n cualquier reclamación posterior susceptible de alterarlo. 
Corresponde, en consecuencia, revocar la sentencia que condena al empleador * 
pagar las vacaciones no gozadas durante los años 1943/45, porque la jurispru- 
dencia en la provincia de Santa Fe excluía a los obreros de la industria de los 
beneficio* otorgados por la ley 11.729, y la diferencia correspondiente n las 
acordadas con presrindenein de la precitada ley, desde 1946 a 19-1. m ratón 
<lc que los convenios colectivos suscriptos por los obreros de la construcción con- 
tenían expresa y única referencia a las normas del decreto-ley 1740/45: p. 798. 

Pago Indebido. 

■«potlelfo d« lo pagado por error. 

3. Xo puede prosperar la repetición parcial del impuesto a los beneficios extra- 
ordinarios, que se djee pagado por error, si el contribuyente ba confesado su 
ignorancia del derecho —en el casto, lo dispuesto en el decreto 23.666/49 respecto 
de los sistemas autorizados para computar el valor de los inmueble! — lo cual, 
por aplicación de principios generales, evidencia la negligencia de aquél y exclu- 
ye toda posible excusnbilidad de su error: p. 356. 

4. Para que el error fundamente la repetición en materia impositiva, se requiere 
que él sen excusable. No cualquier error basta para que se admita la falta de 
protesta .previa; debe tratarse de un error excusable, ya por 1* oscuridad 
de las disposiciones legales aplicables, ya por ln existencia de antecedentes de 
hecho -jue justifiquen la actitud del contribuyente: p. 356, 

PAfflfTEMQ. 

Ver: Servicio militar, I. 

PASTES. 

Ver: Constitución Xncional, 21; Recurso extraordinario, 10, 12, 28. 



(i) v,. r umlii.'rt Jufihlkcióa y competencia, IT, 1». 
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PABTIDOI POLmOOS {'). 

L La circunscrita esfera reconocida por el nrt. 16 del decreto-ley 19.044/56 al 
recurso que prevé, al que son ajenos lo» con flirt os partidarios internos y loa 
interpartidarios, se funda en la conveniencia de excluir la intervención de la Corte 
cuando se trata de cuestiones indisolublemente ligadas n la actividad política y 
electoral, las que, por su naturaleza, resultan extrañas a la esfera de acción juna* 
diecional del Tribunal y reclaman su abstención como Poder. Porque, aunque 
tales actividades puedan admitir consideración jurídica, además de la política, 
la distinción no es sñempre fácil en los hechos ni de objetiva eridencia : p, 61. 
2. El carácter excepcional del recurso del art. 16 del decreto-ley 19.044/56 im- 
pide su ampliación interpretativa a supuestos en que las posibles decisiones de 
los jueces electorales no importen privar de capacidad jurídica a las entidades 
interesadas. El modo del ejercicio de tal capacidad puede ser as! afectado, mis 
no su sustancia, en tanto lo resuelto no importe encubierto arbitrio de sujec.ón 
política ni práctico aniquilamiento de las atribuciones partidarias: p. 61, 
Z. Zn los términos literales del decreto-ley 19.044/56, se debe entender que la 
apt ción ordinaria para ante la Corte admitida por el art. 16 alcanza, en primer 
termino, a los casos en que no se admite la pretensión de constituir un partido, 
y también a los supuestos en que se cancela la calidad antes admitida, a un 
partido, para actuar jurídicamente como tal: p. 61. 

4. Corresponde fijar el alcance del art. 16 del decreto-ley 19.044/56 con un 
criterio que permita la protección de los importantes intereses en litigio, cuya 
raí* está en el sistema representativo republicano qne informa iu ostra organiza- 
ción fundamental. En ese sentido, el rechazo de la pretcnsión de la actora — frac- 
ción de la agrupación política escindida — que reclama su reconocimiento como 
auténtico partido, y la correlativa obligación de usar un aditamento al nombre 
de aquél, exceden las soluciones formales desde qne entrañan una denegación de 
la personaría reclamada, habida cuenta de ta íntima conexión entre ésta y d 
nombre político que la traduce (Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis María 
Boffi Boggero): p. 61. 

5. No procede el recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema — art. 
16 del decreto-ley 19.044/56— contra la resolución, que no decide, en definitiva, 
sobre la personería de las fracciones en conflicto de un partido político ni presu- 
pone la disolución del partido originario, sino que se limita a establecer los efec- 
tos de una escisión partidaria y sus consecuencias sobre el nombre de ln entidad 
(Voto del Señor Ministro Doctor Don Pedro Aberastury) : p. 61. 




Ver ; Recurso extraordinario. 40, 57. 
PATRIMONIO HAOIOHaVL. 

Ver: Interdicción de bienes, 1, 2; Jurisdicción y competencia, 31; Recurso extra- 
ordinario, 42. 

PMJOROttDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 16. 

(1) Virr uvbiéa: Recorto rrtr«OTdinark>. 4, T, 228. 178. 3*0; Bmumo oriiurio d* »Pf 




PERIODISTAS 



o. 

1. EJ dPiwhn a pensión se adquiere por un llamado directo v perenal de la 
ley picvisional y no por título hereditario: p. 115. 

PENSIONES MILITARES (=). 
Pensiones a los militares. 

Generalidades. 

^ 1. El retiro y pénalo ilitnr constituyen derechos osericinles n | estado militar: 

p. .itU. 

2. hn exigencia de hilm hi li t lición por actos de «servicio no excluye los supuestos 
en ipic estos hayan obrado como coneausa ni suponen, por consiguiente, la exi- 
u-i nria di- qno sen el origen exclusivo de la inhabilidad Confórmela los propósi- 
tos de n ni paro que informan Ion nrts. 90 y 102 de 1» ley ia99fi, corresponde 
eotihniiiir Iji sentencia que concede ppn^iiiti militar ni conscripto que *e incor- 
poró ni servicio como apto y meses después resultó a torta do di' coimera tota], si 
la priicha producida acredita Iji posibilidad de que el servicio mililnr luiyn sido 
agravarte o d-sriinideniiitle de la enfermedad: p. til 5. 

PERENCION DE INSTANCIA < a ). 

1. Procede declarar In caducidad de la instancia si, desde ln reiteración del 
pedido ile elevación de los ñutos en virtud del recurso extraordinario concedido, 
hasta la fe,!in de la remisión efeetivn de aquéllos a la Corte, transen rrió, con 
exeeso, H plazo previsto en el nrt. 1*, ine. 2*. de la ley 14.191, sin que el recu- 
rrente laiya realizado acto alguno tendiente a interrumpirlo. N*o obstan n Ja 
expresada conclusión las a nru mentaciones formuladas respecto a la conexidad 
de ln cniisn con un\iuieio sobre filiación natural, linbida cuenta de que, de hs 
constancias de este último, sume que no medió, eu su trámite, inconveniente 
alguno que hnyn impedido su elevación n la Corte: p. 1(15, 

2. La circunstancia de que la elevación de los autos al tribunal superior consti- 
tuya una diligenein a cargo de |a secretaría actúa ría, o del tribunal apelado, en 
su caso, no eomportn ln excepción prevista en el art. &> de la lev 14.191, ni exime 
al recurrente de la carpa procesal de urgir la marcha del juicio, realizando los 
arto* o formulando las peticiones tendientes a obtener el cumplimiento, de los 
trámites nmilidos: p. 105. 

3. Im caducidad de la instancia delie ser declarada de oficio en la queja cuando, 
desde la providencia cpie ordena acompañar diversos recaudos, ha transcurrido 
el plazo previsto en el art. 1", ine. 2", de la ley 14.191. Ln eircunstancia de que 
el recurrente haya presentado un escrito para .justificar el incumplimiento de 
1» dispaesto por la íorto, después de transcurrido el plazo señalado, no es óbice 
para la aplicación de la doctrina ntudida, pues la caducidad se opera de pleno 
derecho: p, 059. 

PERIODISTAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 245. 



ifinM 1 ! tñtnhiM ' " r » ,,it «f'Ún ¿*l perjwnil dr la mnrín» mercan 1*. atraniuliui cítU J 

12) Vrr también: Arumuhiririn áf benefician, .1. 4, 

(3) Ver UtnMÉn: VantmK .1; Rtrurtd rxiraortlinari.,. 145. 151, 163. 



POLICIA DE VISOS 9l7 

PERITOS. 

Ver: Expropiación, 4, 22, 23, 27; Prueba, 1; Recurso extraordinario, 36, 221: 

Superintendencia, 7. * 

PERMISO DE CAMBIO. 

Ver: Control de cambios, 1, 2. 
PERSONERIA. 

Ver: JomdmUi y eoiiiprtwiD», 1; Partido* políticos, 4, ó; Recurso extraordi- 
nano, 41. 43. (i;,, 119. 1;>2, 2o4; Recurso ordinario de Apelación, 2. 

PERSONERIA JURIDICA. 

Ver: Recurso ordinario de apelación, 1. 

PLAZO. 

Ver^Perención de ii.sínncia, 3; Recuso de queja. 7: Recuso extraordinario, 
PODER DE POLICIA. 

Ver: Constitución Nacional, 4, (¡; Estado de sitio, 2, 3, 8. 
PODER EJECUTIVO. 

Ver: Constitución Nacional, 5; Control de cambios, 1. 2; Estado de sitio, 5, fí, 
8; Justicia del trabajo, 3. 

PODER JUDICIAL. 

Ver: Aduana. 1; Constitución Nacional, 6. 31; Corte Suprema, 2; Iiupuesfo do 
justicia, 1: Justicia del trabajo, 2. :í; Lev. 2; Partidos políticos. 1; Recurso ex- 
traordinario, 4; Superintendencia. 3. tí. 

PODER LEGISLATIVO. 

Ver: Constitución Nacional, 4; Corte Suprema, 2. 3; Estado de sitio, 5, 7; Ju- 
bilación de magistrados y diplomáticos, 3; U>y. ti, 

POLICIA DE VINOS(>). 

1. Es ajustada a derecho la eniidenn impuesta al vendedor remitente del vino 
inapto para el consumo, cuestionada por el recurrente con tunda mentó en nuc: 
«). no se ha justificado que In alteración del vino fnem cometida por el remi- 
tente; y \>), ,,ue contornie a los art*. 21 y 29 de la ley 12.372 se debe responsa- 
bilizar al transportador, u quien tío «-alie sin tato calificar como faetor, asente 
o dependiente de] vendedor. Ello porque, de acuerdo con el sistema de respon- 
sabilidad indirecta y objetiva, admitido por la lev, corresponde la acriminación 
de in alteración del producto ¡il vendedor remitente, en tanto no justifique su 
anuncia de responsabilidad: p. 157. 



(IJ Vrx UmM.:,i: Recurso urdiuario ilt- upetsción, 0. 



si* prescripción 

2. El repinen de I» l, y 11372 admite la responsabilidad indirecta v objeta 
»«0 W la .pie resulta .1.- actos de tercer.* -facture*, deludientes ó aircntes- 
» 'le I» Himple presión o tenencia del pit>duct<t en infracción. 

Con este sistemo e* colicreiite la aerimi.iaeiáii de la alteración del producto al 
vendedor rnmienle. en tanto lio justítiípie su «usencia de re-ponsnbilidnd. Los 
nrts. .1 y .! de la lev r„ canto ] ( > n*iH»t.*nbil¡«ui por el hecho de su* factor», 
gentes o dependiente,., tienden a evitar la ebisión ,| ( . [„ responsabilizó por vía 
de la m erpnsicun de teneros insolventes. Y et hecho de que jurídicamente el 
transportador pueda .abluirse de tenedor, no ln efceluye del carácter de aírente 
del vendedor, dentro del mninen legal, en tanio no haya me.liad., el cumplí- 
miento del art. 21 de h lev: p. 1Ó7. 1 

3. U ley 12.372 en de policía del vino, tendiente a ln protección de la salud de 
los romuniiidores y al fotaeoto de la industria: por consiguiente, el resrinien leraí 
de la misma .Jebe, en primer logar, derivarse de ln interpreta ei.'.n coherente de 
sus preceptos y de los principio* jurídico* cpie | a inlegran: p. I',?. 

4 hl recurso de apelación establecido por h ley 14,799 dehe deducirse dentro 
del termino de o d.ns hábiles <p,e establece sn art. 3S> a partir de Ui notificación 
■ e la i evolución condenatoria, sin ,pie el plazo se suspenda por la interposición 
de otn.s recursos administrativos no autorizólos por aquélla : p. «98. 

POLICIA FEDERAL. 

Ver: Acumulación de bemtieios 1; Jurisdicción y competencia, 39, 

POSESION. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 2, ó. 
PREAVISO, 

Ver: Jubilación niel personal de la industria, 1; Jubilación v pensión. 3; Lev. 5: 
R&urso extraordinario. KO. 27H. » ' ' 

PRECIO. 

Ver: llanos y perjuicios, 2. 4, 7 t Hecurso de amparo, 2; Kecurso extraordina- 
rio, ,11 1. 

PREFECTURA NACIONAL MARITIMA. 

Ver: ltccur*o de uníparo, lü. 

PRENDA CON REGISTRO (")■ 

1. El hecbo de tpie el : reedor prendario, con posterioridad a Ja venta de la 
cosa prava da. baya sido desinteresado, no horra ln existencia del delito previsto 
y penado por el arf, 44 de la ley 12.962 (decreto 15.348 46 >, ni intime sobre la 
conducta ilícita ya cumplida. Se trata de un delito instantáneo y formal : p. 417. 

PRESCRIPCION. 

Ver: Recurso extraordinario, 3fi. al, 151, 184, 307. 



(1> Ver Minbien: IlpfrnuJadún, I; JuriadicriÓD y fompeteucii, «, 43. 



PROFESIONES LIBERALES 

PRESIDENTE DE LA NACION. 

Ver: Amnistía, 2; Constitución Nacional, 17; Estado de sitio, jg 
PRINOD?IO DE RESERVA. 

Ver; Recurso extraordinario, 11, 123, 173, 266, 267 T 268, 269, 308. 
PRISION. 

Ver: Recurso extraordinario, 33. 

PRISION PREVENTIVA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 3, 4, 5. 

PRIVACION ILEGAL DE LA LIBERTAD. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 44. 

PROCEDIMIENTO. 

Ver: Recurso extraordinario, 142, 144, 156, 186. 
PROCURADOR ('). 

L El requisito de la inscripción en la matrícula de procuradores debe ser cum- 
plido por los abogados que optun por el ejercicio de la procuración. 
L* «rcunstaneia de que el título de abobado habilite a la solicitante para el 
ejercicio de esa profesión, no autoriza In prescindencia de los requisitos —entre 
«■ los el de la mayoría de edad— establecidos en la lev 10.906, imc reglamenta 
el mandato para representar en juicio: p. 58. 

PROCURADOR DEL TESORO. 

Ver: Recurso extraordinario, 41. 

PROCURADOR FISCAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 246, 284. 

PROFESIONES LIBERALES 

1. Con arreglo a lo dispuesto por el art. 4', ine. e}, del decreto-lev S103/45, ta 
profesión a que el título provincial n refiera podrá ser ejercida en el territorio 
de la Nación mientras no resulte modificación o extensión del objeto, condicio- 
nes, término, lugar de valide* u otra modalidad del ejercicio profesional: p. 793. 

2. La norma del art. 4", ine. e), del decreto-ley 5103/45 ño acuerda carácter 
nacional al diploma de contador público provincial otorgado, en el caso, por el 
Superior Tribunal de Justicia de San Luis para ejercer en e) ámbito de la pro- 
vincia. Se limita a] reconocimiento (le los títulos especiales n que alude, pero no 
admite que a tales diplomas pueda atribuírseles el mismo carácter que a los expe- 
dido» por tas universidades nacionales, ni que puedan ser inscriptos con los mis- 



il) \'w timfaifn; ConatltudCn Nacional. 48. 
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PRUEBA 



nms eíertos aeordado* * quienes arredilan Imher desempeñado netiridades proffl- 
ñonales en las eondttíoneS del nrt. 7» ala-I rleeieto-ley. 

En eonserueneía, debe revocan* el proftiiiieiiiiííjHito que M In inscripción del 
petiemuaiite i'H In matrícula de cuntad-r püblirn ilt] Consejo Profesional de 
Uenein* hionuniit-ns de In Provincia de Córdubu: p. 7SW. 

PROFESOR. 

Ver: Iterurao extraordinario, 2. 

PRONUNCIAMIENTO INOFICIOSO. 

Ver: lie.tir-o extraordinario, ]80. 

PROPIEDAD ENEMIGA. 

Ver!: Recurso extraordinario, 

PROPIEDAD INTELECTUAL. 

Ver: Reeurwo extraordinario, «8. 

PROTESTA. 

Ver: Papo. 4. 

PROTESTO. 

Ver: Recurso extraordinario, 85. 
PROVINCIAS <■). 

3. ta adqtúgfción por el gobierno federal de lunares en las provincias, con desti- 
iiii ii eslabWimientos de utilidad tmcinnnl, nn signtl'ti* lo todera liznción de los 
Imrarcs adquiridos. Ln jurisdicción aneja a la It^tslariún exclusivo qui'da liini- 
l mía » tn malcría e-pcrí i ira dct establecimiento creado, sin afectar cu lo demás 
la potc-Mnd política do In pmvincin sobre el re*tn de En vida v de lo actividad 
cumplida- en el luirá r cedido, i-l i iml i-mitirnia dnitm de -lis límite* territoriales: 
p. 

PRUEBA (-). 

Ofrecimiento y producción. 

2. No is atendible la opnticióu fundada en que la prueba pericial pedida por la. 
contraparte se encuentra suplida ptjr ta* constancias del expediente administra- 
tivo nsrreiiado a los autns si, de lo expuesto en el escrito de ofrecimiento de 
prueba, resulta que aquélla ha de versar sobre una cuestión que /¡rima fmU no 
puede considerarse ajena al debate: p. 44lh 



(1) \Vr Mmhiín: ('onttllurtón Xnrinn.!. 4: Impuro». 2. ¡1 : Swi*A\M6a y nnnni>tvnH». 24: 
rrofi^i(int>N Idwrnlp*. I; Hc<iir-i. 4»\trn»nlinar¡n, S, 6, le. JOG. 107, 108 ID» 3.15 276 

tft SI «a US fe £SE íl S IB - ; li,fl ' áoA 203 ^ M,; " ?: 
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Apreciación. 

2. L» »tin*»l<> a ]ji pertimmcni y H¡,mi» ,1, ]« prueba of JW iál en la causa no 

S^sne frs? * ,wríodo probRtorio ' » ¡n ° - * * 

PUERTO. 

Ver: Exprnpimión, S; Jurisdicción y competencia, 24. 

PUERTO DE LA CAPITAL. 

Ver: Recurso de ¿impuro, 16. 

PUERTO DE ROSARIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2ñ. 

PUERTO SAN LORENZO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2;% 

PUERTO SAN MARTIN. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 25. 

Q 

QUERELLANTE. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 5. 

R 

RAZONABILIDAD DE LA LEY. 

Ver: Constitución National, 4. 

RECIPROCIDAD JUBILATORIA. 

Ver: Acumulación de beneficios, 1; Jubilación' y pensión, 6. 

RECONVENCION. 

Ver: Constitución N'aeional, 10, 3:1, 44; Rc.-ur-o extraordinario, fll, 03, 205, 213, 
RECURSO DE ACLARATORIA V)- 

1. La sentencia que se remite a lo decidido en una causa anillos», es suficiente- 
mente elnrn y «o admite el recurso de] att. 232 de la lev 50: p. 726. 

RECURSO DE AMPARO < 2 ). 



ÜJ )'. ir '«raWfn: Rhmitm de imlidml. I; BcajrMi pslrnordinariii. 130. .123. 326. 
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RECUHSO DE AMPARO 



IN'PICE SCUAKIO 



Acción civil: 12. 

Acción criminal: 12. 

Acto* administrativos: 5, 0. 

Aduana: 23. 

Aportes: 4. 

Apremio; 4. 

Auto de ao innovar: 2, 

Automóviles: 23. 

Bachillerato: 3. 
Cadáver: 10. 

Caja de Jubilaciones do Empleados Ban- 
ca rio»: 1. 

Caja Nacional de Premian para el Per- 
sonal del Estado: 

Clausura de sede sindical: 19. 

Competencia originaria do las cámaras da 
apelaciones: 14, 

Constitución Nacional: 19, 21. 

Contrato de trabajo: 1, 

Convenciones colectiva! de trabajo: 1. 

Cooperativas eléctricos: 1, 

Corredores libres: 4. 

Cosa juzgada: 7, 8. 

Cosa juzgada administrativa: 5. 

Defensa en juicio: 4, 1». 
Denuncia: II, 12. 
derechos humanos: 21. 
Despido: 1. 

Director de Relaciones Laborales de la 
SuWretaría de Trabajo de la Provin- 
cia ile Buenos Aires: ]. 

Estado de sitio: 19. 
Estatuto del docente: 13» 
Exámenes: ~> 

Existencia de vía lc|{nh 1, 2, G, 13, 22, 23. 



Gobierno defacto: 10. 
Gravamen actual: 3. 
Gravamen irreparable: 3. 

Hábeas corpas: 20. 

Ilegalidad manifiesta: 1, 5, 9, II, 13, 16, 

Importación temporal de automóviles: 23, 
Instituto Nacional de Previsión Social: 4, 
Interpretación de la ley: 2J. 

Jueces: 7. 

Jueces de primera instancia: 14. 
Le?, 21. 

Libertad individual: 20. 
Locación de cosas: 2, 

Nulidad de actos administrativos: 5, 0. 

Personal portuario: 16. 
Policía de prevención: 16, 
Precio: 2 t 

Prefectura Nacional Marítima: Ifi. 
Procedimiento: 20. 

Procedimientos jude-inlcs concluidos: 17. 
Puerto de In Capital: 16. 

Recurso extraordinario: 1. 
Reparticiones administrativas: 1, 17. 
Reposición do obreros despedidos ¡legal- 
mente: J. 
Retención de cadáver: 10. 

Secuestro: 23. 
Sindicato; 19. 

Cnivcrsidad de La Plata: 5. 

1. En presencia de lo dispuesto por el nrt. 2v de la lev 64)14 de la Provincia de 
Buenos Airea, acerca de Id jurisdicción de la .Subsecretaría de Trabajo, no es 
dable iiimuar la palmaría carencia de atribuciones del Director de Relaciones 
laborales de aquélla pora intimar a una Cooperativa Eléctrica la reposición de 
dos obreros despedidos en contravención a un convenio. Además, tas actas con- 
feccionadas a los fines de hs sanciones previstas en los arta. 27 y 29 de la ley, 
pueden conducir a resoluciones recurribles judicialmente; v, de aplicarse sanción 
sin recurso en el orden provincial, cabría aún requerir la tutela del art. 14 de 
la ley 48, 

En eonseiuenein, corresponde mi firmar la sentencia que me liaza el amparo dedu- 
cido contra H acto administrativa, pues no inedia ilegalidad manifiesta do éste 
y existe vía leeal para la tutela del derecho que se pretende desconocido: p. 142. 

2. Corre*|>onde confirmar ln sentencia que desestima et amparo fundado en que 
la locadora del inmueble en que viven los actores les impide recibir a sus fami- 
liares y oniipjs, romo represalia a la negativa de los inquilinos a pagar un pre- 
cio abusivo por t-1 alquiler, si las mismas cuestiones constituyen materia de otro 
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juicio en trámite, en el que el juez interviiüente dictó auto de no innovar* w>r 
lo que lo* demandantes «o .«Vio tuvieron a 3U alcance vías lépales y ordinarias 

SSií^lW " dH den,Cl ' ******* SÍ "° ÍJ " e *** íi^*8EE 

l'iZ am u e ?, <wdB 01 7 earM * am P* n fl ^vamen invocado debe ser actual 
e irreparable El ^presado respeto a eventos futuros, es inadmisible: p. 443. 

4. No procede el recurso de amparo contra la resolución de la Caja para el 
Persona «wno y ,le Seguros que formula cargos por aporte, impagos corres- 
pondiwitw a corredores libres de seguro* ni, bailándole pendiente de decisión el 
recurso deducido para ante el Instituto Nacional de fcreristórt Soeial, el agravio 
invocado, atinente a la violación de ]« defensa en juicio, consistiría en el eventual 
procedimiento de apremio judicial que aquella iniciaría: p. 443. 

5. Corresponde confirmar la sentencia que rechaza la demanda de amparo de- 
dunda para que se declarase la nulidad de Ja lesolución dictada por el Interven- 
tor de la l n.vcrs.dad Nacional de La Plata, por la cual se revoearon, por ilega- 
lidad lo, neto, adinm.strnt.vos que aprobaron los exámenes de un alumno v le 
es pi dieron certificado de bachiller. Lo resuelto, en el caso, acerca de la inexisten- 
cia de C0M, juzgada administrativa, sobre la base de fundamentos legales v de 
orden doctrinario y jurisprudencial, bupide admitir que exista ilegalidad mani- 
fiesta del acto que se impugno: p. 453. 

6. L* i existencia de vía legal para tutelar los derechos exeluve. en principio, el 
procedimiento excepcional del amparo. Éste no procede cuando el recurrente, 
alegando que la acción ordinaria sería de lento y largo trámite, inició la deman- 
da de amparo tres años y medio después de producido el acto administrativo 
cn> a nulidad pretende obtener por esa vía, sin que pueda justificarse su inacti- 
vidad durante ese lapso, vi lo cual se agrego que, en el caso, no se advierte 
violación constitucional alguna (Voto del Señor Ministro Doctor Don Aristóbulo 
D. Aráoz de Lnmadrid) : p. 455. 

7. El recurso de amparo no autoriza a sustituir a los jueces propios de la causa 
en las decisiones que les incumben, ni a reiterar cuestiones resueltas definitiva- 
mente; p. »28. 

| Toda vez que el apelante agotó los remedios procesales que cabían en defen- 
sa del derecho que invoca, en los que recayeron decisiones judiciales firmes que 
desestimaron su red o ni ación, el procedimiento excepcional del amparo resulta 
improcedente: p. 528. 

9. Entre otros, son requisitos para la admisión de la demanda de amparo, los 
siguientes; 1«) individualización mínima del autor del acto que origina la acción, 
a fin de que, en alguna medida, *ea posible el ejercicio del derecho de defensa; 
fP ** demostración de que ha existido ilegítima restricción de derechos o garan- 
tías constitucionales, ocasionada por un acto de manifiesta ilegalidad: p. 536 

10. Corresponde confirmar la sentencia que rechazó la demanda de amparo, 
deducida a fin de que fuesen entregados los restos de la esposa del actor, si este 
se lia limitado o afirmar que el acto originario de la demanda habría sido ejecu- 
tado 'por disposición del ex Gobierno Provisional", es decir, sin individualizar al 
sujeto pasivo de lo acción ni demostrar la existencia v naturaleza del acto de 

retención a quu la demanda se refiere: p. 636, 

11. El amparo no procede si el actor, más que buscar la protección de garantías 
constitucionales lesionadas por un neto estatal de ilegalidad manifiesta, ha inten- 
tado valerse de aquel medio con el propósito de que los jueces practiquen una 
investigación sumaria de los hechos denunciados, que no especifica con precisión. 
El desempeno de tal actividad instructora es ajeno a los fines con que ha sido 
incorporado el amparo al derecho público argentino: p. 536, 
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12. La demanda de .impuro no actúa «rao accesorio de una denuncia o aeción 
criminal o civil deducida o que ae estimn corres ponda deducir: p. 636, 

15. La procedencia de una demanda de amparo requiere, entre otros requisitoa, 
la alegación y demostración de que el demandante es titular del derecho que 
invoca y que el acto contra el que se intenta la acción adolece de ilegalidad mani- 
fiesta. Por no haberse satisfecho, en el caso, cato* requisitos, corresponde confir- 
mar la sentencia que rechaza el amparo deducido contra Ja Caja Nacional de 
Previsión para el Persona! del Estado a fin de obtener el reajuste del haber 
jubilatorio conforme a la ley 14.473 (Estatuto del Docente): p, 5S0. 

14. En ausencia de ley que lo autorice y no siendo exigencia impuesta por la 
naturaleza de la acción de amparo la supresión de tas instancias establecidas por 
el ordenamiento jurídico vitante, corresponde atribuir su conocimiento n lo s jue- 
ces, de primera instancia. No existen al respecto las razones vinculadas n la efica- 
cia del amparo que la Corte tuvo en cuenta para evitar las cuestiones de compe- 
tencia entre jueces de primer «rodo, dentro del ámbito de su jurisdicción 
territorial: p. (i95, 

IB. La existencia de una vía legal pura el debate de las cuestiones que motivan 
el amparo impone, como principio, el rechazo de la acción: p. 755. 

16. Para la procedencia del recurso de amparo se requiere que exista ilegalidad 
manifiesta en Ja disposición administrativa, origen de la demanda. 

Ln consecuencia, corresponde confirmar la .sentencia que rechaza et amparo de- 
ducido ante las restricciones impuestos al personal portuario por la Prefectura 
Nacional Marítima para el aci-eso al Puerto de la Capital, pues incumbe a la 

policía ile prevención la vigilancia del inirreso de persi s a la zona portuaria, 

en circunstancias cu que existiría posibilidad de perturbación del orden: p. 755. 

17. La demanda de amparo no es pertinente para la reiteración de procedi- 
mientos judiciales concluidas ni para la extensión de la competencia judicial en 
materias ajerias a la misma, como puede ser el conflicto de jurisdicción entre 
repartir ütiies administrativa»: p. 755. 

18. La existencia de vía lr¿ral idónea no hace procedente, en principio, el amparo. 
Admitido, en el caso, que la policía del trabajo portuario compete ni Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, ante éste debieron plantearse los recursos admi- 
nistrativos correspondientes contra los actos de la Prefectura Nacional Marítima 
qu« impide a determinados odreros el inirreso al Puerto de la Capital para traba- 
jar (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Aristóbuln f>. Araos de Lnnia- 
drid y Don Luis María Pofii Hofnrero); p. 755. 

19. Es improcedente la demanda de amparo cuando no se ha demostrado q, lr 
esista irrazonable falta de adecuación entre la clausura de la sede de un sindicato, 
en el cual se desarrollan actividad»* netamente caracterizadas como subversivas, 
y los fines de la ley 14.7H5, basada en et art. 2:1 de la Constitución Nacional: 
p. 800. 

20. Ante la inexistencia de disposiciones legales que la reglamenten debe admi- 
tirse que la demanda de amparo está sujeta los principios que riiren el háheas 
cotpus, en cuanto la naturaleza jurídica de ella lo consienta. A su semejanza, 
el amparo no es un procedimiento encaminado al examen en sí de la justicia o 
injusticia de la medida restrictiva de la libertad: p, H|I0. 

2L El objeto del recurso de amparo es la tutela de los derechos Intuíanos tales 
como ellos han sido incorporado* a la Constitución Nacional, por lo que la inter- 
pretación dchatihle de una disposición Legal no es materia propia de la acción 
intentada: p. 837, 

22. Es improcedente el reemso de amparo cuando la ilegalidad del acto ¡mpug- 
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nado no aparece manifiesta e indudable, ni cuando existo otro remedio previsto 
por el legislador para la tutela del derecho que se dice vulnerado: p. 837. 
23. Corresponde confirmar la sentencia que rechaza el amparo deducido contra 
la Aduana de la Capital, que secuestró un automóvil introducido al país en virtud 
de una autorización de importación temporal, conforme al régimen del decreto 
18.910/50, luego de tener por acreditado que, en el caso, so había desautorizada 
la finalidad de dicho régimen. El amparo es improcedente porque el secuestro 
tiene bi.se legal y dió origen a un procedimiento administrativo dentro del cual 
el recurrente puede hacer valer sus derechos: p. 83". 

RECURSO DE APELACION. 

Ver: Constitución Nocional, 19, 23, 24; Locación de cosas, 1, 2; Policía de vinos, 
4; líecurso de queja, 5; Recurso extraordinario, 134, 137, 138, 140, 141, 311. 

RECURSO DE LHAPUÚABILIDAD DE LEY. 

Ver: Recurso extraordinario, 51, 132, 136, 139, 253, 2S0, 295, 298. 

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD, 

Ver: Recurso extraordinario, 295, 296. 

RECURSO DE NULIDAD (>). 

1. Las sentencias de la Corte Suprema revisten el ooráeter de finales y son 
insusceptibles de recurso o acción de nulidad, sin perjuicio di' su posihle aclara- 
toria: p. 398. 

2. Las sentencias de la Corte no admiten impugnación mediante recurso o acción 
de nulidad: p. 442. 

3. Es imprncedente la nulidad solicitada directamente ante la Corte, no sólo 
por hallarse firme, en el caso, la decisión denegatoria de la nulidad planteada en 
las instancias inferiores, sino porqne nn está autorizado por la lev el procedi- 
miento seguido por el recurrente: p. 605, 

4. Las sentencias de la Corte Suprema son in susceptibles del recurso de nuli- 
dad: p. 791. 

RECURSO DE QUEJA <*). 

1. El recurso de queja para ante la Corte Suprema requiere, para su proce- 
dencia, la previa deducción y denegación de la apelación extraordinaria: p. 108. 

2. El plazo para interponer el recurso de queja se amplía sólo en un día por 
razón de la distancia que media entre las estaciones ícrroríariaa de Buenos Aires 
y La Plata. La fracción ,ue, si bien excede de siete leguas no alcanza a catorce, 
no es computoblc a los efectos de la ampliación autorizada por el ort- 231 de 
la ley 50: p. 185. 

3. La queja deducida al quinto día hábil de notificada en la ciudad de La Plata 
la resolución denegatoria del recurso extraordinario, es extemporánea: p. 185, 

i. El recurso de queja nnte la Corte Suprema presupone la denegatoria de la 
apelación extraordinaria: p. 200. 



(11 Ver tlmbiffi: Reciir» de que]*, 5: R#cor*o d« rovocatoñi». 1. 

(2) V*r Umhlín; Honorario! de «bocado* y procuradora, 3; P>rpnciórt da ioitmcis, 8; 
Rerurao ntr»ord¡n»no. 134, 33S. 
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5. No procede el recurso di* queja manilo el tribunal a quo, en la mi»ma reso- 
lución que desestimó el incidente de nulidad y denegó los recursos de apelación 
y nulidad interpuestos subsidiariamente, se limitó n tener presente el recurso 
extraordinario deducido, sin que el recurrente solicitara, interiormente, un expre- 
so pronuncianiu-nto sobre el punto: p. '200. 

6. Es improcedente la queja, por denegación del recurso extrnordinario, cuando 
no se demuestra la relación que existe entre to. hechos de 1» causa v las cuestiones 
fedérale* que se desean someter a conocimiento de la Corte. Tal* deficiencia no 
queda cubierta por la presentación ile lo* recaudos usuales: p. 205. 

*' F ; J r w t 1,rso . ,,e /l." pin **«* deducirse dentro del plazo establecido por el ort. 
-di de la [ey Diefao plazo. que es perentorio, se computa a partir de la fecha 
en que se notifica la decisión denegatoria del recurso extraordinario por e! 
superior tribunal de la causa y no se interrumpe por la interposición de otro» 
recursos declarados improcedentes en el orden local, como el de hecho interpuesto 
ante la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires contra el auto denega- 
torio del aludido recur*o extraordinario; p. 450. 

& Es improcedente la queja cuando, de los recaudos acompañados a requeri- 
miento de la Corte, resulta que el escrito en que se intcrmiso el recurso extra- 
ordinario ^parecc^^ desprovisto del fundamento exigido por el arL 15 

RECURSO DE RECONSIDERACION. 

Ver: Molido- disciplinarias, 1. 

RECURSO DE REVISION. 

1- El recurso de revisión, tratándose de sentencia:? dictadas por la Corte Supre- 
ma en ejercicio de su jurisdicción apelada, sólo procede en los supuestos del 
art. 551 del Código de Procedimientos en lo Criminal: p. 791. 

RECURSO DE REVOCATORIA ('). 

1. Lns sentencias y resoluciones de la Corte Suprema n>n in*«sceptibles de los 
recursos de revocatoria y de nulidad: p. 24. 

RECURSO EXTRAORDINARIO (-). 

Indice sumario 

Alwga.io: lj>» -43 Aduana: 181. 

A Iroslo jefe del ilam-c. Hipotecario \a- Aerolíneas Argentinas: 72. 

iSSSük ^ Agravios futuros; 317. 

AhsolueiAn de porciones: 92. Amnistía 44 

A«t.lent« del trabajo: 11, 60, a* 217. Aulic^imi de" la lev: 11. 

Acción de nulidad; 28. Agremio: 145. 

AcoSnd luí? 253 anónimas: 38. At ™™ ] : 34 > m > ^ m > 127 . 247, 

"Aetio indicaU": 131, A ; a ¿ vl de hmotuño , de la Provincia de 

Acto ile autoridad nacional: 58, Santa Fe- 1*5 ™™«a <™ 

Actuaciones administrativas: 45, 4», 272. Arbitros: 247, 263. 



(11 \>r timban: K<-rur<« extraordinirio ÜIB Sil 
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Arrendamiento!! rurales: 18, 20. 84 114 
222, 224, 243, 29», 300. ' 
Asamblea de accionistas: 38. 
Asociacioues profesionales : 65, 82, 235, 

Audiencia de conciUnciriii: 300 
Ausencia : 246, 
Auto de no innovar : 288. 
Autoridad nacional : 43. 
Aiúcar; 144. 

Banca: 74, 75, 

Banco de la Provincia de Santa Pe: 107, 
Boleto de compraventa : 69. 

Calificación de la huelga: 179, 
Cámara Nacional de Apelaciones del Tra- 
bajo: 49, 50,51, 53, 54, 55, 56. 
Cámara Nacional de Apelaciones de Paz: 

Camnraa paritaria de arrendamientos ru- 
ralea: 18, 20, 21, 29», 300, 312. 

Cancelación de personería electoral de par- 
tidos políticos: 280. P 

Cátedra universitaria : 2. 

Cesantía: 239. 

Cesión de derechos: 22, SI, 114. 
Cinematógrafo: 68. 
Clausura preventiva: 31, 306 
Comisión arbitral de la Cántara Gremial 

de Productores de Azúcar: 144. 
Comisiones: 221. 

Comisione» parlamentarias: 218, 220 
Comisión liquidadora de bienes traniferi- 

dos al listado Nacionnl: 41, 43. 
Comisión parlamentaria mixta- OÍ, 3 
Comodato: 30, 241. 

Competencia de Ja Justicia Nacional de 

"ai ; 161, 
Compráronla: 16, 69, 73, 241. 
Concesiones provinciales: 108 
Concurso de delitos; 33, 71. ' 
Concuño ideal: 71. 
Confesión: 164, 274. 
Confiscación: 128, 172, 201 "6 o 

Conflicto entre autoridades provinciales; 

5, 6. 

Confusión de marcas: 174, 178 
Conocimiento "de rísu" del procesado: 

Consejo Profesional de la Ingeniería de 
la Provincia de Buenos Aires: 34. 

Consentimiento: 3, 300, 

Consignación; 18, 2», 81. 

tonstituciones provinciales: 10», 111. 

Constitución Nacional: S, 18, 25 100 109 
Jlj. 172, 263, 273, 275, 3$ lit] 

Contestación a lo demanda: 300. 
Contrabando: 284. 



Contrato de obro* públicas: 275. 
Contrato de trabajo: 3, 61, 66. 72. 74 75 

Control de eon-jtituc tonalidad: 112 
Convenio: 89. 

Corte Suprema: 5, 58, 250, 265, 334. J36 
Corte y trilla de cereales: 222. 

< íi 1 5, i !53 a<, * : *' a ' 841 113 - 114 ' 

Cosechas: 84. 

Costo ile mercadería: 181, 

Cuestiooes de gravedad institucional: 42, 

Cuestione* federales insustanciales- 0*0 

Cuestión federal; 180, "15 "* 

Cuestión institucional: 33. 

Cuestión insustancial: 265. 

Champaña: 240, 256. 

Cbeque sin provisión de fondos: 85, 

Daíios y perjuicios: 16, 236. 

wrrtoa de la intervención federal: 154. 
Defensa en juicio: 8, 11, 12, 15 17 10 

1*3, l» r 173, 194, 225, 229. 242 050' 

Ü Sí; $ 272 > 2u: - n > ™> 

Defensor; 225. 

PübrCÍ ' Ifl ™P«™ y Ausen- 

Delegados del personal: 96, 
Delito: 33. 

Delito imposible: 33, 71, 283. 

Demanda contencíosoadministrativa • 275 
Depósito judicial: 41. nmratlT& - 275. 

líereeho de ejercer industria lícita: 218. 
1*6,1? P^P^ad: 36, 37, 39, 84, 112, 
123, 173, 218, 259, 260. «>6*> W «7* 
277, 289. SO»,' 315,' 329. ' ' ' 

Derecho de publicar las ideas: 39, 218, 

Derecho de trabajar: 218. 

Desalojo: 10, 18, 20, 22, 29. 83 86 S7 
90 92 94, M.'lOl IWtfi 
248, 274, 277, 282, 289. ' ' 

Deserción del recurso: »1, 133, 137 138 

Desistimiento: 122, 29». ' 

Desocupación de inmueble: 89 

Detención d« persona»: 15. 

Diario intervenido: 37, 38, 39. 

Diarios: 218, 220. 

Dictadura: 219, 220, 223. 

Dirección de Vigilancia y Disposición Fi- 

nal de la Propiedad lluemigi . 38 
Dirección General Impositiva: 45, 46. 
Disolución de partidos políticos: 280. 
División de los poderes: 112, 275. 
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Divorcio: 91, 192, 142, 139, 205, 242. 
Doble instancia: 140, 229. 
Domicilio: 143, 144, 276, 278. 
Dominio: 10, 77, 02. 

Ejecución ele sentencia; 33, 8», 130, 152, 

Ejecución hipotecaria: 158. 

Elecciones: 4. 

Electricidad: 288. 

Embargo preventivo: 262. 

Emisora ele radio: 2*. 

Empicados báñennos: 14, 74, iS, 10 1, 

238. 

Emprendes provinciales : 235. 

Empresa Nacional <le Agua y Energía 

Kléetriea: 2SB. 
Empresas del Estado: 72, 303. 
Enfermedad: 78. 

Error: ITS, 190, 192, 211, 271, 313. 
KscritnrncWn ; 93, 213. 

t de los empleado»; 255. 
Estado: 311. 

Estatuto del Periodista: 245» 

Estatuto del Personal Civil de la Noción : 

23», 239. 
Estatutos profesionales: 74. 
Excarcelación: 13. 
Excepciones: 12, 

Éípreníón de agravio*: 91, 13 >, 16,. 
Expropiación: 48, 52, 171, 277. 

Facultad de Derecho y Ciencias Sociales 
de Huenoa Aires: 2. 

Facultades de municipalidades provincia- 
les: 112. 

Faltas v contravenciones: 30, 3-o. 
Fallo plenario: 209, 274. 
Fecha cierta. 81. 
Firma de letrndo: 141. 
Fuero federal: 28. 
Fuerza mayor: 218, 219, 220. 
Fundamento de la regulación de hono- 
rarios: 11«, 216. 
Fundamentos de primera instancia: 30. 

fí ratificación: SS. 
Gravamen: 284. 

Habilitación de la instancia: 47. 
Hipoteca: 104. 
Homicidio: 33, 283. 

Homicidio con exceso en la defensa: <1. 
Honorarios: 35, llfl, 120, 121, 128, 198, 

199, 246, 261, 262. 
Honorarios de abogados y procuradores: 

116, 118, 125, 127, 216, 225, 247, 263. 
Honorarios de peritos: 33. 
Huelga: 76, 231, 232, 233, 273. 
Hurto: 100. 

Igualdad: 194, 234, 256, 257, 238. 

Importación: 271, 284. 

Impuesto • la transmisión gratuita: 276. 



Impuesto a los Toditos: 45. 
Impuesto de patente: 172. 
Impuestos municipales: 172. 
Incidentes: 142, 262. 
Inconstitucionnlidad do las cámaras re- 
ntarías: 299. 
Indemnización; 61, 171. 
Indemnización doMe: 232, 233. 
Indemnización por despido: 239. 
luevitabilidad: 223. 
Infracciones aduanerna: 271. 
Inhibitoria; 144, 
Inmuebles: 92. 

Instituto Naciounl de Cinematografía: 
237. 

Instituto Nacional de Previsión Social: 

49, 30, 31, 33, 54, 55, 56, 133. 
Instrumentos: 34. 

Interdicción do bienes: 41, 42, 252, 257, 

258. 310. 
Interés jurídico: 22. 
Interés privado: 316. 
Intereses patrimoniales: 225. 
Intervención do comunas provinciales: 

6, 106, 154. 
Intervención en sindicatos: 66. 
Intervención federal: 6, 106, 134. 
Interventor judicial: 39. 
Invocación genérico de leyes federales: 

328. 

Irreiterabilidad del procesamiento: 283. 
"Iuria curia uovit": 194, 241. 

Jornada legal dé trabajo: 103. 
Jubilación y pensión; 49, 5», 51, 53, 54, 

35, 5fl, 63, 133, 307- 
Jueces: 4, 196, 214, 248. 
Jueces naturales: 51. 
Juicio criminal: 15, 17, 37, 225, 283. 
Juicio de apremio: 143, 287. 
Juicio ejecutivo: 12, 14S, 288, 287. 
Juicio ordinario: 287. 
Junta de disciplina del Personal Civil 
de la Nación; 239. 

Junta Nacional de Recuperación Patri- 
monial: 252, 310. 

Jurisdicción v competencia: 21, 25, IOS, 
144, 154, 157, 279, 280, 336, 337. 

Jurisprudencia; 197, 201, 260, 265. 

Jurisprudencia contradictoria: 153, 280. 

Jurisprudencia de la Corte Suprema: 
252, 271. 

Justicia de Paz: 157, 164. 

Justicia Nacional del Trnbajo; 278. 

Justicia Nacional de Pal: 161. 

Justicia Nacional en lo Civil: 157. 

Justicia provincial: 21, 108, 109. 

Juzgado de Faltas: 36. 

"La Prensa": 223. 
Legitima defensa: 33, 71. 
Lesiones: 283. 

Lesiones graves imposibles: 33, 71. 



RECURSO EXTRAORDINARIO 



929 



Ley: 2X4, 273. 
Leyes aduaneras; 271, 
Leyes comunes: 100, 200, 276. 
Leve» federales: 43. 
Leyes nací anales: 330. 
Leyes procesales: 265. 
Leyes provinciales: 25, 59, 105, 111, 120, 
143, 330. 

Libertad de imprenta: 37, 38, 39, 213. 

220. ' 
Litiscontestación: 24, 150, 155, 162, 169. 
Locación Je cosas: 20, 22, 29, 67. 70, 81, 

83, 84, 86, 87, 89, 90, 92, 93, 94, 98, 

99, 101, 143, 213, 226, 227, 230, 243, 

~U, 248, 274, 282, 289. 
Locuciones ile uso general: 240. 
Lucro cesante: 277. 

Main, fe: 73. 

Marcas de fábrica: 32, 57, 173. 1V4, 176, 
177, 178, 256, 316. 

Matrimonio: 8, 9, 142. 

Medidas, para mejor proveer: 32, 170. 

Medidas precautorias: 289. 

Ministerio de Trabajo jr Seguridad So- 
cial: 3. 

Ministerio Fiscal: 316. 

Ministerio Público: 246. 

Molino: 31, 306. 

Monto det juicio: 127, 129, 261, 
Multu: 36, 309. 

Municipalidades: 6, 111, 112, 154, 275. 
Muro divisorio: 93, 213. 

Nación: 10. 

Nombre comercial: 175, 178, 240, 316. 
Nombre de los partidos políticos: 4, 228. 
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Fnticípioi 

1. El recurso extraordinaria ha sido instituido como el instrumento genérico 
para el ejercicio de la función jurisdiccional máa alta de ln Corte Suprema, la 
que se satisface cabalmente, cuando están en juego problemas de gravedad institu- 
cional, con su decisión por ella: p. 189. 

Reqniiitoi comunes. 
Tribunal de Justicia, 

8, El recurso extraordinario no procede respecto do resoluciones de órganos o 
funcionarios de la administración, eon excepción de los casos en que éstos ejercen 
facultades judiciales resonadas, en el orden normal de las instituciones, a los 
.iueres_ Wlo no ocurre en lo resolución del Consejo Directivo de la Facultad de 
Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aire* que deniega al recurrente eximirse 
de las pruebas de eficiencia fijadas para optar a una cátedra universitaria: p, 516. 
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3. El carácter dé cosa juzgada atribuido pnr la sentencia anelndn ■, t« i,™^ 
gg*. de convenio celebrado entre lnH ^ ^XZ VtC^ól Ll Zt 
teno de Trabajo y «caridad Social respondió al voluntario 

eonligura la taclia de arbitrariedad: p. 726. 

Cuestión Justiciable. 

4. m recurso extraordinario procede respecio <k las decisiones que. en el orden 
normnl de las mstituciones, corresponden a los jueces en el ejereieio de su espe- 
cf.cn función judicial. \, asi como se lo otorga apéelo de decisiones de orga- 
n smos administrativos, cuando la ley somete a mi juicio cuestiones judiciales 
que detrae de ]» competcnem judicial normal, también corresponde denegarlo en 
imlieialeí ^ ® eí,e0,,lit ' ndn n lníi '"grados funciones que no son 

En consecuencia, es improcedente el reciirm extraordinnrio deducido contra la 
resolución atinente a los efectos de una escisión partidaria y a sus consecuencias 
sobre el nombre de la entidad, máxime cuando, como en el caso, las agru naciones 
internadas no solo han conservado su capacidad jurídica, sino que la ejercieron 
m elecciones a las que concurrieron con aditamentos diferenciales conforme a lo 
resuelto por la sentencia apelada : p. 81. 

5. No cabe requerir la intervención de la Corte Suprema con base en la aleada 
existencia de un conflicto entre autoridades provinciales : p. 240 

6. La invocación de los nrts. -i, 6 y 104 de la Constitución Nacional no obsta a la 
improcedencia del recurso extraordinario intentado sobre la base de In existencia 
<U> un conflicto entre autoridades provinciales, a raíz de la intervención de comu- 
nas locales dispuesta por el interventor de ta Provincia: p. ^40 

7. Es procedente la intervención de la Corte Suprema, por "vía de su jurisdic- 
ción cxtraordinann, en causas atinentes a la disolución v cancelación de la perso- 
nería electoral de partidos políticos, en tanto entrañan cuestión federal bastante. 
Sin embargo, corresponde declarar bien denegado el recurso en el caso, si no ha 
mediado den patona de fuero federal (Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis 
Alarla Botfi Boggero) : p. 518, 

flritÉiüü. 

& La circunstancia de que en el incidente sobre nulidad de matrimonio se haya 
omitido citar al primer esposo de la recurrente, de quien ésta no se afirma apo- 
derada, no justifica d recurso extraordinario con fundamento en la garantía cons- 
titucional de la defensa en juicio: p. 25. 

9. No procede el recurso extraordinario fundado en que vulnera la defensa en 
luicio el acogimiento de la acción de nulidad de matrimonio, deducida por el 
ministerio fiscal y que se alega tramitada irregularmente, si el recurrente ha 
omitido la expresión concreta de la restricción experimentada, en el caso, por la 
garantía invocada: p. 25. 

10. La resolución del tribunal federal que no hace lugar a ia remisión de loa 
autos n ta justicia local en razón de que, existiendo sentencia firme respecto al 
desalojo de tierras pedido por la Nación y sin debatirse lo atinente al dominio, 
declara concluida su jurisdicción, uo contiene decisión referente a derechos de la 
provincia recurrente —que no es parte en el proceso— i «susceptibles de planteo y 
pronunciamiento en la oportunidad y por quien corresponda: p. 28. 

1 ü I" J™*™"" ]m decidido el juicio de acuerdo con lo preceptuado en el 
art. ¿0 de la ley 9688, con prescindeocia de la modificación introducida por el 
decreto-ley 7604/57, carece de objeto considerar los agravios fundados por el 
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reenrrente en que lo resuelto importó aplicación retroactiva de ese decreto-ley 
<c«n violación de los arts. 13 y 19 de la Constitución Nacional) y en que, aun 
tunado fuere así, tal cuerpo legal no pudo ser aplicado, por falla de reglamen- 
tación; p. 44. 6 

H. El demandado en la ejecución carece de interés legítimo para deducir el 
recurso extraordinario, con fundamento en el art. 18 de la Constitución Nacional, 
si el agravio se basa en la circunstancia de no haberse dado intervención en la 
causa al eo-demandado y en el posible éxito de las defensas que este último 
podría haber opuesto ni progreso de la acción : p. 01. 

13. Aun cuando existiera cuestión federal oportunamente planteada en la causa, 
el recurso extraordinario debe declararse improcedente cuando los agravios expre- 
sados al deducirlo omiten impugnar conclusiones del fallo que bastan para gusten- 

no ■ x ^ ■»> 

14. Es inoficioso, a los fines del recurso extraordinario, la cuestión referente 
a la mconstitucionalidad del art. 15 del decreto 20.268/46, que plantea el recu- 
rrente con fundamento en el art. 86, inc. 2*. de la Constitución Nacional -por 
«tender que crea un concepto de "orden" distinto del establecido en el art. 3» 
de la ley 12.637, reglamentada— si lo decidido en la sentencia no se funda en el 
decreto citado, amo en la interpretación de la ley mencionada : p. 174. 

16. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la inconstitucionalidad 
del art. ,iB del Código de Procedimientos en lo Criminal —que se reputa lesivo 
del derecho de defensa y de la libertad individual—, si el propio recurrente 
reconoce que no causaría agravio al encausado la paralización del proceso, dis- 
puesta en cumplimiento de aquel precepto, en el supuesto de que le fuera conce- 
dida la excarcelación, sobre cuya denegatoria no cabe pronunciamiento alguno 
por la Corte: p. 203. * 

16. La decisión aecrca de lu devolución de ta seña a quien la ha entregado v del 
derecho que pueda corresponder a la contraparte para reclamar indemnización, 
respecto de los posibles daños derivados de I* rescisión del contrato de compra- 
venta, no configura gravamen suficiente que autorice la apelación extraordina- 
iria : p. líflo. 

17. Si el recurrente no hn concretada el agravio que para su defensa habría re- 
sulla do de la taita de audiencia a los fines del art. 41 del Código Penal, ni en 
que medida la decisión de la cansa pu.lo haber variado si aquélla se le hubiese 
concedido; y si no existe una restricción sustancial a la garantía de la defensa, 
el recurso extraordinario fundado en la violación del art. 18 de la Constitución 
nacional es improcedente: p. 257. 

|Í I">porti renuncia tácita, pero indudable, de la alegación de inconstituciona- 
iidnd de los organismos paritarios, la circunstancia de que el recurrente — dematt- 
da.lo en causa por dcsalnjo- se baya sometido anteriormente a la jurisdicción 
de aquéllos al accionar por consignación de arrendamiento» y fonnalixación de 
contrato, con reterencia a la misma relación jurídica y procesal. No importa que, 
, PÍS* - ' 1 V UPS, ' ón feil,r(l| > se ™vw|M la vigencia actual de la Constitución 
?o v PWeñ reform ' 1 dp 1949 •» ocluía la posibilidad de hacerlo: p 372 

■ . "™ t ? n íl° rf rm,rrr,lte 1* Wa mediado, en el caso, restricción 
substancial o violación de la defensa, es improcedente ta apelación extraordinaria 
fundada en la mencionada garantía constitucional: p. 404. 
j' El arrendatario que promovió demanda por consignación contra et arren- 
dador ante la Cámara Regional Paritaria y perdió el juicio en ambas instancias, 
carece de interés jurídico para sustentar la apelación extraordinaria, con funda- 
Zü ? >» 'n«*^itu«oi.«Hdnd de dicho organismo, en la causa por desalojo 
que Je entablo el segundo: p. 406. 
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21. Carece de interés jurídico para deducir el recurso extraordinario con fun- 
damento en el art. 67, ine. 11, de la Constitución Nacional, quien admitió por 
contrato la prórroga de la jurisdicción provincial: p. 551. 

22. La circunstancia de haber tramitado el juicio de desalojo únicamente con el 
apelante, sin la intervención de quien le cedió el contrato de locación, no sustenta 
el recurso extraordinario en virtud de carecer aquél de interés jurídico suficiente : 
p. 

23. Es ineficaz el recurso extraordinario si, hnhiéndnsc limitado el tribunal de 
alzada a declarar bien denegada la apelación, los agravios del recurrente sobre 
la caducidad de la prueba se hallan referidos a lo decidido al respecto por el 
juez de primera instancia: p. 584. 

24. La sola invocación del art. 18 de )n Constitución Nacional no sustenta el 
recurso extraordinario si los recurrentes, que tuvieran oportunidad de alegar, en 
el curso del juicio, con relación a ln causal de "falta de trabajo*' a que se refiere 
la sentencia, no adujeron ni insinuaron siquiera haber sido privados de medios 
de defensa o prueba de que hubieran intentado valerse: p. 588, 

25. Es improcedente el recurso extraordinario cuando no existe gravamen actual 
que justifique el otorgamiento de la apelación. Tal ocurre en el supuesto de que, 
habiéndose limitado la resolución recurrida a declarar la incompetencia del Tribu- 
nal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba para conocer en la causa, 
no media pronunciamiento alguno respecto de los agravios atinentes a la incons- 
titucional idad del nrt 20, b, ine. 3?, de la ley local 4641 : p. 649. 

26. Ln cuestión referen!, a la neción de nulidad de matrimonio, no conteniendo 
el fallo recurrido decisión al respecto, no sustenta ln apelación extraordinaria: 
p. 650. 

27. No procede el recurso del nrt. 14 de la ley 48 cuando el agravio constitu- 
cional en que se lo funda proviene de la propia conducta discrecional del recu- 
rrente: p. 664. 

28. No procede el recurso extraordinario fundado en ln denegatoria del fuero 
federal, si la resolución apelada, que se limita a revocar el anto que había tenido 
por parte a la recurrente, importa desvincularía del juicio y de sus consecuencias 
y nada resuelve específicamente sobre la competencia: p. 700. 

29. No procede el recurso extraordinario fundado en que la introducción extem- 
poránea por el actor de la causal de subtocación prohibida viola, h garantía 
constitucional de la defensa en juicio si la sentencia apelad», sin considerar el 
punto y con base en que las recurrentes, socias de la ¡nquilina principal, conocían 
la existencia y el contenido de] contrato de locación, declara procedente el desalojo 
porque aquélla no hwo uso del derecho de opción establecido en dicho contrato» 
lo cual determinó so exclusión de la prórroga legal: p. 727. 

30. El agravio atinente a la aplicación de normas sobre el comodato referido 
a la sentencia de primera instancia y no a la de segunda, que contempla el 
punto, es ineficaz para sustentar la apelación extraordinario: p. 793. 

SubtistencU de los nquiaUoa. 

31. La desaparición de los requisitos jurisdiccionales importa también la del 
poder de juzgar. Ello resulta claro ante la imposibilidad de acordar al apelante 
— que cuestiona la clausura preventiva por 24 horas de un molino de su propie- 
dad, ya ejecutoriada — una reparación efectiva a sn concreta pretensión en la 
causa, en la que también se han dejado a salvo los derechos que pueda hacer 
valer contra quien corresponda; y habida cuenta, además, que la propia inte- 
resada manifiesta que durante el trámite de la causa, el órgano administrativo 
mandó sobreseer a la sociedad inculpada y archivar el expediente: p. 61. 
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32. La Dirección de Vigilancia y Disposición Final de la Propiedad Enemiga 
caree* de interés jurídico en el pronunciamiento que reclama sobre nulidad del 
título de propiedad de una marra obtenida por unn firma comercial, si en el 
juicio persigue la posesión de dicha marca para restituirla a su propietario 
origina rio, y, de un informe dispuesto pura mejor proveer, resulta que la deman- 
dada ha efectuado ya la transferencia a la que k reconoce obligada la Dirección 
recurrente : p. 228. 

BequiiitM propio». 

Cuestión federal. 

Generalidades. 

33. Xo media en la causa mestión institucional do gravedad que supere lu insus- 
tancialidad del gravamen federal alegado y las razones procesales que impiden 
la procedencia del recurso extraordinario, si el conjunto de ía sanción nplieada 
al condenado na guarda notoria desproporción racional con los serios hechos que 
se le ban acriminado (dos años de prisión por homicidio con exceso en la Ifiríiima 
defensa y tres años de igual pena por lesiones graves imposibles v lesiones leves 
en concurso real) : p. 232. 

furriona» federal™ Himples, 
InUrjr«t*dón dt U Ce «imeién VtclouL 

34. Es proci'rh'iitc el recurro extraordinario si los honorarios li jndos no guardan 
relación con los servicios a que corresponden y el auto regulatorío no contiene 
fundamento qne permita referir sus conclusiones a la cláusula del arancel res- 
pectivo. Corresponde, entonces, dejar sin efecto la resolución apelada, en la que, 
además, la regulación se ha practicado sin audiencia ni trámite alguno, por un 
organismo profesional, como el Consejo Pro lesiona 1 de la Ingeniería de In Pro- 
vi neia de Buenos Aires, extraño al cuerpo permanente del Poder Judicial: p. 227. 

35. Procede el recurso extraordinario, fundado en la garantía constitucional de 
la defensa en juicio, cuando el tribunal de alzada, no obstante haber postergado 
el examen de cualquier defensa hasta que se practicase la regulación de loa hono- 
rarios devengados por los peritos, basa el rechazo de la prescripción de dos años 
(art. 4032, ine. 1», Código Civil), opuesta por el actor en el posterior procedi- 
miento de ejecución de dicho* honorarios, en el solo becbo de que no ba transcu- 
rrido el plazo de diez años correspondiente a la prescripción de la resolución 
regulatoria (art. 4023. código citado ) f prescindiendo así de los extremos concre- 
tamente sometidos a su decisión; p. 573. 

3*. Procede el recurso extraordinario fundado en los arts. 17 y 18 de la Consti- 
tución Kaeional y corresponde dejar sin efecto la sentencia* del Tribunal del 
Trabajo de La ñus que, al conocer por apelación del imputado, revoca Ja decisión 
del Juzgado de Faltas del Trabajo de La Plata que le imponía una multa de 
m$n, 24.800, elevándola a m$n. 49.600, por estimar que había mediado una 
omisión del inferior. El aumento de la sanción aplicada al recurrente importa 
en el caso una "refonnatio ln peiux", pues ésta se vincula al gravamen que 
experimenta el apelante y no al acierto en la aplicación de las normas que ricen 
el caso : p. 612. 

37. Aunque bis providencias ntinentes a la suerte provisional de los objetos 
secuestrados en el curso del proceso no constituyen, por lo común, sentencia 
definitiva, el recurso extraordinario es procedente si en el caso hay interés insti- 
tucional suficiente para el otorgamiento de la apelación, porque está en juego la 
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garantí» de la propie< ud y lo decidido en la causa — entrega de las acciones de 
un diario intervenido — - afecta la libertad de prensa: p. 651. 

38. La sentencia que, ni revocar la decisión de primero instancia, dispone la 
paral tuición de la convocatoria a asamblea de accionistas en términos inciertos, 
si bien no puede considerarse procesnlniente como definitiva, lo es desde que 
entraña gravamen irreparable n las partes y configura cuestión de gravedad 
institucional, al afectar e] ejercicio de la libertad de prensa (Voto del Señor 
Ministro I>octnr Don Luis María Hoffi Roggero): p. tftí4. 

39. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que revocó la decisión 
de primera instancia que había dispuesto la convocatoria a asamblea extraordi- 
naria ile accionistas de un diario intervenido, pues ello puede importar ngrnvio 
insusceptihle de suficiente reparación ulterior, enmo consecuencia de la eventual 
postergación "sine die" de la intervención .judicial, en detrimento de la libertad 
de prensa y del derecho de propiedad: p. 064. 

Iuterpr«t*ctón da U» iMfn federal**, 

46. El agravio fundado en la interpretación, que se pretende errónea, del art. 3» 
de la ley 111, en Jo ntinente n la explotación del invento durante el término del 
tramite de su patentamicnto, es ineficaz a los efectos de la procedencia del 
m-arsn extraordinario, pues el texto se limita a la caracterización de los descu- 
brimientos a invenciones nuevas y no regula el efecto, en el tiempo, de las paten- 
tes. A lo que cabe agregar que, en el caso» la sentencin admite, de manera 
también irrcvisible, la existencia de reparos administrativos a la solicitud de los 
apelantes no salvados a la época de la querella; p. 168. 

41. La representación del Estado, en los procedimientos de interdicción ante lo 
justicia federal —decreto-ley 5148/55— por estar encomendada al Procurador 
del Tesoro, hace dudosa la facultad de la Comisión Liquidadora de bienes transfe- 
ridos al Estado Nacional para intervenir en los ñutos. Sin embargo, ello no obsta, 
a la consideración por la Corte del fondo del asunto con motivo de la apelación 
deducida por la Comisión contra la sentencia que desigua depositarios de ni gañón 
bienes a los representantes del- interdicto antes del fallo sobre la intervención y 
denegada, en los hechos, ni desconocerse la personería de la recurrente. Ello e* 
así por la vinculación de lo resuelto ron las funciones encomendadas al meneio- 
nadn organismo y por la inexistencia de precepto expreso que vede su tutela 
judicial : p. 189, 

42. Constituye cuestión institucional de gravedad lo atinente al alcance del art. 
10 del decreto-ley 5148/55, tanto por el carácter federal de sus disposiciones como 
por el orden de valor ético a que corresponden y la naturaleza de los bienes a 
que se aplican: p. 186. 

43. Es procedente el recurso extraordinario deducido si la resolución apelad» 
niega de modo definitivo a la Comisión Liquidadora decreto-ley 8124/57, la per- 
sonería invocada — en el caso, "autoridad ejercida en nombre de la Nneión"— , 
y si, habiéndose cuestionado la inteligencia del art. 3<% decreto-ley 3775/58, ta 
decisión es adversa al derecho que el recurrente fundara en ella (Voto del Señor 
Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boggero) : p. 186. 

44. Cuestionada lu inteligencia de una ley federa), como lo es la 14.436, si la 
decisión ha sido contraria al derecho que el apelante fumín en esa ley, el recurso) 
extraordinario es procedente; p. 412. 

45. Procede el recurso extraordinario interpuesto por la Dirección General Impo- 
sitiva y fundado en la violación de los arta. 100 y 111 de la ley 11.683, T. O. 1956, 
contra la sentencia de la Cámara que le ordena remitir copia autenticada da 
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razones de hecho y de derecho procesal, impone al expropiante el pago de las 
costas del juicio : p. 637. 

63. La extensión de la competencia otorgada a la Cámara Nacional de Apela- 
ciones del Trabajo por el art. 14 de la ley 14.236 constituye materia procesal, 
ajena a la jurisdicción que acuerda a la Corte el art. 14 de la ley 48. No procede, 
pues, el recurso extraordinario contra la sentencia de ta Cámara que. sin arbi- 
trariedad, revoca la resolución del Instituto Nacional de Previsión Social, fun- 
dada en que el mencionado organismo prescindió en su decisión de las reglas 
normativas de la prueba. Tal revocatoria no afecta ni restringe garantías consti- 
tucionales, no compromete la vigencia de instituciones básicas de la Nación ni 
obsta al funcionamiento del régimen jurídico de la previsión social : p. 638. 
54. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cámara Nacional 
de Apelaciones del Trabajo que, fundada en que se habrían violado las reglas 
normativas de la prueba y haciendo mérito de documentos presentados ante la 
Cámara, revocó una resolución del Instituto Nacional de Previsión Social que 
denegaba el beneficio jubilatorio por no estar suficientemente acreditada la 
prestación de los servicios denunciados. Si bien la Cámara puede revocar deci- 
siones del Instituto arbitrarias o riolatorias de garantías constitucionales, no está 
autorizada a admitir la agregación de prueba instrumental y a valorarla, más aun 
en el caso en que no se ha justificado la imposibilidad de someter dicha prueba 
al organismo administrativo (Voto del Señor Ministro Doctor Don Aristóbulo D. 
Aráoz de Lamadrid) : p. 638. 

65. La extensión de ta competencia otorgada a la Cámara Nacional de Apela- 
ciones del Trabajo por el art. 14 de la ley 14.336 constituye materia procesal, 
ajena a la jurisdicción que acuerda a ta Corte el art. 14 de la ley 48. No procede, 
pues, el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cámara que, sin arbitra- 
riedad, revoca la resolución del Instituto Nacional de Previsión Social, fundada 
en que el mencionado organismo prescindió en su decisión de las reglas norma- 
tivas de la prueba. Tal revocatoria no afecta ni restringe garantías constitu- 
cionales, no compromete la vigencia de instituciones básicas de la Nación ni obsta 
al funcionamiento del régimen jurídico de la previsión social: p. 641. 
58. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cámara Nacional 
de Apelaciones del Trabajo que, fundada en que se habrían infringido las reglas 
normativas de la prueba, revoca la resolución del Instituto Nacional de Previ- 
sión Social y hace lugar a un pedido de jubilación ordinaria íntegra. Aunque 
la Cámara puede revocar decisiones del Instituto arbitrarias o riolatorias de 
garantías constitucionales, no está autorizada para avocarse al conocimiento del 
fondo del asunto, juzgando sobre la validez de circunstancias de hecho y prueba. 
A lo cual cabe agregar que, en el caso, las pruebas producidas llevan a la conclu- 
sión de que la peticionante no había acreditado la real prestación de los servicios 
denunciados {Voto del Señor Ministro Doctor Don Aristóbnlo D. Aráoz de La- 
madrid) : p. 641. 

IiUrp rula nl Sa á* otru nmii j actos IMnsUs. 

57. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que la sentencia ape- 
lada impide o los recurrentes utilizar máquinas cubiertas por una patente nacio- 
nal, si la condena en recurso corresponde a hechos anteriores a la concesión de 
la patente. No existe, en consecuencia, título expedido por autoridad nacional, 
desconocido; y la circunstancia de invocarse una patente concedida a los ape- 
lantes no encuadra el caso en el art. 14, ine. 3*, de la ley 48: p. 168. 
65. No procede el recurso extraordinario, con fundamento en que se ha desco- 
nocido un acto de autoridad ejercido en nombre de la Nación, si lo ati nte a la 
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vada a los jueces de la causa y ajena a la jurisdicción extraordinaria de la 
Corte. Igual carácter reviste el punto atinente a la aplicación de la ley 14.821: 
p. 208. 

71. Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia que, 
sin arbitrariedad, decide lo inexistencia de unidad esencial entre el hecho por el 
que se condena ni acusado (lesiones graves imposibles) y el que motivó ln anterior 
sentencin dictada contra nquél (homicidio con exceso en la legítima defensa): 
p. 232. 

72. La sentencia de la justicia del trabajo que, por aplicación de las leyes 11.729 
y 12.921 (decreto 3:1.302/45), hace lugar a la indemnización por despido recla- 
mada por quien no formaba parte del personal jerárquico de la Empresa Nacional 
Aerolíneas Argentinas, decide cuestiones de hecho y prueba y de derecho común, 
insusceptibles de revisión en la instancia extraordinaria: p. 233. 

73. Lo atinente a ln aplicación de la denominada "teoría de la imprevisión", 
cuanto a la existencia de mala te en la ejecución de un contrato privado de com- 
praventa, constituyen cuestiones de hecho y de derecho común, reservadas a los 
jueces de la causa y ajenas a ln jurisdicción extraordinaria de ta Corte: p. 255, 

74. Ln aplicación de las leyes laborales por Ioh tribunales del fuero, en causa 
seguida entre empleados y empleadores, es cuestión ajena n la jurisdicción del 
art. 14 de la ley 48, aunque se invoquen disposiciones de los estatutos profesio- 
nales: p. 256. 

75. Xo snn revisa bles en la instancia extraordinaria las cuestiones referentes a 
la naturaleza del vínculo jurídico que une a las partes, existencia de relación de 
dependencia y aplicación al actor de las normas reguladoras del salario de los 
empleados de banco: p. 256. 

76. Ln sentencia que decide que no existe injuria bastante para justificar el 
despida sin indemnización, en virtud de que los actores no fueron intimados a 
reintegrarse al trabajo con posterioridad a la declaración de ilegalidad de la 
huelga, tiene fundamentos de hecho y de índole laboral suficientes para susten- 
tarla e irrevisibles en Ja instancia extraordinaria: p. 403. 

77. La sentencin apelada, en cuanto decide que la sociedad tercerista se hizo 
cargo, a partir de determinada fecha, de la documentación, activo y pasivo de la 
sociedad antecesora contra quien la demandada entabló ejecución de la indemni- 
zación por despido, y que no se trajo a los autos prueba fehaciente del dominio 
discutido, tiene fundamentos de hecho y prueba y de derecho común que bastan 
para sustentarla y que carecen de relación directa e inmediata con las garantías 
constitucionales invocadas para sustentar la apelación extraordinaria: p. 408. 

78. La sentencia recurrida, en cuanto declara que el telegrama mediante el cnal 
la actora comunicó su enfermedad a la firma patronal fué correctamente dirigido 
y que no medió abandono del trabajo que justificase el despido, tiene funda- 
mentos de hecho y de derecho común bastantes para sustentaría y que son 
irrevisibles en la instancia extraordinaria : p. 400. 

79. La sentencia apelada, en cuanto declara qne corresponde calificar al actor 
como viajante de comercio, en los términos y con los alcances que establecen los 
arts. 1» de la ley 12.651 y 1« y 2* de la ley 14.546, y hace lugar a la indemnización 
por despido, se apoya en razones de hecho y prueba y de derecho común que son 
irrevisibles por vía del art. 14 de la ley 48. Ello es también así respecto a lo 
decidido sobre inexistencia de derecho adquirido, pues tal declaración no excede 
necesariamente- del ámbito de la legislación común : p. 445. 

80. Lo atinente a determinar si el decreto-ley 33.302/45 (ley 12.921) duplicó 
solamente el máximo de la indemnixaciói. por despido establecida por la ley 11.729 
o si esa duplicación alcanza también a la que corresponde por falta de preaviso, 
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romo lo decide el fallo apelado, es una cuestión de derecha común, ajena a la 
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83. Lo atinente al régimen intcrtemporal de las leyes de locaciones urbana es 
materia ajena al recurso del nrt. 14 de la ley 48: P . 529. 

84. La sentencia apelada, cu cuanto declara que el precio de arrendamiento fijado 
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propio o de su esposa, tiene fundamentos de hecho y prueba, y de derecho común 
y procesal qae bastan para sustentarla: p. 661. 

93. La sentencia que, en ratón de no existir entre las partes un nuevo contrato 
de locación comprensivo de la mayor extensión invocada por el recurrente, con- 
dena a los demandados a restituir el muro divisorio que separaba n rio* departa- 
mentos y rechaza la demanda reconvencióla] tendiente a la escrituración de la 
unidad locada y a la modificación de los planos respectivos, tiene fundamentos 
de hecho y de derecho común que bastan para sustentarla y que son irrevisibles 
en la instancia extraordinaria: p. 662. 

94. La sentencia que desestima los agravios del suhinquilino que, legalmente 
citado, se presentó extemporáneamente en el juicio de desalojo, tiene fundamen- 
tos de hecho y de derecho común y procesal suficientes para sustentarla e ir re- 
viróles en la instancia extraordinaria : p. 664. 

95. En tanto regulan un aspecto de las relacione» laborales, las normas de los 
decretos-leyes 7913 y 7914 de 1957 y sus reglamentarios, no trascienden el ámbito 
del derecho común, y su interpretación, por lo tanto, es a.ieua a la jurisdicción 
extraordinaria de la Corte: p. 706. 

96. Lo relacionado cotí la inaplicabilidad del art. 41 de la ley 14,455, por no 
hnher sido reglamentado, constituye un problema de interpretación de normas de 
derecho común, ajeno a la jurisdicción extraordinaria de la Corte Suprema. 
No obsta a ello la invocación del art. 14 de la Constitución Nacional, que carece 
de relación directa e inmediata con lo decidido: p. 706. 

97. El decreto-ley 7914/57, en cuanto establece obligaciones referentes a deter- 
minados empleadores y en beneficio de sus agentes, debe calificarse como de 
derecho común: p. 711. 

98. La sentencia que, por fundamentos de hecho y de derecho común, decide que 
medió snblocaeión prohibida que autorice el desalojo, es ¡«susceptible de revi- 
sión en la instancia extraordinaria: p. 727. 

99. La sentencia que hace lugar al desalojo, por haber quedado el contrato de 
locación excluido de la prórroga legal, tiene fundamentos de hecho y prueba y 
de derecho común que son irrevisibles en la instancia extraordinaria: p. 727. 

100. La tacha relativa a la falta de vigencia del decreto-ley 6582/58, por no 
haber sido reglamentado, constituye materia de interpretación de normas comunes, 
ajena a la jurisdicción extraordinaria de la Corte Suprema. No obsta a ello la 
invocación del art. 18 de la Constitución Nacional, que no guarda relación inme- 
diata y directa con la materia del pronunciamiento: p. 769. 

101. La sentencia que hace lugar al desalojo, por la causal de demolición par* 
triplicar la capacidad habitable, resuelve cuestiones de derecho común y de hecho 
irrevisibles en la instancia extraordinaria: p. 791. 

102. Es cuestión ajena • la instancia extraordinaria la referente a si el divorcio 
que legisló el art 31 de la ley 14,394 suprime o no la vocación hereditaria del 
cónyuge inocente: p. 793. 

IOS. Es improcedente el recurso extraordinario respecto de la sentencia que 
condena a pagar el jornal correspondiente a la octava hora nocturna cumplida 
con posterioridad a la sanción del decreto 13.943/44, considerando que cate, al 
derogar el art. 32 del decreto 562 del 31 de diciembre de 1930, excluyó a los sere- 
nos afectados al servicio marítimo, fluvial y portuario, de la excepción prevista 
en el art. 3*, inc. a), de la ley 11.544. Se trata de un problema de interpretación 
de normas comunes que, ejercida sin arbitrariedad, es ajena a la jurisdicción ex- 
traordinaria: p. 832. 
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Intrrprrtación de Hormas y acto* lócale* rn general. 

10*. El alegado desconocimiento del art, 239 de la ley 1893 no sustenta el recur- 
so extraordinario, pues, en lo que ni caso interesa, aquella ley no reviste carácter 
nacional en los términos del art. 14, inc. 3*. de la ley 48: p. 101. 

106. Lo atinente al alcance de lo jurisdicción del Superior Tribunal de Justicia 
de la Proviacia de Córdoba, con arreglo a las cláusula* de la Constitución y la* 
leyes loeaks, no es cuestión de naturaleza federal, cuya decisión autorice el otor- 
gamiento del recurso extraordinario: p. 240. * 

IOS. El decreto mediante el cual se declaran intervenidas las comunas provin- 
ciales no pierde su carácter local por el hecho de haber sido expedido por un 
funcionario nacional, como lo es el interventor federal. En consecuencia, no co- 
rresponde a la Corte Suprema conocer en Ifls cuestiones que se plantean vincula- 
das con la alegada invalides de dicho decreto: p. 241, 

107. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia que, fundada en 
la interpretación de normas locales —Constitución y ley 3109 de Santo Fe — 
condena al Banco de la Provincia de Santa Fe con motivo del despido de un 
empleado: p, 363. 

108. Las normas de derecho administrativo provincial revisten carácter local 
y rigen respecto de concesiones también locales. El régimen y la terminación de 
tales concesiones constituyen cuestiones de igual naturaleza, sujetas ni juzga- 
miento de los tribunales provinciales, cuya decisión es, en principio, irre visible 
en instancia extraordinaria: p. 52". 

100. Las cuestiones atinentes a la cláusula constitucional que declara en comi- 
sión al poder judicial de una provincia, en tanto se refieren a la organización 
y funcionamiento de los poderes públicos provinciales, constituyen materia ajena 
a la jurisdicción extraordinaria de la Corte: p. 705. 

110. No procede el recurso extraordinario si !n acción de amparo ha sido deses- 
timada, fundad, mente, por razones vinculadas con líis normas provinciales que 
la rigen: p. 785. 

111. La cuestión de determinar si el poder administrador, en el taso la Munici- 
palidad de Leones, Provincia de Córdoba, lia podido válidamente revocar por 
ante sí el contrato de obra pública que la vinculó con la recurrente — dejando 
a «alvo la posibilidad de ulterior controversia judicial — o ai ha debido demandar 
su anulación o revocación mediante acción judicial, no es susceptible de fundar 
el recurso extraordinario. Ello es así porque lo atinente al régimen li -mi de loa 
municipios provinciales y el alcance y limite de sus atribuciones, son puntos que 
se rigen y deciden con arreglo a la constitución y leyes locales: p. 828. 

112. La apreciación hecha en la causa por el superior tribunal de provincia, 
sobre las facultades de una municipalidad local, no configura caso constitucio- 
nal, pues sólo compromete cuestiones de orden puramente local, siempre que, con 
atl ejercicio, no se quebranten garantías individuales y que haya sido salvado el 
principio de un adecuado contralor judicial. En el caso, habiéndose ejercitado 
ampliamente los derechos que cabían al recurrente, carecen de fundamento los 
agravios basados en el quebrantamiento de los principios de la inviolabilidad de 
la defensa en juicio, de la propiedad y de la división de tos poderes : p. 828. 

Interpretación de normas locales de procedimiento*, 

113. Lo atinente a la inexistencia de cosa juntada es, por vía de principio, trre- 
visible en instancia extraordinaria, salvo supuestos de excepción admitidos en 
casos de interpretación de sentencias de la Corte o de arbitrariedad: p. 25. 
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114. La decisión atinente n la existencia o inexistencia de cosa juzgada no cons- 
tituye, por sí misma, cuestión federal que autorice el otorgamiento de) recurso 
extraordinario, salvo el supuesto de arbitrariedad. Esto no ocurre cuando la sen- 
tencia apelada, en tanto decide que las circunstancias del sub lite difieren de las 
resueltas en la cansa anterior sobre excepción a la prórroga de arrendamientos 
y que fué seguida al recurrente por el rédente del actor, tiene fundamentos de 
heclio y prueba suficientes para sustentarla: p. 662. 

116. La decisión atinente a la existencia o inexistencia de cosa juzgada no cons- 
tituye, en principio, cuestión federal que autorice el otorgamiento de la apelación 
extraordinaria : p. 726. 

Coitu f konor trios. 

116. Las regulaciones de honorarios son, como principio, insusccptiblcs de ape- 
lación extraordinaria, salvo circunstancias excepcionales. Tal ocurre cuando la 
decisión rcgulatoria de la eómarn requiere .ilgiin fundamento para justificar la 
variación sustancial de criterio respecto a la regulación practicad!- por el interior 
y a la preseindencin de las sumas mínimas esta Mecidas por el arancel pava 
ahogados y procuradores: p. 22. 

117. Lo decisión de las cuestiones accesorias del pleito, entre las que se encuen- 
tra In atinente a las costas devengadas en las instancias ordinarias, es propia do- 
los jueces de la causa y ajena a I» jurisdicción extrordinarin de la Corte, incluso 
en el supuesto de haberse revocada el pronunciamiento apelado: p. 60. 

118. La interpretación y aplicación de las normas sobre honorarios contenida» 
en las leves 12.997 y 14.170, no constituyen cuestión federal a los efectos del 
recurso extraordinaria: p. 104. 

119. Las cuestiones atinentes a la personería del representante de las sociedades 
propietarias de las acciones emitidas por una de las partes y a la validez del 
convenio sobre honorarios celebrado con el recurrente, son irrevisibles en la ins- 
tancia extraordinaria: p. 104, 

120. La interpretación de la ley de aranceles n» 2150 de )n Provincia de San 
.loan no comporta, por su earáeter local y procesal, cuestión federal que autorice 
el otorgamiento de In apelación extraordinaria : p. 408. 

121. Las resoluciones atinentes al monto de los honorarios devengados en las 
instancias anteriores, así como la interpretación y aplicación del arancel respec- 
tivo, no son, por vía de principio, susceptibles de recurso extraordinario: p. 403. 

122. Ln cuestión referente a la imposición de las costas en las instancias ordi- 
narias, es ajena a la jurisdicción que acuerda a la Corte el art. 14 de ta ley 48. 
Tal doctrina resulta aplicable n la resolución que aplica a la parte acto ra las 
cosían del desistimiento formulado con posterioridad a la traba de la litis: p. 529. 

123. No procede e' reparan extraordinario, con fundamento en los arts. 17, 18 
y 19 de la Constitución Nacional, contra la sentencia que, no obstante haber 
rechazado la acción deducida, impone a la demandada las costas, si tal decisión 
se funda en la circunstancia de que al promoverse la contienda el autor de la 
obra nueva —la demandada — hallábase incurso en la demasía invocada origina- 
riamente, la que cesó más tarde y era inexistente al tiempo de dictarse la senten- 
cia : p. 579. 

124. Lo atinente al régimen de las costas, su monto y cargo, es materia procesal 
resérvala a los jueces de la causa e i rre visible, en principio, por vía del recurso 
extraordinario: p. 588. 

125. Para 'a impugnación» con base constitucional, de una regulación de hono- 
rarios, se requiere que ella no guarde una razonable proporción con la cuantía 
de los intereses debatidos o con la labor a que corresponde: p 681. 
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186. Lo atinente a lis costas es cuestión que reviste carácter procesal; no obsta 
• ello la circunstancia de ser de orden federal la ley aplicada: p. 767. 
137. La determinación del monto del juicio y la aplicación del arancel par» 
abogados y procaradores, son cuestiones ajenas a la jurisdicción extraordinaria 
o> la Corte: p. 786. 

123. Es improcedente el recuno extraordinario si, habiéndose cuestionado los 
honorarios regulados, se ha omitido toda demostración concreta de la impugna- 
ción de ronfiscatoriedad alegada: p. 828. 

1W. Las cuestiones atinentea a la imposición del orden de las costas y a la deter- 
minación del monto del juicio, dada su naturaleza procesa], son, en principio, 
propias del tribunal do la causa y ajenas al recurso extraordinario: p. S28. 

130. Las resoluciones <iue declaran improcedente un recurso para ante el tribu* 
nal de la causa, son in susceptibles de apelación extraordinaria. Tal ocurre con 
el pronunciamiento de lo Cántara que, por existir sentencia firme en el juicio y 
no persiguiéndose aclaratoria ni ejecución, declara concluida su jurisdicción; 
p. 28. 

131. El pronunciamiento del tribunal de alzada que, en ratón de haber quedado 
notificada por nota la resolución de primera instancia, declara interpuesto fuera 
de término el recurso de apelación, versa sobre una cuestión procesal, propia de 
los jueces de la causa y ajena a la jurisdicción extraordinaria de la Corte : p. 68. 
133. Las resoluciones denegatorias del recurso de inaplicabilidad de lev, previsto 
por el art. 28 del decreto-ley 1285/58, son ajenas a la apelación extraordinaria 
fundada en Ja gnrantía de la defensa en juicio. Tales resoluciones dictadas por 
las salas de las cámaras nacionales de apelaciones sólo son susceptibles de revi- 
sión por el tribunal plena rio que aquéllas integran: p. 108. 

133. Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto contra la decisión 
de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo que declara insuficiente «1 
recurso deducido para ante ella contra lo resuelto por el Instituto Nacional de 
Previsión Social. El pronunciamiento recurrido, que equivale a la comprobación 
de la deserción o improcedencia del recurso, tiene por consiguiente fundamentos 
de orden procesa i im visibles en la instancia de excepción: p. 132. 

134. Es irrevisible en la instancia extraordinaria la resolución de la Cámara que 
declara bien denegada por el juez la apelación y rechaza el recurso de queja 
deducido ante ella: p. 203. 

133. Las resoluciones que declaran improcedentes recursos deducidos para ante 
el tribunal de la causa, no son susceptibles de apelación extraordinaria. Tal ocu- 
rre con el pronunciamiento de la Cántara de Pac que, con fundamento en lo dis- 
puesto por el art. 52 de la ley 11.924, declaró bien denegado el recurso de apela- 
ción deducido para ante ella: p. 208. 

136. La resolución que desestima el recurso de hecho deducido ante la denega- 
toria del recurso de inaplicabilidad de ley y que se funda en razones de índole 
procesal, es irremisible por vía del art. 14 de la ley 48: p. 403. 

137. Lo atinente a ta deserción del recurso de apelación, declarada por ta Cá- 
mara con fundamento en la falta de presentación del respectivo memorial, cons- 
tituye materia ajena al recurso extraordinario: p. 442. 

139, El recurso extraordinario resulta ineficaz, referido a las cuestiones resuel- 
tas en primera instancia, si el tribunal de alzada ha tenido por desierto el recurso 
de apelación: p. 442. 

139. A partir de ta vigencia del decreto-ley 1285/58, cuyo art. 28 ha instituido 
el recurso de inaplicabilidad de ley ante las Cámaras en pleno, no procede el 
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recurso extraordinario con fundamento en el art. 113 del Beglatueuto para la 
Justicia Nacional : p. 451. 

1*0. La resolución del tribunal de «Izada que declara bien denegada la apela- 
ción, es insu&ceptible de recurso extraordinario: p. 584, 

141. La resolución de la Cámara de Paz que declara inapelable la resolución 
de primera instancia e improcedente el recurso previsto por el art. 52, inc. c), 
de la ley 11.924, en razón de carecer el respectivo escrito de firma de letrado, 
es insusceptible, en principio, de recurso extraordinario: p. 585. 

Cuoi nfltL 

142. Lo atinente al trámite impreso a la niilirlad del matrimonio, planteada en 
el juicio de divorcio, es, como principio, cuestión ajena al recurso extraordinario. 
El argumento de que la vía incidental admitida contraría lo dispuesto en los 
arts, 84, 85, 86, 103 y 104 de la ley de matrimonio civil, habida cuenta de su 
carácter común, no excede de lo que es también propio de los jueces de la causa : 
p. 25. 

14S. No procede el recurso extraordinario contra la ¡-"itencia que desestima el 
incidente de nulidad promovido por el demandado en an juicio de desalojo, ai 
aquélla se funda en la validez de las notificaciones efectuadas en secretaría, por 
no haberse constituido domicilio legal de acuerdo con d art, 32 del Código de 
Procedimientos Civiles de la Provincia de Santa Fe. 

La resolución recurrida tiene fundamentos de hecho y de derecho procesal que 
bastan para sustentarla, careciendo lo decidido de relación directa e inmediata 
con la garantía constitucional de la defensa en juicio: p. 43. 

144. Puesto que la ley ha establecido trámites especiales para dirimir las cues- 
tione» de competencia, no procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que deniega el pedido de que se promueva contienda de competencia por inhibi- 
toria. Tal es el caso de lo resuelto por la Cámara Federal de Apelaciones de 
Tucumán, que desestimó la cuestión de competencia por inhibitoria planteada 
por la recurrente y que ésta impugna fundada en que, por no existir someti- 
miento a la jurisdicción de la Comisión Arbitral de la Cántara Gremial de Pro- 
ductores de Azúcar, la decisión comporta denegatoria del fuero federal, que 
correspondería en razón de la distinta vecindad de las partes: p. 44. 

145. Lo referente a si es no aplicable el art. 5 de la ley 14.191 respecto de las 
decisiones sobre perenei 'n de instancia en el procedimiento de apremio, consti- 
tuye ana cuestión ajena a la instancia extraordinaria, por ser de índole proce- 
sal: p. 79. 

146. Lo atinente a la validez o nulidad de las notificaciones constituye una 
cuestión de carácter procesal, propia de los jueces de la causa y ajena a la juris- 
dicción que acuerda a la Corte el art. 14 de la ley 48: p. 90. 

147. El recurso extraordinario no es la vía para impugnar posibles nulidadea 
procesales: p. 104. 

141. Lo atinente al alcance del art. 510 del Código de Procedimi tos en lo 
Civil y Comercial no constituye cuestión federal : p. 108. 

140. El régimen de las notificaciones judiciales constituye materia procesal 
ajena al recurso extraordinario : p. 206. 

150. La determinación de las cuestiones comprendidas en la litis no es revisible 
en la instancia extraordinaria, salvo el supuesto de arbitrariedad: p. 206. 

151. L* decisión respecto de la perención de la instancia reviste carácter proco 
sal y es i rre visible en la instancia extraordinaria. Lo mismo ocurre con la pres- 
cripción de la "actio iudicati": p. 208. 

158. Lo concerniente a la personería para promover la ejecución de una sen ten- 
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cia constituye una cuestión de lieelio y de derecho común y procesa!, reservad» 
u tos jueces de la causo y ajena ni recurso extraordinario : p. 221. 
163. La apelación extraordinaria no es la vía para plantear posibles nulidades 
procesales: p. 221. 

154. Lh resolución que, fundada en normas locales de procedimientos, declara 
la incompetencia del Superior Tribunal de Justicia de Córdoba en el conflicto 
suscitado a raíz del decreto de intervención * las comunas provinciales, decide 
puntos no susceptible* de apelación extraordinaria, y lo resuelto no guarda rela- 
ción directo con el agravio atinente o la alegado invalidez de ese decreto: p, 241. 

155. Ln relativo a las cuestiones sometidas a decisión judicial, así como al alcan- 
ce de las peticiones de las partes, constituyen materias reseñadas a los jueces do 
la cansa y ajenas n ln jurisdicción extraordinaria de la Corte, salvo el supuesto 
de arbitrariedad: p. 404. 

158. l.o atinente al trámite a imprimir a la causa constituye una cuestión de 
índole proresol, extraña ni recurso extraordinario: p. 404. 

157. La alegación dé que es competente la justicia civil y no la de paz para 
conocer en ln causa, no comporta cuestión federal que autorice el otorgamiento 
de la apelación extraordinaria: p. 404. 

168. La revolución que, en razón de haber tenido el deudor conocimiento de la 
ejecución hipotecaria, no hace lugar a la nulidad de las actuaciones planteada 
por aquél ron fundamento en el art. 49 de la ley 14.237, tiene fundamentos de 
carácter procesal que son irrevisibles en la instancia extraordinaria y no admite 
la tacha de arbitrariedad: p. 442. 

159. I ti resolución que dispone en el juicio de divorcio el apartamiento del letra- 
do de la demandada, en razón de ser bijo legítimo de las partes, tiene funda- 
mentos de hecho y prueba y de derecho procesal que son irrevisible» en la instan- 
cia extraordinaria y con toa que carecen de relación directa e inmediata los arts. 
14 y 18 de la Constitución Nacional: p. 447. 

160. Ln cuestión referente al supuesto incumplimiento de lo dispuesto en el 
art. 27 del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467) constituye materia procesal ajena 
al recurso extraordinario: p. 44!). "~ 

161. 1» atinente ni alcance de la competencia asignada a la Justicio Nacional 
de Paz, por decreto-ley 1285/58 (ley 14.467), es ajeno a la jurisdicción extra- 
ordinaria de la Corte: p. 450.' 

162. Las cuestiones comprendidas en la Ütiscontestación deben eer determinadas 
por los jueces de la causa, sin revisión en la instancia extraordinaria, excepto los 
supuestos en que medie arbitrariedad: p. 500. 

163. Lo referente a la caducidad de la instancia es materia procesal ajena al 
recurso extraordinario: p. 575. 

164. Lo referente ni valor probatorio de la confesión "ficta", en el régimen 
de la ley 11.024, constituye una cuestión de orden procesal ajena a la jurisdic- 
ción extraordinaria de ta Corte: p. 576. 

166. Kl recurso extraordinario no es la vía pertinente para ta solución de nuli- 
dades procesales: p. 665. 

166. Lo atinente al supuesto incumplimiento de lo dispuesto por el art. 286 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal de la Provincia de Entre Ríos, no cons- 
tituye cuestión federal que autorice el otorgamiento de la apelación extraordi- 
naria : p. 650. 

167. La decisión del tribunal de segunda instancia atinente a la insuficiencia 
de la expresión de agravios, constitnve materia ajena a) recurso extraordinario: 
p. 659. 

268. Las cuestiones referentes a la validez o nulidad de las notificaciones son 
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«le hecho y de derecho procesal, ajenas al recurso extraordinario que, por lo 
demás, no es la vía para plantear posibles nulidades procesales: p. 661, 
160. La determinación de las cuestiones comprendidas en !a litis es materia 
ajena al recurso extraordinario, no mediando arbitrariedad ¡ p, 662. 

170. Es improcedente el reenrso extraordinario si la sentencia apelada, en cuan- 
to decide que el recurrente consintió en su oportunidad la providencia que decla- 
ró innecesaria ln apertura de la causa a prueba y la que ordenó una medida para 
mejor proveer, tiene fundamentos de orden procesal que son irivvisibles por la 
Corte: p. 793. 

EicUmum He la* cuetthnea tle hecho. 

171. Las cuestiones atinente* a la determinación del monto de la indemnización 
que deberá pagarse por la expropiación y ni acierto del procedimiento técnico 
arbitrado a) electo, son propias del tribunul de la cauta y ajenas n ln jurisdic- 
ción extraordinaria de la Corte: p. 582. 

Impu»itoi j Uu». 

172. La sentencia qnc no hace lugar a la iuconstitucionalidad del art. 161, ine. 
a), de la Ordenanza General Impositiva de ln Municipalidad de Victoria í Entre 
Ríos), por no haberse aportado prueba suficiente para acreditar ln confiscato- 
riedad del impuesto de patente anual establecido por aquélla e impugnado por 
la eompañín de teléfonos recurrentes, decide curst iones de hecho y prueba irre- 
visibles en la instancia extraordinaria : p. 763. 

173. Lo resuelto en ta sentencia apelada en el sentido de que, de acuerdo con 
las constancias de autos, la máquina patentada contiene elementos protegidos por 
Ins patentes de las querellantes, es irrevisible en la instancia extraordinaria; la 
conclusión no varia por haberse invocado los arta. 17, 18 y 10 de la Constitución 
Nacional, que carecen de relación directa con lo decidido: p. 168. 

174. Decidido que la marca registrada "Jerselen" no es confundible con la marca 
"Jerseyatar" que se pretende registrar, los agravios referentes a la confundibi- 
lidad de aquella» y al uso de vocablos extranjeros, versan sobre aspectos de hecho, 
ajenos a la apelación extraordinaria. 

También lo es to resuelto, sin arbitrariedad, acerca de si el prefijo de la marca 
de tas demandadas es indicativo del artículo: p. 222. 

ITS, No procede el recurso extraordinario, fundado en que la sentencia que 
condena a cesar en el uso de nn nombre comercial habría interpretado errónea- 
mente el art. 44 de la ley 3975, ai el tallo tiene fundamento* de hecho bastante» 
para sustentarlo y que no han sido objeto de agrarios concretos capaces de fun- 
dar válidamente la apelación: p. 505. 

176. Es cuestión de hecho, ¡rrevisibte en la instancia extraordinaria, la atinente 
• si la palabra "cristal" es de fantasía o evocativa de la naturaleza' de] producto: 
p. 509. 

177. La sentencia que declara la confundibilidad de las marcas "Interamérica" 
e "Indo-América", por fundamentos de hecho y prueba que bastan para susten- 
tarla, es inevisible en la instancia extraordinaria, tanto más no cuestionándose 
la inteligencia de la ley federal 3975: p. 577. 

178. Las circunstancias valoradas por los jueces de, la causa para establecer la 
posibilidad de que el público consumidor sea confundido e inducido a error por 
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el o» de un nombro o marca determinados, constituyen ana cuestión de hecho, 
irreviaible en ins¡ ancia extraordinaria : p, 819. 

Varlu. 

179 - sentínrin del Tribunal del Trabajo Provincial, que, después de exnmi- 
nar la prueba y haciendo mírito de Ja falta de ealiftcaeidn de la huelga por el 
poder administrador, la deelara justificadn, imputando n la recurrente los causas 
y consecuencias, versa sobre cuestiones di* hecho y prueba propias de los jaeces 
de ta causa y ajenas a la instancia extraordinaria : p. 251. 

180. Es inoficioso el pronuncia miento de la Corte, respecto de los puntos fede- 
rales planteados y del atinente a la teoría de In imprevisión, si la causa ha sido 
decidida por mames de hecho y prueba que son irrevisibles en la instancia extra- 
ordinaria : p. 447. 

181. La sentencio apelada, en cuanto declara que ln nctora no logró acreditar 
que ln modificación del tipo de cambio dispuesto por el decreto 2001/55 incidiese 
en el inuyor costo de ln mercadería vendida, tiene fundamentos de hecho y prueba 
que bastan para sustentarla y son irrevisibles en la instancia extraordinaria: 
p. 447. 

183. La sentencia que deniega la excepción al servicio militar solicitada por el 
recurrente, en virtud de considerar que la holgada situación económica en que 
se encuentra el padre de aqnél excluye la causal invocada de "único sostén de 
pudre impedido", tiene fundamentos de hecho y prnehn que bastan pora susten- 
tarla y son irrevisibles en la instancia extraordinaria, tanto más no cuestionán- 
dose la inli'liL'cncin de la ley 12.913: p, 729. 

$< HhnniiH arbitraria*. 
Principio! immlH. 

183. El pronunciamiento que desconoce efectos de cosa juzgada n una venia 
judicial, no excede de lo que es materia de decisión por el tribuna! apelada de la 
causa. Lo mismo cabe afirmar respecto de sentencias extranjeras en tanto, sobre 
el punto atinftite a las normas legales que rigen la materia, no se proponga 
cuestión federal concreta : p. 25. 

184. La sentencia que, en lo atinente a ta importancia de ln prescripción invo- 
cada, además de sus propios fundamentos, se remite a los de Ib jurisprudencia 
plena na, es insusceptible de la tacha de arbitrariedad: p. 27. 

185. La alegación de prescindencin de prueba o de falta de la misma, encon- 
trándose la sentencia apelada suficientemente fundada, no sustenta el recurso 
extraordinario: p. 28. 

186. La doctrina que admite ln tacha de arbitrariedad, en el supuesto de haberse 
rechazado una demanda sobre la base única de la presentación extemporánea de 
un documento del que podía depender la solución del pleito y omitiendo toda otra 
consideración, no es óbice a la valide» de la reglamentación del proceso ni impide 
los efectos de su inobservancia por las partes: p. 30. 

187. La solución con base en rajones jurídicas de principio —loa principio» 
generales dei derecho— no descalifica una sentencia por razón de arbitrariedad: 
p. 61. 

188. Las meras discrepancias acerca de la apreciación de la prueba efectuada 
por los tribunales de la causa, no sustentan la tacha de arbitrariedad. Dicha doc- 
trina resulta aplicable en el supuesto de haberse impugnado las conclusiones es- 
tablecidas por el tribunal a quo, sobre la base de que se asignó indebida preva- 
leneia a la declaración de un solo testigo del actor respecto de loa cuatro pro- 
puestos por la demandada: p. 68. 

i 



JIECURSO EXTRAORDINARIO p 4 g 

JS" íí '™P«S™oiótt de arbitrariedad debe formularse ex presamente : p. 104. 

M f Jí-T"? en ' ,í ■Pwri"'*» ^ la prueba no configura ímpugna- 

eión atendible de arbitrariedad : p. 107. *»'F"B«« 

191. La tacha de arbitrariedad no procede por merus discrepancias acerca de 
la apreciación de pruebas producidas o de la inteligencia atribuida a preceptos 
de derecho común, así se estimen esas discrepancias legítimas y fundadas Esa 
tacha no tiene por objeto la corrección, en tercera instancia, de sentencias equi- 
vocadas o que ae estimen tales, sino que atiende sólo a los supuestos de omisiones 
de gravedad extrema en que, a causa de ellos, Ins sentencias quedan descalifica- 
das como actos judiciales: p. ,129. * 

i f !l J *' r * <!, * r Prietamente excepcional de la jurisprudencia atinente 

ü í/i í I ^ ne<Í . ad ! y ,!Ualt » Ui * r,, »** cl *™>* « el acierto de ¿a sentencia recurrida, 
debe declarársele inausceptible del recurso extraordinario si no media en la causa 
cuestión constitucional .ni federal bastante para su otorgamiento : p. 167. 
195. La sentencia que tiene fundamentos de derecho común y apovo jurispru- 
delicia! suficientes para sustentarla, es insusccptible de la tacha de arbitraria 
and: p. ¿01. 

191. La aplicación de la doetrina establecida en un fallo plenario no invocado 
por la parte a quien beneficia, no comporta agravio a las garantías constitueio- 

rSríJí Tin 7 e ° j0ici0 ' n[ * «^eptible de la tacha de 

arbitrariedad. Ello no significa otra cosa que una manifestación del principio 

8eg 2" JOeWi8 deben elegir el derecb * «i»* * su criterio rige el pleito: 

P< ¿Uv. 

195. La sentencia suficientemente fundada, que decide todns las cuestiones que 
el recurrente denuncia como omitidos no admite impugnación atendible con base 
en la doctrina sobre arbitrariedad: p. 255. 

196. Toda vez que los jueces no están obligados a ponderar —una por una y 
eíliiiusi ivnmentc— todas las pruebas agregadas a la causa, la sentencia que espe- 
cifica con claridad el mérito de las que estima suficientes para la solución det 
pleito no adolece de arbitra riedad : p. 385. 

197. La doctrina de la arbitrariedad no sustenta el recurso extraordinario res- 
pecto de sentencias con fundamento jurisprudencial. Ello es aplicable a los pro- 
nuncia intentos que se basan en precedentes plenarios: p. 403. 

19*. La mera afirmación de que la sentencia recurrida excede el margen de 
discreeionalidad «signado a los jueces por la ley de arancel, no basta para tener 
por planteada tormalmente cuestión de arbitrariedad, en los términos de la juris- 
prudencia de esta Corte sobre la materia : p. 408. 

199. La resolución regulatoría de honorario que tiene fundamentos normativos 
suficientes para sustentarlo, es insusceptible de la tacha de arbitrariedad: p. 408. 

200. No resulta atendible la tacha de arbitrariedad cuando reconoce como único 
fundamento la discrepancia del recurrente con ta inteligencia atribuida por «1 
tnhunal de atada a los hechos y a la prueba de la causa: p. 409. 

MI. Las sentencias con fundamento jurisprudencial suficiente para sustentar- 
las son insnsceptibles de la tacha de arbitrariedad. Esta doctrina es aplicable tam- 
bién a los pronunciamientos que ae apoyan en precedentes plenarios: p. 449. 
«B. La tacha de arbitrariedad, fundada en la mera divergencia del apelante 
respecto a la aplicación del derecho y valorización de la prueba efectuadas por 
el tribunal de aluda, resulta inadmisible: p. 451. 

SOS. La arbitrariedad, invocada en forma incidental, no sustenta el recurso 

extraordinario respecto de una sentencia suficientemente fundada: p. 505. 

W». U mera discrepancia del recurrente con la valorización de loa hecho*, 
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efectuada par el tribunal de alzada, no sustenta el recurso extraordinario con 
base en In doctrina tit> ln arbitrariedad: p. 528. 

SOS. Iji tacha de arbitrariedad no tiene por objeto ]n corrección, en tercera, 
instancia, de sentencias equivocadas o que se estimen tule*, sino que atiende solo 
a loa .supuesto» de omisiones y desaciertos de gravedad e\tremn en que, a causa 
de ellos, las sentencias quedan descatí lien das como actos judiciales. Dichos su- 
puestos no concurren respecto de la sentencia apelada en tanto, al rechazar la 
demanda y la reconvención deducidas por divorcio, tiene fundumentos suficien- 
te* pora sustentarla y no excede de lo que es propio de los jueces de la causo : 
p. 528. 

306. La jurisprudencia estrictamente excepcional establecida en materia de arbi- 
trariedad no persigue ln corrección, en tercera instancia, de pronuncian .i entos 
equivocados o que el rccum'iite eonsidern tales según su divergencia con ripéelo 
n ln inteligencia cpje el tribunal de «luida atribuye a los hechos y a las leyes 
comunes: p. 584. 

207. Iji decisión fundada, cualquiera sen su acierto o error, es insusceptihle de 
ta tacha de arbitrariedad: p. 584. 

208. Ln doctrina establecida en materia de arbitrariedad sólo es aplicable a los 
caso» de omisiones y desaciertos de gravedad extrema en que, n causa de ellos, 
las sentencias quedan descalificadas como actos judiciales: p. 584. 

200. La nusencia de citas legales expresas, habida cuenta que el pronunciamien- 
to recurrido encuentra apoyo en un precedente plenario y en los principios gene- 
rales vigentes en materia contractual, no comporta impugnación atendible de 
arbitrariedad: p. ^48, 

210. No resulta atendible ln tacha de arbitrariedad cuando se funda en la mera 
disconformidad del recurrente respecto a la inteligencia atribuida por el tribunal 
de alzada a los preceptos de orden común en que el fallo apelado se sustenta: 
p. (¡50. 

211. El pronunciamiento suficientemente fundado no admite, cualquiera se» m 
acierto o error, la tacha de arbitrariedad. Ello es asE porque el recurso extraor- 
dinario fundado en dicha causal no tiene por objeto corregir, en tercera instan- 
cia, sentencias equivocadas o que se estimen tales, sino que sólo atiende a las 
omisiones o desaciertos que provoquen ln descalificación de la sentencia como 
acto judicial : p. 850. 

212. No resulta atendible la tacha de arbitrariedad cuando, en definitiva, se 
reduce a la mera disconformidad del apelante con ln apreciación de ta prueba 
y la inteligencia atribuida n preceptos de orden común por el tribunal de la 
causa: p. 661. 

213. Es improcedente ln nlcgación de arbitrariedad cuando se npova en la dis- 
conformidad del recurrente respecto a la inteligencia atribuida por el tribunal 
de alzada a preceptos de orden común y en la omisión de hechos que la sentencia 
tiene por comprobados, pero que considera que no obstan a) reconocimiento de 
los derechos del actor: p. 662. 

214. El pronunciamiento que se circunscribe a puntos que no exceden las facul- 
tades de apreciación de tos hechos y de ln interpretación de la ley propias del 
tribunal de la causa, no admite impugnación por arbitrariedad: p. 727. 

215. Corresponde desestimar la lacha de arbitrariedad fundada en ta mera cir- 
cunstancia de no haberse considerado expresamente las cuestiones constituciona- 
les propuestas cuando, no siendo éstas decisivas para la dilucidación del pleito, 
la omisión de pronunciamiento respecto de aquéllas debe interpretarse como mía 
decisión implícita en contrario: p. 828. 
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ViMtiocU Mi recua». 

216. Procede el recurso extraordinario y corresponde dejar sin efecto Id senten- 
cia de la cámara que, con la simple mención de "la extensión e importancia de 
loa trabajos", reduce de m$n. 8.000 a m$n. 1.000 los honorarios del abogado pa- 
trocinante que, a su vez, los estimó en ni$n. 18.000: p. 22. 

217. Es arbitraria, y corresponde sea dejada sin efecto, la sentencia que con- 
tradice en forma manifiesta a las constancias de los autos. Ta 1 es el caso de la 
dictada por la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, ni decidir que debe 
descontarse de la indemnización por accidente solamente el importe percibido 
por la interesada en concepto de medios salarios y no la suma total abonada 
mientras duró la incapacidad temporal, apartándose de las probanzas producidas, 
de las que se desprende que la compañía aseguradora demandada no había to- 
mado a su cargo el pago íntegro de los salarios, como se afirma en el fallo apela- 
do para fundar la decisión: p. 225. 

SIS. Establecido, en forma irrcvisible por la Corte, que la empresa propietaria 
de un diario se vió obligada a paralizar sus actividades como consecuencia de 
hechos irregulares y arbitrarios provenientes de una comisión parlamentaria, 
que importaron violación de los derechos constitucionales de propiedad, de tra- 
bajar, de ejercer industria lícita y de la libertad de prensa ; promovida demanda 
por loa empleados del diario, que se dieron por despedidos por falta de pago 
y alegado por la empresa la eximente de fuerza mayor, e* arbitraria Ja sentencia 
de la Cámara que, después de admitir que aquellos hechos fueron inevitables 
pero no imprevisibles, porque pudo preverse que ja actitud de la demandada 
la llevaría a la situación que d, bió afrontar, declara que no están reunidos los 
requisitos de ta eximente de fuerza mayor. Ello importa, en efecto, atribuir a loa 
preceptos legales que invoca una inteligencia contraria a principios constitucio- 
nales de máxima jerarquía, como el de la libertad de prensa, por lo que debe ser 
dejada sin efecto: p. 291. 

219. La afirmación de que los netos injustos, arbitrarios y persecutorios de 
una dictadura son previsibles para aquellos que la combatieron, de suerte que no 
lea es permitido alegar la ("vtatenriu de fuerza mayor — afirmación que se hace 
sin considerar ni analizar la preYÍsibilidnd, que se da por existente, como cues- 
tión de hecho a decidir con arreglo a la prueba producida en el juicio — consti- 
tuye una generalización absoluta, emanada de un puro razonamiento abstracto, 
impreciso y genérico, que desconoce los principios rectores del proceso civil, cuyo 
norte es el establecimiento de la verdad jurídica objetiva : p. 291. 
220* Es claramente irrazonable la afirmación de la Cámara que, para llegar a 
ta conclusión de que no juega la eximente de fuerza mayor por no ser imprevi- 
sibles tos hechos que dieron lugar a la demanda, sostiene que los actos de una 
Comisión Parlamentaria fueron determinados u originados por la conducta inde- 
pendien- e de un órgano periodístico, que debió, así, soportar las consecuencias 
de tal actitud. Ello, porque la propia Cámara acepta que las medidas de aquella 
Comisión formaron parte de un proceso encaminado a acallar un órgano inde- 
pendiente de la opinión pública y que la voluntad persecutoria surgió en el seno 
mismo del poder, como ana de las máj típicas expresione» de su expansión tota- 

221. Existe arbitrariedad cuando se resuelve contra o con prescindencia de lo 
expresamente dispuesto por la ley respecto del caso, o se prescinde de pruebas 
fehacientes, regularmente traídas al juicio, o se hace remisión a las que no cons- 
tan en él. 

Tal ocurre con el fallo que, al excluir determinadas comisiones y disponer la 
compensación de lo adeudado por ta den ¡andada coa sumas retenidas por el actor, 
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se aparta de la* constancias que la misma sentencia «ta —prueba documental 
pericia mutable y manifestaciones de las partes en el juicio : p. 4H7. 

222. Las modificaciones introducidas por los modernos BbfrnHM de corte y 
trilla del cereal no pueden invocarse para alterar la forma dé participación en 
lo» gustos prevista en los contratos, que no- fueron modificados en ese sentido 
jior la» partes o por ley posterior. La sentencia que así lo decide causa agravio 
a los art*. 17 y 18 de la Constitución Nacional y debe ser revocada: p. 544. 

223. Es arbitraria Ja sentencia de la Cámara qne, luego de reconocer la ilegiti- 
midad del procedimiento seguido por una Comisión Parlamenta rin Mista en 
fie rj u i cío del diario "La Prensa", niega eficacia, como eximente de responsabili- 
dad ante la acción por despido, al "boycott" y a las huelgas de solidaridad ocu- 
rridas así como a la sanción de la ley 14,021, que dispuso la expropiación del 
activo de la demandada, para concluir que está ausente uno de los caracteres 
esenciales de la fuerza mavor. la iuevitabilidad, anriüda por la defensa, porque 
no autoriza a invocarla la circunstancia de que el diario hubiera sido desposeído 
de sus bienes y bloqueados sus fondos: p. 591. 

224. El recurso extraordinario es procedente contra las semencias que inter- 
pretan arbitrariamente los elementos probatorio* producidos cu el juicio, u omi- 
ten la consideración de los agravios referidos a la falta de pruebas de una 
determinada relación jurídica. 

Tal es lo que ocurre con la sentencia que considera que, sobre la base de docu-' 
mentación referente n ln venta de centeno y girasol en febrero y junio de 1946, 
puede concluirse que quienes a pa recen vendiendo han sido subarrendatarios del 
predio de los actores con anterioridad al P» de enero de 1946, a pesar de que no 
se ha demostrado que los cereales vendido» hubiesen sido cultivados en el campo 
de propiedad de los actores: p. 700, 

226. El art. 34 de la ley 4950 de la Provincia de Santa Fe, al prescribir, en los 
casos de "sustitución de patrocinios o mandatos", la imposibilidad de designar 
nuevo representante mientrns no se paguen, depositen o afiancen los honorarios 
del anterior» sólo comprende las situaciones procesales qm expresamente contem- 
pla^ emergentes de convenios privados en juicios no penales, con el fin de I nielar 
intereses patrimoniales de orden profesional. A falta de mención expresa sobre 
el punto, no se extiende a la relación procesal pennl de "procesado" y "defensor", 
establecida en virtud de nombramiento judicial. La sentencia que* aplica aquel 
precepto en causa penal, carece de base normativa suficiente, excede lo que es 
propio de la función judicial y debe ser dejada sin efecto: p. 730. 



Inf roctdtnda Atí recurio. 



Los agravio* atinentes a la invalidez del trámite respecto de terceros y a la 
decisión de la causa con plena jurisdicción por el tribuna] de alzada, en vista 
del resultado favorable al actor de la sentencia de primera instancia que decretó 
el desalojo, no comprueban la existencia de arbitrariedad en los términos de la 
jurisprudencia de la Corte sobre la materia: p, 28. 

227. No procede el recurso extraordinario fundado en la doctrina sobre arbitra- 
riedad contra la resolución que, con base en lo dispuesto en el art. 36 de la ley 
11.924, declara extemporánea la prueba reiterada en el juicio de desalojo: p. 30. 

228. N*o procede el recurso extraordinario, fundado en la arbitrariedad, contra 
la sen;encia qne se limita a disponer que Jas fracciones de un partido político 
deben agregar un aditamento al nombre partidario, si el fallo se basa en razones 
jurídicas de principio —los principios generales del derecho — a lo cual se agrega 
que, en el raso, no «e planteó oportunamente cuestión federal y 1* apelación 
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se dedujo en forma condicionada (Voto del Señor Ministro Doctor Pon Pedro 
Aberastury) ¡ p. 61. 

229. Ln sola remisión a los fundamentos de primera instnnci.1 no es, de por sí # 
impugnable por arbitrariedad, pues la doble Mistancia no constituye requisito 
constitucional de la defensa en juicio: p. 101, 

830. La sentencia que, por encontrarse vigente al trabarse la litis el decreto 
2186/57, declara inaplicable al caso Ins normas de la ley 14.821 s<obre locaciones 
urbana», tiene fundamentos suficientes para sustentarla* y es insusceptible de la 
tacha de arbitrariedad : p. 107. 

231. Ks f procedente el recurso extraordinario fundado en la arbitrariedad de 
la sentencia por haber omitido considerar la cuestión planteada acerca de la ili- 
citud de la actitud de los actores ni no reanudar sus tareas no obstante la 
ilegalidad declarada de la huelga en que intervinieron, si el fallo contiene decisión 
expresa acerca de la huelga y sus consecuencias en relación a los contratos de 
trabajo de los actores que, estimó, no se disolvieron por la huelga : p. 134. 

232. Si la sentencia recurrida se refiere a la conducta de los actores, a su alcance 
con relación al art. 67 del decreto-ley 33.302/45 y a la jurisprudencia p leñaría 
alegada por la recurrente, y acepta tas defensas de aquéllos desestimando la ale- 
gación de la última, no hay falta de pronunciamiento acerca de la cuestión, pues 
media decisión expresa sobre cuestiones de hecho y derecho común; y, cualquiera 
sea su acierto o error, ella es ¡«susceptible de descaí 1 ficación como acto judicial: 



233. Las sentencias suficientemente fundadas, no siendo obligación judicial con- 
signar sino las razones bastantes para sustentar el pronunciamiento, son itíra- 
pugnables con base en la doctrina sobre arbitrariedad. 

Tal es el caso del fallo que llega a la conclusión de que la situación prevista en 
el art. 67 del decreto-ley 33.302/45 y jurisprudencia plenarin respectiva se debió 
a una actividad a nt ¡económica de la empresa, por lo que no estimó oportuno exa- 
minar ni pronunciarse sobre la conducta obrera anterior a una huelga a los fines 
de sn incidencia sobre aquella situación: p. 134, 

234. Puesto que es de la exclusiva incumbencia del tribunal de la cansa la selec- 
ción de la prueba conducente y bastante para la solución del pleito, la circuns- 
tancia de que no se baya lieclio explícita mención de la que, según el juez de 
primera instancia, sustentaba una conclusión contraria a la adoptada en la alzada, 
no es razón suficiente para hacer aplicable la doctrina establecida en materia 
de arbitrariedad; ello, con tanta más razón cuando, como en el caso, el estudio 
de la causa corrobora la afirmación de la sentencia apelada en el sentido de la 
confusión de loa hechos que precedieron a la ruptura del contrato laboral ; p. 167. 
236. No procede el recurso extraordinario si la alegación de arbitrariedad no 
aparece fundada sino en la discrepancia del apelante con el alcance atribuido 
por la Cámara del Trabajo a las normas de la ley 14.455: p. 136. 

236. Es inaplicable la doctrina estrictamente excepcional establecida en maten» 
de arbitrariedad si los agrarios del apelante sólo traducen su disconformidad 
respecto del criterio con que la Cámara valoró la prueba testimonial, fijó el 
monto de los perjuicios ocasionados al recurrente e interpretó el alcance del con- 
trato existente entre ks partes : p. 205. 

237. Cualquiera sea el acierto o error de lo decidido, es improcedente el recurso 
extraordinario fundado en la arbitrariedad contra la sentencia que, basada en el 
examen de cuestiones de hecbo y prueba y en la aplicación de normas de derecho 
común y procesal suficientes para sustentarla, resuelve el juicio seguido por 
nulidad de veredictos dti Instituto Nacional de Cinematografía, que discernió 
los premios a las mejores producciones cinematográficas de 1057: p. 238. 




p. 134. 




SM. No procede el nenno extraordinario contra La sentencia que, fondada en 
lo» hechos y pruebas del cato, declara —con carácter estrictamente excepcional — 
qne ea arbitrario lo reanelto por el Banco Hipotecario Nacional respecto a laa 
inasistencias del abogado jefe de una sucursal» como f andamento de la cesantía 
decretada: p. 374. 

*». No procede c' recuno extraordinario, bisado en la doctrina de la arbitra- 
riedad, contra la sentencia qne, teniendo en cuenta las circunstancias del caso 
y la Indole de loa cargos formulados al funcionario declarado cesante, decide 
qne debió darse intervención a la junta de disciplina, cava preseíndeacía com- 
promete, en el caso y n juicio de la Cámara, la legitimidad de la resolución : p. 374. 
240. La afirmación (Je qne el nombre "Hont Reims" no ea evoca ti vo del logar 
de procedencia del tipo especial de vino elaborado por una sociedad anónima 
vitivinícola argentina, en razón de qne el único que posee ese carácter es el de 
la Provincia de Francia llamada Champagne, constituye una apreciación por la 
cual se ratifica una circunstancia de público conocimiento y qne, ajustándose • 
las constancias del juicio, ea insosceptible de la tacha de arbitrariedad. Lo 
mismo ocurre con el aserto, también incluido en el fallo apelado, de que la alu- 
dida marca no contiene términos o locuciones qne hayan pasado al uso general - 
ni palabras que para la mayoría del publico estén identificadas con el producto 
qne designan : p. 385. 

941. La declaración de qne la obligación de restituir que pesa sobre el deman- 
dado no surge, estrictamente, de la compraventa celebrada entre las partes sino 
de un comodato jurídicamente independiente de la enajenación de la cosa, es 
insosceptible de recurso extraordinario con base en la doctrina de la arbitrariedad, 
pues no significa otra cosa que una manifestación del principio con arreglo al 
cual los jueces estén facultados para aplicar las normas qne, a su criterio, rigen 
el pleito: p. 404. 

242. El aserto de que no exista ona norma que rija específicamente el i-aso del 
hijo legítimo que patrocina a uno de sus padres en el juicio de divorcio, cuando 
la resolución que dispone el apartamiento de aquél del pleito tiene fundamentos 
legales y estimativos que bastan para sustentarla, no comporta impugnación aten- 
dible de arbi rariednd: p. 447. 

243. No es arbitraria la sentencia qne, para fijar el precio básico del arrenda- 
miento vigente a una fecha determinada, prescinde de las constancias invocadas 
pot el recurrente, pero se funda en los restantes elementos probatorios allegndos 
a la causa: p. 544. 

244. La sentencia que hace lugar a la demanda de desalojo, por aplicación e 
interpretación de normas no federales y valoración de la prueba allegada al 
juicio, no excede de lo que es propio de los jueces de la causa, ni justifica la 
apertura del recurso extraordinario con base en la jurisprudencia' exc-pcional 
establecida en materia de arbitrariedad: j>. 584. 

245. No adolece de arbitrariedad la sentencia, suficientemente fundada y con- 
firmatoria de la de primera instancia, que fija el monto de las indemnizaciones 
conforme a lo estatuido por el art. 67 del decreto-ley 33.302/46 y no según lo 
preceptuado por los estatutos del periodista profesional o del personal admi- 
nistrativo de empresas periodísticas, como lo pretende el recurrente. Ello eonfi- 
gnra una cuestión de derecho común, reservada a los jueces de la causa e irre- 
visible en instancia extraordinaria: p. 588. 

246. Toda vez que no existe en el sistema legal vigente disposición alguna al 
respecto, es insuseeptible de recurso extraordinario, con fundamento en U doc- 
trina sobre la arbitrariedad, el pronunciamiento que decide que el f*efensor Ofi- 
cial no tiene derecho a percibir honorarios cuando actúa en representación del 
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ausente. No tendría asid.ro jurídico acordar un dereclw a honorarios no estatuido 
expresamente por el legislador, no hiendo óbice tn circunstancia de que este prin- 
cipio haya sido establecido en causa de naturaleza penal y en relación a los Pro- 
curadores Fiscales, desde que tanto éstos como los defensores de ausentes son 
funcionarios del Ministerio Público y sus funciones judiciales guardan suficiente 
analogía : p. 767. 

247. El pronunciamiento que, para regular h ñora ríos a los Arbitro.-, no excede 
de lo que es propio de los tribunales de la causa en orden a la apreciación de 
las circunstancias del caso e interpretación de la ley 12.997 sobre n ranee), no ea 
susceptible de impugnación con base en la doctrina* de la arbitrariedad: p. 786. 
*4& La cuestión atinente a la vigencia, en el tiempo, de las leyes sobre loca- 
ciones urbanas, es materia propia de decisión por los jueces del pleito, en ejer- 
cicio de hs facultades de interpretación de la ley común que les incumbe, que 
no .justifica la aplicación de la doctrina establecida en materia de arbitrariedad. 
Lo mismo ocurre con lo referente a la propiedad de la demolición conjunta de 
varios edificios y del cumplimiento del requisito de la triplicación de la capacidad 
habitable : p. 791. 



Concepto. 

249. Para la procedencia de! rcctir>n extraordinario se requiere que la 
federal planteada tenga relaciua directa e inmediata con la materia del pronun- 
ciamiento. Esa relación «r'ste cuando la solución de la causa depende necesaria- 
mente de la interpretación que se dé a la cláusula cuestionada de Ja Constitución 
o ley especia] del Congreso, de modo tal que la decisión que al respecto dicte la 
Corte tenga eficacia para mod: .«ftr )a sentencia recurrida: p, 129. 
260. Así como ta ausencia de interés institucional, que la jurisprudencia contem- 
pla con el nombre de "cuestiones federales insustanciales", autoriza el rechazo 
de plano de la apelación extraordinaria, asi también Ja existencia de aspectos de 
gravedad institucional puede justificar la intervención de la Corte Suprema, 
superando los ápices procesales frustratorios de su control ct istitucional: p. 189. 

251. La procedencia del recurso extraordinario requiere que In cuestión oportu- 
namente propuesta al tribunal de la causa se vincule de manera estrecha con la 
materia del litigio, de modo que su dilucidac'm sea indispensable para la decisión 
del juicio, en forma que éste no puedn ser faltado —en todo o en parte— sin 
resolver aquella cuestión : p. S28. 

Norma* extrañas al juicio. 

252. La invocación de agravios federales, con fundamento en los arta. 18 y 95 
de la Constitución Nacional, respecto de la intervención de la Junta Nacional 
de Recuperación Patrimonial en el procedimiento sobre interdicción de bienes, no 
sustenta la apelación extraordinaria si el punto ha sido exhaustivamente consi- 
derado por la jurisprudencia de la Corte, de que el recurrente omite adecuada, 
mención; p. 422. 



Lo atinente a la inteligencia de los arts. 28 y 29 del decreto -ley 1285/58 
y a la consecuente compatibilidad admitida con ellos a la Acordada de la Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital Federal, reglamentaria del 
recurso de inaplicabilidad de ley, ea punto de orden procesal que, en presencia 
de las resoluciones recaídas en anteriores recursos traídos por el recurrente, re* 
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taita insustancial * lo* fines de la apelación extraordinaria fundada en los arta. 
17 y 18 de la Constitución Nacional: p. 2». 

SU. Los arta. 16 y 18 de la Constitución Nacional no guardan relación inme- 
diata y di recia con la materia de la sentencia que, con fundamento* de hecho 
y de derecho coman, como lo e» la ley 14.455, decide aceña de enal es el sindicato 
más representativo y de las circunstancias en que un sindicato puede solicitar la 
cancelación de la personería gremial de que otro goiare: p. 186. 

Decidido por la sentencia, sobre la base de circunstancias de hecho y prue- 
.., que el despido del actor fué irregular y que son aplicables al caso las normas 
locales Tin caladas a la estabilidad de los empleados públicos provinciales, lo 
resuelto no tiene vinculación directa con la valide* e inteligencia del art. 15 de 
la reforma constitucional de 1049: p. 363. 

256. La sentencia que, sin arbitrariedad y por ra nones de hecho y de derecho 
suficientes para sustentarla, no baca lugar a la demanda sobre oposición a la 
marea "Mont Reúna", entablada por productores franceses da champaña contra 
una firma local, es insuseeptible de recurso extraordinario con fundamento en 
los arta. 16 y IT de la Constitución Nacional, que no guardan relación directa « 
inmediata con lo decidido en la causa: p. 386. 

Art. 19 

857, Por falta de interés personal jurídico del apelante,, no procede el recurso 
extraordinario fundado en que se habría violado la garantía de la igualdad ante 
ta ley porque el hecho que se acrimina en la causa sobre interdicción de bienes, 
no se haya imputado a otras personas. El agravio no resulta apto para la 
exoneración del recurrente, cuya inclusión en el régimen del decreto-ley 5148/55 
no aparece desprovista de base racional, ni comprueba propósito de ilegítima 
persecución discriminatoria: p. 423. 

258. La supuesta desigualdad resultante de que el decreto-ley 5148/55 contiene 
una nómina de personas Bujetas a interdicción, entre las que se encuentra el 
recurrente, y no otras que habrían incurrido en hechos semejantes, no basta para 
sustentar el recurso extraordinario fundado en la violación del art. 16 de la 
Constitución Nacional. Se trata de una circunstancia contingente, no necesaria 
.iiesceneial para ta decisión del problema, ya que tal nómina no era cerrada y 
e. T 'oyente, toé ampliada con posterioridad y dependía de razones de hecho, 
vinculadas con las investigaciones que se practicaban (Voto del Señor Ministro 
Doctor Don Luis María Boffi Boggero) : p. 422. 

Art. 17. 

359. La garantía de la propiedad no sustenta el recurso extraordinario contra 
sentencias que, fundadas en razones de hecho y procesales y ajustándose a las 
leyes comunes, no tachadas de inconstitucionales, fijan las indemnizaciones pre- 
vistas en el derecho laboral: p. 41. 

260. La declaración de que nadie puede ser privado de su propiedad sino en 
virtud de sentencia fundada en ley — art. 17 de la Constitución Nacional — no 
da Ingar al recurso extraordinario cuando media una sentencia basada, preci- 
samente, en ley y en consideraciones doctrinales o jurisprudenciales: p. 251. 
361. Es improcedente la tacha de confiscatoriedad si las regulaciones cuestiona- 
das no guardan manifiesta desproporción con el monto de la causa: p. 408. 
363. La circunstancia de que, en un incidente sobre embargo preventivo por la 
suma de m$n. 580.000, se hayan regulado honorarios a cargo del recurrente 
por la cantidad total de mfn. 60.600 — comprensiva de loa trabajos realizados 
en ambas instancias por los profesionales de la acto ra y ta demandada — no 
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resulta, sin más, comprobatoria de la confiseatoriedad alegada «orno fundar 
del recurso extraordinario: p. 406. 

263. No procede el recurso extraordinario con fundamento en la garantía de la 
propiedad cuando, habiéndote reclamado mfn. 4.1 42.860 .'!4 y prosperado la de- 
manda por txiín. 949.520,84, la «orna de m$n. 300.000 que en definitiva corren 
ponde abonar al recurrente en concepto de honorarios de loe arbitros y que ha 
fijada con base en normas no impugnadas de inconstitucionales no es despro- 
porcionada «m e\ monto de la causa sobre formación de tribunal arbitral, cuya 
complejidad no se ha disentido. Ello es así, tanto más si la aplicación del art. 8 V 
del arancel, enyo desconocimiento constituye el principal fundamento de la apa* 
lación, no habría variado substancia Imente el monto de la* regulaciones impug- 
nadas; p. 788. 

Art. is. 

264. No procede el recurso extraordinario basado en la garantía constitucional 
de la defensa si la recurrente ha sido oída por los jueces de la cansa, quienes 
coniideruron las defensas y elementos de juicio invocados: p. 85. 

266. La cuestión atinente a que el art. 40 de la ley 11.924 (modificado por el 
art. 26 del decreto-ley 23.398/56) es viotatorio de la garantía de la defensa en 
juicio, cuando existe jurisprudencia de la Corte que la rechaza, resalta insubs- 
tancial pura sustentar la apelación extraordinaria: p. 727. 

Art. IB. 

266. El art. 19 de la Constitución Nacional no sustenta el recurso extraordinario 
contra las sentencias que deciden la causa por aplicación de normas no federa- 
les: p. 255. 

267. El art. 19 de la Constitución Nacional no sustenta el ocurso extraordinario 
contra las sentencias que deciden la causa por aplicación de normas no federales 
como son, las contenidas en los arta. 1» de la ley 12.651 y 1* v 2* de la ley 14.546: 
p. 445. 

268. La invocación del art. 19 de la Constitución Nacional no sustenta el recurso 
extraordinario respecto de sentencias que deciden la causa por aplicación de 
norma» no federales: p. 659. 

269. La invocación del art. 19 de la Constitución Nacional no sustenta el recurso 
extraordinario contra sentencias que deciden el juicio por aplicación de normas 
no federales : p. 662. 

Sentencia» cas fundamento* no fedérale* o fedérate» eontentidot. 

270. No procede el recurso extraordinario deducido contra la sentencia que, ana- 
lizando los agravios del recurrente y sin exceder lo que es propio de loa jueces 
de la causa, decide el caso fundándose en la interpretación de los elementos de 
hecho acumnlados y en el alcance que otorga a las disposiciones" procesales y 
comunes aplicadas: p. 85. 

271; Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia que 
sobreseyó a una firma importadora, condenada en primera instancia por apli- 
cación de) art. 74 de la ley de aduana (T. O. 1941), si lo alegado respecto del 
ejercicio por la Cámara de la facultad que le acuerda el art. 1056 de las 00. de 
Aduana, ae funda solamente en la afirmación de existir error al calificar 
formal la infracción en que se habría incurrido ; y, en el caso, ese do es el 
fundamento de la sentencia en recurso, que destaca, además, la conducta 
de la sancionada y la inexistencia de propósito de defraddar. A Jo que 
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díT^nW J! W*í* ST\™,'- 5 «Üí * lláU * 0,> > «tapido ]« posibilidad 
«i empleo de ta facultad utilizada en el rato: p. 172. 

JOT. El artlj da la ley 48 exige que el remedio federal tenga un fundamento 

directo e inmediato en la garantía constitucional qne se invoca. 

t¿ S¡&^ * 1 . P « 0ra f « tr * ordi ^o suatentado «, la violación de la garan- 

actuaciones administrativas, ai el recurrente tuvo oportunidad procesal de conocer 
las que fueron agregadas al juicio y la sentencia recurrida no se apoyó solamente 
en esas constancias uno también en otros elementos de juicio: p. 505. 

4* or*«n 



«7S. La alegada violación de art. 67, iuc. 27, de la Constitución Nacional, fun- 
dada en que el Tnbunal del Trabajo habría dado el carácter de lev a una 
resolución i administrativa referente a una huelga, ademas de carecer de* vincula- 
ción directa con la materia del juicio sobre cobro de salarios, es inconducente 
para su solución, si el pronunciamiento apelado se basa, al respecto, en funda- 
mentos de naturaleza suficientes para sustentarlo y, además, decide la cuestión 
teniendo en cuenta el carácter de acta administrativo que atribuve el propio 
recurrente a la resolución aludida: p. 251. * P P 



«ráem total y 



274. U sentencia que hace lugar al desalojo en razón del valor probatorio que 
atribuye a la confesión "ficta" del demandado, en tanto ae funda en un pX 
dente plenano interpretativo del art. 36, ultima parte, de la ley 11.924, carece 
fie relación directa e inmediata con la garantía constitucional de la defensa en 
juicio : p. 5j6, 

276. La sentencia del Superior Tribunal de Justicia de Córdoba que, por funda- 
mentos de naturaleza no federal, independientes, adecuados y suficientemente 
amplios como para sustentarla, rechaza la demanda eontenciosoadministrativa 
interpuesta contra una municipalidad, tendiente a obtener la inconstitueionatidad 
•Je la ordenanza local que revocó un contrato de obra pública, es irrevisible en 
instancia extraordinaria, porque no ocasiona agravio sustancial a las garantían 
constitucionales de la defensa en juicio y de la propiedad, ui vulnera el prinei- 

m l **" m6n d * lon P° dere " <* w * nsf . «recen de relación directa con lo deei- 
uioo: p. 828. 



ffl « ll jí mproc * dei,t * *' ntano extraordinario, deducido con invocación de los 
arta. 31, 67, inc. 11, y 108 de la Constitución Nacional, contra la sentencia que, 
fundada en la falta de pruebas «cerca de la constitución de la sociedad y de los 
bienes que integran su patrimonio —con razones no objetadas por el recurrente— 
rechaza la impugnación de los contribuyentes por la Dirección General de Ren- 
tas de La Pampa gravando la transmisión gratuita de las participaciones que la 
causante —domiciliada y fallecida en la Capital Federal- había tenido en 
aquella sociedad, que se pretende constituida y con sede en la Capital, pero con 
bienes en la Provincia: p. 48. ™ 

«77. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la inconstitucionali- 
dad del art. 11 de ta ley 13564 —por excluir ésta el lucro cesante de las indemni- 
zacionea originadas en la expropiación, con violación del art. 17 de la Constitu- 
ción Nacioujl— si la sentencia resuelve, con fundamentos no federales bastantes 
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fiar» sustentarla, que no existo prueba en autos del nexo de causalidad entre el 
«tésalo jo motivado por la expropiación y el quebranto reclamado: p. 129. 

BaaotueMa contraria. 

278. El pronunciamiento del tribunal de aleada que, en el jai ció sobre indemni- 
zación substitutiva del preaviso, admite la competencia de la justicia del trabajo 
de la Capital Federal y no la de U Provincia de Bueno» Aire», en virtud de 
que en aquélla se encuentra el domicilio principal de la sociedad demandada, es 
irrevisible en ta instancia extraordinaria: p. 449. 

279. Para la procedencia del recurso extraordinario, tratándose de cuestiones 
relativas a la competencia —incluso en lo atinente a la personería de loa partidos 
político»— se requere que medie resolución contraria al fuero o jurisdicción 
federal. Kilo no ocurre cuando la decisión acetada atribuve competencia a un 
tribunal federal en vea de otro: p. 518. 

280» La sentencia del tribunal de alzada que, concordante con lo resuelto por 
otras Cámaras Federales del pafe, en razón de la proyección nacional de un 
partido político, declara que no es competente el juez federal del distrito sino 
el de igual carácter de la Capital de la República para conocer de Ja causa sobrv 
disolución del partido y cancelación de su personería, no importa denegatoria 
del fuero federal a loa fines del recurso extraordinario. No existe, en tales con- 
diciones, posibilidad de resoluciones contradictorias respecto de una cuestión que 
debe reconocer solución única, tanto sobre la competencia como respecto del fondo 
del asunto, ni privación de justicia que autorice la intervención de la Corte por 
vía de lo dispuesto en el art. 24, ine, 7°, del decreto- ley 12S5/S8: p , 518. 
MI. Procede el recurso extraordinario, en materia atinente a la competencia, 
contra la resolución denegatoria del fuero o jurisdicción federal: p. 542. 

tentártela oefuüttva. 

Concepto # generalidade*, 

882, No procede el recurso del art. 14 de la ley 48 cuando, tratándose de una 
sentencia incompleta, media la posibilidad de que la solución de (a causa haga 
innecesaria la intervención de la Corte, Tal ocurre si el tribunal de alzada, al 
revocar el fallo que hacía logar al desalojo, ordena devolver los autos al inferior 
para que se pronuncie sobre la causal respecto de la cual no recayó decisión: 
p. 101. 

283. La sentencia emanada del superior tribunal de la causa que condenó al acu- 
sado por homicidio, es también definitiva en cuanto ordena la formación de nuevo 
proceso contra aquél con motivo de los tajos producidos en la cara de la víctima 
luego que ésta había fallecido; porque el agravio a la ineiterabilidad del proce- 
samiento» que el recurrente pretende integra la garantía de la defensa en juicio, 
estaba ya entonces plenamente configurado y obviamente quedaba establecida la 
posibilidad de una nueva condena. Es tardía, en consecuencia, la apelación extra- 
ordinaria deducida sólo contra la sentencia dictada en el segundo proceso: p. 232. 

Evoluciones anteriores a Is itntenda definitiva. 

284. Carecen del carácter de sentencia definitiva los fallos anteriores- a ésta, 
respecto de tos cuales exista la posibilidad de que una resolución posterior baga 
innecesaria la intervención de la Corte. Tal es el caso de la decisión que deses- 
tima la inconstitucionalidad del decreto-ley 9924/57 y ordena pasar los autos al 
Procurador Fiscal de Cámara para que se expida sobre el fondo del asunto, que 
versa sobre infracciones a ese régimen legal imputadas al recurrente; pues nada 
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obsta * que U cuestión de inconetitucionalidad llegue a resolución de la Corte 
una vez dictada la sentencia final, ni «be descartar, por otra parte, I* posibilidad 
ile> una sentencia absolutoria fundada en razones ajems a la impugnación del 
rüerpo legal citado : p. 53. 

215. La resolución que no biso lugar al recurso de reposición deducido contra 
la providencia que tuvo por contestadas en término las excepciones opuestas por 
el demandado, no constituye sentencia definitiva en los términos del art. 14 de 
la ley 48: p. 206. 

fttctn «a sanan* f «twaan. 

286. Las resoluciones dictadas en procedimientos ejecutivos no son. como prin- 
cipio, susceptibles de recurso extraordinario, salvo que v den ratones suficientes 
para prescindir de dicha doctrina: p. 442. 

217. En principio, es improcedente el recurso extraordinario respecto de reso- 
luciones recaídas en juicios ejecutivos y de apremio, aun cuando se aleguen 
inconvenientes para el completo resarcimiento de los agravios provenientes de la 
ejecución en el posterior juicio ordinario. Ello es asi, en razón de la exigencia 
legal de que la sentencia susceptible de dicho recurso debe ser definitiva, ta rae 
terts'tiea que no se da por lo común en juicio de tal naturaleza. Además, cuando 
¿atoa tienen por fin ta percepción de tributos públicos no cabe otorgar recursos 
que dilaten su recaudación, salvo easr* excepcionales que revistan indudable gra- 
vedad institucional: u. 507, 

• r 

M*4i&u SrsessftHlBB. 

288. Es improcedente el recurso extraordinario deducido por la Empresa Na- 
cional de Agua y Energía Electric." contra la sentencia que confirmó la prohi- 
bición de suspender el suministro di; energía eléctrica, bajo la responsabilidad 
de la Municipalidad de San Salvador de Jujuy, que debe entablar el juicio co- 
rrespondiente dentro de quince días de ejecutoriada la resolución No resulta 
de los autos que exista agravio institucional grave que requiera la inmediata 
intervención de la Corte, pues no se invoca violación de privilegio federal que 
excluya la posibilidad de medidas como la dispuesta, que tiene fundamento en 
razones de derecho procesal y en la vinculación contractual entre las partes: 
p. 137. 

289. Las resoluciones referentes a medidas cautelares, como es la que dispone 
acordar a la parte actor», en un juicio de desalojo, la "posesión provisional" del 
departamento objeto de aquél, son tnattseeptible* de recurso extraordinario. Ello 
es as(, ann cuando se invoquen las garantías constitucionales de la propiedad 
y de la defensa en juicio, habida cuenta de la naturaleza de dichas medidas y 
del carácter no definitivo de lis resoluciones que los decretan: p. 221. 

Tartas, 

290. El fallo plenario dictado con motivo del recurso de inaplicabilidad de ley, 
medíante el cual se dispuso anular la sentencia de la Sala de una Cámara Na- 
cional de Apelaciones y remitir los autos a la Sala que debe entender por orden 
de turno, no reviste el carácter de sentencia definitiva en los términos del art 14 
de la ley 48 : i . 402. 

29L La invocación de cláusulas constitucionales y de la doctrina sobre arbitra- 
riedad, no excusa el cumplimiento del requisito de la existencia de sentencia 
definitiva, pues los pertinentes agravios pueden encontrar remedio por vía de 
intervención de la Corte en oportunidad del fallo final de la causa: p. 402. 
292. Las resoluciones denegatorias de medidas de prueba no constituyen sen ten- 
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cía definitiva eu los términos del art lé de la ley 48, El hecho de invocarte la 
garantís constitucional de la defensa en juicio tárete de eficacia para prescindir 
del requisito señalado: p. 407. 

808. La* resoluciones denegatorias de medidas de prueba no constituyen senten- 
cia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48. La invocación de la garantís 
de la defensa en juicio no autoriza a prescindir de dicho requisito: p. 683. 

294. Las resolneiones que deciden el rechazo de una nulidad procesal no consti- 
tuyen sentencia definitiva a los fines del art. 14 de ta ley 48: p. 66L 

Tribunal ■uyscldr. 

295. La sentencia de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, por 
la cual se rechazaron los recursos de inaplicabilidad de ley e inconstitucional] dad 
interpuestos para ante ella contra un fallo de la Cámara Segunda de Apelaciones 
de La Plata, no es la del superior tribuna] do la causa en los términos del art 14 
de la ley 48; p. 107. 

296. El pronunciamiento del Superior Tribunal de Justicia de Resistencia que 
desestima el recurso de inconstitueionalidsd en el orden local, no ea la sentencia 
del superior tribunal de la cansa a que se refiere el art 14 de la ley 48: p. 403. 

297. La declaración del tribunal apelado de no ser el mismo el superior tribunal 
de Ia causa, en los términos del art 14 de la ley 48, es irrevisible, por vfa de 
principio, en la instancia extraordinaria, salvo supuestos de excepción admitidos 
respecto de decisiones arbitrarias, frustratorias del derecho federal invocado. 
Ello no ocurre cuando el recurrente, omitiendo impugnación alguna del carácter 
señalado, se limita a refutar las conclusiones del fallo de primera instancia, en 
orden a la interpretación del art 62, inc. V>, de Ja ley 11.683 (T. O. en 196») : 
p. 443. 

299. Cuando la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires conoce en la 
causa por vfa del recurso de inaplicabilidad de ley y de doctrina desestimándolo, 
no es el superior tribunal de provincia a que alude el art. 14 de la ley 48, Dicha 
conclusión no varía por el hecho de que el fallo recurrido haya examinado la 
cuestión federal planteada: p. 576. 




Oportunidad. 

299. Establecido que el caso no comporta específicamente demanda por cumpli- 
miento de un convenio anterior, que se pretende homologado por las Cámaras 
Paritarias; que se trata de una acción distinta de ta promovida con anterioridad 
entre las partes —terminada por desistimiento de la aetora— , a fin de decidir 
sobre la oportunidad del planteamiento de la ineonstitucionalidad de los organis- 
mos paritarios, sólo deben tenerse en cuenta las constancias del juicio actual. 
Y puesto que la cuestión federal ha sido oportunamente introducida y mantenida 
en él, corresponde, conforme a lo resuelto por la Corte sobre el punto, revocar la 
sentencia apelada y dejar sin efecto lo actuado en la causa: p. 326. 

300. La afirmación de que el recurrente habría consentido la actuación de las 
Cámaras Paritarias de Arrendamientos y Aparcerías Rurales al solicitar nueva 
audiencia al solo efecto conciliatorio y al perder la oportunidad de alegar y de 
mantener, por ende, el planteamiento formulado en la contestación a la demanda, 
habiendo la sentencia apelada considerado y resuelto el punto atinente a la incoas- 
titncionnlidad de tales organismos, no obsta a la concesión del recurso extra- 
ordinario : p. 647. 
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SOL I« oportunidad en que la cuestión federal se ha propuesto en ta causa «* 
indiferente ruando «1 tribunal apelado la contempla y decide: p. 617. 
Stt. Ei extemporánea la •arbitrariedad invocada por ves primera respecto de la 
sentencia del tribunal de segunda instancia, gi la mimna cuestión no se formuló 
cu oportunidad del fallo del jura, igualmente susceptible de ella: p. 793. 

aeMtadáa ata la afartaalsaá asi r 1 — — — — tt. 

SOS. La declaración por el superior tribunal de la cansa de no haberse propuesto 
oportunamente la cuestión federal, base del recurso extraordinario, atinente en 
el caso a la violación del decreto 10.479/49 sobre incorporación al Estado de las 
sociedades mixtas de aeronavegación, es irrevisíble por vía del recurso del art. 14 
de la ley 48, salvo el supuesto de arbitrariedad, que no se na invocado: p. 239. 
SO*. La declaración del tribunal a quo en el sentido de haber sido extemporánea- 
mente introducida en la causa la cuestión de arbitrariedad, es irrevisíble por la 
Corte, tanto más ai aquélla coincide con la» constancias de loa autos : p. 577, 
SOS. La declaración de) tribunal apelado sobre la inoportunidad del planteamiento 
de la cuestión federal, no mediando arbitrariedad, es irremisible por la vía del 
recurso extraordinario : p. 584, 

Vlaatasariort* aa ti natío 4* tats re ni dia 4tl rmm «tnwaiaaito, 

SOS. La posibilidad de que la cámara considerara inoficioso todo pronuncia- 
miento sobre la resolución administrativa —clausura preventiva por 24 horas de 
un molino de la recurrente— era previsible tanto al iniciar ésta el procedimiento 
judicial como al presentar su informe ante la aluda, si con anterioridad a ello 
la medida impugnada ya había sido levantada. 

En consecuencia, resulta extemporánea ta cuesta i que, al renpeeto, plantea la 
parte sólo en el escrito de interposición del recurso extraordinario: p. 51. 
307. Resulta extemporánea la cuestión federal planteada al interponerse recuno 
extraordinario contra la sentencia que declara presen pto el derecho que el recu- 
rrente pretende tener a la percepción de bonifieaeioñes referidas al suplemento 
móvil instituido por la ley 13.478, «i, en el caso, la aplicación del art! 4027 del 
Código Civil era eventualidad previsible desde la iniciacióñ del juicio: p. 56. 
SOS. La cuestión federal atinente a que la decisión apelada es violatoria de loa 
arta. 17, 18 y 19 de la Constitución Nacional resulta tardía cuando, habiendo 
la Cámara confirmado en todas sus partes el pronunciamiento del inferior, aque- 
lla cuestión sólo se planteó en el escrito de interposición del recurso extraordina- 
rio: p. 108. 

309. Es extemporánea la cuestión fundada en la inconstitucionalidad del decreto- 
ley 15.243/56, por el carácter de la autoridad que lo dictó y la materia sobre la 
cual versa, si lia sido introducida en el escrito de interposición del recurso extra- 
ordinario: p. 125, 

S10. Es extemporánea la impugnación de inconstitucionalidad una vez aceptada 
sin reservas la intervención de tribunales administrativos. Además, los agravio! 
fundados en los arta. 1» y 95 de la Constitución Nacional, respecto de la Junta 
Nacional de Recuperación Patrimonial, son improcedentes, ante la posibilidad de 
amplia revisión judicial de lo resuelto por el organismo administrativo (Voto del 
Señor Ministro Doctor Don Luis liarla Boffi Boggero) : p. 422, 
SIL Son extemporáneos los agravios referentes a la personalidad única del 
Estado y al alcance del art. 39 de la ley 13.084 de Obras Públicas cuando, habién- 
dose rechazado en primera instancia la demanda sobre reembolso de diferencias 
de precios por suministro de mercadería, tales cuestiones no fueron incluidas en 
«1 escrito en que se dedujo apelación para ante la Cámara : p. 447. 
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312. Constituye reflexión Urdía el agravio constitucional expresado por el ape- 
lante en el escrito de interposición del recuso extraordinario, referido al carácter 
administrativo de las Camaina Paritarias de Arrendamientos Rurales: p, 551. 
SIS. Nb procede e) recurso extraordinario fondado en la doctrina sobre arbitra- 
riedad cuando, siendo la sentencia de segunda instancia confirmatoria de la de 
primera, dicha cuestión no fué planteada en et escrito de expresión de agravios, 
siiio al deducir el aludido recurso: p. 637. 

Mantenimiento. 

314. Es improcedente el recurso extraordinario si las cuestiones planteadas «orno 
federales no fueron mantenidas ante la cámara — que no se pronunció sobra 
ellas—, limitando** la parte, en el informe presentado ante el tribunal da atoada, 
a la consideración de situaciones de hecho: p. SL 

315. Es improcedente el recurso extraordinario cuando la cuestión federal ati- 
nente a la violación del srt. 17 de la Constitución Nacional, si bien fué oportuna- 
mente introducida en el juicio, no se mantuvo en segunda instancia a fin de que 
el tribunal de alxada la pudiera considerar y resolver: p. 577. 

« 

IHeraoelcJta del racuno. 

Qttítneg pueden ; *terpoñerlo. 

310. Si bien el ministerio fiscal, por vía de dictamen, puede proponer en los 
autos cuestiones fedéralos y deducir, en bu oportunidad, el recurso extraordinario, 
no le incumbe hacerlo ■upliendo la actividad de los litigantes, con relación a una 
sentencia consentida por las partes y en materia que, como la referente a uso 
indebido de nombre o marca de comercio, sólo afecta el interés privado: p, 836. 

Término. 

317. Los agravios futuros no son susceptibles del recurso extraordinario p. 185. 

318. La resolución del superior tribunal de la causa que deniega el recurso extra- 
ordinario en virtud de habérselo deducido fuera de término, es irremisible por 
la Corte. Dicha jurisprudencia reconoce excepción para los mi puestos de mani- 
fiesto error legal o de cómputo del plazo, pero no autoriza a reconsiderar la inter- 
pretación de las normas procesales atinentes a las formas de las notificaciones: 
p. 585. 

319. El plazo para deducir la apelación extraordinaria es fatal y perentorio y 
no se interrumpe por la interposición del recurso de revocatoria declarado impro- 
cedente por el tribunal de la causa : p. 650. 

390. El recurso extraordinario debe ser interpuesto dentro del término que fija 
el art. 208 de la ley 50, después de dictada la sentencia definitiva por el superior 
tribunal de !a cansa; el deducido con anterioridad es improcedente: p. 765. 

Forma. 

381. El solo planteamiento del caso federal, en previsión del rechazo de la revo- 
ca torta deducida contra la resolución de la Cámara de que se agravia el recurrente, 
no constituye interposición válida del recurso extraordinario: p. 104. 
888. El planteamiento del caso federal no constituye interposición válida del 
recurso extraordinario, pues mientras el primero debe formularse oportunamente, 
durante el transcurso del juicio, el último debe interponerse después de dictada 
la sentencia definitiva por el superior tribunal de la causa : p. 104. 
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323. Ea improcedente «1 recurso extraordinario cuando ba sido condicionado al 
multado de la aclaratoria formulada ante la Cámara : p. 107. 
33NL Le «imple reserva del caso federal, para el «aparato de no hacerse lugar 
a la apelación deducida contra la sentencia de primera instancia, no constituye 
interposición válida del recurso extraordinario: p. 108. 

326. El recurso extraordinario deducido en forma subsidiaria, respecto a la ape- 
lación interpuesta contra la resolución de un juagado de faltas local, es impro- 
cedente: p. 443. 

323. El recurso extraordinario deducido en forma condicionada, como lo ra el 
interpuesto en subsidio de la aclaratoria intentada ante el superior tribunal de 
Ib causa, es ineficaz: p. 450. 

Fundamento. 

327. No w suficiente, a los fines de la debida funda mentación del recurso extra- 
ordinario, la enunciación genérica y esquemática de agravios contra la sentencia 
apelada : p. 137. 

323, La invocación genérica de ana ley federal no da lagar a recurso extraordi- 
nario: p. 168. 

329. Es improcedente el recurso extraordinario, fundado en la violación del art. 
17 de la Constitución Nacional, si el escrito en que se lo interpaso omite la con- 
creta demostración de tal aserto: p. 445. 

330. El recurso extraordinario debe ser concretamente fundado al interponerlo, 
mediante la enunciación de los hechos de la causa y la vinculación que ellos guar- 
dan con bu cuestiones que se desean someter al conocimiento de la Corte. Las 
raerás alegaciones de que el fallo recurrido acuerda preeminencia a ana ley local 
sobre una ley nacional y es violatorio de tos arta. 1» y 18 de la Constitución 
Nacional, no constituyen fundamento adecuado de la apelación, en los términos 
del art. 16 de la ley 4S: p. 647. 

931. La remisión a los auí Medentes de la causa no basta para suplir la deficien- 
cia de fundamento del escrito de interposición del recurso extraordinario : p. 651. 
332. No procede el recurso extraordinario cuando en el escrito en que se lo 
dedujo se omite la necesaria referencia a los hechos de la cansa y a la vincula- 
ción que guardan con las cuestiones federales que se pretenden someter a la 
decisión de la Corte : p. 651. 

Trámite. 

333* Lo referente a la ejecución de la sentencia, respecto de la cual se ha con- 
cedido la apelación extraordinaria, debe cuestionarse ante el superior tribunal de 
la causa; p, 24. 

334. La facultad que asiste a la Corte Suprema para ordenar la suspensión de 
los procedimiento*, es estrictamente excepcional y no puede ejercitarse sino en 
supuestos en que ineludiblemente lo impongan razones de orden institucional: 
p. 24. 

BmoIqcUd. 

Límites dai pronunciamiento. 

335. La resolución de la Corte debe limitarse a las cuestiones propuestas en el 
escrito en que se dedujo el recurso extraordinario : p. 168. 

336. El simple requerimiento de amparo en la queja no amplía la jurisdicción 
extraordiuaria de la Corte: p. 185, 
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337. El pedido de amparo formulado en la queja no amplía la jurisdicción 
extraordinaria de la Corte: p. 208. 

338. La invocación en la queja, interpuesta por denegación del recurso del art. 
14 de la ley 48, de la doctrina establecida en materia de amparo, no amplía la 
jnriudic-ctón extraordinaria de la Corte: p. 651. 

339. No corresponde que la Corte Suprema se pronuncie sobre las impugnaciones 
introducidas por primera vez en el memorial presentado en la instancia extra- 
ordinaria: p. 706. 



340. £1 silencio de la sentencia de la Corte en cuanto a las costas, devengadas 
en la instancia extraordinaria, debe entenderse en el sentido de que su pago se 
impone en el orden causado : p. 730. 

341. Las costas del recurso extraordinario, en razón de la naturaleza de la ape- 
lación, por vía de principio, deben ser pagadas en el orden causado: p. 730. 

KEOUBIO ORDIHABIO DX ÁPXLAOIOH (i). 



IKDICZ SVVABIO 

Apremio: 7. j ün | a Nacional de Recuperación Patri- 

„ monial; 10. 
Costos: S. 

¡¿ Monto discutido: 9. 
Demando: 11. 

Desistí miento: 8. Nombre: 1. 

Diplomáticos: 11. Nombre de Job partidos políticos: 2. 
Dirección de vinos: 6. 

Dolare*: 11. Partidos politices: 1, i, 

, Personería de los partidos poli! icos: 2. 

Expresión de agravios: 8. Personería jurídica: 1. 

Expropiación: 3, 4. ToHcín de vinos: 6. 

Impuesto: 8. Tipo de cambio: 11. 
Interdiceióa de bienes: 10. 

_ , . , Vigencia de la ley: 8, 9, . 

Juicio de apremio: 7. Vinos: 6. 
Juicio ordisarío; 7. 

Tercer» instancia. 



1. Puesto que el art. 16 del decreto-ley 19.044/56, sólo ha concedido apelación 
ante la Corte Suprema contra las resoluciones de las Cámaras Nacionales que 
"denieguen o revoquen la personería jurídico de los partidos", lo relativo a la 
denominación que pretenden usar las di fintas fracciones de un partido, euyaa 
personerías han sido expresamente reconocidas, no entra directa ni indirecta- 
mente en lo dispuesto por el citado art. 16; p. 61. 

2. Si cada una de las fracciones en que se ha escindido un partido político ha 
alegado para sí el reconocimiento judicial de que constituye el autentico partido, 
y la sentencia declara la imposibilidad de establecerlo, por lo que dispone I» 



(1) Ver tambitn: ir«dld« ditclpllairiw, 1; PirtldM 



1. 2. ». *. 6. 
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agregación h! nombre partidario de aditamentos que distingan a aquéllas» la 
resolución involucra una denegación de la personería pedida, con todas las conse- 
cuencia* deriva bles de Ja misuia. 

En tal» condiciones, es procedente el recurso para ante la Corte Suprema, pre- 
visto en el art. 16 del decreto- ley 19.0 '4/56 (Voto del Señor Ministro Doctor 
Don Luí* María Boffi Boggero) : p. 61. 

9, No pueden ser sometidas al juzgamiento de la Corte Suprema las cuestiones 
debatidas en el juicio de expropiación que no fueron plante daa oportunamente 
ante el tribunal de segunda instancia : p. 139, 

4. El recurv" ordinario de apelación para ante la Corte, otorgado por el art. 22 
de la ley 13.264, ha sido establecido sólo a favor del expropiante y et expropiado, 
partea en el juicio de expropiación. Las acciones por perjuicios irrogados a 
terceros deben ventilarse por vía ordinaria y en juicio por separado, cuya senten- 
cia no es apelable ante la Corte con fundamento en aquel texto legal, que debe 
interpretarse estrictamente: p. 500. 

5. No procede considerar en tercera instancia ordinaria la cuestión de incons- 
titucional ida d del art 28 de la ley 13,264, si ella no fué oportunamente plan- 
teada en la causa ni sometida a decisión de las instancias inferiores: p. 624. 

6. Por tratarse de una resolución que pone fin al pleito e impide la tutela del 
derecho que invoca el interesado, procede el recurso ordinario de apelación con- 
tra la sentencia del juez federa) que declara deducido fuera del plazo establecido 
por et art. 39 de la ley 14.799, el recurso de apelación interpuesto contra la deci- 
sión de la Dirección de Vinos que desestimó un pedido de nulidad: p. 698. 

A'< tóliitionts anteriores. 

7. El rechazo del apremio promovido por la Dirección General Impositiva, por 
resoluciones susceptibles de discutirse eficazmente en el juicio ordinario a que 
alude el art. 320 de la ley 50, no constituye sentencia definitiva que autorice el 
recurso ordinario de apelación, en los términos del art. 24, inc. tí" . ap. a), del 
decreto-ley 1285/58 —ley 14.467—: p. 49. 

8. Si bien la resolución que tiene a la actorn por desistida de la apelación, en 
razón de haber* excedido el plazo establecido en el nrt. 86 de la ley 11,683 (t. o. 
]05tf) para expresar agravios, no decide el fondo del pleito, lia puesto fin al mismo 
al quedar firme así la sentencia de primera Instancia que rechazó la demanda. 
Corresponde, en consecuencia, considerarla sentencia definitiva a los efectos del 
recurso ordinario, y declarar bien concedido el interpuesto conforme al art. 24, 
inc. 6', ap. a), del decreto 1285/58, vigente a la fecha en que quedó firme el 
auto que lo acordó: p, 111, 

Jaldos en ana la Nadan as parta. 

9. No procede el recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema si el 
monto de lo discutido en el caso por el recurrente no alcanza al límite fijado en el 
art. 24, ine. 6>, ap. a), del decreto-ley 1285/58, vigente al quedar firme la reso- 
lución que concediera el recurso: p. 84. 

10. No procede el recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema res- 
pecto de las sentencias dictadas por la Cámara Federal de la Capital con motivo 
de la apelación admitida por el art. 5* del decreto-ley 5148/55, referente a las 
resoluciones de la Junta Nacional de Recuperación Patrimonial: p. 416. 



RENTAS PUBLICAS M , 

1L No procede el mono ordinario de apelación ante la Corte Suprema o el 
monto de la demanda que por cobro de pesos se signe a la Nación, conforme * U 
liquidación efectuada tomando el tipo de arabio al tiempo de ser llamado al pal» 
el diplomático recurrente, no alcanza a la unidad prevista por el art. 24, inc. 6», 
del decreto-ley 1285/58, vigente al momento de quedar firme el «uto que 
concediera la apelación: p. 645. 

mcmmo por retardo o denegación de justicia. 

L A la Corte Suprema sólo le corresponde conocer de las quejas por retardo de 
.lustiíia deducidas contra las cámaras de apelaciones -art. 24, inc. 5* del decreto- 
ley liSo — : p. 202. 

RECUSACION 

1. Lo atinente a las calidades de los magistrados para el desempeño de su 
ministerio es, como principio, cuestión que incumbe a los poderes públicos y no 

8U *^R t e de debate *0 juicio, ni por vía de recusación, ni de artículo alguno: 
P- 398. 

*. Las recusaciones con causa de los jueces de la Corte Suprema deducidas des- 
pués de dictada la sentencia final de la causa, conforme a la doctrina del art. 28 
de la ley 50, son manifiestamente improcedentes y deben desecharse sin sustan- 
elación: p. 398. 

REGISTRO CIVIL, 

Ver: Constitución Nacional. 41; Nombre, 1. 
REGLAMENTACION. 

Ver: Bonificación por antigüedad, 1; Identificación de mercaderías, 1- Recurso 
extraordinario, 11, 14, 100. 

REGLAMENTACION DI LEYES COMUNES. 

Ver: Recurso extraordinario, 96. 

REGLAMENTO PARA LA JUSTICIA NACIONAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 139; Superintendencia, 2, 3, 4, 10, 
REMATE JUDICIAL, 

Ver: Recurso extraordinario, 148. 

REMISION DE AUTOS (*). 

1. La declaración de incompetencia en las causas civiles no autoriza, en princi- 
pio, la remisión de tos aotos a otro jues para la continuación del trámite: p. 75. 

RENTAS PUBLICAS. 

Ver: Impuesto a loa réditos, 5. 



comptfeaci». «. 9; Recuno extraordinario. 10. 



RETEO ACTIVIDAD 



Ver: Recuno extraordinario, 18, 

ttPlTIOIOlf. 

Ver: Constitución Nacional, 43, 



Ver: Impuesto, 1; Impuesto a loa beneficios extraordinarios. 1; Intereses. 2; 
Pago, 3, 4; Recurso extraordinario, 297. 



Ver: Constitución Nacional, 9; Interdicción de bienes, 1; Jurisdicción v compe- 
tencia, 13; Procurador, 1; Recurso extraordinario, 8, 41, 119. 

KIMUIOV DB OOHTRATO. 

Ver; Reenno extraordinario, 16. 

RKSOLUCIOH AOXDnBTSATrVA. 

Ver: Aduana, 1; Interdicción de bienes, 1; Policía de vinos, 4; Recurso de ampa- 
ro, I; Recurso extraordinario, 2, 4, 31, 273, 306; Recurso ordinario de apela- 
ción, e. 

BUFOKtABILIlMD DEL ESTADO 

Ver: Dañoa y perjuicios, 3, 6* 

&JB0PON8ABILIDAD IHDI&EOTA. 

Ver: Policía de vinos, 1. 

ECiFOirSABIUDAP UfDIVTDUAL. 

Ver: Policía de vinos, 2. 

BXTUtDO DI JUSTICIA. 

Ver: Recuno por retardo o denegación de justicia, 1. 
RETOO IOLITAB. 

Ver: Acumulación de beneficio», 3, 4; Pensiones militares, 1. 

BmoAcnvuuD <»>. 

1. La vigencia de las leyes de jubilaciones, n falta de prescripción expresa en 
«onlrario, se gobierna por lo dispuesto en el art, 3* del Código Civil : p. 241. 



«j *7 1) a« V íí n U ?ÍÍ én: ,obü " i *' 1 d * "»M¡»tr*do. j diplomático*. 2; Recuree eitrtwVm*™, 11, 



8ENTENCIA ARBITRARÍA 



REVOCACIOH DE AUTOS ADHDUmATIVOI. 

Ver: Recurso eitraordinario, 111, 275. 



Ver: Recurso extraordinario, 100, 



SALARIO. 

Ver: Constitución Nacional, 11, 12, 14; Contrato de trabajo, t¡ Jubilación del 
personal de la industria, 1; Recurso extraordinario, 36, 75, 95, 97, 217, 273, 309. 

SAHOIORES DISCIPLINARIAS. 

Ver: Medidas disciplinarias, 1. 

SECRETARIOS <»)♦ 

L No corresponde admitir la designación de personas sin título universitario 
para el desempeño de las Secretarios Tutelares de los Juzgados que tienen a su 
cargo la aplicación de la ley 10.903, atento lo dispuesto en el art. 12 del decreto- 
ley 1235/58, y lo establecido en el art. 2», inc. d), de la Acordada de la Corte 
Suprema del 3 de marzo de 1958. A lo que cabe agregar: que la distinción entre 
las funciones atribuidas a las mencionadas secretarias y las restantes — en la que 
se sustenta la solicitud— no resulta de disposición legal o reglamentaria; que el 
título de abogado se impone asimismo a los prosecretarios; y qne la Acordada 
aludida (art. 2^, inc. b) autoriza — mediante razones fundadas — a cubrir vacan- 
tes con extraños al personal que corresponde considerar : p. 175. 

SECUESTRO. 

Ver: Constitución Nacional, 30; Recurso de amparo, 23; Recurso extraordina- 
rio, 37, 

SEGURO. 

Ver: Recurso extraordinario, 217. 
SEETEUCIA. 

Ver: Corte Suprema, 8; Jurisdicción y competencia, 2, 5, 21; Prueba, 2; Recur- 
so de nulidad, 1, 2; Recurso extraordinario, 260, 282, 

SEETSE0IA ARERRARIA, 

Ver: Constitución Nacional, 20; Recurso extraordinario, 3, 49, 50, 53, 55, 71, 
114, 158, 162, 169, 184, 185, 186, 187, 188, 189, 190, 191, 192, 193, 194, 195, 196, 197, 
198, 199, 200, 201, 202, 203, 204, 205, 206, 207, 208, 209, 210, 211, 212, 213, 214, 
215, 216, 217, 218, 219, 221, 222, 224, 226, 227, 229, 230, 231, 232, 233, 234, 
235, 236, 237, 238, 239, 240, 241, 242, 243, 244, 246, 247, 248, 291, 297, 302, 
304, 305, 313. 



U) V«r Uwbiín : £»pl»doi jüdlci.trt, 2; Jobilíciótt d« ltMÍitr*do«' 7 <lh*»tlJ<M, t. 
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mrnrou oohtradxotobia. 

Ver: Recurso extraordinario, 290. 



Ver: Recurso extraordinario, 16. 

ramao mutaeo. 

1. Aunque no se trate de hermanos por vínculo de sangre ni por adopción, lat 
circunstancia de haber sido criados juntos y de habérseles otorgado trato de her- 
manos, llevando ambos el mismo apellido, hace aplicable la doctrina que admite, 
en casos especiales, que la falta de parentesco formalmente constituido no es 
decisiva en materia de excepciones militares. Corresponde, en consecuencia, de- 
clarar procedente la exrepeión militar solicitada por el mayor de aquellos: p. 353. 

2. Si bien en materia de excepciones militares la aplicación de la ley debe nacerse 
estrictamente, ello no importa prescindir del fundamento esencial que, en cada 
caso, las anima, que es el de no privar a la familia del sostén material y moral 
que necesita, cuando el llamado al servicio militar es el único que de hecho y do 
juré puede prestarlo: p. 797. 

•*R VICIO! PUBLICOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 30. 

aUUTHOATO. 

Ver: Constitución Nacional, 5; Recurso de amparo, 10; Recurso extraordinario, 
05, W, 90, 235, 254. 



Ver: Recurso extraordinario, 271. 

wo mmmmam Dsnmnvo (*>. 

1. No corresponde otorgar valor de cosa juagada en lo civil al sobreseimiento 
definitivo dictado en el proceso penal, pues no constituve la absolución prevista 
en el art. 1103 del Código Civil {Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis Ma- 
ría Boffi Boggero) : p. 469. 

soB&stsmmfTO feovxsxowai*» 

§ 

1. Corresponde sobreseer provisionalmente en el sumario instruido por la Corta- 
Suprema, con motivo del fallecimiento de un ex Embajador extranjero, si, pese 
• la cuidadosa investigación practicada, no ha sido posible determinar con certe- 
xa, las circunstancias en que se produjo el deceso: p. 513. 

■OOHDAD* 

Ver: Recurso extraordinario, 77, 110, 276. 
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SOCIEDAD AMOmUL 

Ver: Constitución Nacional, 25; Recurso extraordinario, 278. 

BOGIXDADlt MIXTAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 303. 

SUB LOCACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 94, 93. 

Ver: Jubilación y pensión, 1; Jurisdicción y competencia, ¿1, 22, 48, 49, 60; 
Pensión, 1 i Recurso extraordinario, 276. 

SUELDO. 

Ver: Jubilación de magistrados y diplomáticos, 1. 

SUELDO ANUAL COMFLEMEHT^TfclO. 

Ven Jubilación de magistrados y diplomá ticos, 1. 

SUMARIO CETMTWAT. 

Ver: Constitución Nacional, 15, 45; Daños y perjuicios, 3; Recurso extraordi- 
nario, 15, 283, Sobreseimiento definitivo, 1. 

SUMWUTEOS. 

Ver: Dañoa y perjuicios, 2, 4, 5, 7. 

SUPEELMTEEDBirOIA 0). 

1, Importa interpretación razonable del art 2», inc. b), de la Acordada del 3 
de marzo de 1958 —que, por lo demás, no contempla expresamente loa casos de 
interinato— el nombramiento de una persona ajena a la dotación de loa tribu- 
nales del asiento para proveer un cargo interino, de mayor rango que otros en 
el escalafón, efectuado por la cámara teniendo en cuenta la propuesta y loa in- 
convenientes que, dado el breve plajeo da la licencia (tica meses) irrogaría "toda 
nna promoción en los cargos inf eriores" : p. 67. 

g. La autorización solicitada a la Corta por nna Cámara Federal, para desvir- 
tuar ante el Senado de la Nación lo fundamentos de un proyecto de ley que 
entiende la afectan, no constituye gestión ante loa poderes públicos en materia 
de superintendencia que, con arreglo al art 40 del Reglamento para la Justicia 
Nacional, deba realiza rae por intermedio de la Corte: p 177. 
3. La autorización solicitada a la Corte por un juez federal para desvirtuar 
ante el Senado de la Nación loa fundamentos de un proyecto de ley que entiende 
k afectan, no constituye gestión ante los poderes públicos en materia de super- 
intendencia que, con arreglo al art 40 del Reglamento para la Justicia NaeJonaL 
debe realizan» por intermedio de la Corte. A lo que cabe agregar que, en todo 



(1) Ver tutMa: Corte Sspnu. 10. 
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«moJ» solicitud presentada constituye un interrogatorio, mani fastamente im- 

4. La denuncia contra un juez nndonal de primera instancia en lo civil por 

Naeipnal de Apelaciones en lo Civil, a la que corresponde el ejercido de la super- 
2 . ,\ U d ü^¡* *° bre ,M ™*™trados J' funcionario., del fuero -art. 2* inc. 
?> 7 ?™> ^ *% » 8 c del Reglamento par. la Justicia Nacional; 

f" L . oriTíponde • Jfl Corte Suprema, en ejercicio de laa facultades de aoper- 
i^UmenTariar *°" P " >P " 18 ' P 1 * 9 *™ U °b*™cw de sus dispodeionea 

IWie en consecuencia avorar laa actuaciones- promovidas por un Juez Na- 
cional del T.abajo y declarar improcedente el rechazo, por la Cámara, de la 
propuesta de nombramiento efectuada por aquél para cubrir ana vacante si tal 
mmj¡u> «e «justo a lo diapuesto en la Acordada del 3 de man» de 1958 acerca 
del fundamento de la propuesto y designación de meritorios: p, 522. 
? Afectado el inmueble en cuestión por decreto del Poder Ejecutivo para el 
funconanuento de dependencias del Poder Judicial que ocupan |. mayor parte 
de sus plantas, las dificultades opuestas para el acceso y pa« la reparación de 
sus ascensores deben subsanarse proveyendo de llave a loa titulares de los orga- 

S^LÍi l *? T* 8 *™ P * n el finamiento 

de aquéllos, aun con el auxilio de la fuerza pública: p. 555. 

L~ P^njo» qutoncos a que « refiere el art. 60 del decreto-ley 1285/58, son 
ntegrantes del Cuerpo Médico Forense y, por dio, no corresponde excluirlo* de 
Ja participación en la elección de autoridades prevista en el art. 1.38 del Redá- 
menlo para la Justicia Nacional: p. 587. * 

íi S-» ni í Ü 5 e!,talMllto ini P roeeden t e d planteamiento de la posible comisión 
del delito de desacato que el denunciante formula ante la Corte, por vía de super- 
intendencia, con fundamento en el art. 155 del Código de Procedimientos enlo 
criminal : p. oW. 

9. En cuanto ta solicitud formulada ante la Corte pueda importar imputación 
respecto de la actuación del Juez Federal de Córdoba, es a la Cámara de Apela- 
ciones del distrito a ta que, en ejercicio de <us fundones de superintendencia 
inmediata, corresponde entender en la denuncia : p, «07. 

dMa^lT^ 0bW í? r ^P ! 1 ^"" « 12. wc. b), del reglamento 
dictado por la Cámara Nacional de Apdaciones en lo Penal Económico en cuan- 
to, al establecer que para las promociones del personal del fuero debe computarse 

T "ÍVT . e V tt,lt|U "' r ***** P úbli ™ ° privado, contraria lo dispuesto por la 
Acordada «fe la Corte Suprema de fecha 3 de marzo de 1958 que, en su art, 2», 
Me, e), sólo autoriza a tener en cuenta, a los efectos indicados, ta antigüedad de 
loa agentes en la Justicia Nacional y en d cargo: p. 789. 
IX De conformidad con lo dispuesto por el art. * del decreto-ley 1285/58, 
sobre incompatibilidad de la magistratura judicial con el desempeño de empleos 
públicos o privados, cuya ezeepdón que prevé para la comisión de estudios o la 
docencia debe ser interpretada estrictamente, no procede acordar la autorización 
solicitada por un juez nacional para desempeñarse, "ad honorem" y por dos afios, 
como delegado al Consejo Directivo de la Facultad de Derecho y Ciencias Socia- 
les de la Universidad de Buenos Aires, en representación de los egresados: p. 790. 

0ÜPBUOS TRIBUHAL I» JUSTICIA DE CORDOBA. 

Ver: Recurso extraordinario, 25. 
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Ver: Constitución Nacional, 43; Impuesto a los réditos, 1, 2; Jurisdicción y rom- 



•74 TfctBUXALES DXL TEA RAJO 

P*tenc«, 8; Pereneión de innUndi, 1; Policía de vinos, 4; Recnrso de queji, 
2, 3; Recurso extraordinario, 47, 131, 318, 320. 
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TOLAMIA. 
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Ver: Secretarios, 1. 
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Ver: Policía de vinos, 2. 
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233, 290, 
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Ver: Recurso extraordinario, 104. 

TRUUMALli DXL TRABAJO. ■ 
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Ver: Jurisdicción y competencia, 23, 38; Recurso extraordinario, 36, 275. 

IT 

PKIVERSIDAD. 

Ver: Recurso de amparo, 5; Recurso extraordinario, 2, 
USURPACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2, 3 t 4, 5. 
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VA0A010HBB PAGAS. 
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Roberto Repetto y Lino E. Palacio 
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ACUERDOS PE LA CORTE SUPREMA 



FALLEC IMIENTO DEL DOCTOR DON EMIUU BRI SO GPICHARD, 
JUEZ FEDERAL EN V JE DMA 

En Buenos Aires, r los 3 días del mes de octubre del año 1060, reunidos en 
la Sitia de Acuerdos del Tribuna!, el Señor Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbaso, y los Señores 
Jueces Doctores Don Aristóbulo D. Araos de Lnmadrid, Don Luía María Boffi 
Boggero, Don Julio Oyhanarte, Don Pedro Aberastury y Don Ricardo Colombres, 

Consideraron: 

Que por telegrama del día 30 de setiembre, recibido en la fecba, se comu- 
nica ni Tribunal el sensible fallecimiento del Señor Juez Federal con asiento en 
Yiedma, Doctor Don Emilio Bruno Guícliard. 

Resol vieron : 

Hcmii : r nota de condolencia a la familia del señor magistrado extinto. 

Todo 'o cunl dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro iwnspondiente, por ante mí, que doy fe. — Benjamín ViLi.EnAS 
Basaviuu:*' — Aeiistóhulo D. AnAoz de Lamat-iíih — Luis María Boffi BOC- 
ETO — JULIO ÜVHANAHTK — PeI'RO AllKBAS-riRV — HlCARIiO C0IX)SIIIRE9 — 

Jorge Artitru f'rró { Secu-tnrio). 



CAMARA FEDERAL DE APELACIONES DE ROSARIO. ASUETO 
JUDICIAL DEL DIA 11 DE OCTUBRE, PARA DICHO TRIBUNAL, 
CON MOTIVO DEL CINCUENTENARIO DE SU CREACION 

En Buenos Aires, a los 4 días del mes de octubre del año 19G0, reunidos 
en la Sata de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de ta Corte Suprema 
df Justicia de ln Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbaso y loa Seño- 
res Jueces Doctores Don Aristóbulo D, Araoz de Lanmdrid, Don Luis María 
Boffi Boggero, Don Julio Oylui norte, Don Pedro Aberastury y Don Ricardo 
Colombres, 

Consideraron : 

Que, mediante oficio de 2b de septiembre último — Expediente de Super- 
intendencia N* 1216 — la Cámara Federal de Apelaciones de Rosario comunica 
une, con motivo de con memorarse el cincuentenario de su creación, se colocará 
vn el recinto de la Cámara una placa, acto que tendrá lugar el día 11 del 
corriente, solicitando por ello se declare feriado judicial, para diebo tribunal, 
n partir de ta hora 10 del mencionado día. 

Que, en atención a ln naturaleza de la causal invocada, esta Corte estima na 
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media inconveniente en decretar asueto en 
diento para la Justicia Nacional. 

Resolvieron : 



Decretar asueto para la Cámara Federal de Apelaciones de ÍWio, con 
Arreglo al articulo 3* del Reglamento pura la Jusliria Naciomil, el día 11 del 
comente a partir de la liora 10. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se común tease v Teriatra» 
en el libro correspondiente, por ante mí, que dov i'c — Bevumíx Vil i rijas 
Basavilbaso — ARiaTÓBurx> D. Araos: de Lamadhid — Lns María Rom Rog- 
c.eho — Julio Ottianartk — Pki.ro Aberasti rv - Rir ABIK » Colommíes _ 
Jnnir Arturo Perá (Secretario). 



DESIGNACION DE SECRETARIO DE LA CORTE SUPREMA 

En Buenos Aires, a los 4 días del me* de octubre del año 1060, reunidos 
en ln Sata de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presente de la Corto Suprema 
de Justina ,1c la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbaso y los 

í'ritrT Ct0 ^ D ° n Ari<lt( '' h " T " P> m<* do Lmnadrid, Don Luis 
Mana Bnffi Boggero Don Julio Ovlianarte. Don Pedro Abcrasturv, Don Ricar- 
do Colombres y Don Esteban Imnz, ' ' 

Resolvieron : 

Nombrar Secretario de «.ta Corte Suprema, ni actual Seerefatfó Letrado 
líoctm Don Lino Enrique Paludo, en reemplazo del Doctor Don Esteban Imaü 
que ha «irlo designado Jai» del Tribunal. 

Todo lo cnnl dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
cu i-I hbn> .oncspondicnle, por ante mi. que dov fe — Benjamín Villegas 
liAR.\vn.RAjm — Aristosiu-o D. ArAoz Dt Lavadrid — Luis María Bom Bo&- 

fiElíO — JlU.IO OyhAXAKTK — pEnilO ABI*HA9T(t|{V — R| ( ARDO COLOMRRES — 

Esteban' Isiar. - J n r,,e Arturo Prrá (Secretario). 



.IC7X1 A DOS NACIONALES EN LO CIVIL Nos. 21 Y 2!>. AMPLIACION 
DEL FERIADO JUDICIAL. DIAS íi. 7, 10 Y 11 DE OCTUBRE 

En Buenos Aires, a los 5 días del mes de octubre del año 1060, reunidos 
en Ifl Sala de Acuerdos dd Tribunal, el Señor Juez Decano de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Aristóbuto D. ArÜoü de Lamadrid y los 
Senores Juc,es Doctore* Don Luis María Boffi Boggero, Don Julio Ovhannrte, 
l'on ! edro Abernstury, Don Ricardo Colombres y Don Esteban Imaz, 

Consideraron : 

Que, según resulta del oficio de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Civil de la Capital del día de la fecha, se hace necesario — en razón de los ineon- 
veiucntes surgidos— ampliar los feriados judiciales dispuestos por Acordada 
del 2* de septiembre ppdo. para los Juzgados Nacionales de Primera Instancia 
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Nos. 21 y 29 di- dicho fuero, n cargo »V h» Doctores Manuel Enrique C áceres y 
Wenceslao Cubijan», respectivamente. 

Resolvieron ¡ 

Disponer — en ejercicio de lits facultades establecidas por el art. 2' del Regla- 
mento para ln Justicia Nacional— los siguientes feriados judiciales, a los efectos 
procesales: 

a) para el Juzgado en lo Civil N* 21, los días 7, 10 y 11 del mes en curso, 
debiendo sustituir al Doctor Cáeeres el Señor Juez a carpo del Juzga Jo N» 20 
del mismo fnero. Doctor Diego L. Barroetavcña, Secretaría del Doctor Conté 
Mac Donnell, para la recepción y despacho de los escritos ¿orrespoiadicntes a 
gestiones que no admitan demora-, 

b) para el Juzgado en lo Civil N* 20. los días 6. 7, 10 y 11 del corriente meSf, 
debiendo reemplazar al Doctor Caballero en las gestiones referidas, el Señor 
Juez a cargo del Juagado N» 2 del mismo fuero, Doctor Enrique flirandy, Seere- 
t ti ría del Doctor Rivas Molina. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunícase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy le. — Ahistói;ui.o D. Aráóz DE 

LaMADRIP — Ll'IS MahÍA Vk\¥V\ Hí*:t;KWl — Jl'MO OYIIAXARTK — Pei«o ArkkaS- 
TI KV — RICARDO Coi.nifDRKS — Kstkbax I M AZ, — Jnrift' Art um P<ró ( Secretario) . 



DONACION DEL SEÑOR PRESIDENTE DE LA CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA DE LA NACION 

En Dueños Aires, a los 10 días del mes de octubre del año 10G0, reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Juez Decano de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Aristóbulo D, Aráoz de Lflmadrid, y los 
Señores Jueces Doctores Don Luis María Boffi Boggero, Don Julio Oyhanarte, 
Don Pedro Abcrastury, Don Ricardo Colombres y Don Esteban Imaz; 

Consideraron; 

Que han tenido conocimiento de la decisión adoptada en el día de, hoy, por 
el Señor Presidente de la Corte, mediante la cual el Doctor Don Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso resuelve donar al Instituto Tecnológico de Buenos Aires el total 
de los honorarios que se ha convenido, por las partes, abonarle por la actuación 
que ha de cumplir con arreglo al contrato aprobado por la ley 14.793. 

Resolvieron: 

a) Suspender el Acuerdo de la fecha; 

b) Concurrir en corporación n la residencia del Doctor Villegas Baaavitbaso 
a fin de saludarle; 

c) Cursar nota al Señor Presidente del Tribunal expresando la satisfacción 
de los Señores Ministros por su elevada actitud. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunícase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. — AmsTÓHim) D. Aráoz 
he Lamadrid — Luis María Boffi Boggero — Julio Oyhanarte — Pedro 
Auzrastury — Ricardo Colombres — Esteban Iwaz — Jorge Arturo Peró 
(Secretario). 
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CUERPO MEDICO FORENSE. LLAMADO A CONCURSO, justa DE 

CALIFICACIONES 

En Buenos Aires, a los 14 días del mes de octubre riel año 1960, reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de ta Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbaso y los Seño- 
ra Jueces Doctores Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid, Don Luis María 
BofS Bolero. Don Julio Oylianarte, Don Pedro Aberasturv, Don Ricardo 
Colombres y Don Esteban Imaz, 

Consideraron : 

En atención a la circunstancia de encontrarse vacante vi cargo de Oficial 
Mayor de Novena —Médico Ayudante de Autopsias- del Cuerpo Médico Foren* 
fie de la Justicia Nacional de la Capital Federal, por renuncia de sti titular, 
corresponde llamar a concurso para la provisión del mencionado carpo con arreglo 
a lo dispuesto por la Acordada del Tribunal, de fecha 29 de abril de 1959 
—Fallos: 243: 21ti — ; 

Resolvieron : 

a) Llamar n concurso de antecedentes para la provisión del mencionado 
cargo ile Oficial Mayor de Novena —Médico Ayudante de Autópsias. 

b) Designar como integrantes de la Junta de Calificaciones a los Señora» 
Presidentes de las Cámaras Nacionales de Apelaciones en lo Criminal y Correc- 
cional, en lo Federal y Contenciosoadmiiiistrntivo y del Trabajo de la Capital 
Federal. 

c) Dis poner la publicación del presente llmnadu a concurso en el Boletín 
Oficial, y comunicarlo a los diarios por intermedio d« los periodistas que cumplen 
tu función en el Palacio de Justicia, y a las siguientes instituciones: Ministerio 
de Asistencia Social y Salud Publica de ln Nnción, Facultad de Ciencias Médicas 
ile ln Universidad de Buenos Aires y Municipalidad de la Capital. 

d) La inscripción se bnrá en la Secretaría de Superintendencia del Tribunal, 
por el término de quince (í&) días luíhiles » partir «leí día l\ de nnviembre próximo. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
ni el libro correspondiente, por ante mí. que doy fe. — Rkx.ia mív Vim.riíak 
Basaviuiaro — AkistObi lo D. Aráoz hb Lamaorii. — Lns María Bopfi Roo 
rjtso — Jtn.io Oyhanahte — Pmftó Abeiurtt-ry -- HirAnno Coijombrer — 
ESTEitiN Imaz — Jorge Arturo P, ró (Secretario}. 



JCZOADOS SACIOV \LES EN LO CIVIL N* 28 Y DE PAZ N* 7. FERIADO 
JUDICIAL DE LO.- DIAS 2, a, 4, 7 Y 8 DE NOVIEMBRE PROXIMO 

En Buenos Aires, a los 28 días del mes de octubre del año 1960, reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbaso y los Seño- 
res Jueces Doctores Don Aristóbulo D, Aráoz de Lamadrid, Don Luis María 
Boffí Boggero, Don Julio Oyhanarte. Don Pedro Aberastury, Don Ricardo 
Colombres y Don Esteban Imaz, 
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Consideraron : 

Que el Tribunal dispuso con fecha 12 de aposto último — Expediente de 
Superintendencia N* 955/59 — el traslado del Juzgado Nacional de Primer» 
Instancia de Paz N* 7 de esta Capital, a cargo del Doctor Juan Carlos de Abe- 
lleyra, del inmueble de la calle Kivadnvia 4! ¡1/23 al tercer piso del edificio de 
la calle Paso 550. 

Que, asimismo, por resolución de esta Corte de fecha 26 de octubre de 1950, 
se dispuso el traslado — entre otros — del Juzgado Nacional de Primera Instan- 
cia en lo Civil W £á, a cargo del Doctor José Manuel Campo?, al segundo piso 
del inmueble de la Avenida Roque Sáenz Peña 1174. 

Que, conforme lo señalan los Señores Presidentes de las Cámaros Naciona- 
les de Apelaciones de Paz y en lo Civil f*n sus oficios de fecha 27 del corriente, 
para lmcer efectivos los traslados de referencia es necesario declarar feriado 
judicial, a los efectos procesales, para dichos juzgados. 

Resolvieron : 

Disponer — en ejercicio de la facultad establecida por el art. 2* del Regla- 
mento pura la Justicia Nacional — feriado judicial, a Ids efectos procesales, para 
los siguientes tribunales: 

a) Juzgado Nacional de Primera Instancia, de Paz N* 7, durante los días 
2, 3, 4, 7 y 8 de noviembre próximo, debiendo sustituir al Doctor de Abellcyra, 
el Señor Juez a cargo del Juzgado N* 37, Doctor Carlos María Molina Porte- 
la (li.), para la recepción y dcfqiaelio de los escritos correspondientes a gestione* 
que no admitan demora. 

b) Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil N* 28, durante los 
mismos día=, debiendo sustituir ni Doctor l'nmpos, el Señor Juez- a cargo del 
Juzgado N* 12, Doctor Alberto R. II. Garita nd, Secretaría N* 2'! del Doctor 
Bernardo Rosenfeld. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. — BENJAMÍN Villegas 
Basaviloaso — AitiSTÓBUi*) 1). ArAoz de Lam.uhíid — Luis María Boffi Bog- 

GEHO JüLIO OmANARTE — PEDRO AbERASTÜHT — R R AUDO COIjOMEíRKS — 

Ksteuan Imaz, — Jorge Artnro Perá (Secretario). 
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Año 1960 — Octubre 

s.r.l. hijos r*e ybarra argentina v. nacion argentina 

CONTROL DE CAMBIOS, 

Es elemento esencial del régimen instituid» por la ley 12.160 la exigencia 
de que el cambio solicitado ra el merendó oficial se u juste estrictamente al 
costo de lit importación, para rayo pago se pide y en ratón de) cual se 
acuerda . En consecuencia, es facultad del Poder Ejecutivo exigir del impor- 
tador la reintegración de las divisas no utilizadas por aquél en las opera- 
ciones que hubiesen sido objeto del correspondiente permiso. Esa facultad 
responde a la necesidad de mantener la inalterabilidad en las disponibili- 
dades de cambio oficial. 

COSTBOL DE CAMBIOS. 

Entre las facultades conferidas al Poder Ejecutivo por et art. 17 de !a ley 
12.100 se halla implí cita mente comprendida, si el importador no ha restituido 
el eambto oficial no utilizada en el destino para el cual se lo otorgó, la de 
reclamar la diferencia de cambio entre el merendó libre y el oficial vende* 
dor, que representa la cantidad que el Estado necesita para obtener e incor- 
porar al merendó oficial las divisas no restituidas. 

Al efecto, carece da significación la falta de prueba para acreditar la exis- 
tencia de un perjuicio, pues éste debe reputarse configurado frente n la 
mera comprobación de que la importadora sustrajo al mercado interno la 
concurrencia de parte de las divisas que debían hallarse en él, y cuya rein- 
corporación sólo pudo efectuarse mediante la adquisición en el mercado 
libre. 



Sentencia del Juez Nacional en lo Civil t Comercial Federal 

Buenos Aires, 27 de mayo de 1953. 

Y vistos, para sentencia, los de la causa promovida por Hijos de Y barra 
Argentina Sociedad de Responsabilidad Limitada, contra la Nación, sobre repe- 
tición; y 

Resultando : 

1) Que, a f s, 9 y 2?, la actor» reclama devolución de $ 34,329,17 m/n.; 
exige intereses; pide costas. Dice: a) que la autoridad administrativa, en el 
sumario agregado por cuerda, le imputó haber obtenido cambio oficial por un 
importe superior a sus necesidades reales, pues no reintegró al mercado oficial 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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las sumas que correspondían por comisiones, bonificaciones y descuento»; 9 < - 
es* hase se le obligó a pagar lo que se estimó como monto de las diferencias de 
t-ambio entre el mercado libre y el oficial; b) que la imputación no es exacta, 
pues no lia violado las disposiciones, no ha pedido cambio en «ceso, no ha 
vendido m una sola diviga ni ha obtenido ningún beneficio; c) que ello no 
obstante, no plantea cuestiones de beeho, sino una cuestión de derecho; y es la 
He que no existe ninguna disposición legal que autorice la exigencia "de laa 
aludidns diferencias de cambio, pues el art. 17 de la ley 12.100 sólo prevé la 
aplicación de multas a los infractores; en consecuencia, el" decreto 124.091, fecha 
:i ile julio de 1942, en cuyo art. 2 se fundamenta In resolución administrativa, 
«1 alterar el texto legal resulta lesivo del inc. 2, art. 8t¡ de la Constitución; d) 
que pagó WD prulestn; c) que se ampara en los arts. 7*4 y concordantes del 
Código Civil, 

2) Que, s fs. 26, la demandada pide se rechace la acción, con costas. Dice: 
«) qoe el sistema ih>l control de cambio fué instalado por el decreto fecha 10 
de octubre de 1931, que resultó ratificado por las leyes de presupuesto para 
l'.m y años siguiente* y. en especial, por la ley l±Hio[ b) que por lu índole de 
los problemas que comprendía y la contemplación de bu necesidades del país, 
»d sí sienta ha ido completándose con decreto* y resoluciones, todos ellos inspira- 
dos en el espíritu y finalidades de la ley; e) que el importador, al obtener 
divisas en exee*o, perjudicó las necesidades del país y logró un enriquecimiento 
sin causa, representado por la diferencia de cotiza, ¡unes entre lns mercados libre 
y oficial que, en consecuencia, debe reintegrar; 

Que declarada ]a cansa de puro derecho, ambas partes evacuaron un segun- 
do traslado y se llamó autos para .definitiva; y 

Considerando: 

1) Que la adora, ex presa mente, lia cslabWido que no hace cuestiones de 
beeho sino, únicamente, de derecho (fs. 1*1 vta.: fs. 33][. De tal manera, lo que 
hn de elucidarse es m la demandante está, o no, en lo exacto, cuando dice que 
*•! art. 2 del decreto 124,09], al disponer que los infractores responderán de las 
diferencias de ambio, sale de los límites fijados por el art. 17 de la ley 12.160 
y» os!, lesiona el principio del : ne. 2. art. 80 de la Constitución ; 

2) Que la cuestión así planteada, ha sido reiteradamente resuelta por la 
Corte Suprema. lia dicho, el alto Tribunal, que las sumas exigidas a los infrac- 
tores lo han sido, no a título de beneficio ilegítimamente obtenido, sino en 
concepto de incorporar al mercado oficial las divisas respecto de las cuales se 
omitió, irregularmente, el cumplimiento de la obligación de hacerlas ingresar a 
é\; pues se ha restado al mercado interno la concurrencia de parte de las divisas 
que debían hallarse en el, sujetas n las regulaciones del Estado, por haber sido 
obtenidas trastornando el régimen del control de cambios y dificultando la acción 
del mismo. Por tales razones, el alto tribunal concluye que las disposiciones 
reglamentarias aplicadas, análogas a la discutido efi la especie, son una conse- 
cuencia del art. 17 de la ley 12.100 (Fallos: 218 : 288. 298, 112, 324, 341. 352, 
305, 372, 382, 390, 398, 405 y 412). 

Esa jurisprudencia obliga la conclusión de que el art. 2 del de. reto 124.091 1 
fecha 3 de julio de 1942, se ajusta al art. 17 de la ley 12.160; y. por ello, que 
no ha sido lesionado el principio del inc. 2, de la Constitución. Y siendo la 
objeción constitucional une se rechaza el único fundamento de la den oda, en 
inevitable su fracaso. 

Por estos fundamentos Falto: desestimando esta demanda promovida por 
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Hijos de Ybarra Argentina Sociedad de Responsabilidad Limitada, contra la 
Nación, sobre repetición, con costa*. Gabriel E. Bajar*. 

Sentencia de la Cáuaka Nacional de Apelaciones en lo Federal t 

Contencioso ají m i ni str attvo 

Buenos Aires, 22 d* octubre de 1958. 

V vistos los de la causa promovida por Hijos de Ybarra Argentina Socie- 
dad de Responsabilidad Limitada, contra la Nación, sobre repetición; para 
conocer de las apelaciones concedidas a fs. 4ti vía. y 47 vta., con respecto a la 
sentencia de fs. 44/45 vta. 

El Señor Juez Ductor José Fnmcisco Bidau, dijo: 

Ante ta comprobación efectuada por las Oficinas Fiscal»;», de ia que res Itó 
que la actora había hecho mal uso de una parte del cambio oficial otorgado por 
las mismas p»ra hacer frente a sus importaciones, puesto que requirió unn enti- 
dad superior a sus electivas necesidades, se vio la infractora en la nece idad de 
alionar al Fisco una suma de dinero equivalente a la diferencia entre el precio 
oficial pagado por las divisas obtenidas y la cotización que para las mismas 
existía en el mercado libre. 

Hijos do Ybarra S. R. U no discute en su expresión de agravios la verdad 
de los hechos que se le imputan, sino que se limita a insistir en que no existe 
disposición legal alguna que autorice al Fisco a la exigencia, "como surge de la 
recta y clara interpretación de la ley 12.160" (fs. 51 vta.). ~ 

[>c manera que, e» la situación en que se colocó la apelante, es esto ultimo 
lo único a dilucidar en autos. No interesa el problema de si es o no aplicable 
a las infracciones en cuestión el decreto 142.091 de fecha julio 3 de 1942, ni si 
el mismo rige con relación a hechos anteriores a su sanción, corno son los que 
motivan estos autos, ¡xjrque no se trata en ellos de la aplicación de penalidades 
y, por lo mismo, carece también de relación con el caso el fallo publicado en La 
Ltíi, 4:i: 203, que cita la actorn, por referirse también a medidas punitivas. 

Lo que el Fisco reclamó no lo fué en carácter de pena, sino que, en razón 
de no haber reitegrado la aetora las divisas obtenidas al cambio oficial, le eligió 
la diferencia entre éste y la cotización deí mercado libre. Sólo queda, pues, en 
tela de juicio la determinación de si el Fisco tuvo derecho al cobro de esa di fe. 
rencia. 

La jurisprudencia de la Corte Suprema se inclinó, en un principio, por la 
improcedencia de dicho cobro (Fallo* : 205: 131); pero en los últimos años varió 
su criterio, inclinándose por la legitimidad del mismo (Fallos: 217: 1122). 

Para el examen del problema, debemos partir de la base de que el comer- 
eiante que hace mal uso del cambio oficial está obligado & devolver al Fisco la 
totalidad de las divisas mal empleadas, porque si obtuvo las mismas a ese precio 
fué, por cierto, para los fines indicados al solicitarlas y no puede darle otro uso. 
Fuera de la infracción que comete al hacer esto último, lo cual puede dar lugar 
a una penalidad, deja también de cumplir una obligación a su cargo, y ello 
na lugar en cualquier caso a que la parte que le venuió el cambio exija la devo- 
lución de las divisas no utiliíadas con arreglo al compromiso que contrajo al 
solicitarlas. Si es indudable esa solución en ¡os simples contratos comerciales, 
romo consecuencia del pacto comisorio inherente a todos i 'oa, con mayor razón 
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t?Z™ raBO S?. d de * atún 01 1 ue d inU '^ Publico comprometido, 
según ocurre con todo lo que atañe al comercio exterior y al régimen de «mbiol 

Advierta» bien que en el mencionado caso del T. 205, la Corte Suprema 

J i 7 ^"««TV 1 infn,ct ° r hflhÍ8 i* devue1 '" el no reculamente 

empleado (pág. 541), lo que significa qne bus argumentos dejarían dTapliearse 
al de autos, donde no medió esa devolución. Porque también dijo entonces el 
alto Tnbuna que 1. actitud del infractor "pudo determinar dos ais i ,^r¿ 
i . , i* eil ^ ncln . d « 1" e m le «integraran las divisas a que se viene 

"a 7X°W) ' alUaÍend ° COn, ° ™ aUernatÍVa " Ia Ínip05ÍC,6n 
Ello ¿gniíica, a mi entender, que los presupuestos de hecho que .sirvieron 

o «X5 t f t? V" m ° d ° ' ttnál °e° s n Ios de aquí 

no medio devoluemn de divisas, que, como hemos visto, la Corte admitió que 

era un derecho y acto de imperio del Fisco. Esto ultimo viene a corroborar lo 

que expuse más arnba sobre la obligación de devolver las divisas de qne no se 

hizo el uso para el cual fueron otorgadas. 

Admitida, como no puede ser de otro modo, puesto que i comerciante no 

í Un ° d t d ° Car T dC tft,,, ° pilrn «"*"vrf«. 1- obligación de 

devoherins, veamos ai ella equivale a la exigida por el Fisco, consistente en lo 
diienncm entre la cotización oficial y la del mercado libre. Penemos de prescin- 
dir en el caso de autos del problema vinculado con las fluctuaciones de cambio 
porque para nada se alud.ó a ellas, y, por otra parte, en la lejana Época en qué 
Unieron lugar los hechos, hace nías de veinte años, ellas no eran frecuentes! 

Si el Fisco tuvq derecho de pedir el reintegro, el comerciante estuvo faeul- 
tndo para devolver 1«* divisas y, en caso de carecer de ellas, a pagar sn equiva- 
ente en moneda nacional al cambio del día del pago, sefrfn está admitido para 
todas las obhgadones en moneda extranjero. Si se soMiene que es otra cosa la 
que exigió el Fisco, páreteme que ello no es matemáticamente exacto. Para obte- 
ner las divisas, el comerciante debió pagarlas al precio del mercado libre, puesto 
que, duro está que no iba a conseguirlas para esc fin en el oficial. Y entonces 
quiere decir que su obligación se habría cumplido según la primera de dichas 
cotizaciones, como el Fisco no tenía tampoco ningún título para conservar el 
precio que el comerciante le pagó al adquirir las divisas a devolver, necesaria- 
mente lo debió devolver al mismo. O sea que prácticamente la obligación a careo 
del infractor se reduela a la diferencia entre el tipo oficial vendedor v el com- 
prador en el mercado libre, que es lo que realmente erigió, según no se discute 
en auto?. 

Por ello, voto por la confirmación con costos de la sentencia apelada. 
El Señor Juez, Doctor Eduardo A. Ortis fínsualdo, dijo: 

U autoridad administrativa encarada del Control de Cambios efectuó una 
inspección en los libros y papeles comerciales de la actora para verificar el 
empleo que ésta habfa hecho de las divisas extranjeras, que oportunamente le 
fueron concedidas para pagar mercaderías importadas. Del resultado de esa 
inspección llegó a la conclusión de que no todas esas divisas fueron empleadas 
en el pago de tas mercaderías importadas, pues los precios originarios de éstas 
sufrieron diversas rebajas al acreditarse a la actora, por parte de los vendedores, 
comisiones, bonificaciones, descuentos, ete. ITabrían quedado, de esa manera, 
en poder de la firma importadora, mía determinada cantidad de divisas extran- 
jeros, que ésta hnbría negociado en el mercado libre, beneficiándose asi con esas 
diferencias. Como consecuencia de la investigación, por decreto del Poder Ejeeu- 
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tivo se intimó a la actora para que depositara en el Banco Central la cantidad 
de $ 34.329,17 m/n. a que asciende la diferencia dé cambio entre el mercado 
libre y el oficial vendedor y que constituiría el monto del beneficio indebida- 
mente obtenido. 

Agotada por la actora la vía Administrativa, con loa decretos del Poder 
Ejecutivo Nos. 2760 de 6 de febrero de 1945 y 3629 do 4 de febrero de 1944J, se 
vió forzada a cumplir la intimación, ante la amenaza contenida en el último 
decreto, de suspender el despacho a plaza de las mercaderías que le llegaren 
consignadas y de iniciarle cobro judicial de ta cantidad expresada. Depositó 
así, esa cantidad, pero lo hizo bajo protesto y luego dedujo esta acción de repe- 
tición. 

Sin perjuicio de alirmar que no son exacta* las imputaciones que le lian 
formulado administrativamente, dijo en Corma expresa en su escrito de demanda, 
que no funda ésta en cuestiones de hecho, sino en una cuestión de derecho que, 
por su propia naturaleza hace innecesaria la dilucidación de aquella?. El funda- 
mento que aduce es que no existe disposición legal que autorice al Poder Ejecu- 
tivo a reclamar el reintegro de las diferencias de cambio entre las cotizaciones 
del mercado libre y del mercado oficial vendedor; que el artículo 17 de la ley 
12.1 fiO sólo faculta a aquel Poder para imponer multas por las infracciones al 
repinen de cambios y que así lo declaró lo Corte Suprema en los casos que cita, 

Ln sentencia venida en apelación ha desestimado la demanda, invocando 
otros fallos* posteriores de la misma Corte Suprema, por los que resultaría admi- 
tida por ésta como lega), la exigencia de las referidas diferencias de cambio, las 
que no se exigirían- a título de hencticio ilegítimamente obtenido, sino en concep- 
to de incorporar al mercado oficial los divisas cuyo ingreso omitió irregu- 
larmente. 

La cuestión aquí planteada por la demandada fué claramente resucita Mor 
la Corte Suprema en el caso promovido por Shepherd y Cía., que está registrado 
tn Fallos: 201: 307. En esa portunidad, el alto Tribunal hizo suyos, en forma 
expresa, los fundamentos de las sentencias de primera y segunda instancia y 
admitió la repetición de lo pagado en concepto de diferencias de cambio. 

Resolviendo el punto, dijo el Señor Juez Federal "que ninguna disposición 
legal ni reglamentaria puede invocar la Nación para obligar o pagarle los bene- 
ficios obtenidos con motivo de las infracciones a las disposiciones reglamentarias 
del control de cambios. Distinto hubiera sido si en concepto de multa se hubiera 
impuesto la obligación de abonar una cantidad equivalente a tales beneficios, 
pues el Poder Ejecutivo tiene la facultad de reprimir las infracciones con las 
inultas hasta el décuplo del monto de la operación (art. 17 ley 12.160) y es 
evidente que dentro de tal margen cabría la devolución de los, beneficios, pues 
es imposible que ésto» alcanzaran a dieí. veces el monto de la operación". 

Esa interpretación fué ratificada por esta Cámara, la que agregó "que no 
puede fundarse la obligación impuesta a la actora en los principios del enrique- 
cimiento sin causa, porque como lo hace notar el Señor Juez a (pío, falta la 
prueba de un perjnicio ci ilativo para el Fisco, ya que no se ha sostenido ni 
pretendido acreditar que vendiera o tratara de vender divisas en el mercado libre, 
única circunstancia en que cabría reconocer que ha sido privado de realizar una 
gananria ron la que se habría enriquecido la actora". 

He transcripto esas consideraciones de las dos sentencias, porque en ellas 
se sintetizan con acierto las razones que demuestran ln improcedencia de la 
exigencia del reclamo, por parte de la administración, de las diferencias de 
cambio que hoya podido obtener la actora, por falta de fundamento legal que 
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sustente esa exigencia y por no haberse demostrado la existencia del pretendido 
perjuicio, circunstancias qne concurren también en este caso. 

Análoga interpretación sostuve liare ya muchos míos, al resolver como Jucí 
rederal una causa análoga promovida por la S. A. Francesco Cinzano, 

En esa oportunidad, al examinar la naturaleza de la» obligaciones que se 
erean entre el Estado que acuerda el permiso de cambio y el particular que lo 
solicita, sos uve que el otorgamiento del permiso obliga al Fisco a entregar opor- 
tunamente las divisas que el importador necesita para pagar las mercaderías 
traídas del «tenor, pero que ese importador no contrae otro compromiso que el 
de utilizar esas divisas conforme al destino declarado en au solicitud. Este com- 
promiso del importador no es de carácter contractual, regido por el art, 1197 
, t6 ] ( ' , f Cml » Kno °." c ^ es impuesto por el Estado en ejercicio de su poder 
üe poiteLt y, por tanto, no puede dnr Lugar a indemnizaciones de carácter civil 
Uialquier transgresión a ese compromiso, sólo autoriza la imposición de sancio- 
nes, que configuran una pena administrativa de policía. Agregaba que así resul- 

prciela imposición de multas, pero no hace alusión a resarcimiento civil alguno. 

En ese juicio, la Corte Suprema, sin pronunciarse sobre la naturaleza de la 
re ación jurídica existente entre el Fisco y el importador, examinó si había exis- 
uaa para ] n Nación un perjuicio pecuniariamente estimable, para lo cnal se 
colocó en el supuesto de que esa relación revistiera el carácter civil que invocaba 
el representante fiscal. Al estudiar el mecanismo del control de cambios y los 
fines firmne.eros y económicos que con él se persiguen, dijo la Corte Suprema 
qne el daño ocasionado por el importador que retiene y negocia indebidamente 
divisas acordadas para un fin específicamente determinado v que consiste "en 
la perturbación u obstaculización de la política económica v financiera del Esta- 
do, en el supuesto de que sea pecuniariamente estimable, no puede considerarse 
representado por la diferencia entre los valorea de esa porción de cambio en el 
mereado oficial y en el mercado libre. De que ése haya sido el beneficio obtenido 
por la adora, puesto que habría financiado con cambio oficial operaciones para 
las que debía haber recurrido al mercado libre y aún de que lo haya sido dolosa- 
mente no so signo que equivale a un beneficio de que correlativamente se viera 
privado el Estado, o que luzo nacer civilmente el derecho de este último a rcmie- 
rir él pago de esc importe". Q 

Y agrego aquí, reiterando así lo expresado en el caso Shepherd y Cía "el 
perjuicio causado en la regulación económica y financiera que este régimen de 
los cambios procuraba, pudo determinar dos actos de imperio del Poder Ejecu- 
Uvo: la exigencia de que se le reintegrara las divisas a que se viene haciendo 
referencin, para que las disponibilidades de cambio oficial no se viernn indebida- 
mente alteradas, y sancionar con multa, en la medida en que la ley lo autorizase, 
205 V 531°) TOmp ™ mÍBO contraído y la perturbación causada» (Fallos: 

El Gobierno aquí demandado no ha aducido en su defensa ningún argu- 
mento nuevo, pues no ha hecho sino repetir los qne esgrimió en los juicios mea- 
clonados y que fueron desvirtuados en las sentencias respectivas. lia insistido 
en el enriquecimiento sin causa de la acto» y en que al retener ésta indebida- 
mente parte da las divisas acordadas, ha impedido a la Nación obtener a su 
favor idéntica ganancia, medíante la oportuna negociación de esas divisas en el 
mercado libre. 
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liemos visto ya, como la Corte Suprema demostró en el caso Cinzano, que 
«e beneficio obtenido por la actora no equivale necesariamente, a igual beneficio 
de que se haya privado a la Nación, desde que no se ha probado que ésta baya 
tenido necesidad de n» ¿ociar en el mercado libre, en esa misma ¿poca, igual 
cantidad de divisas a las que retuvo la actora, ni que de haberlas tenido en su 
poder, Ins hubiera negociado en ese mercado. Tampoco se ha probado que baya 
debido adquirir en el mercado libre, igual cantidad de divisas para acordar 
cambio oficial a importadores o para pagar en el exterior sus servicios financie- 
ros, por no alcanzarle para esos fines la masa de divisas obtenida en la negocia- 
ción en el mercado mundial de nuestros productos de exportación. 

No so ha probado, entonces, la existencia ni el monto del perjuicio invocado 
como justificativo del pago requerido a la actora. Sólo media, en el caso, una 
operación o cálculo aritmético, consistente en determinar la diferencia de cotí* 
zación entre los mercados libre y oficial y multiplicar esa diferencia por la 
cantidad de divisas retenidas por la actora. Es así, un mero cálculo hipotético, 
poro no se lia acreditado la existencia de un perjuicio pecuniario real. 

El daño que esa retención indebida de divisas puede haber ocasionado habrá 
consistido, como la ha dicha la Corte Suprema, en la "perturbación u obstaculi- 
zación de la política económica y financiera del Estado". La infracción en que 
incurrió la actora, pudo hacerla pasible de multa y pudo, también, exigírsele el 
reintegro de las divisas indebidamente retenidas. Sin embargo, ni se le impuso 
multa ni se le exigió la restitución de las divisas y, en cambio, se le intimó el 
pago de la diferencia de cambio, pago para cuya exigenein se carecía de base 
legal. La demanda la considero, entonces procedente. 

No modifica este criterio, la distinta solución dada cu oíros casos postcrio- 
res a los que he citado, por ta misma Corte Suprema* 

Los principios de interpretación sobre el régimen de cambios y las facul- 
tades legales del Poder Ejecutivo para reprimir las infracciones o ese ordena- 
miento, que la Corte Suprema sentara en los caso* citados de Slicpherd y Cinzano, 
fueron reiterados en el fallo dictado el 20 de abril de 1948 en la causa promo- 
vida por Elias Moss S. A. contra la Nación, en la que se hizo lugar a la repe- 
tición de lo pagado por esa sociedad en concepto de reintegro al fondo de 
«cambios, de loi beneficios obtenidos con la utilización de divisas al margen de 
ln finalidad para la que se los solicitó (Fallos: 210 : 749). 

Sin embargo, el 23 de setiembre de 1950, resolviendo nn caso igual, seguido 
por el Fisco Nacional contra Goldarneena Unos. Ltda. y que está registrado 
<"n Fallos: 217: 1122, a pesar de ratificar aquellos principios de interpretación, 
se adoptó la solución contraria. Lo mismo ocurrió poco después en loa nume- 
rosos casos invocados en la sentencia venida en apelación y que están en fallos: 
218 : 288 y siguientes. Los fundamentos de estas sentencias han sido los mismos 
de aquélla, por lo que hago extensivo a éstas lo que expresaré a continuación 
respecto de la primera. 

En el caso Goldaraceca, invocado a su favor en esta instancia por el gobier- 
no demandado, se reconoce que de acuerdo a la ley 12.160 y sus reglamentaciones, 
el Estado está facultado, en estos casos, para "exigir, en prir a termino, el 
reintegro de las divises ilegítimamente apropiadas o la entrega leí equivalente 
en moneda nacional para lograrlas, lo que, desde luego, no coniigura sanción 
alguna de naturaleza penal y si sólo la restitución al mercado por intermedio 
del Estado, de lo qne éste legítimamente tiene derecho a exigir en estricto cum- 
plimiento de las condiciones impuestas legalmente y aceptadas por los solicitan- 
tes al pedir y obtener las correspondientes autorizaciones previas, sean permisos 
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de embarque de productos nacionales, sean de cambio pura el pago de los im- 
portados". 

"En segundo término, la ley 12.1U0 autoriza al Estado a imponer en loa 
CWM de infracción, el pago de una inultn de monto invariable, cuya naturaleza 
administrativa resulta evidente, no sólo de lu ya expuesto, sino de no ser ella 
imperativa o ineludible sino por el contrario meramente facultativa". 

"Tanto la obligación de restituir las divisas ruino la de pagar la inulta, fijada 
dentro de los límites autorizados por la ley, son, pues, Iba consecuencias legales 
y reglamentarias de la violación por pflrte del exportador o importadnr de las 
normas con arreglo u las cuides, expresa mente, el Estado les concedió los permi- 
sos de cambio solicitado»". 

Es ésta, la más clara y categórica ratificación de todo cuanto había sentado 
antes en la materia el alto Tribunal. Sin embargo, al examinar la causa invocada 
por el Fisco para demandar a In sociedad Gohlarnccna, se incurre en un error 
la» in a n í tiesto, que él surge de la sola lectura de la sentencia y de la relación de 
antecedente» que ella contiene. Lamentablemente me veo precisado a puntuali- 
zarlo, pero es indispensable hacerlo asi para demostrar (pie esos fallos no pueden 
servir de precedente para desestimar aquí In demanda. 

Dice el fallo: "si la nctora redama actualmente el importe de las diferencias 
de cambio es porque la demandada tío entregó todas las monedas extranjeras que 
percibiera* En otrns términos, si la firma comercial hubiese entregado esas divi- 
sas extranjeras reclamadas, el fin que persigne la nctora estaría cumplido. Es 
en defecto de tales divisas que la actora demando el pairo de una suma necesaria 
para comprarlas en el mercado libre a fin de que la ley respectiva sea cumplida". 

Se niega que en ese cnso se persiguiera el fin de hacer ingresar al patrimo- 
nio del Estado el beneficio que por diferencias de cambio hubiera obtenido la 
firma exportadora, por lo que se dice no ser de aplicación los fundamentos de 
los fallos anteriora del mismo Tribunal y agrega: "Por el contrario, lo que aquí 
se demanda resulta requerido no a título de beneficio ¡legítimamente, obtenido 
—que eso es lo que en las sentencias citadas se declaró que la lev no autorizaba 
a requerir — , sino a título de cantidad necesaria para obtener e incorporar a! 
merendó oficial las divisas respecto a las cuales se omitió irregutarmente e! cum- 
plimiento de la obligación de hacerlas ingresar en él". 

Para poner de manifiesto el error en que se incurrió basta transcribir el 
-egundo considerando de la misma sentencia. Dice así: "Que establecida así la 
procedencia del conocimiento de este juicio ]>or esta Corte Suprema con sujeción 
al inc. 2', del art. 3*, de la ley 40T>ó, cabe señalar que en la demanda de fs. 
38 se expresa claramente que ella se funda en que la firma Gotdaracena Hnos. 
Ltda. "no entripó al tipo oficial comprador la totalidad de las divisas prove- 
nientes del valor F.O. B. de sus exportaciones, ascendiendo a la suma de 
í 20,250,44 m/n. el importe de la diferencia de cambio entre el tipo oficial com- 
prador y el mercado líhre de tas divisas restadas al mercado oficial por la de- 
manda da". 

Esta transcripción que se hace en la sentencia, del fin perseguido con la 
demanda, demuestra que lo que con la acción se pretendía era precisamente !o 
contrario de lo que el fallo dice. Esto sólo basta, a mi juicio, [tara demostrar 
que ese fnllo carece de sustentación legítima porque está basado en un manifiesto 
error. Pero hay, además, lo siguiente. Se dice que la suma de dinero reclamada 
no lo es a título de beneficio ilegítimamente obtenido sino a título de cantidad 
necesaria para obtener e incorporar al mercado oficial las divisas indebidamente 
retenidas. Constituye esto otro error. Sí el importador o exportador retuvo en 
su poder indebidamente, e¡er dólares, el mercado oficial se perjudicó en esa 
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sama y el Estado tenía derecho a demandarlo para que se restituyera esa misma 
cantidad, de igual moneda, o el equivalente en moneda nacional, necesario para 
adquirirla. Pero si en vez de demandar los cien dólares, demanda ta diferencia 
entre las cotizaciones de loa mercados oficial y libre, está reclamando otra cosa. 
Si los cien dólares se cotizan a cuarenta pesos moneda nacional en el mercado 
- libre y a diez y ocho en el oficial y se reclama la diferencia de cotización, es decir, 
veintidós pesos, es de toda evidencia que con los $ 2.200 que se le reclamaran 
al importador o exportador, no podrían adquirirse en el mercado libre loa cien 
dólares que retuvo, porque para ello liarían falta cuatro mil pesos moneda na- 
cional. 

No puedo prescindir de poner de manifiesto estos errores fundamentales, 
porqne los faltos en cuestión constituyen el único fundamento de la sentencia 
para rechazar la demanda. Demostrada como queda, la inconsistencia de tal 
fundamento recobran toda bu fuerza los precedentes de interpretación sentados 
por la Corte Suprema en los casos Sbepherd, C i rizan o y Mosa y con arreglo a 
ellos debe rescindirse este juicio, por constituir la exacta interpretación de las 
disposiciones legales y reglamentarías en vigor y no haber sido contradichos 
ni desvirtuados en este juicio. 

No se consagra con esta interpretación la impunidad de los infra 'torea al 
régimen de cambio» vigente. El Estado cuenta con los medios legales y regla- 
mentarios para resguardar ese régimen y reprimir a quienes lo infringen. Puede 
requerir la restitución de las divisas indebidamente retenidas e imponer multa. 
Sin embargo, nada de eso hizo en este caso, optando, en cambio, por un medio 
que no autorizan ni la ley ni su reglamentación: la exigencia del pago del bene- 
ficio obtenido por la diferencia de cotización. La incompetencia o error de lo* 
funcionarios administrativos para resolver el caso no puede ser motivo para que 
los jueces se apnrten de la correcta interpretación y aplicación de la ley y por 
tanto no puede justificar el amparo judicial para esa equivocada resolución 
administrativa. En consecuencia, la demanda debe admitirse. 

Los pagos hechos por la nctora constan de las boletas de depósito bancarío 
de fs. 5/8, 20 y 21, y recibo de fs. 4. El monto reclamado es el mismo que se le 
obligó a pngar por el decreto del Poder Ejecutivo 3523/40, que corre a fs, 5!) 
y SO del expediente administrativo trafdo como prueba. Como, ademas, ni el 
pago ni el importe pagado han sido impugnados, debe hacerse lugar a la demanda, 
condenándose al gobierno nacional a devolver a Hijos de Ybarra Argentina 
S.R.L. la cantidad do ni$n. 34.329,1", con intereses desde ln fecha do notificación 
de la demanda y con costas, revocándose, en consecuencia, la sentencia recurrida. 
En ese sentido doy mi voto. 

El Sr. Jueí Dr. Francisco Javier Voeos, adhirió al voto que antecede. 

Conforme al resultado de los votos precedentes, se resuelve: revocar la sen- 
tencia apelada y hacer lugar a la demanda, condenándose al gobierno nacional 
n devolver a Hijos de Ybarra Argentina S.R.L. la cantidad de mín. 34.329,17, 
con interese» desde la fecha de notificación de la demanda. Las costas de todo 
el juicio a cargo de la demandada. — Francisco Javier Vacos — Eduardo A. 
Ortis Basuaído — José Francisco Bidau. 
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Buenos Aires, 3 de octubre de 1960. 

Vistos los autos; "Hijos de Ibarra Argentina Soe. de Resp. 
Ltda. e/ Gobierno de la Nación a/ cobro de pesos". 

Considerando: 

1°) Que con motivo de haberse comprobado que la firma 
"Hijos de Ibarra Argentina Sociedad de Responsabilidad limi- 
tada" solicitó y obtuvo mayor cantidad de divisas oficiales que 
la necesaria pura el pago de sus importaciones, omitiendo reinte- 
grar el exceso al mercado oficial, aquélla fué obligada a abonar 
la suma de m|n. 34.329,17, a eme ascendía la diferencia de cambio 
entre el mercado libre y el oficial vendedor, con arreglo a cálculos 
practicados por la Inspección de la Dirección (lene ral del Impuesto 
a los Réditos (ver decreto 3523/46, que corre a fs. 59/60 del expe- 
diente administrativo agregado por cuerda). Hecho efectivo el 
pago bajo protesta (f*. 65/fífi del expte. citado), la empresa de- 
mandó al Estado Nacional por repetición de la suma meneé nada, 
fundando la acción en que el art. 17 de la ley 12.160 sólo autoriza 
al Poder Ejecutivo a aplicar multus por infracciones al régimen 
de cambios, "pero no para obtener un enriquecimiento sin causa, 
Iwncfieiándose con diferencias que a su criterio establezca" (fs. 
10 vta. y 11). La demanda fué rechazada por el juez de primera 
instancia (fs, 44/4"») y acogida ]K>r la nmyoría del tribunal a quo 
a fs. 57/66, habiendo llegado los autos a esta Corte Suprema en 
virtud del recurso extraordinario interpuesto contra esa última 
sentencia por el Sr, Procurador Fiscal de Cámara (fs. 68/69), 
el que es procedente desde el punto de vista formal con arreglo 
a lo proscripto por el art. 14, inc. 3», de la ley 48, en razón do 
haberse cuestionado en autos la inteligencia del art. 17 de la 
ley 12.160 y ser la decisión recurrida contraria al derecho que el 
apelante funda en dicha norma federal. 

2°) Que, con arreglo a los términos en que lia sido plantea- 
do el remedio federa!, la cuestión a resolver por esta Corte se 
reduce a determinar si, dentro de las facultades que confiere el 
art. 17 de la ley 12.160, se halla comprendida la de reclamar la 
diferencia de cambio entre los valores del mercado oficial y del 
mercado libre de aquellas divisas que han excedido las necesida- 
des reales del importador y que no han sido restituidas al mer- 
cado oficial, 

3*) Que en el precedente de Fallos: 205 : 531, y tras señalar, 
ronm elemento esencial del régimen instituido por la ley 12.160, 
"la exigencia de que el cambio solicitado en el mercado oficial 
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se ajustara estrictamente al costo de la i ni portación para cuyo 
pago se pedía y en razón del cual se acordaba", esta Corte admi- 
tió expresamente que era facultad del Poder Ejecutivo exigir del 
importador la reintegración de las divisas no utilizadas por aquél 
en las operaciones que hubiesen sido objeto del correspondiente 
permiso. 

4*) Que al aludir a esa facultad, el Tribunal dejó bien acla- 
rado que ella respondía a la necesidad dé mantener la inaltera- 
bilidad en las disponibilidades de cambio oficial, desde que esa 
finalidad constituía una de las bases primordiales en orden al 
plan regulador establecido por la ley 1*2.160 con respecto a la 
moneda nacional y al intercambio comercial del país. Importa 
sin embarco aclarar que, si en el caso que fué objeto del citado 
precedente, esta Corte desestimó la pretensión - del' Fisco en el 
sentido de que el importador debía restituirle la diferencia de 
cambio entre el mercado oficial y el mercado libre, fué porque 
aquél había ya devuelto todas las monedas extranjeras que per* 
ciñiera en exceso, con lo que se desvirtuaba el presunto perjuicio 
que invocaba el Estado. 

o 9 ) Que en el caso de autos, por el contrario, la actora no 
ha restituido el cambio oficial no utilizado en el destino para el 
cual se le otorgó. Admitida, por lo tanto, y en virtud de las razo- 
nes expuestas en el considerando que antecede, la facultad del 
Estado para exigir la restitución no parece dudoso que también 
le asiste la de reclamar la diferencia cuestionada en autos, desde 
que ella representa la cantidad que el Estado necesita para obte- 
ner e incorporar al merendó oficial las divisas respecto de las 
cuales la actora no cumplió su obligación de restituirlas. Carece 
asi de consistencia, en la especie, el argumento formul: lo por la 
mayoría del tribunal a quo en el sentido de que aquella diferencia 
no coincide con la cantidad de moneda nacional que el Estado 
necesita ría para adquirir las divisas no ingresadas en su oportu- 
nidad, pues es obvio que parte del valor de aquellas monedas 
extra ti jeras — con mayor exactitud, el representado por su precio 
en el mercado oficial — ingresó oportunamente al patrimonio fis- 
cal con motivo de su adquisición por el importador. 

<¡ 9 ) Que, en esas condiciones, carece también de significación 
el hecho de que el Estado demandado no haya producido prueba 
tendiente a acreditar la existencia de un perjuicio, pues éste debe 
reputarse configurado frente a la mera comprobación de que la 
actora substrajo al mercado interno la concurrencia de parte de 
las divisas que debían hallarse en él, y cuya reincorporación sólo 
pudo llevarse a cabo mediante la adquisición en el mercado libre. 

7 9 ) Que, en consecuencia, cabe concluir que, dentro de las 
facultades conferidas al Poder Ejecutivo por el art. 17 de la 
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ley 12.160, se halla implícitamente comprendida la de reclamar 
el pago de diferencias como las disentidas en autos. 

Por ello, se revjca la sentencia de fs. 57/66 en lo que ha 
sitio materia de recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso 

Akistóbulo D. Abáoz de Lamadrid 
— Luis María Boffi Booc. 10 — 

J ULIO ÜVHANARTE — R] CARDO Cc- 
LOMBBES. 



ISMAEL SERANTES v. JUANA DURAN de BONORJNO EZEIZA 

SECL RSO E X T RA ORDIXA RIO: Requisitos propios. Cuestiones no federóles, 
lHterpntuvUm th normas locales de procedimientos. Costas y honorarios* 

I-i s n-irulHrjones de honorario* son. como principio, i n susceptibles de apela- 
ción extraordinaria, salvo circunstancian excepcionales. Tal ocurre cuando la 
decisión refutatoria de hi cántara requiere alirim fundamento para justificar 
la varineión sustancial de criterio respecto a la regulación practicada por el 
interior y a la prescinilcnoia de las sumns mínimas establecidas por el arancel 
para iibopndos y procuradores. 

RECURSO KXTRAOltniXARIO; Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Procedencia det recurso. 

Procede el recurso extraordinario y corresponde dejar sin efecto la sentencia 
de la cámara rjuc, con la simple mención de "la extensión e importancia de 
los trahajos", reduce de mftt, 8.000 a m$n. 1.000 los honorarios del abogado 
patrocinante que. a su vnz, los estimó en m$n. 18,000, 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El recurrente, invocando lo dispuesto por los arta. 4, 6 y 37» 
inc. 9* del arancel de abogados y procuradores, estimó sus hono- 
rarios en la suma de m$n. 18.000. 

La Cámara Regional de Buenos Aires, por aplicación al caso 
de lo establecido por el art. 22 de dicho arancel fijó los honora- 
rios en m|n. 8.000 y la Cámara Central respectiva, teniendo en 
cuenta la extensión e importancia de los trabajos profesionales, 
"de acuerdo con las constancias de autos", los redujo a la can- 
tidad de mfn. 1.000. 

Contra esta resolución dedujo el interesado recurso extra- 
ordinario, que es procedente con arreglo a la doctrina de V. 13. 
de Fallos: 239: 10 y 204 ; 241: 121 y otros. 
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En consecuencia, y por aplicación de esta doctrina — dado 
que el fallo carece de fundamentación normativa — , estimo que 
corresponde dejar sin efecto la regulación apelada y disponer 
que se dicte nuevo pronunciamiento. Buenos Aires, 3 de setiem- 
bre de 1959. — Ramón La se ano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de octubre de 1960. 

Vistos los autos: "Serantes, Ismael c/ Duran de Bonorino 
Ezeiza, Juana s/ se fije precio de venta". 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte 'as regu- 
laciones de honorarios son» como principio, iususceptibles de 
recurso extraordinario. Sin embargo, la solución puede ser dis- 
tinta en Lircunstaneias excepcionales, una de las cuales es la que 
ocurre cuando la decisión regulatoria requiere algún fundamento, 
que justifique la variación sustancial de criterio entre los regu- 
lados en ambas instancias, y la presciudencia de las sumas míni- 
mas establecidas por el arancel profesional —Fallos: 245: 359 y 
otros—. Porque aun cuando la aplieabilidad misma del arancel 
al caso concreto sea cuestión de interpretación de él, así como, 
en su caso, la determinación de la cláusula aplicable, no basta la 
simple mención de "la extensión e importancia de los trabajos" 
para reducir de m|n. 8.000 a m$n. 1.000 los honorarios del abo- 
gado patrocinante que, a su vez, pidió m#n. 18.000. En tales 
condiciones la sentencia recurrida de fs. 25 debe ser dejada sin 

efecto. _ 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el Señor 
Procurador General, se decide dejar sin efecto la resolución ape- 
lada de fs. 25, debiendo devolverse los autos a la Cámara de su 
procedencia a fin de que, la Sala que sigue en orden de turno, 
dicte nuevo fallo con arreglo al presente pronunciamiento. 

Benjamín Villegas Basavubaso — 
Akibtóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Luis María Bofe i Booqero — 
Julio Oy han arte — Pedro Abe- 
•rastury — Ricardo Coi ombres. 
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ROSA SARA MAXTOVA de CASEPA v. MARIO ONEGA Y Otro 

RECURSO BE REVOCATORIA. 

Las sentencias y resoluciones de la Corte Suprema son insusceptibles de lo. 
recursos de revocatoria y de nulidad. 

RECURSO EX TRAORDISA RiQ: Trámite. 

Lo referente a la ejecución de la sentencia, respecto de la cual se ha conce- 
dido la apelación extraordinaria, debe cuestionarse ante el superior tribunal 
de la causa. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Trámite. 

ha facultad que asiste a la Corte Suprema para ordenar la suspensión de 
los procedimientos, es estrictamente excepcional y no puede ejercitarse sino 
en supuestos en que ineludiblemente lo impongan razones de orden insti- 
tucional. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de octubre de 1960. 

Vistos los autos: "Mantova de Cánepn, Rosa Sara c/ Onega, 
Mario y otro s/ ejecución hipotecaria". 

V considerando: 

Que de acuerdo a una reiterada doctrina las sentencias y 
resoluciones de la Corte Suprema son insusceptibles do los recur 
sos de revocatoria y de nulidad (Fallos: 193: 236; 244; 506 y 
otros). 

Que, por lo demás, lo resuelto a fs. 457 vta. se ajusta a loa 
dispuesto por el art. 7* de la ley 4055 v a la jurisprudencia del 
Tribunal (Fallos: 245: 387). 

Que cabe agregar, por último» que la facultad que asiste a 
esta Torte Suprema para ordenar la suspensión de los procedi- 
mientos, es estrictamente excepcional y no puede ejercitarse sino 
en supuestos en que ineludiblemente lo impongan razones de 
orden institucional, lo que no ocurre en el caso (Fallos: 245 : 425). 

Por ello se decide no hacer lugar a lo solicitado en el escrito 
que anteeede, debiendo estarse a lo decidido a fs. 457 vta. 

AniSTÓBULo D. Araos de Lamadrid — 
Julio Oyhanarte — Pedro Abe- 
rastury — Ricardo Colombres. 
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JUANA MARIA LEONTE pe BERNASCONI v. ERNESTO M. BERNASCONI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestiones no federales. 
Interpretación de norma» locales de procedimiento*. Casos varios. 

Lo atinente ni trámite impreso a la nulidad del matrimonio, planteada en el 
juicio de divorcio, es, como principio, cuestión ajena al recurso extraordinario. 
El argumente de que la vía incidental admitida contraría lo dispuesto en loa 
arta. 84, 85, 86, 103 y 104 de la ley de matrimonio civil, habida cuenta de 
su carácter común, no excede de lo que es también propio de loa jueces de la 
causa. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

La circunstancia de que en el incidente sobre nulidfld de matrimonio se haya 
omitido citar al primer esposo de la recurrente, de quien esta no se afirma 
apoderada, no justifica el recurso extraordinario con fundamento en 1» garan- 
tía constitucional de la defensa en juicio. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione* no federales. 
Interpretación dé normas locales de procedimientos. Cosa juzgada. 

Lo atinente a la inexistencia de cosa juzgada en, por vía de principio, irrevi- 
sible en instancia evtraordinaria, salvo supuesto* de excepción admitidos en 
caso» de interpretación de sentencias de la Corte o de arbitrariedad, 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propias. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Principios generales. 

El pronunciamiento que desconoce efectos de cosa juzgada a una venia judi- 
cial, no excede de lo que es materia de decisión por el tribunal apelado de la 
causa. Lo misn cabe afirmar respecto de sentencias extranjeras en tanto, 
sobre el punto atinente a las normas legales que rigen la materia, no sa 
proponga cuestión federal concreta. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen, 

No procede el recurso extraordinario fundado en que vulnera la defensa en 
juicio el acogimiento de la acción de nulidad de matrimonio, deducida por el 
ministerio fiscal y que se alega tramitada irregularmente, m el recurrente 
ha omitido la expresión concreta de la restricción experimentada, en el caao, 
por la garantía invocada. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de octubre de 1960. 

Vistos los autos: *' Recurso de hecho deducido por lu actora 
en la causa Be mascón i, Juana María León te de c/ Bernnsconi, 
Ernesto M." para decidir sobre su procedencia. 
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Y considerando: 

Que lo atinente al trámite impreso a ta ' ausa es, como prin- 
ripio, cuestión njeim al recurso extraordinario —Fallos: 235 : 666 
y 772 y otros—. Y el aumento de que contraría lo dispuesto 
cu los arts. 84, (45, 86, 103 y 104 de la ley de matrimonio, habida 
cuenta de su carácter común, no excede de lo que es también 
propio ele los jueces de la causa. A ello debe añadirse que la 
solución no varía por razón de invocarse el art. 18 de la Consti- 
tución Nacional, pues no resulta de la queja do qué defensas o 
pruebas se haya visto privado la peticionante a raíz del procedi- 
miento seguiclo en la causa — Fallos: 245: 183 y otros — . 

Que la omisión de la citación del primer esposo de la recu- 
rrente, de quien esta no se afirma apoderada, no justifica tam- 
poco 4-1 otorgamiento de la apelación —Fallos: 235: 347; 236: 
169 y otros — . 

Que es jurisprudencia reiterada de esta < 'orte que lo atinente 
a la inexistencia de cosa juzgaría es, por vía do principio, irro- 
visiblo en instancia extraordinaria — Fallos: 245: 111; 243: 220 
y otros—. Y la excepción que esta jurisprudencia admite para 
los supuestos de interpretación de sentencias do esta Corte o de 
arbitrariedad no es invócame en el case». El desconocimiento de 
tales efectos n una venia judicial no excede de lo que es materia 
de decisión por el tribunal apelado —Fallos: 238: 18— y lo mis- 
mo corresponde afirmar respecto de sentencias extranjeras, en 
tanto sobre el punto no se proponga cuestión federal concreta, 
atinente a las normas legales que rigen la materia. 

Que, pur último, el agravio consistente en el acogimiento de 
una acción del ministerio fiscal tramitada ir regularmente vulnera 
la defensa en juicio, debe rechazarse por falta de expresión con- 
creta de la restricción experimentada en el caso, de la garantía 
invocada. Y la aserción de que, en tales condiciones la sentencia 
en recurso, es arbitraria debe desocharse, porque no encuadra en 
los supuestos que esta Corte ha establecido como tales. 

Por ello se desestima la precedente queja, 

Benjamín* Villeoas Basavilbaso — 
Julio Ovhanahte — Pedro Abe- 
rastl'iiy — Ricardo Colombres. 
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CAJA de ACCIDENTES v. EMPRESA CONSTRUCTORA PELLIZA Hítos. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de norma» y acto» comunes. 

La sentencia que hace tugar a la indemnización por accidento de trabajo, 
decide cuestiones de hecho y de derecho común, irremisibles en la instancia 
extraordinaria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos- propias. Cuestiones no federales. 
Sentencia» arbitrarias. Principios generales. 

La sentencia que, en lo atinente a la importancia de In prescripción invocada, 
además de sus propios fundamentos, se remite a los ile la jurisprudencia ple- 
nnría, es insusceptible de la tacha de arbitrariedad. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de octubre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa ('aja de Accidentes c/ Empresa Constructora 
Pelliza Hnos. f, t para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que lo resuelto en los nulos principales son cuestiones de 
hecho y de derecho común, irrovisibles en instancia extra- 
ordinaria. 

Que ello es así también en lo atinente a la improcedencia de 
la prescripción invocada, punto en que la sentencia del caso se 
remite, además de sus propios fundamentos, a los de jurispru- 
dencia plenaria, todo lo que excluye la aplicación al caso de la 
doctrina atinente a la arbitrariedad —Fallos: 244: 521 y 523 
y otros — . 

Que en tales condiciones atentos, además, los términos de 
las sentencias de que se trae copia a requerimiento de esta Corte, 
la queja debe ser desechada. La causa no contiene, en efecto, 
cuestión constitucional bastante para sustentar la apelación ni 
existe razón valedera para la intervención de esta Corte en ella. 

En su mérito se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villeoas Basavilbaso — 
Ap.istóbulo D. Abáoz de Iamadrid 
— Julio Oyhanartr — Pedro 
Abrrastury — Ricardo Cohom- 
bres. 
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E. FERNANDEZ MARELLI Y Otíu> ?. E. FIQCKM.OXT i SAMUEL C. SALAS 

RECt'RSO EX TfíA ORDI NA RiO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Smumiw arbitrarios. Improcedencia del recurso. 

Us agravios atinentes & ta invalide* del trámite respecto de terceros y « la 
decisión de la causa con pkoa jurisdicción por el tribunal de alzada, en 
vista de] resultado favorable al actor de ln sentencia de primera instancia 
que decretó el desalojo, no comprueban la existencia de arbitrariedad en 
los términos de la jurisprudencia de la Corte sobre la materia 

RECURSO EXTRA ORDIXARIO: Reqnhitos propios. Cuestiones no federales. 
Séntriituts arbitrarias. I'rituipin* tjenerahs. 

La alegación de preseindencia de prueba o de falta de la misma, encontrán- 
dose ta sentencia apelad» suficientemente fundnda, no sustenta el reninso 
extraordinario. 



NACION ARUEXT1NA v. M01IAMKD M. HASSANIE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisita» propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas torales de procedimientos. Doble instnneia y recursos. 

Us resoluciones que declaran improcedente un recurso para ante el tribunal 
de ta cansa, son ínsuseeplibles de npclación extraordinaria. Tal ocurre con 
el pronunciamiento de la Cámara que, por existir sentencia firme en el 
.inicio y nu persiguiéndose aclaratoria ni ejecución, declara concluida su 
jurisdicción. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

La resolución del tribunal federal que no hace lugar a la remisión de los 
untos a la justicia local en razón de que, existiendo sentencia firme respecto 
A denalojn ile tierras jiedido por la Nación y sin debatirse lo atinente al 
dominio, derla ra concluida su jurisdicción, no contieno decisión referente a 
derechos de la provincia recurrente —que no es parte en el proceso— insue- 
«■eptiblcs de planteo y pronunciamiento en ln oportunidad v por quien 
corresponda. 

Dictamen oel Pnornunon General 
Suprema Corte : 

Falta en el apelante interés suficiente para sustentar el 
recurso sobre ta base del dominio que alega, pues en lo que con- 
cierne a este derecho el pronunciamiento no lo agravia; y en 
cuanto al ¡ilantentn lento jurisdiccional que se formula no cabe 
que la provincia lo articule como si fuera parte en el pleito. 

Por lo expuesto pienso que el recurso extraordinario inten- 
tado no procede y que corresponde desestimar esta queja dedu- 



(l) 5 tic octubre. Futios: 233: 103; 235: 347; 24?: 111. 
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eida por su denegatoria. Buenos Aires, ló de setiembre de 1960. 
— Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, a de octubre de 1960. 

Vistos los autos: ''Recurso de hecho deducido por el Fiscal 
de Estado de la Provincia de Chubut en la causa Fisco Nacional 
e/ Hassanie Mohamed M.", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando ; 

Que con arreglo a jurisprudencia reiterada de esta Corte las 
resoluciones que declaran improcedente un recurso para ante el 
tribunal de la causa, son insuscoptibles de apelación extra- 
ordinaria. 

Que esa doctrina es aplicable respecto de la resolución de 
fs. 784 de los autos principales, donde se declara que, por haber 
terminado la causa con sentencia firme, ha concluido también la 
jurisdicción del Tribunal apelado ; que no se persigue ni la ejecu- 
ción ni la aclaratoria de la sentencia de fs. 720, por quien, ade- 
más,, no es parte en el proceso. 

Que toda vez que lo expuesto no resulta decisión alguna ati- 
nente a derechos de la Provincia recurrente, susceptibles por lo 
demás, de planteo y decisión en la oportunidad y por quien co- 
rresponda, lo expuesto basta para el rechazo de la queja. Porque 
no es aplicable al caso la jurisprudencia establecida en Fallos: 
245: 12, atinente a supuestos distintos al de autos, ni existe cues- 
tión de competencia similar ¡t la resuelta en Fallos: 244 : 437, 
por lo demás, a favor de la jurisdicción nacional. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
— Julio Oyiianahte — Pedho 
AinsTÓnrLO D. AttÁoz pe La Madrid 
AsEliASTritY. 



AMALIA M. FERRARI HARDOY i>e RODRIGUEZ ARIAS v. 
CASIANO J. RODRIGUEZ AíilAS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Relación directa. ,V ar- 
mas eítrttñtís al juicio. Din posiciones constitucionales. 

Lo atinente a la inteligencia de loa arts. 28 y 29 del decreto-ley 1285/58 y a 
In consecuente compatibilidad admitida con ello» a In Acordada de la Cámara 
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Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital Federal, reglamentaria del 
recurso de inaplicabihdad de ley, es panto de orden procesal que, en pre- 
sencia de laa resoluciones recaídos en anteriores recursos traídos por el 
recurrente, resalta insustancial a los fines de la apelación extraordinaria 
fundada en los arts. 17 y 1 8 de ta Constitución Nacional. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de octubre de 1960. 

Visto» los autos: 11 Recurso de hecho deducido por el deman- 
dado en la causa Rodríguez Artas, Amalia M. Ferrari Ilardoy de 
c/ Eodríguez Arias, Casiano jj% para decidir sobre su pro- 
cedencia. 

Y considerando: 

Que lo atinente a In inteligencia de los arta. 28 y 29 del de- 
creto-ley 1285/58 y a la consecuente compatibilidad admitida con 
ellas a la Acordada de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Civil, es punto de orden procesal que, además, en presencia de 
las resoluciones recaídas en anteriores recursos traídos por el 
mismo peticionante corresponde declarar insustancial a los fino? 
de la apelación extraordinaria. Kn tales condiciones las cláusulas 
constitucionales invocadas carecen de relación directa con In ma- 
teria del pronunciamiento y el recurso de hecho debe ser denegado 
—Fallos : 1 í)4 : 220 ; 245 : 450 y otros—. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

BenjamÍx Vij.leoas Basavilbaso — 
Aiíistóbulo J). An.voz de Lamadhid 
— Julio Oyhaiíahte — Pedro 
Arerastury — Ricardo Cohom- 
bres. 



LUÍS VILLA v. JUANA PACHOLI le SANTARELLI 

nEVVRSO hlXTRA O RPIXA RIO: Requinte» propios. Cnetttonv* no federales. 
Sentrmitt* arbitrarias. Principios genérale*. 

La doctrina que admite In tacha de arbitrariedad, ni el supuesto de haberse 
rechazado una demanda sobre la base fínica de la presentación extemporánea 
de un documento del que podía depender la solución del pleito y omitiendo 
toda otra consideración, no es óbice a la valides de la reglamentación del 
proceso ni impide los efectos de su inobservancia por laa partes 



(i) 5 de octubre. Fallos: 238: 550. 
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RECCSSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones ta federales. 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

No procede el recurso extraordinario fundado en la doctrina sobre arbitra- 
riedad contra la resolución que, con base en lo dispuesto en el art. 36 de la 
ley 11. ¡124, dci-tarn extemporánea la prueba reiterada en el juicio de desalojo. 



COSSTITUUON NACIONAL: Derecho* y garantías. Defensa en juicio, l'ro- 
erdi miento » sentencia. 

}¿i reconvención, como forma de Imeer electiva, dentro de un proceso ya 
iniciado, una m-eióit del demandado frente id uctor, con independencia de la 
deducida por este último, no constituye requisito de la garfiutía constitucional 
ile Ja defensa en juicio. La prohibición de reconvenir en los juicios de dea- 
alojo (art. 40 de la ley 11.024, modificado por el art. 2<i del decreto-ley 
23.30S/ñti) no obsta n que- el demandado sea oído, ni impide que baga valer 
sus pretcnsiones en otro juicio. 

Kn consecuencia, si el recurrente no acredita una efectiva privación o restric- 
ción sustancial do ht defensa, el agravio fundado en aquella prohibición no 
sustenta el recurso extraordinario. 

* 

CONSTITUCION X ACION AL: Derecho* g garantió*. Igualdad. 

Ú art. 4(1 de la ley 11.024, modificado por el art. 2tí del decreto-ley 2:U9H/ 
56, no viola la garantía constitucional de la igualdad al -prohibir at deman- 
dado la reconvención en los juicios de desalojo, ya que n aquél le asiste 
la facultad de reclamar los derechos ipie pretende mediante acción deducida 
en juicio por separado. 

CONSTITUCION SACtONAL: CmtstUitcivnalidad c ¡ncouslitucionalidad. Le- 
yes nacionales. Procesales. 

El art. 4U de la ley 11.024, modificado por el art. 2ü del decreto-ley 23.398/ 
5fi no es violntorio de las garantías constitucionales de la defensa en junio 
y de la igualdad. 



Suprema Corte: 

El apelante impugna la validez del art. 40 de la ley 11.924, 
modifieado por el art. 26 del decreto-ley 23.398/56, que dispone 
que en el juicio de desalojo no se admitirá reconvención. En con- 
secuencia de ello entiende que se afecta ta garantía de defensa 
y la de igualdad ante la ley, sobre la base de que el demandado 
no podría intentar defensas en tales juicios, ni accionar contra el 
actor a (¡uien en cambio se lo autoriza a demandar. 

La alegación relativa a la supuesta falta de defensa es 
inadmisible si se advierte que la circunstancia de no poder recon- 
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venir no impide oponerse al progreso de ta acción; v la presunta 
violación a la igualdad resulta desvirtuada ante la facultad que 
se da el accionado de reclamar los derechos que pretenda me- 
diante acción deducida en juicio por separado, Pero además 
en he destacar que en el caso concreto del recurrente ésto no 
expresa las defensas que hubiera podido intentar ni las acciones 
que no habría podido deducir. 

En consecuencia, pues, considero que sólo cabe desestimar 
la* pretensiones sostenidas por el apelante. Buenos Aires, 24 de 
marzo de 19(30. — ttamón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de octubre de 1960. 

Vistos los autos: "Fiore, Camilo c Kzoes, Gustavo s/ des- 
alojo". 

Considerando : 

1°) Que contra la sentencia de fs. 130, que se pronunció en 
favor de la constitueionalidad del art. 40 de la ley 11.924, modi- 
ficada por el art. 26 del decreto-ley 23.398/56, el demandado 
interpuso recurso extraordinario sosteniendo que dicha norma es 
viotatoria de las garantías constitucionales de la defensa en jui- 
cio y de Ja igualdad, por cnanto, respectivamente, la prohibición 
di- deducir reconvención en los juicios de desalojo es susceptible 
de provocar el pronunciamiento de sentencias contradictorias 
sobre una misma cuestión, y comporta una desigualdad con res- 
pecto ii la situación de la parte actora (fs. 134/136). 

-**) Que la reconvención, como forma de hacer efectiva, den- 
tro do un proceso ya iniciado, una acción del demandado frente 
al actor, con independencia de la deducida por este último, no 
constituye requisito de la garantía constitucional de la defensa 
en juicio, desde que su falta de regulación normativa no obsta 
a la posibilidad de que el demandado sea oído acerca de sus 
defensas y demás extremos conducentes para la decisión del liti- 
gio, ni impide que aquél haga valer sus pretensiones en otro juicio. 

3») Que, en esas condiciones, y habida cuenta de que 
fundamentos invocados por el recurrente no acreditan que haya 
mediado, en el caso, una efectiva privación o restricción substan- 
cial de la defensa —con arreglo a la reiterada jurisprudencia de 
esta Corte sobre el particular (Fallos: 185: 242; 188: 120; 193: 
487; 234 : 735 y sus citas; 242 : 234 y otros)—, el remedio federal 
intentado sobre la base del art. 18 de la Constitución Nacional 
carece de sustentación, y así se declara. 
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4 9 ) Que también cabe rechazar el agravio fundado en la 
violación del art, 16 de la Constitución Nacional, desde que» como 
lo señala el Sr. Procurador General en su dictamen, la supuesta 
desigualdad alegada por el recurrente pierde todo significado 
frente a la facultad que le asiste en el sentido de reclamar los 
derechos que pretende mediante acción deducida en juicio por 
separado. 

;V) Que, en consecuencia, cabe concluir que el art. 40 de la 
ley 11.924, modificado por el art. 20* del decreto-ley 23,308/56, 
no causa agravio a las garantías constitucionales invocadas por 
el recurrente. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
.se confirma la sentencia de fs. 130 en lo que lia sido materia de 
recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 

A HISTÓ RULO D. A OÁOZ DE LaMAPRID 

— Luis Mahía Boffi Boggeko — 
Julio Oy han arte. 



MANTEL MAXSl'KTO IJKIITOLIII 

ACUMULAMOS DE BENEFICIOS: Jubilaciones y pensiones nacionales. 

La disposición del «rt. 38 dt la ley 11.110, modificada por la ley 13.076, 
posee evidente alcance general y comprende )» situación de quien, como titular 
do ana jubilación otorgada por ln Caja de Retiros. .Jubilaciones y Pensiones 
de ln Policía Federal, obtiene, además, jubilación ordinaria con arreglo al 
régimen de la ley 4.(40. Kn consecuencia , corresponde revocar la sentencia de 
la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo que declara que el límite 
de compatibilidad de ambos beneficios (m$n. 3,000, de acuerdo ran los arts. 
20 de la ley 14.370 y 21 del decreto 1968/55) establecido en la resolución 
del Instituto Nacional de Previsión Social, recurrida ante aquel tribunal, no se 
aplica en el enso por tratarse de prestaciones otorgadas por Cajas u orga- 
nismos no incorporados al sistema de reciprocidad del decreto-ley 9316/46, 
respecto de los cuales cabe, a juicio de la Cámara, admitir la acumulación 
ilimitada. 

ACUMULACION DE BENEFICIOS: Generalidades. 

Para que rija el art. 38 de la ley 11.110, modificado por la ley 13.076, es 
suficiente que el beneficio de cuya acumulación se trata provenga do orga- 
nismos "que no sean dirigidos o administrados por el Instituto'' condición, 
esta, que indudablemente corresponde asignar a la Caja de Retiros, Jubila- 
ciones y Pensiones de la Policía Federa!. La pretendida exigencia de que, 
además, el organismo otorgante se halle incorporado al sistema de recipro- 
cidad establecido por el decreto-ley 9310/48, carece de fundamento normativo 
y no puede ser inferida de ta ley 13.076, cuyo texto, inequívoco, no la 
consiente. 



14 VALIjOS DK LA CORTE StJI'HKVIA 

JUECES. 

Los jueces no pueden «lujar de aplicar una norma positiva, tuyo teito es 
rlar» y preciso, por la consideración de pretendidos perjuicios que se su Done 
puedan resultar de mi ejecución. 



Díctame» iast, Procurador Qenebal jikl Tkahajo 
E«ma. Cámara; 

Se discute en autos si el > múrente —jubilado de la Caja de Retiros, ,Tubi- 
laeionca 3 Pensiones de |„ Popa Federal— puede o no acumular sin límite esa 
prestación, ron I» «pie se le ha otorgado bajo el régimen de la ley 4349, pues 
por aquella prestación percibe un hfiber de m|n. 1,707,24. eon m &» las bonifi- 
maooea del <lerreto 7025 y 00O0 -fg. on ianln que Ia roil( , Pr]j(Iíl , a 

(aja Nacional de Pm-uiin para d Personal del Kstndn — f>. 22— asciende n ls 
roma de mía 2.530,97, 

fote Caja declaró que ambos beneficios eran compatibles, hasta e] límite 
■pie establero el art. 29 de la ley 14.370, tesitura con ln que na está conforme el 
interesado ni sostener que no existe razón legal |inra timi(lir t ,, mmUt (lc , 
dos preataaones. 

KMnstitiit.p Namonal de Previsión Roñal, confirmó la decisión de la Caja 
U ¡- vía. motivando ello h rnterposirión en tk-mpo del recurso que lesisln 
H :.rt. 14 de la ley 14.236, fundado en las ronsideni.-iones que lure el memorial 
•lo ls. .ili/4» ipir, en cunnlu a su forma, satisi'nee Tos requisitos exigidos por la 
doctrina y jurisprudencia para estimarlo proccsalmcnte viable. 

Salvado esd aspecto, corresponde analizar lo que ha sirio materia de rceurso 

fcd fundamento que respalda la resolución recurrida *e encuentra en el die- 
lameii del Sr. Asesor Letrado del instituto, obrante a &. 31, según el cual el 
.-as,, pl,„,teado en autos, es «nálo-o al resuello por la Corte Suprema de Justicia 
«<o la Nación, en el raso de don Luis Kslelian Ahayagn —Fallos: 211: 292— en 
que se declaró que: "No procede computar servicios eomprendidos en la lev 11 110 
.. favor do quien obtuvo por la Caja de Retiros. JuhílaHones, v Pensiones de la 
lolicia rederal, una jubilación cuyo monto excede al fijado por el art 38 de la 
ley 13.07(1. Puesto que la Caja Nacional de Jubilaciones para Empleados de 
Empresa» Particulares y !u faja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Poli- 

eta Federal se rigen por leyes y sistemas propios, esta últi lebe considerar 

en la calchona do ente no dirigido o administrado por el Instituto Nacional de 
Provisión Social, a los efectos del art. 38 de la ley 13.076". 

Debo dejar expresa constancia que al dictaminar dicha causa me adherí a la 
tesis del Instituto que, en definitiva, fué la que prevaleció en la Corte pero 
un nuevo estudio y enfoque del problema lian influido en mi ánimo para cambiar 
de opinión, la que no IWn ln intención de alzarme contra un fallo del alto Tri- 
bunal de Justina, a quien guardo el respeto y consideración debidas, sino el 
propósito de exteriorizar una inquietud respeeto al estudio de estos problemas 
'V previsión de profunda raigambre social. 

El decreto 9310 -ley 12.921, LXIIJ- vino a solucionar en parte la difícil 
situación imperante hasta ese momento, en que se encontraban los afiliados a 
distintos regímenes juhilatoríos y que sucesiva o simultánea mente habían prestado 
«eryic.os en una o diversas Caja» jubilatorias y que, por supuesto, no podían 
hasta entonces acumularlos o computarlos a los fines de obtener cualquiera de 
Fas prestaciones que las respectivas leyes reconocían. 

A tal fin, el art. F de dicho decreto declaró computables loa mismos, previo 
reoonocinuento por la Sección o Caja respectiva, extendiendo el derecho a loe 
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, integrantes de las seccione» del Instituto Nacional de Previsión Social 
y de la Caja Municipal de Previsión Social de la Ciudad de Buenos Airea, «n 
perjuicio de que, según el art, 20, el directorio del organismo primeramente 
nombrado pudiera admitir la incorporación al régimen del decreto de Cajas o 
Institutos de Previsión análogos, provinciales o municipales, a condición de que 
las respectivas autoridades aceptacen por ley u ordenanza el sistema de recipro- 
cidad establecido y con sujeción n las condiciones que el mismo articulo se encar- 
gaba de mencionar. , . . ., . 

Este decreto, rector y básico del sistema de reciprocidad y computación de 
servicios, se ha mantenido inalterable a través de todos los cuerpos leffalt?s que 
se han venido sancionando hasta el presente, de mudo tal que todo el régimen 
previsional actual ae basamento en los principios y normas que integraron aquel 
decreto y si acaso en alguna norma de las leyes y deeretos aparecidos posterior- 
mente, no se remite en forma expresa al contenido y sistema del decreto 9Jlo, 
no por ello debe interpretarse que ha sido intención del legislador apartarse de 
sus principios, creando o introduciendo una nueva modalidad que importara a la 
postre una derogación o modificación del mismo. 

Ni por imperio de lo legislado en el art. 1* del citado decreto, m por 
ulteriores disposiciones, la Caja de Retiros Jubilaciones y Pensione, de la Policía 
Federal integró el sistema de reciprocidad del Instituto Nacional de Previsión 
Social, manteniendo así su individualidad e independencia y, por lo mismo, sna 
afiliados no son beneficiarios de tal sistema. 

En el caso a examen, se hacen jugar lo normad» en el art. 38 de la ley 11. UU, 
92 del decreto 14.535 v 29, última parte, de la ley 14.370, para determinar el 
límite de haber jubilfltorio que puede percibir el recurrente, acumulando las 
dos jiihilacior.es que le han sido otorgada». 

El primen» de i*n* nrtíriilos, pese a la liretmstít ib de encontrarse inserto 
en una ley especial, aplicable a determinado* servicios, se le lia dado un c" 4 *» 1 " 
wncral v por tanto rige pare todos los casos extraños al régimen de la ley 11. UO. 
lüce textualmente el artículo en su actual redacción; "fam perjuro de lo que 
dispone ln ley 12.921 -decreto-ley ;ilC/4Ci— a partir i le la v^enca de la 
presente, los benefieios que el Instituto Nacional de Previsión Social acuerde por 
aplicación de tas distintas leyes de previsión son acuiimlablcs entre sí y con cual- 
quiere otra jubilación, pensión o suUdio, otorgados por organismos que no sean 
dirigidos o administrados por el Instituto, sean de carácter nacional, provincial, 
municipal, militar « graciable, hasta la sninn de mfo, l.o«0. ; 

A su vez el art. 29 de la ley 14.370 dispone que: "Las prestaciones derivadas 
o> servicios pregados por dos ü más peCTOBM sólo serán aeumulables por un 
mismo titular hasta la suma ,.c mfn. 3.000 mensuales; s. excedieren de «U 
importe, el monto de ku prestariotiee se reducirá proporcionalnicntc. Ac «rase 
qué la acumulación de beneficios que fuera permitida por los arts. ¿8 tic la ley 
?1 LIO v 92 del decrete-ley 14,5:í5/44, ley 12,021, modificados respectivamente 
por 'las'leyea Í&W y i:UMJ5, sólo procede cuando dichos heiieticos derivan de 

distintos servitios". . 

Indudablemente que el art. :t8 de la ley 1U10, tomado aisladamente y ante 
su el«ra redacción, pureeiera robustecer la tesis del Instituto, pero es 4»* en mi 
opinión dicha norma para surtir sus verdaderos efectos debe correlacionarse con 
todo el sistema creado, de modo tal que aparezca acorde con todo el resto del 
mismo, por cuanto me resisto u creer que un solo articulo pueda ser ropa» de 
destruir todo un mecanismo en pleno funcionamiento y con ramilicacon en todo 
nn régimen previsional. An ~„ 

Si por el decreto 9316 se enumeró taxativamente los organismos que compo- 
nían el sistema de reciprocidad a los fines de la computación de seremos y 
otorgamiento de las respectivas prestaciones, no es aceptable que caigeu en las 
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prohibiciones o restricciones aquello* beneficios acordados por otras Caías o 
Inmutas que mlw™ aquel sistema, , 10 obstante, ,,ue en apariencia. n8 í lo 

pudiera haber estab ido el ,.rt. :w de la ley 1i.no a¡ expresar: ^ on , tltt i qll¡Pr 

otra jubilación, pensión o .uh»id¡» rtotgadoa por onanismo* qne rio sean ári- 

guk» o adm.mslrados i*.r el Instituto". por cunll t„. „„„ cuando la lev no lo 
m «i, deben entenderse «i» se trata de onanismos que se han acotridn «i Vítrimen 
f S***!?*? y que por supuesto no Man dirigidos o administrados por el 
Instituto Nacional * Previsión Soria I. toda ve* que las que este administra o 
(Unge raen baja el m -crio del nrt. r del decreto 9.11(1. al declarar conmutables 
tos servicios pregados en cualquiera de la* Cajas o SétffeüM que forman ese 
onanismo De «M que ,m,»do el art. 38 w refiere n «tos beneficios qne el 
Itistituln N«««».,| d.- Previsión Social acuerde pnr aplicación de diversas leven 

''" I'"'™'»» '"■'» «IH-s "iiln- sí". ,e relien, a aquellos beneficios otoñado, 

por eualquwjj de la. Cajas integrantes del instituto, pnra lúe*, aludir a lo, 

f™* ? r ' , ¡ ,I r •^ ,,,,n ^ <-*:ni¡Ww al mismo que se han adherido al ve-Hinei, 
ríe reciprocidad. 

I* pauta de pie |as leyes posteriores han sumido |„ sistemática del decreto 
nns '« 'lt-lH.sici.in del art. 23 de la lev I4.:t7n nE disponer qué: "a 

partir .le l„ v^ceia de la presente ley los afiliados .pie hubieren desempeñado 
-cn,cies en loa distintas rei;¡mem* eom prendí. las en el decreto !>:tl I5/-HJ solo 
Vfrtm obtener ana presión única, considerando la totalidad de 1,« servicios 
¡.restrillo* y remiiurracioiic-. percibidas", 

Al oialileccrse coihq riN t n¡sitri indispensable para la obtención de una pres- 
tación ranea, el Ic de haber desempeñado sen icios en los distintos n-ímeues 

^prendidos en el veto MUi/Mi, se está indicando expresamente que los ¿fi- 
liado* «I reamen cyc| tt íd,„ del art. |9 y los .pie uihiesen firmado convenio 

'""'J""<-'dad, -I:.n privado-, de compulnr stis servicios v unificar las remu- 
ii.-r.'.iiMji. - percibidas n I». eíteetos ddeer préntáeibn única, vale decir, eme 

«n ti libado a la Puja de Retiros, Íttbilari.mes y Pensiones de la Policía Pederá? 
por mtav cvdn.dn de| decef. íttlti, puede conmutar los servicia prestados 
; ni- esa repartición para hacerlo* reeonw er conjuntamente en olma que hubiere 
podid,. prestar en fajas pertenecientes al Instituto Nacional de Previsión o míe 

*" "«««nfn aStaena • el materna de reciprocidad v. en cambio, a un jubilado 

'le aquella Caja se le impone el tope de eoinpnhbiliriu.l. cuando pudiera pozar 
de ÚU bu.et.cn. concedido por alinina de las Secciones integrantes del Instituto 
Xm ' :il ,,,, SiH'ial. Hay qne eonV0nír enloneea qne estci no resulta 

insto, ni razonable. s in p^vh-io de considerar que. en verdad, habría una 
""Hiad.co.n entre lo dispuesto en la ley 11.1 1(S. „rt. 38, y | a l ev 14.:I70. nrt. 2\ 

o bien eslunnr .pie esta norma afirMiaiid., lo 0i ptnado en* el decreto 9310, 

f.ahna venido a dejar ^lll efecto aquel nrt. !IS, situaeión esta que no pnnw iniiv 
dará si es q Ul . ,,os atenemos al contenido del mvundiT jnirrato del art. 2*í) 
(le ii le| LW que a titula aclaratorio pareciera mantener el criterio de acumu- 
lación de beneficios establecido en dicho nrt. ÍW, n eoiulieiñii de que deriven de 
distintos servicios. 

Por ello es qne no pudiéndose afirmar categóricamente la existencia de ana 
derogación del citado artículo por medi.. del 23 de la lev 14.:l7fi\ resulta toáfl 
loirie» recurrir al procedimiento de ennnlinnriún y eorrelnci.m de ambas normas, 
ar-.-umentando. como así lo lwp». que el art. :W de la lov 11.110 se ha referido 
a la asimilabilidad ríe prestaciones otoñadas por las '('ajas que ¡ntecran el 
ust.tulo Naemnal de Previsión Social o las que concedan la Caja Unniripal de 
J n>vi> t .m Social de la Ciudad de Huetms Aires, con más las que hubieren sus- 
cripto itmveniu de reciprocidad que son. precisamente, las que escapan a la direc- 
ción o administración de a.piel organismo, tal como re7 4( el mencionado art -18 



DE .irsTUMA 1>K LA NACION 



Insistiendo en mi punto de vista relativo a que una norma legal, no obstante 
i claridad de su tetra, no deb$ ser tomada y aplicada en forma aislada, sino en 
íelación a todo el sistema imperante, es que lie argumentado en la forma que lo 
be hecho, tratando en lo posible de demostrar que, recurriendo al procedimiento 
de coordinación, pueden conciliai-se normas que a pa rentan contradicción, al par 
que aparecen claras y precisas en su redacción. 

Bajo tales conceptos f por la* razones expuestas, es (juey a mi entender, 
!¡t .jubilación de que es titular el recurrente, acordada por la Caja de Retiros, 
Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal, esc.ipn n. las prescripciones de 
loa arla. :)8 de la ley 11.110 y 20 de la ley ] 4.1170, podiendo ser acumuladas sin 
límites, u la que le Un sitio otorgada por la faja Nacional de Previsión para 
el Personal del Kstaito. Por consiguiente, aconsejo a V. K. ta revocatoria del 
punto tercero de la resolución de fs. 22, objeto del recurro interpuesto, lies pacho, 
14 de febrero de 1H58. — Y triar A. Hiirrthi Cwlh. 

SENTENCIA PK },.\ CAMARA NACIONAL DE A PEI, ACIONES OEI, Tlf.YHA.m 

Kn Hílenos Aires, n los 28 de febrero de 10ÓH, reunidos en la Sala de 
Adíenlos bajo la presidencia de su titular Dr. Mario K. Yideln Morón, a fin de 
considerar el recurso deducido contra la resolución de fs. 32 vta. f los Sres, Voca- 
les, Ures. Electo Santos y Armando ti. Machera, sí- procede a oír las opiniones 
de los Krcs. Vocales en el orden de sorteo practicado al efecto, resultando así la 
sumiente exposición de fundamentos y votación: 

F,l Pr. Vidria Morón, dijo: 

VA recurso deducido a ¡'-j. 'Mi por el actor, en mérito fl ] art. 14 de la ley I4.23ti, 
contra la resolución denegatoria del Instituto Nacional de Previsión Social de 
' s> :í - vtn, resulta procesalruenlc viable, conforme lo lia demostrado el Rr. Procu- 
rador General a fs. 4.1/47, cuyo criterio comparto y hago mío, quedando, en 
(onseeueneín, abierta la alzada para considerar los agravios expuestos en el 
memorial de fs, :tt¡/40 y así lo voto. 

Respecto a la cuestión de fondo, estimo procedente la queja del recurrente 
en mérito a las razones expuestas por el Sr. Representante del Ministerio 
Público en su dictamen precedente, donde hace un concienzudo y profundo aná- 
lisis y isltidio de bis disposiciones legales aplicables en el presente caso. 

I ti dudablemente los sistemas de reciprocidad en ¡a computación de servicios 
y de acumulación de beiieíirios tiene su origen en el decreto-ley 0;J1(¡/4(¡, conva- 
lidado por la ley 12.021. La reciprocidad en la computación, de acuerdo a lo 
dispuesto por dicho decreto-ley. nacía para los organismos provisionales com- 
prendidos en el Instituto Nacional de Previsión Social y faja Municipal de 
Previsión Sm-ial de la Capital Federal por imperio de la ley, y para los institutos 
de ¡lililí 1 índole, correspondii ntes a los órdenes provincial y municipal, en virtud 
de leyes provinciales u ordenanzas mimii-i pales de acogimiento, mediante las 
cuales se facultaba a los citados organismos a celebrar convenios para incorpo- 
rarse al sistema. 

1m limitación impuesta en la compatibilidad del goce simultáneo de dos o 
más beneficios provenientes de distinto* regímenes de previsión, establecida por 
los arts. 21 del decreto-ley 0;tlf¡/4fi, :tS de la ley 11.110, 92 del decreto-ley 
14.035/44 y 20 de la ley 14,370, sólo puede jugar, como bien lo demuestra el 
Sr. Procurador en su dictamen, para aquellas prestaciones comprendida» dentro 
de ambos sistemas, por ser el uno consecuencia lógica del otro, o sea, la compa- 
tibilidad limitada tiene su razón de *er en la reciprocidad reconocida en In compu- 
tación de servicios mixtos. 
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Ehtos dos sistemas —el de la reciprocidad en la computación de servicios 
y el de la compatibilidad limitada en la acumulación de prestaciones — deben 
funcionar en forma congruente, y yuxtaponerse el uno sobre el otro, con exacti- 
tud, por ser uno solo, uno mismo el campo de aplicación, pues el derecho nacido 
de la reciprocidad reconocida, ya sea por imperio de la ley, ya por convenio 
autorizado por ésta, únicamente fué consagrado para las personan comprendidas 
en los regímenes provisionales tenidos en cuenta en el sistema, no siendo posible 
su invocación pro- quienes no se bailen incluidos en él, por lo cual una antigüe- 
dad de servicios, computa ble dentro de otro orden (militar o policial), no sería 
útil para obtener uu beneficio en alpino de los regímenes jubilatorios señalados 
por el dcrreto-ley 0310/40, 

Asimismo, el derecho a la acumulación de beneficios, cuando provengan de 
ta aplicación de las leyes cuya aplicación compete ni Instituto Nacional de Pre- 
visión Social con otro u otros concedidos por organismos no administrados por 
él, sean de carácter nacional, provincial, militar o graciable, hasta una suma 
determinada, nace a favor del afiliado en mérito a aquella reciprocidad en la 
computación, y como una consecuencia de la mi*ma. y la limitación establecida, 
importa un derecho de excepción a favor del Instituto, al condicionar el del 
afiliado; más no puede superar el ámbito de aplicación de la ley y reglar situa- 
ciones extrañas a su propio sistema. 

Ninguna de las disposiciones posteriores al art. 21 del decreto-ley 9ni6/4fi 
-- art. de la ley 11.110 (ley l¡1.07t¡>, 92 del decreto-ley l-I.KIfi/44 (ley i:J.0fió) 
y '29 de la ley 14.370— lian modificado, en es aspecto, el sistema, incluyendo 
dentro del mismo otra* nctividaries de las previstas en él. 

Ahora bien, bailándose excluidas, por esta eausa, las personas comprendidas 
por el régimen de retiros, jubilaciones y pensiones de la Policía Federal, no 
podían beneficiarse con la reciprocidad consagrada, por el sistema del decreto- 
ley 9316/46 no podía aplicársele la compatibilidad limitada, por tratarse de 
servicios extra ibis y distintos a bis previstos en la ley rectora de la limitación. 

fctimn, además, análoga la *; unción de autos a ta proveniente del conflicto 
rntre las leve* ile retiros y pensiones militares y las correspondientes al estudia- 
do sistema del decreto-ley ÍWl(¡'4li y disposiciones modificatorias y complemen- 
tarias Según lo resuello por esta Rala 1 1 1 en su fallo del .11 de octubre de Iflfiü 
en el ca-n de "Al!, Kupcrto Juan f'nrlos c/ Instituí» Nacional de Previsión 
Social". 

Por lo dicho y fundamentos del dictamen del Sr. Procurador General de 
i"s. 43/47, voln por la revocación de la resolución apelada. Los Hrcs. Santos y 
Machera, dijeron: Que compartiendo el voto precedente del Vocal preopinante 
adhieren al Minino. 

Por lo que resulta del precedente Acuerdo, el Tribunal resuelve: Jfrrnefif 
la resolución apelada. - Mario E. ViÜetá Mor>Ui. — Rlrrto ><m/»*. — Arman- 
t!n ¡htrid Mat-hera. 

Dicta mk» hkl PrOCURAPOb General 

Suprema Corte ¡ 

El recurso extraordinario concedido a fs. ¡36 es procedente, 
por haberse enes lío mulo en ñutos la inteligencia de normas fede- 
rales y ser la decisión del superior tribunal de ln eausa contraria 
a las pretensiones del apelante. 

En cnanto ni fondo del asunto, pienso que los agravios del 
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Instituto Nacional de Previsión Social, que ttae el recurso, no son 
admisibles en el presento caso. 

En efecto, según constancias de fs. 10, el Sr. Manuel Man- 
sueto Bertoldi goza de una jubilación otorgada por la Caja de 
Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal, lo que 
no le permite acogerse al art. 113 dei ¡Os tal uto de la Policía Fede- 
ral (decreto-ley 33.265/44 - ley 13.030), el cual se refiere a la 
posibilidad de computar servicios prestados en la Administra 
ción Nacional, pero a los efectos del retiro, hallándose diferen- 
ciados uno y otro beneficio en el Título IV, art. 25 del decreto- 
ley 15.943/46 (ley 13.5Ü3). 

Asimismo, al concedérsele por la Taja Nacional de Previ- 
sión para el Personal del Estado el beneficio de jubilación ordi- 
naria, se manifiesta (pie, no bailándose incorporada la Caja 
Policial al sistema de reciprocidad establecido por el decreto-ley 
9316/46, el interesado no. puede reajustar su prestación con arre- 
glo al art. 23 de la ley 14.37(1 (v. fs. 22 vtu.). 

En estas condiciones, pienso que son aplicables al caso de 
autos, en cuanto sus peculiaridades lo consientan, las considera- 
ciones vertidas por mi antecesor en el cargo, con criterio que 
comparto, en la causa "López, José Federico" (L.49- XIII), 
con fecha 28 de abril ppdo. 

Opino, por lauto, rpic corresponde confirmar la sentencia 
apelada en cuanto pudo ser materia del recurso. Buenos Aires. 
1* de agosto di- 195S. — Rnmón Luxcano. 



Vistos los aulos: ''Bertoldi, Manuel Mansueta s ' jubilación". 



1*) Que, según consta en autos, v,\ Sr. Manuel Mansueto 
Kcrtoldi, titular de una jubilación otorgada por la Caja de "Reti- 
ros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal, que asciende 
a in$n, 1.767,24, con más bonificaciones do m|n. 50 y m$n. 100 
basadas en los decretos 7025/51 y 6000/52 (fs. 16), fc presentó 
ante la Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado, 
solicitando se le acordara jubilación ordinaria con arreglo al 
régimen de la ley 4349, haciendo valer servicios prestados en la 
docencia nacional. La Caja le acordó jubilación ordinaria con 
el haber mensual de m$n. 2.530,97, que declaró compatible con la 
jubilación de la Caja Policial, hasta el límite de mfn. 3.000 fijado 
por el art. 29 de la ley 14.370 (fs. 22). Habiéndose recurrido esta 
decisión, por considerar el interesado que existía compatibilidad 
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Buenos Aires, 7 de octubre de 1960. 
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éaf^B miiboM beneficios -in límite alguno, el Instituto Nacional tle 
IVevisión Social, fatigo de 1 rain i tai las las pertinentes actuaciones 
administrativas, confirmó la resolución apelada, declarando que 
el beneficio peticionado ].nr el Sr. Bertoldi ora compatible coa la 
anterior jubilación que él gozaba, pero solamente hasta el límite 
indicado, de acuerdo a lo estatuido por el art. l'í> de la lev 14.:!70 
y el art. 2\ del deereto 1!>ÓN ,V> {fs. .'íl v. y .'ilí v.). 

-"> ^i» 1 . deducido el recurso del art. H de la lev H.J.'íti, el 
tribunal a quo revocó la resolución administrativa apelada (fs. 
4* 4!U. El razonamiento que fundó esta decisión fué el siguiente: 
H h& limitación impuesta en la compatibilidad riel goce simultá- 
neo de dos n uiás beneficios provenientes de distintos regímenes 
de previsión, establecida por ios arts. L>1 del decreto-lev 9316 4<;. 
:íS de la ley U.110, [t¿ ,le| decrctodey U.o.T) 44 y 1*1 ' de la ley 
14.: ¡7o. sólo puede jugar, como bífen lo demuestra el Sr. Procu- 
rador en -ii dictamen, para acuellas prestaciones comprendidas 
dentro de amitos sistemas, por ser el uno consecuencia lógica del 
otro, o sea, la compatibilidad limitada tiene su razón de ser en la 
reciprocidad reconocida en la computación de servicios mixtos" 
(fs. 4S v,). De este runde, la i 'ámara hizo suyo el criterio expuesto 

pnr c| Sr. J'r ador líeueral del Trabajo (fs. 43/47) y, en 

cong ruencia, declaró que el límite de compatibilidad antes Visto 
no se aplica a lo.- beneficios otorgados por fajas u organismos no 
ineorpiirados al sistema de reciprocidad del decido ley ÍCHÍi 4<>, 
respecto de los cuales cu lie admitir la acumulación ilimitada. 

:¡°) i L hir, contra la sentencia emitida pnr la Cámara, el apo- 
derada del hi «¡tuto Nacional de Previsión Social interpuso 
recurro extraordinario (fs. 02 04). el que le fuó concedido < fs. óli) 
y es procedente en razón de haberse cuestionado la inteligencia 
de disposiciones federales y ser la decisión contraria al derecho 
que el apelante funda en dichas disposiciones, 

f) fine la ley fflm modificó el art. :i8 de la ley 11.110 en 
términos tales que lo hacen aplicable eu la especie, Kl art. l\8 
(modificado), prescribe, en efecto: "Sin perjuicio de lo que dis- 

1" '«'> ]» y M8Í (decreto-ley ÍUKÍ 4tí), a partir de la vigencia 

de la presente, los iHmeficios que el Instituto Xacionnl de Previ- 
sión Social acuerda por aplicación de las diversas leyes de pre- 
visión, son acumulables entre sí y con cualquier otra jubilación, 
pensión o subsidio otorgados por organismos que no sean diri- 
gidos o administrados por el Instituto, sean de carácter nacional, 
provincial, municipal, militar o graciable, hasta la suma de mil 
quinientos pesos (* 1.500) moneda nacional". Este límite de 
compatibilidad fué elevado a mín. :í.(MK( mensuales, a partir del 
1Í) de octubre de líí,"i4, eu razón de lo dispuesto por los art?. 2ft 
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>f) Que, según se desprende de su propio texto, la disposi- 
ción transcrita posee evidente alcaucí 1 general y comprende situa- 
ciones de la naturaleza de la debatida en la presente causa. 

<i v J Qué, en efecto, para que rija la norma sobre la «pío 
versa el recurso, es suficiente que el beneficia de cura acumula- 
ción se trata provenga de organismo.s — nacional, en el caso — ■ 
"que no sean dirigidos o administrados por el Instituto con- 
dición, ésta, que indudablemente corresponde asignar a la < 'aja 
de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal. La 
pretendida exigencia de que, además, es preciso (pie el organismo 
otorgante se Imlle incorporado al sisi- nta de reciprocidad esta- 
blecido por el decreto-ley ÍKH(¡/4ti, carece de fundamento norma- 
tivo y no puede ser inferida de la ley cuestionada, cuyo texto, 
inequívoco, no la consiente. 

7*) Que, por lo demás, el argumento de «pie la no acepta 
eión de isa exigencia puede conducir a extremos inconvenientes 
reñidos con la equidad, si litera exarto, aun cuando pudiera 
fundar un juicio desfavorable al precepto fttib examine o revelar 
mi desacierte i. de ningún modo autorizaría a desvirtuarlo por 
vía interpretativa. Y clin por manto los jueces no pueden dejar 
de aplicar una ñor' na po>ilivn cavo texto es claro y preciso pol- 
la consideración de pretendidos perjuicios que se supone pueden 
resultar de su ejecución ídm-lrina de Fallos: s : :üi:í; Jüii; \t\7t 
y otros). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se revoca la sentencia apelada de t's. 4S 4!». 

]ÍFK.r.\MÍX VlUJiOAS Basavilbaso — 
At!lSTÓ!ÍVLO D. AííÁOZ DE La MADRID 

— Pedro Arehastuhy — Ricardo 
t 'oi.omiu;ks. 



ROSA CAROLINA JACOB he AHCE v. S. A. TU R'O-Flí AXC I A 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

La interpretación de ln ley 11,720 y del doerctn-lry 33.302/45, con arrecio 
n la ninl la indemnización por nntidiednd pinole exceder de los in$n. 1.0(10 
por uño de servicios, es materia de derecho común, propia de los jueces de 
la causa y ajena ni recurso extraordinario. 

liL.CÜRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa. Nor- 
mas extrañas ai juicio, Disposiciones constitucionales. Art. 17, 

La ¡ra ra n tía de la propiedad no sustenta el recurso extraordinario contra 
sentencias que, fundadas en razones de hecho y procesales y ajustándose a 
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las teyes comunes, nn tachadas de inconstitiiciunnlcs, í'ijai tas indemnizado- 
nea previstas en el derecho laboral. 

Dictamen del Procurador GeKERAL 

Suprema Corte : 

En oportunidad de plantear el caso federal (ver punto III 
del escrito de contestación de la demanda de fs. átf) el hoy apelante 
expresa que considera que todo fallo que establezca el monto de 
una indemnización por antigüedad sobrepasando el tope de mil 
pesos por año de servicios —de acuerdo, dice, con la jurispru- 
dencia constante de los tribunales— vulnera el derecho de propie- 
dad consagrado por la Constitución Nacional, cu razón de que la 
empresa que representa ha calculado sus reservas contables úni- 
camente sobre dicha baso. 

Bu tales condiciones, me parece claro que la cuestión federal 
articulada entonces no ha sido planteada correctamente, toda voz 
que no se trataría sino de la interpretación judicial de disposi- 
ciones de derecho román — como sin duda lo son tanto la ley 11.729 
como el decreto ley 33.302/45 — lo que es propio de los j ucees de 
la causa y ajeno a la intervención de V. K. por la vía del recurso 
extraordinario. 

fin lo que se refiere al perjuicio patrimonial quo eventual- 
n lente pueda sufrir la demandada al ser condenada a pagar las 
indemnizaciones en la forma en que lo hace la sentencia recu- 
rrida, sobre la base de determinados cálculos de reservas finan- 
cieras que no se ajusten a lo resucito en autos, va de suyo que no 
configura cuestión alguna do carácter federal que deba ser con- 
siderada por la Corte Suprema. 

Kn consecuencia, el recurso extraordinario intentado resulta 
improcedente, y correspondería declarar que ha sido mal conce- 
dido a fs. 87. Buenos Aires, 22 de marzo de IflfiO. — Ramón Las- 
rano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de octubre de 1960. 

Vistos los ñutos i "Jacob de Arce, Rusa Carolina e/ Trico- 
W rancia S. A. s/ despido". 

Considerando : 

Quo, al fundar el recurso extraordinario, la demandada sos- 
tuvo que ol fallo impugnado, en tanto interpreta que el monto de 
la indemnización por antigüedad puedo superar los m$n. 1.000.— 
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por año de servicios, es violatorio del art. 17 de la Constitución 
Nacional, por cuanto al haber efectuado reservas contables no 
superiores a aquella cantidad, lo decidido le infiere un perjuicio 
patrimonial que afecta su derecho de propiedad. Invocó, además, 
lu doctrina de la arbitrariedad. 

Que la interpretación de la ley 11.729 y del decreto-ley 
33.302/45, con arreglo a la cual la indemnización por antigüedad 
puede exceder los mfn. 1.000. — por año de servicios, os materia 
de derecho común, propia de ios jueces de la causa, y ajena, por 
lo tanto, a la apelación del art. 14 de la ley 48. 

Que la sentencia en recurso contiene fundamentos legales y 
jurisprudenciales bastantes para sustentarla, lo que descarta la 
tacha de arbitrariedad invocada por el recurrente. Además, esta 
Corte tiene resuelto que la garantía de la propiedad no sustenta 
el recurso extraordinario contra sentencias que, "fundadas en 
razones de hecho y prueba y ajustándose a las leyes comunes, no 
tachadas tle inconstitucionales, lijan las indemnizaciones previs- 
tas en el derecho laboral (Fallos: 243: 251 y sus citas). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General. 
?e declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
ís. 87. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
AnisTÓnuLo I). AitÁoz de Lamadrip 
— Luis Mahía Boffi Booge.ro — 
Julio Ovhas aiete. 



BANCO MUNICIPAL pe SANTA FE v. MARIO RAFAEL VILLA NUEVA 

mu SASTRE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propios. Cuestiones no federales. 

Interpretación de normas locales de procedimientos. Casos varios. 

N& procede e) recurso extraordinario contra la sentencia que desestima el 
incidente de nulidad promovido por el demandado en un juicio de desalojo, 
si aquella se funda en la validez de las notificaciones efectuadas en secreta- 
ría, por no haberse constituido domicilio lepa! de acuerdo con el art. 32 del 
Códiíro de Procedimientos Civiles de la Provincia de Santa Fe. 
La resolución recurrida tiene fundamentos de hecha y de derecho procesal 
que bastan para sustentarla, careciendo lo decidido de relación directa e 
inmediata con la garantía constitucional de la defensa en juicio (*). 



(l) 7 de octubre. Fallos: 243; 110; 244: 190. 
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ALEJANDRINO ("OlíONKL v. Cía. ok KKfU'KOS I NIOX COMKHriAXTKS 
REHUSO KXTRAOHDISARiO: Re m M«9 mm * draguen. 

Si la sentencia lia decidido el jimio ile aeuenlo con lo prewptttttffl en el 
art 2(¡ ,1, la fcy JWS8, eon prVindcncia de la mod¡lie t ,ción introducida por 
- dernto-tey ,1,(14 ,arere de ob jeto «-onsiderar los agravios fundador por 
.1 recurrente en cpic lo resuelto importó aplieaeión retroactiva de ese decre- 
to-íev (eon vmlae.on de tos «rt*. 1S y 1!| de la Constitución N'acional) v <m 
£* aun cuando fuere «sí. tal cuerpo Ie*«l no pudo ser ,,p(ie„d„, por r»ll« 
de reda mentación (l). 1 

EXTRAORiHXARlO; fepitf* jwtffe Cuts*,** m fedéraUs. 
ÍHtrrpntitrión mirmtw >¡ u, t<>* finían»-*. 

U J.Lt,rpret i( nó.L del art. Jli de la I,v HoSS „o «jwtiínye cuestión fe- 



S, A. CRUZ ALTA 



¡¡M I ¡tSt> EXTltAUlWlSAttlO: licito* propia Cu*#ion«* no f«We*. 
interpretación «V norma* lócale» de procedimiento*, tasas vario**. 

PlWsto que la ley hú establecido trámites especial*., para dirimir las cuestio- 
nes de .,,!,.] u.lmeit,. no prnrede el re.-nrso extraordinario contra la senten- 
eni <p<e rli-nieau el pedido de que se promucvi. lontiendu de competencia por 
lltníbitona. lal es el caso de lo resuelto por la (Yoiirtrn Federal oV Apelacio- 
nes de luminar., qim desestimo ta euestión de competencia por inhibitoria 
plantead» por 1» .cúrrente y que ésta impugna fundada en que, por «o 
. XLstir sometimiento a la jurisdicción de la ('..misión Arbitral de k Cámara 
(tren nal de Productores de Azúcar, la decisión eom porta denegatoria del 
íeih'nil. ,|ue .■oi-rrspoiideria en riiKÓu de la distinta vecindad de las 

pa rti-s, 

Dictamen tíüh l'nnrrnAiioit ({exeiial 

Suprema portej 

Tal como lo pono de manifiesto el recurrente, el cuso federal 
ha sido debidamente planteado a IV. í) v mantenido a 'fs 78 v 
toda vez qw lo resuelto a fs. 1(17 por el superior Iril.niial do la 
eausa trae aparejada la denegatoria del fuero federal invocado, 
considero qué el recurso extraordinario deducido debe ser repu- 
tado procedente (Palios; ISíí : VH\ X 1S<i : 17H v 240- '*> entre 
otros). 

Kn cuanto al fondo del asunto, pienso que Ins razones (jue 
aduce el apelante no son convincentes. Xa ealie admitir, cnmo él 



0> 7 de nctuhre, 
(3) Fallos: S3P: 239. 
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lo pretende, la tnaplicabilidad de las disposiciones de lu ley 1403 
di» la Provincia de Tueumán en cuanto al obligatorio sometimien- 
to a la jurisdicción arbitral de la Cámara Gremial de Pro duc- 
tores de Azúcar sobre Ja base de que ello importa tanto como 
negarle el fuero federal al que se considera con derecho, por la 
sencilla razón de que tanto el actor como ta propia demandada 
— hay recurrente — se encuentran obligados a respetar sus cláu- 
sulas, al estar afiliados a dicha cámara, según surge acabada- 
mente del informe rendido por el Tribunal Arbitral de la misma 
y copias autenticadas acompañadas (ver fs. «3, <¡4 y 67)). 

Si por razones de distinta vecindad —ya que mientras el 
actor está domiciliado en la ciudad de Tucumáu, la demandada 
tiene su domicilio legal constituido en la Capital Federal — en 
situaciones ordinarias la sociedad anónima Cruz Alta hubiera 
tenido pleno derecho a qnc el juicio se ventilara ante los tribu- 
nales nacionales, en el presente caso, sn voluntaria afiliación a 
la Cámara Uremia! de referencia, no puede haber significado, 
con respecto a tal cuestión, sino una renuncia tácita a reclamar 
ese derecho. Así lo ha entendido el a quo y correctamente a mi 
juicio. 

Kn tales condiciones, estimo que no correspondería sino con- 
firmar la sentencia apelada en cuanto ha podido ser materia de 
recurso. Buenos Aires, J'J! de julio de 105:). — Ramón La arana, 

FALLÍ) PE LA COItTK Sl'IMtKMA 

Buenos Aires, 7 de octubre de 1 !)1¡0, 

Vistos los autos: "Cruz Alta .Sociedad Anónima industrial, 
Comercial, Financiera e Inmobiliaria *' cuestión de competencia 
por inhibitoria". 

Considerando : 

Que contra la sentencia de la Cámara Federal fie Apelacio- 
nes de Tucumán, que desestimó la cuestión de competencia por 
inhibitoria planteada por "Cruz Alta S. A.", esta última inter- 
puso recurso extraordinario fundándolo en la circunstancia de 
que, no existiendo, en el caso, sometimiento a la jurisdicción de 
la Comisión Arbitral de la Cámara Gremial de Productores de 
Azúcar, la decisión comporta denegatoria del fuero federal que 
corresponde en razón de la distinta vecindad de las partes. 

Que esta Corte, fundándose en la existencia de trámites espe- 
ciales para dirimir las cuestiones de competencia por inhibitoria, 
tiene decidido, reiteradamente, que no procede el recurso extra- 
ordinario contra las sentencias que —como la recurrida— no 
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hacen lugar a ja petición de qne se pronn-va una contienda de 
aquella naturaleza (Fallos: 242 : 420, sus cita* y otros poste 

«o Ü¡¡ eU? ' habiíindo dictaminado el Sr. Procurador General, 
fs 118 linpr0( ' edento eI recurso extraordinario concedido a 

Benjamín Y r i llegas Basa vilb aso — 

AmSTÓBULO D, AfiÁOZ DE La MADRID 

— Luis María Bofpi Boggero 

Julio Oyhanarte. 



8. A. CORPORACION CEMENTERA ARGENTINA y. PROVINCIA 

DE MENDOZA 

NACI0SAI <: ****** * WVtf**. en juicio. Pro- 

eedimirnto t/ sentencia. 

No pro«de oí recurso extraord inri rio contra la sentencia de la Suprema 
" i in^ZT VI tMa ™ la in «>" s '¡t^iona!i,lnd de] decreto-lev pro- 
""T in -W í 1 ,indaíln * n ™«»«s de hcclio y de derecho loral. No importa 
qitc la cansa se haya decidido por una razón no invocada pr»r las partos, 
oídas ron nmphtud cu el caso, desde qne ello sólo salifica el ejercicio do 
la fncnltnd judicml de auplir el derecho y no ennstituve, por lo tanto, viola- 
ción de la garantía constitucional de la defensa en juicio. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Vefosa en inicio Pro- 
cedtm tentó y sentencia. 

Es materin ajena a la garantía constitucional de la defensa en itm-io el 
errar en que pueda liaher incurrida la Suprema Corte de Mendoza ' al valo- 

tL i/ m - Tf C3tPC, ¡í' 10 . P ° r Cl lnSt¡tat ° de destilaciones Económicas v 
leeno rtuirns de esa Provincia, en apoyo de la sentencia en que declara la 
inconstitueiüimlidad del decreto-ley provincial Í(l20/m. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El fallo apelndo decide una cuestión de derecho piíhlico local, 
y se funda on razones de íffiial naturaleza que son irrevisibles 
en la mstaneia de excepción. 

Por ello, y sin entrar en mas consideraciones, el recurso 
extraordinario intentado no proeede y ha sido mal aeordado, 

***** ^^POTidc declararlo. Buenos Aires, 8 de julio de 
19(50.— Ramón Lascano. 
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Buenos Aires, 7 de octubre de 1960. 

Vistos los autos: 11 Corporación Ccmentera Argentina S. A. 
r/ Poder Ejecutivo s inconstiluc.". 

Considerando : 

1*) (¿uc contra la sentencia de la Suprema Corte de la Pro- 
vincia de Mendoza de fs. (iü/tííi, que declaró la inconstitucionali- 
dad del decreto-ley provincial 1020/58, el Asesor de Gobierno de 
dicha provincia interpuso recurso extraordinario sosteniendo 
que, si bien el tribunal admitió, en términos generales, que el 
régimen de inecntivación oreado por aquel decreto-ley provoca- 
ría una mayor producción, susceptible de compensar el aumento 
de salarios, desechó luego ese razonamiento, con relación al caso, 
;n luciendo la existencia de factores contrarios que tío fueron in- 
vocados por la parte uetora ni acreditados por la prueba de 
autos, lo que comporta, en su entender, una violación del derecho 
de defensa en juicio asegurado por el art. Í8 de la Constitución 
Xueional (fs. tííí/71 ). 

2 9 ) Que la sentencia recurrida se funda en razones de hecho 
y de derecho local cuya revisión, es ajena a la competencia extra- 
ordinaria de esta Corte, careciendo de significado la circunstan- 
eia alegada de que ht causa se haya decidido por una razón no 
invocada por las partes, que han sido oídas con amplitud, desde 
que ello sólo importó en esta causa el ejercicio de la facultad 
judicial de suplir el derecho y no constituye, por lo tanto, viola- 
ción de la garantía constitucional de la defensa en juicio (Fallos: 
475 y sus citas). 

3?) Que, por lo demás, la conclusión impugnada por el recu- 
rrente encuentra np »yo en el informe expedido por el Instituto 
de Investigaciones Económicas y Tecnológicas de la Provincia 
de Mendoza, obrante a fs. 34 de estos autos, cuya apreciación, 
aunque fuere errónea, es materia ajena a la garantía constitu- 
cional de que se trata (Fallos: *2SR: 56íi y sus citas). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 73. 

BENJAMÍN Villegas Basayilbaso — 

A RIBTOBULO D. AfiÁOZ DE LaMADBID 

— Luis María Boffi Boooebo — 
Julio Oyhanartf.. 
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ELPIDU ESQUIVEL de MARTINEZ -Sccmiós- 

HEVVÍiSO mt RIORW SAMO: Requisitos propios. Relacién directa. Sen. 
EST ^ fHind " m ™ ( "* m f******* " t*mt*» m***tídto. Fundamentos <l» 

n "'^r «¡ n «í 1 ri »«». d ^d° «n invocación do loa 

^■¿ 1 ' 1 Ü V in "', , V, t 1 f d ° Con8titutión MM ^ntrn ta sentencia 
qi« , fundada in Jn falta de pruebas acerca de la constitución de la sociedad 
y de los bienes que integran su patrimonio -eon razones no objetadas por 
el ocurrente- rechaza 1» imputación de los con tribu ventes. por la Direc- 
ción 6M| de li*nta 3 de La Pampa pruvnmlo la transmisión prat.iitn de 
tas purltupacumcs que | fl causante -domiciliada y tallecida en la Capital 

con sede en la Capital, pero con bienes en la Provincia. 

Dictamen dkl PtiorniíAnoi: üeneiial 
Suprema Corte: 

B¡ n.-ursn oxtnmnliiumo roiuvdido a IV. 4S e8 procedente 

_n_ : i j .1 y L.i.) ; .ni, 

Kn f-Hiiutii ;il fruido del «simio, opino que correspondo, ñor 
nplwacion ni iWí/v dé !a doctrina do osta Corte do Fallos 

•>/! { 23? : 4:íl y nírns, revocar la sentencia npol da en i^unn 

fo nn i podido sor materia do iveurso. Rit s Aires, L»U do novíem 

niv dr ü'.íí). — Ramón TAiscano. 

KALLn PK LA CÜICTE SITIÍEMA 

Buenos Aires, 7 de oefubro de 1DG0. 
Vistos I„s autos: -Rvliorto del Sr. Juez Xaeional & I» la* 
taana en lo < ¡vil do |„ "apítal Federal, T>r. Mario EL Culatnvud, 
oh autos: "hsqmvol do Martínez, Klpidia s/ suo-sión" s ' dilj- 



gencta 

lo: 



1*) (¿no contra In sentencia de fs. 34/3:», confirmatoria de 
la dn primera instancia obrante a fs. 14 1T>, que desechó la impuff- 
naeron formulada por los eontrilutventes interesados v confirmó 
jn planilla practicada por la Dirección enera 1 de Rentas de la 
Provincia de Ijx Pampa, se interpuso recurso extraordinario (fs. 
W*m> ol n«P lia sido concedido (fs. 48>. 

p) Que el apelante funda sus pretensiones en el aserto de 
que tas leyes impositivas Nos. 116 y 117 de La Pampa, 
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aplicación en el cuso, contrarían los arts. 31, Ü7, inc, II v 108 de 
la Constitución Nacional, ya que, conforme a lo decidido por el 
t til ni nal a quo, ellos lian podido gravar válidamente la transmi- 
sión gratuita de las participaciones que la causante — domiciliada 
y fallecida en la Capital Federal — tenía en la sociedad "Martí- 
lie*/. Carrozzo e Hijos'', constituida y con sede también en la Ca- 
pital Federal, pero con bienes en la provincia. Aduce en favor 
de su reclamo la doctrina jurisprudencial de esta Corte, que cita. 

3 9 ) Que, como surge de su propio contenido, la sentencia 
contra la que se dirige el recurso hállase fundada, principalmen- 
te, en razones de hecho y prueba respecto de las cuales el apelante 
no formula impugnación ni observación alguna. Ella, en efecto, 
incluye el siguiente párrafo central y decisivo: " . . . no hay cons- 
tancia alguna fehaciente de la constitución de la sociedad men- 
cionada y de los bienes que integran su patrimonio, por lo que 
no sería posible, sobre todo en actuaciones de esta naturaleza, 
juzgar situaciones que no aparecen claramente definidas". Y, 
si bien agrega que la tacha de incoiistitucioualidad no puede pros- 
perar ante el texto del art. 1*0."), inc. 7 P , del Código Fiscal de La 
Pampa, lo lince sólo a mayor abundamiento y, cu rigor, ahiU-r 
flirt )l t/f. 

4 9 ) Que, en tales condiciones, el remedio intentado no resul- 
ta atendible, porque la indicada circunstancia de lucho es bas- 
tante para excluir toda consideración de esta Curte acerca de los 
precedentes invocados, lo^ [[iie - pnr lo iliclin . no -un aplicables 
en el sitb Ute, 

Kn sn mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Gene- 
ral, se declara improcedente el recurso extraordinario concedido 
a fs. 48. 

Benjamín - Villegas Basavtlbaso — 
TjT*is María Boffi Boqohbo — 
Ji-lio O v ha na ute — Eicvuno 

COLOMBRKS. 



NACION ARGENTINA v. S. A. BODEGAS Y VIÑEDOS GIOL 

RECURSO ORDINARIO 7)E APELACION: Tercera instancia. Sentencia *f- 
f tuitiva. Resoluciones anteriores. 

El recha/.o del a premio promovido por la Dirección General Impositiva, por 
resoluciones susceptibles de discutirse cficftzmentc en el jüieio ordinario a 
que alude o] nrt. 320 de la ley 50, no constituye sentencia definitiva que 
autorice el recurso ordinario de apelación, en los términos del art, 24, inc. 
6*, ap. a), del decreto-ley 1285/58 —ley 14.467—. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso ordinario de apelación concedido a fs. 77 es pro- 
miente en mérito de i*» dispuesto por el art. 24, inc. te ap. al 
d^I decreto- ley 1285/58 {ley 14.4(i7). 

En cuanto al fondo del asunto, el Fisco Nacional actúa por 
intermedio de apoderado especial, oí que ha asumido ante V. E. 
la intervención que le corresponde (fs. 81), Buenos Aires, 2 de 
jnlin de 1359. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de octubre de 196U 

Vistos los autos; 11 Kiseo Nacional c/ Bodegas y Viñedos Giol 
S. A. I. C. s/ apremio". 

Considerando: 

Que la sentencia apelada rechazó el apremio promovido por 
la Dirección General Impositiva, fundando su decisión en la cir- 
cunstancia de que el documento agregado a fs. 2ü, en el cual la 
citada repartición practicó una liquidación de lo adeudado por la 
demandada en concepto de impuesto sustttutivo a la transmisión 
grutuita de bienes y estableció las cuotas en que dicho gravamen 
poctrfa abonarse, "tiene el efecto de un compromiso válido para 
ser opuesto como excepción en el juicio de apremio" (fs, 73 vta.). 

Que tanto lo resucito en tal sentido por la Cámnra como los 
demás puntos comprendidos en la parte dispositiva de las senten- 
cias de fs. 59 y 7;í son susceptibles de discutirse eficazmente en el 
juicio ordinario a que alude el art. 320 de la ley 50. Por lo tanto, 
en atención n las particularidades del presente juicio, y no concu- 
rriendo en el caso las circunstancias tenidas en cuenta por esta 
Corte en el precedente de Fallos: 175: 242, el pronunciamiento 
ii] telado no reviste el carácter de sentencia definitiva que autorice 
i'l recurso ordinario de apelación en los términos del art. 24, inc. 
l¡*. apartado a) del decreto-lev 1285/58 —lev 14.467—; (Fallos: 
132: 399; 134; 214 y otros). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara i ir i proceden te el recurso ordinario de apelación conce- 
dido a fs. 77, Costas de esta instancia por su orden. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo i). AuÁoz dk Lamaorio 
— Luir María Bom Boíiotíro — 
Ricardo Oolombrks. 
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S. A. JOSE MINETTI t Cía. Ltda. v. DIRECCION GENERAL de COMERCIO 
y ABASTECIMIENTO —Córdoba— 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos formales. Introducción de ta 
auestión federal Oportunidad. Planteamiento en el escrito de interposición del 
recurso extraordinario. 

La posibilidad de que la t .nara considerara inoficioso todo pronunciamien- 
to sobre la resolución administrativa —clausura preventiva por 24 horas de 
un molino de la recurrente — era previsible tanto al iniciar ésta el procedi- 
miento judicial como al presentar su informe ante la alzada, ai con anterio- 
ridad a ello la medida impugnada va liabía sido levantada. 
En consecuencia, resulta extemporánea la cuestión que, al respecto, plantea 
la parte sólo en el escrito de interposición del recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de ta 
tueslión federal. Mantenimiento. 

Es improcedente el recurso extraordinario si las cuestiones planteadas como 
federales no fueron mantenidas ante la cámara —que no se pronunció sobre 
ellas — , limitándose la parte, en el informe presentado ante el tribunal de 
alzada, a la consideración de situaciones de hecho. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunas. Subsistencia de loa re- 
quisitos. 

La desaparición de los requisitos jurisdiccionales importa también la del 
poder de juzgar. Ello resulta claro ante la imposibilidad de acordar al ape- 
lante — que enestiona la clausura preven tiva por "24 horas de un . olí no de 
su propiedad, ya ejecutoriada — una reparación efectiva a su concreta pre- 
tensión en la causa, en la que también se han dejado a salvo los derechos 
que pueda hacer valer contra quien corresponda; y habida cuenta, además, 
que la propia interesada manifiesta que durante el trámite- de la causa e) 
órgano administrativo mandó sobreseer a la sociedad inculpada y archivar 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

A mi juicio, la posibilidad de que el aquo considerara inofi- 
cioso, y por esta razón improcedente, emitir pronunciamiento 
acerca de la legalidad o ilegalidad de la clausura impuesta a la 
apelante, era evento fácilmente previsible en oportunidad de ser 
iniciada la presente causa, pues a esa altura la medida de refe- 
rencia ya había sido hecha efectiva, e incluso levantada, por la 
autoridad administrativa que la ordenara (v. acta de fa. 17 y 
cargo de fs. 12). 

Ello no obstante, ni en el escrito de fs. 7, ni en su posterior 
presentación de fs. 32, la recurrente planteó caso federal alguno 
para el supuesto de que el tribunal apelado arribara en la sen 
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tencia a aquella posible conclusión % de este modo, no existe en 
autos ninguna cuestión del carácter recién expresado que, por 
tener directa vinculación con lo decidido por el fallo dé fs ;í7 
y haber sido ademas oportunamente propuesta, pueda sustentar 
ahora ta procedencia del recurso extraordinario deducido a fs 
.18 i oneluyo, por ío tanto, que el mismo ha sido mal acordado 
a is. 41. Buenos Aires, 11 de diciembre t.e 1!>5Í>. — Bamá» Las- 
cano. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de octubre de 1ÍW0. 
Vistos los autos: - José Minetti y Cía. Ltda. Sociedad Anó- 
nima, Comercial e Industrial c/ Dirección General de Comercio 
y Abastecimiento s/ apelación". 

( 'o us i de raí alo: 

M Quu la Cámara Secunda en lo Criminal de la Provincia 
de ordoba desestimo el recurso interpuesto por la recurrente 
contra a resolución de fs. 14 de la Dirección (¡enera! de Comer- 
cio y Abastecimiento de esa provincia, por entender que, ha- 
biéndose ejecutoriado con anterioridad la sanción recurrida 
--clausura preventiva por el término de 24 horas de un molino 
<U' su propiedad- la cuestión traída a conocimiento del tribunal 
resultaba inoperante (fs. 37). El recurso extraordinario inter- 
puesto contra ella y concedido a fs. 41 impugna ta. fundamenta- 
eion y apoya sus agravios en la pretendida violación al derecho 
de propiedad, libertad do trabajo y defensa en juicio, en la doctri- 
na de esta ( orte sobre las sentencias arbitrarias v en Jos princi- 
pios atinentes a « acción de amparo, según los 'precedentes de 
lo> casos "Sin" (Fallos: 239: 45!») v "Kot" (Palios- H\ • m) 

Mfl l W l i gUe ' *P! I SefUl!a é[ Sr ' Í>roc «''«J«>' «eueral, la posi- 
bilidad de que el tribunal a ( ,uo entendiera inoficioso todo pro- 
nunciamiento sobre la resolución dictada en sede administrativa, 
•'.a perfectamente previsible tanto al iniciar la recurrente e 

^r^ dl "»' ') «í O^entar su informe en 

ta alzada (fs. *2) pues con anterioridad a ello la medida iinpng- 
iiada va lialua salo levantada (acta fs. 17), En tales coiidicie.es 
> habida cuenta que la recurrente sólo planteó tal cuestión en el 
escrito de interposición del recurso extraordinario, ella aparece 
OOrtlo el resultado de ana reflexión tardía. Tal conclusión encuen- 
tra ta minen tundamento procesal en lo dispuesto en el art, 2H 
Ú* Ja ley ,( y art. l»l¡7 del Código de Procedimientos en lo C¡v"il 
M umereial para la Capital y Territorios Nacionales, que se 
oponen a que el tribunal de apelación se pronuncie sobre cuestio- 
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nos uo decididas por el juez de primera instancia (Fallos- 133: 
140; 188: 482 y los allí itados). 

3») Que, a su vez, las otras cuestiones planteadas como fede- 
rales por la aetora, tampoco consideradas por el a quo, no fue- 
ron mantenidas ante éste en el informe de fs. 32/36, que se limitó 
exclusivamente a la consideración de situaciones de hecho. Al 
respecto esta Corte tiene declarado que "aún cuando la cues- 
tión federal haya sido oportuna y correctamente introducida en 
el juicio no | km Irá ser objeto de consideración por esta Corto Su- 
prema si se ha hecho abandono de la misma omitiendo incluirla 
entre los puntos sometidos a la decisión del tribuna, de apelación 
o sustentarla debidamente ante el mismo" (Fallos: 190: 39:2 y 
otros; también Robertsox y Kikkham, Jitrisdictiou oí \he 
pn'me Court of the United States f pág. 4.^3). 

± p ) Que, por lo demás, ni la doctrina de la arbitrariedad, ni 
los precedentes sobre amnaro citados por el recurrente resultan 
de aplicación al caso en cazón de la jurisprudencia de esta Corte 
sobre los llamados "requisitos jurisdiccionales" (Fallos; 189: 
245) cuya desaparición importa también la del poder de juzgar. 
Kilo resulta claro en este recurso habida cuenta de la imposibi- 
lidad de acordar al apelante una reparución efectiva a su con- 
creta pretensión en la presente causa, sobre todo teniendo en 
cuenta ta declaración del a quo que deja a salvo "los derechos 
i|ue pueda hacer valer el recurrente contra quien corresponda" 
(fs. 37) y lo manifestado por la propia apelante en el sentido de 
que durante el trámite de esta causa se dictó resolución defini- 
tiva en fecha 2 de marzo de 1959 en virtud de la cual el órgano 
administrativo "manda sobreseer a la sociedad ineul|>ada y ar- 
chivar el expediente" (fs. 35 vta.). 

Por ello , lo dictaminado por el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 41. 

Rt.xjamín Villegas Basavilbaso — 
Atustóbulo D. Ar.voz de Lamadrid 
— Julio Oyhaxartk — Ricardo 

Cor/ÍMBItKS. 



FAVSTIXO 0Y HARTARA L ARNAÜD 

RECURSO h'X TRAORDIXA RIO: Requisito* propfrs. Setttrurio tWimtiva. 
Rssolnrinnt* anteriores a la nentemia definitiva. 

Carecen del carácter de sentencia definitiva tos faltos anteriores a ésta, 
respecto de los cuales exista la posibilidad de que una resolución posterior 
daca innecesaria la intervención de la Corte. Tal es» el caso de la decisión 
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que desestima U incoattiturionalidad del decreto-ley 9924/57 y ordena pasar 
los auto» al Procurador Fiscal de Cámara para que se expida sobre el fondo 
del asunto, que vena sobre infracciones a ese régimen legal imputadas al 
recurrente; pues nada obsta a que la cuestión de inconatitucionalidad llegue 
a resolución de la Corte una ves dictada la sentencia final ni cabe descartar, 
por otra parte, la posibilidad de una sentencia absolutoria fundada en ram- 
nes ajenas a la impugnación del cuerpo legal citado. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario interpuesto a fs. 145 es, a mi ¡juicio, 
improcedente. En el estado actual de la causa la decisión de fs. 
136, no constituye sentencia definitiva en los términos del art. 14 
de la ley 48, ni causa al apelante agravio irreparable. En efecto, 
si bien la decisión aludida precluyo toda posterior discusión en 
las instancias ordinarias acerca de la constitucionalidad del de- 
creto-] py W:í4/57, nada se ha resuelto todavía acerca de la culpa- 
bilidad del imputado, con lo cual no puede a priori descartarse 
totalmente la posibilidad do una sentencia absolutoria fundada 
en razones de hecho y prueba o de interpretación de otras dispo- 
siciones légrales. 

En tales condiciones, el fallo recurrido, al no tener por ahora 
otro alcance que el de mandar que continúo su trámite el proceso, 
no os susceptible de revisión por parte de V. E. Ello no obsta a 
que, en el supuesto de recaer decisión condenatoria definitiva, 
pueda deducirse un nuevo recurso, a fin de traer a conocimiento 
do la Corte la cuestión constitucional planteada. 

Estimo, por lo tanto, que procede declarar nial concedida a 
fs. 147 la presente apelación extraordinaria. Buenos Aires, 3 de 
abril de 1959. — Ramón Lascano. 
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Buenos Aires, 7 de octubre de 1960. 

Vistos los autos; "Oyhareábal Arnaud, Faustino s/ infrac- 
ción al decreto-ley 9924/57". 

Considerando : 

1») Que la sentencia de la Cámara Federal de Comodoro 
Kivadavin obrante a fs. 136/142, revocó la de primera instancia 
declarando la constitucional lidnd del decreto-ley 9924/57 y or- 
denó se pasaran los autos al Sr. Procurador Fiscal de Cámara 
para que se expidiera respecto al fondo do la causa, que versaba 
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aobre infracciones imputadas al recurrente atinentes al referido 



régimen legal. 

2*) Que en el recurso extraordinario de fs. 145/146, el pro- 
cesado se agravia de dicha sentencia afirmando que, al admitirse 
en ella la constitucional i dad del decreto-ley 9924/57, se han vio- 
lado los principios establecidos en los arta, !), 10, 11, 16 y 67 de la 
Constitución Nacional 

3*) Que, en las condiciones expuestas, el remedio federal 
intentado no puede prosperar. En efecto, con base en lo dispuesto 
en los arts. 14 de la ley 48 y 6" de la ley 4055, esta Corte tiene 
constantemente declarado que el requisito de la sentencia defi- 
nitiva, a los efeetos de la instancia extraordinaria, está referido 
a aquellos pronunciamientos que 4< di rimen la controversia po- 
niendo fin al pleito o haciendo imposible su continuación*' (Fa- 
llos: 137: 352, considerando segundo; 186 : 531; 234: 52, entre 
muchos otros). Por aplicación de dicha doctrina se ha decidido 
reiteradamente que carecen de tal carácter lo» fallos anteriores 
a la sentencia definitiva respecto de los cuales existe la posibili- 
dad de que una resolución posterior haga innecesaria la interven- 
ción de esta Corte (Fallos; 142: 264 y otros). 

4 P ) Que esta es evidentemente la situación de la presente, 
causa, ya (pie la sentencia recurrida se ha limitado a ordenar la 
intervención del titular de la aceión pública sin haberse pronun- 
ciado todavía sobre la culpabilidad del procesado. Por lo demás, 
y con referencia a la ineorstitucionalidad alegada del decreto 
ley 0024/57, nada obsta a que tal cuestión pueda ser traída nueva- 
mente a decisión de esta Corte una vez dictada la sentencia final, 
aún cuando aquélla haya sido ya tratada y resuelta por el tribu- 
nal de la causa (Fallos: 182: 168; 188: 3í)3 y otros). 

5*) Que, por otra parte y como lo señala el Señor Procura- 
dor General, no existe agravio concreto irreparable para el reeu 
rrente, pues procesalmente no cabe descartar la posibilidad de 
una sentencia absolutoria fundada en razones ajenas a la impug- 
nación de ineonstitucionalidad argüida contra el decreto-ley 



6 P ) Que finalmente, tampoco en el recurso de fs. 145 se han 
fundado los agravios pertinentes del modo como lo exige el art. 
15 de la ley 48 y la jurisprudencia de esta Corte, es decir, con 
explícita referencia a los hechos de la causa e indicación concreta 
de las normas que específicamente se tachan de inconstituciona- 
les (doctrina de Fallos: 236: 100; 245: 137, 204 y otros; confr. 
Kobkrtsox y K iKK ti a m : Jttrisdictwn of thv Slipreme Cauri of the 
United States, parágrafos 356 y 357). 

Por ello, y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
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su declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fe. 147. 

Benjamín Villegas Basavilbaso 

Aristóbllo D, AnÁoz de Lamadrid 
— Julio Ovhanaute — Ricardo 
Cor a) mures, 



ANDRES TU 01 ANO 

Ht'.CURSO KXJRAORDISARIQ: &&&& focales. Introducción de la 
cuctUón federal. Planeamiento en el escrito de interposición dd recurso extra- 
ortitrtarw. 

HcsHlta extemporánea la cuestión federal planteada al interponerle recurso 
extraordinario contra la sentencia que deelara preseripto el dereeho que el 
reeurnute pretende- tener a la pereepeiún de bonifieneionos referidas al 

íf^]£J?Íf la ley 13 ' 478 ' * e,J Ci Ms0 ' líl «Ideación 

de ut, 4037 del Cúd.yo Ciwl era eventualidad prevbible d«de la injrinciún 
del jmeio. 

UN URSÓ EXTUAORDISARIO: Meaumto, propio,. Cu**thn*B no federé 
interpretación de nornuts y actos comunes. 

Ks insiH.^ptilde de recurso extraordinario la sentencia que, opovnda en razo- 
nes di> Iteeho y en la npliea.-iún de nonims de dereelio eoiinín,' eoino lo son 
los «rK -1017, 41)19, 4023 y 4027 del Código Civil, deelara pre,rriplo el 
dereoltn d.l rrrurreiile :i la pern-pi-rón del suplemento imWil instituido por 
la ley 13.478. 

PlCTA^IKX PEI, PllOrt'llADOR GEXBttAT, 

Suprema Corte: 

Por aplicación de lo dispuesto en el art. 4027 del Código 
Civil se ha declarado preseriptn el derecho que hubiera podido 
tener el recurrente al cobro de bonificaciones por suplemento 
movd (ley i;í.47-S), correspondientes al período 11 de febrero-15 
de junio de VXiíK 

Atenta la naturaleza de derecho común que posee In cuestan 
resuelta en la sentencia dn fs. 131/34 y los fundamentos de liedlo 
que la decisión incluye, no existo materia susceptible de revisión 
por la vía del remedio federal intentado. 

En estas condiciones, el recurso extraordinario lia sido mal 
concedido n fs. 141 y así corresponde, a mi juicio, declararlo. 
Buenos Airee, 17 de diciembre de 1939. — Ramón Laseano. 
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FALLO DE LA Culi TE SI TREMA 

Buenos Aires, 7 de octubre de líJliO. 
Vistos los mitos: "Troinno, Andrés */ jubilación". 

Considerando ¡ 

Que la sentencia del a (pío, por aplicación de lu establecido 
por el art. 41Ü7 del Código Civil, ha declarado prescripto el de- 
re e 1 ' o que el recurrente pretende tener a la percepción de boni- 
ficaciones referidas al suplemento móvil instituido por lev 1 .'1.478 
y devengadas durante el período comprendido entre el 11 de fe- 
brero y el 15 de junio tic 1ÍÍ50. 

(¿ue la cuestión federal, en rigor sólo planteada al interpo- 
nerse recurso extraordinario contra aquella sentencia, resulta 
extemporánea al habérsela omitido en el escrito de fs. 105 y for- 
mulado de manera notoriamente insuficiente en el escrito de fs. 
Ét6/122 (doctrina de Fallos: :>44: 4ti, 507 y otros). 

Que por otra parte, como lo señala el Señor Procurador Ge- 
neral, lo específicamente decidido por la sentencia en recurso 
está apoyado en razones de hecho y en la aplicación de normáis de 
derecho común, especialmente las contenidas en los arts. 4017, 
401Í), 4023 y 40J7 del Código Civil. Todo lo cual es insnsceptible 
de revisión por vía del recurso del art, 14 de la ley 48. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso eoncedido a fs. 141. 

Benjamín' Yilleoak Hasaviluaso — 
AiusTÓBfijO D. Aráoz he Lamaiusid 
— Jumo Oyhaxahtk — Ricahdo 
Cor-OMttitES, 



HELEXA CARMEN" HAMOS ME.IIA i-i: CODONI flOLLAN' 

SÜPKR1XTEXDEXCIA . 

Tm porta interpretación razonable del nrt, 2', mv. b) de la Acordada del 3 
de marzo ile 1!í58 — que, por lo demás, no contempla expresamente los casos 
de interinato — el nombramiento de nnn persona ajena a la dotación de Jos 
tribunales del asiento para proveer un cargo interino, de mayor rango que 
otros en el escalafón, efectuado por la ríimnra teniendo en cuenta la propues- 
ta y los inconvenientes que, dado el breve plnw; de la licencia (tres meses) 
irroga ría "toda una promoción en los enrjros inferiores". 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de octubre de 1960. 

Conside rundo : 

Que la solicitante, empleada del Juzgado Federal de Santa 
Fe, se agravia de la designación recaída en persona extraña a 
Ja dotación de los tribunales del asiento para el interinato, por 
tres meses, en cargo do mayor rango en la Defensoría. 

Que, según resulta de la decisión de la Cámara, transcripta 
en lo pertinente a ts. 2, el nombramiento se lia practicado tenien- 
do en cuenta la propuesta, y los inconvenientes que — dado el 
breve plazo de la licencia— irrogaría "toda una promoción en 
los cargos inferiores". 

Que, teniendo presentí 1 lo dispuesto por el art. 2*, ine. a), 
apartado final, de la Acordada de ¡1 de marzo de 1958, cabe con- 
cluir que la decisión aludida importa razonable interpretación 
de la norma del art, 2<\ ine. b), de dicha Acordada; norma que, 
por lo demás, no contempla expresamente los casos de interinato. 

Por ello, se resuelve disponer el archivo de las actuaciones, 

Benjamín Vitxeoas Basavilbaso — 
AmsTÓm'Lo D. AnÁoz de Lamadrid 
— Julio Oy manarte — Pedro 
Abekastury — Ricardo Colom- 
hhes — Esteban Imaz. 



SUSANA J. ALBANESE 

PROCURADOS, 

El requisito de U inscripción en la matrícula de procuradores debe ser cum- 
plido por lew abogados que optan por el ejercicio de la procuración. 
La circunstancia de que el título de abogado habilite a la solicitante para el 
ejercicio de esa profesión, no autoriza la prescindencin de los requisitos 
— entre ellos el de la mayoría de edad— establecidos en la ley 10.M6, que 
reglamenta el mandato para representar en juicio. 

CONSTITUCION NACIONAL: Consiitueionálidad e inmwtitHciomli&iá. Le- 
ves nacionalet. Varia». 

No es inconstitucional la ley 10.096, en cuanto exige a los abogados que 
pretendan desempeñarse como procuradores, el cumplimiento de loa requisi- 
tos establecidos en ella. 
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Dictamen del PnocunAooti General 

Suprema Corte: 

La doctora Susana J. Albancse, quien afirma poseer el título 
de abogada expodido por la Universidad Nacional de Buenos 
Aires, pretende su inscripción en la matrícula de procuradores 
creada por la ley 10.996, no obstante ser menor de edad. 

Sostiene la peticionante que el hecho de poseer el referido 
título, hace innecesaria dicha inscripción, en razón de que la 
misma sólo es exigióle para los que tienen el título de procura- 
dor, pero no para los abogados n quienes el art. %% ine. 1°, de 
esa ley autoriza a ejercitar la representación en juicio, sin nece- 
sidad de cumplimentar esc requisito. 

Afirma asimismo la Dra. Albancse que pudieudo, como le- 
trada, asesorar y patrocinar ante los tribunales a las personas 
que le encomiendan esas tareas, ello suple la falta de la mayoría 
de edad que exige el art. 3», inc, P. de la referida ley. Además, 
considera que la exigencia de la inscripción de los abogados en 
el Registro de Procuradores afecta la garantía constitucional 
que consagra la libertad de trabajar. 

Con respecto a la primera de las afirmaciones de la intere- 
sada, cabe señalar que la obligación de inscripción de los aboga- 
dos que optan por el ejercicio de la procuración, resulta de lo 
dispuesto por el art. 12 de la ley 10.996, que exige, además de 
acreditar el título invocado, "llenar los demás requisitos esta- 
blecidos por el art. 3 o *\ de los cuales el primero es el do la 
mayoría de edad (inc. 1*). 

Ln segunda de las afirmaciones de la solicita ute no es admi- 
sible, dado que si bien el título invocado habilita a su poseedora 
para el ejercicio de la respectiva profesión, no por oso le concede 
la capacidad para poder ejercer el mandato de la representación 
en juicio, que las leyes de procedimiento pueden reglamentar de 
acuerdo con lo dispuesto por el art. 1870, ine. fr\ del Código Civil. 

Por último no cabe acoger la objeción constitución"* que 
formula la Dra. Albancse toda vez que el derecho de k„ ^er la 
representación en juicio, como en general, el de trabajar o ejercer 
industrias lícitas, a que se refiere la norma invocada, so halla 
sujeto a lns leyes que reglamentan su ejercicio (conf. Palios: 133: 
99 y otros). 

Por ello, opino que corresponde no hacer lugar a la preten- 
sión de la peticionante de fs. 1. Buenos Aires, 13 de setiembre 
de 1960. — Ramón Lascan o. 
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FALLO DE LA CORTE Sl'I'liEMA 

Buenos Airas, 7 de octubre de lííüO. 

Vistos lo. mnos: "Albanese, Dra. Susana J. s solicita ins- 
cripción cu la Matrícula de Trocí nado res". 

Considerando : 

<¿ue esta Corle tiene declarado desde antiguo <pic el requisito 
• le la inscripción en la matrícula de procuradores establecido por 
"1 art. :í" ríe la ley 10.WMÍ, debe también, con arreglo a lo dispuesto 
por el art. 1$ de esa ley, ser cumplido por bs abogados que optan 
por « I ejercicio de la procuración —Fallos: 147: 94; 182: 436—. 

(¿ue la circunstancia de (pie el título de abogado habilite a 
Ja solicitante para el ejercicio de esa profesión, no autoriza la 
prest í iideucia de los requisitos —entra ellos el de la mayoría de 
edad— establecidos por la ley HUl!ío\ que reglamenta el mandato 
para representar en juicio. 

Qtt& finalmente, con arreglo a la doctrina de Fallos: 133: 
!>í>, la ley lü.ílíHi, en cuanto exige a los abogados que pretendan 
desempeñarse como procuradores, el cumplimiento de los requi- 
sito* en ella establecidos, no es inconstitucional. 

IW ello y lo dictaminado por el Señor Procurador (lene ral 
s<> revuelve no hacer lugar a lo solicitado. 

Bt-X.TAMÍX VlLLElUS R\SAVlLBASO — 

Julio Oyhaxahtk — Pedro Abe- 



M10I KI. KIKBA v. SOCIEDAD INMOBILIARIA y COMEUCIAL TECARI 

y Ontos 

JtECriifo EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Cuestiones ,„> federales. 
Interpretaran de norma* ¡ocales de procedimientos. Costa» y honorarios. 

La decisión di* las cuestiones accesorias del pleito, entre las que se encuentra 
la atinente n tas costas devenprnlna en bu instancias ordinarias, es propia 
de los jueces de In causa y ajena a la jurisdicción extraordinaria de ta Corte, 
incbi.-o vn el supuesto de haberse revocado el pronunciamiento apelado 



(l) 10 de octubre. Fnllot: 192: 359; 237: 632; 240 : 28. 
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PARTIDO SOCIALISTA 

i* A R TI DOS PO U JiCOS. 

En los término? literales del decreto-ley 19M&/5&, ü debe entender que la 
apelación ordinario para ante la Corte admitida por el nrt. 1(¡ alcanza, en 
primer termino, a los rasos ni que m> se admití' la pretcnsión de constituir 
un partido, y también a los supuesto* en que se cancela la entidad antes 
admitida, a un partido. p:tra aduar 'jurídicamente orno ta). 

VA R Ti UOS POL i TICOS. 

El carácter excepcional del recurso del aft. 1U del decreto-ley lfl.(H4/5C 
impide su ampliación interpretativa a supuestos en (pie las posibles deci- 
siones de los jueces electorales no importen privar de capacidad jurídica 
¡i las entidades interesadas. El modo del ejercicio de tal capacidad puede 
ser así afectado, más no su sustancia, en tanto lo resuelto no importe encu- 
bierto arbitrio de sujeción política ni prúctic» aniquilamiento de las atribu- 
ciones partidarias. 

PARTIDOS POLITICOS. 

Ím circunscrita esfera reconocida por el art. lii del decreto-ley 10.ll44/. r >U al 
recurso que prevé, al ipte son ajenos Ion conflictos partidario* internos y los 
¡nterpartidarios, se funda en la conveniencia de excluir la intervención do la 
Corte cuando se trntii de cuestiones indisolublemente ligadas a la activtdnd 
política y electoral, las que, por su nntumleai, resultan extrañas n la esfera 
de acción jurisdiccional del Tribunal y reda man su nbatcnción como Poder. 
Porque, aunque tules actividades puedan admitir consideración jurídica, 
además de la política, la distinción no es .dempre fácil en los bcebos ni de 
objetiva evidencia. 

RECURSO OHMXARtO DE APELACION: 7Vr,rr„ h¡st<nuia. Generalidades. 

Puesto que el art. l(i del dcerelo-ley IIMM-t 36, sólo lia concedido apelación 
ante la Corte Suprema contra la» resoluciones de las Cántaras Nacionales 
que "denieguen o revoquen la personería jurídica de loa partidos", lo reía- 
tivo a la denominación que pretenden usar las distintas fracciones de un 
partido, cuyas personerías lian sido expresa mente reconocidas, no entra direc- 
ta ni indirectamente en lo dispuesto por el citado nrt. 16. 

REI CRSO EXTRAORDINARIO: Requintos tounmnt. Cuestión justiciable. 

El recurso extraordinario procede respecto de las deci iones que, en el orden 
normal de la» instituciones, corres pon den a los jueces en el ejercicio de su 
c*|K>r Etica función judicial. Y, así como ae lo otorga respecto de decisiones 
de organismos administrativos, cuando la ley somete a su juicio cuestiones 
judiciales cpje detrae de la competencia judicial normal, también corresponde 
denegarlo en los supuestos en que la ley encomienda a los magistrado^ fun- 
ciones que no son judiciales. 

En consecuencia, es improcedente el recurso extraordinario deducido contra 
la resolución atinente a los efectos de una escisión partidaria y a ana conse- 
cuencias sobra el nombre de la entidad, máxime cuando, como en el caso, 
las agrupaciones interesadas no sdlo han eonaervado su capacidad jurídica, 
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sino que la ejercieron en elecciones a las que concurrieron con aditamentos 
diferencial» «raforwe a lo resuelto por la sentencia apelada. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propios. Cuestión** no /«doral.*. 
Sentencias arbitraria». Principio*: genérate*. 

La solución con base en razones jurídicas de principio —los principias gene- 
rale» del derecho — no descalifica una sentencia por razón de arbitrariedad. 

PA RTIDOS POLI TICOS. 

No procede el recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema — art. 
16 del decreto-ley 10.044/56 — contra la resolución que no decide, en defini- 
tiva, sobre la personería de las fracciones en conflicto de un partido político 
ni presupone la disolución del partido originario, sino que «e Umita a esta- 
blecer los efectos de una escisión partidaria y sus consecuencias sobre el 
nombre de la entidad (Voto del Señor Ministro Doctor Don Pedro Abe- 
rastury), 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestiones no fedérate». 
Sentencias arbitraria*. Improcedencia del recurso. 

No procede el recurso extraordinario, fondado en la arbitrariedad, contra la 
sentencia que se Umita a disponer que las fracciones de un partido político 
deben agregar un aditamento al nombre partidario, si el fallo se basa en 
razones jurídicas de principio — loa principios generales del derecho — a lo 
cual se agrega que, en el caso, no se planteó oportunamente cuestión federal 
y la apelación se dedujo en forma condicionada (Voto del Señor Ministro 
Doctor Don Pedro Aberastury), 

i ■ 

PARTIDOS POLITICOS. 

Corresponde fijar el alcance del art. 10 del decreto-ley 10.044/56 con nn 
critt-rio que permita la protección de los importantes intereses en litigio, 
cuya raíz está en el sistema representativo republicano que informa nuestra 
organización fundamental. En ese sentido, el rechazo de la pretensión de la 
actora — fracción de la agrupación política escindida — que reclama su reco- 
nocimiento como el autentico partido, y la correlativa obligación de usar nn 
aditamento al nombre de aquél, exceden las soluciones formales desde que 
cntraúnn una denegación de la personería reclamada, habida cuenta de la 
íntima conexión entre ésta y el nombre político que la traduce (Voto del 
Señor Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boggero). 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Generalidad**. 

Si cada una de las fracciones en que se ha escindido un partido político ha 
alegado para si el reconocimiento judicial de que constituye el auténtico 
partido, y la sentencia declara la imposibilidad de establecerlo, por lo que 
di pone la agregación al nombre partidario de aditamentos que distingan a 
aquéllas, la resolución involucra una denegación de la personería pedida, 
con todas las consecuencias deriva bien de la misma. 

Kn tales condiciones, es procedente el recurso para ante la Corte Suprema, 
previsto en el art, ll¡ del decreto-ley 10.044/56 (Voto del Señor Ministro 
Doctor Don Luis Marín Boffi Boggero). 
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Dictamen del Procurador Oeneral 

Suprema Corte: 

El recurso ordinario interpuesto a fa, 174 de los autos prin- 
cipales es improcr lente, atenta la doctrina sentada por V. E. 
en Fallos: 236 : 671, respecto de una cuestión análoga a la que 
aquí se debate. 

En cuanto a la apelación extraordinaria deducida en el mis- 
mo escrito y a fs, 175, estimo, dejando a salvo la opinión que 
expresé al dictaminar en Fallos: '242; 335, que, ante lo resuelto 
por V. E. en 238 : 283, la mencionada apelación es improcedente. 

Ambos recursos han sido, pues, bien denegados a fs. 177 
del principal, y corresponde, por tanto, no hacer lugar a la pre- 
sente queja. Buenos Aires, 24 do jimio de 1960. — Ramón 
lAtsctmo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de octubre de 19GU 

Vistos los autos: H Recurso de hecho deducido por el recu- 
rrente en ta causa Partido Socialista — Comité Ejecutivo Nacio- 
nal— s/ inscripción'', para decidir sobre su procedencia. 

Considerando. 

V*) Que la apelación admitida para ante esta Corte por el 
art. 16 del decreto-ley 19.044 se refiere a las resoluciones de las 
cántaras nacionales que denieguen o revoquen la personería jurí- 
dica de los partidos políticos. En los términos literales de la ley, 
se debe entender que el recurso alcanza, en primer término, a los 
casos en que no se admite la pretensión de constituir un partido, 
cuyo reconocimiento comprende la personería jurídico- política y 
la privada — art. 5, decreto-ley citado — y también a los supuestos 
en que se cancela la calidad antes admitida, a un partido, para 
actuar jurídicamente como tal, en el doble aspecto de su per- 
sonería. 

2*) Que el carácter excepcional del recurso del art. 16 impi- 
de su ampliación interpretativa a supuestos en que las posibles 
decisiones de los jueces electorales no importen privar de capa- 
cidad jurídica a las entidades interesadas. En efecto, el modo 
del ejercicio de tal capacidad puede ser así afectado, mas no su 
sustancia, en tanto lo resuelto no importe encubierto arbitrio de 
sujeción política ni práctico aniquilamiento de las atribuciones 
partidarias. 
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3*) Que la circunscrita esfera reconocida por el citado art. 
Ib" al recurso que prevé, al que son ajenos los conflictos parti- 
darios internos y los inlerpartidarios, encuentra fundamento cu 
la conveniencia de excluir la intervención dé esta Corte cuando 
se trata de cuestiones indisolublemente 1 i iradas a la actividad 
política y electoral, las que, por su naturaleza, resultan extrañas 
u la esférá do acción jurisdiccional de aquélla y reclaman su 
abstención como poder, Porque, aunque tales actividades puedan 
admitir consideración jurídica, además de la política, la distin- 
ción no es siempre fácil en los hechos ni de objetiva evidencia. 
Corresponde, pues, refirmar, en el caso, la conclusión expuesta 
en el precedente de Fallos: 23fi: «71. 

4 9 ) Que respecte de] recurso extraordinario debe añadirse 
que él constituye la vía para el ejercicio de la más alta función 
jurisdiccional de esta Corte en su calidad de órgano supremo de 
la magistratura nacional. Procede, por consiguiente, respecto de 
las decisiones que, en el orden normal de las instituciones, corres- 
ponden n los jueces, en el ejercicio de su específica función judi- 
cial. V así como se lo otorga respecto de decisiones de organismos 
administrativos, cuando ia ley somete a su juicio cuestiones judi- 
ciales que detrae de la competencia judicial normal — Fallos: 245: 
530 y sus citas—, así también corresponde denegarlo en los 
supuestos en que la ley encomienda a los magistrados funciones 
que no son judiciales. En razón de ello, entonces, toda vez que, 
fuera de los sU] mostos del art. lo antes visto, lo atinente a los 
efectos de una escisión parlidaria y n sus consecuencias sobre 
el nombre de Ii entidad no es cuestión judicial específica, en el 
Orden de las instituciones nacionales, el recurso extraordinario 
debe estimarse bien deuegndo. A este respecto, interesa destacar 
que las agrupaciones interesadas no sólo lian conservado su ca pa- 
ridad jurídica, sino que, además, la han ejercido en las últimas 
elecciones, según es notorio, concurriendo a ellas con aditamentos 
diferenciales conforme a lo resuelto por la sentencia apelada. 

.">*) Que, por otra parte, media ln eireuns^meia de que la 
apelación se dedujo de manera condicionada — "para el hipoté- 
tico caso que se desechara el ordinario", fs. 175 del principal—, 
que no se propuso oportunamente cuestión federal y que la solu- 
ción con base en razones jurídicas do principio — los principios 
generales del derecho — no descalifica una sentencia por razón de 
arbitrariedad — doctrina de Fallos: 244: 521 y 523 y otros — . 
Habida cuenta de que la sentencia de fs. 168 se limita a revocar 
la de fs. 128 y dispone que deben "ambas fracciones del Partido 
Socialista agregar un aditamento al nombre partidario" lo 
expuesto basta para el rechazo de la queja. 
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Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas B as avile as® — 
Abjstóbulo D. ArÁoz de Lamadbid 

— Luis María Boffi Bogoero (en 
disidencia) — Julio Oyhanabt* 

— Pedro Aberabtubt {según su 

VOto) — BlCARDO CoLOXBRES — 

Esteban Imaz. 

Voto del Señor Ministro Doctor Don Pedro Abebasturt 
Considerando : 

1*) Que la sentencia de fs. 168, luego de examinar los suce- 
sos acaecidos en el seno del Partido Socialista desde el año 1956 
y confrontarlos con las disposiciones de la carta orgánica, con- 
cluye que conducen a "aceptar que dentro del Partido Socialista 
se ban formado dos fracciones" —aunque sin mediar entre ellas 
divergencias doctrinarias — , y "romo no se puede establecer cuál 
de las dos tiene mejor derecho al uso del nombre partidario, 
fuerza es concluir que ambas pueden ¡seguir utilizándolo, impo- 
niéndose, a los efectos de su debida identificación, la necesidad 
de que agreguen un aditamento al nombre partidario". Se alude 
a precedentes y a que la solución "se funda en principios de 
justicia acogidos por el decreto-ley 19.044/56 y legítimamente 
aplicables para resolver la cuestión en el sentido expuesto, atento 
lo estatuido en el art. 16, in fine, del Código Civil' \ 

2») Que esta sentencia fué consentida y ejecutada por los 
representantes de una de Jas fracciones en conflicto (fs. 179) y 
recurrida por los de la contraria, mediante el recurso ordinario 
de fs, 174 y el extraordinario de fs. 171, fundado en la violación 
de los art s. 14, 17 y 36 de la Constitución Nacional. Ambos recur- 
sos fueron denegados (fs. 177) y e M o motiva la presente queja. 

3 9 ) Que la apelación admitida para ante esta Corte por el 
art. 16 del decreto-ley 19.044/56 se refiere a las resoluciones de 
las cámaras nacionales que denieguen o revoquen la personería 
jurídica de los partidos políticos. En los términos literales de 
la ley, se debe entender que el recurso alcanza, en prime? tér- 
mino, a los casos en qne no se admite la pretensión de constituir 
un partido, cuyo reconocimiento comprende la personería jurídico 
política y la privada —art. 5*, decreto-ley citado — , y también a 
los supuestos en que se cancela la calidad antes admitida, a un 
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partido, |mia actuar jurídicamente como tal, en el doble aspecto 
de su personería. 

4*) Que el carácter excepcional del recurso del art. lo" impi- 
do su ampliación interpretativa a supuestos en que las posible-; 
decisiones de los jueces electorales no importen privar de capa- 
cidad jurídica a las entidades int fresadas. Si las resoluciones 
de las cámaras sólo afectan el modo de ejercicio de tal capacidad, 
mas no su sustancia, y un tanto lo resuelto no importe encubierto 
arbitrio de sujeción política ni práctico aniquilamiento de las 
atribuciones partidarias, aquéllas no pueden considerarse com- 
pre juI idas eti los supuestos del art. 16, Y esto ocurre con la sen- 
tencia de fs. lüS/171,que tampoco importa decisión, en definitiva, 
sobre 1 1 1 personería de las fracciones en conflicto y mucho menos 
presupone la disolución del partido originario. Corresponde pues, 
en el cii-n. refirmar la conclusión expuesta en Fallos: '-'.'ifi; (¡71. 

5") Que, respecto del recurso extraordinario, corresponda 
M-íiahir (pie la apelación se dedujo de manera condicionada "para 
el hipotético caso que se deséchala el ordinario", fs. 175 del piiu- 
cipnl; no se propuso oportunamente cuestión federal y la solución 
con base en razones jurídicas de principio — los principios gene- . 
rales del derecho — no descalifica una sentencia por razón de 
arbitrariedad — doctrina de Fallos; 244: a'Jl y 52;í y otros — . 
Habida cuenta de ojie la sentencia de fs. KíS se limita a revocar 
la de t's. y dispone que deben "ambas fracciones del Partido 
Socialista ngre»ar un aditamento al nombre partidario", lo 
expuesto basta para el rechazo de la queja. 

l'or ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se desestima la precedente queja, 

I*ki no Abkrastuby 

l>1SH»K\ClA riKT. SkÑOIí MlXlSTUO DoC 'IOK l)o!í 

Lris M ahí a Hum Roooeho 

(?nn>idc ramio : 

jp) Que el art. Ib' del decreto-ley 19.(J44/¿6 expresa: "Las 
resoluciones de las cámaras nacionales que leniciíuen o revoquen 
la personería jurídica, serán apelables dentro de las cuarenta y 
ocho horas para ante la Corte Suprema", por lo que cabe pro- 
nunciamiento acerca de si la sentencia del a quo es o no suscep- 
tible de recursos ordinario o extraordinario, 

lí 9 ) Que aun cuando referidos al recurso extraordinario, el 
suscripto expresó en Fallos: 24.1: 2C0, los siguientes conceptos 
aplicables esencialmente también a la esfera del recurso ordinario. 

m • 
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"Que los poderes políticos deben ejercer sus facultades res- 
pectivas sin afectar los derechos y obligaciones establecidos por 
el ordenamiento jurídico, porque lo contrario transformaría las 
facultades privativas en facultades sin control de los jueces". 

"Que ello es así porque una cosa significa la política en sí 
misma y una otra os el derecho político que regula jurídicamente 
la vida de aquélla; y una es, en consecuencia, la política en mate- 
ria de elecciones y una muy diferente es el derecho electoral que 
regula". 

"Que cuando las transgresiones de los poderes políticos afec- 
ten la materia sometida a la competencia jurisdiccional de esta 
Corte, se impone la sustancíación de las causas respectivas para 
decidir en consecuencia, sin que esos Poderes del Estado puedan 
legítimamente alegar que se trata del ejercicio de facultades 
privativas (Fallos: 147 : 286)". 

¡P) Que teniendo en cuenta esas razones, corresponde fijar 
el alcance del art. 16 precitado con un criterio que permita la 
protección de los importantes intereses en litis, cuya raíz está en 
el sistema representativo republicano que informa nuestra orga- 
nización fundamental. En ese sentido, el rechazo de la preten- 
sión de la actora y la correlativa obligación de usar un aditamen- 
to exceden las soluciones formales desde que entrañan en esta 
causa una denegación, justa o injusta, do la personería reclama- 
da, habida cuenta de la íntima conexión entre ésta y el nombre 
político que la traduce. Esta conclusión sería evidente, sin duda, 
si la petición de personería fuese concedida con un nombre opues- 
to al solicitado y, por lo tanto, expresivo de una ideología con* 
traria a la del partido peticionante. Pero, en esta causa, como 
cada parte ha alegado para sí el reconocimiento judicial de que 
constituyo el auténtico Partido Socialista y la sentencia recurri- 
da declara la imposibilidad de declararlo, por lo que dispone la 
agre,, ión de aditamentos, es claro que la resolución involucra 
— en forma semejante a la hipótesis antes mencionada — una de- 
negación de la personería pedida, con todas las consecuencias 
derivables de aquélla. 

4*) Que corresponde, entonces, declarar mal denegado el 
recurso ordinario. 

¡V) Que, abierta la vía ordinaria, de acuerdo con la juris- 
prudencia de esta Corte (Fallos: 243 : 554 y otros), corresponde 
declarar bien denegado el recurso extraordinario. 

Por tanto, habiéndose oído al Sr. Procurador General, se 
declara mal denegado el recurso ordinario de apelación deducido 
en los autos principales. 

Lms María Borri Boogero, 
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S. R. L. TATTI Um«l v. VICTOR ALDO M0RE8C0 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reaumto» propio». Cuestione» no fedérale», 
Interpretación de normm locales de procedimientos. Debh instancia y recurso* - 

El pronunciamiento del tribunal de aliada que, en razón de haber quedado 
notificad* por noto la resolución de primera instancia, declara interpuesto 
fuera de término el recono de apelación, vena sobre una eoestión procesal, 
propia de loa jueces de la cansa y ajena a la jurisdicción extraordinaria de 
Ja Corto <»). 



ERNESTO TRONCOSO DURAN v. d. A. REMINGTON lí AND 

SUDAMERICANA 

KKCURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedérales. 
Sentencia» arbitraria». Principio* generales. 

Las meras discrepancias acerca de la apreciación de la prueba efectuada por 
los tribunales de la causa, no sustentan la tacha de arbitrariedad. Dicha 
doctrina resulto aplicable en el supuesto de haberse impugnado las conclu- 
siones establecidas por el tribunal a que, sobre la base de que se asignó 
indebida prevalencia a la declaración de un solo testigo del actor respecto 
de los cuatro propuestos por la demandada í s ). 



S. A. POM1NI v. ALANIZ Hnos. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia territorial Elemento, 
determinantes. Lugar del cumplimiento de la obligación. 

El juez competente para conocer en tos juicios en qne se ejercen acciones 
personales es, con preferencia al del domicilio del demandado, el del lagar 
convenido, expresa o tácitamente, para el cumplimiento de la obligación. 

JURISDICCION Y COMPETE f CIA : Competencia territorial. Compraventa. 

Corresponde conocer del juicio por cobro de saldo del precio de rento de 
mercaderías a la justicia de la Capital Fediral, y no a la de la Provincia 
de Mendosa, sí existen en autos constancias qne demuestran que los deman- 
dados — domiciliados en esa Provincia-— efectos ron pagos parciales a loa 
actores por medio de giros henearlos a la Capital Federal, dejando docu- 
mentada la formal promesa de abonar en igual forma el saldo adeudado. 



(i) 10 de octubre. Palios: £40: ISO, 340, AJO; 241: 30, 92, 151} 242: 220; 243: 
383' 244: 120. 

' (>) ' 10 "de octubre. Palles: £40: 282, 440; 242: 179, 2S2, 308, 371; 244: 
3*2; 245: 524. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

La cuestión de competencia trabada entre el Juzgado Nacio- 
nal de Paz n" 24 de la Capital Federal y el Juzgado de Paz Letra- 
do de San José (Prov. de Mendoza) corresponde sea dirimida 
por V. E. en razón de no existir un órgano superior jerárquico 
común que pueda resolverla (art. 24, inc. 7', del decreto-ley 
1285/58). 

En cuanto al fondo del asunto, Poraini S. A. demandó en esta 
Capital a Alaniz Hermanos por cobro de saldo de venta de merca- 
derías, practicándose la pertinente notificación en el domicilio real 
de la demandada, situado en la localidad de San José, Departa- 
mento de Guaymallén, Provincia de Mendoza. Al tomar conoci- 
miento de la acción, ésta promueve con éxito cuestión de compe- 
tencia por inhibitoria ante la justicia provincial; librado el 
correspondiente exhorto al juez nacional para que se desprenda 
de los autos, éste no hace lugar a lo solicitado, quedando debi- 
damente trabada la contienda jurisdiccional al ser elevadas las 
presentes actuaciones a V. E. (ver fs. 34), lo que equivale, a mi 
entender, el mantenimiento de lo resuelto a fs. 15. 

Cuando no se haya convenido un determinado lagar para el 
cumplimiento del contrato — ha dicho reiteradamente la Corte 
Suprema — las acciones personales deben tramitarse ante el juez 
del domicilio del demandado (Fallos: 240 : 334 y los allí citados), 
pero existiendo un lugar establecido a tal efecto —ya sea explí- 
cita o implícitamente — no cabe duda que aquél determina la com- 
petencia de los tribunales de justicia para conocer de dichas ac- 
ciones personales, cualesquiera que sean las prestaciones que se 
demanden» principales o accesorias (Fallos: 125 : 206; 143: 215: 
155 : 243; 159: 172 y 424 : 244:185 y otros). 

En el caso sometido a dictamen, hay constancias escritas 
emanadas de los demandados — ver cartas de fs. 9 y 10 — que 
demuestran que éstos han efectuado pagos parciales a los actores 
por medio de giros banca rio», dejando documentada la formal 
promesa de abonar en igual forma el saldo adeudado. 

En un caso en cierto modo similar al presente, en el que el 
deudor había manifestado por escrito que saldarla bu deuda re- 
mitiendo al acreedor todo el importe o lo que fuera posible, V. E. 
decidió que tal afirmación implicaba la voluntad respecto a la 
forma y modo de cumplir el contrato, siendo en loa términos del 
art. 218, inc 4*, del Código de Comercio, como acto posterior a 
la contratación, "la mejor explicación de la intención de las par- 
tes al tiempo de celebrar el contrato" (Fallos: 167 : 22). Y repi- 
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tiendo el concepto, dijo posteriormente que la afirmación hecha 
por el deudor en el sentido de qne saldaría su deuda girando al 
acreedor determinada suma —tal como lo recuerda el auto de 
fs. 4 I del expediente agregado — implica establecer el domicilio 
del .creedor como lugar del cumplimiento de la obligación a los 
efectos de la competencia para entender en el juicio (in re: 
'* Compañía Sudamericana S. K. F. c/ García Hermanos", fallo 
del í) de diciembre de 1ÍW5; Libro de Sentencias; tomo 52, f. 494). 

En tales condiciones por aplicación de la doctrina menciona- 
da, considero que correspondería dirimir la presente contienda 
en favor de la competencia de ln justicia nacional de Paz de la 
Capital Federal. Buenos Aires, 15 de junio de lOfiO. — ftamón 
Ld.scaiio. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de octubre de 1960. 

Autos y Vistos: 

I)e acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el Sr. 
Procurador General, con lo resuelto por esta Oorte en los casos 
que cita y, además, en Fallos: 245: 318, se declara que el Sr. Juez 
Nacional de Paz de la Capital Federal es el competente para 
conocer del juicio promovido por Pomini S. A. contra Alaniz 
Hermanos, sobre cobro de pesos. Remítansele los autos y hágase 
saber en la forma de estilo al Sr. Juez de Paz de San José, Depar- 
tamento (iuaymallén, Provincia de Mendoza, 

Julio Oyiiaxahte — Pkhuo Arehas- 
tl-ry — Ricardo Colombres — 
Esteban Imaz. 



JULIO CESAR PRIETO v. VICTOR HODRIGITEZ .Y BANCO de i a 

NACION ARGENTINA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional Por la* personas, 
tfaaé*. 

Aunque sea parte directa la Nación, no es competente la justicia federal, mi 
la Capital, pnra conocer de las deamnilns qne versen wthre ficciones civiles 
por reparación do daño» y perjuicio!) causados por delitos y cuasidelito», 
conexos con Jos medios de transporte terrestres. 

No *c opone a *>IIo lo dispuesto en el ort. 22 del decreto-ley 13.120/57 ; qne, 
si bien establece en forma tren erica la competencia federal para laa cansas 
en que es parte é Banco de la Nación— indudable en Provincia*— no debe 
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ser interpretado en lumia que autorice a considerar derogada una norma 
como la del art. 42, lúe. a), de la ley 13.998» que contempla un caso especial 
de juicio» detraídos a la competencia federal ea la Ciudad de Buenos Airea. 
Kn consecuencia, corresponde a Jn justicia nacional cu lo civil de la Capital, 
y in a la federal y loiitendosoadiiiiniistrntiva, conocer del juicio promovido 
por cobro de pesos contra el Banco de la Nación y el dependiente de éste, 
conductor de un vehículo del Banco que embistiera al automóvil del actor. 

Dictamen del Procurador General, 

Suprema Corte: 

La intervención de V. E. en el presente caso es procedente, 
a mi juicio, con el objeto de evitar una efectiva privación de jus- 
ticia (art. 24, inc. 7 V , del decreto-ley 1285/58). El recurso inten- 
tado, por lo tanto, lia sido bien concedido a fs. '20. 

En cuanto al fondo del asunto; iniciada por don Julio César 
Prieto una acción ordinaria por cobro de pesos contra don Víctor 
Rodríguez y el Ha neo de la Xnclón Argentina — se i ruta del cho- 
que sufrido por el automóvil del actor al ser embestido por el 
que manejaba el demandado, empleado de la mencionada institu- 
ción, y n la que pertenece el vehículo — ta ufo la justicia nacional 
en lo civil (ver autos de IV. 28 y fs. 42 del expediente agregado) 
como la justicia federal (ver resolución de fs. lfj) se declaran 
sucesivamente incompetentes para entender en el juicio. Mien- 
tras la primera considera que su incompetencia surge de lo dis- 
puesto en el art. 22 del decreto-ley 13.120/57 —que establece 
que el Banco de la Nación está sometido exclusivamente a la ju- 
risdicción federal— la segunda entiende que la suya nace en 
razón de lo que dispone el art. 42, inc. n) t in finr, de la ley 13.998. 

A mi juicio, la justicia federal de esta Capital es la que está 
en lo cierto. Y ello nsí, en virtud de que — tal como lo pone de 
manifiesto el ministerio fiscal a fs. 11 y lo declara el tribunal a 
fs. 16— el mencionado art. 22 del decreto-ley 13,129/57, no im- 
porto la derogación de la excepción contenida en la citada dispo- 
sición de la ley 13.998 (en vigencia, aún después de dictado el 
decreto-ley 1285/58) ; lo que ha hecho no es sino establecer el 
principio general — fuero federal para el Banco de la Nación — 
lo que no significa dejar sin efecto las excepciones contenidas 
en leyes especiales anteriores), como sucede en el caso suh examen. 

Si bien la reserva de Competencia establecida por el art. 41 
de la ley 13.998 — ha dicho la Corte Suprema — podía dnr pie para 
sostener que el art. 42, inc. a), tlcbín ser interpretado con la limi- 
tación resaltante del art. 2», inc. fi 9 , do la ley 48 respecto de 
los juicios en « 'uera parte la Nación, esta solución resulta 
inadmisible después de la sanción de la ley 14.180, la que tuvo 
especialmente en mira la armonización de las disposiciones de 
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dicha ley 13.998 que se referían a las causas penales y a las que 
no tenían dicho carácter» según lo reveló el autor del proyecto 
en el Senado de la Nación, como puede verse en el Diario de 
Sesiones, año 1952, pág. 623 (Fallos: 230; 28). Y no sería razo- 
nable admitir que estando comprendida la propia Nación en la 
excepción aludida —según lo tiene resuelto V, E — no lo estu- 
viera una mera institución estatal, como lo es el Banco de la 
Nación Argentina. 

A mérito de lo expuesto, considero que correspondería a 
V. E. declarar que la justicia nacional en lo civil de esta Capital 
y no la federal, es la que debe entender en la presente causa. 
Buenos Aires, 10 de junio do 1960. — Ramón La sean o. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de octubre de 1960. 
Autos y vistos ; considerando : 

Que procede la intervención de esta Corte Suprema en la 
presente causa para evitar una efectiva privación de justicia, 
como lo pone de manifiesto el precedente dictamen del Sr. Pro- 
curador General. 

Que una reiterada jurisprudencia del tribunal, aplicando lo 
dispuesto en el art. 42, inc. a), de la ley 13.998 —no derogado por 
el decreto-ley 1285/58; Fallos : 243 : 372— tiene establecido que, 
aunque sea parte directa la Nación, no es competente la justicia 
federal, en la Capital, para conocer de demandas que versen 
sobre neciones civiles por reparación de daños y perjuicios cnu- 
sadoB por delitos y cuasidelitos, conexos con los medios de trans- 
porte ti Tcstre —Fallos: 234 : 382 ; 239: 196 ; 243 : 372—. 

Que no se opone a ello lo dispuesto por el art. 22 del decreto- 
ley 13.129/57 que, si bien establece en forma genérica la compe- 
tencia federal pnra las causas en que es parte el Banco de la 
Nación —y ella es indudable en provincias, Fallos: 243: 52—, no 
debe ser interpretado en forma que autoriee a considerar dero- 
gada una norma como la del art. 42, inc. a), de la ley 13.998, que 
contempla un caso especial de juicios detraídos a la competencia 
federal en la Ciudad de Buenos Aires y que esta Corte, como se 
ha dicho antes, consideró aplicable aun a aquéllos en que es parte 
directa la Nación. 

Que, finnlmcnte, en el caso fallado el 22 de junio de 1960, 
C. 892, M Follador c/ Banco Industrial", en que se hallaba en 
juego una norma similar —art. 38 del decr^o-ley 13.130/57, Car- 
ta Orgánica del Bír o Industrial — , esta Corte declaró que no 
era competente la justicia federal sino la del trabajo, de la Capi- 
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tal, para conocer de ira juicio seguido contra aquella institución. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se 
declara que la justicia nacional en lo civil de la Capital es la 
competente para conocer del juicio promovido por Julio César 
Prieto contra Víctor Rodríguez y el Banco de la Nación Argen- 
tina. Remítanse los autos al Sr. Juez en lo Civil, a fin de que 
reasuma la jurisdicción declinada en la causa agregada por cuer- 
da y hágase saber en la forma de estilo a la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Federal y Contenciosoadministrativo. 



JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal Pluralidad de ds- 

Cualqniera sea el vínculo de conexión final que pueda exittir entre los hechos 
delictuosos denunciado*, si ellos se presentan "prima facie" como indepen- 
dientes, deben ser investigados por los jaeces que resulten competentes. En 
consecuencia, corresponde al juez federal de Mercedes, Provincia de Buenos 
Aires, conocer de los delitos de violación de secretos; y al juez nacional en lo 
criminal de instrucción de la Cap>Ul, de los de estafa y falsificación de 
documentos privados, que también se imputun al eucausado. 



Suprema Corte: 

De las actuaciones resulta que las maniobras delictivas cuya 
ejecución se imputa a José Aiub habrían consistido : primero, en 
obtener que Miguel Hakim le abonara comisiones por supuestas 
ventas que aquél, en calidad de corredor, afirmaba haber efectua- 
do a personas en su mayor parte inexistentes; segundo, en ha- 
berse apropiado de las mercaderías que Hakim remitía por enco- 
mienda a los ilusorios adqui rentes, retirándolas de estaciones del 
Ferrocarril Nacional General San Martín, luego de haber conse- 
guido que empleados de Correos le entregaran las cartas «certifi- 
cadas dirigidas por Hakim a los compradores, cartas de tas qae 
Ain^ sustraía las guías de las encomiendas respectivas ; y, tercero, 
en haber falsificado Aiub las firmas de los supuestos ad^ui rentes, 
en pagarés que remitía a Hakim, con la presunta finalidad de que 
no se descubrieran las maniobras antes aludidas. 



Julio Oyhakahtb — Pedro Abehas- 
tury — Ricardo Colombres — 
Esteban Imaz. 



JOSE AIUB 



Dictamen del Procurador General 




7i 



HIJ-OS DE LA CORTE SUPREMA 



Talus hechos configuran, por una parte*, delitos do estafa y 
falsificación de documentos privados (arta. 172 y 292, respectiva- 
mente, del Cód. Penal) cometidos en perjuicio de Miguel llakim; 
y, por otra, delitos de violación de secretos, cometidos por Aitib, 
y en los que también aparecen ¡ocursos prima facie los empleados 
de corren r|iio le entregaron indebidamente las piezas certificarlas 
dirigidas a terceros (arta, 153 y 154, respectivamente, del Código 
citado). 

Para entender de los hechos denunciados en primer término 
es competente la justicia nacional en lo criminal y correccional; 
para conocer de Ins segundos la justicia federal, puesto <pie en 
olios lia mediado enrrupción y obstrucción del buen servicio de 
empleados de la Nación (arts, á£ inc. 3 o , de la ley 48). 

La conexión de meilio a fia que guardan estas últimas infrac- 
ciones con las cometida- en perjuicio de llakim no es suficiente 
para dar pur cumplida la hipótesis del art. 54 del Cód. Penal, de- 
biendo ellas, pues, ser juzgadas separadamente, de conformidad 
con lo dispuesto en el art. 42 del Cód. de Proc. cu lo Criminal 
(sentencia de V. K. iii re "Di Verniero, Juan ('arlos y otros s/ 
exacciones ilegales y violación de los deberes de funcionarios pú- 
blicos", de lecha o* do julio de 11*60 y los fallos allí citados). 

En tal sentido se debe, a nú jnicio, resolver la presente con- 
tienda, procediendo, además, declarar que el juez federal a quien 
compete entender en los hechos correspondientes os el de Merce- 
des (Peiu. de Buenos Aires), en cuya jurisdicción se encuentran 
los lugares en los cuales se habría llevado a cabo la entrega de la 
mayor parte de las piezas postales (art. 37 del Cód. de Procedí- 
mientns en lo Criminal). Buenos Aires, 1!) de julio de 1960. — 
Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, líí de octubre do 1960. 

Autos y vistos : 

Por los fundamentos del precedente dictamen del Sr, Procu- 
rador General, se declara que el Sr. Juez Nacional en lo Criminal 
de Instrucción del* seguir conociendo de la presente causa, con 
excepción de lo referente a los delitos de violación de secretos, 
cuyo juzgamiento corresponde al Sr. Juez Federal de Mercedes 
Provincia de Buenos Aires. Remítanse los autos al Sr. Juez do 
Instrucción, quien dispondrá los desgloses o testimonios que sean 
pertinentes para enviarlos, con copia de esta resolución y del dic- 
tamen precedente, al Sr. Juez Federal de Mercedes, y hágase 
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saber en la formn de estilo al Sr. Juez Nacional en lo Criminal y 
Correccional Fedi ral 

Julio Othanartk — Pedro Aheras- 
TUity — Ricardo Colombkes — 

ESTEBAK IMAZ. 



S. A. SEGUROS GENERALES v. JUAN RODRIGUEZ PEÑA 
REMISION DE AUTOS. 

La declaración de incompetencia en las causas miles no autoriza, en prin- 
cipio, la remisión de los autos a otro juez para la continuación del trámite. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestiones <U> competencia. Intervención 
de la Corte Suprema. 

No existe contienda de competencia efectivamente trntiadn ni privación de 
justicia que autorice la intervención de la Corle por la vía dispuesta en el 
art. 24, ine. 7*, d«>l decreto- ley 1285/58, si el juzgado en lo civil, comercial 
y minns de Sun Juan, al declararse incompetente —en razón leí allana- 
miento prematura del netor ¡i la excepción de incompetencia de jurisdicción 
opuesta por el demandado, antes de hnber probado fehacientemente este su 
calidad de extranjero— resolvió remitir las actunciones al juez federal de la 
misma provincia, qne se negó también a conocer del caso. Ello, porque la 
dcelnrarión de incompetencia en causas civiles no autoriza, por lo común, 
la remisión de los autos ni juez a quien se considera competente. 



Dictamen del Procurador General 

4 

Suprema Corto ; 

Se pretende en autos la intervención de V. E. para que diri- 
ma el presunto conflicto planteado entre jueces, sobre la baso de 
la incompetencia declarada tanto por la justicia ordinaria como 
por la justicia federal de la Provincia do San Juan, pero a mi 
juicio tal intervención no se justifica. 

Lo que ocurre es que so ba llegado a la presente situación 
debido a que el Juzgado en lo Civil, Comercial y Minas de San 
Juan, al declararse incompetente — en razón del allanamiento 
prematuro del actor a la excepción de incompetencia de jurisdic- 
ción opuesta por el demandado, antes de haber probado feha- 
cientemente éste su calidad de extranjero — resolvió remitir las 
actuaciones al Juez Federal de la misma provincia, equivocando 
indudablemente el procedimiento. Ello así por cuanto, a diferen- 
cia de lo que ocurre en los supuestos de delitos de acción pública, 
en los que el juez que se considera incompetente debe remitir los 
autos al magistrado a cuya jurisdicción corresponda, dentro del 
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proceso civil no cabe otra declaración, en principio, que lu de *n 
propia incompetencia (Fallos: 228: 341 y los allí citados). 

Por ello no cabe que el juez provincial eleve las actuaciones 
a consideración de V. E. "para que determine el jaez que debe 
entender" (ver resolución de fs. 38), pues de lo expuesto se des- 
prende que la de autos no configura ninguna de las dos hipótesis 
contempladas por el art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, tanto 
en su primera parte (cuestiones de competencia y conflictos en- 
tre jueces) como en su parte final (efectiva privación de justi- 
cia). Considero, en consecuencia, que corresponde devolver los 
ñutos ni juzgado de origen. Buenos Aires, 2 de setiembre de 
1960. — Ramón Lascan o. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de octubre de 1960. 
Autos y vistos ; considerando : 

Que el tribunal comparte las conclusiones del precedente dic- 
tamen del Sr. Procurador General, con arreglo a las cuales no 
existe en este caso contienda negativa de competencia efectiva- 
mente trabada ni privación, de justicia que autorice la interven- 
ción de esta Corte por la vía de lo dispuesto en el art. 24, inc 7» 
del decreto-ley 1285/58. Ello en razón de que, conforme a reite- 
rada jurisprudencia, la declaración de incompetencia en causa* 
civiles no autoriza, por lo común, la remisión de los autos al juez 
a quien se considera ser competente —Palios: 242 : 466 y los allí 
citados, entre otros — . 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se 
declara que no existe contienda de competencia que esta Corte 
debn dirimir. Devuélvanse los autos al juzgado de su procedencia. 

Julio Ovhanabte — Pedro Askras- 

titby — Bigardo Oolombres 

Esteban Tmaz. 



ELIAS SMIRNOFF 

SIÉI í7 P Z EífCIÁ: o»"»»™ m¡á o*» mm 

autá^J^u " 9 ** N «™¡n p * $u* ftpmrticiomf» 

Son i de eampeteneia federal lo eanaas penal** «iginada* por delito* ose 
en tínmno, aérale* y «,» prudencia de I* el^e«i¿n que ¿, «ríeí 
ponda, afectan o pueden afolar el patrimonio na «o nal. 



* 



DE JUSTICIA M LA NACIÓN 



En eoneeaaencia, corresponde a la justicia nacional tu lo criminal 7 come- 
doiul federal, 7 no a la nacional en lo criminal de instmeeión, da la CapiUl, 
conocer da 1» «ansa ti poeden derivar» rcaponaabilidadei da orden petriao- 
nial para na Ferrocarril por las eireonstaneiaa de que la cerradora de la 
puerta del camarote en que viajaba la víctima del hurto, a* encontraba dete- 
riorada y no ofrecía seguridad alguna. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El presente caso es análogo, en mi opinión, al planteado 
in re "Laurens Edmee Marie Louise s/ hnrto en su perjuicio*' (C. 
1001, L. XIII), resuelto por V. S. con fecha 18 de agosto ppdo. 

De conformidad con dicha sentencia y los fallos en ella cita- 
dos, corresponde declarar competente para entender en esta cau- 
sa al Sr. Juez en lo Criminal y Correccional Federal. Buenos 
Aires, 28 de setiembre de 11)60. — Ramón Lascan». 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

- 

Buenos Aires, 13 de octubre de 1960. 
Autos y vistos ; considerando : 

Que aunque la presente contienda de competencia se ha plan- 
teado antes de que se investigara el hecho delictuoso denunciado 
en la causa, la circunstancia señalada a fs. 2 vta. de que la cerra- 
dura de la puerta del camarote en que viajaba ta, víctima del 
hurto se encontraba deteriorada y no ofrecía seguridad alguna, 
hace posible que puedan derivarse responsabilidades de orden 
patrimonial para el Ferrocarril Nacional. En consecuencia, de 
acuerdo con lo dispuesto por el art. 1» de la ley 14.180, correspon- 
de conocer del sumario a la justicia federal. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se 
declara que el Sr. Juez Nacional en lo Criminal y Correccional 
Federal de la Capital es el competente para conocer de esta cau- 
sa. Remítansele los autos y hágase saber en la forma de estilo al 
Sr. Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Am&TÓBuLo D AsÁoz db Ijamadrid 
— Pedro Arerastury — Ricardo 
Colombbes — Esteban Tmaz. 
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OSVALDO ARTURO HENSON t Ontua 

JURISDICCION r COMPETENCIA: Competencia penal. Lugar del delito. 

Correspondo al juez federal de Rowson (Chnbut) conocer de ln infracción 
a los arts. 4* y 5* del decreto-ley 9924/57, qu* se habría cometido al llevar 
un automóvil al norte del paralelo 42 pasando por la aduana de Trelew, 
localidad en la cual habrían sido colocadas al rodado chapas de patent« 
falsas, 

Dictamen del Paocr fiador General 

Suprema Corte: 

El delito que se investiga en estas aetuaeiones se habría 
cometido al llevar al norte del paralelo 42 un automóvil sin 
haberse pagado los derechos aduaneros y c unir 1 ido con los requi- 
sitos vigentes en materia de cambio (arts. 4* y del decreto-ley 
9í»24/57). 

Kn consecuencia, por aplicación de la doctrina sentada por 
V. E. en Fallos: 242: 48, debe conocer lIc la causa, el Sr. Juez, 
Federal de Rawson (Cliubut), máxime si se tiene en cuenta que 
el vehículo habría pasado por Ja Aduana de Trelew, (declaración 
de fs. 2(i vta.) y que en dicha localidad le habrían sido colocadas 
las chapas tic patéale falsas (t's. 2~i). 

Kn tal sentido corresponde dirimir, en uii opinión la presen- 
te contienda, aunque ella se haya trabado sin intervención del 
juez federal antes mencionndo (Fallos: 23ü: tíúü y 239: 280, entre 
otros). Buenos Aires, 28 de setiembre de 1960. — Ramón Las- 
cano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de octubre de 1Í)C0. 

Autos y vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del Sr. Pro- 
curador General, se declara que el Sr. Juez Federal de Rawson, 
Chnbut, es el competente para conocer do esta causa. llágase 
saber en la forma de estilo a las Cámaras Federales de la Capital 
y de La Plata y remítanse los autos al Sr. Juez Nacional en lo 
Criminal y Correccional Federal do la Capital a fin de que, luego 
de disponer lo pertinente respecto de los procesados detenidos a 
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su disposición, envío de inmediato la cauan al Jiiz«n<lu Fi'dend 
de Tíawson. 

Hksjamís Villegas Basavilhasq — 
Aitisrúiit'M) I). AitÁoz dk Lamahuih 

JciJO OVHAXAItTK PeIIHIi 

AttKltASTrílV KlfAKiHJ <!()LOM- 

BBBS - KSTKBAX I ma:' 



NACION AlíOKNTINA v. ANDRES 1*00010 

ÜfCCiriiSO KX TUAOfílUXAH.O: Ihqmsitn* propios (' ustiones tu» fetfffWfet. 
ftttcrpretiuuiti de normas btralen de proccdimitntos. Casos ¡arios. 

Lo refere rito a si es no aplicable el nrt. 5 de I n ley 14.1W respecto di' 
decisiones sobre pcrenrtúii de instancia en el procedimiento di> aprcui: , 
«instituye una cuestión ajena a la instancia extraordinaria, por ser de 
índole procesal (*). 



S. II. L. (AHLOS HEISZ v Cía. v. NACION A l¡( i ENTINA 

i'ASus > perjuicios^ fíitpoHwbtu, a dt-t B#rté c<m* iwí^. 

Ks procedente la indemnización que reclama la firma adjudi rutaría de una 
licitación para proveer 4JMM» tonelada* di avena al Ministerio de Ejército 
durante el año 1951, por entregas mensuales, si: a) el precio oficial del cereal 
lijado por decreto 19.557 de] 1!) do setiembre de 1!Kil) — déte ra ti liante de los 
ipii 1 regirían id increado durante 1951 — debió ser tenido necesariamente en 
menta étimo elementa timdami'iital por las partos; b) mi eran normalmente 
previsibles pura el ofertante aumento» posteriores n ese derretí»; e) no se 
alega por la Naeión demandada la existencia de coiidielollrs económicas o 
de otro orden que. al tiempo de la apertura de ta licitación, coi acídente ron 
d de la prnpuesti (20 de diciembre de 195*1), hiciera previsible que el Poder 
Ejecutiva se veri;» constreñido a deeretar alimentos como el impuesto por el 
decreto 17:i(¡, del 'Mi de enero de 1051, cuyos considerandos no posen de 
manifiesto hechus económicos snbrcvinientcs fjue pudieran ser romn-idos y 
apreciados por el ofertante, como conducentes a una elevación de bis precios 
del derroto 19.557/5». 

P.I.ÍO.V 1 PERJVICIOS; HrtpmmtiñUdad dtl Estado, (¡rurriitidatif*. 

Si bien, He'jiín las condiciones de I* licitación para el suministro de avena 
al Ministerio de Ejército, el eontrato estaba sometido al príneipio de la 
in va nubilidad de! precio ofrecido y adjudicada, cualesquiera fueren los erro- 
res ti omisiones de la propuesta o lo» cambios de precio de la mano de obra 
o de Ins materia les, tal principio nbtigr.hu a ambas partea por igual (nrt. 
1197 del Código Civil); y, si la Administración produjo actos que necesa- 
riamente incidirían en el objeto del eontrato — coinn el decreto que aumentó 
el precio oficial del cereal— como, contratante debió proveer n los medie? 



(i) 13 de octubre. Fallón: 245: 3*9. 
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qae restablecieran la* baaes de esa «nitratación (art. 1188 ídem), conciliar 
»amcíta 9 !«. ° bl,gaC10nC * <?ont « ctBfllc8 «» d ejercicio de facultades gober- 

XMi?0S IT PERJUICIOS; Responsabilidad del Estado. Casos varios. 

El perjuicio causado al adjudicatario de una licitación para proveer avena 
at Ministerio de Ejército durante 1951, en virtud del alza no previsible del 
precio del cereal poi decreto posterior n la fecha del cierre de la operación, 
reúne la condición de especialidad necesaria para que sea resarcible, sin 
necesidad de recurrir a principios legal* que rigen otros contratos adminis- 
trativos; y el demandante tiene derecho a aer indemnizado en la medida que 
el perjuicio ha provenido de la ejecución del decreto mencionado. 

OfftM Y PERJUICIOS: Determinación de Ja indemnización. Daño material. 
Si bien entre las sumas que abonó nara adquirir Ja avena el adjudicatario 
de una licitación para proveer ese «real al Ministerio de Ejército, y aqué- 
lla en que pudo haberlo comprado de no mediar el decretu que elevó impre- 
vistamente su precio con posterioridad al cierre de la operación, se comprueba 
una diferencia que excede los m$n. 2,50 por quintal, ta imkminüuu-ión debe 
lijarse More la base de esta última cifra (monto del aumento decretado} 
paca la que excede psicde ser atribuida a otras causas v, además, la senten- 
cia que así lo establece no na sido impugnada por et actor. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire*, 14 (le octubre de 1960. 

Jistoa los autos: " Carlos lieísz y Cía. S. R. L. e/ Gobierno 
Nacional (Min. de Ejército) s/ cobro de pesos". 

Considerando: 

P) Que según consta en ñutos (fs. 22/26 del expediente 
n» 3175/51, Agregado), el Ministerio de Ejército resolvió adju- 
dicar a la arma Carlos Rcisz y Cía. Si R. L.. con fecha 26 de enero 
de 1951, en el curso de la licitación privada n* 7/50, la provisión 
do 4.000 toneladas do avena por el precio total de m$n. 8:16,000, 
conforme a la propuesta de esa firma del 20 do diciembre de 
lí>50 (fs. 28, carpeta III anexa). Se bailaba vigente, a la fecha 
de la respectiva adjudicación y a la do la propuesta, coincidente 
con la apertura de licitación, el decreto n* 19.557 del 19 de sep- 
tiembre de 1050, que fijaba ea mfn. 1S,50 por cada cien kilogra- 
mos, el precio de adquisición por el T.A.P.I. de la avena y centeno 
de la cosecha 1950/51. A raíz do que, con posterioridad al cierre 
do la respectiva operación, el Poder Ejecutivo dictó el decreto 
nf 1736 del 30 de enero de 1951, por el que se aumentó en m$n. 2,50 
el precio básico establecido por decreto 19.557/50, la firma Carlos 
Reisz y Cín. S. R. L. reclamó la diferencia de precio, que se vió 
obligada a pagar para adquirir la cantidad de cereal adjudicada; 
y habiendo sido dene¿nda la respectiva solicitud por decreto 
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6476/52 (fs. 22/23), con fundamento en el art. 22 del reglamento 
de compras (decreto 36,506/48) que establecía el principio de Ir 
invariabilidad del precio ofertado, demandó al Estado Nacional 
por cobro de la suma de m$n 101.458,97, en concepto do indemni- 
zación por esa diferencia. La sentencia recurrida, confirmatoria 
de la d* primera instancia de fs. 144/147, hizo lugar a la demanda 
y condenó ni Estado Nacional a pagar a la autora la suma de 
mfn. 100.325, con intereses y costas, apoyando fundamentalmen- 
te la decisión en la norma del art. 39 de la ley 13.064, con arreglo . 
a la cual son a cargo de la Administración los perjuicios sufri- 
dos por el contratista que tengan causa directa en actos de aqué- 
lla, no previstos en los pliegos de licitación. La aplicación por 
analogía del art. 39 se eneontró justificada por mediar un presu- 
puesto, a juicio del a quo, semejante al de esa norma, y porque 
ésta impedía que rigiera el art. 22 del decreto 36,506/48, en cuan- 
to ¡a variación de los precios era consecuencia de un acto de la 
Administración y no de causas económicas como las contempla- 
das en los arts. 21 y 22 del decreto citado. 

2*) Que contra esa sentencia interpuso recurso ordinario 
de apelación el Señor Fiscal de Cámara (fs. 171), el que fué con- 
cedido a fs. 173 y os procedente con arreglo a lo dispuesto por 
el art. 24, inc. 6*, ap. a), del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467). 

3 9 ) Que en su presentación de fs. 17Ü, el Señor Procurador 
General dió por reproducidos ante esta instancia, sin añadir nue- 
vos argumentos, los agravios formulados por el Señor Fiscal de 
Cámara en el memorinl de fs. 153/159, que ya fueran considera- 
dos en la sentencia de f s. 167/171 y son los siguientes : a) El caso 
de autos se halla expresamente previsto por los arts. 21 y 22 del 
decreto n* 36.506 del 27 de noviembre do 1948, ante lo* que no 
procedo la aplicación analógica de la ley de Obras Públicas n 9 
13.064; b) La indemnización fué fijada con prescindencia del 
informe emanado de la Bolsa de Cereales, según el cual el precio 
promedio de la avena al lf de diciembre de 1950 ascendía a m$n 
19,71 por quintal, cifra que contradice la de m$n, 1S,50 estable- 
cida por ol perito para la misma fecha. A todo evento, había 
sostenido el apelante que la indemnización, en caso de ser proce- 
dente, debía limitarse a las pérdidas efectivamente experimen- 
tadas por el contratista, con prescindencia de 1 lucro cesante. 

4 9 ) Que cu la presente causa se reclama el pago de una 
indemnización fundada en que el mayor precio — con relación al 
corriente a la fecha de su propuesta y de la adjudicación— que 
la actora tuvo que pagar para adquirir la cantidad de avena que 
entregó al Ejército al precio convenido, se debió al citado decre- 
to 1736/51, dictado por el Poder Ejecutivo Nacional con poste- 
rioridad a la formalización del contrato de suministro, concluido 
con un organismo dependiente de aquel poder. 



~F) l¿"e »l -<> de diciembre de ÜJóO, fecha de la propuesta 
la adora y de apertura de la licitación 7 áí), se hallaba viiion- 
tc, y era dr rocíente datn, oí decreto WM1 50, que fijo en mfu. 
18,5(1 por cada i-i.-u l;¡lo>irniiio>, el preda para la adquisición por 
■ I I.A.I' f di' [;i avena de la cosecha ]!Citi 01. K»*m"a éSO dc&rutó, 
también, al tiempo de adjudicarse a la firma adora, ron fecha U(¡ 
de cii.'in de [951, la pravktlori « 1* ■ bis 4.(M)() toneladas . avena, a 
entregar durante toit<» el ano 1951 por etapas mensuales v cuanti- 
dades floten» tinadas para cada uiesj hiIiv las do mioito y 'diciem- 
bre -<--itn «(dalla la orden de minpru (fs. !>, tn y 1 i, Kxpte. 
l.'I><;i¡ r»ii agregado por cnerda). Que ente precio, determinante 
ilc loa que regirían i>n el mercado durante el año líCiI. debió sor 
(cuido necesariamente t - 1 1 cuenta por el ofertante eotno elementa 
PlUulíiníDUtal dé mi oferta, y por el Ministerio de Ejercito para 
considerar su conveniencia y decidir la adjudicación, de incido 

tal pe debe considerarse n detornifeáílte, también, de la eoü- 

.•liwiún del contrato de suministro :t que tt* refiere pl présenle 
juicio. 

Adi-más, bien pialo eont ribuir ;i robustecer la certidumbre 
sobre la permanencia de los pierios del decreto Iíi.-VíT/oÜ. de 
etiyOs término, sor^e tpie i-reiría sin limitación de tiempo para 
la COSeClia de UVeita Ü'oH ál t el hecho de rpie |os precios fijados 
finia eoserhas de años anteriores permanecieron inmutables du- 
rante los períodos previstos en los respectivos decretos (decretos 
36.505/47 ¡ JKCI 49; :«).11;V4!I). 

fi") Que el nioiito representativo del al/a del precio de la 
avena, a raíz del decreto Í7'M\ ól, "no fué inferior al aumento 
ile preein que el mismo estableciera para la avena; sin perjuicio 
do las naturales oscilaciones del mercado" (informe de la Bolso 
'le i 'créales, l's. 1 1 f Ü 1 17), lo «pie no ha sido controvertido por otra 
prueba producida por la demandada. 

7 P ) Qéíg por las circunstancias señaladas en el consideran- 
do ."»"), no eran normalmente previsibles para el ofertante aumen- 
tos posteriores al deereto 19.,Ví7 '.")(>, no habiéndose tampoco he- 
cho mención ni mérito, por la demandada, de la existencia de 
condiciones económicas o de otro orden, (pie al tiempo de la aper- 
tura de la licitación, hicieran previsible que el Poder Kjccutivo 
-■' vería constreñido a decretar aumentos como el que se impu- 
so por decrelo 1 Trífi .11, cuyos considerandos no ponen de mani- 
fiesto que el aumento fuera consecuencia inexcusable de hechos 
económicos sobre vi n ¡entes que pudieran ser conocidos y aprecia- 
dos por el ofertante, como conducentes a una elevación de los 
precios del decreto 10,557/50. 



* 
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8") (¿uo es cierto que el principio de la i n variabilidad del 
precio ofertado y adjudicado, según el punto !> de las condicio- 
nes generales de la licitación (carpeta 111, fs. 2U), concordante 
con el art. Jl¡ del régimen di- compras, decreto ;!l!.50<¡. 48, rige el 
ciint rato ''sea cuales fueren los errores u omisiones que contu- 
vieren (las propuestas) o los caminos experimentados por los 
precios de la mano de obra o los materiales"; pero no lo es me- 
llos que este principio obligaba a ambas paitos por igual (art. 
1 1 í>7 del Código Civil), por lo qne si la Administración, en ejer- 
cicio d" facultades cuya legitimidad no so cuestiona en la causa, 
producía actos que necesariamente incidirían en el objeto del 
contrato, como con* rotante debió proveer a los medios que resta- 
blecieran las bases de esa contratación (art. 11!)8, Código Civil), 
concillando de este nimio sus obligaciones contractuales con el 
ejercicio de facultades gubernamentales. 

í*) Que el perjuicio causado al accionante por virtud del 
alza del precio de la avena por decreto 1736/51 reúne la condi- 
ción de especialidad necesaria para que pueda encuadrarse en el 
ea-i) de resarcibilidad a que esta Corte se refirió en Fallos; ISO : 
107. razón por la cual y sin necesidad de recurrir a principios 
legales que rigen otros contratos administrativos, cabe reconocer 
el derecho del demandante a ser indemnizado en la medida que 
el perjuicio ba provenido de la ejecución del decreto citado. 

10°) t¿iie cabe, asimismo, desestimar el segundo agravio, 
pues como lo señala con exactitud la sentencia en recurso, él 
deriva del error de confundir el promedio de precios en el mer- 
cado y el precio de compra por el LA.IM. de la eosecba de avena 
l!tót> oí. Lo cierto es que, mediante un entejo entre las sumas 
que abonó la acto ra para adquirir el cereal (m#n. 21, promedio 
fs. 1-2 vía.) y aquellas en que pudo baherlo adquirido de no 
mediar el decreto IT^fí 'ol, (ruin. 18 aproximadamente) se com- 
prueba una diferencia que o\eede los m£n. 2,ó0 por cada quinfa!. 
La indemnización, sin embargo, debe fijarse sobre la base de e*ta 
última cifra, pues In que excede puede atribuirse, como índica la 
sen leticia apelada , a otras caucas, A esto debe agregarse que la 
suma fijada en la sentencia de fs, 107/171 no ha sido impugnada 
en la presentación de fs. 17fi. 

Cor ello, se confirma la sentencia de fs. HJ7/171 en todas 
sus partes. Cosías de esta instancia a la demandada. 

HeX.TVMÍX Vlt.UvOAS TÍASWJT.TUSO 

Aittsrónri.0 D. Atiáoz i»k Lam uuün. 

— Luis Maiiía Boití Boísgeko 

Pedro AmaiASTi-nv. 



Si 



I 114X13. DE LA COETB BUfREMA 



BERNARDO UHE.V ADKN1K v. NACION" ARGENTINA 

RKCURSO ORD1SARÍO DE APELAC/OX: Tercera instancia, Juicios en qut 
la Sai'um es parte. 

No procede el recurso onlumrio de apelación unte la Corte Suprema si el 
monto de lo discutido en el caso por el recurrente no alcanza al límite fijado 
<n el art. 24, inc. ti*, ap. n), del decreto-ley 128. r >/";8, vigente al quedar firme 
!» resolución (jne concediera el recurso. 



Vistos los autos: "Ghenndenik, Bernardo c/ Fisco Nacional 
s. danos y perjuicios". 

( 'ousiderando : 

l 9 ) Que es jurisprudencia reiterada de esta Corte Supre- 
ma, que no cor responde el recurso ordinario de apelación, cuan- 
do los agravios del apelante, contra la sentencia de secunda 
instancia, nn alcanzan a la cantidad que determina la ley para la 
procedencia de aquel recurso (Fallos: 234: 199 v 509; 2.15: ¡548; 
236: 548; 237: 731, entre otros). 

2*) Que en autos, la sentencia de primera instancia conde- 
nó a la demandada al pago de m$n. 66.189,20, intereses y costas. 
Dicha suma, a su vez, se descompone en inín. 36.189,20 en con- 
cepto de daño emergente y m$n. .'10.000, — en concepto global dé 
lucro cesante y daño moral. Esta sentencia fué consentida, por 
al recurrente, en cuanto al primero de dichos rubros y apelada 
en lo que se refiere al "lucro cesante" involucrado en el último 
ile los mismos. 

■V) Que, a su turno, el a tjuu, que confirmó la sentencia en 
i'tinnto al monto fijado para resarcir el daño emergente, y elevó 
en mtn. 12.000, — la suma fijada por su inferior para responder 
al lucro cesante. Con lo que vino, en tal forma, a ascender a m$n. 
42.000, — la cantidad por la que debe responder la demandada 
para satisfacer la indemnización correspondiente a daño moral 
y lucro cesante. 

4 P ) Que, así, si se tiene en cuenta que fué consentida por 
el apelante la suma establecida en infii. 36.189,20 desde la pri- 
mera instancia y mantenida po»* el a quo, en concepto de indem- 
nización por daño emergente, el monto cuestionado en el recurso 
tiene (pie ser inferior a m$n. 42.000,— correspondiente al "lucro 
cesante", no determinado en el juicio. 
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5 9 ) Que, en tales condiciones, resulta de aplicación, en la 
especie, la jurisprudencia de esta Corte reseñada en el eonside 
rando primero de este fallo, habida cuenta que el monto discu- 
tido no alcanza al límite fijado en el art. 24, inc. ti", ap. a), del 
decreto-ley 1285/58, de aplicación al caso por tratarse de la ñor 
ma vigente al quedar firme la resolución que concediera el recur- 
so a fs. 333 vta. (doctrina de Fallos: 246: 183). 

Por ello, se declara improcedente el recurso ordinario de 
apelación concedido a fs-, 333 vta. Las costas de esta instancia a 
la demandada. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid. 
— Julio Oyiianahtk. — Ricardo 
Colambres. 



JULIA MORALES he VALDEZ t Om> 

RECURSO EXTRA ORI ti XA Rl O : Requisitos propio*. Relación directo. Senten- 
cias con fundamentos no federales o federales consentidos. 

No procede el recurso extrnordinnrio deducido contra Ui sentencia que, anali- 
zando los agravios riel recurrente y sin exceder lo que es propio de los jueces 
de la cansa, decide el caso fundándose en la interpretación de los demento» 
de hecho acumulados y en el alcance que otorga a las disposiciones proce- 
sales y comunes aplicadas. 

CONSTITUCION NACIONAL; Derechos ¡f garantía*. Defensa en juicio. 

\a garantía de la defensa en juicio requiere mdiripcnsahlcmente —en cujj! 
quier clase de juicios— qur se oiga, il tusado y, n demás, que se le dé algún* 
oportunidad para producir la prueba de descargo de que quiera valerse. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa. Non**, 
extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. Art. J8. 

Nb procede el recurso extraordinario hasado en la garantía constitucional dfc 
la defensa si la rerurrente ha sido oída por los jueces de la cansa, qnieneá 
considenirnn las defensns y elementos de juicio invocados. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Según lo tiene repetidamente decía rudo ese Tribunal, para 
que una sentencia fundada en razones no federales pueda dar 
lugar al recurso extraordinario es menester que, en lo que clin 
resuelva acerca de cuestiones de aquella naturaleza, pueda con- 
siderarse insostenible y, por lo tanto, frustratoria de! derecho 
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federal invocado por el n-fui n nlc, lo cual .supone la evidente 
arbitral ¡edad —y no d -imple error— en la interpretación del 
derecho y la apreciación de la prueba (Fallón: 2\M : L'J : ^()(¡ : ;ui : 
-Oü: .ÍSL», entre tu Helios otros). 

A mi juicio esn hipótesis no aparece configurada en el pre- 
sente caso, en el cual lo decidido a IV. llil se funda en normas 
de derecho eumún y procesal cuya interpretación por el u (juo 
no puede en mi opinión ser tachada de arbitraria eu los térmi- 
nos do la jurisprudencia que sobre el particular ha sentado V r . K. 

Ku consecuencia, pienso que el recurso extraordinario dedu- 
cido ;i fs. 1S.'¡ es improcedente y, por lo tanto, que corresponde 
declararlo mal acordado a IV. !*<> vta. Huenns Aires, ¡) de mavo 
de líKJO. — líamón Lasante 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de octubre de 1960. 

Vistos los imtm: -Momio d,. Vuldez, Julia y (¡onzález, 
Glcuterio Justiuiano s homicidio calificado". 

Considerando : 

V) (¿m> la forte de Justicia de Catamaiva confirmó a i'-. 
161 l^ii ta sentencia de primera instancia (tV. en la que 

se condenó a la acusada, por el delito de homicidio calificado, a 
In pena de prisión perpetua, con costas y accesorios áú ley. La 
defensa interpone recurso extraordinario, fundado en que ej pro- 
nunciamiento aludido v> vioktorib del arí. 1S de la Constitución 
Nacional por las siguientes razones: a) porque acepta la existen- 
eia dd cuerpo del detilo sin haberse proporcionado a la con do- 
nada oportunidad de controversia, contralor o vigilancia en ¡a 
producción de ta prueba de oariro; b) porque el tribunal a quo 
invirtió el oíais pr»hnH>li mi perjuicio ib* su patrocinada al valo- 
I.T-Ja declaración d<> un testigo; e) porque falla la prueba del 
delito, v. al condenarse sin ella, ''se viola una eraran tía Consti- 
tucional", y. filialmente. d> porque no se declaró la nulidad <b 
diversas piezas procesales cuyas presuntas deficiencias puntua- 
liza. 

-"> Que la sen leñera recurrida ha analizado Minuciosa men- 
te lo, pinitos que son materia de los agravios del defensor, v 
fundado sus conclusiones cu la interpretación de tos elementos 
tic hecho de la causa y en el alcance que, a su criterio, costo?. 
ponde n!or<rar a las disposiciones procesales y comunes aplica- 
das en consecuencia. La nr¡runientanón allí expuesta no se cues- 
tionó por la apelante con base en la arbitrariedad; tampoco resul- 
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la n 1 1 < ■ ella haya excedido cu sus alcances lo que es¡ propio de los 
jueces de la causa. Y de las constancia* acumuladas se despren- 
de, nsinii-irm. que no lia existido restricción sustancial " priva- 
ción de ia defensa, la ipie se configura, según doctrina constante 
de esta torio, cuando se nire'a al interesado lu oportunidad de 
-ei* Dicto y de producir )n pnielia de descargo de ipic iplisiera 
Vídcrse (Fallos: 243; 201 y mi- citas). La recurrente, míe fm oída 
y evacuó los traslados cnrrespondienlos. hn tenido a su disposi- 
ción lu- medios (jui le liritidalia el procedimíent o pala solicitar, 
en e] momento oporluno, las diligencias probatoria- <|ire Imliiera 
■ "-timado pertinentes. 1 M'a esclarecí I" los eXtrrlKfo i|Ue aducía cu 
-:i lienericío. 

3*) Que, cu tales condiciones, es olivio «pie los agravios 1 raí- 
do-, a conocí miento di- esí;i Tnile son ajenos a la instancia extra- 
ordinaria. Retteradnmentf se ha resuello, en electo, ijiip supuestos 
cuino eS »pie se contempla encapan a la jurisdicción del Tribunal, 
ya <[tie la títspdisÍéÍQii const it uciouai invocada careo- de relación 
directa e inmediata con lo decidido por í>1 n<plo l Fallos ■ -j:!4 . 7:!; >: 
ZXii ás?; ;241: líC» y otros). 

4") Que, por último, y cu cuanto alune a fu- observaciones 
vinculadas con la declaración del testigo Lea miro de Sevilla Nuá 
ii'z, cahe destacar, a mayor abundamiento, que ése testimonio fué 
virhialmcutc descartado como elemento de juicio valioso por los 
lies mietn hl'os del tribunal apelado, quienes lo estimaron iudil'e 
rente a los fines de la prueba respectiva (ver l's. 17-, ap. e: \<. 

¡11 finí ; IV. 1 7í' , parte final del párrafo segundo). 

t'or ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador tu nera!, se 
declara improcedente el recurso extraordinario concedido a fs. 
lint vta. 

IÍkn.iamín Yim.koas Haswiluaso — 
Aiíistóm io |). Akáok uv. Lam a muí». 
— Julio ( )vu anaiitr. — Ku \irno 

Í'OLOM (UtKS. 



CARLOS A MtK UTO RflíOOS 

JUittSIHCftOX Y í'OM í'ETESf'ÍA : fimi/» -h „, i„ mili!»,, 

r<irr<>«p<>iiile al jui-/. de iiixlniivióii d«- lu l^rovluciü y im ;t\ ('im-i'je ih- lini>rr:i 
Especial — Mendoza — conocer do Itis deHtm de [etáoins > pnv:u-ittri ilegal 
ili* )a libertad «pie se lucirían romrttiln cu perjuicio de personas snmetídíiH a 
precedo unte l:i jpitíeiii militar cu virtud lie lu di -puesto en H deerr-tn 2(i:tn/(lft, 
<i las < mistaiieius. jh n mullida* tic permiten e*hil>lei-er que l«s heelms driiun- 
rindo-, t'iiyos autores un luí 11 sirin tdeiit i t iendo*, ptieriün raer rleiitre do lns 
previsiones del drerrto mritri muido. Tji niem eoncxidnd que podría ex ¡si ir 
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entre los delitos primeramente aludidos y las supuestas actividades tcrro- 
nstaa de los perjudicados no bastan para justificar Ja intervención del 
tribunal militar, cuya jurisdicción es de excepción y de aplicación 



Dictamen del Procura doh General 

Suprema Corle: * 

Las razones expuestas por el señor Juez de San Martín 
(Mendoza) a fs. 63, son suficientes, en mi opinión, para demos- 
trar que, liasta ahora, no existe elemento de juicio alguno del 
cual pueda inferirse que las lesiones y privación de libertad inves- 
tigadas en esta causa configuren alguno de los delitos compren- 
didos en el decreto 2639/60. 

Procede, en consecuencia, declarar improcedente la inhibí, 
tona deducida por el Consejo ,1.» <¡ m >rrn Kspecial de M-ndoza 
a fs. 44. Buenos Aires, 27 de setiembre do 1960.— Ramón Las- 



can o. 
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Buenos Aires, 14 de octubre de 1060. 
Autos y vistos ; considerando i 

Que ron motivo de las actuaciones promovidas en averigua- 
ción de los delitos de lesiones y privación ilegal de libertad, que 
se habrían cometido en perjuicio de varias personas, sometidas 
n proejo ante la justicia militar en virtud de lo dispuesto por 
el decreto L'lí.'ííl /(¡O, se ha planteado una contunda de competencia 
entre e] Kr. .Juez de instrucción en lo Criminal v Correccional de 
San Martín, Mendoza, y el Consejo de Guerra Especial - Mendo- 
za, quienes se han declarado competentes para conocer de los 
liechos investigados en la presente causa. 

Que, como lo señala el Sr. Procurador General, las constan- 
cias incorporadas hasta ahora al proceso no permiten establecer 
que los hechos denunciados, cayos autores no han sido aún iden- 
tificados, puedan caer dentro de las previsiones del decreto 2639/ 
60. La mera conexidad que podría existir entre las lesiones y 
privación ilegal de libertad en perjuicio del Sr. Carlos Alberto 
Burgos y las supuestas actividades terroristas que se imputarían 
a aquél y a otras personas, no bastnn pnra justificar, en el esjado 
actual de la causa, la intervención del fuero militar (Fallos: 
23o : 41 ). 

Por ello y lo dictaminado por el Sr Procurador General, se 
declara que el Sr. Juez de Instrucción en lo Criminal v Correc- 
cional de la Tercera Circunscripción Judicial, San Martín, Mcn- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



doza, os el competente para seguir conociendo de esta causa. 
Remítansele los autos y hágase saber en la forma de estilo al 
Consejo de Guerra Especial Mendoza. 



JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestione? de competencia. Inhibitoria: 
planteamiento y trámitv. 

Si t»fl inedia resoluriún del juez federal ndni ¡tiendo la inhibitoria pnmumiii 
ante- ¿I, ra improcedente el pedido de remisión de los autos y suspensión 
del procedimiento tjiic dielw niatristrndo formula ni Consejo de Guarní 
Especial. 



Suprema Corto: 

Las disposiciones del Código di' Procedimientos cu lo t Cri- 
minal referentes a las cuestiones de cumpeteneia por inhihitoria 
taris. 50 y sígtes.), así como las correlativas del Código de Jus- 
ticia Militar (nrts. 150 y 151), no autorizan al juez ante quien 
se ha intentado la inhibitoria a que requiera del juez al cual 
se considera incompetente la remisión de la causa o copias de la 
misma, a fin de resolver si pro ¡mu re o no ¡n cuestión fir campe 
tencia. Por el contrario, dichas disposiciones son claras en el 
sentido de que tal requerimiento sólo puede ser formulado con- 
juntamente con la solicitud de que el juez requerido se inhiba de 
entender en la cansa, y no eouu> medida previa a tal solicitud. 

Tampoco corresponde que el juez que p mu i nevo la inhibito- 
ria recabe del tribunal requerido la suspensión de las ael inicio, 
nes, a menos que éstas se hallen en plena rio (arts. Íi8 y (30 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal). Tal suspensión es a 
fortiori improcedente cuando el mairistrado que la solicita im 
ha resuelto todavía si afirma o no ser competente para conocer 
del proceso. 

Considero, por lo tanto, qi.c el requerimiento formulado 
por el señor Juez Federal de Tneumán al Consejo de Guerra Es- 
pecial de la misma ciudad, para que suspenda el procedimiento 
en el sumario que instruye contra Kuhen Mustafá Salas, y remi- 
ta las actuaciones o copia de las mismas, es improcedente. 



Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Luis María Boffi Bogoero. — 
Julio Oyhanahtk. — Pedro Abe- 

RASTURY. RlC ARTO CoLOSfBRES. 

— Esteban Imaz. 



RUBEN MUSTAFA SALAS 



Dictamen i mi, Procurador General 




KAUAtS m LA i'OBTÜ rit l'BKMA 



Así corresjn .nde, en mi opinión, <jue \'. K. lo declare al re- 
solver el eonflieto del i.ue ilan cuenta estas actuaciones. Rut-nos 
Aires. L 1 ? de setiembre de 1 !tri(>. — - Rnmón Lascano. 

l'Al.l.u I >K LA OHÍTK SI [Mí KM S 

Hílenos Aires, U tic octubre de l'.iuU 
Aillos y VÍslo>; considerando: 

<¿ni\ promovida iiti'-tiún ilc r-onipctcucia por inhibitoria 
ante el Juez Pedeíál de Tueumán, este i na Estrado, sin decidir si 
hacía o no lujrar a la inliil.it. .ria, solicitó del Consejo de ííuerra 
Especial "Tutinnán'* ta suspensión del trámite de la causa scííuí- 
da eontia líiilx'n Mustatn Salas y la remisión de las actuaciones 
(. copia untentienda de ella-, t4 a t'ín de resolver la eucstion for- 
nraltuJa" M's. ;}). Ante ta negativa del Consejo do (¡nena, el Juez 
Federal se luí diri.indo a esta ©Orle a fin de ojie se intime a dicho 
i 1 im>r'jo rl envío de las actuaciones o copias requeridas, 

Qttc, en atención a lo expuesio y ai dtando re<oliirtón d« t 

luey. Federal ea el sentido de declarar procedente la Inhibitoria 
promovida ante el, ,.| pt-ilido de remisión de los autos y RUSpcn- 
-ion de tos procedimientos tío se ajusta a tas normas legales que 
rige» el vaso, tal eomo lo demuestra el precedente dictamen de] 
ñh Procurador General y lo lia resuelto esta Corte en Fallos: 
200 ¡ 28 y ptros posteriores. 

Por ello y lo dietamiiiado por el Sr. 1'rr.eurador General^ 
¡W! declara improcedente el pedido lormulado a f's. 4 por e| Sr. 
Jttt^ Federal de Tueiinián, a ijiiieu se remitirán esto- untos. 

lÍKN.IAMÍN \'lt.I,KO\S |Í\S \ VI I.UASO — 

A iiisióuru. I>, Abáoz mk Lamm-iuh 
— la'is María Hokfi ííoookro — 

Jri.lo OVHANARTE — PEDRO AbK- 
R1STURV — Kic.Mtno Coi.OMIUSICS — 
KsTKRAX TMAZ. 



CÓSÍÜEPCION SEOANE Vev ei niSTUYA \. NANIKI. UMílu miMStm 

RfiCVRSO KX IfiA OIHHXA Rl : Itequisitoá prapñm. Cittrtionei no ft. it?mh*. 
Interpretación de normas lóente» de procedimientos. Cubo* mriot. 

I... ¡itinenti- :I |;i i-jiliflct o tiuIÍ.M ( )p his iiiítiiiencii.Nis i-un-Utnyi' unn cttes- 
íníii tle enráeter proeesul. prwpin fie los jurres <)<• la niusti v n ii-rj» n Sil jnri*. 
ilhi ii'm que ámenla a In Vori? el nrl. 14 «le U ley 48 ('),' 



fli M ,J.- ni-tiiKr... Kullos: 211 ; W; 242: 4SS ; 214: 1(J ; 245 : 79 y 511, 
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S. íi. L JNVKKCO v. KDVAHIIO CA lili El KA i Onm 

REVCRSO EXTRAORDINARIO: Requisito* comunes. Grávame». 

YA demandado en la ejecución etawc de interés legítimo imr/i deducir el 
murso extraordinario, ron fundamento en el ¡irt. 18 de k,i Constitución Na- 
cional, si antuvio se basa en la circunstancia ile no haberse dudo interven- 
ción en la en usa al co demandado y en el posible éxito de las defensas que 
este último podría er opuesto al propreso de la acción (<)- 



SANTIAGO I. NCDELMAN 

MfcDID . I X DISCIPLINA RIAS. 

Eí recurso de reconsideración respecto de rej-oUicioiit^ de la forte ,-nipiviiia 
cu materia discip!inr.r¡a. sólo procede euandu d Tribunal 1 ha aplicado la san 
ción y tío cuando, como en el caso, lia ronfir-mado la que había sido impuesta 
:il recurrente — art. 1!> del dn-retn-lev 12s:./5«. reformado por la lev 15.271. 
y nrt. M del Reglamento para la Justicia Nacional- ( s >. 



COMISION* i* fONCMIJ ACION w. r.v JUSTICIA i.ki. TK AHAJO 
¿I STM IA DEL TRABAJO. 

YA art. 1:12 del decreto-ley :i2.:}47/44 (ley 12,!HK), en cnanto establece que 
los miembros de ln Comisión de t nciliacióu de la Justicia del Trabajo 
será', nominados por el Poder Ejecutivo, debe considerarse derogado en 
virtud de lo dispuesto en el decreto-lev 6328/fié v en los arls. VA v í>7 de 1 , 
dirreto-ley 1285/58. 

EMPLEA DOS JUDICIALES. 

Ks propósito del art. VI dH deereto-ley 1285/58 transferir al Poder Judicial 
la designación de lo* funcionarios y empleados de los organismos que des- 
empeñen funciones .judiciales, como ln Comisión de Conciliación de la Justi- 
cia del Trabajo. 

JCSTICIA DEL TR AHAJO. 

Ninguna de las facultades conferidas a ln Comisión de Cotieili ación de la 
Justicia del Trabajo es extraña n las propias de un organismo judicial. En 
consecuencia, dado el propósito del art. 13 del deereto-ley 12&V&H, de trans- 
ferir al Poder Judicial la designación de loa funcionarios y empleados de los 
organismos que desempeñen funciones judiciales, no es dudoso que debe consi- 
derarse a los 1'nneionarins y empleados de dicha Comisión como dependiente* 
de la Justicia de la Nación, en tos términos y a loa efectos de la mencionada 
disposición legal. 



(l) 14 ile octubre. 
(*) 14 ile octubre. 
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Í EY: Imterprriaeión y aplicación. 

\a interpretación de la ley debe practicarse de manera que las garantías 
y luí; principios constitucionales no resulten afectados. 

Se ron forma a tal doctrina la inteligencia atribuida a los arts. 33 y 67 del 
decreto-ley 1285/58, en cuya virtud se atribuye al Poder Judicial ta designa- 
ron de lo» funcionarios y empleados de la Comisión de Conciliación de la 
Justina del Trabajo, pues concuerda con el principio de la división de los 
poderes, y concurre a la mejor preservación de Ja uutonomín .judicial. 

lüSTlCÍA Düh TR AHAJO. 

A bis efectos de las designaciones de empicados, corresponde asimilar la 
Comuuón ele Conciliación de la Justicia del Trabajo al personal de los tribu- 
nales y dt- los minútenos públicos. 

lÍBsoj.truV i* La CÁu ama Xai-joxal m: ArKLanosER un, Tuahajo en i-lkííO 

En la ciudad de Buenos Aires, capital de la Hnpúblicn Argentina, a 24 días 
de m«¡ de junio de IRGfl, siendo las 14 horas, reunidos en la Hnla de Acuerdos 
•ie] I nlj.Mml, bajo la Presidencia de su tiluhir Dr. Mario E. Videlu Morón, loa 
«•non* Jueces .|e la Exernt (Y. mará Nacional de Apelaciones del Trabajo de 
Ja ( «pit.l I"e,ler»l doctores Jorj;* A. F. Ifntti. Guillermo C, I(. U Eislcr, Oscar 
A 1 ' l'" 1 ^' ^ IVUür " t¡ ' Sl »"«e> (; Míiíum, Armando D. Machera, Gui- 
lertiio t . \«lotta, Alfredo Córdoba, Amad<-o Allocati, Juan li. Fleitns, Oscar F. 
(iiiidiihnnn y Mareos Seelu i, encontrándose misentc?. con aviso el Dr. Osvaldo 
r. líebultida y con licencia el Dr. Electo Santos y con asistencia de! Señor Pro- 
curador Unneral del Trabajo, cu Acuerdo dispusieron y mandaron: Después de 
un amplio cambio de ideas el Cuerpo considera la renuncia presentada por el 
ww \ ..cal de ln Comisión de Conciliación Dr. Antonio J. Costa. 

Y considerando: 

Qne dicha renuncia pbintca. como cuestión previa que debe resolve* "ste 

inuuní.., la de establecer -i dada la naturaleza de la función le corresponde 
«nocer de ella. r 

Que la Comisión de Cuneiliación, según Jo establece el decreto-ley ¿2.347/44 
(ley 12.ÍH8), es uno de los organismos por medio de los cuales se cjeiee la justicia 
del trabajo de la capital de la República (art. 1», decreto-ley cit), y sobre ella 
tiene superintendencia ola Cámara Nacional de Apelaciones flirts. 32 y 133 del 
deereto-ley cit.). 

Que ello pone en evidencia que los vocales de dieba Comisión forman parte 
y dependen de la justicia de la Nación. Siendo así, su nombramiento correspondí-. 
al Poder Judicial, pues la Constitución Nacional, por medio de su art. 9», ha 
querido dar a éste "el carácter de un poder autónomo en cuanto a su existencia 
su régimen económico y su funcionamiento administrativo" (S.ínchrz Viamonte. 
Manual de derecho constitucional, p. 318). 

Que conforme con el mencionado precepto constitucional, el art. 13 de? decreto- 
ley 1285/58 dUponc que "el nombramiento y remoción de los funcionarios y 
empleados que dependan de la justicia de la Nación se hará por la autoridad 
indicia l y en la forma que estable/can los reglamentos de la Corte Suprema'*. 

Que no es óbice a lo expuesto precedentemente, la circunstancia de que «1 
•rfe 132 del decreto-ley 32.347/44 (ley 12.948) establezca que la Comisión de 
Conciliación depende de una Secretaría de Estado "y sus miembros serán nom- 
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brados por el 1*. E.", pues dicha norma, aparte de que debe considerarse dero- 
gada por el art. 07 del decreto-ley 1285/58, e*tá en pugna con los principio* 
constitucionales de separación de los poderes y Autonomía del Judicial. 

Que si bien en la Acordada del 3 de marzo de 1958, la Corte Suprema de 
Justina de la Nación no menciona a los vocales de la Comisión de Conciliación 
a) referirse o loa designaciones del personal, debe entenderse qne corresponde a 
esta Cámara efectuar la designación de dichos vocales, desde que ellos son funcio- 
narios judiciales (art. 1* del reglamento pnra la justicia nacional) que integran 
la justicia del trabajo, 

Que a través de las disposiciones legales citadas precedentemente, se despren- 
de, a juicio del tribunal, que es atribución de él entender en las renuncias de 
todos los funcionar ios y empleados de la Comisión de Conciliación y efectuar 
sus designaciones en los supuestos pertinentes. 

Por ello, se resuelve: 1») Acéptase ln renuncia presentada por el Dr. Antonio 
Jorge Costa al cargo de vocal de la Comisión de Conciliación con fechn 10 niel 
corriente me*, día de su presentación. 

2*) Desígnase, en reemplazo del citado renunciante, al Procurador Pedro 
üregnrio C-allelli, artu.il Oficial Mayor de (¡a. (oficial 1) del Juzsrado Nacional 
fie lr;t. instancia del Trabajo V 1.5. en al enrió» a sin antecedente?, títulos 
e idoneidad. 

¡t*) A los efectos de proyectar la reglamentación de las designaciones de 
funcionarios de la Comisión de Conciliación, nómbrase una comisión integrada 
por los Drea. Marcos Srcbcr, Oscar F. Onidobmio y Juan tí. Fleitas. 

4*> Comuniqúese a ln Corte Suprema de Justicia de la Nación, con copia 
testimoniada de esta resolución a sus efectos. — .Vano K. V hiela Moró» — 
Jorife A. F. Jtaiti — Guillermo C. li. L. AVs/er — Oscar M. A. Cattdtuo — Orear* 
Pvltoruti — Manía 1 G. Mitin* : — Armando IK Machera — Guillermo C Vainita 
- Al f ralo C úrdoba — Amadeo AllovaH — Juan fí. Fleitas — Oscar F. Gnidv- 
bmx, — Marco* Seeber — Víctor A. Saredo GraelU. 



Dictamen del Pitorriuiinii Gen rúa i. 
Suprema Corte: 

La facultad riel P. E. de designar a los miembros de la Co- 
misión do Conciliación de la Justicia del Trabajo resulta de lo 
dispuesto por el art. 132 del dee reto-ley 32.347/44 (ley 12.948). 
Nada tione que ver con dicha facultad la ley 13.903 y por ello no 
advierto cómo la derogación de este cuerpo legal, proscripta por 
et art. (¡7 del decreto-ley 1285/58 a que se refiere la Cámara del 
Trabajo, pueda incidir sobre la vigencia del régimen establecido 
por el citado art. 132 de la ley 12.948. 

Tampoco considero que el art. 13 del decreto-ley 1285/58 se 
oponga al 132 de la ley 12.948 v tenga sobre éste efecto deroga- 
tor io, pues aquél se refiere a funcionarios y empleados que de- 
pendan de la Justicia de la Nación. Al sancionarse el recordado 
decreto ley 1285 los miembros de la Comisión de Conciliación 
dependían del Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio 
de Justicia (decreto-ley 6326/56) y esa dependencia no fuó dm- 
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va da ni Poder Judicial ni por el i lee reto ley 1285 ni por otra 
norma posterior, Igualmente quedó invariable la limitación que 
el art. segundo párrafo, de la ley 12.ÍI4S. imponía a la snper- 
intcndoricia dé la Cámara de Apelaciones del Trabajo sobre Ja 
Comisión de Conciliación, otorgada solamente para los actos vin- 
culados con el procedimiento judicial. Así debe de haberlo cuten 
didci. también, V, K„ cuando al dictar, en ejercicio de la facultad 
que le confiere el art. t:i del decreto-lev lL\S."i, la Acordada de 3 
de marzo do VX>* (Fallos; 240: KHi) no ineluvÓ en ella disposi- 
ciones relativas a la designación del personal de la I 'omisión de 
< Joneilmeión. 

Por ultimo, el repuro coastitucii nal que se funda en el art, 
de la Carta fundamental no existe a Él juicio toda vez que 
esta prescripción, referida a la Corte Suprema, no puede jugar 
' ii casos de funcionarios que, por lo anteriormente expuesto, 
tfcpt'mlt ib del Poder Kjoeiitivo y no del Poder Judicial. 

Por ello eonceptúo que la Cámara de Apelaciones del Tra- 
ba, jo carece de In ut ribueióu que estima asistirle. Unenos Aires, 
8 de julio de 1 fifia- UamtUi Lascmio. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. 14 de octubre de lObU 

Vistas las precedentes actuaciones de Superintendencia — S. 
lSSbVtiO— *< Comisión de Conciliación de la Justicia del Trabajo 
s/ des i im ación de un Vocal por el Poder Kjecníivo y por la Cá- 
mara Xaeional del Trabajo", de las que resulta: 

(¿ne a Is. '2 el Ministerio de Kducacióii y Justicia comunica 
el decreto 7195 de li.'í de jimio ppdo., por el cual el Poder Ejecu- 
tivo nombra voenl de la Comisión de ('«mediación de la Justicia 
del Trabajo a la Doctora Alcira Nelly l'Vrrer. 

Que a fs. ") y 8 obran los oficios del señor Presidente de la 
Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, mediante los cua- 
les se remite copia de sendas acordadas de ese tribunal en las 
que se decide designar para dicho cargo de Vocal de la Comisión 
de Conciliación al señor Pedro Gregorio (¡nllolli, y hacer saber 
al SOÍior Presidente de esa Comisión que debe abstenerse de po- 
ner cu posesión del cargo a la doctora Ferrer. 

La decisión de la Cámara se funda, en síntesis, en que la 
disposición del art. 132 del decreto-ley S2.34T/44 debo conside- 
rarse derogada por la de los arls. Vi y (i7 del decreto-ley 1285/58, 
yvn que aun cuando así no fuera, dicha disposición está en pugna 
con los principios constitucionales de separación de los poderes 
y autonomía del Judicial. 
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( Vi ii s i dorando : 

(¿ue el urt. VOl del decreto-ley ;í2.;í47 (ley 1348), en cuanto 
establece que los miembros de la Comisión do Conciliación serán 
nominados por el Poder Kjeenlivo, dehe considerarse derogado. 

En efecto, la transferencia de la ('mnisión al Ministerio de 
Justicia, dispuesta por el decreto-ley 6326/56, se fundó — como 
surge de los considerandos de éste— en la circunstancia de esti- 
marse a la Comisión ruino integrante de la Justicia del Trahajo. 

Que, con posterioridad, dictóse el decreto-ley Í2S5/58 i\m 
introdujo diversas reroruuis a la ley orgánica de los tribunales 
nueiounles, declarando, en su Wk '¡7. derogada tuda otra dispo- 
sición que se le opusiera. 

Que cid re esas reformas figura la conlenida en el art. 1."! «pie 
atribuye a la autoridad judicial la designación de los funciona 
rios y empleados dependientes de la Justicia, 

Que, si se compara d texto de dicha norma nm el del ;ir(. 14 
de la lev VAMUS que vino a substituir, se advierte el proposito 
de aquélla de transferir al Poder Judicial la facultad de desig- 
nación de los funcionarios y empicados de los organismos ipie 
desempeñan funciones judiciales, Kn concordancia con el eStií- 
rita que revela tal reforma, el art. ó:! del citado decreto-ley atri- 
buye también a la Justicia la designación de los integrantes de 
Eos etiet pos téeuieos y de los peril s oficiales, cuyo nonibrnmienlo 
basta la vigencia d.> aquel dcrrelo-ley era facultad del Pode* 

Kjeenlivo. 

Quíi el análisis de las funciones encomendadas ;i la Comisión 
de Conciliación por el decreto-ley ::_'.:!47 t corrobora las conclu- 
siones qñe preceden, toda vez que ninguna de esas facultades es 
extraña a las propias de un organismo judicial. Si se tiene en 
cuenta el propósito ya señalado del decreto- ley | JS."> T>S, no es 
dudoso ^uc debo considerarse a los funcionarios y empleados de 
la Comisión de Conciliación como dependientes' de la Justicia 
de la Xaeión, en los términos y a lo^ eJeetos establecidos en el 
art. 1.'! del mencionado decreto-ley. 

Que, por último, la inteligencia atribuida a tos preceptos 
iptc rigen el cuso en tos anleriores considerandos es conforme 
con el principio reiteradamente admitido por lo< precedentes de 
esta Corte, con arreglo al cual la interpretación de la lev debe 
practicarse de manera que las garantías y principios constifn- 
eionales mi resulten afectados —Fallos - 24(i: 1(¡1> y otros . Y es 
el caso que la admitida en la especie concuerda con el principio 
de ln división de los poderes y es pertinente [aira la mejor pre- 
servación de la autonomía judicial. 

Que en cuanto a los empleados de] organismo, cabe destacar 
que. a raíz de la vigencia del decreto-ley 6326/56, su nombra- 
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miento fué practicado por la Corto Suprema, y que así se proce- 
dió hasta que, mediante ta acordada de 3 de marzo de 1958, se 
delegó en las Cámaras de Apelaciones la designación del personal 
de los tribunales y de los ministerios públicos, a los cuales y a 
ese efecto, corresponde asimilar la Comisión de que se trata. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Señor Procurador Geno- 
ral, se declara que — con arreglo a las disposiciones legales vi- 
gentcsi — la designación de los miembros y personal de la Comisión 
de Conciliación de la Justicia del Trabajo, es facultad de las 
autoridndes judiciales. Hágase sal 'ir al Poder Ejecutivo y a la 
Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, a sus efectos. 

Luis María Bom Boggkro — Julio 
Oyhanartk — Ricardo Colom- 
bres — Esteban Imaz. 



S. H. L. ARIETE v. PROVINCIA de SAN JUAN 
CORTE SUPREMA, 

Anulnda una sentencia de la Corte por haber sido pronunciada sin que se 
notificara a las partea la providencia de autos, corresponde admitir ln recu- 
sación ron causa de los jueces riel Tribunal que la suscribieron; p integrar 
I» Corte con el Ministro que no ln hizo y, por linher intervenido el Procu- 
rador Ocncrnl, con seis jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Federal y Cnntcnciosondminiidrativo de ln Capital ('). 



AZUCENA ÍJE V1TTORIO v. UTTO SCHTFFMAN 

JURISDICCION Y COMPETESC1Á: Compelería territorial Pagarés. 

Corresponde? n la justicia nacional en lo civil, y no a la comercial de la 
Capital Federal, conocer del juicio ordinario por cubro de una deuda de 
carüeter «i vil, documentada en pagarés vencidos que no fin- ron protestados 
y cuya firma desconoció el demandado. No se trata, en el caso, de negociación 
sobre papeles de comercio, sino de una acción fundada en la obligación civil 
presuntamente contra ida. 

Dictamen hkl Procurador (Je.nehal 

Suprema Corte: 

Tanto oí Juez Xacional de Paz (ver fs. 17 del expediente 
aereando 70.70*2) como el Juez Xacional en lo Civil (ver fs. 3 

<n 17 do octubre. 
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del expediente agregado 8(362) y el Juez Nacional en lo Comercial 
(ver fs. 4 vía. del expodiente agregado 10.470), so hn" declarado 
incompetentes para conocer de la presente causa, en la que se 
persigue el cobro de la suma de m$n. 11.000, docmr atada por 
medio de once pagarés a la orden. En tales condici .oes, de con- 
formidad con lo dispuesto en el art. 24, ine. 7» \ A decreto-ley 
1285/08 y la reiterada jurisprudencia de V. R \ Fallos: 234: 382 
y 5G5; 236: 130 y 238: 403, ontre otros) corresponde a V, E. 
decidir cuál es el tribunal que debe entender en el juicio. 

En cuanto al fondo del asunto, de los propios términos de 
la demanda (ver fs. 1 del oxp. agreg. 8fi(i2; fs, 3 del 10.470 y 
fs. lli del 7(1.702), so desprende que la causa jurídica de la deu- 
da cuyo pago se persigue —se trata, según la acto ra, de una suma 
que el demandado se comprometió a pagar si aquella desocupaba 
una finca do la que era locataria, documentada en varios pagarés 
a la orden — es un contrato innominado de carácter eminentemen- 
te civil que no convierto el asunto en comercial por el mero hecbo 
de haberse acompañado los pagarés vencidas para justificar el 
crédito resultante del contrato. La demandante misma así lo 
considera cuando afirma que su derecbo está fundado en la Ley 
de Locuciones Urbanas y <m el art. 1107 y sus concordantes del 
Código Civil. 

En tales t licioin-s cimsidrm t] u<> corresponde declarar que 

el Juzgado Nacional de Primera hislnuci» cu lo Civil N» 2í> de 
la Capital Federal es competente para entender en esta causa. 
Buenos Aires, 28 de julio de 19(10, — Ramóv Lascano. 

VALUO DE LA CORTE SUPREMA 

* 

Buenos Aires. 17 de octubre .le 1060. 
Autos y vistos: considerando: 

_ Que» como lo pone de manifiesto el precedente dictamen del 
Señor Procurador General, en el caso se trata de un juicio ordi- 
nario por cobro de una deuda de carácter civil, documentada en 
pagarés vencidos (pin no fueron protestados y cuya firma des- 
conoció el demandado. En tales condiciones, no tratándose de 
negociación sobre pupeles de comercio sino de una acción fun- 
dada en la oBligación civil presuntamente contraída, compete 
conocer del juicio a la justicia civil — confr. sentencia publicada 
en Jurisprudencia Argentina, t. 4, p, 308—. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara que correspondo al Sr. Juez Nacional en lo Civil cono- 
cer del juicio promovido por Azucena de Vitforio contra Otto 
Scbiffmnn por cobro de pesos. Remítansele estos autos y el expe- 
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dieil|e Htííí2, con su agregado 7IÍ.702: devuélvase el expediente 
W.470 al juzgado iU' su procedencia. 

Benjamín Villkoas Bahavilkaso — 
Ajiistóbulo I). Abáoz de Lama- 
t mil* — Julio Ovhanartb — Pe 

li (¡O AhKIEASTI'IEY — KSTKIÍAX 1m.\Z. 



MANI Kí. CONniKIHA I'ASCO v, SALVADORA GOMEZ i« LOMBA HDIXI 

wkiSmCCtQÑ ) GOMPÉmMCÍAi €6M&twsUt territorial Locación de 

i <t, 

A taita iif lugar louviiiid.. exprimiente juna el (.•mupliinknto de las obli- 
íaciones emergentes de ln locación de un inmueble ubicado en la Capital, 
i'orriüpnnde conocer <k>l juipio por cobro de alquileres al juez de paz de 
dicha dudad, en la que, adema*, se afirma sin prueba fehaciente en contra, 
que tiene d(iiiii<-Ílio la demandada y donde, también, se efectuaron priire- 
parciales por el mismo concepto* 

Dictamen del Piuxihaiioií tí en ek ai. . 
y ti]) rema Corte: 

Corresponde a \'. E. dirimir la presente contienda de compe- 
ten cía entre .jueces, al no existir un órgano superior jerárquico 
común ipie pueda resolverla (urt. 24, ine. 7* decreto-ley 1285/58). 

En cuanto al fondo del asunto — se trata del cobro de alqui- 
leres por la locación de una propiedad situada en la ciudad de 
Buenos Aires— de antiguo tiene resuelto V. E. que con arreglo 
a lo dispuesto por el art. 1212 y correlativos del Código Civil, 
es competente para conocer en los pleitos de la naturaleza del 
presente, con preferencia ai juez del domicilio del demandado, el 
del lugar designad» explícita o implícitamente por las partes 
para el cumplimiento del contrato, cualesquiera sean las presta- 
ciones que se demanden, principales o accesorias (Fallos; 125; 
21 H>; Í30¡ 14^: 2Í.">; 1 r j«h 172 y 424, entre otros). 

Kn i'l caso do autos, habiéndose comprobado que las obli- 
gaciones contraídas por la locatario tuvieron comienzo de ejecu- 
ción en esta Capital (ver los recibos que corren a fs. 11, 12, 13 
y 14 del exp. agregado ;i7.78í), expresamente reconocido por el 
actor a fs. :iS del exp. agregado ítt.íWÍ), me parece claro que 
por aplicación de aquella doctrina, y inda vez, por lo demás, (pie 
el actor no ha probado fehacientemente que la demandada se 
domicilie en la Provincia de Buenos Aires —supuesto expresa- 
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mente negado por ésta—, corresponde rá dirimir la presente con- 
tienda en favor de la competencia del Juzgado Nacional de 
Paz n 9 8 de la Capital Federal. Buenos Aires, 7 de setiembre de 
1ÍW30. - Ramón Lascano. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de octubre de 19G0. 
Autos y vistos; considerando; 

Que, según resulta de las constancias de esta causa y del 
expediento olUS-H) del juzgado provincial —cargo de fs, 8 vta.; 
auto do i's. 3 y cédula de fs, 10, respectivamente—, la cuestión 
ile competencia por inhibitoria fué deducida en tiempo oportuno 
auto la justicia nacional. 

fjue, en cuanto a la decisión del caso so refiere, no es dudoso 
que el juez de paz de la Capital Federal debe conocer del juicio. 
Se trata, en efecto, del cobro de alquileres por la locación de un 
inmueble ubicado en ln Capital; en esta ciudad afirma la deman- 
dada tetter su domicilio* sin qü@ e n el expediento de la justicia 
provincial existan constancias fehacientes en contrario; por últi- 
mo, los pairos parciales de alquileres a «|ue se refieren los recibos 
de fs. 11/14 del ex pe< lie n le agregado :'7.7*¡i se efectuaron en la 
ciudad de Buenos Aire?.. 

Por ello, Ja jurisprudencia de esta Corto sobre el punto 
(Fallos: 1Í)S: lV2i); doctrina de Fallos: 24H: 155) y lo dictaminado 
por el Señor Procurador (í enera I, se declara que el Sr. Juez Na- 
cional de Paz de la Capital es el competente para conocer del 
juicio promovido por Manuel Concordia Casco contra Salvadora 
(rómez de Lombardini, sobre cobro de alquileres. Remítansele lo.s 
autos y hágase saber en la forma estilo ni Sr. Jncz en lo Civil 
y Comercial de La Plata. 

Benjamín Vilucoas Basavilbaso — 
AitrSTÓarijo D. AitÁoz de L\ Ma- 
drid — Luis María Boffi Bogqero 
— Julio Oyiianarte. 



JULIO ELGUETA 

mmmmm Y COMPETESCiA: Competen, iu nación**. Cama, pernio. 
I udnción de normas fefataU?. 

Corresponde conocer de !ti causa n la justicia nacional en lo criminal y 
correccional ÍVdi'rnl de la Onpitol, y no a la de instrucción de la mismo 
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lindad ni a la Federal (ie Hnliía Blanca, h iJc las coiiataiiein-; de autos lálo 
*ur^e l:« presumí! r.miisiún. ,n k i-indad do Buenos Aire», di'l delito sancio- 
mulo por el nrt. 212, ine. 2", del Código Penal (modificado por ley 15.278). 
No obsta a ftlo lit rtmmstíirieia de que el arma a cuyn tenencia se refieren 
las actuaciones baya .sido reclamiidn jinr "desit parición" a solicitud del 
-liixu*:itlii de lipiria r-t.'iii «le l;i Marina de Guerra, pues esto no bn«ta para 
¡H-ivditnr que aquélla pertenezca a la Nación, 

I>h-T\MK\ HM. l»lt«H*flí.MH)|E (¡KNKK.U. 

Suprema i 'orte : 

!>•■ las eonstaneias <!<• autos sólo surge, hasta el presento, la 
presunta comisión, cu esí¡< capital, «Id delito sancionado por el 
nrt 21::. ¡ii-;. lí», «Leí Cód. IVnul (modificado por ley lá.27n). La 
eirauustanciíi de que el arma a la que >e refieren la- ucl naciones 
(taya sitio reclamada por "tles4ipáneií»n"j a solicitud del Juzgado 
de Instrucción n u % dé ta Marina do Guerra cu Puerto Belgraim 
(IV. .'!), no acredita por -í sola míe uuuélla pertenezca a F:i Na 
«ion, pues existo ía posibilidad d<- (pie sea di* propiedad particu 
lar de personal de [a Armada inri. 168, £né. 2*, del Código ñu 
Justicia Militar). 

Aleña lúVn, por aplicación de [o dispuesto en rl art. 4 V do la 
ley l.'S.SMo, fus delitos atinentes a anuas de guerra* pólvoras, explo- 
sivos y afines son de conocimiento d<> la justicia cu lo federal 
fFttllos; 23Í); 3¡B; J4:í: 54!'). y. en el caso,* según lo adelanté, la 
!<■ i « - 1 1 - - ¡ : * !a p¡-lnl;i en cuestión cae ilentro de lo proscripto 
Mi *'l mencionado art, 212, be. 2^ por tratarse de un anua de la 
metitMónttda liaturale/:i (nrt. T" ili-l iÍ-ci-Hn ;¡1S!I (¡0). 

Ka CoiisecuCiteiUj y dnd<> <■! lugar d*- comisión del presente 
delito, la cansa es de conocimiento dé la justicia en lo criminal 
y correccional Federal de la Capital, y así correspondo declararlo 
(Kallfs: !»:«»: Q5Ó y 23ÍÍ: ¿fW; entre otro«)> Buenos Aires, 6 de 
octubre de !!>(!)). — llamón %tí$mm t 

FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Huenos Aires, 17 de octubre de fgtáft, 

Autos y vistos : 

('•ir los fundamentos «leí procedente dictamen del Señor Pro- 
curador (JenerUlj se declara que el conocimiento de esta causa 
correspondí* a la justicia nacional en lo criminal y correccional 
federal de la Capital. Item ít a., se los autos a ta Cámara Nacional 
do Apelaciones en lo Federal y Coutcuciosoadoiinistrativo para 
•pie dé intervención ¡i] juzgado <|Ue corresponda y llágase saber 
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en la forma de estila til 8r. Juuz Nacional cu lo Criminal tle 
Instrucción y a] Kr. Juez Federal de Bahía Blanca. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 

AltlSTÓBUM) 1). AltÁOZ DE IjAMA- 
DII1I) — I.riS M Allí A JÍUFKL BoütlEHO 

— Jimii Oyhan\htf. 



MAHIA B. KS TAIMA he T08TERA v. SKL1M ARUITI 

VXTRAOmWáWO: ***** pmpia*. Senttnda definitivo. 
' onet ¡do t( generalidades. 

No procede el recurso del nrt. 14 de la ley 4S cuando, tratándose de una 
seutemm iti«-« J j ít |»hl JI , media la posibilidad] de «»,. [ ;1 s „] Ul -j¿ n de | fl enusn 
Ji:iw innecesaria la intervención de ta Corte, Tal ocurre si el tribunal de 
titeada, al revocar el Jalla cpie liueía lu^ar ni desalojo, orden» devolver los 
autos al in mor para que se pmuwnde sobre la causal respecto de la cual 
no recavo decisión { ] ). * 



CARLOS TOBOSA v. ADOLFO ('M-CK 

RECURSO EXTRA ORDiXA til 0: Hesito* propio,. ( piones no fedérate?. 
Interpretación dr mtrnmis iy <icf<>? heale.i en amera!. 

í*.Tali".'adi> desconocimiento del nrt. L>:¡íí de la ley 1SDM no sustenta el recurso 
cxiranrdirjnrio, pues, en lo qiic al e¡,*o interesa, aquel] .i lev no reviste carácter 
luicmnal en Jos téfjiiimw del nrt. 11. inc. 3», dé In ley 4S (-). 



XESTOlf IITCO TKm-LAVEIiS 

RXCVRSO EX TRA OliDtSABlO : Requisitas propio*. Copiones no fedérate», 
fientnn-ian arbitraria, ¡m proo de ¡tria d> 1 rern rsu, 

Ui pola remisión a ios fnridautenEos de primera ¡uítancia uo ei f de por bf, 
impugnable por arbitrariedad, pues la doble ¡iistanein no coas ti tuve requi- 
síto constitucional de la defensa en juicio t 3 ). 



(•> 17 de orttidre. Frilttm: IMS: -1S7; 244; 414 

j§ \l ¥ «t«»»ro. ^«lloa: 10*: 171; 117: 3¡)9; 110: 338 , 125: 2V2 
(3) 17 fie octubre. Fallos: *J44: 430. 
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F.a.ms m: la corte suprema 



EDUARDO C A. MARTDKEJ.L v. S. A. CHAK1XA 

.¡raiSIUCCIOX Y COMPETKXCIA: OmpvtfHcia territorial. Mementos de- 
terminantes. Lugar de cumplimiento de h obligación. 

En un juicio en el que ge ejercen acciones personales, a falta de prueba 
de lu ijUL* resulte IiiiIxtsü pactado expresamente acerca de los tribunales 
competentes para decidir lns cuestiones judiciales emergentes iU> la relación 
jurídica enlre las partes, debe concluirte que ellas aceptaron Implícitamente 
lu de los jueces del lu^ar en (pie la gestión debía cumplirse. 
En consecuencia, corresponde 11 la justicia civil y comercial de Salta y no 
a la nacional en lo comercial tic la Capital Federal, conocer del juicio por 
cobro ile comisiones impagos promovido contra una compañía domiciliada 
en IVncncis Aires, si el actor invoca el carácter de representante- vendedor 
le la demandada en la menciona tln Provincia, donde reside y desarrolla sus 
.■t.-tivi iIíhÍ* ^ i-oinerciales. 

Dictamen" i>ki. Píhx'Iiíai>oi¡ (íknkrat, 

Su]iruiii:t Corte: 

Se desprende tic ¡míos ipie don Kdunrdo C. A. Mnrtorell dc- 
mandó :i la firma "Crntina S. A. Comercial, Industrial y Finan- 
ciera" — domiciliada en la Capital Federal — por cobro de comi- 
-iones impagas en su carácter de representan! e-vei.dedor de los 
automotores 11 Mngi rus- 1 )eutz" en hi provincia de Salta. A (al 
efecto, radicó el juicio ante el Juzgado de Primera Instancia en 
lo Civil y Comercial de ola. Xoniinneión de la ciudad de Salta, 
en la que reside y luirá r en iriu* desarrolla sus actividades co- 
merciales. 

Al serle notificada la demanda por exhorto, la demandada 
plantea cuestión de competencia por inhibitoria ante el Juzgado 
Xacion; 1 en lo Comercial n" U de esta Capital, argumentando que 
tratándose de una acción personal, y no existiendo un lugar con- 
venido para el cumplimiento ele la obligación — como a su juicio 
ocurre en el presente pleito— t es competente el juez del lugar 
tlel contrato o el del domicilio del demandado, y como considera 
que ambos presupuestos se dan en el sith litr, afirma que corres- 
ponde entender a la justicia de la Capital Federal y no a la de 
Salta. Acogida favorablemente la cuestión, el ma gis (ra do nacio- 
nal libra la correspondiente rogatoria al juez provincial para que 
se desprenda de los autos, pero como éste no buce lugar a lo soli- 
endo (ver fs. :ib" del expediente agregado ,*í!K>7). aquél da por 
trabada a fs. 42 vía. la pertinente cuestión do competencia —lo 
ipie equivale a mantener su pronunciamiento anterior— y remite 
Ins actuaciones a la Cámara del fuero, la que la* eleva a la Corte 
Suprema. V en tales condiciones, habiéndose declarado compe- 
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lentes loa juccos ele ambas jurisdicciones, y no existiendo un 
órgano superior jerárquico común que pueda resolver el conflicto, 
corresponde que V. K. lo dirima en atención a lo que dispone el 
urt. 24, iiu*. 7 9 , del decreto- ley 1285/58. 

Kn cuanto al fondo del asunto, de antiguo tiene resuelto la 
Corte que es competente para conocer en los pleitos de la natu- 
raleza del presente, con preferencia al del domicilio del deman- 
dado, el juez dei lugar designado explícita o implícitamente pol- 
las partos para el cumplimiento del contrato, cualesquiera sean 
las prestaciones que se demandan, principales o accesorias (Fa- 
líos: 125: 20f>; 130: .'!!); 143: 21 ó; 15!) : 172 y 424), Y en casos 
en cierto modo similares al presente, lia declarado que a falta 
df* prueba de la (jue resulta haberse pactado expresamente acerca 
de los tribunales competentes para decidir las cuestiones judi- 
ciales emergentes di> la relación jurídica existente entre las par- 
tes, delw concluirse eme ellos aceptaron implícitamente la de los 
jueces del lugar en que la gestión debía cumplirse (Fallos; 175: 
251 i 199: 35; 213: 415). 

Por aplicación analógica de tal doctrina, y toda vez que, a 
estar a lo que resulta de la carta corriente a fs. 5 del expediente 
agregado 3767, el actor tenía la representación de los automo- 
tores en cuestión para la provincia fie Salta, por lo que en ella 
tenía que desarrollar su actividad, considero que correspondería 
dirimir la presente contienda en favor de la competencia del Juez 
de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de 5ta. Nominación 
de Salta, Buenos Aires, 27 de julio de lílfiO. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPHEMA 

Buenos Aires, 1 f> do octubre de 19ÉK 

Autos y vistos : 

Pov los fundamentos del procedente dictamen del Sr, Pro- 
curador General, se declara «pie el Kr. Juez en lo Civil y Comer- 
cial de Salta es el competente para conocer del juicio promovido 
por Kouardo C. A. Martorell contra Craftua, S. A., por cobro 
de pesos. Devuélvanse estos autos al Sr. Juez Nacional en lo 
Comercial de la Capital y hágase sabor en la forma de estilo al 
Sr. Juez en lo Civil y Comercial de Salta, a quien se remitirán 
los expedientes agregados números 37IJ7 y 39G7 y la carpeta con 
documentos. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Punan Aueuastury — Ricardo 

COLOMBRES — ESTKBAX ImAZ. 
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FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



S. R. L. ACANTO v. MARCELINO OOFARDKLLES t Oritos 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* fórmate?. Interposición del re- 
curso. Forma. 

El planteamiento del caso federal no constituye interposición válida del 
recurso extraordinario, pues n ¡entras e! primero debe formularse oportuna- 
mente, ¿orante el transcurso del juicio, el último debe interponerse después 
de dictada la sentencia definitiva por el superior tribunal de In causa (*). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del re- 
curso. Forma. 

El solo planteamiento del coso federal , en previsión del rechazo de la revo- 
catoria deducida contra la resolución de la Cámara de que se agravia el 
recurrente, no constituye interposición válida del recurso extraordinario. 



S, A. Cía. INMOBILIARIA EDIFICIO HERMAN ICO v. 
NACION ARGENTINA 

i 

RECURSO EX TRA ORDINARIO i Requisitos propios. Cuestiones no federales, 
fntcrprcttttrión de normas locales de procedimientos. Costas y honorarios. 

La interpretación y aplicación de In? normas Robre honorarios contenida» 
en las leyes V2M7 y 14.170, no constituyen cuestión federal a loa efecto* 
del recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitraria*. Principio* generales. 

La impugna rión de arbitrariedad debe formularse expresamente, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos, t -autos jt honorarios. 

Las cuestiones atinentes a la personería del representante de las sociedades 
propietarias de las acciones emitidas pnr una de bis partos y a la validez del 
oniivenio sobre honorarios celebrado con el recurrente, son irrevisibles en 
In i ns! mina extraordinaria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Conos varios. 

El recurso extraordinario no es la i ía para impugnar posibles nulidades 
procesales. 



<») 19 rfe octubre. Fallos: 234: 767 y 7CP; 235: 720 y 725; 241: 150. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Buenos Aires, 19 do octubre de 1960. 



Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Higinio 
Arbo en la causa Edificio Germánico Cía. Inm. S. A. c/ el Esta- 
do", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que esta Corte tiene decidido, reiteradanitiiie, que la inter- 
pretación y aplicación de las normas sobre honorarios contenidas 
en las leyes 12.997 y 14.170 no constituyen cuestión federal a los 
efectos del recurso extraordinario (Fallos: 239: 104; 241: 20 y 
150; 242: 222; 243:223 y 298 y otros). 

Que no media, en el caso, impugnación expresa de arbitra- 
riedad, careciendo el art. 17 de la Constitución Nacional de rela- 
ción directa o inmediata con lo decidido acerca del monto de los 
honorarios cuestionados. 

Que los restantes agravios del apelante se vinculan con cues- 
tiones resueltas por el Tribunal a quo mediante fundamentos de 
hecho y de derecho común y procesal, irrevisiblcs en instancia 
extraordinaria. Tales son, en efecto, las atinentes a la personería 
del representante d<* las sociedades propietarias de las acciones 
emitidas por la acto ra y a la validez del convenio sobre hono- 
rarios celebrado con el recurrente. A lo que cabe añadir que el 
recurso extraordinario no es la vía para impugnar posibles 
nulidades procesales (Fallos: 236: 321; 239: 28; 241: 157; 242: 

279 y otro?). 

Por ello, so desestima la precedente queja. 



COSTAS: Desarrollo del juicio, Percnción. 

Cunnclo se ha declarado operada la ead lindad de la instancia extraordinaria, 
en razón de liuber tenido éxito la aeiisai-ión de perención formulada por la 
co raparte, las costas del incidente deben ¡mponerBe al recurrente vencido. 

PERES f ON BE INSTANCIA. 

Lo circunstancia de que la elevaeión de los autos al tribunal enperw conali- 



en su caso, no comporta la excepción prevista en el art. 8* de la ley 14.191, 



Benjamín Villegas Basaviuuso — 
Jumo Oyhanarte — Pedro Abe- 
rastury — Esteban Imaz. 



TIWTRCTO ERRAMOUSPE —sucesión 




FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



ni exime al ri'rurrrnt*- de la carga proi-exal do urgir la marcha del juicio, 
realizando los actos o formulando la» peticiones (endientes a obtener el 
cumplimiento de los trtímites omitido?. 

PERES X tm DE INSTANCIA. 

I'rnecde declarar la enducidad de la instunna si, dc*dc la reiteración del 
pedid» de elevación de los autos «i virtud del recurso extraordinario conce- 
dido, ha.sta la fecha de la remisión efectiva de aquéllos a la Corte, transcu- 
rrió, coa exceso, el plazo previsto en el art. 1', inc. 2', de la ley 14,101, sin 
que el recurrente haya realizado acto alguno tendiente a interrumpirlo. No 
ülwtun a la expresada conclusión las a nrti mentaciones formuladas respecto 
a la conexidad de la causa con un juicio sobre filiación natural, habida 
cuenta de que, de los constancias de este último, surge que no medió, en su 
trámite, inconveniente nlguno que haya impedido su elevación a la Corte. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos A i ros, 21 de octubre tic líHiO. 
Visto* los autos: m Erramotispe, Tibureto s " sucesión". 

Y considerando: 

Que concedido, u fs. 471 vía., el recurso ext raordinario dedu- 
cido contra ln sentencia de fs. 455/456, el apelante reiteró, a 
fs. 478, el pedido de i|tte los autos fuesen elevados a esta Corte, 
[ja petición fué proveída de conformidad con fecha 19 de junio 
de 1959 (ver fs. 478 vta.). 

Que el presente juicio fué remitido a esta Corte con fecha 
1*2 de febrero de 1960, junto con los autos caratulados "Erra- 
mouspe, María O, c/ Erratnouspe, Tiburcio %/ filiación'* (E-27Í*) 
(ver oficio agregado a fs. 1407 de dichos autos y manifestación 
formulada a fs. 47il de este juicio). 

Que desde la fecha de la reiteración aludida en el primer 
considerando (19 de junio de 1959) hasta la fecha de la remisión 
de los autos a esta Corte, transcurrió, con exceso, el plazo pre- 
visto en el art. I 9 , inc. 2*, de la ley 14191, sin que el recurrente 
haya realizado acto alguno tendiente a interrumpirlo. 

Que, en esas condiciones, corresponde hacer lugar a la pe- 
rención de instancia solicitada a fs. 485, desde que, según lo 
tiene decidido esta Corte, la circunstancia de que la elevación 
de los autos al tribuna) superior constituya una d'lígeneia a cargo 
de la secretaría actuaría, o del Tribunal apelado, en su caso 
no comporta la excepción prevista en el art. 8* de la ley 14.191, 
ai exime al recurrente de la carga procesal de urgii la marcha 
del juicio, realizando los actos o formulando las peticiones ten- 
dientes a obtener el cumplimiento de los trámites omitidos (Fa- 
llos: 245: 112 y «us citas). 
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Que no obstan a la expresada conclusión las argumentacio- 
nes formuladas cu el escrito de fs. 491/492 con respecto a la 
conexidad de la presente causa con el juicio ya mencionado de 
filiación natural» habida cuenta qre, de las constancias de este 
último, surge que desde el día 11 de junio de 1959 (fs. 1466 vta.) 
no medió, en su trámite, inconveniente u obstáculo alguno que 
haya impedido su elevación a esta Corte. 

Por ello, se declara operada en la causa la perención de la 
instancia extraordinaria. Con costas, 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Luis Marí^ Boffi Boggero — 
Ricardo Colombres — Esteban 
Imaz. 



MARIA ISABEL A R RATA r-E BAGNASCO v. MANUEL SORIANO PONCE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal superior. 

La sentencia de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Airea, por 
la cual se rechazaron los recursos de inapticabilidad de ley c inconstitucio- 
nalidad interpuestos para ante ella contra un fallo de la Cámara Segunda de 
Apelaciones de La Plata, no es la del superior tribunal de la causa en los 
Orminos del art. 14 de la ley 48 i 1 ). 



RUFINA RODRIGUEZ D« FERNANDEZ v. LUIS JESUS FERNANDEZ 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Rrquisitos formales. Interposición tfcf re- 
curso, Forma. 

Es improcedente el recurso extraordinario cuando ha sido condicionado al 
resultado de la aclaratoria formulada ante la Cámara ( a ). 



JOSE MARIA I TURRE RIA v. ANA E. HERNANDEZ Y Otros 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

El TÍinmen de aplicación de leyes comunes en el tiempo no constituye cues- 
tión federal que sustente el recurso extraordinario 



l) £1 de octubre. Fallos: 237: 548; 240: 423. 

3) 21 de octubre. Fallos: 240; 50; 241: 208; S43: 168 y 179; 244: 296. 355 
y 568. 

(3) 21 de octubre. Fallos: 245: £00. 
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RECURSO EX T RA O R DI XA R 10 : Requisito* propio*. Cuestione* »o federales 
Sentencia* arbitraria!*. Improvthneia del recurso. 

La sentenriti que, por cneontrarse vigente al trabar» ta lilis el decreto 2186/ 
57, diTlnrii inapüramV ni rasa lns normas de ta ley 14.821 sobre locaciones 
urbunns, tiene t'iimlamentos suficiente* pura >u,t.-iLturta v es insiisccntíble 
de la tn<-Iiíi de nibitrariwiad. 

REci.'físfi EXTRAORDINARIO; fitquisit,,* ,»r< v ,;„.. cationes Metale». 
Smtenaaa arbitraria*. Principios venérales. 

El supuMio :'rror en la apreciación de la pniehn no e.mfiirnr;i irnpn^iiüeión 
atendible dé nrbilniriefí'wt (»). 



MARCELINO OTERO LAOO v Otra v. CA1ÍLOS F. GARCIA Ql'IRNO 

RECURSO DE QUEJA. 

El «cuino de queja para ante la Corte Suprema requiere, para su proee- 
delicia, la pnvm dcducvlón y denegación de !a apelación extraordinaria (»). 

RECURSO EX TRAORDINA RÍO; Requisito, formales, interposición del ra- 
cuno. Forma. 

La simple reserva del caso federal, para el supuesto de no lmeerse lugar a 1» 
apelación deducida contra la sentencia de primera instancia, no constituye 
interposición válida del recurso extraordinario. 



S. A. RADIO BE LORA NO y PRIMERA CADENA ARGENTINA de 
BROADCASTINOS v. JORGE IS \AC LASKE Y Otra 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de la cues- 
tión federal. Oportunidad. Planteamiento m el escrito de interposición del 
recurso extraordinario. 

La cuestión federal atinente a que la decisión apelada es violntoria (fe Ion 
arte. 17, 18 y 19 de la Constitución Nacional resulta tardía cuando, habiendo 
la Cámara confirmado en das sus partes el pronunciamiento del inferior, 
aqneUft cuwtión sólo se planteó en el escrito de interposición del recurso 
extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Casos varios. 

Lo atinente al alcance del art. 510 del Código de Procedimientos en lo Civil 
y Comercial no constituye eneitión talen). 



(l) FalUw: 240: 252 y 440; 242: 17», 252, 303 y 371. 

<í> Kl de octubre. Pililo*: 235: 287 y 67fi; 237: 587; 243: 297. 
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RRVUttSO EXTRA OfíDtXAJttO: lifquhitoa propios. Camiones no federales, 
interpretación de normas lovule* úe proerdimittttm, Jfoblc /uní o «ría y rwwvpf. 

Las resoluciones denegatorias del rceursc» di- innpEu-nbilidad de ley, prevbln 
por el iirt. '28 del «Vereto-ley 1280/08, snn ajena* ;i !ii apelación extraordinaria 
fundada en la garantía do la defensa en juieio. Talos resoluciones dirtadan 
por los salas de las cámaras nacionales de apelaciones, sólo so'i susceptibles 
•le revisión por el tribuna! plonario que aquellas integran. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de octubre de 1960. 

Victos los autos; "Recurso de hecho deducido por Alberto 
Blesh en la cansa Radio Belgrnno y Primera Cadena Argentina 
de Broadcastings S. A. e/ l^aske, Jorge Isaac y otra", para deci- 
dir sobre su procedencia. 

V considerando: 

Que como surge de los recaudos acompañados a la queja, 
las cuestiones federales en que se funda el recurso extraordinario 
no fueron planteadas ante el Tribunal a quo, que confirmó el 
pronunciamiento de primera instancia en todas sus partes. Ha 
mediado, pues, reflexión tardía que autoriza a declarar la impro- 
cedencia formal del recurso (Fallos: 240: 31 ; 242: 239, 516; 243: 
145, 251, 298; 244: 12í» y otros). 

Que, por lo demás, lo atinente al alcance del art. 519 del 
Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial no constituye 
cuestión federal que sustente el recurso extraordinario, y con 
ella carecen de relación directa e inmediata, en el caso, los arts. 
17 y 18 de la Constitución Nacional. 

Que el recurso extraordinario es improcedente con motivo 
de la denegatoria del recurso de inaplíeabilidad de ley previsto 
por el art 28 del decreto-ley 1285/58, desde que es al mismo 
Tribunal Plenario a quien debe requerirse la revisión de la dene- 
gatoria de sns Salas, todo lo cual es ajeno a la garantía consti- 
tucional de la defensa en juicio. 

Por ello, se desestima !a queja. 

Benjamín Viij.egas Basavu^baso — 
Luis María Boffi Bogorro — 
RrcABi>o CotoMBiiES — Esteban 
Tmaz. 
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FALLOS DE UA COSTE BUI'REMA 



ADOLFO VALLE JOS v. MARIA NARDI 

Íhufo!í C SuíZ^ 0itPIÍTKNCUl CHeHÍ6nea * Ctímp < Un ™- tención 

La declaración de incompetencia de la Cámara de Alquileres de la Provincia 
de Buenos Aires, no habiéndose trabado aun una contienda de competencia 
negativa, no comporta efectiva denegación de juatida que autorice la Ínter- 

ZmtSüAsr* m ,énni ° 09 d " art - m - w *• M decr,, °- 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de octubre de 1%0. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el actor 
en la causa Vallejos, Adolfo e/ Nardi, María»», para decidir sobre 
su procedencia. i 

Y considerando : 

Que la declaración de incompetencia pronunciada por la Cá- 
mara do Alquileres de la Provincia de Buenos Aires no comporta 
efectiva denegación de justicia que autorice la intervención de 
esta Corte, desde que el recurrente no ha afirmado, ni demos- 
trado, que haya mediado alguna decisión de otro órgano negán- 
dose a conocer en el caso concreto de autos. 

Que, por lo tanto, y no habiéndose trabado aún una contienda 
de competencia negativa, no se dan en el caso ninguna de la* 
circunstancias a quo esta Corte ha condicionado su intervención 

?J ÍS^/ÍÍ 111 ! ? d °l "¡rí- 24, ÍnC * 7 * dGl d <*reto-ley 1285/58 (lev 
14.4fi7) (Doctrina de Fallos: 242 : 466). * 

Que con respecto a la arbitrariedad alegada por el recurren- 
te, no se dan los extremos requeridos por la jurisprudencia de 
esta Corte sobre la materia. 

Por ello, se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavhjias i — 
Luis María Boffi Bogor o — 

RlCAnDO COLOMBRES — ESiEIUN 

Imaz. 



DE JI-STiriA DE LA NACIÓN' 



111 



S. A. ALEJANDIÍO Bl ANCHI v Cía. v NACION ARU ENTINA 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Sentencia ttefi* 

nitiva. Resoluciones anteriores. 

Si bien la resolución que tiene a la actora por desistida de la apelación, en 
razón de haberse excedido el plazo establecido en el art. 80 de la ley 11.683 
(t.o. 1950) para expresar agravios, no decide el fondo del pleito, ha puesto 
fin al mismo al quednr firme «si la sentencia de primera instancia que 
rechazó la demanda. Corresponde, en consecuencia, considerarla sentenciu 
definitiva a los efectos del recurso ordinario, y declarar bien coneedído el 
interpuesto conforme al art. 24. inc. 0% ap. a), del decreto 1285/58, vidente 
¡i la fecha en que quedó firme el auto que lo acordó. 

I MPUESTO A LOS REDITOS: Procedimiento >, recuno*. 

E) art. 80 de la ley 11.083 (t.o. 1950), al aludir a la comparecencia del de- 
mandante, lo hace a los efectos de la expresión de agravios y no a cualquier 
tipo de comparecencia del «pelante, eoinn, por ejemplo, vi aliebrarse a revisar 
lo» uuU*. A lo que debe agregarse que, en el caso, la providencia respectiva 
dispuso poner Ion autos a la Oficina "pnrn que ta parte actora exprese agra- 
vios dentro del termino legal". 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Procedimiento >t ríCMMw». 

La palabra "subsiguiente'' empleada en el art. 2ti de La ley 11.083 (Lo. 1950) 
se vincula, en el lenguaje corriente, al veri» "subseguir", o flea seguir 
inmediatamente. La interpretación según la cual significa que el término 
de cinco días allí fijado comienza a correr desde el segundo a partir de la 
notificación, choca cnu la razonable y aistemática que debe privar, ya que 
aquel precepto se integra en las normas de la ley 5Ü y también en el Código 
de Procedimientos Civiles, cuyo art. 41. al igual que los arte. 1" y 18 de 
aquélla, dispone la Ion mi de computar los términos, introduciendo un modo 
que es particular del procedimiento judirial y cuya derogación requeriría unn 
disposición legal categórica. 

LEY: Interpretación ij aplicación. 

No es probable que se huya buscado alguna dignificación obscura o abstraía 
de las palabras empicadas por la iey, sino más bien que se las haya aceptado 
en el sentido más obvio al entendimiento común. 

CONSTITUCION NACIONAL: Canstituciatialidad r inroustitiieitnialiflnd. Le* 
títS nafiontilé'n. Itn positivas, Impnrutn a ion réditnn. 

El nrt. 80 de la ley 11.683 —t.o. 195í¡ — no es inconstitucional. La circuns- 
tancia de que contenga nnn exigencia aplieahle a una de las partes en juicio 
no basta para su impugnación con base en el art. 16 de la Constitución 
Nacional, porque encuentro fundamento en la necesidad de la pronta deci- 
sión de esta clase de juicios atinentes a la repetición de impuestos. No se 
trata, por consiguiente, de una exigencia arbitraria til fundada en razones 
persecutorias o de indebido privilegio. 




112 



FALTAOS DE LA CORTE SI.'I'KKMA 



Dictamen pel Píioci-uadok Genf.hal, 
Suprema Corto; 

Ln resolución de fs. 118, que decide tener n la parto nctora 
por desistida del recurso interpuesto contra el fallo do primera 
instancia, reviste ol carácter de sentencia definitiva en los tér- 
minos del nrt. 24, ine. tí* ap. a), del decreto-lev 1285/3$ ^loy 
14.467— desde que pone fin ai pleito c impide la tutela del dcreehÓ 
que la parte interesada estima asistirle (conf. Fallos: 240: 14). 

Por ello y atento lo dispuesto por la norma leiral citada, el 
recurso ordinario de apelación ha sido bien concedido a fs. 120, 

Kn cnanto al fondo del asunto, el Fisco Nacional (11.0.1.) 
actúa por intermedio de apoderado especial, el que ya lia asu~ 
mido ante V. K la intervención que lo corresponde (fs. I(í3) 
Buenos Aires, 24 de diciembre de VXi'X — Ramón Laurnno. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de octubre de 1%<). 

Vistos los autos: "Alejandro Bínnehi v Oía. S. A. c/ Fisco 
Nacional (J).U.I.) s/ repelición". 

Considerando: 

1 V ) Que contra la sentencia de fs. 93/98, tpie rechazó la 
demanda de repetición de impuestos promovida por la adora, 
interpuso ésta recurso de apelación (fs. 00), que le fué concedido 
(fs. í)!l vta.). A continuación se elevaron los autos a In Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Federal y Contenciosoadministra- 
tivo do esta ciudad y se dictó la providencia de fs. 107, poniendo 
aquéllo* "a la Oficina para que la parte acto ra expreso agravios 
dentro del término \f»* a V\ la que se notificó por cédula (fs. 108) 
y quedé firme. Habiéndose presentado la expresión do agravios 
al sexto día de aquella notificación, la parte demandada, coa 
invocación del nrt. 8íi de la ley 11.083 (t. o. solicitó se 

declarara a la nctora desistida de la apelación, por haberse exce- 
dido el plazo de cinco días establecido por dicho artículo (fs. 117), 
lo fine así se resolvió a fs. 118. 

2*) Q"^ contra esta resolución se interpusieron los recursos 
ih> aclaratoria, nulidad y reposición (fs. '127), que fueron de- 
negados (fs. 120) y el ordinario de apelación (fs. 127 vta.) que 
fué concedido (fs. 12í>) y también recurso extraordinario (fs. 130/ 
1.37) que fué denegado por ñuto de fs, 138, que quedó firme. 

Asimismo so interpusieron a fs. 140/141 recursos de npeln- 
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ción y extraordinario contra la resolución de fs. 121), los que 
fueron denegados por auto de fs. 142, motivando Ja queja agre- 
gad» sin acumular {B. 402), 

También se interpuso recurso extraordinario — "a todo 
evento*' — contra la sentencia de primera instancia de fs. í).'{/í)8, 
con el argumento do que por efecto de lo resuelto a fs. 118 linbíu 
adquirido carácter de definitiva (fs. 134 vta/liki), el que fué 
denegado por auto de fs. Ki8, que quedó firme. En consecuencia 
y sin perjuicio de la resolución que se dicta en la fecha sobre la 
queja mencionada, corresponde considerar el recurso ordinario 
concedido a fs. 129 contra la resolución de fs. 118. 

C$fte si bien la re solución do fs. 118 no decide el fondo 
del pleito, ha ¡mosto fi.i al mismo, porque por efecto de ella lia 
quedado firme la sentencia do fs. !t:í !IS que rechazó la demanda 
de fs. 7/1U. Conforme a la jurisprudencia de esta Corte (Fallos: 
245: 108 y sus citas), corresponde considerarla sentencia defi- 
nitiva a los efectos del recurso ordinario, y, en consecuencia, 
declarar bien concedido el interpuesto a fs. 12:1/27, con forme al 
art. 24, inc. tí* apartado a), del decreto-ley 1285/58, vigente 
a la lecha en que quedó firme el auto que lo acordó. 

4") (Jue el procedimiento del presente juicio está regido por 
los arts. 77 y siguientes de la ley ll.ííSIÍ (T. Q. ]í).")l¡) y el de 
segunda instancia, eh particular, cuando la apelación es conce- 
dida libremente, por el art. 8(i que establece: "cuando el ape- 
lante sea el demandante y no compareciere ante el tribunal de 
segunda instancia dentro de los cinco días subsiguientes al do la 
notificación de la primera providencia, se lo tendrá de oficio por 
desistido del recurso, con costas, quedando confirmada In sen- 
tencia recurrida y pasada en autoridad de cosa juzgada". 

5^) Que se arguye por la recurrente, en primer lugar, que 
el art. 86 no establece expresamente a qué efectos se impone la 
comparecencia del apelante, por lo que cabe decidir que cualquiera 
sea ésta, por ejemplo, el allegarse a revisar los autos — y esto 
tuvo lugar — se cumple con los términos de la ley, sin perjuicio 
de que la expresión de agravios se presente conforme al proce- 
dimiento ordinario. Pero lo cierto es que esto no es así. Se deduce 
fácilmente de las consecuencias que de la incomparecencia siguen, 
según el art. 80, que la norma en examen alude a la expresión 
de los agravios del apelante, a lo que cabe agregar que la provi- 
dencia de fs. 107 estableció expresamente que se ponían los autos 
a la Oficina "para que la parte actora exprese agravios dentro 
del término legal", lo que despeja la rinda que en el caso pudiera 
quedar al respecto. 

W) Que se alega también que el art. 8G emplea la palabra 
"subsiguiente" y que esto significa, según el Diccionario de la 
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Lengua, que i-l termino fie cinco días comienza a correr desdo i*l 
segundo a partir de la notificación, o sea que el art. 8(i establece 
80 realidad un término rio seis días desde la notifit ación. Pero 
e-ta significación no os la habitual oa el lenguaje corriente que 
v imilla el término ai verbo "suíise«j#t' ,, t cuya acepción es la de 
seguir ítítBoíliataiiu ntr. 1),- 1,» que se dcdnec r t uu no liav razón 
tleeisivn que imponga otra significación que la ¡pie el uso corrien- 
te M-iuila, N sea la de seguir, sin solución de continuidad, al día 
de la notificación, Que, asimismo, ta interpretación del recurrente 
choca con la razonable y sistemática que debe privar, ron forme 
a lo establecido ya por esta Corte en Fallos: 244: 12!) y sus 
citas. En efecto, el art. *<> *e integra en el cuerpo de nóniias 
• lo la ley 5<l (art. 8Í») y por ende también en el Código de Proce- 
dimientos Civiles euyu art. 4t, al igual que los ai-fs. 17 y 18 de 
ai | titila, dispone cómo comienza y se computan los términos pro- 
cénales, introduciendo un modo que es particular del procedi- 
miento judicial, y cuya derogación requeriría, para ser admitida, 
una disposición legal categórica (pie está lejos de encontrarse en 
el art. S<¡. Por último: si la Ky 11.683 bubiera querido establecer 
un término de seis días, no habría recurrido al artificio de usar 
una expresión qne ; por lo menos, introduciría cu el lenguaje co- 
rriente una duda sobre el propósito de modificar el sistema de 
computación de los términos judiciales que impera en la lev 50. 
en la que se integran los arts. 77 y siguientes de la ley lí.bm 
7*) Porque. como lo señala Coolev, con referencia a la 
interpretación constitucional, con argumento también válido, por 
vía de principio, para la di' la ley, no es probable ijue se "haya 
buscado alguna significación obscura o ahstrusa de lus pu ihras 
empleadas, sino más bien que se las haya aceptado en el sentido 
más obvio ni entendimiento iwnún" cu ia colectividad en que han 
de regir; eonf. \V. W. Wiijjoroiutv. "7'Ac corntitutio^U hnv of 
thv Cntted Stutrs", t. I, p, ó4. 

8*) Que a lo expuesto corresponde agregar que habiéndose 
concedido el recurso ordinario, la falta de tramitación del desis- 
timiento pedido a fs. 117 y decretado a IV. 118 no puede dar 
biliar a su revocatoria con base en la garantía de la defensa en 
juicio. El punto queda, cu definitiva, sujeto a la decisión de esta 
Corte ante la cual ha sido suficientemente debatido y, por otra 
parle, es jurisprudencia reiterada que la multiplicidad de las 
instancias no es requisito de la Constitución Nacional. 

í> ? ) (¿ue e] artículo S6 de la ley 11.683 — T. O. lí)5(i— no 
m íneonatltueioiud. La rirninstancia di- que eonlenga una exi- 
gencia aplicable a una de las partes en juicio no basta para su 
impugnación epu has*, ni rl art. H¡ de la ( Vmstitución Nacional 
porque encuentra fundamento en la necesidad de la pronta deei- 
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sión de esta clase de juicios atinentes a la repetición de impues- 
tos, Xq se trata por consiguiente de una exigencia arbitraria ni 
fundada en razones persecutorias o de indebido privilegio, como 
también lo ha requerido la jurisprudencia para la declaración 
de la iiH'onstitucionalidad con base en la garantía de ja igualdad 
ante la ley —Fallos: 244: 352; 245: 282 y otros—. 

1U*J (Jue, por último, no cabe decisión alguna respecto del 
fondo del asunto debatido en los autos por ser improcedente sn 
consideración, toda vez que ello está firme y lo expresado en lo* 
considerandos que anteceden es suficiente para sustentar el pro- 
nunciamiento que incumbe a esta Corte en el juicio. 

11*) Que, por tanto y en mérito de las razones precedente 
mente expuestas y las concordantes del Tribunal a quo, corres- 
ponde confirmar la sentencia de fx. 118, 

Por ello y habiendo dictaminado el Señor procurador Ge- 
neral, se confirma la resolución apelada de fs. 118. Las costas 
de esta instancia por su orden, en atención a la naturaleza del 
isunto, 

Benjamín Villegas Basavilhaso — 
Pedro Aberastury — Ricardo 
Oolombhes — Esteban Imaz. 



MARTA HELENA. GARCIA de THORXDIKE 

JUBILACION DEL PERSONAL DELA MARINA MERCANTE, AERONAU- 
TICA CIVIL Y AFINES. 

La modificación introducida por la ley 13.498 al decreto-ley 6395/46 (ley 
1*2.912) borró en el art. 68 toda referencia a la calificación jurídica de la 
filiación de loa hijos, s) suprimir la segunda parte del art. 68 que reconocía 
derecho a pensión a loa hijos legítimos y naturales en igual proporción. Y no 
surge de su teito ni do la discusión parlamentaria que la modificación 
importara limitar a los hijos legítimos el derecho a pensión, contrariando 
el estado de opinión que condujo pocos años después a la sanción de I» 
ley 14,367. 

En consecuencia, no corresponde, por aplicación de los arts. 66 y G8 del 
deerclo-ley citado, excluir al hijo adulterino del derecho a pensión, sea 
cuando concurre con la viuda o con otros hijos de otra condición jurídica 
de las admitidas al tiempo de la sanción de la ley 13.498 

PENSION. 

El derecho a pensión se Adquiere por un llamado directo y personal de la 
ley provisional y no por título hereditario. 

JURIh ACION T PENSION. 

Las leyes previsionales deben interpretarse conforme s la finalidad que con 
ellas se persigne, lo que impide fundamentar nna interpretación restrictiva, 
trayendo en su apoyo loa normas legales de la sucesión mortia causa. 
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jvniti'KrnKsciA. 

Si bien la permaumeiu de Ja jiirisprueiiciii es deseable, con 1'midumciilo en 
l i presrrvarión de I? seguridad jurídica, un debe *»K»~t:i r :> su revisión miando 
medien rasones de justicia suf Vientes §1 efecto. 

Jl til! U Iffi ) i'h\St(tS. 

Kn materia de previsión uncial, no debe Uii»arse al drsroiioeiititcnto de dere- 
chos, sino i-itn extrema cautela. 

Í.A.'l /jtierjjrrfíí* nÍn 1/ a¡>licari(in. 

En ausencia de prescripción legal expresa, fu decisión está encomendada ¡i la 
prudnite iutt-r] n vttiriiVu judicial y ésta puede inclinarse por la tesis que mejor 
exprese el estado de la evolución del problema jurídico en debate. 

Dh-tamkn- l'K i-\ Asesoría Lktiiaiu 

Señor Préndente : 

Va en mi dictamen de fs. Uft/ :s -t pwnto VI, expresé que el hi.jo adulterino 
del causante que *e presenta eon la documentación (pie nereditn el vínculo a 
fs. 53/58, estaba excluido de todo derecho a la pensión dejada po" bu padre 
a la fccln de fallecí mi cu o de éste, 5 de abril de 1ÍÍ52, corno consecuencia de la 
•unción ile ln ley 13.40S que modificó el art. 6S del decreto-ley 6395/46. Poste- 
riormente, el 11 de octubre de 1954, se promulgó la ley 14.367 cuyo nrt. 1* 
■mprime "las discriminaciones púhlicas y oficiales entre las personas unidas 
entre >í por matrimonio y de personas no unidas entre sí por matrimonio y la» 
calificaciones que ln legislación vidente establece respecto n estos últimos". De 
manern ipic ya no cabe referirse a la filiación adulterina del recurrente de 
fs. 33, pero debe tenerse presente que el art. T de la misma ley establece que: 
"en materia de derecho sucesorio, las disposiciones de esta ley .se aplicaran en 
las sucesiones que se abran con posterioridad a su promulgación; pero en ningún 
.•aso, alterarán los derechos resultantes de n<ios eump'idos ron anterioridad a 
r.u promulgación". Kn los dictámenes que eijM-dí en las actuaciones 45.367 de 
l'iirlos Henie, señalé las diferencias que median entre las sucesiones y las pen- 
siones, pero me parece evidente quo de pretender ampararse en la ley 14.367, 
debe aplicarse el mismo principio contenido en el artículo transcripto a las 
pensiones que otorgan las Cajas Nacionales de Previsión Social, pues lo contra río 
i ¡aplica ría el desconocimiento de lo que es un derecho adquirido. 

El 16 de julio de 1953 se otorgó a ln cónyuge del causante el beneficio de 
pensión (fs. 36 vta.), que se hizo efectivo el 28 del mismo mes y año (liquidación 
ile fs. 38). Vale decir que la ley 14.3G7 no puede alterar — como lo dice su 
art. 7° — ese neto cumplido con anterioridad » la promulgación de la misma. 
Sin duda, si se acordase pensión al hijo del cansante, se alteraría la pensión 
de que goza la cónyuge de éste, contraviniendo así ln disposición legal. 

Si en el caso de Carlos Heñir, que he citado dictaminé en sentido favorable 
•i ta lii.ja del causante, de la misaba filtaeiót. que el recurrente de estas actúa- 
i-iones, fué — y así lo expresé en dictamen de 16 de marzo del corriente año— 
"por tratarse de la única causalmbiente del afiliado". Y sobre ello también el 
Hirectorio de tn Caja dejó constancia expresa al acordar el beneficio, en su 
reunión de 28 de abril (acta 70, punto 18), encuadrando el caso "en lo resuelto 
por el ex Directorio del Instituto Nacional de Previsión Social al establecer el 
carácter de pensión alimmtaría al beneficio acordado a hijos adulterinos, cuando 
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estos no concurre» con ouusahnhif ntes cuyo derecho se halla expresa y dura monte 
Contemplado por la.- disposit «mes U'-íuU-* perlinen tes". Tal no es el cuso de este 
• xpedienV en que la cónyuge del «'undante tiene un ilereeho aeordndo por reso- 
lución perlerlnmenle fui.duda en la ley. 

Ñu obstante todo l(i dietio en el punto anterior, a f*. ñ'.i dicta miut'% a raíz 
jIo ta presentación del l:ijo del causante, que las actuaciones dein'uri reservarle 
hasta tanto se resolviese el expediente 4<*.7M di' don Luis líinmicro, en el que 
se trota la situación de fus hijos adulterinos, l'ei'n no tuve presente entorne* 
<pie en ese enso sólo concurrían a reclamar el beneficio varios hijos de filiación 
.'diil terina, pur lo que le situación era similar a la planteada en el expediente 
de Heme en tanto que en el presente enso el hijo concurría ron quien tiene un 
derecho innegable a la pensión y yo/ji de él. De uta itera que la solución ipic 
en definitiva se adopte en el expediente de don Lili* Ifugüicni no puede influir 
i-n ]u solución n adoptar en estas actuaciones. 

En razón de lo que queda expresado y atento el despacho de fs. 02. dictamino: 

1") Que doña María Elena O. de Tliorndike debe continuar en la percep- 
ción del monto íntegro del bem-firio que le fuera acordado. 

2*) Que don Jí ¡cardo Alberto Cuntí ty no Tliorndike como se ex prestí, 
uniforme al ¡irt. B* de la ley 14,:tlí7 y mientras el hijo no substituya un apellido 
por otro) uo tiene dereeho a eiiola parte alguna en la pensión dejada por 
su padre. 

3*) Que no obstante lo dicho, sería prudente reservar la mitad del liaber 
hasta lauto la resolución que se adopte pase en autoridad de tusa juzgada. I -a 
reserva debe hacerse sobre todos los haberes impauos. :¡1 de mayo de tl'óó. 

Dictam&k tm Comisión* Peuíiaskvtk uk I'hkst.u iohks 

Aprobad» rumo rftúluciÓH pur rf tHrrr(»rt» d'< hi Caja «le ta S ü¡n 

Dr, rrt>-tra f$ 

Señores miembros del Directorio: 

Visto las aet naciones y teniendo en cuenta las consideraciones expuestas por 
Asesoría Udrada, eti su dictamen de fs. H4/í¡'> vtfi. esta Comisión os aconseja, 
idoplnr !a siguiente resolución: 

Deniégase ta pensión solicitada por don Kicardo Alberto Thorndikc, repre- 
sentado en auto? por doña ítosa C'onti, en el carácter do hijo menor ríe don 
Harvcy Millón Tliorndike, pn virtud de que el recurrente es de filiación adulterina, 
y a que el pausante falleció antes ile la sanción de ln ley 14.367, y atento a que 
doña María Helena Gnreía de Thorndiko. esposa legítima del mUmo, es acreedora, 
jor resolución de fecha 1(5 de julio de l!íó:i (fs. 'Mi), a partir de la fecha de 
fallecimiento del citado, ni beneficio de pensión motivado por el dc«'eso de su 
coposo (ley 14.367, art. 7*). 

Molifiqúese a la parte interesada y si doña liosa Cunti, madre del menor, 
manifestare conformidad o no interpusiere reí-tirso dentro del plazo correspon- 
diente, liquídese y pilgüese el 10fl % de los haberes pendientes de pago y los 
que ¡h* devenguen con posterioridad. En enso contrario, liquídese y pagúese el 
50 % de los mismos y, previo dictamen de Asesoría Letrada, sijra a la Comisión 
de Prestaciones. 2 de junio de 1955. 
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ÜidAKKs i>k t r \ Comisión bx Interpretación 

Adopta.lo como resolución vor el Directorio del Instituto Xaeional 

áe ,'revmón Social 

Honorable Directorio: 

Respecto a la exclusión de la cónyuge solicitada por la recurrente en su 
tscrito de apelación de fs, 68/74, sin aportar nuevas pruebas que acrediten 
fehacientemente la fslta de voluntad de unirse por paite de la beneficiaría de 
!a pensión y atento a to dictaminado por la Asesoría Letrada de la Caja a fa. 32 
y 66 declarando no comprendida a la cónyuge en las causales de exclusión del 
art. 70 del decreto-ley 6395/45, como asimismo a la circunstancia de que la 
propia recurrente a fs. 68 consiente la percepción de pensión por la viuda del 
causante, al pedir para su hijo 'la parte que le corresponde" en dicho beneficio, 
esta Comisión entiende que debe desestimarse la misma sin entrar a considerarla 
por * uanto la cónyuge supérstite del causante goza de un beneficio acordado 
ñor resolución firme perfectamente fundada en las disposiciones legales. 

Conforme a lo resuelto por el H. Directorio en su sesión de i ocha 11 de 
man» de 1957 en el expediente 143.071 CPSP (ZAtirn, Juan) —cuya copia se 
agrega a estas actuaciones—, In Comisión estima que procedería la .probación 
'el siguiente proyecto de resolución, con la salvedad de tjue es aplicable al caso 
de autos lo establecido con carácter general en la resolución precedentemente 
citada : 

T) Revócase la resolución de la Caja Nacional de Previsión para el Per- 
sonal de la Navegación comento a fs. 66 vta,, en cuanto deniega al menor 
Ricardo Alberto ThornUikc el derecho a participar en la pensión derivada del 
fallecimiento de don líarvc> Millón Thorndike, 

2*) Declárase que el derecho que se reconoce a Ricardo Alberto Thorndike 
de participar en la pensión tiene como techa inicial de pago la de la vigencia 
de la ley 1 U67 en la proporción y hasta la edad que legalmente corresponda. 
8 de abril de 1957. 

Dictamen del Procurado» General na Trabajo 
Kxcnifi. Cámara: 

De las constancias obrantes en autos, resulta que don Harvey Miiton Thorn- 
dike contra jo enlace con doña María Elena García, cu la ciudnd de Montevideo, 
el día 12 de abril de 1947 — fs. 3—, habiendo fallecido el primero el día 7 de 
abril de 1052 — fs. 5—, 

Poco tiempo después de bu matrimonio, don Harvey M. Thorndike se separó 
fie su esposa, iniciando ésta juicio de divorcio ante los tribunales competentes 
de esta Cnpitnl. 

El causante había otorgado testamento por nnle el escribano de esta ciudad 
Sr. Migm-l Rodríguez, niani Testando las circunstancias antes referidas y decla- 
rando como único y universal heredero a su hijo, a quien reconoció por acto 
público, de nombre Ricardo Alberto Conti, lo que así consta o fs. 54, 55/57. 

La Caja ríe la Sección Deerelo-lcy 6395/46 por resolución de fs, 36, acordó 
pensión a Joüa Mnría Elena García de Thorndike en su carácter de esposa 
legítima de don Harvey M. Thorndike. 

A fs. 53 se presentó doña Rosa Conti solicitando coparticipación del bene- 
ficio en favor de su hijo extramatrimoníal del causante, cuyo nacimiento se había 
producido el 9 de abril de 1949. 
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La citada Caja a fs. Ii6 resolvió denegar el beneficio solicitado en «tención 
a la filiación del presentante, ya que la ley 13.498 modificatoria del artículo 68 
del decreto (Y.m, lo excluía, no mejorando su situación la sanción de la ley 14.367 
toda vez que el causante había fallecido ion anterioridad a la fecha do vigencia 
de la misma. 

Ln Bcñora Rosa Conti de Ledo García, en su carácter de tutorn del menor 
Ricardo Alberto Thorndike, interpuso a fs. 68 recurso do revocatoria y apelación 
en subsidio para ante el Instituto Nacional de Previsión Social, quien a fu 89 
vta., conforme al proyecto de fs, 89, resolvió revocar la decisión de la Caja, 
reconociendo el derecho a pensión Hel referido menor, a partir de la fecha de 
vigencia de la ley 14.367, resolución esta que provocó el recurso previsto por 
el art. 14 de la ley 14.236, interpuesto por la esposn legítima del causante, 
en los términos que luce el escrito de i». 97/99, que en Cuanto a su forma reúne 
¡os requisitos exigidos por la doctrina y jurisprudencia para estos casos. 

Por mi parte, coincido con la tesis sustentada por la recurrente, en cuanto 
brega por la exclusión del hijo extra matrimonial de los beneficios del régimen 
del decreto 6395. 

U doctrina sentada por la Suprema Corte de Justicia de i» Nmión, en 
tanto sea mantenida, constituye el obstáculo que se opone al otorgamiento de la 
prestación en favor de aquí!, puesto que, según la misma, el derecho a pensión 
surge para los derecho-habientes del ex jubilado a partir de la fecha de falle- 
cimiento de éste, y del* ser juzgado conforme a la ley que se encontraba en 
vigencia en ese momento— Fallos : £29: 532; 224 : 31, 2*15. 453, 851. _¡13 : 231; 
222: 122 — . 

En tal instante regía la ley 13.478 modificatoria del decreto-lev 6395 en mi 
art. 68, la que no mencionaba a los hijos extramairimoniales como" beneficiario* 
de pensión. 

La situación no ha podido mejorar n rafe de la sanción de la ley 14.367, 
puesto que por imposición del art. 7" en materia de derecho sucesorio las dispo- 
siciones de la le> "se aplicarán en los juicios que se abran con posterioridad 
a su promulgación, pero en ningún caso alterarán los derechos resultantes de 
actos cumplido» con anterioridad a mi promulgación". Ello está indicando que 
a la ley no se le lia otorgado efecto retroactivo y que consecuentemente no ha 
podido nltera r o modificar la situación iegHl existente a la fecha de fallecimiento 
del ex jubilado, respecto de los derechos del hijo cxtramatrimonial. 

Ln cónyuge de acuerdo a la ley previsional y a la resoíucñ'u de la Cuja 
— fs. 36— hubía adquirido el derecho a gottir de pensión, lo que importa admitir 
que habíase incorporado a su patrimonio, en calidad de propietaria, el importe 
del beneficio acordado y ese derecho y garantía, indudablemente, no debió hnber 
sufrido merma o alteración a raíz de la sanción y promulgación de la ley 14.367, 
que al suprimir las discriminaciones públicas y "oficiales entre los hijo* uncidos 
de personas unidas entre sí por matrimonio, y de personas no unidos entre si 
por matrimonio, y las calificaciones que la legislación establéela respecto de 
«tos últimos colocaba al hijo extra matrimoniar en iguales condiciones que « 
los demás hijos. 

No se me escapa lo que dispone el i»rt. 5" del Código C ivil en cnanto a que 
ninguna persona puede tener derecho irrevocable» ente adquirido frente a tilín 
ley de orden público, de cuyo carácter participa la número 14.36", pero el 
principio funciona con todo su efecto, salvo en M caso de que la nueva ley se 
oponga expresamente al principio de retmaclividiul de ln misma, va que eñ tal 
*upoesto es de aplicación lo normado en los arts. 3 y 4044 del Código Civil, 
es decir, que malgrado el carácter de orden público de la lev V su consiguiente' 
efecto en lo atinente a la alteración o modificación de los derechos adquiridos, 
estos retoman sn inntiennhilidnd enando existe en ln nueva lev una expresa 
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disposición que niega su aplicación retroactiva. Esto e* lo que ha dado funda- 
mento a la opinión de muchos tratadistas que sostienen que las leyes de orden 
público, pese a su carácter de tales, sólo tienen efecto retroactivo cuando expre- 
samente asi lo establezcan. 

I'or otra parte lia declarado la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
que "et efecto retroattiro atribuido por et legislador a una determinada dispo- 
sición legal, no puede considerarse violatorio de la Constitución Xncional, sino 
cuando vulnera un ¿trecho irrevocable mente incorporado al patrimonio de tal 

mudo tfiic forme pnrte integrante del derecho de propiedad" — Fallos: 214: 104 . 

El caso de «utos adquiere singular significación y por ello es que considere 
aplicables los conceptos expuestos, ya que se trata de la coparticipación de un 
beneficio cnire la cónyuge legítima y un hijo extrama trímonial, del mal calaba 
gozando exclusivamente la primera, bnsta el momento en que se presentó el 
último o sea que, mediante lo resuelto por el Instituto Nacional de Previsión 
Social, se priva do la percepción del haber pensionario a la viuda, que ya lo 
l abia adquirido en propiedad, para obligarla a dividirlo con el hijo habido de 
la unión con otra persona durante la subsistencia del matrimonio legítimo. El 
caso podría quizá enfocarse y hallar una solución distinta, si se estuviera en 
presencia de una vacancia de la (tensión por no existir causa-habiente legítimo* 
con derecho a percibirla y se presentaran el o los hijos extrninatriumiiialea 
ii solicitarla. En tal supuesto pudría admitirse la teoría del Instituto expuesta 
en otros casos, según la nial ante el silencio de las disposiciones legales que 
regían la materia con anterioridad | la ley I4.:ft¡7, | falta de una solución dentro 
de las leyes prcvisioiialcs pudía recurrí rse a la aplicación supletoria de los 
principios del (ir-recho civil, armonizando las soluciones del derecho privado con 
'as del derecho de previsión, estableciendo así que en los casos en que no hubieren 
quedado deudos ron dencho a pensión, el Instituto puede subrogarse en la obli- 
gación alimentaria que correspondía al cansante, en la forma, condiciones y alean 
fe (pie establece el art. :i-í:t del Código Civil —caso: Domingo Raúl Martino, 
resolución del Instituto de fecha .'íl/12/4f>— . 

Tal sustentación sería aceptable por cuanto en la situación apuntada no se 
hnhría menoscabado el derecho de ningún sucesor habilitado por ley para gozar 
del beneficio de pensión, situación que no confluiría en la especie por existir, 
precisa mente, un causa-habiente a quien se le reconoció y acordó el derecho a 
percibir Ja pensión que le correspondía por fallecimiento del jubilado. 

Por estos razones, es que en mi opinión corresponde hacer lugar al recurso 
interpuesto, revocando la resolución de fs. &í> vta., en cuanto reconoce a don 
Ricardo Alherio Thorndike el derecho a participar en la pensión derivada del 
fallecimiento de thui Uarvey Millón Thorndike. Despacho, 20 de agosto de 1U57. 
— fíríor A. Stirtdu tíraelts. 



Sk\-tf.nl'ia dé la Camama Nacional iw. ApkuvCiones del Tradajo 

Buenos Aires, li) de marzo de 1958, 

El Dr. Amadeo Allocatí, dijo: 

Considero corresponde ron firmar la resolución del Tnslitnto Nacional de 
Previ-síim Social venida en apelación, aunque discrepe con los fundamentos en 
que r.qiiélla se n^ii nta. 

A mi modo de ver el término "hijos" tal cual lo emplea el art, t!8 del 
decreto (WO-V-íi;, mndiiiei.do por la ley U.40S, debe interpretarse con toda ampli- 
tud, establecer discriminaciones que la ley no autoriza y propias única mente 
del derecho sucesorio. 
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En afecto, disponía el art. 06 de aquel decreto: "En los mismos casos que 
con arreglo a este decreto-ley haya dcrceho a gozar de jubilación y ocurra d 
fallecimiento del afiliado, tendrán derecho a percibir pensión, en la proporción 
y condiciones establecidas en este capítulo, las personas enumeradas a conti- 
nuación por riguroso orden exclnyente: a) la viuda, o el viudo, si éste fuera 
inválido, incapacitado total o permanentemente, en concurrencia con los hijo» 
varones, basta la edad de 18 años, o hijas solteras hasta la de 22 años; b) los 
hijos solamente, hasta las edades señaladas en el inciso anterior. . .". 

Como con acierto lo destaca Díaz de GlmakiíO. no se formula ninguna califi- 
cación con respecto al vínculo de filiación ("los hijos) adulterino* en el régimen 
de previtt'in social para el personal de le marina mercante y aeronáutica civil". 
en /. A., 1051, t. IV, p. 55). 

Por su parte el art 08 establecía ; "...La mitad de la pensión corresponde 
a la viudn, o al viudo inválido, incapacitado total o permanente, sí concurren los 
hijos, los padres o las hermanas solteras, o hermanos del causante; la otra mitad 
se distribuirá entre éstos, por cabeza... Los hijos y padres naturales, recono- 
cidos o declarados por sentencia, gozarán de la parte óe pensión en la misma 
proporción y derecho que los legítimos". 

En Ja norma precedentemente transcripta aparece, pues, la calificación del 
estado filial. La expresión genérica "hijos" del art. GC se limita a quienes cuen- 
tan con emplazamiento legítimo a natural (Díaz i*e Gl'UABHO, Ing. y págs. cita.). 

Posteriormente la ley 13.498, vigente a la fecha ¿ 1 fallecimiento del cau- 
sante, dejó la norma del art. 08 redactada, en la parte que nos interesa, de la 
siguiente manera: "...la mitad de la pensión corresponde a la viuda, si eoncu* 
rren los hijos, padres o heríannos del causunte; la otra mitad se distribuirá entre 
éstos por rápita. A fnlti- de padres, hijos o hermanos, la totalidad de la pensión 
corresponderá n la viuda" (art. 1 T ), 

Desapareció, por lo tanto, "toda referencia a la calidad de la filiación". En 
el texto originario, la referencia genérica a los "hijos" &t¡ vinculaba con la men- 
ción de igual clase que se hacía en los recordado* ines. n) y h) del art. 06, los 
que no han variado. Pero esa mención genérica quedaha concretada y restriñ- 
ida n los legítimos y naturales, si bien los equiparaba. Ahora sólo consigna 
"hijos" fautor, lug, y págs. cils.) sin diferencia de categorías jurídicas de 
liliación. Y *on hijos para la ley civil tnnto los uncidos durante el matrimonio 
flirt, 240), como los nacidos fuera del matrimonio, de padres que al tiempo 
«le Ja concepción de aquéllos pudieron casarse (art. 311) o de la unión de dos 
personas que al momento de su concepción no podían contraer matrimonio 
{art. 338), 

Para la ley nueva "en reemplazo de h calidad jurídica de 1» filiación so 
tiene en cuenta el hecho biológico, el carácter sustítutivo que asume la pensión 
con respecto al deber de pasar alimentos y el amparo «u-ial de quienes aún con 
presoi mierda de la referida calidad de] vínculo quedan privados de sustento 
por muerte de quien lo proveía** (Díaz í>k GI'ijaruo, "Lns hijo» adulterinos ante 
la htf R'.SS? . subre jubilación de empicados naetomtcs", J. A., 1951, t. IV, p. 52). 

Soy de opinión, pues, que la ley 14.:J07 resulta totalmente inoperante para 
resolver <■[ caso en estudio, toda vea que, como lo he dicho al comienzo de este 
voto, el término "hijos" tal cual lo empica el art. 08 del decreto 0:195/46, modi- 
ficado por la ley 13.498, debe interpretarse con toda amplitud, sin establecer 
discriminaciones que la ley no autoriza y propias únicamente del derecho suec- 
sono. Bien dice Teíeák Lomas: "Sentadas dos premisas fundamentales, la trans- 
misibilidad de la obligación alimentaria y el carácter alimentario del d' reeho 
de pensión, nos encontramos con una verdadera sustitución o BUbrogadói. de la 
obligación alimentaria, que cumple la correspondiente Caja con la prestación 
de la pensión. Los principios del derecho sucesorio no pueden aplicarse, cu 
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virtud del mismo carácter alimentario de la pensión... S'o exigiendo exclusión 
expresa de los hijo» adulterinos o incestuosos, ellos no pueden considerarse rale- 
s^ilus. La» leyes de asistencia y previsión social son autónomas del Código 
Civil y !a aplicación de las disposiciones de este sobre derecho sucesorio sólo 
es factible en virtud de remisión expresa, por ser norma de naturaleza diversa el 
derecho alimentario de pensión. Y con esta argumentación no contradecimos 
una interpretación sistemática de las leyes jubilatorias de nuestro regimen jurí- 
dico; ya que la inclusión de los hijos adulterinos o incestuosos reeonocidos entre 
sus beneficiarios proviene del mismo art 343 del Código Civil, de aplicación 
ineludible, por tratarse de uno norma de derecho alimentario, de igual naturaleza 
.juc el derecho de pensión (art. ltí, Cód, Civil) y siempre partiendo del término 
«hijos», empleados un las respectivas leyes" {"Derecho a pensión «V los hijoa 
tniitlterínos", la Ley, t. 5tf, p. (J85). 

Por estos fundamentos, emito mi voto por la confirmatoria de la resolución 
recurrida. 

Los Dres. Mareos Seeber y Guillermo C. Yalotta, compartiendo los funda- 
mentos del voto del Sr. Vocal preopinante, adhieren al mismo. 

Atento el resultado del presente acuerdo, se resuelve: Confirmar la resol ti 
etófl recurrida. — Marcas Seehrr — Amadeo Allorati — Guillermo V. Valetta. 

DlCTAMLX DEL PROCURADOR (1 EN ERAL 

Suprema Corte : 

Abierta por V. E. la instancia extraordinaria de conformidad 
con mi dictamen, debo expedirme ahora sobre el fondo del asunto. 

En los términos en que lia quedado planteada, según resulta 
de la sentencia por una parte y, por otra, del recurso extraordi- 
nario deducido en su consecuencia, la cuestión en debate se centra 
en tomo al alcance que deba reconocerse al art. 68 del decreto- 
ley 6395/46" modificado por la ley 13.4!»8. 

En estas condiciones, corresponde decidir si ta disposición 
legal citada comprende a los hijos adulterinos, como se sostiene 
en la sentencia, o* por el contrario, los excluye como pretende 
el recurrente. 

Pienso que la supresión —por obra de la ley 13,408 (art. P)— 
del último apartado del art. (¡8 en su redacción originaria, en el 
cual se hacía referencia a los hijos naturales, no autoriza la 
conclusión — mlmitida en el fallo del a quo— que la palabra hijos, 
empleada sin otro aditamento en disposiciones subsistentes del 
mismo artículo, como en algún otro del citado ordenamiento legal 
{v. gr. art. fio*), sea comprensiva de lu categoría de descendientes 
que aquí se traía, a sals-r, los hijos adulterinos. 

Me remito, para fundar esta afirmación, a las razones en 
que se apoyó la ti cciaión de casos similares registrados en Fallos* 
220; 1283 y 221 : 714. 

J)e lo dicho resulta que en el sub examine se impone la exclu- 
sión del i,jjo extramatrimonial como beneficiario de la pensión 
originada con la muerte del cansante, toda vez que no lo com- 
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prendía la norma legal vigente al momento ríe producirse aquel 
hecho. 

La existencia de la ley 14,367 no modifica la situación expues- 
ta. Mis antecesores en el cargo han tenido oportunidad de expe- 
dirse, eon criterio que comparto, cu dictámenes administrativos 
sobre situaciones análogas eu materia de pensiones militares, en 
el sentido de la irretroactividad de dicha ley en el campo de los 
derechos patrimoniales cuando medien actos cumplidos con ante- 
rioridad a su promulgación, como ocurre en el presente caso con 
el otorgamiento de la pensión a la viuda con fecha Ib' de julio 
de 1953 (v. fs. 37 vta.), habiéndose entendido eon razón que el 
precepto del artículo 7* de la ley se extiende, en general, a todos 
ios derechos de la mencionada naturaleza, en obsequio de la 
estabilidad jurídica y en virtud de la misma raiio legi*. 

Por todo ello, opino, en conclusión, que corresponde revocar 
la sentencia apelada en cuanto pudo ser materia del recurso. 
Buenos Aires, 30 de setiembre de 1938, — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SITUE MA 

Buenos Aires, 24 de octubre de 19G0. 

Vistos los ñutos: ''Thorndikc, Marín Helena García de s/ 
pensión'-. 

Considerando: 

l 9 ) (¿ue por el art. 1* de la resolución de fs. 'Mi la l!aja de 
ia sección decreto-ley 6390/46 concedió la pensión solicitada por 
fallecimiento de don llarvey Milton Thorndikc, ocurrido el f) de 
abril de 1952, a su viuda doña María Helena (jarcia, estable- 
ciendo el art. 2", ap 1>), de osa resolución "que los haberes eon- 
signados quedan sujetos a las modificaciones eme resultaren de 
las diliíri'iieias aún no practicadas ijuc se indican en autos y 
de la diferente interpretación que correspondiere a las normas 
legales aplicables", a lo que aquélla manifestó '* conformidad en 
todos sus puntos" (fs. 37). 

2 9 ) (¿ue lio obstante haber sido denunciada la existencia de 
un hijo adulterino del causante, Ricardo Alberto (fs. 12), nacido 
el 9 de abril de 1949 (fs. 54) y actual contradictor desde fs. 58, 
y haber dictaminado el Asesor Legal, con fundamento en el 
decreto 6395/46 (ley 12.912) y ley 13.498, que debía ser excluido 
del derecho a pensión (fs, 30/32 y fs. 35 vta.), la resolución de 
fs. 36 vta. no se pronunció sobre este punto, posiblemente porque 
el primero de esos dictámenes señaló que "la cuestión deberá 
encararse cuando se produzca la petición concreta del beneficio 
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jjtfe 32 vta., m M y esto sólo ocurrió a f 8i 58. La cuestión por 
ello quedo abierta desde entonces. 

3*) Que a fs. W y con fecha 2 de junio de lUíó la Caja dictó 
resolución denegatoria del derecho reclamado para Ricardo Alber- 
to, por considerar que los hijos adulterinos están fuera del régi- 
men del decreto-ley b'395/46 (ley 1&0I2) y ley v no sor 
aplicable Ja ley 14.367 (ver dictamen de fs. Ü4), pero con el adi- 
tamiento de ordenar que se liquidara sólo la mitad de la pensión 
acordada a la viuda basta que esa resolución pasara en autoridad 
de cosa jugada. La resolución de fs. (Ui f„ó revocado por el 
Instituto de Previsión Social n fs. 8», decisión esta que fué con- 
hriiiaiK por Ja Cámara a quo {fs. 115,116) aunque por dislintos 
imuianiontos: la primera con fundamento en la ley 14.367 y Ja 
segunda lisa y llanamente en los arts. (Mi y GS del decreto-lev C39.V' 
41., modifíeado por ley 13.498. ('mitra esta sentencia se interpuso 
recurso extraordinario con arreglo a lo dispuesto en el ine. 3* del 
art. 14 de la ley 4H por Imhorse cuestionado la inteligencia de los 
'Hados arts. oí, y (¡S y ser aquélla contraria al dereeho fundado 
CU dijhns disposiciones (fs. 123/127, concordante con el escrito de 
ts < mm queja de fs. 132/13S). Que en cuanto a la inteligencia 
de la ley H.Jb, en lo aplicable ni snb iifr. sólo se plantea cuestión 
sobre ello en el memorial de fs. 14fi/ló2, habiéndose limitado 
I- escritos anteriores a excluir.su nplieabiJidad por no haber 
estado Vigente al tiempo del fallecimiento del eniwmte íf« 07 
vta., 124 vt«./12.K 14(¡ vta. y V>\). 

4") (¿ne habiéndose nliierto el recurso por auto de esta Cor- 
te uV t«. 142, las partes presentaron los memoriales de fs. 14í! 
y lo.i. desarrollando la recurrente sus puntos de vista sobre la 
inteligencia .pie a su juicio corresponde asignar a las disposi- 
ciones citadas. 

:> v ) Que la modificación introducida por la lev 13.498 ni 
decre o ley <>:{<);> 46 , ley 12.912) borró en el art. 68 todn referen- 
cia a la ealilicactoii jurídica de la filiación de los hijos al ■mprimír 
a Smmm mtte del art. 68 que reconocía derecho a pensión n 
los tom le-ítimos y naturales en igual proporción. La nueva 
norma dispuso: "La mitad do la pensión corresponde a la viuda 
si concurren los hrjos, padres o hermanos del causante; la otra 
notad se distribuirá entre éstos por cápifa". Y no surge de su 
texto m do la discusión parlamentaria que la modificación impor- 
tara limitar a los hijos legítimos el derecho a pensión, contra- 
riando el estado do opinión que condujo pocos años después a la 
sanción de Ja ley 14.367 (Diario de Sesiones do la Cámara de 
JJiputaoos, 2ÍJ-IX-48, p. 4707; de Senadores, 30-1X-48, p 3141) 
hn consecuencia, como establece el a quo, no corresponde, por 
aplicación de los arts. 06 y 68 citados, excluir al hijo adulterino 



DE JUSTICIA TE LA NACIÓN 



12S 



del derecho a pensión, sea cuando concurre con la viuda o con 
otros hijos de otra condición jurídica de las admitidas al tiempo 
de la sanción de la ley 13.498. 

G 9 ) Que a lo anterior cabe agregar que el derecho a pen 
sión se adquiere por un llamado directo y personal de la le* 
provisional y no por título hereditario (Fallos: 200: 283), eoim 
asimismo que las leyes de este carácter deben interpretarse con- 
forme a 1» finalidad que con ellas se persigue, lo que impide 
fundamentnr una interpretación restrictiva, trayendo en su apo- 
yo las normas legales de la sucesión mortts causa. 

I 9 ) Que no es obstáculo insalvable para la solución a que 
se llega la circunstancia de que ella se aparte de la doctrina de 
anteriores pronunciamientos de esta Corte. Porque si bien la 
permanencia de la jurisprudencia es deseable, con fundamento 
en ln preservación de la seguridad jurídica, no debe obstar a su 
revisión cuando medien razones de justicia suficientes al efecto. 

8 ) Que ello acontece en oí caso porque el fallo que se 
con 11 i ni a acuerda derechos a cuyo desconocimiento, por tratarse 
de materia ele previsión social, no debí- Herirse sino con extre- 
mada cautela (Doctrina de Fallos: 240: 174; 24."í; 4fi y otros). 

ÍP) Que, por último, en ausencia do prescripción legal expre- 
sa la decisión está encomendada a la prudente interpretación 
judicial y ésta puede, según se ha reconocido desdo antiguo, 
inclinarse por la tesis que mejor exprese el estado do la evolu- 
ción del problema jurídico en debate. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Oeneral, 
se confirma la sentencia apelada de fs. 115/1 1 (j en cuanto ha sido 
materia de recurso. 

lÍKNMA.MÍN- VlLUídAs B ASA VI [.RASO — 

Pkiwo Ahkií \sTjmr — Bidasuo 

OOLOMfiRES — EsTKIUN TmAü. 



S. A. RASSELKK Ln>.\. 

COXsrmU'tOX XACÍOSAl,: Derecho* y Qaratttíat, Dcfenm en juina. Pro 
ttrtimiciitn 1/ sentenda. 

El principio si'jtún «I ounl la falta ilc rmirso acosa torio impide opravar la 
pettá reconoce .irritit t iiín cimstitutionjil ; el pronuncia miento que desconoce 
ese principio mlolcct: de invnltricz, porque hn **i*Io dictado sin jurisdicción, 
y contraría ln garantía contemplada en el art. IH de la Constitución Nacional. 
Kn consecuencia, corresponde revocar la resolución del tribunal de ni Mita 
que. considerando (pie el Juez de Falta» del Trabajo de ta Provincia de 
Bueno* Airea hnbín aplicado erróneamente la escala de Ja ley 11.278 (morir 



I£í FALLOS DE LA OOBTE SUPREMA 

firadi por el decreto-ley 15.24:Vfifi>, reformó oficiosamente el pronuneia- 
m * SníEÍ lInp0níl, rpí,,rrínte 30.000 de multa, elevándola a 

rOSSTITÜCIOX XACWNAL: Derecho, y narantias. Defensa en juicio. Pro- 
redtmtento y sentencia. 

La "reformntio in pcW se vincula con el flfrravio del apelante y no con 
el acierto del fallo. Y no es racional la alternativa de consentir la sentencia 
condenatoria o exponerse ni aumento de la sanción en lu alzada. 

RECURSO EX TRA ORDíXA RIO: Requisos formales. Introducción de la 
cuesta,» federa}. Oportunidad, Planteamiento en el escrito de interposición del 
recurso extraordinario. 

Es extemporánea la cuestión fundada en la ineonstitucionalidad del decreto- 
ley 13^243/66, por p' eí-foter de la autoridad que lo dictó v la materia sobre 
la cual versa, si ha si,, , introdueidu en el escrito de interposición del recurso 
extraordinario. 



Dictamen mu Procurador Oenkr.il 
Suprema Corte i 

Resulta extemporánea, por su tardía articulación, la tacha 
de mcoastitucionahdad que el recurren te opone al decreto 15.243/ 
5fí en razón del carácter de la autoridad que lo dictó y de la 
materia sobre la cual versa. 

Corresponde, en consecuencia, desestimar in (¡mine dicho 
agravio, sin perjuicio de recordar que cuestiones de esa natura- 
leza han sido reiteradamente resueltas en sentido adverso a la 
pretensión que sustenta el apelante. 

Cabe, en cambio, considerar la transgresión { \ v garantías 
constitucionales en que habría incurrido el tribunal de la causa 
al desconocer la prohibición de la " rcfori natío in petos", según 
SO afirma al deducir el remedio federal, el cual, desde este punto 
de vista, resulta procedente. 

En manto a la tacha do arbitrariedad, su admisibilidad está 
condicionada a la dilucidación del punto anterior. 

Respecto al fondo del asunto, la situación planteada es la 
siguiente: 

Verificado el atraso en el pago de salarios por parí-' de la 
tirina "Basscler Ltda." 8.A.C.I., después de cumplidos los 
procedimientos de rigor sin que la imputada adujera descargo 
alguno, el Juzgado de Paltas del Trabajo de la ciudad de La 
Plata sancionó a la misma en la suma do m$n. 30.000 por infrac- 
ción al art. 4' de la ley 11.278 y a mérito de lo que dispone el 
art, 1» del decreto-ley 15.243/56, que elevó el monto de las multas 
proscriptas en el artículo 9* de la ley anteriormente citada. 
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"Basseler Ltda." úpelo da lo resuelto para ante el Juzgado 
del Trabajo de Lanús, alegando diversas circunstancias que a 
su juicio equivalían a otras tontas eximentes de responsabilidad, 
pero sin plantear ninguna cuestión de naturaleza federal. 

Al resolver en definitiva, el tribunal de alzada ha entendido 
que el inferior aplicó una norma inexistente para el caso por mi 
corresponder al hecho imputado, pues tratándose de un infractor 
ineurso en reincidencia, corresponde la duplicación de la sanción 
por imperio de las disposiciones legales que cita y así lo decide, 
elevando el monto de la pena a m$n. 60.000, o sea m$n. 400 por 
cada una de las 150 personas cuyos salarios no fueron abonados 
en la oportunidad debida, en vez de tos mfn. 200 que había fija- 
do la sentencia apelada ; cantidad que representa el mínimo esta- 
blecido para el infractor primario en la escala vigente al momento 
de consumarse la infracción juzgada por estas actuaciones. 

Pienso que, si bien en principio no cabría considerar el ejer- 
cicio que de sus atribuciones ha hecho un tribunal de provincia 
en orden al juzgamiento de faltas previstas y penadas en la ley 
nacional 11.278 —cuyo carácter común ha reconocido V. E. (Fa- 
llos: 187: 449; 217: 974)— y de conformidad con el procedimiento 
estatuido en la ley provincial 5178, art 58 (t.o.), por la doble 
razón de la naturaleza procesal y local de dichas normas, no 
obstante ello, es admisible en el presente caso una excepción a 
tal principio, toda vez que al resolver como lo hizo el tribunal 
ha excedido, a mi juicio, la jurisdicción que le determinaba el 
recurso de apelación en cuya virtud pudo conocer del asunto, 
agravando con su decisión la suerte del imputado y lesionando de 
este modo la garantía constitucional de la defensa en juicio. 

En efecto, dado el carácter penal que revisten las multas 
como la de que aquí se trata (cf. Fallos: 210: 475 y jurispr. allí 
citada), parece pertinente extender a la situaciín de autos el 
amparo de los argumentos que, con criterio que comparto, esta 
Procuración General hizo valer en las causas registradas en Fa- 
llos : 234 : 270 y '412, y que V. fi¡. resolvió en definitiva en sentido 
concordante con lo dictaminado. 

Poe consiguiente, remitiéndome n los fundamentos de doctri- 
na allí expuestos y dándolos por reproducidos aquí en cuanto lo 
consienta la analogía de situaciones, estimo que el tribunal a quo 
ha sentenciado la causa excediendo, repito, la jurisdicción que le 
fijaba el recurso, tanto más cuanto que de las normas que regu- 
lan la apelación aparece que la intervención del tribunal letrado 
es consecuencia exclusiva de la actividad procesal del infractor. 

Kn estas condiciones, el fallo recurrido también se resiento 
de arbitrariedad en la medida en que el juzgador ha ultrapasad" 
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el ámbito jurisdiccional delimitado por la apelación que ante él 
se interpusiera. 

A mérito de lo expuesto, opino, en conclusión, que corres- 
ponde revocar la sentencia apelada en cuanto pudo ser materia 
del recurso. Buenos Aires, 24 de octubre de 1958. — Ramón 
IjOscano. 

FALLO DE LA CORTE SUFKKÍÍA 

Buenos Aires, 24 de octubre de 1960. 

Vistos los autos: "Basseler Ltda. S.A.C.I. s/ infracción 
ley 11.278'*. 

Considerando s 

T) Que la recurrente apeló la resolución del Juez de Faltas 
del Trabajo de la Provincia de Buenos Aires por la cual so le 
impuso multa por la suma de m#n. 30.000 ffs. fi). E! Trihunal 
a quo, considerando que el juez de primera instancia había apli- 
cad.) crróticnmeiite la escala fijada poi la ley 11.278, con las 
modificaciones introducidas por el decreto lojr 15*243/56, reformó 
el pronunciamiento recurrido elevando el monto de la multa a 
m$n, íif 1,000 {fs. 12/14). Contra esta decisión la infractora inter- 
puso recurso extraordinario por entender que es arbitraria y vio- 
latoria de los arts. 5, 14 y 17 de la Constitución Nacional." Asi- 
mismo planteó Ja inconstitueionnlidad del decreto-ley 15.243/56. 

2*) Que, sciríin resulta de lo dicho, el pronunciamiento con- 
i rá el cnal so deduce la apelación ha desconocido el principio de 
Hiw ía falta ele recurso acusatorio impide agrava r la pena, el que 
posee ¡jerarquía constitucional conforme a reiterada jurispruden- 
cia i scnieiicia del ."> de agosto pasado en el cas» "Michelson, 
Pablo y otros", M. 444, XIII, y fallos allí citados) y es aplicable 
en supuestos mitin el de autos. Kn virtud de ello corresponde 
declara? que, en el caso, lu sentencia de fs. 12/14, en cuanto 
aumenta la sanción impuesta a fs. íi, ha sido dictada sin juris- 
dicción y contraría la garantía contemplada en el art. 18 de la 
Constitución Nacional, Porque la "reformatio in peius** se vin- 
i-ula con el airravhi del apelante y nn con el acierto del fallo. 
Y no es racional la alternativa de consentir la sentencia conde- 
natoria o exponerse al aumento de ta sanción en la alzada. 

3*) Que cu cuanto a la inconstitueionnlidad del decreto-ley 
1">.243, fundada en ol carácter do la autoridad que lo dictó y de 
la materia sobre la cunl versa, corresponde su rechazo por 
extemporánea. 

Por ello, y lo concordantemente dictaminado por el Señor 
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Procurador General, se revoca la sentencia de fa. 12/14, quedando 
firme 1ü resuelto a fs. 6. 

AltISTÓJiULO D. Aráoz de Lamaorid — 
Luis María Boffi Boggero — 
Julio Oyhanarte — Esteban 
Imaz. 



VICENTA GEANOLLERS v. MUNICIPALIDAD DE la CIUDAD 

DE BUENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Revisitas propios. Relación directa. Con- 
repto. 

Para la procedencia del recurso extraordinario se requiere que la cuestión 
federal planteada tenga relación d ireelu o inmediata con la materia del 
pronuncio miento. Esa relación existe ruando la solución de la causa depende 
necesariamente ¿ ia interpretación que se de a la eláusula cuestionada de 
la Constitución o ley «speeial del Congreso, de modo tal que la decisión que 
al respecto diete la Corte tenga eficacia pnrn modificar la sentencia recurrida. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa. Sen- 
teucias ton fundamentos no federah-s o federales consentidos. Fundamentos de 
hecho. 

Es improcedente el recurso extraordinario tmulailci en la ineonstitueionalidiid 
del art. 11 de la ley 13.264 —por excluir éste el lucro cesante de las* indem- 
nizaciones o rigin adas en la expropiación, con violación del art. 17 de la 
Constitución Nacional — si la sentencia resuelve, con fundamentos no fede- 
rales bastantes para sustentarla, que no existe prueba en autos del nexo de 
causalidad entre el desalojo motivado por la expropiación v el quebranto 
reclamado. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propia. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Principios ye, .erales. 

La tacha de arbitrariedad no procede por mera.-* discrepancias acerca de la 
apreciación de pruelms producidas o de ta inteligencia atribuida a preceptos 
de derecha común, así se estimen esas discrepancias legítimas y fundadas. 
Esa taclia no tiene por objeto la corrección, en tercera instancia, de senten- 
cias equivocadas o que se estimen tales, sino que atiende sólo a los supuestos 
de omisiones de gravedad extrema en que, a causa de ellos, las p atencias 
quedan descalificadas como actos judiciales. 

Dictamen i»el Procurador General 
Suprema Corte: 

Tjü cuestión federal referente a lii ineonstitueionalidad del 
art. 11 de la ley 13,231, en cuanto dicha norma excluye la indem- 
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nización por lucro cesante, fui planteada recién en el alegato 
primen instancia y no fui mantenida en la alzada. 

Lit arbitrariedad del fallo apelado en cuanto a la apreciación 
do los hechos de la causa no puede fundar tampoco el remedio 
federal, dado que lo resuelto por el a i|UO a ese respecto no excedí* 
las facultades (-ne le son propias (Fallos: 242: 239 y sus citas). 

MI recurso ext raordínjirio es, por lo tanto, improcedente y 
corresponde decía ra rio mal concedido. Buenos Aires, 22 de junio 
de lí>59 — llamón l*tt*rtiito. 



IWI.LU i)K ],A l'UHTK Kl'PliKM A 

Buenos Aires, 24 de octubre de 1!)6U 

Vistos los autos: "(íranollers, Vicente e/ Municipalidad de 
la Ciudad de Buenos Aires s / daños y perjuicios", 

Considerando: 

l 9 ) Que el recurrente se agravia de la sentencia de la Cáma- 
ra Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala B, de fs. 154/157, 
en cuanto excluyo de la condena la suma de m$n. 18.258,20, que 
aquel pretendía en concepto de hiero cesante. Funda el recurso en 
dos argumentos sustanciales: a) inconstitucioiialidad del art. 11 
ile la ley 13.264, en cuanto excluye el lucro cesante de las indem- 
nizaciones originadas en la expropiación, por entender que tal 
norma es violatoria del derecho de propiedad consagrado en el 
art. 17 de la Constitución Nacional; b) arbitrariedad de la sen- 
tencia en lo atinente a la valoración de las pruebas del juicio, en 
chtwl de la cual el a quo consideró que no se había demostrado 
la existencia de nexo causal entre el acto exproniatorio y los per- 
juicios que, según la recurrente, integran el mencionado rubro 
por lucro cesante. 

2<*> (¿ne esta Corte tiene consta u teniente resuelto, con base 
en lo preceptuado por el art. 15 de la ley 48, (pie el recurso extra- 
ii ni i na rio an'e ella requiere inexcusablemente para su proceden- 
cia que la cuestión federal planteada tenga relación directa e 
inmediata con la materia del pronunciamiento y (pie esa relación 
existe cuando la solución de la causa depende necesariamente 
<i< la interpretación que se dé a la cláusula cuestionada de la 
Constitución o ley especial del Congreso (Fallos; 121: 4,>S y 
otros). Esto es, que la resolución (pie haya de dictarse por la 
Corte Suprema so lúe la cuestión federal, tenga eficacia en sus 
efectos para modificar la sentencia recurrida (Fallos: 143: 74 
y otros). 

También, como consecuencia de tal principio, se ha decidido 
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re itei adame uto qae, cuando el pimto motivo de agravios lia sida 
resuelto por fundamentos no federales suficientes para sustentar 
la senteneia apelada o por fundamentos federales no sometidos 
al fallo de la Corte Suprema, no se cumple el requisito del art. 15 
ríe la ley 48 y el recurso debe ser desestimado. Otra solución no 
importaría sino una "mera declaración teórica v de innecesaria 
abstracción sin alcance respeto del propósito ' útil con que el 
derecho acuerda estos remedios Legales" (Fallos: 115: 4í)fi ; 
eoiifr. Kouf.ietson y Kihkham, The ptusdicí'mn nf thr Supmnr 
Conrt of thr VnítvtJ States, púgs. 11Í0, 101 y 147 y sietes.). 

Que la sentencia apelada, al decidir la materia concreta 
objeto del recurso, es decir, la exclusión de los presuntos perjui- 
cios por m*n. 18.258,20 del monto de la condena, ha recurrido 
a una doble l'uudamentaeión. Por una parte, al texto del art. 11 
de la ley 1.1.2f¡4 y, por la otra, a razones no federales que, a su 
.inicio, permiten afirmar que no existe prueba en autos que de- 
muestro nexo de causalidad entre el desalojo motivado por la 
expropiación y el quebranto financiero de rafe. 1S.lW t 2(> antes 
mencionado (véase fs. 155 vía. y 156). 

4 P ) Que, en tales condiciones, es evidente qno el agravio 
fundado en la ineonstitucionalidad de) nrt. H do la ley l.*í/2fi4 re- 
salta insustancial y no puede ser objeto de consideración por esta 
Corle, por aplicación de [;i doelrinn expuesta en el considerando 
-"de esta sentencia y lo que se expresará en referencia a la 
arbitrariedad también alegada por el recurrente. 

5*) Que la invocación de la doctrina de la arbitrariedad está 
dirigida contra los argumentos no federales, de hecbo, prueba y 
derecbo procesal en que se apoya la sentencia para no admitir 
la demostración de relación de causalidad entre el desalojo v el 
quebranto a que se ¡ilude de fs. 1 Tí í a 178 vía. 

Al respeeto no cabe duda fie que es también aplicable al caso 
la doctrina de esta Corle, según la cual, tacba de arbitrarie- 
dad no procede por meras discrepancias acerca de la apreciación 
de las pruebas producidas o <>n ) ñ inteligencia atribuida i pre- 
ceptos tic derecho común, asi se estimen esas discrepancias logí- 
tinií.s y fundadas. lOsta tacha no tiene por objeto la corrección, 
en tercera instancia, de sentencias equivocadas o que se estimen 
tales, sino qao atiende sólo a los supuestos de omisiones de gra- 
vedad extrema en que, a causa de ellos, Ins sentencias quedan 
descalificadas como actos judiciales" (Fallos: 244: .'¡84, ver tam- 
bién Fallos: 235: «54 y otros, y voto del Juez ITolnies ante cues- 
tión semejante en la sentencia de la Suprema forte de los Esta- 
dos I nidos registrada en 244 T T S 25). 
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Por ello, y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
m declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 180. 

Benjamín Villegas Basaviujaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de La MA- 
DRID — Julio Oyhanarte — Ri- 
cardo COLOMBRES. 



CUXSTAXTINA FOLANICE db IBAB v. INSTITUTO NACIONAL 

m PREVISION SOCIAL 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propio». Cu*»tio*e» no federales. 
Interpretación d* normas lócale» dt procedimientos. Doble instancia y recnrtot. 

Ei improcedente el recurso extraordinario interpuesto contra ta decisión de 
la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo que declara insuficiente #1 
recurso deducido para ante ella contra to resuelto por el Instituto Nacional 
de Previsión Social. El pronunciamiento recurrido, que equivale a la com- 
probación de la deserción o improcedencia del recorto, tiene por consiguiente 
fundamentos de orden procesal irrisibles en la instancia de excepción. 

Dictamen del Procubadob General 
Suprema Corte: 

A raíz de haberse extinguido el derecho a pensión de don 
Eduardo Ibar por haber alcanzado el beneficiario el límite de 
edad que fija la ley, se presenta doña Constantina Polanice de 
Ibar, abaela de aquél, solicitando sucede ríe en el goce de la 
prestación. 

Invoca la peticionante su carácter de madre del causante, 
don Bernardino Joan Ibar, fallecido el 31-8-52, y la circunstan- 
cia de haberse encontrado a cargo de éste, no contando en la 
actualidad con medios de subsistencia propia. Para acreditar 
tales extremos ofreció la prueba que luce a fs. 35/40 y 43/44. 

Sin pronunciarse sobre el mérito de la misma, el Instituto 
Xacional de Previsión Social, ratificando lo resuelto por la Caja 
para el Personal del Estado, denegó a la señora de Ibar el bene- 
ficio pedido por fallecimiento de su hijo, "por no haber tenido 
derecho al mismo en el momento de ocurrir el deceso, atento a la 
exclusión que determina el art. 42 de la ley 4349" (fs. 54 vta,/ 
55 vta.). 

Recurrida esta decisión, el a quo la ha confirmado por enten- 
der que las razones invocadas por el apelante no resultaban sufi- 
cientes para acoger favorablemente sus pretensiones. 
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No comparto este criterio. Existen pronunciamientos de V. 
Jii. en el sentido de admitir el acceso a la prestación por parte 
de un beneficiario que ocupa en la enumeración legal un grado 
posterior, cuando se ha extinguido el derecho del beneficiario 

™ *2*&SS ° 8 : 230 : 3621 y "Billinghurst, Ernestina", senten- 
cía de 15-9-55). 

Es verdad que en los casos a que aludo se trataba de Ja 
extinción del derecho del primer beneficiario por fallecimiento de 
este y el disfrute de la pensión fué reconocido a favor de Herma- 
nas del causante después de haberlo sido a favor de la madre 
del mismo. 

En el s«¿ iudice, en cambio, el derecho se ha extinguido por 
haber alcanzado, como dije, el límite legal de edad el primer 
beneficiario, hijo del causante, y ahora se trataría de trasladarlo 
en cabeza de la madre de é B te. Pero estas diferencias son, a mi 
juicio, meramente accidentales y en nada obstan a que se extienda 
el amparo de aquella jurisprudencia a la situación de autos, por 
hallarse en juego la misma disposición legal, a saber el art 42 
de la ley 4349 en la reforma de la ley 12.887, y no mediar razones 
que justifiquen un apartamiento de la doctrina sentada en los 
fallos citados, cuyos fundamentos comparto y doy aquí por 
reproducidos en lo que fueren de pertinente aplicación al presente. 

Señalo que la invocación errónea de la ley 14.370 en apoyo 
de sus pretensiones por parte de la recurrente, norma inaplica- 
ble al caso por haber entrado a regir con posterioridad al deceso 
del causante, no impide que ese error sea subsanado mediante la 
ap'icación de la disposición legal pertinente ("iura novit curia"). 

Por todo lo expuesto opino, en conclusión, que corresponde 
revocar la sentencia apelada en cuanto pudo ser materia del re- 
curso y, en caso de compartir V. E. mi criterio, devolver tas 
actuaciones a la repartición de origen a fin de que ; una vez com- 
probados los extremos de hecho exigibles por ley, resuelv- lo 
que corresponda aplicando el derecho de acuerdo con la M re- 
tación expuesta. Buenos Aires, 5 de noviembre de 3958. — Ra- 
món La se ano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de octubre de 1960. 

Vistos los autos: "Ibar, Constantina Polanice de c/ Instituto 
Nacional de Previsión Social". 

Considerando: 

Que la sentencia ipelada de fs. 64, en cuanto adopta como 
fundamento los del dictamen precedente del Procurador General 
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del Trabajo, declara insuficiente el recurso interpuesto j ara ante 
la Cámara apelada u fs. f>8. Este pronuncian liento equivale a la 
comprobación de la deserción o improcedencia del recurso y tiene 
por eonsiffuieute fundamentos de orden procesal ir revi sirles en 
esta instancia —Fallos : 24G : 9, 10 y 77—. 

Que en tales condiciones correspondí' declarar improcedente 
el (pie fué concedido a fs. 70. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
j*e declara improcedente el rer-lirso extraordinario concedido a 
fs. 70. 

Benjamín Villec.ah Basa vii .baso — 
AuisTÓm-Lo D. Akáoz hk Lama- 
i>mi> — Leis Mahía Bokki Bogoeko 
— Pedro AnKOAsTrav — Bigardo 

OOLOMBÍÍES — KSTEUAN Tm\Z, 



ELSA ACOSTA Ornas v. S. A. LA M SON PAIÍAGON 

RECURSO EXT RAORMS ARIO: Remito* pro}*',»*, Vuntiows no federales. 
Stitíeneiai arbilraríns. Improreilrniin del renirs». 

Es i inorar pdon te el recurso extraordinario fundad*) M¡ la arbitrariedad de 
Id sentencia por haber omitido considerar Lti cuestión planteada acerca de \n 
ilicitud de la nt'titnd dp los actores, ni no rea mular sus turbas no obstante 
]¡l ilc. r nlidnd declarada de 1¡i hurlsra en que intervinieron, si p| fallo contiene 
decisión expresa acoren de la huelga y sus consecuencia» pn relación a lo» 
contratos de trabn?o de los Retares que. estimo, no se disolvieron por la 

Emelga. 

RECURSO K X T RA O R lUXAli/O: Requisito» propio*, m ff&rátu. 

Sentitaciit! arbi(raríoa. Improctdttifio fhi nntrsn. 

Si la mi leticia recurrida S8 rafíara ¡i la conducta da 1"- adores, ¡l su ni canee 
con relación til art. (¡7 del decreto-ley 3;U(Ü/4"> y a la jurisprudencia plenn- 
ria alegada por la recurrente, y acepta las defensas de atpn'llns desestimando 
la alegación de ln última, no Itny falta de pronunciamiento aceren de la 
cuestión, pues medie decisión ex pri sa sobre cuestione» de hecho y derecho 
común; y, cualquiera sea su acierto o error, ella es instisceptible (ie descali- 
ficación como neto Judicial. * 

RECURSO EXTRA ORO! XA RI O ; UequMtÓá propios. Cuettiones no fedérale*. 
Bffttfnrim arhitrariti*. 1 ui prneedrnriti drl reenrso. 

[jas sentencia'» snf ¡cien temen te fundadas, no siendo obligación .judicial eon- 
sijrnar sino las razones bastantes para sustentar el pronunciamiento, son 
inini pugna bles con baso en la doctrina sobre arbitrariedad. 
Tal es el caso del fallo que llega n in conclusión de que la situación prevista 
en el art. t>7 del decreto-ley 33.302/45 y jurisprudencia plena ría respectiva 
se debió a una actividad antieronóiniea de la empresa, jwir lo que no estimó 
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oportuno examinar ni pronnn ciara- sobre la conducta obrera (interior a una 
huelga a los iines tic su incidencia sobre aquella situación. 

Dictamen* del Pbooueadoe General 

Suprema Corte- 

Los agravios invocados configuran a mi juicio cuestión fede- 
ral bastante como para que V. E. proceda a su examen en la vía 
de excepción. A tai efecto, pues, correspondería hacer lugar a la 
presente queja. Buenos Aires, 21 de abril de 1960. — Ramón 
Lascano. 

FALLO DE LA COBTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de octubre de 1960. 

Vistos los autos: '-Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Acosta, Bisa y otros c/ Lamson Paragon S. A.", 
para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

l 9 ) Que el recurso extraordinario deducido a fs. 1003 de 
los autos principales se funda en la arbitrariedad que se imputa 
a la sentencia de la Cámara, en cuanto omitió considerar y deci- 
dir respecto de dos defensas que el recurrente planteó en la causa, 
y estima fundamentales, a saber: 1) la ilicitud de la actitud de 
los actores al no reanudar las tareas, no obstante haber decla- 
rado ilegal el poder público la huelga en que intervinieron, lo 
que los hizo incurrir en abandono del trabajo; y 2) la alegación 
de que las indemnizaciones simples que se pagaron a los actores 
eran las únicas que correspondían, en atención a que la incon- 
ducta de los obreros con anterioridad a la huelga que culminó 
con el despido, llevó a la empresa a una situación de crisis econó- 
mica, que hace de aplicación al caso la doctrina del fallo plenario 
de la ('amara del Trabajo ta re Hennse, Samuel c/ Landrock 
S.R Ei., segnn la cual dicha situación de crisis, motivada por 
causas ajenas a la voluntad patronal, es equiparable a la falta 
o disminución de trabajo, que exime al principal de doblar las 
indemnizaciones, con arreglo al art. 67 del decreto 33 302/45 
—ley 12.!)21— . 

2*) Que, en cuanto al primer agravio, la sentencia contiene 
decisión expresa acerca de la huelga, y sus contenencias en 
relación a los contratos de trabajo de ios actores que, estimó, 
no se disolvieron por la huelga, todo lo cual funda en jurispru- 
dencia que cita del Tribunal de Trabajo, En tales condiciones, 
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!os argumentos del recurrente a este respecto carecen de asidero 
y lo decidido no admite la tacha de arbitrariedad en los términos 
de los precedentes de esta Corte sobre la materia, 

3°) Que en cuanto a la segunda omisión de que se agravia 
el apelante, o sea, la referente a la inconducta de los actores y el 
alcance que lo atribuye con relación al art. 67 del decreto-ley 
.'13.302/45 y jurisprudencia plenaria citada, la sentencia también 
contiene eonside raciones al respecto — ver fs. 998 vta. — y acepta, 
además, las defensas de los actores rebatiendo la tacha do incon- 
ducta, vertidas en el cap. V de la expresión de agravios de fs. 
949/63. No hay, en consecuencia, falta pronunciamiento acer- 
ca de esta cuestión; inedia aquí, también, una decisión expresa 
sobre cuestiones de hecho y derecho común y, cualquiera sea su 
acierto o error, ella es insusceptible de descalificación como sen- 
tencia judicial, según lo tiene declarado esta Corte en circuns- 
tancias análogas — Fallos: 244: 352, 354, entre otros — . 

4*) Que cabe advertir, por lo demás, que la sentencia de 
primera instancia, confirmada en lo principal por la recurrida, 
llegó a la conclusión — sobre la base de la pericia contable prac- 
ticada pn autos — , de que la crítica situación financiera que alcan- 
zó la demandada se dohió a una actividad industrial y comercial 
ant ¡económica y que, con la supresión de lus secciones que origi- 
naban las pérdidas, la empresa M volvió a la actividad remune- 
rativa'*. Esta aseveración de la sentencia, aunque de modo implí- 
cito, importa la afirmación de que el juzgador descartó la 
conducta indebida de los actores como causal que diera origen 
a tas pérdidas de la sociedad: circunstancia que la propia deman- 
dada corrobora en su expresión de agravios a fs, 943 vta, y 944. 
cuantío reconoce: "que sólo con la reducción del personal y eli- 
minación do secciones era posible equilibrar la deficitaria situa- 
ción ile la empresa. La empresa sólo pudo reabrir su establecí- 
miento a condición de la supresión de secciones cuya explotación 
íM-a antieconómica, prescindiendo del personal que en ellas tra- 
bajaba*'. Según lo expuesto, cabe concluir que el juez no estimó 
oportuno examinar ni pronunciarse sobre la conducta obrera a 
lns fines de su incidencia con el art. b'7 del decreto-ley 33.302 y 
pU'uario ¡avocado, desde que aceptó como únicn causa de las pér- 
didas la mala dirección de la empresa, y ello sólo revela por 
parte del a quo un criterio de apreciación de las circunstancias 
no federales de la causa, ajeno también a la tacha de arbitrarie- 
dad alegada por e! recurrente. Máxime cuando, como lo tiene 
reiteradamente declarado esta Corte, no es obligatorio para los 
jueces seguir a las partes en todas sus alegaciones, sino que 
fichen tener en cuenta sólo las que estimo conducentes para la 
decisión del pleito —Fallos: 243: 503 y otros — . 
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Por ello, habiendo dictaminad el Señor Procurador Geno- 
ral. desestímase la queja. 

Ahistóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Luis María Boffi Boggeiio — 
Julio Oyhanarte — Ricardo CO- 
LAMBRE S, 



MUNICIPALIDAD de JüJUY v. EMPRESA NACIONAL m AGUA 

t ENERGIA ELECTRICA 

RECURSO EXTRA ORDIS ARIO; Requisito, formal™. Interposición del «- 
curso. Fundamento. 

No es suficiente, a los finos de la debida ftindnmentación del recurso estrn- 
ordinarío, ln enunciación genérica y esquemática de agravios contra la sen- 
(«ocia apelada. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. 
Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Medidas precautorias. 

Es improcedente el Tecurso extraordinario deducido por la Empresa Nacio- 
nal de Agua y Energía Eléctrica contra la sentencia que confirmó la prohi- 
bición de suspender el suministro de energía ejéítriea, bajo la responsabilidad 
de la Municipalidad de San Salvador de .1 tijuy, que 'ebe entablar el juicio 
correspondiente dentro de quince días de ejecutoriada la resolución. No 
resulta de loa autos que exista agravio institucional grave que requiero la 
inmediata intervención de la Corte, pues no se invoca violación de privilegio 
federal que excluya la posibilidad de medidas como la dispuesta, que tiene 
fundamento en razones de derecho procesal y en la vinculación contractual 
entre laa partes. 

Dictamen del Procurador General 

V. E, ha decidido reiteradamente que, por vía de principio, 
el renrso extraordinario es improcedente respecto de resolucio- 
nes t te acuerdan, deniegan o modifican medidas de tipo cautelar, 
entre ellas la orden de no innovar (Fallos: 239 : 244 : 240 : 458: 
241; 199 i 244: 147). 

En el presente caso, la resolución de segunda instancia, de 
fs. 71 de los autos principales, que confirmó la prohibición a la 
Empresa Nacional de Agua y Energía Eléctrica —Divisional 
Jujuy— de suspender el suministro de energía eléctrica a los 
usuarios por falta de pago de la nueva tarifa, bajo la responsa- 
bilidad de la Municipalidad de San Salvador de Jujuy, debiendo 
esta última entablar el juicio correspondiente dentro del termino 
de quince' días de ejecutoriada dicha resolución, no reviste carne- 
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ter definitivo, ni encuadra dentro de las excepciones admitirlas 
por esa Corte al referido principio, toda vez que no causa agravio 
insnsceptible de reparación ulterior. 

Por ello y porque el recurso extraordinario interpuesto no 
ha sido fundado conforme lo exige el art. 15 de la ley 48, opino 
que corresponde desestimar la queja. Buenos Aires, í) de setiem- 
bre de IflliO. — Ramón Lauco no. 
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Buenos Aires, 24 de octubre de 1900. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Municipalidad de In Capital de Jujuy c/ Em- 
presa de Agua y Energía M , para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que, como lo señala el dictamen precedente, el escrito en que 
el recurso extraordinario se dedujo — fs. 76 de los autos princi- 
pales — no está debidamente fundado, pues no es suficiente a ese 
fin la enunciación genérica y esquemática de agravios en que se 
diee está ineursa la sentencia de fs. 71/74 —Fallos: 245 : 204 y 
5GÍ> y otros—. 

Que a Jo expuesto corresponde añadir que no resulta de lo 
expresado en la queja, ni de las constancias de autos, que exista 
agravio institucional grave que requiera la inmediata interven- 
ción de la Corte Suprema en la causa. Xo se invoca, en la ins- 
tancia, violación de privilegio federal fundado en precepto legal 
concreto alguno, que excluya la posibilidad de medidas como la 
dispuesta, con fundamento en razones de derecho procesal y en 
la vinculación contractual entre las partes a que hace referencia 
el fallo recurrido. Xo aparece así, por el momento, que las cláu- 
sulas constitucionales invocadas guarden relación directa con la 
materia de! pronunciamiento. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se 
desestima la precedente queja. 

Benjamín Viu.kuas Basavu.uaso — 
Pkdiio Aberabtuiiv — RlOAJÍDO 
Colombres — Esteban Imaz. 
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BANCO HIPOTECA» 10 NACIONAL v. SANTOS HRACALENTl 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del rular real Valor de la 
tierra. 

Si los recurrentes no linn suministrado argumentos ni alegado pruebas que 
autoricen a avisar el temperamento fiel Tribunal de Tasaciones, aceptado por 
In sentencia apelada, corresponde iimntcner ese pronunciamiento. 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinarían del calor real Valor de la, 
tierra. 

El incremento de valor originado por la obra pública para ln que se expro- 
pia — que debe ser excluido del cálculo índemnizutorio en virtud de lo dis- 
puesto en el art. 11, í» fine, de la ley 13.264— puede existir nún cuando 
dieba obra no baya sido ejecutada, por el m«o anuncio de que los trabajos 
públicos han do efectuarse o, incluso, por la autorización concedida al efecto. 

EXPROPIACION: Indemnización. Determitiarión del valor real. Generalidades, 

Es improcedente la pretensión de que ta indemnización a fijarse en defini- 
tiva en el juicio expropiatorin deba ajustarse con arresto a la depreciación 
sufrida por la moneda desde la fecha en que tuvo lugar el desapropio. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Generalidades. 

No pueden ser sometidas al juzgamiento de la Corte Suprema las cuestiones 
debatidas en el juicio de expropiación que no fueron planteadas oportuna- 
mente nntc el tribunal de segunda instancia. 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del calar real. Ocneralidade*. 

No corresponde aplicar el coeficiente de disponibilidad en los casos de expro- 
piación de inmuebles ocupados por terceros con derecho a ello. 

COSTAS: Naturaleza del juicio. Expropiación. 

Con arreglo a lo dispuesto en el art. 28 de la ley 1.1.204, cuya constituí io- 
nalidad ha sido admitida por la Corte, corresponde declarar que las costas 
de primera instancia de un juicio de expropiación sean soportadas en el 
orden causado, si la indemnización fijada no excede la suma ofrecida más 
U mitad de la diferencia entre ésta y la reclamada. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Los recursos ordinarios de apelación concedidos a fs. 254 vta. 
v 259 son procedentes, atento lo dispuesto por los arta. 24, inc 
6», ap. a), del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467) y 22 de la ley 13.264. 

En cuanto al fondo del asunto, la expropiante actúa por in- 
termedio de apoderado especial, el que ya ha asumido ante V. E. 
la intervención que le corresponde (fs. 276). Buenos Aires, 21 de 
octubre de 1059 — Ramón Lascano. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de octubre de 1960. 

Vistos loa autos: "Banco Hipotecario Nocional c/ Bracalen- 
ti, Santos s/ expropiación" 

Considerando: 

1*) Q ue » según consta en autos, el presente juicio expro- 
pi ato rio recae sobre la parcela de terreno 953 b, sección rural, 
circunscripción VIT, situada en el partido de La Matanza, Pro- 
vineia de Buenos Aires, La superficie del bien expropiado es de 
103.355,6850 nía y está acreditado, sin que exista controversia 
sobro el punto, que la desposesión ocurrió el 2 de julio de 1948. 

2 ? ) Que la sentencia de fs. 248/251 confirmó la de primera 
instancia, obrante a fs. 205/209, modificándola tan sólo en lo 
relativo a la indemnización que deberá pagarse por la tierra ex- 
propiada —que elevó a m$n. 338,800— y a las costas del juicio, 
las que declaró a cargo del expropiador en ambas instancias. 

3*) Que tanto la parte actora como la demandada deduje- 
ron sendos recursos de apelación contra el fallo de segunda ins- 
tancia (fs. 254 y 257/258), los que han sido concedidos (fs. 254 
vta. y 259). El recurso extraordinario que también interpuso el 
expropiador fué correctamente desestimado por la Cámara a quo, 
de conformidad con la doctrina de esta Corte (Fallos: 237: 817 
y otros). 

4 V ) Que, al fundar su apelación, la demandada impugna el 
dictamen producido por el Tribunal de Tasaciones, en el que se 
basan, fundamentalmente, los pronunciamientos del Sr. Juez in- 
te rvinien te y de la Cámara. Sostiene qne dicho dictamen adolece 
de errores y que no ha podido prescindí rse de los elementos de 
juicio a que alude en su escrito de fs. 148/152 (operaciones de 
venta anteriores y posteriores al acto expropiatorio y revalua- 
eión fiscal de un inmueble cercano al que en estos autos es objeto 
do desapropio). Particularmente, afirma que la Cámara no ha 
debido desechar, sin más, los datos resultantes de ventas poste- 
riores a la expropiación con el argumento de que ellas estaban 
"influenciadas" por la obra pública a realizarse (art. 11, in fine, 
de la ley 13.264), toda vez que osas ventas tuvieron lugar cuando 
"la presunta obra para la cual se expropiaba' * no había sido 
realizada ni aun comenzada. Y, por último, aduce que el monto 
de la indemnización impuesta al expropiador debe ser aumen- 
tado en la medida necesaria para contemplar la "desvalorización 
de la moneda", ocurrida como consecuencia del proceso inflacio- 
nista que el país soporta desde hace largo tiempo, ya que, de 
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otro modo, sería "vulnerado su derceho de dominio, al ser pri- 
vado del mismo sin una indemnización justa" (fs. 272/275). 

b 9 ) Que, a su turno, el expropiado r reclama que la indem- 
nización a cuyo pago está obligado sea reducida a m$n. 236.170 
Apoya esta petición en las consideraciones que hizo valer, ante- 
riormente, en su presentación ante el Tribunal de Tasaciones, a 
las que se remite. Y, concretamente, objeta el dictamen de ese 
Tribunal con relación a algunas de las operaciones que tuvo en 
cuenta como antecedente; destaca la importancia de determina- 
das características del terreno expropiado, que, a su juicio, lo 
desvalorizan; solicita la aplicación del coeficiente de disponibi- 
lidad y la modificación de la sentencia recurrida en la parte que 
concede indemnización por " pérdida de cultivos". Finalmente, 
se agravia de lo resuelto en orden al pago de las costas (fs, 276/ 
278). 

6*) Que las pretensiones expresadas por el particular ex- 
propiado no son atendibles. Ante todo, porque los elementos de 
juicio que él ofreció en su escrito de fs. 148/152 fueron desecha- 
dos en mérito a razones acertadamente fundadas, sin que se haya 
suministrado argumentos ni alegado pruebas que autoricen a 
revisar el temperamento adoptado. Además, es ajustado a dere- 
cho el aserto de que el incremento de valor originado por la obra 
pública para la que se expropia — que debe ser excluido del 
cálculo índemnizatorio — puede existir aún cuando dicha obra 
no haya sido ejecutada. En efecto, el propósito perseguido por 
el legislador a través de la norma contenida en el art. 11, t» fine, 
de la ley 13.264, ha sido el de impedir que el propietario del bien 
se beneficie con una plusvalía artificial e ilegítima (Fallos: 242: 
148), y es obvio que ella puede producirse no sólo a raíz de la 
realización de la obra de que se trate, sino, también, por el mero 
anuncio de que los trabajos públicos han de efectuarse o, incluso, 
por la autorización concedida al efecto. A todo lo cual correspon- 
de añadir, todavía, que el pedido de que el resarcimiento sea 
aumentado de manera que compense la "desvalorización de la 
moneda" es contrario a una firme e invariable línea de juris- 
prudencia (Fallos: 241: 73 y otros) de la que el demandado no 
da razones para prescindir (Fallos: 244 : 37), 

7*) Que tampoco pueden prosperar las impugnaciones for- 
muladas por el aetor acerca del monto de la indemnización fija- 
da. Para decidirlo así, ha de tenerse presente que el memorial 
de agravios presentado ante la Cámara, que ésta califica de "de- 
ficientemente fundado", se limitó a reiterar la opinión expuesta 
por el representante del expropiaddPantc el Tribunal de Tasa- 
ciones, opinión que ha sido refutada y desestimada por el orga- 
nismo técnico y por los jueces de la causa sobre la base de consi- 
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deraeiones razonablemente adecuadas a las particularidades del 
sub lite. Y, en cuanto a las restantes objeciones expuestas en el 
escrito ile fs. 27bVií7H, cabe observar que no- han podido ser some- 
tidas al juzgamiento de la Corte Suprema, puesto que no fueron 
oportunamente planteadas ante el tribunal de segunda instan- 
cia, excepción hedía de la que versa sobre el coeficiente do dispo- 
nibilidad, cuya no aplicación en ta especie resolvió la Cámara 
emendóse a una jurisprudencia que puede considerarse firme 
mente establecida (Bellos: 24*2: y otros), por lo que corres- 
poude confirmar !o decidido al respecto. 

S") Que, en cambio, debe ser acogido el agravio del expro- 
pindor relacionado con la imposición de costas" toda vez que el 
criterio jurisprudencial de que la Cámara hizo mérito para de- 
clarar que aquéllas debían ser soportadas por la demandante, 
ha sido abandonado a partir de la sentencia dietada en la causa 
"Nación Argentina % César Lobo y otros" (Fallos: 245 : 252), 
en consecuencia de lo cual y habida cuenta de la suma ofrecida 
y de la reclamada en natos (fs. 7/1(1 y $3/21% es manifiesto que 
las costas de primera instancia han de <er satisfechas en el or- 
den causado. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se cfinfirma la sentencia do fs. 248/251, modificándosela en lo 
atinente a las costas de primera instancia, las que deberán ser 
satisfechas en el orden causado. Las de segunda y tercera i lis- 
ta acias también por su orden, en atención al resultado de los 
recursos. 

Benjamíx Villegas Basavilbaso — 
Aristóbui/) D, Abáoz ,de La Ma- 
drid. — Julio Oyhajtartu — Ri- 
cardo Coló miires. 



COOPERATIVA Lti>a. de CONSUMO de ELECTRICIDAD de 
30 DE AGOSTO — Tbkbíque Lauques— 

RECURSO DE AMPARO. 

En presencia de lo dispuesto por el íirt, 2* de la ley 60H de la Provincia 
de Unenos Airea, acerca de la jurisdicción de ln Subsecretaría de Trabajo, 
no es dable afirmar la palmnria carencia de atribuciones del Director de 
Kelaeiones Laborales de aquella paro intimar n una Cooperativa Eléctrica 
la aposición de dos obrero» de- pedidos en enn Ira vención a un convenio. 
Además, los actas confeccionadas a los fines de las sanciones previstas en 
los arta. 27 y 2ÍÍ de la ley, pueden conducir a resoluciones recurribles judi- 
cialmente; y, de aplicnrse sanción sin Tecurso en el orden provincial, cabría 
aun requerir la tutela del art. 14 de la ley 48. 

En consecuencia, corresponde confirmar la sentencia que rechaza el amparo 
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deducido coiitrn el avto administrativo, pues tío media ilegalidad manifiesta 
de éste y existe vía íejrnl pura la tutela del dereeho (pie sr pretende ií$- 
conoeido. 

Dictamen okl PitocntAiioit (¡en-eiial 

Suprema Corte: 

La resolución t(Í4 dictada por el Director de Relaciones La- 
borales do la Subsecretaría de Trabajo de la Provincia de Bue- 
nos Aires con fecha 28 de enero ppdo., cuya copia corre a fs. 47 
del espediente agregado 2801-3386759, dispuso en su punto 1 ? 
intimar a la Cooperativa de Luz Eléctrica de la localidad de 3(1 
de Agosto (Partido de Trenque Lauquen), la reposición en sus 
tareas de los obreros Ornar J. Luehelli y Luis II. Anuido, sobre 
la base de considerarlos despedidos por aquélla "en contraven- 
ción al art. del convenio vigente". Para así pronunciarse oí 
mencionado . .ncionarío tuvo en cuenta que ta decisión empre- 
sa ria de rescindir los contratos de trabaja que la ligaban con los 
obreros en cuestión, había sido adoptada "en abierta violación 
de la formal garantía de estabilidad consagrnda en el art, 5* del 
acuerdo que rige para la actividad y prohibe el desnido por mo- 
tivos gremiales, incuestionablemente perfilados en el caso suh- 
examen" {ver considerando 3* de fs, 4fi), 

Los términos de la ya citada resolución n v lb"4 que he trans- 
cripto, permiten en mi opinión concluir que la autoridad admi- 
nistrativa ha entendido hallarse facultada para dictarla en vir- 
tud de lo que dispone, en sus ines, a) y b), el art. 2* de la ley local 
(¡014. Dichas cláusulas, en efecto, ponen a cargo de la subsecre- 
taría de Trabajo dependiente del Ministerio de Acción Social de 
la Provincia de Buenos Aires, al conocimiento de las cuestione* 
que se relacionan con el trabajo en todas sus formas, y especial- 
mente: "... fiscalizar el cumplimiento de las leyes, decretos, 
convette iones colectiva,*, reglamentaciones y resoluciones exis- 
tentes y las que se dictaren sobre la materia, instruyendo las 
actuaciones cor respondientes" (inc. a)i como así también "apli- 
car sanciones por infracciones a las normas señaladas en el inciso 
anterior ..." (inc. h). 

Desde este punto de vista, no encuentro que la inexistencia 
de un conflicto colectivo de trabajo, o el no sometimiento del caso 
al arbitraje del organismo de referencia, obliguen a considerar 
como absolutamente carente de fundamento legal la actuación 
administrativa que motiva este pedido de amparo, ya que ningu- 
na de aquellas circunstancias resulta relevante n los efectos de 
lo previsto en los dos primeros incisos del art. 2* aritos citado. 

V. E. tiene declarado que el procedimiento de amparo "... no 
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procede respecto de la actividad administrativa sino cuando ésta 
es inequívoca y manifiestamente ¡legal, porque la razón de la 
institución de aquél no es someter a la supervisión judicial el 
desempeño de los funcionarios y organismos administrativos, 
sino proveer de remedio inmediato contra la arbitraria inva- 
sión palmaria de derechos reconocidos por la Constitución Na- 
cional ..." (Fallos: 245: 331). 

Con arreglo a lo que más r riba he expresado, soy de opinión 
que el acto administrativo de que aquí se trata no reviste los 
caracteres exigidos por la doctrina de V. E. recién recordada y, 
en consecuencia, que el recurso de amparo interpuesto contra 
aquel no puede prosperar. 

Esta solución no podría a mi juicio variar por consideracio- 
nes referidas a que la ley local en juego no ha podido atribuir 
válidamente a la autoridad de aplicación la facultad de que esta 
última ha entendido hallarse investida. 

Aparte, en efecto, que en el sub Índice no ha sido cuestionado 
el alcance que la referida autoridad indudablemente ha asignado 
al art. 2% ines. a) y b), de la ley 6í>14, es evidente que, en caso 
do no ser acatada por la recurrente la intimación de reincorporar 
a los obreros, la posterior efectividad del apercibimiento que se le 
ha dirigido le brindará ocasión para, oportunamente, someter a 
consideración do V. K. los reporos de carácter constitucional que 
pudiere merecerle la facultad administrativa de imponerle com- 
pulsivamente dicha reincorporación. 

A mérito de lo expuesto estimo que debe confirmarse el fallo 
apelado. Buenos Aires, 8 de setiembre de 1960,— Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREXrA 

Buenos Aires, 26 de octubre de 1960. 

Vistos los autos: "Cooperativa Ltda. de Consumo de Electri- 
cidad de 30 de Agosto s/ recurso de amparo". 

Y considerando : 

T>) Que la sentencia apelada de fs. 46/59 resuelve no hacer 
lugar al recurso de amparo deducido a fs. 12/16. Entiende el Tri- 
bunal dé] Trabajo do Mercedes — fs. 57 — que la actuación admi- 
nistrativa que motiva la causa ha seguido el procedimiento pre- 
visto por la ley 6014 de la Provincia de Buenos Aires; que no se 
trata de una *' decisión material ejecutiva" y que la aplicación de 
sanciones a que puede haber lugar es susceptible de recurso ju 



2*) Que la acción de amparo se ha iniciado, en efecto, con 
motivo de haberse expedido, por el Director de Relaciones Labo- 
rales de la Subsecretaría de Trabajo de la Provincia de Buenos 
Aires, la disposición n* 164, de 28 de enero del año en curso, por 
la cual se intimó "a la Cooperativa de Luz Eléctrica 30 de 
Agosto de Trenquc Lauquen" la reposición en sus tareas de dos 
obreros "despedidos en contravención al art. 5» del convenio vi- 
gente", a lo que ha seguido la confección de actas de infracción, 
a los fines de las sanciones de los arts. 27 y 29 de la ley. Se arguye 
por el recurrente que la Subsecretaría de Trabajo carece de atri- 
buciones legales para actuar como lo ha hecho, por lo cual su deci- 
sión es abusiva, violatoria del art. 18 de la Constitución Nacional 
y carente de validez. Cabe advertir, por lo demás, que no existe 
conflicto colectivo alguno ni media conformidad para la decisión 
administrativa del conflicto individual planteado a raíz de la sus- 
pensión y posterior cesantía de los obreros Lnchelli y Aguido. 

3 P ) Que como lo recuerda el Sr. Procurador General, es ju- 
risprudencia de esta Corte que el recurso de nmparo sólo procede 
en los supuestos en que medie manifiesta ilegalidad del acto admi- 
nistrativo que lo motiva —Fallos: 245: 351 y otros—. 

4*) Que igualmente se ha resuelto que la existencia de pro- 
cedimientos lógales para la tutela del derecho que se dice desco- 
nocido es obstáculo para la admisión de la acción de amparo 
—Fallos: 246: 353 y 354 y otros—. 

5*) Que para el caso, en presencia do lo dispuesto por la ley 
6014 de la Provincia de Buenos Aires, cuyo art. 2* establece la 
jurisdicción de la Subsecretaría del Trabajo, no es dable afirmar 
que la resolución impugnada se baya dictado por quien palmaria- 
mente carecía de atribuciones legales para hacerlo. Es, en efecto, 
exacto que el mencionado texto dispone que estarán a cargo de la 
Subsecretaría las cuestiones que se relacionan con el trabajo, entre 
las cuales la de fiscalizar el cumplimiento de las leyes, decretos, 
convenciones colectivas . . . instruyendo las actuaciones correspon- 
dientes. 

6 V ) Que a ello debe añadirse que las actas de infracción 
levantadas a los fines de los arts. 27 y 29 de la ley, son suscep- 
tibles de conducir a resoluciones que a su vez admiten recurso 
judicial, en el que es posible la decisión atinente a la validez del 
procedimiento seguido. En último término y de aplicarse una 
sanción sin recurso en el orden provincial, igual tutela cabría 
requerir entonces de esta Corte por la vía del art. 14 de la ley 48 
—Fallos: 246: 38 y 269 y otros—. 

Por ello, y lo dictaminado concordantemente por el Señor 
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l« V ALVOS 01. LA CORTF SCI 'RE KA 

Procurador (teñera!, se confirma la sentencia aislada do fs. 4(V 
59 en lo que hn podido ser objeto del recurso extraordinario. 

ÍÍKX.IAMÍN VlLLKUAs RaSAVILHASO - - 
JULIO Ov HAN ARTE — PkIHÍO ABE- 
RASTlTttY — RlCARIKI CoMWBRES 

— Esteban Imaz. 



NACION ARO ENTINA v. EDUARDO DOMINWEZ v Cív. 

HXl'ROPI AVIOS: Indrmniiarimr. DetfrmÍHt\t'iát, de\ palor reo/. Valor <U In 
/ierra. 

Si en los apelaciones deducidas uu se lian suministrado argumentos que 
autoricen a revisar el temperamento del Tríbunnl de Tasaciones para valuar 
la tierra, aceptado, de manera STtt t i nri »!, por los jueces de la causa, corres- 
ponde mantener e! pronunciamiento. 

KXl'ROPI AVIOS: tiKÍnauhium». IWtrmimtviÓH iM c.nW mi/. Ynlor «V la 
tirrra. 

No ta aceptable el agravio del ex propiador recurrente, basado en el texto 
de los arU 18 y ¡12 de la Ordenan»» 1 07f)/5:i de la Municipalidad de Rosario 
de loa que resultaría que. en caso de "fraccionamientos o urbanizaciones", 
es obligatorio ceder gratuitamente » la comuna un área equivalente al 40 % 
del "total urbanizado", si. de todos modos, el amanzanamiento aprobado 
implica ceder, n título gratuito, má* del 4U 'í de la superficie total, como 
calle. 

HnSORAfílOS OH AHOGADOS Y PSOCVR ADORES. 

En juicios de expropiación, a los fine* de la regulación de los honorario* 
devengados, debe considerarse corno monto del juicio la diferencia entre la 
oferta fiscal y la suma señalada en de ti ni ti va como indemnización, con 
exclusión de los intereses que se mandan pagar. 

KXPROPI AVIOS: ItuhmHhación. Determinatián riel valar reí»/. Geurrathlades. 

No es objetable, como procedimiento para determinar et valor de una gran 
extensión de terreno, partir de la base de los precios ohtcuido* en la venia 
de pequeños lotes vecinos, aplicando luego loe* coeficientes de reducción que 
correspondan. Este método, llamado "pasaje de lote a bloque", lia sido acep- 
tado por la jurisprudencia de la Corte en ausencia de otros elementos de 
juicio convincentes relacionados con el valor del bien expropiado. 

KXVROPI AVIOS: Imlemuharióu. Otras duAW. 

El expropiante no está obligado a pagar el "mejor" valor ijiic pudiera re*. 
multar de boletos de compra venta firmados por el demandado con anterio- 
ridad a la expropiación, a los que no se Un ha reconocido eficacia —como 
índice del valor objetivo de la cosa—, en virtud de la mayor significación 
¿isignaila por el Tribunal de Tasaciones a otros elementos de juicio: pues, 
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en la medida que el primero exceda ni segundo. Iiahrín un lucro cesante no 
indemnizable, 

EXPROPIACION: Indemnización, Determinación del calor real, Generalidad**. 

Si bien es cierto que la ley ha querido que sen ante el Tribunal de Tasacio- 
nes donde los interesados hagan valer principalmente sus razones y pruebas, 
excluyendo de esta manera la intervención de los peritos admitida con ant 
rioridad a la ley 13.264, también lo es que los jueces pueden eoiregir Ja 
defectuosa apreciación en que hubiese incurrido el 01 nismo técnico res- 
pecto de los elementos de juicio aportados por Jos Mientes, si concurren 
circunstancias demostrativas de error manifiesto n de omisión irrazonable. 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor real. Generalidades 

Es improcedente la pretcnsión de que la indemnización a fijarse en definitiva, 
en el jnieio expropiatorio, deba ajustarse con arn rio a la depreciación 
sufrida por la moneda desde la fecha en que tuvo lugar el desapropio. 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

El arancel para abogados y procuradores no es aplicable en los juicios fla 
expropiación, sin perjuicio de que las estalas contenidas en él se tengan en 
cuenta a los efectos de las reculaciones a practicarse. 



Sentencia de la Camaiía Federal de A i -elación es 

Rosario, 3 de octubre de 195$. 

Vistos en acuerdo los autos "Gobierno de la Nación (Ministerio de Comer- 
no) e/ Eduardo Domínguez y Cía., expropiación" (exp. 22.271 de entrada), 

Y considerando que: 

Primero. Esta causa se refiere a la expropiación de los terrenos ubicados 
en esta ciudad, en el barrio Villa Manueltta, cuya» dimensiones lineales y linderos 
—que encierran una superficie de 8 tías,, 1 a, y 37 cent i áreas— se detallan en 
los planos y antecedentes adjuntos a la demanda. 

Ésta, que aparece fundada en los motivos de utilidad pública declarados 
por la ley nacional 14.280, invoca la necesidad de destinar los terrenos que se 
expropian a la construcción de silos subterráneos. 

Las dos partea que intervienen en el juicio limitaron sus agravios a la deter- 
minación del monto indemnizatorio fijado en primera instancia, no existiendo, 
en consecuencia, ninguna cuestión que se vincule con la precedencia de la indem- 
nización, con la superficie a expropiarse o con algún otro aspecto del litigio 
que no sea el indicado precedentemente. 

Segundo. La sentencia recorrida fijó como indemnización total por el inmue- 
ble expropiado, a la fecha de la toma de posesión, la suma de mfn. 2.137.000, 
incluidas tas mejoras, suma ésta que coincide con la aconsejada por la mayoría del 
Tribunal de Tasaciones en el dictamen que obra en el expediente agregado por 
cuerda separada. 

La decisión de) Tribunal de Tasaciones fué adoptada con la disidencia de los 
vocales Nicolás Pedresa, representante de la actor» ¡ Carlos I sella, representante 
de la demandada ¡ Julio larda, representante del Ministerio de Obras Públicas, 
y Raúl P. Méndez, representante de la Dirección General de Ingenieros (Minis- 
terio de Ejército). 



FALLOS DE LA CORTE SUPBiniA 



Tercero. La sentencia hace usa reseña minuciosa del procedimiento adop- 
tado por el Tribunal de Tasaciones que, reunido en Tribunal pleno, acepto por 
mayoría el dictamen formulado por la Sala II del mismo organismo que a sn 
vez aprobó H procedimiento seguido por la División Técnica, con loe reajuste* 
que se indican a fs. 47/57 del expediente adjunto. 

1.a División Téenica del Tribunal de Tasaciones después de elegir la zona 
("tnpsnthle a Ion efectos de considerar las ventas registradas, seleccionó las 68 
operaciones que se detallan en el anexo 2, obrante a U. 16 del expediente 
ririministrativo. 

Esas operaciones fueron homogeneizailas en ubicación, dimensiones, condi- 
ciones de pago y época, median e la aplicación de los coeficientes respectivos, lo 
cual permitió fijar el valor unitario del lote de comparación adoptado (11 mte. 
l>or 3© mts.}, fijándolo sobre la Avenida Abanderado Orandoli, frente a los 
I 'Trenos expropiados y a la época de la toma de posesión, en m$n. 78,25 el 
metro cuadrado. . 

La División Técnica estimó que las tierras expropiadas eran susceptibles de 
ser loteadas, apoyando esa presunción en el análisis del mercado inmobiliario, 
que no registraba operaciones sobro tracciones grandes en la época de la des- 
¡tosesión. 

Partiendo de esa conclusión, resolvió adoptar como base jmrn obtener el 
valor de la tierra el plano de urbanización que obra n fs. 4, confeccionado en 
1 !)í>0 por el agrimensor Osvaldo Marino, que fué aprobado por una resolución 
del II. Concejo Deliberante de fecha ííl de mayo de 1954, observada por el 
Departamento Ejecutivo Municipal el 9 de junio del mismo año (ver copias de 
fe. 73/81). 

El procedimiento adoptado para obtener el valor del block, consistió en el 
resultado de la aplicación del valor del lote tipo afectado por los coeficientes 
de ubicación y de frente y fondo a la superficie de cada manzana proyectada. 
Al monto total así obtenido se le dedujeron los gastos e inversiones en que sería 
necesario incurrir para vender la fracción loteada y el mayor valor producido 
por la subdivisión. 

Las variaciones en profundidad desde la Avenida Abanderado Grandoli hacia 
el este se adoptaron en base a los resultados de las ventas efectuadas en las 
manzanas que se indican, cuya ubicación puede verse en el plano agregado a 
fs. 15 del expediente adjunto. Se destaca que la caída de valores es fuerte al 
aléjame de la ruta y se mantiene constante, después, hasta las barrancas. 

El mayor valor producido por la subdivisión fué establecido mediante lu 
aplicación de planilla de superficie agregada a fs. 18, confeccionada sobre la 
Itasc de coeficientes que constituyen el resultado de estudios estadísticos realí- 
zndos en zonas similares. 

Para la calificación de la zona se adoptó el sistema corriente, que consiste 
en tener en cuenta las condiciones de parcela miento, edificación, pavimentación, 
transportes, vialidad, altiuietría, servicios públicos e industria y comercio. 

La aplicación de este sistema, mediante las operaciones que se detallan a 
f*. 12/14 del expediente adjunto, permitió a la División Técnica del Tribunal 
<k> Tasaciones obtener para la tierra expropiada un valor de mfn. 2.217.032, que 
tesponde a un precio unitario de m$n. '¿7,67 el iu s . 

Las mejoras, consistentes en una casilla de madera con techo de zinc, fueron 
e-timadas glnhnlnientc en m$n. 5,000. 

Después de escuchar a los representantes de ambas partes, ta Sala II del 
Tribunal de Tasaciones ratificó el procedimiento seguido por la Dirección Técnica, 
admitiendo atgnnas modificaciones a los cálculos efectuados, las que se detallan 
en el informe agregado a fs. 47/4D del expediente citado y motivaron la rectifi- 
cación efectuada que fijó et valor conjunto de tierra y mejoras en la suma de 
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$ 2.137.000.— m/n., adoptado por la mayoría del Tribunal, después de la amplia 
discusión de que informa el arta de ta sesión plenaria agregada a fa. 59/66 del 
expediente adjunto. / " 

Cuarto: I» parte expropiada, en su expresión de agravios, sosUena que la 
sentencia apelada no fija la indemnización justa que corresponde a la reparación 
de un daño causado por un acto unilateral del poder público y que ello acontece 
principalmente, porque ni el Tribunal de Tasaciones ni el a quo tuvieron en cuenta 
a los efectos de la determinación del valor del lote tipo, elemento* de juicio tan 
importantes como los boletos de compra venta que ella trajo al juicio, la venta 
en block de la manzana n* 100 beeba a la Asociación de Trabajadores del Estado 
y la expropiación seguida contra la Sociedad Inmobiliaria Pérez Cortés. 

t í/frií' a 108 ™ atTa P"™dos de compra-venta, agregados 

n ts. 44/47, la Cámara comparte el criterio que determinó su exclusión de Jos 
antecedentes utilizados para la comparación de valores por cuanto, como se desta- 
co en la esfera administrativa, aparecen efectuadas sin que se hubiera aprobado 

P™ 80 de ü "»imización que se estaba gestionando, y en una época qne —según 
permite presuniirlo la copia agregada a fu. 73/81- j» se habían efectuado ante 
a Municipalidad de Rosario las gestiones a que alude el dictamen del Dep. de 
Ubras Publicas de techa 7 de junio de 1954 que motivó el veto de la Ordenanza, 
a tojo lo cual puede agregarse qne una de esas operaciones, la mencionada a 
U. 40 es posterior a la fecha de esc veto y que todas ellas, según se expresa a f«. 

£ V*'* ,ueron r^ndidns por acuerdo común de vendedores v compradores. 
Con respecto a la venta en hlock de la manzana n* 100, hecha a la Asocia- 
ción de Trabajadores del Estado, la Cámara estima que también fné correcta- 
mente excluida porque en ella se fijó nn valor unitario general, sin ningún 
análisis de ubicación, correspondiendo aclarar que este criterio ya fué aceptado 
por el tribunal en la sentencia dictada en el juicio de expropiación seguido 
contra la Soc. Inmobiliaria Pérez. Cortés S. R. L. sobre un inmueble lindero al 
expropiado en autos (Fallo n' 32.481 de 21 de agosto de 1957). 

U expropiada se agravia, también, porque el fallo en recurso determina un 
. i™* al f, J lid ° P° r el ™*mo Tribunal de Tasaciones, por el Juzgado 
reoeral n 1 y por esta Cámara en el recordado juicio seguido contra Pérex Cortés. 

m representante de la demandada expresa que ambos inicios fueron inicía- 
los conjuntamente, que se trata de terrenos linderos y le iguales características 

r"^JTr i / m £ amb0H igual fechn ' no lo cual el terreno 

f , Cortés / ué tn9ado * razón de $ 31,09 m/n. el m» mientras que el cálculo 
erectuado en este caso responde a un precio unitario de $ 26,18 m/n. el m*. 

La cirennstancia de que el expediente relativo a la expropiación seguida 
contra In Soc Pérez Cortés se encuentre actualmente en la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, en grado di: apelación, impide nna confrontación entre 
aniñas tasaciones paro establecer si existe realmente una disparidad de criterio, 
que no se advierte en los elementos acumulados ni fné concretada por la deman- 
dada quien se limitó a hacer resaltar la diferencia de valores sin decir cuáles 
eran los í ctores determinantes de esa diferencia. 

De los antecedentes agregados al expediente del Tribunal de Tasnciones v 
de la sentencia dictada por la Cámara en el caso Pérez Cortés, tenida a la vista 
para este pronunciamiento, se desprende qne en ambos se hizo un estudio simi- 
lar, adoptándose iguales elementos de comparación y fijándose el mismo precio 
[.ara el valor unitario del lote tipo que se estableció a razón de $ 78,25 m/n el 
m'. valor que ya fué aceptado por 1» Cámara en el juicio seguido contra Pérez 
tnrtés. A fs. 12 del Tribunal de Tasaciones, la Dirección Técnica hace notar 
ex presa mente que el amanzanamiento proyectado a fá. 4 está determinado por la 
subdivisión de ia fracción de la Soc. Pércs Cortés. A fs. 47, la Sala II deja 
eonstanen expresa de que las fifi operaciones analizadas fueron las mismas ntili- 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

¡radas en el expediente de Pérez Cortés. Durante la disensión de la sesión plenariii 
el vocal Sciiurcii hizo constar que la calificación de !a zona fue la misma aproba- 
da en el meneinnndo juicio (v. fs. lió), de manera que, en términos generales, 
pnede afirmarse, como ya si bu dicho, que ge siguió el mismo procedimiento y 
Fe utilizaron iguales elementos de comparación de manera que, si bien no puede 
.lejarse de Indii la posibilidad de que baya existido realmente alguna variante 
en la computación ile alguno de los factor*» utilizadas para el cálculo del precio 
definitivo, tampoco puede descartarse la probabilidad, que se estima más factible, 
que la lífcrcncia entre ambos precios unitarios —que no es considerable—, 
responda a Induren derivados íe ln distinta ubicación, dimensiones o posibili- 
dades de ]»teu de ambos ininuebli-s. La Cámara no tiene elementos puro establecer 
ron certeza esta circunstancia y, partiendo de la base de que el valor determinado 
B U inmueble vecino no es elemento suficiente para prescindir del dictamen del 
Inbnnal de Tasaciones. organismo creado para asesorar n los Jueces, entiende 
«pie debe ajustarse a las conclusiones de ese onanismo que. aunque sólo revista 
ta importancia de un elemento de juicio mÚ*. adquiere ¡mportnndn decisiva si se 
considera que proviene de un cuerpo integrado por técnicos especializados, qne 
fian hecho un estudio serio y completo, debatiendo ampliamente el asunto v 
(ornando en consideración los puntos de vista expuestos por sus distintos inte- 
grantes, entre los que se cuenta un representante de cada parte. Kn esta situación, 
¡Himple iiieitieu las discrepancia* apuntadas, corre.-punde aceptar e] dictamen for- 
mulado por la mayoría, (| m> no evidencia emires, ni presenta deficiencias notorias 
que lo invaliden (C. S. N., T. 2*1, pág* llil, l OI, 1040, H.tJ; T. £17, págs. 
230, Mh. m¡ T. m, paga. 817, etc.). *^ 

U> djflbo también se aplica n los* agravios expuestos p»r el Sr. Fiscal de 
( amara, en representación de la netora. que refieren principalmente a la sitna- 
nndu inmobiliario y a bis características de la zona donde so ubican 
n. > terrenos expropiados, o sen a factores que va fuero» tenidos debidamente en 
cuenta en el estudio realizado por el Tribunal de Tasaciones, sin que se ha va 
demostrado la improcedencia de las conclusiones arribadas a ese respecto por el 
mencionado organismo. 

Kn cuanto n ¡as objeciones opuestas por los vocales Pedresa, García v Mánd-x 
juctoti ampliamente debatidas y rechazadas por el Tribunal de Tasaciones, refi- 
riendo^ a ellas el o «no en el considerando 3* de la sentencia en recurso, con 
argumentas claros y precisos que no han sido desvirtuados en esta instancia. 

Con referencia a la pretendida aplicación de las disposiciones sobre urbani- 
zación de terrenos establecida por ln Ordenanza Municipal n* 1079, promulgada 
el 2Í) ile octubre de 105:!, que fijó, entre otras cosas, Ja cesión gratuita de un 
mínimo del 4<l f D del tolnl urbanizado, sólo cabe agregar a las razones expues- 
tas por el ti qno que habiéndose iniciado ln urbanización en el año 1050, aquella 
disposición es inaplicable de acuerdo con lo dispuesto por el nrt. 18 de la misma 
ordennuz.., que exceptuó de ese y de otros requisitos a los expedientes de urba- 
nización presentados en el II. Concejo antes de la promulgación de la Ordenanza 
fver copias de fs. 7:1/81 y ejemplar de la Ordenanza n' 1079/5.1, agregado a 
fs. '.iü del expediente adjunto). 

Quinto. Queda por considerar la cuestión planteada por el representante 
de la expropiada, con gran acopio de fundamentos, sobre la necesidad de que 
se tenga m cuenta la desvnlorización monetaria a los linea de fijar la indemniza- 
ción (pie debe abonarse en definitiva en juicios de esta índole. 

Sn puede desconocerse la trascendencia de esta cuestión porque es innegable 
el efecto que el transcurso del tiempo puede ocasionar sobre la indemnización 
que percibe el expropiado en épocas que, como la actual, se caracteriza por una 
constante depreciación del signo monetario. 

El representante de la demandada sostiene que si se quiere reconocer que- 
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la justa indemnización no puede ser otra que ta que equivalí- al "valur de repo- 
sición del inmueble de cuya propiedad «r lo priva, debe declararse que la suuia 
que tiene que pagar el apropiante debe ser sufieinte partí obtener lo mismo 
que se le quita y para que ello sen fallible debe tenerse en cuenta un factor 
indiscutible eniM» ln pública y constante disminución riel poder adquisitivo de 
la moneda. 

Con posterioridad a lu presentación itel escrito de expresión de agravión de 
a demandada, ta Corte Suprema fie Justicia de la Nación luí decidido mantener 
« jurisprudencia seguida invariableim nte basta la fecha por ese Tribunal, según 
la nial la indenimzarión debe ser fijada n la toma de posesión, sin com putar 
tactores derivados de 1 H desvalortzación posterior de la moneda. 

Con respecto al pretendido dereebo o un "valor de reposición", la mayoría 
del alto Tribunal expresa que corresponde reiterar unte todo i|Ue lu expropia- 
non no configura una compraventa y que la suma «pie gfe paga por el bien expro- 
piado no tiene el carácter jurídico de precio ya ipie lo que el expropiante debe 
-iitMlnwr es el resarcimiento (pie corresponde al sacrificio económico represen- 
tado por ta perdida del bien y los demás daños que son consecuencia directa 
«■ inmediata de ta expropiación, por lo cual el expropiado tiene derecho a una 
indemnización que debe Jijarse de acuerdo con la» reglas légate* fijadas a tal 
electo y no a ta reposición de un bien igual o equivalente al que pierde. 

Establecido lo que antecede la Corte Suprema entiende que corresponde 
mantener la doctrina expuesta en el sentido de que el valor del bien ha de fijarse 
-egun los precios corrientes en el mercado en el momento de la toma de posesión 
por el expropiante, con atracción de las alteraciones de esos precios que hayan 
podido sobrevenir ni día de- tn sentencia definitiva sea que ellos se dehnn a fluc- 
tuaciones del mercado inmobiliario o bien que deriven de la depreciación del 
valor de la moneda referida al momento en que el bien fué objeto de tasación, 
por cuanto, según expresa, si la indemnización se lijara al tiempo de dicttirse 
la sentencia, esa desvalorización pasaría a convertirse en uno de lo* elementos 
de hecho determinantes del valor "objetivo", criterio que ta Corte considera 
■ rmneo (v. fallos: 2W; 164; 2H0; 224:2:14; 2:J7: W v 230 y la referencia 
publicada por el diario "La Prensa" del 22 de julio ppdo. al fallo dictado en 
el juicio de expropiación seguido por ln Administración Oeneral de Obrai Sani- 
tarias de ln Nación contra Ernesto Turquina! y Pernal). 

La tesis expuesta ba sido seguida también iiiviiriahleutenle basta el presente 
por esta Cámara, que, de acuerdo ron los argumentos expuestos -n el fallo traído 

a colación, estit ( ue corresponde mantener el mismo criterio en este caso y no 

tomar en consideración el factor derivado de ta dcsvulorisación monetaria a los 
Imes de ta indemnización que debe abonar en definitiva ta parte expropiante. 

Sexto. Con respecto al recurso de apelación interpuesto por el letrado patro- 
cinante del expropiado, en cnanto a sus honorarios regulados por el « q>, ( , 
corresponde elevarlos teniendo en cuenta: a) los intereses, desde la des]»sesión, 
que. de acuerdo con la doctrina de esta Cámara, deben adicionarse a la cantidad 
que se ordena pagar —menos lo depositado— para determinar el monto sobre 
el cual lia de efectuarse el calculo pertinente; y b) la reiterada jurisprudencia 
de la (orte Suprema de Justicia de la Sacian (Faltos: 2.H): 123) donde esta- 
£nÍí3f3 i"?" * ,,e rstfl •"»*>■*" no es aplicable el arancel del decreto 
i *? í,fi ***» l ,or ic > V2mT y m modificación ii.. reducida por la 

ley 14.170, s m perjuicio de que los principios que él contiene, en cuanto expre- 
-an cntertos imperantes de justicia, deben contempláis, ni la reculación a 
practicar. 



■ ' ■*-',« ¿" ■.,*■_" 
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A mérito de lo expuesto, se resuelve; 

I, Confirmar la sentencia apelada, obrante a fs. 129/136 vta. Las costas 
de la alzada también correrán a cargo de) expropiador. 

II. Elevar los honorarios del abogado patrocinante del expropiado, Dr. 
Albino Palacios Cabancllas a la Buma de $ 15(1.000, — m/n., y regular, en la 
alzada, n) mismo profesional, m$n. 40.000. — Manuel A. Tiscornia — Miguel 
Carrillo (en disidencia parcial) — Víctor H. Pozzoli. 

1>I8U1ENCTA PARCIAL DKÍ, SF.ÑOR ViCLl'RKSIDKNTK DOCTOR MlGDKL CARRILLO. 

Y considerando que; 

Totalmente consustanciado con la tesis del tallo en sus primeros cuatro con* 
sideraiido-, he de enunciar sucintamente, los motivos de mi disidencia respecto a 
la que informa el quinto que estudia la incidencia de la desvalorización de lo 
moneda en la fijación del monto de la indemnización y, en definitiva, la rechaza. 

Opino de distinta manera. La Constitución ba elegido expresiones definidas 
para determinar la indemnización por expropiación. Para la Constitución debe 
veri indemnizada, pura y simplemente. Dá al Juez que lia de dictar la sentencia 
i|ue consume la expropiación, la libertad de poder estimarla según su ciencia y 
Condenes»; y dicho poder es de tal naturaleza, que las leyes consecuentes han 
podido condicionar los pasos necesarios para ilustrarla, pero no para cercenarla 
en manera alguna: ni siquiera por el juicio técnico de peritos que, en conjunto, 
Onmqtt« te nominen tribunal no lo son en sustancia; sustancia que sólo ot>rga 
lo fonjjtitución misma. 

Hay más, para ésta, lo indemnización pura y simple, tiene una sola condi- 
uón: bn de ser previn. Ningún Tribunal puede, teóricamente ordenar la expro- 
piación antes de la indemnización: de tal manera nunca puede fijarse el vilcr 
de un bien a expropiarse, con relación a un momento procesal distinto al de su 
consumación. Si pragmáticamente las etapas procesales poeden ser escalonada? 
de distinta manera, ello no tiene fuerza operativa sobre loa principios y tampoco 
«obre sus consecuencias. 

El Juez ha de estimar el valor del bien expropíalo al tiempo de ordenar 
su definitivo traspaso al expropiante, porque la indemniraeión es pura, simple 
y previo. 

La ley, por su parte, califica la indemnización por su valor objetivo. La 
-alineación no restringe la especificación constitucional: la determina. Lógica 
v filosóficamente: objetivo es lo que pertenece o refiere al objeto, que está eu 
la rc-ilidad de la cosa y fuera del sujeto pensante; en el caso: el sujeto valoran- 
te. El valor objetivo es ajeno n la afección del propietario como sujeto de la 
relación jurídica, es ej valor de la cosa en sí, para el dueño actual o cualquier 
otro titular que lo fuera. Es pues un valor objetivo. 

Cahe entonces preguntar qué es y cuál es ese valor. En el terreno ti,, i tal 
de los bienes económicamente considerados en cuanto cosas capaces de cubrir 
necesidades humanos, en cuanto "bienes", el de valor es un concepto relativo y 
no intrínseco, pero no en relación al sujeto, sino al conjunto de otros bienes 
en pnces de procurar satisfacción de necesidndes humanas en igual proporción. 

Entre esos bienes y eom^ medida de relación cuantitativa 1 hecho social y 
después 1n ley. Han crendu lo moneda, de la misma manera que se han estable- 
cido medidas de extensión, de peso, de tiempo. Si a estas medidas de relación 
temporal, de gravedad y de tamaño, Ies sustraemos cada día un minuto, un 
gramo, un centímetro, la relación se destruye, lo medida se envilece y no puede 
ser utilizada sin la pertinente corrección. Lo corrección del peso, de la distancin, 
del tiempo, las debe hocer el físico, el matemático, el astrónomo. La corrección 
del valor de lo moneda, hecho social complejo, debe hacerlo y la hacen, en tesis 
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general: el ínteré» humano mediante leyes económicas, entre ellas los principalí- 
simos factores de la oferta y la demanda; y, además, loa órganos políticos, ya 
sea directamente por aumentos o disminuciones de sueldos, tasas, tarifas, impues- 
tos (realidades de comprobación diaria) o indirectamente fijando un valor de 
conversión a ln moneda circulante. En particular, dicha fijación corresponde a 
los órganos jurisdiccionales en cuanto se relaciona con el valor objetivo de lo? 
bienes en controversia. 

Como Juea no puede negarse a juzgar por silencio u obscuridad de la ley, 
el hecho de que Ion órganos políticos no hayan reconocido, ni medido la altera- 
ción o desequilibrio de la moneda como medida fiel valor de loa bienes, no lo 
autoriza para dejar de juzgar el ruso concreto que se le trae a resolución y que 
contemph un hecho de la realidad circundante: el "valor monetario*' de un bien 
a expropiarse, cambia, en proporciones crecidas, en términos breves de tiempo. 
Su valor "objetivo" y no "monetario", como lo determina la ley, debe ser obje- 
tivamente fijado en la sentencia y al tiempo de dictarla que es el único propio 
constitución a luiente posible; y el más ajustado a la realidad, ya que se presume 
el acata miento inmediato del fallo y su cumplimiento, desde el momento que 
adquiere su condición de "cosa juzgada". 

Cualquiera sea la dificultr.d de apreciación de 1 variación económica del 
valor de la moneda, el J>'ea debe encararla, y para conjugarla con la intención 
legal que anota un reciente fallo de la Corto Suprema aún no publicado textual- 
mente, de establecer una garantía técnica y no la sola discreción judicial, orde- 
nar el inmediato pago del monto fijado por el tasador, que fué "objetivamente" 
determinado en el momento de desposesión, hasta tanto se ha^a por el mismo o 
por dictamen del Banco Central que so requerirá al efecto, el reajuste de aquél, 
de acuerdo con la depreciación monetaria eutre la fecha de la tasación y la de la 
sentencia, previa deducción de lo ya depositado. 

La circunstancia de qoe en casos anteriores se haya tenido criterio distinto, 
nuce del influjo de una acentuadla y homogénea jurisprudencia, influjo domi- 
nado nctunliiientc por el lieelx» «oncreto y ya prácticamente definitivo de la 
acusada desvalorizneión monetaria y algún otro alto criterio de disidencia quo 
me ha obligado a un replanteo radical. 

En consecuencia, estimo que el fallo en recurso debe modificarse en el 
sentido do elevarse el valor objetivo de tasación del bien expropiado, compu- 
tándose el monto de la depreciación monetaria operada entre la lecha de la 
toma de posesión y aquella en que t-ata sentencia pase en nutoridad de cosa 
juzgada, según índice que se requerirá al Banco Central de la República. Miguel 
Carrillo. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Üfi de octubre ae 1960. 

Vistos los autos: "Gobierno de la Nación (Ministerio de 
Comercio) s/ Eduardo Domínguez y Oía. s/ expropiación'*. 

Considerando : 

1') Que contra la sentencia de fs. 170/179, confirmatoria 
de ta de primera instancia obrante a fs. 129/136, que fijó en m$n. 
2,137.060 el monto total de la indemnización a cargo del expro- 
piado r e impuso a éste el pago de las costas del juicio, tanto las 
dos partes litigantes como el letrado de la demandada interpu- 
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sieron reeursos ordinarios de apelación (fs. 181, 183/186 y 191 J, 
los que fueron concedidos (fs. 182 y 192) y son formal mente pro- 
cedentes con arreglo a lo dispuesto por el art. 24, inc. b% ap. a), 
del * lee reto- ley 1285/58. 

2*) Que las objeciones del expropiado r fundadas en el mé- 
rito del i n forme oportunamente presentado por su represen tanle 
ante el Tribunal de Tasaciones, así coi no en las carnet cris ticas de 
la zona donde se halla ubicado el inmueble, en la situación di'l 
mercado inmobiliario y en Jas posibilidades que ofrecían la^ 
operaciones de 'Moteo" al tiempo de ocurrir la desposesión (fk 
165/167), han sido suficientemente contempladas y rebatidas por 
la División Técnica del Tribunal de Tasaciones (fs. 7/14 del 
expediente agregado), en cuyas conclusiones se fundan, de ma- 
nera sustancial, los jueces de primera y segunda instancias. Los 
argumentos que al respe- contiene el memorial de fs. 165/167 
nada nuevo ni decisivo agregan al debate y, ciertamente, no dis- 
minuyen la fuerza do convicción de las aseveraciones del orga- 
nismo técnico. 

:í*) Que lo mismo cabe decir acerca de las impugnaciones 
que i*l actor formula respecto de: a) la importancia — a su juicio 
exagerada — que se atribuyó a la urbanización proyectada por el 
expropiado : y b) el cálculo — que tacha de erróneo — relativo al 
tiempo presuntivamente necesario "para la total liquidación de! 
negocio del loteo" (fs. 165 vta. y 166). En lo que a uno y otro 
punto atañe, las razones que informan el análisis de la Sala II 
(fs. 47/49 del expediente agregado) y que fueron reiteradas en 
la reunión plenaria del Tribunal de Tasaciones (fs. 59/66 vh m ). 
son I Mista ii tes para justificar el mantenimiento del criterio adop- 
tado por la ('amara a quo. 

4*) Que, asimismo, no es aceptable el agravio basado en el 
texto de los arts. 18 y 32 de la Ordenanza 1079 53 de ta Munici- 
palidad de líosario, de los que resultaría — según pretende el 
demandante — que, en caso de "fraccionamientos o urbanizacio- 
nes" ile la naturaleza del que proyectó el expropiado, era obliga- 
torio ceder gratuitamente a la Comuna un área de terreno equi- 
valente ni 40 por ciento del "total urbanizado". Sobre este puntn, 
tanto el informe proveniente del Departamento Municipal de 
Ulnas Públicas de Rosario (fs. 41/42 del expediente agregado), 
como las manifestaciones vertidas por el representante de 3a 
Sala II ante el Tribunal tío Tasaciones, de las que se desprende 
que, tic todos modos, "el amanzanamiento aprobado implica ce- 
der, a título gratuito, más del 40 por ciento de la superficie total 
como calle", son necesaria y decisivamente adversos a las peti- 
einnes del actor. 

ü*) Que. en cambio, debe ser acogido su requerimiento aíi- 



DE JUSTICIA DE LA X ACIÓN 



líente al modo según el cual corresponde regular los honorarios 
a que tiene derecho el letrado de la demandada (fs. 181). El cri- 
terio del tribunal a (¡un, que practicó esa regulación "teniendo 
en cuenta los intereses desde la desposesión", los que — dijo— 
"deben adicionarse a la cantidad que se ordena pagar" a fin 
de establecer "el monto sobre el eunl ha de efectuarse el cálculo 
pertinente" (fs. 176" y vía.), contraría la doctrina de esta Corte. 
Tintándose de juicios como el que motiva este fallo, en efecto, el 
filíenlo a que la Cámara se refiere ha de realizarse considerando 
el monto representado por la diferencia entre la oferta fiscal y 
la suma señalada en la sentencia definitiva, eou exclusión de loV 
intereses que se mande pagar (Fallos: 243; 1ÍJ2). Cabe reiterarlo 
así cu el ftnh titr y, por tanto, modificar parcialmente el pronun- 
ciamiento apelado. 

6*) Que, a su turno, no son atendibles las alegaciones cu 
«Míe el demandado apoya su recurso. El método de valuación em- 
pleado en el caso, llamado "pasaje de lote a block" (fs. ü del 
expediente agregado), se ajusta a las características del inmueble 
sujeto a desapropio y en reiteradas oportunidades esta Corte ha 
admitido su compatibilidad eou las disposiciones de la lev 13.264 
( Fallos: 2,%: 404; 238: 20(5 y 242; 150, considerando (Í»).*KI «"»- 
lisis do ventas que sirvió de base para la determinación del "valor 
unitario del lote tipo" (anexo 2° inserto a fs. lfi del expediente 
agregado), lejos de traducir injusticia n error, coincide con el que 
una larga línea de precedentes jurisprudenciales ha declarado 
válido (verbigracia, Fallos: 242: 72 y 150). La circunstancia de 
que a los cuatro boletos de compraventa firmados por el deman- 
dado con anterioridad u la expropiación (fs. 44/47) no se les haya 
reconocido eficacia — como índices del valor objetivo de la cosa— , 
en virtud de la mayor significación asignada por el Tribunal de 
Tasaciiines a id ros elementos de juicio, tiene en su favor razones 
semejantes a las que fundaron la decisión de esta Corte cu el 
precedente de Fallos; 241: 3(il (véase fs. 8 y 64 del expediente 
agregado y f>. 135 de los autos principales). Y, asimismo, son 
convincentes las consideraciones de hecho en mérito a las cuales 
se resolvió preseiudir del antecedente constituido por la venta en 
"block" de ]a manzana n* 100, adquirida por la Asociación de 
Trabajadores del Estado con fecha 31 de octubre de 1054, a la 
que es admisible que no se la estimara como representativa del 
valor objetivo del bien expropiado (fs. 8 del expediente agre- 
gado), 

7 P ) Que también debe rechazarse el agravio expresado con 
motivo de la intervención en autos del Tribunal de Tasaciones 
y del valor que a su dictamen atribuye la Cámara a «pío. Pretende 
el expropiado que "las conclusiones de eso organismo adminis- 



1M FALLOS DE LA COttTE SUPREMA 

trativo... hacen, prácticamente» cosa juzgada", lo cual —«orno 
en el caso ocurre— ocasiona vulneración de la garantía eonstitu- 
cional de la propiedad. La impugnación así concretada no puede 
prosperar, desde luego, conforme a una doctrina jurisprudencial, 
conocida y firme, que esta Corte estima oportuno refirmar en la 
especie. En vez de poseer el carácter que el demandado le atri- 
buye, el Tribunal de Tasaciones hállase integrado no sólo por 
funcionarios públicos, sino, además, por representantes de enti- 
dades vinculadas a la propiedad inmobiliaria, y las conclusiones 
a que arriba no son ibligatorias para los jueces. Tienen, natu- 
ralmente, la eficacia que la ley Ies asigna y que deriva do su pro- 
pio contenido. Pero ni éste ni aquélla obstan a que la decisión 
de los jueces modifique dichas conclusiones cuando medien ele- 
mentos concretos reveladores de error u omisión. Dicho de otro 
modo: si bien es cierto que la ley ha querido que sea ante el 
referido Tribunal donde los interesados hagan valer principal- 
mente sus razones y pruebas, excluyendo de esta manera la in- 
tervención de los peritos admitida con anterioridad a las dispo- 
siciones vigentes, también lo es que los magistrados judiciales 
interviuientes pueden corregir la defectuosa apreciación en que 
hubiere incurrido el organismo técnico respecto de los elementos 
de juicio aportados por los litigantes, toda vez que —según se 
dijo — concurren circunstancias demostrativas de error manifies- 
to o de omisión irrazonable. De donde se sigue que el procedi- 
miento establecido por el art. 14 de la ley 13.264 no es incompa- 
tible con la garantía constitucional que el expropiado invoca 
(Fallos: 237: 230; 240 : 286). 

8*) Que, en cuanto a la pretensión de que, a los efectos del 
cálculo de la indemnización expropiatoria, sea tomada en cuenta 
la desvalorización monetaria producida como consecuencia del 
proceso inflacionista que el país poporta, los argumentos del 
demandado no justifican que esta Corte revea la doctrina reite- 
rada en el precedente de Fallos : 241 : 73, con remisión, en su caso, 
a los fundamentos respectivos allí expuestos. 

i) 9 ) Que, finalmente, el reclamo de que los honorarios co- 
rrespondientes al letrado de la parte demandada sean elevados 
de conformidad con los arta* 6 y 11 del arancel respectivo (fs, 
183/186), debe desecharse, habida cuenta de que, sin perjuicio 
de lo dicho en el considerando 5 9 acerca del monto sobre el cual 
ha do regularse, el criterio empleado en autos para estimar los 
honorarios aludidos se ajusta a principios uniformemente admi- 
tidos por esta Corte respecto de la no obligatoriedad de dicho 
arancel en juicios expropiatorios (Fallos: 242: 519; 243: 56, 192 
y 237, entre otros). 

Fin su mérito, se confirma la sentencia apelada de fs. 170/ 
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179, can excepción de lo atinente a los honorarios del abogado 
patrocinante del expropiado, Dn Albino Palacios Cabanellas, 
por los trabajos realizados en primera y segu instancias, que 
so modifican y fijan en la suma de ciento treinta mil y treinta y 
dos mil quinientos pesos moneda nacional, respectivamente. Cos- 
tas de esta instancia por su orden, en atención al resultado de 
los recursos. 

AniSTÓnuLO D. AtíÁoz de Lamadhid — 
Luis María Boffi Boggero — 
Julio Oyuanabtk — Ricardo 

^OLOMBRES. 



GOMEZ Hkos. v. DIRECCION' i>r. VINOS 

POLICÍA DE VJNOS. 

La ley 12.372 es de policía del vino, rendiente a líi protección de la salud 
de los consumidores y al fomento de la industria; por consiguiente, el régi- 
men legal de la misma debe, en primer lugar, derivarse de la interpretación 
coherente de sos preceptos y de los principios jurídicos que lo integran. 

policía de vinos. 

El régimen de la ley 12.372 admite la responsabilidad indirecta y objetiva 
romo es la que resulta de actos de terceros —factores, dependientes o agen- 
tes^- o de la simple posesión o tenencia del producto en infracción. 
Con este sistema tS coherente la acriminación de la alteración del producto 
al vendedor remitente, en tanto no justifique su ausencia de responsabilidad. 
Los arts. 21 y 23 de la ley, en cuanto lo responsabilizan por el hecho de sut 
factores, agentes o dependientes, tienden a evitar la ilusión de la responsa- 
bilidad por vía de la interposición de terceros insol ventea. Y el hecho de que 
jurídicamente el transportador pueda calificarse de tenedor, no lo excluye 
del carácter de agente del vendedor, dentro del régimen legal, en tanto no 
haya mediado el cnmpliiiiienl del nrt. 21 de la ley. 

POLICÍA DE VINOS, 

Es ajustada a derecho la condena impuesta al vendedor remitente del vino 
inapto pura el consumo, cuestionada por el recurrente con funda monto en 
que: a), no se ha .justificado que la alteración del vino fuera cometida LW 
el remitente, y h), que rnu forme a los urK 21 y 29 de la ley 12.372 so deh< 
responsabilizar ni transportador, a quien no cabe sin más calificar como 
1 actor, agente o dependiente del vendedor. Etln porque, de acuerdo con el 
sistema de responsabilidad indirecta y objetiva, admitido por la Iry, corres- 
ponde la acriminación de lu alteración del producto al vendedor remitente 
en tanto no justifique su ausencia de respon Oibilidad. 
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HKNTKSIlA 1.(51. .U'KÜ tKOKK-M. 

M mloza, 20 de febrero de 1059, 

Autos v vistió los presente n* ao.057-C, caratulados: Oóniez Unos. S. O. C. 
«mitra Dirección de Vinas, por rer tirso conteneinsojidmimstrntívo y el exp. n" 
lóti.723/57 --Sumario PI/ZC-'SH — ii^rc'jndn, de los que 

ííesnlta : 

L* Que ti miz del pedido di- transvase formulado 11 fs. li, se constituyó en 
la (limita iU> frun-ionn miento de vinos inscripta bajo el n" 13ÍM) 13, de propie- 
dad de In firma (¡iiio Pao] i ni. sito en );i eallc 12-», n" Sñ» de 1» ciudad de U 
Plata, e] funcionario de la Dirección de Vinos y Otras Debidas, don Carlos M. 
He. ja runo. y en con i pruna de] representante de dietia finiu», don Juan Mnría 
Teri. y del transportad™- del producto, don Pascual Miceli, procedió a autorizar 
el transvase de 7:11(1 litros de vino tinto reserva contenidos en el ramión tanque 
ii" Mt¡.:n:¡ wm instrumento? fisrules de circulación limitada n* 32K.021, sepún 
atestación del certificado de inscripción n* V-l 17/23 del análisis 11-401.40° 
i v pedido pr.r I» Dirección Varinnal de Química fie Mendoza, previ n verificación 
del boleto de remisión y extracción de muestras en I orina reírla metí ta ría, dejan- 
do* ion- (amia de] ingiwo det vino n la planta I artas ile fs. (3 vta., 7 vln. v 
8 vta.). 

2" Que ensayadas- la* expresadas muestras, secún certificad» n 7 B-í1fiS.5fil 
de fs. 0, resultó no cnrrcspiiude r al de origen, siendo clasificado por la D'recclón 
Nacional de Química eoino "[tenida Artifieinl" art. 13, ine. u), ley 12.372 — "Nn 
apto para el consumo" — nrt 12, ine. a), ley 12.372—, por lo (pie se confirió 
vi^a a la firma iidquire u|e y pe ordenó la interveiieión niel producto, operación 
• tile no pudo realizarse por liaher -ido vendido en su totalidad al detalle (ael i 
de fo. 10 vta.). 

i Que mediante el escrito de f?. 11 el adqnj renle del producto contesta 
t:i w-ta conferida maní testando que el vino ha sido recibido de la t irina tuímez 
Uno»,, Bodega 380-A t n quien solicita dar vista por tratarse de una partida de 
vino tntrresada \nn transvase, 

4' Que contestando a la vista conferida a fs. 11 vta. la tirina Ibímez tino*, 
exprwfl que nada puede alepir eoit respecto ttt resultado del análisis de control 
t\* ítss,.">(l|, dado que la clasificación recaída suliie el tutano no está ile aeiienlo 
eco los productos de su propiedad y que el di^paclin efectuado reunía todas bis 

< dicioues acordes con el certificado di' análisis n" M -401 .402 que amparaba 

-u l imitación i U. \&), 

íí' Que a fs. 13 vta. la Dirección Nacional de Quíniiea declara firme y 
consentido el análisis de control U-ÜHS.ÓII1 , en raz/m de que los interesados no 
expresaron diseontorruidarl alguna con el tcsttltnd» del mismo. 

<¡" Que rorrida nueva vista a la firma Oómez tinos, para tpie nlcpim en su 
ilefeie-a. (Vta la contesta a fs. t ii nianifestaudo «pie nada puede agregar » lo 
diidm en su escrito de fs. Di. por eiiatilo la muestra de refereneia lia sido extraí- 
da fuera de su control. 

7" Que |Mir disposición n* 173/JW del Di rector de Vinos y Otras Rehidns. 
Zíiiif Cuyo, de f'ilia 2S de mayo de 1SI5K, corriente a fs. 18, se impuso a la 
1 irruí «íómez lino*., una multa de in$u. 21,5130.— de acuerdo con la sanción pre- 
vistn en el art. 31, me. H), de la ley 12,372 y su modificatoria del decreto-ley 
4407/57 que establece una mulla de mí ti. 3.000. — por litro de vino inapto 
para el consumo en infracción al nrt. 12, ine. a), de la citad» ley y clasificado 
como bellida artifieinl en virtud de lo dispuesto en el art. 13, ine. a), de la misma. 



»• Que disconforme In firma multada con dirlin resolución, interpuso con- 
tra Ib misma, ante este Juzgado. < ' recurso eontenciosondmiiiistrativo autorizad" 
por el art, 38 de la ley 12.372, 

Y considerando : 

I) Qne la firma Gómez linos, funda su recurso en la nulidad de la rcsolii 
non administrativa, en cuanto la misma se ha dictado sin la observancia de las 
mimas elementales de todo proceso, al preseindirse de darle la posibilidad de 
ejercitar los legítimos derechos de defensa y responsabilizarla de actos cumplidos 
sin su control, no obstante que la ley 12.372 es terminante y clara cuando esta- 
blece ,pje Ja responsabilidad de sus in tracciones pesan sobre ios que en "momento 
de iniciarse el sumario, sean los poseedores o tenedores de la mercadería". Invo- 
ca al respecto los arts. ltí, 17 y IH de la Constitución Nacional; arte. 29 v con- 
cordante* de I» ley 1 2.372 y arts. 1, 2 y 3 del decreto 25.71(1/51. Formula, 
asi mismo, expresa reserva de plantear 1 1 recurso extraordinario que consagra la 
ley 4H por violación de las garantías de bis arts. ltí, 17 y 1* de la Cor^títüción 
Nocional, para el supuesto de que la resolución a dictarse no acoja los agravios 
a lepa dos en el escrito obrante a fs. 30/37. 

II) Que, como lo tiene resuelto la Corte .Suprema de Justicio de la Nación, 
la Exenta. Cámara Federal de Mendosa y este Juzgado en cosos similares al 
ocurrente, no corresponde la impugnación de nulidad de sumarios administra- 
tivos, ni de la» resoluciones recaídas en los mismos, sobre infracciones impositi- 
vas ni reglamentarias, alegándose violaciones a los procedimientos, la forma y 
aun a las normas jurisdiccionales establecidas en dichas leyes, cuando en las 
instancias judiciales los contribuyentes afectados tienen plena libertad para discu- 
tir y probar sus derechos respectivos, como en el presente caso, debiendo consi- 
derarse Ins resorciones administrativas como una demanda, como una redama- 
ción tuya legitimidad el demandad» discute durante el trámite del juicio ante 
la Justicin Federal (S. C. N. : Fallos: 142: 5; 17ü: 233). 

■ III) Que, como lo señala el Sr. Procurador Fiscal a ís. 27, de las constan- 
cias sumariales y en especial de las actas de fs. tí vta., 7 vta. y 8 vta —cuyo 
contenido por tratarse de instrumentos públicos {art. 979, ine. 2* del Cód. Civil! 
hace plena fe mientras »o sean argüidos de falsedad (art 93:1 del Cód. Civil y 
349 del Cód. Froe, Criminal)— surge que la extracción de muestran de control 
del producto trasladado desde la bodega de la recurrente a la planta de fraccio- 
namiento de Ja firma Ciño Faolini, se realizó unte» de que el producto ingresara 
a la misma, es decir, cuando todavía se luí lia lia cargado en el vehículo que lo 
transportaba y en presencia del conduelo r señor Pascual Mieeli, del represen- 
tante del comprador, don Juan María Per¡, y que la falta de reclamación 
arena de la veri i ¡ración del boleto de circulación limitada que amparaba el 
producto trasladado y toma de Jimcstras. precisamente por nuienes han estado 
presentes en ese acto, ponen .le manifiesto la seriedad y corrección de esas ope- 
raciones 

IV) Que la recurrente no formuló objeción alguna en cuanto al resultado 
del análisis de control B-9H8.50!, limitándose a maní Testar que la clasificación 
dada no estaba de acuerdo con los productos despachados al amparo del certifi- 
cado de indlfc» M-401.402 que reunía las condiciones acordes con dicho certi- 
ficado. 

A este respecto cabe señalar que la conducta de la firma recurrente al no 
formular reparos que significaran su disconformidad con el análisis de control 
m pedir la contra verificación del mismo ron el análisis del duplicado y tripli- 
cado ile las muestras, en la forma establecida en los arts. 2 y 1 del decreto 25 71(1 
de fecha 1* de diciembre de 1951 (II). so color de que la" toma de muestra* se 
efectuó fuera de su control, hace que el mismo se tenfra por consentido y definí- 
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tívo. a tenor de dicho precepto reglamentario. Esa actitud de U sumariada al 
no pedir la contra veri fi cañón induce a presumir que ta resaltado no desvirtuaría 
el ya practicado por la Dirección Nacional de Química sobre ta primera muestra. 
Ite consiguiente puede afirmarse qac el procedimiento cumplido a este respecto 
ha estado en todo momento revestido de las garantías establecidas en las normas 
pertinentes de la Reglamentación General de Impuestos Internos, razón por la 
cual no cabe ninguna observación a ese procedimiento. 

En consecuencia tas objeciones que hace la firma multada, en el sentido de 
su falta de intervención en esa operación la ha colocado en indefensión, no 
autoriza la nulidad de la torna de muestra» ni la exime de responsabilidad, ya 
que, como lo establece el .'.rt. 60 del tít. VII de la Reglamentación General, 
"cuando los internados no ase encuentren presentes en el acto de toma de mues- 
tras n no hayan concurrido ni llamado del empleado fiscal, la operación se 
efectuará con intervención del poseedor, de cualquiera de sus factores o depen- 
dientes o del representante de la empresa transportadora, quienes deberán suscri- 
bir las actas y fichas respectivas". Esta inteligencia, encuentra, por lo demás, 
fundamentos en el texto reglamentario que prevé los supuestos de ausencia o 
i [¡concurrencia de los afectados al llamado fiscal. 

V) Que k responsabilidad de la recurrente por las infracciones consta- 
tada* en el sumario, resulta del hecho de tratarse de un producto en tránsito 
enu análisis de circulación limitada otorgado n la misma; de la manifestación 
del *eñ«>r fJinn Pnnlini ni expresar que el producto provenía de 9a bodega 380-A 
de la firma Gómez linos.; de la circunstancia de haber derivado su responsa- 
bilidad bacía el nombrado ul contestar la vista conferida en el sumario para que 
alegara en su defensa; de to dispuesto por el iirt. íl del T. O. do las leyes de im- 
puestos internos <nrt. 31 1, ley 37lU) que hace responsable del cumplimiento de las 
leyes de impuestos internos y de los decretos reglamentarios, n los que transmi- 
tieran los efectos cu contravención a las leyes y decretos respectivos; y de la nor- 
ma contenida en el art. 29 de la ley 1 2.37*2 que responsabiliza de Ins infracciones 
a la misma y a sus reglamentos a los que en el momento de iniciarse el sumario 
¡■can los poseedores o tenedores de la mcivadcríu, ya que en el «aso de mitos hu 
quedado píreamente acreditado que el producto en infracción corría por cuenta 
d- su vetii. r la firma (íómez Ilmvs., toda ve?, que la toma de muestras se efec- 
tuó cuando el vino se encontraba aún en el camión tanque que lo había transpor- 
tado desde la bodega remitente. Esns circunstancias tienen la virtud de liberar a 
la firma receptora de toda responsabilidad. 

Tampoco puede responsabilizarse de las infracciones constatadas al trans- 
portador del producto, por cuanto Je conformidad a lo establecido en el último 
apartado del citado art. 29 de la ley 12.372, "los poseedores, tenedores y consig- 
natario* de ht mercadería o en su caso bis vendedores,' responderán por el hecho 
de sus factores, a-rente- o dependientes en cuanto a las penas pecuniarias, comi- 
BQg y gastos", y no cabe duda alguna que el transportador del vino actuaba en 
c-e ir íetito como tactor, agente o dependiente de Gómez linos. 

Kn suma, forzoso es concluir que en el camión tanque se ha transportado un 
producto distinto al del análisis de origen atestado en los instrumentos oficiales 

B pie viajaban el mismo e inoperante la defensa intentada por la recurrente 

para derivar su responsabilidad al conductor del vehículo, en base- a una supuesta 
maniobra de éste, ya que, aún en ese cento. la firma despachante del producto 
sería siempre responsable. 

VI) Que la circunstancia de no corresponder el análisis de control con el 
de origen y de haberse clasificado el producto en cuestión como "Bebida Arti- 
ficiar', "No apto para el consumo*', por la presencia de colorantes derivados de 
la hulla, extraños a la composición natural del vino, de acuerdo a la prohibición 
contenida en el art. 12, inc, n) de la ley 12.3?2, agregado a la falta de interés 
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du la recurrente en solicitar el análisis de contraverifieación a que tenía derecho 
si en realidad no estaba conforme con el resultado que acusó el análisis de control 
Imce pasible a la firma (Minea Unos, de la sanción del art. 31, ine. b) de la 
dUda ley, p-tea basta el simple "hecho" previsto en el art. 13, ine. a} de la misma 
debidamente comprobado, para calificarlo de "infracción". 

VII) Que por otra parte, es del caso acotar que la imposibilidad de inter- 
venir el producto por haber sido librado al .-unsumo antea de conocerse el resul 
lado del análisis de control que clasificó al mismo como bebida artificial, impi- 
dió su derrame o comiso con el consciente perjuicio al publico consumidor y 
prestido de la industria vitivinícola, apareciendo desvirtuados también los fine- 
para la que se creó la Dirección General de Vitivinicultura con jurisdicción en 
todos los asuntos relacionados con la industria vitivinícola, el control de su comer- 
cio, su policía y fiscaUüacUm técnica, pues la adulteración del vino con coloran 
tes derivados de la hulla, como lo ha expresado en recientes declaraciones a la 
prensa el Sr. Director de la Oficina Química de Rosario, don Benjamín Rerisso 
es particularmente peligroso, por cuanto li.s derivados de la hulla son, en al«mno* 
casos, tóxicos y, en otros, runcerinos (Diario "Los Añiles", de fecha 16 de fe- 
orero de I í1r>0 ) . 

l'or estas consideraciones, 
Resuelvo : 

Mantener la multa .le 111*11. 21. «30.- aplicada a la firma de Gómez Hnos. 
por disposición .," I73/ZC/58 del Director de Vinos y Otras Bebidas, Zona Cuvo, 
de fecha 2Ndc mayo de 105S, corriente o f s . 18 del espediente n* I5tJ.723/r,T 
-sumarm 91//CájS— a los términos de los arts. 12» inc. a), 13, in. a) v ai, 
me. b) de la ley 12.3P2. Con costas. Mmanio Ywn,m. 

SkSTKXCIA lili US CAMARA KfinKH.U. [>P Al'ELACtONKH 

Kn la. ciudad de Mendoza, a 5 de Octubre de ISG8, reunidos en acuerdo lt>% 
señores miembros de la Cámara Federal de Apelaciones de Mendos, ductores 
Octavio Gil Ernesto D. Guevara y .losé Elias Rodrfruez Sí*, procedieron a 
solver en , def ¡n.ti va los autos 22.131-G-N72, caratulado.: "Gómez Hnos. S. O. C. 
. / Oirecnon .Te \ ,nos por Recurso contcnciosoa.lmihistralivo", venidos del .Tur- 
bado Federal de Mendoza, en virtud de los recursos de apelación v nulidad inter- 
puestos contra la sentencia di t's. .'H1/+2 vta. 

El Tribunal planteó las siguientes eucslimics a resolver : 

* V) /Es nula la sentencia apellida* 

2 T ) Oaso negativo: ¿es ella arreglada a derecho» 

¡r) ¿Qué pniiinnciti miento corresponde respecto n costas? 

De ,-onfornudad con lu dispuesto por el art. 2« .leí derreto-lev 12S5/JW v 
nrt 4 fiel Rcplamcnto di- esta t ámara, se estableció por sorteo el siguiente orden 
de vota, ion: Drcs. íl¡|, Guevara y Rodríguez RA n . 

Sohrr la prirntni ftir.ttiÚM, el Dr. Gil dijo: 

El recurso de nulidad, opuesto por | R aetora conjuntamente con el de apela- 
adolecen de vicios o defectos que Jo Impm procedente a los términos del art. Sí» 
^^S^P " 10 CTÍm ™ 1 b — eti- 
que ÍSJedT G,MVnrn y &nátíiíWZ Sáa ' amfntl P° r *«" ^"damentoa «1 voto 
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Sobre ltt MftfUHfh ruetttón, vi Dr. OLI dijo: 

,J1 "i'ntencia recurrida mantiene la multa de m$n. 21.93(1.— que le nplinmi 
n )¡i netoru la Dirección de Vinos y Otra. Bebidas, atribuyéndole ann infracción 
(• los arts. 12, me. a) y 13, ¡ne. a) de la ley 12.372. Kn dicha infracción habría 
incurrido la actora ni vender a la firma Bodegas y Viñedos I'aolini una partida 
de 7.-110 litro» de vino tinto, pues, este product*, a estar a su clasificación oficial, 
atril bebida artiheial no apta para el consumo. Así lo establecería eJ aiiálisí» 
practicado por la Dirección Nacional de Química sobn- las muestras extraídas 
de los rumio ne* tanques que transportaron el producto desde la bodega de la 
actora, en Mendoza, hasta la planta de fraccionamiento de la firma compradora 
en La Plata. J 

La actnra, a] expresar agravios, alega, en primer término, la nulidad áe la 
resolución administrativa con den* loria, aduciendo que la misma carece de los 
remudo* Tunda mentales de todo neto jurisdiccional. Asimismo, en forma subsi- 
dia na. solicita In revocatoria de dicha resolución, alegando que no existe prueba 
• le la infracción que origine responsabilidad a su respecto, 
lia alegación de nulidad carece de fundamento. 
,. ( |¡ rtmon, ' e lo ha declarado la Corte Suprema de Justicia de la ¡íacíón en 
gj tullo citado p«>r el a quo. "no corresponde la declaración de nuiidud de sumn- 
nus administrativos, ni do las resoluciones recaídas en log miamos... cuando en 
las instancias judiciales los contribuyentes afectados tienen plena libertad para 
< iseutir y probar sus derechos", tal como ocurre en el presente caso; correspon- 
diendo agregar que el carácter penal que revisten las sanciones previstas en 
i» «y 1¿..I7¿ no puede llevar a imponer ot *s recaudos en las resoluciones conde- 
'■atonas de la Dirección de Vinos y 0'ras Bebidas que los necesario* 
.lerarlas w reclamaciones raya legitimidad pueda ser discutida ante la justi- 
cia, como sé expresa en el fallo mencionado. 

Asimismo, deben ser rechazadas fas alegaciones relativas a la responsabili- 
dad de la infracción. 

Según lo acreditan las actuaciones administrativas, la firma compradora, 
antes de recibir el producto, solicitó la intervención de la Dirección de Vino» y 
Utras Bebidas, precediéndose en consecuencia, a la toma de las muestras cuyo 
análisis permitió clasificar al producto en la fomia indicada. 

En tal situación, en atención a lo dispuesto por el segundo v tercer apar- 
fados del art. 29 de la ley 12.372, resulta evidente que la responsabilidad de la 
infracción incumbe a la actora ya que dichos textos establecen que "la respon- 
sabilidad será del vendedor de ta mercadería cuando el consignatario, poseedor 
i> tenedor, antes de recibirla, hubiera solicitado y obtenido con resultado satis- 
factorio, el análisis de la muestra de In misma", como asimismo que "los posee- 
dores, tenedores o consignatarios de la mercadería o en su caso los vendedores, 
responderán por e] hecho de sus factores, npentes n dependientes, en cuanto a las 
penas pecuniarias, comido» y gastos". 

La actora, sin embargo, atribuye I» responsabilidad de la infracción al trans- 
portador, invocando, a ese efecto, lo dispuesto en el primer apartado del mismo 
articulo cuyo texto establece que "eran responsables de las ¡nframnncs a la 
presente ley y a sus reglamentos, los que en el momento de iniciarse el sumario, 
M-an los poseedores o tenedores de In mercadería". 

Como se advierte, la solución de la cuestión exige determinar el carácter del 
trari*[nirtndor, c*lo <s, >i debe considerárselo corno factor, agente o dependiente 
del vendedor, o bien, poseedor o tenedor de la mercadería. A mi juicio, en 

esta materia, el transp.. ..id»r es un aírente del vendedor, encargado de una tarea 
por cuenta de éste. A este resjieclo, es ilustrativo el texto de] art. 00 del título 
Vil de la Reglamentación Oeneral de Impuestos internos ya que el mismo ni 
establecer que las tomas de muestras, en ausencia de los interesados, deben efec- 
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tnarse "™ intervención del poseedor, de cualquiera fe su» factores o depen- 
'bimtes o del representante de la empresa transportador,,", , lin «a claramente una 
distinción entre interesado, poseedor y transportador. 

la ■utora " ,<!nteí ™ ,r, ' t>Fipnnd,! rccl,!,7 " J "' Ias observaciones formuladas por 

En cuanto a la toma de muestras, cabe señalar que la misma se efectuó, en 
«rae* de la actora, con intervención del transportador, vale decir, en la forma 
t renada por el mencionado ort . GO del título VJI de la Reglamentación General 
5 l Z P TfT !ü T T¿jy a VÍeenf¡n y "Punción I* "mtcrrn resulta del 
Í 8 t * ein * a 1 ue fi j» P-™ el análisis de lo, prodncL 

controlados por la Dirección de Vinos y Otras Pebidas. 

Por Último, corresponde destacar que la Dirección N'acional de Química 
una vez pn.ct.oado el análisis del producto, notificó a la actora su resultado y le' 
eont.no v.sta para que alegara en si. defensa, en U „ todo de acuerdo con lo 

m U , Ihfmwn de 2g y Otras Bebidas, posteriormente, le confirió a la adora 
mn nuera vista, atribuyéndole, concretamente, la infracción. En tul forma, oare- 
2,i i C °" slst<!I ' t ' m N "Ovaciones de la actora relativas a la imposibilidad de 
onholar las actuaciones, pues, como se advierte, la adora pudo manifestar su 

«™ :' ' * frw,endo i ■ m rf<*tOr ri triplica<lo de la muestra entrando a 1, 
f.rma compradora con Ja eonfonnidnd del transportador del product» 
f-n consecuencia, voto por la afirmativa. 

precedente^ 8 ' * T*^** Sáa ' tt * hÍE ™ I' '* fundamentos al voto 

Sobre la tercer,, rncfíí»,,. ,»| I) r , r¡¡| ( ]¡¡ (i: 

>«*¿Í| I r X:: l ° * ^ h- -tas m «moas 

Los Ores, Guevara y Rodrigo Sáa, adhieren al voto que antecede. 
En mérito a la votación du rpie instruye el e-uerdo precedente, se resuelve: 

confirmar en todas <us partes hi sentencia apelada de fe. vta. Costas de 

esta mstaneia a cargo de la actora. - Ortvrio M - Ernetl* Ti. Onémfi - /o,,' 

&mm ttoaríffHet Sáa. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2fí de octubre de IBfífi. 
Vistos los autos: "(¡mnez ![„„«. s. ('. C. e/ Dirección de 
\ utos s recurso eontcneiosondniinis! rntivo". 

Considerando: 

l p ) Que, con arreglo a los agravios expresados ante esta 
( orte según memorial de fs. 81/84, la cuestión a decidir por la 
sentencia a dictarse versa sobre la - etendida irrcsponsabil dad 
del vendedor, por la infracción con. obada a la ley 12.372 en 
ocasión de la recepción del vino por el destinatario. Se alega, en 
electo, que los análisis practicados en isa oportunidad, si bien 
revelan que el producto era bebida artificial, inapta para el con- 
sumo, no justifican que la alteración del vino haya sido cometida 
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por el remitente, y que, en los términos de los arta. 21 y 29 de la 
ley, se debe responsabilizar al transportador, a quien no cabe sin 
más calificar como factor, agente o dependiente del vendedor. 

2*) Que corresponde establecer, en primer término, que la 
ley de que se trata es de policía del vino, tendiente a la protección 
de la salud de los consumidores y al fomento de la industria y 
que, por consiguiente, el régimen legal de la misma debe, en pri- 
mer lugar, derivarse de la interpretación coherente de sus pre- 
ceptos y de los principios jurídicos que los integran — Fallos: 
212: <i4: 242: 456 y otros—. 

.'í p ) Que se sigue de lo expuesto que la simple afirmación 
de no resultar prueba positiva de la culpabilidad de la firma 
recurrente no basta para Ja modificación del fallo en recurso. El 
régimen de la ley udmite, en efecto, la responsabilidad indirecta 
y objetiva, como es la que resulta de aetos de terceros — factores, 
dependientes o agentes— o de la simple posesión o tenencia del 
producto en infracción. 

4*) Que con este sistema es coherente la acriminación de 
la alteración del producto al vendedor remitente, en tanto no jus- 
tifique su ausencia de responsabilidad. Es claro que los precep- 
tos antes mencionados en cuanto lo responsabilizan por el hecho 
de sus factores, agentes o dependientes tienden a evitar la elusión 
de la responsabilidad por vía de la interposición de terceros 
insolventes. Y el hecho de que jurídicamente el transportador 
pueda calificarse de tenedor no lo excluye del carácter de agente 
del vendedor, dentro del régimen legal, en tanto no haya mediado 
el cumplimiento de lo previsto en el art. 21 de la ley, 

5*) Que, en tales condiciones, la sanción impuesta a los 
recurrentes es ajustada a derecho y las cláusulas constitucionales 
invocadas carecen de relación directa con la materia del pronun- 
ciamiento. 

Por ello, so confirma la sentencia apelada de fs. 66/69 en lo 
que ha podido ser objeto del recurso extraordinario. 

Benjamín Villkoas Basavtlbaso — 
Aristótotlo D. AttÁoz de Lamadrid 
— Julio Ovhanarte — Pedro 
AsEfiASTiiRT — Ricardo Colom- 
1HIES — Ektebax Tmaz. 
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LUIS JI'AK V1E1TES y Otros v. S. A. FABRICA A lífi ENTINA 

de ALPARGATAS 

JUBILACION DEL PERSONAL DE LA INDUSTRIA: Fondo, de la Caja. 

La ¡ndemqiwoÓa suütitutiva del preaviso es una de las remuneraciones D re- 
vista* por el art. 12 del decreto-ley 13.937/40. «uncracjones pre 

JUBILACION Y PENSION. 

En presencia de la amplitud de los términos del art. 12 del decreto-ley 13.0:17/ 
46 corresponde mantener la interpretación establecida por Ja Corte respecto 
del arl 13 del decreto-ley 31.6*15/44, según el cual la indemnización suítitu- 
tm del preaviso es una de lm remuneraciones a los fines de la retención 
íumlatona respect.va. El problema excede del ámbito específicamente labo- 

1c InTV*™^ I a intettÚÓn i'** 1 "™* ™ *> ^«entea la constitución 
de los fondos jubílatenos para el personal de la industria. 

LEY: Interpretación y aplicación. 

ÍSlS^ S 0pÍnflbl,! la hmmm ^nk la cual I» mdemn.zflc.i0D 
sustitutiva del preaviso es una de las remuneraciones previstas por el art, 12 

tí Z^Z Wíñ. de la Ó^sprudencU eateb£iÍ 

™ Z>T^ \ 13 dd *«*Mey 31.665/44 debe ser preferido, n res- 

Dictamen del Pmic v radok Gexeral 
Suprema Corte; 

An¿ t?"** M V £ A in8taní:ia extraordinaria de conformi- 
dad con mi dictamen, debo ahora expedirme sobre el fondo del 
««unto. 

El punto por resolver no es otro que el de saber si corres- 
ponde efectuar retenciones por aportes jubilatorios sobro las 
sumas que el princ.pal debe abonar a sus dependientes, en caso 
de despido, a falta de preaviso. 

Análoga cuestión ha sido resuelta en sentido afirmativo en 
el caso que registra la colección de V. E. en Fallos: 226 : 446 

Si bien la doctrina allí expuesta versó sobre la interpreta- 
ción del art. 13 del decreto-ley 31.665/44, estimo que idéntica 
conclusión se impone en el sub examine, toda vez que no se ad- 
vierte ninguna diferencia esencial entre dicha norma y su corre- 
lativa del decreto-ley 13.937/46, a saber, el art. 12 de este último, 
a cuya luz debe resolverse la situación de autos, en concordancia 
con e! arr. 90, inc. b), del mismo. 

Por ello opino, en definitiva, que corresponde revocar la sen- 
tencia apelada en cuanto pudo ser materia del recurso. Buenos 
Aires, 24 de setiembre de 1959. — Ramón Lascano. 
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FALL > DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de octubre de 1960. 

Vistos los autos: "Viertes, Luis Juan y otros c/ Fábrica 
Argentina de Alpargatas A. s/ diferencia indemnización y 
despido". 

Considerando: 

V) Que el apelante se agravia de la sentencia del a quo en 
cuanto decide no hacer lugar a las retenciones que» según afirma, 
le corresponde practicar en concepto de aporte jubilatorio sobre 
los montos liquidados a los actores a título, de indemnización sus- 
titutiva del preaviso, por aplicación de lo que establece el art. 
12 del decreto-ley i&Mt/M 

2?) Que, tal como lo señala el Señor Procurador General, 
en estos autos se debate un problema similar al que esta Cn'te 
resolviera en el caso registrado en Fallos: 226: 446. La cuestión, 
en aqurJla oportunidad, fué decidida pon vía de la inteligencia 
del art. 13 del decreto-ley 31.665/44 (de análoga redacción al art. 
12 del decreto-ley 13.937/46, aplicable en la especie), en favor de 
la procedencia de las retenciones de los aportes jubilatorios por 
la parte patronal sobre las indemnizaciones que le correspondía 
abonar como sustantivas del preaviso, según lo estatuido por la 
ley 11.729. 

8?) Que en presencia de la amplitud de los términos de la 
disposición legal mencionada, la doctrina del precedente a que se 
ba hecho referencia debe mantenerse. Kl problema, en efecto, 
excede del ámbito específicamente luboral porque atañe a la in- 
tención legislativa, en lo atinente a la constitución de los fondos 
jubilatorios, pnra el personal de la industria. 

4?) Que, por lo demás, aun admitiendo que la solución fuese 
opinable, el mantenimiento de la jurisprudencia establecida debe 
ser preferido, en resguardo de la justu esperanza de seguridad 
del comportamiento de los particulares atenido a aquélla. 

Por ello, y lo dictaminado por el Señor Procurador General,' 
se revoca la sentencia upclada de fs. 123/125 en lo nu* lia sído 
objeto de recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basa vilb aso — 
Abistódulo D. Aráoz de Lama- 
ORtD — Ricardo Cohombres — 
Esteban Imaz. 
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U'CIA X. CHAVE?, t Otoas v. CESAR O. REYBAUD — sücesiós— 

SmtemmH arbilmrias. Im procedan* del reenrm. F*mW*. 

non de la prueba conducente y bastante para la solución del pleito la 
, reun,tanc. n de qnc no se haya hecho ^lícita unción de la qíe según 
Iri i P TT 1,,fiU " ,CÍa ' SUstent ' l »> «"* oclusión contraria ¡ta X 
«tabWidí ^ "i ™ ? ra í" Suficietltc P a « «PüSSf¿ doctrina 

, - . , . j 7 J ^««iquiera sea el error o el acierto de la sentencia «cu- 

en t' canta ÍSilí ' 323??*! ^ extraordinario si no m*Z 
en la canaa cnc 8 t.6n con 8 t.tnc,o D al ni federal bacante para au otorgamiento. 

Dictamen del Phocuradoii General 
Suprema Corte: 

arbitraria e * traordin ™<> deducido a fs. 279 se tacha de 

ha toll L, i re ™™**> *°*>™ ** base de que en ella se 
lia prescindido de elementos fundamentales de prueba omisión 

defeñsT B ™ lneradón de m*m oonstiSal de l" 

,t* ™1 .P ro " u,ie 1 iflmi ento de segunda instancia, tal como lo pone 
de manifiesto e J apelante al fundar el recurso, no lía valorado Tu 

absolución de posiciones de las actoras María A García Albín» 
B. Bonoine, María I. García, María I. Dufoure, Maído 
.nudo, Paula Grosso, Natividad Rodríguez y G razia Regó 

Prescindir de dicha prueba confesional —Ta de mavor im 
portancia, por su propia naturaleza- máxime teniendo en cuen- 
ta que el juez de primera instancia ha fundado su fallo precisa- 
mente en ella v que la decisión del tribunal de alzada modifica 

T° W ÍJ ° r 01 ÍnferÍ ° r ' C ° nfÍ ^- a mí S£ 

»f^J° n T Ue ™ Ía ' co " sidero <!■» correspondería dejar sin 

^^^ofS rG t U TÍ a 11 ° TdQnar se dict « ««evo fallo. 
Buenos Aires, 21 de abril de 1960. - Ramón Lascano 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire», 2<i do octubre de 1%0. 

Vistos los autos: "Chave?., Lucía X. y otras c/ Sue. César O. 
Key batid 9/ despido". 

Considc raudo: 

l 9 ) Que la sentencia de fs, 276/278 decide cuestiones de 
hecho y de derecho común, propias de los jueces de la causa e 
insusceptibles de revisión en instancia extraordinaria. 

Que es también de la exclusiva incumbencia del tribunal 
de la causa la selección de la prueba conducente y bastante para 
la solución del pleito — Fallos: 244: 203; 246 : 43 y otros — . La 
circunstancia de que no se haya hecho explícita mención de la que 
el juez de I* instancia entendió conducía a una conclusión contra- 
ria a la adoptada en la alzada no es razón suficiente para hacer 
aplicable la doctrina establecida en materia de arbitrariedad, 
Kilo es así con tanto más razón cuando, como en untos, el estudio 
de la causa corrobora la afirmación de la sentencia apelada en el 
sentido de la confusión de los hechos que precedieron a la ruptu- 
ra del contrato laboral. En todo caso, habida cuenta del caráeter 
estrictamente excepcional de la jurisprudencia atinente a la ar- 
bitrariedad y cualquiera sea el error o el acierto de la sentencia 
recurrida, debe declarársela insuseeptible de recurso extraordi- 
nario por no mediar en la causa cuestión constitucional ni fede- 
ral bastante para su otorgamiento. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara improcedente el reenrso extraordinario concedido 
a fs. 284. 

Bkn.tamín Villegas Basavilbaso — 
Pedro ABEBASTUttY — Ricardo 
CoLbMBREñ — Esteban Imjus. 



PEDRO II. GlUTELLI v Otho v. S. It. L DESCAIÍ 

RECURSO EXTRAOnniX ARIO: Itrquhit»* propios, Cneatíotu» no fedérale*. 
Exclusión de Jas ritefitiones de hecho. Marcas ff patentes. 

Lo retuerto en la sentencia apelado en el sentido oV que, de acuerdo con las 
constancias de autos, la máquina patentada contiene elementos protegidos 
por las patentes de Ira querellantes, es irrevisible en ta instancia extraordi- 
naria; ta conclusión no varía por haberse invocado loa arta. 17, 18 y 10 
de la Constitución Nacional, que carecen de relación directa con lo decidido. 
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RECURSO E'X TRA ORDI XA RIO: Requinto* propio*. Cuestión federal. Cues- 
tiones federales simples. Interpretación de otra* normas y actos fedérala. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que ] n sentencia ape- 
lada impide a loa recurrentes utilizar máquinas cubiertas por una patente 
nacional, si la condena en recurso corresponde a helios anteriores a la 
concesión de la patente. No existe, en consecuencia, título expedido por 
autoridad nacional, desconocido; y la circunstancia de invocarse una patente 
jonccdidn a lo* apelantes no encuadra el caso en el art. 14, ine. 3*, de la 
ley 48. 

TrT R FunJlmI!to AORmSAHIO: f ormale >- Aposición del re- 

ordinario"" " gPnérÍt '" d " una ley U ^™ X no (la lu e ar a recurso extrh- 

RECURSO EXTRAORDIXARIO: Requisito, propios. Cuestión federal. Cues- 
tiones federales mmples, interpretación de las leyes frícenles. 

El agrario fundado en la interpretación, que se pretende errónea, del art. 3* 
de la ley 111, en lo atinente a la explotación del invento durante el término 
de tramite de su patentamicuto. es ineficaz a los efectos de la procedencia 
del recurso extraordinario, pues el texto se Umita a la caracterización de los 
descubrí miento* a invencmncs nuevas y no reí;,,!» d erecto, en el tiempo, de 
las patentes. A lo igue cabe a^repar que, en el caso, la sentencia admite, 
de manera también irrevísíble, la existencia de reparos administrativos a 
la solicitud de los apelantes no salvados a la época de la querello. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Límites del pronunciamiento. 

La resolución de la Corte debe limitarse a la s cuestiones propuestas en el 
escrito en que se dedujo el recurso extraordinario. 

Dictamen del pROcuiiAnon General 
Suprema Corte : 

Lo resuelto en la sentencia apelada en ei 'sentido' de que, de 
acuerdo con las constancias de autos, la máquina patentada por 
los querellados contiene elementos protegidos por las patentes 
de los querellantes, resulta, por su naturaleza, insusceptible de 
ser revisado por la vía del recurso extraordinario. Y toda vez 
que las garantías constitucionales que, se dicen vulneradas no 
guardan relación inmediata ni directa con la materia del pro- 
nunciamiento recurrido, me parece claro que, a tal respecto el 
recurso resulta improcedente. En cambio, en lo que se refiere a 
la interpretación de normas federales, toda vez que el pronun Ca- 
rmen to recaído es definitivo y contrario al derecho <n e i apelan- 
te funda en las mismas, considero, de acuerdo con lo que esta- 
blece el art. 14, inc. 3» de la ley 48, que el reeurso extraordinario 
intentado debe ser reputado procedente. 
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^ pite el tribunal a quo —sobre la ha su de que habiendo sido 
solicitada la patente con techa f> de enero de 1955 recién les fué 
coneedida a los querellados el día 20 de abril de 1956— que como 
la querella fué promovida el 11 de enero de 1956, es decir» con 
anterioridad al otorgamiento de la patente 102.1 1,1 a los quere- 
llados, lo que corresponde establecer a la luz de los principios 
de la ley 111 es si las máquinas do que se trata violan las reivin- 
dicaciones protegidas por las patentes anteriores s:t.422 y 93.1 nf¡ 
concedidas a los querellantes; es decir, si durante el lapso que 
corre desde el 11 de enero de lí "»(¡ hasta el 20 de abril del mismo 
año se ha cometido el delito de falsificación del invento en cues- 
tión, previsto y penado por el art 53 de la Ley de Patentes de 
Invención. Y como el tribunal llega a la conclusión, luego de 
atento examen de las constancias de autos, de que efectivamen- 
te existe similitud de elementos entre las máquinas cortadoras 
■—desea rozadoras de duraznos a que se refiere la querella — cues- 
tión, sc^íín ya se Im dicho, irrevisible en la instancia de excep- 
ción — me parece claro que, obrando dentro de sus facultades, 
ha impuesto a los querellados la multa mínima establecida pol- 
la ley, lo que encuentro en un todo nju 'ado a derecho. 

En cuanto a ta afirmación de los apelantes que se relacio- 
na con su derecho a utilizar las máquinas cubiertas por una pa- 
tente nacional, cuyo goce resultaría impedido por la sentencia 
recurrida, me parece que tal agravio no está configurado, pues 
el fallo no se refiere al derecho de los titulares de ta patente 
102.111 de usar las máquinas después del 20 de abril de 195ti, 
fecha en que les fué concedida por la autoridad administrativa 
la patente mencionada, sino que circunscribe el pronunciamiento 
a ta fecha de formación de la causa como se desprende de lo ma- 
nifestado por el vocal preopinante al tratar la tercera cuestión. 

En tales condiciones, considero que no corresponde sino con- 
firmar la sentencia recurrida, en cuanto ha podido ser materia 
de apelación extraordinaria. Buenos Aires, 31 de marzo de 196(1. 
— Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2fi de octubre de 1960. 

Vistos los autos- * 4 Pedro lí. tluatelli y Luis A. Blatte e' 
"!>escar S. R, L." s/ querella por falsificación de marca". 

Considerando: 

1*) Que lo resuelto por la sentencia de fs. 234/239 respecto 
de los hechos de la causa, es irrevisible en instancia extraordi- 
naria. Y la conclusión no varía por razón de haberse invocado 
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los arts. 17, 18 y li) de ln Constitución Nacional, que carecen de 
relación directa con lo resuelto en los autos, 

- v ) Que la circunstancia de invocarse una patente conce- 
dida a los recurrentes no encuadra el caso en el inc. 3 9 del art. 
14 de la ley 48. La condena, en efecto, corresponde a hechos ante- 
riores a la concesión mencionada, como bien lo señala el dicta - 
mes de fs. 275/276, No existe, para el caso, en consecuencia, títu- 
lo expedido por autoridad nacional, desconocido, que justifique 
el otorgamiento del recurso extraordinario, 

3*) Que la invocación genérica de uaa ley federal no da 
lugar a recurso extraordinario — Fallos: ¿45: 5(¡D y otros— Y 
la pretendida interpretación errónea del art. 3 de la ley 111, en 
lo atinente a la explotación del invento durante el término del 
trámite de su patentainiento, es para el caso, ineficaz. El texto 
en cuestión se limita a la caracterización de los descubrimientos 
e invenciones nuevas y no regula el efecto, en el tiempo, de las 
patentes. Por lo demás, la sentencia admite, de manera también 
írrevisible, la existencia de reparos administrativos a la solici- 
tud de los apelantes, no salvados a la época de la querella. 

4') Que toda vez que el pronunciamiento del Tribunal debe 
limitarse a las cuestiones propuestas en el escrito en que se de- 
dujo el recurso extraordinario —Fallos: 24ó : 108 y otros — y 
resultando de lo expuesto que lo expresad*» a fs. 241 no es apto 
para sustentar la apelación, corresponde desechar la concedida 
a fs. 245. Debe añadirse que ln sentencia de fs. 234/230 está fun- 
dada y no adolece de deficiencias que autoricen su descalifica 
ción por invocación de la jurisprudencia establecida en materia 
de arbitrariedad. 

Por ello y lo concordnntcmcutc dictaminado per el Sr. Pro- 
curador General, se declara improcedente el recurso extraordi- 
nario concedido a fs, 245. 

Benjamín Viltegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de TjAmadrit> 
— Luis María Bokfi Roo o ero — 
Julio Oyhanarte — Pedro Abe- 
rastuky — Ricardo Colambres 
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OriLLERMO KRAFT Ltim. 

HM VfíSO EXTRAOHIHXAHIO: Requisito* prop- ,,. Relm uh, din; t„. ,SV H - 
te*tW$ con fundamento* HO federales o fefierates eonsentidOÉ. 

Es improcedente recurso extraordinario dcdm-ido contra la sentcm-iu que 
.sobreseyó a una tirina importadora, condenada en primera instancia por 
aplicación del art 74 «Je la ley de aduana (T. 0. %W >, si lo «legado res- 
pecto del ejercicio por la Cantara de la facultad que le acuerda el art. Í050 
di- liis OO. de Aduana, «e funda solamente en la afirmación de existir 
error al calificar como formal la infracción en que se bahría incurrido; y. 
en el caso, ese no es el único fundamento de ta sentencia en recurso, que 
destara, además, la ronductu anterior de 1» saneionnda y ta inexistencia de 
propósito de defraudnr. A lo nue cabe añadir que la Corte Supremo, en 
easoi análogos, ha establecido U posihilidt d del empleo de la facultad uti- 
lizada en el caso. 



fíKfVfíSO EXTIiAVnn/XAIUO: Requisito* mmmn-s. Ornvamm, 

A"n cuando existiera cuestión federal oportunamente planteada en la causa, 
el «urso extraordinario debe declararse improcedente cuando los agravios 
expresados al deducirlo omiten impugnar conclusiones del fallo que bastan 
j wi rfl ^ 1 1 s t é rj t h rio* 

Dictamen del PaocntuBOR Genehal 
Suprema Corte: 

Ija* razones dadas a í's. 147, que han nulo aceptadas a fs. 150 
justifican la intervención de V. K. en la instancia extraordinaria. 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional actúa por 
intermedio de apoderado especial, el que ya ha asumido ante 
V. E la participación que le corresponde (fs. 157). Buenos Aires, 
30 de setiembre de 1050. — Rtimón Lasrunn. 



KALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de octubre de 19IÍ0. 
Vistos los autos: "Kraft, Guillermo Ltda. s' aduana ". 

Considerando: 

T) Que seirúu consta t>n autos, y en lo que interesa al pre- 
sente recurso, las autoridades aduaneras ¡ntervmientes en el su- 
mario administrativo agregado a está causa, por resolución de 
fs. .10/40, impusieron a la firma Guillermo Kraft S. A. una multa 
¡£Tual »1 cincuenta por ciento del valor del papel empleado en 
la edición correspondiente al ano 104f> de ln publicación titulada 




puesto en el art. 74 de la \jcy de Aduana (T.O. 1941). Esta deei 
sión fué confirmada por el Juez Nacional en lo Penal Especial 
(fs. 125) y revoeada por el Tribunal a quo, que resolvió, asimis- 
mo, sobreseer a la firma mencionada de la multa en cuestión 
(fs. 141/143). Contra este último pronunciamiento el Fisco Na- 
cional interpuso recurso extraordinario de apelación para ante 
esta Corte, que le fué concedido a fs. 15(1. 

2°) Que el recurrente se agravia del fallo de la Cámara alu- 
jando que en el caso sub examine resultaba efectivamente confi- 
gurada la infracción prevista por el arl. 74 de la Ijcv de Aduana 
(T. O. 1941), por cuanto la publicación aludida revestía carácter 
comercial, estando además la empresa imputada en conocimiento 
del impedimento legal que existía a la fecha de utilización del 
papel de que se trata, por cuanto aún no estaba resuelto el pedido 
de reconsideración que había deducido contra Ja R. V. n 9 17/45. 
Afirma que por ello la infracción cometida no revestía el carác- 
ter meramente formal que erróneamente le atribuye la sentencia 
en recurso. Concluye sosteniendo que, por lo expuesto, el a quo 
no debió haber ejercido la facultad que le acuerda el art. 1056 
de las Ordenanzas de Aduana. 

.'l') Que, con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, aun 
cuando exist iera cuestión .federal oportunamente planteada en la 
causa, el recurso extraordinario debe declararse improcedente 
cuando los agravios expresados al deducirlo omiten impugnar 
conclusiones del fallo apelado que bastan para sustentarlo — conf r. 
Fallos : 191 : 81 y otros—. 

4?) Que, en el caso, lo alegado respecto del ejercicio pol- 
la Cámara apelada de !a facultad que acuerda el art. 1056 de las 
Ordenanzas de Aduana, se ha fundado solamente en la afirma- 
ción de existir error en la calificación como formal de la infrac- 
ción acriminada en los autos. 

5°) Quo no es, sin embargo, éste el único fundamento de la 
sentencia en recurso, en cuanto en ella se destaca la igualdad 
ese ricial de la actitud de Kraft Ltda. en los años 1945 y 1946 
y la inexistencia de propósito de defraudar. A lo que debe aña- 
dirse que en los precedentes de Fallos: 205: 310 y 228; 569 quedó 
establecida la posibilidad, en circunstancias equiparables a las de 
autos, del empleo de la facultad otorgada por el art. 1056 citado. 

6*) Que, en tales condiciones, no resulta que los agravios 
expresados a fs. 147 14** y mantenidos a fs. 157 justifiquen la 
intervención de esta Corte en los autos —Fallos; 194: 220; 245: 
45U y otros — . 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Oeneral, 
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se declara improcedente el recurso ext rao id i na rio concedido a 
fs. 150. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóri'LO I). Aidoz ve Lamaokid 
— Jumo Oyhaxarte — Pedho 

AltEHASTURY — Ríe AHDí) t/OLOM- 

biies — Este ha y Imaz. 



BENITO PIZAHRO v. BANCO i.b t.\ PROVINCIA DE CORDOBA 
RECURSO EX TRA ORDI XA RIO; RrqMon comunes. Gravamen. 

Ks intilitioso, a los finca del recurso extraordinario, Ir. stión Tcfi'rente 

a la meonsbtttCionnu'dad del art. 15 del decreto que planten el 

recurrente eon funduiiicnlu er. el art. Sl¡, i,,,. ■>•>, tJl . | a rnnslitnrión Nacional 
- por entender que P „,, llu concepto de "orden" distinto del establecido en 
el ii rt. .1 de la ley I2.<;:<7. reglamentada— si lo decidido en la sentencia 
no se l mirla en el deereto citado, sino en la interpretación de la lev men- 



CAMARA NACION Al, i+: APELACIONES W lo FEDERAL 
v COI? TE N C IOSOADM3N] STB A T I VO 

V0MmCAPlQ$ PQM AXTIQÜEDAl). 

Iji fnuú Criación por iintiffQedad WÍaoleeida por el art. 1*» ine. b), de la lev 
16.017» reclamada por dos magistrados y un funcionan» jadieiál qae ¿e 
ni M pirraron a la actividad y continúan percibiendo su jubilación (decreto- 
li\v I2.46S/67, prorrogado por ley 1f>.2:il>) —y n quienes sólo se ha reeo- 
ii-inó anti-iírdnd. a tal efecto n partir del reintegro—, debe serles liquidada 
harta In lecha de videncia del decreto 11.707/00. mrlamenlario de la bnni- 
Hea. ■;« n aludida, que no dispone sea aplicable con (interioridad a su jubilación. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de octubre de 19CU 

Considerando : 

Que, en el oficio que antecede, el Sr. Presidente de la Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Federal y Contcnciosoadministra- 
tivo, solicita se disponga lo pertinente a fin de que se abone a 
varios magistrados y funcionario* del fuero, que grozan de bene- 



fí> 26 de octubre. Fallos: 241: 370. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 175 

ficto jubilatorio, !a bonificación por antigüedad establecida por 
el art. 1» inc. b), de la ley 15.017. Expresa que el beneficio jubi- 
latorio se continúa percibiendo, no obstante el reintegro a Ja 
actividad, en virtud de lo dispuesto por el decreto-ley 12.458 T> 7, 
prorrogado por la ley 15.230, y que sólo se alionó la lanificación 
reconociendo antigüedad a partir del reingreso a la actividad* 

Que en presentaciones posteriores —expedientes 2050, 2051 
y 2054 — dos magistrados y un funcionario de dicho fuero, que 
se encuentran en la situación relacionada, formulan sendas peti- 
ciones en igual sentido, invocando el texto del art. 1% inc. b) T 
de la ley 15.017, y asimismo la desigualdad originada por el 
hecho de que en otro fuero se ha liquidado íntegramente la honi- 
licaeión de que se trata (expediente 2051). 

Que teniéndose en cuenta dicha circunstancia, así como la 
de que el decreto 11.707, reglamentario de la bonificación del 
art. 1% inc. b), de la ley 15.017, no dispone sea aplicable eon 
anterioridad a su publicación, corresponde autorizar el pago de 
las sumas reclamadas h¿ista la fecha de la vigencia del inencio 
nado decreto. 

Que, por lo demás, interviniendo el Tribunal en ejercicio de 
sus funciones do Superintendencia, no corresponde considerar la 
cuestión de eonstitucioualidad que se plantea en el expediente 
n' 2045. 

Por ello, se resuelve que la Dirección Administrativa y Con- 
table del Poder Judicial debe disponer lo pertinente a fin de 
que se liquide la bonificación reclamada hasta la fecha fie la 
vigencia del decreto 11.707. 

Julio Oyhaxahte — Pedro Abekas- 
TtTitY — Ríe vano (\ilombres — 
Esteban Imaz. 



SECRETARIAS TUTELARES 

SECRETARIOS. 

Sn corresponde admitir la ilpsijernniión de personas sin título universitario 
par* el desempeño de las Secretarías Tttíelares de los Juzgados que timen 
n su eargo ta aplicación de la ley 10.903, atento lo dispuesto en el art. 12 
(id deeretn-loy 1285/68, y lo establecido en el art. 2\ im-. d), de la Acordarla 
de la Corte Suprema ilcl 3 de unirlo de 1B58. A lo que cabe a^resrar: qui- 
to distinción entre lus f míenme* atribuidas a las mencionadas secretarían 
y lá* restantes —en la que se sustenta la solicitud— no resulta fie disposición 
lega) o reglamentaria ; que el título de alujado se inqKine asimismo a los 
prosecretarios; y que la Acordad» almlidii (arf. 2*, inc. fe) nutoriüH —me- 
diante razones fundadas-— a cuhrir vacantes eem extraños al per-onal que 
corre! ponde considerar. 



J7ti 



FALLOS DE LA COSTE SU CREMA 



Dictamen del Procura non Üeneual 

Suprema Corte; 

Estoy, en principio, de acuerdo con la opinión de la mavoría 
de In (.'amara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correc- 
cional (fs. 3 y vía.), pero no me parece prudente establecer 
como norma que los cargos de Secretario Tutelar se provean 
con personal que no tenga título universitario. Creo que la norma 
debe .ser la de que dichos Secretarios han de tener, en lo posible, 
titulo de abogado, y que sólo por excepción podrá autorizarse el 
nombramiento de personal antiguo o de personas ajenas a la 
jurisdicción sin título, cuando posean particulares aptitudes v 
antecedentes para desempeñarse en aquellos cargos. Buenos 
Airea, 6 de setiembre de 1960. — Ramón, Lascano. 

FALLO DK LA COLtTR SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de octubre de 19(50 

Vistos los autos: "Secretarías Tutelares (lev 10.90:1) - reoui- 
sitos para su desempeño". 

Considerando : 

Que a solicitud de dos de los jueces que tienen a su cargo la 
aplicación de la ley 10.903, la Cámara de Apelaciones en lo Cri- 
minal v Correccional peticiona de esta Corle autorice, mediante 
ta reglamentación prevista por el art. 12 del decreto-lev 1285/58, 
la designación de personas sin título universitario para el des- 
empeño de una de las secretarías con que cuentan dichos juz- 
gados. Se funda el pedido en la naturaleza de la* funciones 
atribuidas n las denominadas "Secretarías Tutelares", cuyo 
desempeño, teniendo en cuenta el trabajo (pie en la práctica reali- 
zan, rcijiiiere especíales condiciones personales, madurez y expe- 
riencia en ta materia. Agrégase que tales condiciones no pueden 
hallarse en el reducido número de abogados jóvenes que hahitual- 
mentc integran el escalafón. 

Que no corresponde acceder a lo solicitado. En efecto; el 
art V2 del decreto-ley 1ÍS5/08 exige el título de abogado para el 
desempeño de las Secretarías de los tribunales, v esta Corte 
—con arreglo a lo previsto por dicha norma— va lia establecido 
en su Acordada de 3 de marzo de 1Í15S, art. 2» inciso d) —Fallos: 
240: 107— , las circunstancias excepcionales en que podrá pres- 
cindirse de ese título. 

Que, por lo demás, la distinción entre las llamadas "Secre- 
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tarías Tutelares" y las restantes no resulta de disposición legal 
o r^huiumtanu; y, un lo que hace a las funciones que -confonne 
expresa la Cámara— se atribuye a aquéllas en la práctica, debe 
observarse que el título de abogado también lo impone la norma 
legal reí en da para los cargos de prosecretarios. 

Que, por último, la reglamentación vigente autoriza -^me- 
diando razone* fundadas— a cubrir vacantes con extraños al 
persono que corresponda considerar — confr. art, 2» inc. b), de 
la Acordada antes citada—. 

Por ello, y habiendo dictaminado eí Señor Procurador 
neral, se resuelve no hacer lugar a lo peticionado en esta* 
actuaciones. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aiiistóbulo D, Aiúoz de Lamadhid 
— Luis María Boffi Boggero — 
Julio Ovhanaicte — Pediio Abe- 

HASTURY RlrAHDO COLOMBllES — 

Tmaz, " " 



CAMARA FEDERAL he APELACIONES de RESISTENCIA 

COflTE SUPREMA. 

No corresponde que 1„ Corte Suprema „dopto un* decisión, como ¿r»nn 
superior del Poder Judicial, a raíz do lo s apreciaciones formulada* por un 
íesrislador para fundar una modificación ¡i la ley orgánica de la justicia 
vinculadas «m ta demora que sufrirían las causas en trámite ante una 



JUECES. 



m «orrrsptmde que | ft Corte ..enerde la autorización solicitada por unr. 
( amar,, I'ederal para desvainar ante el Senado de la Nación los fundamentos 
de un proyecto de ley que entiende la afectan. Lo 3 trihnnales o magistrado. 



SU FE ras TES DES VI. I . 



La automación solicitada a la Corte por una Cámara Federa!, para dee- 
virhmr unte el Senado de la Nación los fundamentos de nn provecto de lev 
que entiende la afectan, no constituye ostión ante los poderes 'públicos en 
materia de superintendencia que, con arrezo n ] art. 40 del Reglamento para 
la Justicia \a. ional, deoa realizarse por intermedio de la Corte. 



1"H FALLOS 1>K I-A rOHTK «rjl'KKMA 

f»KT\MKN GÉL Pnor<!!\M)l¡ GeXBBAL 

Suprema Corte : 

El Presidente á$ la cámara Federal dé Resistencia se dirige 
ttilte y. K. con molivo de un proyecto de ley presentado a con 
>ide ración del Honorable Senado, el <|iie se fumín en la demora 
que sufriría «-I trámite de las causas radicadas en esa jurisdicción. 

Bxpvewa que, de acuerdo con los diitos estadísticos de que 
da cuenta, tal demora no existe, y por ello solicita de la Corte 
la decisión i|iie eorn spondu en virtud de sus facultades de super- 
intemlei'cia. Taiuliién pide que, conforme a lo que establece el 
art. 41) del Redámenlo para la Justicia Xacional, se autorice 
;i la Cámara a realizar la pertinente gfiifell p»m nacer las acia* 
raciones di-I caso. 

No creo procedente rleeisióu de V. K. acerca del grado de 
exactitud de los liedlos que se dan como fundamento del pro- 
yecto, u¡ estimo prudente que se autorice la gestión que estaría 
encaminada a "desvirtuar, no solo ese cargo, sino también los 
tiernas términos del proyecto". 

Kn camhio. de considerarlo V. K oportuno y conveniente al 
>olo efecto de colaboración, podrían liaecrse llegar al Honorable 
Senado los datos estadísticos vinculados con la nía relia de los 
expedientes y el desempeño de las funciones de los magistrados 
de ta jurisdicción territorial (pie abarca la Cámara de Resisten 
eia. Unenos Aires, ü'l de setiembre de 1960. — Éanién Ijaácéúú. 

i 

FALLO DE LA COK T ti SITliKMA 




Vistas las precedentes actuaciones de las cpg resulta: 

(Jue el Señor Presidente de la Cámara Federal de Resisten- 
cia formula ante esta Corte Suprema ta solicitud que antecede, 
a i ai/, del proyecto de ley en trámite ante el IT. Senado relativo a 
la residencia de los magistrados. Al fundar dicho proyecto, el 
Sr. Senador Pablo Biain. aludió al caso de Jos tribunales fede- 
rales de Resistencia cuyos titulares residen en Corrientes, sitúa 
ción que —según afirma— provoca dificultades por la demora 
ion ipic actúan los magistrados en numerosas causas, lo cual es 
■rio sólo del conocimiento de los abogados, sino también de la 
generalidad de la población .1.- ta Provincia del Cliaco. directa- 
mente afectada". 

El Señor Presidente de la Cámara Federal niega la existen 
eia de las demoras aludidas como resulta de las circunstancias 
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de que —¡i la fecha do su oficio— sólo existan cuatro expedientes 
a sentencia, no habiéndose deducido desde ia creación del tribu- 
nal, ningún recurso jior denegación o retardo de justicia. V, enti- 
ntando que la aludida fundamentaeióri del proyecto de ley e> 
lesiva de la dignidad de la magistratura, pide que la Corte" Su- 
prema dicte la decisión que eorrnspauda en ejercicio de sus 
facultades de superintendencia y se autorice a la Cámara —con- 
forme al art. 40 del Reglamento para la Justicia Nacional— puní 
desvirtuar unte el IL Senado, mediante la pertinente gestión, no 
sólo el referido cargo "sino también los demás términos ' del 
proyecto, en cuanto no se ajustan a la verdad o la desnaturalizan *\ 

Considerando: 

Que no medían en el caso circunstancias como las contení 
piadas cu los uV Fallos: 237: 2!) y L>41: 2:t, que pudieran deter- 
minar una decisión de esta Corte Suprimía como órgano superior 
del Poder Judicial. Trátase aquí, cu efecto, tic las apreciaciones 
torumíadas por un legislador para fundar Ja modificación qin- 
propone a la ley orgánica de la justicia. 

Que tampoco procedo acordar la autorización solicitada, 
desde que los fnbunnles o magistrados que so estimen afectad.» 
por dichas apreciaciones pueden promover las gestiones que con- 
sideren pertinentes — eonf. doctrina concordante de Fallos- 24'' ■ 
:i72— . Por lo demás, la solicitud formulada, habida cuenta de 
la finalidad que procura, no constituye gestión ante los poderos 
públicos cu materia de superintendencia que, con arreglo al art. 
40 del Reglamento para ta Justicia Nacional, debe realizarse por 
intermedio de la Corte Suprema. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Señor Procurador tie- 
ne ral ?e resuelve disponer el archivo de las actuaciones dolán- 
dose a salvo las gestiones «pie pueda practicar la Cámara 
solicitante. 

Benjamín Villegas Basa v¡lu aso — 
Luis María Bofpi Boggbro — 
Julio OvnANAnTE — Pedro Abk- 
rastury — Ricardo Coi^omrres — 
Esteran Tmak. 



JORGE JOAQUIN" LLAMRIAS 

1NCOMPÁ TIB1LWAD. 

Debe interpretarse estrictamente ln nonti n del art. 9* fiel decreto-ley TSaS/SS. 
en cnanto establece la incompatibilidad de la mníristriitura judicial con el 
desempeño de empleos públicos o privados, excepto ln comisión de estadios 
o ln docencia. No procede, asf, pr,r principio, extenderla a funciones dia- 
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♦ inliis, iiuii cuando M'uu i'uiu'Xjw nm 1,m> docente*, étimo la de Y ¡cederá no de 
nuil Fiiciilhid en una rnivfoidiiii privada, respectn di- cuyo desempeño por 
un Juefc de CmiHirn Nacional — durante el lapso do tres «ños— un median, 
iideiiui*. eireun*taiu'iti* i{iie initoriecn ;i apartar** de tul criterio hití-rpreljitirn. 

FALLO LE LA OiiTK SITHKMA 

Unenos Aires, Jfi de octubre de 1%0. 

i onsidernndo: 

(¿ue el Si-, .Juez de la 1 Y» niara Nacional tic Apelaciones en 
lo t'ivil, Dr. Jorge Joaquín Llnnibíns, expresa mediante el oficio 
une antecede, que Jiu sido designado Vicedeeaim de la Facultad 
de Ciencia» Jurídicas, Políticas y Sociales tic la l-niversidad del 
Salvador, lo cual potte 68 conocimiento de bi forte Suprema a 
fui de que el Tribrnal "quiera considerar la compatibilidad de 
aquella fianetón <id Iwnurvm de gobierno docente en el ámbito 
universitario" con el cargo de magistrado que desempeña. En 
oficio complementario el Dr. Llantinas manifiesta que, según el 
Reglamento de dicha Universidad, la duración del ref crido cargo 
es de tres años. 

(¿ne el art. W del decreto ley 1U8."> Ó.K establece la incompa- 
tibilidad de la magistratura judicial con * l el desempeño de 
empleos públicos o privados, excepto la comisión de estudios o 
la docencia". 

QliC esa norma, en cnanto a la excepción que prevé, debe 
>er interpretada estrictamente, como se declaró en Fallos: 2'M: 
IÍ47, no procediendo así, por principio, extenderla a funciones 
distintas aún cuando sean conexa* con las docentes. Por lo 
dt-rnás, no median en el caso circunstancia:-, que autoricen a 
apartarse de tal criterio de interpretación, como las que lia tenido 
* ti cuenta el Tribunal en los precedentes a que se alude en el 
caso antes citado. 

Por ello, se resuelve hacer saber al doctor Jorge Joaquín 
Llambíns que el cargo de Juey, de Cámara que desempeña es 
incompatible con el de Vieedeenao de la Facultad de Ciencias 
Jurídicas, Política* y Sociales di' la Universidad del Salvador. 

Bfnjamíx Vu^ecas Basavilbaso — 
Pepeo AnEiusTUUV — RtcAaix) 

COLOMUIIKS - EsmtAN ÍMAZ. 
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UAKI'AK it. IíUNASTüK 

SVl'KlttS lt,.\ DESOIA, 

La .•iiturimió., «Oliritilda „ I,, r„rtr por ,„, j,,,* iW,ral para .iesvrtimr 
ante d Senado de la .W», l, JS fundamentos de un proyecto d e ley qoe 
enluce k- uleetun, no confluye ^tión «ni, los poderes pfihlin» en «.«te- 
na dt supiTinleudenrm que, .-un amrlü «1 «rt. 4ü .id líejrliirnr-nU. para la 
WustK.ii, Ngeioiml, debe n-aliair*. por intermedio .le la Corte. A lo eme cabe 
agregar .pie, en todo ruu, iu solicitud presentada eonstiluve un i n térro»- 

lorio, ummU^m^e improcedente* por estar referid,, a ta nión emitida 

jwr un k-pslador en rí ejercicio .le su intiiidiito fj. 



CAKLOS FlíJsrUKNSrilLAÍlKK y. s. \t. L, ASTlU.KKOs TKÜÍK 

SSí , ? r I" ÍaHÍ \ vlH aaiio " a * tM .I,- la Capital, v no a la 

comercia] di- di, ha eiudad. «now del juicio que >, re,l„.m. indemnización 
por deKjndo. sueldos no pu^s. ÉguiMldo*, ete.. y euyas -mstuncim, aere- 
e/actor ' *' " l,m l ,lw "'" ^pendiente mvoead» p,» r 

Dictamen oeí. j/Wciiaijuii (¡kxeiiai. 
Suprema Corte: 

m estudio de estos autos y sus ««rogados resulta que 1í»s 
antecedentes de la cuestión sometida a examen de Y. K ^oii lo. 
que siguen* 

En el mes de diciembre del año 1!)¿<¡, ante la justicia 
de raJuijo de la t apita) Federal, don Carlos Frischonscltlagcr 
entnnlo demanda por cumplimiento de contrato contra "AstilK 

™* v^íTr-?- 1 ;-/' 011 Ia I K,rfiolia ,1e entonces representantes, 
1 .l.P.S.A. ferrocarriles y Petróleo S.S.l." v Cario. K 
■1. lloustom 

Como fundamento de su reclamo sostuvo Latirse desempe- 
ñado desde el año 104') a las órdenes de aquella empresa como 
m-emero feemeo, con un sueldo inicial de nt*n. 1.000 mensuales 
y una retril ición complementaria del 4 % de las utilidades netas 
de la seceton a su cargo, la cual fué más adelante aumentada 
a un ( jue como esas remuneraciones S(l con si de ra roa exi- 

guas pura las tareas que desarrollaba, el 23 de setiembre de 1ÍH8 
celebro cois la empresa un nuevo contrato por el cual so le reco- 
noció „,» sueldo de m$n 2.000 mensuales, „,á, una partieimición 
<h 1 2 g <U ' Ias ^tnuhis brutas del astillero y del 5 % de las uti- 
(>) 26 de octubre. 



IS'2 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



lidadcs netas; y, que, además, se le prometió incorporarlo a lu 
sociedad a fin lie interesarlo directamente en el negocio, lo que se 
concretó ei 1"> do ortuhre de VMH. 

Agregó el ttotOr que la accionada nunca le había liquidado 
Jas bonificaciones estipulada» en el referido contrato del 23 de 
setiembre de lí>48 t y que, por lo tanto, demandaba el pago de 
los importes correspondientes. A tal efecto fijó en lu suma de 
ni$n. l.r»18.b'80.<J!t el monto del 2 */c de los ingresos brutos del 
astillero, y dejó librado a una futura pericia la determinación 
del 5% de las utilidades netas (v. i's. 9fl$ del expediente agre- 
gado S7ÍÍÍ) ) . 

El 23 de abril de 1957, el actor entabló una nueva demanda 
••untra *' Astilleros Tigre S.R.L.", esta vez reclamando el pago 
de m$n. 7().óU2,!t3 en concepto de sueldos, aguinaldos, vacaciones 
e indemnizaciones por despido. Esta demanda fué acumulada a 
la anterior y corre a fs. I.'jti del ya mencionado expediente 87!W. 

2*) Ambas presentaciones del actor fueron contestadas por 
"F.Y.IVS.A. Ferrocarriles y Petróleo" en su carácter de man- 
dataría y administradora de "Astilleros Tigre S.R.L.", a fs. 52 
y 1ÍM) del minino agregado, respectivamente. En esos dos escritos 
de respondí' aquélla planteó, entre otras defensas, excepción de 
incompetencia de los tribunales laborales, sobre la base de sos- 
tener que el Sr. Friseheuseblnger no había estado vinculado a 
la demandada por una relación de trabajo. 

T) En primera instancia la justicia del trabajo declaró la 
competencia de ese fuero para conocer de las demandas enta- 
bladas por el actor, v admitió el progreso de aquéllas condenando 
a "Astilleros Tigre S.R.L." al pago de m*n, 2,019.097,98, suma 
en la ((lie fijó lo adeudado por esa empresa al Sr. Frischenscliln- 
ger por todos los rubros reclamados (fs. 31 ü). 

Recurrido ese pronunciamiento ante la Cámara de Apelacio- 
nes respectiva, su Sala III, por sentencia que corre a fs. 388 del 
expediente al i|iie me vengo refiriendo, decidió revocar el fallo 
del Inferior y declarar la incompetencia del tribunal para enten- 
der en el pleito. Sostuvo aquélla, en síntesis, que a la fecha del 
despido invocado por el actor, la relación laboral en que este 
último fundara sus demandas había dejado de revestir el carácter 
de actividad principal del nombrado parn dar lugar a su condi- 
ción de socio y acreedor de la empresa, por lo que, al pronun- 
ciarse en la forma más arriba indicada, lo hizo dejando a salvo 
el derecho del señor Fr'schenschlagcr pora ocurrir "ante el 
fuero correspondiente'*. 

4 P ) Poco tiempo después de declarada la incompetencia de 
la justicia del trabajo, el actor vuelve a demandar a "Astilleros 
Tigre S.R.L.* 1 , esta vez ante el Juzgado Nacional de Ira. Ins- 
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taneia en lo Comercial 11* 8 de la Capital Federal, persiguiendo 
el ruino clt» la suma clt- m$n. 2.083.4UO que integra en la siguiente 
forma: bonificación del '2% sobre las entradas brutas y partici- 
pación del o % sobre las utilidades netas obtenidas por la de- 
mandada : míii. lU>;Jl.]nó,<)U; sueldos impagos, aguinaldo, vaca- 
ciones v indemnizaciones por despido: 111*11. 52¿»5>83. Como fun- 
dan lento de su nuevo reelamo invocó los mismos hechos en que 
sustentara las anteriores demandas que entablara ante la Justicia 
labora!, y lo dispuesto por los arts. 11!>;>, 1 1Í»T, ]«2;i v concor- 
dantes del Código (Mvil: art. I* del Código de Comercio; lev 
11.73» y decreto 33.30*J. 4,'). 

ó tf ) Kl Juez a fs. lüfl de estos actuados, y luego la Cámara 
a h. 1,'M, se pronuncia ion asimismo por la incompetencia de la 
justicia en lo comercial para entender en el juicio. El primero 
lo resolvió así por considerar, fundamentalmente, (pie de las cons- 
tancias del expediente tramitado ante el fuero laboral surge que 
las partes estuvieron ligadas por un típico contrato de ese carác- 
ter. La alzada, sin entrar a la calificación del vínculo, sostuvo 
que habiéndose reclamado en autos sueldos 110 pagados, vacacio- 
nes, aguinaldos e indemnizaciones por despido, y sustentándose el 
derecho del actor en disposiciones de leyes laborales (ley 11.73» 
y concordantes) y en normas del Código Civil que genéricamente 
rigen las relaciones jurídicas contractuales, las cuestiones deba- 
tidas deben ser resucitas exclusivamente por los tribunales del 
trabajo. 

iY>) Luego de dictada la referida decisión de fs. 130, la 
Cámara de Apelaciones en lo Comercial, de conformidad con lo 
peticionado por el actor a fs. 13." y a los fines previstos en el art. 
24, md 7» del decreto-ley ll'HíVftH, resolvió elevar las actuaciones 
a V. E. 

V bien, estimo que para un mejor análisis de la cuestión 
planteada, es preciso dejar previamente establecido que el fallo 
que oportunamente dictara la Cámara de Apelaciones del Tra- 
bajo, aunque fundado en razones que parecerían enderezadas al 
rechazo de las demandas entabladas por don Carlos Frischcnsch- 
lager, omitió sin embargo en su parte dispositiva todo pronun- 
ciamiento de fondo acerca de las referidas demandas, limitándose 
en cambio a revocar la decisión de primera instancia y a declarar 
ta incompetencia de aquel tribunal. 

En consecuencia, a dicho fallo de la Cámara del Trabajo no 
pueden reconocérsele más efectos que los propios de esa afir- 
mación de incompetencia; conclusión a la que no obsta aquella 
revocatoria, pues esta última sólo constituyó un lógico y nece- 
sario presupuesto de la declaración que la siguió, ya que el Infe- 
rior, para admitir los reclamos del actor, había comenzado por 
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admitir también la aptitud del fuero laboral para resolver la 
litis. 

Lo expuesto me lleva a concluir que en el caso la intervención 
■ I*- \\ K, es procedente por vía de lo que dispone, en su última 
parte» la norma legal más arriba citada. En efecto, resuelto pol- 
la justicia un lo comercial que por la naturaleza de los reclamos 
instauradas por el actor el juicio debe ser tramitado ante la 
justicia del trabajo, y decidido por ésta su falta de competencia 
para conocer de esos mismos reclamos, aquél queda sin tribunal 
ante el cual oeurrir en procura de una sentencia que resuelva en 
forma definitiva acerca de su derecho a los resarcimientos que 
pretende. 

Kilo sentado, el análisis de los hechos que se invocan en la 
demanda y de lo pedido en la misma, me induce a considerar 
que la competente para dictar un pronunciamiento de fondo es 
la Justicia laboral. 

Él accionante, en efecto, ha fundado su derecho a las boni- 
ficaciones que rcclnma en su condición de empicado dependiente 
de la demandada, que se atribuye, primordiulmcnte, sobre la base 
de la documental que luce a fs. 2/5 del expediente agregado. Y 
en aquella alegada relación de trabajo tienen también su causa 
los restantes reclamos que asimismo formula (sueldos no paga- 
das, aguinaldos, etc.), incluida la indemnización por su despido, 
que entiende acreditado con la pieza obrante a fs. 15") de los 
mismos autos, 

Vii\ tales condiciones, y a mi criterio, no ofrece dudas que 
la competente para decidir si el actor es o no titular de los dere- 
chos que invoca y, en su caso, admitir o rechazar la demanda, 
es la justicia del trabajo. Por lo tanto, opino que V. E. debe 
así declararlo, y remitir las actuaciones a la Cámara de Apela- 
ciones de ese fuero, a fin de que por la Sala que corresponda 
conozca como tribunal de grado de la sentencia de primera ins- 
tancia dictada a fs. '!l(i del expediente 8700 que corre por cuerda. 
Buenos Aires, lá de julio de 100*0. — fíauuhi Lascano. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

B'ienos Aires, 27 de octubre de 1000. 

Autos y vistos- 

De acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el Señor 
Procurador General y con lo resuelto por esta Corte en Fallos: 
24'í: 280, so declara que el conocimiento del juicio promovido 
por Carlos Frisehenschtnger contra Astilleros Tigre S.R.L, s/ 
cobro de pesos corresponde a la justicia del trabajo. Remítanse 
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los autos a la Cámara Nacional ü. Apelaciones del Trabajo a 
fin líe que la Sala que corresponda reasuma la jurisdicción de- 
clinada en el expediente H79i), agregado por cuerda, v hágase 
saber en la forma de estilo a la Cámara Nacional de Apelaciones 
en lo Comercial. 



Benjamín 

Pedko Aberasttky — Htíwiiho 
C'olombiirs — Esteban Imaz, 



LAURA MIGARLA ALhAO he PEXEPU v. MAURICIA MICAELA ALPAO 

DI PERALTA RAMOS 

I 

HKVVHSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formal,*. Interposición del „- 
il/fío. Término. 

Los agravios tuturos no son susceptibles del recurso extraordinario [ 1 1. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Límites del pronunciamiento, 

El isimple requerimiento <le uníparo en la queja no amplia la jurisdicción 
extraordinaria de la Corte 



R. XAUAZA v Cía. v. DEUA FERRANDO os RMVATl 
Rt.íTRSO DE 1 OVEJA. 

El plazo pura ¡ntei-rmiifr el recurso de i¡tiejti >e amplía sótn en un día por 
r:tzún de [a distancia «|ue media entre las esta ñi mes ferroviaria* de Buenos 
Aires y Lu l'lata. La fracción que, si bien excede de siete leííiia* m> alcanza 
a catón», no es cumputablc a los electos de la ampliación autorizada por 
el art. -' U ríe la ley ótl 

hECMSO DE QUEJA. 

Iji queja deducida al quintil día liábil de notificado en la ciudad de Ui Plata 
I» resolución denegatoria del recurso extraordinario, es extemporánea. 



(I) 27 de octubre. Fallos: t«9: 422; 191: 366, 

(•i) Fallos: 240: 58. 

(»> 27 d*' octubre. Fallos: 244: S7. 
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smpWÁTQ Dórico trabaja domes de espectáculos públicos 

v. .MINISTERIO l>e TRABAJO v SEOUUIDAD SOCIAL 

liEiVHSO EXTIIAOHWXAUIQ; fíenlo* propia ftftOpM no federal,*, 
luh rpretaewH de Wm<U y mtos comunes. 

\m determinación de cunl es el sindicato más representativo y de la* étnnm- 
tancias en que un tn lidíenlo puede solicitar la cancelación de la personería 
grama! de que otro gozare, son punto* cuya solución depende de los lieclius 
y pruebas d«l en»o y de la interpretación y anUenciciu de ln lev 14 455 
masas, «orinas no tienen carácter federal. Ainíms puntos son. pues, niemm 
il la jiimdicctón extraordinaria de la Corte Suprema. 

«íenr™ arbitraria*. Improetémeia del reniño. 

No procede el recurso extraordinario s¡ ln alegación de arbitrariedad no 
aparece lunduda smo en ln discrepancia del apelante con el alean*» atribuido 
por la (amara del Trabajo n las normas de la ley 14.455. 

í^'ílrnt E Y HA0R fl SARl0: #*m m*m *>«*-. «a* 

MffH ' 'íiwití ni juicio. X>jjp<mciunc« eonaíifucítiníiJcs. 

U» arta. 10 y 1» de la Constitución Nacional no guardan relación ¡niñe- 
ta* ta y directa con la materia de la sentencia que, con fundamentos de hecho 
y de derecho común, como !o es la ley 14.455, decide aceren de cual es ti 
-mdicato mas representativo y de las circunstancia» en que nn sindicato 
puede solicitar la cancelaron de la personería gremial de que otro frezare. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de octubre de 196U 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la aetora 
en la eiutsn Sindicato Unico Trabajadores de Espectáculos Pú- 
blicos c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social", para deci- 
dir sobre su procedencia. 

Considerando; 

Que la determinación de etiál es el sindicato más represen- 
tativo de la actividad o categoría profesional de que se trate y 
líe las circunstancias en que un sindicato puede solicitar ía 
cancelación tic la personerín gremial de que otro gozare, son 
puntos cuya solución depende de los hechos y pruebas del caso 
y de ta interpretación y aplicación de la ley' 14.45Ó, 

Que ambas cosas son ajenas a la jurisdicción extraordinaria 
de esta Corte, eonforn. > a lo dispuesto en el art. 15 de la ley 48. 
No incumbe a este Tribunal, en efecto, examinar en ln instancia 
extraordinaria los hechos y pruebas de la causa ni la interpre- 
tación de normas no federales, carácter del cual participan las 
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de la ley 14.45.J, tul comí, lo tm resuelto la jurisprudencia ele 
esta Corto respecto de ordenamientos Ululas análogos —Fallos: 
237: 797; 243: 162, 28Í), 293; 244: 279, 296'; 246: 304; 247: 89—. 

Que tampoco procede el recurso fundado en la alegación de 
arbitrariedad, pues ella no importa en el enso sino lu discrepan- 
cia del reclínente con el alcance atribuido por la Cámara del 
Trabajo a las normas de la ley 14.4."), todo lo cual lineo que la 
tucha referida no sustente el recurso — Fallos: 243- 145 - 244- 
352, 384, 576; 245: 327, entre otro*-. 

t¿ue, finalmente, decidida como ha sido la causa con funda- 
mento en razones de hecho y de derecho común, las cláusulas 
constitucionales invocadas — arts. 16 y 18— no guardan con la 
materia del pronunciamiento la relación inmediata v directa a 
que se refieren el art, lü de la ley 48 y la reiterada | fu i ' -pruden- 
cia de iMa i 'orle — Fallos : 181 : 290; 187: h'24: 190: 368; 2.'!S : 4S8— . 

Por ello, se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbabo — 
Pehuo AiiEiíASTiitv — IírcAian» 
Colombkes — Esteban Imass. 



ANGEL SOLAEl v Otros v. OTKtít r v &h. 
RECURSO DE AMPARO 

Ctorwtponde confirmar (a «entwwn i|iie desestima el amparo tu ruin. lo en 
qu<; la locadora del tnimiebk» en que vtvt'ii los actores les impiili' recibir ji 
sus familiares y amigos, romo represalia a Ja negativa de bs inquilinos a 
pasar un precio abusivo por c] alquilar, si las mismas medicine* constituyen 
n iterin de otro inicio ni tráinilc. cti v\ qim el jttez íntrrvinicnic dictó auto 
m na innovar; por lo que los di-mandantes no sólo tuvieron n su alcance 
vina h-aJes y ordinarias aptas para la protección del dorecla. invocarlo, sino 
que las emplearon efectivamente. 



Dictamen ueí. Proci-kalhik (Jkneuaíí 
Supi emu Corte : 

Los hechos en que se funda este pedido de amparo consti- 
tuirían —tal como se lo admite a fs. 11 in fino— violaciones a la 
medida cautelar de no innovar decretada, a pedido de los actores, 
en el juicio ordinario que éstos tienen iniciado contra la misma 
demandada, medida que en la actualidad se encuentra firme 
(r. fs. 56 vta., 57 vta., 143 y 16!) de los autos agregados). 

En consecuencia, no cabe duda que, como lo ha señalado el 
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a quo en su decisión de fa. 48, los iveur rentes tienen a su alcance 
procedimientos ordinarios aptos para poner remedio al estado 
de cosas de «pie baten minio. Ello semudo, v teniendo presente 
lo reiteradamente resuelto por V. E. en el sentido de que ln exis- 
tencia de vía legal para la tutela del derecho debatido excluya 
el procedimiento excepcional constituido por la demanda de 
amparo {ni re: "Stiáre/. Gorditlo v. Díaz Villafuiie" v "Signa- 
cora de fJalvún v. Contó", fallos del 27 y 80 de mayo ppdo., 
respectivamente), estimo que corresponde confirmar el pronun- 
ciamiento apelado. Buenos Aires, VA de setiembre de 1%0 — 
Mamón Lascano. 

KALU> [>K LA COKTK SITREMA 

Buenos Aires, 28 de octubre de 1960. 

Vistos bis autos: "Solnri, Angel y otros c/ Otegui v Cín. s/ 
rceurso de amparo". 

Con sido rundo : 

1*) Que contra la sentencia de fs. 4H, confirmatoria del fallo 
de primera instancia obrante a fs. 9/10, que desestimó la demanda 
de amparo promovida en autos, los actores interpusieron recurso 
extraordinario (fs. 30/52), que les faé concedido (fs. 53). 

2?) Que, como surge de los escritos de fs. 1/4 y 11, los ape- 
lantes fundan sus pretcnsiones, esencialmente, en que la deman- 
dada, "Otegui y Cía.", locadora del inmueble en que aquéllos 
viven, les impide recibir a sus "familiares y amistades", actitud 
que ha asumido "como represalia a ta negativa de los inquilinos 
—esto es, de los actores— a pagar un precio abusivo por el 
alquiler" (fs. 1 y 2 vta.). Sosticncse que tal comportamiento 
supone violación de las obligaciones emergentes de los arts. 1515, 
24H9, 230$ 294H, y 2954 de! Código Civil, e infringe "la 
garantía que ofrece el art. 33 de nuestra Constitución Nacional 
en la protección de ] n libertad individual", así como "los dere- 
chos humanos". 

■'P) Que, como lo ponen de manifiesto los jueces de la cau- 
sa, las mismas cuestiones que constituyen la materia de este 
juicio fueron planteadas en la causa "Solnri, Angel y otros" 
—agregada por cuerda— y dieron motivo a tjttte el Sr. Juob ínter- 
viniente dictara en ella un auto de no innovar (fs. 57 vta.), lo 
«pie equivale a decir que la tutela que en el snh lite se peticiona 
por vía ile amparo ha sido anteriormente requerida en la causa 
antedicha. 

4>) Que, con arreglo a lo expuesto, la acción deducida no 
puede prosperar. Basta señalar, en efecto, que los actores no 
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solo tuvieron a su alcance vías legales y ordinarias aptas para 
obtener la protección judicial del derecho ijuc dicen vulnerado, 
sino que además las emplearon efectivamente^ como resulta de 
lo dicho en el considerando anterior. Kn tales condiciones, y sin 
ffue senn necesarios otros fundamentos, de acuerdo con la reite- 
rada doctrina de esta Corte, el remedio excepcional constituid*. 

m- r*gfl$i 1,0 1,0 prosperar (Fallos: 245: 

Üóít, .*íí>, ; 246: :ííj4, entre otros). 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se confirma la sentencia de fs. 48, en cuanto lia sido materia de] 
recurso. 

Benjamín Villecas Bvsavilbaso — 
AniSTÓBi'LO D. Aháoz de Lamadhid 
— Julio Oviianarte — Rícaiido 



JURISDICCION 1 COMPETENCIA: Principios perales. 

La actuación judicial contradictoria de dos entidades estatales, para la tutela 
de loa misinos intercecs y derecho» es, como principio, objetable. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestión federal. &*. 
twnes federales simples. Interpretación de las letfes federales. 

La representación del Estado, en los procedimientos de interdicción ante la 
justicia federal —decreto-ley 5148/05— por estar encomendada al Procu- 
rador del Teso™, lince dudosa 1» fncultad de la Comisión Liquidadora de 
hiones transferidos al Estado Nacional para intervenir en los autos. Sin 
embargo, ello no obsta u la consideración por la Corte de] fondo del asunto 
con motivo de la apelación deducida por la Comisión contra la sentencia 
i|iie designa depositarios de algunos bienes a bis representantes del interdicto 
¡intes del fallo sobre la intervención y denegada, en los hechos, al descono- 
cerse la personería de la recurrente. Kilo es n.si por la vinculación de ln 
resuelto con las funciones encomendadas al mencionado organismo y por 
la inexistencia de precepto expreso que vede su tutela judicial. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principio» genérale*. 

El recurso extraordinario lia «ido instituid» como el instrumento L*'ncri<>0 
pani el ejercicio de la función jurisdiccional mas alta de la Cnrti- Suprema, 
la que se satisface cabalmente, emuidn están en jileco problema* de jrravednrl 
institucional, con su decisión por ella. 

mmm® EXTRAORDINARIO: Rentos m tf&. Relación direrta. Con- 
cepta. 

Así como bi ausem-in de interés institucional, (pie la jurisprudencia contem- 
pla con el nombre de "cuestiones federales insustanciales", autoriza el 
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reelitzo de plano de l;i apelación esh «ordinaria, asi también In existenein do 
aspectos ile grnvcdml institucional puede justificar In intervención de la 
forte Suprema, «operando los ápices procesales fnwfcatürfos de m control 
«•otistitueiorial. 

JtKCIIiSO EXTHAtiMUSAMO: iteqaisitos [minios. Cuestión federal. Cues- 
tinnes federales simples. ¡>it< rpn Uicwn de las leyes fedérale». 

Constituyo cuestión institucional de gravedad lo atinente al alcance del art. 10 
del decreto-ley "iH-H/Ííó, tanto por el carácter federal de sita disposiciones como 
por el orden de valor ético :i qnu corresponden y la naturaleza de ]oü bienes 
a que se aplican. 

i sn: Hincaos in-: meses. 

Kn tanto no exista sentencia judicial que acredite, con valor de cosa jux- 
uudn, que los bienes afectados por la medida precautoria que cuestiona la 
(omisión liquidadora de bienes transferidos al Kstudo Nacional, no han 
-ido producto de lo (pie la ley acrimina como sistemática expoliación del 
patrimonio nacional, debe declararse improcedente su entrega a loa inter- 
dictos, $o color de su responsabilidad económica o de la de sus represen- 
tantes, por razón >U su mejor custodia y utilización, así como di? In pro- 
porción escasa que guardan con el monto total de] conjunto, pese a su 
importando propia im dudosa o a la particular circunstancia de que la 
totalidad iie aquel conjunto se ordenó transferir a la Nación por resolución 
administrativa no revocada o en apelación nulc ln Cámara Federal. 

RECURSO EX THAORDIXAMU: Requisitos propios. Cuestión federal. Cues- 
tione* federales simples. Interpretación de ttis letfes federales. 

Ka procedente el mórso extraordinario deducido si la resolución apelada 
niega de modo definitivo a la Comisión Liquidadora decreto-ley 8124/57, la 
personería invocada —en el caso, "autoridad ejercida en nombre de ln Na- 
ción"--, y si, habiéndose cuestionad» la inteligencia de] nrt. '.i 9 , decreto- 
ley Ilíió/of*. la decisión es adversa al derecho que el recurrente fundara en 
ella (Yol» riel Señor Ministro [tactor l>on Luis María Béffi Itoggero). 

( OSsilTCt IOS XACIOXAL: Ihrerhm y t p<r t ,„tias. lie fe asa •„ jnieio l'rinei- 
píos genérale». 

Tanto de las normas qiic regulan Las funciones do la Comisión liquidadora 
de bienes transiendo.- al Kstado Nacional, cuanto do la naturaleza de la 
medula apelada - •designación como depositarios de algunos bienes a los 
representante.» de] interdicto — surge una situación que. interpretada del 

; i-' más adverso para las pretensiones de la G isidu. >eríu de duda acerca 

de la posibilidad de actuaren la defensa judicial de los importantes intereses 
morales y materiales confiados a ella; en tales condiciones corresponde acep- 
tar la tesis favorable a la garantía constitucional de la defensa en juicio 
tVolo del Señor Ministro Doctor Don Luis María Holfi Hoggero}. 

• 

( OSSTITVCIOS X. ICIOS AL: Control de eonttitúeionaiidad. Facultades del 

í'rufi r J ndieial, 

Kl control de constitucioitalidad por parte de la Corte muestra el más alto 
irado cuando, ajusfándolo a las normas vigentes, señala el camino que 
impone a los demás en nombre de la Constitución y asegura, de ese inodn, 
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WTBRDICCION I)K til EX Es. 

U finalidad de! rfgiitien m ado ,mr ,-l decreto lov ->14S/W 

«es De ¿i ' . « ,1,tN,t '« u m«istenr¡,i ,1o tmnwíiN,, 

a',1 LiJ 1 '°, da " ied,dn llUC ' ,,,ÍM1,ri,s «™ *>"t«irin itefiniti™ o 

■t, i? ' ÍES* Ll L '" treSa « n| Wi«d. d, ),i,„, s , ,„ dep^ to ¡!t« 
|>E('tiiiido ron exiftnuv» amuitiid r! ,irt in A, .i;,t i " ui P™>h». inwr- 

Stsra,,|A ,a£L » * ** n t'o Nn;N , i(KSflAI(MINlííTltAT(VO 

Bueno* Aires, 2 de jalio de 195P. 

M„«ir r„r r r^» * " e,iri - "• - » **« * «¿ 

Considerando: 

patrimonio dd intento ' ' *" e ^*^ e ,WdÍ(Ja Mute] " **» * 
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SeSTENCFA VK I.A CÍMARA NACIONAL I»K AfKI.ACIOSKS EN LO FeOKKAL 

V CoKTKSriOSfUt>Ut.VlíiTK.\TrvO 

Bueno., Aire», 20 de inayo de 1D00. 

Considerando: 

Que el recurrente solicitó la enlre»a en calidad dé depósito de los automóviles 
y embarcaciones que detnllii a fs. 9fi2, a 1» que rio hi/.n Jugar el Sr. .Juez a quo. 

Que. indudablemente el decreto-ley 5148/55 se limita a establecer medidas 
precautorias ¡.obre los bienes interdictos hasta que se resuelva la suerte que en 
iletinitiva los misinos deben correr. 

(¿tie tratándose de bienes roiini los indicados, la Junta Nacional de Rccu- 
peraeión Fatriiuonial "jenenilniente los ha entregado en depósito a sus pro- 
pietarios. 

Que en el presente caso, tos que se solicitan tienen un ínfimo valor «00 
relación al patrimonio interdicto, 

Que, además, es indudable inte su inmovilidad redunda en menoscabo du ln 
debida conservación de tales bienes dada sil naturaleza. 

Que. por último, la responsabilidad de los firmantes del mencionado escrito 
i s miranda suficiente, a juicio di'] Tribunal, como pnrn acceder n lo solicitado. 

l'or estas consideraciones, se revoca la resolución de fs. íítili, debiendo, en 

«"!• «n-riei», en tremarse los bienes de que se trata a los firmantes del escrito 

ile fs. '.Hi'2, Sr. Carlos Vid úrica Soneyra y Dr. -Jesús II. Paz (h), en calidad de 
depositarios, con las formalidades y bajo las responsabilidades de ley. — Horario 
IL fírmUa — Adolfo tt. (¡abrirtU — Jtutn ( arlo* fíecvnr Yarda. 

SENTENCIA 1>K I.A C í M AltA N'AI'IOSAI. Mí Al'KUl'ION'tS ES I.O FeuEHAI. 

V Cns'TKNI'inso VJiM I S ÍSTBATtTO 

Rueños Aires. 25 de julio de 19(10. 

Auto, y vistos: ronsiderando: 

Que el l>r. Osvaldo A. Oteiza, en reprcseniurióii de la Comisión Liquidadora 
deerel. .-ley SI 2-1/57, se piv.-cnld en estas actuaciones ¡niel poniendo recurso de 
nulidad v apelación contra el «uto de ls. !!"" que dispuso entregar en calidad 
•le depósito aislónos bienes de propiedad del causante de las mismas. 

Que el jirimer problema que suscita esla presentación es el de la personería 
iU I-i mencionada Comisión para liacerlu, lo que torna necesario recordar algunas 
de Ins disposiciones (pie gobiernan el punto. 

Que el decreto-ley 3775 del 28 de marzo de ]!)5H din por terminadas, desde 
el I" de abril de esc año, las funciones de la .Imita Nacional de Recuperación 
Patrimonial, órgano administrativo con funciones jurisdiccionales creado por el 
deereto-ley 51 48 del í* de diciembre de 1056, Kn el art. 2" dispuso que las atri- 
buciones jurisdiccionales de dicha Jimia plisarán a los Sres. .1 ucees de Primera 
Instancia de este tuero, "a cuyo efecto — dice — tendrán las mismas facultades 
que dicha disposición (se refiere al decreto-ley 514K/55) aordaba a la Junta 
Nacional de Recuperación Patrimonial". Y por el art. T ordenó que las "facul- 
tades de orden administrativo que se mencionan en los arts. 1". 2 T , 10 y 11 del 
deerelo-lcy 5 148/55 y las conferidas por el deereto-ley ;WUó/5U serán pjereidas 
por la comisión liquidadora creada por decreto-ley 8124/57...". 

Que, romo resultado del texto últimamente transcripto, no se transfirieron n 
la Comisión recurrente todas las atribuciones contenidos en los artículos del 
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tr¡tWo W> riUH/ ™* 11 "" , ' ÍOnH S¡1, ° y ^««^ las de carácter adminis. 

2!» JlfeS? teSíy^ S '«erada I»r <*t« Cámara con fecha 

¿S> de abril de Ift*, w r , ; "Cereijo", „ qui . SP rpt¡m , t ,, ^ ™ 

r™»tonas que afectaba», los bienes interdicto* perdían „ viwndn v 

orne ™»hi Jé tal eiwunstanc.a". Es decir, que no w trataba de ordenar el 
levan «.mentó de los embargos, inhibidor,.*, bmqaeo* de cuentas V ntXeione 

írl^ " r « n ^ mm ^ ^P»™ I» —-o para I Ita ,S 
esas medida* dispuestas por la autoridad jurisdiccional. 

f*n & *' *' ' ,e r t r leV 4 * Sf/5H 111 1>r 'l""'»' "« Elución de la Fiscalía 
N . nona de ■ f ecupernció,, Patrimonial, dispuso «„„, , lls .<f lIIlH ones ele Vp^en 
fawfcj del hs «do. drtmnnwdte en el »rt. T del decreto-lev MmM^ 

|>.ra,,on Iafnn.on.al ejercerá la representa ción dd Kstado en las musas relativa, 
« personas cuyos bienes se baile,, interdictos, pnm.ovi.lns ,« r | as .SETTS 
terceros ante la Jtrnb Nacional de Jierupernción Patmimni .1 I , Fx, na rLEL 
Nacional de Apelación,, en 1» Civil, Cardal v Pem Ztií ?Tt I 

un, !|^P«*« lt «>rt"«««>t«« constituyen U „„ de las causas promovida* por 
nm. persona cuyos bienes se encentran interdictos v. por ende la ronr-ÍT 
aom del Kstado está « carpo exclusivo del Sr. Proe arador 7 T «orn ? o de 
'Mi^muno de su dependencia <m quien delegue su cometido 
lev $n/is " Ma , " ^™»' ri «W* f? Preceptuado por d «'rt. 2 del deereto- 

rt -" dd ''«reto-ley S124/57, rmrrp.e cf,, lV |ti, N11 dis l>()S ici» ™,1 t™^ 
os .enes ^ SP tt j , (l| N „ e¡u|iaI /'^ ^ ^ta d 

•lenr. por sentencias def,nitiva« T lo que no ocurre c, cs t «, actuaeií I ft „ P „ 
enci.ent.-an, precisamente, pendientes de resolución q 

Que. por lo demás, esa disposición es perfectamente lógica ¿ comidera 
a í«™ recurrente tiene euráeter de liquidadora; v *ób ¿££ S 

(.asa. jHir nilo los paríalos qne se insertan en la vuelta de la ioin i ll« n A« 
se pretende impartir instrucciones a esta Cámara ,,„„ ,,! , I í ■ 
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ues, y apercibir seriamente al Dr. Osvaldo A. Uteiza por las razones -xpresadiis 
precedentemente. — Ilurm-io II. Itvrrdia - Adolfo H< CahrirtU — Juan Cario* 
Henar Várela. 

Dictamen übl Phocuuauoii (¡kseuai. 

Suprema Corte: 

Del escrito do queja so desprendo que el agravio cuya repa- 
ración se intenta deriva de la providencia corriente a fs, 992 del 
principal que resuelve no tener por parte al recurrente, y cuya 
revocatoria éste solicita en el punto tercero del petitorio (fs. 17). 
Pero como la referida decisión de fs. 992 no lia sido recurrida 
por la vía extraordinaria, la presentación directa no puede pros- 
perar. Y si se entiende que el escrito de fs. 985 comporta formal 
interposición del remedio federal contra lo decidido a fa. 977; 
que la resolución de fs. 992 lo desestima; y que esta queja so 
refiere a tal denegatoria, el recurso extraordinario no procede, 
pues lo decidido a fs. 977 no equivale a la sentencia definitiva de 
la causa ni es, por su na tus a loza, revisible en la instancia de 
excepción, 

Correspondí 1 , ñor lo tanto, desestimar la presento queja. 
Hílenos Aires, l.'j de setiembre de l!MKl. — Ramón Lnsatun. 

* « 

FALl.U ni-; LA COUTK St'lMÍKMA 

Buenos Aires, 28 de octubre de 19(¡U. 

Vistos los autos: "Recurso de bocho deducido por la Comi- 
sión Liquidadora, decreto-ley SI 24 57, en la causa Antonio, Jorge 
s interdicción", para decidir sobre su procedencia. 

( 'onsiderando: 

P) Que el recurso deducido a fs. 9S."j, a nombre de la ('omi- 
sión Liquidadora de bienes transferidos a) listado Nacional — de- 
creto ley 8124' 57 — respecto del auto de fa. 977, ha sido, en los 
heclios, denegado por la resolución de fs. 992, por la que se des- 
conoce a aquélla personería para intervenir en las actuaciones. 
Habida cuenta que el interpuesto es el recurso extraordinario 
— se menciona el inc. 3 9 del art. 14 de la ley 48 — y que, en cuanto 
n la privación de la competencia invocada, que se dice atribuida 
por la ley, lo resuelto es definitivo y justifica, por su naturaleza 
institucional, la intervención de esta Corte, en presencia de las 
modalidades de la causa —doctrina de Fallos: 243: 221 ; 245: 351 
y otros— la queja debo admitirse. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
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se declara procedente el recurso extraordinario deducido a U <>KT> 
ue los autos principales. 

Y considerando en cunntn al tundo del asunto i.ur no «vr 
in^'saria nms substaiu'uuiún: 1 

2») Que la actuación judicial contradictoria de dos nítida- 
de., estatales, para la tutela de los mismos intereses v derechos 

e>ta Corte ha declarado incluso que los diferendos entre orea* 

'ü'" l 1S tlV ° S "V 101 "' 11 ? moto * ■ decisión judicial 
-I dios : -MJ: 48!) y sus citas-. Y la excepción que esa juris. 
P™< encía ndmit pam , 08 supilestos de (| ¿ f 1 ' 

sd d.dad ecouonnea personal, respecto de entidad,. d,s,entra 1- 
adas, solo es perfnente con motivo de controversia entre n ,m . 
Uñones ; autarquías. X justifica, en cambio, la múltiple ,, . m- 
sentacjon del Estado ante sus tribunales. 1 

■n Que la conclusión (|U e se M-ue ih lu evuueMo m, ,.T 
-ntulo de que la representación del Kstado, en lo^p -ocedi n e 
to* de interdicciÓ» ante la justicia federal -deeret o. lev ñlJ¿ ' 

ll< ; lil Amisión Liquidadora recurrente para 

Lor el T 1 n„7 ? ! i T ' T ° *í a ' ^ " m,Jm ^ J1 lil ^nsideraciÓM 
po, el in mnal del ondo del artículo, motivo de la apelación 

^^n! S 7° r , ln V,ní ' ulíl <T' <lc J " r ^ ltrt con las t ,nc on 
encomendadas al mencionado ui-anismo v pnr la inexistencia de 
precepto expreso que vede su miela judien,!. > ™ e ZmZ 
^fraordmarm ha sido instituido como el instrun mto ^ uV ko 
para el ejemcio de a función jurisdiccional más alta de ¿£ 
( «■te, la que se satisface cabalmente, cuando están en jiSS 
mmmm do gravedad institucional, con su decisión ñor X 
üesde que su fallo es precisamente el fia de a i riXctói e 
«ente que le ha sido conferida, aún cuando su' e ^ ^o S 
promoverse en contiendas entre particulares. Lo na < no eme Ja 
nusoM,,a de .atores institucional que la jurisprnde c i e , , 

frustra onos dol control ranstitncional do esta Corte P & 7n ta 
en efecto, de condiciones pertinenies pam la eficiencia del iSa 
t rol de consutucionalidad v de la casación federal q,« e s a C„rt e 

hftónr^ri tonsi<jCTa ™" »« tradirionalmento la 

nterprctacion do las oorraas qoc ¡fobiemnii la iurisdicción nn. 
ha s,do acordada al Tribunal por ley formal del Egreso? a 
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saber, el art. 14 de la que lleva el número 48 y G de la ley 4055. 
listas que, a su vez, reposan en el initiripio consagrado por el 
«rt, 31 ile la Constitución — y reiterado en el art. 2 de la ley 27- 
de la supremacía del orden c .ustitucional y do las leyes que se 
dicten en su consecuencia, han sustentado la extensión del recurso 
extraordinario a los supuestos de arbitrariedad, cumplida a par- 
tir d«- Fallos : 184: 1H7 y requieren la intervención del Tribunal 
en los casos de aplicación frustratoria de dercclios federales, 
ríe las normas de orden procesal, ya admitida también en Fallos: 
190: 50, '- l *J8 y 409 y otros. Que a un orden similar, aunque más 
radical de ideas, responde la doctrina estnblecida a partir de 
Fallos: ?39¡ 459 — v. también Fallos: ¿41 : 291; 244: 68 y otros— 
con fundamento en la efectividad de ¡a vigencia judicial de los 
principios constitucionales, que obviamente vale también en el 
ámbito de la determinación interpretativa de la jurisdicción extra- 
ordinaria, formalmente atribuida por ley a esta Corte. Se trata, 
por lo demás, de una tendencia que se observa de la misma ma- 
nera en la legislación y en la práctica norteamericanas y que se 
manifiesta en las normas procesales expedidas por la Suprema 
Corte de aquel país — confr. U. S. Supreme Coitrt Digest, t. 17, 
p. 19 y sigtes. — . 

4*) Que, en la especie, constituye cuestión institucional de 
gravedad lo atinente al nlcance del art. 10 del decreto-ley 5148/ 
55, tanto por el carácter federal de sus disposieio.ies como por 
el orden de valor ético a que responden y la naturaleza de los 
bienes a que se aplican. En efecto, la triste gravedad y la repu- 
diable desviación moral de ios hechos que motivan la mencio- 
nada legislación concurren a imponer la intervención de esta Cor- 
te e impiden la extensión interpretativa de las excepciones que 
el régimen legal admite. Kn tanto no existe sentencia judicial 
que acredite, con valor de cosa juzgada, que los bienes afectados 
por la medida precautoria no lian sido producto de lo que la ley 
acrimina como sistemática expoliación del patrimonio nacional, 
debe declararse improcedente su entrega a los interdictos, so coloi- 
de su responsabilidad económica u de la de sus representantes, 
por razón de su mejor custodia y utilización, así como de la 
proporción escasn que guardan con el monto total del conjunto, 
pese a su importancia propia no dudosa o « la particular circuns- 
tancia de que la totalidad de aquel conjunto se ordenó transferir 
a la Nación por resolución administrativa no revocada o en 
apelación ante el a quo. _ 

5«) Qne en he agregar que, ?\ ocasionalmente la solución pu- 
diera admitir duda en orden a trámites precautorios, con funda- 
mento ,.n consideraciones de equidad y humanidad, tal orden de 
razones no es atendible respecto de qnien se afirma haher estado 
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notoria y específicamente implicado en el doloroso proceso que 
so trata de enjuiciar. 1 

*> fc^lJaST" roso,, "' ilí " " pi "'" 1 " d0 * ! ' 77 de ftt '"" 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. AnÁoz de Lamadrid 

— Luis María Bofki Boggero (se- 
ntía su voto) — Julio Oyhanarte 

— Pedro Aberastury — Esteban 
Imaz. 



Voto url Señor Ministro Doctor Don Litis María Boffi Boooero 
Considerando: 

m Que recurre de heeho ante esta Corte, mediante apode- 
rano, la Comisión Liquidadora Decreto-ley 8124/57, en razón de 
que la támara Nacional de Apelaciones *n lo Federal y Conten- 
ao S oadinin. 8 trativo de la Capital Federal resolvió el 25 de julio 
tfJi a n . 4 teiierIa I»rte. Por carecer de personería" a 

SSLTi "t 7 nU ' e " laS act ° acio »™ relativas al interdicto 
«e quien trata esta causa. 

t f 'i ri ! la i la C° mistón recurrente que, de la simple lectura del 
Udefd ''rd/:^ "f 6 COn ^denciaque las SeS 

de £o™íí?i i d, í lim8tlat 1 ,vo ¡««nadae a la Junta Nacional 
«¡i? P ? trünollia » no fueron transferidas a los Tribu- 
ales de Justicia sino a la propia Comisión Liquidadora. Añade 
que a .ntervencion del Procurador del Tesoro es exclusiva e.. 

Tcil^n ^- rG V° P í mCÍpa J t l * Caufla ' mas d * -nodo 
en cuanto atañe a la entrega de bienes a los interdictos antes de 

que se encuentre firme la sentencia definitiva, ni en cuanto so 
refice a la designación de depositario de esos bienes, porque esos 
«dos son de administración y sólo corresponde decidirlos a elia. 
Jfi» Mrtud de lo expuesto y luego de una exégesis de normas 
af.nes, estima que el auto de fecha 20 de nrnvo del corriente año, 
que resolvió hacer entrega de bienes a los depositarios que de! 
signa, as como también e auto per el cual se le deniega perso- 
nería, deben ser dejados sin efecto. 

l») Que el recurso extraordinario interpuesto es procedente 
desde el punto de vista formal por haberse negado de modo defi- 
nitivo la |>ersoneria invocada, en el caso, "autoridad ejercida en 
nombre de la Nación" (art. 14, inc. 1*, de la lev 48) y en virtud 
de haberse cuestionado la inteligencia de una ley federal, siendo 
la decisión adversa al derecho que el recurrente fundara en ella 
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(nrt. cit. ¡uc. 3?}. La queja interpuesta contra la denegación del 
recurso extraordinario lia de sor, así, acogida. . 

Por ello y habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara procedente el recurso extraordinario. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto, por no ser 
necesaria más sustanoiación. 

;P) Que tanto de la armonización de los artículos pertincur 
tcs citados por el a quo y por la quejosa — normas donde se 
regulan las funciones de la Comisión Liquidadora, sin excluirla 
clara .y concretamente de la actuación judicial en causas como 
la sxb examine — , cuanto de la naturaleza de la medida contra la 
cual se interpuso el recurso, surge una situación que, interpre- 
tada del modo más adverso para las pretcnsiones de la Comisión, 
sería de duda acerca di' la posibilidad de actuar en la defensa 
judicial de los importantes intereses morales y materiales con- 
fiados a su celo. 

Y en caaos semejantes ha de estarse por la tesis favorable 
a la garantía constitucional de la defensa en juicio, porque, como 

10 dijo esta Corte en Fallos: 24o": 87: 4 'la interpretación de la 
ley debe realizarse, en cnanto sea posible, sin violencia de su 
letra y de su espíritu, de manera que eouenorde con los principios 
y garantías de la Constitución Nacional —Fallos: 200: 180 ; 23Q: 
548 y otros — , lo que, en supuestos de auténtica alternativa, lia 
dado también lugar al otorgamiento del recurso extraordinario 
a partir de Fallos: 17(i: :!.10". (Asimismo, fallos del 14 de octubre 
ppdo. en causa S. 1881» Superintendencia, y votos del suscripto 
en Fallos: 243: 504: causa P. S-lii, Recurso de hecho, del 27 de 
abril ppdo.; causa I. 78, hábeus corpus. del 10 de agosto ppdo. 
y varios otros). 

4*) Que el "control de coustitueionníidad" por parte de 
esta Corte muestra el más alto grado cuando, ajustándolo a las 
normas vigentes, señala el camino que impone a los demás en 
nombre de la Constitución y asegura, de ese modo, la certeza de 
las relaciones jnrídicas. 

Por ello, aceptada la personería de la Comisión recurrente 
de acuerdo con las razones que anteceden — sustancialmente 
afines con los fundamentos expuestos por esta Corte en la decla- 
ración de arbitrariedad, en la intervención ante normas proce- 
sales interpretadas de manera frustratoria de un derecho fede- 
ral y en la acción de amparo — no procede en opinión del 
infrascripto invocar normas incorporadas, con base en una ley 
previa, por la Suprema Corte de los Estados Fnidos sobre "Ju- 
risdiction on writ of certiorar'*' - *'United States Supreme Court 
Digest", t. 17, págs. 19 y siglos, y especialmente sobre Regla 10: 

11 Considera! ions governing review on Certiorari". Aparte de que 
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esta última fundamentación no resulta necesaria en la causa cabe 

SÍTS tó^ri? lGy ~» a la que ou l ^ 

nstitui pT»,: * f" 1 ' 1 ^ y d p, '°- VCCto doilde ae Procuraba 
mst.tnu el wnt of ccrtiorari» en este país (Ver Diario de Se- 

Sreso K UV ° W H " °P° l * tu » idad cogida por parte del CoÍ 

i>°) Que entre las normas sancionadas para castrar "la 
conducta reprobable, desdorosa y ^SSltf 

22 , u }°\ (fundamentos del decreto-ley 5148/55) se cncuon 
MÍ ' n0, ' ma ***** CUya h ^«™ * debate " 

eión ^^nS^ÍT 1 Jmita Nac¡0na! <** Kscupera- 
S^iSSSSl^^f t0IKar lilS l,,etlií,as necesarias para que 
■> mleid ccmn dispuesta por el ort. F permita el desarrollo de 
las aetmdades normales de las empresas 

tn-, las ,nedidas precautoria, que lo impidan». Y de su íex^ sur- 

La elevada finalidad del régimen crmAo sane ¡ onar Jas 
graves transgresiones al patrimonio naeiomi *e ST^ 
«Imnte una faz precautoria y otra definitiva, A ésta se fe^a por 
sentenc.n firme mediante la cual se declare la existencia o fneiTs 
toñera de esas transgresiones. Do tal manera, toda medida m e" 
nnentras esa sentencia definitiva no sea di dada? 7ZtTln 
^ an^pada do bienes, en las condiciones cM Z Ztine 
n. erpretando con excesiva amplitud el art. 10 pvJ¿lo 7re2 

, !KI(>n ¿ Calidad de los bienes de que es titular el ¡nterdie 
o... existentes en el país y en el extranjero» (fu 874/%o ño 
los autos principales) entraña nn gravamen irrepaS -por 
t m efectos posibles sobre el resaltado del inicio» (Fallos- M 
jj^asinnsmo, doctrina de fallos allí citados; 150: ¿0 y muchos 

«¡oJIL I 8 ^"^aciones precedentes se robustecen te- 
ce" í« U C T* a ^ d ben 1 efÍ ? Íarí ° de ,fl medi ' la ieeur "da apa- 
ree en la actualidad --cualquiera fuese el resultado final de la 
mvest.gac.on- implicado notoriamente y de manera muv sinya. 
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lar en el proceso doloso que conmovió y conmueve la conciencia 
jurídica y cuyo juzgamiento se procura formalizar mediante la 
sustanciaeión de esta causa. 

Por ello, se revocan las resoluciones de fs. !)77 y 992. 

LriS MaUÍa BoKKl BOGfiEKO. 



.11* A N DOMINGO APESTEGÜIA y OlKOS v, AUTOMOVIL 
CLUB ARGENTINO 

m&tJMSÜ DE QUEJA. 

El reclino de queja ante la Corte SuprriiNi presupone U lUncgutoria de la 
apelación extraordinaria. 

RECURSO DE QUEJA. 

No procede ti recurso de queja cuando el tribunal a quo, en la misma rtvo 
lución que desestimó el incidente de nulidad y denegó los recursos de ape- 
lación y nulidad interpuestos subsidiariamente, se" limitó a tener' presente el 
recuno extraordinario deducido, sin que el recurrente solicitara, posterior 
mente, un «preso pronunciamiento sobre el punto. 

Dictamen- »el Proco i:Aimu (¡kxkual 

I 

Suprema Corte: 

El presente recurso extraordinario ha debido sor interpues- 
to ante el superior tribunal que intervino en el juicio y no —como 
m ha sido — directamente ante V. E. 

En consecuencia, y por ello, debe ser desestimado. Buenos 
Aires, 18 de octubre de 1960. — Ramón Laácanó. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, de octubre de lí>60. 

Vistos los autos; "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Apcsteguía, Juan Domingo y otros c/ Automó- 
vil Club Argentino", pura decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que el reeui'so de queja ante la Corto Suprema presupone 
la denegatoria del reeurso extraordinario (Fallos: 243: 297 y 
otros). 

Que tal requisito no concurre en el caso, pues el Tribunal a 
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quo, en la misma resolución por la que desestimó el incidente de 
nulidad y denegó los recursos de apelación y nulidad interpues- 
to» subsidiariamente, se limitó a tener prosélito el recurso extra- 
ordinario deducido, sin que el recurrente solicitara, posterior- 
mente, uu expreso pronunciamiento sobre el punto. 

Por ello, habiendo dictaminado el 8r. Procurador General, 
se descama la queja. 

Abistóbulo D. Aiwoz i>e Lamadbid. — 
Julio Oyhanahte. — Ricaudo 

COLOMBHES. — EsTKHAN ImAZ. 



DOMINGO ACCIARDI v, M&m ORREKA MOLINERA ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Remitas propio*. Cernes no fedérale,. 
Interpretación de normas y acto* comunes. 

Lo atinente al carácter «atable o transitorio de las empleados designados por 
el interventor en una entidad sindical, constituye una cuestión de derecho 
común, propia de los jueces de la causa c irrevisible en la instancia extra- 
ordinaria. Ello es así también respecto de la ratificación o confirmación 
que supondría la prestación de servicios posterior al cese de la intervención. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Recito* propíos. Cuentones no federales. 
Sentencias arbitraria*. Principio* genera!e* % 

La sentencia que tiene fundamentos de derecho común v apoyo jiiriapruden- 
cial suficientes para sustentarla, *s insustceptible de ln taclia de arbitrariedad. 



Dictamen del PitoornAiHiit (íknedal 
Suprima Corte: 

Aun cuando el apelante pretende sustentar el recurso extra- 
ordinario que deduce a fs. 13í> de los autos principad en la arbi- 
trariedad del fallo recurrido —sin mencionar, sin embargo, cuál 
es la garantía constitucional que considera violada—, del escrito 
pertinente se desprende que lo que sucedo, en definitiva, es que 
aquel discrepa con el a quo en lo que se n-fiere a la valoración 
de la prueba rendida por las partes, y en especial, del documento 
que en fotocopia corre agregado a fs. 23 del principal. 

En tales condiciones, y toda vez que la sentencia ha resuelto 
el pleito por razones do hecho y prueba y por aplicación o inter- 
pretación de disposiciones de derecho común, considero que el 
remedio federal intentado es improcedente, por lo que ha sido 
bien denegado a fs. 164 de los autos principales. 
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En consecuencia, pues, corresponde no hacer hipar a la pre- 
sente queja, Unenos Aires, 20 de octubre de líifíO. — Ramón Las- 
en no* 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de octubre de 1ÍJ60. 

Vistos los autos: ''Kreuvso de hecho deducido por la actora 
on la causa Aceiardi, Domingo e/ Unión Obrera Molinera Argen- 
tina 1 ', para decidir sobn; su procedencia. 

Y considerando : 

Que lo atinente al carácter estable o transitorio de los em- 
pleado* designados por el interventor en una entidad sindical, 
constituye una cuestión de derecho común, propia de los jneces 
de la causa, e iü susceptible de revisión en la instancia extraor- 
dinaria. Kilo es así también respecto de la ratificación o confir- 
mación que supondría la prestación de servicios posterior al cese 
de la intervención. 

Que la sentencia dictada a fs, 156 de los autos principales 
tien«> fundamentos de aquel carácter y apoyo jurisprudencial que 
son suficientes para sustentarla, lo que excluye la tacha de arbi- 
íraricdnd invocada por el apelante. 

Por ello, y lo dictaminarlo por el Señor Procurador General, 
se deso*tima la precedente queja, 

Benjamín VlLLKüAS Hasavilhaso. — 
AnisTÓnri.0 V). AifÁoz m Lama- 
nmn. — Jumo Oyiianaiíte. — Rt 

CARDO fJOLQMHRFJS. — EsTElUV 



CARLOS A. ORAL 

HECUKSO POR RETARDO O DENEGACION DE JUSTICIA. 

A la Corte Suprema m\a le corresponde conocer de lus <|u«-i:*s por retardo 
de justicia deducidas contra Ins cámaras de apelaciones — art. 24, inc. 5*, 
del decreto-ley 1285— (M. 

SUPERINTENDENCIA. 

lát denuncia contra un juez nacional de primera instancia en lo civil por 
negligencia en el cumplimiento de sus funcione?, debe ser sometida a la 



en 8$ de octubre. 
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Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, a la que corresponde el ejer- 
cicio de la superintendencia directa sobre los magistrados y funcionarios 
del fuero — art. 2% inc. 4\ de la ley ". HMt, y urt. Íl8 del Rrglumento parr. 
la Justicia Nacional í 1 ). 



JULIO VIRGOLlXt 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimiento*. Doble infancia y recurso*. 

Es irrevisible en la instancia extraordinaria la resolución de la Cámara que 
declara bien denegada por el juez la apelación y rechaza el recurrí de queja 
deducido ante ella. 

CONSTITUCION NACIONAL: ConMHucionulidad e imamtitmion,>nd«d, /..-. 
>f* nacionales. Procesales, 

El art. :í8 del Código de Procedimientos en lo Criminal no es violutorio de 
las garantías constitucionales referentes a la libertnd individual y n l:i deten - 
-a cu juicio. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantios. Defensa en juicio. Pro- 
cedimiento y sentencia. 

El art 38 del Código de Procedimientos en Jo Criminal no impide el ejer- 
cicio del derecho de defensa. 

■ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Úrnirtmc,,. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la iiiconstilucñuialidad 
del art. 38 del Código de Procedimientos en lo Criminal — que se reputa 
lesivo del derecho de defensa y de la libertad individual—, ai el propio recu- 
rrente reconoce que no cansaría agravio al encausado la paralización del 
proceso, dispuesta en cumplimiento de aquel precepto, en el supuesto de 
que le fuera concedida la excarcelación, sobre cuya denegatoria no cabe 
pronunciamiento alguno por la Corte. 

DtCTAMKX DFX PlUHTIUDOR (i EN ERAL 

Suprema Corte; 

V. E. tiene reiteradamente resuelto que no son recurribles 
por vía de la apelación extraordinaria del art. 14 de la ley 48 los 
autos en los cuales se declara improcedente un recurso para ante 
el superior tribunal de la causa. 

De tal naturaleza es la resolución de fs. 7, que deniega la 
queja interpuesta ante la Cámara de Apelaciones en lo Criminal 
y Correccional a raíz de la denegatoria dictada por el Juez del 
Crimen : por lo que corresponde» en mi opinión, declarar mal 



(1) Fallo»: lirt: 79 y S0!í; 42; IftS; 57; ü:(í>: »2. 
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concedido el recurso extraordinario interpuesto a fs, 8 contra !n 
resolución mencionada. Buenos Aires, 8 de julio de 1960. — Ra- 
món Líhscano. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 31 de octubre de lí)f¡0. 
Víalos los autos: "Virgolini, Julio, recurso de hecho". 

Considerando: 

Que, como lo señala el dictamen precedente del Sr. Proeu 
rndor General, la decisión de fs. 7, en eutuito declara bieu dene- 
gada por el juez ta apelación y rechaza el recurso de queja dedu- 
cido, e* irrcvisible en la instancia extraordinaria, según reite- 
rada jurisprudencia. 

ix» r lo demás, el art. 38 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, que establece un orden de prioridad para el juz- 
gamiento cuando una persona comete delitos que dan lugar a 
procesos ante la justicia federal y la provincial o común de la 
Capital, no es violatorio de las garantías constitucionales refe- 
rentes a la libertad individual y a la defensa en juicio, invocadas 
en el escrito do fs. 8/9. Esa norma no impide, en efecto, el ejerci- 
cio del derecho de defensa y en cuanto a la privación de la liber- 
tad personal, no resulta en el caso de la aplicación del art. 38 
del Cód. Proe. Crim. sino del juego de las normas procesales 
referentes a la excarcelación que, según se expresa en el recurso, 
le habría sido denegada al procesado. Y puesto que, como so 
reconoce a fs, % vta., "no causaría agravio al procesado la deci- 
sión recurrida, si le fuera concedido el beneficio de la excarcela- 
ción", de cuyti denegatoria no cabe pronunciamiento alguno en 
estos iintos, resulta claro que el recurso extraordinario fundado 
cu la inconstitucionalidad del art 38 citado no puede prosperar. 

Por ello, habiendo dictaminado ci Sr. Procurador General, 
se declina improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs, 10. 

Bkn-jamjx Villegas Basavilbaso — 

PeWIO AbbRASTURV — RlCATtDO 

CoLOMJiitEs -— Este fían Imaz. 
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ETELYIXA EKTHER RA LM ACEDA DE SARMIENTO v. CLARA HERRERA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: toquilos propio,. C«„tíonr, „o federales. 
Interpretación de normar y acto, comunes. 

La interpretación y aplicación de las leyes vilotes fu materia de locación, 
que revisten carácter común, es extraña ni recurso previsto ¡wr el art 14 d* 
la ley 48 Ello también es así respecto del régimen de aplicación de dichas 
leyes en el tiempo ( ] ). 



JULIO GOLDRERG v. S. K. L ORRE FILMS 
RECURSO DE QUEJA. 

Es improcedente la queja, por denegación del reeftrso extraordinario. . liando 
no se demuestra la relación que existe entre los hechos de la causa v las 
cuestiones tcdemlcs que se desean someter a coiiocíniieiito de la Corte" Tal 
deficiencia no queda cubierta por la presentación de los recaudos usuales. 

RECURSO EXTRAORDINARIO. Requmtos propias. Cuestione» »,> federales. 
Interpretación de norma» y actos eomuues. 

Lo referente a determinar si la traducción de los diálogos de un» película 
cinematográfica constituye una obra intelectual, en los términos del art. 4' 
me. e), de la ley 11.72:}, es una cuestión de hecho v de derecho común 

¿te1*tí^ jUWea ^ '* P<,U8fl y RÍ * m " * j uriiit " lil ' < ' i,V " «traordinaria 

RECURSO EX TRAORDIS ARIO: Requisito* propio,. Cnettione* m federe*. 
>ew/cMi'ifls arbitrarias. I mproeedeucia del recurso. 

Es inaplicable ta doctrina estrictamente excepcional establecida en materia 
de arbitrariedad si los agravios del apelante sólo traducen su disconformidad 
respecto del criterio con que la Cámara valoró la prueba testimonial, fijó el 
monto de los perjuicios ocasionados al recurrente e interpretó el alcance del 
-•.nitrato entente entre las partes. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, ;il do octubre de 1960. 

Vistas los autos: "Recurso do hecho deducido por la aetora 
en la causa Goldber»;, Julio c/ Orbe Films, S. R. para decidir 
sobre su procedencia. 

Y considerando ■ 

Que la queja no demuestra la relación que existe entre los 
hechos de la causa y las cuestiones federales que se desea «orne 
ter ai conocimiento de esta Corte. A lo que cabe añadir que tal 
deficiencia no queda cubierta por la presentación de los recau 
dos usuales (Palios: 235: 27ti; 243: Tm v otros). 



( l > 31 de octubre. Fallos: 245; 200. 
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Que, por otra parto, lo referente a determinar si la traduc- 
ción Ue los diálogos de una película cinmetográfica constituye 
una obra intelectual en los términos del art. 4, inc. c) de la ley 
11.723, es una cuestión de hecho y de derecho común, propia de 
los jueces de la causa, y ajena a la jurisdicción que acuerda al 
Tribunal el art. 14 tic la ley 48. 

Que los restantes agravios del apelante no encuadran en la 
doctrina estrictamente excepcional que esta Corte ha laborado 
en materia de arbitrariedad, pues sólo traducen su disconformi- 
dad respecto del criterio con que la Cámara valoró la prueba 
testimonial, fijó el monto de los perjuicios ocasionados al recu- 
rrente e interpretó el alcance del contrato existente entre las 
partos (Fallos: 240: 352, 44U; 242: 179, 252, 308, 371 y otros). 

Que, en las condiciones expresadas, las garantías constitu- 
fionales invocadas carecen de relación directa e inmediata con 
ia materia del pronunciamiento en recurso. 

i\>r ello, se desestima la precedente queja. 

Bex.tamín* Villegas Basavilbaso — 
Ahistóbl-lo D. Aiúoz de LAMA- 
ISMO PEDlíO AllERASTURT — 

EsTElíAN ImAZ. 



ROBERTO SAMUEL GAGDINE v. S. R. L. SUCESORES 1>E VITAL 

GAGUINE t Ornan 

RECURSO EXTRAORDIXARIO; Requisitos propios. Sentencia definitiva. 
f(<nohtri»n(s <uiteriores a la Sfntencia definitiva. 

La resolución que no hizo Uijrar al recurso de reposición deducido contra la 
providencia que tuvo por contestados en término las exeepeioneg opuestas 
l">r i! demandado, nn constituye sentencia definitiva en los términos del 
art. 14 de la ley 48 0). 

RECURSO EXT RAO RDIXARI Ó: R,qttmtos propios. Cuestiones no federales, 
fnh-rprttitriiht de norman locitíes (Ir prceedimitntos. f'asos varios. 

El riVimen de- las notificaciones judiciales constituye materia procesal ajena 
al recurro extraordinario. 



RICARDO LIXCH r Otro y. A XA GARE dk NAYMARK y Otro 

RECURSO EXTRA ORl>IXA RIO: Requisitos propios. Cuestione» no federales, 
interpretación de normas y actos comunes. 

Lo atinente a! alcance de la. cláusula contenida en un boleto de compraventa 
no constituye cuestión federal qne sustente et recurso extraordinario. 

(i) 31 da octubre. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Cuestiones no federmlcs. 
Sentencias arbitrarias. Principios generales. 

La aplicación de la doctrina establecida en un fallo pl enano no invocado 
por la parte a quien beneficia, no comporta agravio a las garantías consti- 
tucionales de la igualdad y de la defensa en juicio, ni es susceptible de la 
tacha de arbitrariedad. Ello no significa otra cosa que una manifestación 
del principio según el cual los jueces deben elegir el derecho que a su 
criterio rige el pleito. 

RECURbO EXTRAORDINARIO; Requisitos comunes. Gravamen. 

La decisión acerca de la devolución de la seña a quien la ha entregado y del 
derecho qne pueda corresponder a Ju contraparte para reclamar indemniza- 
ción, respecto de los posibles daños derivados de la rescisión del contrato 
de compraventa, no configura gravamen suficiente que autorice la apelación 
extraordinaria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales, 
interpretación de normas locales de procedimientos. Casos varios. 

La determinación de las cuestiones comprendidas en la litis no es revisible en 
la instancia extraordinaria, salvo el supuesto de arbitrariedad. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, de octubre de 19üU 

Vistos los autos: "tíecurso de hecho deducido por los deman- 
dados en la causa Liuch, Ricardo y otro e/ Nnymark, Ana Gabe 
de y Moisés S. Naymark", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que lo atinente al alcance de una cláusula contenida en un 
boleto de compraventa no constituye cuestión federal que sus- 
tente el recurso extraordinario. 

Que la aplicación, al caso, do la doctrina establecida en un 
fallo plenario no invocado por la parte a quien beneficia, no 
comporta agravio a las garantías constitucionales de la igual- 
Jad y de la defensa en juicio, ni es susceptible de la tacha de 
arbitrariedad, desde que no significa otra cosa que una mani- 
festación del principio según el cual los jueces deben elegir el 
derecho que a su criterio rige el pleito (Fallos: 239: 50 y otros}. 

Que lo decidido acerca de la devolución de la seña y del dere- 
cho que pueda corresponder a los actores respecto de los posibles 
daños derivados de la rescisión del contrato, no configura, para 
el recurrente, gravamen suficiente que autorice la apelación. Por 
lo demás, la determinación de las cuestiones comprendidas en la 
litis no es revisible en la instancia extraordinaria, salvo el su- 
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puesto de arbitrariedad, que no concurre éti el caso (Fallos; 234: 
14: : '289, 362, 7tiS; 241: 1Ó8 y otros). 
Por ello, se desestima 1 la queja. 

BkS.IAMÍN* VlLLKlíAS Ba.SAVII.HASü. - — 

AitJSTÚni"i.o l>, Aiiáoz i>k Lama- 

l»«l> - Pki.ro AbeIIAATI'RÍ - 
KSTKBAX [SIAÜ. 



FIIAXCISCO A. MKSSIXITI v. M. K. (¡CTIKKHKZ v Qsm 

fíECBÜSO KXTRAORIUXARKi: Requisitos propios. C ue.xt iunts no federales. 
Interpretación de norma* loraírs Ur ¡troridimieiitax. l>uhir inxttttiriti 1/ recursos. 

Las resoluciones que declaran improcedentes recursos deducidos pHru ante 
el tribunal de la causa, no son susceptibles íle apelación extraordinaria. Tal 
ocurre con el pronunciamiento de la Cámara de Pa* ipie. eou fundamento en 
ln dispuesto por el iirt. :'>¿ de la ley ll.lfcl-t, dccluró bien denegado el recurso 
de apelación deducido pura ante ella ('). 



MAM'KLA VKXTt KA lU'KXu t*K XACCÜIO v Orrus v. UKíIXIO 

SAKKLLA y O-sof! 

JtKCI'KSO KX TU A OH 1)1 X A RIO: Requinto* propio*. f»r*tímt» «" pÍílSrf«; 
l»l, rpri toi ión de norma* y netos rom unes. 

]/) referente al alcance del acogimiento a los beneficio;; del decreto-ley 
10.077/56 es materia de interpretación de una norma de derecho común, 
reservada a los jueces de la enusa y ajead a ln .jurisdicción extraordinaria 
de ln Corte. ljrual carácter reviste el punto atinente a ln aplicación de la 
ley 14.821 

RECORDO KXTRAOROIS ARIO: Requisito* propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de norma* focales dé pmredimUntof. Cosos vario». 

Im decisión respecto de la perencíóu de la instancia reviste carácter procesal 
y ea irrevisihle en Ja instancia exlrs rdinarin. Lo mismo ocurre con la pres- 
cripción de la "fletio ttidicítti*' ( 3 ). 

RKCI'RSO K X T R A ORDINARIO : Resolución. Límite* é*i ¡tromturiamieuio. 

Kl pedido de amparo l'm-uuilado en la ipiejti no amplía la jurisdicción extra- 
ordinaria de la Corte. 



(U :d de octiilire. FíillMi E45: 99. 

{2\ ;ii de octubre. 

<a) FiiIIon: 7IÍ7; ¡2.1P: HM. 
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ACUERDOS pe la CORTE SUPREMA 



JUZGADO NACIONAL DE PAZ N* 37. FERIADO JUDICIAL DE LOS 
DIAS 14 AL 18 DE NOVIEMBRE 



« líe ? ae r° 8 / ire8 ,' • »** 7 düu del mes de noviembre del ano 1060 ™miA». 
£tt\l£j^^? ?°r ^f tóbuI ° Aráo * <*« Umadrid, Don L^M¡£ 
Consideraron : 

Qne p conforme Jo sotieitn d Señor Jnea en m oficio de feche 31 de «tari». 
Resolvieron : 

"7*1*^**? * ,a ,an,,t * d «Ublecioa por el art 2» del |WW 
«tato pan ta Justicia Nariotuü- feriado jodida!, . |« T efeeto. Dm««Lr2Í 
el Juagado Nacional de Primer. Inrtaod* de Paa 37 d^de JÍT^Jm 
del comente meluaive, debiendo «utítoir .1 Doctor Molina Portel» ffi rf £¿¡ 

demora. correspondientes a gestiones que no adnritu 



« JíÍLl SÍ SSafS? 11 y tD " nd * ron < ordenando » comunieaae y n 
^W^o~oÍSSST £S "í * D * ID ~ L»« HAnU Bom tai 

irL™ „ , UTHAMABTE — PlDBO AbESASTCRY — RICARDO COLOMBIA _ 

Esteban lita*. - Jorge Arturo Peró (Secretario). 



JUZGADO NACIONAL EN LO CIVIL N* 28. PRORROGA DEL FERIADO 
JUDICIAL DURANTE LOS DIAS 9, 10 V 11 DE NOVIEMBRE 



En Bueno* Aires, a loa 7 di» del mee de noviembre del año 1960 
en la Se a de Acuerdo» del Tribunal, el Señor Presidente de » Corto'» 
de Justa*, de k Nadón, Doctor Don Benjamín Ville**, BmrilLu» » WfEI 

Boffi Bogsero, Don Ricardo Colombre» y Don Esteban Imu, 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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214 FALLOS DE LA CORTE SU -REMA 

Consideraron : 

Que el Tribunal dispuso en su Acordada de fecha 28 de octubre último, 
declarar feriado judicial, a los efectos procesales! para el Juzgado Nacional de 
Primera Instancia en lo Civil n* 28 de esta Capital, durante loa días 2, 3, i, 
7 v 8 del corriente, con motivo de su traslado al inmueble de la Avenida Roque 
Háenz Peña 1174. 

Que, ante el requerimiento del Señor Juez a cargo de dicho juzgado, Doctor 
José Manuel Campos, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil en su 
oficio de fecha 4 de este mes, solicita —en atención a las razones expuestas — 
se prorrogue el feriado judicial durante los dina 9, 10 y 11. 

Que, en consecuencia, corresponde que esta Corte Suprema dicte, a loa efec- 
tos procesales, la acordada pertinente. 

fí fwtfvier iii ■ 

Prorrogar el feriado judicial, a bis efectos procesales, para el Juzgado Na- 
cional d<- Primera Instancia en lo Civil n* 28, por el término de tres días, a partir 
del 9 inclusive del eorrknte, debiendo sustituir al Doctor Campos, el Señor Juez 
n cargo del Juzgado n* 12, Doctor Alberto R. H. Oartland, Secretaría n* 23 del 
Doctor Bernardo Rosenfeld, para la recepción y despacho de los escritos corres- 
pondientes a gestiones que no admitan demora. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. — Benjamín Vi llegan 
Basavilbano — Aristóbuu) D. Araoz i>e Lamadkíu — Luis María Barrí Boooe- 
ro — R icario Cohombres — Esteban- ¡haz. — Jorge Arturo Pero (Secretario). 



SUSPENSION DEL CURSO DE LOS TERMINOS DURANTE EL DIA 7 
DE NOVIEMBRE, EN LA JUSTICIA NACIONAL DE LA CAPITAL Y 
TRIBUNALES FEDERALES DEL INTERIOR DEL PAIS 

En Buenos Aires, a los 9 días del mes de noviembre del año 1960, reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Juez Decano de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid, y los 
Señores Jueces Doctores Don Pedro Aberastury, Don Ricardo Columbres y Don 
Esteban Imax, 

Consideraron : 

Que, en el día 7 último, el traslado de litigantes y profesionales a los tribu- 
nales se ha visto seriamente perturbado como consecuencia de la falta de medios 
de transporte. 

Resolvieron : 

Declarar suspendido el curso de los términos en la Justicia Nacional de la 
Capital y Tribunales Federales del interior del país, durante el día 7 de noviembre 
de) corriente año, sin perjuicio de la validez de los trámites judiciales que se 
hubieran cumplido. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. — Aribtóhuixj D. Aráqz 
pk Lamaísmo — Peumo Aberastürt — Ricardo Colambres — Esteban Twaz. — 
Jorge Arturo Peró (Secretario). 
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HOMENAJE AL DOCTOR JOSE FIGUEROA ALCORTA 

mm , E " Sumos Aires a los 11 días del mes de noviembre del año 1960, reunidos 
2 \*J- í . A T H f M TribunflI ' tl Sefior P««ide n te de Ja Corte sTreZ 
Wf' ?T ^tóbalo D. Arfo, de Lamadrid, Don Luis María 

Consideraron : 

JiJwÉJ^lt í 1 eoiTÍ « nt * 1 ^ I í a »'Pl« *1 Centenario del nacimiento del Dr. 
Resolvieron : 

l-i* !í íí ^ Í8tÍr Sí Corporación 111 act ° de ''«"""naje «ti* se efectuará en Ja Reco- 
leta el domingo 20 del mes en como. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, por ante mí, que dov fe. — Bbkjamíh 

2^ Iw H ° _ T JüU ° 07 " AÍ,ARTK - PEÜR< » ArEKASTUKY - R.0ARDO 

— Esteban Iwaz. — Jor^ Arturo Pero" (Secretario), 



PRORROGA HASTA EL V DE FEBRERO DE 1001 PARA EL TRASLADO 
A LA CAPITAL FEDERAL DEL PERSONAL DEL EX JUZGADO FEDE- 
RAL N* 1 DE FORMOSA 




Sffi SS^SS S? n Í , 8tÓbul ° í Aré ° Z * ,jni,10(lri<1 ' D "» L » ¡ * María 
Boffi Boggero Don Julio Oylmnarte, Don Pedro Aberasturv, Don Ricardo r - 
lombrcB y Don Esteban Inmz, w 

Consideraron : 

Que el Tribunal dispuso por Acordada de f celia V> <]p ««Humh™ Ai»; 

Lapital antes del día 15 de noviembre. 

Que, según manifiesta el Señor Juez Federal dé Formosa, Doctor Juan B 
-^P^"^ de Soperintendcncin n' 2237/60-, |„ transferencia de 

mzon de su elevado numero, por lo cual solicita prórroga parí, el traslado del 
personal a que se ha hecho referencia. 1 ™»iado del 



«te 
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Asimismo el personal afectado por el traslado ha pedido se lo postergue 
hasta el 1* de febrero del año entrante, invocando dificultades en materia de 
vi virad» que harta ahora no han podido salvar. 

Por otra parte, aún no se encuentran habilitados los tócales que han do 
adjudicar*' al Juzgado Nacional de Primera Instancia en ln Criminal de Instruc- 
ción »* 12. 

Que teniendo en cuenta las circunstancias señaladas corresponde neeeder a 
la prórroga solicitadn. 

Revolvieron : 

Prorrogar hasta el día V de lebrero del año entrante el término establecido 
por Acordada de 12 de setiembre último para el traslado a la Capital del personal 
del ex Juzgado Federal n* 1 de Formosa. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. — Benjamín Villegas 
Bakavtlbaso — Aristóm'Lü !>. Aháoz i>f. Lahahhi» — Lns María Boppi Bogí¡r- 
90 — Julio Oyhaííarte — Pedro Abehasttrv — Rtcabdo Coi-owuies — 
Esteran Iiiaz. — Jar<ie Artnro Perú (Secretario). 



.111 KG A DO NACIONAL EN LO CIVIL W fi. FERIADO JUDICIAL DE LOS 
DIAS lt¡, 17, 18, 21, 22 Y 2» DE NOVIEMBRE 

En Buenos Aires, a los 14 día* del mes de noviembre del uño IDb'O, reunidos 
en la Sola de Acuerdos* del Tribunal, el Señor Presidente de ln Corle Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basnvilbaso, y los Seño- 
res Jueces Doctores ,Don Aristóbulo D. Araoz de Lnmadrid. Don Luis Marfa 
Boffi Boggero, Don Julio Oyliaunrte. Don Pedro Aberastury, Don Rieardo Co- 
lombrc* v Don Esteban Imaz, 

Considera ni» : 

Que el Tribunal difuso con fecha 2Ci de octubre de l!».ñí), el traslado —entre 
otro? — del Juzgado Nai-iunal de Primera Instancia en lo Civil n" 5, a careo del 
Doctor Luis Néstor Perrone, al primer piso del inmueble de la Avenida Roque 
Sáens Peña 1174. 

Que, conforme lo señala el Señor Presidente de la Cámara Nacional de 
Apelaciupcs en lo Civil de la Cnpital en su oficio de fecha 10 del corriente, para 
hacer efectivo el traslado de referencia, es necesario declarar feriado judicial 
a los efectos procesales para dielio juzgado. 

Resolvieron ¡ 

Diaponer — en ejercicio de la facultad establecida por el art. 2 T del Regla- 
'liento para la Justicia Nacional — feriado judicial, a los efectos procesales, para 
el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil u* 5 de la Capital, durante 
los días 10, 17, 18, 21, 22 y 23 del corriente inclusive, dehieudo sustituir al 
Doctor Perrone, el Señor Juez a cargo del Juzgado n* 21, Doctor Enrique Cace- 
rea, Secretaria »" 42 del Doctor Julio Pedro Gercz, ¡Mira la recepción y despacho 
de los escritos correspondientes a gestiones que no admitan demora. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y regístrate 
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. — Bknm viíík Vim.kgas 



DE JU8ITCIA DE LA NACIÓN 217 
BaSAVJLBASO — AJUSTÓBULO D. ARÍOZ DE LAMAPBIQ — LCIS MaHIA Btí«M RnMk. 

Lstebak Jhaz. - Jorge Arturo Pero (Sudario). ^ 



MANTENIMIENTO DEL PROYECTO SOBRE ASIGNACIONES 

JUDICIALES 



en U^r^Z^ ! Í°1 l 1 Í US f Sl de año 1960, «unido, 

£ I a ?* a « A <*«^m del Tribunal, el Señor Piante de la Corte Su™» 

^ffi SL n P ^ n f tób,,1 ° D - Aráoí de Laniadrid, Don Luis María. 
Boffi Boggero, Don Jubo Oyhanarte, Don Pedro Aberasturv l>..n lí2*U?S? 
hmibres y Don Esteban fo^ con asistencia deí^olríroe^d^ 
Nación. Doctor Don R n .,./.n r „ c „ J " u,,r nenM °« « 



Jueces Doctores Don Amtobulu D. Aráoz de Lamadrid. Don Lm s u~í- 

D< 

Nación, Doctor Don Ramón Lascano, 

Consideraron: 

Que la Secretaria de Estado de Hacienda, medíante memorándum iwih.do 
-1 I del mea comente, ba hecho conocer al Tnbunal «na ob^rvacinnen .7 nro 
So a8,gnaíl0ne8 JU(,Íd11 '^ '« Acordada de 20 de «t'LSre 

Que, analizadas dichas observaciones, esta Corte ha decidido mantener K 

nntJ^Z^LÍ^ aCt " fll * ^ ™- -de reiterar 

Sfi„~ P ^"í"' í ,eh " P ro . Ve ^ X l"«'riü conocer, asimismo, a los 
Seno™ Presidentes de ambas Cámaras del Honorable Congreso, con ™isi£ 

imSrir^Wf^' 08 y % U " S £ redactará en t 

términos que en este acto se acuerdan. 

Resolvieron : 

«*c2 2írXn; h rEr biv iaúi ^ « i *~ 

Mi ¡22 ' ^E?'" i? P T n '' <,míbíód al Po,lí,r E i^«ti™, por intermedio del 
ra U fl E ÍT 6 " y JUStlCÍ,,, y " bs Señores P ^dente; de ambas Cáma- 
ra, del Honorable Congreso, con remisión de los antecedentes y memorándum 
n que se lia hecho referencia en la presente acordada. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase v regístnse 

IW^aso - Ar¡btó*vw D. a río'¿ de Laíiapr,,, _ u- IS María Bom Booot 

E*TBBAN Imaz - Rawóx Lascaxo. - Jorge Arturo Perá (Secretario) 



NOTIFICACIONES POR VIA TELEGRAFICA EN EL FUERO DEL 
TRABAJO. MANTENIMIENTO DEL ACTUAL SISTEMA 

En Buenos Aires, a los 25 día., del mes de noviembre del año 1060, reunido. 

£ \ n Sffi f i v d n T rlb ^! la, ' Cl Señ0T P ^¡dente de Ja Corte Snprem. 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbaso, y loa Seño 
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res Jueces Doctores Don Arnrtóbulo D. Aráoi de Limad rit», Don Luis María 
Hoffi Boggero, Don Julio Oylmnarte, Don i'edro Aberastnry, Don Ricardo Co- 
loTiibres y Don Esteban Imaz, 

Consideraron : 

Que, mediante Acordada de 18 de noviembre de 1059 —Fallos: 245: 121—, 
esta Corte r* iiiirié informe de lu Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo 
aeerea de la conveniencia de mantener e! régimen de notificaciones por vfa teie- 
práfiea preserípto para el fuero por el artículo 39 del decreto-ley 32.347/4-1. Tal 
requerimiento fué motivado por el elevado costo de eso reamen de notificaciones, 
que grava de manera considero ble el presupuesto de la Justicia, 

Que la Cámara del Trabajo, teniendo en cuenta la opinión de la mayoría 
de los jueces de su dependencia, se ha pronunciado por el mantenimiento del 
nctunl eterna (Acordada de 11 de mayo último), habiendo practicado gestiones 
tendientes a reducir sn rosto, tanto por la aplicación de una tarifa adecuada 
a! servicio prestado por Telecomunicaciones, como por la imposición de textos 
uniformes. 

Que, como consecuencia de las medidas adoptadas, la Cámara estima podrá 
obtenerse aproximadamente una economía del setenta por ciento —Acordadas de 
dicho tribunal de 28 de setiembre v 2H de octubre últimos, expediente de super- 
intendencia 2131/60—. 

Que, en las condicione» expuestos, corresponde postergar la consideración 
definitiva del problema, hasta tanto la aplicación de las medidas dispuestas 
por ta Cámara del Trabajo permita apreciar su resultado. 

Resolvieron : 

o) Tener presente las Acordadas de la Cámara Nacional de Apelaciones 
del Trabajo de fechas 11 de mayo, 28 de setiembre y 28 de octubre del co- 
rriente año. 

b) Disponer que la Dirección Administrativa y Contable del Poder Judicial 
de la Nación informe sobre el costo del servicio de notificaciones de que se trata, 
cumplido que sea «1 primer semestre He aplicación de ka medidas adoptadas por 
la Cámara del Trabajo. 

Todo lo cual dispusieron y mudaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe, — Benjamín Villegas 
Hahavilbaro — AustÓbulo D. Anáoz m Lamadrid — Luis María Botn Bogge- 
ho — Jclio Othanaktk — Pedro Abebabturv — Ricahdo Cohombres — 
Esteban Imaí. — Jorge Arturo Ptrá (Secretario). 



CUERPO MEDICO FORENSE. LLAMADO A CONCURSO PARA EL CAR- 
GO DE OFICIAL PRINCIPAL DE CUARTA (DOCTOR EN QUIMICA O 
BIOQUIMICA). JUNTA DE CALIFICACIONES 

En Buenos Aires, a los 25 días del mes de noviembre del año 1060, reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribuna), el Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbaso, y los Seño- 
res Jueces Doctores Don Aristóbulo IX Aráoz de Lamadrid, Don Luis María 
Boffi Bolero, Don Julio Oyhanarte, Don Pedro Aberastury, Don Ricardo Co- 
lombres y Don Esteban Imaz, 
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Consideraron: 

Que. mediante decreto 11.706, de 22 de setiembre Último, de "ordenamiento" 
del pm puesto se ha incorporado a lo dotación del Cuerpo Médieo Forense 
«e la Juncia Nacional de ía Capital Federal, el cargo de Oficial Principal de 
Cuarta {Doctor en Química o Bioquímica) del Laboratorio de Química Legal v 
lexicología, el que corresponde cubrir por vía de concurso como lo dispone la 
Acordada del Tribunal de fecha 20 de abril de 1059 —Fallos: 24:i: 21 tí-. 

Resolvieron; 

a) Llamar a concurso de antecedentes para la provisión dei cargo de Oficial 
Frmcipal de Cuarta (Doctor en Química o Bio.iuin.ica) del Laboratorio de Quí- 

Tt r g 1 ? í°, lC<,0pla Úvl Cüerpo ilMici > Fonnat - °> J ^¡™ N«-ion«I 
uc la Capital Federal. 

b) Designar como integrantes de ta Junta de Calificaciones a los Señores 
Presidentes de las Cámaras Nacionales de Apelaciones en lo Federal v Conten- 
Fede™í mniStr,lílV0 ' " l '° CÍVU y e " '° Crihlinfll y Correccional <le ía Capital 

c) Disponer la publicación del presente llamado a concurso en el Boletín 
UfídlJ, stt comunicación a los diarios por intermedio de loa periodistas que 
cumplen au t unción en el Palacio de Justicia y a las siguientes instituciones 
Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública de la Nación, Municipalidad 
de la Capital Federal, Facultad de Farmacia y Bioquímica y Asociación Quí- 
mica Argentina. 

d) Ln inscripción se hará en Ih Secretaria de Superintendencia del Tribu- 
nal, por el término de quince (15) días hábiles o partir del día 1* de 
del año entrante. 



Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. — Ben'jamí.v Villegas 
Basavilbaso - A»i8tobuu) D. Abaok m Lamaorio — Luis María Bopfi Bogüe- 
bo — Jt'Llo O™ as arte — Pemwj AuBRASTrav — Ricardo Coi^mbues — 
Esteban Imaz, — Jorge Arturo Peró (Secretario). 
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AÑO 1960 - Noviembre 

LORENZA M. pk SANCH1ETTI j. ISAAC BRIK 
HONORARIOS DE ABOGADOS T PROCURADORES. 



El arancel establecido por el decreto 30.439/44 -ley 12.WT- no en «alie.. 

t?i.™iÍ! • r * e, V*r í ***** P° r -P*^*» denegada qu* M flriiattaTiii 
D,cba doetnna dedsrsds «tensiva . Jo* ea*» en qae no ha recaído «entone» 



de U Corte, multa aplicable en el supuesto de haberse desistido del 
(le hecho ( I ) , 



S. R, L. F1C0MEX v. ELOY JORDAN t Otea 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio». Sentencio definitivo. 
Hetoluctones anteriores a le sentencio definitivo. Medid*» precautorias. 

Las resoluciones referentes a medidas cautelares, como es la que dispone 
acordar a la parte actora, en un juicio de desalojo, U "posesión prOTisionaT 
del departamento objeto de aquél, son insnseevtiblei de recurso extraordins- 
no. Ello es aaf, aun cuando se invoquen tas garantías constitucionales de 
la propiedad y de la defensa en juicio, habida cuenta de la naturales» de 
dichas medidas y del carácter no definitivo de las resoluciones que las 
decretan (*). H 



JOSE CARLOS OABANI v. SALVADOR SPENA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cationes no fedérale» 
Interpretación de normo» ¡ótale* de procedimientos. Coso* vmriot. 

Lo concerniente a la personería para promover la ejecución de una 
constituye una cuestión de hecho y de derecho coman y procesal, 
los jueces de la cansa y ajena al recurso extraordinario (»). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestioné, no federo!** 
interpretación de normas tocóte» de procedimientos. Cotos vmriot. 

La apelación extraordinaria no es la vfa para plantear posibles nulidades 
procesales ( ) . 



(l) 2 áe noviembre. Fallo*: 2M: MI. 

(*| S de noviembre. Palios: 24.1: 45, ITS, 1»2; 2*4 i 147. 

(■) 2 de noviembre, 

(<) Fallos: 23»: 2» { 241: 157; 242: 27». 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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■^BñVHMa^Bññ^HnañV 



222 FALLOS DE LA C01TE SUPREMA 

S. A. HIRSCHBERG TEJIDOS v. ISAAC KABANTBE1WEL T Oreo 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedérala. 
Ejctusió» de las cue*Uont* de hecho. Mareas y patentes. 

Decidido que la maiea registrada "Jerselen" no es confundible con la marca 
"Jersey atar" que se pretende registrar, los agravios referente» a la eonfun- 
dibilidad de aquélla* y al uso de vocablo» extranjeros, versan sobre aspectos 
de hecho, ajenos a la apelación extraordinaria. 

También lo es lo resuelto, sin arbitrariedad, acerca de si el prefijo de la 
marea de las demandadas es indicativo del articulo. 

MASCAS DE FABRICA: Designaciones y objetos. 

Ei procedente el registro de términos de fantasía, aun integrados por com- 
ponentes evoca tito» del producto, distinguidos de otras marcas mediante un 
agregado diferencial a la palabra de uso común (en el caso: "Jersey", 
"Jerselen" y "Jerscystar"). No existe, en efecto, para esta variante, pioh'- 
bición explícita legal y se trata, por el contrario, de una práctica inocua 
y no infrecuente. 



Sentencia de la Cámabá Nacional de Apelaciones es lo Federal 

Y CoSTENCfOSOADlIlNISTUATlVO 

Buenos Airea, 19 de junio de 1059. 

T vistos los de la causa promovida por fjuvcbberg Tejidos S. A. Arg, 
Coni. e Ind. t¡ Isaac Karantbeiwel y Morís Tángano, sobre oposición al registro 
de marca ; para conocer de las apelaciones concedidas con respecto a la sentencia 
de U. 170/180 vta., que: hace lugar a la acción, declarando infundada la oposi- 
ción deducida por la demandada (ti registro de la marea Jerseystar, acta 379.440, 
clase 15, solicitada por la actora; impone las costas por su orden. 

El Sr. Juez Dr. José Francisco Bídau, dijo: 

Se dipute en autos sobre la posible con f audibilidad entre las marcas "Jer- 
seystar", pedida por la actora y "Jerselen", "Jers", "Jersa" y "Jersol", cuyo 
registro anterior había obtenido la demandada y en base al cual se opone a la 
que su contraria pretende. 

Ta dijimos en la causa 2078: Jersey Dress C* contra km mismos demandados 
de autos, fallada en mayo 15 ppdo., que la similitud entre las marcas "Jersey 
Dress" y "Jerselen" se circunscrita a las primeras letras: "Jersey" y "Jerse", 
que indudablemente evocan un tejido hace tiempo conocido con la primera de 
dichas palabras, ta cual es, por lo tanto y sin duda alguna, de uso común. Es 
verdad que se admite el registro de vocablos indicativos o ¿vocativos cuando la 
marea no se limita a ellos, sino que forma con otras letras un signe de fantasía ; 
pero en esos caaos corresponde estar mis al distingo que resulta del agregado 
que a la palabra de uso común. De lo eontiario.se admitiría el uso de una 
expresión de significado corriente por un solo comerciante, que ejercería así un 
verdadero monopolio con dicho uso, lo cual, según es sabido, está prohibido 
por la ley de marcas, 

La doctrina aceptada por el tribunal de que, a los efectos de juagar la 
con fundí mhdad, debe darse mayor importancia a las letras iniciales, no se 
puede aplicar cuando éstas evocan un concepto o significado especial, según 
ocurre en el caso sub índice. 
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Y si encontramos que existí* suficiente diferencia entre "Jersey Dress" y 
"Jerselen", con mayor raxón ocurre ello entre "Jersey star" y "Jerselen", porque 
la parte que va después de "jersey" es mis distinta en este casa ¡ "star" y M len", 
que decididamente no tienen nada que ver entre si. Con mayor ratón ocurre 
ello, una vea que hemos descartado la posibilidad de un derecho exclusivo al 
vocablo "jersey* 1 , por ser de uso común "Jen", "Jerga" y «Jen»!". 

La apelante pretende que una cosa es "jersey" y otra "jerse". que son las 
dos sílabas que emplean las marcas; pero nadie puede dudar Bobre la evocación 
de jersey que las mismas tienen y lo más resaltante es que ni siquiera la deman- 
dada lo puso en duda, puesto que a fs. 42 vta. dijo, refiriéndose a las marcas 
en discusión, que ambas sugieren un tejido de punto: el "jersey". 

En cuanto al carácter extranjero de esta última palabra, la expresión de 
agravios no discate ya que fué nacionalizada, como recuerda el a quo. Si bien 
es cierto que "star" significa estrella en inglés, no debe perderse de vista que 
esa palabra no forma aisladamente la marca de la actorn, la cual está constituida 
por el vocablo total "Jerseystar" y, como no corresponde dividir los componentes 
de la palabra que integra una marca, sino considerar la misma en conjunto, 
carece de importancia el significado de la última parte de la que aquí estudiamos 
para determinar si toda ella constituye un vocablo extranjero, porque eviden- 
temente no lo constituye. Es aplicable la jurisprudencia ya sentada por el tri- 
bunal en el fallo que aparece en "Patentes y Mareas", 1945, p. 413, en cuanto 
estableció que el significado de la sílaba final de la marca "Ongolac", que signi- 
fica lago, no impedía la validez de aquélla en total, por la indivisibilidad de 
la misma. 

Por esas razones y demás fundamentes de la sentencia en recurso, voto por 
su confirmación, con costas. 

Los Sres. Jueces Dr. Eduardo A. Ortiz Basualdo y Dr. Francisco Javier 
Vocos, adhirieron al voto que antecede. 

Por lo que resulta del acuerdo precedente, se confirma la sentencia apelada 
en lo principal que decide. Las costas de esta instancia, a cargo de la demandada. 
— Eduardo A. Ortii Baeualdo — José Francisco Bidau — Francisco Javier Foco*. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Está decidido en autos que la marca registrada "Jerselen" 
no es confundible con la marca * 'Jersey star** que se pretende re- 
gistrar, lo cual, por ser cuestión de hecho, resulta i «susceptible 
de ser revisado por V. E. en la instancia de excepción. Y como 
lo resuelto en tal sentido basta para sostener la sentencia apela- 
da, pienso que aún cuando fuera exacta la afirmación del recu- 
rrente en lo qne se refiere a que se habría cuestionado en autos 
el alcance del art. 3», inc. 5*, de la ley 3975» tal circunstancia 
carecería de relevancia, por no ser idónea para sustentar debi- 
damente el recurso extraordinario intentado. 

En tale., condiciones, me parece claro que el remedio federal 
deducido a fs. 214 es improcedente. Corresponde, pues, declarar 
mal concedido a fs. 216 dicho recurso. Buenos Aires, 13 de agosto 
de 1959. — Ramón Lascano. 



22* FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Hirsehberg Tejidos S. A. Arg. O. e I. c/ 
Karatitbeiwcl, Isaac y Ta raga no, Morís s/ oposición indebida al 
registro de marca*'. 

Considerando : 

(jue los agravios en que se funda el recurso extraordinario 
deducido a fs. 214, los referentes a la coufnndibilidad de las mar- 
eas y al uso de vocablos extranjeros son ir revi mí bles por esta 
Corte. Versan, en efecto, sobre aspectos de hecho, ajenos a la 
apelación del art. 14 de la ley 48, lo que es claro en cuanto a la 
inexistencia de confusión y cierto también respecto de la recep- 
ción, en el lenguaje culto nacional, de la palabra "jersey" — doc- 
trina de Fallos: 193: 205 y otros—. 

Que en cuanto a la pertinencia del registro de términos de 
fantasía, aun integrados por componentes e vocativos del pro- 
ducto, y al acierto de la distinción de las marcas, en tales supues- 
tos, por referencia al agregado diferencial, el Tribunal los esti- 
ma acortados. No existe, en efecío, para esta variante, prohibi- 
ción explícita legal y se trata, por lo contrario, di* una práctica 
inocua y no infrecuente. Lo atinente a si *'el prefijo de la marca 
de las demandadas es indicativo del artículo" es, también, cues- 
tión de hecho resuelta, en el caso, sin arbitrariedad que, por otra 
parte, no se alega a fs. 214. Kn tales condiciones la sentencia de 
fs. 210 del>e ser mantenida. 

Por ello, y los fundamentos concordantes del dictamen del 
Señor Procurador tí ene ral, se confirma la sentencia recurrida 
de fs. 210 en lo que ha podido ser objeto de recurso extraordi- 
nario 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
AmSTÓBULO D. AnÁoz de La Ma- 
drid — Julio Oyhanarte — 
Ricardo Colombres — Esteban 

TmAZ. 
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CATALINA GLORIA AHANDA v. S. A. Cía. ARGENTINA m SEGUROS 
GENERALES LA INMOBILIARIA 

mVmf KXTftAOnDIXARlQ: Recito, pr^io*. Cuestione, no fedérale*. 
Sentencias arbUnrw. Procedencia del recurso. 

ÍL^SÍS y ™™T ná *. *™ dfijada sin et, « t °. ,a "»>«n«i que contra- 
luz «n forma manifiesta a las constancia* de ios autos. Tal es el 1 easo de la 

¡ta d^u™ 7'* de Apelaciones del Trabajo, al decidir q» 

¡ebe dewonUrbe de la indemnización por accidente solamente el importe 
j.emb.do por Ja interesada en concepto de medios «alario, y no l a sZa 
™»Lñ bonad « »»^™« duró la incapacidad temporal, apartándose de -as 
protanza* producidas, de Jas que se desprende que ta compañía aseguradora 
demandada no había tomado a ,u cargo el pago íntegro de las salarios, como 
se afirma en el fallo apelado para fundar la decisión. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Tal como lo pone de manifiesto el apelante en su escrito de 
interposición del recurso extraordinario de ís. fcí, la sentencia 
recurrida cita como fundamento de su decisión el informe am- 
pliatorio del perito contador corriente u fs. 50/5], «firmando que 
de sus términos "se desprende que la demandada, subrogante 
de lu tirina empleadora, mediante un recargo en la prima se 
comprometió al pago íntegro de la retribución normal mientras 
Guiase la incapacidad temporal del dependiente accidentado »» 
1 ero de la lectura de la mencionada ampliación de la p-rida no 
smm <»M'ecta ni indirectamente, que ello haya ocurrido así, toda 
VWm d Pfnto se ha limitado a expresar, contestando la pre- 
gunta formulada, que '% Compañía Aseguradora toma a su car- 
go los salarios íntegros en los casos de incapacidad temporaria 
.-liando as! lo convino con el asegurado, en cuyo caso se agrega 
a la polizu una clausula especial, cobrando por ello un recargo do 
m fo sobre el monto de la prima establecida para el pago de 
medios jornales"; es decir, que así lo hace solamente en el caso 
hipotético de que en tal sentido lo haya convenido con la otra 
parte. Pero como ello no ha ocurrido en el caso de autos, según 
so desprende con absoluta claridad del informe del perito de 
fs. 22, en el que afirma, contestando concretamente al punto 
c) del cuestionario de la parte actora: "La póliza emitida por la 
demandada a favor de la patronal no contiene cláusula especial 
de pago íntegro de salario, por lo cual solo cubre los medios jor- 
nales establecidos por la ley 9688", me parece claro que la sen- 
tencia de fs. 74 no está fundada en las constancias de autos 
En tales condiciones, y de conformidad con la doctrina de 
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V. E. on materia de sentencias arbitrarias, considero que corres- 
pondería revocar el fallo apelado en cuanto ha podido ser mate- 
ria de recurso. Buenos Aires, 22 de marzo de 1960. — Ramón 
f Aixcan o, 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de noviembre de 19G0. 

Victos los ñutos; "Aramia, Catalina Gloria c/ Oía. Argen- 
tina de Seguros Generales La Inmobiliaria S. A. s/ accidente". 

Oo ii side raudo : 

l 9 ) Que, al fundar el recurso extraordinario interpuesto 
t'oiitra ta sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones del 
Trabajo de la Capital de fs. 74/75, la demandada sostuvo que 
dicho pronunciamiento se llalla nt'ectado de arbitrariedad, por 
cnanto, al establecer que debe descontarse de la indemnización 
solamente el importe percibido por la interesada en concepto de 
medios salarios y no la suma total abonada mientras duró la 
incapacidad temporal de aquélla, se aparta de las constancias 
obrantes en los informes contables agregados a la causa, de los 
cuales se desprende que la póliza emitida por la demandada a 
favor de la firma patronal no contiene cláusula especial de pago 
íntegro de salarios, por lo que corresponde el descuento de la 
totalidad de los percibidos durante el mencionado período. 

2*) Que, al contestar el punto c) contenido en el cuestiona 
rio de la parte actora, el perito contador designado en autos ex- 
presó: "La póliza emitida por la demandada a favor de la patro- 
nal no contiene cláusula especial de pago íntegro de salario por 
lo cual sólo cubre tos medios jornales establecidos por la ley 
9688" (ver fs. 22 vta.). Luego contestando el pedido de amplia- 
ción formulado por la parte actora a fs. 48, el mismo perito dijo: 
"La Compañía Aseguradora toma a su ci.rgo los salarios ínte- 
gros en los casos de incapacidad temporaria, cuando así lo convi- 
no con el asegurado, en cuyo caso se agrega a la póliza una cláu- 
sula especial, cobrando por ello un recargo de 35 % sobre el 
monto de la prima establecida para el pago de medios jornales" 
(ver fs. 51 vta.). 

3*) Que, no obstante lo que resulta do los informes mencio- 
nados, el tribunal a quo ha establecido, como premisa de su deci- 
sión, "que la demandada, subrogante de la firma empleadora, 
mediante un reoargo en la prima se comprometió al pago integro 
de la retribución normal mientras durnse la incapacidad tempo- 
ral del dependiente accidentado y solamente descontar del monto 
indemnizatorio pertinente el importe a que hace referencia el 
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art. 8*, ine. d), de la ley 9688", o sea, tas cantidades percibidas 
por el accidentado por concepto de medios salarios. 

4 9 ) Que, en consecuencia, en tanto el pronunciamiento en 
recurso contradice en forma manifiesta las constancias de autos, 
Je es aplicable la jurisprudencia establecida por esta Corte en 
materia de arbitrariedad (Fallos: ^35: 387, 864; 243: 84 y otros) 
y debe, por lo tanto, ser dejado sin efecto. 

Por ello, habiendo dictaminado el Si\ Procurador General, 
se deja sin etecto la sentencia recurrida de fs. 74/75, debiendo 
volver los autos al tribunal de procedencia a fin de que, con la 
intervención de la Sala que sipue en orden de turno, se dicte 
nueva sentencia con arreglo a derecho. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aiustóbulo D. Aráoz de Lama- 
iirid — Luis María Boffi Bogge- 
ro — Juno Othanahte. 



DE CILLIS Hno8. 



uí^Vf 5 XTRÁ0 , RD ^ ARI ^ *mm* j*^¡ Cuestión federal. 
Umes federal** simple Interpretación de la ConttUucián Xacioml 

Sj^^V' «*t™ofJin.rio si lo» honorarios fijados no fardan 

relación con lo* servicios a que corresponden y el auto regulatorio no 
contiene fundamento que permita referir sus conclusiones a ta cláusula del 
SSS °" Corresponde, entonces, dejar sin efecto la resolución 

apelada, en la que, además, la regulación se ha practicado sin audiencia ni 
trámite alguno por un organismo profesional, eoroo el Consejo Profesional 
neníe 5^^^ Buenos Aires, extraño a, cuerpo perma. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

La cuestión federal en que se ha fundado el recurso extra- 

?¡J™ r '° -J ncon8 í Ít - !1CÍOlla,Ídnd de la ,ev Provincial 

5 P" no fue introducida al juicio con anterioridad a la remi- 
sión de los autos al Consejo Profesional de la Ingeniería, solici- 
tada por el perito ingeniero en el otrosí del dictamen de fs. 60, 
respecto del cual el recurrente tomó conocimiento y pidió expli- 
caciones (fs. 71) y cuya remisión se dispuso de acuerdo a lo 
establecido por el art 7, incide dicha ley (fs, 139 vta ) 

Por lo demás, las garantpy normas constitucionales en que 
se sustenta el remedio federado guardan relación directa e in- 
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mediata con la resolución del aludido Consejo que fijó los hono- 
rarios del profesional solicitante. 

Por ello, considero que el recurso extraordinario intentado 
es improcedente, salvo en cuanto a la confiscación que invoca el 
recur rente, cuestión ésta que por su naturaleza, es ajena a mi 
dictamen. Buenos Aires, 15 de setiembre de 1959, — Ramón 
Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de noviembre de 1060. 
Vistos los autos : "De CÍ11Í8 Unos, s/ interv. emplazamiento*'. 

Y considerando: 

Que si laVn, como principio, lo atinente a la reculación de 
honorarios no da lu#ar a recurso extraordinario anto esta Corte, 
la solución puede variar cuando se ale^a, con visos de fundamen- 
to, que los fijados en la causa no guardan proporción con los 
servicios a que corresponden y el auto refutatorio no contiene 
funda mentó que permita referir sus conclusiones a las cláusulas 
del arancel respectivo — Palios: 1Í45: liiíít y otros — . 

Que si a ello se añade que ta regulación se lia practicado sin 
audiencia ni trámite alguno, por un organismo profesional, como 
el Consejo Profesional de la Ingeniería de la Provincia de Bue- 
nos Aires, extraño al cuerpo permanente del Poder Judicial, la 
procedencia de la apelación se hace manifiesta. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se deja sin efecto la resolución apelada de fs. 144. Y vuelvan 
los autos al juzgado de su procedencia a fin de que la regula- 
ción pedida a fs. 66 vta. se tramite y practique con arreglo a 
derecho. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 

ArISTOBULO D. AnÁOZ PR La MA- 
DRID — Ricardo Oolomrres — 

"KSTERAX ÍMAZ. 



ni r Ere ios* vigilancia y nisposiCTON final de la propiedad 

ENEMIGA v. S. R.U LABORATORIOS BRANDT 

nM'i'ttSO h' XTttA OfíDIXARiO: Rrquinito* rouninrs. Subshtrnria (Ir Im n- 
q ni sitas. 

}m niremún de Vigilancia y nispqpiriún Final de la Propiedad Enemiga 
carece de interés jurídico en el prWrimci a miento i(iie redama sobre nulidad 
del título de propiedad de una marca obtenida por nnn firmo comercial, 
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si en el juicio persigue ta posesión de dicha marea cara restituir!» .„ 
propino originario, y, de na informe diapuX parí n^eioí oJ.J, 

reconoce obligada la Dirección recurrente. q 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario deducido a fs. 88 es procedente 

ÍmBS5¿S£ T <,UC *0*m 3 alcaítceTnor: 

. ed r , ab | cl Pronunciamiento recaído es definitivo y coi - 
■ ano al derecho que aquél funda en dichas disposiciones (art 
14, me. 3- de Ja ley 48). Por ello estimo que el recurso ha sido 
km concedido a fs. 90 vta. por el a quo. 

n - 3 l ' ei, 5 nt0 v- I .f 0nd -° dcl asuntü ' se trata dp «o siguiente: la 
rSTií - V > ,lane l a y »i«POBÍeión Final de la Propiedad 
1-meimga inicia demanda contra "Brandt Laboratorios S R L " 

la clase _> y nulidad de la misma obtenida por la demandada 

Í^Ílf^ S<? í ° ni ° P ° SeS,Ón de la marca c » CHestió « I*" ser 
de pi opicdad enemiga, como consecuencia de lo eual se sustrajo 

f¿^P»mm dicha marca, retirándola del SnSffiS 

tanto la Nación dispus.era su utilización o venta (art. 9 v sirtes 

decreto mencionado). Acogiendo tal argumento, el juez de pr¡- 

SL ™S!T f** ^ hacp «5* a Í Amanda dX 

ande .nulo el nuevo registro de la marca en euestión e infundada 

a opostemn deducnla. Apelado el faüo, el tribunal de aínda * 
revoca por discrepar con lo argumentado por el juez en cuan o 
a que los bienes incautados por la aetora hayan quedado fuera 
del comercio. Dice que el hecho de que tales bienes se encue n 
tren en posesión del Estado -a los fines de su liquidación^- 
nada altera la naturaleza de la. c osas y derechos nchiído" den 
tro del patrimonio argentino de la empresa alemana Y axmL 
que s, el Estado era el administrador de dichos LTei.es (eomolo 
decían |a prapja Dirección de Vigilancia) "su obligad de 
me» administrador era en el cuso impedir la caducidad de la mar- 
ea mcd.ante rcmsenpoion, como lo indica el art. 13 de la lev 3975 
Al no haberlo hecho se produjo el efecto legal de la omisión ouc 
i.o es otro que el de la caducidad de la inscripción- 9 

Al interponer recurso extraordinario, el apelante afirma que 
oii , autos se ha puesto en cuestión la validez de la llamada legisla- 
ción de guerra decreto 11.599/46 y decreto-ley 15.364/57-? reg- 
andose todo valor a la misma y colocándola por debajo de la legis- 
lación ordinaria (ley 3975). Agrega que está en juego además el 
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prestigio de la Nación» al ser dicha legislación de guerra conse- 
cuencia de pactos internacionales, citando al efecto la Tercera 
Reunión de Consulta de lu» ministerios de Relaciones Exteriores 
(Río de Janeiro, 1942}, la Conferencia Interamcricana sobre Sis- 
temas de Control Ecénóiuico y Financiero (Washington, 1942) 
y la Conferencia lnterumen<nmi -obre Problemas de la Guerra 
y la Paz (México, :*J4ó>. 

Con respecto a tales afirmaciones, y a pesar de ellas, obser- 
vo que en el presente caso no está cu tela de juicio disposición 
alguna dictada sobre la "propiedad enemiga". Nadie ha discu- 
tido en autos el alcance o la inteligencia del decreto 11.599/46 o 
la* del decreto- ley 15.364/57, así como tampoco se ha pretendido 
4iie por vía judicial se quiera colocar ti dichos preceptos légalos 
t*n un rango inferior ul de los de la ley de marcas. 

De las constancias de autos se desprende que lo que persigue 
la parte actora es la nulidad de una marea obtenida por la de- 
mandada, por considerar que por estar fuera del comercio — en 
razón de lo dispuesto en la "legislación de guerra" dictada 
en su oportunidad por gobiernos provisionales — no ha podido 
ser registrada legalmente a nombre del demandado. 

La solución final del pleito dependerá de la respuesta que 
se dé a diversos interrogantes, a saber: ¿son aplicables a la mar- 
ca "Cha beso" las disposiciones de 'a ley 3975 f o sea, ¿rige 
dicha ley las marcas incautadas!, ¡quedó fuera del comercio la 
marca "Chaheso" como consecuencia de su incautación F 

Á mi juicio ins marcas incautadas siguen sometidas al régi- 
men de la ley 3975; debiendo por lo demás destacarse que el 
apelante no menciona cuáles serían las normas legales que ha- 
brían sustituido para dichas marcas el referido régimen de la 
ley ;t!)75. Fin tales condiciones y toda vez que el decreto 11.599/46 
se refiere en forma general a todos los créditos, títulos, valores 
o cualquier otro bien situados en la República y pertenecientes 
a subditos o entidades japonesas y alemanas (art. 2*), forzoso es 
concluir que la ley 3975 es aplicóle a la marca "Ohabeso" aún 
cuando su primitivo titular hubiere perdido los derechos emer- 
gentes de dicha ley por una disposición de orden publico y su 
posesión hubiere pasado a la Dirección de Vigilancia. 

jEstá, pues, en el comercio la marca "Chabeso"? Así lo 
considero, ya que la circunstancia de que la actera se haya incau- 
tado de la misma a los efectos de su posterior liquidación nada 
tiene que ver, a mi juicio, con el régimen común a que está sujeta 
toda marca comercial, en lo que atañe a su registro, inscripción, 
reinscripción, vencimiento o caducidad. 

Si quien tenía derecho para hacerlo — la Dirección de Vigi- 
lancia — omitió renovar la marca en cuestión (cualquiera sea la 
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circunstancia por la cual no lo hizo), es natural que deba cargar 
con las consecuencias de su negligencia y si otro —en el caso la 
demandada— pidió y obtuvo el registro de la marca extinguida 
de acuerdo con las prescripciones legales vigentes, su oposición 
a las pretensiones de la acto ra se ajusta a derecho v así debe 
declararse. 

Por todo ello, y por los fundamentos del fallo apelado, con- 
sidero (jne corresponde con firma rio en cuanto ha podido ^er 
materia de recurso. Buenos Aires, 11 de noviembre de 1958 — 
Ha ¡nón Lascano, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de noviembre de 196U 
Vistos los autos: "Dirección de Vigilancia v Disposición Fi- 
nal deja Propiedad Enemiga c Braiult Laboratorios S.K.L «/ 
oposición a la marca «Chabeso»", 

Considerando : 

H Que a fs. 4/6 se presentó la Dirección de Vigilancia v 
Disposición Final de la Propiedad Kneimga demandando la nuli- 
dad del titulo de propiedad obtenido por Brattdt Laboratorios 
S.K.L. sobre la marca " Chabeso" para productos de la clase 2 
¡sostuvo que, en virtud de lo preceptuado por el decreto-lev 11.599/ 
46 (ley 13.891), fué autorizada a tomar posesión de dicha marca 
por ser propiedad de la firma enemiga 0. H. Boehringer Sohn de 
Alemania. 

M Que la demandada se opuso a la pretensión de la accio- 
nante, manifestando que obtuvo la titularidad de la citada marca 
de acuerdo con el procedimiento establecido por la ley 3975 
Afirma, además, que es representante de la firma C. H. Boehrin- 
ger Sohn, a quien transferirá oportunamente el derecho de pro- 
piedad de la marca "Chabeso" (fs. 22). 

,* Ü /n 9° e °° ntra la Cencía de la Cámara de Apelaciones 
(fs. 84/8o), que revocó la decisión del inferior y desestimó la 
demanda entablada por la actora, ésta interpuso recurso extra- 
ordinario. 

4») Que, a) fundar su recurso, la apelante expresó que, de 
acuerdo con las disposiciones legales vigentes, una vez obtenida 
a posesión de la marca disputada, deberá devolverla a su propie- 
VV' 10 * r ¡£ nat ;;°> ° ™*> » la firma alemana C. H. Boehringer Sohn 
(ts. 88/90) Por otra parte, la demandada, luego de haber mani- 
festado a fs. 22 que transferiría la propiedad de la marca a la 
misma firma, afirmó a fs. 102/104 haber realizado dicha cesión. 
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5 9 ) Que en el escrito de interposición del recurso y, espe- 
cialmente, en el memorial presentado ante esta Corte (fs. 94/ 
100), la nctora ha especificado con claridad el objeto principal 
que la movió a demandar. Así, a fs. 97, después de citar los decre- 
tos 2014/53 y 2015/53 y M los convenios (celebrados) con el Go- 
bierno de la República Federal Alemana", sostuvo que sus 
pretcnsiones respecto de la mu rea cuestionada tendían, funda- 
mentalmente, a "poder cumplimentar la disposición legal de res- 
tituirla 1 '. Y luego, con mayor precisión aun, manifestó que el 
Kstado *' tiene interés* ' en la determinación judicial del régimen 
de mareas como la que aquí se discute, sobr ■■ todo, en virtud de 
"su obligación que es devolverlas" (fs. 98 vta.) a sus anteriores 
titulares. 

íi 9 ) Que, en consecuencia de ello, habida cuenta de que el 
anterior titular de la marca litigiosa — con relación al cual existe 
el deber de restituir cuyo cumplimiento persigue el actor — era 
la empresa C. H. Boehringer Sohn de Alemania {fs. 4 vta.), posee 
importancia decisiva el informe obrante a fs. 112, remitido por 
oí Subdirector Nacional de la Propiedad Industrial con motivo 
de la medida para mejor proveer dispuesta a fs. 108. De él se 
desprende que la marca "Chabeso", Clase 2, ir 9 275,705, fué trans- 
ferida, con fecha 9 de junio de 1954, a favor de la referida 
empresa alemana. De donde se sigue que, hallándose satisfecha 
la finalidad esencial perseguida mediante la promoción de la de- 
manda, el apelante carece de interés jurídico en el pronunciamiento 
que reclama de esta Corle, ya que su situación sería la misma 
aun cuando la cuestión planteada fuera resuelta favorablemente 
(doctrina «le Fallos : 2:i7 : 443; 243: 146; 244: 1Ü8, 20Í y otros). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Genera!, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a fs. 
90 vuelta. .r 

Akistóbulo D. Aháoz de Damadrid — 
Luis María IÍoefí Bogüero — 
Julio O y kan arte' — Esteban 

l M A Sí * 



JUSTINIANO LUIS PEREYRA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requwto» propios. Sentencia definitiva. 
Concepto y generalidades. 

La sentencia emanado di'l superior tribunal de la en usa que condenó al acu- 
nado por ho midió, es también definitiva en cnanto ordena la formación de 
nuevo prot-eso contra aquél con motivo de los tajos producidos en la rara 
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de la víctima luego que ésta había fulléenlo; porque el agravio n la irreite- 
rubiliituit del procesamiento, qur- el recurrente pretendo integra la garantía 
ti* la defensa en juicio, estaba ya entonces plenamente configurada y obvia 
mente quedaba establecida ta labilidad de tina nueva condena. Es tardía, 
«i consecuencia, la apelación extraordinaria deducida sólo contra la anun- 
cia dictada en el segundo proceso. 

tONSTÍTl'CION N AVION AL: Derecho* 11 garantían. Inferna en juicio, 
Procedimiento 1/ sentencia. 

Es duduso (pie el principio que expresa .a regla "non bis in idcm" si* vea 
afectado por la circunstancia de que la peligrosidad del imputado, a loa 
finos del juzgamiento del delito de homicidio, se haya contemplado teniendo 
en cuenta In comisión posterior de otro delito (en el caso, el de lesiones 
graves imponibles, perpetrado inmediata metí te después). Tal posibilidad, a 
semejanza del agravante que puede derivar de la comisión de nn delito 
anterior, es extraña ni ámbito de la tutela constitucional. 



Rf-AIRSO KSTIiAOfííHXAfi/O. Requintos propios. Cutttió» federal, üe- 



neralidadeit. 

No medí» en la causa cuestión institucional de gravedad que supere la inaus- 
taticialidad del gravamen federal alegado y las razones procesales que- impi- 
den la procedencia del recurso extraordinario, si el conjunto de la sanción 
aplicada al condenado no guarda notoria desproporción racional con loa sirios 
hechos que se le Imn acriminado (dos años de prisión por homicidio con 
exceso cu la legítima defensa y tres años de igual pena pur lesiones graves 
imjwtsibles y lesiones leves en concurso real). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestione* no federales, 
¡uterpretetión dr normas tf artos comunes, 

F.s improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia que, 
sin arbitrariedad, decide la inexistencia de unidad esencial entre el hecho 
por el que se condena al acusado (legiones graves imposibles) y el que 
motivó la anterior sentencia dictada contra aquél (homicidio con esceso en 
la legítima defensa). 



Suprema forte : 

De los antecedentes agregados resulta que Justiniauo Luis 
Pereyra fué condenado el 26 de diciembre do 1ÍÍ50 a la pena de 
dos años de prisión, coi no autor de homicidio en la persona de 
José Suban oca, en los términos del art. 35 del Código Penal, 
por haber excedido, al defenderse legítimamente contra la agre- 
sión del occiso, los límites impuestos por la necesidad. 

La sentencia, dictada por la Cámara de Apelación del Depar- 
tamento Judicial del Norte de la Provincia de Buenos Aires, 
tuvo en cuenta, a los efectos de graduar la pena» como circuns- 
tancia agravante del hecho, la de que el autor infiriera a la vícti- 
ma, ya muerta como consecuencia de las heridas que recibiera, 
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varios tu jos en ta cara. El vocal Dr. Carvajal Palacios, al pro- 
nunciarse el veredicto, dijo: "Es circunstancia agravante para 
el procesado la calidad del motivo que lo determinó a aplicar las 
heridas de lu cara, como asimismo haber producido éstas post 
tnortt'w, lo que evidencia lo peligroso de su personalidad moral", 
opinión a la que adhirieron los demás miembn i del tribunal 
(fs. 172 de los autos agregados). 

Esta parte del veredicto fué recogida debidamente en el fallo 
(fs. 180 vta.). 

El Tribunal» no obstante ello, ordenó se instruyera un nuevo 
proceso a fin de investigar si los tajos mencionados habían confi- 
gu rado la tentativa de delito imposible a la que se refiere el 
art. 44 ífl fine del Código Penal; y, efectuado dicho proceso, re- 
sulta Pereyra nuevamente condenado en virtud de aquella acción 
por lesionen graves imposibles (en concurso real con otro delito 
de lesiones leves cuya consideración no interesa aquí) por la sen- 
tencia definitiva dictada, el 1» de abril de 1958, a fs. 138/147 de 
estos auto? 

Contra ese fallo se ha interpuesto el presente recurso extra- 
ordinario, habiendo la defensa planteado el caso federal desde 
el comienzo del nuevo juicio. 

Creo que el recurso es fundado, y que la instauración del 
segundo proceso desconoce las garantías constitucionales que 
tutelan la inviolabilidad de la defensa en juicio de la persona y 
de los derechos. 

Estimo, en primer lugar, que la sentencia corriente a fs. 174 
y siguientes del expediente agregado, al condenar a Pereyra y 
mandar investigar por separado las presuntas lesiones imposi- 
bles, dividió arbitrariamente y sin fundamento legal el hecho de 
la causa, esto es el homicidio en la persona de José Suba r roca, 
siendo, como es, evidente que las supuestas lesiones no fueron 
otra cosa que actos posteriores irrelevantes, absorbidos por el 
hecho delictivo principal. Del mismo modo, son consumidas 
— para emplear el término generalmente adoptado por la doctri- 
na — en un delito de homicidio llevado a cabo mediante varias 
puñaladas, de las cuales una sola fué mortal, las heridas causadas 
antes de aquélla, sin que sea dable considerarlas aisladamente 
onmo constitutivas de delito de lesiones graves, o de homicidio 
tentado, esto es como si fueran hechos independientes en el sen- 
tido del art. 55 del Código Penal. 

La impunidad de tales actos se halla pacíficamente recono- 
cida por los tratadistas (v. S. Soleh, D. Penal Argentino, t. II, 
]is, 180 y sigtes; Oavier, Aplicación df la ley penal y concurso de 
leyes, en Boletín de la Facultad de Derecho de Córdoba, año V, 
ir? 4 f ps. 58 y sigtes.; E. Mezgeh, D. Penal (Libro de Estudio), 
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ps. 338 y 347, y Tratado de D, Penal, ps. 350 v 370/71 ; E. Welzel, 
D. Penal, Parte General, p. 213) 

La propia sentencia de fs. 174 del expediente agregado se 
basa implícitamente en .los mismos principios cuando no ineri* 
mina separadamente las dos heridas que recibió la víctima ante» 
de su muerte, pese a que sólo una fué determinante de ésta (v, 
acta de la autopsia a fs. 5 e informe médico de fs. 15 y 16 de 
dichos autos, de los que surge claramente que la causa de la 
muerte fué la "hemorragia interna por sección del ventrículo 
izquierdo en forma total", producida por una de las puñaladas, 
ya que la otra sólo interesó el lóbulo superior del pulmón). Con 
mayor razón debió haberse aplicado igual criterio respecto de los 
tajos posteriores. 

La decisión corriente a fs. 174 y sigtes, del ex¿>ediente agre- 
gado comporta, además, una clara vulneración de la defensa, en 
cuanto da por comprobada la materialidad de las presuntas lesio- 
nes imposibles y la correspondiente responsabilidad de Pereyra 
— puesto que se funda en ellas para agravar la condena — y deja 
para el nuevo proceso sólo la investigación del elemento subje- 
tivo, es decir la comprobación de si hubo 4 'una nueva intención 
criminosa en el acusado' 1 , según textua Uñente se dice a fs. 179 
de las mencionadas actuaciones. 

El segundo sumario nace, pues, viciado por la declaración 
prejudicial contenida en la sentencia dictada en el juicio anterior, 
hasta tal punto que es difícilmente concebible cómo podría haber- 
se declarado en éste la inexistencia de los tajos o la irresponsa- 
bilidad de Pereyra sin que al mismo tiempo resultara claramente 
constitutivo de escándalo jurídico el haberlas tomado en cuenta 
como circunstancia agravante en la primera condena. 

Este argumento nos conduce a la comprobación de que el 
nuevo procesamiento de Pereyra, a fin de investigar actos que 
habían sido sin duda parte del cuerpo del delito en el primer 
juicio (de ellos se hizo expreso mérito, en aquellos autos, en las 
requisitorias de fs. 63 y 167 y en la descripción del cor pus delicti 
que contiene el veredicto, a fs. 162 y 169), es asimismo viola torio 
del principio non bis in Idem, por configurar lo que los anglo- 
sajones denominan M double jespardy" (vedada en la enmienda 
V de la Constitución de los Estados Unidos), que se halla tam- 
bién implícitamente prohibida por el sistema de garantías que 
aseguran en nuestra carta magna el debido procedimiento legal. 
Así resulta, por lo demás, de la expresa disposición contenida en 
el art. 7' del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Pereyra fué, en efecto, como he dicho, procesado originaria- 
mente por un hecho del que formaban parte, entre otros actos, 
los que consistieron en aplicar Kfcríos tajos a la víctima con 
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posterioridad a la muerte de ésta. En la consideración total de 
e*e hecho los actos mencionados fueron tomados en cuenta por 
la acusación y la defensa; y sobre ellos versó buena parte de la 
prueba rendida. Así las cosas t parece indudable que la Cámara 
llamada a decidir se hallaba inhabilitada para mandar realizar 
una más completa investigación »sobre parte de las acciones cons- 
titutivas* del hecho del proceso, por existir dudas acerca del ele- 
mento subjetivo con el cual fueron ejecutadas las mismas. 

El tribunal, que no puede negarse a fallar sobre ninguna de 
las cuestiones comprendidas en el juicio» debe resolverlo conde- 
nando o absolviendo respecto de todos los hechos que hayan sido 
materia de acusación, de acuerdo a las pruebas aportadas durante 
el trámite, considere o no a éstas como suficientes para compro- 
bar ta existencia del o los delitos y la culpabilidad del procesado. 
De lo contrario, no tendría sentido la regla contenida en el art. 13 
del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Tales principios resultan» pues, vulnerados por la decisión 
que dió fin al primer juicio, y, en consecuencia, por el segundo 
proceso que se instruyó de conformidad con aquella decisión. No 
se trata, exactamente, de dilucidar si se afecta con ello la cosa 
juzgada, puesto que el tribunal, al fallar por primera vez, excluyó 
formalmente del alcance de la sentencia los actos en cuestión, 
pese a haberlos tenido en cuenta substancialmente, según se ha 
visto. Lo que interesa es establecer si dicho tribunal podía váli- 
damente efectuar tal exclusión, a lo cual, como queda de manifiesto, 
lin de contestarse negativamente. 

Mas no cabe inferir de ello que el recurso extraordinario 
hubiera debido interponerse contra la primera sentencia, con lo 
cual vendría a ser extemporáneo el que se somete a consideración 
de V. E. Semejante conclusión perdería de vista que la primera 
sentencia, al disponer la instrucción del nuevo sumario, no difiere 
en lo esencial de ciertas decisiones que, como el auto de procesa- 
miento o la prisión preventiva, son i n susceptibles por principio 
de recurso extraordinario —según lo ha declarado reiteradamente 
% E — debido a que no causan un gravamen irreparable. En el 
sitb imfice, el agravio do esc carácter nació con la sentencia defi- 
nitiva de fs. 138 y siguientes, y contra ella está por tanto bien 
deducida In presente apelación extraordinaria. 

Corresponde pues, a mérito de lo expuesto, revocar la sen- 
tencia recurrida en cuanto pudo ser materia de la aludida ape- 
lación. Buenos Aires, 21 de julio de 1359. Ramón Lasca no. 
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Bueno» Aires, 4 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Pereyra, Justiniano Luis s/ acusado de 
lesiones en Pergamino* 1 , 

Considerando: 

i 

l 9 ) Que la sentencia de fs. 174/181 del expediente agregado 
por cuerda puso fin a la causa seguida a Justiniano Luis Pe rey ra 
por homicidio, siendo, pues, definitiva. Dictada por la Cámara 
de Apelaciones de San Nicolás, emanó del superior tribunal de la 
causa, en los términos del art. 14 de la ley 48. En cuanto afectara 
al procesado, fué, entonces, su ccptible de recurso extraordinario. 

2*) Que esto es verdad, también, en la parte que dispuso la 
formación de nuevo proceso a Pereyra, "con motivo de las heri- 
das inferidas en la cara a José Suba n oca luego que el nombrado 
se hallaba muerto'*. Porque el agravio a ta irreiterabilidad del 
procesamiento, admitiendo a título de hipótesis, que integre la 
garantía de la defensa en juicio, estalla ya entonces plenamente 
configurado y obviamente quedaba establecida la inminencia de 
una nueva condena. Kn circunstancias análogas, en lo que inte- 
resa a la técnica del recurso extraordinario, el Tribunal lo lia 
declarado procedente — Fallos : 191 : 125 y otros — . Y se sigue 
de lo expuesto que la apelación deducida contra la sentencia de 
fs. 138, de esta causa, es tardía. 

3*) Que a ello corresponde añadir que es dudoso que el 
principio que expresa la regla "non bis in idem" se vea afectado 
por la circunstancia de que ta peligrosidad del imputado, a los 
fines del juzgamiento del homicidio fallado en ÍÍÍJÜ, se haya con- 
templado teniendo en cuenta la comisión posterior de otro delito, 
a saber, el de lesiones graves imposibles, en los términos del 
nrt. 44 "in fine" del Código Penal. Tal posibilidad, a semejanza 
del agravante que puede derivar de la comisión de uti delito ante- 
rior, parece extraño al ámbito de la tutela constitucional, único 
en que el problema puede considerarse en esta instancia, 

4*) Que, por otra parte, el conjunto de la sanción aplicada 
a Pereyra no guarda notoria desproporción racional con los serios 
hechos que se le han acriminado. No resulta, en consecuencia, 
de los autos, que medie en ía causa cuestión institucional de gra- 
vedad que supere la insustancialidad del gravamen federal ale- 
gado y las razones procesales que impiden la procedencia del 
recurso extraordinario — Conf. doctrina de la causa "Jorge Anto- 
nio", sentencia de 28 de octubre de 1960 — . 

5') Que, por último, la inexistencia de unidad esencial entre 
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el hecho motivo de la sentencia recurrida y el que fué juzgado 
en el anterior proceso ha sido declarada, en el caso, con funda- 
mentos de hecho y de orden común. Toda vez que la sentencia 
está adecuadamente fundada, lo que excluye su impugnación por 
arbitrariedad, lo expuesto basta también para el rechazo de 
la apelación, porque excluye la base constitucional del recurso 
— Conf. W. W. Willouohbt, Principies of the constitutional low 
of the United States, p. 470; Gilbert. The Constituí ion of the 
United States (annotated), p. 626—. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs, 180. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Akebtóbulo D. Abáoz de Lama- 
drid — Julio Oyhanarte — Este- 
ban Imaz. 



S.R.L. PRODUCCIONES STEIMBERG v. INSTITUTO NACIONAL 

de CINEMATOGRAFIA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio,. Cuntióte* no federad 
Sentencia* arbitrario*. Improcedencia del recurso. 

Cualquiera sea el acierto o error de lo decidido, ea improcedente el reenr» 
extraordinario fondado en la arbitrariedad contra la sentencia que, basada 
ea el examen de cuestiones de heebo j prueba y en la aplicación de normas 
de derecho común y procesal inficientes para sustentaría, resuelve d juicio 
seguido por nulidad de veredictos del Instituto Nacional de Cinematografía, 
que discernió los premios a las mejores producciones cinematográficas de 
1967 í 1 ). 



JUAN RAUL ECHEVERRY v. AEROLINEAS ARGENTINAS —empresa 

DEL ESTADO — 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestión federal. Cues- 
tione* fedérate* simple». Interpretación de otras norma* y ocio* fedérale*. 

No procede el recurso extraordinario, con fundamento en que se na deseo- 
nocido un acto de autoridad ejercido en nombre de la N""ión, si lo atinente 
a la naturales* de la relación jurídica existente entre las partea ha sido 
resuelto anteriormente por la Corte en la cansa y pasado en autoridad de 



(1) 4 de noviembre. Palios: £45: 327. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requi Uos propio*, Cuestiones no federóla. 
Interpretación de normas y actos com**t*. 

La sentencia de la justicia del trabajo que, por aplicación de las leyes 11,729 
y 12.921 (decreto 33,302/46 ) t hace logar a la indemnización por despido 
reclamada por quien no formaba parte del personal jerárquico de la Empresa 
Nacional Aerolínea» Argentinas, decide cuestiones de hecho y prueba y de 
derecho común, insusceptiblea de revisión en la instancia extraordinaria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* formales. Introducción de la cues- 
tión federal. Oportunidad. Resolución sobre la oportunidad del planteamiento. 

La declaración por "1 superior tribunal de la causa de no haberse propuesto 
oportunamente la cuestión federal, base del recurso extraordinario, atinente 
en el caso a la violación del decreto 10.479/*» «obre incorporación «1 Estado 
de las sociedades mixtas de aeronavegación, es i rre visible por vía del recurso 
del nrt. 14 de la ley 48, salvo el supuesto de arbitrariedad, que no se ha 
invocado. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

La sentencia recurrida ha decidido el juicio por razones de 
hecho y prueba, y por aplicación e interpretación de disposicio- 
nes de derecho común, lo que la hace insusceptible de ser revisada 
por V. E. en la instancia de excepción. 

En tales condiciones, considero que correspondería declarar 
bien denegado a fs. 264 el recurso extraordinario intentado, y 
no hacer lugar a la presente queja deducida por su denegatoria. 
Buenos Aires, 6 de octubre de 1960. — Ramón Lase ano. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de noviembre de i 960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Eeheverry, Juan Raúl c/ Aerolíneas Argentinas, 
Empresa del Estado*', para decidir sobre su procedencia. 

T considerando: 

Que lo atinente a la naturaleza de ln relación jurídica exis- 
tente entre las partes ha sido resuelto por esta Corte* a fs. 154 
de los autos principales, por lo que existe cosa juzgada que obsta 
a una nueva decisión del Tribunal. Por lo demás, en la causa 
"Benedetti, Celso c/ Combustibles Sólidos y Minerales (E. N. 
D. E.) s/ despido", resuelta el día 22 de julio del corriente año, 
esta Corte ha tenido oportunidad de pronunciarse en sentido con- 
trario a la pretensión que, sobre aquel punto, se formula en la 
queja. 
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t¿m\ tu tale» condiciones, lúa razónos de hecho y prueba y de 
derecho común que sustentan la sentencia dictada a fs, 260 de los 
autos principales, no son susceptibles de revisión cu la instancia 
extraordinaria. 

Que el agravio atinente a la violación del decreto 10.479/4Í» 
ha sido declarado extemporáneo por la sentencia recurrida. Sien- 
do así, es de aplicación al caso la jurisprudencia de esta Corte 
con arreglo a la cual la declaración por el superior tribunal de 
la causa de no haberse propuesto oportunamente la cuestión fede- 
ral, base del recurso extraordinario, es irrevisible por la vía del 
art 14 de la ley 48, salvo en el supuesto de arbitrariedad, no 
invocado en el caso {Fallos: 244: 412 y otros). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Oeneral, 
se desestima la precedente queja. 

Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid — 
Luis María Boffi Boggebo — 
Julio Oyhakartk — Ricardo 
Cohombres — Esteban Imaz. 



JUAN GIULíANl — sii kwhÍíí— 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestione* de competencia. Interven- 
ción de la Corte Suprema. 

\*o exigir conflicto alguno d> competencia, m efectiva privación de justicia 
i|iit> t.utorice la intervención de ta Corte, en los términos del art. 24, inr. 7*, 
última parte, del decreto-ley 1285/ftS, si declarada la incompetencia del tri- 
bunal provincial para conocer de la cuestión suscitada entre Ion herederos 
con motivo de la condición de aparcero invocada por uno de ellos respecto 
•le un campo de 1n sucesión, no media nún declaración acmejante por fiarte 
de ln« orgnñisnios de la ley i:i.'24ti, a los i|Ue el n ludido tribunal consideró 
rom ¡tétente* (M. 



MUNICIPALIDAD Dü VILLA CARLOS PAZ -oóhwha— 

ItECCRSO EXTRAORDINARIO: Rrqwmtox propio*. Curttirnte* no fedérale*. 
luterprrtario'H de Horma* ;/ acto* local** en t/eneraL 

Lo atinente al alcance de In jurisdicción del Superior Tríhunnl de Justicia 
de la Provincia de Córdoba, con arreglo a laa cláusulas de la Constitución 
y lan leyes lócale», no es cuestión de naturaleza federal, cuya decisión auto- 
rice el otorga miento del recurso extraordinario ( a ). 



(i) I i)e noviembre, 
{a) 4 <h- noviembre. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Cuestión justiciable. 

No cabe requerir la intervención de la Corte Supiema eon base en la alenda 
existencia de nn conflicto entre autoridades provinciales 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comune*. Cuestión justiciable. 

U invocación de los arte. 5, 6 y 104 do la Constitución Nacional no otate 
a la improcedencia del recurso extraordinario intentado sobre la base de la 
existencia de ttn conflicto entre autoridades provinciales, a ra tí de la inter- 
vencion di* rotminna locales dispuesta por el interventor de la Provincia ( a ). 



MUNICIPALIDAD de SAMPACHO v Otras — c^.kdora— 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones „o fedérale». 
Interpretación de norma* locales de procedimientos. Casos varios. 

La resolución que, fundada en normas locales de procedí mientes, declara la 
incompetencia del Superior Tribunal de Justicia de Córdoba en el conflicto 
suscitado a ral* del decreto de intervención a Isa comunas provinciales, decide 
puntos no susceptibles de apelación extraordinaria, v lo resuelto no guarda 
relación directa eon el agravio atinente a la alegada invalides de ese 
decreto (■), 

Ir 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios, Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos locales en general. 

El decreto medíante el cual se declaran intervenidas tas comunas provin- 
ciales no pierde su carácter local por el hecho de haber sido expedido por 
un funcionario nacional, como lo es el interventor federal. En consecuencia, 
no corresponde a la Corte Suprema conocer en las cuestiones que se plantean 
vinculadas eon la alegada invalides de dicho decreto («). 



CUSTODIO MATURA XA 

RE TROACTI VIDA D. 

U vigencia de la» leyes de jubilaciones, a falte de prescripción expresa en 
contrario, se gobierna por lo dispuesto en el art. 3* del Código Civil. 

JUBILACION DE MAGISTRADOS Y DIPLOMATICOS. 

La remisión al "régimen de jubilaciones y ¡tensiones establecido por el decreto- 
ley KM?)/ 58", del art. V del decreto-ley 55Ü7/58, no hace excepción i| prin- 
cipio según el cual la vigencia de las leyes de jubilaciones, a falte Je pres- 
cnpeión exprexa en contrario, se gobierna por lo dispuesto en el art. 3' 
del Código Civil. Aquella remisión tiene el carácter de una equiparación 



Fallos: 17»: ¡«9; J45: 5.12. 
Falloa: 187: "9; 192: 483. 
f a ) 4 de noviembre. 

(*) Faltos: ITS: 199; 192: 483; 210: IMlilK: 40.Í. 



i 




FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



en cuanto al contenido provisional del sistema normativo mencionado y no 
con referencia al instante en que ese sistema cunten zara a regir. Es, así. de 
dudoso acierto reconocer un a parla intento implícito del régimen general en 
cuanto al tiempo de aplicación de la ley, que n su vez reposH en notorias 
rogones de estabilidad y justicia. 

JVM LACIOS DE MAGISTRADOS Y DIPLOMATICOS. 

Tanto la "remuneración anual complementaria" como la "bonificación por 
antigüedad" integran loa "complementos de sueldo" a que se refiere el art. 70 
de la ley 12.951, modificado por el decreto-ley 1040/58, no hallándose com- 
prendidos tales concepto» en las excepciones a que se refiere el art. 3* del 
decreto-ley 5166/58, complementario del anteriormente citado. 
En consecuencia, deben ser computadas a los fines de la determinación del 
linber de una jubilación concedida bajo el régimen de ta ley 4349 y sus 
complementarias» entre ellas la 12.579, y reajustada can arreglo a lo precep- 
tuado en los deeretos-leyes 1049/58, 5166/58 y 5567/58. 

Dictamen del Pbocchahok Genera!, D«t Trabajo 
Exctna. Cámara: 

En el carácter de Fiscal de Cámara ante la Excma. Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Civil de esta Capital, el Dr. Custodio Mata ra na obtuvo el 
beneficio de jubilación ordinaria bajo el régimen de la ley 4349 y sus comple- 
mentarias — 12.579 entre ellas — , según resolución de fecha 27 de febrero de 
1956 (fs. 32). 

Con posterioridad — 12 de mayo de 1958 (fs. 43) — se presentó ante la 
Caja de aquel régimen, solicitando reajuste de su haber jubilatorio, en orden 
a lo preceptuado en el decreto 1949/58 y 5567/58, lo que se resolvió de confor- 
midad — fs. 46 — ordenándose abonar el nuevo haber reajustado a partir del 
día 30 de abril de 1958 —fecha de vigencia del decreto 5567/58—, 

No conformó al peticionante tal decisión, pues, se presentó nuevamente a 
fs. 53, observando que de aquel monto se había excluida el importe del sueldo 
anual complementario y la bonificación por antigüedad, cuyos rubros, según su 
entender, debían adicionarle al sueldo asignado conforme a los términos del 
art. r del decreto 1049/58 ya citado, objetando asimismo la fecha inicial de pago 
del reajuste que igualmente, según su sustentación, debía retrotraerse al 1* de 
enero de 1958, por aplicación del art. 3* del ante referido decreto. 

La Caja, por resolución de fs. 56, desestimó las pretensiones del solicitante, 
sosteniendo en apoyo de la misma que: a) el decreto 5567/58 fijó la fecha, de 
pago del reajuste a partir de au vigencia —30 de abril de 1958—; b) la boni- 
l'ieaciún por antigüedad y sueldo anual complementario no forma parte de la 
remuneración asignada mensualmente al agente, de acuerdo a la categoría de 
presupuesto, aclarándose, que a los efectos de) decreto 1040/58, mediante el 
decreto 5166/58, su art. 3* disipó las posibles dudas respecto de las sumas que 
deben considerarse complemento de sueldo, atento que de la exclusión allí dis- 
puesta se entiende sólo por complemento las retribuciones establecidas por los 
decretos 23.573/56 y 7300/57, que fijan la bonificación por costo de vida y un 
adicional técnico. 

Contra esa decisión se interpuso el recurso que l"gisla el art. 13 de la ley 
14.236, que en definitiva fué desestimado por el Instituto Nacional de Previsión 
Social, confinunndo consecuentemente la resolución de fs. 56, provocando ello la 
interposición del otro remedio procesal previsto por el art. 14 de la misma ley, 
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fundado en lo» razonamientos que lure el memorial de fs. S9/70, que en cuanto 
ii su forma se ajusta a las exigencias requeridas para estos supuestos, para esti- 
marlo procesalmente viable. 

Salvado ese obstáculo, corresponde entrar en el análisis de lo que ha sido 
materia de recurso. 

El decreto-ley 1040 dictado el 29 de enero de 1958, introdujo modifica- 
ciones a los art*. 74 y 70 de la ley 12.951 del Servicio Exterior de la Xacíón. 

El art. 70, aplicable al caso en examen, quedó redactado según la reforma, 
en 9a siguiente forma : "Los derechos concedidos por esta lev, a] Estado Diplo- 
mático, los beneficios jubilntorios de retiro y de pensión vitalicia que establece, 
Bt-rún reconocidos a los funcionarios del Sen- icio Exterior actualmente jubilados, 
retirados o que hayan cesado por causas que no les sean imputables. 1*» ya 
jubilados en el Servicio Exterior percibirán, automáticamente, como haber 'de 
inundad Mítico, el ochenta y dos por ciento neto de los sueldos y complementos 
de sueldo, con o sin descuentos, asignados anualmente seyán sus categorías, at 
personal en actividad. Los actuales retirados y los pensionistas percibirán en 
■tnial forma In proporción que les corresponda por aplieneión de las normas 
vigentes para darles tal situación, «justando las mismas de conformidad con lo 
dispuesto en el párrafo anterior. El mismo dcreelio tendrán los que en el futuro 
se jnbilen o retiren de acuerdo con lns leyes de la materia, como así también sus 
pensionistas, siempre que la liquidación correspondiente a sus haberes de pasi- 
vidad básicos no sea superior a la resulte por aplicación de las presentes 
disposiciones". 

El art. 2 del mencionado decreto, de indudable gravitación en el caso 
a examen, dispone que: "Para fijar por primera vez los nuevos haberes de 
pasividad básicos de los funcionarios del Servicio Exterior ya jubilados o reti- 
rado* y los de sus pensionistas, se aplicará la ley do presupuesto de 1G57/58 v 
p:ira los que resulten de las actualizaciones anuales futuras establecidas por él 
artículo anterior, se aplicarán las leyes y disposiciones del ejercicio fiscal corres- 
pondiente". 

De la conjunción y correlación de ambas normas, se saca en conclusión, que 
la reforma introducida a la ley 12.951 en favor de los funcionarios del Servicio 
Exterior, beneficii' automáticamente a los que a la fecha del decreto so encon- 
traban en goce de jubilación, retiro o pensión y a los que en el futuro puedaji 
ser titulares de las mismas prestaciones. Para los primeros, el haber básico de 
pasividad debía ser calculado conforme a lo que al respecto disponía la ley de 
presupuesto do 1957/58 con las futuras modificaciones que pudieran introducir 
las kves >' disposiciones del ejercicio fiscal respectivo. Para los segundos no 
exwte dificultad alguna, desde que, el haber básico se deberá calcular sobre el 
sueldo que goce el de igual categoría, en actividad, con el porcentaje automático 
asignado por el decreto. 

Por decreto-ley que lleva el n' 5567 de fecha 22/4/58, se dispuso por el 
art. 1 que el régimen de jubilaciones y pensione» establecidos por el decreto- 
ley 1049/58, se aplicará también al personal del Poder Judicial de la Nación 
comprendido en las disposiciones de la ley 12.579, de manera -ntoncés, que 
atenta la igualdad de régimen establecido para el personal del Poder Judicial 
de In Naciónn y el correspondiente al Servicio Exterior de U Nación, el caso 
sub-examen, debe ser resuelto conforme a este último régimen, por no contener 
el decreto 5507/58 ninguna disposición que lo altere o modifique, contemplando 
situaciones o modalidades específicas. 

El problema a resolver, en cuanto a uno de los aspectos que ha sido materia 
de agravios, radica en fijar el alcance interpretativo que cabe asignar al art. 76 
reformado de la ley 12.951, sobre todo en lo atinente al concepto sueldo básico, 
del cual debe fijarse como haber de la prestación, el 82 % neto. 
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A e*. respecto y romo ya se ha consignado al transcribir dicho artículo, 
tal porcentaje es el correspondiente at sueldo y rom pie me nt oh de sueldo*, con o 
mii descuentos, asignadus timuilmvntr según sus categorías, al personal en ac- 
tividad. 

El "«meldo" y sus "complementos" son Iris que tije la ley de presupuesto, a 
partir de la correspondiente a! ejercicio 1957/58, con forme a lo dispuesto en 
el art. 2 del decreto-ley 1040/58. 

La discrepancia de Jas partes ha surgido en turno n lo que se ha denominado 
bonificación por antigüedad y sueldo anual complementario, pnr no considerar, 
una de ellas — el Instituto Nacional de Previsión Social— que ambos rubros 
lian quedado al margen del concepto "emú pimiento de sueldo", criterio al (pu- 
se opone el recurrente. 

m art. 5 del decreto citado 1049/58, invocado por el Instituto, aclara que 
los beneficios, instituidos por los decretos 23.573/50 y 7300/57, así como los que 
te fijen en el futuro, se considerará como "complemento de sueldo" a los fun- 
cionarios del Servicio Exterior a los fines de la liquidación del haber básico de 
la prestación. 

El 18 de abril de 195» se dictó el decreto 5166, que según su art. 4, es 
complementario del 1049/58, y por tanto integrante de la ley 12.951. 

Dispuso el art. 3 que los complementos de sueldo a que se refiere el art. 7li 
de la citada ley, reformado por el decreto 1049/58, no incluyen el coeficiente, 
los gastos de representación, instalación o de oficina, ni ningún otro que no 
sen sueldo. 

El juego de los arta. 5 de] decreto 1049 y 3 del decreto 5166 es lo que ha 
permitido al Instituto fundar su teoría de que sólo la bonificación por costo de 
vida, decreto 23.573/58 que unificó los decretos 7025/51; 6000/52; 296753 y 
3019/56 y el adicional técnico que se instituyó para el personal administrativo 
y técnico del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, configuran el concep- 
to de "complemento de sueldo" a los efectos del decreto 1049. 

Resulta errónea, a mi juicio, tal postura por cuanto, la circunstancia de que 
el art. 5 f del decreto 1049/58, hubiere aclarado, que los complementos de sueldos, 
son las bonificaciones por costo de vida y adiciona) técnico en modo alguno lia 
debido significar excluir otros que pudieran participar en las características que 
les asigna el art. 70 reformado, máxime teniendo en cuenta que la norma no es 
declarativa ni taxativa en su enumeración, sino simplemente aclaratoria. En 
cambio, la disposición legal que excluye ciertas remuneraciones del concepto 
"complemento de sueldo", es la del art. 3* del decreto 5166/58, lo que impor- 
taría admitir que únicamente esas remuneraciones son las que no pueden ser 
consideradas como parte integrante del sueldo, entre las que no se encuentran, 
las que motivan el pedido del recurrente. A mayor abundamiento, cabe señalar, 
que el referido art. 3* es aclaratorio del 7fl de la ley 12,951 y no del 5* del decre- 
to 1019/58, de suerte entonces, que del "complemento de sueldo" a que alude 
aquel articulo sólo corresponde excluir, el coeficiente, gastos de representación, 
e instalación de oficina, o algún otro que no sea sueldo. 

Al consignar el art. 76, que el sueldo y los complementos ron o sin descuen- 
to asignados anualmente a los funcionarios según su categoría, se está refiriendo 
a los que se fijen en la ley de presupuesto de la Nación, a la que se remite" el 
art. 2* del decreto 1049/58 para establecer por primera vez, el nuevo haber 
de pasividad básico para los funcionarios de) Ser virio Exterior. De este modo, 
pues, el factor preponderante para la determinación de los complementos de 
sueldos que deben integrar el haber básico de la prestación, es el hecho de tra- 
tarse de emolumento* autorizados por el Presupuesto General de la Nación y no 
sean de los excluidos expresamente por el art. 3* del decreto 1049/58. 

El sueldo anual complementario fué instituido por ley 12.915, sancionada 
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el 23 de diciembre de- 1948, en favor de todos los servidores del Estado y como 
su propia denominación lo indica, es un complemento de sueldo, que se abona el 
.11 de diciembre de cada ano, en proporción a la doceava parte del importe perci- 
bido por el agente, durante ese año. Según d art. 8* el gasto que demande d 
cuín pli miento de la ley, se atenderá con fondos propios de eada repartición, 
debiendo en caso contrario, cubrirse con d fondo de rentas generales, con impu- 
tación a la ley 12.915. 

_EJ decreto-ley 23.573, de Presupuesto General de la Nación, para el año 
1957/58, en el anexo 23, ítem 48, correspondiente n la Corte Suprema y Tribuna- 
les Inferiores de la Nación, lijó un crédito nnunl en forma global pan» 
abonar, entre otros rubros, el sueldo nmml complementario, lo que está 
evidenciando que respecto de ese personal, eotníi así del perteneciente a otraa 
reparticiones estatales, el referido sueldo anual complementario, es una remune- 
ración asignada Anualmente al agente ]>of ley de presupuesto que debe atenderse 
van los recursos que esa misma ley u otra especial, pneda determinar. 

No cabe duda que por participar de esa naturaleza y fuente, encuadra per- 
fectamente dentro de las condiciones que exige el art. 78 reformado de la ley 
12.8X5, toda vez, que se trata de un complemento de sueldo "asignado anual- 
mente" a su respectiva categoría, según ley de presupuesto. 

Por ello es que estimo equivocada la tesitura del Instituto al considerar de 
que el sueldo anual complementario no participa de las características propias 
ile un adicional de la remuneración básica mensual que pueda incrementar el 
haber jubilatorio. 

Estoy de acuerdo en que la determinación de ese hnber básico para personal 
del Servicio Exterior y Poder Judicial de la Nación, sigue una técnica especial, 
distinta por lógica, a la que se sigue para otros servidores, dado que, respecto 
de aquéllos el criterio a seguir no eS el de promedio de sueldos percibidos durante 
un determinado Upso, sino aplicando el porcentaje del 82 % de la remuneración 
básica asignada presupuestariamente al agente en su categoría, mas en lo que 
discrepo con la postura del Instituto es en lo referente a que deba tomarse como 
básico el sueldo mensual, por cuanto se té liaría decir a la ley, una cosa que ésta 
no dice. El art. 78 de la ley 12.915 no se refiere pura y exclusivamente al 
"sueldo", sino que agrega "y complementos de suddo, con o iin descuento, asig- 
nados anualmente", entre los cuales sólo se excluye los específicamente deter- 
minados en el art. 3' del decreto 5166/58. El sueldo mensual, pues, no es el 
único factor determinante del monto de la prestación jubilatoria, sino que tam- 
bién lo son los "complementos de sueldos" fijados anualmente al agente, según 
su categoría. Limitar el cálculo nada más que a aquet factor, importa interpretar 
un Lateralmente la redacción, espíritu y letra de Ja norma en cuestión. 

La bonificación poi antigüedad ínutituída por decreto 34.295/49 participa 
de la misma naturaleza que la atribuida al sueldo anual complementario, con 
la diferencia a favor de aquélla, que según el art. 3* se percibe mensualmente en 
orden n on lapso determinado de prestación de servicios, estando sujeta también, 
al cargo de aportes jubílatenos que dispone la ley 11.923. Cabe asimismo agregar, 
que en el Presupuesto General de la Nación para el aun 1957/58 en el anexo 23, 
Corte Suprema y demás Tribunales Inferiores de la Nación, figura una partida 
para pago de bonificaciones, suplementos, etc., entre las qtte se encuentra la de 
"antigüedad" (Pda. 478), sin perjuicio de que según el art. 21, se considera 
parte integrante del sueldo que percibe el agente. 

La ley no subordina la liquidación del haber básico de la prestación, al 
importe mensual del sueldo asignado al agente por presupuesto, limitando así 
en d tiempo la fijación del porcentaje establecido, del 82 %, sino que la amplía 
a los "complementos", a condición de que se encuentren consagrados y autori- 
zados anualmente en la respectiva Ley de Presupuesto, cualquiera fuero la 
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norma y época de pag(.. Sobre la bonificación por antigüedad, aún aceptando 
la tesis del Instituto, no cahría duda alguna de que se trata de un complemento, 

Inda vez. que o ya se ha visto, se considera parte integrante del sueldo y se 

liquida conjuntamente con éste en forma mensual. Si por liquidarse el sueldo 
anual complementario ei. determinada época del año, se pudiera pensar, que al 
no abonar-e el mismo por mes, nci eiiruadra en los tcruiinos del art, 71», lúe» podría 
responderse, que, sin perjuicio de lo ya expuesto, esa forma de pago no empece 
n su proporcionalidad mensual, puesto que, el agente que cesa en el sen-icio, 
tiene derecho, a que se le abone el importe del sueldo atulal complementario en 
proporción al tictiipo en que prestó servicios durante el año respectivo (nrt. 
V, ley 12.í)lf>), vale decir, que malgrado la anualidad del pago, >'. comple- 
mento puede desmembrarse en lumia mensual, puní fijar mi proporcionalidad, 
i inirrc enlom es que me» u mes se va acumulando al sueldo fijo, el importe del 
sueldo anual complementario, para percibirlo íntegramente en la fecha que 
indica la ley 12.915. según el pon taje y forma que la misma establece. 

En suma, mi opinión respecto a las eucslioms examinadas es la siiruientcj 
a) de los sueldos y complementos a que se reJiere el art. Tu' tic la ley 12.IH5 
reformado por decreto IM4¡(f)S. -¿ñio corresponde excluir les rubros enumerados 
en el art. 3* del decreto 5160/68-; b) la henil ¡ración por antigüedad y sueldo 

iimmt i- pie ntario, con l'igii rali, habida «-uciit» ile su naturaleza jurídica, 

fuente, modo y forma de piitío. el eomplemeulo tle .■.neldo que señala el referido 
art. 7ii como básico de ta prestación para el personal del Poder •ludida I com- 
prendido en las disposiciones de la ley lioTíl y sus posteriores ampliaciones, 
por remisión del art. V del decreto óñ(Í7/5n al régimen del decreto I04£i/oh. 

Con relación a la fecha inicial de pago de la prestación, mi opinión va emiti- 
da en -.i ii t ido favorable a las pretensiones del apelante, por cuanto la redacción 
del art. 1" del antedicho decreto óf>u7/óK, sin reservas de ninguna especie, impor- 
ta fijar como fecha inicial, la dispuesta por el art. T de] decreto l<l4íV r >8. yule 
deeir, que. en orden a lo preceptuado en el nrt. 2" del Código Civil a los fines 
de SU obliiTíitorii'dad. >e ha determinado una fu-ha cierta, apartándose así de lo 
preceptuólo en el nrt. :í* del mismo Código. 

l'or las razones expuestas es que aconsejo a Y. K. >e sirva declarar pfnee- 
dente en cuanto u su forma y fondo el recurso interpuesto, revocándose coijsí- 
<¿uícn tímenle la decisión de s. t¡(¡ en lo que ha sido materia de tal remedio pro- 
cesal, despacho. J(i de ahril de iUOfc Ffctor vi. M tintrih. 

Skstkxiia i.k i.a CUiaha Xai-jonvi. -k Ai-klauoxks un TiiAitA.m 

Kn la ciudad de Uuenos Aires, a los Mi días del mes de mayo del año líMid, 
reunidos en la sala de acuerdos, bajo la ['residencia de su titular Dr. Mario K. 
\ i déla Morón, y el Sr. Vocal Dr. Armando I). Machera, a fin de considerar el 
recurso deducido contra lu sentencia apelada, se procede a oír las f iniones de 
los señores vocales en el orden tle sorteo practicado ni efecto, resultando así la 
siguiente exposición de fundamentos y votación. 

El Ur, \'¡4lfla Mun'm, ¡lijo', 

I) El recurrente, ex-fiscal de Cámara de la Justicia Nacional, obtuvo 
de la t aja de Previsión de la ley 4:U!í, por resolución del 27/2/ñlÍ, su jubilación 
ordinaria (fs. SJ2), 

Dicha Caja, en 7 '7/58, procedió n actualizar el linber mensual del beneficio, 
■le acuerda a los decretos leyes 1(W!>/5S y 55K7/5S y pagar el ajuste desde el 
:H>/4 de ese año. eon deducción de lo ya percibido conforme a la anterior deci- 
sión (fs. 40). 
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El interesado, Al no haberse incluido en el cálculo practicado las sumas 
disfrutadas por él en concepto de "bonificación ñor antigüedad" y "sueldo 
anual complementario" y id no abonársele las reconocidas a partir del 1/1/58, 
feclm de vigencia del decreto-lev 1049/58, interpuso los recursos de reposición 
y de apelación en subsidio contra dieba resolución (art VA de la ley 14.230). 

I,n Caja denegó la reconsideración pedida, en mentó al art. - del Código 
Civil, ul art. 3* del decreto-ley 5106/58 y demás n raimientos esgrimidos en su 
pronunciamiento y acordó la apelación (t's. 50). 

Elevados los autos al Instituto Nacional de Previsión Social, éste, en 24/ 
11 -Vi. confirmó la resolución denegatoria (í>. 62/<if>). de la cual apeló y se 
agravió el recurrente, mediante el recurso del art. 14 de la ley 14.2,'ÍO (fs. 69/711). 

Kstimo procesaltnente viable el recurso deducido, por hallarse cuestionada 
la interpretación de normas legales aplicables al caso, según lo demuestra el 
Sr. Prucurndor (íeneral en su dictamen (fs. Ti/77) y así lo derlaro. 

II) El art. V del decreto-ley 5567/58, expresa: "El régimen de jubila- 
ciones y pensiones establecido por el decreto-ley 1IJ49/58 se aplica también al 
ptXMIial del Poder Judicial comprendido en la ley 12.579" (A. D. L. A. XVIII- 
A97S). 

La aplicación de es»- régimen al referido personal ha sido dispuesta por el 
decreto-ley 5507/58 sin restricción ni retaceo alguno y se produce de pleno 
derecho, siéndole aplicable todas las normas del decreto-ley 1049/58, inclusive 
el art. 4" de éste, donde se señala como fecha a partir de la cual producirá efec- 
tos el citado régimen y ella es, ya para uno, ya para otro de los sectores com- 
prendidos, el 1/1/58 y no otras y así lo voto. 

III) La ley 12.579, en su art 2% modificado por el 1* del decreto-ley 
20.690/58 (A. D. L, A. XVII-A-LKt), incluyó, entre las personas comprendi- 
das en ella, a los procuradores y fiscales de cámara, situación esta última, la del 
peticionante, y el decreto-ley 1049/58, medíante el art. 1 ? , modificó los arta. 

y 76 de la ley 12.951. 

El art, 76 de la ley 12.951 (nuevo teüto), en In parte de interés para este 
juicio, diee; "... Los ja jubilados del Servicio Exterior percibirán, automáti- 
camente, como haber de pasividad básica el 82 c /c neto de los sueldos y comple- 
mentos de metilo», con o sin descuentos, asignados anualmente según sus cate- 
gorías, al personal en actividad...". 

De acuerdo al decreto- ley 1040/58, son aplicables, en el presente caso, los 
arts. 2* y 5* de él, los cuales respectivamente disponen : "Pura fijar por primera 
vez los nuevoH haberes de pasividad básico, se aplicará la ley de presupuesto de 
1957/58 y para los que resulten de las actualizaciones anuales futuras estable- 
cidas por el artículo anterior, se aplicarán las leyes y disposiciones del ejercicio 
financiero correspondiente" (art. 2") y "Aclárase también que los complementos 
de sueldo*, con o sin dcxciientog, rigente» ptirtt el personal..., a que se refiere 
el art, 76 que ,oe modifica, estaidectdos por dtcreto-ley &ÍJÍ7.1/56 ti el decreto 
7300/57, Hftí como loa que se fijen en el futuro He n cotutecrán igualmente a . . - 
y que revistan como jubilados ... lo mismo que a sus respectivos pensionistas, 
tomo jisÍ también a quienes adquieran estos estados de revista con posterioridad 
a las disposiciones que se establecen por este decreto-ley, i/ se computarán en 
todos ha rato* independientemente para que sns monto* netos acrezcan los ha- 
beres de jubilación, retiro o pendón" (art. 5"). 

La demandada funda su oposición, en lo presen pto en el art. 8* del decreto- 
ley 5U¡(¡/58 (A. D, L. A. XVI11-A-85'I), el cual dice: "Los complementos de- 
sueldos a que se refiere el art. 70 de la ley 12.951, reformado por el decreto-ley 
11149/58 ii« in&ntfen el coeficiente, loa oastoa de representación, instalación o de 
oficina, ni HtHffÚn otro que n» sea aneldo" y en el art. 4 V . dispone la incorpora- 
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rión de las disposir¡oi!'"< anteriores al decreto-ley 1049/58 mmo complementa- 
rio de las de cate y, consecuente, integrando, todas ellas la ley 12.051. 

IV) Ahora bien, de la larga transcripción de normas legales hecha, surge 
Jo siguiente: ■) A loa efectos del cálenlo del haber mensual jubila tono eorres- 
pt> adíente a las personas comprendidas en el art. 1* del decreto-ley 5567/58, 
debe tenerse en cuenta todo lo percibido en concepto de sueldos y complemento»» 
de aneldos, con o ain descuentos, asignados anualmente, según huk categorías, al 
persona) en actividad de acuerdo a la ley de presupuesto (art. 76, ley 12.951, 
modificado por el art. l f del decreto-ley 1049/58); b) Los complemento* esta- 
blecidos en el decreto-ley 23.573/56 y ej decreto 7300/57, así como los otros a 
fijar en el futuro por las leyes del respectivo ejercicio financiero, serán recono- 
cidos y ae computarán (art. 5% decreto-ley 1049/58) ye) Lo* complementos de 
aneldos compntables no incluyen el coeficiente, los gastos de representación, ins- 
talación o de oficina, ni ningún otro que no sea sueldo (art. 3*, decreto-ley 
5166/58). 

Si nos atenemos a la interpretación dada al art. 3* del decreto- ley 5166/58 
por el Instituto, estaremos admitiendo, implícitamente, la reforma de los art*. 
76 de la ley 12.951 y del 5* del decreto-ley 1049/58, en virtud di- la última parle 
del precepto mencionado en primer término y tal supuesto no cabe, pues se trata 
de ana norma complementaria de este e integrante del régimen y no modifi- 
catoria. 

Si desechamos, por absurda, la idea de la modificación, la interpretación 
referida «atrae una conclusión contradictorio, porque por un lado hace el distin- 
go entre "sueldo" y "complemento de sueldo" y por el otro, excluye todo "com- 
plemento de sueldo" de la computación ai no reviste carácter de "sueldo", lo 
cual, evidentemente, es ilógico. 

Creo, por lo tanto, equivocado el criterio sustentado por el Instituto y como 
la ley debe contener un presupuesto lógico, otra lia de sor la interpretación 
debida, o sea, aquella ron posible contenido armónico respecto a todo el sistema. 

Aaí, pues, según mi opinión, la parte final del art. V del decreto-ley 51(56/58 
— "ni ningún otro que no sea sueld»"— ae refiere a los "gastos" y no a los 
"complemento;' de sueldos", en razón de usarse ta frase transcripta como final 
de una enunciación exeluyente, y así lo declaro. 

V) Lo diclw podría sor suficiente para tener por procedente el recurso; 
mas debo «gregnr: Tsnto lu "bonificación por antigüedad" como el ''sueldo 
nntuil complementario" no «on "complemento de sueldo", sino lisa y llanamen- 
te "sueldos". 

En verdad, la institución de la "bonificación por antigüedad" fué dispuesta 
por vía de decretos del P. E. con destino a determinado sector de la adminis- 
tración publica y escalonadas en el tiempo. Incluyó el P. K. en todas esas opor- 
tunidades, en el respectivo decreto una disposición expresa, en donde señaló el 
carácter de "parte integrante del sueldo" de esos adicionales y, por ende, sus-ep 
tibies de los descuentos jubiliiiorirn de In ley 11.923 (art. 6 f . decreto 25.643/48 
(8. de Educación > f A. I). L A. VIII -076; art. 33, decreto 38.667/48 (S. de I. y 
C.) publ cit. V1I1-851; art. 9\ decreto :«.12:t/48 (S. de T. r P.) publ. cit. 
VI 11-862; art. 21, decreto 13.540/49 (11. de Ecoii.). publ. cit IX-A-770; art. 
15. decreto 23.419/49 (P. de la N.) publ. cit. 1X-A-866; art. 9», decreto 27.794/40 
(L S. P. S.>, publ. cit. IX-A-925; art, 17, decreto :i3.622/49 (I). X. de V. de 
P. v A,), pubt. cit. X-A-267; art. 21, decreto 34.295/49 (M. de y P. J. de 
la N.). publ. cit. X-A-298; art. 11, decreto 2321/50 (Min. de A. P.), publ. cit, 
X-A-328; nrt. 18, decreto 5460/50 (M. de T.), publ. cit. X-A-368, etc. ). 

De lo expuesto se desprende sin dificultad el carácter de sueldo atribuido a 
la "bonificación por antigüedad", por quien la instituyó, y, en especial, en lo 
relativo ñ la acordada a los miembros del Poder Judicial, por el decreto ,'14.295/49. 
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VI) Kesp^clo al "sueldo anual complementa rio'', tiene éste origen en la 
ley 12.915 (A. D. L. A. VII-138}, bajo el nombre de '-remuneración anual com- 
plementa ría". 

El art. i" de esa ley define la institución como nn pago a realizar el 31 de 
diciembre de cada año calculado sobro la base de la doeeava parte de) total de 
las retribuciones, aneldos o salarios básicos nominales, devengados en el respec- 
tivo año calendario (art. 2*), siendo inembargable y no pasible de contribución 
a la» Cajas provisionales en cuanto se refiere al aporte debido por aumento, 
atraque sí pasible de los descuentos correspondientes a patrono y trabajador 
(art. 5*), 

Resulta, por cierto, evidente que no se trata de un "complemento de nocido" 
sino de una "remuneración*, de un "aneldo" más, de un "sueldo . . . complemen- 
tario" de la retribución anual, respondiendo, sin Ingar a dada, la sustancia del 
instituto a su denominación. Ello queda confirmado, no sólo por los arta. 45 
y 47 del decreto-ley 33.302/45, en cuanto a guardar su pago las modalidades 
previstas por la ley 11.278 respecto al del eneldo, sino por así haberlo consa- 
grado la jurisprudencia uniforme, continua y reiterada de este Tribunal v la 
doctrina general de los autores, y así lo voto. 

Por lo dicho, y fundamentos del dictamen del Sr. Procurador General, voto 
por la revocatoria de la resolución apelada, y me pronuncio haciendo logar a lo 
reclamado. 

El Dr. Mathera, dijo: Que compartiendo íntegramente los fundamentos del 
vocal preopinante, se adhiere al mismo. 

Por lo que resulta del precedente Acuerdo, el Tribunal resuelve: Revocar 
la resolución apelada, haciendo lugar a lo reclamado. — .Vario E. Vitela Moróm- 
Ar mando David Machera. 



Dictamen del Procukaiior General 

Suprema Corte; 

Kl recurso extraordinario concedido a fs. ¡M) es procedente, 
por haberse puesto en tela de juicio la inteligencia de normas 
federales y ser la decisión definitiva del superior tribunal de la 
causa ndvors* a las pretensiones del apelante. 

En cuam.s al fondo del asunto, dos son las cuestiones some- 
tidas a resolución de V. E., a saber: 

1») Si la "remuneración anual complementaria", institui- 
da por la ley 12.015, y las remuneraciones abonadas en concepto 
de antigüedad en el servicio, deben computarse a los fines de la 
determinación del haber de una jubilación concedida bajo el régi- 
men de la ley 4349 y sus complementarias, entre ellas la 12.579, 
y reajustada con arreglo a lo preceptuado en los decretos-leyes 
1049/58, 5166/58 y 5567/58. 

2*) Si la vigencia del decreto-ley 5567/58, publicado en el 
Boletín Oficial del 29 de abril de 1958, debe computarse desde el 
30 del, mismo mes y año, como sostiene el Instituto Nacional de 
Previsión Social que trae el recurso, o desde el 1* de enero de 





FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 



1958, fecha desde la cual rige el decreto-ley 1049/58, como decide 
la sentencia apelada. 

Comparto las conclusiones a que llega la sentencia, respecto 
a las cuestiones enunciadas. 

Considero que tanto la 4 'remane ración anual complementa 
iia M , según la expresión empleada por la ley 12.915, o 11 sueldo 
anual complementario* 1 , como se lo denomina en el Presupuesto 
General de la Adimnist ración X ación al (Ejercicio 1957/58, Ane- 
xo 2*t, ítem 48, Decreto-ley 16.990/57), por una parte, y, por otra 
la "bonificación por antigüedad" integran los "complementos 
(íe sueldo" a que se refiere el art. 76 de la ley 12.951, modificado 
pin- decreto-ley 1U49/58 (art. I 9 ), no hallándose comprendidos 
tales conceptos en las excepciones a que s>, refiere el art, 3* del 
decreto- ley 5166/58, complementa rio del precedentemente citado. 

"SÍ remunerar — La dicho V. tí. — importa como recompensar, 
lo que la ley quiere que complete el haber mensual del jubilado 
es todo lo que recibió en pago de sus servicios" (Fallos: 218: 757. 
Ver también: 226: 77). 

Aunque emitido con referencia a una situación surgida en el 
ámbito de ta ley 11.110, me parece legítimo aplicar ese juicio y el 
principio que lo informa al planteo de autos. 

Es incuestionable, así, que el "sueldo anual complementa- 
río"^ como su mismo nombre lo está indicando, y la "bonifica- 
ción por antigüedad" participan de la naturaleza del sueldo por 
haberle sido abonados al agente en compensación de sus servi- 
cios, y en tal carácter lo< completan sin lugar a dudas. 

Se impone, por consiguiente, su computación a los efectos 
del reajuste del haber jubilatorio solicitado por el doctor Matu- 
raua de conformidad con los decretos-leyes 1049/58 y 5166/58, 
aplicables a su caso en virtud del decreto-ley 5567/58. 

Cabe agregar que los conceptos en cuestión figuran incluí- 
dos bajo el rubro "sueldos" en la citada ley de presupuesto, y 
que por ambos se efectúan los aportes correspondientes a la 
respectiva Caja de Previsión, todo lo cual corrobora ti carácter 
que lei he atribuido. 

En cuanto a la fecha desde la cual deben contarse los efectos 
del decreto-ley 5567/58, adhiero igualmente a las conclusiones del 
tullo en recurso, atentos los términos en que está concebido el 
art. I 9 del citado decreto. 

Por todo lo expuesto y argumentos concordantes del fallo 
de fs. 79 y dictamen de fs. 73, opino, en definitiva, que corres- 
ponde confirmar la sentencia apelada en cnanto pudo ser materia 
del recurso. Buenos Aires, 26 de agosto de 1960. — Ramón Las- 
t'flno. 




DE JUSTICÍA DE LA NACIÓN 



231 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 tío noviembre de 1960. 
Vistos los autos: "Maturana, Custodio s/ jubilación »*, 
Considerando; 

l 9 ) Que, cou arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, la 
vigencia de las leyes de jubilaciones, a faUa de prescripción ex- 
presa en contrario, se gobierna por lo dispuesto en el art. 3* del 
Código Civil —Fallos: 240: 384—. 

:») Que la remisión al "régimen de jubilaciones y pensiones 
establecido por el decreto-ley 1049/58", del art. 1* del decreto-ley 
5567/58, no hace excepción al principio enunciado. Es correcto, 
en efecto, acordar a aquella remisión el carácter de una equipa- 
ración en cuanto al contenido previsional del sistema normativo 
mencionado y no con referencia al instante en que ese sistema 
comenzaría a regir. Es, así, de dudoso acierto reconocer un apar- 
tamiento, implícito del régimen general en cuanto a la aplicación 
en el tiempo de la ley, que a su vez reposa en notorias razones de 
estabilidad y de justicia. 

3*) Que, en cuanto a lo demás decidido por la sentencia en 
recurso, el Tribunal comparte en lo esencial las conclusiones del 
dictamen precedente del Señor Procurador General, con arreglo 
a las cuales la sentencia debe, en ese aspecto, ser confirmada. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se confirma la sentencia en recurso de fs. 79/81 en cuanto ad- 
mite que el sueldo anual complementario y la bonificación por 
antigüedad deben computarse para el cálculo del haber jubila torio. 
Y se la revoca en lo demás que decide, 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Ahistóbulo D. Ahvoz dk Lama- 
drid — Luis María Bom Booqero 
— Juno Oyhanartr — Pedro 
Aberasturv — Ricardo Oolom- 
bheb — Esteban Imaz. 



CARMEN AMA ACOSTA he CAMPOS Y Otro v. S. A. Cía. FOSFORERA 

ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio*. Cuntióme* no fedérale». 
Excisión de loa cuestione» de ketko. Varios. 

La sentencia del Tribunal del Trabajo Provincial, que, después de examinar 
la prueba y haciendo mérito de la falta de calificación de la huelga por el 
poder administrador, la declara justificada, imputando a la recurrente las 
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eiDui y consecuencias, versa «obre cuestiones de hecho y prueba propia* 
de los jueces de la fiuw y ajena* a la insten ci» extraordinaria, 

CONTRATO IB TRABAJO. 

No existiendo una ley especial que establezca las obligaciones derivadas de 
las huelgas, legítima* o justificada*, la controversia pisoteada al respecto 
ante loa tribunales debe ser resuelta de conformidad con los principios de 
las leyes análogas y, en sa defecto, con los principios generales del derecho, 
teniendo en consideración las circunstancias sometidas a decisión. 
Tal es el caso de la sentencia que declaró justificada una huelga y condenó 
a la parte patronal al pago de salarios correspondientes a los días no traba- 
jados, aun cuando no cite ningún precepto laboral específico, si las partes 
trabaron el debate sobre la aplieabilídad o ina plica bilidad de los arte. 511 
V aigtes, del Código Civil, como principio de leyes análogas, y ellos lian sido 
invocados por el tribunal en su decisión, en cuanto estos preceptos establecen 
la responsabilidad del deudor que ha incurrido en culpa en el cumplimiento 
de sus obligaciones. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto* propios. Relación directa. Nor- 
man extroña* al juicio- Disposiciones constitucionales. Art t 17, 

La declaración de que nadie puede ser privado de su propiedad sino en 
virtud de sentencia fundada en ley — art. 17 de la Constitución Nacional- 
no da lugar al recurso extraordinario cuando media una sentencia basada, 
precisamente, en ley y en consideraciones doctrinales o jurisprudenciales. 

RECDRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa. Sen- 
tandas con fundamentas no federales o federales consentidos. Fundamentos de 
orden común. 

La alegada violación del art. 07, inc. 27, de la Constitución Nacional, funda- 
da en que el Tribunal del Trabajo habría dado el carácter de ley s una 
resolución administrativa referente a una huelga, además de carecer de vin- 
culación directa con la materia del juicio sobre cobro de salarios, es incondu- 
cente para su solución, si el pronunciamiento apelado basa, al respecto, 
en fundamentos de naturaleza suficientes para sustentarlo y, además, decide 
ls cuestión teniendo en cuenta el carácter de acto administrativo que atribu- 
ye el propio recurrente a la resolución aludida. 



Dicta mes del Piioccrauok Ghni hal 

■ 

Suprema Corto: 

En definitiva el fallo apelado se funda en razones de hecho y 
de derecho común suficiente» para sustentarlo, con las que no 
guardan relación inmediata ni directa la» cuestiones que se ar- 
ticulan como de carácter federal 

En tales condiciones el recurso extraordinario intentado 
resulta improcedente y ha sido mal acordado a fs. 70. Así corres- 
pondería declararlo. Buenos -Aires, 30 de abril de 1959, — Ra- 
món Lascano. 
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Buenos Alies, 7 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Acosta de Campos, Carmen Ana y otro 
c/ Cía. FoBforera Argentina S. A, s/ cobro de salarios". 

Considerando : 

P) Que contra la sentencia del Tribunal del Trabajo de 
Avellaneda (Provincia de Buenos Aires), que declaró la "legiti- 
midad" o "licitud" de la huelga en la que participaron los acto- 
res y condenó a la demandada al pago de los salarios correspon- 
dientes a los días no trabajados, ha deducido esta última recurso 
extraordinario, sosteniendo qne la sentencia es violatoria de los 
arts. 14, 17, 19 y 67, ine. 27, de la Constitución Nacional y que, 
además, es arbitraria. 

2») Que en lo que se refiere a las garantías de los artB. 14, 
17 y 19 de la Constitución, la recurrente alega que la sentencia 
le impone disponer de sus bienes para retribuir días de labor no 
trabajados durante una huelga que ella no provocó, obligándola 
a una prestación sin ley que la establezca, a lo que agrega que ha 
dado a las resoluciones administrativas referentes a la huelga 
los efectos de ley sin que ellas puedan tenerlas, de acuerdo al 
art. 67, inc. 27, de la Constitución Nacional. 

3») Que sobre este aspecto cabe señalar que la sentencia 
apelada, después de un examen de los elementos de prueba (vc- 
i'etHrffftie fs. 59/61) y, haciendo mérito de la falta de califica- 
ción/le la huelga por el poder administrador, la ha declarado 
justificada (fs.-66 vta. y 67) y ha establecido que las causas y 
consecuencias de ella son imputables a la demandada, la que no 
cuestionó en su recurso la competencia del tribunal para efec- 
tuar tal declaración, ni impugnó concretamente como arbitraria 
la valoración do la prueba realizad*:. 

4°) Que la decisión, por versar sobré cuestiones de hecho 
y prueba, es propia de los jueces de la causa e irrevisible en la 
instancia extraordinaria (Palios: 238: 191 j 247: 196 y otros). 

5») Que, ann cuando ninguna ley especial estableciese las 
obligaciones derivadas de las huelgas, legítimas o justificadas, 
es obvio que, planteado un caso relativo a ellas auto los tribuna- 
les de justicia, éstos —que no pueden abstenerse de juzgar (doc- 
trina del art. 15 del* Código Civil)— han de decidirlo de confor- 
midad con los principio* aplicables del ordenamiento jurídico, 
como son las leyes anál a y, en su defecto, los principios gene- 
rales del derecho, teniendo en consideración las circunstancias 
del caso (doctrina del art. 16, Código Civil; Fallos: 239: 470). Y 
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no otra cosa es lo que ha hecho la sentencia apelada, con expresa 
referencia a la índole particular del derecho de huelga; porque 
si bien no se cita ningún precepto laboral específico en apoyo de 
su conclusión, cabe observar que las partes trabaron el debate 
sobre la aplicabilidad o i implacabilidad de los arts, 511 y siguien- 
tes del Código Civil, como principio de leyes análogas y ellos han 
sido también invocados por el tribunal a quo en su decisión, en 
cuanto estos preceptos establecen la responsabilidad del deudor 
que lia incurrido en culpa en el cumplimiento de sus obligaciones. 

Por otra parte, la declaración de que nadie puede ser priva- 
do de su propiedad sino en virtud de sentencia fundada en ley, 
contenida en el art. 17 de la Constitución Nacional, no da lugnr 
al recurso extraordinario cuando media una sentencia basada, 
precisamente, en ley y en consideraciones doctrinales o jurispru- 
denciales (Fallos: 189: 306; 192: 308; 193: 496). 

tí 9 ) Que en cuanto* a la violación del art. 67, inc. 27, de la 
Constitución Nacional — aparte la correspondencia de la cita — 
fundada por el recurrente en el carácter que el tribunal a quo ha- 
bría dado a la resolución administrativa n* 26/30, la cuestión, 
además de no vincularse di rectan tente con la materia del litigio, 
es inconducente para su decisión, ya que el pronunciamiento ape- 
lado se basa, n\ respecto, en fundamentos de naturaleza no fede- 
ral suficientes para sustentarlo y, además, decide la cuestión 
teniendo en cuenta el carácter de acto administrativo que atri- 
buye la propia recurrente a la resolución aludida (fs. 67 y vta.). 

7*) Que, en virtud de lo expuesto, la alegación de arbitra- 
riedad de la sentencia, introducida en el recurso de fs. 74/75, 
carece de los debidos fundamentos que la jurisprudencia de esta 
Corte exige para acreditarla (Fallos: 247: 196 y otros), lo que 
impide pronunciarse sobre ella, resultando extemporáneas, por 
otra parte, las alegaciones contenidas en el escrito do fs, 79/83. 

Por ello, y lo dictaminado por el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara improcedente el recurso extraordinario concedido 
a fs. 76. 

Benjamín Villegas Basa vilb aso — ■ 
Luis María Boffi Boggero — 
Pedro Aberastury — Bigardo 

COLOMBRES, 
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MARCOS A. DARGOLTZ v. ESTABLECIMIENTO COMERCIAL 

JOSE ELIAS 

RECURSO EXTRAORDIXsxtilO: Requisitos propios. Cuestiones no federales, 
interpretación de normas y actos comunes. 

Lo atinente a la aplicación di* la denominada "teoría de ln imprevisión", 
cuanto a la existencia de ínula le en la ejecución de un contrato privado de 
compraventa, constituyen cuestionen de hecho y de derecho común, reser- 
vadas a los jueces de Ja causa y ajenas a la jurisdicción extraordinaria de 
la Corte (»). 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Seutemiai arbitrarias. Principios generales. 

ÍjU sentencia suficientemente fundada, que decide todas las cuestiones que 
el recurrente denuncia como omitidas, nu admite impugnación atendible con 
liase en ln doctrina sobre arbitrariedad ( 3 ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa, Nor- 
ma» extrañas al juicio Disposiciones constitwionaiett. Art. 19. 

El nrt. 19 de la Constitución Nacional no sustenta el recurso extraordinario 
contra las sentencias que deciden la causa por aplicación de normas no fede- 
rales (*). 



JORGE C BE.VITEZ CRUZ 

EMPLEADOS JUDICIALES. 

La disposición de la Acordada de la Corte Suprema del 7 de noviembre de 
1055, inc. e), no tiene otro alcance que el de permitir el cómputo de la 
antigüedad, a los efectos de Jas promociones de los agentes que fueron 
reincorporados con arreglo a esa Acordada. 

En consecuencia, no corresponde hacer lugar al pedido de un secretario de 
juzgado nacional, que solicita de la Corte se expida acerca de la antigüedad 
que, en las condiciones expuestas, entiende debe serie computada a los efec- 
tos de la bonificación diapuesta por la ley 15.017 (*). 



. i) 7 de noviembre. 

(2) Fallo»: 243: 432, 560 y 563, 

(*) Fallos: 239: SI y 434; 243: 220 y 300 ; 244: 190, 220 y 296. 

(■*) 7 de noviembre. 
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JOSE WAMA CAPITTI FERREYRA v. BANCO ESPASOL i>ei. RIO i>b r A 

PLATA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestiones no federales. 
Jnterprrtación dt normas y actos comunei. 

No non revi m bles cu la instancia extraordinaria las cuestiones referentes a 
la naturales* del vínculo jurídico que une a las parte», existencia de relación 
de dependencia y aplicación al actor de las normus reguladora» del salario 
de ¡os empleados de buco, 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

L* aplicación de las leves laborales por los tribunales del fuero, en causa 
seguida entre empleados y empleadores, es cuestión ajena a la jurisdicción 
del art. 14 de la ley 48, aunque se invoquen disposiciones de los estatutos 
profesionales. 

Dictamen del Propurador General 
Suprema Corte : 

Lo decidido en autos — de acuerdo con las constancias del 
expediente— en cuanto a que el vinculo jurídico que unía a actor 
y demandada era un contrato de trabajo, y como consecuencia, 
la declaración de que aquél Be encuentra amparado por las leyes 
reguladoras del salario de Jos empleados de banco, no son cues- 
tiones, por su naturaleza, susceptibles de ser revisadas por la vía 
de excepción elegida. 

En tules condiciones, y contrariamente a lo sostenido por la 
apelante, no tratándose de la interpretación de ninguna norma 
federal, y estando suficientemente fundada, en mi opinión, la 
sentencia recurrida — lo que hace que no resulte aplicable al caso 
la jurisprudencia establecida en materia de arbitrariedad por 
V. E. — considero que no corresponde sino declarar bien denega- 
do a fs. 155 vta. el recurso extraordinario intentado, y no hacer 
lugar a la presente queja deducida por su denegatoria. Buenos 
Aires, H de setiembre de 1960. — Ramón Lascarlo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: *' Recurso de hecho deducido por el deman- 
dado en la causa Caputi Ferreyra, José María c/ Banco Español 
del Río de la Plata", para decidir sobre so procedencia. 
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Considera mío : 

Que conforme a V dictaminado por el Señor Procurador 
ticneral (ts. 20), las ctistiones que decide la sentencia apelada 
(copia de fs. 12) ^natu aleza del vínculo jurídico que unía a las 
partes, existencia de reí ción de dependencia, aplicación al actor 
de las normas reguladoi is del salario de los empleados de ban- 
co—, no son, por su íi ole, revisables en instancia extraordi- 
naria. 

Que, por último, la aplicación de las leyes laborales por los 
tribunales del fuero en causa seguida entre empleados y em- 
pleadores, es cuestión ajena a la jurisdicción del art. 14 de la ley 
48, aunque se invoquen disposiciones de los estatutos profesio- 
nales (Fallos: 239 : 242). P 

Que, en cuanto a la arbitrariedad invocada, la decisión recu- 
rrida tiene fundamento suficiente por lo cual no es susceptible 
de la tacha aducida. En esas condiciones, carece de relación con 
ii materia de este litigio el precepto constitucional invocado 
(ts. \) vta.). 

Por ello, se desestima la queja. 

Amstóbulo 1). Aieáoz de Lamadmi. — 
Pedro Aberastury — Ricardo 
Oolombiies _ Esteban Imaz. 



JUAN S. SEIJAS r Otros 
RECURSO EXTRAORDINARIO: Reaumto, común». Gravamen. 

SÍ n 7 eU J re í lte , fH> concretado el agravio que para su defensa habría 
resultado de la f afta de audiencia a los fines del art. 41 del Código Pendí 
iii en que medid» U decisión de la causa pudo haber variado si aquella se le 
hubiese concedido; y a no existe una restricción sustancial a Is garantía de 
1« defensa, el recurso extraordinario fundado en la violsción del art. 18 
de la Constitución Nacional es improcedente (i). 



NARCISO ARRIETA 

LEY: Derogación. 



En el «so de leyes sucesivas, que legislan sobre la misma materia, la omi- 
sión en la última de disposiciones de la primera, importa seguramente dejar, 
las sin efecto, cuando la ley crea respecto de la cuestión de que se trata 
un sistema completo, más o menos diferente del de la ley antigua. 



(») 9 de noviembre. Faltos; 242: 124, 327, 411; 245: m, 465. 
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ju ai lacios y pesswx. 

El art. 24 de la ley 14.370, que legisla de manera específica sobre la condi- 
ción ile los jubü.idt^ que vuelven al servicio o continúan en otro que no lia 
sido considerado para otorgarles la prestación, sustituyó al art. II del decre- 
to-ley »3Hj/4B, privándolo de vigencia. 

JC Ht LACIOS HE EMPLEA IMS SACIOSALES: ÍMWaéiémn. Determinación 
tí el monto. 

Con arreglo a lo dispuesto en el nrt. 24 de la ley 14.3711 y en el ll¡ del 
decreto 1958/55, qup lo reglamenta, para determinar ln nueva remuneración 
de un jubilado que volvió a ln actividad y cesó luego definitivamente en 
ella, deben tomarse en cuenta las remuneraciones correspondientes n los ser- 
vicio;* que lia prestado y no las sumas percibidas en concepto de .juhilnción. 
Corresponde, en consecuencia, continuar la sentencia que. en el taso, dispo- 
ne se lije el haber mensual computando todos los servicios prestados por el 
recurrente pura estahlcecr el promedio de los cinco años mejor remunerados. 



Dictamen- DEL Phikth.ukik Gkxekal \>u. Twahajo 



Excma. Cá niara : 

Hedíante el recurso interpuesto contra la resolución del Instituto Nacional 
de Previsión Social corriente a f». 128 vta., se trae o conocimiento y a decisión 
de V. ES,, una interesante y novedosa cuestión, que por su naturalezn, no es la 
única (pie llegará a vuestros estrados, ya que existe fundada posibilidad de que 
el presente, no sea un caso singular, sino el de muchos jubilados que deben 
encontrarse en análoga situación a la que se encuentra el Dr. Narciso Ameta, 
respecto de quienes, segura mente, el Instituto Nncionnl de Previsión y las respec- 
tivas Cajas, seguirán aplicando el mismo criterio interpretativo que se ha hecho 
prevalecer en el presente. 

En efecto : aquí se trata de resolver qué procedimiento debe seguirse, respec- 
to a ln fijación de haber jubilutorio que debe percibir un jubilado, que vuelve 
a la actividad y que lógicamente, cesa posteriormente en sus servicios, estando 

vigente la ley 14.370. ^ „ , k . í - 

El caso concreto es el siguiente: El Dr. Narciso Arricia obtuvo en el ano 
1940 — fs 43— el benificio de jubilación ordinaria anticipada, por servicios 
prestado, bajo el régimen de ley M En el año 1944, volvió a l. »<*ivid*d, «• 
carácter de Asidor Utrado de la actual Caja Nacional de Previsión para el Per- 
sonal del Estado, desempañándose sin interrupción, hasta el 15 de diciembre de 
1955. en iiue presentó la renuncia al cargo que ostentara, como Prosecreta no de 
la misma. Solicitó a ral* de ello, el reajuste de la prestación que antea gozara, 
con dación a los nuevos servicios prestados y al día de cese de los mismos, el 
cual no le fué acordado, transfonnando en cambio la primitiva P™JW « 
la de jubilación ordinaria íntegra, eon un haber mensual de i.,*n. 2 414,95, cu o 
monto se fijó de conformidad al criterio que sustenta la Caja y también el nsU- 
tuto Nacional de Previsión Social, según el cual el derecho que concede el art 
11 del decreto 9310740, ha fenecido el 18 de octubre de 1954, a raíz de la sanción 
v promulgación de la ley 14.370, la que aplicada de confonnidad n la* normas 
L l5 «rtt 14 v 24, como así del 1C del decreto 1958/55, que reglamento aouétla, 
arroja el monto antes mencionado, vale decir, que a esos efectos, se ha ornado 
el promedin de los cinco años de mayor remuneración, que indudablemente han 
.ido los liltimos y sobre aquél, se ha aplicado la escata del art. 3* de la citada 
ley 14.37". 
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Sostu-ne en cambio el recurrente, que las prenienetonadas norma», no han 
derogado la del nrt. 11 del decreto 9316 y que no lia sido su intención, poner este 
ultimo precepto, frente a aquéllas, sino que ha solicitado que su haber se deter- 
mine en nrden a lo preceptuado, tanto en el decreto 9316, comu en la ley 14.370, 
tnd:i vez, que no se alcanza a apreciar, la supuesta derogación que alega el Insti- 
tuí», afirmando que |Kir ese medio, su haber jubila torio, debe calcularse aproxi- 
madamente un la stimn de m*n. 2.700 mensuales, radicando en esta circunstancia, 
el perjuicio a sus intereses que le causa la resolución recurrida, cu va modif ¡ca- 
luña persigue al interponer el recurso que legisla el art. 14 de la ley 14.230. 

Por imperio de lo preceptuado en dicho artículo, el Tribunal, como cuestión 
previa, debe expedirse respecto n la viabilidad procesal del recurso intentado, 
analizando, si en cuanto a su forma, reúne los requisitos exigidos por la doctrina 
y jurisprudencia a tales fines. En este sentido, a mi entender, la afirmativa se 
impone, ya que del contenido del memorial de fs. 131/134, fluye evidentemente, 
e| cumplimiento de tales exigencias, por cuya razón corresponde entrar en «1 
estudio y análisis de lo que constituye la mnteria del mismo. 

Bien sabido es, que la interpretación y aplicación de algunas normas del 
decreto 9310, suscitó en un principio, una serie de dudas, controversias y reso- 
luciones £ veces contradictorias, hasta que con el correr del tiempo y a medida 
que ciertos casos llegaron a conocimiento de la Corte Suprema de Justicia, se 
lijó criterio definitivo, acerca de Ja interpretación que cabía asignar a los pre- 
ceptos legales cuestionados. 

Vno de los artículos más discutidos fué el 11, sobre todo respecto "a las 
remuneraciones percibidas antes y después de entrar en el goce de la prestación", 
en cuyo sentido la Corte Suprema, estableció que lo único que exige dicha norma, 
es que quien pida el reajuste, se encuentre en actividad en el momento de la 
gestión, correspondiendo a los efectos de fijar el haber jubilatorio, tener en 
cuenta todas las remuneraciones percibidas basta ese instante, vale decir, las 
anteriores al otorgamiento del beneficio y las posteriores devengadas a raíz de 
su vuelta a Ja actividad —Fallos: 219: 740; 22(1 ; 58—. 

Como muy acertadamente lo pone de manifiesto e) recurrente, toda Ja serie 
de dificultades interpretativas que había ocasionado el dee. 0310, se pretendió 
aclararlas y solucionarlas por medio de la ley 14.370, alendo índice elocuente de 
ello, los términos del mensaje enviado por el P. E., eon motivo del proyecto 
de ley y ta propia disensión parlamentaria, que en algunos de sus pasajes trans- 
cribe el recurrente y que considero innecesario repetirlos en esta vista, todo lo 
que está demostrado, que en momento alguno, fué propósito e intención, derogar 
las pertinentes normas del citado decreto, sino, el de perfeccionar y ampliar los 
beneficios de la previsión social, uniformando la legislación vigente, evitando 
los conflictos surgidos de la aplicación de aquél. 

Un simple cotejo de io establecido en el art. 11 del dec. 9310 y en el 24 de 
la ley 14.370, como así también, del 16 del dec, 1958/56, reglamentario de esta 
última trae al ánimo, la convicción de que no se oponen entre sí, como para tener 
por derogado el primero, a raíz de lo preceptuado en el art. 38 de la citada ley. 
Por el contrario, trien podrá apreciarse, que todos ellos, en principio, fijan un 
sólo procedimiento y criterio a seguir, en )o que atañe a la forma de establecer 
el monto jubilatorio que corresponde liquidar al jubilado que vuelve a la activi- 
dad y que se encontraba en ella, al momento que se sancionó la ley. Si acaso 
alguna variante pudiera advertirse, sólo reviste carácter aclaratorio o extensivo, 
más nunca modificatorio o derogatorio de lo anteriormente legislado. 

El art. 11 del referido decreto 9316, dice textualmente: "Los afiliados que 
están prestando servicios y se hallen simultáneamente en el goce de alguna de 
las siguientes prestaciones: a) jubilación por cesantía; b) jubilación por retiro 
voluntario; c) jubilación por invalidez parcial; d) jubilación ordinaria íntegra 
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reducida, podrió solicitar a U Sección o Caja otorgante de la prestación, el 
reajuste de la prestación que reciban, considerando las r r muñe racione $ percibi- 
da» antes y des pité $ de entrar en el goce de la prestación, qoe no hubieren nido 
tomadas en cuenta, para el otorgamiento de la misma". 

Teniendo presente la interpretación de la Corte Suprema asignada al ar- 
tículo y lo que fluye de sos propio* términos, no cabe duda, a mi entender, que 
quien estando en goce de una de las prestaciones mencionadas en esa norma, 
vuelve nuevamente al servicio, y luego por cualquier causa, cesa en el mismo, 
tiene derecbo si Teajuste de su beneficio, cuyo monto debe componerlo el pro- 
medio que resulta del total de las remuneraciones percibidas por los servicios 
prestados con anterioridad a la primitiva prestación, y las que se hubieren deven- 
gado con posterioridad y en ocasión del nuevo cargo desempeñado. 

A su ver. dispone el art. 24 de la ley 14.370 : "Loa beneficiarios de jubila- 
rión que vuelvan si servicio o continúen en otro qm< no hubiera sido considerado 
para otorgarles la prestación, podrán solicitar al cesar en el misino el reajuste 
y/o transformación del beneficio, con la inclusión de Los servicios y remunera- 
ciones pertinentes, de acuerdo eon los requisito* que a Ules efectos establezca 
la reglamentación", es decir, que a igual que el art. 11 del decreto 9316, el 
jubilad» que vuelve al servicio, al cesar en éste, puede solicitar el reajuste de 
su beneficio o bien transformarlo —situación no contemplada en «iquél — , inclu- 
yendo tos servicios y remuneraciones pertinentes en la forma que lo estableciera 
la reglamentación. Esto se cumplimentó por medio del decreto 1058, dictado el 
1) de febrero de lí*5íi y publicado el día 17 del mismo mes v uño en el "Boletín 
Oficial". 

Dice el art, 16: "El reajuste y/o t ra nsforii ilición del beneficio establecido 
por el art. 2i de la ley, sólo procederán cuando los servicio* que se invocan 
ii tal efecto, por los cuales se hubiesen efectuados aporte», alcancen a un 
mínimo de mi uno. Para determinar la nueva remuneración base, se tindráii 
en cuenta las n-m narraciones rnrretpondieHies ti ios nereidos prestados por los 
afiliado* ij na tas sumas percibidas en concepto de jabilarián, salvo el caso de 
los beneficiarios de jubilación por invalidez que podrán acumular ambos impor- 
tes hasta el límite ik? compatibilidad establecido en el art. 26 de la ley. El 
monto del nuevo haber se determinará de conformidad con la fócala de reduc- 
ción vigente al tiempo de ln última cesación de servicios, pero el mismo no 
podrá ser inferior al que percibía el afiliado con anterioridad al reajuste". 

§Cn principio, pues, se mantuvo el criterio del art. 11 del decreto 9316, 
respecto a la computación de servicios y remuneraciones, ya que la única dife- 
rencia gramatical que st constata es que no se indica que las mismas fueran 
his percibidas "antes y después de \u precación", sino que por ln nueva norma 
se dice sencillamente: "las remuneraciones correspondientes a los servicios pres- 
tados por los afiliados", o sea tifdas las percibidas sin distingo de ninguna 
clase, jh'io que en realidad son las niismns a los que se Tcfería el nrt. 11. 

El art. 1*1 reglamentario, establece dos condiciones que no contenía el pre- 
iiicttctnnado nrt. 11, que en formn algún» mu tribuyen a derogarlo, sinn n 
ampliarlo o achirarlo a fin de evitar algunas sit naciones confusas que se hahíun 
creado, aprovechando el silencio de ln ley y acuso especula ndo con el mismo, 
fué por ello que se consignó como requisito para el reajuste <i transformación 
el haber efectuado aportes por un mínimo de un año, es decir, que para el 
derf lio al reajuste era preciso haber prestado servicios durante un año, efec- 
tuando por igual lapso los respectivos aportes. 

La otra variante consiste en que la nueva remuneración a fijnrse, no debía 
tenerse en cuenta las sumas percibidas en concepto de jubilación, significándose 
con ello que quedaba proscripto el sistema de tomar como hase el primitivo 
haber, sumándole las remuneraciones posteriormente percibidas para fijar el 
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promedio del reajuste. Precisamente en ese agregado y aclaración, radica el 
mejor argumento que se pueda esgrimir, para dejar sentado, que ni la ley 14 370 
m su decreto reglamentario derogaron el art. 11, y* que al descartar ta posi- 
bilidad de que el haber jnbilatorio primitivo no se tuviera en cuenta para fijar 
el nuevo por reajuste o transformación, queda en evidencia que se mantenía el 
"antes, y después" de dicha norma, redactada en otra forma por el art 24 
al decir: ''...se tendrán en cuenta las remuneraciones correspondientes a los 
servicios prestados por los afiliados", o sea, todas las remuneraciones peidbidns 
durante el tiempo en que el beneficiario prestara servicios eom puta bles. 

Creo dejar demostrado así que al sostener el Instituto que "resulta i neón - 
«hable la vigencia de normas antagónicas, como son las del art. 11 del decre- 
to 9316/46 y la del art, 24 de Ja ley 14.370, ya que legislan sobre la misma 
materia, debe considerarse aquélla derogada por ésta", se incurre en error 
interpretativo, toda vez que no se adviert In antinomia que se denuncia y esgrime 
en apoyo de la resolución recurrida. 

Pero es que aun aceptando hipotéticamente, que el art. 24 citado, pudiera 
haber derogado el art. 11 del decreto MI 6 /lo', resultaría igualmente erróneo 
el criterio del Instituto, respecto al procedimiento seguido para la fijación del 
haber jubilatorio que corresponde al recurrente, va que el cómputo de fs 101, 
no se ajusta en modo alguno, al art. 24 de la ley 14.370, ni al 16 del decreto 

¡ r S-"52f* n0k E " efedo : la C<, Í a to '"« en cuenta el tiempo computado al 
lH/IU/40, o sean 25 años, seis meses y nueve días hasta el momento en que 
se le concedió la jubilación ordinaria anticipada, para luego discriminar y sumar 
las remuneraciones percibidas y servicios prestados a partir de su reineorpo 
ración, sumándolos para sacar el promedio de cin^-o años v sobre éste, aplicar 
la escala de] art. 3» de la ley 14.370. 

El procedimiento preceptuado a esos Unes por los va recordados artículos 
no autoriza la obtención del promedio por los servicios y remuneraciones co- 
rrespondientes a cinco años, sino que lo que fluye de la ley es que se incluyan 
en el reajuste o transformación del beneficio los servicios v remuneraciones 
pertinentes, a excepción de las sumas percibida» en concepto de jubilación, con 
tal que por los nuevos servicios, se hubieren efectuado aportes durante un 
año como mínimo. Se sumnn pues, todo* los servicios v remuneraciones pres- 
tados y percibidos por el nf ¡lindo y de mi total, se saca el promedio. 

Aun cuando, ni la resolución lo dice, ni tampoco lo invocan los Srcs. Aseso- 
res de la Caja y del Instituto, cabe presumir, que e] procedimiento se apoya 
en lo normado en el art. 14 de In mencionada lev 14,370, que textualmente 
dice: "Se entiende por remuneración base a los efectos de determinar el haber 
jubilatono, el promedio mensual de his remuneraciones percibidas en los cinco 
anos inmediatamente anteriores al cese del servicio o la que resulte del promedio 
mensual de cinco años calendarios, continuos o discontinuos, por los cuales 
hubiera aportad" al fondo de la Cajn, siempre que éstn últimn sea más favo- 
rable para el afiliado. El presente artículo, no rejrirfi en los casos amparados 
por | e yes especiales, cuando éstas Últimns resultan más ventajosas para liw 
atibados". 

No estoy de acuerdo con tal criterio, toda vea, que en mi opinión, para 
los supuestos de reajustes y/o transformación del beneficio, tal disposición no 
<>« aplicable, sino in que específicamente rige el cas», o sea, la del art 24 de la 
ley 14.370 y 141 del decreto 1958/55. 

Dicha ley, tal como se desprende de los términos del mensaje del P. K v 
de la propia discusión parlamentaria, tuvo por finalidad perfeccionar los regf. 
menes jubila torios existentes, mejorando y uniformando sus prestaciones, esta- 
bleciendo sistemas tendientes a facilitar ia concesión de beneficios y, por 
sobre todo, aclarar y fijar criterio definitivo, respecto a situaciones que habían 
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dado lusfiir ii una serie de controversias y resoluciones confusas, mundo no, 
contradictoria*. 

La ley se divide en varios capítulos — I a VI — y ntin cuando su sistemá- 
tica se cumcteriza por el predominio de mi criterio único, í'u munido esos t-ii pí- 
talos un todo, de iii-utTtlit u lu ti uní i dad perseguida en su su nciún, fácil es de 
advertir, en Cambio, que cada uno de esos eiipítulos, contempla en espceinl, 
la* >miaeioiies ipie se 5i¡ni considerado materia de achirneión. ampliación, modi- 
ficación, ele. Así, por ejemplo, el capítulo II se refiere en sus iirtü. IT ñ W 
a los casos df> trabajos eontínuos. discontinuos, intermitentes o de temporada 
¡i ln* clnlo^ del cómputo de iiuliuiiediid: < iu ji sí también, ¡i lo que se entien- 
de pui- reniLinenu'ión a los e ledos de lus leyes ríe previsión, etc. — . MI capitulo 
III letrishi -obre el derecho u pensión, eiin relación a lus personas tpie se consi- 
deran acreedoras de esa prestación, determinando el orden, prelacióu y propor- 
ción, como así ln forma di- pin:" de lus ludieres, euiindo los mismos quedaren 
impago* ni producirse el tallecí miento del bciH'ficiario. El capítulo IV «e 
dedieii 11 establecer la forma de otorgar lus jubilaciones por invalide/, y monto 
■ le ellas, determinando el criterio .1 seguir, pnrn la apreciación de L11 invalide/, 
motivo de lu prestación En el en pitido V se observan normas relativas a la 
obtención de un solo ficnclíciu por prestiieión de distinto* servicios prestados 
a las regímenes comprendidos en el decreto ÍKIlti, forma de proceder pnrn el 
miju*tc de prestaciones, iueimiputihilidades, etc. Finalmente el capítulo VI co li- 
li cric una *crie de disposiciones genérale.* relacionadas con déte rm i mi dos reuí- 
ti lenes, y los eastis en que el jubilado no tiene derecho 11 gozar di- tu presta ción. 

Por ese. medio, pues, se sacn en conclusión, que lo normado en el nrt. 14, 
es sólo aplicable pura los supuestos contemplados en el capítulo 11, es decir, 
que *,e determina el criterio a seguir para fijnr el /ínter jiibitittoria para el 
afiliado que lia solicitado un beneficio, pur reunir los requisitos exigidos pol- 
la ley, mus ello, no jntede proyecta rse al supuesto de reajuste contemplado en 
otro capítulo, en el cual se consigna el modo que debe proeederse pnra liquidar 
el nuevo monto que corresponda por servicios y remuneraciones no teñólas cu 
cuenta en la fijación del primitivo haber. Tratándose de "reajustes**, no se 
tija un haber julijlatorio, sino tpic se amplía el ya prefijado o cuando tríenos, 
[o ratilici o con firmo. 

Obsérvele, que el 11 rt. 14. se refiere a hi remuneración "ií ios efecto» de 
ittirrmimtr ti huhrr jnb¡latfiriu". mientras <ple e] ¡irt. 24, reconoce el derecho al 
jubilado que vuelve ni servicio o continúe en otro que no hubiere sido consi- 
derado partí otorgarle la prestación, a solicitar el reajuste y/o transformtieión 
del beneficio, sin decir que ese derecho se reconoce "11 los efectos de determinar el 
haber jnhilntorio". Lógicamente no podría huberlo así indiendo, desde que en 
caso de "reajuste", 110 se tija un "haber jubílatorio", sino un monta renju.iladi> 
respecto de un haber yn prefijado, con motivo del primitivo otorgamiento del 
beneficio. 

Si la intención del legislador, hubiera sido la de aplicar el mismo criterio 
pnra el reajuste, que el que predomina para ln obtención de una prestación, 
en lo atinente a la determinación del haher jubílatorio, hubiera sido mucho más 
fácil remitirse al art. 14, cuntido redactó el art. 24, diciendo: "Ixis beneficiarios 
de juhilación que vuelvan ni servicio o que continúen en otro que no hubiere 
sido considerado para otorgarla ln prestación podrán solicitar ni cesar el mis- 
mo, el reajuste y 'o transformación del beneficio, tomando como base a los 
efectos de fijnr el monto jubila ti trío, el cálculo n que se refiere el nrt. 14 de 
esta ley. . ., etc.". 

Al quedar redactada ln normn en ln forma en que actualmente lo está, es 
indi-entibie, a mi entender, que los reajustes o transformaciones de beneficios 
c-tán p ulidos a 011 régimen específico y propio, distinto, por supuesto, al 
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que priva para tu obtención de prestaciones que reconozcan toa regímenes 
jubila torios, puyo régimen se encuentra consignado en el art. 24 y no en el 14, 
como así parece interpretarlo el Instituto. 

K! art. 1(i del decreto 1958/55, dictado en ton secuencia de lo ordenado en 
el ¡irt. 21 de la ley 14.:tT0, conf illtm, y no pudo ser de otm modo, las expre- 
siones y conceptos vertidos en este último artículo al autorizar el reajuste, dispo- 
niendo que: "Parn ilrtrrmimtr Iti tnirnt rmtmeraeiótt, ele.", lo qi os está i lidi- 
en n< lo la preexistencia de un hfiher jubila torio t|ue, según lucre l;i sit unción del 
j iridia do, se establecerá en función de lo reglado en el art. 14, quedando demos- 
trado n tn vez, romo consecuencia de la terminología empleada, que en el reajuste, 
no se tija mi "haber ¿unitario", sino muí "nueva remuneración". 

Si esta "nueva remuneración" debe establecerse con la inclusión de los ser- 
rinos y remuneraciones pertinentes —art. 24—, o b¡< ■ii ti-Tiietido en cuenta bis 
remállenle iones correspondientes a los servicios p res! a dos por los afiliados —art. 
Ib de la í-fu'ln ni dilación — sin dísrrimiuneiói., tií distingo jiluuno, residía de uieri* 
diana claridad, inaceptable la limitación que dispone el art. 14, a menos ipie se 
convelían que ( >u un lirismo cuerpo legal, se con -ta ta In existencia de dos normas 
antagónicas, pura resolver una misma situación. Me resisto a ]n*nsar, que una 
ley que fué sinieionadu para poner término a un estado de confusión y dudas 
no hubiera logrado sus propósitos, creando precisamente otras más profundas, 
como resillt&dO de min escusa claridad y de la presencia de disposiciones con- 
tradictorios. 

Kn numerosas oportunidades be sostenido, que mi cabe admitir, epu- en un 
mismo cuerpo legal, habida cuenta de su gestación, trámite, discusión, estudie 
y control, se advierta La presencia ile normas aparentemente contradictorias 
y si es que así pudiera ocurrir, es función del juzgador c interínete, dentro 
de las facultades que le lian sido conferidas y en tanto rio importen convertirse 
en cok-aislador, analizar tnpiélltis, recurriendo en lo posible al método que carac- 
teriza la correlación y coordinación, para hallar y deslindar el ámbito de apli- 
cación de cada una de esas normas, superficialmente en colisión y por ese 
medio, llegar a la. armonización de sistema», siempre, claro está, que no aparezca 
la misma en l'ornni burda, palmaria y man i fiesta, «pie sin mayor esfuerzo, se 
constate la antinomia, situación ésta, poco común. 

Recurriendo entonces ni antedicho método, puede sacarse en conclusión, sin 
violencia y sin peligro de exhorbitar facultades, que los preceptos en cuestión, 
lejos de ser antagónicos, se complementan, al contemplar dos situaciones dis- 
tintas: una la del art. 14, atinente al procedimiento a seguir, para fijtir el 
"haber jubilatorio", cuando se trate de un afiliado que luego de acumular los 
requisitos exigidos parn obtener algún beneficio consagrado en la respectiva 
ley previsionnl, solicita el acogimiento y la otra —la del art. lí-1 — que contempla 
el "reajuste" y /o "transformación del beneficio", frente al cuso del beneficiario 
que vuelve a la actividad, con derecho al cesar en la nueva función, o en la 
misma que desempeñara anteriormente, n que se tengan en cuenta las rcniu- 
iieracioiKs o nuevos servicios, a fin de que, conjunta mente con los anteriores, 
se le fije mi nuevo monto jubila torio o, corno lo dice la reglamentación de la 
ley 14.370, se determine la "nueva remuneración". 

Por todas estas razones, es que en definitiva sostengo, que los arts. 14 de 
la ley 14.:t70 y lli del decreto 1958/55 no han derogado el art. 11 del decreto 
í):i|U/4ü —ley 12,921— y «pie, en consecuencia , el procedimiento a seguir, en 
puulo a reajustes y /o transformación de beneficios, es el señalado en bis dispo- 
siciones premencionadas, a cuyo efecto deben tomarse en cuenta, todos los servi- 
cios prestados y las remuneraciones percibidas por el afiliado o jubilado, antes 
o después de la obtención del beneficio, incluyendo las bonificaciones acordadas 
por distintas leyes o decretos, a los efectos de determinar el nuevo monto de la 
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prestación, excluyendo las sumas percibidas en concepto ilr jubilación, todo a 
condición de que los servicios que se invocan h los efectos del reajuste y/o 
transformación del beneficio, por lo» nuiles se hubiere efectuado el » porte, 
alcancen n un mínimo de un año. Kl promedio así obten jijn quedará sujeto a la 
escala que establece el nrt. 3* de In ley 14.370. 

En Ir especie el recurrente se encuentra en tales condicione», desde que 
obtuvo una jubilación eii el año 1940, volviendo al servicio en el año 194-1, 
basta que cesó en el año 1955, es decir, encontrándose vigente In ley 14.370, 
cumpliendo ron el aporte por los nuevos servicio:! por un termino que excede el 
lijado en el art. 10 del decreto 1958/55. Por tanto, su tmiritn jubilatorio, debe 
•-tilcularse en base a lo dispuesto en el art. 24 de dicha ley y 10 n rites citado. 

Coincidiendo pues, con la tesitura del recurrente, es que en mi sentir corres- 
ponde declarar procedente el recurso interpuesto y consiguientemente, revocar la 
resolución unitivo de dicho recurso, Despacho. 28 de febrero de 1958. — Víctor 
A, Snmfa (i nuil». 
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En la ciudad de Unenos Aires, a los ¿8 días del mes de manso de 195H, 
retí ni dos un la Sala de Acuerdos bajo la presidencia de su titular, Dr. Mario E¡. 
Videla Morón, bis señores vocales doctores Electo' Santos, y Armando D. Ma- 
chera a fin de considerar el recurso deducido contra la resolución de fs. 130, 
st- procede a oír las opiniones de los señores vocales en el orden de sorteo practi- 
cado ja! efecto, resultando así la siguiente exposición de fundamentos y votación. 

Kl Dr, Videla Morón, dijo: 

I) El recurrente, afiliado al régimen de previsión de la ley 4^149, obtuvo su 
"jubilación ordinaria anticipada" por resolución de la Junta de Administración 

do la Taja Nuri 1 de -Inhibiciones y Pensiones Civiles del -"ti de agosto de 191o 

(fs. 42), aprimada por decreto del Poder Ejecutivo del 21 de setiembre del 
mismo año (fs, 43), en méritos a sen-icios prestados en el magisterio durante 
25 años. 3 meses y 2 días (fs. 30), habiendo cesado en diehas funciones el 81 
de Octubre de 1&40 < fs. 40). 

Designado funcionario en la referida Cuja jiibilaloria, se reintegró a In aeti- 
mhid en 22 de mayo de 1944, cesando cu el goce de la jubilación y percibiendo 
Bolamente el sueldo asignado al nuevo empleo, conforme lo ordenado por el art. 22 
de In ley 4:t49, 

Sancionado el decretodey 9310/40, de acuerdo a lo dispuesto por el art. 21 
de) mismo, solicitó y obtuvo la acumulación del haber jubila torio y el sueldo 
hasta el máximo autorizado por la citada disposición legal. 

Acogido m.ivniiicntc a la pasividad cu 15 de diciembre de 1955, pidió el 
reajuste de su jubilación (fs. 100), acusando, en total, coa já suma de la anti- 
güedad utilizada para la anterior "jubilación ordinaria anticipada" y los servi- 
cios prestados a partir de mi reintegración al servicio, 37 años, 1 mes y 3 días 
Ifs. 101). La Caja respectiva por decisión del 7 de marzo de 1950, convirtió la 
primitiva prestación en "jubilación ordinaria" íntegra (fs. 107), con un haber 
mensual de m$n. 2.414.95. de acuerdo a ío presen pto por la ley 14.370 (fs. 
101 y 107). 

II) El interesado interpuso, contra la resolución cituda, los recursos de 
revocatoria y apelación, en subsidio (fs. 111/117), siendo denegado el primero 
y acordada el segundo, por el Delegado Interventor de la Caja (fs. 124). Eleva- 
dos los autos al Inst. Xnc, de Prev. Social, este organismo continuó en 4 de 
junio de 1957. tu decisión apelada a fs. 120 vía. Ante esto, el interesan» dedujo , 
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el recurso estatuido ra el iirt. 14 de la ley 14.2.10 (fs. 131 1:14), siendo remiti- 
dos los mitos K esta Cámara para «u juzgamiento (fs. i:W). 

K] actor evpresa agravios, ra su escrito de fs. 131/134, 011 donde reproduce 
en parte, lo ya aducido en el de fs, 111/117. Conviene, por lo tanto, referirme 
¡i amhos pura mayor claridad de la exposición. 

Dice, el recurrente (fs. 111/117) lo siguiente: "El beneficio asi concedido 
proviene del criterio que sustenta esta Institución en el sentido de (pie el derecho 
.pie otorga el art. 11 del dec. mUi/U (h-y 12.921), feneee el 18 de octubre de 
1954, por imperio de Ir ley 14.370, De manera que para que pueda praetiearse 
el reajuste del antiguo haber jubilatorio, con el cargo que ocupaba últimamente, 
debió cerrarse el cómputo al 18 de octubre de 1954 y aplicar la escala del art. 
2* ile la ley U.flfi», tJU e hasta esa fecha regía. Con ese procedimiento llegaría a 
iiiiiiH m$n. 2.140, más o menos, la prestación rea justada. Siguiendo su interpre- 
tación legal, y a fin de no perjudicarme, la Caja acordó mi jubilación ordinaria, 
ion el beneficio del art. 3* de la ley 14.37», I levando A cómputo al 15 de dietetii- 
bre de 1956, lo que hace un haber de m*n. 2.41 4.ÍI!», que he aceptado provisoria- 
mente, hasta que se fije el uto definitivo del misino. Debo hacer notar que 

si el beneficio hubiese sido rea justad» al día de la cesación en el servicio, y con 
las clausulas de la ley 14.37(1, ta nueva jubilación hubiese ascendido a" unos 
mín. 2.700". 

La jubilación reajustada, conforme a la n solución recurrida, lia sido calcu- 
lada teniendo ra cuenta el promedio de los últimos cinco años, de servicios, 
'■errándose el cómputo r.\ 15 de diciembre de 195$ fecha de cesación ra el empleo 
y retorno u la pasividad con aplicación justamente de ta? disposiciones de la 
ley 14.371» (fs. 101). Kstiis circunstancias parecerían descartar toda posibilidad 
de agravio, y por consiguiente, b:trían improcedente, "prima fneie", el recurso 
referido. 

111) La cuestión planteada por el reeuri-ente, en sus dos escritos, reside 
en su discrepancia respecto a la interpretación de las disposiciones aplicable 
a) caso por el Instituto y a euále* han ( Jc ser las normas rectoras del mismo. 
Mientras el Instituto considera reglada la situación por I» lev 14.37». con p res- 
mu te nei a de toda otra norma, por haber sido derogado implícitamente el art. 11 
niel decreto-ley 9310/4H por el 24 de lo citada ley. en razón de ser inconciliable* 
dichas disposiciones legales (nrt. 38 de la ley cil.); el reclamante afirma lo 
contrario pues estima aún vigente aquella norma y ajarva su pretensión en 
tallos judiciales favorables, según él, a -o tesis. 

Los citados antecedentes jurisprudenciales sirvieron para resolver situacio- 
nes anteriores, a In vigencia de la ley 14.37» y estaban referidos únie -lite a 

¡a interpretación del art, 11 del decreto-lev !>3lli/4ti (véase: "Hi varóla, Horacio 
Ce' I.X.P.S." CXT (Sala II). 2:1/4/48, U Lev 5(i-8íM¡ ; "Cock, Guillermo K. 
Htie.) c/ 1. N. P. Si" C. S, .1., 30/5/051. U Ley, 03-1 5U, etc.). 

Rn esos fallos se di-daró: Improcedentes las normas de aplicación estable- 
• idas por el Instituto, como medio de interpretación del referido art. 11 del 
decreto-hy Ü31li/4(i, por carecer el citado organismo de facultades para rejíln- 
mentar, por esa vía. la ley máxime si ésta ri-a clara en clin lito a los derechas 
reconocidos por ella y se cercenaban, de esta tu piera, tales derechos (caso "Kivn- 
rola") y dió la interpretiirión judicial de las frases "antes y después", usadas 
por la norma discutida admitiendo la computación de servicios prestador con 
anterioridad al acuerdo del primitivo beneficio, nu tenidos en cuenta en esa 
oportunidad, sin neceaidnd de existir otros posteriores y viceversa, vale decir: 
Descartaba la exigencia de existir servicios "untes y después" de dicho acuerdo 
para hacer viable el reajuste (('aso "*Coek"). 

Esto» fallos sin duda alguna, pusieron fin n la discrepancia interpretativa 
del art. 11 del decreto-ley 031 (1/4(1 y sólo pueden servir en el caso de una remi- 
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-ii'.u a éste; uní* en nada >irv< n para aclarar hi presunta dcrogm iún <!<■ didio 
itrtlruín planteada por el Instituí", en virtud de In sanción de la ley 14.:t70 (arls. 
24 y ;is de t« misma).» 

IV) El actor, h» dicho, se hallaba en servicio cu su nuevo einp! cu 

ocasión de <'ntnir en vigencia el decretodey !>:tlii/4i¡ y. por lo tinto, le eran 
aplicables sus íirls. 11 y 21. 

El nrt. II del decreto-ley ¡tfeei "l¿os afiliados que están prestando servicios 
y se hallen simultáneamente en id goce 1 di> alguiiii di' las siguientes prestacio- 
nes,, . d) Jubilación orriinnria íntegra i> reducida. Podrán solicitar ti la sección 
o eri ja otorgante di- la prestación id ren juste de la prestación qtte reciban musi- 
dernndu ios remuneraciones percibidas antes ú después de entrar al floíe de la 
prestación t que no hubieran sitio tomarías en menta para el otortfiintientn de la 
misma , . . En estos en sos, y a los electos de tl< terminar el sueldo promedio de 
jubilación se ronsitirrará romo sueldo el importe ntbrado jmr alt/una* ti? lux pees- 
t ariones iludidas a partir de la fecha en que entró et beneficiario a) aove de la 
misma, importe al que se sumarán las restantes remuneraciones que sen» objeto 
tle la acumulación". 

En verdad, \¡, h-y, mediante ntut ficción, consideraba "sueldo" acumuladle, 
el monto de In prestación percibida, contemporánea mente con lrts remulle racione* 
del inevn empleo y hncúi jurar de esta nmnern, el principio colisa prado en el 
art. 2 V del decreto-ley consecuente con el espíritu informante de la "acumula- 
ción de remuneraciones". 

La norma prohibitiva ilel art. 15 del decreto- ley 0:illi/4ü no podio .jugar, 
| mes estaba referida a ''los jubilados de acuerdo con las disposiciones del art. 
2* . . . "y éstos eran aquéllos ruyns beneficios linbían sido concedidos en razón 
á)e "servicios simultáneos comprendidos en el régimen de una sección o caja o 
tle diversa» secciones o cajas..." y no para quienes habían obtenido su presta- 
ción en mérito de un solo empleo, vuelto al servicio, y acogidos, posteriormente, 
a lii pasividad. 

Vi La ley 14.:i7H, sin abandonar el fin querido por el decreto ÍKHfi^i, o 
M'i, el de la acumulación, modificó el sistema instituyendo en su orí. 24 un nuevo 
procedí miento para establecer la remuneración base. Así. pues, dispone: "l.os 
beneficiarios de jubilación que vuelvan ni servicio o continúen en otro que no 
hubiera sido considerado para otorgarles h prestación podrán solicitar al cesar 
en el mismo, el reajuste ¡ffo transformación del beneficio, con inclusión de los 
nereida* if remuneraciones pertinentes de tietterda van bis requisito* qne a tales 
t- fri to* establezca la renlumentación"* 

Ijíi ley suponía tres posibles situaciones: a) la del reajuste de la prestación 
ya gozada y reut-tualixndn ; b) la de la transformación de ésta en otra más bene- 
ficiosa para el afiliado en razón de haberse cumplido lln requisito lio contem- 
plado para el otorgamiento de lo anterior (mayor antigüedad o incapacidad 1 
y e) la del reajuste u t rana fnr marión por acopio «Y un mayor tiempo y remu- 
rieraeinnes retenidos en cuenta en prestación anterior. 

Kl art, 24 precitado, dejaba a In reglamentación el deciilir cómo debín 
aplica»!'. Kl decnto 1ÍI5H, del 11 ile febrero de 1965, resolvió este problema, 
riendo interesante en punto n la interpretación de dieba norma, los siguientes 
disposiciones: "Art. 2* — - Ls materias rendadas por bis leyes juhilatnrias ins- 
tituidas para actividades especiales, sólo se reirirán por la ley 14.^170 cuando el 
conjunto de disposiciones de esto última, relativas a esas materias, resalten mas 
favorables pnm el afiliado, Ijss materias no reguladas por esas leyes especiales 
se retrirán por las disposición!* de la ley 14Jt7ü": "Art. Iti — Kl n-ajaste y/o 
travsfiirruarióti del beneficio establecido por el nrt. 24 de la ley sólo procederán 
cuando los nuevos servicios que se invocan a tal efecto, por los cuales se hubiesen 
efectuado aportes; alcancen a un mínimo de un año. Pura determinar la nuera 
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remiturrarm» '"i*' *r Undnín r» cuenta /«* rrmnnrra>¡i>niH mrrr*immUentf* a 
Ip» wrrirhs prevtfHio* par Ion afiliados ij nú Uto fuma* ptfcihtda* eti concepto 
tlr jubilación, salvo e] cuso de los beneficiarios de jubilación por invalidez que 
IKitJrán acumular ambos Suportes hasta i-) límite de la compatibilidad estable- 
cida fii .-] arl. 20 de la )ry. El monto del nuevo h*feÉ« ,,• determinará de confuí-- 
midnd ron I:! escala di- reducción rigen* >i tiempo de bi última cesación de servi- 
cios, pero e) mismo, no podrá ser inferió, tú que perciba el ¡i libado con anterl 
ñikii al reajuste" y "Art. 24. — [.os irts. . . . 24... de la lev. así como toda 
otni norma respecto a cuya vúgencin no i-;is<a disposición expresa 111 contrario 
serán iipliciihlcs a los al ¡lindos ipie lia van cesado en sn setívídad con posterio- 
ridad n !;i feclci de vigencia ib- la ley (II» d t. de t<i:>4)". 

Ahora bien, conforme || art. 2+ de la retíla mentación ti 24 de la lev es 
aplicable al presente ea.-o ineludiblemente y queda, por confín ente. Fuer* del 
primer supuesto del nrt. 2* pttvedenlemente ti ¡inscripto, en lauto en cnanto no 
resulte >it .-¡plieaeióii perjudicial a los intereses del a filiado. 

El -interna, he dicho, ha variado en virtud de Ja modificación introducida 

pop Ir ley 14.;I70 (art. 24 y su reglamentación) pues, si bíi-n i itieiie la mi-nm 

«rumiación de] decreto ley !K|]lí/4(i, en cnanto n permitir el rm junte del bene- 

lirio «i4ar.i la posibilidad de trttn* f armar una presintió] ntir en otni mayor 

y re^hnai la <unmHtac¡4ji del babee jubibilorin de aquella, cual sí fuera sueldo 

(como lo arlinitíü el decreto- ley I. a las remuneracit s coiicspotidirntcs a la 

Hueva antigüedad de servicio*, para establecer el promedio mensual de la nueva 
.jubilación. 

En efecto, el art. 24 de la ley 14,:t7<t no menciona en sti texto ni el lli del 
dec. tll."is ón, en el ¿uy», [n acumulación o adición del importe de ta prestación 
anterior a las remunerarioias percibidas en el nuevo empico pura cslnljlecer el 
sueldo promedio ile jubilación, no obstante repetirse esta t'ónnnln es los art-. 
II, 13 y 14 del decreto-ley ¡Míi/4t¡. con excepción del cuso de jubilación por 
invalide/., en el cual ex piesn mente se lo pena i te. La excepción por cierto, con- 
firma ser la regla lo contra vio, pues sino estaría de más la s-|] vedad. 

VI ) Esta interpretación tiene, además, el Muñiente respaldo jurídico: El 
legislador no pudo acordar a quien lia liándose jubilado hubiera retornado al 
servicio y luego vuelto a la pasividad, y solicitara el trujaste y/o transformación 
rict hvavtu-m, mayores n¡ mejores derechos de bis reconocidos al ¡ifilindu titular 
de una >nhi antigüedad, en cuyo mérito cumplía los requisitos exigidos para 
obtenerla. Y. en el caso de autos, por ejemplo, no cabe pensar baya sido el pro- 
pósito de la ley. el conceder un beneficia di unto mayor al recurrente jubilado 

eu t!l4<l. con 25 anos, :t meses y 2 día* de antigüedad, y luego reincorporado al 
servicio para completar una prestación de servicio* de 'A7 años, 1 mes y :i dúis, 
a la correspondiente en el supuesto de haber permanecido ininterrumpidamente 
desde el 1» de octubre de 1ÍI14 hasta el \% de diciembre de 1955 en la actividad. 

Si la ley niega In posibilidad de reajuste mediante la acumulación del impor- 
te de la jubilación, como puede pretenderse se p rol uzea ésta en base a bis sueldos 
tenidos en cuenta para establecer dicho importe, lo cual dará sin iluda alguna un 
beneficio mayor por no hallarse sujetos a ln escala de reducciones. 

VA criterio expuesto no se contra dice con el espíritu informante de ln ley 
14.37(1 ni con el emanado del mensaje del Poder Ejecutivo y discusión parlamen- 
taria, de los cuales hace nérito el recurrente para fundar su pretensión, pues el 
derecho al reajuste y/o transformación del beneficio ha sido asegurado en el 
nuevo sistema, dentro de lo justo y equitativo». 

\ai "acumulación", como figura jurídica pj;evÍs¡onal, ¡sólo está permitida 
dentro del sistema de la ley 14370, respecto a las remuneraciones correspondien- 
tes a servicios simultánea mente prestados, con forme al principio sentado por el 
art, 2" del decreto-ley íl:ílfi '4(¡, y en cuanto a la excepción hecha para las juhila- 
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•iones (nrt. 26, ley rit.), sólo admite dos casos: el de la jubilación por invalide» 

(consecuencia COll el nrt. 24, U-y eit.) y bis situaciones (interiore* a In vigencia 
di 1 In lev, cuando no hubiera existido impedimento le+rnl, A cslo se refiere la 
últiinn parte de In tita transcripta por el recurrente de In disensión de la ley en 
él Senndn dr l ii Nación (fs. 115), 

I Asiento con i'l criterio sustentado por e] Sr. Procurador í ¡enera 1 cu su 
dictamen de fs. jrHr/144. vn dos puntos funda menta les: a) Kn haher sido el 
propósito ilc la ley |h r fin a la discusión entablada alrededor de ta interpre- 
tación del nrt. 11 del decreto-ley 03lfi/4t¡. inclinándole hi legislación por la tesis 
de la iiciiuiulariáii luí ctinl se fijó In jurisprudencia y b) Kn revestir las nuevas 
normas el carácter de aclaratorias o extensivas y no de ímulí t ii-n torias o deroga- 
torias lie l,i anterior. 

Hesperio n lo primero, la ley hn querido circunscribí r la "acumulación" n 
los términos del art. 2" del decreto-ley !Ktlf!/4o, euauiio se trata de remuneracio- 
nes y respecto n las prestaciones, luí establecido un sistema rígido fie incompati- 
bilidad con excepciones precisas, una en razón del tiempo transcurrido y la otra 
cu orden a la íuiiole de la prestación (arls. 23 y 2li ile i» ley rit.). 

Kn cuanto ni segundo, bi ley 14,370, al suprimir la posibilidad de la nenmn- 
Ineión del importe de h jubilación romo si turra un "sueldo" a! promedia men- 
sual proveniente de l¡> aplicación del nrt. 25 de la ley 4340 ya meneionadii, lia 
derogado el anterior proeedi miento, y i ! hecho de admitir el art. 24 de la prime- 
ra "bi inclusión de los servicios y remuneraciones pertinentes de acuerdo a los 
requisita* que a ¡ales "efectos establecen la reglo inmutación" remite a ésta ta 
solución y hállase dndu ella, en el art, IÜ del decreto 1ÍI5S fió, en lañan terini- 
nante y categórica. 

Kstimo, atento lo dicho, pudo el actor creerse lesiona dn en su derecho 
y perjudicado económicamente por la interpretación duda por el t, N, P. S, a 
la Ley. como nsí también en cuanto a cual era In disposición aplicable en su caso. 
Por lo tanto, el recurso se hallaba ajustado a bis condiciones impuestas por el 
art. 11 de la ley 14.23(1 y jurisprudencia sobre el particular, siemlo por ello pm- 
rcsuhncntc viable. 

Kn lo referente (i la cuestión de fondo, planteada por el actor, me inebrio 
por la improcedencia de sus agravios (fs. U 1/1 17 y 131/134), pues considero 
derogado implícitamente el art. 11 del decreto-ley 03141/441, por el 24 de ta ley 
14.370, ni haber modificado substancia luiente el sistema de reajuste y creado 
otro nuevo. 

Por In dieh (do el Sr. Procurador General a fs. I:t(í'l44, voto por la 

confirmación de la resolución n]>chida, en cuanto lia sido materia del recurso. 

l¿os doctores Santo* y \tnrhtra dijeron: que compartiendo los fundamen- 
tos del precedente voto, se adhieren ni mismo. 

Por lo que resulta del presente Acuerdo, r-| Tribunal resuelve: Confirmar la 
resolución apelada, en cuanto lia sido materia de recurso. María K. Viticla V ti- 
rón — Klerto Santos — Armando ¡huid Ufachéra. 

Dictamen hkl Pittuu'itAiioit (¡knehal, 

Suprema Corto: 

Tratan las presentes actuaciones tle la situación de un bene- 
ficiario de jubilación bajo el régimen de la ley 434!) el cual, vuelto 
n la actividad, solicitó el reajuste de su prestación al cesar de. 
nuevo en sus servicios. 
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Disconforme con el criterio aplicado por el Instituto Nacio- 
nal de Previsión Social que confirmaba lo resuelto por la Caja 
respectiva, el interesado apeló ante la Cámara del Trabajo, y, 
como el citado tribunal mantuviera la decisión del organismo 
administrativo, interpuso el remedio federal mediante el escrito 
cor l íente a fs. li);?. 

El recurso extraordinario es procedente por haberse cues- 
tionado la inteligencia de normas federales y ser la sentencia 
definitiva del superior tribunal de la causa contraria a las pre- 
tcnsiones del apelante. 

En cuanto al fondo del asunto, la cuestión por resolver versa 
sobre el procedimiento «pie deba seguirse para determinar el 
sueldo promedio jubila torio y en este sentido adelanto, que, a 
mi juicio los agravios del recurrente deben prosperar. 

Kn efecto, el señor Narciso Arricia obtuvo en el año Í9#0 el 
bene ticio de jubilación ordinaria anticipada concedida por la 
faja de la ley 4H4!>. En 1ÍH4 volvió a prestar servicios, permane- 
ciendo en actividad basta el 1,") de diciembre de 1Í>,V>, fecha m 
que cesó definitivamente. 

Vale decir que a la feclia de entrada en vigencia del decreto- 
ley imti/ÍUt» (1^1-946) el recurrente se encontraba en la situa- 
ción contemplada por el art. 11 del citado decreto, según el cual, 
los afiliados que están prestando servicios y se hallen simultá- 
neamente en el goce de alguna de las prestaciones allí enumera- 
das, entre las que se cuenta la jubilación ordinaria, íntegra o 
reducida, podrá solicitar a la Caja otorgante (al cesar en ellos) 
el reajuste de la prestación que reciban, considerando las remu- 
neraciones percibidas antes y después de entrar al goce de la 
misma y que no hubieran sido tomadas en cuenta para su otor- 
gamiento. 

" Kn estos casos — añade la norma en cuestión — y a los efec- 
tos de determinar el sueldo promedio de jubilación" se conside- 
rará comí» sueldo el importe cobrado por alguna de las presta- 
ciones aludidas a partir; de la fecha en que entró el lieneficiai io 
al goce de la misma, importe al que se sumarán las restantes 
remuneraciones que sean objeto de la acumulación". 

Ks bueno tener presente, que en lugar aparte (arté, 13 y 14) 
el mencionado decreto se ocupaba de los jubilados por cesantía, 
retiro voluntario o invalidez que volvieran al servicio, estable- 
ciendo para el reajuste de su prestación un procedimiento simi- 
lar al del art. 11, con la salvedad que en caso que la suma total 
que resultare acumulando jubilación y remuneraciones excediera 
al importe de la remuneración promedio percibida en los doce 
meses que precedieron a la cesantía, al retiro o a la invalidez, el 
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beneficio se reduciría en el monto en que excediere id menciona- 
do promedio, 

A la fecha de cesar el recurrente en sus funciones (1.VX1T- 
0S5) estaba en vigor la ley 14.370, la que resulta de aplicación 
al caso según el principio en cuya virtud la situación del em- 
pleado que cesa se rige, salvo disposición expresa en contrario, 
por la ley vigente en ese momento. 

Pienso, oo obstante el criterio adverse» sustentado en el fallo, 
tpie e] procedí miento establecido en la ley 14.370 no difiere subs- 
tnneinlmentc del que consagrara el decreto ¡Kllti/iMti. 

Él artículo 21 de la ley, involucrando en una sola disposi- 
ción los supuestos de los artículos 11 y 13 del decreto de referen- 
cia, establece que *'los beneficiarios de jubilación que vuelvan al 
servicio o continúen en otro que no hubiera sido considerado pura 
otorgarles la prest aeióu, podrán solicitar, ni cesar en 'd mismo, 
el reajuste y o í rnnsf erutación del beneficio, con la inclusión de 
los servicios y remuneraciones pertinentes de acuerdo con los 
requisitos que" a tales efectos establezca ln reglamentación". 

Como bien se advierte, el fin perseguido por la ley es idénti- 
co a) del decreto, a saber, permití' 1 el reajuste del beneficio o 
prestación, considerando, para establecer el sueldo promedio 
jubitatorio, las remuneraciones que nu fueran computadas porque 
el afiliado Continuaba en otro empleo, o las remuneraciones per- 
cibidas cu el nuevo cargo 0$ el jubilado vino a desempeñar des- 
pués de otorgado el beneficio. 

La ley 14.370 dice literalmente "con la inclusión de los servi- 
cios y remuneraciones pertinentes". Ahora bien, la inclusión, 
acción y efecto de incluir, consiste en comprender una parte en 
un todo, lo que no ocurre, ciertamente, de seguirse el criterio de 
la sentencia, que no incluye las remuneraciones del segundo em- 
pleo en un todo formado por dichas remuneraciones y las que 
sirvieron para determinar el haber jubilalorio de que gozaba el 
afiliado, sino que toma en cuenta exclusivamente las remunera- 
ciones del empleo en el ipie cesó el 1"> de diciembre de lflS5 (v. 
fs. 101). Kn esta forma, por otra parte, no podría hablarse con 
propiedad de "reajuste" o "transformación" como quiere la 
ley, ya que cualquiera de estas dos operaciones importa un cam- 
bio ó modificación del resultado de una operación antc-íor. 

El "reajuste" debe operarse mediante la inclusión de las 
remuneraciones pertinentes "de acuerdo — agrega la ley— con 
los requisitos «pie a tales efectos establezca la regla mentación". 
La misma ley se remite, pues, para la cxplicitncióu de su sentido 
a lo que disponga la reglamentación. Pero ésta no puede alterar 
el criterio adoptado por la ley, sino sólo fijar los requisitos exi- 
gióles para su aplicación. De suerte, entonces, que lo que corres- 
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ponde es destacar cuál sea ese criterio, interpretando ta regla - 
mentación en concordancia con el misino. 

Por remuneraciones pertinentes ha de entenderse, en pri- 
iik'r lugar, aquéllas que lian sufrido descuentos en concepto de 
aportes jubílatorios, puesto que existen otras, como son las bo- 
nificaciones por costo de vida o cargas de familia, no sujetas a 
tales deducciones y que, en consecuencia, no se computan a los 
fines previ si onales. 

En seguíalo lugar, remuneraciones pertinentes son las per- 
cibidas durante el período de tiempo que la ley fija para obtener 
el sueldo promedio jubila torio, el cual, en la ley 14.370 está re- 
presentado por los últimos cinco años de servicios o, en caso de 
resultar más ventajosos, por los cinco años calendarios mejor 
remunerados continuos o discontinuos. La reglamentación ha 
precisado, por su parte, que tratándose de nuevos servicios con 
aportes ellos deben alcanzar un mínimum de un año para que sea 
procedente el reajuste o transformación del beneficio (decreto 
1958/55, art. 16). 

De lo dicha se desprende que para practicar el reajuste del 
beneficio es pertinente la inclusión de las remuneraciones que 
cumplan con los requisitos precedentemente señalados, y que co- 
rrespondan a servicios que no fueron considerados para el otor- 
gamiento de la prestación, debiendo a tal efecto, adicionarse di- 
chas remuneraciones a las que sirvieron para establecer el sueldo 
promedio jubilatorio de la primitiva prestación. 

Este procedimiento encuentra su corroboración en el art. 16 
del decreto reglamentario, en cuanto prescribe que "para deter- 
minar Ja nueva remuneración base se tendrán en cuenta las remu- 
neraciones correspondientes a los servicios prestados por los 
afiliados y no las sumas percibidas en concepto de jubilaciones". 
Esto último marca una variante respecto del decreto-ley 0316/46 
pero es, a su vez, una consecuencia, lógica del art. 26 de la ley 
14.370, que prohibe a los jubilados desempeñar actividades por 
cuenta ajena, a menos, se sobrentiende, que lo bagan sin cobrar 
su jubilación. 

La salvedad contenida en el antes citado art. 16, relativa a 
las jubilaciones por invalidez, no da pie para un argumento ad- 
verso al criterio que propugno, como se pretende en la sentencia, 
toda vez que el supuesto que allí se contempla no es otra cosa 
que el correlato de la disposición que incluyera el art. 13 del 
decreto-ley 9316/46, según lo recordé anteriormente, y encuentra 
su apoyo en el art, 26, segundo apartado, de la ley 14.370. Así 
como la existencia de esa disposición no se considera inconciliable 
con el procedimiento del art. 11, última parte, así tampoco la sal- 
vedad contenida en el art. 16 del decreto 1958/55, a que hice 
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referencia, no os óbice parn que la primera pai te del mismo apar- 
tado se interprete con el alcance que dejo expuesto. 

En resumen: el procedimiento que a mi criterio dehc seguir- 
se parí determinar la nueva remuneración básica, que permita 
establecer el haber de la prestación reajustada, consiste en consi- 
derar las remuneraciones que sirvieron para fijar el primitiva 
haber, a las que se sumarán las correspondientes a bis servicios 
que continuó prestando el afiliado, tomándose como divisor el 
período de tiempo establecido en el art. li de la ley 14.370. Al 
sueldo promedio (pie se obtenga se le aplicará la escala de reduc- 
ción del art. w¡ con la salvedad que dimana del decreto reglamen- 
tario 1958/55 (art. 16, última parte). 

A mérito de las con sideraciones precedentes, pienso que la 
sentencia apelada no es arreglaba a derecho y opino, en con se- 
cuencia, que corresponde revocarla en cuanto pudo ser materia 
del r ecurso. Buenos Aires, 30 de julio de 1958. — Rumo» Losruno. 



Vistos los autos: "Arrieta, Narciso s/ jubilación". 

Considerando: 

P) Que, según resulta de las presentes actuaciones, don 
Narciso Arrieta obtuvo jubilación ordinaria anticipada en el 
mes de setiembre de 1940 (fs. 42 y 43) y, siendo titular de pm be 
neficio, volvió a prestar servicios en la administración pública, 
desempeñándose como funcionario de la faja Nacional de Pre- 
visión para el Personal, del Estado desde el 22 de mayo de lí>44 
hasta el 15 de diciembre de 1955. Habiendo cesado en el nuevo 
carga, solicitó el reajuste de su jubilación (fs, 100), con motivo 
de lo cual la Caja respectiva convirtió el beneficio en jubilación 
ordinaria, fijando 4-1 haber mensual en la suma de in$n. 2.414,9.') 
(t's. 107), a cuyo efecto utilizó el cómputo de fs. 101, "en el que 
fueron incluidos todos los servicios prestados por el recurrente, 
estableciéndose el promedio de lo percibido durante los cinco anos 
mejor remunerados" (fs. V2'A). Tal resolución fué más tarde man- 
tenida por el Instituto Nacional de Previsión Social {fs. 128 vta.) 
y» ante la apelación deducida en los términos del art. 14 de la ley 
Í4.2.*íti, la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo de la 
Capital la confirmó (fs. 145/149). 

2*) (¿ue contra esta sentencia el interesado deduce recurso 
extraordinario (fs. 153/155), el que ha sido concedido (fs. 158). 
Afirma que la petición por él formulada debe ser acogida de 
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acuerdo con lo dispuesto por los arts. 11 del decreto-Ley 9316/46 
U4 de la ley 14,370 y 16 del decreto 1958/55. El reajuste solicita - 
<Io, dice, ha de efectuarse sumando 'Mas primitivas remuneracio- 
nes {del primer cargo) a las remuneraciones que el afiliado per- 
cibía en el último empleo" (fs. 163 vta.). Y con el propósito de 
indicar el alcance exacto de su reclamo, ofrece el siguiente ejem- 
plo, demostrativo de eximo funciona a su juicio el régimen legal 
aplicable: "Suponiendo que un jubilado con m$n. 50» de sueldo 
promedio en los últimos cinco años de servicio, en su primitivo 
cargo, vuelto al servicio activo se retira nuevamente en el año 
1953 con un promedio de m*n. 1.000 en los últimos cinco años; 
sumando ambas remuneraciones se llega a un total de m$n. 1.500. 
Sobre esta suma se aplica la escala de reducción. .. M (f s . 163). 
Con este fundamento, se agravia de la interpretación (pie la Cá- 
mara hace de las disposiciones precitadas. 

3») Que hallándose cuestionada la inteligencia de normas 
federales y siendo ta sentencia contraria al derecho (pie el recu- 
rrente funda en esas normas, el recurso extraordinario es pro- 



V) Que el art. 24 de la ley 14.370 sustituyó el art. 11 del 
decreto- ley 9316/46, privándolo de vigencia. Aquél, en efecto, 
legisla de manera específica sobre la condición jurídica de los 
jubilados "que vuelvan al servicio o continúan en otro que no 
hubiera sido considerado para otorgarles la prestación", y no 
cabe presumir que la intención del legislador haya sido dictar 
una norma incompleta o parcial, cuyo complemento' deba buscarse 
en el antedicho decreto-ley. Dada su redacción, lógico es pensar 
i|iu- W nuevo precepto fué sancionada con la intención de que ri- 
giera toialmwtr el supuesto de referencia, sin remisión implícita 
a disposiciones anteriores y ajenas a su propio contenido, tanto 
muís cuanto que introduce modificaciones importantes en el 
texto precedente. Ese precepto, pues, se basta a sí mismo y en 
tal carácter debe ser interpretado, siendo inadmisible su subor- 
dinación al extinguido art. 11 del decreto-ley 9316/46, A este 
respecto, la Corte tiene resuelto que "tratándose de leyes suce- 
sivas, que legislan sobre la misma materia, la omisión en la últi- 
imi de disposiciones de la primera, importa seguramente dejar- 
las sin afecto, cuando la nueva ley crea — respecto de la cuestión 
de (pie se trata—, un sistema completo, más o menos diferente 
del de la ley antigua" (Fallos; 182: 392). 

5*] (¿ue el decreto-ley 9316/46 disponía que, en casos como 
el de autos, ei sueldo promedio de la nueva jubilat ¡ón debía esta- 
blecerse tomando en cuenta "el importe cobrado por alguna de 
las prestaciones aludidas a partir de la fecha en que entró el 
beneficiario en el goce de la misma, importe al que se sumarán 
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las restantes remuneraciones que sean objeto de la acumulación". 
De este párrafo "xtrae el apelante el criterio en que funda sus 
pretensiones, Pero ocurre que, en reemplazo del texto transcrip- 
to, el nrt. '24 de la ley 14.370, antes mencionado, prescribe que, al 
cesar en el nuevo empleo, quienes se encuentren en la situación 
del recurrente podrán solicitar "el reajuste y/o transformación 
del beneficio, con la inclusión de los servicios y remuneraciones 
pertinentes, de acuerdo con los requisitos que a tales efectos es- 
tablezea la reglamentación". Y, a su turno, el nrt. 16 del decreto 
lít.'iS .Vi, en lo que aquí interesa, dice: "Para determinar la nueva 
remuneración base se tendrán en cuenta las remuneraciones co- 
r resinan! ieutes a los servicios prestados por los afiliados y no 
las Mimas percibidas en concepto de jubilación". Absolutamente 
na&a más, Xo pureee dudoso, por con si guien te, que tanto en la 
ley vigente como o:i la norma reglamentaria que la explícita se 
lialla ausente la idea de adición o suma de remuneraciones a que 
el recurrente pretende acogerse. 

f»'*) Que la parte del arl. '24 según la cual el "reajuste y o 
transformación" se luirá "con la inclusión de los servicios y re- 
muneraciones pertinentes", no significa sino que, en situaciones 
como la que aquí se juzga, aquél quedará sujeto a lo preceptuado 
por el art. 14 de la ley 14.370. De donde se sigue que, atento las 
constancias de t's. ;if¡ .'iíl y 101, el criterio empleado por el Insti- 
tuto Nacional de Previsión Social y mantenido por el tribunal a 
qim, resulta ajustado a derecho. 

7*) Que en cuanto a la taclia «lo ineonstitucionalídad intro- 
ducida en el memorial de fs. 1(>2 Hí<¡, debe considerársela ajena 
al recurso e improcedente por implicar una reflexión tardía. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
confirma la sentencia apelada en euanlo ha sido materia del 
recur-o. 

Aiustóiu'lo D. AnÁoz de Lamadhid — 
Julio Oy han arte — Pedro Abe- 
rastvry — Ricardo Columbres. 
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JURISDICCION Y C@j$PWTEXVIA: Cotiflirton cutre jueces. 

!.:< M'iitentia «lietiulíi en juitñn criiniitii] 1,110, culi motivo ilc !n 11 hsol lición 
ili liw «pn'i-i 'llíuto, ]mr íisin psu ióti. ordena reslituírics Iti tenimcin del inmoe- 
htc, debe prevalecer sobre el pronunciamiento «Ip I» justicia civil cjtie, <-n el 
interdicta de recobrar ln posesión, dispuso <pie ésta fuera entregada o la 
querellante si. en vi cuso, in jiislicin pemil absolví», por aplicación del Hit. 
1:1 del respectivo código procesal, sobre la base ilc 411c nu se Imbín acreditado 
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el hecbo de que la querellante tuviese la efectiva posesión del inmueble, por 
lo que no pudo mediar despojo. En tales condiciones la sentencia dictada en 
sede civil, que declaró probado lo contrario, importó inobservancia del art. 
1101 del Cñdipo Civil, pues en uijiIhw juicios se trataba de dilucidar la 
existencia de un mismo hecho. 

Djctvmex del Phoci ieaiuii! General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario interpuesto a i's. 476 es a mi juicio 
procedente porque ln efectiva contradicción cutre las sentencias 
dictadas por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal (fs. 
474) y la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil (fs. 2S1 del 
expediente agregado n* 44.564) supone un conflicto que no puede 
ser resuelto sino por la intervención de V. E., conforme lo prevé 
el art. 24, ine, 7', del decreto-ley 1285/58. 

En cuanto al fondo del asunto, consiste en establecer si debe 
concederse preminencia al fallo dictado por la justicia civil en el 
interdicto de recobrar incoado por la recurrente, y en el que se 
mandó devolver a ésta el inmueble de que se trata, ó sí, en cambio, 
corresponde dar cumplimiento a la resolución de la justicia en lo 
criminal que, al absolver a los querellados por usurpación, orde- 
nó se restituyera a éstos el mencionado inmueble, volviendo al 
staiui quo ante. 

Opino que la solución correcta no puede ser sino la primera. 
La decisión de la justicia en lo penal, en cuanto ordena la restitu- 
ción del inmueble a los querellados, no se pronuncia sobre los de- 
rechos a la tenencia n posesión de la cosa que puedan correspon- 
der a las partes, sino que, como he dicho, sólo tiene por objeto 
poner ías cosas en el estado en que se hallaban al deducirse la 
querella. Mas, es bien claro que tal decisión no obsta al derecho 
que pueda reconocerse o se haya reconocido a una de aquellas 
partes por resolución de tribunales competentes, como, a no du- 
darlo, son los del fuero civil que ¡ntervinies sn en el interdicto de 
recobrar (Fallos : i>38: 4.14). 

Debe señalarse, por lo demás, que la absolución de los quere- 
llados no ha olwdecido, en definitiva, a que se hubiera demostrado 
acabadamente la inexistencia del hecho principal o admitido la 
concurrencia de causas justificantes, sino a "la aplicación de la 
norma beneficiante del art. 13 del C. de Proc, Criminales" por 
tratarse de "un caso típico de duda procesal", como lo declaró 
expresamente I- Cámara de Apelaciones en lo Criminal (fs. 451). 
Si a ello se agrega que la seutem-ia del fuero civil fué anterior a 
la dictada en sede penal (art. 1106 del C. Civil), debe llegarse a la 
conclusión de que procede hacer prevalecer lo decidido en la pri- 
mera. 



KAUjOS i>e i. a corte suprema 



Estimo, en consecuencia, que corresponde revocar la senten- 
cia de fs. 474 en cuanto pudo ser materia del recurso. Buenos Ai- 
res, 5 de agosto de 1958. — Humón Ltiscano. 

PALLO DE LA CORTE SL'I'HKMA 

Buenos Aires, 11 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "lngrassia Felipe José, Díaz Francisco 
Antonio, Baronc Emilio José s/ usurpación, art. 181, inc. l p , (\ 
P, y defraudación". 

Y considerando : 

1*) Que en el escrito de interposición del recurso extraor- 
dinario, doña Amandina Ghirardi de Barone solicitó la interven- 
ción de este Tribunal a fin de que, con arreglo a lo dispuesto por 
el art, 24, inc. 8^), de la ley 13.998, se pusiese remedio al conflicto 
surgido entre la resolución de! a quo de fs. 474, mediante ia cual 
se dispuso la entrega del local de la calle Várela 641 a los quere- 
llados Francisco Antonio Díaz y Felipe José Ingrassia, y lu 
adoptada por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil a 
fs. 181 del expediente n* 44.564 agregado, en cuya virtud se orde- 
nó entregar la posesión de dicho local a la querellante, desesti- 
mándose la oposición que a ello formuló el mencionado Díaz. 
Adujo, además, como fundamento del recurso, que la resolución 
impugnada ateu f a contra el derecho de propiedad que importa 
la resolución favorable a su pretensión obtenida en el fuero civil, 
y adolece de arbitrariedad. 

2*) Que la competencia de esta Corte para conocer en el 
ftub Ufe resulta de lo dispuesto en el art. 24, inc. 7 P , del decreto- 
ley 1285/58 (art. 24, inc. 8* de la ley 13,998). 

S 9 ) Que al confirmar la sentencia de primera instancia que 
absolvió de culpa y cargo a los qucrclludos, el tribunal a quo 
consideró que los elementos probatorios allegados al proceso no 
habían logrado acreditar el hecho de que la querellante se hubiese 
encontrado en la efectiva posesión del local cuestionado, razón 
pon" la cual no pudo mediar el acto de desposesión o de despojo 
atribuido a los querellados (fs. 451). Si bien el tribunal arribó a 
esa conclusión por aplicación de la norma contenida en el art. 1 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, no os menos exacto 
que aquélla importa un pronunciamiento negativo acerca de la 
existencia de uno de los supuestos de heclio principales del delito 
de usurpación. 

4 9 ) Que, por su parte, al dictar sentencia en el interdicto 
do recobrar promovido por la aquí querellante (fs. 139/140 del 
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expediente agregado) la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Cml expreso: "Que de las pruebas analizadas surge, sin dejar 
Jugar a dudas que Ja actora había adquirido el negocio, trans- 
t riéndosele la tenencia del local, hecho del que tuvo conocí miento 
el demandado, y que este, en combinación con su cuñado Jngras- 
sin v el hgo de la actora, la despojaron del inmueble, llevando 
adelante sus planes no obstante la oposición deducida apenas tuvo 
conocimiento de los hechos" (fs. 140 del expediente agregado) 
Hizo, pues, lugar a la acción, y posteriormente, a pedido de la 

5') Que la radical divergencia que se observa entre ambas 
sentencias con respecto a una misma situación do hecho, obede- 
ció a la inobservanci. , por parte del tribunal en lo civil de la 
¡lorma contenida en el art. 1101 del Código Civil, con arreglo a 
la cual no pudo dictarse sentencia en el interdicto sin aguardarse 
el pronunciamiento definitivo del tribunal a quo, desde que el 
proceso penal por usurpación se promovió en la misma fecha 
que (a acción eiyil (ver cargos de fs, 13 vta. de estos autos y de 
U 13 del expediente agregado), Y es de observar que el tribunal 
del fuero civil tuvo conocimiento de la existencia de aquel proce- 
so, segun surge de la providencia corriente a fs. 132 del rearicc- 
tivo expediente. 

Que de haberse observado el procedimiento establecido 
por la norma de mención, la sentencia absolutoria de fs. 451 hu- 
biese afectado necesariamente, el resultado del pronunciamien- 
to recaído en el interdicto de recobrar, pues en ambos juicios se 

2 ff M diJucidar la existencia de un mismo hecho, y el art. 
1103 del Código Civil no permite que se discuta, en el juicio civil, 

la existencia del hecho principal sobre el cual hubiese recaído 
la absolución'» -Fallos: 183: 288 y otros-. Prohibición que, en 
e caso, no allana la invocación de un derecho a la posesión, ajena 
al interdicto de despojo, 4 

7*) Que, siendo ello así, las medidas adoptadas en conse- 
cuencia, de la resolución recaída en el interdicto de recobrar ca- 
recen de aptitud para prevalecer —como pretende la recurren- 
te- sobre la medida dispuesta por el a quo a fs. 474 como efecto 
de la absolución dictada a f s. 451, tanto más si se tiene en cuenta 
que la sentencia obrante a fs. 139/140 del expediente agregado, 
si bien dictada con anterioridad, no había pasado en autoridad 

i' J"^ 1 » «.!« ./©cha «leí pronunciamiento absolutorio (art. 
1106 del Código Civil). 

V. 9 u V". esas condiciones, la garantía del art. 17 de la 
Constitución Nacional carece de relación directa e inmediata con 
lo decidido, no observándose, por último, que la decisión en re- 
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curso adolezca de arbitrariedad con arreglo a la reiterada juris- 
prudencia de esta Corte sobre el particular. 

Po** ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
viil, si» confirma la resolución de fs. 474 en lo que ha sido materia 
de recurso, dejándose sin efecto lo resuelto a fs. 181 de la eausa 
civil de interdicto agregada. 

Benjamín* Vi llecas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. AtíÁoz de La m ai mi» 
— RirAP.no Colombiíes — Esteban* 
Tmaz. 



S. lí. ],: .IEUSKYSOL v. ISAAC KAIÍANTBE1 WKL y Otho 

.V. I Ii< A v DK FA BHICA : OposMák 

Lji protección ácordftdft por el nrt. 4:1 de ln ley 3975 ni nombre comercial 
respecto di otros que se utilizaren con posterioridad, se extiende n los eon- 
t'Iict.r* que pueden sunrir entre un nuevo nombre y muí muren preexi-tente. 
Kstn doctrina ra ilc estricta npli ciu-ión ni coso inverso, es decir, al que puede 
suscitarse Coi motivo dél conflicto entre una nueva mrm-ii v un nombre 
comercial eu.vn propiedad luí adquirida, mediante el uso corcrespontltente, 
con •unterioridnd ni resristro de aquélla. 

.1/ AltC AS DE FABRICA: Opottnthi. 

Los términos del nrt, 14, ine. T, de la lev :t07ó autorizan ln conclusión de 
cpic ln valides de «na muren retristnidn puede cuestionarse p*Jr ea úsales 
distintas n ln que menciona el nil. fi" dé la fejr, t* npo-ición puede Pnndarse 
tonto en las prohibiciones n que aluden lo* nrR Bj 4 y ó cnanto en ln propie- 
•Ind adquirida sobr» un nombre etniierei; 1 que puede confundirle con la 
Miaren. 

Sestkxi-ia ÜtriH! Xacionai. kn i. o Civil y Cohf.ihiai. Fkhekai. 

Buenos M#*Éj 4 de mayo de 1050. 

Y vistos: Pnrn sentencia esta enusn scíruidn por Jcrseysol, K. K. L. e/ 
Isaac lsnrnntlHiwi! y Moris Titrasraiin s/ nulidad de ruaren. 

Ifrsitl latido: 

1 ) Expresn tu octurn beberse constituido el din 2 de julio de 1!»40 v tener 
por objeto ta I alineación de tejidos en general y ln cuín |> ni venta, exportación e 
importación de tejido* hilados y maquinaria* textiles y accesorios, siendo muy 
conocida en pinza. A^regn haberse enterado (pie 1«* demandados obtuvieron el 
•»:t de aj-oslo ile 1ÍI50, la muren u Jérsoí*\ partí distinguir todos los artículos rL 1 
ln elatw 15, particularmente tejidos, muren que vista su enorme similitud fonética 
y gráfica eon el nombre eomerciat "Jerscysol" producirá confusión en el póblieo 
consumidor y provocará desviación de ln lamn. crédito y clientela adquiridos al 
amparo del nombre "Jerseysot". Fundando su derecho en loa «¡ts. 4» y 42 de ln 
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ley 3975, 300 del Cód. de Cora, y 053 del Cód. Civil, solicita « declare la nulidad 
de la marca "Jersol", con costas. 

Amplía la aetora su demanda para <|ne además de la marra ".fersol", se 
declare también infundnda la oposición deducida por loa demandados al registro 
de la marca *'Jerseysor\ acta n* 3tt;J.D15, con costas. 

2) Contestan Isaac Karantbciwel y Morís Taragano, negando en primer 
término linber registrado la marea ".fersol" con el proposito de captar la dién- 
tela, tama y prestigio del nombre comercial "Jersey sol". Oponen a Ja acción de 
nulidad deducida la defensa de prescripción por funda ree el derecho de la aetorn 
en un nombre comercial. Pretenden que si vencido el año, I» nctora no podría 
protestar por el uso de un nombre similar, mal puede oponerse al uso de una 
marea. Hacen notar ipie 1n marca "Jersol" se solicitó con anterioridad a un ano 
ilc la ficha de promoción de tn demanda, por lo que toda acción está prescripta, 
situación <|ue rali tica el art. 4037 del CÓd. Civil que también invoca contra rl 
art. !)">:¡ del mismo código. A todo evento, sostienen luego que antes du usar la 
¡ictora el nombre de "Jcrscysol'*, ellos eran los titulares de marras muy pareci- 
das al mismo, como "Jerselen" y J. D. C, t que gozan de gran prestigio y pura 
cuyo protección registraron numerusas manas similares y atines. Ponen eii duda, 
por Mi motivo, Fa buena le de la aetora «1 adoptar el mimbre "Jersey sol". Desta- 
can ,i renglón seguido el hecho de tme invoque tu Acto» un nombre comercial 
tiente a una mnrea y sostienen que el «(inflicto debe, resolverse en favor de esta 
última. Tras «tías consideraciones de importancia secunda ría . ]>Idi'ii el rechazo 
de la demamla y se declare fundada la oposición que formuluron al ivdstro de 
ta marea "Jei*seysor, fon costas. 

Considerando : 

(Jue ln prescripción opuesta no puede prosm raí- porque aunque el plazo 
aplicable lucra el de un año, i-mim sostiene la demandada, tendría que compu- 
tarse a partir de la fecha de concesión de ta marca ".tersar o sin el 211 de niin*to 
ile líl">0 (Rey, La Ley, t. 40. p. 82U) y lo cierto es que la demamla fué presentada 
el 25 de junio de 1051, es decir, cuando aún no habíji transcurrido un año. 

ÍJue no discuten las pintes la con! uiidibilidad, del nomine comercial "Jer- 
seysol" y de la muren ".Jersol": la admiten [isa y llanamente, muí creta mióse el 
problema en resolver a cuál de las partes asiste mejor derecho. Ha quedado de- 
mostrado en autos que la uetnra usó el nombre comercial "Jerseysid" con ante- 
ríoridad al registro por la demandada de la marca M ¿erM¿H Esc uso te dispemu 
ti pertinente protección legal (arts. 42 y 4:1, ley 3975) en relación con ¿I ramo 
explotado y es incuestionable que el registro de una marea idéntica « confundi- 
ble para distinguir artículos comprendidos en ese ramo torna ineficaz dicha pro- 
tección e ¡Insoria Ja efectividad de un derecho adquirido. Por ello, que moren 

y nombre constituyen institutos distintos es necesario que en p] caso de un con- 
flicto sus normas sean interpretadas de modo que en definitiva se cumpla ía 
común finalidad que persiguen, o sea la de evitar toda competencia desleal y de 
amparar a la buena fe comercial. En esn inteligencia es que la jurisprudencia 
lia admitido reiteradamente que pueden oponerse con éxito marcas u nombres 
comercial"* y viceversa, siendo factor decisivo para zanjar las cuestiones plan- 
teadas la primacía en rl uso o en el registro (v. Di C.wfUelmn. Tratada «V dtre- 
eko industrial p. 335 t parágs, 308 a 371). En el *nb judie? es evidente que cuan- 
to "Jersey sol" ya se usaba como nombre comercial, los dem nuda dos no tenían 
aún registrada la marea "Jersol" y ni siquiera habían adquirido ta mnrea Mer- 
Sden% según confiesa Ta raga no a fs. 57/57 vta., posición 4*, de manera que no 
calie otra solución que ln de hacer lugar a la pretensión de la actora. 

Que el hecbo de que la marca "Jerselen" sen de registro anterior n la consti- 
tución de la actora, carree de trascendencia, puesto que no se pretende que 
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existe confundibilidnd entre 'Mei-seysol" y Jerselen", constituyendo presunción 
corroborante de que no la hay la ei rcunsta neta de que en mérito a esa marca no 
«pusieron oportunamente lo» demandados al uso del nombre comercial aludi- 
do. A lo sumo, Ins antecedentes que invocan éstos turren pnra demostrar que 
registraron la marea. "Jersot" con patera buena fe. 

Que debiendo declararse nulo el registro de dicha runrra resulta inhábil la 
oposición que en base a ella formularon los demandados id rastro de la marca 
Merseysol", «eta n* .«tt.Olo. 

Por las consideraciones que anteceden y lo dispuesto en ta ley :i07ó, fallo: 
I ) Declarando nulo et registro «le la marca "Jerao!" n* 270.7(10 inscripto a nom- 
bre de Isaac Karanibeiwel y lloris Taragano, que distinguen artículos de la cla- 
se |5| 2) Declarando infundada la oposición deducida |mr aquéllos al registro 
de In marca "J*»r»ey«>r solicitado bajo acta ñ* :lü:i.015 poe "Jerxeyüol" ÍS. II. 
M, paro distinguir telan y tejidos en general, tejido» de panto, mantelería v 
lencería de la clase- 15. Todo con costas. — ( émr fí. lerríer. 
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Buenos Aires, 18 de liiáyo de 1 95!*. 

V vistos los di In causa promovida por Jersersol S. R. L. e/ Isaac Karnut- 
Iwiwel y Moris Taragano «/ nulidad do registro de muren; para conocer de las 
apelaciones concedidas con respecto n la sentencia de fs. 18S/100, que: declara 
nulo el registro de la marca Jersol, acta n* 270.700, clase 15, inscripta por lo-> 
demandados ¡ declara infundada la oposición deducida |mr c*dus al registro de 
la mnrea dcrseysnl, acta n p :H¡.'1,015, clare 1. r i, solicitado por la nrtora; impone 
las rostan ii los demandados. 

Kl sefior juez doctor Jmé Fra»t'info Bidati, dijo : 

Para na buen esludio del asunto, creo conveniente comenzar por el exacto 
|)lmit«Hi de la cuestión que se debate en autos: Mprseysol" (S. R. L.) demanda 
a Isnnc Ka ra nt be i «el y Moris Taragano por nulidad de In marra Merao!" 
obtenida por éstos con feelia JM de agosto de 1050 y se funda para ello simple- 
mente en In conrimdihilidnd entre su nombre comercial y la referida marca. 

Posteriormente plín su demnndn para que ae declare infundada In oposición 

oue formularan los demandado* al registro como marca de su referido nombre 
fomcrcinl. que también fundaron en la misma coiifiindihilídad, sobre In que. en 
definitiva, resultan rstar de acuerdo amhns partes. 

Kl escrito de responde pide el total rechazo de la deiminda y funda su soli- 
citud: U En que lu acción se halla prescripta, conforme al arl. 44 de la ley 
:t075 y aJ art, 4037 del Cód. Civil, que fijan el plazo de un año, rl primero de 
ellos para oponerse al uso de un nombre n utiloso por otro comerciante, cuyo 
término se computa "desde el día en que éste comenzó a usarlo"; y el stvundo 
par.: rcclnmnr daños y perjuicios resultantes dé cuasidelitos; 2) En ipie la de- 
mandada tiene rcFÍstradn con anterioridad a la constitución di la sociedad adora 
una serie de marcas de gran similitud con el nombre de ésta, haciendo espedid 
referencia u la principal de ellas, denominada "Jersden"; -t) En que, cuando 
¡nedin conflicto entre un mimbre y una marca, corres|tondr dnr preferencia a 
ésta; 4) En que la marca "Jersol" cuestionada no es sino un derivado de la 
'Memelcn", inscripta con mucha anterioridad a la constitución de la noto ra, lo 
que demostraría la mala fe de ésta. 

He creído útil extenderme en este caso s^bre la forma en que se trabó el 
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litigo, para un más fácil «amen de la expresión ,1*. agravio» de I» demandada 
única apelante. 

1* K.i pri.n..r lírmino ^ dai «mira | a p« r ie de la sentencia que rechaza 
prescripción y dice que desde I» fecha en que * los edictos, a Im 
riectos de a obtención de la marea, hasta la interposición de la i anda, trans- 
currió el plazo de un ana, pues la primero ocurrió el 17 de julio de 1950 y lo 
segundo, según a apelante, el 2 de juniu de 1952; p,™ t . st „ ú| t ¡„„> <* i^^to, 
pu^to que la demanda lleva fecha 25 de junio de 1BS1. AdiJflfe es evidente 
que mal se podrá pedir la nulidad de una marea antes de ser ella "concedida y 
JHir otra parte, do está probado, ni siquiera lo adujo la demandada, que ella 
usara la marca "Jersol ante* de serte concedida. Como esto último reeién ocurrió 
V f «* Wto * 1»50. es evidente que no transcurrió un uno .ni entre la fecha 
de la publicación y la de interposición de Ja demanda, ni menos entre la de con- 
cesión y esta ultima. Como es evidente que no se cumplió en ningún caso el plazo 
¡cgal cogido, carece de ohjcto estudia, m h prescripción simal invocada es o no 
aplicable al caso de autos. 

Sostiene, en segundo lugar la apelante, que el n q»n parte de una base 

talsa al decir que el uso de su nombre en rc¡„| por l n , u . tn ra | ( . dispensa la 

pertinente protección legal, pues pretende esa parte tal uso '-no otorga a 
la actora ninguna protección y en particular I., de rctristrarlo ,.„,„„ marca » 
PMerto que la existencia anterior de mareas de nombre parecido v, en particular, 
de la denominación "Jersey Dress Co." «e oponen a las pretensiones de la con- 
traria Ifecuerda que loa demandados forma ion pnrtc de la aludida sociedad v 
que al disolverse la misina, wpjiricron las manas de propiedad de ésta, incluso 
a denominada Merselen", «« I» suma de «fu. 717.01*1. Admite que si el con- 
Nieto se hubiera planteado entre el nombre "Jerseysol" y "Jcrsol", quizás tuviera 
rason la actora; pero sostiene que no es ello lo que ocurre, puesto que la existen- 
cía anterior de los antes referidos nombres comerciales y marcas, demuestran 
que ella obliga a no acordar la protección legal que pretende la actora. 

Pero es que, en primer lugar, la sociedad "Jerae-y Dress Co." no es parte 
en el litigio, ni tiene nada que ver en él y, en segundo, la marca "Jerselen", 
por mas esfuerzos dialécticos que baga la demandada, no sirvió de fundamento 
para el uso de su nombre por la actora, ni al re K i»tro de él como marca, para 
cuyo fu, se hizo . hincapié en la marca "Jersol". Por eso es que creí conveniente 
puntualizar debidamente el planteo del litigio. 

La referencia que contiene la expresión de agravios al conflicto entre las 
mareas 'Jersey Oreas Co " y "Jerselen" es completamente ajena a las cuestiones 
tieiHitifias en autos, por lo cual no corresponde tomarla en cuenta. 

El argumento de qm legalmente no le era posible a la demandada oponerse 
al uso del nombre "JerseysoP, aduciendo sn marea Mcrselen", es también inexac- 
to, porque no sé adónde iría a parar el privilegio resultante del registro de una 
marca si, en definitiva, no se pudiera impedir que un comerciante la usara sim- 
plemente corno nombre. Es indudable que técnica y legalmente marca y nombre 
son dos cosas distintas; pero no se puede de ningún modo sostener que por ello 
el dueño de una marca se vea obligado a c mearse de brazos y permitir el uso de 
ella por un comerciante, que hasta puede vender los mismos productos, por la 
sencilla razón de que no la registre como marea y sólo la usa como nombre Id 
misma doctrina jurisprudencial que cita la apelante a ís. 209 vta. demuestra que 
estaba perfectamente facultada para obligar a la actora a cesar en el uso de SU 
nombre, si consideraba que éste y la marca de la demandada se prestaban a 
confusión. Me refiero al fallo que publica P. y M., 1941, ps. 161 y 340, donde 
expresamente se admitió que una marca puede servir de oposición para *1 uso 
del nombre. 

Tampoco es sostenible que, en el conflicto entre una marca y un nombre, 
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íc dé sit'iupre primacía a la primera, como pretende la apelante a fs. 209 vta. 
La preferencia resulta simplemente del momento rn que se comenzó a usar el 
mimbre: í?i ello ocurrió con anterioridad al registro de la marca, prevalece el 
nombre y, en caso contrario, la marea. Así lo dice con toda claridad el Tratado 
de Di Gugliclmo, tantas citado por lo demandada. 

Claro está (pie, como ya Jo bemoa dicho otra-* vece», todas patas reírlas que- 
dan supeditadas a la buena o mala fe con «pie procedan la- parte» en esta mate- 
ria, porque hay principios f anda mentales de derecho, como el referente n la 
licitud del objeto en lo* actos jurídicos que consagra el art. 953 del Cód. Civil, 
ile aplicación principalísima para la solución de los eontlietns imli viduales. 

La apelante pretende, en su último, verdadero Mirra vio contra la sentein-ia 
de 1' instancia, aplicar esos principios al caso de ñutos, funda dn en la mala fe 
con que. según dice, habría procedido la aetora al usar el nombre "Jerseysal", 
a pesnr de que In apelante tenía registrada ta morca "Jerselen" y otras* análogos, 
Kn tiendo tpie, en todo roso, ese argumento se podría quizás tomar en cuenta si 
la pretensión de la demandada lucra que se impidiera a la nctora el USO del 
nombre por ésta ndoptndo; pero desde que nunca se opuso al mismo, mal le 
puede impedir que ella se ampare en neme jante uso, cuya leinlimidad resulta 
asi no cuestionado, para impedir que un tercero interfiera en él, ya sea con 
marea o nombre análogos. En una palnbrn. dentro de la forma en cpie resulta 
planteado el conflicto, entiend' que no cahe otrn solución que la resultante de 
la sentencia cu recurso. Por ello y demás fundamentos de ésta, voto por su 
con ('inunción, con costas, 

Ijfw señores jueces doctores Franci/irí) Jurirr Cuco* y Eduardo A. Orti; 
Hamialdo adhirieron al voto que antecede. 

Conforme al acuerdo precedente, se confirma la sentencia apelada en todas 
sus partes. Las costas de esta instancia, también a cargo de los demandados, — 
Eduardo .4. Ortk Batwldo — José Franrinco Bidau — F rancheo Javier Vocos. 



Dictamen hel Phocotiador Gexkkal 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario deducido a fs, 224 es procedente, 
a mi juicio, toda vez que el apelante cuestiona la interpretación 
de normas federales — en el caso los arts. ü° 8 9 , 12, 42 y 47 de la 
ley ;í!)75 — y el pronunciamiento recaído es definitivo y contrario 
al derecho ijno aqnel funda en dichas disposiciones (art. 14, 
im\ lí 9 . de la ley 48). Por ello estimo que el recurso lia sido bien 
concedido a fs. 228 por el a quo. 

Se trata de lo siguiente: a fs. 17, "Jerseysol S.R.L." — so- 
cii'ilad constituida el 2 de julio de 1ÍI4Í) — inicia demanda contra 
lo -i señores Isaac Karantbeiwel y Moris Ta rayano, por nulidad 
de la marca "Jersol" (clase 15) registrada a favor de éstos con 
f eolia 23 de agosto de lí*50, en razón de la similitud gráfica y 
fonética entre díclia marca y el nombre comercial de los actores. 
A fs. 2ti se amplía la demanda a efectos de que también se declare 
infundada la oposición deducida por los demandados al registro 
de la marca "Jerseysol'*, oportunamente solicitada. Contesta la 
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demanda la contraparte a fs. 32, opone la prescripción de la 
acción, y sostiene en definitiva que el conflicto entre un nombre 
y una marca debe resolverse en favor de la segunda. 

El juez dicta sentencia acogiendo en su totalidad los argu- 
mentos de la actora: declara nulo el registro de la marca en 
cuestión e infundada la oposición deducida por Karautbciwel y 
Tarngano. A su turno, el tribunal de alzada confirma el fallo 
en todas sus partes. 

En cnanto al fondo del asunto, y sobre la base de las cons- 
tancias de autos, pienso que son decisivas las consideraciones 
expuestas en ambas sentencias, plenamente conformadas, por lo 
demás, con la jurisprudencia de la Corte Suprema. 

V. E. tiene resuelto, en efecto, que el derecho a oponerse 
a la concesión de una marca o el de pedir su anulación en la 
forma y por la vía pertinente, no es exclusivo do quien tetina 
registrada a su favor otra marca igual o parecida. Así, ha decla- 
rado que al disponer el iue, 3* del art. 14 de la ley 3975 que puede 
promoverse cuestión sobre la validez de una marca por cualquiera 
de las circunstancias enumeradas en dicha ley (fuera de existir 
otra igual o análoga, de propiedad de un tercero) se lia referido 
a las mencionadas en los arts. 3% 4* y 5* anteriores, que enume- 
ran las denominaciones, nombres y signos que no pueden cons- 
tituir marcas (Fallos: 122: 262), lo que sin duda significa que 
es perfectamente posible oponerse al registro de una marca, a 
pesar de no bailarse en las condiciones a que se refiere el art. 6* 
de la ley, es decir, tener inscripta a su nombre una marca con 
la que pueda confundirse la que se pretende registrada (Fallos: 
214: 369 y 224: 463). 

En tales condiciones, la prioridad en el uso del nombre co- 
mercial —debidamente demostrada en autos — hace indiscutible 
el derecho de los actores a defenderse contra toda utilización del 
mismo, ya sea como nombre, o como sucede en el sub lite, como 
marca, V así lo han declarado, acertadamente a mi juicio, tanto 
el juez como la cámara. 

En mérito de lo expuesto, considero que correspondería con- 
firmar la sentencia apelada en cuanto ha podido ser materia de 
recurso. Buenos Aires, 22 de julio de 195!). — Ramón Lusca no. 



FALLO DE LA CORTE SU'HEMA 

Buenos Aires, 11 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: *'Jerscysol S.TC.L, c/ Isaac Karantbehvel 
y otro s/ nulidad de marca n p 279.709". 
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Considerando : 

P) Que el tribunal a quo eonfinnó la sentencia de primera 
instancia de fs. 188/190, en la que se declaró la nulidad de la 
marca "Jerao!" n* 279.70Í», registrada a favor de los demanda- 
dos para distinguir telas y tejidos de punto, mantelería y lencería 
de la clase 15, y se desestimó la oposición deducida por estos 
últimos al registro de la marca " Jerseysol", solicitada por la 
compañía actora bajo acta n* 363.915 para proteger la misma 
ciase de artículos. En lo esencial, la sentencia se fundó en que la 
parte actora demostró haber adquirido la propiedad del nombre 
comercial "Jerseysol" con anterioridad a la fecha en que los 
demandados obtuvieron el registro de la marca "Jersol". 

2*) Que contra esa sentencia interpusieron recurso extra- 
ordinario los demandados, fundándolo en que, al haberse iden- 
tificado ios caracteres y efectos de la marca y del nombre comer- 
cial, y al no haberse acordado primacía a in primera sobre el 
segundo, aquel pronunciamiento es violatorio de los arts. 6°, 8* 
12, 42 y 47 de la ley 3975. 

3*) Que el recurso extraordinario es procedente en -razón 
de haberse cuestionado en autos la inteligencia de normas fede- 
rales, y ser el pronunciamiento recurrido contrario al derecho 
que el apelante funda en ellas (art. 14, inc. 3*, de la ley 48). 

4 9 ) Que esta Corte tiene decidido, por interpretación del 
art. 43 de Ja ley 3975, que la protección acordada por esa norma 
al nombre comercial con respecto a otros que se utilizaren con 
posterioridad, dels> considerarse extensiva a los conflictos que 
pueden surgí r entre un nuevo nombre v una marca preexistente 
(FnIL s : 243: 537 y 245; 287). 

5*) Que habida euentn de las tazones enunciadas por el 
Tribunal en apoyo de esa doctrina, justificada en "la necesidad 
de evitar que, merced a la analogía o a la identidad entre nom- 
bres y marcas, o viceversa, el público pueda ser inducido a engaño 
sobre la procedencia o el origen de los productos que adquiere" 
(Palios : 245: 287), no resulta dudoso que ella es de estricta apli- 
cación al caso inverso, o sea, al que puede suscitarse con motivo 
del conflicto entre una nueva muren y un nombre comercial cuya 
propiedad fué adquirida, mediante el uso correspondiente (art. 47, 
ley 3975), con anterioridad al registro de aquélla. 

<i*) Que, por lo demás, según lo señala el Sr. Procurador 
(íencral en su dictamen, los términos del art. 14, inc. 3 9 , de la 
ley .*íí»7. r i otorgan firme fundamento a la conclusión de (pie la 
valide/, de una marca registrada es susceptible de cuestionarse 
('mi base en causales distintas a la que menciona el art. fí 9 de la 
ley, pudiendo señalarse, entre dichas causales, tanto las prohi- 
bí eione* a que aluden los arts. 3*, 4* y 5* (doctrina de Fallos : 
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1:22: 202), cuanto la propiedad adquirida sobre un- nombre co- 
mercial que. por razone» de coincidencia gráfica, fonética o ideo- 
lógica, pueda confundirse con la marca. 

7°) Que en las condiciones señaladas, habiendo quedado 
establecido como cuestión de hecho y prueba irrcvisiblc en esta 
instancia extraordinaria que la actora adquirió el derecho de 
propiedad sobre el nombre *' Jersey-sol" con anterioridad al re- 
gistro de la marca "JersoP', y no habiendo sido objeto de discu- 
sión entre las partes la confundibitidad existente entre ambas 
denominaciones, cabe concluir que la sentencia apelada se ajusta 
a derecho en cuanto hace lugar a la nulidad de la marca 279.709 
y, en consecuencia, declara infundada la oposición formulada por 
los demandados sobre la base de dicha marca. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se confirma la sentencia de fs. 219/222 en lo que ha sido materia 



JOSK MEDINA v. MUNICIPALIDAD tm ROSARIO 

CONSTITUCION JACIOS AL: Derecho* p ¡ffiruntUt*. Derecho de propiedad. 

Puesto que la impugnación de una tasa, por enmaderársela exorbitante, 
sólo puede juzgarse desde el punto de visla de su posible carácter ron fi «ca- 
lor io. corresponde confirmar Ja sentencia que rcehaza la demanda de repe- 
tición del gravamen de inscripción establecido para los negocios de lotería 
|H)r la Municipalidad de la Ciudad de Rosnrio, si la sentencia apelada esta- 
blece que, con relación a los ingreso» del agenciero, la tasa sólo representaría 
2,4 %, por lo que ct tributo no absorbe una parte esencial del rédito o capi- 
tal h que sí- aplica. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho» ti garantios. itjutthlad. 

La mera existencia de categorías distintas de contribuyentes no viola la 
igualdad ante la ley. La formación de una categoría con los contribuyentes 
cuyo negocio consiste en la explotación del juceo, aún lícito, como la lotería, 
no carece de razona büi dad. 



Suprema Corte: 

P recurso extraordinario es procedente por haberse cuestio- 
nado la validez constitucional de ordenanzas municipales de la 
ciudad de Rosnrio (Provincia de Santa Fe). 




Aeustóbuu> D. Aráoz de Lamadbid — 
Luis Makía Bopfi Bogoero — 
Ricardo Colombres — Estebax 
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En cnanto al fondo del asunto, el actor, que fué propietario 
de una agencia de lotería en esa ciudad, demandó a la respectiva 
Municipalidad por repetición del impuesto de inscripción de ese 
negocio, que a razón de m$n. 1.500 por año establecieron las 
ordenanzas de los años 1940 a 1943 inclusive. Sostuvo que lo 
justo y razonable era pagar mfn. 600 por año y que el excedente, 
por el cual dedujo la acción, vulneraba las disposiciones de los 
arts, 14, 16, 17 y 67, inc. 2% de la Constitución Nacional. 

Con respecto a la garantía de la Igualdad, que el recurrente 
fui ula en que el gravamen es desigual con respecto al impuesto 
de inscripción de otros negocios que son 4 4 lícitos" como el suyo, 
no la considero afectada ya que es doctrina de V. E. que el art. 16 
de la Constitución '*no impide que la legislación contemple en 
forma distinta situaciones que considera diferentes, siempre que 
la di ser i ni i nación no sea arbitraria ni responda a un propósito 
de hostilidad contra determinada persona o grupo de personas 
o importe indebido favor o privilegio personal o de grupo" 
(Fallos: 205: 68 y sus citas; 243: 98 y otros). En el presente 
'■aso, el hecho de que el gravamen aplicado a las agencias de 
lotería sea sititorior al que se impone a otros negocios, no impor- 
ta aceptar íjúe se trata de alguno de los supuestos que ha tenido 
en cuenta la jurisprudencia de esa Corte para considerar vio- 
lada la garantía de la igualdad, ya que la mayor imposición tri- 
butaria a los negocio* como el del actor tiene una finalidad social 
y no sólo fiscal, dado que, como se expresa en el voto de la 
mayoría de la sentencia apelada, se trata de frenar, en lo posible, 
el vicio del juego, al igual que se hace con los negocios donde se 
expenden o consumen bebidas alcohólicas. 

La objeción de que el impuesto referido es violatorio del 
derecho de trabajar y ejercer una industria lícita tampoco es 
admisible, en mi opinión, ya que de los mismos autos resulta que 
el impuesto de patente no ha impedido en forma alguna al actor 
el ejercicio do su comercio. 

En cuanto a la impugnación de confiscatoriedad que se arti- 
cula, no es tampoco procedente ya que el pronunciamiento recu- 
rrido decide en cuanto a ese punto que los importes percibidos 
por el demandante, como agenciero, dan un promedio de m$n. 
7;í..")ll por año, calculando un período de 10 años, por lo que 
el impuesto representaría el 2,4 Kespecto de ta alegada des- 
proporción entre el gravamen pagado y el servicio prestado por 
la Municipalidad, corresponde señalar que, aparte de no haberse 
demostrado ese hecho, esa impugnación debe juzgarse desde el 
punto de vista de su posible carácter eonfiseatorio (conf. Fallos: 
234: 66:*; 236: 22 y otros), lo que en el caso no se ha dado. 

Por último, la objeción constitucional que se funda en el 
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art 67, inc. 2 9 , de la Carta, Fundamental, no puede, a mi juicio, 
prosperar, en razón de que si la Municipalidad demandada ca- 
rece de facultades para gravar eon el aludido impuesto el nego- 
cio del recurrente, como éste lo afirma, esa falta de atribuciones 
sería total y no parcial, como lo pretende el demandante, que 
reconoce al poder municipal como *' justo y razonable" el dere- 
cho a cobrar por ese concepto la suma de m$n. 600 por año. 

Por ello, considero que corresponde confirmar la sentencia 
recurrida, en cuanto lia podido ser materia del recurso extra- 
ordinario. Buenos Aires, 8 de febrero de 1960. — Ramón Láscano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de noviembre de 1960. 

Vistos los ñutos: "Medina, José c/ Municipalidad de Rosario 
s repetición do pago". 

Considerando: 

1*) Que el actor, como propietario de una agencia de lotería, 
sita ea la ciudad de Rosario, promovió demanda contra la Muni- 
cipalidad de la misma ciudad por repetición de lo pagado en 
concepto de derecho de inscripción — años 1940/43. a razón de 
w$n. 1.500 anuales — por reputar que el tributo establecido por 
la ordenanza municipal era prohibitivo de un comercio lícito, 
desigual con respecto a la tasa de igual carácter correspondiente 
a otros negocios, exagerado y no razonable con el reducido servi- 
cio prestado por la Municipalidad y por tanto, "eonfisoatorio, 
por violar disposiciones constitucionales y legales" (fs. 2 vta.); 
pero limitó su demanda a la diferencia entre lo que consideraba 
razonable — una tasa de m$n. 600 anuales — y lo pagado de 
acuerdo a las ordenanzas municipales vigentes (demanda de fs. 
2/3). Xo produjo prueba y en definitiva la sentencia d'^ fs. 121/ 
V27 rechazó la demanda, con costas. Contra esta sentencia ínter- 
puso recurso extraordinario, que fué concedido (fs. 134). 

2*) Que las cuestiones de hecho y prueba y las de carácter 
procesa 1 decididas por el a quo, son ir revi si bles en la instancia 
extraordinaria, salvo arbitrariedad no elegada en el caso; lo son 
también las relativas a la legalidad del tributo, que no plantean 
cuestión constitucional. De ello surge que sólo corresponde exa- 
minar, entre las argüidas en la demanda y reproducidas en el 
recurso extraordinario, las relativas a la supuesta eonfiscato- 
riedad de la tasa y a la violación de la igualdad ante la ley. 

3 P ) Que la sentencia apelada ha establecido que "el agen- 
ciero de autos ha percibido un promedio de mf¡n. 73.511 por año, 
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en un lapso de diez años, por lo que el gravamen que no ocupa 
sólo representaría el 2,4 Surge con evidencia que el tributo 
no absorbe una parte sustancial del rédito o capital a que se 
aplica, condición inexcusable en el caso contrario para que pueda 
hablarse de confiseatoriedad (Fallos; 242: 73 y sus citas, entre 
otros). Por lo demás, ta impugnación de una tasa por conside- 
rarla exhorbitante sólo puede juzgarse desde el punto de vista 
de su posible carácter confiscatorio (Fallos: 234: 663), lo que en 
el caso, por lo dicho, queda descartado. 

4*) Que la igualdad ante la ley no se encuentra violada por 
ta mera existencia de categorías distintas de contribuyentes (Fa- 
llos: 243 : 98 ; 244: 13 y sus citas) y, como señala con acierto el 
dictamen del Sr. Procurador General, la formación de una cate- 
goría, mayormente gravada, con aquellos contribuyentes cuyo 
negocio consiste en la explotación del juego, aún lícito, no carece 
de razonabilidad. Tampoco viola la igualdad, la supuesta exis- 
tencia de sentencias contradictorias (Fallos: 244: 355 entre otros) 
argumento que, además, sólo se introduce al interponer el recurso 
extraordinario, constituyendo por ello reflexión tardía. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se 
confirma la sentencia apelada en cuanto ha podido ser materia 
del recurso. 

Benjamín Villeuas Basavilbasü — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Pedro Abehasti'ky — Ricardo 
Coló mures. 



NACION ARGENTINA v. IGNACIO MONTENEGRO —sucesión— 
EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor real Valor da ¡m 

la ley 13.264 no da a la valuación fiscal, cualquiera sea fila, valor decisivo 
para determinar el monto de la indemnización. Ésta debe fijarse sobre la 
base de las actuaciones y dictámenes del Tribunal de Tasaciones, 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor real. Generalidades. 

El dictamen del Tribunal de Tasaciones tiene, en principio, importancia 
decisiva para la determinación, det valor objetivo del bien expropiado, aun- 
que medie disconformidad de los interesado» o de uno de ellos, siempre que 
no existan elementos de juicio concretos y aptos para revelar algún error 
u omisión de entidad suficiente. 

EXPROPIACION: Indemnización, Determinación del vnlnr real. Mejoras. 

Puesto que la exigencia de que la indemnización sea justa impone necesa- 
riamente la valuación de la cosa en el momento de la dntposesión, corres- 
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pniide «infirmar la sentencia que, apartindost- de] dictamen del Tribunal 
.le Tasaciones, tija el valor di- laa mejores sobre la bañe del informe de un 
perito ingeniero civil y de fundadas eonsidernrioiip* averta del alza e» lo* 
precios tte materiales y de man» de ubra v de) vali.r de los algarrobos a 
ln éptiia del rlesaprnpjo. 



PALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de noviembre de 1964). 

Vistos [os autos: "Procurador Fiscal c/ 
río Montenegro s/ expropiación". 

Considerando : 

l 9 ) Que a fs. 1/2 se inicid demanda de expropia eión contra 
los sucesores de don Ignacio Montenegro, por nn terreno ubi- 
caüu en el ejido municipal de la ciudad de Santiago del Estero 
cuya superficie es de 2 has., 2086 ni 2 , o la que resulte dentro de 
los siguientes linderos: Noroeste: Augusto Bruchmann; Nor- 
este: calle de por medio, con Seceo Hermanos; Sudeste: calle 
Capital, que conduce al cementerio, que la separa de Tomasa del 
Carmen y Dolores del r -men Kigbetti; y, al Sudoeste: con la 
Compañía Hispana Argentina de Inversiones, S. A. La valua- 
ción fiscal a los efectos del pago de la Contribución Territorial 
era de m|n. 3.500, depositándose , como valor de la expropiación, 
tal suma aumentada en un 20 % , lo que totalizó la cantidad de 
m$n. 4.200 (fs. 5), El 5 de junio de 1948 se dio a la aetora la 
posesión judicial del bien (fs. 4). 

2») Que a fs. 7/8 comparecen los demandados, quienes no 
aceptaron "la equidad de la consignación" formalizada en autos. 
A ír. 38/39 solicitaron en concepto de valor del terreno la suma 
de m$n. 350.000, con más sus intereses y costas. 

3») Que el Tribunal de Tasaciones, con la única disidencia 
del vocal representante del Ministerio de Obras Públicas de la 
Nación, tasó el inmueble expropiado, a la fecha de toma de pose- 
sión, en la suma de m$n. 75.800, inclusive mejoras, por su valor 
objetivo (fs. 73). 

4*) Que en primera instancia se hizo lugar a la expropia- 
ción del inmueble, fijándose la suma de mfn. 82,923,30 "en con- 
cepto de justa indemnización", con sus intereses sobre la dife- 
rencia entre lo que se manda pagar yj lo recibido desde la fecha 
de la desposesión. Las costas en el orden causado (fs. 105/110). 

5*) Que, apelada esta sentencia por la actora, el a quo la 
confirmó e impuso las costas de la instancia al apelante (fs 
123/124). 

6») Que contra este pronunciamiento interpuso la actora 
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recurso ordinario de apelación para ante esta Corte, que es pro- 
cedente, conforme al texto del art. 24, inc. 6*, ap. a), del deereto- 
lcy 1285 '58 (doctrina de Fallos: 246: 183). 

7') Que el Sr. Procurador General diú por reproducidas las 
consideraciones hechas valer por el Ministerio Público en las 
instancias anteriores, ¡solicitando la modificación 1 del fallo ape- 
lado de conformidad con la petición fiscal y la imposición de 
costas a la contraparte (fs. 135). 

S 9 ) Que el Si'. Procurador Fiscal de Cámara enumeró los 
sumientes agravios: a) que la sama fijada en In sentencia como 
valor del terreno es "más que excesivn", Jo que surge de la 
diferencia notable entre ella y la asignada para el pago de la 
contribución directa; b) que la valorización de las mejoras tam- 
bién es excesiva y no se da fundamento alguno para aumentar 
la del Tribunal de Tasaciones; c) que la indemnización debe 
reducirse a sus justos límites c imponerse a la demandada las 
costas en ambas instancias (fs. 121). 

ÍF\ Que la suma que fija la sentencia como valor del terri- 
no es la misma que estableció la División Técnica de Tasaciones, 
o sea, de mío. 61.500, a razón de m*n. 3,25 el nr sobre la super- 
ficie total de 18.916 m a (fs. Ü6>, y es también la que adoptó el 
Tribunal de Tasaciones, Las observaciones que con carácter ge- 
neral formula el apelante a fs. 121 no alcanzan a desvirtuar los 
fundamentos que resultan del informe de la Sección Técnica 
(fs. (¡1,67) y del análisis de antecedentes jurisprudenciales que 
realiza el Juez de primera instancia a fs. 107 vta./lOÍ) vta. Ade- 
más, como esta Corte lo ha dicho en el precedente de Fallos: 237: 
230: "es indudable que la ley 13.264 no da a la valuación fiscal, 
cualquiera sea ella, el valor decisivo que se pretende para la 
determinación del monto de la indemnización: aquélla sólo es 
tenida en cuenta a los fines de la consignación previ; que debe 
hacer el expropiante para obtener la posesión inmed.ata de la 
rosa expropiada (art. 18). Pero para la fijación de la indem- 
nización, la ley declara también inequívocamente que ella debe 
hacerse "en base a las actuaciones y dictámenes" del Tribunal 
de Tasaciones (art. 14), lo que importa atribuir a tales actua- 
ciones v dictámenes un valor pref érente a todo otro elemento 
de juicio y, normalmente, decisivo". Ka consecuencia, este agra- 
vio del apelante hn de ser rechazado. 

IIP) Que esta Corte ha afirmado, también, en reiterada 
jurisprudencia, que el dictamen del Tribunal de Tasaciones "tie- 
ne, en principio, importancia decisiva para la determinación del 
valor objetivo del bien expropiado, aun cuando medie discon- 
formidad de los interesados o de uno de ellos, siempre que no 
existan elementos de juicio concretos y aptos para revela r algún 
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error u omisión de entidad suficiente" (Fallos: 242: 35 y los 
allí citados, entre otros), 

ll 9 ) Que a fs. 49 el Juez de primera instancia designó a 
un perito ingeniero civil "al solo efecto de la determinación del 
área expropiada y especificación de las mejoras y plantaciones 
existentes y su estado de conservación", quien produjo su infor- 
me a fs, 53/54, y estimó el valor de las mejoras en la suma de 
ni*"- -7.462,80. El Juez tuvo en vista tal pericia cuando elevó 
el valor de las mejoras sobre el monto fijado por la División 
Técnica y aceptado por el Tribunal de Tasaciones. Para ello 
consideró que en el año. 1948 "ya se manifestaba alza en los 
precios de los materiales y raimo de obra", y que el precio de 
ln* algarrobos, "teniendo en cuenta el valor que en nuestro me- 
dio tienen los árboles de esa naturaleza", debía también ser 
aumentado, En consecuencia, fijó el valor de las mejoras, en 
conjunto, en la suma de m$n. 21.423,30. 

12*) l¿ue, como esta í'orte lo lia dicho en el antecedente ya 
recordado de Fallos: 237 : 230, "la exigencia de que la indemni- 
zación sea "justa" impone necesariamente la valuación de la 
cosa en el momento de la desposesión porque es en el instante 
en que se consuma el desapoderamiento que el expropiado debe 
recibir el equivalente pecuniario". Por ello, las fundadas consi- 
deraciones del tribunal de primera instancia, confirmadas por el 
n qup, justifican que, en el caso, se haya prescindido del dictamen 
del Tribunal de Tasaciones en este aspecto (doctrina de Fallos: 
241 : 185). 

Por t>llo, se confirma la sentencia apelada de fs. 123/124, 

Arjstóbulo D. ArÁoz de Lamadrid — 
Luis Mahía Boffi Booüero — 
Julio Oyh asarte — Ricardo 

COLOMBRES. 



EDELMIRO A BAL y Otros v. DIARIO "LA PRENSA" 

BKlTRSt EX TltAOFtDiXA RIO: Requisitos propia*, Cuestione» na federal 19. 
Sentí uciait arbitraria*. Proietlencia dei reniño* 

Establecido, en forma ir revividle p or ] fl Corte, que la empresa propietaria 
ile un diario ¡«e vió obligada a paralizar sus actividades, mino consecuencia 
lie bechoit irregulares y arbitrarios provenientes de una comisión pai'lamen- 
larin, que importaron violación de los derechos constítncíonale!» de propie- 
dad, de trabajar, de ejercer industria lícita y de la libertad de prensa; pro- 
movida demanda por los empleados del diario, que se dieron por despedidos 
por falta de pago y aleimdo por la empresa la eximente de fuerza mayor, 
es nrbitrnria In seritenei de lo Cdmara rpie, deapnré de admitir que aquéllo* 



-02 



FALLOS DE LA CUBTE SUPREMA 



hecho? fueron inevitables pero no imprevisibles, pori|ue pudo prevcerse que 
la actitud de la demandada la llevaría a la situación que debió afrontar, 
declara que do están reunidos los requisito» de In eximente de fuerza mayor. 
Ello importa, en efecto, atribuir a los preceptos legales que invoca una intts 
ligeneia contraria a principios constitucionales de máxima jerarquía, como 
el de la libertad de prensa, por lo que debe ser dejada sin efecto. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cutulione* no federales. 
Sentencia» arbitrarias. Procidencia det recurso. 

La afirmación de que los actos injustos, arbitrarios y persecutorios de una 
dictadura mti previsibles para aquellos que la combatieron, de suerte que 
no les es permitido alegar la existencia de fueras mayor —afirmación que 
se hace sin considerar ni analizar la previsibilidad, que se da por existente, 
eomo cuestión de hecho a decidir con arreglo a ta prueba producida en el 
juicio— constituye una generalización absoluta, emanada de un puro razo- 
namiento abstracto, impreciso y genérico, que desconoce los principios rec- 
tores del proceso civil, etiyo norte es el establecimiento de la verdad jurí- 
dica objetiva. 

FUERXA MAYOR. 

Kti la medida en que la dictadura, por definición, se sale del marco de lo 
jurídico, so rasgo típico es la arbitrariedad estatal, o sea, la quiebra de la 
previsibilidad en lo concerniente al ejercicio del poder público. No cabe 
entonces que la condición del deudor, en orden a sil iiuputabilidad jurídica, 
de la que nace una grave responsabilidad patrimonial, se haga depender 
principalmente de la afirmación dogmática de que ha debido prever y ha 
previsto In* incontables manifestaciones de ilicitud n opresión de mi régimen 
de fuerza. 

FUERXA MAYOR. 

La previsibilidad n que se refiere la doctrina relativa a la eximente de fuer- 
za mayor nn puede ser sino ln previsibilidad dentro de tina comunidad en 
que ¡as normas jurídicas imperan y son acatadas por la autoridad pública. 
Nn cabe, entonces, siquiera pensar en un sistema de previsihilidades que 
parta de la arbitrariedad tiránico, en sí misma imprevisible dentro del orde- 
namiento constitucional vigente en el país que, al preceptuar la subordina- 
ción de loa gobernantes a la ley, excluye la hipótesis del poder niitocratico. 

< OXSTITUCÍON S ACION A l : Principio» tieuertdrs. 

Sólo ln respetuosa observancia del "Estado de Herccho", en cuanto supone 
nn Estado cuyas potestades ai>" limitadas v se hallan sujetas al deslinde de 
eompetenciaa fijadas por ln Constitución, gnnmlízn utn estabilidad calcu- 
lable ile las relaciones entre gobernantes v gobernados. Por el contrario, de 
lin eohierno que entroniza la arbitrariedad y se coloca fuera de 1» Consti- 
tUoión sólo cabe esperar la anarquía o la tiranía, con sus ominosos, mullí- 
formes y esencialmente imprevisibles excesos represivos, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisita* propio*. Cuestiones no federóle*. 
Sentencia» orbitntriw». Prarrdrncio det recurso, 

Rá claramente irrazonable la afirmación de la Cámara que. para llegar a la 
conclusión de que "0 jucira la eximente de fuerza mayor por no ser impre- 
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visibles W hechos que dieron lugar tt la demanda, sostiene que los actos de 
una Comisión Parlamentaria fueron determinados u originado* por la con- 
ducta independiente de un órgano periodístico, que debió, agí, soportar las 
ronsecuenciaa de tal actitud Ello, porque la propia Cámara acepta que las 
medidas de aquella Comisión formaron parte de un proceso encaminado a 
acallar un órgano independiente de la opinión publica v que la voluntad 
persecutoria surgió en el seno mismo del poder, como una de las más típica» 
expresiones de su expansión totalitaria. 

VONSTI TU CION NACIONAL: Derechos y garantios. Derecho de publicar Ion 

meta, 



Tiene base constitucional el principio de que la persona que publica o dirige 
un diario no puede ni debe ser sancionada en bu patrimonio por la sola 
circunstancia de que» al verse obligada a elegir entre et sometimiento al 
poder arbitrario v el legitimo ejercicio de la libertad de prensa, elige esto 
Ultimo y practica esa libertad en defensa de los principios institucionales 
resguardando con entereza y dignidad los valores de libertad, democracia 
y justicia. 

(INSTITUCION NACIONAL; Derecho» t, garantía,. Derecho de publicar /« 

Jurídica mente, la conducta debida es ta opuesta a la conducta sancionada 
por la ley. Luego, si el ejercicio legitimo de la libertad de prensa pudiera 
aparejar una sanción patrimonial, la premisa del fallo que decidiera tal 
rosa seria que, bajo la dictadura, e! deber de los periodistas es someterse a 
e la. De tal manera, se incurriría en la aberración esencial de sostener que 
el derecho obliga a una conducta deshonesta o inmoral. 

JUECES, 

Ningún acto judicial puede ser mantenido si sus más obvias inferencias hie- 
ren la conciencia jurídica y moral de la comunidad, manifestada en las nor- 
mas y principios de la Constitución. 

CONSTITUCION NACIONAL: Dererhos y garantía*. Derecho de nabina* la» 
ideas. 

Entre las libertades que la Constitución consagra, ta de prensa es una de 
las que poseen mayor entidad, al extremo de que sin su resguardo existiría 
tan sólo una democracia desmedrada o pura mente nominal. Tiene, entonce*, 
máxima jerarquía constitucional la exigencia de que el uso legítimo de la 
libertad de prensa no puedn ser xa o otoño do cuando se la ejerce contra las 
manifestaciones radicalmente ilícitas de la dictadura. 

DAÑOS Y PERJUICIOS: Principios amérale*. 

La circunstancia de que el art. Ifi7, ine. 1* del Código de Comercio, no 
sustente In demanda de los empleados de un ¡ario que se dieron por despe- 
didos con motivo de la clausura ilegal y arbit,¡irín de aquél, no priva a los 
actores del derecho a redamar indemnización al o a los rrspon.«ahlcs de los 
actos ilícitos que damnificaron directamente a la empresa y pur los cimlcs 
lo» empleados sufrieron perjuicios indirectos. 
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Sentencia pe la Cámara Xaciosai, pe Apelaciones del Trabajo 

En Buenos Aires, a los 12 días del mes de agosto de 1957, reunidos en la 
Sala do Acuerdos, bu jo la Presidencia de- su titular Dr. Armando David Machera, 
los Sres. Vocales Drcs. Mario E. Videla Morón y Electo Sanios, a fin de consi- 
derar lo* recurso* deducidos contra la sentencia de fs. 3901/3813. se procede 
n oír tas opinión?* di* !ns Sres. Vocales en el orden de sorteo practicado a tal 
efecto, resultando así ln siguiente exposición de fundamentos y votación: 

El Dr. Videla Morón, dijo: 

1" De la demanda de fe 1408 y de su contestación de fs, 11*51 resulta que 
la titi.* i nntcjttiilifi hn quedado trabada en la siguiente forma : 

A) Demanda. 1) Ln demandada, según la aetora. interrumpió la edición de 
mi periódico a partir del 2U de enero de 11)51, inclusive, no habiendo reanudado sus 
actividades periodísticas hasta ln fecha de iniciación de la demanda; 2) Que esa 
determinación constituyó una réplica a las gestiones cumplidas unte ella por el 
Bíndicatú de vendedores de diarios, revistas y afines, como también el definitivo 
rechazo del petitorio de dignificación y mejoras laborales pretendido por el 
gremio, siendo de amplio conocimiento popular tal ac;itud patronal; &) Que 
las reteridas gestiones se d* -«arrolla r»li en ttu piano de disciplina gremial y con 
la total participación de los componente* de ese núcleo de trabajadores, habién- 
dose respetado las dispusicionr* legales vigentes para la tramitación de esa clase 
ile diferendos, o sea: con la intervención del Ministerio de Trabajo y Previsión, 
quien ratificó la legitimidad de las mencionadas gestiones sindicales; 4) Que 
cualquiera sea la razón que determinó n la demandada a iuterruinpir la publi- 
cación normal de su diario, lú cierto fué que su personal quedó de hecho sepa- 
rado del servicio activo; 5} qui ilicho personal no fué noti! irado en forma de 
suspensión alguna de trabajo; ll) Que ello lo prueba el hecho de que el personal 
percihió fus retribuciones/ no ruin les hasta marzo de 1051 , inclusive; 7) Que. n 
partir de diclio mes, la demandada dejó de abollar sus retribuciones al personal, 
j:i> objstante las gestiones realizadas por éste tendientes a lograr ese objeto; S) 
Que así, transcurrió el tiempo colocando al personal en difícil situación; !)) Que 
frente a es*- estado de cosas, el personal pudo considerar rescindido el contrato 
de trabaje» por eulpa patronal y reclamar, sin más, sus haberes pendientes de 
pago y las indemniza ciónos correspondientes a su situación de despedidos; 
PU Sin embargo no lo hicieron asi: los actores demostraron su tolerancia y 
Inicua Je, aguantaron esta maliciosa y permanente injuria a sus intereses y dere- 
i. : 111 Que esta situación se fué agravando y obliiró a los actores a ocurrir 
■A Sindicato A reculillo de Prensa, en demanda de préstamos en dinero; 12) Qne 
dicho sindicato sal i -fizo estos pedidos en lo posible, pero apreciando la gravedad 
il la «i t unció», decidió llevar la misma por el camino que asegurara la nosibilidad 
de la ayutui peeuuiariu requerida; l'i) Que la imposibilidad de que ei indicato 
pudiera afrontar este compromiso, resulta del hecho de adeudar la demandada 
los ífltários correspondientes a los meses de abril y mayo de 1951, ascendiendo 
a una Mima alrededor de los m$n. 10.000.000; 14) El sindicato, ante esto, recurrió 
¡i ).i "Fundación Eva Perón", solicitando el apoyo pecuniario que él no podía 
prestar; l">) Qu<* la referida institución acogió el pedido sin estar obligada, lo- 
grándose así que el personal percibiera el importe de los sueldos atrasados. Tales 
pagos comenzaron a hacerse el 11 de junio de 1051 ; Mi) Que a nesar de la 
trascendencia y repercusión que el hecho tuvo en nuestro país y en el exterior, 
I ¡ demandada nada dijo ni hizo, ignorando los actores hasta el momento de ia 
dm anda la reacción de la empleadora; 17) Que "esta situación ejpéeialfsiiúá, 
creado dentro del panorama general que afectaba al personal", los decidió a 
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liquidar definitivamente un estado de cosas que no tenía miras de mejorar ante 
la actitud de la demandada; 18) Que tales antecedentes, derivados del incumpli- 
miento patronal y ajenos a la voluntad de sus empleados, los decidió a dar por 
rescindidos los respectivos contratos de trabajo, lo que hicieron mediante la remi- 
sión de telegramas colacionados, que en copia acompañan, en lo» que se declaran 
''haberse declarado en situación de despedidos por injuria personal injustificada"; 
19) Que la uiísmn demandada condicionó maliciosamente, fomentó y persiguió 
este final, tratando de soslayar el acto de despedir lisa y llanamente a su personal 
«uno hubiera correspondido t> i determinación primigenia; 2») Que la cansí 

invocada en los telcgr as acompañados por los actores, es la siguiente: "ful t i 

de pago"; 21) En síntesis, se espresa en la demanda que la accionada injurió 
¡I personal mi a minándole sus retribuciones; obligándole, con conocí miento y >in 
intentar remedio o justificación, a recurrir en demanda de ayuda pecuniaria n 
golpear puertas ajenas i la de la patronal; este silencio y la dele rm i nació u t-vi- 
dente de abandonnr al personal, constituyó la máxima ' injuria pura este; el 
compoitimitento de la demandada ha sirio informado por recóndita mala fe que 
le habría aconsejado ililatar la situación creada hasta (pie eclnsiommi coiijunt-i- 
riunte con otra legal i esta última sería la declaración de utilidad pública qtts 
pe-a .sobre la empresa demandada y ta posibilidad de la expropiación, no im 
existido ni existe —aclaran— impedí mr uto de hecho ni de derecho para que la 
demandada liaya reanudado y proseguido sus actividad)* normales, pues hasta goa 
ficha el Poder Ejecutivo no la había despnsesionado ni puesto en ejercicio la 
facultad legal de expropiar, por lo tanto, cualquier defensa, sobre esta hasu 
carecería de fundamento de hecho y de derecho; 22) Las acciones se fundan en los 
estatuios pro lesiónales del periodista (ley 12.0(18) con sus reformas de las leyes 
|:í.">m:í y K1.0U4; del personal administrativo de empresas periodísticas (decreto 
13,830/40, ratificado por ley 12.021, con sus reformas de las leyes K1.502 y 
1:1.9114). Sin perjuicio de estos estatuto* especiales, *r rcniit.>n a las' disposiciones 
Cencí a les de fondo contenidas en las leyes 11.720 y 11.278 y en lo» decretos- 
leyes 1740/45 y 33.302/45, y, especialmente, invocan los arts. 14 y 44 del Estatuto 
del periodista y el 12 del de administrativos, debiendo tenerse 'muy presente la 
disposición del citado 44 del de periodistas, en cuanto prevé: "...la falta de 
puntualidad en los pagos se considerará como despido sin causa legítima". 

B) Conte»tttción. 1) La demanda contiene aseveraciones falsas; 2) El trá- 
mite laboral de la reclamación del Sindicato de vendedores de diarios, revistas 
y afines ha sido violatorio de las disposiciones vigentes. En efecto; se han 
infringido las disposiciones de la resoJm-iónSJ¿ dictada por el secretorio de Tra- 
bajo y Previsión, según Ir cual todo reclamación gremial debe iniciarse con petición 
previa, en la D¡r. de Acción Social Directa y tramitarse en audiencia dr conci- 
liación. Ello no se respetó por los sindicatos; A) La resolución l(i prohibe declarar 
huelgas o movimientos de fuerza durante el trámite conciliatorio: los sindicatos 
declararon boycott y huelgas de solidaridad, antes y durante las reuniones; 4) La 
ley prohibe plantear conflicto* sin solicitud, asamblea y resolución del gremio: 
los dirigentes sindicales los declararon sin petición de los propios obreros y por 
r u propia cuenta y decisión; algunos de estos dirigen íes no eran autoridades del 
-indicatn, por estar ha jo intervención superior; 5) Por ello, no puede baWarM 
de disciplina gremial ni de respeto de las obligaciones legales v mucho menos 
de participación de los trabajadores; tí) Xieca que haya habido abandono del 
personal y menos que haya obrado de nuda fe o injuriado a éste; 7) Alea.i l:i 
eximente de fuerza mayor: el estado de fuerza que bajo diversos agentes itn 
gobernado los acontecimientos desde el 20* de enero de 1951 conslitti\e el más 
típico de los casos que la doctrina y ta jurisprudencia califican de "fuerza 
mayor". "La Prensa 1 ' no ha pagado los sueldos porque istá desposeído desde el 
20 de marzo de 1051 de todos sus inmuebles y muebles, de todo su capital en 
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títulos, o í dinero, de lodos los libros de contabilidad, documentos, etc.; 8) Funda 
*U derecho en lo* arts. y 514 del Oód. Civil, en cuanto ■ la exitiiente de 
"í"™," ,)| y nr " ; eH el "f 1 - 8*1 <W »»»■''« código, respecto a la extinción de toda 
obligación; en el art. 157 fiel Cód. de Comercio, en donde se eontempla el caso 
dr la fuerza mayor y en el art. Si de la ley 12.90*. en el que S e derla ra de aplica- 
ción subsidiaria lt> dispuesto por 1» ley 11.72!». 

2* Es de destacar que, mientras en 1 H demanda m precisa la injuria que ge 
«lesa «mío causal para rescindir el contrato de trabajo v redamar las pertinente* 
indemnizaciones, diriend» "haberse deelurado en situación de despedido» por inju- 
ria persona! injustificada", y más «delante ¡te aclara euále* fueron loa hechos 
con figurativos de dielia injuria, eu Ion telegramas colacionados, que van agre- 
didos a f*. 7ilfí/14ít7 y llevan techas del 22 de jumo ai 1» de julio de 1951, sol., 
invocaron Ins actores para darse por despedidos "i alta de pago". Se señala esta 
circunstancia, por cuanto es lógico que deba considerarse la causal alegada en el 
mt.mrnto mismo en que la injuria se ron ligara. 

3* Sentencia de Ira. instancia, til a quo, en su sentencia, resuelve hacer tugar 
a la demanda, en mérito a las siguientes razones: 1) "Que si bien es cierto son 
mucho» los actores que al producirse la prueba confesión»! que obra en Jos 
j-uerims í, 5. <• y 7, admiten y reconocen como exacto que la demandada agotó 
os recursos a su alcance para terminar el conflicto suscitado no injuriando a 
los actores m cabal, ni maliciosa, ni penua nen temen te ; siendo cierto asimismo 
que "U Prensa" m> le nbrnió sus haberes después del :i| de manto de 1951, por 
imposibilitad en ratón de haber sido privada de todos sus bienes por In Comisión 
parlamentaria mixta; romo también que no se apersonó a las autoridades del 
diarm para formular reclamos, ni entendió que su contrato de trabajo quedaba 
rescindido el 11 de mayo de 1051 pm causas de injuria a sus intereses v derechos 
inferidas por "ha Prensa"; cabe señalar sin embargo, que el m-onoc. miento de 
tules hechos y circunstancias por parte de los actores resulta irrelevante a todo 
evento para tornar una modificación al modo y forma en que quedara definiti- 
vamente rescindida la relación de empleo. Ello así, por cuanto, habiéndose consi- 
derado despedidos los actores por falte, de pago de sus salarios en el mes de 
junio de 1951, tan expresa manifestación de voluntad surte pleno efecto pan, 
tener por resuelto definitivamente el contrato de trabajo y cualquiera sea el 
alcance v contenido de las manifestaciones vertidas en la ' prueba confesional 
producida o po*teriori de la rescisión contractual de empleo, resultan a todas 
luces inoperantes e ineficaces para alterar o modificar en modo alguno el statu* 
lundteo preexistente entre las partes y que se configura con carácter definitivo, 
Iucro del envío de los colacionados de referencia. Así lo declaro". 2) Analiza, 
seguidamente, la "fuerza mayor" opuesta como eximente por la demandada en su 
responde, desestimándola. En cuanto a la huelga, porque no se trata en el caso 
de una huelga general ni imposible de prever o de resistir, como ocurre con las 
de carácter subversivo o revolucionario. Por lo demás, no se habría configurado 
la causal de "fuerza mayor", por cuanto el deudor no sería a ¡eno a toda "culpa" 
en ratón de que la medida gubernativa adoptada y que se tradujo en ]ot hechos 
confií-urativofi de la causal que estima cumplida la demandada, habría sido una 
■•onsecuencia de la propia conducta de éste, quien tampoco pudo ignorar las ulte 
rioridndes que podría acarrearle su proceder 3) Finalmente, y aunque no se 
haya configurado la causal de "fuerza mayor'*, estima en cambio que si se ha 
producido la de "falta de trabajo", contemplada en el art. 67 del decreto-ley 
33.302/45, euerpo legal que aplica, por cuanto la "falta de trabajo" no esta 
contemplada en el Estatuto del periodista (ley 12.908 y sus modificatorias) y 
del Personal administrativo de empresas periodísticas (decreto-lev 13.839/46}. 
En consecuencia, resulto —para el a quo— aplicable supletoriamente e] decreto- 
ley Xi.302/45, irnrque el «rt. 47 de la ley 12.908 dispone que "todas la* dhposj- 
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rione» ralativwil despulo, indemnizaciones, antigüedad j enfermedad contenida* 
en i» presente ley, tienen el alcance y ret reactividad de la lev 11,71* Los casos 
no contemplados específicamente, serán resuelta de acuerdo cOn la* disposiciones 
de k m*m,* 1 d art 13 d e l decreto-ley 1.1JOP/«i (ley 12.1121). que entable,* 
•málaga ivimsion prescribe; "Las disposiciones de la ley 1T/F29 ,.„,„„„ IT g u!un 
ei prinvnn, las indemnizaciones del despido en razón de la antüriiedau v las indem- 
maicone. por enfermedad, «m aplicables «1 personal a qMe ge refiere" el presente 

! , ".i,£S " Tí ■ VKÍ ™ n reSpf "' t " " ,H ' m,nH| lrt!í preaeripekme. de 
ui i.-y íHjXíí . 4} hn consecuencia, v fundándose en Jas cxmsideraáonea ante 
dichas, hace lu^r a la* demanda, condenando a lit demandada al pa^o de h* 
imlemniznerones por anti^i. dad y falta de preaviso de la lev 11.720 así como 
también al pago de salarios no abonados, vacaciones y sueldo' anual «implemen- 
to rio. cuya liquidado* somete a los peritos contadores designados en auto*. 

4' I)e Hirho pronunciamiento se agravian ambas partes. La demandada en 
su memorial de fu. :t85f¡ y | a actorn, en el puyo de ts. :í815. 

Corresponde analizar, en primer término, loa agravios Ktpreaadpa por la de- 
mandada, pues en el caso de prosperar, sería inoiieioso considerar los de Jo* 

El primero y fundamental agravio se dirige a impugnar la sentencia en 
cuanto no prospera la defensa de "fuerza mayor" opuesta a) contestar Ja deman- 
dada. Ln efecto; de lo precedentemente sintetizado, respecto a la contestación 
de la demanda, resulta exacto que se alegó la "fuerza mayor", fundada en el 
estado de tuerza que bajo di vernos agentes gobernaba los acontecimiento* de.de 
el de enero de 1051 ; estado de fuerza que se describe con precisión en el 
citado responde. Allí se sostuvo oue "La Prensa" no ha pagado los aneldos por 
haber calado desposeída desde el 24» de marzo de 1951 de todos sus bienes imieb' * 
c mmuebU*, de toda su capital en títulos, en dinero, de todos loa libros de eont - 
bihdad, documentos, etc., y el a ijuo, en su sentencia, si bien expresa que " n 
es posible desconocer, frente a )a abrumadora prueba traída por la demandada 
imperto a la toma de posesión del diario de parte de la Comisión parlamentaria 
tu isla, interventora e investigadora de la empresa periodística demandada, blo- 
queo total de sus cuentas nanearías y ulterior expropiación de todos los bienes 
muebles e inmuebles de la razón social demandada. |mr 1» lev 14.021, que se ha 
configurado en eJ mb lite para la demandada, la situación de" "falta de trabajo", 
confluya que. en cambio, no se lin perfeccionado la d<- "fuerza mayor", por cuanto 
i ii los hechos que la habrían determinad» el deudor irovoeó n facilitó" el acon- 
tecimiento que hizo imposible la obligación, o sea, que este .n-urrió por su culpa. 
Tal es la causa de sus agravios, haciendo la crítica de ta sentencia en biute a la 
doctrina y jurisprudencia cuyas citas hace y disposiciones legales que igualmente 
menciona y transcribe". 

La queja traída por los actores se limita al derecho apiieado e imposición 
itc costas. 

3* Examen de la prueba, a) J>e la prueba producida en autos, resulta lo 
doliente en mérito a la documentación acompañada: 1) Los actores, conforme 
eon los telegramas colacionados corrientes n fs. 709/1407 y a tenor de un mismo 
texto usado en los respectivo* deapaelios —"Consideróme despedido por falta de 
pajío"— , ileela raudo, de esta manera, rescindido el contrato de trabajo por culpa 
de la demandada. Dichos despachos en ati mayor parte, llevan fecha» compren- 
didas entre el 22 de junio y el 30 de ese mismo lites del año 1851, salvo loa 
signimtes: Autaláu (siguen otro» nombres). 

2) I¿is informes solicitados a los bancos de esta plaza, prueban estos hechos - 
a) existencia de una orden del Banco Central de la República Argentina, en 
cumplimiento de lo dispuesto por la Comisión parlamentaría mixta, interventora 
o investigadora de ta empresa comercial propietaria del diario "La Prensa", para 
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arbitrar las siguientes medidas: I) Inmovilizar todo» Im fondo* existentes, por 
ruilquier título, como así también loa valorea que se encuentren depositados a 
nombre de la "razón mmUI" Esequiel P. Faz y Zeloiira Pag de Ancboreua, que 
j-ira con la denominación de "La Prensa" y/o Ezequiel P. Paz y/o Zelmira Paz 
de A n enarena y /o Alberto Gainza Paz y/n Alberto 6a i nía Castro, disponiéndose 
iju«- c* el día de la fecha \'2S de marzo de 1051) se suspenda el pago de cheques 
U otro* ordenes contra la» cuenta» a que se ha bechn referencia, incluidos los 
ifel "clearing"; II) manda, además, dicha orden, que la» disposiciones a qne 
alude el punto anterior son también cié aplicación a las cuentas, fondos, valores 
y operaetonesi nanearías vinculadas dilecta o indi recta mente con la citada empresa 
y/o *u« propietarios. Tales ser í mi, por vía de ejemplo, las cuentas particulares 
tle Kxuiuiel P. Paz, Zelmira Pnz de Anchorena, Alberto Oninza Paz y Alberto 
GaÜUta Castro; los depósito* de concesionarios de aquel periódico, a la orden de 
(iniiiz.1 Pnz y/n el diario y a ln orden de sus administradores! y de los encargados 
de siix sucursales, etc. (v. nota del Banco Central de ln República Argentina 
.i.l 211 dé marzo de 1851, corrientes a fs. 1755/1756*); III) este bloqueo total 
de tos fondos bañen ríos de la empresa demandada y sus propietarios aparece 
probado, además por las respuesta* duda* a los respectivo* oficios librados por 
el (i qiio a los siguientes bancos: Tlie Pirst Xational Banlc of Boston; Xuevo 
Banco Italiano; Banco de la Provincia de Buenos Aires; National City Bnnk of 
Xt iv York: Banco V .pañol del Río de ln Pinta; Banco de Italia y Río de la Plata 
y Baneo Central de ln República Argentina; IV) los citados bancos rechazaron 
¿beques en eiimpl i miento de Ins disposiciones del Banco Central transcripta» 
precedentemente. 

Copia del neta de intervención de la empresa coiuerciol propietaria del 
diario -La Prensa". Se acompaña o fs. I758'175!) copia del nrt:i por el escribano 
nación»! otorgante y di- la misma resulta que por escritura n* 20 el 20 de marzo 
de lHol, el escribano autorizante, n requerimiento de la Comisión parlamentaria 
mixta, interventora e investigadora de ta empresa comercial propietaria del diario 
"Iji Prensa"» estando presentís los miembros de dicha comisión, senadores G ja- 
varí ni. Cruz y Dunín, y diputados Tomnsi y Ruggio, se procedió ni lacrado de 
fa* dependencias existentes en el local que desde ese instante quedaron a dispo- 
sición de esa comisión dejándose constancia de que las medidas referentes ni 
personal de ln empresa serían comunicada* oportuna mente. El presidente de la 
comisión requirió al representante de ln demattdnil.i los libros de contabilidad, 
así «orno toda lu documentación existente en cualquier lugar donde se encontrare, 
la que debía ser denunciada y entregada a la comisión. Pe biza presente que 
o port inminente se procedería a la intervención de lúa talleres, las agencias y 
«lema- dependencias de la demandada ubicados en esta Capitnl y en el iuterior 
del país. Se autorizó al escribano actuante para que en el lleno tle su cometido 
hiciera las defunciones de sus t .ilnbo ra dores necesarios. El escribano autorizante 
proerdió ii lacrar, previo cierre, las puertas de acceso del edificio del din rio, 
>eñ;ilji(iiLs con los números 5ü7 de la Avda. de Afnyo y 552, 5fi4 y 57tl de la 
caite Rivadavui, quedando sin lacrar una puerta de Seceso que se indica con el 
número .")7"> de aquella atenida, con custodia polícinl y orden del presidente de 
lo comisión de no permitir la entrad.-] a perrona «I-runa sin su autorización 
expresa. Los representantes de la demandada manifestaron su di conformidad 
total con el neto. 

4) Informe del miembro de minoría de la Comisión parlamentaria mixta. 
El diputado Prottdiu. miembro de ilichn comisión, evacúa el informe que se le 
solicitara a tenor del interroga ta rio que obra a fs. 1084 vtn. Oel mencionado 
informe m desprende ln siguiente: a) que ln comisión se constituyó el 20 de 
pirren de 1Í151: bl que tomó posesión de la sociedad y diario denominado "Iji 
Prensa" en esa misma fecha, negándose el diputado informante a concurrir al 
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ncto por considerarlo "acto de usurpación"; c) que esa comisión aplicó 15 días 
de arresto al doctor Alberto Uainza Pac como consecuencia de una protesta del 
mismo que consideró falta de respeto a la comisión. A la medida impuesta se 
opuso el diputado informante por estimar que el sancionado se había limitado a 
ejercitar su derecho de defensa; d) que la comisión delegó ¡legalmente muchas 
de sus facultades en el presidente y secretario de la misma, nombró empleados 
para ejercer la tenencia de los bienes de "La Prensa", sin intervención del 
representante de la minoría y éste no concurrió a los edificios de "La Prensa" 
por estimar ilegal los procedimientos que se realizaban; e) que considera que 
el 12 de iibril de 1051, al sancionarse la ley 14.(121, terminaron las funciones de ln 
comisión; 1) que considera que al cesar en sus funciones la comisión traspasó 
los bienes a otras perlinas, no pudiendo proporcionar detalles por no haber inter- 
venido en estns hechos, y g) que finalmente, "La P-ensa" dedujo recurso extra- 
ordinaria conforme a la ley 48. 

4 bis) Del informe de la secretaría t 1 la Cámara de Diputados de la Na- 
ción resulta; a) que el 4 de abril de 1951, la sociedad denominada "La Prensa" 
iledtiju recurso extraordinario para ante ln Corte Sup. de Justicia de la Nación, 
conforme a Ins arta. 14 y 15 de la ley 4K, contra las : salaciones por las cuales 
la Comisión parlamentaria mixta, interventora e investigadora del diario "La 
Piensa" designaba un interventor-administrador y ordenaba pagar los sueldos del 
personal correspondientes al me» de marzo de 1051 : b) que fundando ta) recurso, 
expresa que se había nombrado un iuterventor-adm¡nÍstrad<ir del diario, sin 
notificación escritn n ln sociedad intervenida, quien, desde el 30 de marzo de 
1051, ne hizo cargo de la administración de "La Prensa" con exclusión total de 
mis legítimos administradores, habiéndose hecho del gobierno de la casa, dan- 
do órdenes al personal, firmando correspondencia, dispuesto la distribución de 
tar*aa¡ ordenado preparar la documentación para el pago de sueldos, o sen 
rea 1 izado en todo sentido actos de gestión y administración. Atara la medida 
por estimar que constituye un hecho consumado que causa irreparables perjui- 
cios a su derecho. Señala, igualmente, que el 30 de marzo de 1051, por orden 
de la comisión ae pagaron los sueldos del personal con fondos del diario, ..in 
consentimiento de sus propietarios, excluyendo el del director, los de empleados 
enfermos y de pensiones a viejos servidores de aquél, incluida la donación que 
se hiciera a la viuda del obrero Núñez; c) califica estos setos de violatorios del 
orden constitucional, en cuanto afectan sus facultades de administración, ges- 
tión y disposición de bienes privados; el derecho de usar de su propiedad; el 
principio de igualdad ante la ley, safándolo de sus jueces naturales y violado 
ln libertad de prensa; d) el reeurso citado fué remitido al archivo, |H>r resolución 
de ln referida cámara, en fecha 18 de julio de 1051. 

5) Del informe de] juez nacional en lo civil y comercial especial de la 
Cnpitnl Federal surge que en las autos seguidos por la Nación contra Ezequicl 
o ÉzcquL'lP. Paz o Exequiel Pedro Paz y Zelmira Paz o Paz de Gainza o Paz 
de Anchorena, sobre expropiación de inmuebles, que tramitan por ante ese juz- 
gado, secretaría Cortés Funes, y en los promovidos por lo Nación contra "La 
Prensa" iSoe. col.), sobre expropiación de muebles, radicado igualmente allí, 
con fecho 19 de jolio de 1D51, se autorizó por el juzgado la entrega de documen- 
tos a los representantes de la expropiada. Dicha resolución se dictó en conse- 
cuencia, de la conformidad prestada -por el procura rlor del Tesoro para que s¡? 
entregase a los representantes de la expropiada "tos libros de contabilidad de la 
empresa y documentación de la administración". 

6) Del informe del Senado de la Nación se desprende: n) que la Comisión 
parlamentaria mixta, interventora e investigadora del diario *'La Prensa" se 
constituyó el 20 de marzo de 1051; b) que dicha comisión tomó posesión de la 
sociedad del diario "La Prensa" en esa misma fecha; c) que con t fecha 10 de 
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julio di* 1951 se recibieron en esa comisión do* oficios fiel juez nacional en lo 
«i vil y comercial especial de la Capital Federal, doctor Sartorio, secretaría Cortés 
Funes, informando que se había dictado rceoiucióu otorgando la posesión de los 
bienes expropiado* y fijándose loa día* 12 de julio y sigts. en uno de los juicios, 
y 13 de julio y sigta. en el otro, para d cinnpli miento de esa medida. El mismo 
Senado, produce idéntico informe; d) que el 18 de julio de 1951, la comisión 
precitada se reunió y dio entrada a comunicaciones del juex de 1» instancia en 
lo «inteiieiosoadiumistrativo doctor Ojam Gaché, relativas a) juicio por cobro 
iie pesos de la Dir. Oral, de Aduanas contra "Im Prensil" (Soe. rol.); nota del 
Director Nacional de Aduanas, del 5 de julio de 1051, solicitando testimonio del 
inventario de Ion bienes del diario "La Prensa" y de] juez mu-ional en lo civil v 
comercial especial, doctor Sartorio, de) lfj de julio de 1951. referente al juicio 
promovido por la Nación contra Ezequiel o Eteqniel P, o Ezequiel Pedro Fu 
y Üelmira Paz o Kalmira Paz de Oainza n Paz de Anchorenn, sobre expropiación 
de inmuebles; ej que comidero el proyecto de comunicación presentado pos 
¡iluni iiits de los miembros de esa comisión, en el que se expresa lo siguiente: "H. 
Congreso, vuestra Comisión parlntnentarin mixta, interventora e investigadora 
de la empresa comercial propietaria del diario "La Prensa", considerando que, 
agotada, a su juicio, la investigación de los hechos que ha podido conocer para 
caracterizar las actividades y procedimientos de la empresa comercial propie 
Inria del diario "La Prensa" y de las empresas rinculadns comercial mente con 
ella, no se han reunido elementos v0m permitan aconsejar otras medid»» que la 
señalada en el despacho del í> de abril de 1051 ; da por coneluídn. salvo resolu- 
ción en contrario del Congreso nacional, la misión que le fuera confiada". Igual- 
mente resulta del informe precitado, que al considerarse ese proyecto el diputad' 
KrondtKi expresó que se abstendría, porque entendía que la Comisión parlamen- 
taria había cesado en sus funciones al formular su despacho del 9 de abril de 
1051, no atribuyendo validen a cualquier actuación que se produjera con poste- 
rioridad n dicha f celia. Se aprobó el despacha de la mayoría; fj riel despacho 
■le! de abril de 1951 se desprende lo expuesto en título aparte. 

7) Despacho de la Comisión parlamentaria mizta del 9 de abril de 1951. 
U rilada comisión resolvió aconsejar que se declaren de utilidad pública y «e 
expropiaran los bienes que constituían el activo de la sociedad colectiva "La 
Prensa" que giraba bajo la rasÓn sorial "Ezequiel P. Pa» y Üelmira Pa* de 
Anchorena", propietaria del diario "La Prensa", incluyendo' expresamente los 
bienes muebles e inmueble* de terreros utilizados en la explotación de dicho 
diario, asi como también los derechos emergentes de las inscripciones de la 
leyenda "La Prensa" en el Registro de marcas de la Nación y de la inscripción de 
la propiedad del título del diario "La Prensa" en el Registro de la propiedad de la 
Nación. Aconsejaba, asimismo, facultar al P. Ejecutivo para destinar o transferir 
los bienes que se expropiaren a fines de interés general y de perfeccionamiento 
social del pueblo argentino {v. D. de ses., C. de Diputados de la Nación, abril 11 
y 12 de 1951, 5!» reunión. 2* sesión extraordinaria, ps. :W9(J y H90Í1 y sigts.). 
En las sesiones extraordinarias referidas la ..toda cámara aprobó el proyecto de 
ley y el Senado de la Nación, |Kir su parte, en su reunión del 12 de abril de 
1951, sancionó, convirtiendo en ley, el mencionado proyecto (v. D. de ses. de la 
Cámara de senadores, sesiones extraordinarias correspondientes al período legis- 
lativo 195» —Ni de mar/*. y 11 y 12 ito'ahril de 1951, publicación del Cuerpo 
de taquígrafos del Senado de la Nación, t. I, p. CXXV). 

Por su parte, la minoría de la Comisión parlamentaria mixta, produjo des- 
pacho en el sentido siguiente: "Art. 1* Declarar que la incautación de "La 
Prensa", realizada por la mayoría de la Comisión parlamentaria mixta, ínter- 
ventura e investigadora del diario "La Prensa", ha sido un acto de usurpación 
que Im tenido por exclusiva finalidad impedir la aparición del referido diario 
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rniDo i una no de opinión independiente. Art. 2* Dejar sin efecto las medida» 
adoptada» por )a comisión, no sólo por ser arbitrarias e inconstitucionales, sino 
tai. '«tén en virtud de que ni el Congreso nacional ni ninguna institución argen- 
tina pueden servir de instrumento pura suprimir la libertad de prensa. Art. T 
Hacer responsable al Poder Ejecutivo do todo» loa acto» realizados para que 
"Iji Prensa" no aparezca más comí» diario independiente. Art. 4* Declarar que 
tul determinación responde h! cumplí miento del plan trazadu para aislar al 
pueblo argentino de toda fuente de ¡n formación y del conocimiento de la actual 
situación nacional, de mudo de poder seguir desarrollando una política contra- 
ria a las libertades, derechos e intereses del pueblo. Art. 5* Refirmar la inque- 
brantable decisión de asegurar en el país la plena vigencia de la libertad de 
prensa, como condición indispensable para la existencia y perfeccionamiento del 
régimen democrático, ti* Consagrar como obligación fundamental irrenunciable 
de todos los argentinos la de luchar pnr el establecimiento del régimen republi- 
cano, representativo, federal y democrático, que se encuentra abolido en el país" 
iSnla de la comisión, de abril de 1051, v. ps. 3900 del diario de In Cámara de 
diputados yn cit.). 

8) Ln ley 14.021. Esta ley lia sido derogada por el decreto-ley 43t¡0, de 
lecha 3ii ile noviembre de 1955 (Bol, Oficial, diciembre 9 de 1955), como animis- 
mo el decreto 12.809 del 2 de julio de 1951, dicta do en ejecución de la citada ley. 
Corresponde destacar aquí los fundamentos del mencionado decreto- ley, dada su 
relevante importancia como fuente hermenéutica a los fines de pronuncia míen- 
lo que corresponde dictar en estos autos. Tal importancia se acrece en razón 
d<- historiarse y calificarse en ellos los hechos aquí cuestionados, tanto los reali- 
zados }xi r el Poder Ejecutivo como por el Legislativo y aquellos otros que, rela- 
i-imiados con bs mismos, concretaron la situación que originó el presente pleito. 
Es así como, en dichos fundamentos, se destaca lo siguiente; .Que la sociedad 
colectiva "La Prensa", propietaria del diario del mismo nombre, fué objeto de 
uno de los más implacables procesos persecutorios ocurridos durante la dicta- 
!urn: qufl dicho proceso, en lo principal, consistió a) en la clausura del diario 
'■La ,'rensn" con fecha 2ti de abril de 1944 por el término de cinco días sin causa 
legal que lo justificara: b) en la aplicación de un criterio «discriminatorio y 
excepcional al exigir a "La Prensa" el pago de los derechos dispensados al pa|M-l 
intriHlucído con franquicia aduanera durante el período comprendido entre los 
anos 1939 a 1948, Dicha* afirmación se ve plenamente confirmada con la sanción 
de la ley 14.000 , . . ; c> en la reducción, a partir de 1947, de las divisas para 
la compra di* papel de diario, lo que perjudicó especialmente a "La Prensa" 
obligando a disminuir el tiraje y a reducir el número de hojas que imprimía; d) 
en la campaña contra el diario mediante comunicados y comentarios radiotelefó- 
nicos elaborados en reparticiones del gobierno; e) en la intervención de la conta- 
bilidad, establecimiento de una guardia policial e inmovilización de una rotativa 
que estaba armándose para ampliar el tiraje del diario "I41 Prensa", ordenada 
por la Comisión bi cameral de investigación de las torturas; f) en la promoción 
de un sendo conflicto sindical que determinó la suspensión de la impresión y 
distribución del periódico, no obstante la actuación y declaraciones públicas del 
propio personal de la firma que se solidarizó con el diario y pidió n la autoridad 
policial amparo a sus derechos, y que, luego de diversos hechos inti imitatorios 
culminó con la muerte del obrero del diario Roberto Núiicz; g> en la clausura de 
los talleres bajo la arbitraria acusación de un delito contra la seguridad del 
Estado; h) en el nombramiento por parte dt-t Congreso de una comisión inter- 
ventora a investigadora que tomó posesión de "La Prensa" y sus bienes y que 
bloqueó todas tas cuentas nanearías sociales, las de los socios y aun la del direc- 
tor del diario; í) en la sanción de la ley 14.021 de expropiación de todos los 
bienes muebles e inmuebles del diario '"Lo Prensa"; j) en la conclusión de con- 



302 



FALLOS DE LA COftTE SITPMMA 



tratos de compraventa de fechas 16 de noviembre de 1951, 2 de aguato de 10f>4 
y 24 de ego«¡to de 1955 mediante loa cuales el Estado se obliga a transferir loa 
bienes expropiados a ana empresa denominada "Epaaa", creída ron dineros 
f (M ilitado* por el Estado, al solo efecto de concretar el despojo; k) en la inicia- 
ción de un juicio por parte de la ex- Fundación Eva Perón tendiente a obtener 
el reintegro de una suma superior a los m#n. 3.000.000 que abonara en concepto 
de sueldo* y salarios al personal del diario por los meses de abril -y maro de 
1951. es decir, una vez que la empresa propietaria había cesado prácticamente 
en sus actividades; I) en otros reiterados actos de intimidación que lian sido de 
pública notoriedad". T. fundando la derogación se expresa e» lo* considerandos 
lo siguiente: "Que el proceso relacionado culminó con la sanción de la ley H.021 
que constituye un ex ponente de la arbitrariedad gubernativa, pues aparte de 
afectarla múltiples defectos sustanciales de carácter constitucional y de técnica 
legal, resulta evidente de su testo y comprobado por su ulterior ejecución, que 
la inspiró el exclusivo proposito de silenciar definitivamente un órgano indepen- 
diente de la opinión pública para entregarlo a un grupo de personas o entidades 
incondicionales del gobierno y utilizarlo éste para su» oscuros designios y pnrtí- 
culnrrs intereses políticos; que esa ley, cuyn sanción conmovió a la ciudadanía 
hiriéndola en su sentimientos cívicos y motivó ln severa condenación de los paise*; 
democráticos, además de apartarse de las limpias tradiciones nrgentinas H abso- 
lutamente contraria a los principios y garantías constitucionales referentes o la 
libertad de prensa, igualdad ante ta ley y derecho» de propiedad, de trabajar, 
de ejercer toda industria lícita y violatoria de todas las normas substanciales 
que rigen la expropiación por causa de utilidad pública; que la sola declaración 
de utilidad pública inserta en el art. 1* de la precitada ley, no basta pnra justi- 
ficar la expropiación, si como ocurre, no se especificó el destino, única forma 
en que la declaración de utilidad pública involucra juridicidad. De otro modo, 
la garantía constitucional de la propiedad perdería -eficacia y podría ser fácil- 
mente desconocida, porque una declaración de esa índole sin especificación del 
destino y la consecuente declaración de utilidad pública son privativas del Con- 
greso y, por lo tanto, la ley 14,021 es también repugnante a la Constitución por 
la impropia delegación que de su atribución privativa hizo el Congreso en favor 
del Poder Ejecutivo, al faeultnrlo, merced a una intencionada fórmula, en el 
hecho ilimitado por su extensión y vaguedad, no sólo para determinar ,; per se" 
n su total nrhitrio el destino de los bienes sino también al facultarle a transfe- 
rirlos en 1 orina indiscriminada; que también vicia de inconstítucionalidfld a la 
precitada ley el hecho de someter a expropiación los derechos al título, circuns- 

t . m (pie evidencia el propósito del apoderamiento del bien en su condición 

de órgano de prensa, en funcionamiento, con nombre y prestigio universal; que 
la libertad de prensa, que es base de todas las libertades y condición esencial 
para una real y efectiva vida democrática, ha sido sistemáticamente violada 
mediante los vanados y condenables medios empleados para ncallnr una opinión 
contraria al régimen de gobierna imperante; que los derechos de propiedad, de 
trabajar y de ejercer tuda industria lícita de que era titular la empresa ex- 
propietaria de "La Prensa", coiuo cualquier otro habitante de la República, 
han sido reiterada y conscientemente violados por el gobierno depuesto a través 
del dilatado proceso de que se hizo mención . . . ". 

!>) Reconocimiento de los actores: n) por aplicación de lo normado en el 
art. 09 de láTcr orgánica y en atención ii ta rebeldía declarada, debe tenérseles 
por confeso sobre los hechos expuestos en la contestación de la demanda, salvo 
prueba en contrario, a los siguientes actores: 1) Eugenio Calistro (siguen otro» 
nombres). II) Luis Cano Calvo y Manuel Rodrigue/ Alsina, por resolución de 
(s, 2677 vta. III) Octavio lí. Gamboa, por resolución de fs. 2691 vta. y IV) 
Celestino Carbonari, por resolución de fs. 2711 vta. b) Por reconocimientos 
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efectuados a) absolver posiciones, a tenor del pliego corriente a t«. 1705 bis, 
lian reconocido los siguientes hechos : 1) Que "La Prensa", su persona* o perso- 
nas de su dependencia nnnea le impidieron el acceso al lugar de su trabajo y si 
tuvo dificultades en los últimos meses para el acceso fué por otras personas, los 
siguientes actores: A bal (siguen otros nombres). II) Que formó parte de los 
1.H00 empleados de "La Prensa" que el 27 de enero de 1351 se dirigieron al lugar 
de su trabajo siéndoles impedida por la fuerza la entrada al mismo por personas 
que no eran del diario, los siguientes actores: Ansí (siguen otros nombres). 
111) Que "La Prensa*' siempre y ante los acontecimientos de los últimos meses 
agotó los recursos legales n su alcance para terminar el conflicto suscitado, de 
tal manera que nunca injurió ni ubsolvente, ni maliciosa ni permanentemente, 
lo- siguientes actores: Ahal; Arrigone, en cuanto a la última parte de la posi- 
ción; Arenas, en igual sentido que el anterior (signen otros nombres). Cabe 
destacar que lo* actores que a eont inunción se mencionen declaran ignorar el 
contenido de I» posición: A huirá (siguen otro- nombren). IV I Que "La Prensa" 
no le abonó sus haberes después del ;íl de marzo de 1951. por csiiir imposibili- 
tada para ello en razón de haber sido priva di: de todos sus bienes ñor )n Comi- 
str*>n pn ría menta riii mixta y las persona* o nutoridndes que la siguieron en esa 
detentación, los siguientes testigos: A bul (signen otros nombres). Corresponde 
dejar sentado que los aetnn - (pie a eont inunción se mencionan declararon igno- 
rar el cnntrnido de ln posición: Aladro (signen otros nombres). V) Que no 
entendió que su contrato de trabajo cguedaha rescindido el :í1 de marzo tíe 1951, 
por causa en bal. maliciosa y permanente injuria a s'is intereses y derechos infe- 
rido por "Ln Prensa**, los actores qUe a continuación se mencionan: Abal (si- 
guen otros nombres), Debe destacarse que el resto de los nhsolvente*. a tenor del 
¡diego de fs. 1705 bis, sólo alegan la falta de pago, salvo S. Alderuccio, para 
quien se desistió de la posición, e) Que por reconocimientos efectuarlos a) absol- 
\er posiciones, n tenor del pliego corriente a fs. ím-S, hnn reconocido los hechos 
síiniientes: I) Que minen le fué impedido el accésit al lugar habitual de trabajo 
por "Ln Prensa", su personal o personas de su dependencia, los siguientes neto- 
res: Campos (signen otros nombres). H) Qm- es cierto (pie "La Prensa" minea 
injurió al nbsol vente ni cabal, ni maliciosa, ni permanentemente, los siguientes 
actores: Campos (siguen otros nombres). Han contestado afirmativamente la 
posición iiern haciendo ln salvedad de que se sienten injuriados por falta de 
pagjú los siguientes actores: Castaño («isiicn otros nombres). III) Que es cierto 
que conoce tpie "Li Preñas" después del :il de marzo de lOól no le abonó sus 
haberes por estnr im posibilitada para ello por haber sido privada de todos sus 
bienes por la Comisión parla menta ria mi\t:i, los siguientes actores: Campos (si- 
guen otros nombres). Corresponde destacar que conteslnn a esta posición ta ma- 
yor parte de los actores, manifestando que ignoran su contenido. IV) Que su 
contrato de trabajo no terminó el :il de marzo de 1951 por causa de injuria per- 
manente y maliciosa a sus intereses y derechos inferida por "La Prensa", los 
siguientes adores: Campos (siguen otros nombres i. V) Que el 27 de enero de 
1051 formó parle de los 1.:íWI empicados de "La PrensV que se dirigieron al 
lunar de su trabajo siéndoles impedida la entrada al mismo por personas »pie 
no eran del diario y que usaron de medios violentos, los siguienti-s actores: 
Pattiatn (sienten otros hombres). El resto de los absolver! les, n quienes se les 
formulara esta posición, hn manifestado hallarse, en el momento de lo* hechos, 
ausente del lugar en que acaecieron, por estnr de vnenciones, trabajar en otra 
paile, encouti-ni'sc ciifermo o no haber concurrido n sus tareas o llegado tarde a 
é-t: s t-sc liia, d) Que al absolver posiciones, a tenor del pliego corriente n fs. 
líliíS, han reconocido los hechos siguientes: I) Que es cierto que "La Prensa" 
nunca lo injurió cabal, maliciosa ni permanentemente, los siguientes actores; 
Greco (siguen otros nombres). II) Que ni "Ln Prensa" ni su personal, ni perso- 
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na alguna de ra dependencia le impidieron jitmáH In entrada hI trabajo, Id- 
siguientes actores: flreeo (signen otros nombres), III) Que sabe que "Luí Pren- 
té M fie encontraba a partir de marzo de 1051 imposibilitada por causa de fuerza 
mayar y que no le era imputable a la misma continuar ron los contratos de 
trabajo que tenía celebrados con hu persona], los actores siguientes : Contade. 
(liguen otros nombre*). 

10) Desisten de la acción promovida. A tenor ilcl siguiente texto:... 
inicié esta acción porque me obligaron a etlo lux autoridades que entonces tenía 
el Sindícalo Argentino de 'Prensa, bajo coacción de ímpedíraw trabajar en mi 
profesión, única fuente de recursos míos y de mi familia. Vuelta "La Prensa" 
a mu verdaderos dueños y encontrándome trabajando en ella, lit resuelto, en 
neto libre y honesta voluntad desistir de la acción iniciada. Es lo que manifiesto 
ii V. K. para que lo tenga presente manifiestan esta decisión los actore* 
f|ue a continuación se mencionan: Carlos II. Su race (siguen otros nombres). 
Con distinto tenor A. M* Jacome. 

11) Kst<w reconocimientos y desistimientos han sido ratificados por su* 
respectivos firmantes, según resulta tic las constancias que obran al dorso de 
las correspondientes presentaciones citadas precedentemente. N T o ha habido obje- 
ción del procurador general del trabajo, según «urge del dictamen de fs. 4147 
y 41 Kl, conformidad prestada por la demandada a fs. 414S y 41 5H, y por reso- 
luciones de este tribunal se los tiene por ratificados y desistidos de ios acciones 
iniciada* en estos autos. 

12) La demandada en su escrito de fs. 415ti/4lóH, denuncia "hecho nue- 
vo", señalando como tal In circunstancia de encontrarse algunos de tos accionan* 
tes en marzo .'ti de 1051, fecha de iniciación del presente juicio, en condiciones 
de obtener su jubilación ordinaria íntegra y acompaña la nómina de los que se 
hallarían en esa situación. Corrida tr. sludo de dicha presentación, los actores 
respondieron a fs. 4171/4170, aduciendo que no se trataba de un "hecho nuevo", 
pues ya el punto se había ventilado en 1* instancia con la presentación de fs. 
:!7<¡;{. rechazada por el a quo n fs. 3780 vía., apelada por la demandada a 
fs. .1772, recurso denegado por el juez de 1* instancia a fs, 'A7T2 vía., recurrida 
de hecho por la accionada n fs. 3770 y desestimada la queja por esta cámara 
:i fs. 37H0, con lo cual se habría cerrado el procedimiento para realizar nueva- 
mente el referido planteo, Es de señalar que, en aquella ocasión, la demandada 
invocó In situación prealudida respecto sólo a ocho de los litigantes y ahora lo 
liare ron referencia ;i Mi adores, incluyendo a lo* mencionados anteriormente. 

Considerando: 

i "i |6e ha configurado la eximente de "fuerza mayor" que invocara la 
■ Icoinmlada en su irs]hindc' 

Para responder a este interrogante debe antes establecerse cuál es. el con- 
cepto do'trin; río y jurisprudencial de la causal aludida en r.ueslrn derecho. 

Tu rilo en la doctrina comn en In jurisprudencia no se ha herlio diferencia 
*uh!<tiinriul entre los mueeptn* de "fuerza mayor** y "cuso fortuito", estimando 
se trata de una cuestión de hecho cuya apreciación queda librada a In fncul'nri 
soberana del juzgador, de acuerdo con las circunstancias concurrentes en crtd» 
«■aso particular. Así, según Busso {"Código civil anotad»". Rueños Airea. 1049, 
1. 3, p. 304) : M La doctrina argentina coincide en que, en principio, los dos térmi- 
nos, "caso fortuito" y "fueran mayor", corresponden ti un mismo y único con- 
cepto", citando en su apoyo a Colmo ("Obligaciones**, mm] . 117); a Lnfatlle. 
| "Obligaciones", mim. 1K0) y a Salvat ("Obligaciones", núm. 143), agmmndo 
que. en resumen : "In tuerza mayor" y, dada 1» sinonimia de las expresiones en 
el código, también el caso fortuita, entrañan )a irresponsabilidad del deudor 
sólo en circunstancia* especiales, e implican un asunto dé grado, y no esenciul, 
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que «1 juez debe apreciar en cada situación dentro de los principios de fondo 
establecidos. Lo que importa entonces es que el obligado demuestre su plena 
inculpabilidad, de acuerdo con tas reglas particulares que podrían ser aplicables 
ni caso, sobre todo en cuanto al alcance de su obligación. Sólo en los casos en 
que la responsabilidad del deudor es claramente legal sin que la norma respec- 
tiva atienda a la cuestión de culpa podría admitirse una responsabilidad abso- 
luto del deudor también por hechos que en otras circunstancias lo eximirían" 
(op cit, p, 305, núm. 31). 

Por lo demás, en cuanto al concepto y alcances de los términos de "fuerza 
mayor" o "caso fortuito'* es sabido que el codificador sólo ha dado una definición 
del eoso fortuito en el art 514 del Cód. Civil, no asi de la fuerxa mayor, salvo 
la noto a dicho artículo, empleando algunas veces ambas expresiones acumulnti- 
\ «mente, y en otras hablando sólo de fuerza ninyor. 

Recogiendo las conclusiones de la doctrina y la jurisprudencia argentina 
y compartiendo el criterio de Colmo, pueden establecerse las siguientes normas: 
"Ambos conceptos se refieren a un hecho que impide el cumplimiento de la obli- 
gación. Son idénticos en sus efectos, siempre que excluyan por completo la culpa 
fiel deudor. Pero para que así sea, deben aumentarse las exigencias al respecto. 
Por consiguiente, sólo hay fuerxa mayor ante un hecho exterior u objetivo! que 
sea extraordinario o de una magnitud que lo haga notorio o público, cosa que 
deberá demostrar el mismo deudor para que así resalte su inculpabilidad. Acre- 
ditadas estos circunstancias surge la presunción en favor del obligado, sin per- 
juicio de que la destruya el acreedor mediante prueba en contraria Pero en 
último término la apreciación judicial decide con arreglo a lo contingente de 
cada ituación con relación a las personas, a la naturaleza de la obUgació», etc. 
<arg. art. 512 que define la culpa), ya que hay supuestos, según se ha visto 
(como son los porteadores, o los posaderos, capitanes de buques, patronos en 
a bidentes obreros, etc.) en que la responsabilidad es más intensa que en otros" 
{Bnsso, op. cit., t 3, p. 305, núm. 30). 

En cuanto a los caracteres constitutivos! del caso fortuito o f ñeras mayor 
— sinónimos en nuestro derecho — Busso señala lo siguiente: ¡nhn potabilidad, el 
art. 514 del Cód. Civil, acoge directamente el concepto "... al establecer que la 
causa del incumplimiento debe ser un hecho que no ha podido preverse, o que 
previsto, no ha podido evitarse". Con otras palabra»: cualquier falto de dili- 
gencia, sea en la previsión del acontecimiento, sea en cuanto a las medidas para 
evitarlo, imputable al deudor, conforme con las circunstancias del caso» excluye 
la invocación del caso fortuito. Resulta de ello pues, aparentemente, los dos 
cnrarterei constitutivos principales del cura fortuito o de la fuerza mayor son 
por un Indo, el hecho "ajeno", en la terminología francesa; "er tenor", en la 
de Colmo, por ejemplo entre nosotros (v. cita anterior referente al mismo autor) 
y, por otro lado, la "no impntabilidad". 

"Pero, en realidad, esos dos caracteres se reducen a uno solo. Se entiende 
que la exterioridad del hecho no puede concebirse en el sentido de la teoría de 
rie*ijn, ya que tal concepto, como se ha visto . . . contraría el principio básico de 
que no hay responsabilidad donde no hay culpa. El hecho ("exterior") bien 
puede producirse dentro de la empresa. Mas, entonces, todo se reduce a la ene» 
tión subjetiva, a saber, si este hecho ha podido y debido preverse o evitarse. La 
única cuestión que se plantea es, entonce*. In de no impntabilidad" (Busso, op. 
cit, p. 306, núm». 38, 39 y 40). 

En cuanta a los caracteres de no imputabilidad, Busso expresa que: "...de 
modo substancial, la ne imputabilidad existe cuando el deudor se halló en la 
imposibilidad de actuar de manera distinta de como ha actuado v también en 
In imposibilidad de prever el acontecimiento que le dominó. Es decir, los dos 
elemento* en que consiste la no impntabilidad y que, en consecuencia, al mismo 
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tiempo, son los elementos constitutivos tl¿ la fuerza mayor y del caso fortuito: 
a) la irreristibilidad, y b) ta imprevisilidad del acontecimiento" (Husgo, op. 
cit, p. 30", nánu. 45 y '46). 

En lo que hace a la irresietibilidad, el autor mencionado expresa; "que el 
hecho debe ser, en primer lugar, irresistible. Ello significa que el obligado no 
podrá superar el obstáculo que aquel le opone y, por consiguiente, se halla en 
afonluta imposibilidad de ejecutar tal obligación. Si al deudor le fuera posible 
la ejecución, el cumplimiento le seria ineludible. La cuestión consiste en esta- 
blecer cuándo hay tal imposibilidad" (op. cit., p. 307, núius. 48 y 49). 

La imposibilidad también puede ser moral, aunque sea una cuestión mucho 
más delirada reconocer n un hecho moral los efectos de la fuerza mayor. Asi lo 
admite la doctrina y la jurisprudencia en alsp'm caso (Busso, op. cit. f p. 300, 
náma. 62, «3 y 64). 

De allí pues que, por lo general, se exige que la imposibilidad sea absoluta 
y deba tenerse en cuenta ta naturaleza de la obligación. 

Hesperio a la iniprevisibilidad, la doctrina es uniforme en que no es sufi- 
ciente que el aronteei miento sea irresistible o insuperable para que se configure 
la fuerza mayor, sino que también sea imprtrmblt. Para definir la i mp revial* 
bilidad, se plantean análogos problemas a los existentes para la definición de 
la irresistibilidad, pero, corno señala Busso : "... todos los autores concuerdan 
en que no hay que exagerar el concepto de iniprevisibilidad, ya que "todo es 
posible en este mundo", en consecuencia, un acontecimiento reviste carácter de 
imprevisible cuando no hay ninguna razón especial para pensar que tal aconte* 
cimiento se producirá. Id simple vaga posibilidad no seria suficiente para excluir 
ta impreviaibilidad" (Busso. op. cit., p*. 310/311, nuinfc. 70/74). 

Para Salvat : "La cuestión de saber si en un caso dado hay o no caso fortui- 
to o fuerza mayor, es en gran parte una cuestión de hecho que deberá resolverse 
según las circunstancias especiales para cada caso. Los jueces tienen a este 
respecto un amplio poder de apreciación" ("Tratado de derecho civil argentino. 
Obligaciones en general", ed. 5», t. 1, p. 84. núm. 145), y analizando las condi- 
ciones necesarias para que se configure esa excepción señala las tres siguientes: 
a) que ae trate de un hecho qne no ha podido preverse o que previsto no ha 
podido evitarse. Destacando qne cuando la ley habla de caaos fortuitos previs- 
tos "no debe entenderse — como dice la nota del codificador— de una previsión 
precisa, conociendo el lugar, el dia y la hora en que el hecho sucederá, sino la 
eventualidad del hecho. . . ; h) que se trate de un obstáculo insuperable y e) que 
pe trate de un hecho actual". 

Picho autor, al referirse a las órdenes o previsiones de la autoridad como 
confi^nrativas de la excepción examinada, expresa : *Lns órdenes o previsión» 
de las autoridades constituyen un caso fortuito o de fuerza mayor, llamado* 
L'enrm luiente en doctrina el hecho de) soberano o fuerza del príncipe. La razón 
es qne las órdenes o prohibiciones de las autoridades públicas, lo mismo que los 
accidentes naturales, son irresistibles para el deudor; ¿ate se encuentra en la 
necesidad forzosa de someterse a ellas y, por consiguiente, no era justo que fuese 
responsable de su» consecuencias. Es verdad que dentro del régimen constitu- 
cional de nuestro pafs, lo misino que en la mayoría de los países modernos, las 
diversas autoridades no poseen poderes ilimitado*; pero esto no impide que el 
impedimento irresistible para la ejecución de la obligación haya existido y que 
la inejecución de ella, por consiguiente, obedezca a una fuerza extraña y superior 
a la voluntad del deudor". "En hora buena — decía el doctor Sanee en este sen- 
tido — que por nuestro mecanismo constitucional dada la división de poderes 
del Estado, todo avance de la autoridad tendiente a reprimir el derecho del 
ciudadano, tenpii su valla en el poder moderador de la justicia; pero ese poder 
no puede dar por inexistente, lo que realmente ha acontecido; no puede quitar 
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a un hecho su dignificado propio y si puede reprimir, no le es dado prevenir" 
(op. cit., p. 67, núiu. 141). Y, respondiendo a la cuestión de «i las resoluciones 
judiciales también deben ser consideradas como caso fortuito o de faena ma- 
yor, «presa: "La solución afirmativa debe, en nuestro concepto^ prevalecer. 
Las resoluciones administrativas, constituyen para el deudor una fuerza extraña 
y superior a su voluntad, contra las cuites no puede oponerse" (op. cit., p. 88, 
núm. 140), 

La hipótesis del hecho de tercero» es, para Salvat, igualmente con figurativa 
de la excepción aquí contemplada: "El hecho de un tercero —dice— que hace 
imposible el cumplimiento de una obligación constituye también, al menos en 
principio, caso fortuito o fuerza mayor; 1» razón es siempre la misma: se trata 
de un helio que el deudor no ha podido evitar..." (op. eit, t p. 89. nfim. Bl). 

Por su parte, López Olaeiregui, en su artículo "La fuerza mavor y la 
orden del soberano unte la teoría de la responsabilidad civil" (J. Á., 1944- 
IV, pág. 311) al referirse a la fuerza mayor y la falta de culpa, explica: "*El 
primer problema que se presenta es el de comparar la fuerza mavor y la 
falta de culpa. Desde el momento en que no se responde cuando hay culpa 
y tampoco se responde cuando hay fuerza mayor, debe saberse si ambas no- 
ciones son distintas o ai por el contrario se confunden en un mismo concep- 
to ... ". En su erítiea a Savatier, dice: "... Es exacto que la fuerza mayor se 
configura por la inevttabilidad y la iinprevisibilulad; pero no es en cambio que 
la culpa pueda formularse como ana proposición contradictoria a aquélla y que, 
en consecuencia, baste para definirla la evitabilidad y ta previsibilidad. Una y 
otra son parte de la culpa, pero no son toda la culpa. Son elementos de la im- 
prudencia, pero no basta pura constituir la culpabilidad... Ha habido acto 
imprudente (previsible), pero no ha habido acción subjetiva culpable (inimpu- 
tabilidad). La prerisibilidad y la evitabilidiid definen la imprudencia de Eos 
actos, considerados éstos como entidades autónomas, escindidas del autor. La 
imputabilidad e» calificación subjetiva. Se refiere exclusivamente al autor y no 
se transfiere a] acto. Dependen de móviles y circunstancias de la persona, es el 
elemento subjetivo que da el tono de la culpabilidad ... Lo dicho permite afir- 
mar que la teoría de la culpa no puede imitarse a la apreciación de la previsi- 
bilidad y la evitabilidad... En consecuencia» no puede decirse que la culpa nace 
en aquel punto ideal en que la fuerza mayor desaparece. Por el contrario, entre 
la f aerea mayor y la culpa hay una zona intermedia : ta falta de culpa . . . n 

El citado autor, comentando a Mazeaud, manifiesta que éste aunque con 
distinto fundamento, llega a la misma conclusión : entre los dominios de la culpa 
y la fuerza mayor hay un terreno intermedio: el de la falta de culpa. "Para 
saber si la culpa existe, el juez se pregunta si un individuo avisado habría actua- 
do en tomín distinta al demandado . . . Para saber si hay fuerza mayor, et juez 
se pregunta si un individuo avisado habría estado en la imposibilidad de actuar 
en forma distinta al demandado". 

López Olaeiregui agrega : "Entre ambas situaciones hay una diferencia de 
grado considerable: la falta de culpa comprende todas aquellns situaciones en 
que el origen del daño no ha podido ser atribuido a una negligencia o impru- 
dencia del autor. La fuerza mayor supone un daño producido por una fuerza 
irresistible, perfectamente conocida". Al establecer como tercer elemento eximen- 
te de responsabilidad el de la inimputabilidad, señala la posibilidad de un hecho 
previsible y evitable, pero que por el móvil perseguido importa en razón, del 
imperativo ético determinante del mismo, la falta de imputabilidad. 

La jurisprudencia, entre nosotros, tiene resuelto que "et caso fortuito debe 
ser o generar un impedimento absoluto que haga imposible ta ejecución de las 
obligaciones. Esa imposibilidad debe ser no relativa, sino absoluta y estar muy 
lejos de una simple dificultad en el cumplimiento del hecho a cargo del deudor. 
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por no Mr independiente de la personalidad del mutuo y de sus medios de 
arción. Eu imposibilidad debe comprobarte con caracteres de irreshtibilidad" 
(Cim. de Paz Letrada, Mía IV, mayo 4 de IMS, Rev. "La Ley", t. 10, p. 674). 
"La faena mayor es sólo el hecho que impide absolntainente el cumplimiento 
del contrato" (Cim. Fed. de la Capital, abril 13 de 1040, Rev. "La Ley", t, is, 
p, 377). "El hecho que constituye fuerza mayor debe reunir los siguientes 
recaudo»: que no haya podido preverse; que previsto no haya podido evitarse; 
que constituya un obstáculo insuperable y que sea actual" {voto del doctor 'Asm 
limito, a quien adhirieron lo» doctores García y Faré, Cáiu. Coru. de la Capital* 
octubre 26 de 1943, 0. del F., t. 167, p. 59). "Lo» términos caso fortuito y caso 
de fuerza mayor tienen el mismo valor. Siempre debe tratarse de hecho* que no 
han podido preverse o que previstos no hai. podido evitarse" (Superior Tribunal 
de Santa Fe, octubre 20 de 1044, Rep. de SanU Fe, t. 10, p. 53). "El caso for- 
tuito o fuerza mayor previsto en el código civil como eximente de responsabi- 
lidad debe consistir en un hecho exterior, extraordinario, con una magnitud tal 
que lo haga público y notorio" (Cim. Civil 1< de la Capital, diciembre 28 de 
1945, Rev. "La Ley", t. 41, p. 374). "La fuerza mayor como eximente de respon- 
sabilidad exige que el hecho que la motiva haya sido un obstáculo insalvable 
que la previsión humana no baya podido impedir y que prevista no haya podido 
evitarse" (Cém. Fed. de Rosario, diciembre 30 de 1947, ft. del F., t. 102, p. 
308). "El ra*» fortuito o fuerza mayor es sólo admisible cuando existe una de- 
mostración cabal y absoluta que factores imprevistos e involuntario* itn pidieron 
h) deudor cumplir efectivamente con lo prometido" (Cáui. Fed. de Rosario, 
diciembre 11 de 1947, Rev. "La Ley", t. 4», p. 489). "El caso fortuito es aquel 
no imputable al d»-udor y que según la medida de la diligencia requerida, no se 
podía prever o que podiendo preverse es inevitable, de tal naturaleza que impide 
el cumplimiento de la obligación" (Cim. 1* de Apel. de Iji Plata, Sala IT, febre 
ro 10 de 1950, T. A.. 1950-11, p. 176). "La distinción entre fuerza mayor y cuso 
fortuito carece de interés práctico, porque el código emplea indistintamente 
ambas expresiones, aunque a veces las cita a un tiempo separándolas por la 
conjunción "o", como ocurre con el art. 513" (Superior Tribunal de Santa Fe, 
julio 2 de 1948, Rep. de Santa Fe, t. 19, p. 225). "La fórmula del art. 514 del 
Cód. Civil es de interpretación restrictiva e implica: irresistibUidad e iniprevisi- 
bilidad, con lo que se elimina la dificultad o el entorpecimiento y la posibilidad" 
(Cim. Com. de la Capital, octubre 30 de 1950, Rev. "La Ley", t. 01, p. 300). 
"Lo* hechos constitutivos del caso fortuito o de la tuerza mayor deben inter- 
pretarse en sus alcances con un criterio restrictivo, porque la exención de respon- 
sabilidad debe estar condicionada a la prueba fehaciente de que el hecho invo- 
cado fué no sólo irresistible, sino imprevisible y, en consecuencia, se creó 1a 
imposibilidad de evitarlo" (Cám. Nae. de Faz Letrada, sala IV, abril 15 de 
1952, O. del F., t. 95, p. 260). 

Respecto a la prueba, la jurisprudencia hn establecido: "La vinculación en- 
tre la fuerza mayor y e) caso en que se la invoca debe demihstrarse para que 
surja la presunción de inculpabilidad del obligado, sin perjuicio de que se la 
desvirtúe con una prueba en contrario que resulte eficaz a tales fines" (Cám. 
Com. de la Capital, abril 15 de 1947, Rev. "La Ley", IX, p. 550). "La prueba 
de la fuerza mayor pesa sobre quien alega los hechos constitutivos de la misma" 
(Cám. Com. de la Capital, setiembre 30 de 1948, Rev. "La Ley", t. 53, p. 11). 
"Las modalidades que debe asumir la prueba varia considerablemente según Ja 
naturaleza de los hechos alegados y las obligaciones concretas que pesan sobre 
el deudor. En términos generales, la liberación de éste exige la demostración de 
hechos imprevisibles e inevitables susceptibles de revestir el carácter de fuerza 
mayor" (Cám. Com. de la Capital, diciembre 31 de 1942, Rev. "La Ley", t, 29, 
p. 651). Como así también: "La prueba cabal y absoluta que factores impre- 
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vistos e involuntarios le impidieran cumplir la obligación" (Cám. Fed. de Roaa- 
rio, diciembre 11 de 1947, Rev. "La Ley", t. 49, p. 489). 

Este tribunal tiene resuelto: "El art. 66 del decreto 33.302 de 1945 al diapo- 
ner que et plazo máximo de suspensión, fijado en treinta día*, podrá extenderse 
a noventa en caso de fuerza mayor, se refiere a este elemento en la forma que 
está determinada por lo? principios generales del derecho común. No constituyo 
fueran mayor la falta pro visoria de trabajo, cualquiera sea su causa, por tra- 
tarse de tino de los tanto» factores previsibles en la actividad de un comer- 
ciante o industrial y la solución no cambia en el caso de disminución originada 
por una huelga si ésta no tuvo carácter subversivo, imposible de prever o de 
ser resistida*' (sala II, setiembre 17 de 1946, Rev. Dereclm del Trabajo, t, «, 
p, 507). "La circunstancia de que transitoriamente se interrumpa el desarrollo 
de! negocio, no puede constituir índice calificativo de irresponsabilidad patronal 
*n cuanto n la obligación de abonar la indemnización por despido, pues que 
sólo el cese total de la actividad, motivado por fuerza mayor, engendra tal caí- 
mente'* (sala IT, julio de 1947, rev. Derecho del Trabajo, t 7, p. 521). "La 
suspensión mayor de treinta días, tan sólo es procedente en los casos de fuerzn 
mayor debidamente comprobados, debiendo ser juzgada tal eximente con la 
mayor estrictez y dentro de los principios que informan el ort. 514 del Cfld 
Civil >al« IV, mayo 10 de 1949, Rev. Derecho del Trabajo, t. 10, p. 49). 
"La disminución o falta de trabajo están cqui parados a ]n fuerza mayor en ln 
relacionado con el instituto de la suspensión y, por consiguiente, autoriza hasta 
una suspensión de noventa días" (sala 1. setiembre 13 de 1950, rev. Derecho de) 
Trabajo, t. I], p. 100). "Para el examen de los casos que pudieran estar com- 
prendidos en el concepto de fuerza mayor que contempla la lev 11.729, debe 
tenerse en cuenta que esta ley es de previsión social y que ba creado para loa 
patronos obligaciones y responsabilidades especiales propias de su condición de 
comerciante y en absoluto a paria dos de toda idea de culpa" (sala IV, agosto 
22 de 1949, J. A.. 1950-1, p. 346). "En el derecho laboral el caso fortuito o 
fuerza mayor a qm- alude el art. 60 del decreto 33.302/45 (ley 12.921), con res- 
pecto a la suspf .¡ión, debe ser considerado por el juzgador con sujeción a las 
circunstancias concurrentes en endn caso y teniendo en cuenta que la falta o 
disminución de trabajo no haya podido preverse, o que previsto no baya podido 
evitarse*' (Acuerdo plenario, marzo 8 de 1955, rev. Derecho del Trabajo, t. 15, 
p. 157). "La expropiación de la empresa no configura la fuerza mayor que 
exime del pago de la indemnización de despido (art. 157, inc 1*. apart.2 ? ) por 
no encuadrarse en el concepto enunciado por el Cód. Civil, en su art. 514. 
Además, cabe tener en cuenta que ln ley 11.720, que es de previsión social, ere* 
responsabilidades alejadas de la idea de culpa, que la referida fuerza mayor se 
refiere a un hecho imprevisto y cuya causa escapa a las naturales previsionea 
del hombre inteligente" {sala III, agosto 22 de 1949, ''La Ley", t. 57, p. 589; 
en igual sentido, diciembre 20 de 1947, in re "Martínez, Julián e/ González 
Ammburu y Cía.") . "La falta o disminución de trabajo, como causal de exención 
del pago duplicado de la indemnización de ln ley 11.729, establecido en el decreto- 
ley 33.302 (ley 12.921), debe producirse por causas ajenas a la voluntad del 
empleador, quien deberá probar fehacientemente esas circunstancias" (Acuerdo 
plenario, marzo 23 de 1955, "La Ley", t. 78, p. 174). 

2' Hemos visto que tanto la doctrina como la .jurisprudencia dejan librada 
■ la apreciación soberana del juzgador, la determinación de la existencia o no 
del caso de fuerza mayor, quien decide, eon arrcgln it lo contingente de cada 
f,iliiaeión. según sean las personas, la naturaleza de ln obligación, ete. (arg, 
art. 512, Cód. Civil), ya que hay supuestos en que la responsabilidad es más 
intensa que en otros e indudablemente se da ésta con mayor fuerza cuando la 
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»>Mi»fií¡ú*i nace en razón riel contrato de trabajo y por aplicación de una ley de 
previsión social romo es la 11.72!), modíti* atona del Cód. de Comercio. 

Resulta. *m dada alguna, de la abundante prueba acumulada en autos, acru- 
ditado que los hechos y actos acaecidos n partir del '¿ti de enero de 1051, hechos 
y actos relacionado* en lo* precedente*» resultandos impidieron que la demandada 
pudiera proseguir desarrollando sus actividades y la obligaron n paralizar la 
explotación de su negocio; mas dichos hechos y neto* igualmente privaron it lo» 
actor* * de su libertad de determinación, cerrándoles ci acceso a los lugares de 
trabajo, imposibilitándolo* de cumplir con su» obligaciones laborales y obligán- 
dolos a tomar decisiones contrarias a su voluntad. 

Kn consecuencia, una de las notas ti pifien ules de la fuerza mayor, la irre- 
sistihílidad, se hallaría probada, utas no sume con igu.nl nitidez que se haya 
acreditado la otra, esto es, la de ituprovisibilidud, pura tener por configurada 
en el cuso, e» forma plena e indubitable, la eitadn eximente, pues si bien la 
demandada en razón de la» leves vigentes y la forma representa! iva-republicana 
de gobierno, conforme con la Constitución nacional, debió, con justa lógica, 
pensar que no podían las autoridades constituidas violar el orden jurídico esta- 
blecido, no es tríenos* cierto que, el estado ib» cosas imperante en ese momento 
liaría previsible que, en una u otra forma, la actitud asumida por la demandada 
debía llevarla n la situación que en definitiva debió afrontar y ¡i umpie la empresa 
demandada actuó como lo hizo, en defensa de fundamentales principios consa- 
grados y reconocidos por la ('arta Magua de la Xaeión, comprometiendo su 
misma existencia en esa lucha, no es menos cierto que expuso en ella los inte- 
resas de su personal. Y éste, por su condición de dependiente, ni no partiripitr 
en la dirección de la empresa, no fué oído en la determinación de esa actitud. 
Por otra ]inrte y por la mistan razón anotada, va recia de la independencia eco- 
nómica indispensable- para afrontar y resistir las consecuencias de esa lucha. 
Por lo demás es obvio que los riesgos de la empresa, derivados ¿>n la hipótesi--, 
de la conducción y dirección impresa a la misma, deben estar a cargo de ella 
y no del pcrsonnl, ajeno ni ejercicio de aquellas facultades. 

Esta circunstancia, aunque no bayo sillo alegada no puede ser desconocida 
por el j uzirndiir. como bien lo señala la doctrina, lai sido destacada en la cita 
tran-eripln muís arriba al menciounr la opinión del doctor Stiuze. 

La fuerza tnnyor, si existió, lo fué para privar de libertad a ambas partes, 
impidiendo ti la empleadora ta non nal explotación de su negocio y a loa riepen- 
ladi's consagrados por nuestras instituciones democráticas, habiendo tomado posi- 
ción clara en la Incluí, dispuesta por ende, n afrontar todas las consecuencias 
dientes cumplir con la prestación debida a tupié) tn y recibir sus remuneraciones. 

La demandada, en mi condición de empresa periodística de gran prestido, 
era una tribuna desde la cual se bregaba por ln defensa de los derechos y liber- 
tades consagrados pul* nuestras instituciones democráticas, habiendo tomado 
posición clara en la lucha, dispuesta por ende, a afrontar todas las consecuencias 
derivadas de esa actitud. Dentro de tales consecuencias, dada la situación ¡mpe- 
imite, era previsible el acaecimiento de los hechos y actos que aquí se alegan como 
eximente de responsabilidad. Cube recordar en efecto, como h> señalan los fun- 
damentos de] decreto-ley 4:i(M del 30 de noviembre de 1965, que ej proceso perse- 
cutorio em prendido contra la demandada rnuicnzó mucho ñutes de los hechos 
cuestionados en este litigio, habiéndose clausurado el diario por el término de 
cinco días el 21! de abril de 1ÍU4 sin causa le nal que lo justificara: aplicándose 
un criterio discriminatorio y excepcional a "La Prensa" al cxigírstle el pago de 
los derechos dispensados al papel introducido con franquicia aduanera durante 
el período comprendido entre los años ÜKtfl a 1ÍJ4S; reduciéndosele, n partir de 
l!U7. las divisas para la compra de papel de diario y emprendidos? una campaña 
contra el diario mediante comunicados y comentario radiotelefónicos elaborados 
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«i reparticiones del gobierno (v. al res¡wcto el decreto-lev 4360/55 reseñado en 
lm resultandos de este voto). V, además, ya había acontecido idéntico episodio 
I rente a otros órganos periodísticos en no lejana époea. De allí, pin*. que esa 
contingencia, cuyo acaecer se avino la demandada a padecer, la debió adoptar 
y soportar la demandada por su cuenta y riesgo, .sin menoscabo de loa interese» 
de su personal, el que, por más solidario e identificado que «atuviera — como 
lo estuvo en su liora con ella—, carecía de la capacidad económica suficiente 
para poder afrontar tal situación. 

La jurisprudencia cuando ha considerado que debe tenerse eu cuenta que la 
ley 11.72!) es una ley de previsión social y crea responsabilidades alejadas de la 
idea de culpa, como así también que la referida fuerza mayor debe ser un hecho 
imprevisible y cuya causa escapa a las naturales previsiones del hombre inté- 
ntente, lia querido restringir la «¡mente, reduciéndola a situaciones de carácter 
excepcional, en donde el acto voluntario del empleador no apareara configurando 
!a situación creada par* desresponsahi liza rae, pues aunque las circunstancias 
que le impidieron a la demandada proseguir en sus actividades liavan provenido 
del ejercicio de legítimos derechos y, en cambio, de un acto injusto y arbitrario 
de la autoridad, fué conscientemente realizado por ella y encaminado al cumpli- 
miento de un proposito en el cual fincaba la causa misma de su razón de ser. 
Esta actitud, meritísima, no podía privar de derechos a su personal, sin menos- 
cabo de esa misma finalidad. 

Los hechos y actos preseñalados culminaron con la arbitraría expropiación ; 
mas sea cual fuere la calificación merecida por ese arto de gobierno, sabemos 
que la indemnización debida por el Estado debe ser integral y la reparación, en 
tal caso, comprende no sólo el pago del valor de) bien expropiado sino también 
el de los daños y perjuicios causados a la demandada por el desapoderamiento. 
"Estos dos elementos del quantum de la indemnización —ensena Villegas Basa- 
vilbaüo en so obra Dtrtvko admmwtratiro, t. 2, p. 397— no pueden quedar 
sujetos a condición suspensiva, desde que ningún acontecimiento futuro e incierto, 
suceda o no suceda, puede poner en riesgo el derecho del expropiado. Esos dos 
sumandos de la indemnización surgen de loa principios generales de las obligaeio- 
«es (Cód. Civil, art. 519 y correlativos) y, especialmente, del art. 11 de la ley 
de la materia. Según la ley civil (art. 505, ine. 3*>, el acreedor ti«ne el derecho 
de obtener del deudor las indemnizaciones correspondientes. El concepto jurí- 
dico de indemnización está dado por el mencionado art, 519 que comprende tanto 
el damnnm esterara* como el Incrum cesan». Este criterio ha sido seguido por el 
legislador al establecer en el art. 11 de la ley 13.204; "La indemnización sólo 
comprenderá el valor objetivo del bien y los daños que sean una consecuencia 
directa e inmediata de ta expropiación". Es también el criterio del codificador 
argentino: "Se entiende por justa indemnización. . no sólo el pago del valor real 
de la cosa, sino también del perjuicio directo que le venga de la privación de 
su propiedad". 

El citado autor agrega más adelante <op. cit., t. tí» p. 399) : "Puede soste- 
nerse, con arreglo a la norma legal citada y a la jurisprudencia de los tribunales 
argentinos, que en materia de expropiación de inmuebles y a los efectos de la 
justicia en el quantum de la indemnización, sólo debe tenerse en consideración : 
al el ra!«r objetivo del bien; b) los daños que sean consecuencia directa e 
inmediata de lo expropiación; c) el valor objetivo del bien debe estimarse por el 
que hubiere tenido si la obra no se hubiese ejecutado ni aun autorizado. De 
acuerdo con este criterio deben quedar excluidos de la indemnización, esto es, no 
deben ser tomados en consideración: a) el li-cro cesante; b) los valores afectivos 
o sentimentales; c) las ganancias hipotéticas o futuras; d) el valor panorámico; 
f) el valor histórico; t) Jas mejoras posteriores a la declaración de utilidad 
pública, salvo aquellas necesarias para la conservación del inmueble expropiado". 
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El misino Vil lega» Basa vi Ib* »o, cuando comenta los arta. 23 y 2tí de La ley 
13,204, arribe a la siguiente conclusión (op. cit., t. 6, p. 401) : "Estos textos auto- 
rizan ■ sostener que et legislador ha seguido en esta materia el sistema de ta 
subrogación, esto es, que todos los perjuicio» que puedan resultar para terceros 
por la expropiación deben ser deducidos no «obre Ja cosa, sino la indemnización. 
Esta cuestión se relaciona con los efectos jurídicos de la expropiación, pero, 
atento las normas legales citadas, ett indubitable que el efecto principal es el 
siguiente: la expropiación se opera no interpartes sino erga omne*". 

La sola imposibilidad de actuar, alegada aquí romo con figura ti va de la 
eximente de "fuerza mayor", no impediría el progreso de la demanda en razón 
de que debe teñen» en cuenta, hemos dicho, ademé* de la previsihilidad del 
hecho, ta natural?» de la obligación. Tal naturaleza surge de la relación de 
Irobajo y de la aplicación de una ley de previsión social, pues frente a ésta el 
empleador corre Los riesgo* propio» de la explotación. 

Producida la expropiación, en la indemnización pagada al expropiado lian 
quedado involucrados los daño* y perjuicios "que sean consecuencia directa e 
inmediata de la expropiación" y, entre éstos, cabe incluir los derivados de la 
ruptura de loa contratos individúale» de trabajo. 

Por otra parle, debe señalarse la situación creodn por el reintegro de los 
bienes expropiado* a la demandada. Los neto» del actual gobierno, derogando 
la ley de expropiación y su decreto reglamentario, desistiendo de los juicios 
promovidos en mérito de ellos y ordenando, por decreto-Ley y decreto regla- 
mentario, el reintegro de todos lo* bienes a los propietarios expropiados, resar- 
ciéndose de los daños y perjuicios producidos, restableciéndolos en la posesión 
y dominio de los bienes muebles e inmuebles, importa retrotraer la situación 
horrando los efectos de la expropiación. 

Aunque los referidos acto» de gobierno y en especial el decreto-ley 4613 de 
1955, no contemplan especialmente la situación de los actores desde que sólo el 
ultimo se refiere a quienes se encontraban prestando servicios en *'Epasa M , garan- 
tizándole* la estabilidad, cabe pensar que no se trata de una omisión o deliberada 
ixclustón del legislador en perjuicio de los que no se hallaban en esa aituación, 
por haberlos considerado cubiertos por aplicación de las leyes tutelares vigentes. 

3* A esta altura de mi voto, corresponde examinar los efectos de la* rebel- 
días y consiguientes reconocimientos fictos en que se Imitan incursos los actores 
mencionados en el restilt. 9), punto a). Si bien por aplicación de lo normado en 
el art. 60 de la tey orgánica de este fuero corresponde tenerles |ior reconocidos 
a lo« rebeldes los hechos invocados en la contestación de demanda, no es rncnrv 
cierto que limitándose ésta —en lo que uquí interesa — a la fu n (lamentación de 
Ir* eximente de "fuerza mayor", tales reconocimientos carecen de toda eficacia 
|Mirn enervar las conclusiones alcanzndas precedentemente, no pudiendo. por lo 
tu uto, privar de sus derechos a dichos actores. 

■(" Igual conclusión se impone respecto a los actores que, al absolver posi- 
ciiine¡- según quedo expresado en el result. 9) de mi voto, han reconocido expre- 
samente !n inculpabilidad de la demandada en los hechos cuestionados. 

l'na parte de los actores se ha presentado a los autos desistiendo de las 
respectivas acciones promovidas (result. 10). Ahora bien; segón surge de los 
escritos de desistimiento, todos de un mismo tenor, acaba por manifestarse que 
se desiste por hallarse actualmente trabajando en In demandada. Conforme a !o 
ya resuelto en los autos de fs. 4143 y se lo ha tenido por desistidos y, por lo 
tanto, no corresponde pronunciamiento con respecto a las acciones que incoaron 
en este juicio. 

Este tribunal tiene reiteradamente establecido que, en situaciones análogas, 
*es injustificado el despido de parte del personal declarado en huelga que importa 
un tratamiento desigual respecto de otros trabajadores que fueron admitidos y 
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no se demuestran la» imputación*» que revelaran una conduela injuriosa de loa 
aelores" ("Maurí, J. y otros c/ Ja cobo Peuser S. A., fallo del 23 de junio de 
1052). La ratón de esta tesis U sostuvo esta sala en el caso "Mariotti, H. C. A. 
«•/ L. J. Rosno (suc), de fecha 26 de julio de 1957, expresando; "...Si todo el 
personal participó en el movimiento y fué despedido únicamente una parte, 
quiere decir que se distingue por algún motivo. Pero si se distingue sin aducir 
ratón a Km na para hacerlo, retomando algunos y a otros.no, es, o porque no 
ezisti'. injuria —ya que los admitidos también participaron— , o porque se ha 
seleccionado arbitrariamente, valorando en forma diferente una misma conducta. 
Y el empleador resulta aquí juez y parte, y puede además, valerse de una tal 
discriminación para desprenderse fácilmente y sin secuelas onerosas del per- 
sonal que considera — por razones de su propia conveniencia — no invocada! 
explícitamente inconveniente a su ¡¡iteres. Lo antijurídico, inequitativo y aun 
antisocial de un proceder semejante, así como de la posibilidad de validarlo en 
los estrados de la justicia, surge evidente. El juez soberano de la valoración de 
la conducta de las partes en hipótesis tal <arg. art. 159, Cód. de Comercio), 
debe ponderar esas circunstancias a loa finen previstos en la norma legal 
precitada". 

En consecuencia, importando la conducta de la demandada un tratamiento 
desigual, inmotivado, por aplicación de la doctrina jurisprudencial precitada, 
resultan por tal ratón procedentes tas demandas. 

(i' Derecho aplicable. La demanda se ha fundado en los estatutos profe- 
sionales del periodista (ley 12.908 con sus reformas de las leyes 13.503 y 13.904); 
del personal administrativo de empresas periodísticas (decreto 13.839/46, ley 
12.921, con sus reformas de las leyes 13.502 y 13.004), Y, sin perjuicio de 
estos estatutos las disposiciones generales de fondo contenidas en las leyes 11.729 
y 11.278, y en los decretos- leyes 1740/45 y 33.302/45, invocándose especialmente 
los arts. 41 y 44 del Estatuto del periodista y 12 del de personal ad .linistratiro, 
señalando que debe tenerse muy presente la disposición del art. 44 de] primero 
de los estatutos mencionados, en cuanto prevé; "...la falta de puntualidad en- 
los pagos se considerará como despido sin causa legítima". 

Por su parte, la accionada en su responde de fs. 1051, al invocar como exi- 
mente el estado de fuerza mayor bajo el que se habría encontrado, alega en su 
apoyo el art. 514 del Cód. Civil, así como los arts. 513 y 888 del mismo código, 
sosteniendo que el art. 157 del Cód. de Comercio resuelve que la indemnización 
de despido no procede en los casos de tuerza mayor, de donde resultaría aplicable 
esta disposición en los supuestos de la ley 12.908, pues es subsidiaria con res- 
pecto a lo dispuesto en el art. 83 de la misma. 

El a quo, en su sentencia de fs. 3801, después de concluir que no se ha 
eonfigurado la causal de fuerza mayor, estima que en cambio se configuró la de 
falta de trabajo, contemplada en el art. 67 del decreto-lev 33.302/45, precepto 
legal que aplica por considerarlo así en forma supletoria, en ratón de que eJ 
art. 47 de la ley 12.908 diapone que en k» caaos no contemplados específica- 
mente en ella ba de resolverse de acuerdo con las disposiciones de la ley 11.729. 
El art. 13 del decreto 13.839/46 (ley 12.921), establece análoga remisión. 

Sin perjuicio de recordar que, según uniforme jurisprudencia del tribunal 
laa partes invocan los hechos correspondiendo al juzgador aplicar el derecho 
pertinente, se impone sin embargo examinar la procedencia del derecho invocado 
por las partes y el aplicable al caso. 

La causal eximente invocada —fuerza mayor— no resulta expresamente pre- 
vista en loa cuerpos estatutarios legales en que se apoya la demanda. En efecto; 
ni el decreto-ley 13.839/46, ni la ley 12.908, ni la ley 13.502, ni finalmente la 
13,904, se refieren a la causal prealudida. El decreto 13.839/46 en su art. 13, 
Ira. parte, dispone: "Las disposiciones de la ley 11.729, en cuanto regulan et 
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premiso, ía indemnización del rispido en razó» de la antigüedad y las indemniza- 
e ion es por cnterineitad. son aplicable* ni personal a tfttt se refiere el presente 
decreto". Iji ley 12.ÍHW, también en sil iirt. 47. contiene análoga disjxisicinn n! 
expresar: "Todas las disposiciones relativas ni despido, indemnización, antigüe- 
dad y enfermedad, contenidas en hi presente ley tienen el alcance y rctmnctívidad 
de la ley 11,720» Los caso* mi eontempladiis tspeci fie:» mente -eran rc*m>lto>. de 
acuerdo eori Ir* dis|Hi*¡ciones de Ju misma". 

Ahora bien; siendo claro ijue la remisión establecida en las dupOSÍCÍonefl 
legales mcticmnadns efinduee a la aplicación de la ley 11.72!). por plantearse 
aquí el reclamo de imk-iiilli/jirioncs pQ* despido, .-e impone examinar el caso a 
ia luz de I" normad» jmr dielm ley. 

Esta ley. sólo alude ti ta fuerza mayor cuando modifica el nrt. 157 del (Vid. 
de Comercio fine. 1* i» f'me), pero mi ron templa expresa mente la hipóle-i» de 
"falta o disminución de trabajo", hipótesis i-ontem piada en el dea eto-ley :í:í.:hi2/ 
IT», modificatorio en ese aspecto de aquélla. 

En cuanto a la imposibilidad de la invocación al caso de la hipótesis de "falta 
o disminución de trabajo", enm parto la tesis del juez a ijuo sobre el particular. 
Como éste señala, en efecto, frente a la ría r ¡dad y amplitud de las disposiciones 
legales contenidas en los nrts. 47 de la ley 12.ÍH1H y 13 del de ( -reto-lev 13.H3!l/4ti 
(ley l'J.fjl i se j- ,>nc lógicamente tal conclusión. 

Si hien al conectarse la demanda, la m-ciomida no invocó expresamente ia 
eximente de "falta o disminución de trnhajo". mi es menos cierto (jue al enunciar 
bis heehns que según ella Imbríau configurado la eausal de "fuerza mayor", 
implícitamente ni pitó hechos que podrían ronlorniar aquella hipótesis. 

En e>te aspecto, sin duda alguna, todos los heelios y circiiustnncias (pie que- 
dan reseñados eon la necesaria amplitud en el result. 5* de este voto, relativos 
al j.ocesn sufrido por La demandada a partir del din 27 de enero ile 1051, que 
impidieron a ésta realizar normal mente sus actividades, son n mi juicio plena- 
mente constitutivas de la eximente legal de "falta o disminución de trabajo" 
(nrt. «7, decreto-ley 33^02/45, ley 12.921). 

7* Como consecuencia de los razonamientos que anteceden, estimo acredi- 
tado el derecho de los demandantes al pago de las indemnizaciones reclamadas 
l>or despido (falta de prca vi so y antigüedad) en la forma resuelta por el a quo, 
en cuyo mérito votó por la confirmación de 9u sentencia recurrida, en este parti- 
cular aspecto. 

8* \m demandada se agravia, además» por considerar que la acción ha «ido 
mal dirigida por los demandantes, quienes debieron litigar contra el fisco, por 
cuanto a su criterio y de acuerdo eon el decreto-ley 43(50/55, aquél sería en defi- 
nitiva e) responsable. 

Esta queja resolta improcedente en mérito al propio texto del decreto citado 
y del 4513 del mismo año, por el cual se le reintegran los bienes a la demandada. 
En efecto: no obstante la amplitud de los considerando* de los citados decretos- 
leyes no resulta de saa textos haberse contemplado la situación del personal que 
se encontraba en la situación de los actores, aunque se reconoce en ellos su 
solidaridad eon la empresa empleadora en los historiados acontecimientos y. por 
ende, su imposibilidad de trabajar. Sobre todo esto, me remito a lo anteriormente 
f\ puesto cuando señalé las apuntadas circunstancias. 

La improcedencia de In queja, conclusión a la cual arribo, no enerva el dere- 
cho que pueda asistir a la accionada o a quien en definitiva correspondiere, 
derivndo de este pronunciamiento. Estimo, o mayor abundamiento, que tal dere- 
cho debí 1 ' dejarse expresamente a salvo. Y así lo voto. 

11* Corresponde, asimismo, analizar los agravios de In parte nrtorn. 

Elloíi se circunscriben a sólo dos aspectos de la sentencia apelada: 1) en 
cuanto hace ni derecho aplicable y 2) respecto a la forma de imposición de costas. 
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Hasta paru desestimar el primer agravio lo dicho en el consid. ti' de mí vota, 
«i donde la cuestión ha sido ya debidamente examinada. Me expido, por lo 
tanto, por el rcclmzo de la queja referente al derecho aplienlile al enso. Así 
lo Voto. 

En lo referente ni segundo aura vio, en atención a romu ipiedn resuelto el 
litigio, naturaleza de las acciones promovidas y circunstancias especiales del enso 
une quedan sulicicntciiicntc aclaradas en este votti. colicúenlo con el criterio 
seguido por i-I a ipiu, en -ti pronunciamiento y me decido igualmente poi su 
dcsestiiii:u-ión. Y así lo voto. 

10* Conclusión. Por lo dicho, oído el Pro;'iirador General y fundamentos 
de, la sentencia apelada, en cuanto ciincncrden cotí los dados aquí, voto en el 
cutido siguiente: 1) por la continuación fiel falto apelado, di hiendo excluirse 
ile Iti condena :i ¡os actores cuyos desistimientos fueron resueltos a ti. 414.Í y 
41 S4; J) ¡hit tpie se deje expresamente a salvo los di -rei-hos de la demandada 
derivados de este pronunciamiento contra quien corresponda, y -i) por la apli- 
cación de las rostas en el orden causa do, en amhas infancias (art. 92, ley org.>. 

Kl Dr. Santos, dijo: 

(Jue ha hiendo agotado el vocal preopinante el estudio de la cuestión en su 
voto y conduciéndome el estudio de las actuaciones a conclusiones idénticas, creo 
innecesario abundar en raiones que estimo redundantes. Por ello, haciendo míos 
sus fundamentos y conclusiones, voto en igual sentido. 

El Dr. Machera, dijo: 

Que el vocal preopinante apoyn su voto en argumentaciones de hecho y de 
derecho que, por encontrarlas ajustadas a lo que resulta de la causa y el derecho 
aplicable, comparto y hago mías. A fin de evitar innecesarias repeticiones, 
adhiero a dicho voto, haciendo mías, su funda mentación y conclusiones. 

Por lo que resulta del precedente acuerdo y oído el Procurador General, el 
tribunal resuelve: 1) confirmar el fallo apHadn, dehiendo excluirse de la con- 
dena a los actores cuyos desistimientos fueron resueltos a fs. 4143 y 4184; 2) 
dejar expresamente a salvo los derechos de la demandada derivados de este 
pronunciamiento contra quien corresponda ; ■'?) imponer las costas en esta ins- 
tancia en el orden causado, y 4) regida dos que sean lo» respectivo» honorarios 
en Ira. instancia se procederá a la regulación de los correspondientes a esta 
alzada. — .4nii*riirfo D. Machera — .lf»irío E. VideU Morón — Electo Santos. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Al dictaminar a fs. 4537 y fs, 4617 sobre e! aspecto formal 
ile sendas quejas interpuestas por las partes adelanté opinión 
en el sentido de que los agravios invocados no eran, en el orden 
federal, de suficiente entidad como para que la Corte reformara 
la sentencia apelada. 

Reitero pues esa opinión y estimo, por lo tanto, que, lial tien- 
do sido declarados procedentes los recursos extraordinarios de- 
ntando*, correspondería confirmar el pronunciamiento del a quo. 
Buenos Aires, 8 de octubre de 1958. — Ramón tascano. 



SI* 



KAIjLOS DE LA WÜTE WUl'REMA 



FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de noviembre de 19Ü0. 

Vistos Jos autos: "Abal, Edelmiro y otros c/ Diarto "La 
Prensa 11 s/ (¡os pido". 

Considerando : 

l 9 ) Que, según consta en, autos, el fallo de primera instan- 
cia (fs. 3801/3813), hizo lugar a la acción deducida e impuso a la 
demandada el pago "de las indemnizaciones por antigüedad y 
falta de preaviso de la ley 11.729", usí como el "de salarios ni 
abonados, vacaciones y sueldo anual complementario'*, conforme 
a la liquidación que deben practicar los peritos contadores 
actuantes en el juicio. Y este pronunciamiento fué más tarde 
confirmado por el tribunal a quo, el que excluyó de la condena 
a los actores cuyos desistimientos habían sido resueltos a fs. 4143 
y 4184 (fs. 4185/4216). 

lí 9 ) Que contra esa sentencia las dos partes intervinientes 
en la causa interpusieron sendos recursos extraordinarios (fs. 
4221/4235 y 4351/4356), los que fueron denegados (fs. 4417/ 
4422). Con tal motivo, dedujeron las quejas de que dan cuenta 
los escritos de fs. 451*8/4533 y 4610/461 2, euyas peticiones acogió 
esta Corte declarando la procedencia de las apelaciones inten- 
tadas (fs. 4540 y 4617). 

3?) Que, por razones de método, corresponde examinar, en 
primer término, Jos argumentos que la demandada aduce en su 
escrito de apelación extraordinaria (fs. 4351/4356). 

4 P ) Que la demandada alega la arbitrariedad del pronun- 
ciamiento que impugna. Con base en la doctrina de este Tribunal 
sobre la materia, sostiene que aquél debe ser revocado porque 
contraria el texto expreso de la ley (art. 514 del Código Civil, 
relacionado con el art. 157, inc. 1» ui fine, del Código de Comer- 
« ció, modificado por la ley 11.729); prescinde de pruebas agre- 
gadas a los autos; consagra una tesis con arreglo a la cual "el 
hecho del príncipe o del soberano, caso típico de fuerza mayor, 
desaparecería de la legislación argentina"; asigna a las dispo- 
siciones aplicables al caso un alcance que desvirtúa presupuestos 
básicos deí ordenamiento jurídico y *'mornl M vigente en el \. ís; 
niega el principio de que no hay responsabilidad sin culpa; e 
impone una obligación cuyo cumplimiento es incompatible con el 
propósito de ''restablecer t»l imperio del derecho". Afirma, asi- 
mismo, que la decisión de fs. 4185 '4216 lesiona las garantías 
contenidas en los arts. 14, 17, 18, 19 y 31 de la Constitución Na- 
cional y, princt pal mente, causa agravio a la libertad de prensa. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN* 



•ir 



5*) Que, de acuerdo con el criterio del tribunal a quo, la 
demandada habría incurrido en despido susceptible de engendrar 
responsabilidad indemnizatoria conforme a la ley 11.729. Así lo 
decidiría" un conjunto de circunstancias que la sentencia recurri- 
da puntualiza con detenimiento y tiene por suficientemente acre- 
ditadas. La que entre ellas reviste mayor importancia, al extremo 
de que puede considerársela como el verdadero punto de partida 
de la situación litigiosa, se halla constituida por los diversos 
'* hechos y actos** que dispuso o ejecutó la mayoría de la "Comi- 
sión Parlamentaria Mixta Interventora e Investigadora de la 
empresa comercial propietaria del diario «I>a Prensa»", desig- 
nada por el Congreso. En lo que aquí interesa destacar, esa Co- 
misión produjo numerosas medidas, tales como la suspensión del 
pago de cheques y otras órdenes, que condujeron al " bloqueo 
totnl de los fondos báñennos de la empresa demandada y sus 
propietarios" (fs. 4189 v,). A lo cual del>e añadirse que el 20 
de marzo de 1051, por orden de la referida Comisión, se procedió 
"a lacrar, previo cierre, tas puertas de acceso al edificio del dia- 
rio", excepción heclia de la ubicada en Avenida de Mayo 575, en 
la que se estableció custodia policial con el fin de impedir la 
entrada a toda persona (pie no se hallase autorizada, expresa- 
mente, por el Presidente de la Comisión (fs. 4190). 

6 P ) Que los hechos relacionados y otros semejantes, tam- 
bién en lanudos de la mencionada Comisión Parlamentaria, "cul- 
minaron con la arbitraria expropiación" resuelta por la ley 14.021 
($% 4211 v.), cuyos efectos "borró'' el decreto-ley 4360/55 (fs. 
4212 v.). Refiriéndose a ellos, la sentencia impugnada ofrece el 
resumen siguiente, en el que debe verse la expresión de uno de 
los aspectos sustanciales del sub titoi "Resulta, sin duda alguna, 
de la abundante prueba acumulada en autos, acreditado que los 
hechos y actos acaecidos a partir del 26 de enero de 1951... 
impidieron que la demandada pudiera proseguir desarrollando 
sus actividades y la obligaron a paralizar la explotación de su 
negocio" (fs. 4210). 

7 9 ) Que, en lo concerniente a la índole de los acontecimien- 
tos que determinaron la " paralización " del diario, la Cámara 
los califica como hechos injustos y arbitrarios (fs. 4211) y expre- 
sa ipie la mejor descripción de ellos es la que a fía recé en los 
considerandos del decreto-ley 4360/55, a los que reconoce decisiva 
importancia "como fuente hermenéutica a los fines del pronun- 
ciamiento que corresponde dictar" {fs. 4193). Por tanto, con 
vistas al completo esclarecimiento de In cuestión sometida a exa- 
men de esla Corte, interesa dejar sentado cuáles son los hechos 
injustos y arbitrarios que el mencionado decreto-ley enumera y 
■ pie la sentencia de segunda instancia juzga acreditados en la 
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causa. Los principales son: a) La demandada "fué objeto do 
ano de los más implacables procesos persecutorios ocurridos 
durante la dictadura"; b) Dicho procedo estuvo integrado por 
distintos episodios, que comenzaron con la clausura impuesta, 
durante cinco días, el 26 de abril de 1¡>44, y confuyeron con la 
sanción de la ley 14.021 : c) Esa ley estuvo ''inspirada eu el 
ex flus ico propósito de silenciar definitivamente un órgano inde- 
pendiente de la opinión pública para entregarlo a un grupo de 
personas o entidad o entidades incondicionales del gobierno"; 
d) Se trató, en suma, de ** condenables medios empleados para 
acallar una opinión contraria al régimen de gobierno entonces 
imperante*'; e) Tales medios implicaron la consciente y reitera- 
da violación, por el gobierno depuesto, de los derechos de pro- 
piedad, de trabajar y de ejercer industria lícita de los que era 
titular la demandada; f) Y constituyeron "un deliberado ataque 
con total responsabilidad del momento histórico que vivían su- 
pieron defender, basta el sacrificio, con entereza y dignidad, los 
permanentes valores argentinos de libertad, democracia y justi- 
cio, un prestigio internacional y la sagrada obligación de preser- 
var la libertad de prensa". 

8») Que, además de hacer suya esta relación de anteceden- 
tes, el fallo destaca, particularmente, el informe y el despacho 
producido por miembros de la minoría de la Comisión Parla- 
mentaria Mixta, a criterio de los cuales la "incautación" del dia- 
rio "La Prensa", practicada por ln mayoría de esa Comisión, 
"ha sido un acto de usurpación" y "ha tenido por exclusiva 
finalidad impedir ta aparición del referido diario como órgano 
de opinión independiente" (fs. 4190 v. y 41ÍI2 v.). 

í)*) Que, mientras tanto, la Cámara, al caracterizar la con- 
ducta de la demandada durante el "proceso persecutorio" de 
que fué objeto, afirma que ella "actuó como lo hizo, en defensa 
de fundamentales principios consagrados y reconocidos por la 
Carta Magna de la Nación, comprometiendo su misma existencia 
en esa lucha" (fs. 4210 v.) y convirtiéndose en "una tribuía 
desde la cual se bregaba por la defensa de los derechos y 
libertades consagradas por nuestras instituciones democráticas, 
habiendo tomado posición clara en la lucha" (fs. 4210 v.). Vate 
decir que "las circunstancias que le impidieron a la demandada 
proseguir sus actividades" provinieron del ''ejercicio de legíti- 
mos derechos" (fs. 4211) v comportaron una "actitud meritísi- 
ma" (fs. 4211 v,). 

10?) Que, a raíz de los acontecimientos de que fué sujeto 
activo la Comisión Parlamenta fia Mixta, los actores — empleo- 
dos del diario "La Prensa" — se consideraron despedidos "por 
falta do pago", y, con fechas que varían entre el 22 de junio y 
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el 11* de julio de 1951, remitieron a la demandada sendos tele- 
gramas colacionados cu i{ii(> así lo manifestaban. A juicio de 
ellos, los respectivos contratos de trabajo habían quedado rescin- 
didos por culpa del empleador (fs. 4188 v. y 4181»). 

II 9 ) t¿ue, habiendo alegado la demandada que no corres- 
pondía imputarle responsabilidad alguna en razón de haber me- 
diado fuerza mayor, la Cámara rechazó tal pretensión. Entendió, 
es cierto, que la "paralización" de las actividades del diario 
había sido originada por las antedichas medidas de la Comisión 
Parlamentaria Mixta y que se encontraba fehacientemente com- 
probada "una de las ¡iotas tipificantes de la fuerza mayor": la 
" i rresist Utilidad" o "inestabilidad". Pero agregó que no acon- 
tecía lo mismo con el segundo requisito contemplado por el nrt. 
ó 14 del Código Civil, cuya presencia, conjunta con la del anterior, 
la Cámara estimó inexcusable. "Xo surge con igual nitidez 
— puede leerse en su fallo — que se haya acreditado la otra, esto 
es, la imprevisibilidad, para tener por configurada, en el caso, 
la citada eximente". Y sobre la base de este aserto, (pie sirvió 
para desestimar la alegación de la demandada, se confirmó la 
scutencia condenatoria de fs. 3801/3813. 




V2*) Que el tribunal de segunda instancia, a fin de apoyar 
sus conclusiones sobre el punto, se fundó en los argumentos que 
siguen: a) El empleador "debió con justa lógica pensar que no 
f mdían las autoridades constituidas violar el orden jurídico esta- 
blecido", pero "m es menos cierto que el estado de cosas impe- 
rante en ese momento hacía previsible que, en. una u otra forma, 
la actitud asumida por la demandada debía llevarla a la situa- 
ción que en definitiva debió afrontar" (fs. 4210); b) El perso- 
nal de la empresa, "por su condición de dependiente", que lo 
excluía de la dirección del diario, "no fué, oído en la determina- 
ción de esa actitud" (fs. 4210 v.) ; c) "Los riesgos de la empresa, 
derivados en la hipótesis de la conducción y dirección impresa 
a la misma, deben estar a cargo de ella y no del personal" ($& 
4210 v.); d) Ha de tenerse por cierto que la demandada stuvo 
dispuesta "a afrontar todas las consecuencias" emanadas de la 
posieión que asumió, y, "dentro de tales consecuencias, dada la 
situación imperante, era previsible el acaecimiento de los hechos 
y actos que aquí se alegan como eximentes de responsabilidad"; 
o) Ello se ve confirmado por la circunstancia de que "el proceso 
persecutorio emprendido contra la demandada comenzó mucho 
antes que los hechos cuestionados en este litigio". Así lo evi- 
dencian : la clausura de que el diario fué objeto, por el termino 
di' cinco días, en el año 1944; el criterio discriminatorio y excep- 
cional que se le aplicó en orden al pago de los derechos corres- 
pondientes a la introducción de papel; la campaña dirigida contra 
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la demandada, "mediante comunicados y comentarios radiotele- 
fónicos elaborarlos en reparticiones del gobierno'*; y, de modo 
muy especial, el antecedente representado por el hecho de que 
" idéntico episodio" (clausura) ocurrió respecto de otros órga- 
nos periodísticos "en no lejana época" (fs. 4210 v. y 4211); f) 
La ley 11.729 "ha querido restringir la eximente" de fuerza ma- 
yor "reduciéndola a situaciones de carácter excepcional, en don- 
de el acto voluntario del empleador no aparezca configurando la 
situación creada para desresponsabilizarse" (fs. 4211). 

13*) Que, en síntesis, la Cámara, sin perjuicio de reconocer 
que la demandada se vió precisada a paralizar sus actividades 
periodísticas como consecuencia de hechos irregulares y arbitra- 
rios provenientes de una comisión parlamentaria, declaró que no 
están reunidos en el caso los elementos necesarios para deter- 
minar la existencia de fuerza mayor i avoca ble en los términos 
de los arta. 157, inciso 1*, m fine, del Código de Comercio v 514 
del Código Civil. Porque, a pesar de hallarse demostrado que 
aquellos hechos fueron inevitables, no media constancia "plena 
e indubitable" de que haya concurrido, además, el requisito de 
imprevisibilidad, sin cuya presencia la obligación de resarcir que 
pesa sobre el empleador no puede ser excusada. 

14 9 ) Que, habida cuenta de las normas que rigen la apela- 
ción extraordinaria y de la naturaleza de las cuestiones plantea- 
das como fundamento del recurso, las conclusiones de que se 
hace mérito en los considerandos 4* a 8*, son irrevisibles por 
esta Corte, en cuanto venan sobre puntos de hecho y prueba, 
propios de los jueces de la causa y ajenos a la presente instancia. 
U> mismo corresponde decir acerca de la cuestión de derecho 
común relativa a si las disposiciones legales que la Cámara 
invoca autorizan o no a exigir la concurrencia conjunta y simul- 
tánea de los requisitos de inevitabilidad e imprevisibilidad vin- 
culados a la noción jurídica de fuerza mayor. 

15*) Que, en cuanto al fondo del asunto, la sentencia impug- 
nada encierra dos afirmaciones esenciales que representan su 
principal c imprescindible sustentación. Sostiene, primeramente, 
que los actos injustos, arbitrarios y persecutorios de una dicta- 
dura son previsibles para aquellas personas que la combatieron, 
o bien adoptaron frente a ella una actitud independiente y ergui- 
da, de donde se sigue que a esas personas no les es permitido 
alegar la eximente de fuerza mayor en situaciones como la aquí 
examinada. A este respecto, según se ha visto, la Cámara dice 
que, si bien el empleador "debió pensar que no podían las auto- 
ridades constituidas violar el orden jurídico establecido, no es 
menos cierto que el estado de cosas imperante en ese momento 
hacía previsible que, en una u otra forma, la actitud asumida 
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por ta demandada debía llevarla a la situación que en definitiva 
debió afrontar'*. O sea que, dado que el diario "La Prensa" 
tomó "posición clara en la lucha" por "Ja defensa de los dere- 
chos y libertades " T ha de admitirse que estuvo dispuesto "a 
afrontur todas las consecuencias", lo que supone que las previo. 

16?) Que la segunda afirmación fundamental del fallo es la 
de que los actos de la Comisión Parlamentaria Mixta fueron, de 
algún modo, determinados u originados por la conducta de la 
demandada. Así se desprende de diversas consideraciones for- 
muladas por la Cámara, especialmente del pasaje en que se afir- 
ma que, a fin de que juegue la eximente de fuerza mayor, es 
indispensable, a diferencia de lo que acontece en la especie, que 
"el acto voluntario del empleador no aparezca configurando la 
situación creada para desresponsabilizarse". Y, con alcance si- 
milar, la sentencia, en otro de sus considerandos, asevera que 
"los riesgos de la empresa derivados en la hipótesis de la con- 
ducción y dirección impresa a la misma, deben estar a cargo de 
ella", por lo que las circunstancias aquí examinadas importarían 
una "contingencia cuyo acaecer se avino la demandada a pade- 
cer" y debió soportar "por su cuenta y riesgo" (fs. 4211). 

17?) Que, con toda evidencia, la primera de las referidas 
afirmaciones no es jurídicamente valedera en un doble sentido. 
Ante todo, porque, conforme a lo expuesto, la Cámara no consi- 
dera ni analiza la previsibilidad — que da por existente — como 
cuestión de hecho a decidir con sujeción a la prueba reunida en 
autos. Al contrario, la lectura de los párrafos más arriba trans- 
criptos demuestra que el fallo, en esta parte, se funda por entero 
en una generalización absoluta, emanada de un puro razonamien- 
to abstracto, impreciso y genérico, y, por tanto, desvinculado de 
las específicas modalidades del caso, razonamiento que podría 
ser válido para cualquier víctima de cualquier dictadura en cual- 
quier sitio de la tierra y con referencia a cualquier acto dicta- 
torial Y ello traduce desconocimiento de los principios rectores 
del proceso civil, cuyo norte es el establecimiento de la verdad 
jurídica objetiva (Fallos: 238 : 550), en conexión con los elemen- 
tos concretos y vitales que constituyen la situación juzgada. 

18*) Que, por otra parte, ese primer fundamento del fallo 
es. en sí mismo, insostenible. En la medida en que la dictadura, 
por definición, se sale del marco de lo jurídico — al menos en 
un sistema institucional como el argentino — , su rasgo típico es 
el auge de la arbitrariedad estatal o, lo que es lo mismo, la 
quiebra de la previsibilidad en lo concerniente al ejercicio del 
poder público. No es razonable ni serio, por tanto, que, en su- 
puestos como el presente, la condición del deudor, en orden a su 
imputabilidad jurídica de la que nace una grave responsabilidad 
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patrimonial, se hag . depender principalmente de la afirmación 
dogmática de que él ha debido prever y en los hechos — no acre- 
ditados — lia previsto Jas incontables manifestaciones de ilicitud 
u opresión de que los órganos estatales son capaces una vez que 
han implantado un régimen sujeto al imperio de la fuerza. La 
pre visibilidad a que se refiere la doctrina relativa a la eximente 
de fuerza mayor no puede ser sino la previsibilidnd dentro de 
una comunidad en que his normas jurídicas imperan y son aca- 
tadas por la autoridad pública. Xo cabe, por ello, ni siquiera 
pensar en nn sistema de previsibilidades que parta de la arbitra- 
riedad tiránica, ya que ésta es en sí misma imprevisible dentro 
de un ordenamiento institucional como el vigente en el país, que, 
al preceptuar inicia luiente la subordinación de los gobernantes 
u la ley hto sema, excluye la hipótesis del poder autoei ático 
(doctrina de Fallos: 191: 388, p. 3írJ; 1*34: S'2; véase, asimismo, 
Fallos: 156': 12(¡, considerando 5 9 ), Dicho en otras palabras: 
únicamente la respetuosa observancia del M Estado de Derecho" 
en cuanto supone un Kstudo cuyas potestades son limitadas y se 
hallan sujetas al deslinde de competencias fijadas por la Consti- 
tución, garantiza una estabilidad calculable de las relaciones 
entre gobernantes y gobernados (Fallos; 137: 47, p. titi; .1. Xifisa 
Hf.has, V tirso de Derecha Constitucional, ed. 1957, t. I, p. 36; 
C. .1. Frikomch, Teoría y realidad de la organización constitn- 
cional democrática, ed. 1945, p. ¿37). Mientras que, a la inversa, 
como esta Corte lo tiene firmemente declarado, de un gobierno 
que entroniza la arbitrariedad y se coloca fuera de la Constitu- 
ción, sólo cabe esperar la anarquía o la tiranía (Fallos: 191: 
197) con sus ominosos, multiformes y esencialmente imprevisi- 
ble* excesos represivos. 

19*) Que las objeciones que preceden no son impedidas por 
el hecho de que la Cámara cite diverso» antecedentes vinculados 
con la presente causa (véase considerando 12», letra e de esta 
sentencia). Se trata, en verdad, de varios actos administrativos 
o de investigación y de "otros relacionados con los miamos" 
(fs. 4193) que, aun cuando haya podido tenérseles por igual- 
mente persecutorios contra el diario "La Prensa", no respon- 
dieron, en cambio, a un plan conocido o siquiera imaginable, de 
nimio tal que ninguna razón autoriza a considerarlos como ante- 
cedentes necesarios ni como prea nuncio de los hechos sucedidos 
a partir del mes de enero de 1951. Y, en cuanto a la afirmación 
hecha por la Cámara de que "ya había acontecido idéntico epi- 
sodio frente a otros órganos periodísticos en no lejana época .", 
conviene señalar que, justamente con motivo del aludido "epi- 
sodio", qne lo fué la clausura de diarios y periódicos por orden 
de la Comisión Bien me ral investigadora de torturas y nctivida- 
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de< antiargentinas — en el año 1Í)5U — «no de los altos tribunales 
del país, la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos 
Aires, ul pronunciarse sobre un litigio sustaneialincnte parecido 
al que aquí se juzga, declaró la existencia de fuerza mayor y 
desestimó la demanda que, con fundamento en la ley 11.729, 
habíase incoado contra el diaria "La Xueva Provincia" de la 
ciudad de Babia Blanca (caso "Xardini, Santiago C. v. Diario 
«La Xueva Provincia»", rev. "La Ley", t. tío*, p. 647). En tal 
oportunidad, el Dr. Julio Moreno Hueyo, miembro del antedicho 
tribunal, sostuvo que la clausura dispuesta por la Comisión Biea- 
meral de 1950 importaba "un acontecimiento absolutamente im- 
previsible y en el mismo grado imposible de resistir", a sea "un 
hecho del príncipe" determinante de inimputahilidad patronal, 
por no mediar "precepto alguno" que lo autorizara y, además, 
por ser "muy discutible que tales medidas puedan concillarse 
con una disposición tan terminante como la del art. 23 de la 
Constitución Nacional" (art. 32 del texto actualmente en vigor). 

1W) Que, a su turno, la segunda afirmación básica en que 
se sustenta el pronunciamiento de la Cámara es, también, clara- 
mente irrazonable. Las más de las veces, en efecto, los crecientes 
desafueros de una dictadura encuentran su antecedente en la 
proclividad autocrática que la caracteriza, y no en el altivo com- 
portamiento de quienes practican o defienden la libertad. Por 
regla general, ese comportamiento no actúa como causa, sino 
que, a lo suino, representa un obstáculo en el camino que lleva 
a la culminación del despotismo. Tal es, precisamente, el carác- 
ter que corresponde atribuir a la conducta de la demandada, 
sujeta ahora a examen judicial. Así lo evidencian los conside- 
randos del ya citado decreto-ley 4360/55, en los que la sentencia 
apelada encuentra la más concisa y veraz exposición de los hechos 
litigiosos. En esos considerandos, según ya se dijo, está escrito 
que las medidas de la Comisión Parlamentaria Mixta formaron 
parte de un proceso inspirado en "el exclusivo propósito de si- 
lenciar definitivamente un órgano independiente de la opinión 
pública", o bien de "acallar una opinión contraria al régimen 
de gobierno entonces imperante", al través de "graves hechos 
consumados contra principios jurídicos y morales". De donde 
resulta que la interpretación acogida por la Cámara, según la 
cual la independencia del órgano periodístico habría motivado 
los actos encaminados a silenciarlo, no se compadece con la con- 
creta y admitida realidad del caso, pues lo que ésta evidencia, 
en rigor, es que la voluntad persecutoria de que aquí se trata sur- 
gió en el seno mismo del poder, como una de las más típicas 
expresiones de su expansión totalitaria. 

21*) Que, por lo demás, la conclusión que se deduce de lo 
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precedentemente expuesto no cambiaría aunque estuviera pro- 
bador que los propietarios del diario "La Prensa" supieron que 
los hechos sobre los que versa el litigio iban a ocurrir fatalmen- 
te. En la hipótesis de que tal fuera la situación planteada en au- 
to?» aun así no podría declararse la responsabilidad indemniza- 
toria de ta demandada, porque a ello se opondrían principios 
cardinales de nuestro ordenamiento jurídico. 

22*) Que, en efecto, tiene base constitucional el principio 
de que la persona que publica o dirige w; diario no puede ni debe 
ser sancionada patrimoníalmeiite por la sola circunstancia de 
que, habiéndose visto obligada a elegir entre el sometimiento al 
poder arbitrario y el legítimo ejercicio del dereeho que el art. 14 
de la Constitución Nacional le acuerda, elige esto último y prac- 
tica, "meritístmamentc", la libertad de prensa, actuando "cu 
defensa de fundamentales principios consagrados y reconocidos 
por la Carta Magna de la Nación" (véase considerando 9*) y res- 
guardando "con entereza y dignidad, los permanentes valores 
argentinos de libertad, democracia y justicia" ( véase conside- 
rando 7*). 

23 ? ) Que, de otro modo, tú se admitiera un criterio que, en 
las condiciones preindicadas, condujera n la sanción de la prensa 
libre, veríanse trastornadas las bases de la organización consti- 
tucional vigente, puesto qu se introduciría en ella principios co- 
mo el aforismo "quo pr inri (ti plantit lefi'ts haltrt rifforrm". que 
son repugnantes al Estado de Derecho. Y, al propio tiempo, se 
imputaría grave y ostensible contradicción a la Ley Fundamen- 
tal, dado que ésta, por un lado, aparecería garantizando la liber- 
tad de prensa contra los actos estatales abusivos o despóticos 
(arta, 14, 28 y 33 de la Constitución; doctrina de Fallos: 239. 
459), en tanto que, por otro lado y simultáneamente, establecería 
sanciones por el solo hecho de haberse ejercido esa misma liber- 
tad de manera legítima. A lo que cabría agregar, aun, otra con- 
sideración terminante. Dado que, jurídicamente, la conduefa de- 
hiiht es la opuesta a la conthtrta sancionada por el derecho, si 
esta Corte Suprema resolviera que, en situaciones como la que 
se juzga, puede existir sanción patrimonial, la premisa tácita 
del fallo que tal cosa decidiera sería la de que, bajo la tftctatlura, 
el deber de los periodistas es someterse a ella, con lo que vendría 
a incurriese en ln aberración esencial de sostener que el derecho 
obliga a una conducta deshonesta o inmoral. 

24*) Que sería posible sumar, todavía, una reflexión corro- 
borante Ningún acto judicial es susceptible de ser mantenido si 
sus más obvias inferencias hieren la conciencia jurídica y moral 
de la comunidad, manifestada en las normas y principios de la 
Constitución. Así acontece con el fallo recurrido, toda vez que 
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una do las conclusiones que de ¿1 surgen, de manera inevitable, 
es la que sigue : en casos como el sub lüe r son jurídicamente im- 
putables y están sujetos a sanción quienes resisten a la dictadu- 
ra o se muestran insumisos ante ella y, por tanto, atraen sus 
ataques y deben preverlos; mientras que, en idéntico caso, están 
libres de imputabilidad y de sanción los que colaboran con el 
régimen despótico o se subordinan a sus designios. Semejante 
connotación invalida la doctrina del tribunal a quo, porque, en 
suma, viene a consagrar una suerte de gravamen irracional im- 
puesto al goce y ejercicio de libertades constitucionales. 

25*) Que, de conformidad con lo dicho, el fallo de fs. 4185/ 
4216 asigna a los preceptos legales que invoca (arta. 157, ino. 1% 
del Código de Comercio y 514 del Código Civil) una inteligencia 
que, en el caso, contradice los principios enunciados en los con- 
siderandos anteriores. Entre las libertades que la Constitución 
Nacional consagra, la de prensa es una de las que poseen mayor 
entidad, al extremo de que sin sn debido resguardo existiría tan 
sólo una democracia desmedrada o puramente nominal. Incluso 
no sería aventurado afirmar que, aun cuando el art. 14 enuncie 
derechos meramente individuales, está claro que la Constitución 
al legislar sobre libertad de prensa, protege fundamentalmente 
su propia esencia democrática contra .toda posible desviación 
tiránica. Ha de concluirse, entonces, que tiene máxima jerarquía 
constitucional la exigencia de que el uso legitimo de la libertad 
de prensa no pueda ser sancionado cuando se la ejerce contra 
las manifestaciones radicalmente ilícitas de la dictadura. Y va de 
suyo que ese requerimiento debe prevalecer sobre cualquier in- 
terpretación de normas legales, por responsables que sean los 
intereses que ellas tutelen. 

26*) Que, en consecuencia, los agravios que fundan el re- 
curso extraordinario de fs, 4351/4356 debeni ser acogidas, por lo 
que corresponde revocar el pronunciamiento apelado en cuanto 
niega la existencia de causales excluyentcs de la responsabilidad 
indemniza toña del empleador. 

27*) Que de tal conclusión no puede inferirse de modo algu- 
no que carezcan de protección jurídica los empleados que perdie- 
ron su trabajo a raíz ile los hechos controvertidos en la causa. L» 
circunstancia de que el art. 157, inc. 1* del Código de Comercio, 
no sustente la demanda, no priva a los actores del derecho de 
invocar otras disposiciones de la legislación positiva a fin de 
reclamar la reparación debida por el o los responsable*. Porque 
si, como el tribunal a quo lo decide, han mediado actos ilícitos que 
damnificaron directamente a la demandada y por los cuales los 
actores sufrieron perjuicios de manera indirecta, es lo cierto que 
el derecho argentino prevé también medios que permitirían con- 
templar con justicia, situaciones de esa especie. 
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t¿ue lo dicho en los considerandos precedentes hace in- 
necesario examinar las pretensiones expresada» por los deman- 
dantes al fundar el recurso extraordinario que interpusieron (fs. 
4221/4235), Resuelto, en efecto, que ninguna responsabilidad in- 
deu miza loria puede ser atribuida a la demandada por la ruptura 
del contrato de trabajo, es obvio que no cabe emitir pronuncia- 
miento alguno sobre las diversas cuestiones que los actores plan- 
tearon acerca de la extensión de esa responsabilidad, con base cu 
la ley 1±ÍH)8 y el decreto-ley 13.839/46, así como en la doctrina de 
la ni hit i -a r i edad y en los arts. 16, 18 y 19 de la Constitución Nacio- 
nal. V, por idéntico motivo, tampoco es susceptible de ser consi- 
derada la petición de que las costas sean impuestas a la demanda- 
da "liara el supuesto de una confirmatoria en lo principal". 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador Ge- 
neral, se revoca la sentencia apelada en cuanto ha sido materia del 
recurso extraordinario interpuesto por la demandada. 

Benjamín Villegas Basa vil baso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrld 

— Luis María Boffi Bogoero — 
Julio Oyhanarte — Pedro Abe- 
rasti'ry — Ricardo Colambres — 

— Esteban Imaz. 



AIDA AGriRRE B* AVET v. JOSE ALTTBE Y BENICIO FERRAKO 

RECVRSO KXTBAOBDIXABIO: Reqttiiito* fomait*, lniroé*tciÓu de l < nufif- 
iián federal, GportHnidad. 

Establecido que el caso no comporta específicamente demanda MV ciunpli 
miento de un fon ven i o anterior, que se pretende homologada por la» Cámaras 
Paritarias; que se trata de uní arción distinta de ]a promovida con ante- 
rioridad entre las partea — terminada por desistimiento de la actor* — , a 
fin de decidir sobre la oportunidad del planteamiento de la inconstitucio- 
uslidj.d de loa organismos paritarios, sólo deben tenerse en cuenta Jas 
constancia* del juicio actual. Y puesto que la cuestión federal ha sido oportu- 
namente introducida y mantenida en él, corresponde, conforme a lo resuelto 
por la Corte sobre el punto, revocar la sentencia apelada y dejar sin efecto 
lo actuado en la causa. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El presente juicio hállase vinculado con el que anteriormen- 
te siguieron las partes por expediente 2361 de la Cámara Regio- 
nal de Tronque Lauquen que corre agregado. 
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En dicho juicio el demandante aceptó la jurisdicción de aquel 
organismo como así resulta del acta obrante a fs. 40, '41 en la que 
consta el convenio celebrado entre Jas partes, uno de cuyos ejem- 
plares re remitió a la Cámara Paritaria como constancia del arre- 
glo con tpie se daba por terminado el pleito y de los compromisos 
contraídos. 

En el escrito de demanda corriente a fs. 6 de estos autos lo 
*|de en definitiva se reclama es el cumplimiento del mencionado 
convenio, y en tales condiciones estimo que las cuestiones federa- 
les articuladas por el apelante resultan extemporáneas. 

El recurso extraordinario viene entonces a ser improcedente 
y correspondería declarar que lia sido mal acordado ¡\ fs. 71. Bue- 
nos Aires, 26 de junio de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA COttTE Sl/PHEMA 

r 

Buenos Aires, 11 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Avet, Aída Aguirre de c/ Altube, José y 
Benieio Ferrara s/ excepción prórroga legal art. .">J inc. a) y 53 
ines. a) y b)'\ 

Considerando : 

l 9 ) Que el Señor Procurador General, en su dictamen de fs. 
88, opina que el presente recurso extraordinario es improcedente 
y corresponde declarar que ha sido nial acordado por el a quo, con 
fundamento en que el apelante aceptó la jurisdicción de la Cámara 
Regional de Trenque Lauquen en el expediente 2361, que corre 
agregado, lo que "resulta del acta obrante a fs. 40/41 en la que 
consta el convenio celebrado entre las partes". . 

2*) Que de lo expresado se seguiría, según lo afirma el Señor 
Procurador General, que por el escrito de demanda de fs. 6 de 
estos autos, "lo que en definitiva se reclama es el cumplimiento 
del mencionado convenio". Y en tales condiciones, "las cuestio- 
nes federales articuladas por el apelante resultan extempo- 
ráneas". 

3*) Que del examen de las constancias de autos, resulta 
que: a) en el expediente 2361, agregado por cuerda a pedido del 
Señor Procurador General, obra una anterior demanda de la 
actora contra el aquí también demandado, por excepción de pró- 
rroga legal, pero con fundamento distinto ai de la presente causa 
(art. 52, inc. a) y 53, ines. a) y b), de la ley 13.246 en aquel expe- 
diente, y 52, inc. d), de la misma ley, en estos autos) ; b) el con- 
venio no fué celebrado ante aquella Cámara Regional, sino ante 
el Juzgado de Paz de la eiudad de Lincoln, según se desprende de 
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la copia acompañada a los autos por la propia actora; c) esc 
convenio no fué homologado por la Cámara Regional de T renque 
Lauquen, sino que, ?ou su presentación, la señora Aída Aguí r re 
de Avct, >o licitó se lu tuviera por desistida de la acción dirigida 
contra José A hube. 

4*} Que, en tales condiciones, el caso de autos no comporta 
específicamente demanda por cumplimiento de aquel convenio, 
no resultando, por tanto, aplicable al caso la doctrina de esta 
Corte, señalada en los precedentes de Fallos: 234: 163 y 23Í): 
249, entre otros, habida cuenta, principalmente, de que en el sub 
lite se trata de acción distinta a la promovida en el anterior jui- 
cio fundada en causales normativas y de hecho también diferen- 
tes. A lo que aún cabe agregar que el proceso anterior terminó 
por desistimiento de la actora y en él sólo tuvo ocasión, el apelan 
te, de contestar la demauda aduciendo negativa de las articula 
ciones de la demandante. En consecuencia y en cuanto a la opor- 
tunidad del planteamiento de la inconstitucional idud alegtada, 
debe estarse solamente a las constancias del presente juicio, de 
donde resulta que la cuestión federal ha sido debidamente intro- 
ducida en la causa. Por ello, el recurso es procedente, en su as- 
pecto formal, y así Be lo declara. 

5*) Que, en cuanto al fondo del asunto, por las razones ex- 
puestas en los votos emitido.- por Ion jueces de esta Corte al fallar 
el día 1» de setiembre de 1H60 la causa F. 361. XIII. 4 'Fernández 
Arias Elena y otros c/ Poggío José (sucesión)", corresponde 
revocar la sentencia apelada y dejar sin efecto lo actuado en estos* 
autos. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se revoca la sentencia apelada de fs. 60/63 y se deja sin 
efecto lo actuado en esta causa. 

■ 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Akáoz de Lamadhid 
— Julio Oy han arte — Ricardo 

COLOMBRES. 



GUSTAVO CAHHEGA GAYAN 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES: Jubilaciones Determinación 
«VI monto. 

ta parte iM ort. '24 de la ley 14.:J70 según la cual el reajuste y/o transfor- 
mación se haré "con la inclusión de loa servicios y remuneraciones perti- 
nentes", significa que, en el caso de un jubilado que ba vuelto al servicio, el 
haber definitivo debe fijarse tomando en cuenta todas Jas remuneraciones 
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correspondientes a los servicios que ha pregado paru establecer el promedio 
de lo* cinco años mejor remunerados. 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES: Jubitaeioncn. Determinad** 
del monto. 

Conforme al régimen de la ley 14.370, en easo de «NtWkWfHi exi»temte$ al 
tiempo de su vigetiein, )a compatibilidad del goce simultáneo ile jubilación 
y sueldo es admisible, pero >lo hasta el limito permitido por las disposi- 
ciones vigentes en el inomcmo en que tales situaciones quedaron configu 
radas. En el easo, por haber excedido In jubilación y el sueldo percibido* 
por el jubilado que volvió al servicio el limite de m$n. 3.000 fijado por 1* 
ley 11.971, es proedente el cargo por ajuste lonuulutlo por el tiempo en que 
ne excedió dicho límite. 

Dictamen kkl Pkoítwai*ib Okmkrai. i>kl Thabajo 
Excma, Cámara: 

He trae a conocimiento v decisión de V.E., mediante el recurso interpuesto 
contra la resolución del Instituto Nacional de Previsión Social corriente a fs. 80 
vta., una interesante cuestión que, por su materin, no es la única que llegara 
por aquella vía a este Tribunal, ya que existen fundadas raíones para pensar 
que el presente easo no es singular, sino el de muchos jubilados qt. deben 
encontrarse en análoga situación a la que se encuentra el recurrente, respecto 
de quienes, seguramente, el Instituto y las respectivas Caja», seguirán aplicando 
el mismo criterio interpretativo que el que se ha hecho prevalecer en el presente. 
Por de pronto en la fecha me he expedido en un raso, que aunque con algaras 
variantes que no inciden en el problema central debatido, se encuentra radicado 
ante la Sala III, autos: "Arrieta, Narciso", expediente 17.9:11. 

En efecto, trátase de resolver la cuestión relativa al procedimiento que debo 
seguirse, respecto a la fijación del monto jubilatorio que corresponde asignar 
a un jubilado que vuelve al servicio y que luego cesa en el mismo, estando 
tiente la ley 14.370. 

É caso concreto es el siguiente: Al ingeniero Gustavo Cárrega Gayán se 
le acordó por resolución de fecha 12 de junio de 1&53 — fs. 20— el goce do 
jubilación ordinaria íntegra, «ni un haber mensual de m$n. 1.384,81, que luego 
¡se elevó fi la suma de m$n. 1.429/M por decisión de fecha 21 de setiembre d«f 
1954 _f ÍI 4;í_ t habiendo cesado ci¡ el servicio el 31 de enero de ese mismo año 

f H . 39—, ingresando nuevamente en la Dirección General de Catastro del 

Ministerio de Obras Públicas de la Nación, en el que se desempeñó hasta el 1!» 
de abril de 1950, luego de lo cual solicitó el reajuste del monto de su jubilación 
que, según resolución de i's. 50 y en conformidad ni cómputo de fs. 4& y a la 
escala de la ley 14.370, ascendió a la suma de m$u. 1.880,28, formulándose -cargo 
por aportes personales omitidos "en la furnia establecida en las disposiciones 
legales vigentes y lo («erribido desde igual fecha —percepción del último suel- 
do en virtud de la resolución anterior — fs, 43 — que queda firme en sus 

restantes disposiciones, reclamándose al P. K. el aporte patronal". 

El hfiber jubilatorio establecido se fijó, como se ha dicho, en base al cómputo 
dr fs. 50, el cual se efectuó teniendo en cuenta lo normado en la ley 14.370 
_„rt. 24— según la resolución recurrida — vale decir, sumando Jas remunera- 
ciones percibidas n partir del 20 de abril de 1951 al 19 de ese mismo me» del 
nño 1956 (lapso de 5 años)—, cuyo promedio arrojó la cifra de mfn. 2.217,13, 
aplicándose la escala del nrt. 3' de la ley 14.370 y no la de la ley 14.069 romo 
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en fon un impresa ti ir uní en la aludida planilla, lo que indudablemente ha podido 
inducir a error. No existe iluda pie l;i ley aplicada Im sido la 1-1.370 y m escala, 
puesto (pie » 1 efectuarse I» discriminación, el promedio de cinco años arrojó la 
sumo de mín. 2.217.1:). pero al aplicar ln escala, fijó como básico m$n. 1,750, 
abrevándole el excedente de itiín. "217,i:« respecto ii m$ii, 2.000 sobre ei que 
«e calculó el IJO'Í ( > «a de m$n. 130.2H. lo «pie está significando que se aplicó 
aquella escala del art. SÉ» de ta ley 14.370, que establece que cUaiuln el sueldo 
promedio oscila entre mín. 2.*HMí y 5.0O0, «e tomará COIllO básico la cantidad 
ile inifn. 1.75*1 más el tiO'í del excedente ile m$n. 2.ÍHMI. Kn cambio, el art. 2* 
de ln ley 14.009, que substituía la escala del nrt. 17 de la ley 4:i49, establecía 
l<is inisiiins electos tratándose de sueldos superiores a m$n, 2.(100, un básico 
ilc fnfn. 1.Ó10, más el 40 r / f del excedente sobre esos mfii. 2.000, lo que induda- 
hk mente no hubiere arrojado el monto jubilatorio que establece la resolución 
ile fs. 50, desde que, por aplicación de la ley 14.009 el haber debió ser de 
m$n. 1.000,35 — n#n. 1.510 de básico — , más el M\ f / t del excedente de mín. 
a.000: 217.1.1 por 40: m-fii. S0.85, o sea m*D. 1.510 más 86,a5: l.SOti.&'S. 

Notificado fie esta resolución el ingeniero Cárregn Gayan interpuso recurso 
de revocatoria y apelación en subsidio par» ante el instituto Nacional de Pre- 
cisión Social —nrt. 13 de la ley 14.230—, exponiendo en el eserito de fs, 56/63 
las razones de orden legal que a su juicio erun suficientes, para demostrar la 
equivocada tesitura de la Caja. 

Sostuvo que las disposiciones tenidas en cuenta para los cálculos que sirvie- 
ron de base para dictar la resolución impugnada no eran de aplicación, toda 
vez que íio habla continuado en el cargo para obtener mayor beneficio, ni soli- 
citó mejorar su prestación ron las normas de la ley 14.009, si es que su jubilación 
la había obtenido por dicha ley y no por las anteriores. Qne al acogerse a la 
jubilación, previa renuncia del cargo, en el año 1864, efectuóse el reajuste pora 
incorporar al cómputo previamente determinado para la prestación, los sueldos 
y bonificaciones correspondientes a] pequeño lapso transcurrido entre la pres- 
tación de la certificación de servicios y la cesación real de los misinos. Que 
dicha jubilación le fué acontada de acuerdo con las regla mentaciones vigentes 
en aquel momento — ley 14.009 — , aplicándose las nonti;-. s generales de la misma 
y que el reajuste que ella autoriza no puede ser de aplicación a su caso, que 
está perfectamente legislado por la ley 14.370 y su decreto reglamentario. Agre- 
da que esta ley y su decreto reglamentario 1958/55, no priva a los jubilados 
de reajustar su beneficio por el procedimiento establecido en e! decreto 931 0/40, 
sino que, por el contrario, lo ratifica y deja sin efecto el tope de m$n. 3,000 
fijado en el misino, no pudiéndose admitir, por tanto, el lapso de 5 años, 
tomados para el cálculo del haber jubil .torio, ya que tal procedimiento podría ser 
aplicado en lo» casos contemplado» por lo» «rts. 5, y 12 de 1» ley 14.069, 
respecto :i prestaciones anteriores pero no al caso presente incluido expresa- 
mente en la ley 14,370, no pudiéndose de igual modo aceptarse el cargo por 
apartes adeudado* por la inclusión del beneficio por mayor costo de vida, desde 
qtie el decreto 11.001/55 establece que tales adicionales serán computados como 
sueldo, con cargo a los agentes en actividad y ni» tttrtjo para los beneficiarios 
de prestaciones de pasividad. Sostiénese, en definitiva, que en razón de haber 
cesad» en sus nuevos servicios, en época en que se encontraba vigente la ley 14.370, 
por aplicación de lo preceptuado en el art. 24 y 10 del decreto 1958/55, corres- 
ponde que el reajuste de su jubilación se determine considerando íntegramente 
todo- los sueldos y bonificaciones percibidos durante el lapso que desempeñó el 
cargo en el Ministerio de Obras Públicas, sumando a la vez la totalidad de 
sue!dos y remuneraciones percibidas con anterioridad a la primitiva prestación 
y a! promedio total, aplicar la escala de reducción legislada por la ley 14.370, 
no comprendiendo tampoco el cargo formulado por aportes omitidos, como derí- 
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vados de E;i limitación imputóla |n>r ■'] art. 21 del decreto ÍJ."Híi, ni tampoco por 
la lutiiliiLid de los beneficio* por costo de vida, ya qut> los percibido* con ante- 
rioridad a su jubilación deben sor liquidados sin cargo, Metido sólo aplicables 
por el período en actividad — V de febrero de 1954 y 18 de abril de 1958 — que 
deberá ser deducido n razón del ó */, de! haber mensual juhilatorio — art. :i "— . 
A la suma total de sueldos, debe agregarle el henelicio del decreto 42(¡2, por 
tratarse de un incremento en su condición de .jubilado ijiie ennserva en el pre- 
sente y f|iie le oorreMponde por no existir cláusula en contrario y como así las 
bonificaciones de los decretos 7(tí~>'51, UIHMl/52 y ley 14..170, nclarúndnse que las 
bonificaciones por rosto de vida deberán ser o no incluidas, según resulte un 
mayor beneficio frente a los obtenidos por aplicación de los rilados decretos 
7025/51 y (¡01X1/52 y en caso de incrementición favorable el cargo debe formu- 
larse por el pi-ríndo de actividad únicamente. 

L:i Caja por resolución de fs. lió. desestimó la solicitud interpuesta por el 
ingeniero Carreja (¡ayán cu cuanto al procedimiento adoptado para practicar 
el reajuste, como así lo concerniente a la incompatibilidad establecida jKir npü 
catión de los nrts. 24 y Hi, respectivamente, de la lev H.:i70, concediendo, en 
cambio, el recurso de apelación interptu >to en subsidio 

Radicados los autos en el Instituto Nacional de Previsión Social, se expide 
ti ls. ti!) el Sr. Jefe del ! lepa i lamento de Asesoría .Jurídica. Este dictamen es 
nuic o más completo y analítico que el que be tenido oportunidad de leer en 
el caso del Sr. Narciso A mita, ni que me lie reí crido al comienzo de esta vista. 
Expresa el Sr. Asesor Letrado que si bien la última parte del art. 2(¡ de la 
ley 14.:í7« y art. 18, 2da. parte, del decreto reglamentario 1958/66, autorizan 
la compalihitidad dispurstn en la primer parte del mismo art. 2li, cuando en 
las situaciones existentes como la de autos no hubiera habido impedimento leiíal, 
lo cual permitió al peticionante percibir hasta m*n. ít.flOI) acumulados por npli- 
cíición del art. 21 del decreto D3Í6/46> ello no impide que »e aplique la ley 14.:í70 
para reajustar el beneficio, por eunnto para el reajuste no rige en absoluto el 
decreto !):¡ll}/4u\ tomo cxccpcionalmcntc riuió para ln compntibilidad en deter- 
minados casos. Que al establecer el art. 24 que los beneficiarios de jubilación 
que vuelvan al servicio o continúen en otro que no hubiera sido considerado para 
oto rüiirlcs la prestación, podrán solicitar, al cesar en el mismo, el rea junte y /o 
transformación del benefició con inclusión de los servicio* y remuneraciones 
pertinentes, se remite a la reglamentación para determinar el procedimiento u 
seguir para dicho reajuste o transformación, estableciendo la nueva remune- 
ración base o promedio. Esto es, que id practicarse el nuevo cómputo basta la 
ierha de cesación definitiva, se amplía el término de servicios primitivos ron la* 
consecuencias de un aumento en su monto, por la inclusión di- nuevas y mayores 
remuneraciones. El art, 1 II del decreto regla menta rio señala al respecto que para 
determinar la nueva remuneración base se tendrán en cuenta las remuneraciones 
correspondientes a los servicios prestados por los afiliados y no las sumas perci- 
bidas en concepto de jubilación. Que la aplicación de la escala de reducción 
establecida en el art. :i* de la ley 14.371 >. referida a las jubilaciones ordinarias, 
cuyos baheres comiencen a devengarse a partir de la vigencia de la ley. proce- 
dería enionecs sobre el promedio considerado de acuerdo a las disposiciones 
legales que rigen el otorgamiento de ln prestación en ese momento. Airrcsase 
que en otras palabras y en relación al caso de autos, el nuevo promedio de 
sueldos debe ajustarse a lo preceptuado en el art. 14 de la ley 14.:i70. exrepto 
cuando resulten más ventajosas para el afiliado las disposiciones de las leyes» 
especiale*i en que estuviesen comprendidos. Pero en cualquiera de las situaciones, 
las rem une rae iones a computarse siempre deben referirse a las percibidas durante 
el término de cinco años que se elija para el promedio y nunca incorporar a 
éste suma» corresqmndientes a periodos no considerados en diebo promedio. 
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En cuanto al cargo impugnado, resulta de los cálculos efectuados a fs. 52 y vta. 
C incluye ¡id-mis proveniente» del ajuste por aplicación del límite de compatibi- 
lidad fijado en el art, 21 del decreto 9310, referido al período 1» de octubre 
de 1954 hI 19 de abril de 1950, durante el eual el nombrado tuvo asigno das bis 
remuneraciones certificadas a fu. 47/8 y 50. Se estima que el procedimiento 
adoptado por la Contaduría de la Caja es correcto, puesto que, contrariamente 
a lo sostenido ¡>or el apelante, las previsiones eontcnidas en el decreto 9,116, en 
este cano art 21, no han sido modificadas, ni suprimidas par» las situaciones 
existentes y permitidas antes de In sanción de ta ley 14 ^70. 

Se accede a las pretensiones del recurrente en cuanto a In inclusión de boni- 
ficaciones por costo de vida, por aplicación dt* lo dispuesto en el decreto XI. 001/ 
55, resultando viable el cargo formulado por los conceptos liquidados a partir 
del I* de febrero de 1954, oportunidad en que, ni mi teniendo el recurrente sil 
condición de jubilado, volvió al servicio activo hasta cesar definitivamente el 
19 de abril de 1950, colocándose de ese modo en la situación prevista en el art. 3» 
del mencionado decreto. 

En definitiva, se aconsejó: 1) Confirmar la decisión de la Caja — fs. ñS~; 
2) Mantener el cargo por ajuste en relación al período V de octubre de 1954 
a 19 de abril de 1950, por aplicación del límite de compatibilidad fijado en el 
«rl. 21 del decreto 931(1; 3) Declare r de aplicación lo dispuesto en los arta. 2* 
y 4* del decreto 1 1.001/55 en cuanto autorizan la liquidación sin cargo del mayor 
baber que resulte de computar los importes percibidos por el apelante en enn- 
teplo de bonificaciones por costo de vida durante el periodo 20 de abril de 1951 
)f 31 de enero de 1954. 

El Directorio del Instituto Nacional de Previsión Social «probó este pro- 
yecto según así consta a ta. 80 vta., lo que lia provocado la interposición del 
recurso legislado en el art. 14 de la ley 14.230 con relación al primer y segundo 
pnnto de aquel proyecto, fundándose en los motivos que se expresan en el 
memorial de fs. 35/90, que en cnanto a su forma se ajusta a los requisitos 
exigidos por In doctrina y jurisprudencia para estos cosos, lo que incide para 
aconsejar su viabilidad procesal. 

Salvado ese aspecto, corresponde por imperio de lo preceptuado en el referido 
art. 14 entrar a considerar lo que lia sido materia de recurso. 

Con relación al punto primero de la resolución recurrida, según se ha 
podido apreciar en el relato efectuado, se observa que el Instituto Nacional de 
Previsión Social respalda sus conclusiones en dos circunstancias futid» mentales: 
a) que a los efectos del reajuste no se aplica el decreto 931o, por lo qua para 
la liquidación del mismo corresponde proceder en orden a lo preceptuado en 
los arta. 24 de la ley 14.370 y 16 del decreto reglamentario 1958/55; b) que 
el promedio debe fijarse en base a lo dispuesto en «1 art. 14 de la mencionada 
ley 14.370. 

I n mi opinión, tal tesitura es errónea, como trataré de demostrarlo, adh¡ 
riéndome por tanto a las exhaustivas y "njundiosaa razones aportadas por el 
apelante en su memorial de fs. 89/96, que aímente lia agotado el problema 
en discusión. 

Toda !a serie de dificultades interpretativas que bahía ocasionado el de- 
creto 9310 se pretendió aclararlas y solucionarlas por medio de 1» ley 14.370, 
■iendo índice- elocuente de ello el mensaje enyiado por el P. E. con motivo del 
proyecto de lev y la propia discusión parlamentaria, que en sus partes perti- 
tientes transcribe el apelante y que considero innecesario reproducir en esta 
•/isla, pudiéndose, en concreto, concluir de todo ello que en momento alguno fué 
propósito e intención derogar el art. 11 de] decreto 9310, que es el que gobierna 
el nmo, sino el de perfeccionar y ampliar los beneficios de la previsión social, 
uiti'. orinando la legislación vigente, evitando los conflictos surgidos de la api i- 
«ación c interpretación de aquel decreto. 
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Un simple cotejo de lo preceptuado en dicho art. 11 y en el art. 24 de Im 
ley 14.370, como asi también del 16 del decreto 1968/55, reglamentario de esto 
última, trae al ánimo la convicción de que no se oponen entre sí, como para 
tener por derogado el primero, a raíz de lo dispuesto en el art, 38 de la ley 14.370. 
Por L>1 contrario, bien podrá apreciara» que todo* ellos, en principio, fijan un 
solo procedimiento y criterio a seguir en lo que atañe n la forma de establecer 
el monto jubilatorio que corresponde liquidar al jubilado que vuelve a la acii- 
vidad y que se encontraba en ella al momento de dictarse el decreto o la ley. Si 
acaso ¡alguna variante pudiera constatarse, sólo reviste carácter aclaratorio o 
extensivo y no derogatorio de lo anteriormente legislado. 

El art. 11 del referido decreto 0116, dice texeua luiente: "Los afiliados que 
catán prestando servician y se hallen simultáneamente en el goce de alguna 
de h,t siguientes prestaciones: a) jubilación por cesantía; b) jubilación por retiro 
voluntario; el jubilación por invalides parcial; d) jubilación ordinaria íntegra 
reducida, podrán solicitar a la Sección o Caja otorgante de la prestación el 
reajuste dn la prestación que reciben, considerando las remuneraciones percibidas 
*ntca y después de entrar en el tforf de la prestación, que im hubieran sillo 
tomadas en cuenta para el otorgamiento de In misma". 

Kste fué uno de los artículos más discutidos, sobre todo respecto "a los 
remuneraciones percibidas antes y después de entrar en el goce de la prestn- 
ción". hasta que la Corto Suprema de Justicia de la Nación dejó sentado que 

10 único que exige dicha norma es que i|uien pida el reajuste se encuentre en 
actividad en el momento de su gestión, correspondiendo a los efectos de fijar 
el haber jubilatorio tener en cuenta todas las remuneraciones percibidas basta 
esc instante, vale decir, las anteriores a) otorgnmíento del beneficio y las poste- 
riores devengadas a raíz de su vuelta a la actividad (Fallos: 210 : 740 ; 220: 58). 

Habida cuenta de esta interpretación y lo que Huye de tos propios términos 
del artículo en cuestión, no cabe duda a mi entender que quien estando en goce 
de nna de las prestaciones enunciadas en esa norma, vuelve nueva mente al servi- 
do y luego por cualquier causa cesa en el mismo, tiene derecho al reajuste de 
su beneficio, cuyo monto debe componerlo el promedio que resulte del total de 
las remuneraciones percibidas por loa servicios prestados con anterioridad a la 
primitiva prestación y las que se hubieren devengado con posterioridad y en 
ocasión del nuevo cargo desempeñado. 

Ahora bien, el art. 24 de la ley 14.37» dispone: "Los beneficiarios de jubi- 
lación que vuelvan al servicio o continúen en otro que no hubiere sido considerado 
para otorgarles la prestación, podrán solicitar, al cese del mismo, el reajuste y/o 
transformación del beneficio, con la inclusión de los servicios y remuneraciones 
pertinentes, de acuerdo eon los requisitos que a tales efectos establezca la regla- 
mentación", es decir, que al igual que el art. 11 del decreto 0310, el jubilado 
i|iie vuchv al servicio, al cesar este, puede solicitar el reajuste de su beneficio 
o bien transformarlo — situación no contemplada en aquél — en base a la inclu- 
sión de los servicios y remuneraciones pertinentes, bajo las condiciones que la 
reglamentación debía establecer. Ésta vino por medio del decreto 1058, dictado el 

11 de febrero de 1055 v publicado el día 17 del mismo mes v año en el Boletín 
Oficial. 

Dice el art. IB: "El reajuste y/o transformación del beneficio establecido 
por el art. 24 de Id ley, sólo procederán cuando los servicios que se invocan 
a tal efecto, por los cuales se hubieren efectuado aportes, alcancen a un mínimo 
de un año. Para determinar la nueva remuneración base se tendrán en cuenta 
las remuneraciones correspondientes a los servicios prestados por tos afiliados y 
no las sumas percibidas en concepto de jubilación, salvo el caso de los beneficia- 
rios de jubilación por invalidez que podrán acumular ambos importes hasta 
el límite de compatibilidad establecido en el art. 28 de la ley. K1 monto del 
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nuevo haber se determinadi de conformidad con In fútala de reducción vigente 
al tiempo de la última cesación de servicios, jhto el utifiizio no podrá 3er inferior 
«I «¡lie percibía el «filiado con anterioridad si reajuste". 

Se mantuvo pues, en principio, el criterio del art. 11 del decreto 03lfl, res- 
pecto a h computación de servicios y remuneraciones, ya que la unirá diferencia 
gramatical que se constata es que no se indica que la* mismas fueran la* perci- 
bidas "antes y después" de la prestación, sino que |ior la nueva norma se dic. 
sencillamente "las remuneraciones correspondientes a los servicios presta r>on pnr 
el a Ti liado", o sea todas las percibidas, sin distingo de ninguna clase, pltijfa que 
■ j> no dudar son Ina mismas a que alude el art. 11. 

La innovación en el nuevo régimen consiste en la determinación de do.% 
condiciones o requisitas que no contenía el prcmcm-ionado art, 11, pero -jur en 
forma alguna contribuyen a derogarlo, sino, por el contrario, a ampliarlo o 
lulariirio. a fin de evitar algunas situaciones confusas que se habían creado 
nprnvecltundo el silencio de la ley y acaso especulando con e) mismo. I'íiii d'- 1 
aquélla* consistió en requerir que a los fines del reajuste se Imhieren eiietuado 
anortes por un mínimo de un año. La otra variante radicó en la eirciiristamb 
rtlntiva a no tener en cuenta las sumas percibidas en concepto de jubilación, 
dignificándose con ello que queda proscripto el sistema de tomar como huso el 
primitivo haber, sumándole las remuneraciones posteriormente percibid*,-:, para 
fijar el promedio del monto j ubi í» torio. 

Precisamente m ^se agregado y aclaración radica el mejor argument) qu>- 
*e puede esgrimir, para dejar bien sentado, que ni la ley 14.370, ni sil decreto 
reglamentario, derogaron el art. 11, ya que al descartar la posibilidad de que v\ 
liaber jubila torio primitivo no se tuviera en cuenta para fijar el nuevo monto, 
por reajuste y/o transformación, y consignar en cambio que se computarán "las 
rt-i 11 miera cíones correspondientes a los servicios prestados por los afiliados", que- 
da en evidencia que se ntenía el "antes y después" de dicho art. 11, redactado 

en otra forma por el art. 24. 

freo dejar demostrado que no se está frente a disposiciones antngónicns 
que oblicúen a sostener que la último, o sen la del art.- 24 de la ley 14.37». por 
imperio de lo dispuesto en el art. 38 de ln misma, habría derogado el art. 11 
del decreto 031o". 

Pero es que aún aceptando hipotéticamente que el art. 24 pudiera haber 
demeado el 11 del decreto 9316, resultaría igualmente erróneo el criterio del 
Instituto, respecto al procedimiento seguido para la fijación del haber jubila- 
torio que corresponde al recurrente, ya que el cómputo efectuado no se ajusta 
de ninguna manera a lo normado en el precitado art. 24, ni al 10 de lu 
reglamentación. 

Nada autoriza, en efecto, el cómputo de cinco años |wra fijar el promedio 
.inhibitorio |K>r remisión a lo preceptuado en el art. 14 de la ley 14.370. 

Este cuerpo legal, tal como va se ha dicho y se desprende del mensaje del 
P. EL y de la propia discusión parlamentaria, tuvo jwr finalidad perfeccionar 
los regímenes jubila torios existentes, mejorando y uniformando sus prests, iones, 
estableciendo sistema* tendientes a facilitar la concesión de beneficios y por 
sobre todo aclarar y fijar criterio definitivo, respecto a situaciones que habían 
dado lugar a una serie de controversias y resoluciones confusas, cuando no 
contradictorias. 

La ley como acertadamente lo destaca el a peíanle, se divide en varios capí- 
tulos — I a VI — y aun cuando su sistemática se caracteriza por el predominio 
de un criterio único, formando esos capítulos un todo en orden a la finalidad 
perseguida en su sanción, fácil es advertir, en cambio, que cada uno de esos 
capítulos reglan, en especial, las situaciones que se han considerado materia 
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ue aclaración, ampliación, modificación, etc. Así por ejemplo, el capítulo II se 
refiere en sus arts. 11 a ltí, a los caso» de trabajos continuos, discontinuos, 
intermitentes o de temporada, a los fine» de) cómputo de antigüedad, como así 
también a lo que se entiende por remuneración. El capítulo III legisla aobiv ?1 
derecho a pensión, con relación a las personas que se consideran acreedoras a 
eso prestación, determinando el orden, prefación y proporción, como así la forma 
de pago fie Jos haberes cuando los mismos quedaran impagos, al producirse el 
fallecimiento del beneficiario. El capítulo IV se dedica a establecer la forma 
de otorgar las jubilaciones por invalide* y monto de ellas, determinando el 
criterio a seguir para la apreciación de la invalidez, motivo del beneficio. En 
el capítulo V se observan normas relativas a lo obtención de un solo haber 
jubilatorio por prestación de distintos sen-icios prestados a los regímenes com- 
prendidos en el decreto 931 tí, forma de proceder para el reajuste de prestaciones,* 
incompatibilidad, etc. Finalmente el capítulo VI contiene una serie de disposi- 
ciones generales, relacionadas con determinados regímenes y los casos en que 
el jubilado no tiene derecho a gozar de la prestación. 

Por ese medio se saca en conclusión que lo dispuesto en el art. 14 sólo es 
aplicable para los supuestos contemplados en el capítulo II, es decir, en cuanto 
se relacione con el criterio a seguir para establecer el haber jubilatorio para el 
afiliado que ba solicitado un beneficio por reunir los requisitos exigidos por 
ia ley, mas ello no puede proyectar sus efectos al supuesto de reajustes contem- 
plados en otro capítulo, en el cual se consigna el mo<lo que debe proeaderae para' 
liquidar el nuevo monto que corresponde por servicios y remuneraciones no 
tenidas en cuenta en la fijación del primitivo haber. Tratándose de reajustes, 
en estricto sentido, no se fija nn haber jubila torio, sino que se amplía el ya p re- 
tí jado o cuando menos se rarifica o confirma éste. 

Obsérvese que el art. 14 se refiere a la remuneración "a lo» efectos de deter- 
minar et haber jubitmtorid", en tanto que el art. 24 reconoce el derecho al jubilado 
que vuelve al servicio o continúe en otro que no hubiera sido considerado para 
otorgarle la prestación, a solicitar el reajuste y/o transformación del beneficio, 
sin decir que ese derecho se reconoce: "a loa efectos de determinar el haber 
jubilatorio" y lógicamente no lo dijo así, ya que en el supuesto que contempla 
el artículo no se determina "nn haber jubilatorio*', sino unn monto reajustado, 
si es que, como ya se ha dicho, ese haber ya está prefijado, con motivo del 
primitivo otorgamiento del beneficio. 

Si la intención del legislador hubiera sido la de aplicar el misino criterio 
para «I reajuste que el que predomina en la obtención de una prestación, en lo 
que atañe a la fijación del haber jubilatorio, hubiérale sido mucho más fácil 
remitirse al art 14 cuando redactó el art. 24, diciendo: "Los beneficiarios de 
iubi (ación que vuelvan al servicio o eontñ ' -n en otro que no hubiere sido consi- 
derado para otorgarles !a prestación. . <in solicitan a! cesar en el mismo, el 
reajuste y/o transformación del beneficio, tomando como base a los efectos 
de fijar el monto jubilatorio, el cálculo a que se refiere el art. 14 de esta ley. 

Al quedar redactada la norma en la forma que actualmente lo está, es 
indiscutible, a mi entender, que los reajustes están sometidos a un régimen pro- 
pio y por supuesto distir ■ al que priva para la obtención de los beneficios 
que reconocen los regímenes jubilatorios, el cual se encuentra determinado en el 
art. 24 y no en el 14 como erróneamente interpreta el Institnto. 

El art. 16 del detr«to 1068/55, dictado en consecuencia de lo ordenado en 
el art. 24 de la ley 14.370, confirma y no podía ser de otro modo, las expre- 
siones y conceptos vertidos en este último artículo, al autorizar el reajuste dispo- 
niendo que: "para determinar la nueva remuneración. .. etc.", lo que está signi- 
ficando la preexistencia de un anterior haber jubilatorio que, según sea la 
situación del jubilado, se establecerá en función de lo reglado en el art. 14» 



un 
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demostrándose al mismo tiempo, que en el reajuste, no se fija un "haber jubila - 
torio", sitio ana "nueva remuneración". 

Si esta "nueva remuneración" debe fijarse con la inclusión de los servicios 
y remuneraeionea pertinentes — art. 24 — o bien, teniendo en cuenta las remu- 
neraciones correspondiente» a los servicios prestados por tos afiliadas — art 16 
de la reglamentación — sin discriminación, ni distingo alguno, resolta de meri- 
diana claridad inaceptable la limitación que dispone el art. 14 y que aplica el 
Instituto, a menos qne se convenga que en un mismo cuerpo legal se constata la 
presencia de dos normas antagónicas para resolver nna misma situación. He 
resisto a pensar qne nna ley que fué sancionada para poner termino a un 
estado de* contusión y dudas no hubiera logrado sus propósitos, creando preci- 
samente otras más profundas, como resultado de su escasa claridad y de la 
presencia de disposiciones contradictorias. 

En numerosas oportunidades he sostenido que no cabe aceptar que en nn 
mismo cuerpo legal, habida cuenta de su tramite, gestación, disensión, estudio, 
control y riscal ilación, se advierta la presencia de normas aparentemente contra- 
dictorias y si es que asi pudiera ocurrir, es función del juzgador o intérprete, 
dentro de las facultades que le han sido conferidas y en tanto no importe trans- 
formarse en co legislador anaJiaar aquellas, recurriendo al método qne caracteriza 
la correlación y coordinación para tratar de deslindar el ámbito de aplicación 
de cada una de esas disposiciones, superficialmente en colisión y por ese medio, 
llegar a la armonización de las mismas, a menos que manifiesta y palmariamente 
se compruebe, sin mayor esfuerzo, la antinomia. Es lo que ocurre en el caso 
a examen. Recurriendo al método antedicho, se puede sacar en conclusión, sin 
violencia y sin peligro de caer en excesos o transgresiones, que ambos preceptos, 
lejos de ser antagónicos, contemplan por lo contrario, dos situaciones distintas; 
una, la del art. 14, atinente al procedimiento a seguir para fijar el "haber jubi- 
latorio" cuando se trate de un afiliado, que luego de acumular los requintos 
exigidos para obtener algún beneficio consagrado en la pertinente ley previsio- 
nal, solicita el acogimiento y la otra — la del art. 24 — que contempla el reajuste 
y /o transformación del beneficio que le ha sido concedido, presentado el caso 
de que el beneficiario, vuelve a la actividad, con derecho, al cesar en la nueva 
función o en la misma que anteriormente desempeñara, o que se tengan en 
cuenta las remuneraciones y nuevos servicios prestados, n fin de que conjunta- 
mente con los anteriores con sus respectivo* emolumentos, se le fije un nuevo 
monto jubilatorio o como dice la reglamentación de la ley 14.370, se determine 
la "nueva remuneración". 

Por todas estas razones es que en definitiva sostengo, contrariamente a lo 
que sustenta el Instituto Nacional de Previsión Social, que los nrts. 24 de la ley 
14.370 y 16 del dec. 11KV8/55, no han derogado el art. 11 del dec, 0316/46 
— ley 12.921 — y que en consecuencia, el procedimiento a seguir, en punto a 
reajuste y/o transformación de beneficios, es el indicado en las disposiciones 
premenrionadas, a cuyo efecto deben tomarse en cuenta, todos los servicios pres- 
tados y las remuneraciones percibidas por el afiliado, antes y después de la 
obtención del beneficio, incluyendo las bonificaciones acordadas pur distintas 
leyes y decretos, a los efectos de determinar el nuevo monto de la prestación, 
excluyendo las sumas percibidas en concepto de jubilación, todo a condición, de 
que los servicios que se invocan, a efectos del reajuste y/o transformación por 
los cuales se hubiere efectuado el aporte, alcancen a un mínimo de un ano. El 
promedio así obtenido, quedaré sujeto a la escala que establece el art. 3 de la 
ley 14.376. 

Coincidiendo pues Integra mente con la tesitu i del recurrente, es que en el 
aspecto examinado aconsejo a V. E. la revoeator. • del punto I del proyecto 
de resolución de fs. 79. 
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Con referencia a lo decidido en el panto II de dicho proyecto, de lo que 
también se agravia el recurrente, mi opinión va igualmente emitida en sentido 
favorable a las pretensiones de aquél, a mérito de las solidas razones qne se 
invocan para respaldar la queja. 

No debe olvidarse que el caso del ingeniero Cárrega Gayan, debe ser juaga- 
do a la loe de las disposiciones de la ley 14.370, vigentes al momento en que cesó 
en el servicio. 

Se formula cargo por ajuste en relación al período 1* de octubre de 1954 
ni 19 de abril de 1056, por aplicación del límite de compatibilidad fijado por el 
nrt. 21 del decreto 9316. " 

Claro qne como se trato de percibir y de incorporar fondos, tanto la Caja, 
como el Instituto, mantienen el criterio, qne el art. 21 no ha sido derogado, en 
Unto, que para dar u otorgar, piensan lo contrario, respecto al art. 11 de dicho 
decreto. En esto se es consecuente, porque la experiencia de tantos años en la 
función y el conocimiento de múltiples asuntos en que nos ha tocado intervenir, 
nos da la oportunidad de comprobar, que Bie-npre et organismo citado, procedió 
con una inigualada uniformidad, vale decir, liberal en cuanto importe incorpo- 
rar y percibir; restrictivo en lo que importe dar, conceder u otorgar. Seré quisa, 
ati§ una nueva técnica, en materia económica, en ana de una mejor adminis- 
tración de los fondos que constituyen el acervo de eada Caja, 

En mi sentir, el art 26 de la ley 14,370, ha derogado expresamente el 
art. 21 del dec. 9316, en cuanto aquél diapone la incompatibilidad del goce de 
jubilaciones, provenientes de los regímenes de previsión, con el desempeño de 
actividades por cuenta ajena, cuya compatibilidad por aquel otro art. 21, era 
permitida hasta nn límite de mtñ. 1.500. 

El art 26 rige para lo futuro, no obstante qne en su tercer párrafo, respe- 
tando situaciones ya creadas, establece que la incompatibilidad, no será aplicable 
en aquellas situaciones existentes a la fecha de vigencia de la ley, cuando no 
hubiere existido impedimento legal en la acumulaaión. Vale decir, que eon refe- 
rencia al caso del ingeniero Cárrega Gayan, éste pudo, no obstante su condición 
de jubilado, volver al servicio, por cnanto a ese respecto, no existía impedimen- 
to legal que impidiera su vuelta al servido, 

De la liquidación por cargo que ae formula a fs. 60 o 52, ya qne existen 
dos foliaturas en todo el expediente, fluye que a partir del 1/10/54 al 19/4/66, 
d ingeniero Cárrega Gayan, entre haber jubilatorio y sueldos, habría excedido 
el tope de m$n. 3.000 en poca cantidad y por tal excedente y por todo el lapso 
indicado, se le fija el cargo por ajuste. 

La incompatibilidad consignada en el nrt. 2tí, con la excepción, ya señalada, 
importa derogación del art 21 del dce. 9316, a partir de la fecha de vigencia 
de la ley 14370 —18 de octubre de 1954—, por cuya ratón, encontrándose en 
servicio el recurrente en esa fecha y eon derecho a acumular jubilación y sueldo 
por la nuera función, ante lo dispuesto en el tercer párrafo del referido art 26, 
lógico resulta pensar que si sobrepasó el tope de m$n 3.000, basta euya suma 
podía acumular jubilación y sueldo, ese exceso pudo estar sujeto a devolución, 
pero sólo en cnanto al lapso comprendido entre el 1/10/54 hasta el 18/10/54, 
fecha de vigencia de la ley, por cuanto a partir de ese momento, quedaba sin 
efecto e¡ nrt. 21 del decreto 9316, al establecer aquél la incompatibilidad entre 
el goce de una prestación y el desempeño de actividades por cuenta ajena. 

La situación excepcional que contempla el tercer párrafo del art 26, fun- 
ciona al solo y único efecto de permitir la continuación en el cargo al jubilado 
que normas anteriores no se lo impedían, mas, ello no significa en modo alguno, 
que por permitírseles la acumulación rigieran con igual efecto, tos topes fijados 
para tal aeumutabilidad, pues, si así se hubiera entendido, el art 36, tercer 
párrafo, habría quedado sancionado así: "La incompatibilidad no será apheaUe 
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en aquellas ¿ituacioncs existentes a la fecha de vigencia >U- ln presente ley, 
cuando no hubiere existido impedimento legal en la acumulación ktítta rl máxi- 
mo permitido por ti art. I" de la let f MJM", que fué tn que elevó u m$n. :¡.0<H>, 
el tope fijiido en el art. 21 del dei\ 9310. Coiim el artículo no contiene el agre- 
gado que m> subraya, cabe interpretar, que hi acumulación n partir de Ju rifen* 
eia de ta ley, no tiene límite* y consecuentemente, el cargo formulado es impro- 
medente a pflrtir de aquel instante. 

Ilaríiw la» conclusiones arribadas, soy di- opinión, que cor responde declarar 
procedente el recurso interpuesto revoca mío, consiguientemente, la resolución de 
ts. 79, en lo (pie ha nido materia de recurso y en la medida que contiene el peti- 
torio de t*. 05 vta. y !Hí. Despacho, 25 de fehreio de 1058. Helor ,4. Stireda 
<iraeth t 

SENTKxriA ni: la Cámara XaooS-V. M-: ArKi.AnoNKS i>kl Trabajo 

Buenos Air**, 28 de febrero de 1958. 

Vistor y considerando: 

Para resolver la apelación deducida; 

El Dr. Cottámeo, dijo: Después de nn minucioso y exhaustivo examen de las 
cuestione* debatidas, la Procuración General del Trabajo a i*. 98/110, inter- 
pretando las normas legales que rigen el caso y que menciona expresamente, 
"•"riba a la conclusión de que contrariamente a lo sustentado por el Instituto 
V«rK>nal de Previsión Social, loa arta. 24 de la lev 14.371) y ln del decreto 
15*58/55, no han derogado el art. 11 del dee. 9316/46 —ley 12-921— y que en 
consecuencia, el procedimiento a seguir, en panto a reajuste y/o transforma- 
ción de beneficios, es el indicado en la» di a posiciones premeneionadas, a cuyo 
efecto deben tomante en cuenta, Iodos los servicios prestados y las remunera- 
ciones percibidas por #1 afiliado, antes y después de la obtención del beneficio, 
incluyendo las bonificaciones acordadas por distintas leyes y decretos, a los 
efectos de determinar nuevo monto de la prestación ; con exclusión de las sumas 
percibida- en concepto de jubilación, todo ello a condición de que los servicios 
que se invocan para el reajuste y/o transformación (por los cuales se hubiere 
efectuado el aporte) alcance a Un mínimo de un año. El promedio así obtenido 
quedará sujeto a la escala que establece el art. 3 de la ley 14.370. 

También concluye acertadamente el mismo dictamen que, si bien es correcta 
ln devolución del excuo que sobrepasó el tope de m$n. 3.000 durante el lapso 
comprendido entre el 1/10/54 al 18/10/54 —hasta coya suma podía acumular 
jubilación y sueldo en ese entonces el recurrente—, no procede dicha devolución 
con posterioridad a la vigencia de la ley 14.370 (18/10/54) que tácitamente 
derogó la limitación del art, 21 del dee. 9316, dejándola sin efecto. 

Ijw extensas consideraciones que fundamentan el dictamen precedente exi- 
men al suscripto de mayor abundamiento —pues las comparte íntegramente y 
las das por reproducidas "brevitntis cautín" en este acto— demostrando la pro- 
cedencia de los agravios formulados por el apelante a fs. 85/96, en cuanto im- 
pugna lo resuelto por el I. X. P. S. en los pantos 1* y 2* del pronunciamiento 
de fs. 79, imponiendo sn revocatoria. 

Finalmente destaco que la procedencia formal y la viabilidad procesal del 
recurso surgen con la sola exposición del recurrente en el escrito citado donde 
fundamenta la apelación (fs. 85/96). 

En mérito a lo expuesto y por los fundamentos del dictamen de fs. 98/110, 
voto por ln revocatoria de la resolución de fs. 80 vta., en lo referido a los puntos 
1* y 2* de fs. "9 declarando que a km efectos del reajuste debe contemplarse la 
intcrp.etación legal expuesta "ut suprn" y asimismo deberá limitarse la devolu- 
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ción del enrgo por I» incompatibilidad aludida sólo durante el Inpso comprendido 
entre el l/lfl/54 y 18/111/54. Sin rostas atenta tu naturaleza de la causa lart, 
U2 I>. O,, ley I2.m). 

K\ Dr. .Wíyiicr, dijo: Adhiero mi voló al del Dr. Cattáneo por los funda- 
mentos que ex jume el dictamen de la P rorii ración (íencral del Trabajo obrante 
o fe. «8/110, que también comparto íntegramente. La adecuada interpretación 
de las norma* provisionales vigentes, cumplidas en el citado dictamen, eximen 
al suscripto de mayores consideraciones. 

Por rilo y como resultado de la votación que antecede, se resuelve: Declarar 
la viabilidad procesal del recurso y hacer lugar a la iiuplicabitidad de la ley y 
doctrina legal invocada por el recurrente a f«. «tí/Oti, revocando la resolución 
de fs. 79/8*' en los puntos 1» y 2* que deberán ajustarse de conformidad a lo 
decidido "ut supra". Sin costas atenta la naturaleza de las cuestiones debatidas. 
— Ountr M, A. Cattáneo — Manuel (i. Migue;. 

Dictamen uel Procurador General 

Suprema Corte: 

El caso planteado en autos o* el de un beneficiario de jubi- 
lación ordinaria otorgada bajo el régimen de las leyes 4349 y 
14.069, el cual solicitó el reajuste de su prestación mediante la 
inclusión de servicios y remuneraciones posteriores al otorga- 
miento de aquel beneficio. 

Disconforme con el criterio aplicado por el Instituto Nacio- 
nal de Previsión Social, el interesado apeló ante la Cámara del 
Trabajo, que renovó la decisión administrativa haciendo lugar a 
las pretensiones del afiliado, lo que ha motivado la interposición 
del recurso extraordinario por parte del mencionado Instituto. 

Dicho recurso es procedente, por haberse puesto en tela 
de juicio la interpretación de normas federales v ser Ja resolu- 
ción definitiva del superior tribunal de la causa contraria al 
derecho invocado. 

En cuanto al fondo del asunto, dos son las cuestiones que se 
traen a conocimiento de V. E., a saber: 

a) Determinación de la remuneración básica para estable- 
cer el nuevo haber jubila torio. 

b) Subsistencia del límite de compatibilidad del art. 21 del 
decreto-ley 9316/46 después de la entrada en vigor de la lev 14.370 
(art. 26). 

Respecto de la primera cuestión, pienso que el procedimien- 
to que debe seguirse para determinar la nueva remuneración bá- 
sica, que permita establecer el haber de la prestación reajustada, 
consiste en considerar las remuneraciones que sirvieron para 
fijar el primitivo haber a las que se sumarán las correspondien- 
tes a los servicios posteriores prestados por el afiliado, toman* 
dose como divisor el período de tiempo establecido en el art. 14 
de la ley 14.370. Al sueldo promedio que se obtenga se le aplicará 
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la escala de reducción del art. 3*, con la salvedad que dimana del 
decreto reglamentario 1958/55 (art. 16, última parte). 

Los fundamentos del criterio que propugno ¡os he expuesto 
al dictaminar en el día de la fecba en la causa "Narciso Ar riela 
s/ jubilación" (A. 162, L. XJII). A ellos me remito en cuanto 
fueren de pertinente aplicación al presente caso. 

Opino, por tanto, que la sentencia debe ser confirmada eti 
esta parte, dejándose i instancia de la aplicabilidad del art. 14 
de la L:y 14.370 para regir la situación de autos. 

Kn cuanto a la segunda cuestión, o sea la subsistencia, del 
límite de compatibilidad del art 21 del decreto-ley 9316/46 a par- 
tir de la vigencia de la ley 14.370, estimo que los agravios del 
Instituto recurrente deben prosperar. 

El decreto-ley citado permitió la acumulación de jubila- 
ción y sueldo basta un máximum de intn. 1.500, elevado a mfn. 
3.000 por la ley 13.971. 

El art. 26 de la ley 14.370, por su parte, declaró incompatible 
el goce de jubilación con el desempeño de actividades por cuenta 
ajena, lo que en rigor significa declarar incompatible la percep- 
ción simultánea de la prestación y de remuneraciones por servi- 
cios por cuenta ajena. Pero en su tercer apartado hace una ex- 
cepción a dicha incompatibilidad, respecto de las situaciones 
existentes a la fecha de vigencia de la ley, " cuando no hubiese 
existido impedimento legal en la acumulación". 

Entiendo que esto último da la razón al Instituto. El señor 
Cárrega Gayan pudo acumular la percepción simultánea de jubi- 
lación y sueldo, después de que entrara a regir la ley 14.370, por 
ser la suya una "situación existente", pero sólo ha podido ha- 
cerlo dentro del límite que se lo permitiera el decreto-ley 9316/ 
46 y no más allá, para lo cual existía el "impedimento legal" 
derivado del mismo decreto y de la ley 13.971. 

Por todo ello, considero que corresponde revocar en este 
punto la sentencia, y confirmarla en lo demás, según quedó di- 
cho, con el alcance señalado y en cuanto pudo ser materia del 
recurso. Buenos Aires, 30 de julio de 1958. — Ramón Lascano, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de noviembre de 1960. 
Vistos los autos: "Cárrega Gayán, Gustavo s/ jubilación". 
Considerando ; 

l p ) Que el señor Gustavo Cárrega Gayan obtuvo jubilación 
ordinaria íntegra, según las previsiones de la ley 4349, con un 
haber mensual que, el 28 de setiembre de 1954, quedó fijado en 
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iu|n. 1,429,04 (fs. 20 vta. y 43 vta.). Posteriormente, volvió al 
servicio, ocupando un cnrgo en el Ministerio de Obras Públicas 
de la Nación, en el que se desempeñó hasta el 19 de abril de 1956 
(fs. 46, 48 y 50). En tales condiciones y a su requerimiento, la 
Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado resolvió 
el reajuste de la prestación ya acordada, elevándola a m$n. 
1.880,28, por aplicación del art. 24 de la ley 14.370; y, asimismo» 
dispuso que correspondía "pagar esta prestación a partir de la 
última percepción de sueldo, descontándose los cargos formulados 
por aportes personales omitidos, en la forma establecida en las 
disposiciones legales vigentes y lo percibido desde igual fecha" 
(fs. 58). 

2?) Que, en orden a la estimación del reajuste concedido, 
la Caja utilizó el procedimiento consistente en 4 4 la aplicación 
integral de la ley 14.370", o sea que estableció la nueva remune- 
ración del afiliado de acuerdo con el promedio de cinco años a 
que se refiere el art. 14 do la citada ley, sujeto a la escala y al 
procedimiento que prescriben los arts. & v 16 de ella (fs, 50, 
73 y 77). 

3*) Qne el cargo por ajuste formulado contra el peticionan- 
te se fundó en la circunstancia de que, a partir del 1* de octubre 
de 1954 y hasta el cese del segundo servicio, el señor Cárrega 
(layan percibió una remuneración total que, sumados la jubila- 
ción y el sueldo, excedió el límite de m$n. 3.000 fijado por el art. 
21 del decreto-ley 9316/46, con la modificación dispuesta por la 
ley 13,971, en consecuencia de lo cual se impuso el referido cargo 
4 'en relación al período 1* de octubre de 1954 a 19 de abril de 
1956" (fs. 60 vta.). 

4*) Que, con motivo del recurso del interesado (fs. 63/71), 
el Instituto Nacional de Previsión Social confirmó la resolución 
de la Caja (fs. 80 vta.); y más tarde, habiéndose deducido la 
apelación que prevé el art. 14 de la ley 14.236, el tribunal a quo 
revocó dicho pronunciamiento (fs. 111/112 y 123). 

5*) Que, contra esa sentencia, el apoderado del Instituto 
Nacional de Previsión Social interpuso recurso extraordinario 
(fs. 118/121), el que fué concedido (fs. 123 vta.) y es procedente 
por habcttfc cuestionado en autos la inteligencia de disposiciones 
federales y ser la decisión contraria al derecho que el apelante 
funda en ellas. 

6 9 ) Que, en lo que interesa a los fines del juzgamiento, las 
razones que fundaron el fallo recurrido fueron las siguientes: 

a) para el reajuste contemplado en el art. 24 de la ley 14.370, 
44 debe tomarse en cuenta todos los servicios prestados y las re- 
muneraciones percibidas por el afiliado, antes y después de la 
obtención del beneficio, incluyendo las bonificaciones acordadas 



Y.MAJyS DE LA CORTE Sl'l'REHA 



por distintas levos y decretos, a los efectos de determinar nuevo 
monto de la prestación; con exclusión de las sumas percibidas 
e» concepto de jubilación"; 

b) que, respecto del varí/o por ajusfa-, "si bien es correcta 
bi devolución del exceso que sobrepuso el tope de tres mil pesos 
durante el lapso comprendido entre el 1/ 10/34 al 18/10 34 
— Plasta cuya suma podía acumular jubilación y sueldo en ese 
entonces el recurrente — no procede dicha devolución con poste- 
rioridad a la vigencia de la ley 14.370 (18/10/54) que tácitamente 
derogó la limitación del art. 21 del dec. í)316 f dejándola sin 
efecto. 

7°> Que, en lo que atañe al primero de los puntos señalados 
etl el considerando anterior, la cuestión que él implica es subs- 
taucialmente igual, a la que esta Corte consideró en la causa 
A, 162, "Xareiso Arrieta", resuelta en la fecha. Por tanto, de 
conformidad con las razones allí expresadas, que se dan por re- 
producidas, brvtitatis cttusti, cabe declarar que la parte del art. 
24 de la ley 14.370 según la cual el "reajuste y/o transformación" 
se hará "cotí la inclusión de los servicios y remuneraciones per- 
tinentes", no significa sino que, cu casos como el que aquí se 
juzga, aquél quedará sujeto a lo preceptuado por el art. 14 de la 
mencionada ley. De donde se sigue que el criterio empleado en la 
emergencia por el Instituto Nacional de Previsión Social resulta 
ajustado a derecho. 

jpj Que, en cuanto al cargo por ajuste, cuya imposición se 
cuestiona, la decisión del tribunal a qno tampoco puede ser man- 
tenida. Tal como lo señala con acierto el Señor Procurador (ic- 
neral, conforme al régimen de la ley 14.370, tratándose de silva- 
r iones existentes al tiempo de su vigencia —carácter que e* o 
asignar a la que motiva la presente causa — , la compatibilidad 
del goce simultáneo de jubilación y sueldo es admisible, pero 
sólo hasta el límite permitido por las disposiciones que regían 
cu el momento en que tales situaciones quedaron configuradas 
(art. 21 del decreto-ley 9316/46, modificado por la ley 13.971). 
Ílás allá de ese límite, por haber existido impedimento legal en 
la acumulación, se aplica la incompatibilidad sobre el excedente 
(art. 26 de la ley 14.370), con la obvia consecuencia del cargo que 
en la especie lia formulado el Instituto. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se revoca la sentencia apelada de fs. 111/112 en cuanto 
ha sido materia del recurso. 

Ahistóbclo D. Aráoz de Lamadrid — 

.TULIO O VH ASARTE — PeUHO ABE- 

rastvry — Ricardo Colombres» 



DE Jl STlt IA UE LA NACIÓN 



MATUILDK DIAZ YELEZ v. .IlSTO !í. l'OHSl -sn kkión- 

CftXSTiTCC/OS X.U ÍOXAL; CoHslitHrfowt.ritul , ¡HiomtitHrioualitltitl. U#m 
mirtotmli n. ( om mu s. 

Dci-larndu por tu Corte Suprema )n iiicori*tÍtnciiinulidnd de las leyes ano 
urguiiizun las Caí un rus Paritarias i|t> Arrciiciiiuiu'titos Kurolc*, en cuanto 
atribuyen funcione* jurisprudcncíiilcs ti orgniiómiOH di pendientes det poder 
administrador, no e* olistaVuln |>ji i-» In procedencia de] rceiir*u extrnordina- 
rin fundado en esa circunstancia el hecho de ijui* el 11 rienda tu rio recurrente 
pretenda acogerse a lo» beneficios de la legislación de emergería — en el 
vaso, prórroga del «nitrato vencido— pues lo muidlo por ta Corte no se 
refirió a normas de estn naturaleza. 

« 

DíCTAMEN 1SEL PhOO LUUWíll G EX ERAL 

Suprema Corte: 

Kn lo que concierne u la garantía constitucional de la defen- 
sa en juicio el recurso extraordinario obrante a fs. 157 carece del 
fundamento que para su precedencia impone el art. 15 de la ley 
48, toda vez que se omite enumerar las probanzas que el a quo 
habría denegado, y precisar las razones en cuya vi-tud los resul- 
tado» de tales pruebas podrían haber influenciado para modifi- 
car la suerte del pleito. Respecto de la igualdad, esta garantía no 
guarda relación inmediata ni directa con los fundamentos de 
liecho y de derecho común en que se basa el fallo apelado y que 
son suficientes para sustentarlo. 

Queda por considerar el agravio vinculado con la alegada 
inconstitucional ¡dad de los organismos paritarios fundada en 
que la materia sobre la que versa el juicio debo ser la competen- 
cia de la justicia provincial. 

Sobre este punto cabe destacar que lo que pretende la parte 
demandada no es más que ser incluida en la prórroga legal de 
los contratos de arrendamientos vencidos, dispuesta por la ley 
1 :>.-+<>. En tales condiciones considero extensivo al presente caso 
el criterio que, en lo pertinente, sustentara al dictaminar en la 
causa S. 258 : L. XIII, el 16 do julio del corriente año (*% 

Kn consecuencia, estimo que el recurso extraordinario inter- 
puesto a fs. 157 no puede prosperar. Así correspondería decla- 
rarlo. Buenos Aires, 4 de agosto de lí>59. — Ramón Lasrano. 



(!) Este dictamen dice nsí: 
Suprema Corte: 

A la arción instaurntlit por el propietario -le un predio rural, tendiente a obtener 
bu devolución, apuno el iirrendiiturio demandado, como única* tlefentum de fondo, loa 
Ih-hW icios que acuerdan a los locatarios del njfro loa arta, 4, iHl y 50 de In ley i:t.24A 
J bu iltsposicioiies del ileereto-ley También planteó pomo cuestión ' federal, 
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FAUbO DE LA COBTE ¡SUPREMA 

Buenos Aire», 11 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Díaz Vélez, Mathüde c/ Corsi, Justo R. 
«Sucesión) s/ solicita rescisión de contrato y desalojo". 

Considerando : 

1») One el recurso uxtraordinario concedido a fs. itft df 
procedente, de conformidad con lo dispuesto en el art. 14 de la 
lev 48. 

" m Que, en cuanto al fondo del asunto, por las razones ex- 
puestas en los votos emitidos por ¡os jueces fe^f*^ 
fallar el día 19 de setiembre de 1960 la causa F. 361, XIII, Fer- 
nández Arias, Elena y otros o/ Poggio, José (Sucesum) \ co- 
rresponde revocar la sentencia apelada y dejar sin efecto lo 
actuado en estos autos. m . 

V) Que no altera tal conclusión la circunstancia que señala 
el Sr Procurador General, al sostener en su dictamen -con refe- 
reacia a la tesis que sostuviera en la causa S. 258, la que, ademas, 
reiteró en C. 663, C 651, C. 550, entre otras- que no puede 
alegar la inconstitucionalidad quien, al mismo tiempo, intenta 
«cogerse a los beneficios de la legislación de emergencia (la pró- 
rroga, en este caso), habida cuenta de que la inconstitucionalidad 

t,n ^> 1Úí q i U< T» :S^La^ mu Io«Wtit«ionaW por ,u carácter administra- 
UV ° ' J\ -me el friterio e.tahlw¡do para determinar Ion puso» que m incluyen en ¿t 

— Si!í SS^JU JE 1 !.. £c¿ 5*— tr,, p.to.1» oportunidad 
i M XtíamEo Jodrta afectar 'la ******* ^^¿t™ *' 
,.,.rt rul.ir ■leataenr con renpeeto a cada uno de ellos, lo mámente. 
W ^ r rSSSeñte ba Clarado V. E. que ;'1a garantía <le le* natural* 
li.nJ por objeto asegurar una jurticia impnrcial a cuyo efecto prohibe i^g» 
<• ,rl»ít reamente una causa a la juri*di«lón del juei que continua teniéndola pan 
4 ' cásea .«nejantes, con el fío de atribuir tu conocimiento a uno que no 
• c«n¡titu vendo de tal uhkIo, por vía indirecta, una verdadero commón especial dW- 
" 3? (Fallo, ¿tíríb^ 2". ^tre otro»). Por aplicación do este crite- 
rio ¿mí? la protección invocada con fundamento ea la garantía de lo. jueces natura- 

"* ^j'Tn^uSÍÍVrtunidade. (Fallo.: 233: H5 y po.ter¡ore.) V E ha «.te- 
nido une 'Ma .ola ciie-tión federal referente a la invalide* de lo. trihuaales de U 
" lev 13 248 en ratón de .u carácter administrativo, es ineficns para sustentar el 
" reciino cstraordínnrio ". F.n consecuencia, y por aplicación de esta doctrina, no 
roncitponde ciaminnr en la instancia de «condón <0 agravio que, con fundamento 
en el carácter administrativo de las Cámaras Paritarias, intenta el apelante someter 
a consideración y pronunciamiento de la Corte; .... ... 

39) con relación a la garantí , de la Igualdad que resultarla afectada, a juicio 
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formulada por el recurrente en esta causa y admitida por la 
Corte en el precedente citado, no está dirigida a normas de esa 
naturaleza, sino ñ las que reglan, en la especie, la atribución do 
funciones jurisprudenciales a órganos dependientes del Poder 
Administrador. 

4*) Que, en consecuencia y atento al resultado del recurso, 
por aplicación de la doctrina del precedente señalado, resulta in- 
necesario considerar en esta causa los demás agravios formula 
dos por el apelante. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene 
ral, se revoca la sentencia apelada de fs. 152/154 y se deja sin 
efecto lo actuado en esta cansa. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Abibtóbulo D. Aráoz de Lamadbid 
— Julio Oyhanartb — Ricardo 
Colombios. 



JOAQUIN CARLOS GEKLERO 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES: Jubitaeiow. 
del monto. 

El principio de 1» prestación finie* instituido por el art. 23 de ta -ley 14J70 
es aplicable, no sólo al supuesto de que el afiliado haya prestado «rnejo. 
comprendido» en distintas Cajas, sino también cuando se trata de empleos 
sujetos a regímenes distinto» dentro de una misma Caja. Tal w el caso cw 

?í?- 5! I 337 en los que dijo o»; "El efecto propio de ta ^"«J™'™ 
i««uT»Lianaltdad ea el de aauUr el obetienlo qoc ae opone al goce de na dereefeo 
?»TtaE5ta! T eSen oeYel aleanee da la diap-W*" ****** « * ~° trmrio ' 



" j no de bmpUar o extender el alcance de ta 

" T&fflaSíí cedria 7 W^m^ñSÜm del ^ar«te .1 criterio 
tañida*, no impide "qw la ley oaatampls m. íe ™*J^^?*?^^*^ 



" dera diferentes» siempre qw » ™"J" , ^" rr *T , ¡i. „«7imm o imnorte 
" pnpbitrt de fertilidad contra determinad* pewjwa o grapa da personan o importa 

ín^aido favor o prietkglo pereonalo de grapa nr ^ Mtjmt , B u, «««ide- 
En eoueeeoeneta, en lo qne respecta a los tres pontea precedentemente eoneiae- 

rodee, estimo qoe el rceurao ertrnordiaerio no procede. . ^ . , m - u- 

A icuAl eonetaatoa arribo ea lo tacante a la pretendida incompetenein de Ja* 

^^ ,f p í riu ^¿f andada en que el eoaoeunieato da la cansa eorreapoade a ta 

jnttida ¿o^»/J*¡* atodutatertai poaterloree nao creado na atetaran reatane*- 

¥i Í3S*. Mn^U*^Llordrú proeed-ei. del 
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uii jubilado por el régimen común de la ley 4: US» que prestó, además, servi- 
cios comprendidos en el régimen específico instituido por el decreto 1 5.535/ 
54 (ley 14.380) para el perdona! docente, quien no tiene derecho a dos pres- 
taciones independiente» sino al reajuste del haber jnbilntorio, en los términos 
de los arto. 14 y 24 de la ley 14.370 y 10 del decreto reglamentario 1958/55. 



IhCTAMKS l>FX PlMMTHA11H< GeNKRAI. HKL ThABA.IO 

Exuua. Cámara: 

El recurrente obtuvo jubilación ordinaria íntegra bajo el régimen de la ley 
4340, a rafa de servirlo» prestado* a ta administración pública — fs, 37— en 
« uyo goe» entró, a partir del l* de diciembre de 1044, tedia en la que había 
cesado en el cargo que ejerciera. 

Sin perjuicio de tales servicios» se desempeñó como docente, en la Direc- 
ción General de Enseñante Primaria — Dis. Esc. 1% esc. N T — dependiente del 
Ministerio de Educación de la Nación, hasta el día 30 de abril de 1955. presen- 
tándose por ese motivo ante la Caja Nacional de Previsión para el Personal del 
Estado, solicitando el beneficio de jubilación, en el carácter ya indicado. 

La Caja, en lugar de acceder a lo peticionado, resolvió reajustar el anterior 
beneficio acordado, con la inclusión de loa servicio* prestados en el Ministerio 
de Educación (fs. 60). 

Ello no conformó al interesado, pues, a fs. 01, cuestionó el otorgamiento de 
la prestación, en forma aislada e independiente de la ya concedida, por sentirse 
amparado e incluido en las disposiciones de la ley 14.380 y decreto 15.535/54. 
l*a Caja mantuvo el criterio anterior — fs. 09 — concediendo el recurso de apela- 
ción que se había interpuesto. En definitiva, el Instituto Nacional de Prensión 
Social, confirmó aquella decisión — fs. 80 vta. — dando ello motivo a la deduc- 
ción del recurso legislado en el art. 14 de la ley 14.230, fundado en los términos 
que luce el memorial de fs. 85/87. 

La naturaleza de las cuestiones planteadas y la forma en que se exponen, 
satisfacen, en mi opinión, las exigencias requeridos por la doctrina y jurispru- 
dencia para optar por ta viabilidad procesal del recurso intentado. 

Corresponde, por tanto, entrar a analizar lo que ha sido materia del mismo, 
en cuyo sentido, no existiendo discrepancias sobre los hechos que motivan el 



beneficio pronunciada par ha organismos que dichas leyes crean para expedirse 
•obre el panto. 

El apelante de autos pretende favorecerte con las di sp osi ci ones del mencionado 
sistema rsgula torio de la propiedad rural «poniéndolas al dueño del predio que lo 
rectaauvou definitiva, para ojetear sobre el aiisaut su derecho doaaiaial, pero cues- 
tiona la sautnstsmtla de las cámara* paritarias ala cuya decisión no podra quedar 
iachildo «a ti reglasen bajo «1 «nal pretendo ampararte. 

Tal pietc—tén ca a m juicio iasdmtafbSe. SI arrendatario o aparcero qae invoca 
el sittrm» para beaefleiane coa 41 se soasóte tacJtwueuta a la jariedkeJen del orga- 
niaaw que titee, por la ley, rom patea* La exclusiva para resolver ta petieloa, pues no 
puede quedar a ta arbitrio la eeparabilidad del sistema. 

Saaoaeo de batas fe procesal imponen también esta team. 81 en la espoete el 
recurrente hubiese obtenido «u la cuestión do fonda una decisión favorable de bu 
c4a>arat agrarias, el proa une iamiento vetativo a la incompetencia da éstas, no obstan- 
te serie adverso, no le ocasionarla agravio j la acátesela a su favor habría adquirido 
carácter definitivo. En cambio, resanándole contraria aa reserva, atediante la lueom- 
petes* i* articulada, la posibilidad de que la caoaa sea nuevameate fallada por tribu- 
nales ajenes al régimen une reclama. 

Por todo coto, pues» considero que la pretensión tal cual ha sido Invocada no 
puede prosperar y que, en ultima instancia, corresponde desestimar la presente queja. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



347 



beneficio impetrado, sólo cabe examinar los textos legales que guhieriinn el caso 
y la interpretación que debe asignarse a los mismos. 

Indudablemente, la ley 14.386 vigente a la feelin en que se peticionó el 
beneficio, estableció en favor del personal docente, amparado por el depreto 
1ó.5:í.V54. un régimen jubilatorio específico, independiente fiel que estableciera 
In h y 4340, al cual estaban afiliados aquellos sen'idore*, vale decir, que al docen- 
te, en razón de an misión y función, se le creaba un status" especial, respecto 
a la ley previsional, eon perfiles y caracteres propios y autónomo, que nada de 
común tenfa en el régimen general, pese a que, en algunos de sus nspectos, se 
regía por las normas de este último. En una palabra : el docente gozaba de un 
régimen propio y "su¡ generis''. 

En el caso, el, recurrente, en razón de los sen-icios prestados en la docencia, 
tenía derecho a percibir el beneficio consagrado en la ley, eon prescindencia del 
que estuvicra^gozando por otros servicios amparados por la ley 4340. 

A la pretensión del recurrente, se le ha opuesto, lo que disponen los art*. 
23 y 24 de la ley 14.370, optándose por el reajuste que impone la segunda norma, 
pues, el Instituto considera, por intermedio del Sr. Asesor Letrado — fs. 79 — que 
la aplicación del estatuto del docente, hubiera procedido sólo en el supuesto de 
tratarse, exclusivamente, de tareas de esa naturaleza, situación cine no se da en 
e] «ufe lite, si es que al solicitarse la prestación, reunía la condición de jubilado 
dentro del mismo régimen de la tey 4349, por servicios administrativos posteriores. 

No comparto tal opinión, desde que, en mi sentir, las citadas normas, como 
» -í las pertinentes del decreto 9310740, no autorizan el distingo e interpreta- 
ción, que les atribuye el Instituto. 

El art. 23, se refiere a la obtención de una prestación única, considerando 
la totalidad de los servicios prestados y remuneraciones percibidas, cuando tales 
servicios pertenecientes a tos distintos regímenes comprendidos en el decreto 
9310/40. A su vez el art. 24, prevé la situación de los beneficiarios de jubilación 
que vuelvan al servicio o continúen en otro, que no hubiera sido considerado para 
otorgarle la prestación a fin de que al cesar, pueda peticionar el reajuste o 
transformación del beneficio. 

Los servicios del recurrente, no pertenecen a distintos regímenes, toda vez, 
que están incluidos y reconocidos por la ley 4340, de manera entonces, que ei 
art. 23, no rige, ni se aplica al caso, si es que se reliere a servicios pre*trido* en 
distintos regímenes. 

Cuando el art. 24 alude a los jubilados que vuelvan al servicio o continúen 
en otro, se está refiriendo al beneficiario que retorna a la actividad, en el mismo 
empleo que antes desempeñara. Xo otra cosa significa lo qnc inmediatamente 
después agrega el artículo; "o continúen en otro", es decir, la vuelta a la activi- 
dad en otro servicio extraño al que provocó la obtención del beneficio. 

Si se correlaciona el art. 23 con el art. 24, se llega a la conclusión, que la 
continuidad en el sen-icio a que se refiere este último, es el comprendido en otro 
régimen distinto al que amparó al afiliado, en el otorgamiento de su primitiva 
prestación. 

En resumen: puede obtenerse una prestación única, cuando el afiliado hu- 
biere desempeñado servicios en los distintos regímenes comprendidos en el decreto 
931 fi, tomándose en cuenta a esos efectos, Iti totalidad de los servicios prestador 
y las remuneraciones percibidas (art. 23 de la ley 14.3701. Cuando se trate de 
jubilados que se reincorporan al mismo servicio que antes prestaran o conti- 
núen en otro ajeno al mismo y perteneciente a otro régimen, que no se hubiere 
tomado en cuenta pata otorgarles la prestación, puede solicitar, el cesar en 
estos últimos un reajuste eon ta inclusión de los mismos. 

Ninguno de estos supuestos, es el del recurrente. Xo se trata de un jubilado 
que vuelve al servicio, toda vez que los de docentes, fueron simultáneamente con 
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los administrativos, m w trata tampoco de "continuación" en otra servicio prote- 
gido por distinto régimen, desde que, aquéllo* prestados como docente, perte- 
necen al mismo sistema de la ley 4349, aunque con un trato específico, diferen- 
cial y privilegiado. 

Desdo otro ángulo, cabe destacar, que ambas normas de la ley 14.370, fueron 
dictadas en favor de los jubilados y tanto pudieran favorecerlos en el incremen- 
to de sns haberes jobilatorios, facultándolos a optar por el otorgamiento de una 
sola prestación o bien, para reajustar o transformar el beneficio, con la inclu- 
«ion de servicio» no computados a la fecha en que obtuvo la jubilación. La ley 
«o es imperativa, en el sentido de facultar a ta Caja otorgante, a fijar un 
sólo haber jubilatorio o reajustarlo en las condiciones antedichas, sino que por 
«I contrario, la ventaja, está reconocida en favor del jubilado. Por ello es que 
se dice: "los afiliados... *ÓU> podrá» obtener una prestación única...", <art. 
23) y "los beneficiarios de jubilación . . . podrán solicitar, al cesar en el mis- 
mo .. . eU.". 

En d caso a examen, el recurrente no solicitó el otorgamiento de una pres- 
tación única, no reajuste o transformación de su beneficio y por ende, la Caja, 
de oficio no puede disponer, ni obligar al jubilado a que goce de un solo bene- 
ficio o proceder a su reajuste. 

En tanto no haga uso de I» opción, el recurrente tiene derecho a percibir 
as jabiladóa cono doeeute, independien teuwot* de la otorgada por sus servicio* 
administrativos, por tratarse de un régimen específico y privilegiado, compati- 
ble con el que ampara y reconoce aquellos otros servicios ■ 

Por ello es que aconsejo * V. E. declarar la procedencia del recurso inter- 
puesto y consiguientemente, la revocatoria de la resolución de fs. 80 vta. Des pa- 
cho, 19 de agosto de 1958. Víctor A. Snreda GraelU. 



Skkyrncia i'B '.a Cámara Nacional de Apelaciones i>el Trabajo 

Buenos Aires, 25 de agosto de 1958. 

Vistos y considerando: 

Para resolver la apelación deducida: 

tit Dr. Miguét, dijo: Comparto íntegramente las consideraciones que fun- 
damentan el dictamen de la Procuración General del Trabajo (fs. 91/93) donde 
luego de un minucioso estudio de la cuestión debatida en relación con las normas 
provisionales aplicables, arriba * la determinación de la procedencia del recurso 
y del pedido de jubilación como docente formulado por el apelante, quien do a* 
trata de un jubilado que vuelve al servicio —ya que tas tareas docentes fueron 
prestadas simultáneamente con las del otro empleo administrativo — ni tampoco 
de "continuación" de otro trabajo previsto en distinto régimen o Caja, pues el 
desempeño como docente aunque con un trato específico, diferencial y privile- 
giado, pertenece al mismo sistema que la ley 4349 vigente para la Administra- 
ción Pública, de la que se jubilara en el año 1945. 

En ratón de no haber solicitado el apelante el otorgamiento do una presta- 
ción única, ni el reajuste o transformación de au beneficio, impide a ta Caja 
obligarle a gozar de un soio beneficio o proceder a su reajuste, negándole el 
derecho a percibir sn ñibilaeión como docente independientemente iíp la otorgada 
por sus servicios administrativos. 

En mérito a ello, voto por la revocatoria de la resolución de fs. 80 vta, en 
cuanto ha sido materia de recurso y agravios, declarando el derecho del recu- 
rrente a percibir su jubilación como docente independientemente de la otorgada 
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por 8Ud servicios administrativos, cuya compatibilidad admite la ley 14Jihi¡ en 
el presente caso. Sin rostas atenta Ta naturaleza de la causa. 

El Dr. Perfora fi, dijo: Adhiero mi voto al del Dr. Migue» por las considera 
«iones expuestas en el dictamen de la Proeutuión General del Trabajo corriente 

a la, 91/Wi. 

Por ello, y como resultado de ta votación que antecede, se resuelve: Revocar 
)a resolución de fs. 80 vta. en cnanto ha sido materia de recurso, deelurando la 
viabilidad procesal de la apelación y el derecho del recurrente a percibir bu 
jubilación como docente independientemente de la otorgada por sus férvidos 
administrativos, cuya compatibilidad en el presente caso admite la ley 14.386. 
Sin costas atenta la naturaleza de la causa (art. 92 de ta L. O.) — Oréate 
Pettorutt — Manuel O. Miguet. 

Dictamen m.l Procurador Gineral 

Suprema Corte: % 

El recurso extraordinario concedido a fs. 102 vta. es proce- 
dente, por haberse cuestionado en autos la inteligencia de nor- 
mas de carácter federal y ser la decisión definitiva del superior 
tribunal de la causa contraria a las pretensiones del apelante. 

En cuanto al fondo del asunto, la situación planteada es la 
del señor Joaquín Carlos Gerlero, beneficiario de una jubilación 
común ordinaria otorgada en el año 1945 con arreglo a la ley 
4349 por servicios administrativos, que continuó prestando ser- 
vicies docentes y solicitó al cesar er ellos» en 1955, el otorga- 
miento de un beneficio independiente. La primera cuestión por 
resolver es la de saber si en una situación así cabe el reconoci- 
miento de dos prestaciones como admite la sentencia, o si, como 
sostiene el Instituto Nacional de Previsión Social que trae el 
recurso, debe simplemente reajustarse el primitivo beneficio y 
otorgarse una prestación única de conformidad con la ley 14.370 
(arts. 23 y 24) vigente al tiempo de cesar el empleado en sus últi- 
mas actividades. 

Me decido por este último criterio, con las salvedades que 
más adelante puntualizaré, en concordancia con el dictamen pro- 
ducido por esta Procuración General en un caso que guarda mar- 
cada semejanza con el presente, cuyos fundamentos comparto y 
a los cuales me remito en cnanto fueren de pertinente aplicación 
al mb examine (cf. "Raiter, Isaac Moisés, »/ jubilación' 1 , dic- 
tamen del 25-10-57). 

Resulta manifiesto, a mi juicio, que lo que la citada ley 
14.370 ha querido es la unificación de beneficios en una presta- 
ción única, a partir de su vigencia, en todos los casos en que me- 
die pluralidad de servicios. Autoriza esta afirmación la genera- 
lidad de los términos en que está concebida la disposición legal, 
sin que se advierta ninguna excepción explícita o implícita que 
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restrinja el principio» siempre y cuando se trate de los regímenes 
comprendido» en el sistema de reciprocidad instituido por el de- 
creto-ley 9316/46. 

De ello se desprende sin esfuerzo que la solución se aplica 
tanto en el cuso de servicios mixtos propiamente dichos, o sea 
los prestados en distintas cajas, como en el de servicios múlti- 
ples, es decir, los comprendidos en una misma Caja, bien sea eón 
regímenes diferentes como acontece, por ejemplo, con la de la 
ley 4349 en la que coexisten jubilaciones privilegiadas y jubila- 
ción común, bien sea cotí régimen idéntico si fuere el caso de ad- 
mitirse acumulación de empleos. 

Por otra parte, la prestación única es de rigor lo mismo en 
el supuesto de cesación simultánea de actividades que en el de 
cesaciones sucesivas. 

En el caso de cesación .simultánea, se l * considerará la tota- 
lidad de los servicios prestados y remuneraciones percibidas" 
(art. 23, ley dt.)» bien entendido que para los servicios simultá- 
neos no se acumulará el tiempo pero sí las remuneraciones (art. 
2* decreto-ley 9316/46). 

En el supuesto de cesaciones sucesivas, es decir, cuando el 
beneficiario de jubilación continuó en otro servicio que no hubie- 
re sido considerado para otorgarle la prestación, como es la si- 
tuación de autos, se procederá al reajuste del beneficio (art. 24, 
ley 14.370), con arreglo al criterio que, según mi opinión, es el 
pertinente y que dejé expuesto al dictaminar con fecha 30-8-58 
en las causas "Cárrega Gayan, Gustavo* * y "Arrieta, Narciso". 

La solución instituida \ or la ley es imperativa, como surge 
de su propia letra cuando declara que "los afiliados.., sólo 
pmirán obtener una prestación única" (art. 23), por lo que su 
aplicación no depende del requerimiento facultativo del benefi- 
ciario. Es también general, en el sentido que se extiende a cuan- 
tos hayan prestado servicios "en los distintos regímenes com- 
prendido* en el decreto-ley 9316/46". La norma legal posee un 
alcance más amplio que el que le atribuye la sentencia. La ley no 
se limita a incluir a los que hayan prestado servicios "en distin- 
tos regímenes o Cajas", como entiende el fallo, sino, que abarca 
a los servicios prestados "en los distintos regímenes", lo que 
importa fijar un principio de radío mayor que el asignado por 
el a quo, como obviamente aparece de la expresión empleada en 
la lev. 

En estas condiciones, siempre que medien servicios múlti- 
ples o mixtos rige la prestación única, lo que equivale a afirmar 
que también rige en el caso de servicios correspondientes a más 
«le un empleo pero por los cuales se aportó a la misma Caja. Si 
el principio se aplica, como no cabe lugar a dudas, cuando se 
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trata de servicios prestados en distintas Cajas, parece que "a 
fortiori" idéntica solución se impone cuando se computan ser- 
vicios por los que se aportó a un solo organismo. 

Apurando el análisis, hasta puede decirse frente a la con- 
creta situación planteada, que aquí se encuentra cumplida la 
condición prevista por el fallo para la procedencia de la presta- 
ción única» a saber, que se computen servicios en distintos regí- 
menes, circunstancia reconocida por el pronunciamiento del tri- 
bunal cuando alude al ** trato específico, diferencial y privilegia- 
do" que corresponde a las actividades docentes desempeñadas 
por el señor (lo ríe ro, en relación con las actividades administra- 
tivas cumplidas por la misma persona, aunque unas y otras es- 
tén comprendidas dentro del sistema de la ley 4349. 

Hasta aquí comparto la tesis del Instituto recurrente, pero 
discrepo con ella en cuanto pretende que la situación de autos 
queda totalmente al margen de lo p rescripto en el decreto 15.535/ 
54 (ley 14.386). Pienso, por el contrario, que son aplicables al 
caso las disposiciones pertinentes contenidas en dicho ordena- 
miento legal, no para dar orif on a un beneficio independiente, 
pero sí para determinar ciertas modalidades en el reajuste de la 
prestación, interpretándolas en concordancia con los preceptos 
respectivos de la ley 14.370. 

Considero, en este sentido, que el sueHo promedio corres- 
pondiente a las actividades docentes, que no fueron tomadas en 
cuenta al otorgarse la prestación primitiva, deberá establecerse 
de conformidad con lo dispuesto en el art. 5» del decreto 15.535/ 
44 (Ley 14.386), si ello resulta más favorable al afiliado, confor- 
me con lo previsto en el art. 14 de la ley 14.370. 

A dicho promedio deberá aplicarse la escala de reducción 
prevista en el "Estatuto del Docente" a mérito de lo dispuesto 
en el ya mencionado art 5* del decreto 15.535/54» lo que también 
resulta conforme con lo determinado por el art. 16 "in fine" del 
decreto 1958/55 reglamentario de la ley 14.370. 

Por otra parte» al promedio de las prestaciones considera- 
das para el otorgamiento de la prestación inicial se le aplicará 
la pertinente escala de reducción. 

La suma de los resultados de ambas operaciones dará el 
nuevo haber jubilatorio reajustado. 

Sin perjuicio de lo diebo, es de advertir finalmente, que la 
solución que propugno ea válida para la situación tal como ha 
quedado planteada en autos y hasta la entrada en vigencia de la 
ley 14.499, pues a partir de este momento deberá precederse a 
la "reliquidación" de la prestación de conformidad con las pres- 
cripciones de dicha ley. 

Por todo ello opino, en conclusión, que corresponde revocar 
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la sentencia apelada en cuanto pudo ser materia del recurso y 
devolver las actuaciones a la repartición de origen por interme- 
dio de la Cámara de procedencia, para que provea lo pertinente 
de acuerdo con el criterio expuesto. Buenos Aires, 5 de diciem- 
bre de 1958. — Ramón Lascano. 
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Buenos Aires, 11 de noviembre de 1960. 
Vistos los autos: "Gerlero, Joaquín Carlos s/ jubilación ". 
Considerando : 

1*) Que don Joaquín Carlos Gerlero obtuvo jubilación or- 

aJO? 1 ?* 1Dteíra en €l ^° 1945 arreglo al régimen de la ley 
4d49 (fs. 38). Luego continuó prestando servicios en la docencia, 
y al cesar en ellos, en el año 1955, solicitó la concesión de un bene- 
ficio independiente del que venía gozando. A fs. 69, la Caja Na- 
cional de Previsión para el Personal del Estado resolvió denegar 
el pedido y mantener el reajuste practicado a fs. 60 con la inclu- 
sión de los servicios prestados por el interesado en el Ministerio 
de Educación. El Instituto Nacional de Previsión Social mantu- 
vo el mismo criterio, aunque declarando que la situación de autos 
no se halla encuadrada en el art. 11 del decreto-ley 9316/46, sino 
en las disposiciones del art. 24 de la ley 14.370 y art. 16 del decre- 
to reglamentario 1958/55 (fs. 80 vta.). 

2») Que la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo 
revoco la decisión administrativa y declaro que el interesado tie- 
ne derecho a percibir dos prestaciones independientes, porque 
en el caso de autos no se trata de un beneficiario que " vuelve" 
al servicio que antes prestaba —ya que las tareas de docente 
fueron simultáneas con las de otro empleo administrativo— ni 
de "continuación" en otro trabajo previsto en distinto régimen 
o Caja, desde que tanto los servicios administrativos como los 
docentes prestados por el interesado se hallan comprendidos en 
el mismo sistema jubilatorio (el do la ley 4349; fs. 95). Contra 
esa sentencia dedujo recurso extraordinario el apoderado del 
Instituto Nacional de Previsión Social (fs. 99/101), sosteniendo 
que el interesado no reúne las condiciones de "docente" en los 
términos de la ley 14.386, y que, en todo caso, son aplicables los 
arts. 23 y 24 de la ley 14.370, en razón de que el régimen jubila- 
tono del docente es distinto del régimen normal de la ley 4349. 

3») Que et recurso extraordinario es procedente, con arre^ 
glo a lo dispuesto en el art. 14, inc. 3» de la ley 48, en razón de 
haberse cuestionado en autos la inteligencia de los arts 1» de la 
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ley 14.386 y 23 y 24 de la ley 14.370, y ser la sentencia recurrida 
contraria a los derechos que el apelante funda en aquellas normas. 

4 9 ) Que no ha sido punto controvertido en esta causa el 
concerniente a la exclusión, del régimen del decreto 15.535/54 
(ley 14.386), del personal docente que no haya hecho del ejerci- 
cio de la docencia su profesión exclusiva, por lo que es tardío el 
agravio traído por el apoderado del Instituto en este sentido. 

b v ) Que, como lo señala el Señor Procurador General, en 
el precedente dictamen, el principio de la ** prestación única" 
instituido por el art. 23 de la ley 14.370 es aplicable, no sólo al 
supuesto de que el afiliado haya prestado servicios comprendi- 
dos en distintas Cajas, sino también en el caso de tratarse de 
empleos sujetos a distintos regímenes dentro de una misma Caja. 
Y esta última es la situación de autos, en la que concurren el régi- 
men común de la ley 4349 y el régimen jubilatorio específico ins- 
tituido por el decreto 15.535/54 (ley 14.386) para el personal 
docente. 

6*) Que, en consecuencia, el beneficio jubilatorio del inte- 
resado deberá ser reajustado con arreglo a lo dispuesto en los 
arts. 24 y 14 de la ley 14.370 y art. 16 del decreto reglamentario 
1958/55, pues conforme al criterio sustentado en el caso Arríela 
(A. 162), fallado en la fecha, la salvedad concerniente al art. 5* 
del decreto 15.535/54 (ley 14386) se hace innecesaria. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se revoca la sentencia de fs. 95 en lo que ha sido materia de 
recurso extraordinario. Y vuelvan las actuaciones al Instituto 
Nacional de Previsión Social a fin de que reajuste el haber jubi- 
latorio del interesado con arreglo a lo dispuesto en el consideran- 
do que antecede. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Abibtóbulo D. Aráoz de Lamadkio 

— Luía María Boffi Booobbo — 

— Pedro Abebastury. 



JOSE ALBERTO GOURRIA 



SERVICIO MILITAR. 

Aunque no se trate de bennanoi por vínculo de sangre ni por adopción, la 
circunstancia de haber sido criados juntos y de habérseles otorgado trato 
de hermanos, llevando ambos el mismo apellido, hace aplicable la doctrina 
que admite, en caaos especiales, que la falta de parentesco formalmente 
constituido no es decisiva en materia de excepciones militare*. Corresponde, 
en comeeneneie, declarar procedente la excepción solicitada por el mayor 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



SKXTESUA l»EL Jl'KZ FlíL'KltAL 

La Pinta. 9 di? abril Je 105!». 

Auto<3 y visto*: para resolver la solicitud interpuesta por el riudndano José 
Alberto Gourría, dase 1938; M. I. 5.171.402; D. M. 1», domiciliado en La Plata, 
«alie 67 n* 1037 bw. 

Y considerando: 

V) Que u fi¡ 4 se presenta el ciudadano José Alberto Gourría solicitando 
que se le exceptúe de prestar el servicio militar obligatorio, alegando estar com- 
prendido en el art. 41. inc. (i*, de la ley 12,01.1, por ser hermano mayor de unn 
misma ciase. 

2*) Que la citada disposición legal establece que se exceptúa del servicio 
militar al mayor de los hermanos pertenecientes a una misma clase. 

3») Que el peticionario no se encuentra en la situación prevista por el art. 
41, inc. <¡\ de la ley 12.913, atento a que no se ha probado en autos que José 
Alberto Gourría y Eduardo José Gourría sean hermanos, ya que con el testimo- 
nio de t's. 1/2 sólo M hu acreditado la inscripción del nacimiento de los nombra- 
4<>s en el Registro da las . ersonas y que se concedió la tutela dativa de ambos 
a don Silvano P. Gourría y doña María Cominins de Gourría. 

4*1 Que no estando prevista la situación del ocurrente dentro de la men- 
cionada norma, ni dentro de los caaos en que la jurisprudencia de la Corte Su- 
prema de Justicia de la Nación lia considerado incluidos en el espíritu de la ley, 
la excepción militar que se solicita es improcedente, por más atendible que «tea 
la situación del ciudadano José Alberto Gourría y de la cual se hace cargo el 
Juagado. 

Por tanto, y oído el Sr. Procurador Fiscal, se rocha ia la solicitud de excep- 
ción del servicio militar interpuesta por el ciudadano José Alberto Gourría, por 
no estar comprendido en tas disposiciones del art. 41, ine. (P, de la ley 12.013. 
Sin costas por no encontrar mérito para imponerlas atento a la naturaleza de 
la situación punteada. Dése intervención al Sr. Defensor Oficial. Consentida o 
ejecutoriada, comuniqúese al Distrito Militar n* 19. — Joaquín (\ Serra. 

Sentencia »k la Cámara Fekkhal i>e Aw¡lacionkíí 

La Plata. 2 de junio de 1939. 

Y visto»: este expediente G. 185, caratulado : "Gourría. José Alberto sobre 
excepción del servicio militar"» procedente del Juzgado Federal de Primera Ins- 
tancia n* 2, de esta ciudad. 

Por sua fundamentos, se confirma la resolución apelada de fs. 6, que deses- 
tima la solicitud de excepción al servicio militar formulado por el ciudadano 
José Alberto Gourría. - Alberto Ferwíndv d*l Ctuat — Ventura Esttrr* — 
Emriqnr .V. Mollea. 

* 

Díctame!* del Procurador General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario es procedente por hallarse en jue- 
go la inteligencia de normas federales. 
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En cuanto al fondo del asunto pienso que corresponde eon- 
t'innar el -fallo apelado por sus fundamentos, y porque tratán- 
dose de excepciones la interpretación de la ley debe hacerse con 
carácter restrictivo. Buenos Aires, 14 de agosto de 1959. — Ra- 
món Lasca no. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Gourría, José Alberto w¿ excepción al ser- 
vicio militar". 

Considerando: 

1*) Que don José Alberto Gourr. , invocando la causal pre- 
vista por el inc. 6? del art. 41 del decreto 29,375/44 y su modifi- 
catorio 14.584/46 (ley 12.913), solicitó se le concediera el benefi- 
cio de excepción del servicio militar. Su petición se aclara con la 
presentación de fs. 3 de doña María Commins de Gourría, que 
manifiesta ser tutora y madre de crianza de los menores José 
Alberto y Eduardo José Gourría, a quienes otorgara su apellido 
de casai i y diera trato de hijos. Agrega que, perteneciendo am- 
bos a la misma clase, su incorporación al servicio militar será 
simultánea, lo que traerá graves perjuicios económicos a su ho- 
gar. Solicita en consecuencia que el mayor sea eximido de pres- 
tar el servicio. 

Que la sentencia del a quo (fs. 13) confirmó la de pri- 
mera instancia (fs. 6), que rechazó el pedido del recurrente por 
considerar que la inexistencia del parentesco exigido por el Inc. 
ti* del art. 41 tornaba inaplicable el citado precepto legal. 

3*) Que habiéndose cuestionado en el sub iua"tce ta inteli- 
gencia de una norma de carácter federal y siendo la sentencia 
definitiva contraria a la pretensión del apelante, el recurso ex* 
traordinario es procedente. 

4*) Que si bien no se trata de hermanos por vínculo de san- 
gre ni por adopción — en cuyo caso indiscutiblemente procedería 
la petición (Fallos: 24*2: 263) — la circunstancia de haber sido 
criados juntos desde su nacimiento y de habérseles otorgado tra- 
to de hermanos — como lo demuestra el hecho de llevar el mismo 
apellido — hace aplicable, en la especie, la doctrina de esta Corte 
que admite, en casos excepcionales, que la falta de parentesco 
fon nnhncnto constituido no es decisiva en materia como la de 
excepciones militares, que requiere una mayor amplitud de apre- 
ciación» a fin de no prescindir del fundamento esencial que en 
cada caso las determina (doctrina de Fallos; 239: 66 y 452; 241; 
324 y otros). 
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Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ra I, m, revoca la sentencia apelada de fu. 13 y, en virtud de lo 
dispue:to por el art. Ni, 2a. parte, de hi ley 48, se declara proce- 
dente la excepción del servicio militar solicitada por el ciudada- 
no .Fos'- Alberto (Jourría. 



8. A. VIIHÜKIÍIA AlfCttiSTlNA v. XAClOSf AlUiKNTlVA 

PAGO. Pagn indebida, lir petición tic h> pagado por error. 

Para que el error fundamente Iti repetición ni materia impositiva, se requiera 

que él sea excusable. No cualquier error basta para que se admita )u falta 
de protesta previa; debe tnitarso de un error excusable, yii por la oscuridad 
de las disposiciones legales apli cables, yn por la existencia de antecedente* 
(le hecho que .justifiquen tu actitud iM contribuyente. 

PACIO, fago indebido. He petición de fa puflado por error. 

No puede prosperar b¿^jtí*e¿iHón parcial del impuesto a los beneficio* 
extraordinarios, que se din- pagado \mr error, si t'l contribuyente lia confe- 
sado mi ignorancia del derrelm — rn el casi», lo dispuesto en el decreto 
respecto de los sistemas autorizados para computar et valor de 
los inmueble* — lo cual, por aplicación de principios generales, evidencia la 
negligencia de aquél y excluye toda posible excitabilidad de su error. 

¡Ml'l'KSTú. Principios genérale». 

Rs insostenible, por carecer de apoyo normativo, Iti afirmación de que los 
principios relativos n Ja excusahilidad del error y a que nadie pueble alegar 
ignnrancia de la ley deben ceder, "por mitones de equidad", cuando su apli- 
cación puede redundar en perjuicio del contribuyente. 

IMPrKSTO A LOS REiWFWfOS EXTRAORDINARIOS. 

El ingreso n rentns generales de In diferencia entre el sistema de cómputo 
del valor de inmuebles por valuación lisenl y por costo real, autorizado este 
último por el decreto '¿Uiliti '4!>. no constituye purn el Kiseo una fílenle de 
enriquecimiento sin causa, pues ambos eran válidos, por ser Optativo*, al 
tiempo en que, en el caso, se efectuó el pago. Por ello y por no haber» 
alegado un error excusable, In repetición de lo pngndo pnr el sistema más 
^ravo-o parn el contribuyente no puedi' prosperar. 

SENTENCIA D8I, JOBZ N'ai'ioNvi, rjc i¿» ('íintkm'Iosoai.mimhtiiativo 



Y vistos: tdts presentes actuaciones pura dictar sentencia en los autos cara- 
tulados ■'V idriería Ai-gent¡na S. A, e/ FV-o N'acionnl, 1). 0. I. s/ repetición 



impuesto a los réditos y beneficios extraordinarios" de los ipie resulla : 
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1) Que a fs. U se presenta el actor, p»r intermedio de apoderado iniciando 
l.i presento demanda contra el Fisco Nacional, F>. G, l, t por repetición de ln 
BOllin de m^ri. (i(HS.HÍ>2 por bis siguientes conceptos : rn-fn. 22:Mi30 de impuesto a 
los réditos correspondientes o lo» ejercicios fiscales cerrados en los años 1947, 
1ÍMH, 1949 y 195(1 y m$n. 385.2ÍÍ2 por impuesto a tos beneficios extraordinarios 
correspondientes a los mismos períodos con más los intereses y costas. 

Y considerando ! 

En virtud del allanamiento parcial formulado a fs. 49, aceptado a fs. 52 
por el representante de la parte actor» , y el desistimiento de ésta sobre el rubro 
contenido en el me. j) de l:i resolución de fs. 4(>, referente a "Bienes en desuso", 
las únicas cuestiones sometidas a la decisión del Juzgado han (|uedado reducidas 
a : la repetición del impuesto a los beneficios extraordinarios como consecuencia 
del valor computante de inmuebles (ine. a fs, 48), y a tus del juicio. 

Sostiene la neto ni lu procedencia n la repetición de los beneficios extraor- 
dinarios, pagado erróneamente al no haber adopta do con relación al ejercicio 
1949/50 el sistema seguido en los ejercicios posteriores aceptado sin objeción 
por la firma recaudadora. 

Funda su pretensión en el decreto 2:i.títíÜ/49 en cuanto dispone que: "a 
partir de tos ejercicios que se cierren con posterioridad al :HI de noviembre de 
1949 los contribuyentes podrán computar, en lugar de Ja valuación fiscal, el 
costo real deducidas las amortizaciones impositivas". Agregando que al presentar 
su declaración jurada por el ejercicio de 1949/50, en julio de 1950, no hizo uso 
del derecho que le reconoce el mencionado decreto por ignorar su existencia, lo 
que le significó por ese período un gravamen económico de aproximadamente 
m?n. 20.000, pagados de más, que es la cantidad que incluye en ln presente 
acción de repetición, Expresa por último sobre esta cuestión eme en adelante 
se ajustó a la nueva reglamentación. 

La Dirección General Impositiva al pronunciarse negativamente sobre el 
rttrlamn, no desconoce el hecho alegado y sólo se limita a manifestar que funda 
la decisión denegatoria en que no ha existido error conceptual en las liquidacio- 
nes originales (fs. 48 vtn.). 

El suscripto no advierte el alcance, y por lo tanto el distingo establecido 
por la Dirección del Impuesto, pui-a operar la negativa. En efecto, la ley 11,1183 
(T. O. 1949), sobre procedimiento pora la aplicación y percepción de impuestos 
preceptúa (2* parrnfo del art. 76)» que al contribuyente "le incumbe demostrar 
en qué medida el impuesto abonado es excesivo con relación al gravamen que 
según In ley le correspondía pagar . . . Manifiesta el actor que al efectuar el 
pago lo ha hecho tomando como base para establecer el valor computable del 
inmueble, la valuación fiscal, y no su costo real, lo i¡ue constituye un error 
evidente, por desconocer ln existencia del. decreto 2:i,(¡üíi/49 que lo autorizaba 
precisamente » lo que pretende luego, adoptar el sistema de costo original, dedu- 
cidas las amortizaciones impositivas. Que este error haya sido de derecho — in- 
terpretación que se otorga u la expresión conceptual— , en nada modifica la 
situación, desde que, como se ha visto, hi norma legal solo liene en cuenta, para 
autorizar la repetición, la demostración del "exceso abonado eon relación al grn- 
va men que según la lej corresponde pagar". 

Por estas razones corresponde desestimar la oposición de la Dirección Ge- 
neral Impositiva en cnanto a ln repetición del impuesto sobre beneficios extra- 
ordinarios. 

Hespeeto «le las costas, cabe análoga decisión teniendo en cuenta (pie el a lla- 
na intento —consecuencia de la tardía resolución administrativa — , aparece for- 
mulado después de instaurado y notificada la demanda que resulla deducida 
después de nirts de cinco años de interpuesto el recurso administrativo (fs 17 
CJtpte, agregado). 
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En su mérito. Falto: Utmenúp lagar H ln demanda de fs. M, complementada 
n f*. 27 v ampliada a fs. XI, ron exclusión de lo rertamailii sobre el punto seña- 
laclo en el inr. j ) »bW bienes en desuso, resolución de t's. 4(5, declarando, en 
consecuencia, que ln Hirrreión peñera j Impositiva deberá abonar a tu Sociedad 
Vidriería Argentina S, A. ln cantidad que resulte de la liquidación n practicarse 
ile at-ucnlo a la* bases i[ite m especifica», a fs. 4<i/4H. y sin perjuicio de la reserva 
que se formula en el capítulo II, punto V, del escrito de fs. 81. Con intereses 
desde l« ÍVehii de notificación ile la tienta mía y con nielas. — Julio J. Sátira. 

Sks.-tf.nth uk i.a Címaha N'acios-al i»k Ai'ki.u h>nks kx lo Fkhfjíal y 

rHSTKM'lOSOAliMIXlSTKATIVO 

Buenos Aires, 28 de octubre t|e IDóS. 

-i 

\ i-tos estos antoa "Vidriería Argentina S. A. o Fisco Nacional (l>, O. I.) 

s/ repetición impuestos a lo¡> red ¡tos-brío- tirios cstrnordinaiW en los que, se 
W f -edido recurso «le apelación a fs. t¡5 contra la sentencia de ts «I/til. 

El I>r. Gabrielli, dijo: 

Se agravia ta parte demandada — el Fiseo Naeionnl — de ta sentencia dieta- 
da en primera ¡nslnitrifl por la cual se líat e luirnr a ln flema mía en lo relativo 
a la repetición de la simia abonada en exceso por la a r tora en concepto ile im- 
puesto a los beneficios i xtraordiunriiis por el ejercicio 1 1>4!Í/ 1 !>ótl. resultante de 
haber eienputndo como valor de los inmuebles del aetivo social el rosto mellos 
l&s amortizaciones impositivas, de (-(informidad con lo autorizado por el (leeré 
i o ■.U.olK! 4D. 

I.a oposición del Fi>eo a la prett nsión jurídica de la aetora se basa en que 
mi habría existido un error conceptual en h«s liquidaciones originales del tributo 
«píe jiistil*quc la repetición que se persigue. 

Ante- de analizar esta defensa, conviene referirse a toa motivos que hnn 
■lado lugar a la cuestión planteada. 

Con anterioridad n ln reforma introducida por el iWreto 2:¡.<itiri/4!>, a los 
cierto- de determinar el capital inicial para la liquidación ilel impuesto a los 
beneficio* extraordinarios, los inmuebles ili I activo fíjn debían también compu- 
tarse por el importe de -¡a valuación lineal. Ksc era, pnr lo demás, r | criterio 
nditptmln por la ley de impuesto a los réditos, etivn balance impositivo sirve de 
base par.' la determinación de la materia imponible del tributo a los beneficios 
extraordinarios que se cierra n con posterioridad al 'tt) de noviembre de IÍI4!>, 
los contribuyentes podrán computar, d 1 tifiar de su valuación fiscal, el rusto 
real, deducidas las amortizaciones impositivas. Adoptado este método —termi- 
naba diciendo— no podrá variarse salvo autorización expresa de la dirección 
(n-neral". 

fuando el contribuyente presentó la declaración junóla por el ejercicio 
l!M!"liriO no liquidó el i;rava:iicii tomando c] valor ile costo de los inmuebles, 
cuino lo t¡Ut orinaba el decreto indicado, sino que lo hizo siguiendo el sistema de 
h valuación fiscal. Rectificada posteriormente esa liquidación, sumió el impues- 
to abonado de más, a cuyo reintegro no hizo lugar la nirerrióu General Impo- 
sitiva. 

La negativa ilel organismo fiscal —como se lia dicho— se funda en que no 
habría existí ilo en e] raso lo que denomina un error conceptual, porque al for- 
mular el contribuyente ta declaración jurada originaría, de acuerdo con el método 
de la valuación fiscal y no »l de rosto, mi hizo más tpie optar por aquél, puesto 
qu»' es inaceptable que de-coinn-icva ta \ incuria del ciérrelo 2'f.í¡l¡G/49j publicado 
en <I Poletín Oficial el 2$ de setiembre de lE)4f. I'or ello es cpie la demandada 
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afirma que tu vsa .situación, Jurídicamente, la artoru no ha podido alegar la 
existencia de un error c.vn sable, que autorizara la repetición tli'l ¡iravamen. 

La posición en que se coloca el Fisco, evidentemente, no es exacta, no mí Id 
en cnanto hace depender I» repetición de 1» j mía Jo del requinto de cxrusnhili- 
dad, sino de La existencia del propio error entre los presupuestos para el ejerci- 
cio de la n*eión. 

Iji imtunile/j. específica de la repetición de impuesto ha sido señalada por 
la doi-himi, destacándose <|ue si es verdad que aquél se tunda en razones supe- 
riures de equidad, lo emulo que ocurre en el d( reehi» civil con la restiturión del 
pago indebido, no 1» es menos i¡ne el error —como una de las fuentes de la que 
emerge rate último — no es un elemento esencia I para la procedencia de la n pe- 
tición de los tributas. 

Respecto a fetos, ocurre muchas veces ipie el deudor efectúa el pairo, ¡m 
obstante tener la certeza de no existir cansa jurídica (pie lo justifique y también 
por compulsión o apremio del Fisco; en uÍulmiuii de esos casos puede decirse 
que haya lia nido error; .sin emburro, hi acción de repetición procede mu limiti- 
cuín alguna. La razón de ello ilelie encontrarse en la regla de "Sol ve el repele"' 
— propia riel derecho tributa rio— que. sejnín enseñ.i l*u¡;l¡ese. "transforma en la. 
mayor parte de los rasos ln aceión del contribuyente ¡inte la autoridad .indicia), 
en una acción en sentido amplio, de reembolso de l« indebido" (Instituciones 
de Derecho Financiero", 1 iVMi, pág. 2;">7 1 . 

Si s«t acnnteee eon el pago oV los tributos hecho en las condiciones wfia- 
lailas, con mayor razón se explica que deba .idmitirse l:i repetición cuando se 
efectúa por error. En este caso, ni (altar ln* presupuestos esenciales qu ■ dan 
nacimiento a la obligación (ribularia, |6grec ím-nte. el erario publico no d-h ■ 
residtnr licucficiiidii, sin una causa legítima, por la equivocación en que incurrió 
el qnc hizo el pago. 

Por otra parte, principios primordiales, como el que nadie puede aducir 
su ¡"¡noraneia de la ley, y «tros de menos trascendencia, como la rxcusahilidul 
del error, reden en esos casos, por razones de equidad, cuando su aplicación 
puede redundar en perjuicio del contribuyente. 

Estns consideraciones de orden general ponen de relieve la naturaleza pro- 
pia de la acción de repetición de impuesto», que se halla reglada por noratas en 
muchos aspectos diferentes a las que rigen en el derecho común. 

En lo que atañe concretamente a la ley U.683, t. o., debe decirse que coin- 
cide eon los principios expuestos. El nrt. 74 no establece ningún requisito espe- 
cial para el ejercicio de la acción de repetición; por su parte, el art "ti sólo 
determina que el contribuyente debe "demostrar en qué medida el impuesto abo- 
nado es excesivo con relación al gravamen que so^i'in ln lev correspondía abo- 
nar . . . ". 

Juzgado el caso concreto que aquí se trata dentro de la posición en que se 
coloca el representante fiscal, la solución tampoco varía. Hice aquél que el 
drereto '23.(166/49 establece una opción a favor del contribuyente que le permite 
elegir entre uno u otro de los sistemas para liquidar el tributo y que al haberse 
decidido por uno de ellos se supone que lo hizo libremente, por lo que no puede 
admitirse que haya existido ningún error. Este razonamiento podría ser exacto 
sino fnera inverosímil. En efecto, en el terreno de la lógica pura, cabe afirmar 
con verdad que cuando hay una alternativa y alguien se decide por uno de sus 
t crimnos, tal elección hn sido libre y no resultó lógico admitir su posterior recti- 
ficación si no se prueba la existencia de un error. Pero el inverosímil surge de 
inmediato tan pronto se confronta esa conclusión con la realidad, ya que ésta 
nos dice que no existe ningún contribuyente que pndiendo pagar meno* se 
resuelva libremente a pagar más. Y este raimar, con la fuerza de convicción 
■que produce la verificación de los hechos, «os lleva n. cesariament ■ a concluir 
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que úuicamcute el error pudo haber conducido ul actor ¡i decidirse por el sistema 
que ie resultaba más '/nni'-n. 

Para concluir, su estima oportuno destacar que la negativa de ta líireceián 
finiera! Impositiva a aceptar la liquidación del tributo hecha en los términos 
de] decreto 2'AAHH'i/Ut, tampoco si? justifica desdi' el panto de vista de la norma 
que contiene, pues lo única que ellu prohibe es volver ul método de hi valuación 
fiscal una vez que se ha opiado por el de costo; por eso, prescribe! "Adoptado 
este na' todo, no podrá variarse, salvo expresa autorización ifc l¡i Dirección 
<i ral". 

Xad:i impedía, puea, al contribuyente que había seguido el sistema de la 
valuación fiscal pasar al sistema de costo, ttida vez que la opción irreversible, 
de acuerdo con el decreto, era esta úitinia. 

Por las consideraciones expuestas, voto por lu confirmación de la sentencia 
apelada, en cuanto lia sido materia de recurso, con costas, en mérito a lo resuelto 
por el Tribunal eu casos similares (Cié. D'Assurunee Generales c/ Fisco Nado- 
nal ( — ] entre otros). 

Ij«s Ures. Héccar Várela y lien di a adineren al voto precedente. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el Acuerdo que antecede, 
se confirma con costas la sentencia de fs. liií/Gl. — Juan Car!».* Héccar Várela 
— Horacio Jt, Heredia — Adolfo R. Gabrküi. 



recurso extraordinario iutcutndu es procedente. 

En cnanto ni fondo del asunto, el Fisco Nacional (D, G. L) 
ya hu asumido ante V. E. la intervención que le correspondo 
(fs. 89). Buenos Aires, 24 de febrero de 1959 — Ramón Lascano. 



Buenos Aires, 11 de noviembre de 1900. 
Vistos los autos: "Vidriería Argentino S. A. c/ Fisco Na- 




extiaordinarios". 
Considerando : 

1*) Que en estos autos se agravia el apelante de la senten- 
cia del a quo, que es confirmatoria de la de primera instancia, en 
cuanto en ella se hace una interpretación del decreto 23.666/49 
que difiero de los alcances que a él atribuyera el orgnnismo re- 
caudador que representa, 

2*) Que, planteada en estos términos la controversia de 
autos —en lo que es materia del recurso— resulta claro que se 
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de una non na federal —por ser el decreto aludido reglamentario 
de la ley del gravamen a los beneficios extraordinarios— y, ha- 
biendo sido la decisión final adversa a tas pretensiones de la 
parte apelante, debe concluirse que el remedio federal intentado 
es formalmente procedente (art. 14, me. 3*, ley 48), y así se lo 
declara. 

3*) Que, en cuanto al fondo de la cuestión, la actora persi- 
gue la devolución de lo que entiende haber pagado en excoso 
cuando hizo efectivo el impuesto cor respondiente al ejercicio 
1949/1950, en concepto de gravamen a los beneficios extraordi- 
narios, que efectuara de conformidad con la declaración jurada 
por ella presentada ante la Dirección General Impositiva. Sostu- 
vo para ello que el decreto 23.666/49 (art, 1*) le autorizaba a 
computar (con referencia a los ejercicios que cerraran con pos- 
torio ridad al 30 de noviembre do 1949) en lugar de la "valuación 
fiscal" —que era el sistema soguido hasta entonces — el costo 
real (deducidas las cargas impositivas) de los inmuebles, como 
" activo conmutable" en los balances, a los efectos de la liqui- 
dación del impuesto do que se trata. Y afirmó que la inclusión en 
su declaración jurada para el ejercicio 1949/1950 de dichos in- 
muebles con el valor asignado por la M valuación fiscal *% fué 
debida a su desconocimiento del decreto 23.666/49 que permitía 
a los contribuyentes adoptar el sistema de cómputo antes señala- 
do (fs. 48 y 53 vta.), 

4') Que el a quo, partiendo de la premisa de que es admi- 
sible ta repetición de impuesto, cuando el pago se efectúa por 
error, añade que principios primordiales *'eomo el que nadie 
j uicde aducir su ignorancia de la ley, y otros de menos trascen- 
dencia, como la excusabilidad del error, ceden en esos casos, por 
razones de equidad, cuando su aplicación puede redundar en per- 
juicio del contribuyente" (fs. 76 vta.). 

5?) Que, seguidamente, y luego de afirmar que, en el terre- 
no de la lógica pura, cuando hay una alternativa y alguien se 
decide por uno de sus términos, esa elección se presume libre, 
u y no resulta lógico admitir su posterior rectificación si no se 
prueba la existencia de un error", agrega el a quo: "Pero el 
inverosímil surge de inmediato tan pronto se confronta esa con- 
clusión con la realidad, ya que ésta nos dice que no existe ningún 
contribuyente que pudiendo pagar menos se resuelva libremente 
a pagar más. Y este razonar, con la fuerza de convicción que 
produce la verificación de los hechos, nos lleva neeesnri amenté 
a concluir que únicamente el error pudo haber conducido al actor 
a decidirse por el sistema que le resultaba más gravoso" (fs. 
77). Y es principalmente, sobre la base de tales argumentos, que 
se decide el tribunal apelado por la confirmación de la sentencia 
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de primera instancia, es decir, haciendo lugar a las pretensiones 
del ai'tor. 

<><M Que la jurisprudencia reiterada de esta Corte, ea cam- 
bio, lia exigido, desde antiguo, como requisito para que el error 
fundamente la repetición en materia impositiva, que ¿1 sea excu- 
sable. Bu tal sentido, se afirmó, que no cualquier error es has- 
ta nh- para la aplicación de la jurisprudencia excepcional que 
admitía la falla de protesta previa para los casos del pago por 
error (Fallos: 17.J: 300, consid. 2*), porque ello "importaría 
prácticamente dejar sin efecto el requisito de la protesta pre- 
via" (Fallos: 1SS: 381). Debe tratarse de nn error excusable 
(Fallos: 38<¡), ya por la oscuridad de las disposiciones lega- 
les a pl i ra liles —Fallos: 180: 31.% 384; 183: IR; 186: 42— va por 
la existencia de antecedentes de hecho que justifiquen la actitud 
fiel contribuyente (Fallos: 17o: 300). 

7*) Que ninguna de las circunstancias señaladas concurre 
en la especie en grado tal que haga aplicable dicha jurispruden- 
cia, y excusable el error en que pudo haber incurrido el actor 
al efectuar el pago cuya devolución parcial ahora per sigue. Por 
el contrario, éste confiesa su ignorancia del derecho, lo que, por 
aplicación de principios generales — arts. 2» y 20 del Código 
Civil— al par que evidencia su negligencia, excluve toda posible 
rxriisabilklad de su error. 

8*> Que siendo así, no resulta sostenible la fundamentación 
del a «pío cuando afirma que los principios de que nadie puede 
aducir su ignorancia de la ley y el de la excusahilidad del error 
deban ceder, "por razones de equidad", en los casos en que su 
aplicación "puede redundar en perjuicio del contribuyente", ya 
que tal afirmación está desprovista de apoyo normativo alguno, 
no pareciendo razonable, además, admitir que tales "razones 
de equidad" puedan darse cu favor, tan sólo, de uno de los suje- 
tos de la relación impositiva, sin que se aduzca fundamentaeión 
para ese dispar tratamiento. 

ÍP) Que a ello debe agregarse que el ingreso a rentas gene- 
rales de la diferencia resultante entro el sistema de cómputo 
seguid*. i)or el contribuyente al formular su declaración jurada 
párá el ejercicio li*4!>/lí>5ü y el que fuera autorizado por decrc- 
to 23.066, 49, no constituye para el Fisco una fuente de enrique- 
cimiento sin causa, ya que ambos sistemas de cómputo subsistían 
como válidos al efectuarse el pago cuya repetición se persigue 
en autos, principalmente, por el carácter meramente optativo del 
sistema que autorizara el decreto mencionado. De donde se si- 
gue que el pago tuvo causa legítima y que la apelante no puede 
cargar con las consecuencias del error inexcusable en que incu- 
rriera la parte actora. 
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Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
¡>e revoca la sentencia apelada en cuanto ha sido materia del 
recurso extraordinario deducido. 

AuiSTOBULO O- AlfÁnz IJK LaMAI>I:U> — 

Julio Oyhaxaute — Kicauik* Co- 

LuMHltES KsTEBAN IsfAZ. 



lí [CARPO FLORES *r. BASCO PROVINCIAL t>E SANTA FE 

RECt'RSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. fWróire* no fedérate*, 
interpretaría» de norma* p actas Incales en ijeneruL 

Xn pícenle el recurso extraordinario contra í;i sentinria ipie. fundarín en 
ln interpretación de norma* lóenles — Conmitutinn y ley :)l<>9 de Santa Fe— 
«ÍJlffoDa ni Bañen de ln Prnvinriii de Santa Fe «111 motivo del despido de 
luí cmpli-ado. 

RECCRSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio*. Relación directa. Nor- 
mas extraña* al jairío. Di* paste -tañes mustitaríonalc*. 

Oeei.lido por ln sentencia, sobre I» base de eNvuiii-liirn-ins de lieeho y prneba, 
que el despido del neteir fué irregular y ipip son aplicable* ni caso las ñor- 
unís loe» les vinculadas u ln estabilidad de los en 1 jileado-, público* provin- 
ciales, lo resuelto no tiene vinculación directa con la validez e inteligencia 
del nrt. lñ de la reforma constitucional de 1949. 



Dictamen oel Phocuiudoii General 

Suprema Corte: 

El fallo apelado se funda en razones de lieeho y de derecho 
público local suficientes pora sustentarlo, con las que 110 jjuar- 
dan relación inmediata ni directa las cuestiones que se articulan 
romo de carácter federal. 

En tales condiciones el recurso extraordinario interpuesto 
es improcedente y lia sido mal acordado a fs. 86. Así correspon- 
dería declararlo. Buenos Aires, 24 de abril de lí)5í>, — Ramón 
Lascatto. 

FALLO DE LA CORTF. SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Flores, Ricardo c/ Banco Provincial de 
Santa Fe s/ indemnización". 
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Considerando : 

1*) Que el Banco de ta lYov : ncia de Su uta Fe se agravia 
ile la sentencia de ia Cámara de Apelaciones del Trabajo de la 
Ciudad de Kosnrío, de fs. 73/7!), confirmatoria de la de primera 
instancia (fs. 45/50) que, en lo principal, lo condenó a rointegrur 
al actor a! cargo que oeupaba en esa repartición provincial y u 
pagarle los sueldos que le hubieran correspondido desde la fecha 
de su separación hasta la del reintegro, o bien, en caso de que 
la recurrente prefiriera no reincorporarlo, a pagarle las remu- 
lle raciones corridas desde la separación lmsta que el demandante 
estuviera en condiciones de obtener jubilación ordinaria. El 
Banco funda sus agravios en que la sentencia recurrida ha dado 
preeminencia a ciertas normas locales (ley provincial ,'1109 y 
«rt. 17 de la C) restitución de la Provincia de Santa Fe de 1949) 
sobre lo dispuesto por otras normas también de carácter local 
(art. 11 de la citada Constitución provincial) y especialmente 
por '"la Constitución Nacional del año 1949" en su art. 15. Asi- 
mismo, con igual base, aduce que so lian violado las cláusulas 
de la Constitución Xacional vigente relativas a la defensa en 
juicio y a la igualdad ante la ley. 

2*) Que con referencia a la interpretación que la sentencia 
apelada hace de normas do carácter local, como así también de 
su validez o distinta aplicación en el tiempo, es evidente que se 
trata de cuestiones irrevisibles en la instancia extraordinaria, 
que, en supuestos como el de autos, no tiene por objeto corregir, 
en tercera instancia, sentencias equivocadas o que se estimen 
como tales (Fallos: 245 : 524 ; 243: 45 y los allí citados). 

.'i') Que igual conclusión cabe aceptar respecto do la irre- 
gularidad del despido del actor, lo que hace inoficiosa la consi- 
deración de las circunstancias de hecho y prueba — existencia y 
carácter de las vinculaciones del actor con ciertas organizaciones 
política?, condición jurídica y naturaleza de ellas, etc. — que han 
sido consideradas en la sentencia como suficientes, a la época 
de la cesantía del actor, para permitir la aplicación de normas 
lóenlos vincularlas a la estabilidad de empicados públicos pro- 
vinciales. 

4*) Que, e tales condiciones, la sentencia que motiva el 
presente recurso no aparece vinculada con la validez ni con la 
inteligencia del precepto do la Constitución Xacional invocado 
de modo concreto por el recurrente (art. 15 de la Constitución 
Nacional, texto do 1949; doctrina de Fallos: 62: 274; 125: 247; 
193; 11 ; 245: 5G9 y otros), y, por tanto, dicha norma no guarda 
relación directa e inmediata con la materia del pronunciamiento 
(lny 48, art. 15). 
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ó 9 ) Que, filialmente, los agravio» referidos al derecho de 
defensa y a la igualdad ante la ley, articulados y citados antes 
con Ja numeración de 1949, carecen de vinculación directa con 
lo resuelto por el a quo. 

Por ello, y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, 
se (loriara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fa. 8b\ 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo I). Aháoz i>e Lama orí ¡i 
— Luis María Bom Bogo ero — 
Julio Oyilvnahte — Pedro Are- 

bastury r [cardo colomrhks — 

Esteban Imaz. 



ISAAC LA SI AHI ( 

JUR/SMtVtOS Y VOMPETKSCtA; Conflictos entre jueces. 

Kl conflicto suscitado entre dos «-esoluc iones judiciales de cf cotos provisio- 
nales — la que, como consecuencia de la prisión preventiva del procesado, 
concedió al denunciante la tenencia parcial y provisión» l de un local, y la 
dictada por la justicia civil, que ordenó al segundo no innovar cu I» pose- 
sión — debe ser resuelta dando prevalen cia a lo decidido en la causa criini- 
unl puesto que, en el enso, In medida dispuesta en sede penal se hallaba 
firme a la fecha en que fué decretada la providencia cautelar en el inter- 
dicto y se fundó, ademas, en circunstancias distinta* y anteriores ■ las. que 
se invocaron en el interdicto. Ello t sin perjuicio de las accionen civiles que 
puedan promover los tercerista* 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Los hechos que han dado lugar al presente conflicto son 
conocidos por V, E., pues tuvo oportunidad de considerarlos al 
denegar, con fecha 23 de setiembre ppdo., el recurso de hecho 
interpuesto por don Isaac Laniado en los autos "Dodds, Jorge 
H. s/ usurpación". 

En la resolución de V. E. se puso entonces de manifiesto, 
entre otras razones para rechazar la queja, que no existía hasta 
ese momento un conflicto entre jueces, debidamente planteado, 
que correspondiera dirimir a la Corte por vía de lo dispuesto 
en el art. 24, inc. 7* del decreto ley 1285/5R. T^i hipótesis se 
ha cumplido ahora, puesto que la Cámara Nacional en lo Civil 
y la Cámara Nacional en lo Criminal y Correccional han lictado, 
en definitiva, sendas resoluciones contradictorias, como lo señala 



FALLOS DE LA i ORTE SVI'REMA 



el auto del último de dichos tribunales corrientes a fs. 89, motivo 
por el cual procede, a mi juicio, la intervención de V. E., de 
conformidad con la disposición legal citada. 

En cuanto al fondo de la cuestión, creo que una elemental 
exigencia del orden jurídico hace necesario que las decisiones 
firmes emanadas de autoridades judiciales competentes para 
entender en un caso determinado no puedan ser enervadas en su 
ejecución por providencias de otros jueces. Tal principio de 
carácter general, lia sido objeto de numerosas aplicaciones par- 
ciales por la jurisprudencia de la Corte Suprema, especialmente 
en materia de recursos de amparo (Fallos: 242: 112; 244: 261 
y 283 y sentencia de 21 de setiembre ppdo. in re " Costa, Domin- 
go j}/ interpone recurso de amparo"), y debe regir, también, en 
casos como el presente. 

La resolución de la justicia en lo criminal que manda entre- 
gur eu forma parcial y provisoria la tenencia de ta finca de que 
se trata a don Antonio Berdulari no puede ser, en tal orden de 
ideas, dejada vírtualmente sin efecto por otra resolución, tam- 
bién provisoria — la medida cautelar de no innovar — , acordada 
en jurisdicción civil. 

Ello me parece aun más claro si se considera que la dispo- 
sición de la justicia en lo criminal importa la mera restitución 
de las cosas al atatu quo ante (y eu tal sentido conviene señalar 
que los hechos que dieron lugar a la denuncia criminal fueron 
anteriores a la constitución de la sociedad que dedujo el inter- 
dicto en sede civil) y que se han dejado expresamente a salvo 
los derechos que puedan hacerse valer en la jurisdicción corres- 
pondiente (fs. 13 del expediente de tercería agregado). A ello 
debe agregarse que, tal como lo señaló V. E. en el fallo antes 
recordado, don Isaac Laniado intervino como tercerista en la 
causa criminal, en la que ejerció ampliamente su derecho de de- 
fensa, siendo desestimadas sus pretensiones. 

Corresponde, pues, a mi juicio, decidir que debe darse cum- 
plimiento a la medida ordenada a fs. 92 vta. y 99 de la causa 
criminal, sin otro alcance que el que le asigna la propia decisión, 
y sin que ello obste al ejercicio ulterior de las acciones civiles 
que puedan corresponder a los interesados. Buenos Aires, 17 de 
diciembre de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SlPREMA 

Buenos Aires, 11 de noviembre de 1960. 

Vi«tos los autos: "Laniado, Isaac s/ interpone tercería, en 
sumario n* 5183'*. 
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Considerando: 

l 9 ) Que a ís, 137 de los autos principales (proceso seguido 
a Dodds, Jorge Horacio, por usurpación, n 9 ÍX)16), el tribunal 
a quo confirmó la resolución adoptada a fs. 91» por el señor juez 
instructor (aclaratoria, a su voz, de la de fs. 92 vta.), mediante 
la cual se dispuso acordar al denunciante Antonio A roldo Ber- 
dulari la tenencia que le corresponde de la parte de la planta 
haja del local de la calle Tucumán 559, sin exclusión del derecho 
que a la misma le corresponde al procesado Dodds. 

2?) (¿ue a fs. 117 de tos autos caratulados "Laniado, Isaac 
y otros c/ Rerdulari, Antonio s/ interdicto de retener" (n* 5874 
agregado por cuerda), la Cámara Nacional de Ablaciones en lo 
Civil (sala B), dispuso confirmar la resolución de puntera ins- 
tancia de fs. 4i», aclarada a fs. 52), mediante la cual se ordenó 
al demandado Antonio A roldo Berdulari abstenerse de innovar 
respecto de la posesión del mencionado loca), ocupado por la 
sociedad de hecho integrada por los actores. 

íf) Que, finalmente, en el presente incidente de tercería, 
la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccio- 
nal de la Capital Federal decidió, confirmando la resolución de 
primera instancia de fs. 13, rechazar la oposición formulada a 
fs. 4/6 por don Isaac Laniado a que se diese cumplimiento a la 
ya citada medida adoptada a fs. 99 de los autos principales fs. 24). 

4 9 ) Que a fs. 85 el tercerista solicitó la intervención de 
esta Corte Suprema en mérito a lo proscripto por el art. 24, 
inc 7°, del decreto-ley 1285/58, y en virtud de la contradicción 
resultante de la medida de no innovar decretada a fs. 117 del 
juicio civil y la resolución de la Cámara a que se ha aludido en 
el considerando anterior. 

ó 9 ) Que el conflicto en cuya virtud se pide la intervención 
de este Tribunal se ha suscitado entre dos resoluciones judicia- 
les de efectos provisionales, como son, sin duda, tanto la que 
concedió la tenencia del local al denunciante como consecuencia 
de la prisión preventiva dictada a fs. 63 del proceso criminal 
contra Jorge Horacio Dodds, cuanto la que decretó la prohibición 
de innovar contra Antonio A roldo Berdulari. Ninguna de ellas, 
en efecto, se ba pronunciado en forma definitiva sobre Ja pose- 
sión del denunciante o de los terceristas, debiendo destacarse, 
además, que las mencionadas decisiones judiciales versaron so- 
bre distintas situaciones de hecho, pues mientras la resolución 
dictada en sede penal reconoció como antecedente circunstancias 
acaecidas el día 2 de enero de 1957 que tuvieron como protago- 
nistas al denunciante y al procesado (ver fs. 3 y 63 de los autos 
principales), la medida de no innovar fué dictada sobre la base 
de un presunto derecho adquirido en setiembre del mismo año 
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por los integrantes de la Sociedad Rozzanna (ver especialmente 
fs. 2/7 de los autos "Laniado, Isaac y otros c/ Berdulari, Anto- 
nio s/ interdicto de retener"). 

6*) Que, en mérito a las circunstancias expuestas, no pa- 
rece dudoso que la resolución dictada a fs. 137 de los autos prin- 
cipales, que se encontraba firme a la fecha en que fué decretada 
la providencia cautelar en el interdicto y fué dictada, según se 
ha visto, sobre la base de circunstancias distintas y anteriores a 
las que fundaron aquella medida, debe tener preval encía a los 
fines del conflicto suscitado. Ello, sin perjuicio de las acciones 
civiles que eventual mente puedan promover los terceristas. 

Por ello, y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, 
se declara que corresponde dar cumplimiento a la medida dis- 
puesta a fs. 92 vta. y 99 y confirmada a fs. 137 de los autos 
principales. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lam abrid 
— Julio Oyhaxarte — Ricardo 
Colombres. 



CLARA RUIZ he CAPA SO v. EULOGIO TOMAS MI ROL 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Conflicto» entre lo* jaece*. 

Debe resolverse dando preferencia a lii resuelto en sede penal el conflicto 
suscitado con motivo de que la justicia crimina], como conscrueneia ríe la 
prisión preventiva dictada en un profeso por usurpación, dispuso restituir 
íi la querellante, provisionalmente, en )n cotencneíii ríe un departamento, en 
tanto que la justicia civil, en el interdicto de retener ta posesión promovido 
por el adquirente del departamento, ordenó no innovar respecto de la situa- 
ción de cite. Kilo, debido n qne lo» hechos que dieron lugar n la querella 
Ineron anteriores n la adquisición del dominio y a que p] comprador ejerció 
ampliamente, en la causa criminal, su derecho de defensa, sin cuestionar 
formalmente la competencia de la justicia del «rimen para resolver al respec- 
to j sin perjuieio de Ihs acciones civiles qae, en definitiva, pueda ejercer el 
propietario. 

Dictamen* del Procurador. General 

Suprema Corte: 

Ln¿ circunstancias anteriores a la sentencia dictada por la 
Cámara en lo Criminal y Correccional a fs. 201 de estos autos 
son conocidas por V, E, ( pues tuvo ocasión de considerarlas al 
desestimar, con fecha 23 de setiembre de 1959, el recurso de hecho 
que don Vicente Agustín Lapponi interpuso a raíz de haberle 
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denegado aquel tribunal el recurso extraordinario que, contra el 
referido pronunciamiento de fs. 201, intentó a fs. 204, 

En su resolución de entonces V. E. reseñó aquellos antece- 
dentes y puso así de manifiesto que el citado Lapponi, adqui- 
rento del departamento que la querellante Clara Buiz de Gapano 
(compartiera con el imputado Eulogio T. Mi rol, había apelado la 
resolución de primera instancia obrante a fs. 166 en cuanto la 
misma ordenaba restituir a aquélla el derecho a la tenencia sobre 
el inmueble en cuestión ; que, concedido a f s. 173 vta. ese recurso, 
el apelante había intervenido en el trámite ante la alzada; y, 
asimismo, que la Cámara había resuelto, en lo pertinente, man- 
tener " . . .la restitución a la accionante del derecho a la tenencia 
sobre el departamento motivo de este expediente, por ser esta 
medida una consecuencia lógica de la prisión preventiva decre- 
tada y por no haber podido trasmitir el prevenido un derecho 
mejor y más extenso que el que gozaba {art. 3270 del Código 
Civil), pero esa restitución debe disponerse sin perjuicio de la 
cotenencia que ejercía éste, o su sucesor, por cuanto no aparece 
clnro que fuese exclusivo de aquélla..,". 

Luego de dictado este fallo de fs. 201 y de haber denegado 
la Cámara en lo Criminal y Correccional el remedio federal al 
que más arriba he eludido, y hallándose a consideración de V. E. 
el recurso de hecho que también he mencionado y que el Tribunal 
finalmente desestimó, el señor Lapponi inició ante el Juzgado 
de Primera Instancia en lo Civil n* 21 de esta ciudad el inter- 
dicto de retener de que da cuenta el expediente n* 33.341 que 
corre agregado, en el cual ese juzgado resolvió» a fs. 10 vta., 
"...deeretar la medida cautelar de no innovar en el estado 
actual en el departamento de la callo Rosetti 1634, departamen- 
to 10, piso 2*, oficiándose a este efecto al señor Juez de Instruc- 
ción Dr. Kent, secretaría del Dr. Rocha Degreff, a fin de que 
se sirva disponer la suspensión de la resolución que ordena resti- 
tuir a la señora Clara Ruiz de ('apaño la tenencia del expresado 
departamento o su cotenencia con el recurrente don Vicente 
Agustín Lapponi, . . '\ 

A raíz de esta decisión de la justicia nacional en lo civil, que 
contradice lo oportunamente resuelto sobre el punto en sede 
penal i'xiste planteado en el presente caso un conflicto entre 
jueces similar al que motivara mi dictamen de fecha 17 de di- 
ciembre de 195ÍÍ, en los autos "Lnniado, Isaac s/ tercería'* (expe- 
diente ('. 789, L. XIII). Por ello, y como entonces lo sostuviera, 
estimo que la situación aquí configurada torna procedente la 
intervención de esa Corte por vía de lo que dispone el art. 24, 
i nc. 7*, del decreto-ley 1285/58. 

En cuanto al fondo de la cuestión, reitero Lo que expresara 
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en la oportunidad que acubo cíe recordar, en el sentido de que, 
a imí juicio, una elemental exigencia del orden jurídico hace nece- 
sario que las decisiones firmes emanadas de autoridades judi- 
ciales competentes para entender en un caso determinado, no 
puedan ser enervadas en su ejecución por providencias de otros 
jueces. Oomo lo manifestara en aquella ocasión, este principio 
de carácter general ha sido objeto de numerosas aplicaciones 
parciales por la jurisprudencia de la Corte Suprema, especial- 
mente en materia de recursos de amparo (Fallos: 3§&i 112; 244: 
2(il y 283 y 244 : 480 J, y debe también regir en casos como el 
presente. 

En este orden de ideas, la resolución de la justicia en lo cri- 
minal que manda entregar a doña Clara Ruiz de Capano la 
tenencia del inmueble de que se trata en forma parcial y provi- 
soria —este último carácter de dicha entrega, cabe señalarlo, no 
fué modificado por el fallo de fs. 201—, no puede ser dejada 
virtual mente sin efecto por otra resolución de igual modo provi- 
soria — la medida cautelar de no innovar — acordada cu juris- 
dicción civil. 

Por otra parte, también en el caso a estudio debe tenerse 
en cnenta que lo dispuesto por la justicia en lo criminal sólo 
importa la restitución de las cosas al stat» qw ante, y en tal 
sentido conviene advertir que los hechos que dieron lugar a la 
querella fueron anteriores a la adquisición del dominio sobre el 
departamento en cuestión por parte de su actual propietario. 
Por lo demás, y contrariamente a lo que sostiene el juez del 
interdicto, no me parece que respecto de aquél lo resucito en la 
causa criminal pueda considerarse consecuencia de un procedi- 
miento irregular, pues, como lo señaló V. E. en el fallo recordado 
ni comienzo de este dictamen, el Sr, Lapponi ejerció ampliamente 
su derecho de defensa en dicha causa, y no sólo omitió cuestionar 
formalmente la competencia de la justicia del crimen para resol- 
ver sobre sus derechos respecto del referido inmueble, sino que, 
por el contrario, expresamente requirió de aquélla, en el punto 2* 
del petitorio de su memorial de fs. 197, el reconocimiento de "su 
derecho de propiedad, posesión y tenencia exclusivos" sobre di- 
cha vivienda. 

En mi opinión, pues, corresponde decidir que debe darse 
cumplimiento a la medida ordenada a fs. 201 de estos autos, sin 
otro alcance que el que fe asigna la propia decisión, y sin que 
ello obste al ejercicio ulterior de las acciones civiles que puedan 
corresponder a los interesados. Buenos Aires, 4 de mayo de 
19(i0. — rtntnÓH Lascano. 
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Buenos Aires, 11 do noviembre de 1D60. 

Visto* los autos: "Capano, Clara Ruiz de s/ querella ñor 
usurpación y hurto a Eulogio Tomás Mirol". 

Considerando ; 

Que a fs. 164/166 de estos autos, v como consecuencia 
de la prisión preventiva decretada a Eulogio Tomás Mi rol, el 
juez de primera instancia dispuse, con carácter provisorio v 
"hasta tanto se resuelva en forma definitiva esta causa" resti- 
tuir a la querellante Clara Ruiz de Capano el derecho a la tenen- 
cia sobre el departamento de la calle Rosetti 1634, piso 2* n» 10 
La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal v Correccional 
de la Capital Federal confirmó aquella resolución "a fs. 201, con 
la salvedad de que la restitución del citado departamento debía 
disponerse sin perjuicio de la "coteneneia" que ejercía el quere- 
llado, o su sucesor. 

pL Q ue se « ü n resulta de los autos agregados por cuerda, 
el Sr. Vicente Agustín Lapponi, invocando su carácter de "pro- 
pietario, poseedor y tenedor exclusivo" del departamento men- 
cionado en el considerando anterior, y que adquiera, según ma- 
nifestó, del querellado Mirol (ver fs. 7/8 de los autos "Lapponi 
Vicente A. c/ Ruiz de Capano, Clara s/ interdicto de retener), 
se presentó ante la justicia civil promoviendo un intei dicto de 
retener la posesión contra la Sra. de Capano, que fundó en la 
turbación en su derecho que supone la medida adoptada en él 
proceso penal. 

3*) Que el mencionado Sr. Lapponi pidió asimismo se dis- 
pusiese la medida de no innovar con respecto al departamento 
cuestionado, a la que el juez en lo civil proveyó de conformidad, 
oficiando al juez instructor a fin de que suspendiese el cumpli- 
miento de la resolución que ordena restituir a la querellante la 
tenencia del departamento o su cotenencia con el peticionante 
(fs. 9/10 de los citados autos). 

4*) Que mediante oficio corriente a fs. 15 del juicio de inter- 
dicto, el juez instructor contestó a aquel requerimiento haciendo 
saber la imposibilidad de acceder al mismo en razón de haber 
sido ordenada la medida respectiva como consecuencia del auto 
de prisión preventiva dictado contra el procesado Mirol. Frente 
a la insistencia formulada por eUjuez en lo civil eu mantener 
la medida cautelar oportunamente dispuesta (fs, 17 del juicio de 
interdicto), el juez instructor resolvió elevar los autos a esta 
Corte a los fines del art. 24, inc. 7* del decreto-lev 1285/58. 
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Que las circunstancias del caso ocurrente coinciden, en lo 
esencial, con las de la causa O, 789, "Laniado, Isaac a/ interpone 
tercería en sumario n* 5183", resuelta por esta Corte en la fecha, 
cuyos fundamentos se dan aquí por reproducidos brevitatts causa. 

Por ello, y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, 
se declara que corresponde dar cumplimiento a la medida dis- 
puesta por el Sr. Juez Nacional de Instrucción a fs. I6(i vta. y 
confirmada por la Cámara del fuero a fs. 201. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Arjstóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Julio Oyuanaütk — Ricardo 
Columbres. 



PAULINO RODRIGUEZ PUCHEU v. JOSE MANUEL DE AIÍAQUISTAIK 

t Othos 

RECURSO EX IRAORDÍSA Rt O ; Requisito* camune*. Urawmcu. 

Imperta renuncia tutitu, pero indudable, de ln alegación de i Tico ha ti tu (-tona- 
lidad de loa uranismo.-, ptiritarkis, la circunstancia de que el recurreMle 
— demandado en causa por desalojo — se luiyn sometido anteriormente a I» 
jurisdicción de aquéllo» al accionar por consignación de arrendamientos y 
fonnaUzarión de contra tu, con referencia a la misma relación jurídica y 
procesal. No importa que, al plantear la cuestión federal, se invoque la 
vigencia actual de la Constitución de IHM. pues la reforma de 194Í1 m> 
excluía ln posibilidad de hacerlo. 



Dictamen del Procurador, (Jes eral 

Suprema Corte: 

En el recurso extraordinario interpuesto a fs. 210 del prin- 
cipal sostiene el apelante la iiiconstitueionalidad" de los organis- 
mos paritarios y taclia de arbitraria la sentencia. 

K\ último de estos agrnvíos no es idóneo, en el caso de autos, 
para sustentar el remedio federal. Aparte de que uo aparece 
suficientemente f mullido (art. 15 de la ley 48), el falto se basa 
en razones de hecho y de derecho común suficientes para susten- 
tarlo y el a quo no ha excedido las facultades propias de ln 
jurisdicción que ejerce. 

Mu cuanto a la incoustitueiouulidad alegada cabe destacar 
que el demandado apelante se presentó con anterioridad a los 
organismos paritarios (exp. ÍH4ÍJ) accionando, contra el actor en 
este juicio, por consignación y forma lisación de contrato. Ku 
dicho pleito pidió el propietario el desalojo y el fallo decidió 
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hacer lugar a la consignación y dejar n salvo los derechos del 
accionado para pedir él desahucio por cuanto tal petición debe 
ser formulada, según el procedimiento que rige en las Cámaras 
Paritarias, en juicio aparte. 

Oreo pues que el recurrente ha aceptado la jurisdicción que 
hoy impugna en este juicio y que hállase íntimamente vinculado 
con el que él mismo promoviera. Por lo demás es del caso seña- 
lar que la pretcnsión de que esta causa pueda ser de competen- 
cia provincial está desautorizada por la prórroga de jurisdicción 
convenida en el contrato (exp. 9149; contrato de fs. 1/2, cláusula 
10) como V. EL lo ha admitido en un caso análogo (exp, B. 340; 
sentencia de 18 de mayo de 1960). 

En tales condiciones, pues, el recurso extraordinario inten- 
tado es improcedente y corresponde no hacer lugar a esta queja 
deducida por su denegatoria. Buenos Aires, 10 de junio de 1060. 
— Ramóé Laseanó, 
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Buenos Aires, 11* de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por los de- 
mandados en la causa Rodríguez Pucheu, Paulino c/ De Araquis- 
tain, José Manuel y otros", para decidir sobre su procedencia. 

Considerando: 

l 9 ) Que, tal como lo señala el Sr. Procurador General, los 
apelantes, con anterioridad a este juicio, se sometieron volunta- 
riamente a la jurisdicción de los organismos paritarios al accio- 
nar por consignación de arrendamientos y formalización de con- 
trato contra el actor en esta causa, según así resulta del expe- 
diente 01 4Í), que se encuentra agregado por cuerda. 

2*) Que el precedente mencionado tiene íntima vinculación 
con estos autos, no solamente por tratarse de la misma relación 
jurídica entre las mismas partes, sino también porque, tanto el 
actor como los demandados fundan sus pretensiones en la sen- 
tencia del proceso anterior. 

3*) Que, en efecto, los apelantes, en su escrito de fs. 36 
do los autos principales, si bien oponen al progreso de la acción 
la incompetencia de los organismos paritarios con base en la 
inconstitucional idad que alegan, también es cierto que al con- 
testar, en ese mismo escrito, la demanda — y para el supuesto 
de que no prosperase la excepción articulada — fundan su argu- 
mentación, precisamente, en la sentencia anterior emanada de los 
organismos que impugnan de tnconstittictonalidad. 
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4 9 ) Que, de lo di dio, surge la aplicabilidad al sub Ufe de 
la juri ¿prudencia de esta Corte sej^ún la cual, situaciones como 
la de esta causa importan una renuncia tácita — pero induda- 
ble — de la alegación de tnconstitucionalidad (doctrina de Fallos: 
246: 172 y los allí citados), habida cuenta de que el impugnante, 
según se dijo, se sometió voluntariamente — con anterioridad, co- 
mo actor y con referencia a la misma relación jurídica y procesal 
y cuyo resultado se invoca en la causa — a la jurisdicción de los 
tribunales paritarios, lo que asume el carácter de una inequívoca 
admisibilidad de la validez constitucional de las normas de su 
creación. De donde resultaría que, admitir ahora el progreso de 
la taclia de ineonstituciouaUdad, importaría aceptar una tardía, 
introducción del planteamiento de inconstitucionalidad. 

5*) Que no alcanzan a desvirtuar tales conclusiones los fun- 
damentos expuestos por el apelante al introducir la cuestión 
federal en la causa, referidos a la posterior vigencia de la Cons- 
titución de 1853, ya que, como lo tiene decidido el Tribunal, la 
solución no varía en supuestos como los aquí examinados "en 
razón de que la reforma de 1949 no excluía los fundamentos de 
la cuestión federal" (Fallos: 237: 864). 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, 
se desestima la precedente queja. 

BexjamÍn Villeoas Basavilbaso — 
AmsTÓBVLO D, Abáoz de Lamadmd 
— Julio Oyhanartb — Ricahdo 

COLOMBRES. 



ERNESTO E. SAMMARTINO 

UBCURSO EX THA ÚRDINA RIO : Requinta* propio*. Cuestione* no federales. 
S, nl> ,,<•,„ t arbitrario*. Improcedencia del wiiwo. 

Ni) procede el recurso extraordinario contra la sentencia ijuc. fundada en 
los liedlos y pruebas del casto, declara — con carácter estrictamente oJEcep- 
einrial— rme es arbitrario lo resuelto por el Hunco Hipotecario Nacional 
respecto a tas inasistencia* del abogado jefe de una sucursal, como funda- 
mento de la cesantía decretada. 

RECl'ltSO E XTHAORIit .V AHI O : Reqiti*itn* propio*. Cuestione* no federales. 
Sentencias arbitraria*. Improcedencia del rrvurto. 

No procede el recurso extraordinario, basado en la doctrina de la arbitra- 
riedad, contra Ia sentencia *pie, teniendo en cuenta las circunstancia* del 
raso y la índole de loa cargos formulados al funcionario declarado cesante, 
decide o,ue debió dürse intervención a la junta de PUciplina. cuya presein- 
dencin cota promete, en el caso y a juicio de la Cámara. In legitimidad de 
la resolución. 
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Buenos Aires, 11 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el Banco 
Hipotecario Nacional en la causa Sannnartino, Ernesto E. s/ 
interpone recurso de revocatoria", para decidir sobre su pro- 
cedencia. 

Considerando : 

1*) Que, según resulta de estas actuaciones, la Cámara Na- 
cional de Apelaciones en lo Federal y Contenciosoadministra- 
tivo de la Capital anuló la resolución por la que el Banco Hipo- 
tecario Nacional, con fecha 6 de febrero de 1959, declaró cesante 
al Dr. Ernesto E. Sannnartino en el cargo le Abogado Jefe 
(Gerente Departamental de tercera), de la sucursal de La Plata. 
En consecuencia de ello y de conformidad con lo preceptuado por 
el art. 26 del decreto-ley 6666/57, eí tribunal a quo dispuso la 
reincorporación del citado funcionario (copia de fs. 1/5). 

2*) Que contra esa sentencia el representante del Banco 
Hipotecario Nacional dedujo recurso extraordinario para ante 
esta Corte Suprema, el que le fué denegado, con motivo de lo 
cual interpuso el presente recurso de queja. 

3*) Que el recurrente aduce la arbitrariedad del pronun- 
ciamiento dictado por la Cámara, sobre la base de las siguientes 
razones: a) es manifiestamente insostenible la afirmación con- 
tenida en ese pronunciamiento, cu relación a la causal a que se 
refiere el art, 37, inc. a), del decreto-ley 6666/57; b) la sentencia 
copiada a fs. 1/5 omitió considerar una de las " defensas" esen- 
ciales opuestas por el Banco Hipotecario Nacional, el cual sos- 
tuvo que, en el caso, la intervención de la Junta de Disciplina, 
previa a la cesantía del imputado, no era indispensable, con- 
forme al art. 40 del citado decreto-ley. Preténdese, asimismo, 
pu la f undamentación de la queja, que los hechos a que se refiere 
el art. 37, inca d) y f), del mismo decreto-lev, han sido sufi- 
cientemente acreditados (fs. 10/15). 

4») Que, teniendo en cuenta la naturaleza de los agravios 
sometidos a decisión de esta Corte, es manifiesto que el presente 
recurso de queja no puede prosperar. En efecto, como resulta 
de las constancias de la causa y de las propias manifestaciones 
del recurrente, está claro que el fallo de la Cámara, en la parte 
en que —con carácter estrictamente excepcional — declara que es 
arbitrario lo resuelto por el Banco acerca de las "inasistencias 
injustificadas" del inculpado, se basa en un detenido análisis 
de las circunstancias de hecho y prueba que configuran el caso, 
que no encuadra en la tacha de arbitrariedad. Tratándose de 
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situaciones como las de uutos, establecer a partir de qué mo- 
mento comenzó a re^ir la obligación de concurrir diariamente a 
su despacho impuesta al funcionario, es, por supuesto, cuestión 
ajena a la instancia extraordinaria. 

5 9 ) Que lo mismo cabe decir respecto de ta parte del pro- 
nunciamiento que, teniendo en cuenta las particularidades del 
sttb lite y la índole de los cargos formulados con base en el refe- 
rido art. 37, íncs. d) y f), decide que debió observarse el trámite 
consistente en la intervención de la .Tunta de Disciplina (art. 44 
del decreto- ley 6(566/57) y que la sola circunstancia de prescin- 
dir de ella, que representa una '* garantía" para los imputados, 
"compromete la legitimidad de la resolución que disponga la 
cesantía". Kste segundo fundamento de la sentencia no sólo 
implica que la ('amara se pronunció expresamente sobre la *' de- 
fensa" que el recurrente dice omitida, sino que, además, cual- 
quiera sea su acierto o error, se apoya en razones bastantes para 
desechar la arbitrariedad alegada. 

I'or ello, se desestima la queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Amstóbulo D.'Aráojí de Lamadrid 
— Luis María Bom Bono ero — 
Julio O yhanarte — Rica uno Cn 
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MARIA ELISA ISO UNA tm CORAZON Wí .JKStS TOKItKS CAliH KH A 

uk DATO M4 ) NT KHO 

l'ESStOXK.S M/IJTAHES; Prutivur» u In* militare*. Uttivrniithifii:*. 

VA rHtr» v pensión wililar i-oustituyi-n derechos eaetidatés al estado militar. 

ACt m f l< A CÍOX UE BENEFICIOS: Pr»«JOH« m ¡tita m 

Ijis tltaliis ¡uU'iprt'tntiviLS en la upIii-Hrión (ie loa nrt». 1)2 tli- '« ley V.lAHiñ, 
.'ls di 1 In ley l:i.l»Tc» y 'Jtl di' In 14.:¡70, lian sido ncliimilns, imperto de los 
retiras militares, por el decreto-ley «277 con una dispusic-iún que sa 
extiende tiimhtén ji liis pénames. 

A CUMULACION DE BENEFICIOS: &&tom militares. 

No rijrc In limitadfin de monto tutu bien (¡a por él iirt. JiJ de in ley 14.:¡7lí 
en el casó vn <pie se trilla de iieumukir iinn jubilación otorg/idii por la Caja 
del Estado pon ln pensión militar correapondipnti 1 a la viuda tic un militar. 
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DUTAMKN l«KI. PRCH I HAIOK ÜKNKKAL MKIi ThAH.UH 

Exphim. Cámara; 

Ijii recurrente es titular de una pensión militar, que si^ún con»tamia de 
fs. 9, asciende en su haber, a la suma de w$n. 2.475. A miz de los servicios 
computadora fs. 10, prestados bajo el régimen di' Ja ley 4349, se k> acordó 
— ts. 13— jubilación ordinario, con un haber de m$n. 2.652,02, pero i ]0 pudo 
•cumular ambo» beneficios, sino basta la suma de m*n. ¿.mi, por aplicación 
de lo normado en el art. 29 de la ley 14.370 punto 5* de esta última resolución, 
provocando ello la disconformidad de lu peticionante, toda vez, que pretendió 
la acmnulahilidad sin tope, de aquéllos. Tal es el problema traído a dedsión de 
V. E., por medio del recurso legislado en el art. 14 de la ley 14.230, intentado 
tontru la resolución del Instituto Nacional de Previsión Social de fs. Mi vta., 
confirmatoria de la dictada por la Caja Nacional de Previsión pura el Persona í 
del Kstado. 

En .ipoyo del remedio procesal intentado se sostiene — ts. 34/35— que se 
ha mal aplicado el art. 2» de la ley 14.370, puesto que, el origen del título de la 
■pelante, es el "retiro militar" de que gozaba su extinto esposo, en los términos 
de la ley 13.99U, substancial y específicamente distinta, de las previstas en el 
trt. 92 del decreto-ley 14.535/44, reformado por el art. V de la ley 13.065. A 
mayor abundamiento agrega, que el decreto 6277/50, cuya copia obra a fs. 27, 
vino a consolidar su derecho, lodo ello, sin pcrjntein de que la Sala III, en el 
caso "Yolly Armando J." resolvió una cuestión análoga, en sentido favorable 
a sus pretensiones. 

En su aspecto formal, estimo, que se han satisfecho las exigencias requeri- 
das para estos supuestos y por tal motivo es que, en mi sentir, correspondk- 
previamente, declarar procesa! mente viable, el recurso intentado. 

Salvado ese obstáculo, corresponde entrar a considerar el fondo del asunto. 

La cuestión debatida participa de la mismn naturaleza de la que se anali- 
zara en autos: "Carranza Lucero. Nicanor", cuyos antecedentes con transcrip- 
ción del dictamen de esta Procuración General, sentencia de la Sala III, como así 
de lo dictaminado por el Señor Procurador General de la Nación y decisión do 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación, se encuentra inserta en la colección 
de Fallos de este alto Tribunal de Justicia, t. 226-381. En el ritndo caso — Yolly— 
la misma Sala analizó exhaustivamente el problema, reafirmando lo que va 
declarara en aquellos autos. El Instituto Nacional de Previsión Social en esta 
oportunidad consintió el pronunciamiento de la Sala III. 

Para facilitar la labor de V. E., me permitiré efectuar algunas transcrip- 
ciones a fin de ubicar el problema en su verdadero planteo. 

El Instituto Nacional de Previsión Social, en el caso Carranza Lucero, había 
resuelto lo siguiente: a) Que las disposiciones de Iob arte. 02 del decreto-ley 
14.535/44 y 38 de la ley 11.110, modificados por las leyes 13.005 y 13.076, respec- 
tivamente, er t aplicables a los retiros militares, vale decir, que el tope fijado 
de m$n, 1.500 para la acumulación de dos beneficios, fneran de carácter nacional, 
provincial, municipal, militar o graciable, involucraba el de "retiro militar" de 
que gozaba el Dr. Carranza Lucero, conjuntamente con el otorgado por la ley 
11.110; b) Que el suplemento variable instituido por la ley 13.478, no debía 
computo rae a los efectos de la obtención del límite máximo de haber a que se 
refieren las citadas disposiciones legales; c) Que el suplemento variable debía 
calcularse, previa acumulación de los haberes de los beneficios y sin tomar en 
cuenta las bonificaciones y mejoras acordadas por las leyes enumeradas en los 
decretos 39,204/48 y 3670/49 (arts. 3 y 4 resp.), debiendo abonarse por el 
organismo que tuviera a su cargo la prestación. 
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Al dictaminar en esos autos, expuse cu un planteo previo los puntos sume- 
tirios :i jiüí'üi-t^. en orden » los agravio* expresados pur el recurrente. Dije a ese 
rrsjM't'to que: "Kn el presente juicio se lia debido suscitar la cuestión inevitable 
prevista de Ja aplicación del art. !)2 del decreto-ley 14.535/44, modificada por 
la ley 13.0155, cuando la compatibilidad de benet icios de \\w trata se debe hacer 
extensiva a los retiros militares, con lu limitación de montos que fija dicha 
disposición. La cuestión ha quedado en pleno planteamiento con ta decisión del 
Instituto N'acional de Previsión, ijtie ha denegado al apelante su derecho al 
adicional del decreto 30.204/48, sobre el monto de su jubilación civil, por estimar 
(|ue con ese aumento del beneficio se excede, con el retiro militar que goza, el 
límite de m$n. 1.500, acumulable admitido por la ley, Tnl es lo que resulta 
de ese pronuncia miento y del recurso interpuesto contra el mismo por el benefi- 
ciario Dr. Carranza Lucero a fs. 100 y que al concretarlo en sus agravios de 
fs, 135 comprende la aluda a la limitada compatibilidad que también debe ser 
examinada, por fundamentarse en ella el desconocimiento del derecho pretendido. 
La apelación de J's. 106 ha sido dirigida contra toda la resolución de fs. 10*2/103, 
pero expresando el actor que la limitación del pago de sus beneficios a m$n. 1.500 
le crea una situación injusta, y precisando en so memorial la lesión a su derecho, 
que consiste en no reconocérsele el adicional del art. 3* del decreto 39,204/48, 
sin referirse a los demás puntos de la resolución que por ahora no le atañen, 
corresponde resolver solamente esas dos cuestiones a que ha quedado reducido 
el recurso; la de la incompatibilidad limitada y el adicional de la jubilación 
civil, a las cuales debo concretar mi opinión. La resolución no es ei presa en 
cuanto al punto controvertido del adicional, pero al declarar que es aplicable 
el limite de mfn. 1,500 a la acumulación de la jubilación con el retiro militar 
del solicitante, evidentemente lo resuelve denegándolo al mandar pagar aquel 
beneficio, sin ese aumento, por excederse con él dicha limitación, Este punto 
ile la controversia debe quedar resuelto conforme a lo que se decida, en defini- 
tiva, sobre el ríe la compatibilidad de que se ha hecho mérito por el Instituto, 
para dejarla planteada en su resolución sin perjuicio de otra solución que corres- 
ponde, aun con fi miada la que con relación a la misma se ha adoptado en ésta, 
de carácter previo de la acumulación. Por ello que subsiste la interposición del 
recurso contra lo principal de la resolución, desde que la incompatibilidad de que 
es materia impide H libre examen y decisión del derecho afectado y ejercitado, 
en virtud del decreto del P. E. y sobre cuya lesión versan los agravios del 
ejercitante. Pues, siendo la propia institución quien ha promovido a fs. 90, 94 
y 110 vta., la cuestión atinente a ese derecho, ha podido agraviarse en la Altada 
el presentante por no haber sido concedido en la resolución apelada y por tanto 
susceptible de examen y pronunciamiento por V. E. 

Con relación a la cuestión "compatibilidad", expresé que las disposiciones 
por las cuales se ha reconocido tal compatibilidad en la acumulación de beneficios 
jubilntorios y de pensión, incorporadas en las leyes 13.065 y 13,076 reformando 
artículos pertinentes de las vigentes, fueron sancionadas para los beneficios 
pertenecientes a regímenes civiles que antes eran incompatibles entre si y con 
los de otras Cajas. La norma no fué instituida para implantar compatibilidades 
ya existentes, como la del beneficio del retiro militar que nunca había sido negada, 
ni limitada su concesión por tener derecho el retirado o su causa-habiente, a 
gozar de otro beneficio de diferente Caja. El caso de un jubilada civil que 
después adquiere un retiro militar, tal vez es el que más difícilmente haya podido 
presentarse y par eso la ley no tuvo el derecho de reglar el ejercicio de ambos 
derechos, desde que por la imposibilidad misma de hecho para obtenerlos se ha 
débio respetar el de quien los ubiere alcanzado, cumpliendo el tiempo legal de 
servicios con doble prestación de los mismos. La ley, sin embargo, situándose en 
nt-uel caso más frecuente de los sucesores de un retirado militar, como puedo 
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serlo su cónyuge, poseedores n la vez de una jubilación civil, reconoció siempre el 
derecho que lis asistía al cobro .simultáneo del beneficio, con la pensión prove- 
niente dd retiro, sin ninguna restricción. Luego tratándose de la acumulación 
de servicios prestadas por el mismo beneficiario con el dcre<ho que rige, es 
más evidente su plenitud cuando es- ejercitndo por éste, simultáneamente, por 
las dos clases de servicios prestados al Estado. Por eso, la ley anterior debió 
imponer la incompatibilidad cuando no era el mismo prestante dei servicio el 
pen-ibiente de los beneficios — art. 4!) de 1» ley 4,t4!f- . 1W clin también, mundo 
el decreto reglamentario de la ley 11.923 —art. 58— se refirió o ln incompa- 
tibilidad de retiros civiles de las leyes 11. lio y 11.575, según el decreto del P. E. 
Bajo el imperio de esas leyes, como puede verse, no existía incompatibilidad de 
jubilación o de retiros militares, sino de pensiones exclusivamente. 

En cnanto « ia que imponen las leyes actuales que se invocan, no encuentro 
que se halle comprendida la de un retiro militar con una civil, como son los 
beneficios que bu obtenido el n pelante. En los arls. 02 v 93 de las leyes que las 
contienen, el legislador r.n ha debido referirse a I«s retiros militares para decla- 
rar incompatible su percepción con otros beneficios, puesto que al expresar que 
los del Instituto de Previsión son acumulantes t»n cualquiera otra jubilación, 
pensión o subsidio, no ha entendido que en In palabra "jubilación" pueda estar 
comprendida la de --retiro militar", pues conociendo el legislador la perfecta dis- 
tinción existente entre "retiro militar" y la jubilación del empleado civil o 
administrativo, no puede ntri bu írsele que al sancionar una norma restrictiva del 
derecho a esta última, su intención hubiere sido la de aplicar la misma regla 
ii I retiro militar. Se observa que la sanción tuvo por fundamento determinante 
únicamente el de declarar la acumulación de beneficios hasta una suma tope 
que antea eran incompatibles. Esta es su "ratio legis", es decir, la de reconocer 
acumulaciones que eran prohibidas pero con una limitación. Lns que no estaban 
prohibidas acumular, como eran los beneficios de retiro militar, el legislador no 
los incluyó en la sanción, desde que no se refirió a los retiros cuando debió men- 
cionarlos entre los que permitió el cobro acumulado hasta m$n. 1.500 con jubi- 
lación, pensión o subsidio. Si la acumulación regida por la lev 13.065 contu- 
viera la amplitud pretendida por la resolución del Instituto, todo beneficio que 
no estuviere expresamente indicado en su texto no podría ser acumulado. Y 
como el retiro militar no se lo consigna, quiere decir que no puede ser acumulado 
con una pensión o jubilación. Basta su ausencia en la disposición de mención 
"a retiro militar" para juzgar que él se mantiene con Ja compatibilidad pre- 
existente sin límite. Carece de la fórmula expresa de rigor del legislador cuando 
se trata de restringir el ejercicio de los derechos regidos bajo e! imperio de 
una ley anterior. Como fundamento principal de lo expuesto, se tiene el hecho 
f£M ™. no «Pugnar el art. en cuestión, que es acumulante la jubilación con 
retiro militar, significa que solamente cuando la jubilación civil debe acumu- 
larse con otra jubilación o pensión, puede limitarse el cobro conjunto hasta 
iiofn. 1.500 y no cuando se acumule a un retiro. Al no poderse reducir propor- 
cional mente un retiro militar, como impone también la disposición, ello demues- 
tra que no rige ninguna pifrte de su contenido para los retiros. En lo único 
que se refiere la ley a lo militar debe entenderse que es lo relativo a pensiones 
y subsidios que se otorgan a los que fueron guerreros de la Independencia u 
otros hechos de armas, como así lo pone de relieve el dictamen do la Caja a 
ts. í)o, pero no lns correspondientes a retirados de las fuerzas armadas. Pues 
aquéllas son otorgadas por leyes especiales y no por las de retiro. Aún si se 
tratara de pensiones por retiro militar, las que el legislador menciona no podrían 
ser do igual modo reducidas las mismas, ni el distinto beneficio jubilaforin civil 
que con ellas se pudiera acumular, dado que no existe texto legal" que establezca 
en forma expresa la incompatibilidad entre una pensión militar y una jubilación 
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civil. Así ln resolvió la Stiln in re: "Videta, Manuela del C", sentencia de fecha 
15 di 1 julio de 194H, bajo la vigencia de las leyes 13.065 y 13.076, que se decla- 
raron inaplicables al paso con relación n una {tensión militar y una jubilación 
de docente (La Lry 51-902). No obstante, si ln disposición aplicada a! referirse 
a Jas pensiones de cualquier carácter menciona la militar, no implica ello aludir 
jal retiro des-de que no lo inviten del misino modo i ¡m- la jubilación. 

ta Scla, por sentencia de fecha 19/12 ¡Vi, resolvió revocar la decisión del 
Instituto, di-claniluio compatible el beneficio de retiro militar y id de jubilación 
civil -i n límite de monto, ordenando pagar consccucntciiit-utc el adicional esta- 
blecido en el art. 3» del decreto 39.204/48. 

La Corte Supremn de Justicia de la Nación al decidir sobre el recurso 
extraordinario interpuesto por el Instituid Naciouul de Previsión Social sentó 
la siguiente doctrina : "Kl art. ó T del decreto 39.2M/4H se refiere a los bene- 
ficios de carácter civil y es inaplicable al usufructuario de una sida jubilación 
de esa clase, aunque goce además de un retiro militar; por lo cual corresponde 
que el adicional sobre aquel único beneficio civil le sea pagado por el Instituto 
Nacional de Previsión Social". 

Como bien puede observarse, el Alto Tribunnl sólo se pronunció sobre la 
cuestión referente al organismo n carpo del cual quedaría sujeto el pago del 
suplemento variable de la ley 13.478. 

Cuando se trajo a conocimiento de esta Exenta. Támara el coso "Yolly", 
expediente 14.9HH, y le tocó intervenir a la Sala III, aclaré lo siguiente en el 
respectivo dictamen; "Kl Instituto Nacional de Previsión Social expresa que el 
proiiunciiuiiiento de ln Corte Suprema in re: "Carranza Lucero" no decidió el 
problema de la compatibilidad de ambas prestaciones — retiro militar y jubilación 
civil — , pero lo decidió en cambio V. K., porque fué planteado por la repar- 
tición concedente y el apelante. La Cérte Suprema se pronunció solamente sobre 
el problema del adicional, pero en virtud de que no se insistió sobre el punto, 
por el Instituto, al recurrir de aquella cuestión sobre incompatibilidad, desde 
que se circunscribió a la del adicional al reconocer el derecho del beneficiario 
ni pago íntegro del retiro con ese suplemento y la jubilación, después que había 
declarado aplicable las leyes 13.065 y 13.076 a los retiros militares. La oposición 
del Instituto al pago del adicional sobre la jubilación fué, precisamente, porque 
el beneficiario, Carranza Lucero, sobrepasa ba los m$n. 1.509, con la percepción 
de las dos prestaciones. De tal manera, para decidir si le correspondía dicho 
adicional, debióse resolver previamente si el retiro militar que con ese suplemento 
superaba los m*n. 1.509 debía ser compatible hasta este monto, con la jubilación, 
para reducir a ambos, a ese importe en total. Es lo que resolvió V. E. excluyendo 
de esa limitación al retiro militar. Como éste retiro no debía estar sujeto a 
ninguna incompatibilidad, correspondía el pago íntegro de m$n. 1.752, a que 
ascendía con el adicional dicho retiro, con más su jubilación de ni$n. 210,19, con 
el referido suplemento. Esto ultimo eg lo que resolvió la Corte Suprema, pero 
teniendo en cuenta seguramente que no eran incompatibles sus montos con los 
del retiro militar que gozaba el recurrente por aquel importe íntegro. De ahí 
que debió imponer el tribunal el pago del suplemento sobre In jubilación, por 
no ser aplicable la acumulación de este beneficio con el retiro militar, a los 
efectos del paco por el organismo que tuviera a su cargo la prestación mayor". 

La Sala III al fallar dicho caso, estableció que era necesario establecer cuál 
era la naturaleza del "retiro militar" y ser dar las nota* carácter izantes distintas 
a las de la jubilación, n fin de determinar la diferencia existente entre ambos 
institutos jurídicos. El "retiro militar" significa una situación de revista para 
el "personal militar" (art. 59. ley 13.096), el cunl puede encontrarse en dife- 
rentes situaciones comprendido: cuadros permanentes, retirados, etc. (art. 4"), 
y tanto en ta actividad como en el retiro gorja n de "estado militar' 1 . En razón 
de éste, queda sujeto a un conjunto de deberes y obligaciones imperativamente 
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impuestos (art. formando parto cualesquiera fuera esa situación de las tuer- 
zas armadas (urts. 7*, b3 y bT>, ley rilada). Puede el retirado pasar del "retiro 
electivo" al "retiro aetivo" y de éste a aquél y retornar nuevamente al primero, 

10 i-ual significa su reincorporación a la a» tivi ii.nl en orden a ia necesidad del 
■M'rv ido, por imperio de la ley y por voluntad y petición del interesado (art. 84 
y H5, ley rilada) y goza, mientras revisto como retirado, de un "haber de 
retiro" y no ríe "jubilación", pensión o subsidio (art. 95, ley citada). El retirado 
militar mantiene, ya esté en situación de rtiiro efectivo o activo (art. 63), su 
"estado inililar" y í'ornin parte de las fuerzas armadas de la Nación, debiendo 
considerarse su "haber de retiro" como un "sueldo de retiro" y no una "jubila- 
ción", pues puede ascender. El "retirado militar" tiene deberes y obligaciones 

11 cu miil ir, aun dentro de esa situación de revista, pues prosigue formando parte 
del "[tersonnl militar"; adentras el jubilado civil ha dejado de pertenecer a) 
personal de la Administración Pública y no es más agente civil de la Nneión; 
ni tiene deberes y obligaciones a cumplir en tal carácter, como tampoco la tienen 
los otros jubilados, comprendidos en los regímenes nacionales de previsión social 
para con sus respectivos patronos, en cuanto fueron sus subordinados. El art. 92 
del decreto 14.5:15/44, modificado en la forma precitada, dice: "Son acumulables 
entre sí y con cualquiera otra jubilación, pensión o «ubísidio, otorgados por 
organismos que no sean dirigido» o administrados por el Instituto, sean de 
carácter nacional, provincia), municipal, militar o graciable, hasta la suma de 
m$n. 1..Í00. La calificación dada por la ley lia de hacerse, agregando el adjetivo 
"militar" al sustantivo "jubilación*', "pensión'' o "subsidio", según el caso y 
como señaló en el caso "Carranza Lucero", sólo cabía aceptar como locución 
sustantivada para señalar un beneficio existente, dentro de nuestra legislación, 
las de "pensión militar" o "subsidio militar", derivantes de las leyes distintas 
de la orgánica de fuerais armadas, donde la pensión se origina en el "retiro 
militar" gozado por el causante o al cual tuvo derecho éate, según su estado 
militar. Las "pensiones o subsidios militares" previstos por el referido art. 92 
del decreto-ley son las reconocidas por leyes especiales a los derecho-habiente* 
ile guerreros de la Independencia, del Brasil y del Paraguay y Expedicionarios 
del Desierto, como asi también los comprendidos en el art. 4'. con respecto a las 
situaciones previstas por los inca, b) y f) del É de la ley 12.821, modificada 
por el decreto IV. 923/44 —ley 12.921—. 

Por esos motivos, Ir Sala llegó a las mismas conclusiones que en el caso: 
"Carranca Lucero" y la decisión quedó consentida y firme, como ya se expresan 
por no haber recurrido de la misma el Instituto Nacional de Previsión Social 

Partiendo, pues, de estos conceptos, la ley 14.370 en su art. 29, con relación 
al caso en examen, tampoco habría modificado la situación acerca de lo normado 
en el decreto 14.535 y leyes 13.065 y 13.076, toda vez que el "retiro militar" 
derivado de la ley 13.996 tendría un carácter y naturaleza distintos a los que se 
refiere el cuerpo legal para fijar un tope de acumulación. Tampoco sería vale- 
dero oponerse a la compatibilidad sin tope, por tratarse de una pensión cuyo 
beneficio goza la recurrente, pues dentro de una estricta lógica jurídica el 
"retiro militar" se convierte automáticamente en pensión en favor de los derechos - 
habientes de su titular ocurrido el fallecimiento de éste. Nunca podría interpre- 
tarse que el legislador hubiere pretendido extinguir e) "retiro militar" con el 
dereso del beneficiario, olvidando a sus herederos precisamente en momentos que 
más necesitan de la ayuda del Estado, por haber desaparecido quien hasta el 
instante de) tallecí míe uto contribuía al mantenimiento del bogar. Serla este nn 
argumento más para desestimar la tesis del Instituto al hacer ineapié en el 
deereto G277/A8, en cuanto no i, *mciona la "pensión", pues quien ha gozado de 
un retiro militar transmite a ana I «rederos, automáticamente el derecho a seguir 
gozando el beneficio, bajo la d iiominación de ¡tensión. Pero aún aceptando 
dicha tesis, siempre quednría en pie el otro fundamento expuesto en favor de .a 
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acumulación sin límites de lo» <los beneficios de que goin la apela ate. Por todo 
<llo es que aconsejo a V. E. declarar procedente el recargo interpuesto, revo- 
cando la resolución recurrida en la medida y alcance que lo .solicita el n pelante. 
Despacho, 14 de abril de 1Ü59. — l'ícfor A. S*r*da 6'iw/fc. 

Sentencia oe la Cámara Nacional de Ai>Ei,.ictoxrj* del Thabajo 
En ta ciudad de Bueno» Aires, a los 10 dfns del mes do jnuio de 1059, reunida 
la Sala 1* de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo para dictar sen- 
tencia en los natos: *Dato Montero, María Elisa Isolimi del Corazón de Jesús 
Torres Cabrera de s/ jubilación", y de acuerdo a la correspondiente desinsaeu- 
lación se procede a votar en el siguiente orden: 

El Dr. Ratti, dijo: 

Por los fundamentos sustentados en el dictamen del Sr. Procurador General 
(fo; :íS/44). que doy aquí por reproducidos, voto por la revocatorio de ¡a reso- 
lución recurrida. 

Los Dres. Eisler y Rebullida, por los mismos fundamentos adhieren al voto 
que antecede. 

En virtud de lo que surge del presente acuerdo, el Tribunal resuelve: Revo- 
car la resolución recurrida. — Jorge A. F. Ratti — Varios fi. Eider — Osvaldo 
F. Rebullida. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

£1 recurso extraordinario concedido a fs. 51 es procedente, 
por haberse cuestionado en autos la inteligencia de normas de 
carácter federal y resultar la decisión definitiva del superior 
tribunal de la causa adversa a las pretensiones del apelante. . 

En cuanto al fondo del asunto, el problema por resolver 
consiste en establecer en qué medida es acumulable al goce de 
una pensión militar —en la persona de un mismo beneficiario- 
la percepción del haber de una jubilación civil otorgada por la 
Caja Nacional para el Personal del Estado. 

La sentencia del a quo (fs. 45) se pronuncia por la acumu- 
lación -in limitación de monto, en tanto que el Instituto recu- 
rrente, manteniendo el criterio sustentado en la instancia admi- 
nistrativa, pretende que ambas prestaciones son acumulables, 
pero sólo en la medida resultante del art. 29 de la ley 14.370, 
es decir hasta la suma de tres mil pesos. 

En mi opinión Ja situación de autos debe regirse por la nor- 
ma contenida en el art. 8» de la ley 14.499, toda vez que la señora 
de Dato Montero es beneficiarla de una pensión militar en sn 
carácter de viuda de un ex -oficial de la Armada por una parte 
y, por otra, titular de una jubilación civil otorgada bajo el régi- 
men de la ley 4349 y modificatorias. 

En estas condiciones, la acumulación de los haberes de refe- 
rencia es procedente, quedando la misma sujeta a la escala esta- 
blecida en el art. 4* de la ley 14.499. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN* 



¡isa 



Por lauto opino que corresponde dejar sin efecto la senten- 
cia apelada, debiendo volver las actuaciones al organismo de orí- 
gen por intermedio del tribunal de su procedencia, para que dicte 
nueva resolución con arreglo al criterio expuesto. Buenos Aires, 
7 de octubre de 1959. — Ramón Lasca no. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Dato Montero, María Elisa Isolina del 
Corazón de Jesús Torres Cabrera de s/ jubilación". 

Considerando : 

V J Que la Caja Nacional de Previsión para el Personal 
del Estado acordó jubilación ordinaria a U señora de Pato 
Montero y declaró, asimismo, que dicho beneficio es compatible 
con la pensión militar de que goza la interesada, basta el límite 
de m$u. 3.000, conforme a lo que establece el art. 29 de la ley 
14.370 (fs. 13 y 17). La resolución fué confirmada a fs. 30 vta. 
por el Instituto Nacional de Previsión Social, y revocada por la 
Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo que, con remisión 
al dictamen producido por el Sr. Procurador General de ese fue- 
ro, se pronunció por la procedencia de la acumulación de ambos 
beneficios sin limitación de monto (fs. 45). 

2*) Que contra esta última sentencia interpuso recurso 
extraordinario el apoderado del Instituto Nacional de Previsión 
Social (fs. 47/50), que le fué concedido (fs. 51) y es procedente, 
en razón de haberse cuestionado en autos la inteligencia de nor- 
mas federales y ser la decisión recurrida contraria al derecho 
que el apelante funda en ellas (art 14, inc. 3», ley 48). 

3*) Que el retiro y pensión militar constituyen "derechos 
esenciales" al estado militar, conforme a lo establecido por los 
arts. 5* y 8»> inc. 6», y art. 81 de la ley 14.777 y leyes anteriores 
(ley 13,996, art, 6» inc. 7*; ley 4707, título II, arts. 15, 18, inc. 3», 
y título IV; ley 4856, título II, arts. 16, 18, inc. 3* título IV), 
que en la jurisprudencia de esta Corte, anterior a las leyes 13.065 
v 13.076, referentes al sistema de no acumulación de beneficios 
jubilatorios (Fallos: 131: 243; 154: 394 y 411; 160: 425; 171: 26 
y 203), tuvieron un tratamiento diferencial que los apartó de 
aquel principio (Fallos: 145 : 384; 171: 203), por no participar 
del sistema mutuaUsta y solidario, con sus legales consecuencias, 
que caracterizó por ejemplo, a las leyes 4349 y 10.650, aplicadas 
en los casos citados. 

4*) Que las dudas interpretativas en la aplicación de los 
arts. 92 de la ley 13.065 y 38 de la ley 13.076, como del art. 29 
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lie la ley 14.370, que fija el alcance de aquéllos (Fallo»: 235: 
215; 237: 810), han sido aclaradas respecto de los retiros mili- 
ta res por el decreto-ley 6277/58, también de carácter interpre- 
tativo (Fallos: 245: 496), con una disposición que no puede limi- 
tarse a ellos, excluyendo las pensiones, porque éstas participan 
de lu misma naturaleza y están comprendidas, ni igual, dentro 
del ámbito de los derechos inherentes al estado militar, como 
se lia señalado en el considerando precedéis te. Uua interpreta- 
ción exclusivamente gramatical de la expresión "pensión mili- 
tar" de los arts, 38 y 92 citados, que confundiera bajo el mismo 
rubro a dos instituciones diferentes, como las pensiones militares 
antes referidas y las que participan del carácter graciable común 
con otras civiles (por ejemplo: leyes 10.917, 11.923, 11412) des- 
conocería una distinción establecida desde antiguo (sobre la ley 
262, aclaraciones en Diputados, 1868, 390; Senadores, 1868, 663), 
carecería de base jurídica y sería contraria a las normas de inter- 
pretación adoptadas por esta Corte en general (Fallos: 244: 
129 y sus citas) y en materia jubílalo ria (Fallos. 243 : 46 y sus 
citas) y, sobre todo, serín frustratoria de los derechos adquiridos 
por lu recurrente conforme a lu ley 13.996, vigente al tiempo en 
que se le concedió la pensión de que da cuenta el informe dt 1 fs. 8. 

5*) Que, en las condiciones señaladas, se impone la conclu- 
sión de que no rige, en esta causa, la limitación establecida por 
el art. 29 de la ley 14.370, sin que constituya obstáculo para 
decidirlo así, el hecho de que la interesada pretenda obtener la 
acumulación de su beneficio jubilatorio al que emana de una 
"pensión" militar, desde que, además, según lo advierte con 
exactitud el Sr. Procurador General del Trabajo en su dictamen, 
el "retiro" a que se refiere el art. 1» del decreto-ley 6277/58 "se 
convierte automáticamente en pensión en favor de los derecho- 
habientes dé su titular, ocurrido el fallecimiento de éste. Nunca 
podría interpretarse — añade — que el legislador hubiere preten- 
dido extinguir el "retiro militar", con el deceso del beneficiario, 
olvidando a sus herederos, precisamente en momentos que más 
necesitan de la ayuda del Estado, por haber desaparecido quien, 
hasta el instante del fallecimiento, contribuía al mantenimiento 
del hogar" (fs. 43 vta.). 

Por ello, y habiendo dictaminado el Sr. Pr curador General, 
se confirma la sentencia de fs. 45 en lo que ha sido materia de 
recurso extraordinario, 

Benjamín Villegas Basavildaso — 
Aristóbuxo D. Aráoz de Lamadrid 
— Luis María Bofpi Bogo ero — 
Pedro Aberastury. 
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SOCIETE Í'OMMERY Y GKEXO y th-ww v. S. A. írl-TIERREZ 
¥ DE LA FUENTE Ltoa. 

RECURSO EX TRA ORDINA RIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitraria*. Improceihncia del recurso. 

Im afirmación de que el nombre "Mont Reims" no es e vocativo del lugar 
de procedencia del tipo especial de vino elaborado por una sociedad anónima 
vitivinícola argentina, en razón dt que el único eme posee ese carácter es 
el de la Provincia de Francia llamadu í'hnni pague, constituye una apre- 
ciación por la cual se ratifica una circunstancia de público conocimiento y 
que, ajustándose a las constancias del juicio, es insusceptibte de la taclia de 
arbitrariedad. Lo mismo ocurre con el Aserto, también incluido en el fallo 
apelado, de que la aludida marca no contiene términos o locuciones que hayan 
pasado al uso peñera!, ni palabras que para la mayoría del público estén 
identificadas con el producto que designan. 

MARCAS DE FABRICA: Dcsinnaeionc* t, objetos. 

Dewignnr determinados productos con nombres extranjeros —franceses e» el 
caso del clunripuna — ph corriente entre los i ndusí ríales argentinos. En ello 
debe verse una manifestación ilc prácticas comerciales lícitas y nu una 
tentativa de inducir a engaño al público consumidor. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto* propio*, Cuestione* no federales. 
Sentencias arbitrarias. Principios genérale*. 

Toda vez que los jueces no están obligados a ponderar — min por una y 
exhaustivamente— todas las pruebas agregadas a la causa, la sentencia que 
especifica con claridad el mérito de los que estima suficientes para la 
solución del pleito no adolece de arbitrariedad. 

IDENTIFICACION DE MERCADERIAS. 

Las normas de los arts. 1* y 3' de la ley 11.275 y su reglamentación, amplia- 
torias del régimen de la ley 3975, prescriben la obligación de identificar los 
productos o mercaderías fabricados en el país, a cuyo fin requieren que 
sobre los envases o envoltorios o sobre los mismos objetos se imprima la 
expresión "industria argentina". El cumplimiento de dicha obligación debe 
tenerse por acreditado cuando, en las etiquetas de las botellas de champaña 
con que comercia la demandada, además de la mencionada expresión, se 
señala con letra perfectamente visible el nombre y dirección de los produc- 
tora, lo cual excluye la confusión ideológica alegada por los recurrentes 
y es suficiente para dar satisfacción a las exigencias previstas por el 
tratado celebrado con Francia el 15 de octubre do 1953. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa. Nor- 
mas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

La sentencia que, sin arbitrariedad y por razones de hecho y de derecho 
suficientes para sustentarla, no hace Ingar a la demanda sobre oposición a la 
marca "Mont Reims", entablada por productores franceses de champaña 
contra ana firma local, es i n susceptible de recurso extraordinario con fun- 
damento en los arts. 10 y 17 de la Constitución Nacional, que no guardan 
relación directa e inmediata con lo decidido en la causa. 
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Sektkxcia i»kí. Ji-ez Xai-ional es lo Civjl y OoMKttciAi, Fei*:hal 

Rueños Aire*, 18 de diciembre de 19úti. 

Y victos: Para sentencia esta rnu^n seguida por las sociedades "Pommerv & 
(¡reno", "U. IT, Mumm & fe».", "Y ve. Cliequnt-Ponsardin", "Krue & Ca t '\ de 
Fleims y **Moet A Olwndon" y "Pcrricr-Jouct" 1 de Epernay, contra la S. A. 
Vitivinícola y Comercial Gutiérrejt y de \a Fuente Ltda. sobre nulidad de marcas. 

Resultando: 

Las demandantes, productoras en Francia de los vinos de Champagne qu<> 
llevan sus nombres» piden se declare la nulidad de la marca Mout-Reim* registrada 
ptir la demandada para distinguir un producto análogo fabricado en nuestro país. 

Cuatro de las firmas actoras dicen tener su asiento en Reims y dos en la 
vecina Epernny. Todas ellas elaboran champagne con los viñedos existentes 
en las laderas de las montañas de Reims y el nombre de esta ciudad figura en 
varias de las etiquetas como indicación de origen det producto. La marea de la 
demandada es fraudulenta y deceptiva, afecta sus derechos y les causa perjuicio 
irreparable porque autoriza la confusión respecto de la procedencia del cham- 
pagne que elaboran y venden en la República Argentina. 

Accionan, afirman, en su propio ínteres y en defensa además del tercero de 
buena fe, vale decir, del público consumidor. 

Atacan asimismo la actitud de la demandada con su marca, como contraría 
al convenio comercial y financiero argentino- francés del año 1953, que asegura 
el respeto de las denominaciones de origen y calidad que correspondan a pro- 
ductos exclusivos de uno de los dos países. 

Fundan las actoras su derecho en disposiciones que citan de la ley de la 
materia 3975, arts. 18 y 953 del Código Civil v en el mencionado convenio 
internacional. 

La demandada contesta sosteniendo la valides de su marca, obtenida con- 
forme a la ley 3975 y formada por los nombres geográficos de Moni, aldea de 
Loircher, Francia, y Heim*. la conocida ciudad del mismo país. Al buscar para el 
champagne argentino una denominación francesa, se ha seguido, dice, una moda- 
lidad generalizada y aceptada aquí, de elegir marcas similares a las que distin- 
guen a los productos en sus países de origen, como a los whisky* nacionales 
se les adjudica palabras inglesas, a las sidras, manzanillas y jereces las que 
recuerdan a España, a los perfumes designaciones francesas, lo mismo que a los 
cognacs y champagnes de nuestra industria, cuya mayoría ostentan nombres 
de Francia, *in que a nadie se le haya ocurrido que sus fabricantes tratan de 
engañar ni público consumidor ni tampoco éste se haya llamado a engaño. 

Por otra parte, e! champagne Mont-Rrimr lleva bien clara en su etiqueta la 
mención de su origen argentino y su propaganda se lia preocupado de hacer 
resaltar esta filiación. Su gran diferencia de precio con los champagnes fran- 
ceses es otra evidente distinción que lo luce inconfundible con ellos. 

Más que de una nulidad de marca fundada en principios legales. »e trataría 
de obtener, agrega esta parte, la eliminación de un champagne que ha conse- 
guido un extraordinario prestigio en breve plazo. 

Cita la demandada numerosos casos de jurisprudencia en apoyo de su dere- 
cho y pide finalmente el rechazo de la acción, eun costas. 

Considerando : 

Debe tenerse por cierto, n mérito de In abundante prueba producida por las 
adoras y n» con! radicha por la demandada, que jteim», además de .su evocación 
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histórica y ik* »u famosa catedral es, junto ron Eptmutj, el centro productor 
más importante de vinos de champagne en Francia; que las firmas netoras tienen 
pus bodegas en esa región y sus nombres, en el rubro, son umversalmente cono- 
cidos y acreditados. 

También se fau probado, fa. 103/203, que Jas mencionadas firmas francesas 
tienen registradas su* morcas en la Argentina. 

La demandada, a su vez, ha demostrado en forma fehaciente, pericia conta- 
ble de fs. 335, que, aparecido el champagne Mont-Reims en abril de 1054, basta 
el 31 de diciembre de 1055, su venta ascendió a ln suma de m$n. 7.011,564; que en 
propaganda gastó en el mimiio periodo m$n. 2.415.140; que su precio por botella 
al consumidor ha sido de alrededor de m$n. 27, fs. 303, y que el producto 
íioza de gran aceptación, informes comerciales de fs, 300 n fs. 310. El antiguo 
Almacén Suizo de la calle Santa Fe llega a decir, en su respuesta al Juzgado 
de fs, 312, que ese champagne es el más solicitado por su clientela, a punto que 
su venta durante el transcurso del año 1055 ha duplicado a la venta de las 
restantes marcas nacionales juntas. 

También ha probado la demandado, informe del Centro de Almaceneros de 
fs. 303, que existen y se venden en el país los siguientes champagnes nacionales 
con nombres franceses: Mame, Dhc de Saint Rem ff , Baronntt, Orillo», Cuvillier, 
Garre , Vieux Condé, Cotellier, Saint Girón*, Verhj, Clamtcy, Dechux, Recamier, 
íirand Pimeon y Montlery, 

La Comisaría d« Marcas infamia, fs. 337, de las siguientes, registradas en 
la clase 23 (que incluye el champagne) para productos también nacionales: 
X antes, Condiilac, Cumberíand, BougainviUe, Montmoreuctj, D'Artagnan, Bonuc- 
ron, Sevtgné, Tayac, Saint Víctor, Fontainebleatt, Jóos van Cleve, Lagrangt, 
Crouvtlle, Provence, Croncth, Habagnac, La ¡comer y Reymond, y dice además 
la Comisaría "que es corriente y común que se conceda en la clase 23 mareas 
con las que se puede distinguir productos nacionales formadas por términos geo- 
gráficos franceses o palabras de fantasía de construcción semejante a algunas 
de diebo idioma". Tales son los hechos relevantes de esta litis y de los cuales 
ha de sacarse las consecuencias jurídicas que corresponda en relación a la nulidad 
de la marca Mont-Reims, pretendida por las actoras. El suscripto interpretará 
esos hechos y el derecho aplicable con criterio estimativo de lógica y experiencia, 
ajustado, en lo posible, a la realidad de los intereses sociales en juego. 

Ui solución de este pleito está en la respuesta que se dé a la pregunta: 
• Mont-Reims es en la Argentina indicativo de procedencia para vinos champagnes f 
Es seguro que para un consumidor francés, familiarizado con la historia 
y geografía de bu país y con el desarrollo de su industria, la mención de Reim* 
en el marbete de una botella de vino de champagne, significa, de inmediato, 
que éste procede de los viñedos de la Champagne, en el departamento del Marne 
y de las bodegas de Reims, principal centro productor de esa clase do vinos. 

Pero para el consumidor argentino de champagne, en cuanto el suscripto 
cree conocerlo, el nombre Reims en la etiqueta le evocará tal ve* una ciudad de 
Francia, tal vez su catedral, pero poco o nada sabrá de la importancia y calidad 
de sus vinos. Acaso con cierto humorismo pudiera pensar que esa marca, en lo 
concreto Mant-Reims, suena bien pan champagne dentro de la costumbre gene- 
ralizada de designarlos con nombres franceses. Pero no llegará por ello, sin inge- 
nuidad, a creer que se trata de un producto francés proveniente de Reims. Y si 
no obstante alguna duda tuviera, está para disiparla, al pie de la marca, la 
leyenda obligatoria de "industria argentina". 

Quien compra champagne sabe lo que compra, más que por la marca lo 
sabe por su precio; el francés, aparte de sn notoria escasez y falta de impor- 
tación, fs. 3(13 vta., cuesta cuatro o seis veces más que el nacional, y esto es. 
también, sin duda, una buena razón que impide confundirlos. 
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Im dicho vaU- para el consumidor común ; en cuanto » ios compradores mayo- 
ristas, almacenes, bóteles, rrstaurants, confiterías, etc., por 1» experiencia del 
oficio y el monto dé sus adquisiciones, no incurren nunca en semejantes equívocos. 
Sería torpe comerciante el que creyera que el champagne M»Ht-Iirimx, por así 
llamarse, sea original di* Francia, y los comerciantes, por lo general, no «?un 
torpes n¡ necios. 

Aparte de ludo esto, la nutrida propaganda gruí ten niel producto cuando 
rei-ién apareció, no ocultó sitio más bien proclamo su origen nacional; as[ los 
aviso* agregados a IV. "iK y j(i:í n (a. 270. 

Más que la defensa del interés de los consumidores que invocan las actoras 
para justificar esta d< -manda de nulidad, ejerciendo una especie de acción popu- 
lar. debe verse en ella sólo una manera judicial entre las diversas formas iíc 
defensa o de atnipie que asume lo lucha, a vetes implacable de los intereses comer- 
ciales en «aflictos de competencia. Kl suscripto DO le da otro alcance, no cree 
que la rmirca i m purria ila comprometa, como I» Mistietlc la demanda, los princi- 
pios dogmáticos de la ley de la materia ni la moral mercantil y menos aún que 
arriesgue responsabilidad de la República empeñada cu tratados internacionales. 

Porque, 111 efecto, sc> ha invocado también el convenio comercial con Fran- 
cia, de octubre de V.WA, cuyo art. -i 9 estableo 1 que ambos gobiernos "adoptaran 
tas medidas y disposiciones necesarias para garantizar, dentro del espíritu de 
las disposiciones y tratados vigentes en la materia, el respeto de las denomina- 
ciones tic origen y calidad que correspondan a producto*; exclusivos de uno de 
[os dos países, reprimiendo, mediante la aplicación de sanciones adecuada» la 
circulación y la venta de las mercaderías producidas en su propia terrítorin 
o en terceros países con falsas denominaciones de origen, de calidad o de tipo", 

Según las conclusiones de esta sentencia, la marca argentina Mont-fifimu 
,iara champagne no configura una denonvi nación de origen, y por ella queda 
Inera de las previsiones del convenio transcripto. 

A] margen de la nulidad de 1'nndó. lu demanda ba planteado también la 
cuestión formal de irregularidad administrativa en la concesión de la marea que 
anunciada como 1/owí aV fttiuix fué otorgada sin la preposición de y sin nueva 
publicación de este cambio. En su alegato de bien probado la parte no insiste 
en cito, probablemente por su insignificancia y por esto mismo el .Juzgado no la 
toma en cuenta. /V mitiimh no» rurnt Pretor. 

Kn resumen : la marca Mont-Htim* fué otorgada legalmente, sin oposición 
de terceros, incluso las actoras que perdieron entonces la oportunidad de hacerlo, 
constituye un firme derecho de propiedad adquirida ]>or la demandada, art. 6», 
ley - .**T- _ h . y a bis dos años de estar esa marca en explotación y según se ha 
probado, con extraordinario éxito comercial, no encuentra el suscripto, conforme 
al análisis de los hechos realizados, ennsas letra les que puedan fundar la grave 
sanción <lc nulidad que las actoras pretenden. 

Pot lo expuesto, fallo: desestimando ja acción de las actoras al principio 
nombradas contra ta S. A. Vitivinícola y Comercial (lutiérrez y de la Fuente, 
sobre nulidad de la marca Motil •fírima números ífcM.-fciH y 341.1P3 registrado en 
la ríase ¿"í del nomenclátor oficial y en especial para champagne. Con costas. — 
J,mé Sartorio. 
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ltuenus Aires, 1» de setiembre de 1957. 

Y vistos los de ta causa promovida por ln suciedad Pommery y Orcno; lu 
sociedad tí, 11. Minino et Compagine ; lu sociedad Veuve Clicquot Ponsardin; la 
•suciedad Krug ei Compagnic; la sociedad Moet y Cha nilón; la sociedad Pcrrier 
-loiirt; contra la Sociedad Anda i nía Vitivinícola y Comercial (¡iiliérrc?. y de la 
Knente Limitada «obre nulidad de las marcas Mont Keims, víase números 
;M1.1U:í y ri'¿4.4:¡N; para conocer de las apelaciones concedidas con respecto a la 
sentencia de & ,'184 ft 1». :1H7 vtn., iihp: desestima la demanda y condena en 
eos; na a las actores. 

El Sr. Juca Dr. .José Francisco Bidau, dijo: 

El presente litigio no versa sobre la confuttdiltilidad entre las marean mos- 
tradas por los actores y tai de la demandada, sino ibn- la posibilidad de que 
las palabras ipie componen esta última : "\fmit-fíe¡ hagan incurrir al con- 
sumidor en confusión sobre el origen del champagne cubierto par <*lla, haciéndolo 
aparecer ramo procedente de los montes líeims, que es tai región que produce 
los mejores vinos de esa especie. 

El problema acaba de ser resuelto por la Corte Suprema en senlencia del 24 
de mayo último, con fir mato ría de la de esta Saín recaída en la causa Flandes 
S.H.L. c/ Ministerio de Agricultura de Dinamarca (causa 4H de esta Cámara y 
P, 287, XI I de la C. S.>. Dijo allí el Alto Tribunal: "Que la supuesta confusión 
ideológica cpie se invoca, que podría ocasionar un eventual perjuicio de cualquier 
orden a la nación dinamarquesa respecto de su importante industria láctea, tam- 
poco es posible, en presencia ele lo dispuesto en los arts. 1* y 'V de la ley 11 .'¿75 
y de la reglamentación de la misma, pues bn quedado allí claramente establecida 
la obligación de precisar el origen de bis productos estampando la expresión 
"Industria Argentina" para los fabricados en el país <■ el nombre del país de ori- 
gen "mj ra los provenientes del extranjero'*. 

Esa es también la situación de autos, eh que no sólo existe igual obligación 
de indicar el origen argentino del champagne t-»n que comercia la demandada, 
sino que resulta de la prueba producida que* en las etiquetas de las botellas, 
se señala con letra perfectamente visible el nombre y dirección de los productores; 
de manera que no puede dudarse sobre la fabricación nneionnl del producto. Si 
la demandada un cumple con la obligación de indicar el origen, corno resulta de 
parte de su propaganda, se hará pasible de las inultas que tija !fl ley 11.275, pero 
clin no trae aparejada la sanción de nulidad que se persigue. 

En cuanto al art. 3? del convenin comerchUfinancieL-o tranco-argentino de 
IflíW, también invoendo por la adora, si bien es cierto que obliga ni Gobierno 
de nuestro pnís n adoptar las medidas necesarias para garantizar el respeto de 
las denomi naciones de origen, entiendo que, conforme a la aludida interpretación 
del Superior, dicha garantía resulla de la fie! aplicación de la ley 11.275. 

Voló, en consecuencia, por la confirmación en lo principal de la sentencia 
apelada; modificándosela en cuanto a las costas, »ut> entiendo deben abonarse 
en el orden causado de todo el juicio, en atención a la naturaleza de Ir cuestión 
debatida, euyn dificultad resulta de la circunstancia de que la mencionada juris- 
prudencia ilc la Corte Suprema fué sentada por tres votos contra dos. 

El Sr. Juez Dr. Eduardo A. Orliz Hasunldu. dijo: 

Demandan las netnras la nulidad de tais mareas "Mont-fteiuis", concedidas 
bajo lo* números rt24.42K y 341403, fundándose en que son enunciativas del 
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liitriir de procedencia o, de lo contra rio, aun engañosas por contener una falsa 
indicación de origen, ™n lo que estarían infringieiidn el art 44 de In ley 3975. 

Liada la forma en que se lia planteado lu demanda y los fundamentos en 
que se sustenta, ha estado en lo cierto el Sr. Juez al decir en su sentencia que 
"la solución de este pleito vjú en Ih respuesta que se dé a la pregunta: ¿Monl- 
KehiH es en la Argentina inductivo de procedencia para vinos champagnes?" 
Ese es, indudablemente, el nudo de la cuestión y de la solución a que se llegue, 
depende el resultado del juicio. 

t ren que, también, lia estelo en lo cierto el Sr. Juez n\ negar a "Munt-lieims" 
el carácter evocativo de la p -ocedencia de los vinos champagne. 

Es Champagne una región del N.E. de Francia que abarca los departa- 
mentos de A ube. Alto Mame, .Man;;- y Arden nes. Dentro de esa extensa región, 
son la H ibera del Marne, La Montaña o Montes de Reims, la Colina de Blaues 
u ile Avise y In Colina de Epernay, las cuatro regiones cuya superficie total es 
aproximadamente de 12.ÜHHJ hectáreas, en la* que se cultivan los viñedos, con loa 
que se elabora el vino que ha hecho fumoso el nombre de caá provincia francesa 
(fs. 170/86). N'o es evidentemente ninguno de loa nombres de esas regiones el 
que ha de evocar en nuestro medio con su sola mención la procedencia de eso» 
vinos, l-fl verdad es que ni Epernay, ni Avize, ni Mame, son evocativos para 
la enorme mayoría del lugar de procedencia de esos productos y tampoco lo son 
Rejilla ni Montes de Reirás, aun cuando se pretenda, como lo hacen las actoras, 
■¡estacar la importancia de esta última región sobre aquellas otras, pues como lo 
señala la Cámara de Comercio Francesa eu nuestro país, en su informe de fs. 154, 
";*o se puede decir que los vinos provenientes de esta región — Montes de Reims— 
sean superiores a los vinos proveniente» de las otras dos regiones, ya que la 
mezcla armoniosa de ¡os vinos de estas tres zonas es terminantemente necesaria 
para la elaboración del vino de Champagne". 

De todos esos nombres, el único realmente evocativo del lugar de proce- 
dencia y del tipo especial de vino es el de la expresada provincia de Francia,. 
Champagne. Los otros, entre los que se encuentra el aquí en discusión, no pueden 
evocar esa procedencia sino entre un reducido grupo de personas, las que preci- 
samente, por su carácter de conocedoras, no están expuestas a ser inducidas en 
error por la marca impugnada. Luego, la solución arbitrada en la sentencia es 
¡a exacta. 

Creo aquí necesario considerar la referencia que hace la parte actora en 
VÜ expresión de agravios o los antecedentes de jurisprudencia que menciona. 

La doctrina en esos fallos admite el registro como marca de un nombre 
geográfico, siempre que no indique el lugar de procedencia de los artículos que 
ilebe distinguir. Como según se ha visto, "Mont- Reims" no tiene ese carácter 
evocativo, la sentencia apelada se ajusta a la norma sentada en los fallos invo- 
cados. Otra premisa sentada en esos fallos es la de que no puede registrarse 
como marca una palabra que esté de tal modo identificada con un determinado- 
producto, que para la mayoría del público se conozca a tal producto por esa 
palabra. Y así, en los fallos que se transcriben en In expresión de agravios, se 
citaba como ejemplo las siguientes: "Ojiorto" y *' Jerez" para vinos; "Bruselas" 
jwni encajes ; "Mu m no" para cristales; "Panamá" para sombreros de paja. Con- 
forme a este principio no podría registrarse como marca para vinos la palabra 
"Champagne", conforme a lo que antes expresé, porque esa palabra sí evoca la 
procedencia francesa de origen de un tipo especial de vinos y, más aún, con 
ese nombre se denomina ese tipo de vinos. Nadie podría, entonces, pretender 
jwra sí el monopolio de esa palabra para cubrir con ella los vinos de su 
producción. 

La sentencia, pues, no se ha apartado de esas interpretaciones jurispru- 
denciales sinu que, por el contrario, se ha ceñido estrictamente a ellas. 
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Tampoco en admisible ta impugnación de engañosa t-Mgriinidu en la demanda 
contra lu marea, por contener una falsa indicación de origen. 

La marca en cuestión no indica procedencia, según se lia dicho. Xi verda- 
dera ni falsa. Es una mera designación de fantasía. Xo hoy por consiguiente, 
motivo para anularla. En la descripción hecha por la solicitante al presentar su 
solicitud ante la Dirección de la Propiedad Industrial, se hace constar que en 
la etiqueta que llevarán los producto* y que forma parte del conjunto que se 
solicita como marea, 1 I-varó además de la frase "industria argentina", el nombre 
dc^ sus productores y distribuidores, que es Ja sociedad demandada, con la men- 
ción de su domicilio en esta ciudad. Frente a esas constancias, que integran la 
marca, mal puede decirse que haya falsa indicación de origen. 

Finalmente debo referirme a otro argumento esgrimido por las actoras con- 
tra la validez del otorgamiento de la marca. 

Se sostiene que Ja primera de las marcas fué pedida como "Mont de Reinia" 
y que después de efectuadas las publicaciones que para esos casos prescribe la 
ley, fué modificada por el solicitante en la forma en que le fué concedida bajo 
el n» 324.428, es decir, "Mont Reims"; sin que se hicieran nueras publicaciones 
haciendo conocer esa modificación de la solicitud originaria, omisión que inva- 
lidaría la marca por falta de un requisito formal para su otorgamiento. 

No creo que la supresión de la preposición "de" altere en nada la locución 
registrada como marea, pues no varia su sentido. Siendo asi, era innecesaria una 
nueva publicación, como ra ¡sonablemente b ha entendido la Dilección de la Pro- 
piedad Industrial al no disponerla. Así, pues, encuentro infundada la impugna- 
ción de nulidad contra esa marca. Por lo demás, carece de interés práctico desde 
que con posterioridad fué otorgada a la demandada la otra marea n» 341.103, 
para la misma dase y c la misma denominación de fantasía, previa la publi- 
cación del caso, con la d nominación tal como se acordó: "Mont Reims". 

Por las consideración» «puestas y las que aduce el Dr. Bidau, voto por la 
confirmación de la sentencia, en todas sus partes; y porque se impongan a las 
actoras las costas de la alzada. 

El Sr. Juca Dr. Francisco Javier Vocos, adhirió al voto que antecede. 

Conforme al acuerdo precedente se confirma en todas sus partes, la senten- 
cia apelada. Las rostas de la alzada, también a cargo de las actoras. José Fran- 
eiico Bidan — Eduardo A. Ortiz Bmoido — Francisco Javier l ocos, 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario deducido a fs. 44¡> es procedente, 
toda vez que el apelante cuestiona la inteligencia e interpreta- 
ción iio sólo de una ley federal —como lo es la 3975 — , sino igual- 
mente la de un tratado internacional, siendo definitivo el pro- 
nunciamiento recaído y contrario al derecho que aquel funda en 
diversas disposiciones de dichos cuerpos legales (art. 14, inc. 3», 
de la ley 48), Estimo por ello que el recurso ha sido bien conce- 
dido a fs. 461. 

En cuanto al fondo del asunto: a fs. 5 se presentan por 
apoderado seis firmas francesas productoras de champagne 
— "Ponmery y Greno", "G. H. Mumm et Cié,", "Veuve Clic- 
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quot-Ponsardin", "Krug et Cié.", "Moet et Chandon" y "Per- 
ricr-Jout' — iniciando demanda contra la ''Sociedad Anónima 
Vitivinícola y Comercial Gutiérrez y de la Fuente Limitada", 
por nulidad de la» marcas "Mont-Reiras" números 324.428 y 
341.1U3 concedidas el 31 de julio de 1953 y el 22 de setiembre 
de 1U54, respectivamente. Afirman que teniendo cuatro de ellas 
su asiento en la ciudad de Reims (Departamento del Mame, 
Francia) y las dos restantes en la de Epcniay, vecina de la ante- 
rior, la citada marca afecta sus derechos y les causa un perjuicio 
efectivo, en razón de la confusión que la misma provoca respecto 
de la procedencia del producto que elaboran y venden en nuestro 
país. Agregan que no sólo defienden sus propios intereses sino 
también los del público consumidor, verdadero tercero de buena 
fe en la emergencia. 

La sociedad demandada contesta la acción sosteniendo que 
su marca está formada por dos nombres geográficos: Moni 
(aldea de Francia) y Reims (ciudad del mismo país), no habien- 
do hecho más que seguir la modalidad nacional de elegir una 
denominación francesa para sus vinos de champagne, así como 
se acostumbra a buscar nombres españoles para las manzanillas 
y jereces, e ingleses para los whiskies. Agrega que por lo demás, 
la etiqueta del producto lleva la mención de su origen argentino, 
lo cual unido a la gran diferencia de precio entre el champagne 
francés y el nacional, hace que éste no se pueda confundir con 
aquél. 

El Juez de Primera Instancia considera que la solución del 
pleito está en la respuesta que se dé a la pregunta: ¡"Mout- 
Reims" es en la Argentina indicativo de procedencia para cham- 
pagne f ¥ llega a la conclusión de que la marca en cuestión no 
configura denominación de origen; consecuentemente, desestima 
la demanda, con costas a la parte vencida. 

Apelado el fallo, es confirmado por el tribunal de alzada, 
el que luego de aceptar expresamente lo declarado por el Infe- 
rior en lo que atañe al carácter no e vocativo del vocablo "Mont- 
Reims" para los vinos de champagne, expresa que dicha marca 
es una mera designación de fantasía en la que no se indiea proce- 
dencia alguna. Agrega además que la expresión obligatoria 
44 Industria Argentina", así como el nombre de sus productores 
y distribuidores (con domicilio en esta Capital) son suficientes 
menciones para que el consumidor no Be confunda en cuanto al 
origen del producto, citando al efecto la sentencia de V. E. re- 
gistrada en Fallos: 237 : 753, por la cual, en un caso en cierto 
modo dmilar al de autos — confirmando por mayoría de votos 
de sus miembros el fallo apelado—, la Corte desestimó la opo- 
sición deducida por el Ministerio de Agricultura de Dinamarca 
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al registro de la marca "La Dañosa'* para designar productos 
lácteos fabricados en el país. 

Estoy en desacuerdo con el tí quo. Y por tratarse de argu- 
mentos que guardan estrecha relación entre sí, me voy a permitir 
reproducir algunos párrafos del dictamen emitido en la causa 
recién mencionada. Dije entonces ; 

l< Cuando el art. 3* de la ley 3975 establece que no se consi- 
deran como marcas de fábrica, comercio o agricultura las desig- 
naciones usual me nte empleadas para indicar la naturaleza de los 
productos o la clase a que pertenecen (inc, 5 P ), no sólo ha que- 
rido referirse a las designaciones que podríamos llamar intrín- 
secas, sino también a aquellas quo, como la indicación de proce- 
dencia, especifiquen o individualicen do tal manera un producto 
q 'e pueda llamar a engaño al consumidor en cuanto al origen 
del mismo. . "A su vez, el art. 5» de la ley 3975 dice que 
podrán emplearse como marcas los nombres de lugares y pue- 
blos, siempre que se adopten las especificaciones convenientes 
para evitar confusión. Relacionando armónicamente esta dispo- 
sición con la ya citada y aun con el inciso 4 9 del mismo artículo 
3*, se llega necesariamente a la conclusión de que las marcas 
que denotan procedencia no pueden ser registradas como tales, 
porque pueden producir confusión en cuanto a su origen, por ser 
notorio o estar probado en juicio que el país, pueblo o lugar 
de los que parecen provenir, es productor en gran escala de los 
mismos productos cuya marca se pretende registrar". 

Tales argumentos fueron acogido* favorablemente por el 
Hr. Presidente y uno de los señores ministros de ese Alto Tri- 
bunal en el caso citado, sirviendo de fundamento — entre otros — 
al voto en disidencia de los mismos (Fallos: '237: 765), en el que 
también se dijo que marca de productos alimenticios sir- 

vo al público consumidor, y aunque este no es su fin inmediato, 
constituye una garantía sobre la procedencia u origen de los 
productos que consume impidiendo que se lo induzca en error o 
engaño. Además, no es menester dentro de las prescripciones 
de la ley 3975 (inc. tí 9 ) que la confusión sea directa para que 
aquélla proteja a su titular, es suficiente que exista su posi- 
bilidad". 

Del examen de sus antecedentes se desprende que la situación 
en el presente juicio es aún más favorable al derecho del apelan- 
te, toda vez que no se trata aquí de dos marcas que indirecta- 
mente podrían confundir al consumidor — " Dañina rk" y "1.a Da- 
nesa", en el caso citado — sino de la propia designación marca- 
ría del producto en cuestión, que es efectivamente representativa 
de una región de Francia umversalmente conocida como produc- 
tora de los más finos y afamados vinos de champagne. El hecho 
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no sólo es notorio, sino que ha sido debidamente probado en autos 
(ver pericia de fs. 170, informe» de fs. 1 40, 150, 154 f 204, 230 j 
contestaciones de fs, 125, 126, 134, 135, 137, 139, 140, 141, 142, 
146 y 260) y aceptado expresamente por el juez en el primer consi- 
derando de su sentencia. 

¿Cabe admitir entonces, como lo hace el fallo de primera 
instancia y lo repite el de la alzada, que la designación "Mont- 
Reims" no tiene carácter evocativo para champagnes en lo qae 
atañe a su procedencia T ¡Es razonable la distinción que hace el 
juez a U. 384 entre consumidores franceses y no franceses del 
producto que se vende bajo la marca en cuestión f ¿Corresponde 
subestimar los conocimientos, no ya geográficos, sino de orden 
genera) del consumidor argentino — o simplemente no francés, 
de acuerdo con la discriminación del juez — y aceptar que para 
éste "el nombre Reims en la etiqueta la evocará tal vez una ciu- 
dad de Francia, tal vez su catedral, pero poco o nada sabrá de 
1» importancia y entidad de sus vinos"! 

Considero que la respuesta negativa es la única que corres- 
ponde a tales preguntas. Y contrariamente a lo resuelto por el 
inferior, pienso que tanto Reimtt como "Mont-Reinu" — evidente 
apócope de "moi..i<s de Rcims", ya que no convence la explica- 
ción que dan los demandados en lo que se refiere a la combina- 
ción de lugares geográficos registrados como marca — denota 
origen en forma tal que puede inducir en error al comprador del 
producto, perjudicando no sólo a éste ~ -que adquiere equivoca- 
dnniente lo que no quiere adquirir — sino también al productor, 
industrial o comerciante que teniendo marcus registradas en la 
Argentina (como en el casi de los apelantes), figura en las mis- 
mas la ciudad de Reiius como lugar de procedencia de sus vinos 
de champagne. 

Xo se opone a dicha conclusión el hecho de que de acuerdo 
con to que dispone la ley 11.275 de identificación de mercaderías 
en los productos fabricados en el país deba mencionarse obliga- 
toriamente tal circunstancia, pues sabido es que más de una vez 
el productor nacional trata de que la expresión "Industria Ar- 
gentina" — cuya mención debía enorgullecer le, si el producto es 
realmente bueno — pase poco menos que inadvertida. En la pre- 
sente causa, basta observar el tamaño casi microscópico de dicha 
expresión en la etiqueta del champagne "Mont-Reims" (ver fs. 
257) para sacar tal consecuencia; más parece un motivo decora- 
tivo del marbete — ya que hace "pendant" con la mención del 
contenido neto del envase, a ambos lados del escudo de la ciudad 
dé Rcims — , que la indicación de que se trata de un champagne 
de producción nacional. 

Por lo demás, no puede ignorarse la notoria falta de aten- 
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cióii de la mayor parte de las personas que adquieren mercade- 
rías envasadas en los negocios que las expenden; los consumido- 
res se 'imitan a observar las constancias escritas de mayor relie- 
ve en las etiquetas de los misinos; en el presente caso, sin duda: 
Champagne y MotU-Reims; al hacer caso omiso de las demás 
atestaciones, no es difícil que caigan en el error de considerar 
qne el champagne que compran proviene de la ciudad de Beinis, 
o de tos montes o colinas que la circundan — región, como ya se 
ha visto, reconocida en todo el mundo como el centro productor 
de los mejores vinos de champagne — error que es precisamente 
lo que nuestra Ley de Marcas ha querido evitar a través de mu- 
chas de sus sabias disposiciones con el fundamental propósito de 
proteger al consumidor. 

También cabe destacar el principio establecido en el tratado 
internacional firmado el 15 de octubre de 1953 entre Francia y 
la Argentina —ver fs. 156/157—, de acuerdo con el cual: "Los 
" gobiernos de la República Argentina y de la República Fran- 
*' cesa adoptarán las medidas y disposiciones necesarias para 
41 garantizar, dentro del espíritu de las disposiciones y tratados 
*' vigentes en la materia, el respeto de las denominaciones de ori- 
** gen y calidad que corresponden a productos exclusivos de uno 
" de los dos países, reprimiendo mediante la aplicación de san- 
" ciones adecuadas, la circulación y la venta de las mercaderías 
** producidas en su propio territorio o en terceros países con fal- 
*' sas denominaciones de origen, de calidad o de tipo". 

Podrá argüí i so quizá que la marca "Mont-Beims" no trae 
falsa denominación, como reza el tratado, en cuanto al origen del 
champagne de que se trata, pero lo que no podrá negarse, de 
acuerdo con el criterio expresado hJ supra, es que tal designación, 
ni poder llamar a engaño al consumidor inadvertido, hace que 
se produzca — directa o indirectamente — la situación prevista 
en el convenio. La aplicación de esa disposición es, pues, de rigor, 
de acuerdo con las más elementales reglas de la buena fe. 

A mérito de lo expuesto, considero que corresponde revocar 
el fallo apelado en cuanto ha podido ser materia de recurso. 
Buenos Aires, 18 de diciembre de 1957. — Sebastián Soler. 

■ 

FALLO PE LA CORTE SITREMA 

Buenos Aires, 14 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos; "Societé "Pommerv v Greno" v otros c/ 
S. A. Vitivinícola y Comercial Gutiérrez y de la Fuente Ltda. s/ 
nulidad de marca". 
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Considerando : 

l 9 ) Qno el tribunal a quo, a fs. 444/447, dictó sentencia con- 
firmando el fallo de primera instancia (fs. 384/387) que rechazó 
la demanda incoada contra la S. A. Vitivinícola y Comercial Gu- 
tiérrez y de la Puente, sobre nulidad de la marca" "Mont-Reims", 
registrada "en la clase 23 del nomenclátor oficial y, en especial, 
pnra champagne". 

2? ) Que contra esa sentencia las demandantes interpusie- 
ron recurso extraordinario (fs. 44í)/459), que le» fué concedido 
(fs. 461). Al fundar la apelación, sostuvieron que la Cámara ha 
incurrido en arbitrariedad al prescindir de la cuantiosa prueba 
reunidíi en autos sobre los puntos siguientes: a) la marca "Mont 
Reims" supone una falsa denominación de origen; b) no sólo 
tiene carácter evocativo, sino que "la evocación es una de las 
finalidades perseguidas", según se infiere de hechos tales como 
el uso de carretelas típicamente francesas, el empleo del escudo 
de Reims, la omisión de la leyenda industria argentina en nume- 
rosos avisos de propaganda de la demandada, etc. Afirmaron, 
asimismo, que el pronunciamiento contra el que se dirige el re- 
curso contraría la debida inteligencia del art. 3? del Tratado cele- 
brado con Francia el 15 de octubre de 1953, y la de los arts, 5* 6» 
y 48. ines. 7' y 8», de la ley 3975, lo que haría procedente la apela- 
ción en los términos del art. 14, inc. 3*, de la ley 48. Y, finalmente, 
adujeron que en el caso ha mediado violación de las garantías 
atinentes a la igualdad y a la propiedad privada (arts. 16 y 17 
de la Constitución Nacional). 

3 9 > Que, en lo relativo al primero de los agravios indica- 
dos, las pretensiones de las apelantes no pueden prosperar. Ello, 
por cuanto la afirmación del tribunal a quo, en el sentido de que 
el nombre "Mont Reims" no es evocativo del lugar de proce- 
dencia de los productos elaborados por la demandada, así como 
la de que el único nombre que en verdad posee ese carácter, 
tratándose del tipo especial de vino a que se refiere el litigio, "es 
el de la expresada provincia de Francia: Champagne" (fs. 446), 
lejos de ser irrazonable o de carecer de apoyo en los hechos, se 
ajusta a las constancias del juicio, las que, por lo demás, no luv 
cen sino ratificar una circunstancia de público conocimiento. En 
otras palabras: sostener que "ni Kpernay, ni Avize, ni Marne son 
evocativos, para la enorme mayoría, del lugar de procedencia de 
esos productos y tampoco lo son Reims ni Montes de Reims" (fs, 
445), importa formular una apreciación que de ningún modo pue- 
de ser alcanzada por la tacha de arbitrariedad, tanto más si se 
tiene en cuenta la acepción particularmente restrictiva que a ese 
concepto atribuye la jurisprudencia del Tribunal (Fallos: 244: 
352, 384, 448 ; 245 : 83, 327, entre otros). Y lo mismo cabe decir 
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acerca áv x aserto —también incluido en el fallo apelado — de que 
la aludid» marca no contiene términos o locuciones que havan pa- 
sado al uso general, ni palabras que para la mayoría del "núblico 
estén identificadas eon el producto que designan. Por otra parte, 
designar determinados productos con nombres extranjeros —fran- 
ceses en eí coso de champaña — es corriente entre los industriales 
argentinos, y en ello debe verse una manifestación de prácticas 
comerciales lícitas y no una tentativa de inducir a engaño al pú- 
blico consumidor, por lo menos cuando concurren modalidades 
como las que la Cámara juzga demostradas en la especie. A lo 
que debe añadirse, todavía, que la Cámara, cuya decisión no ado- 
lece del vicio que se le imputa, no lia estado obligada a ponde- 
rar — una por una y exhaustivamente — todas las pruebas agre- 
gadas al expediente, siendo bastante que haya especificado con 
claridad el mérito de las que estimó suficientes para la solución 
del pleito (Fallos: 243 ; 563 y otros). 

4 9 } Que tampoco es atendible el agravio referente a la inte- 
ligencia de las normas federales que las apelantes consideran 
desvirtuadas por la sentencia de fs. 444/447. Sobre este punto, 
interesa señalar que las modalidades del presente juicio eviden- 
cian su afinidad sustancial con el precedente de Fallos: 237 : 753, 
como resulta del pasaje del fallo impugnado en que, con referen- 
cia a uno de los decisivos aspectos de hecho y prueba debatidos, 
se dice: "Esa es también la situación de autos, en que no sólo 
existe igual obligación de indicar el origen argentino del cham- 
pagne con que comercia la demandada, sino que resulta de la 
prueba producida que, en las etiquetas de las botellas, se señala 
con letra perfectamente visible el nombre y dirección de los pro- 
ductores; de manera que no puede dudarse sobre la fabricación 
nacional del producto* ' (fs. 444 vta., voto del Dr. José F. Bidau, 
al que adhirieron los Dres. Eduardo A. Ortiz Basualdo y Fran- 
cisco J. Voeos). Y va de suyo que tal circunstancia, con arreglo 
a la doctrina del precedente citado, resulta ser terminante. De 
ella se desprende, en efecto, que, en presencia de lo dispuesto por 
los arts. I 9 y 3» de la ley 11.275 y su reglamentación, no es posible 
la confusión ideológica que las demandantes aducen. Efectiva- 
mente, esas disposiciones, a las que ha de estimarse ampliatorias 
del régimen de la ley 3975 (Fallos: 165: 349), prescriben la obli- 
gación de identificar los productos o mercaderías fabricados en 
el país, a cuyo fin requieren que sobre los envases o envoltorios 
o sobro los mismos objetos se imprima la expresión "industria 
argentina". Y el cumplimiento de esa obligación — que la Oáina- 
ra, sin arbitrariedad, tiene por acreditado— ha de considerarse 
suficiente, en situaciones como la que se juzga, para excluir la 
confusión ideológica alegada, así como también para dar satis- 
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facción a las exigencias previstas por el Tratado internacional 
de que hacen mérito las apelantes. 

ó 9 ) Que, finalmente, les garantías constitucionales mencio- 
nadas en el escrito de interposición del recurso no autorizan a 
modificar la conclusión expuesta. Los arts. 16 y 17 de la Consti- 
tución Nacional no guardan relación inmediata y directa con lo 
decidido en la causa, y, además, el último de ellos fué extempo- 
ráneamente invocado, como surge de las constancias de fs. 394 
vta. y 395 vta. No corresponde, pues, dictar pronunciamiento 
alguno sobre la alegada violación de aquellas garantías. 

En su mérito, Habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se confirma la sentencia apelada en cuanto ha sido ma- 
teria del recurso extraordinario. 

Julio Oyhanahtk — Pedro Aberastu- 
nx - Ricardo Colombbes - Este- 
ban Imaz. 



S. A. ALEJANDRO BIAXCHI v Cía. y. NACION* ARGENTINA 



RECUSAMOS. 

Las recusaciones con causa de los jueces de la Corte Suprema deducidas des- 
pués de dieJadarHar^eñtencia final de la causa, conforme a la doctrina del 
leU ley 50, *on manifiestamente improcedentes y deben desecharse 
sin sustanciaron. 



RECURSO DE SUUDAD, 

Las sentencias de la Corte Suprema revisten el ear&cter de finales y son 
i n susceptibles de recurso o acción de nulidad, sin perjuicio de su posible 
aclaratoria. 

CORTE SUPREMA. 

La cláusula del art. 1* de la ley 1Ó.271, modificatoria del art. 23 del decreto- 
ley 1285/58, debe interpretarse con el alcance de que la exigencia del tribu- 
na) plenario allí previsto rige para el supuesto, aún no ocurrido, de la divi- 
sión en Sala» de la Corte y de que autoriza, mientras tanto, las sentencias 
con participación de la mayoría absoluta de los jueces que la integran, 

RECÜSACIOX. 

Lo atinente a la? calidades de los magistrados para el desempeño de su 
ministerio es, como principio, cuestión que incumbe a los poderes públicos 
y no susceptible de debate en juicio, ni por vía de recusación, ni de artículo 
alguno. 



CORTE SUPREMA. 

La validez constitucional de los títulos de los miembros de la Corte Supre- 
ma, en cuanto lince a su actual composición, ba sido considerada por el 
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Tribunal, en ejercicio de facultades implícitas que son inherentes a todo 
poder estatal, en oportunidad de los juramentos n que se refiere el art. 98 
de la Constitución Nacional y ratificada en su actuación posterior como 
tribunal judicial. 

CORTE SUPREMA, 

El art. 8* del decreto-ley 1285/58 sólo es aplicable a los jueces de loa "tri- 
bunales inferiores" de la Nación, Ello es así debido a que los requisitos qae 
los arts. 97 y 47 de ín Constitución Nacional prescriben para ser miembro 
de la Corte Suprema, no pueden ser alterados por el legislador, lo cual 
ocurriría de admitirse que el aludido a l 8' comprende también a los inte- 
grantes del Tribunal, 

LEY: Interpretación y aplicación. 

Los jueces deben interpretar las leyes de la manera que mejor concuerde 
con las disposiciones constitucionales; salvo que la inteligencia opuesta sea 
palmaria. 



LEY; Interpretación y a 



Cuando las previsiones legales son lo suficientemente amplias como para 
abarcar ciertas materias que están dentro del legítimo ámbito de la compe- 
tencia del Congreso y otras que escapan a él, los jueces, a fin de permitir 
la vigencia y asegurar la validez de la ley, deben interpretarla restrictiva- 
mente, aplicándola sólo a las materias comprendidas dentro de la esfera que 
es propia del Poder Legislativo, siempre que la norma interpretada lo con- 
sienta. 

COSTE SUPREMA. 

Las calidades de los miembros de la Cnrte Suprema hallan*? estableadas 
en ta Constitución Nacional y representan, por lo Unto, una materia aua- 
traídu por el Poder Constituyente a la competencia del Poder Legislativo. 

COItTE SUPREMA. 

Las palabras "tribunal colegiado", que aparecen en el art. 8* del decreto- 
ley J385/58, deben ser entendidas en el sentido de que únicamente designan 
a los "tribunales inferiores a la Suprema Corte de Justicia" previstos en los 
arta. 07» ine. 17 y 94 de la Constitución Nacional, sin que sea dado exten- 
derlas a la Corte Suprema. Dicha interpretación, que coincide con la exten- 
sión que el Congreso reconoció a las disposiciones correlativas a las leyes 
1893 (art. 100) y 4055 (art. 14), se ajusta al propósito de subordinación 
a las normas constitucionales que inspiró la reforma del art. 4* de la ley 
13.098 por el art. 4' del decreto-ley 1285/58. 

CORTE SUPREMA. . 

El supuesto del cercenamiento de Ins atribuciones constitucionales origina- 
rias de la Corte Suprema, como es la de juzgar respecto de la calidad de su* 
integrantes, hace posible la defensa "ex officio" de ellas. 
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FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Bianchi, Alejandro y Cía. S. A. c/ Fisco 
Nacional (D.U.l.) »/ repetición", para resolver sobre lo peti- 
cionado a fs, 176/186. 

Considerando : 

1°) Que, de acuerdo con reiterada jurisprudencia, las re- 
cusaciones manifiestamente improcedentes deben rechazarse de 
plano —Fallos: 246: lüí) — . 

2*) Que las deducidas después de dictada la sentencia final 
de esta Corte en la causa, son manifiestamente improcedentes y, 
conforme a la doctrina del art. 28 de la ley 50, deben, en conse- 
cuencia, desecharse sin sustanciacíóu — Fallos; 244 : 506 y sus 
citas — . 

3*) Que ello es así, además, porque, en circunstancias como 
las de autos no cabe recurso ni acción de nulidad respecto de los 
fallos do esta Corte —Fallos: 240 : 266 ; 244: 43 y 506 ; 247 : 285 
y otros — , pues, con arreglo al régimen del art. 24 del decreto-ley 
"i 285/58, que rige específicamente la competencia del Tribunal, 
tales sentencias son finales, sin perjuicio de su posible aclara- 
toria. 

4 9 ) Que a lo expuesto, que basta rigurosamente para dene- 
gar la totalidad de lo solicitado a fs. 176/186, el Tribunal encuen 
Ira del caso abrogar que la cláusula del art. 23 de la ley 15.271 
ha sitio interpretada con el alcance de que la exigencia de tribu- 
nal pie íario allí prevista rige para el supuesto, aun no ocurrido, 
de la división en Salas de esta Corte, y autoriza las sentencias 
con participación de la mayoría absoluta de ios jueces que la 
integran como lo fué expresamente resuelto en el precedente de 
Fallos: 246: :i7H, coincidiendo con el régimen legal y lo reitera- 
damente decidido con anterioridad — art. 23, decreto-ley 1285/ 
5S; art. 22, ley 50; Fallos: 181: 557 y otros—. 

5*1 Que con arreglo a la uniforme doctrina tic esta Corte, 
lo atinente a las calidades de los magistrados para el desempeño 
de su ministerio, es, como principio, cuestión que incumbe a los 
poderes públicos y no es debatible en juicio, ni por vía de recu- 
sneióti —Fallos: 240 : 42!»: 244 : 450— ni de artículo alguno —Fa- 
llos: 208: 37 y sus citas—. 

6°) Que, en cuanto hace a su actual composición, el Tribu- 
nal, ejerciendo facultades implícitas que son inherentes a todo 
poder estatal y que lo habilitan para juzgar la validez constitu- 
cional de los títulos de sus miembros, consideró el punto en opor- 
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(unidad de la prestación de los juramentos a que se refiere el 
art. 98 de la Constitución Nacional y lo ha ratificado en su actua- 
ción posterior como tribunal judicial. 

7°) Que, en dicha oportunidad, esta Corte interpretó que 
ni art. 8» del decreto-ley 1285/58 sólo es aplicable a los jueces de 
los " tribunales inferiores" de la Nación, habida cuenta de que 
los requisitos que la Constitución prescribe en sus arts. 97 y 47 
no pueden ser alterados j>or el legislador en la forma que resul- 
taría del aludido art. 8*, si se entendiera que él comprende a los 
integrantes de la Corte Suprema. 

8*) Que, al proceder de tal modo, esta Corte no hizo sino 
someterse a una regla de jurisprudencia, antigua y prudente, 
según la cual es deber de los jueces interpretar las leyes de la 
manera que mejor concuerde con las disposiciones constituciona- 
les, salvo que la inteligencia opuesta sea palmaria (Fallos: 200: 
180, entre otros). 1» que, con relación a supuestos de la índole del 
aquí examinado, autoriza a afirmar que cuando las previsiones 
legales son lo suficientemente amplias como para abarcar cier- 
tas materias que están dentro del legitimo ámbito de la compe- 
tencia del Congreso y otras que escapan a él, los jueces, a fin de 
permitir la vigencia y asegurar la validez de la ley, deben inter- 
pretarla restrictivamente, aplicándola sólo a las materias com- 
prendidas dentro de la esfera que es propia del Poder Legisla- 
tivo, siempre qne la norma interpretada lo consienta (Fallos: 
247 : 387; véase, asimismo, Corpus Jnris Secnvdum, ed. 1946, 
ed. 1956, vol. 16, pág. 382, nota 13). 

Que, de conformidad con ese criterio, verbigracia, ha de en- 
tenderse que el requisito de "ciudadanía argentina" mencionado 
en el art. 4' del decreto-ley 1285/58, alude a los seis años de ciu- 
dadanía exigidos por los arts. 97 y 47 de la Constitución Nacio- 
nal, ya que una interpretación distinta, que se atuviera a la re- 
dacción literal del precepto, afectaría su validez. De la misma 
manera y por idéntica razón, las palabras "tribunal colegiado" 
que aparecen en el art. 8? del referido deereto-ley, deben ser en- 
tendidas en el sentido de que únicamente designan a los "tribu- 
nales inferiores a la Suprema Corte de Justicia" previstos en 
los arts. 67, inc. 17, y 94 de la Constitución Nacional —materia 
susceptible de ser legislada—, sin que sea dado extenderlas a la 
Corte Suprema, toda vez que las calidades de los miembros de 
ésln halla use establecidas en la Ley Fundamental y representan, 
por tanto, una materia sustraída por el Poder Constituyente a 
la competencia del Poder Legislativo. 

10») Que, además, esa interpretación del cuestionado art. 
8 9 coincide con la extensión que el Congreso reconoció a las dis- 
posiciones correlativas de las leyes 1893 (art. 100) y 4055 (art. 
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14). V >o ajusta al propósito de subordinación a las normas cons- 
titucionales que inspiró la reforma del art. 4* de la ley 13.998 
introducida por el art. 4* del decreto-ley 1285/58: el primero de 
ellos, fundado en el art. 92 del texto constitucional vigente en 
1950, establecía que los jueces de la Corte Suprema debían ser 
argentinos nativos, exigencia ésta que fué eliminada por la se- 
cunda dv las normas citadas, con arreglo al art. 97 de la Cons- 
titución vigente en 1958 y a fin de excluir la función normativa 
del legislador en un ámbito qne —según se dijo — le está vedado. 

II 9 ) Que, por otra parte, si la norma pertinente fuera in- 
constitucional esta Corte habría estado facultada para declarar 
su invalidez, porque el supuesto del cercenamiento de las atribu- 
ciones constitucionales originarias del Tribunal, como es la de 
juzgar respecto de la calidad de sus integrantes, hace posible la 
defensa "ex officio" de ellas — Fui los: 238 : 288 y sus citas—. 

12*) Que las demás consideraciones del escrito de fs. 176/ 
186, atinentes al acierto del fallo de fs. 169, son manifiestamen- 
te ineptas para sustentar las pretensiones del apelante. La con- 
sideración pertinente al respecto es que la notoria falta de mesu- 
ra del referido escrito impone la corrección disciplinaria de sus 
firmantes. 

Por ello, se desestima la recusación interpuesta a fs. 176/ 
186 y se declara no haber lugar a lo demás pedido en ese escrito. 
Desglósense y devuélvanse las boletas acompañadas, así como 
las copias traídas con el escrito precedente. Téstense por Secre- 
taría los términos subrayados en azul del memorial de fs. 176/ 
186 y aplícase a cada uno de sus firmantes en calidad de sanción 
disciplinaria una multa de quinientos pesos moneda nacional, 
que deberán hacer efectiva en papel sellado dentro del qninto 
din de su notificación. 

Benjamín* Villegas Basavílbaso — 
Abistóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Julio Oyhanarte — Pedro 
Abbrastury — Ricardo Colom- 
bres — Esteban Tmaz. 



EDPAHDO ROSARIO HEREDIA % S. A. Cía. SUDAMERICANA B. T. B. 

RECCRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia de f i. Mira. 
Re+ttucioHe* anteriores a ta sentencio definitiva. Varias. 

El Tallú plenarta dictado con motivo del muño di» inaplicabilidad do ley, 
mediante el cual se dispuso anular la sentencia de la Sala de una Cámara 
Narinnnl de Apelaciones y remitir los autos a la Saín que debe entender 
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por orden de turno, no reviste el carácter de sentencia definitiva en los 
términos del art. 14 de la ley 48 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Sentencia definitiva. 
Resoluciones anteriores a ¡a sentencia definitiva. Varias. 

La invocación de cláusulas constitucionales y de la doctrina sobre arbitra- 
riedad, no excusa el cumplimiento del requisito de la existencia de sentencia 
definitiva, pues los pertinentes agravios pueden encontrar remedio por vía 
de intervención de la Corte en oportunidad del tallo final de la causa (*), 



MARIO MAltROCOLl Y Oraos v. SOCIEDAD EN COMANDITA toe 

ACCIONES LA FORESTA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione» no federales. 
Interpretación de norma» y actos comunes. 

La sentencia que decide que no existe injuria (instante para justificar el 
despido sin indemnización, en virtud de que los actores no fueron intima- 
dos a reintegrarse al trabajo con posterioridad a la declaración de iiegaii- 
dad de la huelga, tiene fundamentos de hecho y de Indole laboral suficien- 
tes para sustentarla e irrevisib: ^ en la instancia extraordinaria (■). 



CAMILO MOZZATTI t Orno. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Tribunal Superior. 

El pronunciamiento del Superior Tribunal de Justicia de Resistencia que 
desestima el recurso de inconstitucionnlidad en el orden local, no es la sen- 
tencia del superior tribunal de la caiisn n que se refiere el nrt. 14 de la 
ley 48 (*). 



S.R.L. A. R. Y. M. v. LEON ARDO RONDINONE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestiones m federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Doble instancia y recursos. 

La resolución que desestima el recurso de hecho deducido ante la denega- 
toria del recurso de inapUcahilidnd de ley y que sé funda en razones de 
Indole procesal, es irrevisible por vía del art. 14 de la ley 48 ( s ). 



(t) 14 iJc noviembre, 

{*) Fallos: 2S7i 340; £42 : 460. 

(3) 14 <le noviembre. 

(*) 14 de noviembre. 

(B) Ifl <le iiorienilire. 



* T " FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio». Cuestiones no federales. 
Stntencia* arbitrarias. Principia* generales. 

La doctrina de ti arbitrariedad no sustenta el recurso extraordinario mpec- 
to de sentencias con fundamento jurisprudencial. Ello es aplicable a lo» pro- 
nunciamientos que- se basan en precedentes plenarios (' >• 



SALVADOR AMATO v. EMILIO NICOLAS ROLFO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestiones «o fedérale* 
Interpretación & norma* locales de procedimientos. Vaso* varios. 

Lo relativo a las cuestiones sometidas o decisióo judicial, así como al alcance 
de las peticiones di la» parte», constituyen materias reseñadas a los jueces 
dv la causa y ajenns a la jurisdicción extraordinaria de la Corte, salvo el 
supuesto de arbitrariedad. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestione* no fedérale*. 
Senteneia* arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

La declaración de que la obligación de restituir que pesa sobre el demanda- 
do no surge, estrictamente, de- la compraventa celebrada entre fas partes 
sino de un comodato jurídicamente independiente de la enajenación de la 
cosa, es insusce ptible de recurso extraordinario con base en la doctrina de 
la arbitrariedad, pues no significa otra cosa que una manifestación del 
principio con arreglo al cual los jueces están facultados para aplicar tas 
normas que, a su criterio, rigen el pleito. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedérale*. 
Interpretación de normas focales tle procedimientos. Casos varios. 

Lo atinente al tramite a imprimir a la causa constituye una cuestión de 
índole procesa), extraña al recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

>ío demostrando el recurrente que liayn mediado, en el caso, restricción 
substancial o violación de la defensa, es improredente la apelación extra- 
ordinaria fundada en la mencionada garantía constitucional. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio*. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de pnivedima uto*. Casos vnrios. 

La alegación fie que es competente ln justirin civil y no la de paz pnru 
conocer en la causa, no comporta cuestión federal que autorice rl otorga- 
miento de la apelación extraordinaria. 



(í ) Kallos; : 5J1 y 523. 
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Buenos Aires, 16 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Salvador Amato c/ Emilio Nicolás Rolfo", para 
decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que lo relativo a las cuestiones sometidas a decisión judi- 
cial, así como al alcance de las peticiones de las partes, consti- 
tuyen materias reservadas a los jueces de la cauua, y son ajenas, 
por lo tanto, a la jurisdicción extraordinaria de esta Corte (Fa- 
llos: 241 : 158; 243: 45, 289 y otros). 

Que si bien dicho principio admite excepción en los supues- 
tos de arbitrariedad, el Tribunal estima que ésta no aparece con- 
figurada en ta sentencia de que se acompaña copia a fs. 3/7. En 
efecto, la declaración contenida en dicho pronunciamiento en eJ 
sentido de que la obligación de restituir que pesa sobre el de- 
mandado no surge, estrictamente, de la compraventa celebrada 
entre las partes sino de un comodato jurídi ni mente independien- 
te de la enajenación de la cosa, no sustenta el recurso extraor- 
dinario con base en la doctrina de la arbitrariedad, desde que no 
significa otra cosa que la manifestación del principio con arre- 
glo al cual los jueces están facultados para aplicar las normas 
que a su criterio rigen el pleito. 

Que lo atinente al trámite a imprimir a la causa constituye 
una cuestión de índole procesal que es extraña al recurso extra- 
ordinario, y con la cual, en el caso, carece de relación directa e 
inmediata la garantía constitucional de la defensa en juicio 
(Fallos: 235 : 666, 772 ; 240: 139 y otros). Por lo demás, el recu- 
rrente no demuestra que haya mediado, en el sub lite, restricción 
substancial o violación de la defensa, omisión que obsta, con 
arreglo a reiterada jurisprudencia de esta Corte, a la proceden- 
cia del recurso fundado en la mencionada garantía constitucional 
(Fallos: 241: 195 ; 242 : 227 y muchos otros). 

Que, por último, la alegada incompetencia de la justicia de 
paz para conocer en la causa no comporta cuestión federal qnc 
autorice el otorgamiento de la apelación. 

Por ello, se desestima la queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 

PEDRO ABERASTURY — R [CARPO 

Cohombres — Esteban Imaz. 
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JOSE ANGEL DEXEVI v. RAUL 1TLKRIA 

RECURSO EX TRA ORDÍX A íi/fi : Reqnmtoa eomunrs. (¡ra rumen. 

El Arrendatario que promovió demanda por contógnaeidn contra el arren- 
dador ante la < amara Regional Paritaria y perdió el juicio en anillas ins- 
Uneia», earece de interés jurídico para sustentar la apelación extraordinaria, 
con fundamento en la inconiititueionilidad de dicho organismo, en la causa 
por desalojo que le entabló el aegundo. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Don Baúl Murria promovió demanda por consignación de 
arrendamientos ante los organismos paritarios (exp. 9343), la 
que fuó desestimada declarándose vencido el contrato de í ora- 
ción (fs. 31/32 y 47/50) 

El arrendador solicitó entonces (exp. 11.496) que se decré- 
tala el desalojo, y en ese juicio Iturria impugnó la validez cons- 
titucional de los organismos paritarios. Rechazada su pretensión 
interpuso recurso extraordinario, y denegado éste deduce la 
presente queja que en mi opinión debe ser desestimada. 

En efecto. Aceptada por el recurrente la jurisdicción que él 
mismo puso en movimiento con el juicio de consignación, consU 
dero que no puede ya desconocerla en lo sucesivo para que en- 
tienda en pleitos posteriores que, como el presente, no sean más 
que consecuencias del primero y en el cual el demandado — actor 
en éste — carecía de ta facultad de reconvenir en orden a lo pre- 
ceptuado por el art. 100 de la Reglamentación General de la ley 
13.246; y si bien la demanda independiente a que debía recurrir 
para rocía mar su derecho pudo ser anterior al fallo del primer 
juicio, la sola circunstancia de que haya esperado para accionar 
un pronunciamiento que diera certeza a su pretensión no quita 
a la causa petendi de los dos pleitos la relación de interdepen- 
dencia con que se hallan vinculadas. 

mi ello, y porque además estimo que es de aplicación ana- 
lógica la doctrina de V. E. que considera extemporánea la im- 
pugnación de los organismos paritarios en el procedimiento de 
ejecución (sentencias del 21 y '23 de setiembre del corriente año 
en las causas Y. 16 y S. 333 y precedentes en olios citados), 
pienso que corresponde no hacer lugar a esta queja. Buenos Ai- 
res, :íl de octubre de 1960. — Ramón Lasca no. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos : "Recurso de hecho dedneido por el deman- 
dado en la cansa Denevi, José Angel e/ Iturria, Raúl", para deci- 
dir sobro m procedencia. 

Y considerando: 

Que como surge del expediente agregado n* 9343, el recu- 
rrente promovió demanda por consignación contra el actual ac- 
tor ante la Cámara Regional Paritaria de Arrendamientos y 
Aparcerías Rurales de Buenos Aires, habiéndose rechazado su 
pretensión en ambas instancias (fs. 31/32 y 47/50 del menciona- 
do expediente). 

Que f frente a esa circunstancia, corresponde declarar que 
aquél —demandado ahora por desalojo en los autos principales 
(expediente n» 11.406) — carece de interés jurídico para susten- 
tar la apelación extraordinaria con fundamento en la inconstitu- 
cionalidad de las Cámaras Paritarias (Fallos: 243: 265 y otros). 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se desestima la precedente queja. 

Abistódulo D. Aráoz de Lamadbid — 
— Julbo Oyhaxarte — Pedro 
Aberastury — Ricardo Colam- 
bres — Esteban Imaz. 



ALFHEDO HODGSON 

RECURSO EXTRA ORDIXARIO: Requisito* propio*. Senttnaa definitiva. 
Hr«,hu¡unf» (interiore* a la sentencia definitiva. Varia*. 

La» resoluciones denegatoria» de medid»» de prueba no constituyen senten- 
cia definitiva en los términos del nrt. 14 df la ley 48. El tiecbo de invocarse 
la gnrantía constitucional de la defensa en juicio en rece de eficacia para 
prescindir del requisito señalado (*}. 



(t) 16 de noviembre, Fnllos: 240: -140; 242: 35. 
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S. A. PORTELLA v. DELIA FALTOS IKK m LISSI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propios. Cuestione* »o fedenlet. 
Interpretación de normas y actos camanes. 

La sentencia apelada, en cnanto decide que ln sociedad tercerista se hizo 
cargo, a partir de determinada lecha, de la documentación, activo y pasivo 
de la sociedad antecesora contra quien la demandada entablé ejecución de 
la indemnización por despido, y que no se trajo a los autos prueba feha- 
ciente del dominio discutido, tiene fundamento» do hecho y prueba y de 
derecho común que bastan para sustentarla y que carecen de relación direc- 
ta c inmediata con las garantías constitucionales invocadas para sustentar 
Ta apelación extraordinaria ('). 



8. A. SOCIEDAD [na] ESTANCIAS Y he INDUSTRIAS ARGENTINAS 

Ltka. v. S. A. M. (. A. O. A. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestmnes no federales. 
Interpretación de norma» locales de procedimiento*. Costas y honorario». 

Las resoluciones atinentes al monto de loa honorarios devengados en las 
instancias anteriores, así como la interpretación y aplicación del arancel 
respectivo, no son, por vía de principio, susceptible* de recurso extraordi- 
nario ('). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Principios generales. 

Lu mera afirmación de que ln sentencia recurrida excede el margen de 
discrecionalidad asignado a los jueces por la ley de arancel, no basta para 
tener por planteada forma luiente cuestión de arbitrariedad, en los términos 
de la jurisprudencia de esta Corte sobre la materia. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación direvla. Nor- 
mas extrañan al juicio. Disposiciones roustilncionnlcs. Art. 17. 

K? improcedente la taclia de conftsentnriedml 4 hs regulaciones cuestiona* 
das no punrdnii manifiesta desproporción con el monto de la causa. 



FRANCISCO DOMINGO VICTORIA \: EDUARDO GVIDONE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas Incales tic prot-edimieutos. Costa.* y honorarios. 

I* interpretación de la ley de aranceles n* 2150 «le la Provincia de San Juan 
no comporta, por su carácter local y procesal, cuestión federal que autorice 
el otorga miento de la apelación extraordinaria (■). 



(3) 16 de noviembre. Fallos: 243: 44, 374, 430; 244: ID, 46, 246, ¿18; 
£45: 44. 37. 

(a) 16 de noviembre. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisito» propios. Cuestiones no fedérale*. 

La resolución regulatoria de honorario» que tiene fundamentos normativos 
suficientes para sustentarla, es iususceptible de la tarta de arbitrariedad. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa. Ñor- 
mas entrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. Art. 17. 

* 

La circunstancia de que, en un incidente sobre embargo preventivo por la 
suma de m$n. 580.000, se ha van regulado honorarios a cargo del recurrente 
por la cantidad total de m*n. (19.000 -comprensiva de los trabajos realisa- 
dos en ambas instancias |¡£í los profesionales de la actora y ta demandada- 
no resulta, sin más, comprobatoria de la confiseatoriedad alegada como 
fundamento del recurso extraordinario. 



MIRANIMÍL1NA ZARAGOZA y. BAZAR GENERAL ITRQU1ZA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedérale». 
Interpretación de normas y actos romane». 

La sentencia recurrida, en cuanto declara que el telegrama mediante el cual 
ta actora comunicó su enfermedad a la firma patronal fué correctamente 
dirigido y que no medió abandono del trabajo que justificase el despido, 
tiene fundamentos de hecho y de dereclio común bastantes para sustentarla 
j que son ir re visibles en la instancia extraordinaria (' ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedérale». 
Sentencias arbitrarias. Principios generales. 

No resulta atendible la tacha de arbitrariedad cuando reconoce como único 
fu mi* mentó la discrepancia del recurrente cmi la inteligencia atribuida por 
el tribunal de alzada » los hecho» y a la prueba de la causa. 



RAFAEL FRANCISCO AM.ÜND A RAI N T Othos 

AMNISTIA. 

La dmnistía concedida por la ley 14.430 no permite abarcar todos los hechos 
y actos punibles cometidos por un funcionario público en su sola condición 
de tal. La ley no consiente la presunción de qne todo delito común cometido 
por aquél al tiempo del ejercicio de sus funciones, encierra de por sí un 
propósito político o posee necesaria conexidad con un delito político. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantía». Defensa en juicio. Pro- 
cedimiento y sentencia. 

No existe agravio a la defensa en juicio por el hecho de que el proceso ins- 
truido a un ex Presidente de la Nación por malversación de caudales públieoa, 
en el qne se denegó la amnistía pedida, ae haya originado en actuaciones 



(1) 16 de noviembre. 
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<k la Comisión Nacional de Invcatigaetonea, Tal alegación carece de trascen- 
dencia jurídica por aer ajena a lo decidido por la Cámara, sobre la base da 
resolutioncH dictadas por el juez de la causa. 

Dictamen del Procl-hadoh Gexeral 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario de fs. 760 se funda en la alegada 
violación de los arta. 16 y 18 de la Constitnción Nacional por la 
resolución de fe, 751. 

En cuanto al art. 16, parece sostener el recurrente que la 
decisión mencionada viola la garantía constitucional de la igual- 
dad porque la interpretación que el a quo ha hecho de la ley 14.436 
se hallaría en oposición con la de otras resoluciones judiciales 
y con la que sostiene el propio apelante. 

Estimo que la cláusula constitucional mencionada carece de 
relación directa con lo decidido en autos, y pienso que el agravio 
debe considerarse en todo caso insubstancial, atento lo reitera 
demente resuelto por V. E. en Fallos: 233: 173: 236: 626: 237: 
226 y 370. 

En cuanto al art 18 de la Constitución, no se advierte, y el 
recurrente tampoco lo expresa con alguna claridad, qué relación 
puede guardar con la resolución apelada. 

En consecuencia, y teniendo en cuenta, por otra parte, que 
no se concreta ni demuestra la existencia de la arbitrariedad 
imputada al auto de referencia, estimo que el recurso extraordi- 
nario es improcedente, y que, por lo tanto, corresponde decla- 
rarlo mal concedido a fs. 763. Buenos Aires, 4 de marzo de 1959. 
— Ramón Lascano. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: " Amundarain, Rafael F. y otros s/ mal- 
versación". 

Considerando : 

1*) Que el recurso extraordinario interpuesto por el apo- 
derado del procesado Juan Domingo Perón es formalmente pro- 
cedente por haberse cuestionado la inteligencia de una ley fede- 
ral, como lo es la 14.436 (1' líos: 245: 455) y la decisión ha sido 
contraria al derecho que el apelante funda en esas disposiciones. 

2*) Que el recurrente impugna la interpretación que la 
sentencia del a quo hace de la ley 14.436 con referencia a la 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 1 



4U 



presente causa y en cnanto en ella se procesa a Juan Domingo 
Perón por el delito de malversación de caudales públicos (Código 
Penal, art. 260 y constancias de fs. 751, 696/699 y 4*27). Funda 
el recurso en los siguientes agravios: a) la sentencia habría vio- 
Indo el principio constitucional de igualdad ante la ley, porque 
las funciones políticas que ejerció el procesado, según los arte. 
74 y siguientes de la Constitución Nacional, están ** perfectamen- 
te identificadas en la propia ley 14.436*' eme no permite esta- 
blecer limitaciones como las contenidas en el pronunciamiento 
recurrido, y porque, además, éste se encontraría en oposición a 
otras decisiones judiciales recaídas sobre la misma materia; 
b) existiría también violación al art. 18 de la Constitución Na- 
cional por cuanto la causa fué originada en actuaciones de la ex 
Comisión Nacional de Investigaciones ; c) todo ello y lo dispuesto 
en e! art. 31 de la Constitución Nacional convierten a la senten- 
cia en arbitraria. 

3*) Que, en lo atinente al primer agravio, basta remitirse, 
brí'vifatis catt$<i t a los fundamentos expuestos en la sentencia de 
esta Corte recaída, en el día de la feclia, en los autos *' Mayoral 
Ventura, interpone recurso por amnistía" a favor de Juan Do- 
mingo Perón. 

4°) Que en cuanto a la pretendida violación al art. 18 ele 
la Constitución Nacional, es evidente que la alegación apoyada 
en la intervención originaria de la ex-Comisión Nacional de 
Investigaciones, carece de toda trascendencia jurídica ya que tal 
cuestión es completamente ajena a lo decidido por el a quo, que, 
además, reconoce como antecedentes resoluciones dictadas por 
el juez de la causa. 

5?) Que, asimismo, de acuerdo con lo expuesto, resulta 
intrascendente la tacha de arbitrariedad invocada por el apelante. 

Por ello, fundamentos concordantes del a quo, y habiendo 
dictaminado el Señor Procurador General, se confirma la sen- 
tencia de fs. 751 en cuanto ha sido materia del recurso. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D, Akáoz de Lam adrid 
— Luis María Boffi Bogoero — 
Julio Oyhakakxe — Pedro Abe- 
rastury — Ricardo Colombhes — 
Esteban Imaz. 
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JUAN DOMINGO PERON 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito, propio,. Cuestión federal C»«- 
twms fedérate» simple*. Interpretación de las leyes federales. 

Cuestionad» la inteligencia de una ley federal, como lo es la 14.436, sí la 
decisión na sido contraria al derecho que el apelante funda en esa lev, el 
n*-urse extraordinario en procedente. 

AMA ISTIA. 

La amnistía concedida por la ley 14.436 no permite abarcar todos los hechos 
y actos punible» cometidos por un funcionario público en su sola condición 
de tal. La ley no comdentc la presunción de que todo delito común cometido 
por aquel a] tiempo del ejercicio de sus funciones, encierra de por sí un 
proposito político o posee necesaria conexidad con un delito político. 

AMNISTIA. 

Corresponde confirmar la sentencia que deniega la amnistía si en la causa 
—instruida a un ex Presidente de la Nación por negociaciones incompatibles 
con el ejercicio de funciones públicas, con motivo del otorgamiento de un 
f rtjito a particulares— no se atribuye al procesado la comisión de un delito 
político, ni existen elementos para relacionar bu conducta con delitos polí- 
ticos ni para afirmar la existencia de propósitos políticos o gremiales 



Senti.vcu del Juez Nacional en lo Chuiinal t Correccional Federal 

Buenos Aires, 20 de junio de 395». 

Autos y vistos- Para resolver en el presente incidente interpuesto por Isi- 
doro P. Ventura Mayoral, 

Y considerando; 

Que a fs. 1 del presente incidente se presenta el nombrado n( supra, en su 
carácter do apoderado de Juan Domingo Perón y solicita se lo comprenda dentro 
de los beneficios otorgados por la ley 14.436, 

Que a fs. 428 de los autos principales, se ha dictado auto de prisión preven- 
tiva contra Juan Domingo Perón como autor responsable del delito previsto por 
el art. 265 del Código Penal. 

Conridera el suscripto que los hechos acriminados a Perón no pueden com- 
prenderse dentro de la ley de amnistía 14.436, pese a la amplitud de ésta, por 
lo que debe proeederse al rechazo del pedido formulado a fs. 1 y siendo ello así; 

Resuelvo : 

p No hacer lugar a la aplicación de la ley de amnistía solicitada en 
beneficio de Juan Domingo Perón por su apoderado Isidoro P. Ventura Mayoral, 
con rotas; 2*) Téngase presente el caso federal planteado. - Ovidio A. Fernán, 
aez Alonso. 
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Sentencia de la Cámara Sf ación al de Apelaciones en lo i acnaii 

Y CONTENCIOSOAItMINISTHATIVO 

Buenos Aires, 15 de setiembre de 1069. 

Y vistos; y considerando: 

Que estas actuaciones vienen a conocimiento del Tribunal con motivo de lo» 
recurso» de nulidad y apelación interpuestos a fs. 17 vta. por el señor defensor 
de Juan Domingo Perón contra el auto de fs. 17 que no hace lugar a la excepción 
()<- nmnistía opuesta a favor del nombrado. 

Que el recurso de nulidad debe aer desestimado, pues no se observan en la 
tramitación del incidente ni en la forma de la resolución recurrida vicios o defec- 
to** capaces de fundar alguna invalidez. 

Que en cuanto al recurso de apelación, basta advertir que el delito imputado 
a Perón en esta causa se relaciona con el interés que habría demostrado en el 
Otorga miento de un préstamo a favor de un tercero, para concluir que no es 
de los comprendidos en la Ley de Amnistía 14.436, No se trata, en efecto, de 
un delito político, ni, como delito común que es, tiene conexidad con algún delito 
de índole política. Por otra parte, respecto de la natura] esa de talca hechos se 
dijo por parte del señor Ministro del Interior durante el debate de aquella ley 
en el Senado que "tos delitos comunes que han perseguido un propósito de 
ventaja personal, o que dieron como resultado un enriquecimiento ilícito... no 
pueden ser encuadrados dentro de la ley". 

Por estas consideraciones y las concordantes del auto apelado de fs. 17, 
h- lo confirma, en cuanto no hace lugar, con costas, a ¡a excepción de amnistía 
opuesta a fs. 1 a favor de Juan Domingo Perón, con más las costas de esta 
instancia, desestimándose el recurso de nulidad. — Hernán Juáret PeHmiv* — 
Ambrosio Homero Carranza, — Enrique Ramo» Mejta. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

De conformidad con la opinión (jue tengo expuesta en los 
autos "Riera Díaz, Laureano* • (R.180, XIII), "Sampay, Artu- 
ro" (S.257, XIII) y "San Martín, Juan Ignacio" (S.306, XIII), 
estimo que el recurso extraordinario es improcedente, desde que 
la infracción imputada al recurrente ao es de carácter esencial- 
mente federal (art. 265 d . Código Penal). 

Procede, pues, declara, mal concedido a fs. 28 el aludido re- 
curso. Buenos Aires, 11 de diciembre de 1959. — Ramón Ixiscano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Mayoral, Ventura s/ interpone recurso 
por amnistía". 
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Considerando: 

V) Que el recurso extraordinario interpuesto por el pro- 
cesado Juan Domingo Perón es procedente en cuanto se ha cues- 
tionado la inteligencia de una ley federal, como lo es la 14 436 
según lo resuelto en Fallos: 245: 455, v la decisión lia sido con- 
traria al derecho que el apelante funda en esas disposiciones. 

- p ) Que el recurrente impugna lu interpretación que la 
sentencia de f s. 24 hace de la ley 14.436 en relación con esta causa, 
m la ijue a fs. 428 se procesó a Juan Domingo Perón por el delito 
de negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones pú- 
bhcas (ort. 265 del Código Penal), vinculado al otorgamiento del 
crédito de cincuenta millones de pesos a que se refiere el dictamen 
fiscal de fs. 426. Los fundamentos del recurso son los siguientes : 
a) Que el procesado ejerció las funciones políticas que de- 
terminan el art 74 y siguientes de la Constitución Nacional, y 
que "el ejercicio de esa función política está perfectamente iden- 
tificado en la propia ley 14.436 (arts. P y 2*)", por lo que el 
alcance dado a esta norma por el a quo, al admitir excepciones, 
quebrantaría la garantía de igualdad ante la lev, consagrada por 
el art. 16 de la Constitución Nacional; b) No* existen en autos 
pruebas fehacientes que acrediten que el procesado haya inter- 
venido en las gestiones realizadas por el principal imputado en 
la causa —Andrés Trillas—, por ser ellas ajenas a las funciones 
que aquél desempeñaba, de modo que no puede imputársele el 
hecho delictuoso acriminado por el art. 265 del Código Penal, y 
que la desigualdad de criterio impuesta en el fallo recurrido, en 
cuanto a la interpretación de la ley do amnistía es también en 
este aspecto, violatoria del art. 16 de la Constitución Nacional; 
e) El fallo recurrido transgrede, asimismo, el art. 18 de la Cons- 
titución Nacional, en cuanto niega que los delitos comunes cone- 
xos, para la ley 14.436, son tales no sólo cuando son coadyuvantes 
del delito político, sino también cuando los hechos acriminados 
están ligados al quehacer político por una conexión de sentido en 
el momento de la realización, siendo el "sentido político" el que 
califica y da contenido al móvil, agente idóneo para la estima- 
ción del acto. 

3*) Que en lo que se refiere al primero de los agravios, es 
evidente que la amnistía concedida poi la ley 14.436, aún dentro 
de la amplitud y generalidad de sus términos, no permite abar- 
car todos los hechos y actos punibles cometidos por un funcio- 
nario público en su sola condición de tal. La ley no ha concedido 
el beneficio de modo indiscriminado respecto de toda conducta 
penalmente reprobable del funcionario público, ni ha establecido 
una total identidad entre la índole política de la función v el 
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obrar del agente, de manera que permita asignar propósitos 
políticos a toda posible acción delictuosa de aquél, aunque la 
hubiesen determinado sólo intereses personales o motivos estric- 
tamente privados, sin vínculo o relación con fin político alguno. 
Aceptar el criterio contrario implicaría crear la presunción inex- 
cusable de que todo delito común cometido por un funcionario 
público durante el tiempo de ejercicio de sus funciones, encierra 
de por sí un propósito político o posee una necesaria conexidad 
con un delito político, presunción que la ley no consiente. 

4*) Que los argumentos del apelante conducentes a afir- 
mar, en definitiva, la inocencia de su representado en cuanto al 
delito que se le imputa, carecen de oportunidad en el estado 
actual de la causa y no guardan relación, siquiera mediata, con 
la cuestión objeto de controversia, pues la sentencia recurrida 
— que denegó la amnistía peticionada a nombre del procesado — 
no ha decidido sobre la existencia o inexistencia del delito por el 
que se lo procesa. Su alcance ha sido sólo el de establecer, con 
arreglo a la ley 14.436, que el delito atribuido al inculpado — de 
haberse cometido — no es de los que, de conformidad con el art. 
1* de la ley citada y circunstancias de la causa, hacen procedente 
la amnistía. 

5*) Que tampoco es admisible el agravio del recurrente ba- 
sado en la interpretación que hace de la ley 14.436, según la cual 
los delitos comunes conexos serían no sólo los delitos coadyu- 
vantes del delito político, sino también los hechos delictuosos liga- 
dos al Quehacer político por una conexión de sentido en el mo- 
mento de su realización. 

6*) Que en el sub lite no se atribuye al procesado la comi- 
sión de un delito político, ni existen elementos de juicio que 
permitan asignar a su conducta relación con delito político algu- 
no, ni afirmar la existencia de propósitos políticos o gremiales 
como determinantes de ella, por lo que es evidente que no puede 
alcanzarle la amnistía concedida por la ley 14.436. 

7») Que, en lo que respecta al agravio del recurrente fun- 
dado en que la interpretación de la ley federal efectuada por 
el a quo es violatoria de las garantías consagradas en los arts. 16 
y 18 de la Constitución Nacional, cabe señalar que no puede ser 
tomado en consideración por eata Corte, ya que, además de no 
guardar las disposiciones constitucionales invocadas una rela- 
ción directa e inmediata con la cuestión resuelta por la sentencia, 
el agravio ha sido planteado por vez primera en el escrito de 
interposición del recurso extraordinario, a pesar de que pudo 
y debió ser introducido con la anticipación suficiente para que 
el tribunal de la causa se pronunciase sobre él. 

Por ello, los fundamentos concordantes del a quo y habiendo 



FALLO* »E LA CORTE SUPREMA 

fi&gfe? Su*"™*" Gene ""' se '« 

Benjamín Villeoas Basavilbaso — 
Akistóbulo D. Aráoz de Lamadjui» 
— Luis AI ahí a Boffi Boooero — 
Julio Ovkanarte — Pedro Abk- 
Rasturv — Ricardo Columbres — 
Esteban Imaz, 



HICAKDO NESTOR GARCIA 
dÍciÍTÍ/' T"" " Un » ri » d « «P-lauón ante h Cert. Supmn. r» 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte; 

Í«V T° ,ml do ^ lae '°»<* «' » ^deral resuelve e» . 

a u ?« Y?''^ 8 anty eI1 » las decisiones 1 

la Jturfg Nacional de Recuperación Patrimonial. 

Dicha disposición basta, a mj juicio, para Que delw t « t u*\ f \,. 
il. .4, me. (,», ,U-I deercto-ley 1285 de 1958, normo general míe 

SP2£T«2P" la e!,P0 " Íal " 'i» *&*»*S P.Tno Ibe • 
2"'": (¡88). «PWMIWH» derogada (Pello»: 150: 150- 

K lÉ^IS ^ W corresponde ¿ató* eoneedldo 

.Vím 'gR**^ Bnc "° s Airos ' 23 * 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de noviembre de 1960. 
Vistos lo. autos: "García, Ricardo Néstor a/ interdicción»'. 
Considerando ¡ 

1 JÉ. COn arre K l0 a' apartado final del art. 5* del decreto 
ley 5148/55, mterpuesto el recurso admitido contra las íesoW 
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nes de la Junta de Recuperación Patrimonial, para ants la Cá- 
mara Federal de la Capital, ésta "resolverá en definitiva" den- 
tro del término de sesenta días hábiles. 

2?) Que de esta forma especial de expresión y del propó- 
sito de urgencia i|Ue ponen de manifiesto los considerandos del 
decreto mencionado — ver especialmente el último—, debe con- 
cluirse que ha sido propósito del legislador el de no admitir 
recursos ordinarios respecto de las sentencias de la Cámara Fe- 
dera] de que aquí se trata. 

3?) Que dada la singularidad del supuesto y en presencia 
de los términos de los arts. 100 y 101 de la Constitución Nacio- 
nal, no existe óbice constitucional para una limitación de esta 
especie — Fallos : 245 : 282 y otros — la que, por la misma razón 
de su especialidad, no puede estimarse derogada por el régimen 
general del art 24, inc. 6*, ap. a), del decreto-ley 1285/58. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara improcedente el recurso oíd i na rio de apelación 
concedido a fs, 178. 

Benjamín Villegas Bahavilbaso — 
Akistóbulo D. Akáoz de Lamaüp.iu 
— Luis María Bofki Bogobro — 
Julio Oyhakarte — Pedro Abe- 
rastuhy — Esteban Imaz. 



JOAQUIN ABREU 

DEFRAUDACION. 

La ai-titud ild deudor prendario que, durante In videncia de la prenda, 
vende la rosa gravada tomo libre, puede importar una doble ilicitud: 1a 
defraudación que reprime el art. 44 de la ley 12.902 (decreto 15.348/46), en 
perjuicio del acreedor prendario, y la que prevé el art. 173. inc. 9 f , del 
Código Penal, en detrimento del comprador de buena fe, ambas en con- 
curso ideal. 

r RENDA CON REGISTRO. 

El hecho de que el acreedor prendario, con posterioridad a la venta de la 
cosa gravada, baya sido desinteresado, no borra la existencia del delito 
previsto y penado por el art 44 de la ley 12.962 (decreto 15,348/46), ni 
influye sobre la conducta ilícita ya cumplida. Se trata de un delito instan- 
táneo y formal. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia pernal. Delitos en partí 
miar. Vario** 

La competencia ter-'^-ial para conocer del delito de defraudación prenda- 
ria previsto en el * 44 del decreto 15.348/40 (ley 12.962), emergente de 
la venta como libre del bien prendado, se determina por el lugar donde 
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ti v ne nú a siento vi patrimonio del acreedor prendario, aunque el hecho haya 
ocurrido en distinta jiirisdicción. Esta doctrina es la que mejor consulta 
la necesidad de otorgar protección efectiva a una tormu de crédito benefi- 
ciosa para la economía del país y proporciona al acreedor un eficaz medio 
de defensa contra tan ?mve violación a la esencia del «rédito prendario. 

DtCTAMEST DEL PllOcntAliOR GENERAL 

Suprema Corte: 

En loa pronunciamientos de Fallos: 233: 141 y 241: 376, invo- 
cados en la resolución de fs. 8 de estos autos, V* E. declaró que 
la competencia territorial en los casos de infracción a lo esta- 
blecido por el art. 45 del decreto-ley 15.348/46 (ley 12.962) se 
determina por el lugar donde tiene su asiento el patrimonio del 
acreedor prendario perjudicado por el hecho del deudor. 

A mi juicio sin embargo, la maniobra denunciada a fs. 2 
vta. y 5 configura un supuesto diferente a los contemplados por 
aquella jurisprudencia de la Corte, ya que no se trata aquí de 
investigar el abandono o deterioro de una cosa prendada con 
daño del acreedor, sino la venta al denunciante, como libre de 
todo gravamen, del vehículo afectado por el contrato de prenda 
obrante a f s. 11 del agregado, contrato con respecto al cual inves- 
tía aquél, como es lógico, la calidad de tercero, y cuya cancelación 
obtuvo luego de abonar al acreedor la suma que éste reclamara 
en los autos que corren por cuerda. 

En tales . condiciones, estimo que la doctrina en que se lia 
sustentado la declaración de incompetencia de fs. 8 no es apli- 
cable al presente caso ; y, teniendo en cuenta que el delito que se 
imputa a Angel Viqueira y Sixto Alvarez se habría consumado 
en la localidad de Villa Adelina (Provincia de Buenos Aires), 
considero que esta contienda negativa debe ser dirimida declaran- 
do competente al Sr. Juez en lo Penal de La Plata. Buenos Aires, 
16 de mayo de 1960. — Ramón Lascauo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de noviembre de 1960. 
Autos y vistos ; considerando : 

1*) Que, según resulta de las constancias de esta causa y 
-de la agregada por cuerda, don Enrique Fernández y don Angel 
Manuel Viqueira, domiciliados en la Capital Federal, celebraron 
en esta ciudad un contrato de prenda con registro por el cual el 
segundo afectó en garantía un automotor de sn propiedad. La 
premia fué endosada a favor de don Vicente Ruggiero, también 
■domiciliado en la Capital (fs. 11 del agregado). 
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y) Que, promovido por el Sr. Rugir i oro juicio (le ejecución 
de la prenda con registro» se presentó el Sr. Joaquín Abren 
acompañando el recibo que obra a fs. 24 de ese expediente, del 
cual resulta que el automotor prendado le fué vendido por los 
Sí es. Sixto Alvares y Angel M. Viqueira, libre de gravamen, en 
jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires, un mes y medio 
después de haberse constituido la prenda y sin que ésta se hubie- 
se levantado. El adqni rente, Abreu, desinteresó al acreedor pren- 
dario, Ruggiero, quien desistió de la ejecución, cancelándose el 
contrato de prenda (fs. 25/28). 

3?) Que, considerándose defraudado por la venta de una 
cosa prendada como si hubiera sido libre, el Sr. Abreu formuló 
denuncia ante la justicia en lo criminal de instrucción de esta 
ciudad, la que se declaró incompetente sobre la base de qne el 
hecho habría ocurrido en Villa Adelina, Provincia de Buenos 
Aires. El Juez en lo Penal de íjk Plata también se negó a cono- 
cer del easo, invocando lo resuelto por esta Corte en Fallos: 233: 
141 y 241: 376. Con la insistencia del Juez de Instrucción de 
la Capital quedó debidamente tra la la contienda de compe- 
tencia que esta Corte debe dirimir. 

4 9 ) Que, para la debida solución del caso, es necesario esta- 
blecer, por lo menos "prima faeie", cuáles serían los hechos de- 
lictuosos a investigar. Y no cabe duda que, en razón de las cir- 
cunstancias reseñadas en el considerando V* de este pronuncia- 
miento, la actitud del deudor prendario que, durante la vigencia 
de la prenda, vende la cosa gravada como libre, podría compor- 
tar una doble ilicitud: la defraudación que reprime el art 44 de 
la ley 12.962 (decreto 15.348/46) en perjuicio del acreedor pren- 
dario, y la que prevé el art. 173, inc. 9*, del Código Penal, en 
detrimento del comprador de buena fe, ambos delitos en concur- 
so ideal. Corresponde aquí señalar que el hecho de qne el acree- 
dor prendario, con posterioridad a la venta de l£ cosa gravada, 
haya sido desinteresado, no borra la existencia del delito pre- 
visto y reprimido por el art. 44 de la ley 12.962 ni influye sobre 
la conducta ilícita ya cumplida. Se trata, en efecto, de un delito 
instantáneo y formal, qne no requiere para sn consumación un 
perjuicio directo: basta el daño que representa para el acreedor 
la posibilidad de pérdida o disminución de la garantía específica 
que resguardaba su crédito. 

5*) Qne, en atención a las razones precedentemente expues- 
tas; establecido que el hecho a investigar en esta causa podría 
configurar el delito específico que prevé el art. 44 de ta ley 12.962 
y que la venta de la cosa gravada, como libre, habría ocurrido 
en la Provincia de Buenos Aires, resta determinar si rige en el 
caso el principio general de la competencia del juez del lugar 
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iloutlc se consumó el delito o si os aplicable la jurisprudencia 
que, para los casos especiales de infracción a los arts. 44 y 45 
tle la ley 12.962, lia establecido esta Corte a partir de la sentencia 
registrada en Fallos: "233: 141 — eoiifr., también, Fallos; 235: 
807; 238 : 451 ; 241 : 37fi; 243 : 487 ; 244 : 2ti, 13Í) y 456; 245: 203-, 
ya que se somete a la decisión del Tribunal un caso concreto de 
posible infracción al art. 44 de la ley 12.962, en () ue la venta del 
bien prendado lia ocurrido en un lugar distinto ni r 1 <d asiento del 
patrimonio del acreedor prendario, o al del domicilio constituido 
por el deudor o ni de la celebración del contrato. 

í> 9 ) Que el fundamento esencial de la doctrina aceptada en 
Fallos: 233: 141 y mantenida posteriormente, con referencia 
explícita a los casos previstos en el art. 45 de la ley de prenda 
con, registro, es también aplicable al supuesto de la defraudación 
especial del art. 44. La protección de la norma penal se dirige, 
indudablemente, al crédito prendario. No interesa la intención 
del que realiza los actos de comisión, omisión o comisión por 
omisión que la ley reprime; basta la posibilidad de que se per- 
judique al acreedor, privándolo del bien que constituía la garan- 
tía específica de su crédito, o de hacerlo efectivo sobre el bien 
que el deudor se obligó a no enajenar sin intervención del acreedor. 

7 9 ) Que la doctrina que afirma que el delito de defrauda- 
ción específica previsto en el art, 44 de la ley 12.ÍMÍ2 se considera 
consumado en el lugar donde tiene su asiento el patrimonio del 
acreedor prendario perjudicado por el hecho del deudor y que 
es, como consecuencia, competente para conocer del respectivo 
proceso el juez de dicho lugar, es, por otra parte, la que mejor 
consulta la necesidad de otorgar un» protección efectiva a una 
forma de crédito estimada como altamente beneficiosa para la 
economía del país y de sus habitantes y, también, la que mejor 
provee a los medios de defensa contra los deudores que incurren 
en tan grave violación a la esencii misma del crédito prendario. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara que el conocimiento de la presente causa corres- 
ponde al Sr. Juez Nacional en 1» Criminal de Instrucción de la 
Capital. Remítansele los autos y hágase saber en la forma de 
estilo al Sr. Juez en lo Penal de La Plata. 

Benjamín Villegas Basavilraso — 
Akistóbulo D. ArÁoz db La Madrid 
— Luis María Boefi Bogíjero — 
Julio Oyhanartk — Pedro Ahe- 
rastuiiy — Ricardo Couimbres — 
Esteban Tmaz. 
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BANCO i.b la NACION ARGENTINA 

WHISDICCIO.X Y (OMÍ'F.TESViA: Cómpttentia penal /Vír'f«* *>» parti- 
cular l arios. 

En el cas» de uiiu institución di» crédito que tiene agencias n sucursales en 
diversos punios del pafc, se considera romo asiento del patrimonio del acree- 
dor prendario perjudicado por el delito, a los efectos de 1» competencia para 
conocer <fe infracciones a los arts. 44 y 45 de lu ley de prenda con reRÍntro, 
el det lugar donde se encuentra la ucencia o sucursal qne concedió el prés- 
tamo con garantía prendaria. 

Dictamen del ProcntADOu General 

Suprema Corte: 

El patrimonio que debe considerarse perjudicado por el 
hecho delictuoso que se inves'iga en autos, es el afectado por el 
Banco de la Nación Argentina a su Sucursal de Olivos (Peía, 
de Buenos Aires), lugar donde fué suscripto el contrato de pren- 
da obrante a fs. 22/23, y la referida institución tiene su domicilio 
para todos los efectos vinculados con la ejecución de aquél (art. 
!HI ( ine. 4» del Código Civil). 

En consecuencia, pienso que por aplicación de la doctrina 
de Fallos: 233; 141 y 241: 376, entre otros, el conocimiento de 
esta causa corresponde al Sr. Juez Federal de San Martín. Bue- 
noB Aires, 10 de junio de 1960. — Ramón Lascam. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de noviembre de 1900. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, como dictamina el Señor Procurador General, la juris- 
prudencia establecida por esta Corte respeto de los jueces com- 
petentes para conocer de infracciones a los arts. 44 y 45 de la 
ley de prenda con registro (sentencia del día de la fecha en la 
causa C.861, "Abreu, Joaquín" y fallos allí citados) no obsta 
a que, tratándose, como en el caso, de una institución de crédito 
que tiene sucursales o agencias en diversos puntos del país, se 
considere como asiento del patrimonio perjudicado por el delito 
i»l del lugar donde se encuentra la agencia o sucursal que ha con- 
cedido el préstamo con garantía prendaria. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara que el Sr. Juca Federal de San Martín, Provincia do 
Buenos Aires, es el competente para conocer de esta causa. Re- 
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iiiítanscle los autos y hágase saber en la forma de estilo al Señor 
Juez Nacional en lo Criminal y Correccional Federal de la 
Capital. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Araos de Lamadrid 
— Luis María Boffi Boggero — 
Julio Oyhajtabte — Pedro Abe- 
ra&tcry — Ricardo Colomrres — 
Esteban Imaz. 



RICARDO NESTOR GARCIA 
mVW0 EXTRAORÜIXARÍ0: Retiñió, propio,. Relación directa. Ñor- 

MU» t rl,;im(n al juicio. 

La invocación de agravios federales, con fundamento en los arts. 18 v 95- 
de J» Constitución Nacional, respecto de la intervención de la Junta* Na- 
cioni.1 de Recuperación Patrimonial en el procedimiento «obre interdicción 
de btene«, no sustenta la apelación extraordinaria a el pnnto ha sido exhauv 
ti va mente considerado por la jurisprudencia de la Corte, de que el recurrente 
omite adecuada mención. 

CONSTITUCION NACIONAL. Derechos ,j garantía». Igualdad. 

Para la invocación útil de la garantía constitucional de igualdad ante la 
lej, se requiere que el recurrente tenga un ínteres personal legitimo. A ello 
ba de agregarse un mínimo de respaldo ético en la impugnación. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto» propio: Relación directa. Nor- 
mas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. Art, Jtf. 

Por falta de interés personal jurídico del apelante, no procede el recurso 
extraordinario fundado en que se habría violado la garantía de la igualdad 
ante la ley porque el hecho que ae acrimina en la causa sobre interdicción 
de bienes, no se haya imputado a otras personas. El agravio no resulta apto 
, Pfl ™ K1 ,/ X ^ Mn,CÍ6n del rwurT * nte ' c °y« mdntáón en el régimen del decretó- 
le)- M 48/55 no aparece desprovista de base racional, ni comprueba propó- 
sito de ilegítima persecución discriminatoria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto* fórmate*. Introducción de la 
Whíh federal. Oportunidad. Planteamiento en el escrito de interposición del 
recurso extraordinario. 

Es extemporánea la impugnación de inconstitucionalidad nna vez aceptada 
sin rewrras la intervención de tribunales administrativos. Ademas, los agra- 
vios fundados en tos arts. 18 y 05 de la Constitución Nacional, respecto 
de la Junta Nacional de Recuperación Patrimonial, son improcedentes, ante 
la posibilidad de amplia revisión judicial de lo resuelto por el organismo 
administrativo (Voto del Señor Ministro Doctor Don Lub María Boffi 
Boggero). 
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos t t garantías. Ignaldad. 

La garanda constitucional de la igualdad no ha de «r buscada en loa hechos, 
sino en las normas que dieta el legislador, ya que solamente se trata de la 
igualdad ante la ley (Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis Haría 
BoiTi Boggero)., 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relució* directa. Ñor- 
*M* extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. Art. 16. 

La supuesta desigualdad resultante de que el decreto-ley 5148/55 contiene 
una nómina de personas sujetas a interdicción, entra las que se encuentra 
el recurrente, 7 no otras que habrían incurrido en hechos semejantes, no 
basta para, sustentar el recurso extraordinario fundado en la violación del 
art. 16 de la Constitución Nacional. Se trata de una circunstancia contin- 
gente, no necesaria e ineseeneial para la decisión del problema, ya que tal 
nómina no era cerrada y eirluyente, fue ampliada con posterioridad y de- 
pendía de ramones de hecho» vinculadas con las investigaciones que se prac- 
ticaban (Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boggero). 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos u garantías. Igualdad. 

Reconocido por el recurrente el hecho y las areunstancias que tuvieron en 
cuenta la Junte Nacional de Recuperación Patrimonial y la Giman Fede- 
ral para darle por perdido el beneficio que obtuvo con la vente de un auto- 
móvil adquirido mediante un permiso gracioso de cambio, pretender que 
este sanción sea revocada porque otras personas habrían realizado actos 
análogos sin merecer la misma sanción, importe desnaturaliaar la garantía 
de igualdad ante la ley, que quedaría transformada, asi, en una garantía 
de igualdad ante la violación de la ley (Voto del Señor Ministro Doctor 
Don Luis María Boffi Boggero). 



Sentencia de i.a Cámara Nacional de Apelaciones ex lo Federal 

T CONTENCIOOOADIÍIKISTEATIVO 

Aires, 17 de diciembre de 1958. 



1*) En su resolución de f*. 129/133, la Junta Nacional de Recuperación 
Patrimonial, dispone que "el interdicto don Ricardo N. García debe transferir al 
patrimonio nacional la suma de m$n. 227.692". 

Dicha suma resulta de los siguientes cargos:. a) m*n. 39.692, que es la dife- 
rencia entre el monto del llamado «incremento patrimonial" (capitalización mas 
gastos de subsistencia) y bu rentes probadas; b) m$n. 109.000, que constituye 
el beneficio obtenido por el recurrente al vender un automóvil marea Cadillac 
importado con un permiso concedido por el Banco Central fuera de normas; 
e) infn. 88.009, por igual beneficio obtenido con la venta de un automóvil marca 
*'MereedcH Bena**. 

2*) a) En cuanto al primer cargo, son de aplicación las consideraciones 
formuladas por el tribunal •» re: "Bares", "Hardoy" y otros, acerca del valor de 
tas declaraciones formuladas en las planillas hechas llenar por la Fiscalía de 
Recuperación. El tribunal estima, asimismo, que las manifestaciones del interc- 
luido corrientes a fs. 126 no importan un reconocimiento expreso de la exactitud 
de esas planillas, por cuanto allí se le niega ese carácter en forma concreta. 
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Por lo demás aceptándole que e] recurrente obtuvo una ganancia, en con- 
junto, de m$n. 188.000, mediante la venta de don automóviles, ese importe debió 
ser computado entre lo* ingreso* probad™, p„ ia d( . formular un ca H()h | 
como con razón afirma a fi. 141. ' 

b) Cargo por m$n. 100.000. El propio presentante reconoce repetida» veces 
que «I vender el automóvil marca Cadillac, a que se refieren «tas actuaciones, 
obtuvo una diferencia a su favor por ese importe <fs. 3, 110 y J:i7>. Otras 
ocasionalmente, habla de un beneficio menor (f«. 80 y 122). 

Consta aaimiamo que el «ludido automóvil tué importado mediante un per- 
mi» de eambio otorgado por el Banco Central en enero de 1051 (fe. 101), que 
debió ser rectificado en abril <fr. 100), por no corresponder el año del modelo 
indicado en el permiso con el del vehículo embarcado. De acuerdo eon lo mani- 
Tmi I>Qr *' PrOP '° Gan?í * ° fa " m ' Jo vendio » l Sr - T ™«»» "1 28 de junio 

Queda desvirtuada así la reiterada afirmación del recurrente de que usó el 
referido automóvil alrededor de un año. Cabe destacar, asimismo, que al decía 
"* ('«. "0), García manifestó que m 1951 no poseyó ningún 

automóvil, utilizando el oficial que le facilitaba el Ministerio de C^nieacioVes 
en rutón del cargo que desempeñaba. 

Por lo tanto, y de acuerdo con las conclusiones a que arribara el tribunal 
Jos casos «Ungada de GÓmes" y "Fornicóla" {sentencias de fechas 10 v 18 
de octubre de 195*, respectivamente), cabe comüderar que en el caso aparece 
probiída la existencia de lo que se faa estimado constituye la i. ta fundamental 
que earaelenra lo ilícito en esta clase de asuntos: el lucro desmedido mediante 
la enajenación casi inmediata de un automóvil obtenido en forma excepcional 
a un preao mucho menor que el de plana. ^ 

Otra-* rireunstancias que se dan en el caso, corroboran esa <son«lusÍón. En 
efecto ; a] tiempo en que le fue concedido el permiso de importación, el recu- 
rrente era oficial mayor del Ministerio, con un sueldo mensual de m$n. 2.225 v 
-egun sus propias manifestaciones no tenía otras entradas ni ahorros de irnpor- 
mm m ™*™ P«™ Jnerar con él, como efectivamente lo biso, no resulta 
explicable que ha va solicitado y obtenido un permiso excepcional de- importación 
para adquirir uno de loa automóviles más earos que existen, totalmente despro- 
porcionado a sus posibilidades económicas, como que tuvo que solicitar un ele- 
vado prestanm para pagar su precio. 

El cargo que se viene considerando, pues, debe ser mantenido, eon la salve- 
dad que se hace más adelante sobre su extensión. 

W r*í íer ? a ] * e" nnt,cia oht *» id * «* el automóvil marca 
Mercedes Be™ , el tribunal comidera que las circunstancias son diferentes v 
(jue atento el tiempo que conservó dicho vehículo —más de un año—, cabe 
descartar el espíritu de lucro a que se hizo mención precedentemente. 

En «msecuencia, el cargo por m$n. 88.000 que se formula » ese respecto, 
debe ser dejado sin efecto. 1 ' 

3') Determinado así, el monto de la suma que se estima obtenida ilíci- 
tamente, en los términos del decreto-ley 5148/55, corresponde considerar las 
demás cuestione» planteadas oportunamente por el interesado. 

1) En primer lugar, deben serlo las de orden constitucional, las que se 
refieren a la valide* de la intervención de la Junta Nacional de Recuperación 
J atnmomal, frente a lo dispuesto por los arta. 18 y 05 de la Constitución Na- 
cional deben ser desestimadas de plano por cuanto, como se dijo i» re- "Torio 
«Uf (sentencia del 4 de abril de 1957), la presentación ante la Junta, sin 
reservas ni salvedades, importó una renuncia tácita que inhibe al interesado 
plantear ahora tales cuestiones. 

Por otra parte, tanto esas como la casi totalidad de las demás propuestas 
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por «1 «cúrrente a fs. 136/145 han sido materia de consideración y desechadas 
por este tribunal y por la Corte Suprema en el caso registrado en Fallos: 
238 : 76. 

En consecuencia, ta única cuestión no considerada en dichos pronunciamien- 
tos es ln referente a la violación de la garantía constitucional de la igualdad. 

En cuanto a la primera, sostiene el recurrente que de acuerdo con la doctrina 
de ln Corte Suprema de Justicia de la Nación se justifica en el régimen legal 
de que se trata imponga la inversión de la prueba de la legitimidad de los bienes 
de cierta? personas, por razones fuera de lo común, que el alto tribunal señala; 
pero no tratándose de un decreto que incrimine hechos determinados, no alean - 
«aria a justificar, sin afectar la igualdad unte la ley, que a los comprendidos 
en el mismo se les prive de la propiedad de bienes que muchos otros ciudadanos 
conservan, no obstante que los actos por los cuales los adquirieron son estricta- 
mente análogos. El decreto-ley 5148/55 y sus complementarios — agrega— sin- 
pilnrizan a determinadas personas a quienes obliga a demostrar la legitimidad 
de la adquisición de eada uno de sus bienes, so pena de perderlos en tanto no 
produzcan esa prueba. La desigualdad que la Corte Suprema ha admitido es 
la presunción ("juris tantum") de ilegitimidad para ciertos ciudndanos en tanto 
no produzcan esa demostración. Pero —afirma el recurrente—- en su caso no 
ne trata de una cuestión de prueba, sino de la legitimidad misma del acto, porque 
ha comenzado por declarar la compra y )a venta de los automóviles; y si ron 
igual evidencia se sabe que millares de ciudadanos han gozado de permisos de 
importación y órdenes dé compra de automóviles, si la operación es lícita, Jo 
es pnra todos, estén o no comprendidos en el decreto-ley; y si es ilícita lo es 
tambmn para todos. La igualdad ante la ley instituida por la Constitución Na- 
cional —termina expresando — no puede consentir otra cosa. Tul es, en síntesis, 
la argumentación del recurrente. 

Para considerar esa impugnación cabe reproducir, en primer término, lo 
manifestado por la cámara ¡n te\ "Rieciardi" {sentencia del 'U de diciembre de 
1957): "En cnanto a la transferencia de tos automóviles, como recuerda uno 
de los vocales de la Junta, el tribunal tuvo oportunidad de estudiar el régimen 
de importación y distribución de automotores en los años anteriores a la Revo- 
lución, en las sentencias dictadas con fechas 10 y 18 de octubre de 1057, en tas 
causas «Brigada de Gómez» y «Ferníeola», señalando cómo se llegó paulatina- 
mente a un racionamiento de hecho, que si bien dio lugar a numerosos abusos, 
no permite concluir, ni» más, que todos los supuestos de adjudicación de «órde- 
nes», hubiesen constituido una violación de la moral y buenas costumbres en los 
términos del decreto-ley 5148/55, debiendo por ello estudiarse en eada caso la 
situación concreta planteada*'. 

"Lo mismo se debe decir de las importaciones individuales de automóviles 
durante el tiempo que las mismas no estaban permitidas para el público en gene- 
ral. Cuando se hicieron excepciones, no siempre ello importó una violación a la 
moral y buenas costumbres en los términos del decreto-ley 5148/55. En nno y 
otro eaao, se debe estudiar si en la obtención de la «orden» o del permiso de 
importación, se da la nota fundamental que caracteriza lo ilícito en esta elnse 
de asuntos: el lucro desmedido que, en general, se manifestaba en la negociación 
más o menos inmediata de los automóviles adquiridos en un régimen de excepción". 

Por lo tanto, el argumento del recurrente, basado en la supuesta igualdad de 
situaciones de todos los que obtuvieron automóviles mediante "órdenes" o "per- 
misos de importación", que requiere — según él — un tratamiento legal igual, 
rarece de fundamento, toda vez que, como se acaba de decir, la concesión de la 
"orden" o del "permiso"*, por *í sólo, no constituye una violación de la moral y 
buenas costumbres en los términos del decreto-ley 5148/55. 

mejor prueba de que el criterio seguido por el tribunal no permite la 
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generalización en que jpé ba*a el argumento esgrii' ido, radien en el anáfisis de la 
«(nación de [os do» automóvil** adquiridos y revendidos por el recurrente, uno 
de los cunte» da lagar a cargo y el otro no» precisa mente por m estudio hecho 
"en rada raso de la situación concreta planteada", 

Por tanto y sin que m-j* necesario entrar en mayores consideraciones que 
latí formuladas, la tacha de ínconstituciooalidad en cuestión debe ser desestimada. 

2) Sostiene también el recurrente que de acuerdo con el régimen instituido 
por el decreto-ley 6148/65 la Junta no puede ordenar la transferencia de bienes 
inexistentes o ya salidos del patrimonio del reclamante. 

A ese respecto, cabe recordar que el Tribunal ha declarado en sus sentencia» 
de fecha 7 y 21 de octubre de 1957 (út re: "Mastrarrigo" y "Gurevich"), que 
lo único que deben probar loa comprendidos en el régimen* de interdicción de 
bienes, es la legitimidad de los que poseen a la fecha dtí su presentación a la 
.tunta de Recuperación. 

Por lo tanto» la transferencia que se ordene no pnede comprender otros 
bienes que los existentes y en la medida en que quepa atribuir ilicitud a su 
adquisición o a los fondos con que se los adquirió. 

De acuerdo con las constancias de autos, la única capitalización posterior 
al 28 de junio de 1951 y que por lo tanto puede ser atribuida al beneficio obte- 
nido con la venta del automóvil marca Cadillac, está constituida por la suma 
de mfn. 8.640 con que el recurrente completó el precio de compra del inmueble 
a qne se refiere la escritura que en copia obra a fs. 50/61, pues el resto fué 
abonado con fondos suministrados en préstamo por el Instituto Nac. de Previsión 
Social, y el aporte de ntfn. 50.000 hecho en 1956 para la constitución de la 
sociedad "García y Pintos" (fs. 77 y 88). En cuanto al dinero en efectivo en 
poder de un tercero (m$n. 10.000) y el depósito carn ario por m$n. 7.000 denun- 
ciados a fs. 2, no existen otras constancias a su respecto que «1 dicho del recu- 
rrente, del que no resulta si ya estaban incorporados a sn patrimonio o no a la 
lecha de la referida venta. En tales condiciones ante la ausencia de toda otra 
prueba, el Tribunal está a lo que es más favorable al interesado y resuelve no 
incluir dichas sumas en la tra inferencia ordenada. 

A mérito de todo lo expuesto, se modifica la resolución de fs. 129/133, 
fijándose en nifu. 58.040 el valor de los bienes que allí se ordena transferir al 
patrimonio nacional. — Jua» t\ Be r car Vareta — Horacio H. Heredia — Adolfo 
R. Gabriela (en disidencia parcial). 

Duideneia parcial. 

Adhiero a la rotación a que se arriba respecto del primero de los cargos 
formulados al recurrente. En cuanto a los dos restantes, prescindiendo de tas 
circunstancias de hecho que fundamentan la decisión, estimo que existen razones 
de orden constitucional para dejar sin efecto los mismos. 

l r ) Como consecuencia de la inclusión del recurrente, Ricardo N. García, 
entre las personas alcanzadas por el decreto-ley 5148/55, se vió obligado a de- 
mostrar la legitimidad de sus bienes. Cumplidos los trámites establecidos al 
tU»*o, lo Junta Nacional de Recuperación Patrimonial dispuso transferir al 
Estado la utilidad que aquél habla obtenido con la venta de dos automóviles 
introducidos al país mediante permisos de cambio, por considerar que el otorga- 
miento de éstos bajo el régimen entonces vigente habla respondido a un privi- 
legio que configuraba el ilícito contemplado por dicho decreto-ley. 
^ Catión* el recurrente la solución a que llega la Junta y plantea la incons- 
titucional i dad de la norma por la cual se decretó la interdicción general de sus 
bienes, fundándose en la irrazonabilidad de la misma y en la situación de des- 
igualdad en que quedó colocado con relación a otras personas qne por no haber 
sido incluidas en el decreto-ley conservan sus bienes no obstante tener el mismo 
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origen por provenir de permisos de cambio u órdenes de compra de automotores. 

¿La desigualdad que se alega, llegn en alguna forma a rotar en pugna roo 
ln garantía consagrada por el art. ll¡ de la Constitución Nacional T 

I>a Corte Suprema de Justicia de la Nación, tiende el 1* de muyo de 1875 
en que infirmó por sus fundamentos una sentencia que se registra en Fallos: 
1G: 118, viene repitiendo invariablemente (pie 'VI principio de ln igualdad de 
las personas ante la ley, según la ciencia y el espíritu de nuestra Constitución, 
no es otra cosa que el derecho a que no se establezcan excepciones o privilegios 
que excluyan a unos de lo que se concede a otros en igualen circunstancias, de 
donde se sigue forzosamente que la verdadera igualdad consiste en aplicar en 
los cosos ocurrentes la ley según las diferencias constitutivas de ellos, y que 
cualquier otra inteligencia o acepción de este derecho es contraria a su propia 
naturaleza e interés social". 

La misma Corte Suprema ha establecido que la garantía de igualdad no se 
cumple por la simple formación de categorías en las cuales los comprendidos 
en ellas sean tratados de la misma manera. Se exige también que esas categorías 
sean fundadas, que no sean arbitrarías y que respondan a criterios razonables. 
£1 art. 13 de la Constitución Nacional —ha dicho el Alto Tribunal al respecto— 
"no prescribe una rígida igualdad; entrega, al contrario, a la discreción y sabi- 
duría de los gobiernos una amplia latitud para ordenar y agrupar distinguiendo 
y clasificando loa objetos de la legislación. El mero hecho de la clasificación, 
sin embargo, no basta, por sí sólo, para declarar que un estatuto no ha violado 
el art. ltf, es indispensable, además, demostrar que aquélla se ha basado en 
alguna diferencia razonable y no en una selección puramente arbitraria" ( Fa- 
llos; 149; 417). 

Ampliando aún más el concepto, Ja Corte Suprema ha sostenido que "la 
garantía de la igualdad no impide que la legislación contemple en forma dis- 
tinta situaciones que considera diferentes, siempre que la discriminación no sea 
arbitraria ni responda a un propósito de hostilidad contra determinada persona 
o grupo de personas o importe indebido favor o privilegio personal o de grupo 
(Fallos: 182: 356; 184 : 592 ; 202 : 304 y muchos otro*}" (Fallos: 205: C8>. 

Una síntesis de esta doctrina permite caracterizar la igualdad constitucional 
en los siguientes términos: 

1 ) La ley debe someter a idénticas disposiciones y al mismo tratamiento 
a quienes se encuentran cu la misma condición jurídica. 

2) No deben establecerse excepciones arbitrarias, injustas u hostiles contra 
determinadas personas o grupos de personas. 

3) .La formación de categorías debe tener un fundamento razonable que 
obedezca a distinciones reales. 

A través de estas reglas corresponde analizar las normas que han sido 
tachadas de inconstitucionales no sin antes dejar de señalar que no obstante 
haber resuelto el tribunal otros aspectos relacionados con la constitucionalidnd 
del decreto-ley 5148/55, es esta la primera vez que se plantea la protección 
de la garantía de igualdad ante la ley en términos tales que la solución del caso 
depende directamente de que esas normas sean o no compatibles con la Consti- 
tución Nacional (Fallos; 125 : 292), 

2*) Si se hace una interpretación lógica del decreto-ley 5148/55, de acuer- 
do con los fines que persigue y catán enunciados en sus fundamentos, se advierte 
que comprende en sus disposiciones a los funcionarios o empicados públicos y en 
general a toda persona física o ideal que por influencias, favores o situaciones 
de privilegio derivadas del ejercicio de la función pública pudieren enriquecerse 
ilegítimamente. 

Analizada cata categoría legal desde el pnnto de vista de la igualdad y razo* 
nabilidad requeridas por la Constitución Nacional, queda en evidencia que alcanza 
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por iirual a todos loa que se encuentran en Ja misma condición jurídica. La dis- 
criminación que comprende no responde a ninguna excepción arbitraria y se 
ajusto a diferencias verdaderas y sustanciales. Por lo demás, la categoría con- 
templa situaciones de hecho perfecta mente caracterizadas. 

Todo ello demuestra la rnzonabilidad de este régimen lega], fundamento 
de [a igualdad consagrada por el art. Ki de la Constitución Nacional. 

3 f ) La determinación de las personas comprendida* en la «i teoría, el 
decreto-ley 5148/55 la dejo reseñada al Poder Ejecutivo, quien en su cometido 
se vahó principalmente — según resulta del contexto del mUmo decreto— de 
uis antecedentes (|Uc le proimrciouaroii las comisiones investigadoras i|ue actua- 
ban |w>r expresa iitribución legal. 

KI art. U del decreto-ley contiene una nómina de personas v sociedades 
Robín cuyos bienes pesan los efectos de la interdicción. La circunstancia de 
aparecer esa nómina en la propia ley, debe interpretarse que sólo es así en un 
sentido formal, porque emana del órgano que la ha dictado en función del Poder 
Legislativo, pero no lo es en un sentido material por sus propias característica?. 

Por lo demás, el hecho de que el art. 14 contenga esa enumeración se debe 
n li circunstancia de que las investigaciones realizadas hasta la fecha de su 
ioitción permitía ya individualizar a esas personas, pero la propia norma dejó 
abierta la posibilidad de incluir a otras que por investigaciones posteriores 
pudiera establecerse que se hallaban en la misma situación contemplada por 
él decreto-ley. 

4') Resulta obvio destacar, después de lo dicho, la importancia de la 
función reservada al Poder Ejecutivo en la integración de la categoría, por las 
propias características del régimen organizado pora acreditar la legitimidad de 
loa bienes; es ella tan decisiva, que sin la declaración de interdicción los fine» 
previstos por el decreto-ley no podrían alcanzarse. 

Por eso, así como el legislador lia debido respetar los principios consa- 
grados por la Constitución Nacional en la configuración de la norma, lo mismo 
ha debido hacer el Poder Ejccutiv o a) individualizar las personas obligadas a 
demostrar ante la Junta Nacional de Recuperación Patrimonial el origen de sus 
bienes. Si el primero no ha sido jurídicamente libre en su función creadora, 
tampoco ha podido serlo el segundo al poner en ejecución la ley. Cada uno 
dentro de su esfera de actuación ha tenido límites marcados por ía igualdad y 
ra» «Habilidad requeridas por la Constitución Nacional. 

Si no fuera así, i de qué valdría haber reconocido — como se ha hecho— 
que el rebinen de interdicción de bienes al formar una categoría con los funcio- 
narios o empleados públicos y terceros que pudieron enriquecerse ilegítimamente 
se ha sustentado en bases compatibles con la garantía de igualdad si después 
esta condición puede verse frustrada en la determinación concreta de esos 
personas f 

No cabe duda que el principio enunciado por el art. 16 de la Constitución 
Nacional: "Todos sus habitantes son iguales ante la ley", obliga sin excepciones 
a los órganos instituidos por la propia Constitución para dictar y ejecutar las 
leyes; en este último caso todavía existe la norma del art. 36, inc. 2*, que esta- 
blece un límite a ln potestad del Poder Ejecutivo de poner en ejecución las 
leyes, "cuidando de no alterar su espíritu con excepciones reglamentarias". 

5*) La señalada característica de este régimen 1 ¿al de dejar a cargo del 
Poder Ejecutivo la determinación concreta de las personns comprendidas en 
los alcances del mismo, como así también los términos en que la cuestión consti- 
tucional Ha sido planteada, imponen un análisis de la forma en qne se lia hecho 
la selección en el caso particular, es decir, si lia respondido a un fundamento 
razonable o en su defecto si ha sido hecha arbitrariamente eom prometiendo la 
garantía de igualdad observada en la enunciación de la categorín. 
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Yh f-e ha dicho que en la resolución dictada por la Junta de Recuperación 
Patrimonial se le h tribuye al recurrente haber sido favorecido en forma privi- 
legiada con el otorgamiento en distintas lechas de dos permisos de cambio pala 
Importar automóviles adquiridos en el extranjero, cuya enajenación posterior 
después de cierto tiempo de uso le habría significado un beneficio pecuniario 
ipie el organismo nombrado considera ilúito en tos término» del régimen legal 
de que se trutn. 

El tribunal no puede ignorar por la evidencia de los hechos y por el cono- 
ii miento que ha tenido a través de La prueba producida en otros casos que h; 
ha tocado juzgar —''Brigada de Gómez", "Fornicóla", ''Musís", "Noguera Isler", 
ele. — , que en las mismas condiciones que al recurrente se han otorgado nume- 
rosos permisos de importación y órdenes oficíale» de compra de automóviles, 
na obstante lo cual la gran mayoría de sus beneficiarios no fueron incluidos 
en la calegoría d» las personan comprendidas en el decreto-ley 5148/55. 

Descie el punto de vista de la valoración de los hechos que configuran el 
ilícito contemplado por el decreto-ley — función que cumplía la Junta Nacional 
de Recuperación Patrimonial como órgano con atribuciones jurisdiccionales para 
pronunciarse en los casos de interdicción de bienes decretados por el Poder 
Ejecutivo — , esta cámara ha sostenido que el simple hecho del otorgamiento 
■le un permiso de camino o de una orden de compra de un automóvil no consti- 
tuye i>n sí mismo un acto ilícito alcanzado por dicho régimen legal, toda ves 
que lo ([iie importa es que haya sido un medio de enriquecimiento ilegítimo, que 
es Im circunstancia mentada por la ley (*» re: "Ferníeola", "Hiccíardi", etc.}. 

Pero lo qu* aejuí se cuestiona no es el criterio con que la autoridad de 
apMcaeióu ha procedido en el caso — ello no scifa motivo du un plantea :nit«to 
de orden constitucional { Fallos: 202: 130 j 237: 23!))— sino el acto mismo del 
Poder Ejecutivo por el mal incluyó al recurrente entre tas personas alcanzadas 
por el decreto-ley. 

Las características de este régimen, cuyo objeto o finalidad ha sido ya 
señalado, exigen que la taren previa de individualización de los casos compren- 
didos en sus normas se cumpla eu condiciones tales que la clasificación sea razo- 
nable o en términos opuestos que no sea arbitraria ni injusta. 

Cuando a través del procedimiento seguido para justificar la ligitimidad 
de los bienes interdictos se llega a impugnar el origen de algunos de ellos por 
provenir de la enajenación de automotores obtenidos con "permisos" u "órde- 
nes" —como ocurre en este caso — , surge entonces evidente la desigual situación 
eu que quedó colocado aquel que fué incluido en el decreto-ley frente al que no 
lo fué, a pesar de que, respecto a ambos podía existir la misma presunción de 
haberse enriquecido ilícitamente por participar en actos sustancialmente iguales. 

Aparece aquí con toda claridad la falta de un criterio justo en la valora- 
ción de las circunstancias de hecho determinantes de la discriminación, que 
üita al acto toda razona bilidad para que la ley pueda aplicarse igual y unifor- 
memente a los que se encuentran en idénticas condiciones. 

U Corte Suprema de Justicia al interpretar el art. lti de la Constitución 
Nacional — según se ha recordado— ha dicho que no basta que las personas 
comprendidas en una categoría sean tratadas de la misma manera sino que es 
indispensable, además, demostrar que aquélla se ha basado en alguna diferencia 
razonable y no en una selección puramente arbitraria, porque en este último 
caso la clasificación no será válida ante el teíto constitucional aludido. 

Y esto es lo que ocurre con el acto del Poder Ejecutivo que lia sido atacado 
por el recurrente, pues se aparta en forma notoria de esas exigencias, no porque 
la categoría legal vulnere en sí misma la garantín de igualdad — como se ha 
espresado—, sino porque en su caso el internado fué sometido a un régimen 
de) que muchos otros en la misma situación jurídica, como, adjudicatarios de 
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permisos de cambio u órdenes de compra de automóviles, han quedado excluidos. 
U diirrimi nación o excepción hecha por el Poder Ejecutivo no resulta así fun- 
dada ni razonable, por lo que compromete no sólo la igualdad sino también la 
propia finalidad perseguida por el decreto-ley 5H8/á5. 

Por ello, se revoca h resolución recurrida en cuanto ha sido materia del 
recurso interpuesto — Adolfo R. Gabriela. 



Dictamen del Pbocurador General 
Suprema Corte: 

Be conformidad con lo que dictamino en la fecha respecto 
del recargo ordinario interpuesto en los auf js principales, con- 
sidero íjue la sentencia de fs. 162 de dichos autos reviste carác- 
ter definitivo, a los fines del art. 14 de la ¡ey 48. 

En consecuencia, y puesto que la a pe ación extraordinaria 
dedncida a fs. 173 del principal reúne los requisitos exigidos 
por la mencionada disposición y la del art. 15 *a la ley de refe- 
rencia, estimo que corresponde hacer lugar a la presente queja, 
a fin de que V. E. pueda examinar los agravios que fundan el 
aludido recurso. Buenos Aires, 23 de abril de 1959. — Ramón 
Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: *' Recurso de hecho deducido por el inte- 
resado en la causa García, Ricardo Néstor s/ interdicción de bie- 
nes", para decidir sobre su procedencia. 

Considerando : 

l f ) Que la sentencia de fs. 162 de los autos principales 
desestimó los agravios federales invocados por el recurrente, con 
fundamento en los art s. 18 y 95 de la Constitución Nacional, por 
razón de que aquél no formuló reserva ni salvedad alguna en 
su presentación ante la Junta Nacional de Recuperación Patri- 
monial. El tribunal agregó que tanto esas como la casi totalidad 
de las cuestiones constitucionales propuestas han sido conside- 
radas y desechadas por esta Corte, en el precedente de Fallos : 
238 : 76. 

2*) Que la exactitud del aserto resulta, además, de la cir- 
cunstancia de que solamente con referencia al pnnto argüido en 
el parágrafo g) del escrito de fs. 173, en que se dedujo el recurso 
extraordinario, el recurrente expresa — fs. 176— que "la cues- 
tión ai >dida en el apartado g) precedente (violación de la igual- 
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dad ante la ley) no ha sido considerada en el pronunciamiento 
registrado en 238: 76". 

3*) Que así las cosas, el recurso extraordinario es, respecto 
de tales agravios mantenidos a fs. 173, improcedente. Porque» 
en efecto, o son tardíos — Fallos: 244: 122 ; 243: 171 — o no re- 
sultan hábiles para sustentar la apelación, por tratarse de puntos 
exhaustivamente considerados con anterioridad por la jurispru- 
dencia de esta Corte, de que el apelante omite adecuada mención 
en la expresión de sus agravios al deducir el recurso — doctr. de 
Fallos: 194: 220; 245: 450; causa ''Antonio, Jorge", sentencia 
de 28 de octubre de 1960 — . Al efecto, corresponde añadir que 
lo atinente a la exigencia de decreto de levantamiento de la inter- 
dicción resulta cuestión prematura, en el estado de la causa y 
que la mención del precedente de Fallos: 238 : 76 — a fs. 174 
vta. — para diferenciar su doctrina de la adoptada en la especie 
por la sentencia de fs. 162, no varía la solución del caso, con 
arreglo a la primera. 

4*) Que en lo atinente a la garantía de la igualdad ante la 
ley debe destacarse que ella ha dado lugar a reiterados pronun- 
ciamientos de esta Corte respecto a la exigencia del interés legí- 
timo para invocarla. Se ha resuelto así que no basta el genérico, 
referente a la invalidación de la norma por aplicación de la cual 
la causa se ha resuelto en contra del apelante. Así se ha esta- 
blecido que el inquilino no puede impugnar la ley que autoriza 
el desalojo so color de que ella distingue entre los propietarios 
ricos y pobres y se ha resuelto también que el patrón no puede 
pedir la inconstitucionalidad de la ley de despido porque equi- 
para a los obreros buenos e incumplido res, o establece categorías 
irrazonables entre los empleados —Fallos: 232 : 669 ; 234 : 637; 
246: 268 y otros—. 

5») Que a la exigencia que traducen los precedentes recor- 
dados, del interés personal en el agravio que fundamenta la invo- 
cación de la garantía de la igualdad, ha de agregarse, además, 
la de la existencia de un mínimo de respaldo ético en la impug- 
nación constitucional. Es la razón que subyace en soluciones tales 
como la denegatoria del recurso extraordinario intentado por 
un conductor, por razón de la absolución de otro, igualmente res- 
ponsable en el hecho del caso — Fallos: 235 : 351 — o el rechazo 
de la apelación deducida por un letrado por entender que la 
regulación de sus trabajos no guarda proporción con la practi- 
cada a favor de otros. 

6*) Que este género de consideraciones obsta a la admisión 
del recurso qne se deduce con fundamento en la garantía de la 
igualdad y con motivo da que el hecho que se acrimina en la causa 
no se haya imputado a otras personas "que habrían realizado 
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actos análogos" pues aparte el recurrente, otros ciudadanos "han 
recibidos permisos de cambio para importar automóviles y luego 
los han vendido" sin embargo de lo cual, "no fueron interdictos". 

7*) Que el recurrente carece de interés personal jurídico 
para invocar tal agravio. Pertinente» en efecto, para el análisis 
de la posible pretensión oportuna fiscal, con base constitucional, 
del mismo enjuiciamiento de aquellos otro» ilícitamente enrique- 
cidos, en i-aso de su existencia, no es apto para la exoneración del 
recurrente, cuya inclusión en el régimen del decreto-ley no aparece 
desprovista de base racional, en cuanto autor de los hechos acri- 
minados por aquél. Y puesto que se trata do un agravio ineficaz 
para su defensa, lo es también para el otorgamiento del recurso 
extraordinario que le lia sido denegado, porque no comprueba 
propósito de ilegítimu persecución discriminatoria en los tér- 
minos de la jurisprudencia establecida sobre la materia — Fa- 
llos: 246: .150 y otros — . 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbabo — 
Aristóbulo J). Abáoz de Lamadrid 

— Luis María Boffi Rogoero (*«'- 
ffán sa voto) — Pedro Aberasturt 

— Esteban Imaíí. 

Voto t>el señor min istmo doctor don Lurs María Boffi Boogbro 
Considerando: 

l p ) Que el recurrente se agravia contra la sentencia de la 
Támara Xnciouul de Apelaciones en lo Federal y Contcneioso- 
adminL-ttrativo de esta Capital, invocando las siguientes "garan- 
tías" constitucionales: a) la del art. 18, que u su juicio estaría 
afectada por el régimen de interdicción en cuanto la Junta Na- 
cional de Recuperación Patrimonial sería una, "comisión espo- 
Hnl" de las prohibidas por dicho precepto; b) "la del art. 95, .en 
cuanto, dependiendo osa Junta del Poder Kjccutivo, la decisión 
depende en definitiva de este Poder, aunque haya recurso ante 
la Justiciare) la del art. 19, porque el régimen de interdicciones 
importaría imputar a ciertos ciudadanos acciones privadas no 
prohibidas por la ley; d) la del art. 18, desde que esa imputación 
de ilicitud sería posterior a los hechos acriminados; e) la del 
art. 17, en virtud de que, al obligársele a devolver al Estado los 
líenef icios obtenidos con la venta del automóvil adquirido previa- 
mente eon un permiso de cambio, se incurriría en la confiscación 
prohibida por la Ley Fundamental ; f ) la del art. 18, en cuanto 
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el régimen de las interdicciones obliga a declarar y probar sin 
acusación previa ; y g) la del art. 16, ya que el decreto-ley 5148/55 
contiene nna discriminación arbitraria en perjuicio de ciertas 
persona», con exclusión de otras que se hallar: n n en situaciones 
análogas. 

2*) Que conforme a reiterada jurisprudencia de esta Corte 
(Fallos: 247: 143), es extemporánea la impugnación de inconsti- 
tucional idad una vez aceptada sin reservas — tal como aconteció 
en autos — la intervención de tribunales administrativos y sin 
haber formulado impugnación federal a las normas aplicables 
(fs. 4, presentación de la esposa del recurrente; fs. 6, ratificación 
de ente y otras). 

Corresponde, así, declarar bien denegado el recurgo. 

:í*) Que, por lo demás, tampoco los agravios expuestos dan 
fundamento al recurso extraordinario interpuesto. 

4*') Que con respecto a la violación de los arts, 18 y 95 de 
la Constitución Nacional, agravios señalados con las letras a) 
y b), las pretensiones del recurrente han de ser también desesti- 
madas. En efecto; a ello se arriba teniendo en cuenta la posibi- 
lidad de amplia revisión judicial de lo resuelto por el organismo 
administrativo, y los motivos expuestos por el i «Transcripto en 
el voto producido en Fallos: 244: 548, así como los que expuso 
juntamente con el Señor Juez de esta Corte, Dr. Aberastury, en 
la causa F. 361. XIII "Fernández Arias, Elena y otros c/ Pog- 
gio, José (sucesión)", resuelta el 19 de setiembre del corriente 
año, y los do Fallos: 243: 265 —a los cuales cabe remitirse brevi- 
tatis causa — , el último en cuanto allí la doctrina de Fallos: 238: 
76 se ha ceñido a la revolución de setiembre de 1955, cuya legiti- 
midad —de otro lado — no se discutió entonces ni se desconoce 
ahora por las partes. 

5*) Que con referencia al agravio fundado en la violación 
del art. 19 de la Constitución Nacional, su rechazo procede pues 
nqnél no guarda relación directa e inmediata eon la materia del 
pronunciamiento. 

6*) Que con alusión al agravio fundado en que la ley Poi- 
cada sería posterior a los hechos acriminados, la sentencia del a 
quo, se ha fundado en consideraciones de hecho y prueba y de 
derecho común irrevisibles en instancia extraordinaria, por lo 
que la cláusula constitucional invocada tampoco guarda relación 
directa e inmediata con la materia sobre que versó la decisión. 

7*) Que iguales consideraciones cabe formular con respecto 
a la transgresión del art. 17 de la Constitución Nacional, que 
alega la recurrente. 

8*) Que en cuanto a la inversión del régimen de pre- 
sunciones y demás agravios correlativos expuestos en la letra 
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f), cabe su rechazo por los fundamentos expuestos en Fallos: 
238 : 76. 

í**) Que en relación a los agravios vinculados con la garan- 
tía de !a igualdad» en su escrito de interposición del recurso el 
apelante la considera violada por estas consideraciones: "en el 
caso del suscripto — dice — la inclusión en el decreto-ley sobre 
interdicción de bienes fundada en haber adquirido un automóvil 
mediante permiso de cambio y haberlo luego vendido, constituye 
una discriminación irrazonable, por cuanto otros ciudadanos que 
han realizado actos estrictamente análogos, han quedado excluí- 
dos de esa categoría" (fs. 175 vta.). En la memoria presentada 
ante esta instancia, reitera el argumento antes expuesto: 4 4 Un 
grupo de ciudadanos (yo, por lo menos) que, como único hecho 
imputado han vendido con beneficio un automóvil antes obteni- 
do medíante un permiso de cambio, han sido sometidos al régi- 
men de interdicción de bienes, como consecuencia del cual, se los 
obliga — así dice la sentencia recurrida — a transferir al Estado 
el beneficio obtenido. Otro grupo de ciudadanos (en la sentencia 
del Tribunal "a quo", se declara que esto es así, y el hecho es 
notorio) que han vendido con beneficio uno o más automóviles 
antes obtenidos mediante permisos de cambio, no han sido some- 
tidos al régimen de interdicción de bienes, como consecuencia de 
lo cual no se los obliga a transferir suma alguna al Estado" (fs. 
183 vta. y sgte.). Esta diferencia, a juicio del recurrente, consti- 
tuye un agravio a la igualdad asegurada por el art. 16 de la Cons- 
titución* El agravio antes expresado es el único que se formula 
con base en ese artículo y a él debe limitarse, por lo tanto, la 
decisión de esta Corte en la presente causa. 

10*) Que la garantía de la igualdad ante la ley ha sido ob- 
jeto por esta Corte de una extensa y detenida consideración que 
comprende las causas más diversas: impuestos, fuero militar, 
etc., etc. Entre muchos otros, en Fallos: 101: 401 expresó: 
"... ese principio, según la ciencia y el espíritu de nuestra Cons- 
titución, no es otra cosa que el derecho a que no se establezcan 
excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que se conce- 
de a otros en iguales circunstancias; de donde se sigue forzosa- 
mente, que la verdadera igualdad consiste en aplicar en los casos 
ocurrentes la ley según las diferencias constitutivas de ellos, y 
que cualquiera otra inteligencia o acepción de ese derecho es con- 
traria a su propia naturaleza e interés social". 

Es entonces a todas luces manifiesto que, para conseguir hu- 
manamente el tan digno imperio de la igualdad — esencia del 
respeto por el ser humano y realidad inseparable de una organi- 
zación constitucional como la de nuestro país — ella no ha de ser 
buscada en los hechos. En éstos, por el contrario, a mérito de 
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circunstancias permanentes u ocasionales, impera la desigualdad, 
lo que se explica por las diferencias de aptitudes, de conductas o 
de otro orden. Ha de ser buscada, en cambio, en las normas que 
dicta el legislador, ya que solamente se trata de la igualdad ante 
la ley. Ha dicho en ese sentido, también, esta Corte (Fallos: 202: 
130) : " ... si la desigualdad no está en la ley sino en el hecho de 
que el poder administrador la aplica a unos y no a otros, habría, 
en todo caso, arbitrariedad administrativa pero no materia para 
la declaración de inconstitucionalidad que se procura. Teniendo 
ésta, como tiene, por objeto asegurar la preeminencia de la Cons- 
titución sobre todas las leyes, nacionales o locales, dictadas en 
su consecuencia (art. 31), debe recaer sobre una norma legal y 
no sobre un procedimiento ejecutivo de aplicación en los casos 
concretos que crea, de hecho, excepciones no establecidas por la 
norma en cuestión. Si la norma es constitucional, aquél a quien 
se le aplica no puede oponerse a ella en razón de que en los hechos 
sólo a él le fué aplicada. £1 modo de hacer efectiva la responsabi- 
lidad del poder administrador que omite impone a algunos el 
cumplimiento de una ley que los comprende no puede ser, eviden- 
temente, liberar del debido cumplimiento a quienes les fué reque- 
rido" (también Fallos; 237 : 239 y 266). 

Basta la confrontación de los agravios del recurrente con 
esos claros conceptos de la doctrina de esta Corte, para advertir 
de inmediato que aquéllos no son procedentes. 

Corresponde recordar, en efecto, que el Gobierno surgido de 
la Revolución de setiembre de 1955 dicto sucesivos decretos-leyes 
con el fin de procurar la investigación y castigo de todos los enri- 
quecimientos ilícitos realizados durante el régimen depuesto por 
legisladores (decreto- ley 293/55) o por funcionarios de la admi- 
nistración nacional, provincial y municipal o personas vinculadas 
a ellos (decreto-ley 479/55). Ambas investigaciones fueron más 
tarde confiadas a un mismo organismo (decreto-ley 1740/55). 
Nada en su texto hace pensar que el propósito fuera otro que el 
muy elevado de sancionar a todas esas personas que obtenían 
ventajas vedadas por el régimen imperante al resto de los habi- 
tantes del país. 

Ahora bien : el recurrente no pretende que los decretos cita- 
dos sean inconstitucionales como contrarios a la igualdad, ade- 
más de. ser manifiesto que ellos no establecen, explícita o implíci- 
tamente, ninguna discriminación. Su agravio sólo está referido 
al decreto-ley 514£/55, que — como lo dijo esta Corte en el prece- 
dente de Fallos: 238 : 76* — sólo dispuso "lo conducente para su 
investigación (de los enriquecimientos indebidos) y para la en- 
trega al Estado de los beneficios mal adquiridos". 

No puede, en consecuencia, desvincularse el decreto-ley 5148/ 
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55, que establece solamente el procedimiento para la recuperación 
de lo» bienes mal habidos y determina el primer núcleo de pre- 
suntos responsables, con los decretos-leyes posteriores, qne 
lógicamente lo presuponen. De lo que en realidad se agravia el 
recurrente es de que, por obra de las actividades de la Junta 
encargada de las investigaciones, esa ilicitud, genérica y sin dis- 
criminación alguna, se ha aplicado solamente con relación a un 
cierto numero de personas, entre las que se encuentra él, y no 
otras. Pero es manifiesto que esta supuesta desigualdad no está 
en la ley sino solamente en los hechos derivados de la aplicación 
de aquélla. Esto es lo que ocurre, por lo demás, en los casos co- 
munes y aun en los que revisten mayor gravedad. No parece im- 
posible impedir, verbigracia, que haya delincuentes que son cas- 
tigados y otros que permanecen sin sanción, ya por las naturales 
fallas de las investigaciones, ya por la torpeza y aun la compla- 
cencia de los encargados de realizarla. Pero, los que han sido 
sancionados legítimamente, no podrán válidamente invocar aque- 
lla impunidad de los otros para pretender su propia absolución. 
En todo caso —cabe afirmarlo — tendría ese derecho la sociedad 
perjudicada por haber quedado excluidos injustamente cierto* 
particulares de la sanción que ella instituyó en su defensa y no 
el particular justamente alcanzado por esa sanción. 

Lo que presta, con todo, un aparente fundamento a la im- 
pugnación del recurrente es el hecho de que el decreto-ley 5148/ 
55, en su art. 14, contiene una nómina de personas sujetas a inter- 
dicción. Pero en contra de esa apariencia ha de observarse que 
tal hecho es inesencial para la decisión del problema, ya que so 
trata de una circunstancia contingente, no necesaria. Es induda- 
ble que dicha nómina podría haber estado en decretos individua- 
les, sin vinculación material con dicho decreto-ley. Por otra parte, 
esa nómina no es cerrada y excluyente, como que el artículo pri- 
mero, último párrafo, admi la posibilidad de su ampliación; a 
punto tal que, efectivamente, fué más tarde ampliada por el de- 
creto 6914/55, Aquella primera nómina y esta ampliación estaban 
en inmediata dependencia de circunstancias de hecho, pues resul- 
taban de las investigaciones —a veces, plenas de dificultad— 
que iba practicando la Junta antes mencionada. 

Más todavía cabe observar, la existencia de personas que 
realizaron actos esencialmente análogos al del recurrente, y que 
no fueron sancionadas, es en esta causa sólo una hipótesis de 
ninguna manera comprobada: una hipótesis, sin duda, más que 
verosímil y altamente contraría a la moral —y, por ello, viola- 
toria de las elevadas finalidades expuestas en la investigación- 
pero que se da, según se vió, en los casos de delincuentes que de 
hecho gozarían de impunidad. Tiene trascendencia .sentar que to- 
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do esto resulta extraño como principia de la igualdad» aunque 
pudiera probarse en algún o en algunos casos que efectivamente 
hubo absoluciones indebidas (Fallos: 198: 214; 202; 130, entre 
otros). Para tener éxito en su agravio, el recurrente no podía 
limitarse a aquella simple afirmación general, sino que debió 
acreditar que la leu donde establece la ilicitud, y no sólo su apli- 
cación en casos concretos, contiene una discriminación arbitraría 
y establece categorías de personas con fundamento irrazonable 
< Fallos : 241 : 37 ; 244 : 352 y otros). En Fallos : 184 : 398, dijo esta 
Corte: "El mero hecho de la clasificación, sin embargo, no basta, 
por sí sólo, para declarar que un estatuto no ha violado el art. 
16, es indispensable, además, demostrar que aquélla se ha basado 
en alguna diferencia razonable y no es una selección puramente 
arbitraria (Fallos: 49; 417). Fundar una clasificación, como lo 
hace la ley impugnada, en razones de humanidad y de protección 
a cierto tipo de trabajadores con un capital precario, es mante- 
nerse dentro de la garantía del art 16 de la Constitución". En 
Estados Unidos, asimismo, la Suprema Corte mantiene el prin- 
cipio en numerosas causas. Verbigracia: 165 US 150; "Gulf, Co- 
lorado and Santa Fe Eailway Company v. EIIíb" de 18 de enero 
de 1897; 170 US 283: "Magoun v. Illinois Trust and Savings 
Bank", del 25 de abril de 1898; 299 US 183 : "Oíd Dearborn Dis- 
tributing Co. v. Seagram Distellers Co.", del 7 de noviembre de 
1936; 306 US 354: "Pierre V. Louisiana", del 27 de febrero de 
1939; 316 US 5¿¿ : "Skinner v. Oklahoma ex reí. Williamson, 
Att. General", del 1* de junio de 1942; 347 US 483: "Brown v. 
Board of Education", del 17 de mayo de 1954 ; 358 US 1 : "Cooper 
v. A a ron", del 12 de setiembre de 1958. Estos dos últimos fallos 
recayeron en causas de segregación racial. Nada de esto ha acre- 
ditado ni intentado acreditar el recurrente, como ya se ha dicho, 
pues el decreto-ley 5148/55 —único que él impugna— no es la ley 
que establece la ilicitud de su acto sino solamente la que expone 
el procedimiento para la decisión final de la Junta, con recurso 
de apelación —cuestiones de hecho y de derecho — ante la .Tus- 

La aplicación de la ley puede también ser considerada, en 
casos excepcionales, como violatoria de la igualdad cuando esa 
aplicación se hace, dentro de un mismo juicio, en forma desigual 
con respecto a los diversos interesados (v. gr., doctrina de Fa- 
llos: 194; 267). Pero no es éste el supuesto que aquí se examina, 
desde que el recurrente no se queja de haber sido desigualmente 
tratado con relación a algún otro imputado concreto en este jui- 
cio —que no tiene otro que él—, sino sólo con respecto a los ima- 
ginados autores del mismo acto que, en pura hipótesis, como ya 
se ha dicho, habrían quedado sin sanción. 
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Corresponde, por último, hacer presente que los posibles vi- 
cios qne puedan señalarse a los procedimientos seguidos por la 
Junta tigra la individualización de las personas objeto de ínter- 
dicción y, en consecuencia, para la decisión del Poder Ejecutivo, 
son ajenos a la garantía de la igualdad : ellos habrían podido, en 
su caso, autorizar la invocación de la garantía de defensa, pero 
no la del art. 16 de la Constitución. En su escrito de recurso, por 
lo demás, el apelante no hace de esos supuestos vicios del proce- 
dimiento argumento alguno favorable a su agravio por violación 
de la igualdad- Por otra parte, ha reconocido el hecho y las cíi 
cunstancias que tuvieron en cuenta la Junta y la Cámara de 
Apelación para darle por perdido el beneficio que obtuvo de la 
venta del automóvil, adquirido antes mediante un permiso gra- 
cioso de cambio (fs. 110 y 137). Pretender que esta sanción sea 
revocada sólo con el argumento de que otras personas habrían 
realizado actos análogos sin merecer la misma sanción, es desna- 
turalizar la garantía de la igualdad ante la ley que quedaría así 
transformada, inesperadamente, en una garantía de igualdad an- 
te la violación de la ley, lo que constituiría la negación misma de 
la organización constitucional argentina y de los esfuerzos reali- 
zados y que se realizan para restablecerla en todo su imperio. 

Que las precedentes consideraciones y las concordantes en 
que se funda el mencionado pronunciamiento de esta Corte regis- 
trado en Fallos: 23* : 76, hace procedente el rechazo de la queja. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se desestima la queja. 

Luis María Boffi Bogqero. 



ANTONIO CAUCINO t Orno 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal. Pluralidad de de- 
lito». 

No corresponde a ta justicia federal cotiucer del delito de asociación ilícita 
que también se acrimina a loe autores, acosados de otro» delitos dv compe- 
tencia federal. La presunta conexidad que pudiera existir entre unas y otras 
infracciones no basta para acordar intervención a la justicia federal respec- 
to de delitos que, por la materia o por las personas, son fíjenos a su compe- 
tencia especifica (<). 



(i) 22 de noviembre. Fallos; 2«: 510, 527; 246: 38. 
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CARLOS FELIPE CANO t Otros 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia militar. 

Es competente la justicia militar, y no la «aciesia!, para conocer de la cansa 
que se instruye por el delito de contrabando a integrantes de la Armada 
Nacional, si el hecho habría sido cometido por el personal militar en lugar 
sujeto exclusivamente a la autoridad castrense. 

JURISDICCION 7 COMPETENCIA: Competencia militar. 

Con arreglo a lo dispuesto en los arte. 110, ine. 1* y 116 del Código de Jus- 
ticia Militar, corresponde a la justicia federal, y no a la militar, conocer de 
la causa por contrabando respecto de empleados civiles de la Armada Na- 
cional, aún «oando el hecho ocurriera, en jurisdicción castrense y «parti- 
cipara personal militar. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El delito de contrabando, por el que se procesa a los subofi- 
ciales 1* de mar Carlos Felipe Cano y Dalmacio Silvio Vargas, 
al conscripto Onildo Antonio Mosoni y a los empleados civiles 
José Manshino y Teodoro Lorenzo Ratto, todos pertenecientes 
a la dotación del Arsenal Naval Buenos Aires, debe ser inves 4 '- 
gado por la justicia castrense. 

En efecto, tas actuaciones sumariales instruidas con tal mo- 
tivo por la Prefectura Nacional Marítima y por el Juzgado Mili- 
tar n* 3 de la Armada Nacional ponen de manifiesto que el 18 
de marzo del año en curso, en horas de la noche, dicho personal 
intervino en el desembarco de los efectos retirados subrepticia- 
mente del buque mercante * 'Conté Grande que se encontraba 
amarrado en la Dársena Norte. Mediante el uso, no autorizado, 
de una lancha perteneciente a la Marina de Guerra, los aludidos 
efectos fueron trasladados desde el mencionado buque hasta el 
muelle del Arsenal Naval y posteriormente sacados de la zona 
portuaria en un vehículo del mismo establecimiento oficial. 

Vale decir, pues, que el ingreso clandestino de los bienes 
objeto del contrabando se efectuó a través de las dependencias 
de dicho Arsenal, esto es, en "lugar sujeto exclusivamente a la 
autoridad militar'*. 

Atento lo previsto de modo expreso sobre el particular en 
el art. 1G8, inc, 2°, del Código de Justicia Militar, y teniendo en 
cuenta lo resuelto por V. E. en Fallos : 236 : 434 corresponde diri- 
mir el presente conflicto de competencia negativa declarando que 
la justicia castrense debe proseguir la investigación en lo que 
atañe al personal militar comprometido. Buenos Aires, 18 de 
octubre de 1960. — Ramón Lascano. 
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Bueiios Aires, 22 de noviembre de 1960. 
Autos y vistos; considerando: 

Que si bien es exacto que los hechos delictuosos imputados 
al personal militar del Arsenal Naval Buenos Aires no pueden 
considerarse realizados eu acto de servicio — como lo señala el 
auto dictado por el juez de instrucción militar a fs. 141/143 del 
expediente agregado por cuerda — también lo es que el contraban- 
do investigado en esta causa habría sido cometido por el perso- 
nal militar en lugar sujeto exclusivamente a la autoridad cas- 
trense, tal como lo pone de manifiesto el precedente dictamen del 
Señor Procurador Genera). Siendo ello así, la competencia de la 
justicia militar para conocer de la causa instruida a los subofi- 
ciales de mar Cano y Vargas y al conscripto Mosoni resulta de lo 
dispuesto en el art. 108, íne. _» del Código de Justicia Militar 
—Fallos: 239: 50 y otros—. 

Que res-recto de los empleados civiles Manshino y Katto, 
aunque no existe declinatoria de jurisdicción de parte "del juez 
federal ni decisión expresa del juez militar que permita tener 
por t rallada una contienda negativa de competencia, cabe señalar 
que en virtud de lo dispuesto por los arts. 110, inc. 1» v 116 del 
Código de Justicia Militar (Fallos: 241: 18), la justicia federal 
debe seguir conociendo de la causa instruida a aquéllos. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara que el Señor Juez de Instrucción de la Marina de Gue- 
rra es el comitente para conocer de la causa instruida a los 
suboficiales de mar Carlos Felipe Cano y Dalmacio Silvio Var- 
gas y al conscripto Ontldo Antonio Mosoni, por contrabando. 
Devuélvanse los expedientes a sus respectivas procedencias,* ha- 
ciéndose saber en la forma de estilo, al juez militan 

JULIO OV BAÑARTE — PEDRO AbeRASTU- 

by — Ricardo Colombres — Este- 
ban Imaz. 



NACION ARGENTINA v. PROVINCIA pk BUENOS AIRES 
PHIJRBA : A predación. 

Lo atinente a ln pertinencia y eficacia nV la n»i»»l¡ü ofrecida m la cansa uo 
pned*s mt apreciado durante el periodo prot .o, sino en oportunidad de 
la sentencia definitiva. 
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PRUKBA: Ofrecimiento y producción. 

No ra atendible la oposición fondada en que la prueba pericial pedid* por 
la contraparte se encuentra suplida por las constancias del expediente admi- 
nistrativo agregado a los autos ai, de lo expuesto en el escrito de ofrecimien- 
to de prueba, resolta que aquélla ha de versar sobre una cuestión que prima 
facie no puede considerarse ajena al debate. 

Dictamen del Procúrame General 

Suprema Corte: 

Corresponde a V. E. conocer originariamente en esta cansa, 
por tratarse de ana demanda deducida por el Gobierno de la 
Nación contra una provincia (arta. 100 y 101 de la Constitución 
Nacional). Buenos Aires, 6 de abril de 1960. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de noviembre de 1960. 
Vistos los autos: "Estado Nacional Argentino c/ Buenos 
Aires, la Provincia s/ cobro de pesos" (Cuaderno de prueba de 
la paite demandada) para decidir con respecto a la oposición 
deducida a fs, 6. 

Y considerando: 

Que lo atinente a la pertinencia y eficacia de la prueba ofrecida 
en la causa no puede ser apreciado durante el período de prue- 
ba, sino en oportunidad de la sentencia definitiva (Fallos: 79: 
162; 130: 160; 132: 275; 184: 272; 190: 192; 196: 170 ; 233 : 232). 

. Que, por lo tanto, no resulta atendible ta oposición fundada 
en que la prueba pericial pedida por la demandada se encuentra 
suplida por otras constancias de los autos, desde que, según re- 
sulta de lo espuesto en el escrito de fs. 1, aquella ha de versar 
sobre una cuestión que prima facie no puede considerarse ajena 
al debate (Fallos: 196: 170). 

Por ello se declara no haber lugar a la oposición formulada 
a fs. 4 del presente cuaderno de prueba. Y proveyendo a lo soli- 
citado a fs. 5, nómbrase perito ingeniero a Don Pedro Longhint, 
quien previa aceptación del cargo se servirá dictaminar en el tér- 
mino de treinta días hábiles. 

Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid — 
Luis Había Barrí Boaasno — 

JtTLfO O YH AMARTE — ITERAN 

Imac 
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JULIO QOLDBERG v. ORBE FILMS 
RECURSO DE NULIDAD. 

Lis sentencias de la. Corte no admiten impugnación mediante recurso o ac- 
ción de nulidad (')• 

CORTE SUPREMA. 

La exigencia de tribunal plena rio, previsto en el art. 23 de la ley 15.271, 
sólo rige para el supuesto, aún no ocurrido, de división eu Salas de la Corto, 
siendo legitima la decisión del recarao extraordinario con la participación 
de la mayoría d? loa jaeces qae integran el Tribuna] (*), 



MARCELINA RODRIGUEZ FAJARDO de FUENTES — SüCtatÓH— 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requmtt» propios. Cuoitione$ no frttrak** 
Inttrpntoeión tU nemas ¡oemiet de pmctdimiemto». Doblo imUmeim y rocurtoB. 



Lo atinente a la d st oro i ón del recurso de apeieaón, declarada por la Cámara 
coa fundamento en la falta da presentación del respectivo memorial, consti- 
tuye materia ajena al recurso extraordinario (■). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Jbfasssfe* propios. Cuestiones no federales. 
Inttrprttocio» 4» «ornar locaba de fvoetévmiontoo. DobU inttomeio % retara». 



El recorto extraordiaario resolta ineficaz, referido a las cuestiones resneltaa 
eo pñambatanda, ai el tribunal de «liad* ha tenido por 



FERNANDEZ FERNANDEZ v. MARTIN EMILIO HILDENBRAND 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rtfmmte* propio*, Sonttnetm ds/tofráa. 
Rttohuionoo e*í morsa a la otnttncio defimtiva. Jttiñoi do oprimió y ejsoatfco. 

Lai resoluciones dietadaa en procedimientos ejecutivos no ion, 
pío» ■usceptiaias de recurso extraordinario, salvo que se dea 
para preaejadir de dieba 4"* 4 riua (*). 



RECURSO EXTRAORDINARIO: RootdoUoo propio». Cuestiones no /edsrslss. 
Iwttrpmtmeióm de normo» facalrs de pr ocedimientos. Casos «arios. 



La resolneión que, ea tanda de haber tenido el deador conocimiento de la 
ejecución hipotecaria, no haca lugar a la nulidad de las actuaciones plan- 
por aquel con fundamento en el art. 49 de la ley 14.237, tiene funda- 



(t) 13 ds nerlcaibre, Vklos: 247: 255. 

(*) fallos: í«a: ITS. 

{*> 23 de aoviambre. Falles: 235: 731; 2M: 70 : 237 : 807, 

(i) 23 de noviembre. Fallos: 245; 18, 20 j 143. 
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meatos de carácter prorrsfll que son irrevisiblea en la instancia extraordi- 
naria y no admite U tacto, de arbitrariedad. 



NACION ARGENTINA v. JORGE ISAAC LASKE 
RECURSO EXTRAORDINARIO; Requintos propios. Tribunal Superior. 

La declaración del tribunal apelado de no ser el mismo el superior tribunal 
de la cansa, en loa termino* del art. 14 de la ley 48, es irrevisible, por vía do 
principio, en la instancia extraordinaria, salvo supuestos de excepción admi- 
tidos respecto de decisiones arbitrarias, frustratorias del derecho federal 
invocado. Ello no ocurre cuando *l recurrente, omitiendo impugnación algu- 
na del carácter señalado, se limita a refutar las conclusiones del fallo de 
primera instancia, en orden a la interpretación del art. 62, inc. 1*, de la ley 
11.683 (T. O, en 1959) ('). 



BENJAMIN GARFINKEL v. LUCIO YAKONCIH 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» fórmale». Interposición deí wajr- 
so- F orma. 

El recurso extraordinario deducido en forma subsidiaria, respecto a la apela- 
ción interpuesta contra la resolución de un jungado de faltas local, es im- 
procedente (*). 



S. A. COMPAÑIA DE SEGUROS GENERALES INDIA v. CAJA NACIONAL 
de PREVISION para el PERSONAL BANCARIO y ue SEGUROS 

RECURSO DE AMPARO. 

Para que proceda el recurso de amparo el gravamen invocado debe ser actual 
e irreparable. El expresado respecto a eventos futuros, es inadmisible. 

RECURSO DE AMPARO. 

No procede el recurso de amparo contra la resolución de la Caja para et 
Personal Bancario y de Seguros que formula cargos por aportes impagos 
correspondientes a corredores libres de seguros si, bailándose pendiente de 
decisión el recurso deducido para ante el Instituto Nacional de Previsión 
Social, el agravio invocado, atinente a la violación de la defensa en juicio, 
consistiría «n d eventual procedimiento de apremio judicial que aquella 
iniciaría. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario, cuya denegatoria a fs. 33 del 
principal motiva esta presentación directa, resalta, a mi juicio, 
improcedente. 

(>) 23 de noviembre. Fallo*: 238: 247. 

(í) 23 de noviembre. Fallo*: 245 : 299, 355 T 568. 



*** FALLAOS DE LA COKTE SI '»EUA 

Pienso, en efecto, que no se dan el el easo las condiciones 
exigióles para 1» admisibilidad del pr .eedimieiito excepcional 
del amparo, según las precisiones «porto las por reiterada juris- 
prudencia de la Corte. 

El hecho al cual el recurrente atril» ve carácter anticonsti- 
tucional, en cuanto resultaría violatorio d la libertad de defensa 
en juicio, consistiría en el eventual prc edimiento por vía de 
apremio judicial que el interesado da por seguro ha de iniciarle 
la taja de Previsión para el Personal Bancario v de Seguros 
por no haber ingresado aportes cuya procedencia aquél niega, v 
no obstante hallarse pendiente de resolución el recurso que M 
ni. sino habría deducido con arreglo al art. 13 de la ley 14,236. 

Aparte de que el gravamen aducido para solicitar' el amparo 
no reviste carácter actual, pues se lo refiere expresamente a un 
evento futuro, no sería, en todo caso, de naturaleza irreparable, 
m tu acción de la ('aja en cuestión podría calificarse en modo 
alguno de manifiestamente ilegítima o arbitraria, ya que la ley 
la autoi iza para perseguir por esa vía el cobro de las sumas que 
se le adeudan en concepto de aportes y multas (conf. lev lt.575 
art, 31; ley 14.236, art. 14). " 

Tiene declarado V. E. que "es también misión de los jueces, 
en cumplimiento de su ministerio como órganos de aplicación del 
derecho, la preservación de los intereses que las leyes encomien- 
dan a otros organismos gubernamentales " (Fallos: 245: 351). 
En el mismo pronunciamiento agregó V. E. : "El amparo, en 
efecto, no procede respecto a la actividad administrativa sino 
cuando éstu es inequívoca y manifiestamente ilegal porque la 
razón de la institución de aquél no es someter a la supervisión 
judicial el desempeño de los funcionarios y organismos adminis- 
trativos, sino proveer de remedio inmediato contra la arbitraria 
invasión palmaria de derechos reconocidos por la Constitución 
Nacional. Ni el control del acierto con que la administración des- 
empeña las funciones que la ley le encomienda válidamente, ni la 
moderación racional del ejercicio de las atribuciones propias de 
la administración son bastantes para motivar la intervención 
judicial por vía de amparo, en tanto según se ha dicho, no medie 
arbitrariedad por parte de los funcionarios u organismos del 
caso". 

A la luz de estos principios que juzgo aplicables al sub lile, 
entiendo que el remedio federal fué bien desestimado a fs. 33 
del principal, por lo que la queja deducida en su consecuencia es 
improcedente. Rueños Aires, 18 de noviembre de 1960. — Rmnón 
txtocano. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de noviembre de 19hU 

Vistos los autos: '* Recurso de hecho deducido por la actora 
en la causa India, Compañía de Seguros Generales S. A. c/ Caja 
Naeionat de Previsión para el personal Banca rio y de Seguros % 
para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que el Tribunal comparte, y hace suyos, los fundamentos 
del precedente dictamen del Señor Procurador General. 
Por ello, se desestima la precedente queja. 

Julio Oyhanarte — Pedro Aburas- 
tury — Ricardo Colambres — 
Esteban Imaz, 



CAELOS W. LANOUASCO v. S. R. L ACEROS STVRIA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión*» no federales, 
Interpretación ríe norma* y acto» comunes. 

1m sentencia apelada, < n cuanto declara que corresponde calificar al actor 
como viajante de comercio, en loa término» y con Ion alcalices que establecen 
¡os arts. 1* de la ley 12,651 y 1* y 2? de la ley 14.546, y hace lagar a la indem- 
nización por despido, se apoya en razones de hecho y prueba y de derecho 
común que son irreviribk» por vía del art. 14 de la ley 48. Ello es también 
ast respecto a lo decidido sonre inexistencia de derecho adquirid», pues tal 
declaración no excede necesariamente del ámbito de la legislación común. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos formule*. Interposición del re- 
enrso. Fundamento. 

Es improcedente el recurso extraordinario, fundado *•» la violación del art. 
17 de 1« Constitución Nacional, si el pwrito en que se l« interpuso omite hi 
t-ontretn demostración de tal aserto. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Relación dirertn. Sor. 
mus extrañas al juicio. Disposiciones constit añónales. Art. 19. 

El art. 10 de la Constitución Nacional no sustenta el recurso extraordinario 
contra las sentencias que deciden la musa por aplicación de normas no fede- 
rales como son, las i-ontenidns en loa arts, 1* de la ley 12.651 y 1* y 2* di» 
la ley 14.546. 




.« '-LOS DE LA CORTE SUPREMA 



Dicta mejí del Procihador General 
Suprema Corte: 

i L< ¡* agravios que se invocan configuran a mi juicio euestión 
federal bastante como para que V. E. proceda a su examen en 
la instancia tle excepción. Y a tal efecto, considero que correspon- 
dería hacer lugar a la presente queja. Buenos Aires, 3 de noviem- 
bre de VM). — Ramón Lmcano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de noviembre de 196U 

Vistos los ñutos: " Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa L» 111:11 a seo, Carlos W. e/ Aceros Styria S. R. 
pina decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Qm la sentencia dictada a fs. 170/171 de los autos principa- 
les —en cuanto declara que corresponde calificar al actor como 
viajante de comercio en los términos y con los alcances que esta- 
blecen los arts V de la ley V1.G&1 y 1* y 2* de la lev 14.546, v hace 
lugar a la demanda de indemnización por despido promovida por 
aquél— se apoya en razones de hecho y prueba y de derecho co- 
mún que son irrevisibles por esta Corte mediante la vía del art. 
14 de la ley 48. Ello es también así en cuanto a lo decidido por la 
sentencia recurrida con respecto a la inexistencia, en el caso, de 
derecho adquirido, desde que tal declaración no excede necesaria- 
mente el ámbito de la legislación civil (art 5* del Código Civil). 

Que la alegada violación del art. 17 de la Constitución Nacio- 
nal no ha sido fundada en los términos del art. 15 de la ley 48 y 
la reiterada jurisprudencia de esta Corte, pues el escrito de fs. 
176/178 de los autos principales no contiene la concreta demos- 
ti ación de tal aserto. 

Que, por último, el art. 19 de la Constitución Xacional no 
sustenta el recurso extraordinario contra las sentencias que, co- 
mo la apelada, deciden T a causa por aplicación de normas no 
federales t Fallos: 244: 190, 220, 2fl6 y otros). 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se desestima la queja. 

Abistódülo D. Auáoz de Lamadrid — 
Jxjlio Othanarte — Ricardo Co- 
ló mbi¡ es — Esteban Imaz. 
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ALBERTO EDUARDO MENDEZ v. CELINA MASCIAS ve MENDEZ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestione» no fedérale». 
Interpretación de norma» locales de procedimiento». Caso» varios. 

La resolución que dispone en el juicio de divorcio el apartamiento del letra- 
do de la demandada, en razón de ser hijo legitimo de las partea, tiene funda- 
mentos de beeho y prueba y de derecho procesal que son irrevisibles en 1* 
instancia extraordinaria y con los que carecen de relación directa e inme- 
diata lo» arts. 14 y 18 de la Constitución Nacional (■>. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio». Cuestione» no federal»». 
Sentencia» arbitraria». Improcedencia del recurso. 

El aserto de que no exista una norma que rija específicamente el caso del 
hijo legítimo que patrocina a uno de sus padres en el juicio de divorcio, 
cuando la resolución que diapone el apartamiento de aquél del pleito tiene 
fundamentos legales y estimativos que bastan para sustentarla, no 
impugnación atendible de arbitrariedad. 



S. R. L PEDRO LANDO r Cía. v. TRANSPORTES de BUENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio». Cuestione» no fedérale». 
Exclusión de la» cuestione» de hecho. Varia». 

La sentencia apelada, en cuanto declara que la adora do logró acreditar que 
la modificación del tipo de cambio dispuesto por el decreto 2001/55 incidiese 
en el mayor costo de la mercadería vendida, tiene fundamentos de hecho y 
prueba que bastan para sustentarla y son irrevwibles en la " 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» fórmale». Introducción 4» la cun- 
tió» federal. Oportunidad. Planteamiento en el escrito de interpotición del recurso 
extraordinario. 

Son extemporáneos loa agravios referentes a la personalidad única del Estado 
y al alcance del art. 39 de la ley 13.064 de Obras Publicas cuando, habiéndo- 
se rechazado en primera instancia la demanda sobre reembolso de diferencias 
de precios por suministro de mercadería, tales cuestiones no fueron incluidas 
en el escrito en que se dedujo apelación para ante la Cámara. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto» propio». Cuestione» no federales. 
Exclusión de la» cuestiones dé hecho. Varia». 

Es inoficioso el pronunciamiento de la Corte, respecto de los puntos fede- 
rales planteados y del atinente a la teoría de la imprevisión, ai la causa ha 
sido decidida por ratones de beeho y prueba que son irrevisibles en la ins- 



(l) 23 de noviembre. 
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r*LL06 DE LA COBTE SUCBEMA 



Dictamen i>el Pbocubador Oenebai. 

Suprema Corte i 

La sentencia de f». 128 del expediente principal, confirma- 
tona de la de primera ¡natalicia, desestimó la acción por cobro 
de pesos deducida por considerar que del informe pericial y de- 
más constancias de autos no se había probado que la modificación 
del tipo de cambio del dólar dispuesta por el decreto-lev 2001/ 
55, en el que fundó principalmente la actora su derecho a la in- 
demnización reclamada, hubiese incidido en el mayor costo de la 
mercadería vendida a la demandada. 

Contra esta decisión interpaso la interesada recurso extra- 
ordinario fundado en que la misma es arbitraria y vi oíalo ría de 
los arts. 18 y 19 de la Constitución Nacional. 

Al respecto considero que el remedio federal intentado no es 
procedente toda vez que la primera de esa» objeciones lia híiIo 
tardíamente articulada como cuestión federal en el respectivo 
escrito de interposición del recurso (conf. Fallos: 245 : 327 y 
427 ; 246 1 124 y otros). Por lo demás, se trata de un pronuncia- 
miento con fundamentos bastantes para sustentarlo, que no es 
susceptible de lu tacha de arbitrariedad en los término, de la 
doctrina de esa Corte. 

En tales condiciones, las normas constitucionales invocadas 
carecen de relación directa e inmediata con la materia de la 
decisión. 

Por ello, opino que corresponde desestimar la queja. Buenos 
Aires, 11 de noviembre de 1960. — Ramón Lasmno. 

FALLO DE LA COBTE SUPREMA . 

Buenos Aires, 23 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: ** Recurso de hecho deducido por la actora 
en la cansa Pedro Lando y Cía. S. R. L. c/ Transportes de Bue- 
nos Aires", pana decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que la sentencia dictada a fs. 128/129 de los autos prin- 
cipales, en tanto declara que la actora no logró acreditar que 
la modificación del tipo de cambio dispuesto por el decreto-ley 
2001/55 incidiese en el mayor costo de la mercadería vendida, 
tiene fundamentos de hecho y prueba que bastan para susten- 
tarla, los que son irrevisibles en la instancia extraordinaria y 
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ca recen de velación directa e inmediata con las cláusulas consti- 
tucionales invocadas. 

Que no cabe considerar los agravios referentes a la perso- 
nalidad única del Estado y al alcance del art. 39 de la ley 13.1)64, 
habida cuenta de que tales cuestiones no fueron incluidas en el 
escrito en que se dedujo la apelación (Fallos: 237: 192 y 266; 
239: 154 y otros). Cabe señalar, no obstante, que dada la forma 
en que ?e ha decidido la causa, el pronunciamiento de esta Corte 
acerca de aquellos puntos, así como del atinente a la teoría de la 
imprevisión, resultaría inoficioso. 

Que, por último, la sentencia recurrida tiene fundamentos 
suficientes que descartan la tacna de arbitrariedad invocada por 
el apelante. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral se desestima la queja. 

Aristóbum> D. Akáoz Dt Lahadeid — 
Luis María Boffi Bogoebo — 
Julio Oyhanartr — Ru arpo ( V 

LOMBRES. 



JORGE E. ALEGUE y Otro v. S. A. COMPAÑIA SWIFT DE LA PLATA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Resolnnón contraría. 

El pronunciamiento del tribunal de alzad» que, en t>l juicio sobre indemni- 
KíH'ión substitutiva del preaviso, admite la competencia de la justicia del 
trabajo de la Capital Federal y no la de la Provincia de Buenos Aires, en 
virtud de que en aquélla se encuentra el domicilio principal de lii sociedad 
demandada, es irrevisible en la instancia extraordinaria (*). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestiones no federales. 
Interpretaeión di normas t? actos comunes. 

Lo atinente a determinar si el decreto-ley 33.302/45 (ley 12.921) duplicó 
solamente el máximo de ta indemnización por despido establecida por ln ley 
11.720 o N esa duplicación alcanza también a la que corresponde por Calta de 
preaviso, como lo decide el fallo apelado, es una cuestión de derecho común, 
ajena a la jurisdicción extraordinaria de la Corte. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestiones no federales. 
Sentencia» arbitrarías. Principios generales. 

Las sentencias con fundamento jurisprudencial suficiente para sustentarla* 
son insuaeeptihlea de ta tacna de arbitrariedad. Esta doctrina ea aplicable 
también « loa pronunciamiento* que se apoyan en precedentes plenarios (*). 



(i) 22 da noviembre. Palla*: MI: 1». 
(») Fmllo*: 244: SS1 y SU. 
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FALLOS de la corte suprema 



RECURSO EXTRAORDtXARIO: Requisitos propios. Cuestione» no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimiento». Casos varios. 

La cuestión referente al supuesto incumplimiento de lo dispuesto en el art. 
27 del decreto-ley 1285/58 (ley 14.407) constituye materia procesal ajena 
al recurso extraordinario. 



ANGEL BOCCUTTI y Otra —sucesión— 

RECURSO EXTRAOfíDlXARIO; Requisitos formales. Interposición del re- 
curso. Forma. 

El recurso extraordinario deducido en forma condicionada, como lo es el 
interpuesto en subsidio de la aclaratoria intentada ante el superior tribunal 
de la causa, en ineficaz {*). 

RECURSO EXTRAORD1SARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Casos varios. 

Lo atinente al alcance de la competencia asignada a la Justicia Nacional de 
Pai, por decreto-ley 1285/58 (ley 14,467), es ajeno a la jurisdicción extra- 
ordinaria de la Corte. 



HECTOR ISMAEL DIAZ v. ENRIQUE UACHASSIX Y Otro 
RECURSO DE QUEJA. 

El recurso de queja debe deducirse dentro del placo establecido por et art. 
231 de la ley 50. Dicho puuo, que ea perentorio, se computa « partir de la 
fecha en que se notifica la decisión denegatoria del recurso extraordinario 
por el superior tribunal de la causa y no se interrumpe por la interposición 
de otros recursos declarados improcedentes en el orden local, como el de 
becho interpuesto ante la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires 
contra el auto denegatorio del aludido recurso extraordinario. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 do noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Díaz, Héctor Ismael c/ Uachnssin, Enrique y 
Zahosky, José", para decidir sobre su precedencia. 

Y considerando; 

Que el recurso de queja ante esta Corte debe deducirse den- 
tro del plazo establecido por el art. 231 de la ley 50, el cual se 



(t) i>a de tiovicmlire. 
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computa n partir de la fecha en que se notifica la decisión dene- 
gatoria del recurso extraordinario dictada por el superior tribu- 
nal de la causa, que lo es, en el snb lite, el Tribunal del Trabajo 
ir* 1 de Avellaneda. 

Que según se desprende de los recaudos acompañados a la 
queja, ésta se dedujo con posterioridad al vencimiento del aludido 
plazo. Y habida cuenta de que este último reviste carácter peren- 
torio, según lo tiene decidido una reiterada jurisprudencia de esta 
Corte» no ha quedado interrumpido, en el caso, con motivo del 
recurso de hecho que se interpuso ante la Suprema Corte de la 
Provincia de Buenos Aires contra el auto denegatorio del recurso 
extraordinario dictado por el tribunal de la causa (Fallos: 235: 
11 ÍT y otros), y que ftíé desestimado. 

Por ello, se desestima la precedente queja. 

Aristóbulo D. Aháoz de Lamadrid — 
Luis María Boffi Boggero — 
Julio Oyh ají arte — Esteban 
Imaz. 



LUIS ABEL ETCHEVERRY v. ELISA VENZO n>: AVALA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

Lo sentencia que rechaza la consignación de alquileres y desconoce ni recu- 
rrente como inquilino, en cuanto decide que el documento de cesión invocado 
por el actor recién adquirió fecha cierta en oportunidad de ser presentado 
al juicio y que hallándose entonces vigente el nrt. 27 del decreto-ley 21SA/57 
ln transferencia de la locación dehe reputarse ilegitima aunque no existiese 
contrato que la prohibiese, tiene fundamentos de hecho y de derecho común 
que son irrevisibles en la instancia extraordinaria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Ciifstioues no federales. 
Sentencias arbitrarias. Principios genérate». 

La tacha de arbitrariedad, fundada en ln mera divergencia del a pelante res- 
pecto a la aplicación del derecho y valorización de ta prueba efectuadas por 
el tribunal de alzado, resulta inadmisible. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Inter prefación de normas locales de procedimientos. Dable insttimia n recursos. 

A partir de la vigencia del decreto- ley 128d/5Sj cuyo nrt. 28 lia instituido el 
recurso de innplieabilidail de ley ante las Cámaras en pleno, no procede 
el recurso extraordinario con fundamento en el art. 113 del Reglamento 
para ln -Justicia Nacional. 



FALLOS DE LA CORTE SlJI'REMA 

FALLO DE LA CORTE SITREMA 

Buenos A iros, 2.*í do noviembre de 1060. 

Victos los autos: "Recurso ile hecho deducido por la adora 
en la cansa Ktelievorry, Luis Abel c, Avala, Giba Venzo de", 
para decidir sobro su procedencia. 

Y considerando r; 

t¿no la sentencia apelada (fs. íí (i), ni cuanto decide que el 
documento de cesión invocado por el actor recién adquirió fecha 
cierta en oportunidad de ser presentado al juicio, y que hallán- 
dose entonces vigente el art. 27 del decreto-ley 218fi/57 la trans- 
ferencia de la locación debe reputarse ilegítima aunque no exis- 
tiese contrate» que la prohibiera, tiene fundamentos de hecho y 
de derecho común que bastan para sustentarla, los que son irre- 
visihles en la instancia extraordinaria y carecen de relación 
directa e i n media ta con las garantías constitucionales invocadas 
para sustentar la apelación. 

Qué la tacha de arbitrariedad no resulta admisible, en el 
caso, pues se funda en la mera divergencia del apelante con 
respecto a la aplicación del derecho y valoración de la prueba 
efectuadas por el tribunal de alzada. 

Que, por último, esta Corto tiene decidido, cotí reiteración, 
(pie a partir de ta vigencia del decreto-ley 1285/08, cuyo art. 28 
Im instituido el recurso de i impecabilidad de ley ante ¡as Cáma- 
ras en pleno, no procede el recurso extraordinario con funda- 
mento en el art. 113 del Reglamento para la Justicia Nacional 
(Palios: 245 : 24 ; 243: 54, 296 y otros). 

Por ello, se desestima la queja. 

Luis María Bofki B<k;oejio — Jruo 
Oyhaxahtk — Ricardo Oot.omrrbr 
— Esteban* Imaz. 



BANCO DR LA SACIOK ARGENTINA v. ROBERTO SOÍÍHET 

EXI'ROPl AVIOS : hiflnnni:andn. DHerwiiiaiin» tíe¡ tutor real. Valor l* 
t>>rra. 

Si bien ln vnlnnrión <le in límenles exprnpindoH ron fines de polom/miún luí 
i|c prartienree con fonne :i las disposiciones <lr |n ley >'•*', que no hnn sido 
demandas por lii ley i:i.24í4, es juatii y ni7.onablp que lo* jueees se aparten 
del métndn indirertn previsto por tA nrt, 14 de ln ley 1'J.ü.líí. o lo integren 



DE JUSTICIA DE LA N' ACIÓN 



fon ni ros He ii lentos de juicio, cuando medien supuestos esleíales. Tal e» el 
raso en «pie la valuación ]>or el sistemn de productividad eareee de la indis- 
pensable fuerza de eonvieeión frente a la practicada por el método de com- 
pnraeion ron ventas euyo resultado, además, arroja una diferencia exilia 
con aquélla, de modo que no se infiere un ag»[vio sustmti-ml a los intereses 
del ex limpiador. 



Dictamen del Piku ikadok General 

Suprema Corte : 

Esa Corte declaró, de conformidad con mi dictamen, la pro- 
cedencia del recurso ordinario de apelación en el presente juieio 
de expropiación en que es parte el Banco de la Nación Argentina 
(fs. 1!16). 

En cuanto al fondo del asunto, la expropiante actúa por inter- 
medio de apoderado especial, el que ya lia asumido ante V. E. 
la intervención que 1c corresponde (fs. 209). Buenos Aires, 22 
de marzo de 1960. — Ramón La&cano* 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Banco de la Nación Argentina c Sorbet, 
Roberto s/ expropiación". 

Considerando : 

1*) Que a fs. 5/8 el Banco de la Nación Argentina, como 
órgano de ejecución de la ley 12.636, promovió demanda contra 
don Roberto Sorbet por expropiación del inmueble de su pro- 
piedad sito en el Partido de Tornquist, Provincia de Buenos 
Aires, lote 11, circunscripción V, paréela 341, del campo "Sn- 
mnrkandn", fracción Compañía Argal S. A., con superficie total 
do 635 has. 280.7 m 2 , depositando en concepto de indemnización 
la suma de m$0* 51.717,55. Afirmó la aetora que se realizaba la 
expropiación con el objeto de incorporar el inmueble al plan de 
colonización oficial previsto por la ley 12.636, por lo que, al fijar- 
se judicialmente la indemnización, debía aplicarse exclusivamente 
el método de tasación preceptuado por el art, 1+ de esa ley. 

2*) Que el demandado impugnó el monto de la suma depo- 
sitada en concepto de indemnización y reclamó el pago de m$n. 
212.820,475. Sostuvo que el art, 14 de la ley 12.636 debe ser inter- 
pretado en armonía con el art. 11 de la ley 13.264, de tal modo 
que en la tasación del inmueble no debe computarse tan solo la 
valuación fiscal y el valor de productividad de la propiedad, sino, 
muy especialmente, su valor venal al momento de la desposesión. 
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El Tribuna] do Tasaciones, según constancia de fs. 131/132, 
practicó dos tasaciones de acuerdo con los criterios propugnados 
por las partes y llegó a los siguientes resultados: según el mé- 
todn sustentado por la actora, tasó el inmueble en m$n, 144.020; 
y según el criterio de la demandada, en 111*11. ÍS^M 

3») (¿ne la sentencia de segunda instancia, confirmatoria 
de la del inferior, decidió que el monto de la indemnización deba- 
tida debía fijarse en 111*11. 155.600, con arreglo a la estimación 
ijuc oportunamente formulara la División Técnica sobre la base 
del método de "comparación de ventas" (fs. 97, "3, 136/139 v 
I í.'i 177). Contra esta sentencia la actora interpuso los recursos 
ordinario y extraordinario de apelación, que, en definitiva, fue- 
ron concedidos por sentencias de este Tribunal de fs. lí)6 v del 
n quo de fs. ia r j, respectivamente. 

4 V ) Que, en la causa "Consejo Agrario Xacioual v. Dolo- 
res n^uiza de Káenz Valiente", esta Corte resolvió que las dis- 
posiciones de la ley 1*2.63(5, relativas a la valuación de inmuebles 
expropiados con fines de colonización, 110 lian sido derogadas pol- 
la ley 13.2<i4 (Fnllos: 241: MM) y esa doctrina ñu' reiterada, 
más tarde, en diversos pronunciamientos (Fallos: 245: Ki4 y 
18;"), entre otros). 

ó*) Que, sin perjuicio de ello, el Tribunal, en la primera 
de las sentencias citadas, consideró justo y razonable que los 
jueces se aparten del método indirecto previsto por el art. 14 
de la ley 12.63b', o lo integren con otros elementos do juicio, 
cuando medien supuestos especiales. Conforme a ese preceden- 
te, así corresponde hacerlo toda vez que, existiendo circunstan- 
cias que impidan la aplicación de aquel método o revelen su 
insuficiencia, el deber judicial de conceder una indemnización 
justa delK- ser cumplido, no obstante, medíante el empleo del 
criterio que las modalidades del caso aconsejen y sea adecuado 
al espíritu de las normas que rigen la materia. 

(**) Que tal es lo que acontece en la especie. En efecto, 
las impugnaciones que tanto el representante de la actora como 
el ile la demandada formularon oportunamente ante los organis- 
mos especializados —relativas al monto del "arrendamiento pol- 
lino y por hectárea" y a la "tasa" utilizada por la División 
réeiiien— no han sido satisfactoriamente contestadas por la Sala 
III, en su informe de fs. 127, 12S, de donde se sigue que el dicta- 
men del Tribunal de Ta sai-iones, fundado en dicho i 11 forme, ca- 
rece de la indispensable fuerza de convicción en cnanto al valor 
según productividad, que fija en m$n. 144.020. Y ello —sin nece- 
sidad de otras consideraciones— es bastante, en el caso, para 
justificar el temperamento adoptado por la Cámara a quo, la 
que, utilizando el método de (í comparación con ventas", como 
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ya He (lijo, concedió una indemnización de m$n. 155.600. Así cabe 
decidirlo con arreglo a la jurisprudencia antes mencionada, tanto 
más cuanto que la exigua diferencia existente entre las cifras 
indicadas autoriza a desechar la posibilidad de que se infiera 
agravio sustancial a los intereses del expropiador. 

En su mérito* habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se confirma la sentencia apelada de fs. 175/177. Las 
costas de esta instancia a cargo de la actora. 

Aristóbulo D. Akáoz de Lamadhid — 
Julio Oyhaxarte — Ricardo Co- 
lambres — Esteban Imas. 



LUIS J. FitEGOSSI 

RECURSO DE AMPARO. 

Corresponde confirmar la sentencia que rechaza la demanda de amparo de- 
ducida para que se declarase la nulidad de la resolución dictada por el In- 
terventor de la Universidad Nacional de Líi Plata, por la cual se revocaron, 
por ilegalidad, los actos administrativos que aprobaron loa exámenes de un 
alumno y le expidieron certificado de bachiller. Lo resuelto, en el caso, 
acerca de la inexistencia de cosa juzgada administrativa, sobre la base do 
fundamentos légale» y de orden doctrinario y jurisprudencial, impide admi- 
tir que exista ilegalidad manifiesta del acto que se impugna. 

RECURSO DE AMPARO. 

La existencia de vía legal para tutelar los derechos excluye, en principio, el 
procedimiento excepcional del amparo. Este no procede cuando el recurrente, 
alegando que la acción ordinaria sería de lento y largo trámite, inició la 
demanda de amparo tres años y medio después de producido el acto admi- 
nistrativo cuya nnlidad pretende obtener por esa vía, sin que pueda justifi- 
ficarse su inactividad durante ese lapso. A lo cual se agrega que, en el caso, 
no se advierte violación constitucional alguna (Voto del Señor Ministro Doc- 
tor Don Aristóbulo D. Aiáoz de Lamadríd). 



Suprema Corte. 

Por resolución del señor ex Interventor en la Universidad 
Nacional de La Plata del día 28 de marzo de 1956, se dispuso 
revocar por ilegalidad y en razón de ser írritos, los actos admi- 
nistrativos por medio de los cuales fueron aprobados los exá- 
menes correspondientes al ciclo secundario del señor Luis José 
Fregossi y se le expidió certificado de bachiller. En esa reso- 
lución se ordenó asimismo la anotación marginal correspondiente 
en las actas respectivas (np. 6* de fs. 56/57 de las actuaciones 
agregadas). 



4S * KALLíW DK LA CORTE SUTREMA 

Con fecha 21 de diciembre de 195Í1 el interesado, invocando 
los arts. 14, 16, 18, 19, ¿8, $J y 33 de la Constitución Nacional, 
dedujo ante el Juzgado Federal do La Plata demanda do amparo 
a tin do obtener la restitución al pleno ejercicio de sus derechos 
en la nombrada l mversidad y pidió se decretase, en SU caso hi 
ím-onstitucLonalidarl y, por ende, la nulidad de diclia resolución 
(fs. 1). 

Tanto el juez federal como la Cámara respectiva no hicieron 
lugar a la acción deducida, lo que motivó el recurso extraordi- 
SJa* 1 • fll,,í,a " iellt< ' Bn lrtrt vmsak constitucionales 

Al respecto y según resulta de la resolución de fs. 51/56 del 
expediente agregado y del sumario origen de la misma, aquélla 
se nudo en que lo.s actos administrativos de aprobación de los 
distintos exámenes de] recurrente y, en su consecuencia, el de 
la expedicmn del diploma de baehiller, han sido efectuados por la 
animidad administrativa apartándose de la norma legal lato 
fl > *ft n y 12 de la Ordenanza Universitaria del :?1 
mjmp «» l I*'**) con extralimítación en el ejercicio de sus faeul- 
1 ndes refriadas y son por lo tanto írrifos, es decir, nulos de mili- 
Ha.! absoluta, t-x tutu- e impresr-imlihles, v no reúnen los requi- 
sitos indispensable para te.< ( . eMess fuera» de cosa mmñn 

resulh.;i ( lü p,»r ello Mise-eptible* ilc revocación por irivgliiulídad 
e Uepibdud, conforme con la jurisprudencia de V. F, que se cita 
en dicha resolución. 

Si bien es cierto que el afectado por la medida de la Uní- 
versidad no lia tenido intervención en el sumario administrativo, 
neto es menos tnmbióu que en su presentación ante la justicia 
l"de.al en la que hace referencia a aquélla, expresando' que la 
misma i,,vo "musitada difusión periodística v basta radial" (fs 
1 vía.), se ha limitado a atacar la resolución nfirmamlo que la 
misma es violatorm de los citados artíenlos de la Constitución 
.Nacional y de las leyes respectivas sancionadas en su consecuen- 
cia, pero no ha demostrado, ni intentado hacerlo, so pretexto de 
<-itas ile ilustres pensadores argentinos, qne los hechos que moti- 
varon el acto impugnado fuesen falsos, ni que las disposiciones 
reglamentarias invocadas por el señor ex interventor en la Uni- 
versidad no fuesen aplicables al caso. 

autof no 1 ^ir tlk ' Í0 "- 0S ' ■ reCUrS ° de amparo en estos 

autos no puede, u mi juicio, prosperar, ya que el mismo sólo 

piocede contra actos administrativos manifiestamente ilegales 
de los que haya derivado una ilegítima restricción de los dere- 
chos constitucionales alegados (eonf. Fallos: 245- 86) 

hn e! sup nuítee la resolución impugnada no narticiDa de 
ese carácter en razón de haber sido adoptada en C?ío?hShS! 
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comprobados y de acuerdo con la doctrina que autoriza, en algu- 
nos supuestos, la revocación por parte tic la autoridad adminis- 
trativa de sus propios actos, que se juzgan irregulares e ilegales, 
Por ello y por aplicación, en lo pertinente, de lo resuelto 
por V. E. en Fallos; 245: 50 y sus citas y 2<>0, opino que corres- 
ponde confirmar la sentencia apilada que declara improcedente 
el amparo intentado, Buenos Aires, 7 de junio do 1060. — Ramón 
fjfiacano. 

Y MAM 1>E LA COK TE SUPREMA 

Buenos Ai í es, 25 de noviembre de lOtiU. 
Vistos los autos: "Fregossi, Luis .1. > recurso de amparo". 
Considerando: 

1») Que, con fecha 21 de diciembre de lí)5í» el Hr. Luis .1. 
Fregossí dedujo demanda de aiupuro para que se declarase la 
nulidad de la resolución adoptada el 2S de margo de lí>5íi por 
el Interventor en la Universidad Nacional de La Plata, en cuya 
virtud se dispuso "revocar por ilegalidad, y en razón de ser 
írritos, los actos administrativos por medid de ios cuales fueron 
a p robad os los exámenes del Sr. Fregossi, y se le expidió certi- 
ficado de bachiller, y ordenar la anotación marginal correspon- 
diente en las actas respectivas" (ver fs. 51/56 del expediente 
administrativo agregado). Sostuvo, eotuo fundamento, que no 
habiéndose basado "en norma alguna del ordenamiento jurídico 
argentino", y habiéndolo privado, sin ser oído, ele un derecho 
adquirido en legal forma, el acto cuestionado es violatorio de los 
arts. 14, lü, 18. lí>, 28 y 'M de la Constitución National (fs. 1 9). 

2*) Que lai'to el juez de primera instancia (fs. 11/12) como 
el tribunal a quo (fs. 23/24) desestimaron la demanda, habiendo 
el interesado interpuesto recurso extraordinario, que fué conce- 
dido (fs. 

3**) Que no concurre, con respecto ai acto impugnado, el 
requisito de ¡legalidad manifiesta a que esta Corte ha supedi- 
tado, en reiterada jurisprudencia, la admisibilidad del remedio 
excepcional del amparo (Fallos: 244: 170: 245: Wl y precedentes 
nllí citados). 

4*) Que : en efecto, lo atinente a la inexistencia de cosa 
juzgada en el orden administrativo ha sido resuelto con base 
en fundamentos legales y de orden doctrinario y jurisprudencial 
que impiden admitir, en c* caso, que medie irregularidad mani- 
fiesta en el acto que se impugna por medio de la acción de amparo. 

5*) Que a ello debe añadirse que la resolución impugnada 
littdn con lo disciplinario, docente y administrativo en materia 
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universitaria que os, como principio, irrevisible judicial mente 
— Confr.: causa "Livicri", fallada el líl tic setiembre del año 
en curso y sus citas — . 

Por ello, y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se confirmo la sentencia de fs. 23/24 en lo «gjjge ha sido materia 
de recurso extraordinario. 

Ahistóbulo D. AitÁoz i>k Lamadrid (en 
ttis¡tlencia fh> fundamentos) — 
Luis María Boffi Boooeko (sr/jún 
su voto) — Pedro Aberastury — 
Ricardo Colomhres — Esteban 
Imaz. 

Disidentia de fundamento* del Señor Ministro Doctor Don 
Aristóbi-lo D, Aráoz de Lamadrid 

Considerando ■ 

l ) (¿ne conforme a la reiterada doctrina de esta Corte, 
la existencia de vía legal para tutelar los derechos debatidos es 
excluyeme, en principio, del procedimiento excepcional del ampa- 
ro (Fallos: 242: 3<X> y 434: 243: 55, 179 y 423; 243: 18 y otros). 
En la especie, el recurrente alegó que la elección de la vía ordi- 
naria lo obligaría "a una acción de largo y lento trámite" (fs. 
22). Pero, esta circunstancia, que por sí* sola no basta para 
fundamentar la demanda de amparo, no puede ser invocada por 
el recurrente, que demoró más de tres años y medio en impugnar 
judicialmente la resolución en litigio, tiempo asaz suficiente para 
haber agotado todas las instancias propias de uu juicio ordina- 
rio, si hubiese procedido con la premura con que ahora actúa. 
Su inactividad durante ese lapso no puede ser justificada por la 
afirmación de que recién se actualizó su interés por "eircuns- 
tancias propias, exclusivas y particulares" (fs. 21). Por ello, y 
conforme la doctrina citada precedentemente, corresponde recluí- 
zar el recurso intentado. 

2 fl ) A mayor abundamiento, cabe señalar que se trata de 
una resolución dictada por autoridad competente y fundada en 
las disposiciones de la ordenanza universitaria del 31 de julio 
de lí)24 (fs. .">1 5fi del expediente administrativo agregado). Ade- 
más, el recurrente no ofreció prueba conducente a demostrar la 
falsedad de los bechos sobre cuya base se dictó el neto impug- 
nado, ni puso en tela de juicio la validez o pertinencia de las 
normas reglamentarias de cuya transgresión se hizo mérito en 
la resolución impugnada. Por lo tanto, no se advierte, en prin- 
cipio, violación constitucional alguna. 
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Por lo expuesto, y habiendo dieta mí muí o el Señor Procu- 
rador General, se confirma la .sentencia de fs. 23 24 en lo que 
ha sido materia tic recurso extraordinario. 

Aristóbi-i,o D. ArÁoz de Lahadmd. 

Voto del Señou Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boggeho 
Considerando : 

Que, según resulta de los antecedentes expuestos, son aplica- 
bles á esta eausa, en lo esencial, las consideraciones expuestas 
por el suscripto en Fallos: 244: 68, frente a las cuales procede 
confirmar la sentencia recurrida. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Señor Procurador Ge- 
neral, se confirma la sentencia de fs. 23/24 en lo que ha sido 
materia de recurso extraordinario. 

Luis María Boffi Boggf.ro. 



8. R. L. .JERSEY PKESS COMPAXY v. ISAAC KAR AXTBEIWEL r Ot«o 

MARCAS DE FABRICA: Oposición. 

Corresponde confirmar la sentencia que dolara infundada la oposición al 
registro de la marea "Jersey Dress", para distinguir "Jersey" de la dase 15, 
y rechaza la reconvención para cjue los actores cesen en el uso de dicha 
imi r en, por ser inconfundible con "Jerselen" y "J, D. C", basándose en el 
derecho de la octorn para registrar como marca su propio nombre comercial 
y t'ii In circunstancia de que aquélla convino con los demandado», mediante 
una compensación en dinero, que podía seguir usando tal designación. 

Dictamen i>fj, PnocrttADOR General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario deducido a fs. 451 es a mi juicio 
procedente, toda vez que el apelante cuestiona la interpretación 
de normas federales —en el caso los arts. <i<\ 8 P , 12, 42 y 47 de 
la ley 3í>7ó — y el pronunciamiento recaído es definitivo y con- 
trario al derecho que aquél funda en dichas disposiciones (art. 
14, iuc. 3*, de la ley 48). Por ello estimo que el recurso ha sido 
bien concedido n fs. 455, 

Se trata de lo siguiente: "Jersey Dress Company S. R. L." 
inicia demanda contra los señores Isaac Kaiantbeiwel y Morís 
Ta rabino a efectos de que se declare infundada la oposición de 
éstos al registro de la marco anexa :i48.8(K¡ para distinguir "jer- 
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spy de la clase 15. Contesta la acción la contraparte pidiendo 
el rechazo de la demanda y reconviniendo a Jos actores para que 
ci^eo en el uso de la marca "Jersey Dress" por estimar que es 
confundible con las marcas "Jerselcn" y "J.D.O." registradas 
a favor de los demandados. 

El juez de primera instancia ' dicta Sentencia a fs. :i93, y 
sobre la liase de la iiieonfimdihilidad de las mareas en cuestión, 
huee lugar a la demanda y rechaza la reconvención, con costas 
a la demandada, El tribunal de alzada, a su turno, confirma 
a N. 445 el fallo del Inferior en lo principal, mollificándolo tan 
sólo en cuanto a las costas, que manda pagar en el orden causado. 

En cuanto al fondo drl asunto, debe tenerse presente, ante 
todo, que los señores Karantbeiwei y Ta raga no son dos ex socios 
componentes de la sociedad actora que convinieron con los que 
permanecieron en ella> entre otras cosas, la adquisición de las 
marcas de dicha sociedad "Jerselen" y "J. D. C." en una grue- 
sa simia, mientras los miembros restantes pagaron a aquéllos a 
su vez una cantidad importante por el nombre social, locales, 
etc. En tales condiciones —como bien se pone de manifiesto en 
la sentencia apelada—, así como los actores no tienen derecho 
a interferir en el libre uso de las marcas vendidas, tampoco dc- 
Ikmi tener derecho los demandados a oponerse al registro de 
una marca —en uso efectivo por los actores— una de cuyas ca- 
racterísticas principales (ver fs. 12) es precisamente el nombre 
comercial de los demandantes: Jersey Dress CVmtpany (S.R.L,). 

De no ser así, al no poder registrar como marca* su propio 
nombre social, consecuentemente, tampoco podrían estampar tal 
designación comercial en sus productos —como lo vienen hacien- 
do desde que adquirieron dicho nombre—, máxime teniendo en 
cuenta que las marcas opuestas han sido declaradas inconfundi- 
bles en ambas instancias. Lo contrario no solo no sería justo ni 
razonable, sino que contrariaría el espíritu mismo de la Ley de 
Mareas y ta doctrina de V. E, 

Cuando expresa el fallo recurrido —coincidiendo con el de 
primera instancia, según se hace constar— que "la circunstan- 
cia de haberse convenido expresamente que la actora podría se- 
guir usando el nombre comercial "Jersey Dress" y percibido 
los oponentes por permitirlo una compensación en dinero, del»e 
tenerse muy especialmente en cuenta para el verdadero planteo 
del problema", me parece claro que enfoca exactamente la cues- 
tión en debate; por eso cuando agrega que como los demandados 
sabían que se exponían a la posible confusión de productos y que 
por ello no puede dudarse que al permitir a la sociedad actora 
usar su nombre, admitieron que la confundibilidad no era tan 
grande —ya que con marca o sin ella, siempre sería legítimo 
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a la actora indicar el origen de sus productos—, el sentenciante 
está en lo cierto. Sobre tales base ha resuelto el pleito a favor 
do los actores y correctamente a mi juicio. 

En consecuencia, considero que correspondería confirmar la 
sentencia apelada, en cuanto ha podido ser materia de recurso. 
Buenos Aires, 22 de julio de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de IMU. 

Vistos los autos: "Jersey Dress Compatty ¡S R.L. v [sane 
Kmantbehvcl y otro »/ oposición registro de marca". 

Considerando: 

Que loa demandados se agravian contra la sentencia de fs. 
445/449 y expresan, como fundamento del recurso extraordina- 
rio, que la solución establecida por la Cámara en el sentido de 
que el derecho de propiedad adquirido por la actora sobre el 
nombre comercial "Jersey Dress" la autoriza a utilizarlo como 
marca en sus mercaderías, es violatorla de los arts. 6» 8* 1°, 
42 y 47 de la ley 3975 (fs. 451/454). 

Que la sentencia apelada, en cuanto reconoce el derecho de 
la compañía actora para registrar como marca su nombre comer- 
cial, es ajustada a la jurisprudencia de esta Corte — confr. causas 
AV.12, "Weiner, I,eón c/ Borsi, Enrique V. 8.'*, resuelta en el 
día de Ja fecha y H.54 "Hirschberg Tejidos 8. A. e/ Knrant- 
beiwel, Twnc y otro", fallada el 4 de noviembre del corriente. 
Pero importa señalar la circunstancia de que también contiene 
el fallo pronunciamiento expreso en el sentido de que las marcas 
invocadas por los demandados, como fundamento de su oposi- 
ción, son inconfundibles con la marca solicitada por la actora. 

Que, en tales condiciones, lo expuesto basta para sustentar 
la sentencia en recurso, que debe ser confirmada. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada de fs. 445/449 en lo que ha sido 
materia de recurso extraordinario. 

Julio Oyhanarte — Pedro Aberas- 
tury — Ricardo Coló mb res — 
Esteban Imaz. 



FALLOS DE LA CORTE SIM-REMA 



MARIO MARTINEZ CASAS 

INMUNIDADES, 

En vi sifleuin constitucional argentino, la* previsiones del art. 00 de la Cons- 
titución, destinada» u garantizar la i n dependí» neifl funcional de la» Cámaras 
Legisla 'iva*, tienen una elevada significación. Asegurar su fiel observancia 
es deber inexcusable de lo* jueces, particularmente cuando se trata de opi- 
niones emitidas por miembros de la minoría parlamentaria. 

INMUNIDADES. 

La disposición contenida en el nrt. 00 de la Constitución Nacional supone 
la irresponsabilidad penal de los legisladores relativamente a los actos que 
el precepto contempla, eon excepción del supuesto previsto en el art. 29. La 
prohibición de acusar judicialmente rige, con pleno efecto exonerador, en 
el caso de una querella por calumnias con motivo de opiniones vertidas por 
un legislador en el desempeño de ñu función. 

INMUNIDADES. 

El carácter absoluto de la inmunidad establecida por el art, 00 de la Cons- 
titución Nacional es, en atención a su propia naturaleza, requisito inherente 
a su concreta eficacia. La atenuación de tal carácter absoluto, medíante el 
reconocimiento de excepciones no contenidas en la prohibición del art. 60, 
significaría, presumiblemente, abrir un resquicio por el cual, si se pudiera 
distinguir entre opiniones licitas o ilícitas de un legislador, podría penetrar 
la acción sojuzgadora, intimidatoría o simplemente perturbadora de otros 
poderes del Estado o aun de particulares. 

DIVISION DE LOS PODERES, 

La posibilidad de que un miembro del Congreso pueda ser sometido a pro- 
ceso, a fin de que en él sean indagados o interpretados judicialmente sus 
opiniones o votos legislativos y los móviles que los determinaron, contraria 
el principio de división de los poderes. No es congruente con el sistema de 
gobierno adoptado por la Constitución reconocer a los tribunales de justicia 
la facultad de inquirir acerca de los motivos que determinan la actitud de 
los legisladores cuando actúan en calidad de tales. 

INMUNIDADES. 

Las opiniones calumni - o injuriosas vertidas desde una banca parlamen- 
ta riit no constituyen delito, pero sí pueden comportar desorden de conducta 
en el ejercicio de la función, susceptible de a oríginar sanciones por el propio 
cuerpo legislativo. En ellas debe verse el modo idóneo para contener posibles 
extralimitaciones, en resguardo del decoro de ese cuerpo, y para impedir 
que el honor de lo* particulares sen impunemente vulnerado. 

Sentencia ceí. ¿tTJSZ xacioxaí, bs lo criuixal v iXKtGSCCfONAÍ! fepeival 

' Buenos Aires, 7 de setiembre de 1959. 

Autos y vistos; y considerando: 

Que a fs, ;i/4 de esta causa n* 7038 se presenta el Señor Mario Martínez 
Casas iniciando querella por calumnias contra el diputado nacional Dr. Conrado 
Storani, por Jas versiones vertidas en el recinto de la Cámara de Diputados 
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durante la sesión del 19 de agosto ppdo. y contra el diputado nacional Don 
Anselmo Marín i, al confirmar tales manifestaciones durante la misma sesión, 
Es presa el querellante que, según la versión taquigráfica los nombrados liabrían 
imputado la comisión de una serte de anormalidades cometidas por el Directorio 
del Banco de la Nación Argentina que presidía el querellante. 

Acompaña recortes de los diarios "La Prensa", "La Nación" y "Clarín" del 
día 20 de agosto ppdo., donde se han reproducido las manifestaciones de los di- 
putados nombrados, y solicita se condene oportunamente a los querellados a las 
penas establecidas en los arts. 109 y 114 del Código Penal. Agrega que en la 
fecha de presentación eleva una nota al Presidente de la Cámara de Diputados 
de la Nación en la que solicita el desafuero de los diputados nombrados de 
acuerdo a lo dispuesto en el art. 62 de la Constitución Nacional. 

Dice finalmente que como los hechos que habría llevado a cabo el Directorio 
qne presidía el querellante de acuerdo a lo manifestado por tos querellados, cons- 
tituyen delitos de acción pública, solicita la pertinente investigación. 

Que en el capítulo de las disposiciones comunes a ambas Cámaras de 
la Constitución Nacional (art. 00) se establece que ninguno de los miembros del 
Congreso puede ser acusado, interrogado judicialmente, ni molestado por las opi- 
niones o discursos que emita desempeñando su mandato de legislador. 

Tal disposición redactada en salvaguardia de la independencia parlamenta- 
ria que reconoce sus antecedentes en la Constitución de 1810 —art. 27— y la 
de 1826 — art. 35 — ha sido interpretada con carácter amplio y absoluto por la 
doctrina y la jurisprudencia. En este sentido se han expresado González Caloerók 
(Derecho Constitucional Argentina, t. II, pág. 501), Aristórclo del Valle 
(Derecho Cerntitmcional, T. II, pág. 171) y Joaqci's V. González (Manual de 
Ja Constitución Argentina, pág. 303) y los Tribunales Federales (Cf. Corte 
Suprema, fallos, T. 1: 300; 185 : 362; 190: 398 v Cámara Federal de Apelaciones 
de la Capital '1n re" "Allnb Rosendo'*, Registro A-3527). 

Jorge M. Gondha, en su obra Jurisdicción Federal, pág. 281, comenta la 
cláusula constitucional del art. 60, diciendo que "la inmunidad trae como con- 
secuencia inmediata la falta de jurisdicción de la justicia para conocer en toda 
acción criminal tendiente a responsabilizar a los legisladores por las opiniones 
o discursos pronunciados en el desempeño de su mandato". Cita en apoyo de esa 
opinión el fallo de la Corte Suprema enunciado en primer termino y el caso 
"Kilboprn y Thompson" fallado por la Suprema Corte de Massachussets 
(GE. ÜU.). 

Que, consecuente con la doctrina y jurisprudencia citadas, y siendo quere- 
llados los Diputados Nacionales S tora ni y Marini por palabras pronunciadas 
en el seno del Congreso y en el ejercicio de sns funciones dumn* la sesión de 
la Cámara de Diputados del 19 de agosto ppdo., no corresponde dar curso a la 
acción. A este respecto en nada influye la situación de que el querellante haya 
pedido el desafuero de los nombrados, ya que el art. 62 de ta Constitución Nacio- 
nal no es una exeepción al art. 60, sino una disposición general e independiente 
de este último artículo citado que juega para los casos en que las acciones inten- 
tadas nada tienen que ver con el desempeño del mandato. 

Por ello, de conformidad con lo dispuesto en el art. 60 de la Constitución 
Nacional y 200 del Código de Procedimientos en lo Criminal, 

Resuelvo: 

1*) Declarar que este Juzgado carece de jurisdicción para entender en la 
presente querella iniciada por Mario Martínez Casa* contra Conrado Storani 
y Anselmo Marini por calumnias, y en consecuencia desestímase la mismo, con 
costas al querellante. 
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2*) Denunciándose a fs. 4 U posible comisan de hechos delictuosos da 
acción pública, sacar testimonio de las piezas pertinentes a efectos de formar 
causa por separado. — Angel A. Bretj<tz:\. 

SENTENCIA 1-E I.A ('¿MARA NACIONAL hF. APELACIONES EN LO FkoEHAI. T 

CONTENCIOSOAl . M l MSTRATI VO 

Buenos Aires, 20 de noviembre de 1959. 

Y vistos: estos autos caratulados "Martínez Casos, Mari» s/ querella", 

De los que resulta ¡ 

(¿nc, a t's. ¡i, presentándose nnte la Justicia Federal don Mario Martínez 
Casas, entablando querella criminal por el delito de calumnia contra los Dipu- 
tados Nm ion» les don Con rudo Stornni y don Anselmo Mari ni, con motivo de 
manifestaciones formuladas por los nombrados legisladores en el curso de la 
sesión celebrada por la H. Cámara de Diputado» de la Xaeiún el 19 de agosto 
del corriente uño. 

Que, según surge del ejemplar del -diario "Clarín*' acompañado con el escri- 
to de querella y agregado a fs. 1, las expresiones consideradas calumniosas fueron 
pronunciadas par tos querellados al tratarse en la referida sesión el plan econó- 
mico del Poder Ejecutivo Nacional. 

Que, el Señor Juez "a qun", fundado en lo dispuesto eu art. 00 de la Consti- 
tución Naennal y 200 del Código de Procedimientos en Jo Criminal, ha desestt 
tuado a fs. ó la presente querella por considerar que carece de jurisdicción par* 
Jar curso a la misma, llegando las actuaciones u conocimiento del Tribunal en 
vi rt mi del recurso de apelación interpuesto a fs. S. 

V considerando: 

Que es evidente, conforme resulta de lu noticia inserta en el periódico agre- 
gadó a f». 1 y lo reconoce el propio querellante, que las expresiones atribuidas 
a loa Diputadas querellados fueron vertidas pin- estas cu ei re unsl uncías en que 
se hallahan en el desempeño de sus cargos de legisladores, y siendo así, resulta 
de estricta observancia lo dispuesto en el art. 60 de la Constitución Nacional. 

Que, no obstante la claridad de dicho texto constitucional, el querellante, 
por análogas razones a las esgrimidas en la querella promovida por don Angel 
Nolari contra t-1 Diputad» Nacional don Agustín Rodríguez Ai aya, sostiene que 
ta inmunidad establecida en In referida disposición no es absoluta, correspon- 
diendo tramitar la causa conforme a derecho, concedido que sen el desafuero de 
los legisladores querellados oportunamente solicitado a la II. Cámara de Dipu- 
tado* de la Nación. 

Que el Tribunal lia desestimado en la fecha lu aludida querella promovida 
contra el Diputado Nacional don Agustín Rodríguez Araya, interpretando en 
forma amplia el privilegio estatuido en el art. 00 de la carta fundamental. Por 
tutes razones, que se dan por reproducidas "brevitatis causa", corresponde con- 
tinuar en estas actuaciones la resolución de fs. 0, sin que sen óbice para ello la 
circunstancia especial de haberse solicitado el desafuero de los querellados al 
Cuerp > de que tonnun parte y haberse pedido a fs. 3 la suspensión del trámite 
procesal en las presentes actuaciones, pues a juicio del Tribunal, cualquiera fuere 
la decisión de la respectiva Cámara acerca del Teferido desafuero, el hecho por 
el cual se querella a tos señores diputados Stornni y Mari ni no puede ser enjui- 
ciado ñute tos tribunales de justicia, en razón, precisamente, de la amplitud de la 
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inmunidad susodicha, siendo susceptible tan sólo de las medidas y sanciones pre- 
vistas en art. 58 de la Constitución Nacional. 

Por estas consideraciones y las concordantes del auto apelado de fs. 6, se lo 
confirma en cuanto lia sido objeto de recurso, con más las cosías de la instancia 
también a cargo del querellante. — Hernán Juárez Peñol ra — Ambrosio Some- 
ro Carranza — Enrique Ramos Mejia. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

Por las consideraciones que fundan mi dictamen de la fecha 
ht re "Solari, Angel s/ querella contra Rodríguez A raya, Agus- 
tín por injuria ", a las que me remito brevitatis cama, estimo 
que corresponde confirmar la sentencia de fs. 13 en cuanto pudo 
ser materia del recurso extraordinario. Bueno* Aires, V de fe- 
brero de 1!HíO. - Ramón Lascanú. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, '2't de noviembre de líífiO. 
Vistos Ins autos: "Martínez Casas, Mario s querella". 

Considerando: 

1 ? ) Que, según consta en autos, a fs. 13/14 fué confirmada 
la sentencia de primera instancia de fs. 6/7, por la que ae resol- 
vió desestimar la querella iniciada contra los diputados naciona- 
les Anselmo Marini y Conrado Btorant, declarándose que el 
Juzgado carece de jurisdicción para entender en ella. Al fundar 
sn pronunciamiento, el tribunal a quo, con invocación del art. fifi 
de ln Constitución Nacional, destacó especialmente el hecho de 
que Jas expresiones tachadas de calumniosas y atribuidas a los 
querellados, con motivo de las cuales se promovió el juieio, fue- 
ron vertidas "en el desempeño de sus cargos de legisladores". 

2*) Que, a su tumo, el apelante aduce que el criterio sus- 
tentado por la Cámara contraría la debida inteligencia del alu- 
dido precepto constitucional. 

3*) Que los fundamentos expuestos en el escrito de inter- 
posición del recurso no son atendibles y de lien ser desestimados, 
como con acierto lo ha resuelto la sentencia de fs. 13/14 y lo 
dicta nina el Señor Procurador General. 

4") Que, siendo ésta la primera oportunidad en que la Corte 
Suprema debe resolver sobre el tema debatido, interesa, ante 
todo, poner de relieve su particular importancia. La separación 
institucional de los poderes del Estado en la Argentina, así como 
ln realidad política que los circunda, demuestran que en nuestro 
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país, a diferencia de otros regímenes donde el Parlamento es el 
órgano estatal preeminente, las previsiones del art. 60 de la 
Constitución Nacional, destinadas a garantizar la independencia 
funcional de las Cámaras legislativas, tienen unu elevada signifi- 
cación, al extremo de que resulta lícito afirmar que integran el 
sistema representativo republicano (doctrina de Fallos: 169 : 76, 
considerando 4*, pág. 92). Por tanto, et aseguramiento de la fiel 
observancia de tales previsiones es deber inexcusable de los jue- 
ces, que adquiere un matiz particular y un sentido aun más hondo 
cuando se trata de opiniones emitidas por quienes forman parte 
de ta minoría parlamentaria, cuya existencia y libre desenvolvi- 
miento son presupuestos ineludibles del Estado democrático. 

5*) Que la disposición contenida en el citado art. 60 supone 
la irresponsabilidad penal de los legisladores nacionales relati- 
vamente a los actos que ese precepto contempla, con excepción 
del supuesto previsto en el art. 29 de la Ley Fundamental (doc- 
trina de Fallos: 234: 250). Cabe añadir que, en casos particula- 
res, puede resultar difícil decidir judicialmente si un acto deter- 
minado se encuentra o no comprendido dentro de la esfera que 
la inmunidad abarca. Mas ello no acontece, ciertamente, cuando 
la que se plantea es una situación jurídica como la discutida en 
esta causa, dado que la presente querella hállase referida, de 
manera cierta y exclusiva, a opiniones vertidas en el desempeño 
de la función de legislador, esto es, a pasajes o frases de discur- 
sos que los querellados pronunciaron en el recinto de la Cámara 
de Diputados de la Nación durante la sesión del día 19 de agosto 
de 1959. En tales condiciones, la prohibición de acusar judicial- 
mente, dispuesta por el referido artículo, rige con pleno efecto 
exonerados. 

6*) Que toda duda que pudiera existir al respecto, con mo- 
tivo de la forma en que ha sido concebida la norma constitucio- 
nal, desaparece si a ésta se la examina a la luz de sus antece- 
dentes y del sistema institucional a que pertenece. Cabe recor- 
dar, sobre el punto, que los constituyentes de 1853 legislaron 
acerca de las inmunidades parlamentarias con el designio de 
garantizar el libre ejercicio de la función legislativa, así como 
la integridad de uno de los tres poderes del Estado y aun sn 
existencia misma en cuanto órgano gubernamental creado por la 
Constitución (Fallos: 54 : 432). Y, al definir el ámbito de esas 
inmunidades, se apartaron del modelo que principalmente habían 
tenido en vista y les reconocieron una dimensión mayor, una 
más acentuada eficacia protectora, tomando en cuenta — como 
alguna vez lo señaló esta Corte a propósito del arresto de un 
miembro del Congreso durante el estado de sitio — "razones 
peculiares a nuestra propia sociabilidad y motivos de alta poli- 
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tica*' (Fallos: 54: 432, pág. 460 y, en igual sentido: dictamen 
de las Comisiones de Legislación y de Negocios Constituciona- 
les de la Cámara de Diputado* de la Nación, año 1891', t. II, 
págs. 17 y sigtes.). Resultaría contradictorio con semejante pro- 
pósito, pues, que, por vía interpretativa, se asignara a !a inmu- 
nidad del art. 60 una extensión menor que la reconocida a la 
norma equivalente de ta Constitución de Estados Unidos (art. I 9 , 
sección 6*, cláusula 1», in fine) f respecto de la cual está resucito 
que "!:is palabras difamatorias pronunciadas durante un dis- 
enso en la Cámara de Senadores de los Estados Unidos se 
encuentran en absoluto comprendidas dentro del privilegio' * (La 
Constitución, de los Estados Unidos anotada con la jurispruden- 
cia, ed. 1049, t. I, pág- 128), y también que los legisladores íc 
hallan exentos de responsabilidad penal por sus manifestaciones 
v actividades intra-legislativas (opinión del Jaez Black en el caso 
"Tenney et al. v. Brandhove", 341 US 367, sentencia dictada 
por la Suprema Corte de Estados Unidos el 21 de mayo de 1951). 

• ~ 9 ) Que, aun al margen de la singularidad que en esta ma- 
teria distingue, al derecho argentino, no parece dudoso que — con 
la limitación antes indicada— el carácter absoluto de la inmuni- 
dad sub examine, en atención a su propia naturaleza, es requisito 
inherente a su concreta eficacia. La atenuación de ese carácter 
absoluto, mediante el reconocimiento de excepciones a Ja prohi- 
bición del art. 60, que esta norma no contiene, significaría, pre- 
sumiblemente, abrir un resquicio por el cual, mediante el argu- 
mento de que cabe distinguir entre las opiniones lícitas y las 
opiniones ilícitas de un legislador, podría penetrar la acción 
sojuzgadora, intimida toria o simplemente perturbadora de otros 
poderes del Estado o aun de particulares, con desmedro del fin 
constitucional perseguido. Así lo entendió esta Corte al declarar, 
en uno de sus primeros pronunciamientos, dictado el 19 de 
setiembre de 1864, que la inmunidad del art. 60 "debe interpre- 
tarse en el sentido más amplio y absoluto; porque ai hubiera 
un medio de violarla impunemente, se ampliaría él con frecuen- 
cia por los que intentasen coartar la libertad de los legisladores" 
(Fallos: 1: 297). Y ello equivale a decir que una interpretación 
restrictiva como la que el apelante encarece sería frustratoria 
de la garantía constitucional sub examen. 

8 P ) Que, además, la posibilidad de que un miembro del 
Congreso pueda ser sometido a proceso, a fin de que en él sean 
indagados o interpretados judicialmente sus opiniones o votos 
legislativos y tos móviles que los determinaron, contraría la idea 
que sobre la división de poderes tuvieron los autores de la Cons- 
titución. Porque en la Argentina, a semejanza de lo que acon- 
tece en Estados Unidos, según se lia decidido en este último país 
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a partir del caso "Fletehor v. Peek" <<> Craneh, 87, 130), debe 
entenderse que no es congruente eon el sistema de gobierno adop- 
tado por ta l^oy Fundamental el reconocimiento a los tribunales 
do justieia de la facultad de int|iiirir acerca de los motivos deter- 
minantes de la conducta de los legisladores cuando actúan cu 
calidad de tale*;. 

W) Que, como se infiere de io dicho, el pensamiento de 
quienes consagraron este régimen específicamente tuitivo de la 
función legislativa se apoyó en la presunción de que toda incri- 
minación de un legislador basada en la emisión de opiniones 
ruin» las que origina este juicio, es política e institueionalmente 
dañosa o riesgosa y debe ser excluida (R. Bonn Ano, Heuue du 
BroÜ Public, vol. 38, pág. :!,")8), ya que es preferible tolerar el 
posible y ocasional exceso de un diputado o de un senador a 
introducir el peligro de que sea presionada o entorpecida la acti- 
vidad del Poder Legislativo. 

10*) (¿ue, por otra parte, las demasías en (pie pudiera incu- 
rrí rso al amparo de la disposición examinada no son irreprimi- 
bles. Porque el privilegio constitucional, fruto de una larga lucha 
iniciada en Inglaterra, es el que asiste a los miembros del Parla- 
mento para ser juzgados por sus pares. Los posibles abusos 
—establece el privilegio— deben ser reprimidos por los mismos 
legisladores, sin afectar la esencia de aquél (Chapee, 55,, Tkree 
Human Rigklv in Tke Comtitution, University of Kansas Press, 
pág, 89). Kn otras palabras; las opiniones calumniosas o 
injuriosas vertidas desde una banca pavlumentaria no constitu- 
yen delito pero sí pueden comportar "desorden de conducta en 
el ejercicio de la función" y son susceptibles de originar san- 
ciones deferidas a la decisión del cuerpo legislativo {art 58 de 
la Constitución), en las que debo verse el medio idóneo para 
contener posibles extralimitaoiones en resguardo del decoro de 
ese cuerpo y para impedir que el honor de tos particulares sea 
impunemente vulnerado. 

Por ello, los fundamentos concordantes del dictamen del Sr. 
Procurador General y de la sentencia de la Cámara, se la con- 
firma, en cuanto ha sido materia del recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo I). Aháoz de Lam anuid 

— Luis María Boffi Boggrro 

— Juno Oytianaute — Pedro 
Abrhastury — Ricardo Colom- 
bres — Esteban Tmaz. 
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MARIO QUmOS v. NACION ANO ENTINA 

DAÑOS Y i'ERJUWIOS: Bc¡>po)¡sab¡ltdad del Estado. Accidentes de tránsito. 

Corresponde confirmar ln sentencia que condena a la Nación a pagar la 
suma de in$n. ltíO.000 por los daños y perjuicios ¡sufridos por el actor al ser 
embestido por una ambulancia del M i n isleño de Asistencia Social y Salud 
Pública, que le ocasionó la pérdida de Iji pierna di recluí, nunq»e d conductor 
del vehículo haya sido sobreseído definitiva minie en la respectiva eausi 
criminal. 

SOHRESEIM IEXTO DEFINITI YO. 

9 

No mr responde otorgar valor de uosa juzgada en lo civil al sobreseimiento 
definitivo dictado eu el proceso penal, pues no constituye la absolución pre- 
vista en el nrt. H0:i del Código Civil (Voto del Señor Ministro Doctor Don 
Luis María Bnfti Boggero). 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de IÍJ60. 

Vistos los autos: "Quirós, Minio c, Superior Gobierno de 
lu Nación s/ daños y perjuicios'*. 

Considerando : 

\ 9 ) Que el recurro ordinario de apelación concedido es pro- 
cedente, conforme a lo dispuesto un el art. 24, inc. tí* ap. a), del 
decreto-ley 1285/08 (ley 14-467). 

*J*) Que a t's. 2/3 se presenta el actor enlabiando demanda 
por daños y perjuicios, con más los intereses y costas, contra el 
Gobierno de la Nación, en razón de las graves lesiones que su- 
friera con motivo de haber sido embestido por una ambulancia 
del Ministerio de Asistencia Social y Salud Publica, que le oca- 
sionó la pérdida de la pierna derecha. 

*í') Que ln sentencia de primera instancia hizo lugar, en 
parte, a la demanda, condenando al Gobierno de la Nación a 
abonar al actor, en el plazo de diez días, la suma de mf n. 180.000 
en concepto de indemnización de daños y perjuicios, con más los 
intereses y costas (fs. 1H/117). Apelado este pronunciamiento 
por la demandada, el tribunal a quo lo confirmó, con costas, 
reduciendo el monto de la condena a la suma de m#n. 160.000 
( fs- 133/136). Contra esa sentencia interpuso la demandada re- 
curso ordinario de apelación para ante esta Corte. 

4 9 ) Que el Señor Procurador General da "por reproduci- 
das las consideraciones hechas valer por el Ministerio Público 
en las instancias anteriores", solicitando la revocación del fallo 
apelado y la imposición de costas a la contraparte (fs. 148). 
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■ t") Que los agravios de la demandada son, esencialmente, 
los que siguen: a) que al Gobierno de la Nación no le cabe res- 
ponsabilidad alguna por las consecuencias del accidente de que 
fuera víctima él actor y la prueba traída a los autos confirma 
plenamente esa posición (fs. 122 > ; b) que el chófer fué sobro 
sóido definitivamente en el juicio penal, donde se estimó que las 
constancias sumariales "eran insuficientes para probar que éste 
obrara con imprudencia, impericia o negligencia en la conducción 
de la ambulancia" (fs. 124 vta.) ; c) que las sumas fijadas en 
concepto de indemnización del daño emergente y lucro cesante 
fueron fijadas sin sujeción a Las normas legales que rigen la 
j miter ¡a (fs. 125 vta./126). 

ip) Que las razones expuestas por el a quo en orden a la 
culpa del conductor y al valor de las constancias del sumario 
criminal, con base en un análisis adecuado de la prueba rendida 
en autos (fs. 133 vta. 134 vta.), autorizan a rechazar los agravios 
expresados por el recurrente sobre estas cuestiones. Lo mismo 
cabe afirmar tanto en lo referente a la prueba producida en el 
cuaderno de la acto ra sin oposición oportuna de la recurrente, 
cuanto en lo alusivo a la contratación del Sanatorio Bosch por 
la complejidad de las secuelas del accidente o en la declaración 
de que los agravios sobre lucro cesante y daño emergente deben 
reputarse inadecuadamente formulados o bien en la corrección 
del error material de la sentencia de primera instancia, todo lo 
que el a (pío ha decidido con acierto. 

Por ello, se confirma la sentencia apelada. Las costas de 
esta instancia a cargo de la demandada. 



Ampu ación de i cndamentos iíel Señor Ministro Doctor Don 

Luis María Bofe i Bogc.ero 

Que no corresponde tampoco otorgar valor de cosa juzgada 
en lo civil al sobreseimiento definitivo dictado en el proceso pe- 
nal, ti i aún con el sentido relativo y no muy preciso que le atri- 
buye el recurrente a fs. 124 vta. Eli efecto, el a quo ha hecho 
una interpretación correcta, ya que el sobreseimiento definitivo 
no constituye la absolución prevista por el art. 1103 del Código 
Civil a los efectos de la cosa juzgada, lo que acontece de modo 
esencial por ¡as siguientes razones: a) el art. 1103 citado men- 




RltES. 
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cierna "la absolución del acusado" y no el sobreseimiento defini- 
tivo, que, hubiese o no estado instituido en el procedimiento 
penal de la época en que so sancionó el Código Civil y aparte 
de ser excluido expresamente por Fkeitas —fuente del Código 
ni respecto — en una norma análoga (art. 838 del Eshoco), es 
un instituto diferente por muchos conceptos de la absolución, a 
la que no puede llegarse por sobreseimiento; b) la absolución 
es así inconfundible con el sobreseimiento definitivo, y ya lo era 
cuando se preparó el proyecto de Código Civil; c) la absolución, 
aún en los casos donde reconoce fundamentos en la duda — art. 
13 del Código de Procedimientos en lo Criminal de la Capital — , 
se dicta después de un proceso donde las partes han tenido opor- 
tunidad de alegar y probar en defensa de sus derechos, mientras 
que el sobreseimiento definitivo se dicta antes de que el proceso 
llegue a plenario, lo que equivale a manifestar que el damnifi- 
cado no ha tenido oportunidad de ejercer el derecho de defensa ; 
d) consecuentemente, tener por acreditado en lo civil lo resuelto 
por el sobreseimiento definitivo con el alcance del precitado art. 
1103, entrañaría impedir en este aspecto el derecho de defensa 
a quien, como el damnificado, tampoco pudo ejercerlo en la esfe- 
ra penal; e) de lo expuesto surge todavía que, si fuese posible 
una auténtica alternativa entre dos interpretaciones, ha de estar- 
se por la más favorable a la garantía constitucional (Fallos: 
246 : 87 y otros), en este caso, la de defensa en juicio de los 
derechos del damnificado. 



LEON RIK e Hijos v. HODGSON t SIMPSOV Ltda. 

31 AUCAS DE FABRICA: Principios ¡jeneralé». 

La marea de fábrica protege no solamente el derecho de su titular a los 
legítimos beneficios de an actividad y honestidad que puedan menoscabar las 
prácticas desleales, sino también el interés que asíate a los consumidores, 
de no ser inducidos en confusión respecto de la identidad de los productos 
que adquieren, 

MARCAS DE FABRICA: Oposición. 

El titular de una marea de fábrica no puede oponerse con éxito a la conce- 
sión de toda otra marea que incluya en su denominación algún elemento 
característico igual o semejante a la suya, toda vez que se hn declarado en 
ñutos, en forma i rre visible por la Corte, que las marcas opositoras no son 
confundibles con la que se pretende registrar. 



Luis María Boffi Boogeho. 



*'2 



FALLO. DE LA CORTE SUPREMA 



Dictamen del Proci'kadoh Iíeneual 

Suprema Corte : 

Declarada a fs. 173 por V. K. la procedencia del recurso 
extraordinario deducido oportunamente por el apelante, corres- 
ponde ahora expedirse sobre el fondo del asunto, y a tal res- 
pecto, pienso que son decisivas las consideraciones expuestas en 
el Tallo recurrido, en el sentido de que la pretensión del deman- 
dado va más allá de la protección legal. 

Mn electo, la circunstancia de que llodgsou y Simpson Ltd. 
tenga registradas a su nombre determinadas marcas — "León", 
M Cabeza de León" y "Red Lton"— no le da derecho, a mi jui- 
cio, a deducir oposición a toda otra marca (pie incluye algún 
elemento característico igual o semejante, en los rasos' en que, 
Como sucede en el sometido a dictamen, se lia resuelto que las 
marcas opositoras ioj son confundibles con la que se ipiiere re- 
gistrar, Estimo que tal cuestión — irrevisihle, por lo demás» en 
la instancia extraordinaria— es fundamental para el resultado 
del pleito, no pnreeiéndome razonable que por el hecho de que 
la demandad» pretende que lia creado *'una especie de familia 
nía rea ría" deba rechazarse sin más toda solicitud de nueva 
marca porque pudiera dar lugar a confusión sobre el origen de 
los productos cubiertos por ella. 

La ley proteje las mareas consideradas separadamente — di- 
ce con toda razón la sentencia — y puesto que no se confunde con 
ninguna de ellas, no cabría, en mi concepto, sino confirmar el 
fallo apelado en cuanto ha podido ser materia de recurso. Bue- 
nos Aires, 27 de noviembre de lfl">8. — Ramón Lascano. 

FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires» 'J.'i de noviembre de líMiO. 

Vistos bis autos: "León Rite e hijos c llodgsou y Simpson 
Ltd. s/ oposición marca Leourik". 

Considerando: 

(¿ue con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, la marca 
de fábrica tutela no solamente e] derecho de su titular, a los legí- 
timos beneficios derivados de su actividad y honestidad que pue- 
den menoscabar las prácticas desleales, sino también el interés 
que asiste a los consumidores, de no ser inducidos en confusión 
respecto a la identidad v procedencia del producto oue adquie- 
ren —Fallos: 211 : 551»: Í!:i7: 2Í»Í» y 753 y otros-. 



jh: p) rsTici a i>k i. a x avión 



C¿u<* vsta* conclusiones, i|U(L* justifican lo resuelto u fs. 173, 
(muí fundamento en la amplitud do loa términos del iirt. 6 de la 
¡«•y l{\\77), no autorizan a invocar la posibilidad del error en cuanto 
al origen, en presencia de nombres que, de manera irrevisible, 
hc lian declarado inconfundibles. Xo se trata, en efecto, de pala- 
bras sugestivas de procedencia. Y el becbo alegado de la reitera- 
ción de aspectos de una marca y la exclusividad de su uso en una 
especialidad —en el caso, el termino "león" para jabones — remi- 
ten a la confusión de las marcas desechadas, en el caso, por razón 
de la ir relevancia fonética de la sílaba primera en la palabra 
"leonrik". 

Por ello, y lo concorda ntemento dictaminado por el Señor 
Procurador General, se confirma la sentencia apelada de fs. 144/ 
14ó en lo qne lia sido objeto del recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Julio Othakartb — Ricardo Co- 

LOMBURS KSTKUAN hlAZ. 



ANGEL SOLARI v. AGUSTIN RODRIGUEZ Alt A YA 
INMUMDAUES, 

Corresponde confirmar la sentencia que, fondada en lo dispuesto por el 
ort. 60 de la Constitución Nacional, desostimn la querella ñor injurias pro- 
movida euntrn un lepÍHlflfW, nm iiiottvu de la* opiniones vertid» por ésie 
en el ejercicio de la función legislativa. 

Sentencia del Juez Nacional en lo Criminal v Correccional Feuerai, 

Buenos Aires, 19 de agosto de 1059. 

Y vistos; 

Para resolver en esto causa n» 5860/69. 

Y considerando: 

El Teniente General Angel Solará se presenta a fs. 8 querellando por inju- 
rias ni señor Diputado Nacional D. Agustín Rodríguez A raya, con motivo de las 
palabras que éste pronunciara en el recinto de la H. Cámara de Di pata dea de 
la Nación, en sesiones de junio del corriente año, las que considera lesivas para 
su persona. Acompaña a la querella loa diarios de sesiones correspondientes y 
un recorte del diario "La Nación" de esta Capital, qne transcribe parcialmente 
los párrafos non que el Diputado Rodrigues A raya se refiere al querellante. 

El srt. 60 de la Constitución Nacional en el capitulo de las disposiciones 
comunes a ambas cámaras y en lo referente a privilegios parlamentarios, dice 
oue ninguno de los miembros del Congreso puede ser acusado, interrogado jndt- 
t símente ni molestado por las opiniones o discursos que emita desempeñando 
su mandato d. legislador. 
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La citada tóposieión conrtitacional, redactada en salvaguardia de ta inde- 
pendencia parlamentaria, qoe reconoce ana antecedentes en la Constitución de 
1819 — art. 27— y la de 1826 — art. 35—, ha sido interpretaba con carácter amplio 
y absoluto por I doctrina y la jurisprudencia. En este sentido se han expresado 
González CaluESOh (Derecho ConstUncionml Argentino, T. II, pág. 601 )\ Anu- 
itfurm del Vai.lT (Derecho Constitucional, T. If, pág. 171) y Joaqüíx V. 0o»- 
zálee (Manual de la Cvnstüncián Argentina, pég. 363 \ y Un Tribunales Federa- 
tea (Cf. Corte Suprema, fallos: 1: 300; 185: 362; 100 : 398 y Cámara Federal 
de A peticione, de la Capital "io re" "Allnb, Rosendo", Regíatro A-3S27). 

Jokor M. QonuhA, en na obra Jurisdicción Federal, pág. 281, comenta la 
cláusula coDititucional del art. 60 diciendo qoe "la inmunidad trae como eonae- 
eneneia inmediata la falto de jurisdicción de la justicia para eoooeer en toda 
acción criminal tendiente a responsabilizar a los legisladores por las opiniones 
o discursos pronunciados en el desempeño de su mandato", trayendo en apoyo 
de esto opinión el fallo de la Corte Suprema enunciado en primer término, y el 
caso "Kilbonrn v. Thompson", fallado por la Suprema Corte de Maaaaehnaseta 
<EE. UU.). 

Consecuente con la doctrina y la jurisprudencia que se ritan, entiende el 
proveyente qoe en el sub Índice el señor diputado Rodrigues A raya aparece 
querellado a raía de palabras pronunciadas en d seno del Congreso y en el 
cjerdeio de sos funcionas, lo que torna improcedente la acción intentada. 

Por ello, oído el Señor Procurador Fiscal y de conformidad £ lo dispuesto 
en el art. 80 de la Constitución Nacional y 200 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal, 

Resuelvo : 

Declarar que este Juagado carece de jurisdicción para entender en la pre- 
sente querella iniciada por Angel Solari contra Agustín Rodrigues Ara ya por 
injurias, y en consecuencia desestimar la misma, con imposición de costos al 
querellante. — Angel A. Bttgwfi 

SlXtVKCIA DE LA C AMABA NACION AL DE AKLAC10WE» EH U> FEDERAL T 



Buenos Aires, 20 de noviembre de 1950, 

T vistos: estos autos caratulados "Solari, Angel, su querella contra Rodrigues 
A raya, Agustín, por injuria". 

De loa que resulto: 

Que a fs. 8 preséntase ante la Justicia Federal don Angel Solari entablando 
querella criminal por el detito de injuria contra el Diputado Nacional don Agustín 
Rodrigue* Araya, coa motivo de manifestaciones formuladas por d nombrado legis- 
lador en el curso de las sesiones celebradas por la H. Cámara de Diputados de 
la Nación los días 10 y 17 de junio del corriente año. 

Que, segon snrge de los respectivos ejemplares del "Diario de Sesiones", 
acompañados con el escrito de querelle y agreg ado s a fs. 2 y 7, las expresiones 
consideradas injuriosss por el querellante, y que éste transcribe en su presenta- 
ción, fueron pronunciadas por el querellado al considerarse en las sesiones referi- 
das una cuestión de privilegio provocada por una nota presentada al cuerpo por el 
propio querellante. 

Que el Sr, Juez a quo, fundado en lo diapuesto en los art 3. 60 de la Consti- 
tución Nacional y 200 del Código de Procedimientos en lo Criminal, ha desesti- 
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nuido a fa. 14 la presente querella por considerar que carece -de jurisdicción 
para dar curso a la misma, llegando las actuaciones a conocí mir uto del Tribunal 
en virtud del recurso de apelación interpuesto a fa. 17. 

Y considerando: 

Que es evidente que las expresiones atribuidas al Diputado querellado fue- 
ron vertidas por éste en circunstancia» en que se hallaba en el desempeño de su 
cargo de legislador, y, siendo asi, resalta de estricta observancia en el caso del 
art. 60 de la Constitución Nacional, que dispone; "Ninguno de los miembros 
del Congreso puede ser acusado, interrogado judicialmente, ni molestado, por 
las opiniones o discursos que emita desempeñando su mandato de legislador". 

Que, no obstante la claridad de ese testo constitucional, pretende el quere- 
llante, invocando la opinión de González Calderón (fs. 12 vta.) y otras que trae 
a colación en el memorial presentado ante el Tribunal t que los alcances del 
mismo no son absolutos, y qne Ion Diputados Nacionales no se bailan totalmente 
exentos de responsabilidad penal cuando en el Parlamento usan palabras inju- 
riosas contra terceros, pues en tales casos se hacen reos de delitos comunes. 

Que, sin embargo, la correcta hermenéutica de la disposición constitucional 
mas arriba transcripta conduce a una solución distinta a la propiciada por el 
querellante. 

Que ti bien es cierto qne la Corte Suprema de Justicia de la Nación no ha 
tenido oportunidad de pronunciarse expresamente sobre el punto en cuestión, 
ha sostenido, a proposito de otros privilegios constitucionales, que "atendidos 
loa fines que k propone ta Constitución, esta inmunidad debe interpretarse en 
el sentido más amplio y absoluto ; porque ti hubiera un medio de violarla impu- 
nemente, él se aplicaría con frecuencia por loa qne intentasen coartar La libertad 
de loa legisladores, dejando borlado su privilegio y frustrada. Ja Constitución 
en una de ana más substanciales disposiciones" {Fallos: 1: 297), ponto da vista 
reiterado luego en fallo* posteriores, La cuestión no ha dejado de ser conside- 
ra da y resuelta por otros tribunales, entre ellos cata misma Cámara años ha 
(in ra: M Euwo Cantón c/ Enrique Diekmann'' de 31 de agosto de 1916 y 
"Fernando Saguier e/ Francisco E, Corren" de 18 de abril de 1921, publicado* 
emboa en "J. A.", t 6, p. 280), ta Cámara Federal de Rosario (en la cansa 
contra Roberto Peres de 26 de abril do 1936, en "J. A.", t. 54, p. 86), la Cámara 
de Apelaciones en lo Comercial y Criminal de Mendosa (»» reí "Cano, Guiller- 
mo Jorge e/ Marianetti, Benito" de 7 de agosto de 1939, en "J. A.", t 67, 
p. 700) y U Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal de la Capital Federal 
recientemente (es el caso de Ricardo A. atonte de 17 de mano de 1959, en 
"J. A." de 26 de abril ppdo.), tribunales todos ellos que se han pronunciado en 
favor de la interpretación amplia del aludido privilegio. 

Que, en contraste con esa unanimidad de nuestra jurisprudencia, es cierto que 
la doctrina nacional cuenta con opiniones según las cuales cabria introducir 
excepciones a la referida inmunidad. En efecto; contra la tesis conforme con la 
cual cabe una interpretación amplia del art. 60, sostenida por autores como 
Entrada (Cuno «V Derecho Cotutiincional, t. 111, p. 211); Movtks de Oca 
{Derecho Constitucional, t. II, p. 171); Jorge M, Gondra (Jurisdicción Fede- 
ral, p. 281); Sebastián Soles {Derecho Pena/ Argentino, t. I, p. 221); Ricar- 
do C. NtfÑEZ (Derecho Pernal Argentino, t. I, p. 184), piensan, entre otros, 
J. V. Goxzalez {Manual de fa Conttitución, p. 363) ; J. A. Goxeález Cu.pekós 
(Derecho Constitucional Argentino, t, II, p, ¡520), y R. Bl ELBA (Derecho Consti- 
tucional, p. 426) que ese p ri i legio no es ilimitado, y que sólo ampara r] legislador 
cuando desempeña su mandato, pero do cuando desde su banca injuria a terce- 
ros, porque en tal caso se hace reo de delitos comunes y puede ser sometido a lo» 
tribunales judiciales. 
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tlue. como M advierte, no es tampoco bien absoluta la opinión de los cit idos 
tratadista», y, más bien, según ellos, estaría delegada en el Poder -ludir i* I U 
atribución de valorar la aeluución de los miembros del Poder Legislativo pura 
requerir el pertinente donillero cuando se estimase 0,11*- las opiniones o los 
discursos parlamentario* lian sido vertidos excediendo los límites del propio 
mandato. 

(Jue difluí tesis, ijue podría conducir en algunos «usos u hacer aplicables 
las iionm.* represivas de la legislación penal, no se ajusta, sin embargo, a una 
correcta interpretación de los textos cmistituriotmlcs, y podría pomr en pugna 
a la propia Constitución con leyes de rango inferior, en desmedro de aquélla 
romo ley fundamental, lo que no es jurídica mente concebible en nuestro orde- 
namiento institucional, caracterizado por la primacía de la Constitución (art. 31). 
Ím disposición de que se trata debe ser interpretada al margen de lo que pueda 
disponer el Código Penal y en armonÍA con los demás textos de la Constitución 
misma, especialmente aquellos que se refieren a otros privilegios parlamentarios, 
y, así, cube concluir que el art. (H( lia creado una exención absoluta de respon- 
sabilidad penal, protegiendo en cierta Corma la libertad de palabra en la tribuna 
parlamentaria, aún frente a los excesos en que pudieran incurrir los legisladores, 
previstos como delitos, en otras circunstancias, por el Código Penal. Si tales 
excesos pudieran ser traídos al juzgamiento de los jueces por la vía del ilesa fuero 
del art. 62, por ejemplo, la excepción estatuida en el art. 60 no tendría aplicación, 

y el artículo misma, en seríala Soler, estaría de más en la Constitución Xacinnal. 

Esa inmunidad, cuya inconveniencia podría sostenerse/ "de lego ferenda", es 
absoluta para loa jueces de la Nación, quienes no pueden dictar medida alguna 
qtte importe la más mínima molestia para tos legisladores. Como lo dijo este 
Tribunal in re "Fernando Saguier e/ Francisco E. Correa", citado más arriba, 
"importaría anular el privilegio de que se trata y volverlo ineficaz para el objeto 
que persigue de asegurar la independencia del Poder Legislativo, si se recono- 
ciese en el Poder Judicial la potestad de indagar el móvil que tuvo un miembro 
del Congreso al emitir un juicio u opinión en el ejercicio de las fundones a sa 
cargo, o para averiguar si obró o no dentro de los límites de una racional 
necesidad para el desempeño de su mandato". Ello, cabe agregar, erigiría al 
Poder Judicial en Arbitro de ta función legislativa, lo que repugna a nuestro 
régimen constitucional de separación de poderes. Como lo señalara la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, "la misión más delicada de la justicia de ta 
Nación es la de saberse mantener dentro de la órbita de nti jurisdicción, sin 
menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes o jurisdicciones, 
toda vea que es el judicial el llamado por la ley para sostener la observancia 
de la Constitución Nacional, y de ahí que un avance de este poder menos» 
batido las facultades de tos demás revestirla la mayor gravedad para la armonía 
corntitucional y el orden público" (Fallos: 136 : 24»). 

Que este criterio amplio sólo conduce a excluir de la jurisdicción judicial 
H conocimiento de los hechos como el denunciado a fs, 8, pero no a sostener 
una irresponsabilidad absoluta en beneficio de los legisladores, pues éstos se 
hallan sometidos a las medidas y sanciones que puede tomar cada Cámara da 
conformidad con lo establecido en el art. 68 de ta Constitución. Al respecto, 
afirma Ras "que, precisamente, por la impunidad en que quedan, a pesar de 
todo el daño que pueden producir a terceros las manifestaciones de l<* legis- 
Udnrea en el seno de los cuerpos legislativos, es que éstos tienen el ieber de 
velar por que el privilegio no se convierta en licencia para la difamación, 
rastignndo por desorden de conducta y hasta llegando a la expulsión de tos v se 
en esa forma desnaturalicen tan delicada prerrogativa, sólo consentida en bien de 
la Nación" (fírrrrho Federal Argpniino, t, I, p. 366). 

Por estas consideraciones y las concordantes del auto apelado de fs. 14, 
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se !o riiHi'irniü en cuanto hn sido ohjrtn di* ri'i-ursn, <on míg tus costas de la 
ii^ttincin tatlihiiht u tarpo del f|iiet'illiuiU\ — ffi'rnáu Jtiárr: Prual va — .4»<(jto- 
,vm< Homero Carranza — Kuriqnr ñaman Mejía. 

Dictamen del PitorritAüoit (Jeneual 

Suprema Corto: 

Kl recurso extraordinario interpuesto u fs. 28 es procedente 
por haberse puesto en cuestión la inteligencia del art. íiO de la 
< institución Nacional, y ser la resolución definitiva del superior 
tribunal de la causa contraria a las pretensiones del recurrente. 

En cuanto al fondo del asunto, estimo que la sentencia de 
fs. 22 contempla y resuelve correctamente la cuestión planteada, 
a saber si la cláusula constitucional antes mencionada, en cuan- 
to establece que "ninguno de los miembros del Congreso puede 
ser acusado» interrogado judicialmente, ni molestado por las opi 
n iones o discursos (pie emita desempeñando su mandato de legis- 
lador", tiene un carácter amplio o si por el contrario, ella no es 
aplicable cuando desde la banca parlamentaria se hayan profe- 
rido opiniones que constituirían delitos comunes de injurias, ca- 
lumnias, u otros semejantes. 

El a (pío. con acopio de citas de la más autorizada doctrina, 
de las (pie discrepan sólo algunas opiniones aisladas sin sufi- 
ciente fundamento — pese a la versación de sus autores — conelu 
ye en la interpretación amplia del texto constitucional, única 
por otra parte que, como se na señalado, explica la existencia del 
art. 60 de la Constitución como hipótesis distinta de las conside- 
radas en su art. 62. 

Cr*o necesario agregar que si bien V. E. no lia resuelto ex- 
presamente la cuestión en litigio, ha sentado doctrina, por vía 
indirecta si se quiere, en sentido eoincidente con la que funda el 
fallo recurrido. 

Así, en el caso registrado en Fallos: 14: 223, el dictamen del 
Procurador General, sobre el cual se fundó la resolución de la 
Corte, me parece claro en el sentido de distinguir las que deno- 
mina prerrogativas de los miembros del Congreso {arts. 60 y 61 
de la Constitución Nacional), y sus fueros, que pueden ser alla- 
nados por la Cámara respectiva cu los demás casos, y en los 
cuales, contrariamente al supuesto del art. 60, procede que el juez 
levante sumario y averigüe la verdad del hecho que se imputa al 
senador o diputado. 

En igual sentido, V. E., al resolver el caso Je Fallos: 135: 
250, dijo: "que, por lo tanto, los miembros del Congreso no gozan 
en principio de inmunidad o exención de proceso. Sólo les es 
acordada por excepción, en la medida indispensable para asegu 
rar la independencia del cuerpo de que forman parte (art. 60). 
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Y si es verdad que no pueden ser arrestados sino en el caso pre- 
visto por el art. 61, dicha prerrogativa, por bu naturaleza de 
estricta interpretación, no puede impedir que se les promuevan 
acciones criminales que no tengan origen en sus opiniones como 
legisladores ..." 

La sola circunstancia, pues, de que las opiniones hayan sido 
vertidas por un miembro del congreso actuando como tal resulta 
suficiente para determinar la inmunidad. Es claro, en efecto, que 
si fuera necesario algo más que esa mera comprobación extrtn- • 
seca, por decirlo así ; que si el privilegio alcanzara sólo a las opi- 
niones emitidas dentro de ciertos límites de mesura o discreción 
— como parece creerlo Joaquín V. González — V. E. no habría 
declarado que en los casos del art. 60 no corresponde la promo- 
ción de acciones criminales puesto qne cabría investigar — a los 
fines de un eventual allanamiento del fuero— si la opinión ha 
transgredido o no los límites antes señalados. 

Estimo, en consecuencia, que corresponde confirmar el fallo 
apelado en cuanto pudo ser materia del recurso extraordinario. 
Buenos Aires, 1* de febrero de 1960. — Ramón Lascauo. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 1960. 

Vistos los antos: "Solari, Angel s/ querella c/ Rodríguez 
A raya, Agustín por injuria". 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario interpuesto en estos autos no 
puede prosperar. El snb lite, en efecto, ofrece modalidades qne 
lo hacen suatancialmente análogo a la causa M. 416, '* Martínez 
Casas, Mario s/ querella", resuelta por esta Corte en el día de 
la fecha. Por tanto, de acuerdo con las razones allí expuestas, 
a las que cabe remitirse brebttatis causa, corresponde declarar 
que el pronunciamiento apelado se ajusta a la correcta inteligen- 
cia del art. 60 de la Constitución Nacional, precepto éste que am- 
para la libertad de tribuna parlamentaria y que, de ana manera 
absoluta e irrefragable, determina la irresponsabilidad penal de 
los legisladores nacionales por las opiniones qne hayan emitido 
en el ejercicio de la función legislativa. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
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General, se confirma la sentencia de fs. 22/25, en cuanto lia sido 
materia del recurso extraordinario. 

Benjamín Vill&gas Basavilbaso — 

ArISTGBULO D. ÁBÁOZ DE Lt&MADBID 

— Luis María Bopfi Boooebo — • 
Julio Othanartb — Pedro Abe- 
rastubt — Ricardo Colombrzs 

— Esteban Imaz. 



LEON WEINEft v. ENRIQUE VICENTE SERAFIN BORSI 

MARCAS DE FABRICA: XttUáad. 

Corresponde confirmar la euiteneia que haea logar a la demanda de nulidad 
de una marea, por ter idéntica al nombre eomemal osado coa moeba ante- 
rioridad en igual ramo por el actor que, adema*, tuvo registrada a en Urar 
durante 10 aflea la misma marea. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

. Dos son los agravios del apelante: la presunta inconstitueio- 
nalidad de la sentencia recurrida, j el alcance que atribuye a nor- 
mas federales contrarío al dado por el á quo. 

En lo que nace a lo primero» observo que el interesado, a pe- 
sar que podo prever un resultado adverso, omitió mantener en 
la oportunidad procesal debida la reserva del caso federal hecha 
a fs. 16 (por lo demás, deficiente)» por lo que resulta tardía ta 
introducción de la cuestión que se articula como de carácter fe- 
deral, recién al interponerse el recurso extraordinario. 

Con respecto a lo segundo, habiendo el recurrente cuestiona- 
do la inteligencia de diversas disposiciones de la ley 3975, 7 toda 
vez que el pronunciamiento recaído es definitivo y contrario al 
derecho que aquél funda en dichas disposiciones, considero que 
el recurso deducido debe ser reputado procedente. 

En cuanto al fondo del asunto, el caso es el siguiente: don 
León Weiner inicia demanda contra don Enrique V. 8. Borsi a 
efecto de que se anulen las mareas "Sof riñes" nros. 346.431 y 
346.432 concedidas al demandado para las clases 15 y 16 respec- 
tivamente. Argumenta el nitor que desde hace muchos años «e 
dedica a la fabricación, veáis y exportación de corpinos bajo el 
nombre comercial "Sof riñen;", que por lo demás registró como 
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marca en 1944 -clase ltí— bajo el n* 221.1U2, habiendo por inad- 
vertencia omitido reinscribirla a su vencimiento (agosto de 1954.) 

Contesta la acción la contraparte oponiéndose a las preten- 
siones del actor» por considerar que un derecho inexistente — corno 
lo sería a su juicio una marca vencida— no puede entorpecer el 
libre ejercicio del derecho de un tercero, nuevo titular de la mar- 
ca en cuestión. Agrega que el Estado no puede amparar a los 
negligentes en perjuicio de quienes obrando —como el— de buena 
fe, y una pea cumplidos los requisitos legales pertinentes, ejer- 
cen su industria y su comercio. 

El problema es pues el siguiente : ; Deben anularse tas marcas 
'\Sotrtnex M concedidas al demandado —clases 15 y l!i— por ser 
idénticas al nombre comercial usado con mucha anterioridad en 
igual ramo por el actor? La solución depende de la que se otorgue 
a este otro interrogante dé carácter general : ¿Es opouible nombre 
a marca? 

X la luz de la doctrina sentada por V. E. en numerosos fallos, 
la respuesta a ambas preguntas debe ser afirmativa. 

Contrariamente a las pretensiones del apelante, la Corte tie- 
ne resuelto que el derecho a oponerse a la concesión de una marca 
o el de pedir su anulación en la forma y por la vía pertinente, no 
es exclusivo de quien tenga registradas a su favor otra marca 
igual o parecida. Así, ha declarado que al disponer el ¡tic, 3? del 
art. 14 de la ley 3975, que puede promoverse cuestión sobre la 
validez de una marca por cualquiera de las circunstancias enu- 
meradas por dicha ley (fuera de la de existir otra igual o análo- 
ga de propiedad de un tercero) se ha referido a las mencionadas 
en los r.rts, ítt 4 P y 5' anteriores, que enumeran las denominacio- 
nes, nombres y signos que no pueden constituir marcas (Fallos: 
122: 2f¡2). Ello significa que es perfectamente posible oponerse at 
registro de una marca, a pesar de no hallarse en las condiciones 
a que se refiere el art. & de la ley, es decir, tener inscripta a su 
nombre una marea coa la que pueda confundirse la qne se pre- 
tende registrar (Fallos: 214: Míl y 224: 403). 

En tales condiciones, la prioridad en el uso del nombre co- 
mercial —demostrada en autos — hace indiscutible el derecho del 
actor a defenderse contra toda utilización del mismo — ya sen 
como nombre o como marca— y más aún si tuvo registrada a su 
favor durante diez años la marca que es precisamente idéntica 
a bu propia designación comercial. Y así lo han declarado, co- 
rrectamente a mi juicio, tanto el juez como la Cámara. 

En cuanto al alcance que debe atribuirse al art. 8* de la lev 
de mareas, V. E. tiene resuelto en forma reiterada que el sistema 
de la especialidad adoptado por nuestra legislación como regla 
general, no impide, al titular de una marca registrada para una 
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clase determinada, a que pueda oponerse con éxito a la concesión 
de otra para una cíase distinta, siempre que la semejanza de am- 
bas, la difusión d<- la primera, el hecho de vender los respectivos 
productos en el misino tipo de negocios u otras circunstancias es- 
peciales, puedan inducir en confusión al consumidor acerca de la 
procedencia de los artículos aún cuando éstos no sean confundi- 
bles entre sí (Fallos: 187: 131 ; 18í>: 378; 193: 92 y 237: 163, en- 
tro otros). En el caso de autos considero de aplicación analógica 
tal doctrina, toda vez que si como se ha visto, se puede oponer el 
nombre "Sofrinex" a idéntico vocablo registrado como marca 
para una clase determinada, nada obsta a que dicha oposición se 
extienda a otras clases — y la misma sea acogida judicialmente — 
siempre v cuando se cumplan las especiales circunstancias {como 
en el Éttb fitc) a que se ha referido la Corte en los fallos recor- 
dados. 

En consecuencia, estimo que correspondería confirmar la 
sentencia apelada, en cuanto ha podido ser materia de recurso. 
Buenos Aires, 27 de noviembre de 1958. — Ramón Laseano. 
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Buenos Aires, 25 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Weiner, León c/ Borsi, Enrique Vicente 
Serafín s/ nulidad de marcas 

Considerando : 

Que los agravios de naturaleza constitucional invocados en 
el escrito de fs. 174/178, en que se dedujo el recurso extraordina- 
rio, son tardíos. No fueron propuestos, en efecto, en el curso de 
la causa — confr. especialmente a fs. 162/165— y, por otra parte, 
no guardan relación directa con lo resuelto, sobre la base de los 
hechos del caso y del régimen legal que los gobierna. 

Que en cuanto al fondo del asunto, el Tribunal comparte las 
conclusiones del dictamen de fs. 194/195. Porque ellas son ajusta- 
das a la doctrina de los precedentes de esta Corte mencionados 
ñor el Señor Procurador General con la cual, por lo demás, se 
compadece también lo resuelto en Fallos: 244 : 363 y 247: 71. B 
igualmente porque no hay razón bastante para pro ¿nbm en la 
interpretación y aplicación de la ley 3975, las consio raciones de 
orden valorativo que sustentan la solución acordada, ya que tam- 
bién en materia de marcas la preocupación por la justicia es pro- 
pia del ejercicio de la fundón judicial — Fallos : 243 : 80 y otros-. 

Por ello, y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
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se confirma la sentencia apelada de fs. 172/173 en lo que ha po- 
dido ¡>er objeto de recurso extraordinario. 

Julio Oyhaxarte — Pedro Aberastu 
by — Ricardo Colombres — Es- 
teban Imaz. 



CAJA NACIONAL de PREVISION i-aba kl PERSONAL DEL COMERCIO 
Y ACTIVIDADES CIVILES v. S. A. BODEGA LA CENA 

IMPUESTO DE JUSTICIA. 

La actuación judicial substanciada ante los Tribunales del Trabajo de la 
Capital no lia sido gravada con el impuesto de juittcia, por lo que do es 
dable al Poder Judicial establecer, por vía de interpreta ció a analógica, un 
tributo no incluido ni previsto explícitamente en la ley. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Sostiene el apelante que la decisión recurrida, al imponerle 
una erogación no fundada en ley, resulta violatoria de la garan- 
tía constitucional al derecho de propiedad y, a mi juicio» tal pre- 
tensión comporta cuestión federal suficiente a los efectos de la 
apertura de la instancia de excepción. 

En cuanto al fondo del asunto, la cuestión planteada en estas 
actuaciones es en mi opinión análoga a la qne contemplara la 
Corte en el caso qne aparece registrado en Fallos; 209 : 87 y, por 
lo tanto, pienso qne de mantener V. E. el criterio qne entonces 
sustentara corresponderá revocar el pronunciamiento de fs. 115 
en cuanto el mismo ha podido ser materia de recurso. Buenos 
Aires, 24 de febrero de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Caja Nacional de Previsión para el Per- 
sonal del Comercio y Actividades Civiles e/ Bodega I¿a Cena S. 
A. I. C. s/ apremio". 

Considerando : 

Que la actuación judicial substanciada ante los tribunales 
del trabajo no lia sido gravada con el impuesto de justicia, ni en 
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las normas que establecieron el fuero de la Capital Federal (de- 
creto 32.347/44, ley 12.948), ni en las disposiciones de la ley de 
sellos, cuyo art. 87 (texto ordenado por decreto 10.657/56), no 
incluye tal gravamen, ni en la enumeración que contiene, ni en 
el enunciado genérico que la precede. 

Que, de acuerdo a bien sentados principios de derecho pú- 
blico, ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexis- 
tencia de una disposición legal encuadrada dentro de los precep- 
tos v recaudos constitucionales, esto es, válidamente creada por 
el único poder del Estado investido de tales atribuciones (arts. 
4, 17, 44 y 67 de la Constitución Nacional), por lo que, ante el 
silencio o la omisión del legislador en materia impositiva, no es 
dnble al Poder Judicial establecer, por vía de interpretación ana- 
lógica, un tributo no incluido ni previsto explícitamente en la ley. 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el Señor 
Procurador General, se revoca la sentencia de fs. 115 en cuanto 
ha sido materia del recurso. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Pedro Aberastury — Ricardo Co- 
lombres — Esteras Imaz. 



ALFREDO CASTELLANOS v. NACION ARGENTINA 

INTERESES: Relación jurídica entre Im partes. Repetición ri. impuesto*. 

En las causas por repetición de impuestos, seguidas contra la Nación, los 
intereses deben pagarse desde la techa de la notificación de la demanda, 
dado que la procedencia de la aeción supone, ya la admisión de la incons- 
tittieionalidad de las leyes o decretos determinantes de la percepción de los 
gravámenes, ya el error en la interpretación de esas normas, circunstancias 
que excluyen, como principio, la noción de culpa por parte de la admi- 
nistración. 

Sentencia i>ei. Jcez Federal 

Rosario, 10 de diciembre de 1957. 

Y vistos: Lew caratulados "Castellanos. Alfredo c/ Fisco Nacional (Dir. 
Oral. Impositiva) »/ repetición de pago", expediente n* 23.994. 

Y considerando que: 

1») El Allanamiento de la Dirección General Impositiva a la cuestión de 
fondo planteada en este juicio, o sea a la repetición de ta suma de in*a. 31.844,04, 
nlwmadn por H actor en concepto de impuesto n las ganancias eventuales por el 
ejercicio fiscal correspondiente al año 1954, como consecuencia de la liquidación 
practicada en el juicio de expropiación seguido por Empresas Nacionales de 
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Kiicrgm c/ Al trillo Castellanos, elimina toda discusión ¡, rete respecto y limita 
fa controversia n las cuestiones accesorias planteadas respecto a la fecha en 
que eorrcpnnde empezar ■ computar intereses y a la i m posición de rautas. 

2 ¥ ) l.a purt tora pide que los interese* ge liquiden desde el 17 de abril 

de 195<í, f pella de presentación del recurso iidniinislrntivo de repetición, mien- 
tras que la deinatuladu sostiene que los intereses sólo di-hen correr desde la 
f celia ¡té notificación de lu demanda judicial, o sea desde et 1(1 dp setiembre de 
1057 (ver U. 20). 

Cuite aquí hacer présenle que. en estos caso», el •suscripto, de acuerdo con 
la jurisprudencia uniforme di- tribunales superiores, Ira venido decidiendo (pie 
el recurso administrativo no importa un requerí miento extra judicial ijue ponga 
ru mora a la Nación y que, en consecuencia, sólo corresponde computar inte- 
rews a jmrtir de lu interpelación judicial {C. S. M. Fallo»: 217: 558). 

l'ent es el raso que nace poco tiempo, el 20 de abril de 1057, la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, interpretando el art. (¡5 de lu ley Il.ti83, que 
dispone ipjc la prescripción se interrumpe ¡mr la deducción del recurso admi- 
nistrativo de repetición, ha dicho que este recurso queda así equiparado a ]■ 
detnandn judicial, cuya interposición señala «uno acto interruptivo el art. 3986 
riel Código Civil, destarando que "no sólo concurren las circunstancias jurídi- 
camente similares que señala l'uui.iKSR (ha Preterí zione t*t¡nt¡va, párrafos 11(1 
y 140), sino qué además ha sido reconocida la f noción del derecho eivii ramo 
legislación subsidiaria del derecho administrativo, especialmente respecto de 
instituciones del mismo que presentan carácter patrimonial evidente y encuen- 
tran claiVirndii en el Código Civil un régimen .jurídico de ajustada aplicnci V 
(0. S. S. Fallos: 237: 452). 

Los párrafo» transcriptos autorizan a decidir que lu equiparación del re- 
curso administrativo a la demanda judicial no puede quedar circunscripta a la 
prescripción que se consideraba en ene cano, sino que debe tener aplicación para 
otros efectos, tales ramo la constitución en inora, máxime si se tiene en cuenta 
que, »egÓ,ri el art. 74 de la ley 11.083, el recurso administrativo de repetición 
constituye un requisito necesario para ocurrir a la justicia, por cuyo motivo el 
contribuyente se encuentra imposibilitado para practicar et requerimiento judi- 
cial hasta tanto no se dicte resolución en el recurso administrativo o no trans- 
curran los plazos que el mismo establece. Si la ley, en interés del Fisco, hace 
demorar la presentación de la demanda imponiendo al contribuyente la obliga- 
ción de interponer previamente el recurso administrativo, resulta no sólo lógico 
sino también justo y equitativo que ello no redunde en perjuicio del contribu- 
yente y que, si la demanda prospera, se le paguen los intereses correspondientes 
al término de «ta demora forzosa. Por dio es que, en presencia de la última 
jurisprudencia de la Corte Suprema Nacional traída a colación, el suscripto, 
después de un nuevo y detenido examen de la cuestión, estima que procede 
rectificar el criterio expuesto anteriormente y declarar que los intereses corres- 
pondientes a la suma que se manda devolver en el snb ¡He se computen, por 
aplicación del art. 509 del Código Civil, desde la fecha de presentación del 
recurso administrativo. 

3*) En cuanto a las costas, el proveyente considera equitativo que se abo- 
nen en el orden en que fueron causadas, teniendo en cuenta que la demandada 
se allanó a 1» repetición y que la resolución sobre intereses importa una recti- 
ficación del actual criterio jurisprudencial que se funda en la tesis expuesta 
por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el fallo reciente que se indica. 

Por estas consideraciones, fallo: 

Haciendo lugar a la demanda interpuesta en estos autos por don Alfredo 
Castellanos contra el Fisco Nacional (Dirección Genera] Impositiva) y, en con- 
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sevucm-iu, declarando i\w la demandada deberá devolver al ador la mitán de 
mín. . , H.íí44,íl4 > con intereso* desde el 17 de abril de lt»5li, lecha de interposi- 
ción del recurso administrativo, al tipo percibido por el Banco de la Nación, * 

Tais eflCÉM M iirx ríí» en el orden en que fueron causadas. — Manuel A. 

'i ist tirnia. 



RkKTKWIA I* I. A CÁMAHA FBIriCRAI, PY. ArKUK-IMNKX 

liosa rio, lí:t de abril de 19ñS. 

Vistos, en acuerdo, los autos '-Castellanos, Alfredo «•/ Fisco Nacional ( Di- 
rección (ienernl Impositiva), repetición de pajm" (exp. n* 22.504 de entrada). 

Y considerando que: 

Kl presente juicio sube a esta instancia ul solo electo de los recursos inter- 
puestos por ambas partes, en cuanto al modo de computar intereses por la 
demandada y respecto a la no imposición de costas por la actora. 

Los intenses, sancionados por el a quo. desde la interposición del recurso 
administrativo de repetición, son resistidos por la demandada quien sostiene que 
sóto son debidos desde la interposición de la demanda judicial, que es la única 
que puede producir la mora del deudor. Asi lo sostiene apoyándose en juris- 
prudencia que cita, entre ella el caso Ditlevsen y Cía. que también fundamenta 
el criterio contrario dd fallo. 

En diclio fallo la Corte Suprema, partiendo de la norma legal que para la 
interrupción de la prescripción contiene el urt. (>■"> de la ley J 1.683, lia dicho 
que el recurso administrativo queda equiparado a la demanda judieial, y remi- 
tiéndose al autor que cita dice que no sólo concurren la* circunstancias jurídi- 
camente similares, sino que además ha sido reconocida la función del derecho 
civil como legislación subsidiaria del derecho administrativo, especialmente en 
aquéllas relaciones de derecho patrimonial, para las cuales ya el Código Civil 
tiene elaborado un sistema de ajustada aplicación. 

Siendo tan clara la exposición del criterio de la Corte, se comprende cómo 
resulta lógica y jurídica la posición del a quo que rectifica su criterio nnteríor, 
ya que si a una institución se le asigna un carácter, no se ve como eae arárter 
que haee a su esencia intrínseca, no ha de regir los accidentes y circunstancias 
que lo determinen y especifiquen. En el caso, lo sustancial del recurso es su 
carácter de demanda, de expresión formal de la voluntad dirigida por el camino 
debido a conseguir lo que se pretende. Es la voluntad puesta en movimiento. 
Es la acción del sujeio jurídicamente reglada. En tales condiciones no es posi- 
ble que dicha acción lo sea a un solo efecto y no a todos los que lógicamente 
de ella se desprendan. En el caso de autos, pues, lo resuelto por el a quo es lo 
acertado; y el recurso administrativo de repetición no sólo interrumpe la pres- 
cripción sino que produce la mora del requerido a devolver, quien desde esa 
lecha deberá intereses. 

Si por otra parte se complementa el razonamiento lógico, con el ético jurí- 
dico, que no es necesario desmenuzar, la justicia del fallo resulta poderosamente 
iluminada. En cuanto a las costas, no carece de razón la apelante en so* argu- 
mentos «obre que el allanamiento condicionado y no efecti visado, no es suficiente 
para la exención de costas, como así también sobre la p reí ación del fallo de la 
Corte, que no pudo serle desconocido a la demandada, a la fecha de la contes- 
tación de la demanda. 
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En conseenencia, se resuelve: 

' Confirmar la sentencia apelada, en cuanto determina la fecha de partida 
que se debe tener en cuenta para calcular los intereses (presentación del recurso 
administrativo de repetición, abril 17 de I95tí); y se la revoca en cuanto a las- 
rostas, de primera insta neia, our se declaran a cargo de la demandada. Las 
costas del recurso también a carpo de la demandada. — Jame Prata Cardona 
— Miyuet Carrillo. 

DlCTAMEX DEL PfiOCURADOE GENERAL 

Suprema Corte: 

Al solo efecto al que fué acordado, a fs. 49, el recurso extra- 
ordinario intentado a fs. 46, éste es procedente por fundarse la 
pretensión sustentada en la inteligencia atribuida a normas fe- 
derales. 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional (D, O. I.) 
actúa por intermedio de apoderado especial el que ya ha asumi- 
do ante V. E. la intervención que le corresponde ("fs. 54 v 08). 
Buenos Aires, V de agosto de 1958. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Castellanos, Alfredo c/ Fisco Nacional 
(D. O. I.) s/ repetición de pago". 

Considerando ; 

t*) Que esta Corte, en el caso registrado en Fallos: 242: 
252, ha ratificado la jurisprudencia tradicional del Tribunal con 
arreglo a In cual en las causas por repetición de impuestos, segui- 
das contra el Gobierno de la Nación, los intereses deben pagarse 
desde la fecha de la notificación de la demanda. 

2») Que esa solución encuentra ¿andamento en la circuns- 
tancia de que la procedencia de la acción supone, ya la admisión 
«l- 1 la existencia de inconstitucional ¡dad de las leyes o decretos 
por aplicación de los cuales los gravámenes han sido percibidos, 
ya de error en in interpretación de normas federales, frecuen- 
temente vinculado con la exigencia de concordar los textos del 
caso con los principios y garantías de la Constitución Nacional 
^Fallos: 242: 128; 244 : 407 y otros—. 

&) Que resulta así que el régimen atinente al pago do los 
intereses se vincula, en el caso, con el derecho público, que exclu- 
ye, como principio, la noción de culpa por parte de la adminis- 
tración en el cumplimiento de las normas legales y reglamenta 
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rías pertinentes y refiere, por lo contrario, la condenación a loa 
efectos de la sentencia que decide el caso. De lo que se signe que 
el comienzo del curso de los intereses a partir de la notificación 
de la demanda satisface las exigencias de la justicia de la solu- 
ción a acordar. 

4*) Que atenta la forma en que el recurso extraordinario 
fué concedido a fs. 49, no cabe decisión en esta instancia respecto 
de las costas del juicio. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se revoca la sentencia apelada de fs. 43/44 en lo que fué 
objeto del recurso extraordinario concedido a fs. 49. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Julio Othanabte — Ricardo 
Colohbres — Esteban Iall/ 



ANDRES VICENTE CORVETTO v. S. R. I* NAICO PROPAGANDA 

RECURSO EXTRAORD SÁRIO: Requisitos propia». Cuestiones no fedérale». 
Sentencias arbitrarias Procidencia del recurso. 

Existe Arbitrariedad cuando w reroelve «ontra o con pnscindeneia de lo 
expresamente disparato por la ley respecto del e«*o, o se prescindo de prue- 
bas fehacientes, regularmente traídas si juicio, o se hace remisión a las que 
no constan en éL 

Tal ocurre coa el fallo que, al excluir determinadas comisione* y disponer 
la eompensseion de lo adeudado por la demandada eon i urnas retenidas por 
el actor, es aparto de las constancias que la misma sentencia cito —prueba 
documental, pericia contable y manifestaciones de las partes en el juicio—. 



Dictamen DEL Procurador General 

Suprera Corte: 

De acuerdo con mi dictamen de fs. 346, V. E. ha resuelto 
abrir la presente queja. 

En cuanto al fondo del asunto, adelanto desde ya mi opinión 
favorable al apelante. En efecto, contrariamente a lo argumen- 
tado en la sentencia recurrida — en la que se ha tomado errónea- 
mente la cantidad de m$n. €6.878,14 (saldo deudor al 30 de junio 
de 1955) por la de mfn. 64.169,44 (saldo deudor final)—, lo real 
y verdadero es que* al 90 de junio de 1955, si bien el actor debía 
ni#n. 6C.878,14, según la pericia de fs. 120, punto d), por su parte 
tenía devengadas comisiones anteriores a su favor por m$n. 
60.716,10, las que recién son contabilizadas al 30 de setiembre 
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de 1955, es decir» con posterioridad a la fecba en que el actor dejó 
de trabajar para la demandada (30 de junio de 1955). 

No 08 exacto, pues, que a fs. 204 (especialmente a fs. 304 vta. 
y .105) hq haya tomado en cuenta dos veces el monto de comisio- 
nes a favor del actor — según expresa el fallo de fs. 312— toda 
ves que como acabo de decirlo, el crédito por m*n. (¡0.716,10 no 
cataba considerado en la cantidad de mfn. 66.878,14 (débito del 
actor), según se desprende con toda claridad de la suma de las 
cifras parciales y saldo general de fs. 316 y 316 vta., conforme 
a las constancias de fs. 1J1, 111 vta, 113 y m vta. del informe 
del perito contador. 

En cuanto a determinadas comisiones percibidas por el actor, 
se dice en la sentencia que en lo que se refiere al monto conde- 
natorio "debe reducirse por improcedencia del rubro comisión 
Xupnik y deducción de lo percibido de Pérez Artaso en la canti- 
dad que hace al saldo de la cuenta corriente". A tal respecto, 
igualmente surge de la pericia eontablc que en lo relativo a las 
cobranzas hechas por el actor a la firma Pérez Artaso y reteni- 
das por él en carácter de retiros a cuenta de comisiones —proce- 
dimiento no cuestionado en autos— los dos importes de que se 
trata <m$n. 63.150,70 y m*n. 10.000) están debitados con fechas 
13 de abril y 27 de mayo de 1955 e incluidos en d saldo deudor 
al 30 de junio del mismo año, de mfn. 66.878,14 (ver fs. 113). p ür 
lo tanto, tampoco corresponde esa deducción, que dispone la sen- 
tencia. 

En tales condiciones, me parece claro que lo decidido por el 
a quo, no se sustenta en las constancias de autos. Por ello, con- 
sidero que correspondería revocar la sentencia apelada y orde- 
nar que se dicte nuevo fallo. Buenos Aires, 22 de junio de 1959 
— Ramo» Laacauo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA . 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 1960, 

Vistos los autos: "Corvetto, Andrés Vicenie c/ Naieo Pro- 
paganda S. R. L, a/ despido". 

Considerando ; 

1*) Que la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones 
del Trabajo de fs. 312/315, que reconoció la existencia de un con- 
trato de trabajo entre las partes, condenó a la demandada a abo- 
nar al actor la suma total de m$n. 47.156,51 en concepto de dife- 
rencias de vacaciones, sueldos anuales complementarios y comi- 
siones impagas. Dicho pronunciamiento fué confirmatorio del de 
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Ira. instancia en lo principal que decide, pero redujo la cantidad 
fijada — ni$íi- 104.1^5,02— por estimar que debían excluirse de- 
terminadas comisiones y admitirse la compensación de lo adeu- 
dado por la demandada con ciertas sumas retenidas por el actor. 
Además, señaló la existencia de repeticiones en los rubros de la» 
cuentas que vinculaban a las partes (fs. 313 vta., 314 y 314 vta.). 

Que, contra dicha sentencia — consentida por la deman- 
dada — interpuso recurso extraordinario para ante esta Corte 
el actor, alegando arbitrariedad en la decisión, en cuanto por ella 
se excluían de la condena los conceptos mencionados en el ante- 
rior considerando. Denegado el remedio federal por el a quo, esta 
Corte lo declaró procedente, a fs. 349, liaciendo lugar a la queja 
deducida. 

3*) Que en tales condiciones, procede analizar la tacha ar- 
ticulada contra la sentencia con referencia a los concretos agra- 
vios que sustentan el recurso extraordinario. Al respecto, la 
recurrente manifiesta, en síntesis, que lo decidido por el a quo, 
respecto de la deducción de aquellos conceptos importa arbitra- 
riedad en los términos de la jurisprudencia de esta Corte, por 
cuanto no se trataría de mera discrepancia en la apreciación de 
la prueba sino de ausencia total de prueba, o dicho en otros tér- 
minos, de decisión dictada en contra de las constancias de autos 
que la misma sentencia menciona. 

4 V ) Que, comt lo señala el Señor Procurador General, y 
de acuerdo con elementos indubitados de la causa, resulta eviden- 
te: a) que el saldo deudor del actor en la cuenta corriente entre 
tas pa tes al 30 de junio de 1955 era de m$n. 66.878,14 (pericia 
de fs. 120, punto d); b) que el recurrente tenía acreditadas co- 
misiones a su favor por m$n. 60.716,10 que sólo se contabilizan 
en fecha 30 de setiembre de 1955, es decir, con posterioridad al 
cierre de la cuenta antedicha (ver fs, 113) ; c) que en virtud de 
ello y conforme al propio tenor del escrito de fs. 294 (en particu- 
lar 304 vta. y 305), no resulta acertado lo manifestado por el a 
quo, en el sentido de que en él se ha tomado en cuenta dos veces 
el monto de las comisiones devengadas a favor del actor, ya que 
el crédito de éste, mencionado en el punto anterior, no estaba 
computado en la cuenta corriente apreciada al 30 de junio de 
1955 (informe pericial, fs. 111 vta., 113 y 120) ; d) que las cobran- 
zas hechas y retenidas por el actor a la firma Pérez Artaso (en 
total m*n. 73.150,70) figuraban ya incluidas en la mencionada 
liquidación de fecha 30 de junio de 1955 (fs. 113), no correspon- 
diendo por tanto la nueva deducción qne al respecto practica la 
sentencia. 

5») Que lo precedentemente expuesto hace aplicable al caso 
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la doctrina de esta Corte en materia de sentencias arbitrarias. 
Eu efecto, este Tribunal tiene reiteradamente declarado que exis- 
te arbitrariedad cuando se resuelve contra o con prescindencia 
de lo expresamente dispuesto por la ley respecto del caso, o se 
prescinde de pruebas fehacientes, regularmente traídas al juicio, 
o se hace remisión a las que no constan en él (doctrina de Fallos : 
207 : 72 ; 235: 113; 240: 100 y otros). 

<J*> Que, en el caso de autos y como quedó señalado en el 
considerando 4*, la fundamentación de la sentencia en esos aspec- 
tos, no resulta apoyada por las constancias que la misma senten- 
cia cita, sean ellas las pruebas documentales o periciales produ- 
cidas, o determinadas manifestaciones de las partes en el proce- 
so (pericia de fs. 109/124, escrito de contestación de agravios de 
fs. 2W/306). 

Por ello, y lo dictaminado por el Señor Procurador Gene- 
ral, se revoca la sentencia recurrida en lo que ha sido materia 
del recurso, debiendo volver los autos al tribunal de origen a 
fin de que la Sala que sigue en orden de turno dicte nuevo fallo 
de acuerdo al presente pronunciamiento. 

BairjAMhr Villegas Basatilbaso — 
Aristóbclo D. Aráoz de Lamadrid 
— Juno Othanabte — Ricardo 

COLOMBEBS. 



BLAS SALP7RNO 

JUBILACION DEL PERSONAL VE LA MARISA MERCANTE, AERONAU- 
TICA CIVIL Y AFINES. 

Si bien toe arte. 35, 36 y 90, ine. b), del deereto-kv 6395/46 establecen mía 
sanción púa loa que no soliciten la libreta de afiliado a la Caja Nacional 
de Previsión para el Personal de la Navegación, ello no «a suficiente para 
privar al peticionante de Ion beneficios jubilatorio*. Corresponde, en conse- 
cuencia, revocar el fallo de la Cámara que, luego de reconocer al peticio- 
nante el carácter de afiliado que la Caja le desconocía, denegó el pedido 
de jubilación ordinaria fundándose en lo dispuesto en dichos artículos, que 
suponen, precisamente, la calidad de afiliado. 

Resolución adoptaba por la Caja Nacional he Previsión- para el- Pkrsojíal 

D£ LA Naveoaciójí 

Vistas estas actuaciones de las que resulta: 

Que a fs, I, con fecha 31 de agosto de 1954» se presento don Blas Salerno, 
solicitando jubilación ordinaria, habiendo dejado constancia en ra solicitud que 
w desempeñó por cuento propia, como conductor de embarcaciones, en calidad 
de flételo. 
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Que • f i 3 y 5 vta., del expediente 5272 ■/ inscripción det titular, consta 
que el mismo utilizó la embarcación "Mis América", qne le pertenecía, par* el 
transporta de frutos de la isla de su propiedad hasta ei puerto de Tigre. 

Que el recurrente declara a fs. 22 vta. "qne en virtud det sistema del tra- 
bajo en U aona del Delta no le será posible acreditar fehacientemente los trans- 
portes realizados; ello asi por no llevar el compareciente, ni loa productores isle- 
ños por cuenta de quienes transportó frota, constancias de los fletes efectuados", 
y ofrece pora acreditar dichos fletes el testimonio de dos personas. 

T considerando: 

Que no es admisible que el titular pretenda acreditar servicios de embarcado, 
realizados con proposito de lucro, durante mis de treinta años y no se hayan 
hecho los aportes respectivos (el recurrente no está afiliado). 

Que, por otra parte, el citado ha falseado la verdad, toda vez que en 1942, 
en tu expediente de inscripción, manifestó ser el propietario de una embarcación 
nienorp la qne poseía para su uso personal, dedicándose al transporte de sus 
productos al Mercado Provincial de Frutos del Tigre, rio personal alguno a sn 
cargo y, por lo tanto, exento de la obligación de aportar, y en 1954, en su soli- 
citud de jubilación, declara ser fletero por cuenta de terceros. 

Que, en consecuencia, el titular carece de derecho a la jubilación solicitada 
y a cualquier otra. 

Por ello, el suscripto, teniendo en cuenta lo dictaminado por Asesoría Le- 
trada en el presente y en el espediente 50.421, de don Domingo Ravera, copia 
de cuyo dictamen se agrega a fs. 24/25. 

Resuelve: 

Denegar la jubilación solicitada por don Blas Salerno, en virtud de qne el 
nombrado no acredita los requisitos necesarios para obtenerla. 18 de setiem- 
bre de 1956. 

Dictamen' de la Asesoría Letrada 

Adoptado como resolución por el Directorio del Instituto -Vario sol de 

Previsión Social 

Señor Asesor: 

Por resolución de fecha 18 de setiembre de 1056 (fs. 26 y vta.), la Caja 
Nacional de Previsión para el Personal de la Navegación denegó la jubilación 
solicitada en autos por don Blas Salerno, por no acreditar los requisitos nece- 
sarios para obtenerla. 

La denegatoria se funda en el hecho de considerarse inadmisible la pre- 
tensión de acreditar servicios de embarcado realizados con propósito de lucro, 
durante mas de treinta anos, sin el pertinente ingreso de aportes y la afiliación 
del recurrente al régimen marítimo. Ademas, se estima que el solicitante habría 
falseado la verdad, ya que en su expediente de inscripción (agregado sin acu- 
mular) manifestó ser propietario de una embarcación menor para su uso per» 
zonal, con la que se dedicó al transporte de sus productos al Mercado Provincial 
de Frutos del Tigre, sin personal a sn cargo y por tanto sin obligación de 
aportar, y, en cambio, al solicitar en autos su jubilación (fs. 1 y vta.) declaró 
ser fletero por cuenta de terceros. 

De las diversas constancias acumuladas en estas actuaciones, se desprende 
que el señor Blas Salerno se desempeñó durante casi 35 años, desde el año 
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111*20 hasta el 27 (le agento de 1954, por cuenta propia como conductor di diver- 
sa* embarcaciones dentro de la jurisdicción do Tigre. Según resulta de lo actuado 
en el expediente de inscripción agregado, el nombrado se dedicó al transporte de 
producto* de nú isla, no ocupando puní ese fin personal alguno. A troven de 
todo ello no se observa que el interesado hubiera obtenido su afílinción ni 
régimen de la ley 12.612. 

Lo al ¡Unción al régimen de previsión para el personal de la navegación 
que »c desempeña sin relación de dependencia, tripulante de su propia embar- 
cación, no es obligatoria sino optativa. Así resulta de lo dispuesto en el art. 9° 
del decreto-ley «."195/40 al referirse a los propietarios de toda empresa <|ue des- 
arrolle actividades marítimas o afines -tvii^a o no personal a sus órdenes — , 
quienes podrán afiliarse voluntariamente al régimen jubilatorio instituido por 
dicho decreto-ley. Los que no hubieren hecho la opción autorizada por el art. 12 
de la ley 12.012 — que permite goxar de los beneficios a los empleadores siempre 
que aportaren a la Caja una cotización igual a la suma del aporte obrero y 
patronal—, deber í»n formular el pedido de afiliación dentro de los noventa 
días de publicado el decreto (V de marzo de 1946). 

Como yn queda expresado, no surge de autos que el solicitante hnya concre- 
tado en algún momento su gestión tendiente n obtener la afiliación a ta Caja 
Marítima y, por ende, el ingreso de los correspondientes aportes a su fondo. 

Kl problema se circunscribe pues, a resolver si, habiéndose prestado serví- 
ció* con posterioridad a la vigencia de la ley 12.012. el recurrente tiene dereclio 
n obtener beneficios dentro de su régimen pese a no estar afiliado y no haber 
efectuado los aportes que en tal caso la ley exige. 

Al respecto la Caja de origen tuvo oportunidad de analizar extensamente 
la cuestión en casos similares, {acerca de los cuales ilustran los dictámenes que 
en copia obran n fs. 24/25 y '17/39 ), inclinándose invariablemente la Asesoría 
de la misma por ta denegntoria de los pe il i don de jubilación formulados en 
tules condiciones. 

El suscripto comparte el criterio sustentado en tales situaciones. Considero 
que ai bien en el decreto-ley 0395/4», orgánico del régimen creado por la ley 
12.012, no se encuentra disposición alguna que expresamente establezca que es 
precisa la afiliación de Iba personas obligatoriamente comprendidas, del cotejo 
de las demás cláusulas legales —cuyo análisis estimo innecesario repetir visto 
lo actuado en luí sentido según dictamen que en copia obra a fs. 37/39—, surge 
sin duda que 1n finalidad de la ley es amparar en general a quien manifieste el 
decidido propósito de dar cumplimiento, sino en forma integral por lo menos 
en principio, con las obligaciones que impone la legislación vigente en materia 
jubilatoria. 

V talca obligaciones legales no son otras, a mi juicio, que el ingreso de 
n| tortas inhibitorios, que es por lo común consecuencia directa de la afiliación, 
exigencia aquella cuyo cumplimiento es a su ve?, el punto de partida del derecho 
¡t jubilación, conforme el principio general consagrado en el orden previsiolial. 

En el presente caso, tratándose de una situación en que el derecho jubila - 
torio nuce de una afiliación voluntaria, según lo prevé el ya citado art. 9* del 
decreto-ley 0395/40, la ausencia de tul requisito impide, a mi entender, dar 
curso favorable a la petición formulada en autos. 

Por lo expuesto y por las consideraciones que fundamentan los dictámenes 
aludidos, cuyos términos comparlo, estimo procedente la confirmación de In 
resolución apelada por ajustarse a derecho. Buenos Aires, 2 de setiembre de 1957. 

Señor Presidente: 

De conformidad con el dictamen que antecede, procedería que el Directorio 
del Instituto Nacional de Previsión Social adoptara la siguiente resolución: 
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Continuase In decisión de la Caja Nacional de Prensión Social para el 
Personal de la Navegación (fe. 20 y vía.), por la cual ¡te denegó ln jubilación 
solicitada por don Blas Salerno en ratón de no acreditar los requisitos necesa- 
rios para obtenerla. Ruchos Airea, 5 de setiembre de 11*57. 



DUTAMKS PEI. PlttKL'RAlKlK ÍÍKNEHAI. UEL TRABAJO 

Excma. Cámara: 

■ De acuerdo a las constancias obrantes en este expediente, resulta une don 
Blas Salerno se presentó ante 1» Cajo de la Sección decreto-ley 0305/40, soli- 
i-itnndo jubilación ordinaria, en su carácter de flettro por cuenta propia, con 
embarcaciones de su propiedad, destinadas al trafico de mercaderías entre las 
islas del Delta y el Mercado Provincial de Frutos del Tigre, durante casi 35 
años (fojas 1). 

La petición le fué denegada a fs, 20, ya que resulta inadmisible que el titular 
pretenda acreditar servicios de embarcado realizados con propósitos de lucro, 
durante ;«quel lapso, sin haber hecho los aportes respectivos, falseando por 
otra parte ]a verdad, toda vez que en 1042, en un expediente de inscripción, 
manifestó ser propietario de una embarcación menor, que )Mweín para su uso 
personal, dedicándose al transporte de sus propios productos, sin empleadas a 
su carpo y por tanto, sin obligación de aportar, en tanío que en 1Í154, declara 
ser fletero por cuenta de terceros. 

Esta resolución fué confirmada por el Instituto Nacional de Previsión So- 
cial a f s 44 vta., por consejo de su asesor letrado — f*. 42 — quien sostuvo que 
el problema se circunscribe a resolver, si habiéndose prestado servicios con pos- 
terioridad a la vigencia de la ley 12.012, tiene derecho el recurrente a obtener 
)H>ncf icios dentro de su régimen, pese a no estar afiliado y a no haber efectuado 
los aportes que en tal caso la ley exige y como en ese aspecto existe criterio ya 
formado, conforme a las copias de fe, 24/25 y 37/30, se remite a ello para optar 
por la confirmatoria. Expresa a mayor abundamiento que surge sin duda alguna, 
que la finalidad de ta ley es amparar en general a quien mnnif teste el deeidido 
propósito de dar cumplimiento sino en forma integral, por lo menos en principio, 
con las obligaciones que impone la legislación vigente en materia jubilatoria y 
tales no son otras que el ingreso de aportes, que es por lo común consecuencia 
directa de ln afiliación, exigencia cuyo cumplimiento es a su vez el punto de 
partida del derecho de jubilación, conforme al principio general consagrado en 
el orden previsión» 1. Concluyese manifestando que en el presente caso, tratán- 
dose 'de una situación en que el derecho jubilatoria nace de una afiliación volun- 
taria según lo prevé el ya citada art. del decreta 0395/40, la ausencia de tal 
requisito impide dar curso favorable n la petición formulada en autos. 

El reclamante ha interpuesto recurso de ina plica bilidad de ley «> doHrina 
legal —art, 14 de la ley 14.230 — que funda en Ifis razones que luee el memorial 
de fs. 48/50, que en cuanto a su forma reúne los requisitos indispensables para 
considerarlo procesa linéate viable, correspondiendo por ello, entrar a analizar 
lo que ha sido materia del mismo. 

I¿i ley 12,012, declaró comprendidos en los beneficios de ella a las personas 
enumeradas en los diez incisos que el art. 2 contiene, disponiendo en el nrt. 12 que 
,os empleadores podrían afiliarse, gozando de todos sus beneficios, a condición 
de entregar a la Caja una cotización igual a hi suma del aporte patronal y 
obrero. 

Con posterioridad se dictó el decreto- ley 0305 - 1" de mu rao de 1040 — que 
ratificó la ley 12.021 — LV1I — mediante el cual se dispuso que el régimen 
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creado por la ley 12.612, funcionaría en lo sucesivo de acuerdo con las norma* 
que aquel contenía —art. V — . 

Por el art- 2" se declaré obligatoriamente eo ni prendida», a la* personas enu- 
meradas en loa respectivos incisos, que sin duda, extendía la protección a un 
mayor sector de trabajadores, que el consignado' en ¡a primitiva ley 12.612, entre 
loa que «e encontraban los tripulantes de toda embarcación propia o ajena que 
explotare la misma por su cuenta con propósito de lacro, 

J Observo Exenta. Cámara, que ni la Caja ni el Instituto, ha cuestionado la 
pre«<"-ióii de servicio» denunciada por el recurrente, puesto que la denegatoria 
se ib.. ja en lo que podríamos denominar, una cuestión de puro derecho, en lo 
que atañe a la falta de afiliación y pago de aportes en tiempo oportuno, de 
suerte entonces, que aquella circunstancia debe tenerse por aceptada, encua- 
drando el problema dentro de la testa que sustenta el Instituto y lo que ha sido 
materia de queja. 

Para rebatir el argumento, no encuentro nada mis elocuente que el despa- 
cho de la Comisión de Legislación e Interpretación de la propia Caja al expe- 
dirse en et caso "Salomón Ismael", que se encuentra transcripto a fs. 39 vía., 
que en su parte sustancial dice lo siguiente: "De todo lo expuesto surge con la 
mayor nitidez la tendencia social que informa el espíritu de la ley orgánica de 
esta Sección en contraposición con el carácter preponderantemente financiero que 
destaca Asesoría. En efecto: los aportes son establecidos por la ley pan inte- 
grar el fondo de la Caja, pero no constituyen condición esencial para el naci- 
miento del derecho a las prestaciones pertinentes. La antigüedad en el servicio 
tampoco es requisito indispensable cuando median razones especiales de interés 
social que aeonaejan atender una situación de desamparo. Por último, tampoco 
es esencial la afiliación, desde que ta ley no lo establece así y por el contrario, en 
diversos casos acuerda derecho a los trabajadores, que por haber cesado con 
anterioridad a la vigencia de la ley, no habrían podido afiliarse en modo alguno. 
Lo dicho podría resumirse en los siguientes conceptos: al establecer la afiliación 
obligatoria el legislador ha querido hacer llegar la previsión social a todos los 
trabajadores comprendidos en el régimen de la Sección —aún contra su voluntad 
personal — , porque el interés colectivo así lo aconseja. El Estado por intermedio 
de la Caja y de los empleadores, que son sus mandatarios legales a ese fin, tiene 
a su cargo el cumplimiento de la misión de afiliar el personal respectivo. El 
hecho de que cata misión no haya sido cumplida en forma integral, no autoriza 
a limitar consiguientemente prestaciones que la ley ha querido que se otorgue 
en vistas al ínteres general. Aceptar la conclusión opuesta sería desvirtuar el 
principio fundamental que informa el régimen de la aplicación obligatoria, con- 
firiéndole en cierto modo, carácter optativo". 

El Señor Asesor letrado en el dictamen de fs. 42 acepta que la afiliación 
al régimen del decreto 6395/40; es la optativa o voluntaria, en orden a lo dis- 
puesto en el nrt. 9 T , cuestionando como ya se ha visto la falta de afiliación y 
pago de "aportes, sin embargo, a fs. 9 del expediente agregado por cuenta, se 
adviene que se ordenó la inscripción en el Registro de Empleadores del recu- 
rrente en razón de desarrollar actividades de fletero por cuenta propia y de 
haber remitido documentación a partir de octubre de 1939, sin perjuicio de que a 
ra ir. de lo dictaminado a fs. llí del presente y la computación de fs. 17, se le 
formuló cargos por aportes omitidos. 

Fuera rjue ta jubilación pueda corresponder por afiliación obligatoria o por 
voluntaria, en aquel último carácter, lo indiscutible sería que en el primer su- 
puesto ni la omisión en el pago de aportes, ni la afiliación, podrían resultar causal 
denegatoria del beneficio, como tampoco lo serían las mismas circunstancias en 
ja segunda hipótesis, aún en el caso de que no se hubiera dado cumplimiento, 
a los plazos que señala el propio art, 9 del decreto 6395, habida cuenta de lo 
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preceptuado en la ley 13.501, y lo que al respecto dictaminé en ei caso "Dibernia 
S. R. L», expte. 16.772 - Vista de fecha 23/9/56, que V. E. resolvió de con- 
formidad a lo dictaminado. 

Por otra parte, y como bien lo pone de manifiesto el recurrente a fa. 49, 
« I régimen jubila torio argentino no sanciona con la pérdida del derecho al goce 
de prestaciones, la falta de afiliación; ni pago de aportes, pues ello solo se con- 
sidera infracción, penada en la forma que lo dispone el art 19 de la ley 14.236. 

En mérito a la* razones expuestas, aconsejo a V, E, revocar la decisión en 
recurso. Despacho, 26 de marzo de 1958. — Víctor A. Snreda Grarlh. 



Sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo 

En la dudad de Buenos Aires, a loa 28 días del mea de mano de 1958, 
reunidos en la Sala de Acuerdo», bajo la Presidencia de su titular Dr. Mario E. 
Videla Morón y los Sre». Vocales Drea. Electo Santos y Armando D. Machera, 
a fin de considerar el recurso deducido contra la sentencia de fa. 56, se procede 
a oír las opiniones de loa Sre*. Vocales en el orden de sorteo' practicado al efecto 
resultando asi la sígnente exposición de fundamentos y votación. 

El Dr. Videla Morón, dijo : 

I) El recurrente, en 11 de mayo de 1942, se dirigió a la Caja de Jubila- 
ciones, pensiones y retiros de la marina mercante nacional denunciando ser pro- 
pietario de una embarcación menor, de uso personal, la cual utilizaba para 
transportar sus productos al Mercado Provincia] de Frutos del Tigre, sin tener 
empleados bajo ana órdenes y, por lo tanto, no se bailaba, según su criterio, en 
el caso del empleador obligado al pago de aportes del personal y pedía, pues no 
deseaba acogerse voluntariamente, se lo excluyera de los beneficios de la ley 
12.612 (fs. 3 del expte. 6272 de esta Caja), 

La subprefeetura del Tigre informó a la Caja (R 5, expte. citado) era el 
recurrente "propietario y patrón de la embarcación denominada "Mis América**, 
mat. 96.370; con posterioridad al 9 de octubre de 1939 ha ocupado la ys men- 
cionada embarcación para el transporte de los frutos de sh teta basta este Puer- 
to. Ao posee personal embarcada". 

La Caja, en 29 de mayo de 1943, le cursó comunicación informándole 
" ■ . ■ la afiliación a la Caja del productor que tripula su propia embarcación es 
optativa" (fa. 7, expte. cit.) y en 28 de julio de 1955, después de extraer del 
Archivo las actuaciones allí guardadas sin substanciación desde el 31 deciembre 
de 1951, procede a inscribirlo en el registro de empleadores como fletero por 
ementa propia bajo el b* 5108 ante el pedido de jubilación formulado por el 
recurrente en 39 de agosto de 1954, por expte. 49.829, pues vn su solicitación 
manifestaba haber actuado en calidad de tal (fs. 9, expte. antes citado). 

El recurrente en 1942 no se hallaba incluido entre las personas obligato- 
riamente comprendidas por el art. 2* de la ley 12.612 y, por lo tanto, su denuncia 
y pedido de exclusión del régimen resultaban procedentes, pues no siendo em- 
pleador tampoco Je alcanzaba lo dispuesto por el art 12 de la misma ley refe- 
rente a la afiliación voluntaria de los empleadores, por no serlo. 

II) £1 interesado en oportunidad de presentar su pedido de jubilación 
(fs. 1, del expte. 49.829), denunció haber trabajado por enenta propia utilizan- 
do diversas embarcaciones desde el 1' de enero de 1920 —vale decir, antes de la 
vigencia de la ley 12.612— hasta el 27 de agosto de 1954 —o sea después de la 
sanción del decreto-ley 6395/46— siendo certificada esta prestación de servicios 
por la Prefectura Nacional Marítima (fs. 11 vta. y 12 expte. citado). 
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La ley 12.0T2 preñó dos tipos de afiliación: el obligatorio o forzoso, en 
el art. 2\ y el voluntario o facultativo, en el 12*, el cual requería la expresa 
manifestación do voluntad del interesado. En el primero no se hallaba compren- 
dido el recurrente, por no hallante incluida su situación entre las enunciadas 
por el citado ort. 2* y en «I segundo a< no ser empleador no podía ejercer el 
dereeho-f acuitad de optar. 

III) Ante» de la sanción del decreto-ley 6395/40, el régimen de la ley 
12.612, en cuanto a las personas comprendidas, no había sido modificado. 

Kl referido decreto- lev mnntuvo los dos tipos de Afiliación — el obligatorio 
o forzoso y el voluntario o facultativo— estableciendo en su art. ~* quiénes eran 
los obligatoria mente comprendidos en el repinen, *'sin más excl usiones que las 
determinadas en el art. 3* . . . ". 

En el inc. b) del citado art. '¿> como persona obligatoriamente incluida en 
el '¿gimen señalaba: "Kl tripulante de toda embarención propia o ajena que 
explote la misma por su cuenta con propósito de lucro" y no puede negarse que 
tal üitmu-ión configura la del recurrente, quien explotaba embarcaciones de su 
pertenencia o aUpiitndns, con ánimo de lucro y por su propia cuenta, sin cner en 
las excepciones previstas por el art. W del decreto-ley. 

IV) La manifestación formulada por el remírente en VM'2 de haber traba- 
jado por luenta propia con la embarención "Mis América" en el transporte de 
>us productos y la expresada en 1054 de halterio hecho con embarcaciones de su 
pertenencia » alquiladas, acuri-camlo mercaderías de terceros, n cambio del pago 
ile flete previamente convenido, si bien importaron sin duda alguna, una evidente 
contradicción respecto n las actividades desarrolladas, no afectan su situación 
trente a la Cuja de Previsión, pues sen cual fuere la calificación merecida por 
esus actividades no pndía ronsiderársel" "a filiado forzoso" de la ley 12.612 en 
■llanto ésta dite: "Quedan también cuín prendidos los propietarios de hnrro* dr 
cttmenio o de pesca, cmiiulo reúnan las condiciones de tripulantes de sus propios 
barcos'', art. 2% inc. b) por no revestir su embarcación ese carácter, ni podía 
pretenderse optar, acogiéndose voluntariamente a la afiliación pues sólo "los 
empleadores podrán afiliarse al régimen de esta l< y y gozarán de los beneficios 
que la misma otorga ..." (art. 12), y él no era dador de trabajo. 

Ahora bien, et decreto-ley KWa/Ati, al incluir su situación en el Hrt. 2', inc. 
b), In hace "afiliado forzoso" del régimen y como tal le impone todas las obliga- 
ciones y también pasible de las respectivas sanciones inherentes a esa condición. 

Asi, pues, en virtud del art. 30 le exige, imperativamente. In libreta de 
afiliado ordcrludn por el art. 35 y en razón dd »rt. 90, peno su falta en el inc. 
b) del mismo, con la pérdida de la computación de servicios de los tiempos res- 
pectivos si faltaren en ellas tas anotaciones pertinentes y cuanto más si se care- 
ciese de In libreta misma. , 

V) La afiliación voluntaria, o facultativa fué contemplada en el decreto- 
lev 0395 46, por el art. 9*, más éste se refería a los "propietarios de toda em- 
presa, agencia, entidad o establecimiento que desarrolle principalmente activi- 
dades marítimas" y resulta evidente no puede confundirse este sujeto de derecho 
con el del inc. b) del art. 2 V pues en el art. 23 el propio decreto-ley los distingue 
en cuanto dice: "Los afiliados, propietarios de empresas y los beneficiarios que 
renlizan por cuenta propia actividades comprendidas en este decreto . . . ". Ade- 
más |h remisión hecha por el citado art. 9* del decreto-ley al 12 de la ley 12.612 
revela Be trata de los "propietarios-empleadores" y no del propietario trabaja- 
dor por cuenta propia. 

El Señor Procurador General hace mérito para «consejar la revocación de 
la decisión en recurso entre otros argumentos de sólida fu m lamentación de lo 
expuesto por la Comisión de Legislación e Interpretación de la Caja demandada 
en el expte. 31,141 de D. Ismael Salomón cuya copin corre a fs. 39/40, y aunque 
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comparto el criterio sustentado en el referido despacho, y por ende, en el dicta- 
men prealudido, no puedo dejar de observar dos circunstancias contrarías a la 
pretensión del interesado: a) Si el recurrente conocía su derecho para reclamar 
su jubilación ordinaria también debía conocer cuáles eran sus obligaciones a 
cumplir para hallarse en condiciones de demandarlo y b) Ante disposiciones 
precisas y categóricas de la ley, en cuyo mérito se sanciona el incumplimiento 
de esas obligaciones, no puede el Juzgador eximirse de api i es rías, pues corres- 
pondía al recurrente denunciar sn situación, solicitando oportunamente la libreta 
de afiliado conforme lo exigían los arte. 35 y 36 del decreto-ley 8305/46, so pena 
de perder sn antigüedad de servicio* conforme lo dispuesto en el inc. b) del 
art, 90 del mismo decreto. 

Por lo dicho, y no por los fundamentos de la resolución recurrida, confír- 
mase la denegación del beneficio de jubilneión ordinaria solicitado por el recu- 
irente. 

Los Dret. Santos y Mochara, dijeron: que compartiendo los fundamentes 
del presente voto, se adhieren al mismo. 

Por lo que resulta del presente Acuerdo, el Tribunal resuelve: confirmar 
la denegación del benefit. de jubilación ordinaria solicitado por el recurrente, 
Mario E. Videt* Morón — Electo Santos — Armando David Machera, 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario concedido a f&, 70 es procedente, 
toda vez que ha sido controvertida en autos la inteligencia de 
normas de carácter federal y la decisión definitiva del superior 
tribunal de la causa ha resultado contraria a las pretensiones del 
apelante. 

En cuanto al fondo del asunto, pienso que los agravios del 
recurrente, señor Blas Salomo, deben prosperar. 

En efecto, sobre supuestos de hecho irrevisibles en esta ins- 
tancia, la sentencia encuadra al nombrado en la situación pre- 
vista en el art, 2», inc. b), del decreto-ley 6395/46, lo que equivale 
a reconocerle el carácter de afiliado obligatorio a dicho régimen 
provisional. 

Por otra parte, aunque el fallo no desconoce que el peticio- 
nante posea la antigüedad requerida para el otorgamiento del 
licncficio que impetra, la cual habría sido por el contrario admi- 
tida en principio en autos (ver fs. 17), el aquo, deniega no obs- 
tante dicho beneficio ante el incumplimiento de lo dispuesto en 
los arts. 35 y 36 del citado decreto-ley y lo que resulta del art. 
90, inc. b), del mismo ordenamiento legal. 

En virtud de la doctrina emergente del fallo dictado por 
V. E. en la causa "Ruiz Gutiérrez, Antonio s/ jubilación", con 
fecha 23 de marzo del año en curso, aplicable al caso de autos en 
razón de la analogía de situaciones, pienso que las oircunstan- 
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cías antes mencionadas, aducidas como fundamento de la resolu- 
ción apelada, no son decisivas para privar de sus derechos j ti Di- 
latorios al recurrente. 

Kilo es así por cuanto, con arreglo al criterio sentado en el 
aludido pronunciamiento de V. E., el principio general contenido 
en la ley 13.561 ba venido a privar de sus efectos n las disposicio- 
nes en cuya virtud el transcurso de cierto lapso sin que el inte- 
resado llenara los requisitos tendientes a acreditar la prestación 
de sus servicios ocasionaba la pérdida de la antigüedad compu- 
ta ble. Tal sería, en el presente caso, ta falta de anotación en la 
libreta de afiliado, según lo prescripto en los arts. 35 y 3(5 del 
decreto-ley 6305/46, disposiciones a las que es aplicable la juris- 
prudencia recordada, máxime si se tiene en cuenta que "el Insti- 
tuto Nacional de Previsión Social tendrá siempre la facultad de 
computar los servicios no consignados en ella, cuando medien 
pruebas fehacientes de haber sido efectivamente prestados" 
(art, 3.j, cit). 

En estas condiciones, opino que corresponde dejar sin efec- 
to la sentencia apelada en cuanto pudo ser materia del recurso 
y disponer que vuelvan los autos al Instituto Nacional de Previ- 
sión Social para que se pronuncie en definitiva sobre los servi- 
cios prestados por el recurrente. Buenos Aires, 30 de setiembre 
de 1958 — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 1960. 
Vistos Ion autos: "Salurno, Blas s/ jubilación". 

Considerando; 

]*) Que la Caja Nacional de Previsión para el Personal de 
la Navegación denegó a don Blas Salomo el beneficio jubila torio 
que éste solicitó en su carácter de fletero por cuenta propia, fun- 
dándose en que el peticionante no se encuentra afiliado a dicha 
Cnjn, no realizó los aportes respectivos e incurrió en cont radie 
ciones al denunciar la naturaleza de las tareas desempeñada? 
(fs. 26*. El Instituto Nacional de Previsión Social confirmó esa" 
resolución a fs. 42/44. 

2*) Que la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo 
confirmó (a fs. 59/61) la "denegación del beneficio de jubilación 
ordinaria solicitado por el recurrente", pero por distintos fun 
«lamentos que los contenidos en las resoluciones de fs. 26 y fs. 
42/44. La decisión, en efecto, reconoció al recurrente el carácter 
de afiliado, colocándolo en ta categoría prevista en el inc. b) del 
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art. i.* del decreto-ley 6395/46, todo ello en virtud de considera- 
ciones de hecho y de derecho. Y si bien, como queda dicho, confir- 
mó la denegación de la solicitud de jubilación ordinaria, lo hizo 
por aplicación de lo dispuesto en los arts. 35, 36 y 90, inc. b), del 
dee reto-ley citado, en cuanto ellos establecen una sanción para 
los que no llevan la libreta de afiliado que prescriben los arts. 35 
y 36. Según la Cámara, el recurrente debió haber denunciado su 
situación y solicitado su libreta de afiliado, conforme lo exigían 
las normas citadas, so pena de perder su antigüedad de servieios 
con arreglo a lo dispuesto por el inc. b) del art. 90 del decreto- 
ley mencionado. 

3») Que contra la sentencia del a quo, el interesado dedujo 
recurso extraordinario (fs. 64/67), fundándolo en el argumento 
de que la aplicación al caso de los arts. 35, 36 y 90, inc b), del 
decreto-ley 639o es violatoria de los arts, 16 y 17 de la Constitu- 
ción Nacional y pugna con los principios generales establecidos 
por la ley 13.561 (arts. 1 y 2). 

4 9 > Que según surge de las normas contenidas en los arts. 
34 y 35 del decreto-ley 6395/46, la expedición de la libreta de 
afiliado y la obligatoriedad de su utilización suponen la calidad 
de tal. El art. 34, en efecto, alude a la adquisición del carácter 
de afiliado y computa, desde entonces, el término para conside- 
rar servicios anteriores. Si el art. 35, a su vez, no se refiriese a 
esa misma condición, no llamaría "beneficiario'* a quien debe 
utilizar la libreta de afiliado y tampoco impondría, entre las ano- 
taciones necesarias, la registración de los aportes ingresados a la 
Sección respectiva, todo lo cual no es posible ni lógico para quien 
no ha sido comprendido dentro del régimen de previsión para el 
personal que rige el decreto-ley 6395/46. No es, entonces, perti- 
nente sancionar al recurrente por no haber solicitado y utilizado 
la libreta de afiliado, si sólo con la sentencia apelada adquirió el 
carácter de tal, como "tripulante de toda embarcación, propia o 
ajena, que explote la misma por su cuenta con propósito de lucro". 

Por ello y lo concordantcmcntc dictaminado por el Señor 
Procurador General, se revoca la sentencia de fs, 59/61 en lo que 
lia sido materia de recurso extraordinario, debiendo dictarse pro- 
nunciamiento sobre la jubilación solicitada por el recurrente. 

Luis María Boffi Bogoeiio — Pedro 
Abeíiastutiy — Ricardo Coi.cm- 
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8.R.L. CAIMAN v. BANCO HIPOTECARIO NACIONAL 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Generalidades. 

El Reúno ordinario de apelación para ante la Corte, otorgado por el nrt. 
22 de la ley 13.284, ha «ido establecido «dio a favor del expropiante y el 
expropiado, partea en el juicio de expropiación. Las amones por perjuieioi 
irrogado! a tercero» deben ventilarse por vía ordinaria y en juicio por «¡pa- 
rado, cuya sentencia no es apelable ante la Corte con fundamento en aquel 
texto legal, qne ¿be interpretarse estricta mente. 

Dictamen del Procurador General, 

Suprema Corte : 

Por aplicación analógica de ta doctrina de Fallos: 233: 212, 
estimo procedente el recargo ordinario de apelación acordado a 
fs. 189. 

Respecto del fondo del asnnto la demandada actúa por inter- 
medio de apoderado especial el que ya ha asumido ante V. E. 
la intervención qne le corresponde (fs. 196 y 199). Buen oh Aires, 
7 de agosto de 1958. — llamón Lascano. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 1960. 

Vistos ios autos: "Caimán S. R. L. e/ Banco Hipotecario 
Nacional s/ resarcimiento de daños y perjuicios". 

Considerando : 

l 9 ) Que el recurso ordinario otorgado para ante esta Corte 
por el art 22 de la ley 13.264 ha sido establecido a favor del 
"expropiante y el expropiado lo que importa, en los términos 
literales de la ley, la existencia de juicio de expropiación. 

2*) Que, por el contrario, con arreglo al art, 23 de la misma 
ley, las acciones por perjuicios irrogados a terceros deben ven- 
tilarse por vía ordinaria y en juicio por separado, 

3*) Que, por consiguiente, la jurisprudencia del Tomo 
233 : 212 no es aplicable al caso, pues el supuesto en que aquella 
sentencia de esta Corte se dictó, encuadra precisamente en el 
art. 22 de la ley. 

4 9 ) Que habida cuenta del carácter estricto con que deben 
interpretarse los regímenes de excepción, lo expuesto basta para 
la declaración de la improcedencia del recurso. 
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Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 

ÍÍLíl^?* improcedente A recurso ordinario de apelación 
a fs. 189. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lahadaid 
— Pedro Arebastury — Ricardo 
- Colombbes — Esteban Imaz. 



ANGELA VANTI de CALAUTTI 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantía*. Defensa en juicio. Pro- 
eedtmtenAo y teniendo. 

Es jurisprudencia de la Corte Suprema que, par» que proceda el recurso 
extraordinario fondado en la violación de la defensa en juicio contra la 
sentencia que deniega la jubilación por invalidez sobre la base de que no se 
han cumplido los requisitos exigido» por la ley, debe mediar desconocimiento 
de las reglas normativas de la prueba. Pero el recurso no procede cuando, 
luego de considerar las prueba* aportadas por la recurrente y las conclu- 
siones expresadas por los médicos del Instituto Nacional de Previsión Social, 
el fallo de la Cámara establece que no se lian comprobado los extremos 
necesarios para acordar el beneficio. 

CONSTITUCION NACIONAL: ConstituciomMad e incorntiUcionaUdad Le- 
yes nacionales. Administrativas, 

El carácter limitado de la apelación prevista en el art, 14 de la ley 14.236 
no implica violación de la garantía constitucional de la defensa en juicio 
por cnanto, por «ae medio, se asegura la intervención de los jueces con potes- 
tad de revocar o anular, en su caso, la decisión administrativa. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Los informes médicos oficiales obrantes a fs. 14, 23 y 29, 
que dieron pie a la decisión administrativa denegatoria del bene' 
fieio, no llenan los requisitos necesarios para que, según la 
doctrina enunciada por V. E, en Fallos: 243: 62 y en "Revés 
M. C. L. de 6/ t N. P. S." (R. 171, L.XIII, sentencia de 25-9^59), 
el órgano jurisdiccional haya podido decidir el caso "con fun- 
damento serio y autónomo", por no revestir los aludidos infor- 
mes las formas de una peritación. 

La comprobación de los extremos de hecho pertinentes a los 
fines de la obtención de los beneficios de previsión social —tie- 
ne declarado la Corte Suprema— debe producirse ante las auto- 
ridades de los organismos respectivos, en la forma que esta- 
blezcan las leyes y reglamentos; pero ello es así, en tanto se 
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respeten los derechos y garantías constitucionales y los proca 
di miento» y decisiones administrativas no adolezcan de arbitra* 
riedad (C. S. N., 14-10-59 in re: "Selles. A. J. de c/ L N. P. 
8." S.27(¡, L.XUI). 

Pienso que la poca explicitud de los informes médicos, no 
suplida con la agregación de la historia clínica, afecta la garan 
lia de la defensa, porque priva al tribunal llamado a decidir en 
definitiva sobre la suerte de la petición, de los elementos de 
juicio adecuados para resolver con debido conocimiento de cansa. 

A ello se agrega, en el presente caso, la circunstancia cons- 
tituida por los certificados presentados a fs. 19, 20 y 21 por la 
interesada, especialmente el último, cuyo contenido no aparece 
considerado en los informes oficiales, como a mi juicio debió ser- 
lo, puní ilustrar el criterio de! tribunal de alzada. 

A mérito de lo expuesto, owno que el recurso extraordinario 
ba sido bien concedido, debiendo revocarse la sentencia en cuanto 
pudo ser materia del recurso. Buenos Aires, 23 de diciembre 
de 1959. — Ramón Lasca no. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 1960. 
Vistos los autos; "Calautti, Angela Vnnti de a/ jubilación 1 *. 
Considerando : 

F) Que contra la sentencia de fs. 44/45, confirmatoria de 
la anterior resolución del Instituto Nacional de Previsión Social 
obrante a fs. 31/33, que denegó el beneficio jubila torio petteio 
nado en autos, se interpuso recurso extraordinario (fs. 48), el 
que lia sido concedido (fs. 50), 

2») Que, según pretende la apelante, el tribunal a quo, al 
estimar que no se hallan acreditados los extremos requeridos 
para la procedencia de la jubi 'ación por invalidez, ha incurrido 
en desconocimiento de las regias normativas de la prueba, lo 
que supone vulneración del art 18 de la Constitución Nacional. 
En apoyo de su impugnación, aquélla invoca lo resuelto por esta 
Corte en el caso 41 Teresa Nocefore de Caputo" y, asimismo, 
sostiene que las pruebas que agregó al juicio no han sido objeto 
de consideración alguna. Finalmente, taeha.de inconstitucional 
al art. 14 de la ley 14.236 en cuanto sustrae al Poder Judicial 
la apreciación de las cuestiones de hecho examinadas y resueltas 
por los órganos intervinientes en sede administrativa. 

3* ) Que el primero de esos agravios no es atendible. Cabe 
señalar, al respecto, que la doctrina de esta Corte, expuesta en 
el invocado precedente de Fallos: 243: 62, así como en los de 



Fallos; 243: 78; 244 : 425 y 548; 245: 364, es la de que, en supues- 
tos como el de autos, media desconocimiento de las reglas nor- 
mativa* de la prueba toda vez que - -en atención a las particu- 
lares modalidades de cada juico — resulte evidente que la deci- 
sión final, denegatoria del beneficio solicitado, ha sido adoptada 
sin una comprobación objetivamente satisfactoria de las conclu- 
siones expresadas por el cuerp-» de médicos del Instituto Nació- 
nal de Previsión Social. Mas corresponde advertir que los modos 
al través de los cuales dicha 'omprobación puede lograrse son 
diversos y basta la observancia de alguno de ellos para que el 
procedimiento deba juzgarse válido. Así resulta, claramente, de 
los fundamentos en que se sustenta la sentencia del teadina case 
fie Fallos: 243 : 78 (especialmente el ultimo considerando). De 
ello se sigue que, habiéndose dado satisfacción en la especie n 
las previsiones contenidas en *l parágrafo 2* apartado 1* del 
art. 04 del decreto-ley 13.937/46, según consta a fs. 28 y 29, el 
argumento expuesto con base en la aludida jurisprudencia no 
puede prosperar. 

4*> Que la pretensión de que existe vicio procesal consis- 
tente en haberse omitido considerar las pruebas que la apelante 
aportó a la causa, tampoco puede fundar el recurso, habida 
cuenta de las constancias de fs 23, 28 y 29, que privan de base 
real al agravio y ponen de manifiesto su inexactitud. 

5*) Que, por último, debí desestimarse la tacha de incons- 
titucional id ad deducida contra el art. 14 de la ley 14.236, de con- 
formidad con la doctrina del Tribunal, enyos fundamentos se 
dan por reproducidos, brevitatii causa (Fallos: 244 : 548). 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se declara improcedente el recurso extraordinario con- 
cedido a fs. 50. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Julio Oyhanarte — Ricardo Co- 
lombues — Esteban Imaz. 



JUSTINO SEGUNDO CECCHI v. NACION ARGENTINA 

RRCURRO EXTRAORDINARIO: RequMtos propio». Cnentión federal Cn«- 
lianes fedérale* Himplen. Interpretación de to» lenes fedérale*, let/e* fedérale» 
»ié carácter procesal 

Las cuestiones de rnráeter procesal, aún regidas por leyes federa leu, no dan 
Inaar a recamo extraordinario, salvo que/ lo resnelto importe agravio consti- 
Inríonal o comprometa las instituciones básicas le la Nación. 
Es de orden procesal y no da tugar a la apelación lo decidido respecto al 
ennrienw» del corso del término en los cnsos do notificación postal cumplid* 
en dfa inhábil, a los fines del art. 75 de la ley 11.683 — T. O. en IflSB— , 
punto resuelto, en el «aso, en forma favorable a la amplitud del derecho 
de defensa. 



** FALLOS Dt LA COSTE 8UPBEMA 

Dictamen del Procurados General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario deducido contra la resolución do 
segunda instancia que, at confirmar la de primera declaró per- 
tinente la instancia en estos autos, es procedente atento el gra- 
vamen irreparable que le causa a la demandada y por hallarse 
en juego ta interpretación de normas de la ley 11.683 (t. o. en 
1950). 

En cuanto al fondo del asunto, el Fisco Nacional (D.G.I.) 
actúa por intermedio de apoderado especial, el que ya ha asu- 
mido ante V. K. la intervención qne le corresponde <fs. 48 y 50). 
Buenos Aires, í) de marzo de 7í>60. — Ramón Lasen íw. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: '♦Ceechí, Justino Segundo c/ Fisco Nacio- 
nal (l>.O.T:) s/ repetición de pago". 

Considerando : 

1*) Que la cuestión resuelta por la sentencia recurrida de 
fs. 37/38 es de orden procesal, atinente al comienzo del curso 
del termino en los supuestos de notificación postal cumplida en 
día inhábil, a los fines del art. 75 de ia ley 11.683. — T.O. en 1956—. 

2») Que, con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, tal 
género de cuestiones, aún regidas por leyes federales, no da 
lugar a recurso extraordinario en tanto lo resuelto no importe 
agravio constitucional o comprometa las instituciones básicas de 
la Narión, que la referida apelación está destinada n . tutelar 
—Fallos: 244 : 203, 235 y 425 : 245 : 216, 311 y 467 y otros—. 

W) Que lo decidido por el fallo del caso no afecta la de- 
fensa en juicio con la que, por lo contrario, se compadece, ni 
compromete las instituciones nacionales, con la interpretación 
benigna que practica. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara improcedente ni recurso extraordinario concedi- 
do a fs. 42. 

Aristóbulo D. Aráoz de Lamadme» — 
Luís María Boffi Boggero — 
* Ricardo Colombres — Esteban 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



DIRECCION de VIGILANCIA t DISPOSICION FINAL de la PROPIEDAD 
ENEMIGA v. S.R.L FKK ROSTA AL 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitas propios. Relación directa. Sen- 
tencia* eon fundamento» no federales o fedérale* consentidos. 

El art. 15 de la ley 48 exige que el remedio federal tenga un fundamento 
directo e inmediato en la garantía constitucional que se invoco. 
No procede, mí, el recurso extraordinario sustentado en la violación de la 
garantía «institucional de la defensa en juicio, por haberse fundado la 
sentencia en actúa «dotes administrativas, si el recurrente tuvo oportunidad 
procesal de conocer las que fueron agregadas al juicio y la sentencia recu- 
rrida no se apoyó solamente en esas constancias sino también en otros ele- 
mentos de juicio. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Exclusión de las cuestiones de hecho. Mareas 

J procede el recurso extraordinario, fundado en que la sentencia que con- 
dena a cesar en el uso de un nombre comercial habría interpretado errónea- 
mente el art. 44 de la ley 3975, ai el fallo tiene fundamentos de hecho bastan- 
tea para sustentarlo y que no han sido objeto de agravios concreto» capaces 
de fundar válidamente la apelación. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione* no federales. 
Sentencias arbitrarias. Principies generales. 

La arbitrariedad, invocada en forma incidental, no sustenta el recurso ex 
traordinario respecto de una sentencia suficientemente fundada. 

* 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Afirma el demandado quo se ha desconocido en so perjui- 
cio la garantía al derecho de defensa por cnanto el a quo apoya 
su decisión adversa en actuaciones en las que el apelante no 
ha intervenido. 

Acerca de este agravio, cabe destacar que el ponto resuelto 
sobre la base de tales constancias — titularidad del nombre; fs. 
337, parágrafo 2 — se apoya en otros fundamentos que son sufi- 
cientes para sustentar, en ese ponto, la sentencia» y en tales 
condiciones cualquier decisión respecto del referido agravio 
configuraría una declaración abstracta. 

Respecto de la pretensión que el apelante ha fundado en el 
art. 44 de la ley 3975 el rechazo de aquélla reconoce origen en 
que el recurrente no ha acreditado hallarse en el sopoesto pre- 
visto por la citada disposición legal, de donde la decisión se 
funda sobre el particular en razones de hecho y prueba, irre- 
visibles por su naturaleza en la instancia de excepción, y no en 
el desacuerdo de la inteligencia de una norma federal. 
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Por último, la garantía dol art. 17 tío la Constitucíúi Na 
cional no guarda relación inmediata ni directa con las razónos 
en que se funda el fallo apelado; y, en consecuencia, en mérito 
a lo precedentemente expuesto el remedio federal interpuesto a 
fs. 341 es improcedente y correspondería declarar que ha sido 
mal acordado a fs. 343. Bueno s Aires, *Jl de setiembre de 1Í09. 
— Rawóit Ln.svano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

¡Sueno- Aires, '¿ó de noviembre de 1960, 

Vistos los autos: "Direceion de Vigilancia y D. F. I*. Ene- 
miga e/ Ferrostaal 8.K.L. s/ cese uso nombre comercial y da- 
ños y perjuicios". 

Considerando : 

i") (¿tic la recurrente se agravia contra la sentencia de 
fs. ;t:'(> . ;í:ís de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Federal 
y Contenciosoadministrativo d<- la Capital, confirmatoria de la 
de primera instancia, por la qne se la condenó a cesar en el uso 
del nombre comereiai "Ferrosíyal" (fs. 306/308). Los agravios 
de orden federal formulados en el escrito de interposición del 
recurso — únicos que han de examinarse en esta instancia de 
excepción — son los siguientes: 

a) violación de la garantía constitucional de la defensa en 
juicio por haberse fundado la sentencia en algunas constancias 
de actuaciones administrativas en las que no fué parte la recu- 
rrente; b) errónea interpretación del art. 44 de la ley 'lí)75, que 
es norma federal; c) violación arbitraria de ln garantía consti* 
tueionnl de la propiedad (art. 17 de la Constitución Nacional). 

2?) Que con referencia al primer agravio, cabe observar 
que la recurrente tuvo oportunidad procesal en esta causa de 
conocer y observar esos procedimientos administrativos, los que 
fueron agregndos al juicio. Pero, de cualquier manera y como 
lo señala el Señor Procurador General, lo cierto es que la sen- 
tencia recurrida no se apoya solamente en las constancias de 
dichas actuaciones, sino que tiene por acreditado el derecho al 
nombre de ln sociedad actora con fundamento en otras razones 
vinculadas a su intervención en el juicio y la incautación de sus 
bienes, producida con motivo de la declaración de guerra con 
Alemania (considerando segundo). 

Fin tales cot diciones, el agravio basado en el art. 18 de la 
Constitución Nacional resulta Insustancial Ello es así porque 
esta Corte ha declarado que no se cumple el requisito dol art. 15 
de Ta lev 48. atinente a la relación directa e inmediata entre 
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las cuestiones planteadas como Federales y la materia del pro- 
nunciamiento, cuando lo decidido tiene fundamentos no federales 
suficientes paru sustentar la ¿sentencia apelada o fundamentos 
federales no sometidos al fallo de la Corte Suprema. Otra 
solución no importaría sino una "mera declaración teórica y de 
innecesaria abstracción, sin alcance respecto del propósito útil 
con que el derecho acuerda :\stos remedios legales" (Fallos: 
lio: 4Utí; también 194: 122; 237: 311 y muchos otros; eoufr. 
TCouEKTsoN y Kihkuam: "Jurisdiction of the Siipreme Court of 
tke United Mates", págs. 100, 101 y 147 y sigtes.). 

3?J (¿ue a igual conclusión cabo llegar respecto dei agravio 
referido al art. 44 de la ley 2975, pues la sentencia del a quo 
nc funda en circunstancias de hecho in ¡susceptibles de revisión 
en la instancia extraordinaria, cualquiera sea el acierto de la 
interpretación asignada por aquélla a la citada norma federal. 
Kn efecto, tanto ¡o relativo a la inexistencia de sucesión parti- 
cular entre la demandada y los señores Lueg y Oía., como lo ati- 
nente a las consecuencias de una anterior perención de instan- 
cia, no lian sido motivo de agravios concretos capaces de fundar 
válidame nte el recurso extraordinario. 

4 P ) (Jüe; por lo expuesto y por iguales motivos (ley 48, 
art. 15), debe también desestimarse la pretendida violación al 
derecho de propiedad basada en el rechazo de la prescripción 
alegada por la recurrente. 

5') Que, finalmente, la arbitrariedad invocada en forma 
incidental en el escrito de fs. 341 no sustenta el recurso extra- 
ordinario —doctrina de Fallos: 237: 74 y nfcros — . Tratándose 
de una sentencia fundada, la racha así formulada no autoriza 
el otorgamiento de la apelación —Fallos: 246: 266 y otros — . 

Por ello, y lo dictaminado por el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara improcedente el recurso extraordinario concedi- 
do a fs. 343. 

Luis María Boffi Bogoero — Jolio 

OtHANARTE — RlOARDO OoLOMBRES 

— Esteban Ihaz. 



NACION ARGENTINA v. GUILLERMO LUNAS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requitito» propio». Sentencia definitiva. 
TtnalHchne* anteriores a la sentencia definitiva. Juicio» de apremio y ejecutivo. 

En principio, es improcedente el recurso extraordinario respecto de resolu- 
ciones recaídas en juicios ejecutivos y de apremio, aún cuando se aleguen 
inconvenientes pan el completo resarcimiento de los agrarios provenientes 
de la ejecución en el posterior juicio ordinario. Ello en así, en razón de la 
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exigencia lega) de qw ta sentencia susceptible de dicho recorso debe aer 
definitiva, característica que no te da por lo común en juicio de tal natu* 
imleaa. Además, cuando ¿atoe tienen por ün la percepción de tributos públi- 
co* no rabo otorgar recursos' t[tte dilaten bu recaudación, salvo casos excep- 
cionales que revistan indudable gravedad institucional. 



Dictamen i>el Procurador General 
Suprema Corte; 

La sentencia de fe, 34 rechazó las excepciones opuestas por 
el demandado y mandó Uevur adelante el apremio deducido por el 
Fisco Nacional (D.G.I.). 

En tales condiciones, el recurso extraordinario intentado 
contra esc pronunciamiento es improcedente, por no revestir el 
misino el carácter de definitivo en los términos del art. 14 de 
la ley 48 y ao obstar a ello, la sola afirmación del demandado 
de que el caso encuadra en los supuestos de excepción a ese 
principio admitido por V. E., por el posible alcance de proporcio- 
nes económicas serias (conf. Fallos: 239 : 359 y otros). 

Por ello, opino que corresponde declararlo mal concedido a 
Ík. 40. Buenos Aires, 28 de junio de 1960. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Fisco Nacional (D.G.I.) e/ Llinas, Gui- 
llermo s/ cobro de impuesto de beneficios extraordinarios »*. 

Considerando : 

l 9 ) Que, con arreglo a jurisprudencia reiterada de esta 
Corte, el recurso extraordinario es improcedente, por vía de 
principio, respecto de resoluciones recaídas en jnicios ejecutivos 
y de apremio. 

2*) Que igualmente se ha resuelto que no obsto a la apli- 
cación de esta doctrina la alegación de inconvenientes para el 
completo resarcimiento de los agravios provenientes de la eje- 
cución en el posterior juicio ordinario, que en el caso, se reconoce 
procedente (art. 320 de la ley 50) — Fallos: 240: 171 y sus citas; 
245: 143—. _ 

3*) Que, por tanto, cuando como ocurre en el sub lite, el 
derecho que el recurrente entiende le asiste puede encontrar tute- 
la por la vía ordinaria, la circunstancia de cuestionarse la vali- 
dez del procedimiento de apremio no sustenta la apelación del 
art 14 de la ley 48. Todo eHo con fundamento en la exigencia 
legal de que la sentencia susceptible de tal recurso debe ser 
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definitiva, característica que no se da por lo común en juicio» 
de ejecución y qne no cabe atribuir a las resoluciones recaídas 
cu ellas que puedan ser reparadas en las instancias ordinarias 
(Fallos: 241: 117). 

4 9 ) Que además de esa regla, que desconoce carácter de 
definitivas a las sentencias dictadas en procedimientos ejecuti- 
vos y de apremio, cuando ÓBtos tienen por fin la percepción de 
los tributos públicos no cabe otorgar recursos que dilaten la 
recaudación de los misinos (Fallos: 240: 86), si, como en el caso, 
no median las circunstancias que el Tribunal ha contemplado 
como legitima excepción al principio enunciado más arriba, en 
supuestos que revisten indudable gravedad institucional (FalloB: 
240: 171; sentencia del 5 de setiembre de 1960, autos: "Recurso 
de I techo deducido por la demandada en la causa Caja de Pre- 
visión Social de Médicos, Bioquímicos, Odontólogos, Farmacéu- 
ticos y Obstetras de Córdoba c/ Medical S.R.L.", y las allí 
citadas). 

En su mérito, y de conformidad con lo dictaminado por el 
Señor Procurador General, se declara improcedente el recurso 
extraordinario concedido a fs. 40. 

Julio Oyhanarte — Pedro Abbbab- 
turv — Ricardo Colombbbs — 
Esteban Tmaz. 



S. B. L. MOBBEY v. MICHBL A. DOURA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Cuestione» no federales. 
Exclusión de Uu cuestione* de hecho. Mareas y patente*. 

E» cuestión de hecho, irrerisible en ta instancia extraordinaria, la atinente 
a w la palabra "cristal" n de fantasía o eroeativa de la naturaleza del pro- 
ducto. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto» propio». Cuestione» no federóle». 
Interpretaciones de normas locales de procedimiento». Casos varios. 

Las cuestiones comprendidas en ta lili aeon testación deben ser determinadas 
por los jueces de la cansa, sin revisión en la instancia extraordinaria, excep- 
to los «opuestos en que medie arbitrariedad. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Pretende el apelante que se ha cuestionado en autos la inter- 
pretación y aplicación de diversas disposiciones de la Ley de 
Marcas y que el pronunciamiento recaído es definitivo y con- 
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trario al derecho fundado en las mismas, üutiende que el tri- 
bunal de ulzada debió decidir el pleito por iplicadón del inc. 4» 
del art. 3* de la ley 3975, pese a no haberse fundado específica- 
mente la acción en tal disposición sino en la contenida en el 
me. 5 V de dicho artículo. 

A mi juicio, el recurso extraordinario interpuesto no os for- 
malmente procedente. Ello así, porque con arreglo a ias facul- 
tades propias de los jueces de Ja causa, el a quo ha fijado el 
alcance preciso de la acción intentada: solicitud de la nulidad 
de la marca "Cristal" acordada a la demandada, sobre la base 
de que dicho vocablo constituye necesaria designación de las 
medias que so fabrican de acuerdo a determinado método; y co- 
mo lo resuelto en definitiva por el tribunal, por aplicación de lo 
dispuesto en l-1 inc 5* del art. 3» de la ley 3975, en el sentido de 
que la palabra "Cristal" no indica la naturaleza del artículo 
fabricado, comporta decidir una cuestión de hecho irrevisible por 
la vía de excepción me parece claro, quo el recurso extraordina- 
rio deducido a fs. 198 es improcedente. 

En consecuencia, considero que correspondería declarar mal 
concedido a fs. 201 el remedio federal intentado. Buenos Aires, 
22 de marzo de 1960. — Ramón Lase a tu. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 196U 

Vistos los autos: "Morbey S.R.L. c/ Michel A. Doura s/ 
anulación registro marca". 

Considerando: 

1») Que, como lo señala el dictamen de fs. 212 y lo ha de- 
clarado reiterada jurisprudencia, incumbe a los jueces de la 
causa la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis- 
contestación —Fallos: 246 : 77 y otros—. 

2») Que esta jurisprudencia reconoce excepción para los 
supuestos en que medie arbitrariedad, que no existe en el caso 
de autos. La sentencia recurrida es, en efecto, explícita y fun- 
dada sobre el punto e insusceptible de descalificación como acto 
judicial —Fallos: 246 : 266, 381 y otros—. 

3») Que es también doctrina de esta Corte que la circuns- 
tancia de versar el pleito sobre materia federal —en el caso, la 
Ley de Marcas— no autoriza la revisión de los aspectos de heébo 
del pleito, como lo es lo atinente a si la palabra "cristal" es de 
fantasía o evocativa de la naturaleza del producto —Fallos- 189- 
214; 246 : 266 y otros— . 

4») Que en tales condiciones, y con prescindencia del acier- 
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to o el error del fallo en recurso, la apelación di ¿lucida debe ser 
desechada. 

Por ello, y lo dictaminado por el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara improcedente el recurso extraordinario concedi- 
do a fs. 201. 

Luis María Boffi Bocgfjío — Pedro 
Aberastury — Ricardo Coloh- 

BRES — ESTEBAN IWAZ. 



LADISLAO MI ISA v. DOMINGO DRAMESINO —sucesión— 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cwtionet de competencia. InAíbitoñm: 
planteamiento y trámite. 

Consentida por lae partes la jurisdicción del Tribunal del Trabajo prona- 
eial y concluida ante él la cuestión qnc dió origen a la causa, es improe* 
dente Id inhibitoria planteada ante la Cámara Paritaria. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

De las actuaciones que obran cu el expediente agregado, se 
desprende que las partes han consentido la jurisdicción de la 
justicia local para entender en la litis, y que lo que es materia 
de la misma ac ha substanciado ante dicha justicia, quedando 
el pleito concluido. 

En tales condiciones es de aplicación la doctrina de V. E. 
de que no procede el planteamiento de cuestiones de competen 
ein respecto de juicios terminados (Fallos: 243: 173, entre otros). 

Por ello, y porque además no media petición de parte ante 
la cámara regional para que se articule inhibitoria ante el juez 
de provincia, estimo que corresponde declarar que el organismo 
citado en primer término no ha podido plantear este conflicto 
jurisdiccional. Buenos Aires, 25 de octubre de 1960. — Ramón 
Loscano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 1960, 
Autos y vistos; considerando: 

Que los arrendatarios demandaron ante el Tribunal del Tra- 
bajo n» 3 de Bragado y los propietarios ante la Cámara Regional 
de Bnenos Aires, con fundamento en lo dispuesto por el art. 13 
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de la ley 14,451. En ambos juicios los demandados tantearon 
excepción de htispendencia. 

Que con sus presentaciones de fs. 24 y 25 del expediente 
agregado por mpr/Ja, y especialmente al solicitar a fs. 31 que 
se ratifique el boleto de compraventa de fs. 30, las partes han 
consentido la jurisdicción del Tribunal del Trabajo, v puesto 
fin a la causa, lo que impide la tramitación de cuestiones cié 
competencia por inhibitoria. 

Por ello, y lo dictaminado por el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara improcedente la cuestión de competencia plan- 
teada por la Cámara Regional Paritaria. Remítanse los autos 
agregados por cuerda al Tribunal del Trabajo, al qu<> se liará 
saber esta resolución en la forma de estilo y devuélvase este 
expediente a la Cámara Regional. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Pedro Aberastüry — Ricardo 
Colorieres — Esteban Imaz. 



JUAN FRANCISCO IBARRA v. JULIAN BONAPINA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: CuMione* de nmpetenHa. tnhibito- 
na: planteamiento y trámite, 

Pí?. á ten . e ™ P* r Pl«»t«"l* en tiempo híbil la cuestión de competencia por 
inhibitoria u ella h deduce con anterioridad ni vencimiento leí ploro fijado 
para contestar la demanda. 

Dictamen del Procurados General 

Suprema Corte: 

De las constancias de autos se desprende que don Juan Fran- 
cisco I barra, habiendo sido notificado de la demanda con fecha 
15 de mayo de 1959 (ver nota de fs. 6 vta. del expediente agre- 
gado), promovió la pet mente cuestión de competencia por inhi- 
bitoria el día 23 de junto subsiguiente (ver cargo y sello fecha- 
dor de fs. 7), es decir, dentro del término fijado por el tribunal 
para contestar la demanda (ver autos de fs. 4 y fs. 19 del agre- 
gado). 

Por ello, y dado que las cuestione > de competencia entre jue- 
ces de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de 
las leyes nacionales de procedimientos (Fallos: 243 : 43 y 245: 
527, entre otros), pienso que en razón de lo dispuesto por el 
art. 414 del código procesal de la Capital Federal, el deman- 
dado ha hecho uso de su derecho dentro del plazo establecido, 
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por lo que no cabe admitir lo resuelto en sentido contrario por 
el tribunal a fs. 39 del expediente agregado. 

En tales condiciones, considero que corresponde ha '* saber 
al Tribunal del Trabajo n» 3 de Bragado (Prov. de Buenos Aires) 
que debe dar curso regular a la inhibitoria oportunamente dedu- 
cida por el demandado. Buenos Aires, 31 de octubre de 1Í)G0 — 
Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 1960. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, notificada de la demanda a fs. 6 vta. del expediente 
agregado por cuerda, la parte demandada planteó cuestión de 
competencia por inhibitoria en estos autos a fs. 5/6, el día 23 de 
junio de 1959, Tal presentación fué hecha en tiempo hábil, por 
ser anterior al vencimiento del plazo fijado para contestar la 
demanda (doctrina de Fallos: 237 : 212 j 245 : 314; fs. 19 del expe- 
diente agregado por cuerda). 

Que, en consecuencia, ei Tribunal del Trabajo n* 3 de Bra- 
gado debe dar eurso regular a la inhibitoria promovida oportu- 
namente. Para que se trabe la cuestión de competencia, dicho 
Tribunal debe tomar conocimiento de la resolución dietada por 
la Cámara Regional Paritaria de Buenos Aires 7 decidir si insis- 
te o no en su declaración anterior, haciéndolo saber, en caso afir- 
mativo, al tribunal paritario (Fallos: 235 : 971; 237: 184; 238: 29). 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se resuelve devolver estos autos y sus agregados a los tribunales 
de su procedencia, debiendo proceder el Tribunal del Trabajo, 
conforme a lo expuesto en el considerando que antecede, a cuyo 
fin se le hará saber en la forma de estilo. 

Benjamín Villegas Basavtlbaso — 
Pedro Abeeastury — Bigardo 
Colombrrs — Esteban Imaz. 



MATEO MARQUES CASTRO 
SOBRESEIMIENTO PROVISION AL. 

Corresponde sobreseer provisionalmente en el snmario instruido por la Corte 
Suprema, eos motivo del fallecimiento de un ex- Embajador extranjero, si, 
pese a la cuidadosa invettigsción practicada, no ha sido posible determinar 
con certeza las circunstancias en que se produjo e) deceso. 
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Djcmmks hkl Puocl'uauou (íknekat. 

Suprema Cortó: 

Con motivo de la vista que. me ba sido conferida por V*. E., 
he analizado detenidamente las constancias de este sumario, qm; 
iitvo por objeto lograr el esclarecimiento de las circunstancias 
fjtje rodearon la desaparición de S. K. el ex- Embajador de la 
República Oriental del Uruguay en nuestro país, doctor don Ma- 
teo Maro, ues ('astro, y para instruir el cual v E. se declaró 
competente por decisión que corre a fs. 288. 

Ante todo debo dbjár expresado que, a mi juicio, la declara- 
ción de la señora ('orina liaría Seré de Marques Castro, obtenida 
con el concurso de las autoridades judiciales uruguayas, y el 
informe pericial agregado a fs. 335/36, lian agotado las medidas 
que hasta ahora pudieron considerarse pertinentes pnra la ave- 
riguación del hecho a que esta causa se refiere. 

Kn cuanto atañe a lus numerosas diligencias t jue, con el ya 
señalado propósito, fueron llevadas a cabo y constan en autos, 
ellas han permitido establecer que la muerte del Dr. Marques 
Castro, producida por asfixia por sumersión (v. fs. 5, 225 y 
:í;íf>), tuvo lugar en la noche que transcurrió entre los días 12 y 
13 ile junio del año ppdo., como consecuencia do haber caído aquél 
a las aguas del Río de la Plata desde el vapor " Ciudad de Mon- 
tevideo", en el qne embarcó aproximadamente a las veinte ho- 
ras y treinta minutos del primero de los días recién indicados, es 
decir, poco antes de que dicha nave zarpara del puerto de esta 
ciudad con destino a la capital del Uruguay. 

Pero, no obstante el celo puesto en la investigación, en las 
presentes actuaciones no existen elementos de juicio que demues- 
tren, u Obliguen siquiera a presumir, que el sucoso que se acaba 
de narrar obedeció. a la perpetración do un delito. 

Sin embargo, como de Ins constancias arrimadas al sumario 
tampoco resulta, con absoluta evidencia, que la muerte del Dr. 
Martines Castro baya obedecido a un accidente, o a un acto 
voluntario de su parte, es indudable que no cabe por el momento 
descortar totalmente la posibilidad de que en el caso haya media- 
do, efectivamente, la comisión de un hecbo criminoso. 

Opino, de conformidad con lo hasta aquí expuesto, que no 
corresponde todavía dejar definitivamente cerrada esta cansa; 
pero atento a su estado actual, estimo procedente que V. E. de 
érete en ella el sobreseimiento provisional que autoriza el art. 
435, ine. 1', del Código de Procedimientos en To Criminal, y así 
lo solicito. Buenos Aires, 24 de octubre de IDfiO. — Ramón Las 
cano. 
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FALLO DE LA COHTK Sl'I'KKMA 

Buenos Aires, 2ú de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Sumario instruido por la Prefectura Na- 
cional Marítima — Subpreíoetura de Boca y Riachuelo— con 
nionyo de la desaparición de S. & el Señor Embajador de la 
República Oriental del Uruguay en nuestro país, Dr. D. Mateo 
Marques Castro". 

V considerando; 

m* la presente causa ha sido instruida por esta Corte, que 
a fs 188 so declaró competente para entender originariamente 
en ella, a fin de investigar las razones de la muerte del ex-Em- 
bajador de la República Oriental del Uruguay ante el Gobierno 
Argentino, Don Alfredo Fernando Mateo Marques Castro, cuva 
partida de defunción está agregada a fs. 285. 

Do las constancias del sumario resulta que el señor Marques 
Castro embarcó el 12 de junio de 1959 en el vapor "Ciudad de 
Montevideo", que zarpó del Puerto de Buenos Aires, hacia las 
¿l horas, con destino a la capital del Uruguay. Ocupó el camarote 
n loa y ceno en el salón comedor del buque, siendo visto por últi- 
ma vez cuando se retiró de esa dependencia, cerca de las 23 horas 
del día 12, En la mañana siguiente, cuando el pasaje había des- 
embarcado en el puerto de Montevideo, se advirtió la ausencia 
del señor Marques Castro, sin que el personal del buque pudiera 
dar cuenta de las razones de tal ausencia. Los serenos y el per- 
sonal que prestó servicios durante el viaje no advirtieron señal 
alguna de anormalidad. Sólo el pasajero Ricardo C. Vartanián, 
menor de edad, declaró luego ante las autoridades preventoras 
y ante esta Corte que, entre las 23.30 y 24 horas del día 12, vió 
como una persona del sexo masculino, que no alcanzó a indivi- 
dualizar, caía al agua por la primera cubierta de popa, desapa- 
reciendo inmediatamente. Explicó con detalles los motivos que 
tuvo para no dar cuenta seguidamente de ese hecho, los que fue- 
ron corroborados por los menores Miguel Angel Salanova y Do- 
mingo Luis Marola, con quienes había estado acompañado ins- 
tantes antes y después de haber visto la caída de un cuerpo al 
agua. Está también demostrado en la causa que el vapor "Ciudad 
de Montevideo" efectuó el viaje normalmente, sin reducir en 
momento alguno su velocidad habitual, que hubiera impedido el 
apareamiento de ninguna otra embarcación que, por lo demás, 
no fué avistada en momento alguno. 

Luego de una intensa e infructuosa búsqueda del cuerpo del 
tr Marques Castro, éste apareció el día 25 de junio de 1959 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



sobre la playa del canal de acceso al Puerto de La Plata, siendo 
inmediatamente identificado por los documentos que se hallaban 
en su poder y demás efectos personales. Igual resultado dio el 
reconocimiento del cadáver por funcionarios de la representación 
diplomática uruguaya y personas de la familia del extinto. 

La autopsia practicada por los señorc médicos del Cuerpo 
Médico Forense de la Justicia Nacional permitió llegar n la con-| 
clusión de que la muerte del señor Marqués Castro "fue produ-| 
cída por asfixia por sumersión", luego de señalar que no se 
advertían lesiones externas traumáticas ni signos de violencia 
en el examen interno (fs. 25). la pericia químico-toxicológica 
estableció que no existían sustancias tóxicas en las visceras que 
fueron analizadas (fs. 335/336). 

Que, como dictamina el Señor Procurador General a fs. 338, 
a pesar de la cuidadosa investigación practicada no es posible 
determinar, con certeza, las circunstancias en que se produjo el 
deceso del Beñor Marques Castro. Las actuaciones agregadas por 
cuon'a, instruidas por el Administrador General de la Flota 
Argentina de Navegación Fluvial para deslindar, en el orden 
disciplinario y administrativo, la responsabilidad del personal . 
del buque, tampoco permiten llegar a una conclusión asertiva 
acerca do la forma en que ocurrió la muerte del señor Embajador. 

Que, en tales condiciones, no siendo posible descartar, en* 
absoluto, la posibilidad de que aparezcan nuevos datos o com- 
probantes tendientes al esclarecimiento del hecho» corresponde 
sobreseer provisionalmente esta causa, tal como lo dispone el 
art. 435 del Código de Procedimientos en lo Criminal y lo aconse- 
ja el Señor Procurador General de la Nación. 

Por ello y los fundamentos del dictamen precedente, se re- 
suelve sobreseer provisionalmente en esta causa letra S, n* 305, 
en la que no hubo procesados. 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqni*Hos comune*. Tribunal de Julieta. 

El mano extraordinario no procede rr» poeto de ir soluciones de dfjrann» o 
funcionario» de 1* administración, con excepción de los caaos en qne feto* 



Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz t>s Iumadeh» 
— Luis María Boffi Bogoero — 
Julio Oyhanarte — Pedro Are- 
rasturt — Ricardo Colombres — 
Esteban Tmaz. 
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ejercen facultades judiciales reservada», en el orden noruml de las instila- 
ciones, a los jueces. Ello no ocurre en la resolución del Concejo Directivo 
de la Far altad de Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aires que deniega 
al recurrente eximirse de las pruebas de eficiencia fijadas para optar a una 
cátedra universitaria, 



Suprema Corte: 

V. K. tiene reiteradamente establecido que no í u revisibles 
por ta vía del rceurso extraordinario los pronunciamientos dic- 
tados por las universidades en el orden interno, disciplinario, 
administrativo y docente que les es propio (Fallos: 235: 337; 
¿38: 183 ; 239: 13 ; 240: 440; 243 : 427). 

Por aplicación de dicha doctrina procede no hacer lugar a 
la presente queja, interpuesta a raíz de la denegatoria corriente 
a fs. 23/24 del principal. Buenos Aires, 10 de junio de 1960. — 
Ramón Lase ano. 



Vistos los autos: *' Recurso de hecho deducido por Martín 
Aberg Cobo en la causa Aberg Cobo, Martín &/ apela resolución 
del H. Consejo Directivo de la Facultad de Derecho y Ciencias 
Sociales de la Universidad de Buenos Aires", para decidir sobre 
su procedencia. 

T considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia, de esta Corte, el recurso 
extraordinario no procede respecto de resoluciones de órganos 
o funcionarios de la administración, sino en los casos de ejercicio 
por éstos, de facultades judiciales, es decir, de las que, en el orden 
normal de las instituciones incumben a los jueces. Se trata de los 
supuestos en que las leyes sustraen a la intervención judicial 
determinados asuntos, de tal manera que el otorgamiento del 
recurso extraordinario tiene carácter conservativo y no amplia- 
torio de la jurisdicción constitucional y legal de esta Corte 
—causa Lagreca, A. C", sentencia de 24 de diciembre de 1959 y 
los allí citados — . 

Que el derecho denegado al recurrente de eximirse de las 
pruebas de eficiencia didáctica y pedagógica, de suficiencia cien- 
tífica y capacidad de investigación, a los fines de la participa- 
ción en concurso para la provisión de una cátedra universitaria, 



Dictamen del Procurador General 
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Buenos Aires, 25 de noviembre de 1960. 




"» FALLOS de la corte SUPREMA 

con arreglo al régimen de loa decretos atinentes a la provisión 
de. cargos docentes universitarios y a la reincorporación de pro- 
fesores renunciantes o separados por motivos políticos, no se 
encuentra entre los casos comprendidos en la jurisprudencia a 
que se ha hecho mención. En tales condiciones la queja preceden- 
te debe ser desechada pues las garantías constitucionales invoca- 
das carecen de relación directa con la materia del pronuncia- 
miento. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador Gene 
ral, se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbasq — 
Julio Oyuanakte — Ricardo Co- 

LOMBRES — ENTERAN IMAZ. 



l'ARTIDO COMUNISTA (provincia m dueños aires) 

HECURHO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Resolución contraria. 

. Pan la procedencia del recurso extraordinario, tratándose de cuestiones rela- 
tiva» a U competencia — incluso en lo atinente a la personería de los parti- 
do* político»— se requiere que medie «nolición contrario al fuero o juris- 
dicción federal. Rilo no ocurro cuando la decisión apelada atribuye compe- 
tencia a un tribunal federal en vez de otro. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Resolnrión contraria. 

La sentencia del tribunal de abada que, concordante con lo resuelto por otra» 
Cámaras Federales del país, en ratón de la proyección nacional de un partido 
político, declara que no es competente el juea federal del distrito sino el de 
igual carácter de la Capital de la República para conocer de la causa sobre 
disolución del partido y cancelación de su personería, no importa denegato- 
ria del fuero federal a loa fines del recuno extraordinario. No existe, en tale» 
condiciones, posibilidad de resolueionea contradictorias respecto de una cues- 
tión que debe reconocer solución única, tanto sobre la competencia como 
respecto de] fondo del asunto, ni privación de justicia que autorice la inter- 
veorión de la Corte por ría de lo dispuesto en el art 24, ine. 7* del decreto- 
iey 1285/58. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Cuestión justiciable. 

Es procedente la intervención de la Corto Suprema, por vía de su jurisdic- 
ción extraordinaria, en causas atinente» a la disolución y cancelación de la 
personería electoral de partido» políticos, en tanto entrañan cuestión federal 
bastante. Sin embargo, corresponde declarar bien denegado el recurso en 
el caso, ú no ha mediado denegatoria de fuero federal (Voto del Seftjr Mi- 
nistro Doctor Don Luis ataría Boffi Boggero). 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre- de líHiO. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el actor 
on la causa Procurador Fiscal s/ solicita disolución y cancelación 
de la personería electoral del Partido Comunista (Provincia do 
Bnenos Aires)'*, para decidir sobre su procedencia. 

Considerando: 

1*) Que en la causa "Partido Socialista —Federación So- 
cialista Bonaerense—" (Fallos: 243 : 37), esta Corte declaró que 
la procedencia del recurso extraordinario, tratándose de cuestio- 
nes relativas a la competencia — incluso en lo atinente a la perso- 
nería de los partidos políticos — , exige que medie resolución con- 
traria al fuero o jurisdicción federal, conforme a las previsiones 
del art. 14 de la ley 48. Tal doctrino, por lo demás, no importa, en 
sustancia, sino aplicación de reiterada jurisprudencia conforme a 
la cual Ja .decisión que atrim ye competencia a un tribunal fede- 
ral en vez de otro, no constituye privación del fuero y no da 
lugar, por consiguiente, a recurso extraordinario con fundamen- 
to en la decisión contraria a un derecho o privilegio basado en 
norma federa! (Fallos: 181: 137; 193: 175 y otros). 

2?) Que, toda vez que no se da en el presente caso otra 
circunstancia fundamental para la solución a acordar, el pronun- 
ciamiento debe seguir los principios de la jurisprudencia indica- 
da. En efecto, tanto en el expediente sub índice como en loa de- 
más similares que se encuentran a estudio de esta Corte, las 
sentencias de las respectivas Cámaras Federales han declarado 
la incompetencia de los tribunales federales de distrito y admi- 
tido la de los jueces federales con asiento en la Capital Federal. 

3») Que, por otra parte, desaparece así la posibilidad de 
resoluciones contradictorias respecto de una cuestión que debe 
reconocer, tratándose — como en el caso — de partidos políticos 
con actuación en toda la Nación, solución única tanto en lo ati- 
nente a la competencia como a los problemas que plantea el fondo 
del litigio. Ello, porque conforme a lo resuelto y a las condiciones 
actuales de las causas referidas, no hay riesgo de insoluoles con- 
tradicciones y eventualmente de definitiva perturbación en la 
defensa institucional y partidaria, susceptible de justificar la 
intervención de esta Corte con fundamento en lo dispuesto en el 
inc. 7* del art. 24 del decreto-ley 1285/58. Todo lo cual hace tam- 
bién inaplicable al caso la jurisprudencia de esta Corte en mate 
ría de privación de justicia (Fallos: 246: 87 y los alí'* citados). 
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Que, por consiguiente, y en atención al estado actual de los 
procedimientos corresponde el rechazo de la queja. ■ 
Por ello, se desestima la queja de fs. 7/9. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristódulo D. Abáoz oe Lamadhiu 

— Luis María Boffi Boooebo (se- 
gún su voto) — Julio Ovhaxarte 

— Pedro Abehastury — Ricardo 
Coló m Bit es — Esteban Imaz. 

Voto oel Señor Mjsíistiío 1>octok Don Luís María Boffi Bocoeko 
Considerando : 

1») Que el Sr. Procurador Fiscal Federal de La Plata se 
presentó ante el Sr. Juez Electoral del Distrito de la Provincia 
de Buenos Aires, solicitando la disolución y cancelación de la 
personería electoral del Partido Comunista Argentino, domici- 
liado en la calle 12 n* 1073, de La Plata, en cumplimiento a lo 
dispuesto por el decreto del Gobierno Nacional n 9 11.751, del 
22 de setiembre de Wm* En su escrito inicial hizo alusión a la 
historia de la acción comunista vn el país, citando ejemplos de su 
actividad ilícita, así como también se refirió a diversos antece- 
dentes jurisprudenciales que denegaron personería al Partido 
Comunista y a antecedentes extranjeros acerca de su represión. 
Fundó el derecho que le asiste en los arts. 1* al 20, 22, 29, 31 y 
33 y correlativos de la Constitución Nacional y en el decreto-ley 
19.044/56 (arta. 1*, 3», ines. a) y c), y b», ines. a) y c). Finalmen- 
te, hizo reserva del caso federal (fs 6/24 de los autos principales). 

2*) Que, en primera instancia, se resolvió que el Juzgado 
Electoral de la Provincia de Buenos Aires carece de competencia 
para entender en las presentes actuaciones (fs. 37/38). 

3*) Que, apelado este pronunciamiento por la actora, la 
Cámara Federal de Apelaciones de La Plata lo confirmó en cuan- 
to había sido materia de recurso (fs. 43). 

4*) Que, contra la sentent.a de segunda instancia, interpu- 
so la actora recurso ordinario de apelación ante esta Cork y 
"asimismo y eventualmente", el recurso extraordinario del art. 
14, ley 48 (fs. 47/49). 

5») Que la Cámara Federal de Apelaciones rechazó el re- 
curso ordinario por no revestir la sentencia apelada el carácter 
de definitiva, en los términos y modalidades previstos en el art. 
24, inc. 6», del decreto-ley 1285/58. Por su parte, el recurso extra- 
ordinario interpuesto fué también desestimado fundándose en 
Fallos: 237 : 386 ; 238 : 283 (fs. 50). 
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&>) Que contra dicho auto interpuso la actora ante esta Cor- 
to el presente recurso de queja. 

7*) Que en cuanto al recurso ordinario, son aplicables 
esencialmente las razones expuestas por el suscripto (Palios: 
243: 260), que, aun cuando referidas a un recurso extraordina- 
rio, son suficientes para acreditar que no media en la causa sen- 
tencia definitiva en los términos del art. 24, inc. 6», decreto-ley 
1285/58 (ley 14.467), invocado por la recurrente. 

8*) Que el suscripto ha sostenido en reiteradas oportunida- 
des !a procedencia de la intervención de esta Corte en cuestiones 
como las que informan la presente causa, distinguiendo lo que os 
propiamente político ue lo que, aun dentro de los problemas polí- 
ticos, entraña cuestión federal bastante. Lo hizo apartándose, en 
esa forma, de lo decidido en Fallos: 238: 283; 237: 386 —ambos 
invocados por el a quo — y otros, entendiendo que —si cabe — ha 
de acentuarse muy especialmente el decisivo rol de vigilancia 
constitucional en contiendas que hacen a la base del sistema re- 
presentativo garantizado por la Constitución Nacional (ver voto 
del suscripto en las causas de Fallos; 243: 260; P. 330 "Partido 
Socialista —Comité Ejecutivo Nacional — s/ inscripción", del 
10 de octubre de 1960 y otros). En ese sentido, interesa recordar 
los conceptos con que Eakl Latham destaca la importancia de la 
materia en un sistema constitucional semejante, a ese respecto, 
al de este país: "Gobierno representativo, federalismo, gobierno 
de la mayoría, todos estos sistemas políticos y sociales son tan 
trascendentes como la máquina de combustión interna, la acción 
de la palanca o el principio de autosustentnción : El estudio de 
los partidos políticos es un aspecto ... tan importante como . . . 
el estudio de la mecánica para las ciencias físicas" (Prólogo al 
libro de Ranney y Kesídam,, La Democracia y el sistema de los 
partidos políticos en los Estados Unidos. Bs. As., E. B. A., 
pág. 12). 

fl 9 ) Que los fundamentos de la resolución de fs. 50 de los 
autos principales, contra la que el señor representante del Poder 
Ejecutivo recurrió en queja por ante esta Corte, son, según surge 
de las consideraciones expuestas, improcedentes para sustentar 
aquella resolución. 

10') Que, ello no obstante, no media en esta causa denega- 
toria de fuero federal, por lo que, según jurisprudencia reitera- 
da de esta Corte (Fallos: 143: 112; 237 : 138; 246: 60, y machos 
otros) y de la que no se ve razón bastante para apartarse por 
vía excepcional en el estado de la causa — como, en cambio, se 
hizo en Fallos: 179 : 423—, procede el rechazo de la queja. 

Por tanto, se desestima la queja de fs. 7/9. 

Luis María Boffi Boooero. 
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REMIGIO HENO UAL BOGAS 

ñ ÜfXMNTEXDENCtA. 

Corresponde a ta Corte Suprema, en ejercicio de las facultades de super- 
intendencia que le son propias, preservar ta observa nciu de sus disposiciones 
reglamentarias. 

Procede, en consecuencia, avocar la* actuaciones promovidas por un Juez 
Nacional del Trabajo y declarar improcedente el rechazo, por la Cámara, 
de la propuesta de nombramiento efectuada por aquél para cubrir una va- 
cante» ai tal rechazo no te ajusta a lo dispuesto en la Acordada del 3 de 
marro de 1058 acerca del fundamento de la propuesta y designación de 
meritorios, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 196U 

Considerando: 

Que según resulta de lo expuesto por el señor Juez del Tra- 
bajo solicitante, y de lo informado por la Cámara, aquél propuso 
para cubrir una vacante en el cargo inferior administrativo al 
aspirante que — con arreglo al régimen de calificaciones del fue- 
ro — había obtenido el tercer puesto en lista que supera la veinte- 
na de aspirantes. Como la Cámara desechó la propuesta por 
encabezar la lista dos meritorias y estimar insuficientes las razo- 
nes del magistrado proponente para fundar la designación de 
un empleado varón, el juez insistió en su propuesta, formulando 
observaciones respecto del acierto de las calificaciones e invo- 
cando disposiciones de la Acordada de esta Corte, 3 de marzo 
de 1958, que, a su juicio, excluyen la imposición del aspirante me- 
jor calificado. La Cámara ratificó su decisión anterior, previ- 
niendo al doctor Mengua! Bogas por las apreciaciones contenidas 
en su solicitud. 

Que el señor Juez peticionó la reconsideración de lo decidido 
y, en subsidio, el envío de las actuaciones a la Corte para su 
avocación. Kl rechazo de tales pedidos motiva la presentación 
directa que antecede. 

Que, con arreglo a lo resuelto en Fallos: 242: 468 y otros, el 
Tribunal estima que corresponde avocar las actuaciones, a fin de 
preservar lo establecido por la Acordada de 3 de marzo de 1958 
— Fallos: 240: 107 — . En efecto, en cuanto a la facultad de pro- 
poner que esa Acordada reconoce a los juuces — nrt. I 9 — sólo se 
exige, aún tratándose de promociones, que las propuestas sean 
fundadas cuando importen postergación de personal con notable 
mayor antigüedad, superior jerarquía, o tratándose de extraños 
al personal que corresponda considerar — art. 2*, inc. b) — . Ade 
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iuüh, el art. 7 V establece que los meritorios "deberán ser tenidos 
en consideración para proveer las vacantes en los juzgados en 
que se desempeñen". 

Que en la situación planteada, la escasa ventaja de las dos 
primeras candiclatas proviene de habérseles computado pun- 
tos como meritorias en ajeno juzgado. En esas condiciones el 
rechazo de la propuesta no se conforma a las normas reglamen 
tarias antes mencionadas. 

Que, en lo que se refiere a la sanción disciplinaria aplicada, 
esta Corte estima que la resolución de la Cámara no importa 
exceso en el ejercicio de su potestad disciplinaria que pueda de- 
terminar la intervención del Tribunal por la vía del art 22 del 
Reglamento para la Justicia Nacional. 

Por ello, se resuelve: 

a) Avoear las actuaciones, declarándose que, en las condi- 
ciones del caso y con arreglo a la Acordada de esta Corte de 3 
de marzo de 1958, es improcedente el rechazo de la propuesta. 

b) No hacer lugar a lo demás solicitado. 



JVRtSDWClOS Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Cansan penal'.». 
Delito* que obstruyen el normal funcionamiento <fc Jas ipMiUtiiones nacional** 

Corresponde a la justicia nacional en lo Criminal y Corrcceionnl Federal de 
I» Capitnl, y no a la Criminal de Instrucción» conocer de la causa por 
apremios ilegales en la que se ha decretado el procesamiento de función* 
tíos federales — en la ¿poca en que ocurrieron los heclma— y cuyas enna- 
tancifls no permiten descartar la participación de aquéllos, u otros. i* "ir 
delitos que se investigan. 



Suprema Corte: 

Este sumario se inició el 11 de marzo de 1952 con la denuncia 
de apremios ilegales que corre a fs. 1, presentada por los defen 
sores del general don José Francisco Suárez ante el entonces 
Jnzgado Nacional en lo Penal Especial n* 1, a cargo del Dr. Miguel 



Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamai>rid 
— Luía María Boffi Boooero — 
Julio Oyhanarte — Pedro Abb- 

RASTURY 



MIGUEL VIO ÑOLA r Otros 



Dictamen i»el Procurador General 
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Vigilóla. Transcurridos más de tres años de casi absoluta pasi- 
vidad por parte de dicho juzgado, a pesar de los numerosos pedi- 
dos do la víctima — quien asumió el carácter de querellante— el 
sucesor de Vignola, Carlos A. Gcutile, se declaró incompetente 
para entender en la causa a fs. 107, pasando ésta al Juzgado Na- 
cional en lo Penal de Instrucción a* 7 (fs. 112). 

Kn ese juzgado, desde setiembre de 1955, se prestó al suma- 
rio la atención debida, decretándose la prisión preventiva de va- 
rios funcionarios policiales (fs. 185, 227 vta., 24fi y 34')). Avan- 
zadas sus diligencias, pasó (fs. 3<i(i), por aplicación del art. 40 
del Código de Procedimientos en lo Crimina], al Juzgado de Ins- 
trucción n* 1 (Menores), a cargo del doctor González Bonorino, 
quien también le imprimió adecuado trámite Luego desprendió- 
se aquél de la causa que arrastraba a estos autos, por lo cual el 
16 de mayo de 1957 los remitió otra vez al Juzgado rfl 7 (fs. 392), 
que se declaró incompetente (fs. 392 vta.), decidiendo el superior 
el conflicto en el sentido de la competencia del Juzgado de Ma- 
yores (fs. 398), que de inmediato, aplicando el art, 40 citado, pasó 
el sumario al Juzgado de Instrucción n» 10 (fs. 399). 

El titular de éste se declaró incompetente a fs. 403, por con- 
siderar al asunto de competencia federal. 

El juez federal devolvió la causa por estimarse, a su turno, 
incompetente (fs. 404), sin que el juez de Instrucción insistiera 
en lo decidido. Las razones en que ambos jueces basaron sus reso- 
luciones fueron, por parte del de instrucción, la circunstancia de 
baber sido denunciados como partícipes funcionarios nacionales 
cuyas atribuciones trascendían el ámbito de la Capital, y por 
parte del federal, justamente que dichos funcionarios tuvieron 
simplemente el carácter de denunciados, y no de procesados. 

A fs. 450 el juez de instrucción decreta el procesamiento de 
aquéllos, y a fs. 451 se declara incompetente por revestir ya tales 
funcionarios la calidad de procesados. 

Enviado el sumario al Juzgado en lo Criminal y Correccio- 
nal Federal n* 2, su titular advierte que ha conocido primera- 
mente de la denuncia el n 9 1, y a él lo remite, declarándose com- 
petente el magistrado a cargo de éste a fs. 456. Sin embargo, a 
fs, 489 se declara incompetente y eleva los autos a V. E. 

La gravedad de los hechos objeto del sumario, la excesiva 
duración de éste, tanto como la circunstancia de que su trámite 
se haya visto casi imposibilitado desde mayo de 1957 por las 
varias cuestiones de competencia promovidas, son razones que 
me llevan a pensar que no es del caso tomar en cuenta las defi- 
ciencias formales que con un criterio riguroso pudieran obser- 
varse en el complejo planteo de la cuestión, procediendo, pues, 
decidir sobre el fondo de ella. 
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A tal respecto, entiendo que la invocación por el juez federal 
a fs. 489 de lo resuelto por V. E. en Fallos : ¿41 : 12, es en reali- 
dad una razón dada a mayor abundamiento (ver dictamen de fs. 
488), y que los términos del problema versan concretamente so- 
bre si existen indicios de la participación en los hechos de las 
privonas cuyo procesamiento se dispuso a fs. 450. 

La contestación afirmativa sólo podría apoyarse en cuanto 
a Perón, y tal vez el ex-jefe de policía, en la repetición por el 
doctor Núñez Malnero de las afirmaciones del Comisario Valer- 
ga, ya fallecido, afirmaciones que no pasan del campo de lo pre- 
suntivo (fs. 141 vta.), en la declaración de haber oído palabras 
de cualquier manera vagas sobre una orden del cx-presidente de 
torturar a los detenidos si era necesario (v. fs. 143 vta.), o de 
que el mecanismo de represión era dirigido por Perón (fs. 147) ; 
filialmente en la referencia del señor Martínez Zemborain a que 
los policías excusaban las torturas alegando ser el Presidente 
quien las había ordenado (fs. 151). Estos solos elementos no 
constituyen formalmente mi juicio — peso al publico consen- 
so — , indicios de la entidad necesaria como para que la participa- 
ción de Perón o de Gamboa en los apremios ilegales de que se 
trata pueda juzgarse acreditada en el grado preciso para que se 
justifique la intervención de la justicia federal. 

Por lo demás, debe tenerse en cuenta que la mayor parte de 
la causa se ha sustanciado ante los tribunales en lo criminal y 
correccional y que los autos de prisión preventiva han sido dicta- 
dos contra personas cuyos hechos deben investigar éstos. 

En cuanto a los cargos efectuados contra el ex- juez Vignola 
(fs. 150 vta.), cuyo procesamiento también se ha dispuesto (fs. 
450), su investigación compete de cualquier manera a la justicia 
ordinaria {Fallos: 244: 232). 

Por lo expuesto, pues, opino que corresponde dirimir el con- 
flicto declarando la competencia del señor Juez Nacional en lo 
Criminal de Instrucción n* 10. Buenos Aires, 20 de julio de 1ÍHÍ0. 
— Ramón Lttscano. 

t¡ 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de noviembre do 1ÍHÍ0. 
Autos y vistos; considerando: 

Que en esta causa se ha decretado a fs. 450, el procesamiento 
de Miguel Vignola y Miguel Gamboa, funcionarios federales en 
la época en que ocurrieron los hechos denunciados. Las constan- 
cias del sumario no permiten descartar la posibilidad de que 
aquellas personas u otros funcionarios federales hayan tenido 
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purticipacióu en tales hechos. Siendo así, corresponde que la jus- 
ticia federal investigue y decida lo pertinente al caso —doctrina 
de Fallos : 247 : 92 y sus citas ; sentencia del 29 de setiembre pa- 
sudo en la causa C. 958 — . 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ra), se declara que el Señor Juez Nacional en lo Criminal y Co- 
rreccional Federal es el competente para seguir conociendo de 
cstn cansa. Remítansele los autos y hágase saber en la forma de 
estilo al Señor Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción. 

Julio Othanarte — Pedro Aberastu- 
ry — Ricardo Colombres — Este- 
ban Imaz. 



MANUEL REYNA t Orne 

JOiilSDWCWN Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Cavaos pénate». 
Dcli'.us que obstruyen el normal funcionamiento de la* instituciones nacional**. 

Por la vinculación de los hechos sujetos a juzgamiento y la manifiesta con- 
veniencia de que sea un sólo magistrado el que conozca de ellos, corresponde 
que la justicia federal, «un después de haber sobreseído definitivamente al 
jefe de la estación de un ferrocarril nacional, continúe entendiendo en el 
proceso por homicidio en perjuicio de un agente de la policía provincial, que 
actuó en los hechos s requerimiento de aquél para la custodia del normal 
desarrollo del trafico ferroviario. 



Díctame» del Procurador General 

Suprema Corte: 

No obstante el sobreseimiento definitivo dictado a favor de 
Juan Bautista Regino, jefe de la estación Blanca Grande (Fe- 
rrocarril Nacional Gral. Roca), estimo que debe continuar en- 
tendiendo en esta causa la justicia federal. 

No influye solamente en tal conclusión la circunstancia, se- 
ñalada por el señor Juez en lo Penal de Azul (fs. 168), de que 
tas acciones cuyo juzgamiento se halla aún pendiente integran 
con la del mencionado empleado nacional un hecho único, en rela- 
ción que excede la de simple conexidad. Es también decisivo que 
la agresión que dio motivo a la defensa de Regino fuera dirigida 
contra éste y el agente Pellegrim en momentos en que ambos ac- 
tuaban en custodia del ordenado y normal desarrollo del tráfico 
ferroviario. Tal agresión constituye, pues, un delito que obstruye 
el funcionamiento de una institución nacional y el buen servicio 
de los empleados de la misma, en los términos del art 3*, inc. 3*, 
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de Ja loy 48; incluso en lo referente al ataque eontrit el ügente de 
policía provincial —quien actuó a pedido del jefe de la esta- 
ción--, por razones análogas a las que V. R tuvo presente en 
Fallos : 242 : 525, y los allí citados. 

En tal sentido corresponde por tanto, en mi opinión, dirimir 
la presente contienda. Buenos Aires, 8 de noviembre de 1960. — 
Uamón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bnenos Aires. 2M de iioviembrr de 1960, 
Autos y vistos ; considerando : 

Que el tribunal comparte las conclusiones dei precedente dic 
tamen del Señor Procurador General, Estima, en efecto, que, tul 
como se resolvió en el precedente de Fallos: 239 : 277, la vincula 
ción de los hechos sujetos a juzgamiento y la manifiesta conve- 
niencia de que sea un solo magistrado el que conozca de ellos, 
imponen en el caso la decisión de la contienda en favor de la com- 
petencia de la justicia federal. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara que el Señor Juez Federal do Azul debe seguir cono- 
ciendo de esta causa. Remítansele los autos y hágase saber en lo 
formp • de estilo al Señor Juez en lo Penal de Azul. 

Julio Oyhanarte — Peono Aberastij- 
bt — Ricardo Oolombrrs _ Este- 
ban Ihaz. 



VICENTE CIANCIO v. MUNICIPALIDAD DE NECOCHEA 

RECURSO EXTRAORDINARIO; BéfUtitos propio*. ftt**ífe*é* m frt< ralez. 
Interpretación de normes y arto» ¡ocales en general. 

Las norman de derecho administrativo provincial revisten rnrneter Wnl y 
r¡(cen respecto de nncesiones también lóenles. El régimen y k terminación 
de tales concesiones constituyen cuestiones de igual nutarale»), sujdfii al 
ju^miento de los tribunales, provinrinles enyn decisión e*. en priniMp.ii, 
irrcvísiblc en instancia «traordinsria P P - 



(i) 39 do noviembre. FalkM: lfft 38». 
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CLOTILDE ASUNCION MENDEZ t Otros v. S. A. PETROLERA 

ARGENTINA ESSO 

RECURSO DE QUEJA. 

Es improce dente la queja cuando, de los recaudos acompañados a requeri- 
miento de la Corte, resulta que el escrito en que ge interpuso el recurso 
extraordinario aparece totalmente desprovisto del fundamento exigido por 
el art. 15 de la ley 48 (*). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestione» no federóle*. 
Interpretación de norma» y acto» comunes. 

La interpretación de ka normas contenida* en la ley H.45S, sobre régimen 
legal de las asociaciones profesionales de trabajadores, no constituye 
tión federa) que anuiente el recarso extraordinario ( a ). 



ELBA BEATRIZ M AI MIA Rito DR OTAOLEA v. EDUARDO OTAOLEA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto* propio*. Cent tone» no fedérale», 
Sentencia» arbitraria*. Principio* generales. 

La mera discrepancia del recurrente con la valorización de Ion hecho*, efec- 
tuada por el tribunal de alzada, no sustenta el recurso extraordinario con 
bo*e en la doctrina de la arbitrariedad 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio». Cuestione» no federal™. 
Sentenria* arbitrarías. Principio* generales. 

La tacha de arbitrariedad no tiene por objeto la corrección, en tercera ins- 
tancia, de sentencias equivocadas o que se estimen tale», sino que atiende 
sólo a los supue tos de omisiones y desaciertos de gravedad extrema en qoe, 
a cansa de ellos, las sentencias quedan descalificadas como netos judiciales. 
Dichos supuestos no concurren respecto de la sentencia apelada en tanto, 
ul rechazar la demanda y la reconvención deducidas por divorcio, tiene fun- 
damentos suficientes para snste -tarín y no excede de lo que es propio de 
los jueces de la causa («). 



CASIANO J. RODRIGUEZ ARIAS 
RECURSO DE AMPARO. 



Toda vez que el «pelante agotó lo» remedios procesales que rabian en defen- 
sa del derecho que invoca, en los que recayeron decisiones judiciales firmes 



(i) 29 tic noviembre, 

(>) Confr.: causa 8. 5!í6 "Sinmcato tínico Triibnjmlort* Es^tárulo Púhliro 

(S> 2» <!c noviembre. FaUoar 240: 352, 440; 342; 179, 252, 308 y 371. 

<«) Palios: 244 : 384. 
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que desestimaron su reclamación, el procedimiento 
resulta improcedente (*). 

RECURSO DE AMPARO. 

El recurso de amparo no autoriza a sustituir a tos jueces propio» de la causa 
en las decisiones que les incumben, ni a reiterar eues Jones resueltas defi- 
(*)■ 



S. H. L. RADIO SANTA FE v. NACION ARGENTINA 
t EMPRESA EDITORIAL HAYNES 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio*. Culones no federales. 
Interpretación de normas lócale» de procedimientos. Costas y honorarios. 

La cuestión referente a la imposición de laa costas en las instancias ordina- 
rias, es ajena a la jurisdicción que acuerda a la Corte el art. 14 de la ley 48. 
Tal doctrina resulta aplicable a la resolución que aplica a la parte acto» 
laa costas del desistimiento formulado coa posterioridad a ta traba de la 



PASTOR R. SOBRECASAS v. ISMAEL SOBRECASAS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestioné, no federales, 
ínter prgtacwn de normas y actos comunes. 

Lo atinente al régimen intertemporal de las leyes de locaciones 
materia ajena al recurso del art. 14 de la ley 48 («). 



HECTOR P. AGOSTI 

ESTADO DE SITIO. 

Ratificados por el Presidente de la Nación, mediante loa pertinentes decre- 
to», loa actos administrativos que prohibieron la circulación de una publica- 
ción por los servicios postales y dispusieron la clausura del local en donde 
funcionaban las oficinas de redacción, carece de sustento actual el agravio 
fundado en que tales actos no emanaron del Presidente de la Nación. 

ESTADO DE SITIO. 

No es violatorin de la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional la 
inmediata ejeeutoriedad de las medidas de policía adoptadas durante la 
vigencia del estado de sitio, que impone su cumplimiento sin que loa destinar 
tartos de tales medidas se hallen facultados para ser oídos y argüir en favor 
de su derecho antes de que ellas se ejecuten. 



<i> 29 de noviembre. 

(*) Fallos; 245: 8. 

(3) 29 de noviembre. Pulios: 235: 5J2; 230: ÍQ; 238: 317 y 578; 240: Mi 
1. 

(<) 21i de noviembre. KnUos: 245: fOO. 



Sí* 
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SSTADO DE 8ITI0. 

Suspendidas Iss garantías individuales en virtud de Sa vigencia de) estado 
de «tío, los actos restrictivos o prohibitivo» de que se agravia el recurrente, 
«romo vio!* tono* de loa arta. 14, 10, 2» y 32 de la Constitución Nacional, 
no representan sino el ejercicio válido del poder de policía, ejecutados en el 
caso con relación a oignnisaeionea políticas o gremiales que fomentaban 
■nalgas ilegales o constituían motivo de conmoción pública o de perturba- 
ción d» la tranquilidad pública. 

ESTADO DE SITIO, 

Es improcedente la lacha de ineonatitacionalidad deducida contra la ley 
14.785, qne declaró el estado de sitio, fundada en que fué sancionada sin 
que se hallasen configuradas las excepcionales circunstancias que justifica- 
ban esa declaración. Tales disposiciones legales, por ra naturaleza, no son 
justiciables. 



ESTADO DE SITIO. 

La valoración da las circunstancias determinadas del estado de sitio o su 
mantenimiento, asi como el lugar o lugares de la República en que debe 
imperar, es facultad exclusiva del Congreso o del Poder Ejecutivo, en su caso. 

Dictamen del Procurado» General 

Suprema Corte: 

V. E. tiene ya resuelto que la apreciación de las circunstan- 
cias que hagan necesaria la declaración del estado de sitio o su 
mantenimiento, asi como el lugar o los lugares de la República 
en que aquél debe imperar, es facultad exclusiva del Congreso 
o, en su caso, del Poder Ejecutivo (Fallos: 236: 632). 

Por otra parte, si el régimen de excepción previsto en el 
art. 23 de la Ley Fundamental constituye un arma de defensa 
extraordinaria que aquélla ha puesto en manos de los poderes 
políticos de la Nación para que, en épocas también extraordina- 
rias, puedan defenderse de los peligros que amenazan tanto a la 
Constitución como a las autoridades que ella crea (doctrina de 
Fallos: 54: 432 y 167 : 267, entre otros), es claro que su vigencia 
no puede tener como único efecto otorgar al Presidente de la 
Nación facultades discrecionales para el arresto o traslado de 
las personas que no opten por abandonar el pifs, sino que, ade- 
más, debe necesariamente comportar la suspensión de otras ga- 
rantías constitucionales y, entre ellas, la que ampara el derecho 
de la libre publicación de las ideas. Es a mi juicio indudable, 
en efecto, que el ejercicio sin restricciones de este último puede 
obstaculizar el logro de los propósitos perseguidos con la adop- 
ción de tan extremo recurso de gobierno. 

En este orden de ideas pienso que al disponer las medidas 
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que se cuestionan en autos, el Poder Ejecutivo ha actuado en 
salvaguardia del orden sin exceder las facultades que le con- 
fiere la clausula constitucional más arriba citada, pues habién- 
dose fundado aquéllas en la circunstancia de constituir "Cua- 
dernos de Cultura" un órgano de difusión de actividades insu- 
rreccionales (v fs. 32/35 y decreto 4965/59), es evidente que 
1 ^ U . dtada P»»>licación podría' agravar el estado 

de conmoción interior cuya existencia determinó al Congreso a 
sancionar la ley que ^.^claró el estado de sitio. 

Sobre la base de las consideraciones precedentes y de las 
que ha hecho valer el tribunal a quo, y teniendo además en 

~ ? "T- 1 * i en Fft »^ »*: 59, opino ™ Z 

rresponde confirmar el fallo apelado en cuanto ha podido ser 
materia del recurso extraordinario deducido a fs. ¿^Buenos 
Aires, 24 de junio de 1960. — Ramón. Lascano. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de noviembre de 1960. 
Vistos los autos: "Agosti, Héctor P. s/ recurso de amparo". 
Considerando: 

1*) Que contra la sentencia de fs, 62, confirmatoria de la 
dé primera instancia de fs. 54, que desestimó la demanda de 
amparo promovida por el director de la publicación «Cuadernos 
de Cultura", con motivo de los actos administrativos por los 
que se dispuso cancelar "la franquicia de interés general" y 
prohibir "la circulación por los servicios postales" de aquella 
publicación, así como clausurar el local donde funcionaban sus 

SStt? Jf! , * int f-T U8 ° recor8 ° extraordinario (fs. 

65/66), el que ha sido concedido (fs. 68). 

2*) Que la apelación se basa en las siguientes razones: 
a) los referidos actos adolecen del vicio de incompetencia, va 
que no emanaron del Presidente de la Nación, único funcionario 
''" e Puede ejercer las excepcionales atribuciones previstas en el 
art 23 de la Constitución Nacional; b) media descontento de 
la defensa en juicio, por cuanto las medidas impugnadas se adop- 
taron sin que, previamente, el interesado tuviera oportunidad 
de ser escuchado y argüir en favor de su derecho; c) han sido 
violados los derechos de pensamiento, prensa, enseñar y apren- 
der, asi como la libertad de conciencia: d) al dictar el dumb. 
4965/59 el Poder Ejecutivo incurrió en 
usurpó facultades legislativas, transgredió el principio de "di' 
visión de poderes" e infringió los arts. Ig, 19, 20, 32, 33 y 
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de la Constitución Nacional, asumiendo el poder constituyente; 
e) la ley 14.785 es inconstitucional en razón de que fué sancio- 
nada sin que se hallen configuradas las excepcionales circuns- 
tancias que justifican la declaración del estado de sitio, además 
de lo cual no le fija a éste "límite de lugar ni de tiempo", de 
donde resulta violación de los arts. V t 23, 29, 33, 67, inc. 26, 
y 86, inc. 19, de la Constitución Nacional. 

3?) Que los diversos agravios en que el recurso se funda 
son manifiestamente inhábiles para sustentarlo. 

4*) Que ello es así, ante todo, porque, cualquiera sea el 
acierto de la tesis del apelante en el sentido de que sólo el Pre- 
sidente de la Nación puede ejercer la potestades expresa o implí- 
citamente derivadas del art. 23 de la Constitución — tesis sobre 
la que no resulta necesario pronunciarse — , es lo cierto que, 
en la especie, los decretos 1098/59 y 5802/59, cuyas copias auten- 
ticadas obran a fs. 34 y 35, acreditan que las medidas contra las 
que lia sido promovido el amparo fueron ratificadas por el Pre- 
sidente de la Nación, lo que constituye fundamento suficiente de 
su validez actual, única que importa a los fines de la sentencia 
a dictarse (doctrina de Fallos: 235: 355 y fallo de la causa "Fe- 
deración Argentina de Trabajadores de la Imprenta" resuelta 
el día 10 de agosto de 1960). 

5*) Que el apelante no ha señalado concretamente cuáles 
son los medios de defensa o prueba de que habría sido privado, 
lo que basta para decidir el rechazo del segundo agravio some- 
tido a la consideración de esta Corte. Sin perjuicio de ello, 
interesa agregar que la inmediata ejecutoriedad que es inherente 
a las medidas de policía adoptadas con motivo de la vigencia 
del estado de sitio hace que la pretensión sub examine, esto es, 
la de que los destinatarios de tales medidas se hallan facultados 
para ser oídos y argüir en favor de su derecho antea de que 
vitas se ejecuten, no encuentra apoyo en el art 18 de la Consti- 
tución Nacional. 

ti 9 ) Que, en cuanto al aserto de que habría existido viola- 
ción de los arts. 14, 19, 20 y 32 de la Constitución Nacional y, 
por tanto, vulneración de los derechos individuales que esos pre- 
ceptos consagran, es del caso reiterar que, habida cuenta del 
efecto suspensivo de garantías individuales que produjeron las 
leyes 14.774 y 14.785 (doctrina de Fallos: 243 : 504), los actos 
restrictivos o prohibitivos de la naturaleza de los que aquí se 
juzgan no representan sino una manifestación válida del poder 
de policía (Fallos: 244 : 59). Así lo evidencian las constancias 
de fs. 32 y 36, de las que se desprende que esos actos fueron 
practicados con relación a "organizaciones políticas o gremia- 
les" que estimulaban o fomentaban huelgas o movimientos ile- 
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gales, o constituían motivo de conmoción publica o de pertur- 
bación de la tranquilidad pública. 

7') Que la sentencia de fs. 62 no menciona el decreto 4965/ 
o» ni se apoya en sus previsiones para fundar el rechazo de la 
demanda interpuesta. Por consiguiente, tratándose de normas 
ajenas a la presente causa, no procede emitir consideración almi 
na sobre las que ese decreto contiene. 

&) Que la tacha de inconstitucioanlidad deducida contra 
Jas disposiciones legales por las que el Congreso declaró el 
estado de sitio no es tampoco atendible, en virtud de que ellas, 
dada su naturaleza, no son justiciables (Fallos: 236 : 657 y 243: 
504). A lo qne debe añadirse que el problema referente a la 
extensión temporal y territorial del estado de sitio ha sido ante- 
riormente contemplado y resucito por esta Corte, en forma 
adversa a las pretensiones del recurrente v sobre la base de 
brevitatis causa, se dan por reproducidos (Fa- 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se confirma la sentencia de fs, 62, en cuanto ha sido 
materia del recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavjlbaso 

Aristóbulo D. Aráoz de Lahaurid 
— Julio Ovhanarte — Pedro 
Aberasturv — Ricardo Oolom 
eres — Esteban Tmaz. 



FABRICA dk TIRADORES t CINTURONES "NESTOR" 
v. S. R. L. WILMOR 

MASCAS DE FABRICA: Operiaé». 

La titularidad interior del nombre comercie! autorúe la opoeíción al resis- 
tí» de un. mire» contendióle eos aquél U circunstancia d* que pmVde 
«wtir tontuu&n en «unto el origen de loe producto*, obvie el agravio 
fondado en le especialidad de le ley de mareas. 

Corresponde, en eonneeuenáa, coofirroar U sentencie qne declare fondada 
la opoeieion al registre de la mena «Wílmor» pera le clase 16, formulada 
per ona sociedad que «tilia* la míame designación como nombre comercial 
y lo taene, además, registrado «orno marea en otras clases del nomenelator. 

Dictamen del Pbocurador General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario deducido a fs. 138 es procedente, 
a mi juicio, toda vez que el apelante cuestiona el alcance de 
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normas fedérale» y el pronunciamiento recaído es definitivo y 
contrario al derecho que aquél funda en dichas disposiciones 
(art. 14, inc. 3», de la ley 48). Por ello estimo que el recurso ha 
sido oien concedido a fs. 141, 

El caso es el siguiente: a f s. 6 la Fábrica de Tiradores y 
Cin turones "Néstor" de Fernández y Antonacci inicia demanda 
contra la firma "Wilmor S.B.L." a objeto de que se declare 
¡legal e infundada la oposición por ella deducida contra el re* 
gistro de la marca "Wilmor" solicitada por su parte para dis- 
tinguir productos de la clase 16 del nomenclátor oficial. Con- 
testa la acción la demandada oponiéndose a las pretcnsiones de la 
contraparte, por considerar exclusiva su paternidad con respecto 
a la denominación de fantasía "Wilmor" —ampliamente difun- 
dida en vastos campos comerciales — , estando inclusive registra- 
da a su favor en la Oficina de Designaciones Comerciales bajo 
el número 14.184. Agrega que además de constituir su propio 
nombre comercial, tiene registrada la marca "Wilmor" en la 
casi totalidad de las clases del nomenclátor. Por último, recon- 
viene a la acto ra en lo que bace a ta oposición de ésta a su soli- 
citud de registro de la marca en cuestión para la clase 16, según 
acta número 347.217. 

El juez dicta sentencia a fs. 111 haciendo lagar a la demanda 
y desestimando la reconvención. El tribunal de alzada revoca a 
fs. 134 el pronunciamiento de primera instancia; como conse- 
cuencia, rechaza la demanda y hace lugar a la reconvención. 

En cuanto ul fondo del asunto, al referirse al alcance que 
debe darse al art. 8» de la ley 3975, V. E. tiene reiteradamente 
resuelto que el sistema de la especialidad adoptado por nuestra 
legislación como regla general, en manera alguna le impide al 
titular de una marca registrada para una clase determinada, 
oponerse con éxito a la concesión de otra igual o análoga para 
una clase distinta, en los casos en que por la semejanza de 
ambas, la difusión de la primera, el hecho de venderse loa res- 
pectivos productos en el mismo tipo de negocios u otras circuns- 
tancias especiales, puedan inducir en confusión al público con- 
sumidor acerca de la procedencia de los artículos, aún cuando 
éstos no sean confundibles entre sí (Fallos: 187: 131 v 205; 189: 
378; 193 ; 92 y 97, y 237 : 163). 

En el sub lite, en el que de las constancias de autos se des- 
prende que tal como se pone de manifiesto al contestarse la 
acción, la demandada tiene registrada a su favor la marca "Wil- 
mor" para las clases 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 9, 10, 11, 12, 13, 14> 15, 17, 
18, 19, 20, 22, 23, 24 y 25, y solicitada ta misma para las restan- 
tes: 8, 16 y 21 (ver certificado de fs. 75), me parece claro que, 
por las especíales circunstancias aludidas, la doctrina citada re- 
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sulta de estricta aplicación al caso de autos. Así lo ha decidido 
el a qno y, correctamente, a mi juicio. 

A mayor abundamiento, surge igualmente de las presentes 
actuaciones que con fecha 29 de abril de 1949, solicitó la desig- 
nación comercial "Wilmor" y enseña anexa ante la Dirección 
General Manufacturera del entonces Ministerio de Industria y 
Comercio de Ja Nación, no existiendo constancias oficiales que 
acrediten que con anterioridad a dicha feeha se encuentre regis- 
trada la mencionada designación (ver fs. 79 K 

En cuanto al nombre comercial — idéntico a la marca que se 
pretende registrar— es el que la demandada utiliza desde hace 
varios años, ya que esta sociedad gira bajo el rubro de "Wil- 
mor Sociedad de Responsabilidad Limitada". Y a tal respecto, 
V. E. tiene resuelto que cabe oponer un nombre comercial a una 
marca cuando exista posible confusión de vocablos o locuciones, 
aún cuando el oponente no sea titular de una marca idéntica o 
análoga a la 'ftte se pretende registrar (Fallos: 224 : 463). 

Por lo tanto, si de acuerdo con la doctrina de la Corte, es 
suficiente la existencia de un nombre comercial análogo a la 
marca solicitada para que la oposición de dicho nombre pueda 
prosperar, me parece claro que en el caso sometido a dictamen, 
en el que se trata de una denominación idéntica, no cabe sino 
defender el derecho del titular del nombre comercial en cuestión 
y tal como lo ha hecho el a quo, declarar fundada su oposición 
al registro de la marca "Wilmor" para la clase 16 solicitada por 
la firma actora, y hacer lugar a la reconvención. 

En razón de lo expuesto, considero que correspondería con- 
firmar el fallo apelado en cuanto ha podido Ber materia de re- 
curso. Buenos Aires, 24 de setiembre de 1959. — Ramón Láscame. 

- 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Fábrica de Tiradores y Cinturones "Nés- 
tor" c/ "Wilmor" S.R.L. s/ oposición infundada al registro 
de marca "Wilmor". 

Considerando : 

Que la sentencia apelada, en cuanto admite que la titularidad 
anterior del nombre comercial autoriza la oposición al registro 
de una marca confundible con aquél, concuerda con la doctrina 
de los precedentes de esta Corte. Con arreglo a la jurispruden- 
cia del Tribunal, en r o, la circunstancia de que pueda existir 
confusión en cuanto al origen de los productos, obvia el agravio 
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fundado en la especialidad de la ley de marcas y reconoce fun- 
damentos de justicia que el Tribunal ha declarado de conside- 
ración pertinente en litigios similares al de autos — conír. causa 
"W. 12, Weíner c/ Borsi", sentencia del 25 de noviembre v 
«us citas — . 

Que en presencia de las circunstancias de hecho enunciadas 
por la sentencia en recurso de fs. 134/135, irrevisibles en esta 
instancia, lo expuesto basta para la confirmación del fallo recu- 
rrido y excusa la consideración de los demás agravios invocados 
al deducir la apelación. 

Por ello, y lo ooncordantemente dictaminado por el Sefior 
Procurndor General, se confirma la sentencia de fs. 134/135 en 
lo que ha sido objeto de recurso extraordinario. 

Julio Oyhanahtk — Pedro Aberas- 
tury — Ricardo Colombres — 
. Esteban Imaz. 



JUAN DOMINGO PERON 

RECÜR80 DE AMPARO. 

Entre otro», son requisitos para la admisión de la demanda dé amparo, los 
siguientes; 1*) individualixaeión mínima del autor del seto que origina la 
acción, a fin de que, en «Ígnita medida, sea posible el ejercicio del derecho 
d* defensa; 2*) la demostración de que ha existido ilegítima restricción de 
derechos o garantías constitución! Ici, ocasionada por nn acto de manifiesta 
ilegalidad» 

BECÜRSO DE AMPARO. 

La demanda de amparo no actúa como accesorio de nna denuncia o amén 
criminal o «vil deducida o que se estima corresponda deducir. 

RECURSO DE AMPARO. 

El amparo no procede si el actor, mis que buscar la protección de garantías 
constitucionales lesionadas por nn acto estatal de ilegalidad manifiesta, ha 
intentado valer» de aquel medio con el propósito de que los jueces practi- 
quen nna investigación sumaria de los hechos denunciados, que no especifica 
con precisión. El desempeño de tal actividad instructora es ajeno a los fines 
con que ha sido incorporado el amparo al derecho público argentino. 

HBCVRSO DE AMPARO. 

Corresponda confirmar la sentencia que rechazó la demanda de amparo de- 
ducida a fin de que fuesen entregados los restos de Ja esposa del actor, ai 
éste se ha limitado a afirmar que el acto originario de la demanda habría sido 
M pn- dispos.eidn del ex Gobierno Provisional, es decir, sin iadtri- 
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diwüzar al aójete pasivo de fe .«¡6n ni demostrar la «istencw v natiit*k» 
del acto de "retención" a que la demand* m «fiera. ? 1 ^ leM 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de noviembre de 1960. 
amparo» 8 ^ ^ Jüan *¡ r <*™° de 

Considerando; 

fallo 1 ! MiMIm la . scntene \* & m 26, confirmatoria del 
rallo de primera instancia, corriente a fs. 15, que desestimó el 
amparo promovido en autos, el actor interpuso recurso e™ ra 
ordinario {fs. 27/28), que le fué concedido (fs. 30) 

í ls. n *r ) ? ne ' 81 ^PíLÍ? apelación, el apoderado del demau- 

J 111 í áT ?, ar \ a ^ al dene ^ r »a petición de 

que fueran "reintegrados" a Juan Domingo Perón "los despo- 

^propiedad», ha aplicado los principios rectores del ainparo 
y las normas que rigen el caso de manera que vulnera las garan- 

Nac «mi ; y, además, ha incurrido en arbitrariedad. Aclara que 

« rlZÍr»^ ^ °n* en »,* l »? Presentes abones es^a 
retención» de aquellos "despojos mortales» cometida "por 
disposición del ex Gobierno Provisional". 
nn JÍ . Que > aparte las modalidades singulares del caso, de que 
nl^A <Mpítnl ° 6n ,J razón de laa Imitaciones del recurso 
r?a^I^ r r 8<?r e 2° "F***™ Pa™ la cabal sentencia 
™¡!í* A ^ i ' ^^P 01 ^ 6 , observar que son, entre otros, re- 
quisitos para la admisión de la acción de amparo, los siguientes: 

a) La >»divi^aliWn mínima del autor del acto que origi- 
na la demanda. Ello habida cuenta de que, eu este aspectTlos 
principios generales del derecho procesal uo sufren excepción 
por la circunstancia de que el amparo constituya una vía eW 
cional y deben ser respetados, sobre todo, a fin de que, en alguna 
medida, sea posible el ejercicio del derecho de defensa del que 
Jírí!: n ° 1*1 Pñvar * e * S Pa^ contraria ^ 
Sí"' «¿¡¡T" - "™ d \? Bte permanecerían insolu- 
bles, en muchos casos, problemas de competencia de la natura- 
leza del que este Corte examinó en Faltos: 244» 376 

b) La demostración de que ha existido ilegítima restricción 
de derechos o garantías constitucionales, ocasionada por un acto 
viciado de manifiesta ilegalidad (Fallos: 245: 269, entre otros) 

4») Que ninguno de esos requisitos aparece satisfecho en la 
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especie. Así tu evidencia, ante todo, el texto del escrito de inter- 
l>osición del recurso, donde se afirma que el aeto oriifinario de? 
la dcmrmda habría sido ejecutado — como se puntualizó— "por 
disposición de! ex Gobierno Provisional" (fs. 27 vta.), sin agre- 
garse ninguna otra mención aclaratoria o espocifieadora respec- 
to del funcionario u órgano imputado. Resulta manifiesto, pues, 
que lus exigencias mínimas de individualización del sujeto pasivo 
de la demanda, a que se hizo referencia en el considerando ante- 
rior, no se hallan cumplidas. 

5 ? ) Que, por lo demás, en el sub litv no figuran pruebas 
ni elementos de juicio que puedan estimarse aptos para susten- 
tar las aseveraciones del actor, relativas a la naturaleza y real 
existencia del acto de "retención" que aduce. En efecto, las 
diligencias probatorias requeridas al promoverse el amparo no 
fueron diligenciadas, y ningún agravio se expresa contra lo 
resuelto en tal sentido por los jueces de la causa, como lo pone 
de relieve la decisiva circunstancia de que, entre los fundamentos 
de la apelación extraordinaria, no se mencione el art. 18 de la 
Constitución Nacional. En tales condiciones, la falta de prueba 
de que dan cuenta las actuaciones traídas a esta Corte repre- 
senta un insalvable obstáculo opuesto a las pretensiones del 
recurrente. 

i?) Que, por lo tanto, las constancias del juicio revelan que 
el actor, más que buscar la protección de garantías constitucio- 
nales lesionadas por un acto estatal viciado de ilegalidad, ha 
intentado valerse del amparo con el propósito de que los magis- 
trados inter viniente» practicasen la investigación sumaria de los 
hechos denunciados, pero que ciertamente no se encuentran acre- 
ditados ni aún especificados con precisión. Y va de uyo que el 
desempeño d * tal actividad instructora no puede ser logrado 
mediante el uso del aludido remedio procesal, cuya incorpora- 
ción al derecho público argentino responde a fines claramente 
diversos de los que aquí se persiguen. El amparo no actúa como 
accesorio de una denuncia o acción criminal o civil deducida o 
que se estime corresponda deducir. 

7*) Que, conforme a lo expuesto, las disposiciones consti- 
tucionales que el apelante cita no guardan relación inmediata 
y directa con la materia del fallo impugnado (art. 15 de la ley 
48). A lo que cabe añadir que los pronunciamientos de primera y 
segunda instancias se basan, principalmente, en el aserto de que 
el actor ha podido utilizar vías legales excluyentes del amparo, 
lo que coincide con la reiterada jurisprudencia de esta Corte 
(Fallos: 246: 353 y sus citas) y basta para desestimar la tacha 
de arbitrariedad formulada. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
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General, se confirma la sentencia apelada de fs. 26, en cnanto 
ha sido materia del r curso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrld 
(según su voto) — Luis María 
Boffi BoGGEiio [según su ¿oto) — 
Julio Oyhanarte — Pedro Abe- 

iiastury r ¡cardo ('olombre3 

Esteban Imaz, 

Voto del Señor Ministro Doctor Don Aristóbulo D. Aráoz de 

LA MADRID. 

Considerando : 

Que por los fundamentos expuestos en el voto del suscripto 
en el caso "Fregossi, Luis J. s/ recurso de amparo", fallado con 
fecha 25 del corriente, a los que cabe remitirse brevitatis causa, 
procede confirmar la sentencia apelada. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se confirma la sentencia apelada de fs. 26. 

Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid. 

Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boooero 
Considerando : 

Que por los fundamentos expuestos en Fallos: 244 : 68 me- 
diante el voto del suscripto, a los que cabe remitirse brevitatis 
causa, procede confirmar la sentencia recurrida. 

Por lo tanto, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se confirma la sentencia apelada de fs. 26. 

Luía María Boffi Bogo ero. 



ADMINISTRACION GENERAL dc VIALIDAD NACIONAL v. 8. A. 
FINANCIERA ■ INDUSTRIAL SUD AMERICANA 

EXPROPIACION! Indémnitmeió^ DeUrmim&tf» d*t «ata real Gn^tmii4m4t$. 

Los jaece» de k canse ¡reden apartarse de Iu «meloeioim del Tribunal de 
Tauaonet toda tcb que, de acuerdo con la* pruebes ¡cosidas o ta «lega- 
dones de ta partea, entiendan que aquél ha incurrido en errores n omi- 
■iones manifiestos y aueeptifata de influir en la jota y local avaluación 
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** FALLOS ME LA rORTK SUPKEMA 

*í,, b *J D - Tlt g *° 1» «IJ «"*>. ■obre Ia base de conaidcTaeioiie. 
ftutdadaa y razonables, U sentencia prescinde del justiprecio del Tribunal 
de Tasaciones y ut.Uza I* estimArión de Ia División Técnica. 

EXPROPIACION: Imdtmnitatión. Dtterminació* 4H volar real i utor é. 
m tumt. 

E. precinte Ia redacción del 5 % aplicad, en concepto de coeficiente por 
aiworctón de «ona en el caso en que, por ha cerne el avalúo sobre la base 
de loteo, el ofrecimiento de oda superficie Amplia, como U expropiada, 
supone una tardanza y dificultad en tas ventas que justifica Ia rebaja! ' 

Dictamen del Procutudoh General 
Suprema Corte: 

Los recursos ordinarios de apelación concedidos a fs. 240 
son procedentes, atento lo dispuesto por los arts. 24, inc &, ap 
ft), del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467) y 22 de la ley 13.264. 

En cnanto al fondo del asunto, la expropiante actúa por 
intermedio de apoderado especial, el que ya ha asumido ante 
V. E. la intervención que le corresponde (fs. 243). Buenos Aires 
19 de agosto de 1959. — Ramón Lascano. 
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Buenos Aire», 30 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Administración General de Vialidad Na 
cional c/ Sociedad Finaneiera e Industrial Suri Americana S. A 
• a/ expropiación". 

Considerando: 

V) Que a fs. 20/24 ia Administración General de Vialidad 
Nacional promovió demanda contra la Sociedad Financiera o 
Industrial Sud Americana S. A. por expropiación de una frac- 
ción de terreno de su propiedad con ana superficie total de 
41.713,74 m», ubicada en el Partido de Avellaneda (Provincia 
de Buenos Aires), designada según catastro como circunscrip 
«ion I, sección O, fracción I. Depositó en concepto de indemni- 
zación la cantidad de m$n, 102.995,24. La demandada impugnó 
dicha suma, reclamando el pago de m$n. 750.847,32 (fs, 45/47). 
La sala primera del Tribunal de Tasaciones, en sn primer dic- 
tamen de fs. 175 estimó en m|n. 446.400,00 el valor del inmueble 
y, luego, en su segundo dictamen de fs, 181, redujo esa suma 
a m*n. 304.300,00. El Tribunal de Tasaciones, por el voto de la 
mayoría, adoptó esta última estimación (fs. 189/190). El juez 
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de primera instancia consideró que el valor exacto era el admitido 
por la Bala I en el dictamen de fs. 175 <fs. 211/213) y su pro- 
nunciamiento fué confirmado por el a quo (fs. 234/235). 

2*) Que las partes intervinientes en el sub lite interpusie- 
ron sendos recursos ordinarios de apelación contra esa última 
sentencia (fs. 238 y 239), los que faan sido concedidos (fs. 240). 

3?) Que el principal agravio expuesto por la actora, en su 
memorial de fs. 243/247, no puede prosperar. Preténdese, en 
efecto, que la Cámara a quo no ha podido tomar en cuenta ni 
atribuir valor decisivo a un dictamen — el de fs. 175— que más 
tarde fué rectificado por el mismo cuerpo técnico que lo había 
emitido. Y está claro que semejante pretensión no es admisible, 
porque, conforme a reiterada jurisprudencia, a los jueces de la 
causa les está permitido apartarse de las conclusiones adoptadas 
por los organismos especializados de la ley 13.264, toda vez que, 
de acuerdo con las pruebas reunidas en el expediente o las ale- 
gaciones de las partes, entiendan que aquéllos han incurrido en 
errores u omisiones manifiestos y susceptibles de influir en la 
justa y legal avaluación del bien expropiado (Fallos: 247: 154 
y otros). Tal lo que acontece en la especie, habida cuenta de 
que, en suma, la Cámara resolvió prescindir del justiprecio hecho 
por el Tribunal de Tasaciones y utilizar, en cambio, la estima- 
ción contenida en el aludido dictamen de fs. 175, por entender 
que éste era más justo y que aquél adolecía de errores osten- 
sibles, todo lo cual aparece decidido sobre la base de conside- 
raciones fundadas y razonables que la actora no ha impugnado 
satisfactoriamente. 

4*) Que, a su turno, también corresponde desestimar los 
agravios de la demandada (fs. 248/252). Ello, ante todo, por 
cuanto las objeciones consistentes en que no ha podido prescin 
dirse del informe de fs. 72 ni del ofrecimiento hecho por la actora 
a] expropiado con anterioridad al presente juicio* han sido debi- 
damente ponderadas y rechazadas por el tribunal a quo, cuya 
argumentación al respecto posee suficiente fuerza de convicción 
y tiene apoyo bastante en las constancias de la causa, sin que 
ia demandada haya aportado nuevos elementos de juicio aptos 
para justificar la modificación de lo resuelto. Lo mismo cabe 
decir acerca de la reducción del 5 % en concepto de "coeficiente 
por absorción de zona", el que fué aplicado por la Cámara en 
razón de que "haciéndose el avalúo sobre la base de loteo, no 
hay duda de que el ofrecimiento de una amplia superficie, como 
es la expropiada, supone una cierta tardanza y dificultad en las 
ventas que explica la rebaja" (fs. 235), criterio, éste, que coin- 
cide con el propuesto por la Sala I a fs. 175. T, por ultimo, el 
reclamo de una indemnización no inferior a m$n. 60000, ten- 
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diento a resarcir "el detrimento producido por la expropiación 
en lotes no expropiados» (f s . 251/252), debe ser, asimismo 
desechado. Para decidirlo así, sin perjnicio de las acertadas ra 
sones que la Cámara expresa, basta comprobar que dicho recla- 
mo no aparece incluido en la contestación de la demanda, como 
correspondía, según se desprende del escrito de fs. 45/47, cuyo 
texto evidencia que el expropiado redujo sus pretensiones a la 
elevación del "precio ofrecido", sin especificar claramente ni 
estimar danos que fueren consecuencia directa e inmediata de 
la expropiación, y sin invocar la cláusula respectiva del art. 11 
de la ley 13.264. 

5*) Que, en cnanto al régimen de las costas, el pedido de 
la actora tampoco puede ser acogido, norque, tomando en cuenta 
el monto de la suma ofrecida y el de la reclamada, así como el 
del resarcimiento fijado, va de suyo que la imposición de aqué- 
llas al expropiador, en primera instancia, se ajusta a las previ- 
siones del art. 28 de la ley 13,264. Y, por su parte, la impugna- 
ción formulada por el expropiado tampoco autoriza a modificar 
la sentencia de fs. 234/235, en atención a la U variable juris- 
prudencia de esta Corte sobre el punto (causa; G.233, XIII, 
"Gobierno de la Nación —Ministerio de Comercio— c/ Eduardo 
Domínguez y Cía. s/ expropiación", resuelta el 26 de octubre 
ppdo y sus citas). 

En bu mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se confirma la sentencia apelada de fs. 234/235. Las 
costas de esta instancia por su orden. 

Abibtóbulo D. Araoz na Lamadkid — 
Luis María Boffi Boooero — 
Julio Oyhanabte — Ricardo Co- 



C ARLOS ALBERTO GARZON! v. CECILIO P. DURAN 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto» propio». Retolunin contrario. 
Procede el mano extraordinario, en materia atinente a la competencia, 
tra la resolución denegatoria del fuera o jurisdicción federal. 



JURISDICCION T COMPETENCIA: Competencia nacional Carne*» penóte». 
Dekto» que obetruyen el normal funcionamiento de ta» inetitucione» 



Compete a la jaetieia federal, y no a la provincial, conocer en ana eaoaa 
por calamniae e injurian enando ae ha osado para ra comisión nna estación 
¿¡rosera que tenía a ra cargo la prestación de un servicio publico dentro 
del sistema de comnnicaeioneB del que era titular el Ettado Nacional puse 
ra ejecución, por ese medio, tiende a obstruir la debida prestación del 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El medio empleado para cometer las calumnias e injurias 
que se imputan al querellado se baila, de conformidad con las 
disposiciones del decreto-ley 15.460/57, bajo la jurisdicción y 
control del gobierno federal. 

Por otra parte, la misma conducta que habría configurado 
dicho delito da lugar a una infracción especial en perjuicio de 
la normal operación de las trasmisiones radiotelefónicas (art. 8* 
del aludido decreto-ley 15.460 que prohibe la realización de tras- 
misiones 4 'que resulten ínjvriosas"). Tal circunstancial a mi 
juicio, excluye la posibilidad de que la justicia local estableciera, 
aún por vía indirecta, al resolver la querella, si efectivamente 
ha existido o no la aludida perturbación de las comunicaciones 
radiotelefónicas. 

ftjstimo, en consecuencia, que son aplicables al caso, en cuan- 
to lo permite la analogía de situaciones, las razones que fundaron 
la decisión de V. K, en Fallos: 151: 45, y que, por lo tanto, 
procedería revocar la sentencia recurrida, declarando que el 
conocimiento de la cansa corresponde al fuero federal (art. 3*. 
i nc. 3, de la ley 48). Buenos Aire 25 de agosto de 1958. — 
Ramón Lascano. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: "Carlos Alberto Garzoni c/ Cecilio P. Du- 
ran s/ querella por calumnias e injurias (incidente de incompe- 
tencia)". 

Considerando: 

Que, según lo tiene resuelto esta Corte, procede el recurso 
extraordinario en materia atinente a la competencia cuando ha 
medindo resolución denegatoria del fuero o jurisdicción federal 
(Fallos: 240: 22 ; 246: 60 y otros). En consecuencia de ello, cabe 
derla ra r formalmente viable la apelación interpuesta a fs. 112/ 
113 y concedida a fs. 114. 

Que, en cuanto al fondo del asunto, interesa recordar que 
al tiempo de cometerse el hecho que motiva la presente causa 
(25 de junio de 1957) y en virtud de lo dispuesto por el decreto- 
ley 5577/57, mediante el cual fué derogada la ley 14.241 y se 
restablecieron las normas vigentes antes de su sanción, la esta- 
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ciop difusora "LT9, Badio Santa Fe", de la que el querellado 
se vaho para pronunciar el discurso político al que se atribuye 
contenido calumnioso e injurioso, tenía a su cargo la prestación 
de un servicio público, comprendido dentro del sistema de comu- 
nicaciones, del que era titular el Estado Nacional (Fallos: 188: 
247 y disposiciones pertinentes de tas leyes 750% y 4408 y suk 
decretos reglamentarios; véanse, asimismo, las constancias co- 
rroborantes que obran a fs. 63/66). 

Que, por lo tanto, aun con prcscindcncia del régimen even- 
tualmente establecido por el decreto 1731/57, surge con claridad 
que el hecho sobre el que versa esta causa es, en razón del medio 
empleado para ejecutarlo, de aquéllos que, por su naturaleza y 
abstracción hecha de la calificación penal que pueda o no mere- 
cer, tienden a obstruir la debida prestación de un servicio pú- 
blico del carácter preindicado, por lo que bu juzgamiento com- 
pete a la justicia federal, de acuerdo coi. lo preceptuado por 
el nrt. .1* inc. ,T, de la ley 48 (Fallos: 198 : 438; 151: 42). Y es 
ante ella que el interesado debe plantear la cuestión concerniente 
a la aplicabilidad, en el sub lite, de la ley 14.436. 

Por ello y las razones concordantemente expresadas en el 
dictamen del Señor Procurador General, se revoca la sentencia 
apelada de fs. 105/108 y se declara que corresponde a la justicia 
federal conocer de la presente causa. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadkid 
— Luis María Boffi Bogoero — 
Julio Oyhanahte. 



UtI\S GÜEMES v. SANTOS HERNANDEZ r Otros 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio». Cuestiona no federaba, 
interpretación de norma* u neta* común*». 

L* sentencia apelada, en cuanto declara que el precio de arrendamiento fija- 
do por las partes en nn convenio homologado solo rige para tos años agrí- 
cola! allí considerados, ain proyectarse sobre la* cosechas de años posterior**, 
ejimW a u pronaneiamiento sobre inezistenria de cosa juzgada, que es 
Irrevisible en la instancia extraordinaria si no media arbitrariedad. La 
ftmatíft eonatitoeional de la propiedad carece, en cus condiciones, de rela- 
ción directa e inmediata con lo resuelto. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: fírqi. ,.<it».< propio*. Cuestioné* no federales. 
Sentencia* arbitraria*. Improcedencia del recurro. 

No es arbitraria la sentencia que, para fijar e] precio básico del arrenda- 
miento vigente a o na fecha determinada, prescinde de las constancias inro- 
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radas por el recurrente, pero se fonda en los restantes elementos probato- 
rios allegados a la 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestiona no fedérale». 
Smtenctas arbitrarias. Procedencia del recurso. 

Las modificaciones introducida* por loa modernos sistemas de corte y trilla 
del cereal no pueden invocarse para alterar la forma de participación en 
los gastos prevista en los contratos, que no fueron modificado* en cm Me- 
tido por las partea o por ley posterior. La sentencia que así lo decide 
causa agravio a los arta. 17 y 18 de la Constitución Nacional y debe ser 
revocada. 

Dictamen bel Proco ra do li Genekal, 

Suprema Corte: 

Dos son en síntesis las cuestiones que lian motivado el pre- 
sente litigio. 

La primera versa sobre el porcentaje que, en concepto de 
rebajas legales, corresponde deducir del importe de arrenda- 
mientos y aparcerías relativos a determinados períodos. 

Consiste la segunda en la forma en que deben distribuirse 
los gastos de recolección de los frutos. La divergencia sobre 
este punto se ha suscitado con motivo de Jas diferencias exis 
tentes entre el sistema de recolección seguido al tiempo de pac 
tarse los convenios y el que se practica hoy en día. Mientras el 
anterior exigía etapas independientes, algunas de las cuales 
estaban a cargo exclusivo de una de las partes, el actual se rea- 
liza en un solo y único proceso. 

Alrededor de la primera cuestión los actores han sostenido 
que algunos de los puntos en debate habrían quedado ya resuel- 
tos por decisiones judiciales pasadas en autoridad de cosa juz- 
gada como son, entre otras, las conciliaciones homologadas por 
las Cámaras Paritarias. El a quo, sin embargo, funda su fallo, 
adverso a los demandantes, en el argumento de que tratándose 
de leyes de orden público todo convenio que contenga una reman 
cia a derechos asegurados por ellas carece de validez. 

Tal conclusión no se compadece, a mi juicio, con la doctrina 
qne V. E. ha sentado, entre otros, en el caso de Fallos: 237: 563. 

Se dijo entonces que el acatamiento a una sentencia firme y 

el criterio se hizo extensivo a un acto judicialmente homologa- 
do— es exigencia que atañe al orden público y tiene, además, 
jerarquía constitucional. 

El único fundamento, pues, en que se basa el fallo apelado 
para rechazar la defensa intentada sobre la primera cuestión 
que resuelve, viene a ser insuficiente para sustentarlo; y dado 
qne en ninguna de las instancias se agrega otro fundamento para 
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desestimar dicha defensa, concerniente al efecto de las decís to- 
nos judiciales firmes, se crea una situación análoga a la que 
resultaría si la mencionada defensa no hubiera sido considerada . 

En casos tales V. tí. (Fallos: 238 : 501 entre otros) ha apli- 
cad*) el principio de que la omisión en el examen de cuestione* 
que han sido sometidas ni juzgador y pueden ser decisivas para 
el resultado del pleito configuran arbitrariedad bastante como 
para que la sentencia sea dejada sin efecto. Por lo tanto, y en 
lo que hace al primero de los punto* a que me be referido, así 
correspondería resolverlo. 

La segunda de las cuestiones resueltas carece también a mi 
juicio de fundamento suficiente para sustentarlo. 

Si el avance de la técnica ha impuesto otro sistema en la 
recolección de los frutos, lo pertinente es, como lo hace el pro- 
nunciamiento del Inferior, adecuar al nuevo método, en la dis- 
tribueión de los gastos, la participación ron que cada contratante 
debía contribuir. 

El a quo, en cambio, arriba a una solución, con perjuicio 
patrimonial para una de las partes, que comporta desconocer lo 
pactado; y en ese punto el fallo no aparece fundado en ley. 

Pienso pues, en mérito a lo expuesto, que corresponde dejar 
sin efecto el fallo apelado en lo que ba sido materia de recurso 
y disponer que la causa sea nuevamente fallada. Buenos Aires, 
6 de abril de 1959. — Ramón Lascano- 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de noviembre de 19oU 

Vistos los autos: "Güomes, Luis c/ Hernández, Santos y 
otros s/ solieita intervención Cámara", 

Considerando : 

I*) Que al fundar el recurso extraordinario interpuesto 
contra la sentencia de fa. 378/383, el actor concretó los siguiente* 
agravios: a) Para determinar el porcentaje de arrendamientos 
vigente al 1* de julio de 1940, los organismos de la causa no 
pudieron prescindir de los reconocimientos judiciales y extra- 
judiciales formulados por los propios demandados, los cuales 
configuran, en su opinión, límites mínimos e infranqueables en 
orden ,n aquella determinación. Señaló, particularmente, que la 
sentencia es violatoria del derecho constitucional de propiedad, 
por cuanto desconoce los efectos de cosa juzgada que reviste el 
acta homologada a fs. 66 del expediente 958/50 agregado por 
mierda ; b) La sentencia prescindió de la abundante prueba pro- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 547 

{lucida para demostrar el precio de arrendamiento vigente en el 
año 1940 con respecto a fracciones de campo de naturaleza simi- 
lar al del actor, por lo que habría incurrido cu arbitrariedad; 
c) Al fijar el porcentaje de distribución de gastos para las cose- 
chas de los años agrícolas 1951/52 y 1952/53, el pronunciamiento 
se apartó, arbitrariamente, de los términos de los contratos cele- 
brados entre las partes y de la prueba existente en la causa. 

2*) Que la declaración contenida en la sentencia apelada 
en el sentido de que carece de importancia, para resolver el 
caso, lo acordado por las partes en el acta homologada que 
corre a fs. 66 del expediente agregado, importa establecer que 
e! precio do arrendamiento fijado en dicho convenio sólo rige 
con respecto a Jos años agrícolas allí considerados en forma 
expresa, y que, por lo tanto, los efectos de aquel convenio no 
son susceptibles de proyectarse hacia las cosechas de años agrí- 
colas posteriores, como los que han sido objeto del presente 
juicio. 

-T) Que en esas condiciones, aquella declaración equivale 
a un pronunciamiento sobro inexistencia de cosa juzgada, mate- 
ria que, por ser de hecho y de derecho común y procesal, escapa 
a la jurisdicción extraordinaria de esta Corte¡ salvo el caso de 
arbitrariedad, que no aparece configurada en la especie (Fallos: 
235:178 y 431; 236: 586; 242 : 205 ; 243: 220 y muchos otros). 

4') Que, en consecuencia, la garantía constitucional de la 
propiedad carece de relación directa e inmediata con lo decidido 
por los tribunales de la causa. 

5 9 ) Que, con respecto al segundo agravio, la circunstancia 
de que para fijar el precio básico vigente al 1* de julio de 1940 
se haya prescindido de las constancias invocadas por el recu- 
rrente, no autoriza a tener por configurada la tacha de arbi- 
trariedad, desde que la conclusión establecida sobre el particular 
por la sentencia en recurso aparece fundada —cualquiera sea su 
acierto o error— en los restantes elementos probatorios alle- 
gados a la causa —Fallos; 235 : 470—. 

6*) Que el último agravio debe, en cambio, prosperar. El 
hecho de que los modernos sistemas de recolección de frutos 
unifiquen las tareas de corte y trilla del cereal no es susceptible 
de invocarse para alterar la forma de participación en los gastos 
prevista en los contratos celebrados entre las partes, que no fue- 
ron modificados, en ese sentido, por acuerdo o ley posterior 
alguna. Por lo tanto, la sentencia apelada carece en ese aspecto 
de fundamento normativo bastante para sustentarla porque no 
es tal la mencionada modificación técnica, que constituye una 
circunstancia fáctica del caso. Hay en ello agravio a los arts. 17 
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y 1H de la Constitución Nacional y la sentencia apelada debe, en 
ál punto, ser revocada. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se revoca la sentencia apelada de fs. 378/385 en cuanto modifica 
la de primera instancia de fs. 251/260, que se deja firme. 

.Julio Oyhanabtk — Pkdro Areras- 
tury — Ricardo Colombres — 
Esteran Imaz, 



AIDA AOOIRBE P* AVKT v. JOSE ALTl'BE 

COSTAS: Desarrollo del juicio. 

No cabe pronunciamiento alguno sobre costas respecto de actuaciones decla- 
radas nulas por el fallo definitivo de la Corte —en el caso, las tramitada» 
ante tos organismos paritarios, cuya inconstitueionnlidad se resolvió en la 
sentencia— (')• 



EMPRESA NACIONAL DE TRANSPORTES v. ENRIQUE 
ANTONIO CARSTENS 

CONSTITUCION NACION Al: Derechos ij /paraMia*. Derecho de propiedad. 

Lo atinente a la autoridad de Ja cosa juzgada y a tos límites de In jaris- 
diceión de los tribunales de aleadn son cucst iones cjue interesan al orden 
público y revisten jerarquía constilocional. 

Corresponde dejar sin efecto la sentencia de ta Cámara que decidió qnc el 
letrado de la actor» en recia de derecho a percibir honorarios, en primera y 
segunda instancias, si la regulación fué apelada por aquél, por baja, y por 
la demandada, cuyo recurso se declaró desierto por no expresar agravios. 
En tnles condiciones, la sentencia debió reducirse a resolver si la regulación 
era justa o si debía ser alimentada, van arreglo a Ins pretensiones del único 
apelante. » 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Por sentencia del juez federal de Rosario se hizo lugar a 
la demanda de reivindicación, deducida por la Administración 
General de Transporte Fluvial contra el propietario de los 
"Astilleros Carsteiia", se impusieron las costas a este último y 
se recularon en mfn. 100.000 los honorarios del letrado-apoderado 
de la acto ra, Dr. Carlos S. Capdet (fs, 55). 
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¡unto ln demandada, como el nombrado profesional» apela- 
ron de ose pronunciamiento, por considerar el segundo de ello* 
m esa regulación era extraordinariamente reducida (fs 51 v 
§0j respectivamente), • 

Li; Cámara Federal de esa ciudad declaró desierto el recur- 
so de la demandada, y de oficio dejó sin efecto la regulación de 
honorarios de primera instancia y decidió no correspondía prac- 
ticar la de segunda, por considerar que de acuerdo con la copin 
do la audiencia celebrada en otro juicio seguido entre las mismas 
partes, agregada a fs. 48/50, habían sido convenidos los hono- 
rarios del Dr Capdet en m#n. 500.000 por su intervención en 
este, como en los otros pleitos existentes entre aetora y deman- 
dado, por lo que no era procedente dictar resolución que modi- 
ficase ese acuerdo de voluntades (fs. 71). 

Contra esta resolución interpuso el Dr. Capdet recurso extra 
ordinario, que es procedente por haberse alegado que el fallo 
«pelado afecta Jas garantías constitucionales de la defensa en 
.inicio y de la propiedad. 

En cuanto el fondo del asunto, es jurisprudencia de V. E. 
que no es admisible discutir en el procedimiento regulatorio de 
honorarios lo referente a la procedencia y forma de su cobro, 
cuestiones éstas que deben quedar reservadas para el momento 
que so intente ejecutar la respectiva regulación (Fallos: 235 
1:">6 y otros). 

En el presente caso, la demandada, condenada en costas, 
apelo del fallo condenatorio, pero, por su falta de expresión de 
agravios, no planteó cuestión alguna respecto de la procedencia 
de la regulación de honorarios al Dr. Capdet, por lo que resulta 
asi menos admisible la decisión del a quo a ese respecto. 

Por ello y por aplicación analógica de lo resuelto por esa 
Corte, de conformidad con mi dictamen, en Fallos : 244 : 409, opi- 
no que corresponde revocar la resolución recurrida y disponer 
se dicte nueva sentencia con arreglo a lo dispuesto por el art, 16, 
1* parte, de la ley 48. Buenos Aires, 10 de junio de 1960. — 
Ramón Lascano. 
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Buenos Aires, 30 de noviembre de 1960. 

Vistos los autos: ** Empresa Nacional de Transportes (Admi- 
nistración General del Transporte Fluvial) c/ Enrique Antonio 
Carstens s/ reivindicación". 
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Considerando: 

1°) Que, según consta en autos, contra la sentencia de pri- 
mera instancia (fs. 55/">7), que liíüo lugar a la demanda promo- 
vida en autos y reguló en m$n. 10Ü.U0Ü los honorarios corres- 
pondientes al representante letrado de la acto ra, Dr. Curios Q. 
Capdet, tanto éste como la parte demandada dedujeron sendos 
recursos de apelación {fs. 58 y (¡1). 

~¿ v ) Que la Cámara a quo, luego do declarar desierto el 
recurso de la demandada, en razón de que ésta no expresó agra- 
vios dentro del término pertinente, consideró la apelación del 
Dr. Capdet y, fundándose en la existencia de un convenio ante- 
rior, mediante el cual aquél se comprometió a percibir deter- 
minada eautidud máxima "por su intervención en este juicio' * 
y en todos los otros seguidos entre las mismas partes, dejó sin 
efecto la regulación practicada y declaró que el aludido letrado 
carece de derecho a cobrar honorarios por sus trabajos de pri- 
mera y segunda instancias (fs. 71/72). 

3?) <¿ue, con motivo de esa sentencia, el interesado inter- 
puso recurso extraordinario (fs. 75/77), que le fué concedido 
(fs. 78). ¡Sostuvo que el pronunciamiento de que se agravia 
contraría lo preceptuado por los arts. 17 y 18 de la Constitución 
Nacional y adolece de arbitrariedad. 

4 V ) (¿ue, como surge de los antecedentes relacionados, el 
único recurso que estuvo sujeto a juzgamiento de la Cámara lo 
fué el intentado por el letrado en cuyo favor habíase practicado 
la regulación de honorarios, quien la impugnó por entender que 
era "extraordinariamente reducida" (fs. 58). Ella significa que 
la sentencia debió reducirse a decidir si dicha regulación era 
justa o si, por el contrario, debía ser aumentada, con arreglo a 
las pretcnsiones del único apelante. Es indudable, por tanto, que, 
al declarar que el Dr. Capdet carece de dereeho a ser remune- 
rado por sus trabajos profesionales, el tribunal a quo se pro- 
nunció sobre materia ajena a la jurisdicción que en el caso le 
era dado ejercer y, además, prescindió del carácter de cosa 
juzgada que revestía el fallo de primera instancia en orden a la 
existencia del referido derecho. 

5*) Que, por consiguiente, de acuerdo con la doctrina que 
esta Corte expuso en el precedente de Fallos: 247: 109, no es 
dudoso que la decisión de fs. 71/72 ha sido dictada con prescin- 
dencia de los límites de la jurisdicción del tribunal apelado y 
con desconocimiento del principio atinente a la autoridad de la 
cosa juzgada. De donde se signe que, toda vez que aquellos lími- 
tes y este principio interesan al orden público y tienen jerarquía 
constitucional, los agravios del apelante deben prosperar. 

Por ello y las razones concordantes contenidas en el dicta- 
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niüii del Señor Procurador General, se deja sin efecto la sentón 
cia tle fs. 71/72 en cuanto ha sido materia del recurso extraordi- 
nario, debiendo volver los autos al Tribunal de su procedencia 
a fin de que se dicte nuevo fallo, con arreglo a lo dispuesto en 
* i ! nrt. lí¡, Ira, parte, de la ley 48 y en este pronunciamiento, 

-Julio Oyhanaiite — Pkoko Abjjhas- 
tuliv — Ricardo Colombres — 

KSTEUAN [MAZ. 



MARIA ESTIIEli OIíJGONl 2 A PIOLA pe CAJIBACEHES 
v. PAULINO HAH1SOAUAT 

RECURSO EXTRAQRDIXARIQ: Requisitos formnles. Introducción de ta 
cuestión federal. Oportunidad. Planteamiento en el eacrito de interposición dd 
recurso extraordinario. 

Constituye reflexión tardía el agravio constitucional expresado por el ape- 
lante en el escrito de interposición del recurso extraordinario, referidlo a! 
carácter administrativo de las Cámaras Paritarias de Arrendamientos liurale». 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

Carece de iiiteny jurídico para deducir e] recurso extraordinario con fun- 
damento en el art. G7, ine. 11, de k Constitución Nacional, (juien admitió 
por contrato la prórroga de la jurisdicción provincial 

Dictamen lwl PitucukAiwit Oenehai. 

Suprema Corte : 

A fs. 17 y vta. el apelante planteó el caso federal, reiterado 
a fs. 70, sobre la pretensión de que la presente causa era, por 
imperio de la Constitución Nacional (arts. 67, ine. 11, y 104), 
de conocimiento de la justicia provincial. 

Sin embargo, de la cláusula (i* del contrato de locación co- 
rriente a fs. 44 del expediente agregado n 9 1383 resulta que la 
jurisdicción local fué voluntariamente declinada por el recurren- 
te, lo que torna de aplicación al sub Índice la doctrina de V. K. 
sentada el 18 de mayo del cte. año en la causa R,*_'40 en el sen- 
tido de que la prórroga de la jurisdicción provincial priva de 
interés jurídico, a quien la ha pactado, para sustentar la ape- 
lación sobre la base de que el conocimiento de ta causa es de la 
competencia de los jueces de la provincia de Buenos Aires. 

Por aplicación de este criterio, y dado que el agravio que 
se funda en el carácter administrativo atribuido a los organismos 
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paritarios y a su dependencia del Poder Ejecutivo resulta extern 
po raucamente alegado, corresponde declarar improcedente el 
recurso extraordinario interpuesto y que ha sido mal acordado a 
fs. 8Í). Buenos Aires, 18 de agosto de 1960. — Ramón Lascan». 

FALLO UE LA COIiTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de noviembre de líXitl. 

Vistos ios autos: "Grigoní Zapiola de Cambaeeres, María 
Esthcr e/ Uarisgarat, Paulino s/ excepción prórroga legal (art 
52, íne. b) y efectividad (art. 53, inc. a)". 

Considerando: 

Que el agravio constitucional referido por el apelante al 
carácter administrativo de los organismos paritarios constituye 
reflexión tardía, ya que sólo aparece articulado en el escrito de 
interposición del recurso extraordinario, lo que impide su consi- 
deración por esta Corte en la instancia de excepción. 

Que, en cuanto a los agravios vinculados al art. 67, inc. 11, 
de la Constitución Xat-ioual, si fon fueron introducidos por el 
apelante desde su primer escrito, lia mediado entre las partes, 
tal como lo señala el Señor Procurador General, una prórroga 
contractual de la jurisdicción provincial (ver contrato tic fs. 44, 
cláusula G\ en la causa ir* 1383, que corre agregada), lo que priva 
al apelante de interés jurídico para deducir el presente recurso, 
como lo tiene decidido esta Corte en casos análogos (Fallos- 
246 : 322 y otros). 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 89. 

Abistóbulo D. Abáoz de Lamamud — 
Pedro Aberastury — Ricardo Co- 
ló mbres — Esteban Tmaz. 



BANCO HIPOTECARIO NACIONAL 

JURISDICCION 7 COMPETENCIA: Competencia nacional. Causan penales, 
anlárqnica Pf ^ HÍ< * > * '°* ******* V ***** * ta NaeiAn V * su * reparticiones 

Con arreglo al airante que la jurisprudencia de la Corte Suprema lia atri- 
buido al art. 1* ds la ley 14.180, corresponde a la justicia nacional en lo 
criminal de instrucción y no a la elimina) y correccional federo!, conocer 
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de la denuncia efectuada por el Banco Hipotecario Nacional por robo de 
material** pertenecientes a inmuebles que el Banco construye en un barrio 
de viviendas en la Capital Federal, 



Suprema Corte: 

Se investiga en esta cansa la substracción de materiales per- 
tenecientes a algunos inmuebles que el Banco Hipotecario Na- 
cional ha construido en el barrio Pte. Rivadavia, de esta Capital, 
eon el fin de darles locación o enajenarlos como contribución a la 
erradicación de viviendas insalubres (fs, 89). 

^ Se trata, evidentemente, de bienes afectados a un servicio 
de índole local, en el sentido que cabe asignar a la expresión em- 
pleada por el art. 1" de la ley 14.180. Corresponde, pues, en virtud 
de dicha disposición legal, resolver la presente contienda de com- 
petencia declarando que debe conocer de la causa el señor Juez 
en lo Criminal de Instrucción. Buenos Aires, 3 de noviembre de 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 80 de noviembre de 1960. 
Autos y vistos; considerando: 

(¿ue, en atención a las circunstancias de la causa v como dic- 
tamina el Señor Procurador General, eon arreglo al alcance que 
esta Corte ha atribuido a lo dispuesto en el art. V> de la ley 14.180, 
la justicia de instrucción de la Capital es la competente para 
conocer del presente sumario —Fallos : 24fi : 315 v los allí ei fa- 
dos ; sentencia del 24 de agosto pasado en la causa C. 995, "Obras 
Sanitarias de la Nación" — . 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara que el Señor Juez Nacional en lo Criminal de Instruc- 
ción de la Capital debe seguir conociendo de esta causa. Remí- 
tansele los autos y hágase saber en la forma de estilo al Señor 
Juez Nacional en lo Criminal y Correccional Federal. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Julio Oyhanarte — Pedro 
Aberasturt — Ricardo Coujm 
bres — Esteban Imaz. 
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RAUL O. FEBREYBA v. ROMEO O, PAOLONI 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal. Delito» en parík» 
tor. Defraudación. 

Si "prima facie" aparece configurado el delito de estafa, ea juez competente 
para conocer del proceso el del lugar donde se entregaron las mercaderías 
a cambio de un cheque doloso y no el del lugar donde éste habría sido 
emitido. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

A estar a los términos de la denuncia de fs. 1, único elemen- 
to de juicio con que se cuenta hasta el presente, la emisión del 
cheque sin fondos habría tenido por resultado la entrega de las 
mercaderías en la localidad de Barranqueras (Pcia. del Chaco). 

En tal lugar se habría pues consumado, prima facie, el deli- 
to previsto en el art. 172 del Código Penal, motivo por el cual 
estimo que corresponde dirimir la presente contienda declaran- 
do competente, por ahora, para entender en la causa al señor 
Juez de Resistencia (Kalln ;. 2*28; 274; 229: 132 ; 231: 407 entre 
otros). Buenos Aires, 8 de noviembre de 1960. — - Ramón Las- 
cano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bnenos Aires, 30 de noviembre de 1960. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, sin perjuicio de la calificación definitiva del hecho de- 
nunciado, que resultará de la investigación a practicar, la cir- 
cunstancia de que prima facie, aparezca configurado en el caso 
un delito de estafa determina la competencia del juez de Resis- 
tencia, ya que la entrega de las mercaderías a cambio de un che- 
que doloso habría ocurrido en Barranqueras, Provincia del 
Chaco. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara que el Señor Juez en lo Criminal y Correccional 
de Resistencia es el competente para conocer de esta causa. Be- 
mitán. ol<- los autos y hágase saber en la forma de estilo al Señor 
Juez del Crimen de Corrientes. 

Benjamín Villegas Basavilraso — 
Luis María Boppi Boooero — Ju- 
lio Oyhanarte — Pedro Atieras- 
türt — Ricardo Columbre* — 
Estera k Imaz. 



DE JUSTICIA DE LA WACIÓN 



NESTOR HUGO POLO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Cuestione* no federe*. 
Interpretación de normas y actos comunes, 

No procede el recargo extraordinario contra la sentencia que, fundad* en 
el -fallo plenario dictado sobre la materia, resuelve acerca del plazo dentro 
del mal debe efectuarse el protesto a que se refiere el art. 302 del Código 
Penal (»)■ 



EDIFICIO AVENIDA ROQUE SAEN'Z PESA N<> 1174 
SUPERINTENDENCIA. 

Afectado el inmueble en cuestión por dcereto del Poder Ejecutivo para el 
funcionamiento de dependencia» del Poder Judicial que ocupan la mayor 
parte de sus plantas, las dificultades opuestas para el acceso y para la 
reparación de sus ascensores deben subsanarse proveyendo de llave a loa 
titulares de los organismos instalados y disponiendo lo necesario para el 
adecuado funcionamiento de aquéllos, aun con el auxilio de la fuerza pública. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de noviembre de 1960. 

Considerando : 

Que los señores Agentes Fiscales, titulares de tas Fiscalías 
en lo Penal instaladas en el edificio de la Avda. U, Sáenz Peña 
1174 dan cuenta en la presentación que antecede de los inconve- 
nientes que irovoca la dificultad de acceso al inmueble» como 
así también la imposibilidad de utilizar el ascensor, en las horas 
o días en que no está de servicio el encargado. 

Que, por su parte la Dirección Administrativa y Contable 
informa que la reparación de los ascensores se ha visto dificulta- 
da por no haberse facilitado el acceso de los operarios enviados 
al efecto. 

Que, como se declaró en la resolución de fecha 3 de junio 
del corriente año, la mayoría de las plantas del referido inmueble 
se encuentran afectadas al Poder Judicial en virtud de un decre- 
to del Poder Ejecutivo al que asiste la presunción de su validez. 

Que siendo ello así y a fin de preservar la regular presta- 
ción del servicio judicial corresponde adoptar las medidas nece- 
sarias, sin que puedan obstar las observaciones formuladas por 
los propietarios del inmueble en su escrito de fs. 10/11, referidas 
al uso que —según afirman— fué convenido por contrato; obser- 
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v aciones que no son pertinentes en estas actuaciones adminis- 
trativas. 

Por ello, se resuelve disponer: 

a) La confección y entrega a los titulares de los organismos 
judiciales instalados en el edificio de la Avda. Boque Sáen% Peña 
1174 de las llaves que permitan su acceso cuando lo estimen ne- 
cesario. 

b) Se atribuya, por la Intendencia, el personal que sea in- 
dispensable para el servicio y manejo de ascensores, sin perjuicio 
de que la Dirección Administrativa y Contable proyecte lo perti- 
nente para la creación de personal estable de servicio. 

c) La revisación y reparación de los ascensores del inmue- 
ble por intermedio de la Dirección Administrativa y Contable o 
Intendencia del Tribunal. 

d) El auxilio de la fueran pública, si fuera necesario, para 
«I cumplimiento de las disposiciones precedentes. 

Abistóbulo D. Abáoz dk Lamad«ii> — 
Juuo Oyhanabte — Ricardo Co 
lombees — Esteban Ihae. 
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ACUERDOS PE la CORTE SUPREMA 



CUERPO MEDICO FORENSE 

En Buenos Aires, a los 9 días del mes de diciembre del año 1960, retiñidos 
en la SaU de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente- de la Corte Suprema 
de Justicia de ta Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbaso y loa Señorea 
Jueces Doctorea Don Aristóbulo D. Arios de Umadrid, Don Luis Haría Boffi 
BofEgero, Don Julio Oyhanarte, Don Pedro Aberastury, Don Ricardo Conmbres 
y Don Esteban hn&r., 

Consideraron ; 

Que el Tribunal ha podido advertir, con motivo de diversas actuaciones de 
superintendencia, que en el Cuerpo Médico Forense de la Justicia Nacional de la 
Capital Federal existe un ambiente, derivado de situaciones de orden persona), 
que —como se declaro en resolución de 1* de julio último, Espediente de Super- 
intendencia n» 1649/60— afecta la eficiente prestación del servido y el regular 
funcionamiento administrativo del organismo. 

Que, entre otros antecedentes, se halla en trámite ante la Corte la denuncia 
formulada por el Decano con motivo de comentarios periodístico* respecto de tu 
gestión, atribuidos a uno de los módicos qne integran el Cuerpo. 

Ojie tal estado de cosas se ha agravado con la nota presentada en el día de 
la fecha, por un grupo numeroso de integrantes del Cuerpo, referente a presun- 
tas irregularidades vinculadas con el acto eleccionario de sus autoridades, fijado 
para el día 14 próximo. 

Que en presencia de loa antecedentes expuestos, la Corte Suprema estima 
que corresponde suspender el referido acto eleccionario, hasta tanto una investí- 
pación de todos loa heehoa relacionados con la situación planteada permita acor- 
dar soluciones adecuadas. 

Que terminando las fundones las autoridades actuales el 31 del corriente 
— art. 149 del Reglamento para la Justicia Nacional — procede se designe por el 
Tribunal la autoridad que, interinamente, desempeñará las fundones directivas 
a partir del 1* de enero del rúo entrante. 

Resolvieron : 

a) Suspender el acto, para elegir autoridades del Cuerpo Médico Forense 
de la Juatida Nacional de la Capital Federal, fijado para el día 14 próximo. 

b) Encomendar ta función directiva del Cuerpo, interinamente y a partir 
del 1* de enero del año entrante, al señor Secretorio de Superintendencia de esta 
Corte Suprema. 

e) Disponer se efectúe una investigarían en el Cuerpo Médico Forense a 
fin de establecer las causas que han motivado la situación imperante. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mi, que doy fe. — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Ahstobulo D. Araoz de Lamadhid — Luis María Rom 
Boqoebo — Jomo Othanarte — Pedho Aberastdbt — Ricardo Colomrrks — 
Esteban Imaz. — Jorge Arturo Perú (Secretario), 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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\LCA11>1A DEL PALACIO DE JUSTICIA. Al'MEXTO DEL PERSONAL 

POLICIAL ADSCHIPTO 

En Buenos Aires, a los 16 días del mes de diciembre del año 1960, reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbaso y los Seño- 
res Juere* Doctorea Don ArUtóbuIo D. AnW. de bunadrid. Don Luis Mana Boffi 
Boggcro. Don Julio Oylianarte, Don Pedro Aberaslury, Don Ricardo Coloinbres 
y Don Esteban Imag, 

Consideraron ; 

Qje en su Acordada de 29 de abril último esta Corte, reiterando la de 5 de 
noviembre de 1958, solicitó del Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio 
del Interior, se considerara el serio problema creado a la Alcaidía del Palacio 
por insuficiencia de personal policial, estimándose que, para regularizar el servi- 
cio, debía aumentarse a ciento veinte (120) el número de agentes iidaeriptos al 
organismo. 

Que en esas Acordadas —con mención de datos estadísticos - so señalaron 
las circunstancias que fundaban la solicitud del Tribunal y lo ureencia que me- 
diaba para arbitrar las medidas pertinentes. 

Que, en atención al tiempo transcurrido, corresponde reiterar la petición 
referida, solicitando al Poder Ejecutivo quiera espresar si es posible acceder al 
requerimiento formulado por esta Corte a fin de que, en caso contrario, pueda 
contemplarse la adopción de otras medidas para solucionar, con la urgencia que 
su naturaleza impone, el problema de que se tratii. 

Revivieron: 

Reiterar al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio del Interior, la 
petición dispuesta por Acordadas de 5 de noviembre de 1938 y 2D de abril pró- 
ximo pasado para que se aumente a ciento veinte (120) el número de agenten 
policiales ndscriptos a la Alcaidía del Palacio de Justicia, solicitándole, asimis- 
mo quiera expresar —a la brevedad — si es posible acceder a tal solicitud, do 
modo que, en enso contrario, se contemple otra solución para el urgente problema 
que afecta el regular funcionamiento de diclm Alcaidía. 

Oficíese con transcripción de tas Acordadas a que se ha hecho referencia. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mi, que doy fe. — BENJAMÍN ViLLEOAS 
BABAvrfcBASO — Abistóiu'M) D. Ar.íoz de Lamadrid — Lns María Rom 
BonuEiw — Jumo Ot han arte — Pedí» Aberasti-hv — Ricardo Cohombres — 
Esteban Imaz. — Jorge Arturo Pcró (Secretario). 



LISTA DE CON JUECES PARA EL ASO 1061 

En Buenos Aires, a los 20 días del mes de diciembre del año 19U0, reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbaso y los Seño- 
res Jueces Doctorea Don Axistóbalo D. Aráoí de Lamadrid, Don Luía María 
Boffi Boggero, Don Julio Ovhanarte, Don Pedro Aberastury, Don Ricardo Co- 
lombres v Don Esteban Imaz, con el fin de formar para el año 1961 la lista 
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de Conjueces a que se refiere el art. 22, inc. 3', del decreto-l<>v 12Ü5, de tedia. 
4 de febrero de 1958 — ley 14.4Ü7— , se practicó, atento lo establecido por dicha 
disposición, la respectiva insaculación, resultando designados los doctores: 

Manuel J. Aniñarás, Benito Nazar Aitchorena, Francisco Rumos Mejía, 
Sebastian Soler, Guillermo Ahumada, Santiago Barqué, Luis M. Rnuriizzone 
Rafael Rielsa, Atibo Dell'Oro Maini, Julio C. Cu« to Búa, Juan José Díaz Arana 
Junn Antonio González Calderón, Laureano Lnnduburu, Francisco Laplaza, Se~ 
frmido Linares Quintana, Miguel S. Marienhoíf, Guillermo Micheki.n, Relisario 
Moreno Huevo, Julio Ojea, Alborto Padilla, José Peo, Alfonso Pomird, Carloa 
•J. Rodríguez, Carlos Sánchez V ¡amonte y Jtisé Manuel Saravin. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase v registrase 
ni el libro correspondiente, por ante mi, que dov fe. — Benjamín Timadas 
Basavilraso — AribiAicui D. ArAoz de tájüjwD — Luis María Boffi 
Bmhjem — Jllio Othanahte — Pruno Ahkhasti-kv — R icario Cou>mrrrs — 
Esteras Imaz. — Jorge Arturo Peró (Secretario). 



SDMI NA DE COXJrECES PARA LOS JUZGADOS FEDERALES 

ASO 1001 

En Buenos Airea, a los 2(1 días del mes de diciembre del año 1 OliO, reunidos 
en U, Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
du Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbasn v los Seño- 
"*™ Dftores Don AristÓbulo D. Arfoz de Lnmadrid, Don Luis María 
BoMi Boggero, Don Julio Oyhanarte, Don Pedro Aberasturv, Don Ricardo Co- 
lombres y Don Esteban Imaz, 

Resolvieron : 

Proceder a practicar las desinsaculaeioncs de los abogados de la matrícula 
cuyas listas elevaron los Juzgados Federales de Primera Instancia que n conti- 
nuación se detallan, en virtud de lo dispuesto por el art. 123 del Reglamento para 
la Justicia ímcionnl n los efectos de formar las nóminas de Conjueces y Fiscales 
tfrf hoe p«rn el año 1961, prevista por los arts. 2* y 3* de la lev íKtf>, resultando 
designados en este acto para: 

Juzgad* > Federal de Primera Imtanda A'<- 1 de La Plata, a los doctores: 
Aniiicar A. Mercader, Augusto Mario Morello, Abel Rípa Alberdi, Jorge Romano 
lalour y José E, Rozas. 

Juzgado Federal de Primera Instancia A* 5 de La Plata, a los doctorea: 
César A. Bustos, Luis C. Caggiano, Luis María Cánepa, Luis Roberto Lima y 
Luis A. Marzonc. 

Jungado Federal de Primera Instancia W 3 de La Plata, a los doctores: 
Alberto Belisario Arana, José Enrique Brochou, Oscar Alberto Games, Oscar F- 
Hirscbi y Félix Imeroni Campos. 

Juzgado Federal de Primera Instancia A 5 1 de San Martín, a loa doctorea: 
Elio Benhaim, Héctor Conde, Carlos Alfredo Hurtado, Bernardo Krause, Igna- 
cio Lazarte, Ornar Lima Quintana y Manuel Ortega. 

Juzgado Federal de Primera Instancia N* 2 de San Martín, a los doctorear 
Juan Carlos Bruni, Alfredo Giménez Zapiola, Horacio Francisco Maraan, Daniel 
Ornar Peirano. Jos* Humberto Saporiti y Daniel Vázquez Rodríguez. 

Juagado Federal de Primera Instancia A'* 5 de San Martin, a los doctorea: 
Luca B Francisco Ayarragaray, Manuel Marta Beeear Várela, Antonio D. Carda- 
relli, Enrique Juan Carlos Chion Claverie e Isidoro H. Goldenberg. 
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J migado Ftderal de Primera Instancia de San Meólas, a los doctores: Adhe- 
mar Heriberto Brieehi, Cario» del Fonio, Enrique Ganierro, .Miguel Angel Incüaus- 
ti, Carlos Guillermo Linland, Héctor Montedónieo, Ricardo C. Olivera Aguirre, 
José Cru* Pérw Ga!arraga, Eduardo A. Segovia y Alicia X. de la Torre. 

Juzgado Fed^al de Primera ¡tutanda de Azul, a los doctores: José Amustio 
Carus, Carlos María Cordelóla, Luis Eduardo Dotinj, Raúl Miguel Domingo y 
Adolfo Alejandro Hernández. 

Juzgado^ federal rfe Primera Infancia de Mereeden, a los doctores: Rugen. 
F. Cozxi, Fernando A. Lillia, Vírente Ma laques, .Juan Bautista Muscagony, 
Julio M. Ojea Quintana, Manuel Silva de la Riesira y Carlos Waisman. 

Jmgado Federal de Primera Infunda de La Pampa {Sta. Rosa), a los doc- 
toren: Félix Amado, Pedro J. Berhongaray, Pablo S. Fernández, José Demetrio 
Nale, Uane Pascual y Juan Cario» Tierno. 

Juzgada Federal de Primera infancia de Btthía Manea, a los doctores: Raúl 
E. Bagur. Danilo Biondo, Santiago Cenoz, Julio César Martelln, Fermín Moisá, 
Junn Guido Pastorino, Roberto Sa llore», Gregorio Scheim*. Jorge A. Yiglizzo y 
Bernardo Vilo. 

Juzgado Federal de Primera Infancia X* 1 de S ruquen, a los doctor™ : 
Horacio M. I. R. Ahumada. Felipe Alvarez Yo fie, Julio Humberto Andino, Orlan- 
do Lucio Funes, Luis Roberto Ortega, Marcelo .Juan Othnrán v Héctor Atitio 
Sabattoli 

Juzgado Federal de Primera Inxtiimia N* 2 de Xenquén, a los doctores: 
José Marín Caballero. Matee» A. Fabani, Roberto Jorge Ferrer, Manuel Kohon, 
Saturnino M. La ra Lardizábal. Pedro Luis Qunrta y Rodolfo José Valdez. 

Juzgad» Federal de Primera Intdaueia de Rio Xegro {Viedma), n los docto- 
res: Angel Cayetano Aria», Orfilin Modesto Arró, Mario Xuznrio Cámporn, Ro- 
berto De Rege. Jorge Félix Frías, Mario Romuki de Nuestra Señora de Guada- 
lupe Ramírez y Manuel Rodolfo Salgado. 

Juzgado Federal de Primera Infancia de Rio Xegro {(¡ral. Bota .Y* J), a 
los doctores: Huro K. González, Santiago Hernández, Leandro Isla, Juan L. 
Kicchieri y Rubén M. Temponc. 

Juzgado Federal de Primera lunlauvia de Río Xegro {(ind. Roca S* 2), « 
los doctores: Adolfo Federico Nielsen, Arturo l'érez Petit, Pedro Schtipira, José 
Miras Trabulóu y Mario Roberto Yieecns. 

Juzgado Federal de Primer» luntaneia de Paraná, a los doctores: Agustín 
Fcderik Rorgnbclto, Luis Calderón Hernández, Juan A. Godoy, Roberto H, Qui- 
odoz. Eduurdo Revi riego y Benjamín Vieyra. 

Juzgado Frdcral de Primera Instancia de Corriente», a lo» doctores: Jorge 
O. Bcnchctrit Medina, Justo Díaz Cnlodrcro, Juan Curios Lubai-y, Luis Adán 
Maciel y Diómedcs C. Rojas. 

Juzgado Federal de Primera tu.it amia de Paso de Ion Libre», u los doctores; 
Sotrm A. Aquino, Honornto lt. Cubero, Ever II. Etelienit|ue, Jorge E. Leona rdi, 
Humberto V. Pcrcgo, Pedro G. Polo y Luis ü, Zervino. 

Juzgado Federal de Primera tmtaneia de Concepción rW Uruguag, » los 
doctores: Virginio P. Barhieri, Juan Carlos Cerctti, Junn E. Lgenva, Teodoro 
E. Marcó, Delio Pnnizza, Justo M. Pinto». Julio C. Rutto, Luis Muría Rodríguez 
y Junn Aneel Texier. 

Juzgada Federal de Primera Instancia de Misiones {Potada*), n los doctores: 
Armando O. Barrionuevo, Luis Maria Duurte. Raúl Fernández, María S. Etche- 
parc de Galanía, Herta K. de Glanvann, Roberto Peralta, Héctor R. Pereyra y 
Domingo F. Sarmiento. 

Juzgado Federal de Primera Instancia Nf t de R-mtri», a los doctores: Héc- 
tor Lorenzo Avalle, Angel B Cha va rr i, Franeiseo F. Amato Agoglia, José A. 
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«bioldi, Manuel de Juano, Camilo J. Muniagurria, Francisco S Oliv» 
Ortiz do fiuinea, Luis A. Prén.oli y Manuel 7. Rodrigó ' 

Jn^ado Federal de Primera Infancia N 9 2 de R om rio, a lo< doctores- José 

An¿ & í Arnera Inunda de Santa Fe, a lo. doctor; Gregorio 

Anuas Sixto Baver, Francisco M. Ferrer, Carlos R. Mayo!, Luciano F Moli- 
Vega ' Ífi| Jí*" 0,into A P'vidori, Arón Kabinovi™ y RaTl 
T J HS,Jt t? a Fe ' tt,rttl *» Príeiera /»*l«ar/« A? / rf, CJrdoíjn a Iq* doctor**- AH n 
Pianloni ^ Upnngr, Enrique Martí™ Paz y Mario 

Jugado Federal de Primera tutanda A> £ de Círrfoba, i los doctores- Luis 
Amuchajt^, E ías Chatas, Migue] Angel Fe™ Denota, ^SéSÍA 

J**g>jo Federal dé Primera Instancia de Bell Ville, a l os doctorea: Julio 
Aliaga Orortcgu,, Gustavo Gavier, Francisco Javier Gómez, Jo^ Adolfo Lavis- 

H S«, ÍÍSÍi L f oneUl ¿j Sn » 1 » fW" ««¡HÜ, ^car Do^to Mariconde, Angel 
ti. Ortajt Hernández y Eduardo Julio Semino. 

J >ií ; , ( tdo Federal de Primera Iwttattcia de Ría Cuarto, a los doetore*' Julio 
JS^f 1 ^^^^^^ Héctor Mura, Jut ("oda Q¿ 
So FaTeo ' PÍf,ír °' Juan P ' I'r^saeco y Eduardo 

Augusto Bmneh., \. rente Miguel Deleonardi, Manuel G, Fernández Valdes, 
Salvador de J. Ferrcyra, Francisco G. Gallardo, Carlos Saúl Mauem y Cándido^ 
Anselmo Vargas J 

J« £¡ rarfo FraVref PWaww Ziufanrfj de Mendota* a los doctores: ArfsHdea 
Ag«,ro, Herían Cortes Emilio Gaicano, Joaquín Salvador Guevara Civit y 
Adolfo V icchl. J 

J^orfo Federal de Primera Instancia de San Rafael, a lo* doctore»: Félix 

A^ont ° R " Cuart * ra > N ' iwlAs A Guimil!Í Sip *«M y Carloa 

PJ * / "/"'' rfí> <í* Primera Inttancia de San Luis, a loa doctorea: Rodolfo 

Eduardo Bravo, Roberto Mazzola, Mario Pueyro Murillo, Aníbal E. Sosa, Roque 
b. 1 ornes Morales Audelino Torrontegui, Francisco M. Tula v Vicente A. Zopo. 

J» toado Federal de Primen Instancia de Sam Jaan, a" lo» doctores: LuU 
Mórcelo Alvo, Amérieo Alberto Bfoise, Juan C. Caballero Vidal, Httgo Corre* 
Moya no y Osvaldo Maurín Navarro. 

Jugado Federal de Primera Instancia de Taenmán, a loa doctorea: A maído 
E Ahumada .Argentino Santo., Alonw, Roberto Amfn Facías Jorge K. Poviña 
y Eduardo Sanaté Prebisch. 

Jaggado Federal de Primera Instancia de Cata marca, a los doctore* : Carloa 
Arturo Acuña, Adolfo R. Castellanos, Xallib José Jalil, Luis Alberto Sáncbea 
Ahumada y Luis Nicolás Sánchez Ketalde. 

Juzgado Federal de Primera Instancia d* Jvjnu, a los doctores: Carloa 
Alberto A] varado, José Luía Del Frari, Ciro Alberto Fart'án, Ramón Elias Jeuefea 
y Héctor M, Sánchez Iturbe. 1 

JHZfjado Federal de Primera Instancia dé Santiago del Estero, a los doctores; 
francisco E. Cerro, Emilio A. Chriatensen, Laten» Fazio Hojas Mariano J. 
raa y nenjamfn ¿a va lía. 
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Juzgado Federal de Primera /«ftoMw <fe Salle, t los doctores: Carlos Ro- 
bfito Arando, Alberto E. Awterlitc, Armando R. Garbeo, Florentfn Cornejo y 
Mera ate C sellar. 

Juegado Federal de Primer» Imtameia de Formón* , a los doctores: Fia vio 
René Arias, Enrique Guerra Stewart, Tomás Lafuente, Francisco Marios, Osear 
Liberato Medina, Alberto Domingo Montoya, Antenor Polo, Dora Polo y Lnis 
Blepoy. 

Juzgado Federal ¿4 Primer* JmUtmekt de Comodoro Rivadatia. a los docto- 
res; Félix Román Angulo, José María Ferreyra Reynifé, Jorge Adolfo Méndez 
Caldeira, Arturo Bernardo Kieraan y Diego Joaquín Zamit 

/tugado Federal ds Primera laetameia dé Etquel, a los doctore» : Alberto 
M. Berro, Joan Bautista Caven, Roberto Concepción Costa, Benito Fernández, 
Rieardo Angel Pedro Cerosa, Antonio Rufino Martines Aguirre y Julián Isi- 
doro Ripa. 

Juzgado Federal de Primera Inetaneia de Rio Gallego», m ios doctores: Hora- 
cio Aguila, Roberto Aguilera, Adolfo Alejandro Barbieh, Sebastián A. Berati, 
Alfredo Martin Mal donado, Ateides Bartolomé Peres Galla rt y Jorge 0. Viact. 

Jmtgado Federal de Primera laetameia de Rawion, a los doctorea: Ricardo 
B. Elicagaray, Ja cobo Joaquín, Beltrán Adolfo Mol hall, Ricardo Rameugé, Eduar- 
do A. Sdglieno, Agustín Torrejón, Diógenes Várela Diez, Luis Vineensi y Osval- 
do WillUma. 

Juegado Federal de Primera laetaaeia de Tierra del Fuego, Antártida e Mas 
del Atlántico Sud (Uekuaia), a km doctores: Adolfo Menúes y Conrado Guillermo 
Winhans (mi la lista enviada por el señor Jues sólo se consignaba a los profe- 
sionales citados). 

Todo lo «nal dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y regístrase 
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. — Benjamíic Villegas 
Babavtlbaso — AmaroaULO D. Anioe de Lamaísmo — Luis Manía Bom Bogge- 
no — Jcuo OrHAJTAsrc — PKoan Abebastury — Ricabdo Colokbbes — Este- 
sai Imaz. — Jorge Arturo Perá (Secretario). 



APLICACION DEL ART. 28 DEL DECRETO-LEY 1285/58 

En Buenos Aires, a loa 22 días del mes de diciembre del año 1900, reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas BaaavUbaso y los Seno» 
res Jueeea Doctores Don A ruto bn lo D. Araos de Lamsdrid, Don Luis Marta Bofíi 
Boggero, Don Julio Oyhanarte, Don P^dro Aberastury, Don Rieardo Columbres 
y Don Fitrbsn Imu. 

Consideraron: 

Que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil comunico a esta Corte 
Suprema (Expíe, de Superintendencia 447/58) la Acordada de 13 de octubre de 
1ÍB8, mediante k cual se cetableeieron diversas normas reguladora* del azi 28 
del decreto-ley 1285/58, referente al recurso de inapncabflidad da ley. Dietas 
Asordada se funde» en la neeeaidad de fijar normas a falta da una itgiamsnta- 
elón al respecto y teniendo en cuenta los problemas planteados para la tramita- 
ción del recurso* 

Con posterioridsd la Asociación da Abogados de Buenos Aires solicito de 
la Corta la reglamentación de loa acuerdos píeosnos previstos por los arta. 27 
y 28 del decreto-ley 1285/58. 
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Por «a parte, la Cámara Nacional de Apelaciones de Paz, mediante Acor- 
dada del 8 de setiembre de 1059, ha establecido que, en caso de denegación del 
reentro de inaplicabilidad por nna de las Salas, no asiste a la parte, el derecho 
de interponer el recurso de queja ante la Cámara. 

Qne esta Corte, teniendo en cuenta loa antecedentes referidos, solicitó por 
intermedio de los Señores Presidente de las Cámaras Nacionales de Apelaciones, 
se le hicieran conocer las observaciones que la aplicación de la norma mencio- 
nad:! Huscitare, a fin de adoptar las medidas que pudieran corresponder en 
ejercicio de sus funciones de superintendencia, o practicar las gestiones pertinen- 
tes para salvar, por vía legal o reglamentaria, los inconvenientes derivados de la 
falta de disposiciones adecuada». Con ello se perseguía, también, evitar la dispa- 
ridtid de criterios en los distintos fueros. 

Que, entre tanto, las cuestiones planteadas con motivo de las Acordadas 
referidas, ponen de manifiesto el beneficio de adopter una decisión sobre el 
punto, suspendiendo la aplicación de aquéllas. 

Por lo demás, si se tiene presente lo dictaminado por el Señor Procurador 
General en el ya citado expte. 447/58, y lo declarado por esta Corte en Fallos: 
235 : 738, resulta < tt¡»uonable la facultad de los tribunales para establecer por 
vía de Acordada normas generales que reglamentan la aplieaeión de las leyes, 
aún procesales. Sólo cabría —por ese medio — dictar normas complementarias 
atinentes a las funciones de superintendencia. Y, las de esta naturaleza que pu- 
dieran ser dictadas —respecto del art. 28 del decreto-ley 1286/58— deberían 
serlo por la Corte Suprema como órgano superior común de los diferentes tribu- 
rales, para lograr la uniformidad de reglamentación, a qne ya se ha aludido» 
cuya conveniencia es obvia tratándose de ttn recurso susceptible da interposición 
en todos los fueros. 

Que, por otra parte, hasta que se dicten las normas correspondientes, la* 
deficiencias legales invocadas para fundar las Acordadas en cuestión, deben 
salvarse —en la medida que ello sea posible— por vía de jurisprudencia. 

Resolvieron : 

a) Suspender la aplieaeión de bis Acordadas de las Cámaras Nacionales 
de Apelaciones en lo Civil y de Paz, de fechas 13 de octubre de 1058 y 8 de 
setiembre de 1959, respectivamente. 

b) Reiterar de las Cámaras Nacionales de Apelaciones hagan conocer a la 
Corte Suprema las observaciones que suscita la aplicación del art. 28 del decreto- 
ley 1285/58, a fin de adoptar las medidas correspondiente*. 

e) Comunicar la presente Acordada, con transcripción del dictamen del 
Señor Procurador General en el expíe. 447/58. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mi, que doy fe. — Behjamíx Villegas 
Basavilbaso — Akistóbcm) D. Araos de Lamadrid — Lena Masía Bom 
Boggebo — .Texto Othahabte — Pedro Aberastcry — Ricardo Coloihuies — 
Esteban Imaz. — Jorge Arturo Petó (Secretario). 



TEXTOS UNIFORMES PARA LA REDACCION DE EDICTOS 

En Buenos Airea, a los 22 días del mea de diciembre del año 1960, reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbaso y los Seño- 
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ra Jaece» Doctores Don Aristóbulo D. Arios de Lamadrid, Don Luis María 
Boffi Rojnrero, Don Julio Oybanarte, Don Pedro Aberastury, Don Ricardo Co- 
lombres, Don Esteban Ituaz y el Señor Procurador General de la Xación, Docto* 
Don Ramón Lasca no, 

Consideraron: 

Que el decreto-ley 1793/36 —ley 14.467—, establece en su urt. 3* que la 
Corte Suprema, por vía de superintendencia, dispondrá, en cuanto fuere posible, 
la adopción de textos uniformes para U redacción de edictos. 

Que, a tale» efecto», el Tribunal disparo por Acordada de 11 de marzo de 
1950 —Fallos: 243: 7— que la» Cámara» Nacionales de Ablaciones de la Capi- 
tal elaboraran los proyecto* correspondientes, teniendo en cuenta las modalidades 
y experiencia propia» de cada una de ellas, a fin de qae esta Corte unificara 
las fórmulas de aplicación común. 

Que, habiéndose cumplido ese trámite previo, corresponde establecer In unifi- 
cación de referencia. 

Resolvieron : 

I«» tribunales se atendrán, al disponer la publicación de edictos, a los textos 
que a continuación se Índica con referencia a las correspondientes disposiciones 
legales, y sin perjuicio de las modificaciones que las modalidades de cada case 
puedan hacer imprescindibles: 

Art. 80 del Código de Procedí miimtos en Jo Civil y Comercial v 13 de la 
ley 11.924. 

Juzgado en lo (o de Paz) Secretaria n» cita 

por din» a para, comparecer en juicio bajo 

apercibimiento de dar intervención al Defensor Oficial, Publiques* días, 

Art. 433 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial. 

■I uzgndo en lo . n* , . . . Secretaria n* , , . . en el juicio 

comunica a que ha sido declarado rebelde, Pubtiqueac dos días. 

Art. 436 del Código de Procedimientos en lo Civil v Comercial y 190 de 
la ley 50. 

a) Juzgado en lo ifi Secretaría n» comunica a 

en el juicio que fia recibido la causa a prueba por días. 

b) Juzgado en la tfl Secretarla n» comunica a 

en el juicio que ha recaído sentencia cuya parte dispositiva dice : 

Bu. Aires de de 19 . . . " Publiquese días, 

Art. 509 del Código de Procedimientos en lo Civil v Comercial; 107 del 
decreto-ley 32,347/44 y 31 del decreto-ley 15.348/46. 

Juzgado en lo (o de Paz o de Trabajo) n v . . . . Secretaria . . . . 

comunica por días en el juicio que el martiliero 

rematará en el de hora los siguientes objetos . , 

que ae exhiben en seña % f comisión %. 

Art. 513 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial; 288 de la 
ley 50 y 65 de la ley 11.924. 

Juzgudo en lo (o de Paz) n° Secretaría tf> . . . , comunica 

por , . , , días en el juicio , . ... que el martiliero .......... rematará en 

el ... . de hora .... el inmueble de la calle 

n* , ■ , , de la localidad de Partido superficie 

Base $ Seña % Comisión 
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Art. 568 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial y 331 de 
la ley 50. 

Juzgado en lo . . , . n» . . . . Secretaría n* . . , , en los autos " 

^/interdicto" eita por . . . . días a los que se consideren con derecho a la 

posesión de (enunciado del bien). Publfquese 5 días. 

Art. 687 del Código de Procedimientos en lo Civü y Comercial y 13 de la 
ley 11.924. 

Juzgado en lo (o de Paz) n» Secretaría n» eita y empla- 
za por.... días a heredero» y acreedores de Publiques*,... días. 

Art. 13 de la ley 11.924 

Juzgado de Paz n» cita y emplaza por días a herederos de 

I" 1 ™ «""parecer « l Í ui «o q«* por . . . les sigue bajo 

apercibimiento de rebeldía. PubUquese .... días. 

Art. 728 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial. 

Juzgado en lo n« Secretaría n* románica por 5 días que 

se lia declarado en estado de concurso civil a nombrándose síndico 

(domicilio ). P(janse.... días para presentar al sindi- 

co los títulos justificativos de los créditos. 

Art. 744 del Código de Procedimientos en | Civil y Comercial. 

Juzgado en lo n» . . . . Secretaría n» comunica por 2 días que 

en el juicio " s/concurso civil" se ha otorgado earta de pago levan- 
tándose la interdicción civil y cancelándose ta inhibición decretada. 

Art. 748 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial. 

Juzgado en lo n* Secretaria n* en el concurso civil 

de comunica por 2 días que el (fecha y hora) se realizará la Junta 

Verificadora de Créditos. Previenes* a los acreedores que no concurran se enten- 
derá adhieren a las resoluciones que se tomen por la mayoría de loa comparecientes. 

Art. 758 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial. 

Juzgado en lo n'.... Secretaría n».... en el concurso civil 

d" comunica por 2 días a los acreedores que durante 15 días podrán 

inspeccionar la graduación definitiva de créditos. 

Edicto de Convocatoria (arta. 13 y 14 de la ley 11.719). 

Juzgado en lo Comercial ni* ... . Secretaría n 9 comunica por 5 días a 

los acreedores de la convocatoria solicitada, fijándoles .... días pan 

presentar al síndico los justificativos de créditos. El ... . de 

de hora .... se celebrará en la Sala del Juzgado la junta con los acreedores 

que concurran. 

Edicto de Quiebra precedido de convocatoria (art. 53 de la ley 11.719). 

Juzgado en lo Comercial ir? ... Secretaría o? comunica por 5 días la 

quiebra de Fecha cesación de pagos: el de de 

Liquidador Intimase a cuantos tengan bienes y documentos del fallido 

los pongan a disposición del liquidador, prohibiéndose hacer pagos o entrega 
de bienes al fallido so pena de no quedar exonerado*. 

Edicto de Quiebra no precedido de convocatoria (art. 59 de la ley 11.719). 

Juzgado en lo Comercial n p . . . . Secretaría n* comunica por 6 días la 

quiebra de Fecha provisoria de cesación de pagos: el de 

de . ... Sindico t domicilio , a quien los acreeiores deberán 

presentar sus títulos justificativos dentro de los ... . días. Señalase el de 
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de • . . ., hora . . . ., para reunión da la Jauta en la Sala del Jugado, 

intimándose a cuantos tengan Menea y documentos del fallido a ponerlos a dis- 
posición del Jugado, prohibiéndose hacerle pagos o entrega de bienes to pena 
de no quedar exonerados. 

Edicto haciendo saber el estado de distribución (srt. 168 de la ley 11.719). 

Juagado en lo Comercial ti» Secretarla ti* comunica por 2 días que 

se halla depositado en Secretaria el catado de la liquidación y proyecto de distri- 
bución de la quiebra de qae serán aprobados si no hay oposición en 

los 8 días posteriores a la última publicación. 

Edicto sobre solicitud de rehabilitación (art. 188 de la ley 11,710). 

Jugado en lo Comercial u* Secretaría n» , comunica por 2 días en 

la quiebra de que éste ha pedido su rehabilitación. 

Art 53 del decreto-ley 32.347/44. 

Juzgado del Trabajo a? .... en juicio rita a por ... . 

días para contestar 1* demanda y ofrecer pruebas bajo apercibimiento de desig- 
narle defensor "ad-boc". 

Art. 141 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Juagado en lo n* Secretaría tfi cita y emplaza por ... . 

días, a contar desde la primera publicación del presente, a para qne 

comparezca a estar a derecho en la cansa que se le sigue por , bajo 

apercibimiento de declararlo rebelde. Publiques* por cinco días. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en al libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. — BurjAMbr Villkub 
Bajuvilbaso — Amstóbuüo D. Asios ra Luudwd — Lcis Manís Botn Booor- 
m — Jouo Oihumrve — Prono AnaumntT — Ricardo Cotonas* - 
bah Imaz — RAUfo Lascabo. — Jorg» Arturo P*ró (Secretario). 



DESIGNACION DE JUEZ DE FERIA PARA LA CORTE SUPREMA Y 
FUNCIONARIOS DE MINISTERIOS PUBLICOS 

En Buenos Airea, a los 26 días del mes de diciembre del año 1960, reunidos 
en la Sata de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basarilbaao y los Seño- 
res Jueces Doctores Don Aristóbulo D. Araos de Lamadrid, Don Luis María 
Boffi Boggera, Don Julio Oyhanarte, Don Pedro Aberastury, Don Ricardo Co- 
lombrea y Don Esteban Imaz, con el objeto de nombrar Juca de la Feria de la 
Corte Suprema para el mea de enero de 1961, con arreglo a lo dispuesto por el 
art 75 del Reglamento para la Justicia Nacional, y a loa funcionarios de loa 
Ministerios PuDlieos, x 

Resolvieron designar: 

1*) Al Dr. Don Aristóbulo D. Arios de Lamadrid eomo Juez de Feria de 
la Corte Suprema, quien actuará con el Secretario y el personal que nombre a 
ese erecto. 

2*) Al Señor Procurador Fiscal de la Corte Suprema, Dr. Don Eduardo 
Héctor Marquardt, para reemolaxar al Sr. Procurador General dé la Nación 
-art 2*, iwe, e), de la ley 15.464—. 
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3») Al Dr. Héctor Bnllrieb Urioste, «orno Defensor de Ferié «uto 1* Corte 
Suprema y demás Tribunales Federales d* i* Capital. 

Todo lo «nal dispusieron y mandaron, ordenando te comunica»* y registrase 
en el libro correspondiere, por uto mí» que doy fe, — BnrMxfx Villsoas 
Basavuaaso — Abjstóbulo D. Araos db Lamadbid — Lena María Botti 
Booobbo — Juuo Othavabib — Pbdbo Abebastítey — Ricardo CotxunBBs — 
Estebak Ivas. — Jorfe Arturo Piró (Secretario). 



CUERPO MEDICO FORENSE. DIRECCION 

En Buenos Aires, a loa 28 día» del mea de diciembre del año 1960, reunido* 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corto Suprema 
de Justicia de la Naden, Doctor Don Benjamín Villegaa Bawrilbaao y loa Seño- 
rea Jaece» Doctorea Don Aristóbulo D. Arios de Lamadrid, Don Luii María 
Boffi Boggero, Dos Julio Oyhanarte, Don Pedro Abersatury, Don Ricardo Co- 
lombres y Don Esteban linas, 

Consideraron: 

Que en ra Acordad* de 9 del corriente esta Corto Suprema decidió encomen- 
dar la función directiva del Cuerpo Médico Forense de la Justicia Nacional de 
la Capital Federal, interinamente 7 * P*rtir del 1* de enero próximo, al Señor 
Secretario de Superintendencia. 

Que esto Tribunal estima atendibles las raaonea expuestas por dicho funcio- 
nario respecto de las dificultad** que ha de crear pan la regalar atención de la 
Secretaria a su cargo el desempeño —de manen, inmediata— de la función direc- 
tiva a que se ha hecho referencia. 

Que a fin de «vitar tales dificultades y teniendo presento loa fundamentos 
expuesto» en la menrionada Acordada del día 9 próximo pasado, esta Corto 
considere convenieute encomendar la dirección inmediata del Cuerpo Médico Fo- 
al médico integrante de mayor edad. 



Encomendar al Doctor Jorge Giménes Espióla, interinamente y a partir del 
enero del año entrante, la función directiva inmediata del Cuerpo Médico 

de la Justicia Nacional de la Capital Federal 
™o lo cual dispusieron y mandaren, ordenando se comunicaac y registrase 
,r el libro eorreapondiente, por ante mi, que doy fe. - BsirJAiibr VrjuoAJ 
Basavtlbaso — AmtóasjLO D. Asios nat Lamawhp — Una Masía Bgotí Booge- 
bo — Jouo Otbava*» — Peca» Abzbastubt — Ricardo 
bak Ihaz. — Jorg* Arturo Pcrrf (Secretario). 




/ 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Año 1960 — Diciembre 

LEOPOLDO L. BOFFI v, JOSE ESPI e Hijo 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Cuestión federal. Cues- 
tiones fedérale* simples. Interpretación de la Constitución Nacional. 

Procede el recurso extraordinario, fondado en la garantía constitucional de la 
defensa en juicio, coando el tribunal de alzada, no obstante haber postergado 
el examen de cualquier defensa basta que ee practicase la regulación de loa 
honorarios devengado» por lo» peritos, basa el rechazo de la prescripción da 
dos años (art. 4032, inc. 1°, Cód. Civil), opuesta por el actor en el posterior 
procedimiento de ejecución de dichos honorarios, en el sólo hecho de que no 
ba transcurrido el plaxo de diet años correspondiente a la prescripción de la 
resolución regula toria (art. 4023, código citado), prescindiendo así de loa 
extremo* concretamente sometidos a su decisión. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte t 

La sentencia de fs. 257 de los autos principales confirmó la 
de fs. 230 vta. que había decidido rechazar la excepción de pres- 
cripción opuesta al progreso del cobro de honorarios de los peri- 
tos judiciales, por considerar que en el caso era de aplicación el 
art, 4023 del Código Civil y no el art. 4032, inc* 1*, de ese código, 
como pretendía ¡a parte interesada. 

En tales condiciones, el recurso extraordinario intentado, 
fundado en la arbitrariedad de dicha resolución y en la garantía 
del art. 18 de la Constitución Nacional no es procedente toda ves 
que lo resuelto al respecto es materia propia de los jueces de la 
causa y además concuerda con la doctrina de V. E. en ese punto 
(conf. Fallos: 188: 53). Por ello, y porque la norma constitu- 
cional invocada carece de relación directa o inmediata con la 
materia del pronunciamiento, opino que corresponde desestimar 
la queja. Buenos Aires, 27 de octubre de 1960; — Ramón Lascano. 



HOJA COMPLEMENTARIA 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el actor 
en la causa Boffi, Leopoldo L. c/ Espi, José e hijo", para decidir 
sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que en los autos principales existe cuestión federal bastante 
para ser examinada en la instancia extraordinaria, por lo que el 
recurso ha sido mal denegado a fa. 267. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara procedente el recurso extraordinario deducido a fs. 
262/263 de los autos principales. 

Y considerando en cnanto al fondo del asunto, por no ser 
necesaria más substanciación: 

Que al darse vista al actor de la estimación de honorarios 
formulada a fs. 169 por los peritos arquitectos designados en 
autos, aquél opuso la defensa de prescripción, fundándola en la 
circunstancia de que, desde el pedido de regulación anteriormente 
formulado a fs. 77 había transcurrido con exceso el plazo de dos 
años previsto por el art. 4032, inc. 1» del Código Civil. 

Que si bien el juez de primera instancia se pronunció enton- 
ces sobre dicha defensa, rechazándola (fs. 196), la Cámara revo- 
có esa decisión y declaró que la regulación pedida no tenía otro 
significado "que el de fijar el monto correspondiente a la remu- 
neración de los trabajos de que se trata**, no implicando "decla- 
ración alguna respecto a quien debe pagarlos ni tampoco acerca 
de si existe el derecho a cobrarlos o se encuentra extinguido por 
pago o prescripción" (fs. 208). A fs. 212 el juez de primera ins- 
tancia practicó la pertinente regulación, la que fué reducida por la 
Cámara mediante resolución de fs. 218. 

Que sobre la base de esta última regulación, los peritos pro- 
movieron la ejecución de sus honorarios. Abierto el respectivo 
procedimiento, y citado de remate el actor, volvió a articular la 
ya mencionada defensa con igual fundamento que en su primera 
presentación. El juez de primera instancia la rechazó por consi- 
derar que los peritos no son empleados de la administración 
de justicia, y que, por lo tanto, no les es aplicable la prescripción 
del art. 4032, inc 1* del Código Civil, sino la ordinaria de diez a 
veinte años a que alude el art. 4023 del mismo código (fa. 230 
vta. /231). La Cámara confirmó dicho pronunciamiento, pero de- 
clarando que la aplicación al caso de esta última norma estaba 
dada pur la circunstancia de que la obligación de abonar los 
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respectivos honorarios había nacido "do la propia sentencia que 
impone su pago" {fs. 257). 

Que lo resuelto en este último sentido ha tenido por efecto, 
en la especie, privar al apelante de toda posibilidad de articular 
útilmente la defensa de prescripción sobre la base de lo dispuesto 
por el art. 403:!, inc. l\ del Código Civil. En efecto; si, como se 
ha expresado, la base esencial de aquella defensa encontraba apo- 
yo en la afirmación de que entre el pedido de fs. 77 y la estimación 
practicada a fs. 16" había transcurrido el plazo' del art. 4032, 
iuc. I 9 , del Código Civil; y si, como también se ha señalado, la 
propia Cámara decidió, mediante resolución de fs. 208, postergar 
el examen de cualquier defensa hasta que se practicase la regu- 
lación definitiva de los honorarios, mal pudo el tribunal fundar 
el rechazo de la prescripción en el sólo hecho de no haber trans- 
currido el plazo correspondiente a la prescripción de la resolu- 
ción regulatoria, y prescindir de los extremos concretamente 
sometidos a su decisión. 

Que las circunstancias precedentemente relacionadas autori- 
zan a declarar que, en tanto la, sentencia apelada ha impedido el 
planteamiento de una defensa conducente a la decisión del pro- 
blema suscitado en autos, es viola toña de la garantía constitu- 
cional de la defensa en juicio, y debe ser dejada sin efecto (Fa- 
llos: 221: 451 y otros). 

Por ello, habiendo dietaminado el Sr. Procurador General, 
se deja sin efecto la resolución dictada a fs, 257 de los autos 
principales. Y vuelvan los autos a la Cámara de origen a fin de 
que la Sala que signe en el orden de turno dicte nueva resolución 
con arreglo a lo decidido en el presente fallo. 

Benjamín Villegas Basavilbaí * — 
Aristóbulo D, Araoz de La Madrid 
— Pedro Aberastury — Esteban 
Imaz. 



JULIA TEXREIRO MARTINEZ i>e ALER v. HORACIO REPETTO 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos comunes. Gravamen. 

La circunstancia de haber tramitado el juicio de desalojo únicamente con el 
apelante, sin Ib intervención de quien le cedió el contrato de foración, no 
sustenta el recurso extraordinario en virtud de carecer aquél de interés jurídico- 
suficiente (*), 



(i) 2 de diciembre. 



076 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

RECURSO EXTRA OR DI XA RIO: Requisitos propios. Cuestiones no federes, 
interpretación de normas y actos comunes. 

La cuestión atinente a la supuesta violación del art. 42 de la ley 14.321 no 
constituya materia federe.; que autorice el otorgamiento de la apelación extra- 
ordinaria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio/,. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Casos carias. 

Lo referente n la caducidad de la instancia es materia proccnnl aje»" al 
recurso extraordinario. 



KA MOJÍ RAI* v. SIMON* SANTOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestiones n» federales. 
Interpretación de norma» locales de procedimientos. Casos varios. 

Lo referente al valor probatorio de la confesión "ficta", en el régimen de la 
ley 11.024, constituye una cuestión de orden procesal ajena o h jurisdicción 
extraordinaria de La Corte (')- 

• 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio". Relación directa. Sen- 
tencia* con fundamento» no federales o federales consentidos. Fundamentos de 
orden local y procesal. 

La sentencia qne hace lufrar al desalojo en razón del valor proha torio que 
atribuye n la confesión "ficta" del demandado, en tanto se funda en nn 
premíente plenario in.^rpretativo del art. 36, última parte, de la ley 11.924, 
carece de relación directa e inmediata con la garantía constitucional de la 
defensa en juicio. 



LUISA MENDOZA i« MORADO VERES v. COMPAÑIA DE SEGUROS 

LA AGRICOLA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal Superior. 

Cuando la Suprema Corte de la Provincia de Huenos Aires cunoce en la 
causa por vía del recurso de inaplieabilidad de ley y de doctrina desestimán- 
dolo, no es el superior tribunal de provincia a que alude el art. 14 de la 
ley 49. Dicha conclusión no varía por el hecho de no* *í fallo recurrido 
haya examinado ln cuestión federal planteado {-). 



(l) 2 de riieiembre. 

(3) 2 de diciembre. Fallo*: Íí>">: 21; 2:iG: 2S4; 54Sj 240: 423; 2*1: 380. 
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JOSE MARIA PICCININI v. S.R.L. THEMAR 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» formales. Introducción de la <*«* 
íííh federal. Mantenimiento. 

Es improredente el recurso extraordinario cuando la cuestión federal atinente 
a )a violación del art. 17 de la Constitución Nacional, si bien fué oportuna- 
mente introducida en el juicio, no se mantuvo en segunda instancia a fin de 
que el tribunal de aluda h pudiera considerar y resolver 0). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Req« t .4ta* fórmate?, Introducción de la cmw- 
íton federal. Oportunidad. Resolución sobre ¡a oportunidad del planteamiento. 

La declaración del tribunal n ouo en el sentido de haber sido extemporánea- 
mente introducida en la causa la cuestión de arbitrariedad, es irrevUible por 
la Corte, tanto mis si aquélla coincide con las constancias de los autos 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio». Cuestiona n > friera*. <¡. 
Interpretación de norma» u aeto» comuna. 

La interpretación de los arte. 19 y 20 de Ja ley 14.821, sobre régimen de 
locación urbana, no constituye cuestión federal susceptible de recurso extra- 
ordinario. 



ENRIQUE RIVERA v. S. A. ANGEL ESTRADA v Cía. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto» propios. Cuestione» no fedérale». 
Exclusión de la» cnettione» de hecho. Marca» u patente». 

La sentencia que declara la confundí bilidad de las marcas "Interamérica" 
e "Indo- Amenes", por fundamentos de hecho y prueba que bastan para sus- 
tentarla, es irrevisíble en la instancia extraordinaria, tanto más no cuestio- 
nándose la inteligencia de la ley federal 3975 



MAURICIO LIPSCHUTS y. ERNESTO 0RT1Z y Otro 

CONSTITUCION NACION Al: Derechos y garantía». Derecho de propiedad. 

Es contrario a las garantías constitucionales de la propiedad y de la defensa 
en juicio el fallo que declara la nulidad, en todas sus partes, de una sentencia 
de primera instancia que habla quedado Uriñe, con autoridad de cosa jua- 
gada, respecto de una de las partes y que sólo fuera apelada válidamente 
por otro de los codemandados, pues los tribunales de apelación no pueden 
exceder la jurisdicción que les acuerdan los recursos deducidos ante ellos. 



(l) 2 de diciembre. Fallos: 237: 272; 299: 154; 244 : 238. 
(»> Fallos: 242 : 474. 
(3) 2 de diciembre. 
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DlCTAMEX DEL PROCURADOR (.¡KNEItAL 

Suprema Corte: 

Abierta la queja por V. E. a fs. 20ó con el alcance asignado 
|xir el Tribunal, corresponde ahora que me expida sobre el fonda 
del asunto. 

A tal respecto, de las constancias de autos se desprende — co- 
mo bien se pone de manifiesto en el escrito de fs. 185 — que la 
codemandada Ortiz Ltda. S.B.L. consintió la sentencia de pri- 
mera instancia de fs. 128 que la condenaba a pagar al actor la 
suma de mf u. 105.307,50, sus intereses y las costas del juicio, 
toda vez que como surge de los autos de fe. 142 vta. y 147 vta. 
— no discutidos por parte interesada — la apelación obrante a 
fs. 142 por el apoderado de dicha sociedad ha sido deducida fuera 
de término. En tales condiciones, el tribunal de alzada, si bien 
ha podido considerar y resolver el recurso de apelación inter- 
puesto por el codemandado Ernesto Ortiz a fs. 142, no ha tenido 
ía posibilidad procesal de hacerlo con respecto a Ortiz Ltda. 
S.R.L. — ya sea por vía de apelación o de nulidad de la senten- 
cia—, precisamente en razón de tratarse para este codemandado 
de un fallo firme, pasado en autoridad de cosa juzgada, por 
medio del cual se reconoce un derecho que desde ese momento 
queda definitivamente incorporado al patrimonio del actor, 

Al declarar la Cámara a fs, 153 la nulidad de la sentencia 
de fs. 125, consentida por la codemandada Ortiz Ltda. S.B.L. 
al no haber sido oportunamente recurrida, considero afectado 
no sólo el derecho de propiedad, sino igualmente la garantía 
constitucional de la defensa en juicio, al resolver el tribunal el 
caso excediéndose en su jurisdicción (Fallos: 230 : 478 ; 231: 222, 
entre otros). 

A mérito de lo expuesto, pienso que corresponde revocar la 
sentencia apelada en cnanto ha podido ser materia de recurso. 
Buenos Aires, 8 de febrero de 1960. — Ramón Lasca no. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de diciembre de 1960- 

Vistos los autos: "Lipschuts, Mauricio c/ Ernesto Ortiz y 
otro s/ despido". 

Considerando : 

Y*} Que a fs. 128/133 recayó sentencia en estos autos que, 
con la aclaratoria de fs. 137 vta. t quedó firme con respecto a Ortir 
S.R.L., por haber deducido esta última la apelación fuera de> 
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término, lo que mí fué declarado expresamente por el juez inter- 
viníente en la primera instancia, que sólo concedió La apelación 
interpuesta por Ernesto Ortiz <fs. 142 vta.). La resolución dene- 
gatoria de la apelación — en cnanto a la firma Ortiz S.R.L.— 
no fué, por lo demás, recurrida de hecho ; y ta Cámara, a su tamo, 
dictó sentencia (fs. 153), declarando la nulidad del pronuncia- 
miento de su inferior, así como también la de su aclaratoria, en 
todas sus partes. 

2*) Que, en tales condiciones, es aplicable al sub lite la 
jurisprudencia de esta Corte que, con fundamento en las garan- 
tías de la propiedad y de la defensa en juicio, ha sentado la 
doctrina según la cual no es dable a los tribunales de apelación 
exceder la jurisdicción que les acuerdan los recursos deducidos 
ante los mismos (ver, entre otros, Fallos; 231: 222 ; 239; 201). 
Ello, precisamente, es lo que ha ocurrido en la especie, habida 
cuenta que la nulidad, en la forma que ha sido declarada, alcanza 
a uno de los codemandados (Ortiz S.R.L. ) contra el que el actor 
tenía títulos adquiridos emergentes de la cosa juzgada, que no 
pudieron ser alterados —respecto de él— por el a quo, en virtud, 
principalmente, del consentimiento que importa en sus efectos, 
la deducción del recurso fuera de término, pues la sentencia no 
da razón jurídica bastante para la invalidez del fallo consentido 
con base en la apelación por el codemandado. De tal modo, la 
sentencia apelada resulta contraria a las garantías constitucio- 
nales antes enunciadas, y así se lo declara. 

3*) Que, de le expuesto, se sigue que es innecesario el aná- 
lisis de los restantes agravios del apelante. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se revoca la sentencia apelada de fs. 153, debiendo pasar lo» 
autos a la Sala que corresponda en orden de turno, a fin de que 
se pronuncie sobre la apelación pendiente de resolución, qne 
oportunamente fuera deducida por don Ernesto Ortiz, 

Julio Oy han arte — Pedro Aberas- 
turt - Ricardo Colombres - 
Esteban Imaz. 



S.R.L. HAEDOGAR MOTOR v. S.R.L. 24 de OCTUBRE 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requintos propios. Cwntvme* «o fedérate*. 

Interprétente» dé norman túeétn dé proctiimiimto*. Cattt» y komormríe». 

Ñp proeeda «1 mano extraordinario, ton fnndaaento en tas arto. 17, 18 y 
19 da U Coüftitaetfa Nacional, contra la centencto que, no obetoaU haber 
rachando la aceta deducida, impone a la demandada toa eoctaa, tt tal doei- 
«tón m fonda en la etretmataneta de ow al Drotnoreree la contienda al aator 
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de la obra nueva —la demandada— hallábase incurso en ln demasía invocada 
originariamente, la que cesó roas tarde y era inexistente al tiempo de dictarse 
la sentencia (»)• 



Ll'CILO RAUL ECHEGOYEK v. CAIA NACIONAL mí JUBILACIONES t 

PENSIONES CIVILES 

JIECURSO DE AMPARO. 

La procedencia de ana demanda de amparo requiere, entre otros requisitos, 
ja alegación y demostración de ime el demandante ea titular del derecho que 
invoca y que vi acto contra el que intenta la acción adolece de ilegalidad 
manifiesta. Por no haberse satisfecho, en el caso, estos requisitos, corresponde 
confirmar la sentencia ,juh rechaza el amparo deducido contra la Caja Na- 
cional itc Previsión para el Personal del Estado a fin de obtener el reajuste 
del haber jubilatorío conforme" a la ley 14.473 (Estatuto del Docente). 

Dictamen* del Phocuradoii General 
Suprema Corte: 

Con ur reglo a las precisiones aportadas por V. E. a través 
de una nutrida jurisprudencia, el recurso de amparo constituye 
un remedio excepcional sólo admisible en aquellas situaciones en 
que el presunto ufectado no dispone de otras vías ordinarias para 
obtener el reconocimiento del derecho invocado. 

Por aplicación de los principios aludidos sostuve al dictami- 
nar en un caso que guarda similitud con el presente (ef. "Pampi- 
nelln, Blas" P.3¿>XIII) que, en materia jubüatoria, pudiendo 
atudir el interesado al procedimiento de la ley 14.236, del cual 
aquél no había hecho uso, o, cvcntualmeiite, a la demanda ordi- 
naria para hacer valer sus pretcnsiones, debe llegarse a la con- 
clusión *le que el recurso de amparo no es procedente para impo- 
ner a ln Caja respectiva el reajuste de la prestación. 

En las presentes actuaciones, el recurrente dedujo recurso 
de amparo para que se imponga a la Caja de Previsión Social 
para el Personal del Estado el reajuste de su haber jubilatorio 
con sujeción a las prescripciones que invoca de la ley 14.473. 
relativa al " Estatuto del Docente". 

Atenta la analogía de la cuestión planteada en autos con 
la que motivan mi dictamen en el precedente antes recordado, no 
mr- parece que medien razones que justifiquen apartarse del 
criterio expuesto en aquella oportunidad, a cuyos fundamentos 
me remito en cnanto sean aplicables al sub examine. 

Opino, por lo dicho, que corresponde confirmar la sentencia 



(i) 5 de diciembre. Fallos: 241: 150; 245: 180 y 216. 
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apelada en cuanto puede ser materia del recurso. Buenos Aires, 
18 de octubre de 1960. — Ramón Lascano. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Buenos Aires, 7 de diciembre de 1960. 



Vistos los autos: "Echcgoyen, Lucilo Raúl c/ Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones' Cirilas »/ recurso de amparo". 

Considerando : 

1*) Que, a fs. 2/5 de las presentes actuaciones, Lucilo Baúl 
Eeliegoyen promovió demanda de amparo contra la Caja Nacio- 
nal de Previsión para el Personal del Estado. Sostuvo hallarse 
comprendido dentro de la situación prevista en el art. 52, incisos 
ch) y j), de la ley 14.473, y, alegando la negativa de esa Caja a 
reajustarle la jubilación de la que afirmó ser titular, pidió se la 
condenara a hacer efectivo tal reajuste dentro del término a 
fijar por el Juzgado. 

2*) Que, habiendo sido rechazada la demanda en primera 
y segunda instancias (fs. 5 y 14/la), el actor interpuso recurso 
extraordinario (fs. 18/24), que le fué concedido (fs. 25). 

3*) Que, con arreglo a reiterada jurisprudencia, la proce- 
dencia de una demanda de amparo, en casos como el sub Ute, 
requiere — entre otros requisitos — la alegación y demostración 
de que: a) el demandante es titular del derecho que invoca; b) 
el acto contra el que se intenta la acción adolece de ilegalidad 
manifiesta (sentencia del 30 de noviembre pasado en la causa 
P.426, " Perón, Juan Domingo s/ recurso de amparo " y sus ci- 
tas). Y es claro que el incumplimiento de una u otra exigencia 
es bastante para decidir, sin más, la desestimación de las preten- 
siones del reclamante. 

4*) Que, en la especie, según lo pone de manifiesto la Cá- 
mara a quo, las referidas exigencias no aparecen satisf celias. En 
efecto, el actor, en su escrito de demanda, anticipó que acompa- 
ñaría, más tarde, documentos probatorios de los hechos y del 
derecho que aduce, y, asimismo, solicitó se librara oficio a la 
Caja requi riéndole informes sobre "Los extremos invocados". 
Y bien; aquellos documentos nunca fueron agregados al expe- 
diente y este oficio no se libró por el Juzgado, sin que el actor 
haya planteado cuestión alguna al respecto ni en las instancias 
inferiores ni en su escrito de interposición del recurso extra- 
ordinario. 

5*) Que, en tales condiciones, la mera circunstancia de que 
no se haya acreditado la titularidad del derecho cuya violación 
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se pretende y no exista prueba respecto de la "actitud negativa 
pasiva ,T atribuida a la Caja, es suficiente para determinar la 
improcedencia de la demanda. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Ge- 
neral, se confirma la sentencia de fs. 14/15. 

Julio Oyh ají arte — Pedro Aberas- 
türy — Ricardo Colombres — 
Esteban Imaz. 



NACION ARGENTINA y. S. A. JOSE BALBIANT 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedérale*. 
Exclusión de ¡m cuestionas de hecho. Expropiación,. 

Las cuestiones atinentes a la determinación del monto de la indemnización 
que deberá pagarse por la expropiación y al aeierto del procedimiento téc- 
nico arbitrado al efecto, son propias del tribunal de la cansa y ajenas a la 
jurisdicción extraordinaria de la Corte. 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requintos propios. C tu si km federal. Cues- 
tiones federales simples. Interpretación de las leyes federales. Leyes fedérale» 
de carácter procesal. 

Aunque la ley aplicable sea federal, no procede el recurso extraordinario con- 
tra la sentencia que resuelve el cargo de las costas en un juicio de expro- 
piación, sobre ta base de aspectos procesales y de hecho del pleito, como 
son los relativos al monto del depósito inicial y a la oportunidad en que 
fueron retirados los fondos. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario interpuesto a fs. 368 es procedente 
por hallarse en juego la interpretación de normas federales (art. 
14, inc 3», de la ley 48). 

En cnanto al fondo del asunto, la parte actor» actúa por 
intermedio de apoderado especial, quien ya ha asumido ante V. 
E. la intervención que le corresponde (fs. 375). Buenos Aires, 4 
de diciembre de 1958. — Ramón Lasca no. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de diciembre de 1960. 

Vistos Jos autos: "Estado Nacional Argentino c/ Balbiani, 
José S. A. s/ expropiación'*. 
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Considerando : 

1*) Que, con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, la 
determinación del valor del bien expropiado no es, como princi- 
pio, cuestión federal que dé lugar a recurso extraordinario. Ello 
<es así incluso en cnanto al procedimiento técnico arbitrado a 
aquel fin —Fallos: 246 : 69, 282 y otros — que, en el caso, ha sido 
sustentado con fundamentos que excluyen la aplicación de la doc- 
trina establecida en materia de arbitrariedad y privan a lo re- 
suelto de relación directa con el art. 11 de la ley 13.264. 

2*) Que la apelación es igualmente improcedente respecto 
del cargo de las costas devengadas en las instancias ordinarias. 
Se trata, en efecto, de nn punto que reviste carácter procesal, al 
<me no obsta la circunstancia de ser de orden federal la ley apli- 
cada — Fallos : 245 : 216 y sus citas — . 

3*) Que la solución no varía por razón de discutirse el monto 
del depósito inicial en la causa ni el alcance de las piezas atinentes 
a su oportuno retiro de los autos, todo lo cual configura la cues- 
tión de orden procesal decidida en el fallo en recurso, con funda- 
mentos no impugnables de arbitrariedad, en los términos de la 
jurisprudencia existente. No parece, por lo demás, que sea perti- 
nente al caso la doctrina del efecto liberatorio del pago ni que lo 
resuelto infiera agravio substancial a las garantías de la igual- 
dad, la propiedad y la defensa en juicio — confr. Fallos: 247: 
564 y otros — , 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara improcedente el recurso extraordinario concedido 
a fs. 371. 

Juno Oyhaxarte — Pedro Areras- 
tury — Ricardo Colambres — 
Esteras Tmaz. 



JUAN BENTAN'COR — sücesjóx— t Otra v. JUAN JOSE RAFFO Y Otro 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Sentencia definitiva. Re- 
soluciones anteriores a ta sentencia definitiva. Varia*. 

Las resol aciones denegatorias de medidas de prueba no constituyen sentencia 
definitiva en los términos del art 14 de la ley 48. La invocación de la 
garantía de la defensa en juicio no autoriza a prescindir de dicho requisito <>). 



(1) 7 de diciembre. Fallos: 233: 29; 236: £71; 237: 340, 391; 239; 81»; 240; 
44U; 242: 80; 243: 4»®. 
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BARTOLOME E. P. LÜCHETTA Y Otmob v. RAUL COSTA t Otros 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requitito, propio». Ceaííoaes no federales. 
1 - arbitraria». Principia» general*». 



U decisión fondada, cualquiera se» m «cierto o error, es insuseeptible de 
la Ueha de arbitrariedad (>). 



RE""HSO EXTRAORDINARIO : Requinto» propio». Cuestione» no fedérale». 
Sentina» arbitraria». Principio» genérale». 

La jurisprudencia estrictamente excepción*] establecida en materia de arbi- 
trariedad no persigne ta corrección, en tercera instancia, de pronunciamiento 
equivocados o que el recurrente considera tales según su divergencia con 
respecto a la intetigencia que el tribunal de aluda atribuye a los hecho* 
y a las leyes comunes (*). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqnisito» propio». Cue»tíon*» no fedérale». 
Sentencia* arbitraria». Principios genérale». 

La doctrina estableada en materia de arbitrariedad sólo es aplicable a los 
caaos de omisiones y desacierto* de gravedad extrema en que, a cansa de 
ellos, la* sentencias quedan descalificadas como actos judiciales (»). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio». Cuestione» no fedérale». 
Sentencia» arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

La sentencia que hace lugar a la demanda de desalojo, por aplicación e 
interpretación de norma» no federales y valoración de la prueba allegada al 
juicio, no excede de lo que es propio de los jueces de la causa, ni justifica 
la apertura del recurso extraordinario con base en la jurisprudencia excep- 
cional establecida en materia de arbitrariedad. 



S.H.L. SAN JOROE INMOBILIARIA % NICOLAS SANTILLI y Orms 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rcqnmto* fórmate». Introducción de la cue»- 
tióm federal. Oportunidad. Resolución *obre la oportunidad del planteamiento. 

La declaración del tribunal apelado sobre la inoportunidad del planteamiento 
de la cuestión federal, no mediando arbitrariedad, es irrcvisible por la vía 
del recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqnhito» comnne*. Gra ramea. 

Es ineficaz el recurso extraordinaria si, habiéndose limitado el tribunal de 
alzada a declarar bien denegada la apelación, los agravios del recurrente sobra 
la caducidad de la prueba se hnllnn referidos a lo decidido al respecto por 
el juez de primero instancia. 



(>) 7 de iUcicuihre. 
m Fnlloi: 245: SÉ7. 
J-'nllos: 24*: 3S4. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio». Cnetiione» no federóte*. 
Interpretación de norma* locóle* de procedimiento*. Doble instancia o retmrtOM. 
L« resolución del tribunal de aluda que declara bien denegada la apelación, 

es insUBceptibte de recurso extraordinario. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Salmón 
Hnos. en la causa San Jorge Inmobiliaria S. R. L. c/ Santilli, Ni- 
colás y ocupantes para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que con arreglo a reiterada jurisprudencia de esta Corte, la 
declaración del tribunal apelado sobre la inoportunidad del plan- 
teamiento de la cuestión federal, es ir re vi si ble por la vía del 
recurso extraordinario, salvo el caso de arbitrariedad, no invo- 
cado en la queja (Palios: 237: 140 ; 240: 158 ; 242: 474; 243 : 412 
y otros). 

Que, por lo demás, toda vez que los agravios del recurrente 
sobre la caducidad de la prueba se hallan referidos a lo decidido 
al respecto por el juez de primera instancia, resulta ineficaz el 
recurso extraordinario deducido ante el tribunal de alzada, que 
se limitó a declarar bien denegado el recurso de apelación. A lo 
que cabe agregar que lo resuelto por la Cámara en este último 
sentido es insusceptible, a su vez, de apelación extraordinaria, 
según es jurisprudencia (Fallos: 241: 30, 92, 151; 242 : 220 ; 243: 
383; 244: 129 y muchos otros). 

Por ello, se desestima la queja. 

Jumo Oyhanarte — Pedro Aberas- 
tury - Ricardo Colambres — 
Esteras Imaz. 



JOSE ZIVEC v. EUSEBIO VERDEJO 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos formales. Interposición del reeur- 
»o. término. 

La resolución del superior tribunal de la causa que deniega el recurso extra- 
ordinario «i virtud de habérselo deducido fuera de término, es irrevisible 
' por la Corte. Dicha jurisprudencia reconoce excepción para Jos supuestos 
de manifiesto error legal o de cómputo del placo, pero no autoriza a recon- 
siderar la interpretación de las normas procesales atinentes a las formas de 
las notificaciones. 



FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitas propios. Cuestiones no fedérate», 
interpretación de normas ¡acates de procedimiento*. Doble instancia y recurso». 

La resolución de la Cámara de Pac que declara inapelable la resolución de 
primera instancia e improcedente el recurso previsto por el irt. 52, inc e), 
de )« ley 11.924, en Tacón de carecer el respectivo escrito de firma de letrado, 
es iruusceptible, en principio, de recurso extraordinario. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Zivec, José c/ Verdejo, Ensebio " f para decidir 
sobre su procedencia. 

Y considerando; 

Que con arreglo a reiterada jurisprudencia, es ir re visible 
por esta Corte la resolución del tribunal superior de la causa que 
deniega el recurso extraordinario en virtud de habérselo dedu- 
cido fuera de término —Fallos: 234: 568 ; 238: 418; 240 : 422; 
342: 15, 521 y otros — . Dicha jurisprudencia reconoce excepción 
para los supuestos de manifiesto error legal o de cómputo del 
plazo, pero no autoriza a reconsiderar la interpretación de las 
normas procesales atinentes a la forma de las notificaciones, co- 
mo lo son, en el caso, ios arts. 33, inc. 7* del Código de Procedi- 
mientos y 49 de la ley 11.924, invocados por la Cámara como fun- 
damento de la denegatoria (Fallos: 234 : 568 ; 237: 735 y otros). 

Que, por lo demás, también es jurisprudencia que las reso- 
luciones que declaran improcedentes los recursos deducidos para 
ante el tribunal de la causa, son insuseeptibles, en principio, del 
recurso extraordinario (Fallos; 241: 30, 92, 151; 242: 220; 243: 
353; 244: 120 y otros). Tal lo que ocurre con la resolución agre- 
gada a fs. 11, que declaró inapelable la resolución de primera 
instancia, e improcedente el recurso previsto por el art. 52, inc o), 
de ln ley 11.924 en razón de carecer el respectivo escrito de firma 
de letrado. 

Por ello, se desestima la queja. 

Julio Oyhanartk — Pedro Aberas- 
tury — Bigardo Colohbres — 
Esteban Imaz. 
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AGUSTIN M. FASSI 

SUPERINTENDENCIA . 

Loa peritos químicos a que se refiere el iirl. (JO del decreto- ley 1285/58 son 
integrantes del Cuerpo Médico Forense y, por ello, no corresponde excluirlos 
de la participación en la elección de nutoridudes prevista en el art, 138 del 
Reglamento para la Justicia Nacional. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El art. 60 del decreto-ley 1285/58 establece que "el Cuerpo 
Médico Forense contará con nno o más peritos químicos, que 
deberán reunir las mismas condiciones que sus miembros y ten- 
drán sus mismas ob'gaciones". 

Los peritos químicos son pues integrantes del cuerpo men- 
cionado, en el sentido del art. 53 del mismo decreto-ley, y, por 
serlo, deben gozar, a mi juicio, de los derechos acordados a los 
miembros de los cuerpos técnicos periciales por el art. 138 del 
Reglamento para la Justicia Nacional. . 

Es aquí aplicable el principio de que a igualdad de obliga- 
ciones debe corresponder igualdad de derechos, máxime cuando 
no existe prescripción alguna que excluya al peticionante. La 
disposición del art. 139 del reglamento citado, en cuanto establece 
que el Cuerpo Médico Forense estará constituido por la totalidad 
de los médicos de tribunales, debe ser interpretada a la luz del 
precepto, posterior, contenido en el citado art. 60 del decreto-ley 
1285/58. Buenos Aires, 25 de noviembre de 1960. — Ramón 
Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de diciembre de 1960. 

Considerando : 

Que los peritos químicos a que alude el art. 60 del decreto-ley 
1285/58 son integrantes del Cuerpo Médico Forense, como resul- 
ta de dicha disposición al establecer que el organismo * * contará 
con uno o más peritos químicos, que deberán reunir las mismas 
condiciones que bus miembros y tendrán sus mismas obligaciones". 

Que no corresponde, así, excluir a esos peritos de la partici- 
pación en la elección de autoridades prevista por el art. 138 del 
Reglamento para la Justicia Nacional, sin que obste a tal conclu- 



W» rALLOS DE LA COSTE SUPREMA 

HÍún el art. 139 que se refiere en términos generales a los médicos, 
como integrantes del Cuerpo. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se resuelve hacer saber al Cuerpo Médico Forense de la 
Justicia Nacional de la Capital Federal que corresponde al perito 
químico participar en la elección de sus autoridades. 

Benjamín Villegas Has a vil baso — 
Luis María Bopfi Bogoero — 
Julio Oy manarte — Pedro Abe- 
itAHTi'fiY — Ricardo Colambres — 
Este ha x Imaz. 



ED CARDO JOSE ARGUELLES v Othos v. DIARIO "LA PRENSA" 

Y/r Othos 

RECURSO EX TRAORDIXA RIO : Requisitos propio*. Cuestiones no federates. 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia det recnr*o. 

No adolece de Arbitrariedad la sentencia, suficientemente fundada y con- 
firtmitoria dv Ja de primtTa instancia, que tija el monto de las indemniza- 
ciones conforme a lo estatuido por el «rt. 07 del decreto-ley .1:1.302/45 y no 
según lo preceptuado por loa estatuto* del periodista profesional o del 
personal administrativo de empresas periodísticas, como lo pretende el recu- 
rrente. Ello con l isura uno cuestión de derecho común, reservada n los jueces 
de la causa e irrevisible en instancia extraordinaria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisito* comunes. Craramen. 

Ln sida invoeaeión del art. 18 de la Constitución Nacional no sustenta el 
recurso extraordinario si los recurrentes, que tuvieron oportunidad de alegar, 
en el curso del juicio, con relación a la causal de "falta de trabajo" a quo 
se refiere la sentencia, no adujeron ni insinuaron siquiera Imber sido pri- 
vados de medios de defensa o prueba de que hubieran intentado valerse. 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisito* propios. Cuestione* no federales. 
Interpretarían de normas lócate* de procedimiento*. Costa* y hmiorurios. 

Ln atinente al régimen de las costas, su monto y cargo, es materia procesal 
reservada a los jueces de la causa e irrevisible, en principio, por vía del 
recurso extraordinario. 



Dictamen del Pj.ocui.ai.or (íexeiíal 

Suprema Corte: 

Kl fallo obrante a i'». 288 se retinte a los fundamentos de la 
sentencia <|uc el tribunal apelado dictara el día 12 de agosto de 
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1957 en los autos caratulados "Abal, Edelmiro y otros c/ cLa 
Prensa» s/ despido'», causa ésta en la que tuve oportunidad de 
emitir opinión con fecha 28 de mavo del corriente año, y con la 
cual presenta notoria analogía la actual. 

En consecuencia, y puesto que la parto actorn —única ape- 
lante en esta emergencia— plantea en su escrito de fs. 292 cues- 
tiones similares a las que articulara cu la presentación directa 
ante V. E. q Ue dedujera en aquellos autos (Expte. A. 114 L.XIII), 
me limito, en homenaje a la brevedad, a dar por reproducidas las 
con stder ciónos que hiciera valer cuando, en la fecha va señalada, 
me expidiera en el referido recurso de hecho. 

Con apoyo en las mismas estimo, pues, que no procede en este 
caso la apertura de la instancia de excepción y quo corresponde- 
ría declarar mal concedido a fs. 301 el remedio federal de fs. 292 
Buenos Aires, 27 de noviembre de 1058. — Ramón Lascauo 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: *' Arguelles, Eduardo José v otros c/ Dia- 
rio «La Prensa» y/u otros k/ despido". 

Considerando : 

V) Que contra la sentencia de fs. 288/289, confirmatoria 
de la de primera instancia (fs. 256/200), que, si bien hizo rugar 
a la demanda, declaró el derecho de los actores "al cobro de las 
indemnizaciones simples que prescribe la lev 11.729", conforme 
a lo estatuido por el nrt. 67 del decreto-ley ¿3.302/45 (ratificado 
por la ley 12,921), se interpuso recurso extraordinario {fs. 292/ 
300), el que ha sido concedido (fs. 301). 

jK-j Que, al fundar la apelación deducida, los demandantes 
califican de arbitrario el fallo impugnado. Sostienen que el dere- 
cho que les asiste —y que la Cámara reconoce— hállase regido, 
exclusivamente, por las disposiciones de la ley 12.908 (estatuto 
del periodista profesional) y del decreto-ley 13.839/46 (estatuto 
del empleado administrativo de empresas periodísticas), las que 
*' prevén un solo y único régimen indemnizatorio a favor del 
empleado injustamente despedido" y no contemplan "ninguna 
excepción al mismo". El resarcimiento de que aquí se trata, 
agregan, no puede ser sino el que imperativamente fijan esas 
disposiciones, de donde se sigue que las normas legales aplicadas 
por los jueces de la causa (dee reto-ley 33.302/45 y ley 11.729) 
son ajenas ni presente litigio. Por consiguiente, concluyen, la 
sentencia que decide lo contra rio y que, en consecuencia de ello, 
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reduce la suma a que los actores tienen derecho, adolece de pal- 
maria arbitrariedad. Y, edemas, viola los arts. 16 y 19 de la 
Constitución Nacional. 

3») Que, en segundo término, los apelantes se agravian de 
que la Cámara haya introducido en la causa la "excepción de 
falta de trabajo", que no fné alegada por el empleador deman- 
dado. Pretenden que tal circunstancia, al modificar los términos 
de la litiscontestaeión, importaría desconocimiento de la garantía 
constitucional de defensa en juicio. 

4*) Que, por último, afírmase en el escrito de interposición 
del recurso, que es también arbitraria la decisión por la que se 
dispone el pago de las costas en el orden causado. 

5 9 ) Que el primero de los agravios más arriba indicados no 
es atendible. En efecto, lo atinente a si en la especie son o no 
aplicables las disposiciones de que la Cámara hace mérito, habida 
cuenta de la naturaleza de ellas, configura una cuestión de dere- 
cho común, ajena a la instancia extraordinaria y reservada a los 



jueces de la cansa (doctrina de Fallos: 245; 22 y sus citas). Por 
tanto, hallándose suficientemente fundado el pronunciamiento de 
que se recurre, el quej cualquiera sea su acierto o error, no excede 
lo que es propio de la función judicial, no cabe formular conside- 
ración alguna sobre el punto. 

ti 9 ) Que, en lo concerniente al segundo agravio, basado sólo 
en ln invocación de la garantía de defensa en juicio, su impro- 
cedencia resulta, asimismo, manifiesta. Ello es así por cuanto los 
actores, que tuvieron oportunidad de alegar sobre la cuestionada 
"faltn de trabajo" ante el tribunal a quo, no aducen ni insinúan 
siquiera haber sido privados de medios de defensa o prueba de 
los que hayan intentado valerse. Xo media, pues, restricción sus- 
tancial del derecho invocado, por lo que corresponde declarar 
que el art. 18 de la Constitución Nacional no guarda relación 
inmediata y directa con lo decidido en la causa (Fallos: 245: 
183 y otros). 

7*) Que, por lo demás, las razones con arreglo a las cuales 
se decidió por esta Corte la causa "Abal Edelmiro y otros «/ 
diario «La Prensa» s/ despido" —sentencia de once de noviem- 
bre de 1960 — impiden la modificación del fallo de la causa en 
beneficio de los recurrentes, aun cuando la ausencia de recurso 
de la demandada obste a la revisión del acierto de la condenación 
que le ha sido impuesta a fs. 288/89. 

8 P ) Que, finalmente, tampoco puede prosperar la tacha for- 
mulada contra la parte del pronunciamiento de fs. 288/289 rela- 
tiva a la imposición de costas, toda vez que decidir sobre ellas 
es materia de carácter procesal y, por tanto, se encuentra también 
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reservada a los jueces de la cansa (Fallos : 245 : 216 y otros), salvo 
caso de arbitrariedad, que no ha sido acreditada. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara improcedente el recurso extraordinario concedido 
a is. # íi. 



Benjamín Villegas Basavilbaso 

AíUSTÓBI'LO D. ArÁOZ DE L, A MADRID 

— Julio Ovhaxahte — Pedro 
Abekastuhy — Ricardo Colom- 

BBES — ESTEHAN IifAÜ. 



FRANCISCO RODRIGUEZ y Otros v. DIARIO "LA PRENSA» 
FUERZA MAYOR. 

La i piwiaibilidad a que ae refiere la doctrina relativa a la „i ment e d « 

T ' n<> VW t ?er sift ° la V^mm <lrntro de ta» anidad 
en que las normas jurídicas imperan « *nn matada* por la autoridad nnbüca 
y no en un sistema que parta de h tiránica. 

CONSTITUCION NArr0X.1L: y tjwntío*. Z%**a rf> pubU ear Im 

Tiene jerarquía constitución*] el principio de que ia person-i q ae diriea o 
pubhca un diano no puede ni ,lehe ser .anrioiiada patrimonialmente por la 
sola circunstancia de que Habiéndose visto obligada a elegir entre el someti- 
miento al poder arbitrario y el ejercicio .leí derecho que el art. 14 de la 
Constitución Nacional le acuerda, elige e*te último y practica, legítimamente, 
la libertad de prensa. Por ello, resulta infundado el argumento do que do 
puede invocar la eximente de fueraa mayor el diario que fué objeto de un 
"implacable proceso persecutorio", porque no bi» gestiones ante la Conü- 
aióa Parlamentaria que lo intervino para poder disponer de fondos. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito, propio*. Culones no federa!*. 
Sentencia» arbitrarias. Procedencia del recurso. 

Es arbitraria la sentencia de la Cámara que, luego de reconocer la ilegitimi- 
dad del procedimiento seguido por una Conusión Parlamentaria Mista en 
perjuicio del diario "La Prensa", niega eficacia, como eximente de respon- 
sabilidad ftnte la acción por despido, al "boy cotí» y B laa fanelgas de solida- 
ndad oenmdaa así como a In sanción de la ley 14.021, qae dispaso la expro- 
piación del activo de la demandada, para concluir que esta ausente uno da 
os en rayeres esenciales de In fnerza mayor, la i nerita bilí dad, argüida por 
« defensa, porque no autoriza a invocarla la circunstancia de que el diario 
hubiera sido desposeído de sus bienes y bloqueados sus fondo* 
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Sentencia i>e la CIsíara Nacionai, he Apelaciones vvl Trabajo 

Bueno* Aira, 31 de diciembre de 1957. 

El doctor Marcos Seeher, dijo: 

En el *hÍ> ¡mfire, omitiendo la relación de circunstancias de índole política 
conexa* a la cuestión suscitada entre las partea, se reclama indemnización por 
des pillo proveniente de falta de pago de haberes (fs. 941) refiriéndose que 
los correspondientes a enero y febrero de 1951 fueron abonados directamente 
por la Dirección de la Prenda y el de maneo mediante la intervención de la Comi- 
sión Btcauieral (fs. 943 vta.); que el 8 de junio de ese ano la fundación que 
llevaba el nombre de la esposa del dictador depuesto, pagó lo» meses de abril y 
mayo (fs, 944) y como no fueran (Mitin techos los salarios de los accionantes éstos 
enviaron telegrama con fecha 21 de junio (fs. 942 vta.) considerándose despe- 
didos, a lo que la razón social deiWduda — Ezequiel P. Par y Zelwira Pa» de 
Anehorena (fa. 941)— contestó con fecha 8 de julio aduciendo: **Lm Prensa" 
no ha despedido a ningún miembro de su personal y mientras estuvo en posesión 
de sus bienes, pagó puntualmente los sueldos. Ln situación posterior no consti- 
tuye causal de despido ya que se lia producido única y exclusivamente por tuerza 
mayor" (fs. 943). 

La demandada (fs. 1502), adujo que se vió obligada a suspender la distri- 
bución del diario el día 2íi de enero de 195t, a tafo del conflicto gremial que 
originó una huelga con tas derivaciones que son i ■ dominio público; que la 
Comisión Parlamentaria despidió al personal el 20 de manso de ese año momento 
desde el cual no se pudo trabajar; que el diario abonó los sueldos mientras tuvo 
la posesión de sus bienes, pero desde ese 20 de marzo no abonó ninguno; califica 
el desapoderamiento como fuerza mayor e invoca los arts, 513 y 514 del Código 
Civil para sostener que no es responsable por ios daños e intereses proveniente* 
dH incumplimiento de sus obligaciones, pues los acontecimientos originados a 
partir del 2ti de enero de aquel año constituyen factores que no pudieron pre- 
veersc o que previstos no pudieron evitarse. 

El Juez de Primera Instancia (fs. 2506) hace lugar a la acción promovida 
sosteniendo que la fuerza mayor de la ley 11,729 tiene carácter especial y excep- 
cional producida por hechos de tal naturaleza que escapan a las naturales previ- 
siones del hombre inteligente. Cita las disposiciones del Código Civil y ta opinión 
de Ajítihia, diciendo que esa responsabilidad del riesgo de la nti presa, extraña a 
los conceptos clásicos del dolo y la culpa (B. P&EZ, D. del Trab. 194<¡-514), es 
puramente objetiva, debiendo las excepciones al principio aplicarse con criterio 
restringido^ Toma el ejemplo citado por el primero de los autores nombrados, 
eanJbrme al cual —ley brasileña n 1 ' Íí2 del 5 de julio de 1935— pone a cargo del 
Estado ln indemnización, cuando ln paralización del trabajo se origina en una 
medida gubernativa. Se refiere a la huelga que determinó "la paralización de 
las actividades de la de ndada" para agregar que no constituye causal <le fuer- 
za mayor. 

En cnanto a ln otra causal, ln desposesión de "La Prensa" ocurrida el día 20 
de marzo de 1951 — bloqueo de las cuentas hancarias y sociales — lo du por acredi- 
tado «informe a las constancias de fs. 15f¡8, 1575, 1579, 15S(i, 1587, 1588, 3590, 
1591/95, 1907 y 1«08. 

Se pregunta si los hechos invocados pudieron ser previstos por ln accionada 
y si su actitud «instituye un típico caso dt- riesgo de empresa que por su natura- 
leza tome a su cargo las rcsponsabilidides emergentes de esa actitud. Agrega 
que la posibilidad de prever con la anterioridad necesaria el desenlace de los 
acontecimientos, hace ineficaz la defensa de fuerza mayor esgrimida, pues, las 
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medida* adoptad** por la Comisión Parlamentaria Mixta, resultaban manifies- 
tamente previsibles para lu empresa, qoien redujo el capital . n m*n, 1 0.91(1.749,68,, 
ron fecha ti de innrzo de 1951, y que el acto gubernamental "hedió del soberano" 
encuadra en el esso de fuerza mayor prodnc lo por culpa del deudor (ts. 2512), 
y vuelve a haeer mérito, aeto seguido, de la teoría del riesgo de empresa pan 
concluir ¡Hiñiendo a rargo de la accionada el pago de la* indemnizaciones legales. 

A U. 2540 expresa agravios la demanada y aduce que el personal quedó 
en marzo de 1951 a hs órdenes de la C, Parlamentaria que primero lo suspendió 
y luego lo dejó cesante. 

Expresa que debe resolverse si la indemnización la debe pagar "La Prensa" 
o el Estado, y que un ciudadano no puede ni debe prevcer que el gobierno va a 
salirse de la ley para caer- en la aritrariedad, porque tampoco es admisible la 
sumisión y complicidad del silencio. Aduce que se esgrime como fundamento del 
Jallo recurrido el derecho del gobierno a castigar al hombre libre, vale decir, que 
para "La Prensa" era previsible el delito del gobierno porque debió a justar su 
conducta —consejo de cobardía y traición — no oponiéndose al tirano; que todo 
el conjunto de medidas adoptadas por el gobierno, sin hacer hincapié en una 
determina d«, constituyen la causal de fuerza mayor; que los obreros cesantes 
tienen derecho a las indemnizaciones contra quienes tomaron la dirección del 
diario en aquella oportunidad, vale decir, el Estado; que no puede limitarse el 
examen de la fuerza mayor con prese] ndencia de tas disposiciones del Código 
Civil, y por Último invoca las disposiciones del decreto 43H0 del M de noviembre 
lie 1955. 

El caso de autos, a pesar de su aparente complejidad, rs de fácil elucidación, 
debiendo examinarse si amparó a la accionada el eximente de fuerza mayor que 
ta llevara a dejar incumplidas sus obligaciones en los términos del art. 157, inc. 
1« del Código de Comercio —se refiere a la indemnización por despido (preaviso 
y antigüedad) que se deberá, salvo el caso de cesación del negocio determinada 
exclusivamente por fuerza mayor—. 

Habiendo la demandada negado el despido, vale decir, como una manifesta- 
ción unilateral tendiente a prescindir de los demandantes y habiéndose operado 
aquél en forma indirecta al incurrí rse en cesación de pagos, dándose éstos por 
despedido», corresponde determinar si el incumplimiento del em picador a raíz 
de los acontecimientos que son del dominio publico, les es imputable, según se 
nfiniia en la sentencia recurrida. 

Estimo que el cuso examinado no ofrece dificultades decisorias. Subsistente 
«I contrato de trabajo hasta el momento en que los accionantes se dan por despe- 
didos lo que produjo evidentemente la falta de pago de la que se dan por inju- 
ria tlns es la intervención y dcsa]H>dcra miento del diario. 

Jji cuestión debe en consecuencia examinarse teniendo en cuenta fundamen* 
lilimente las proyecciones que los hechos referidos tuvieron sobre el giro normal 
(le la actividad de la accionada, impidiéndole continuar con la publicación del 
periódico donde los accionantes tía lia jaban pero con prescindencia del examen 
■le los factores que hubiesen producido la cesación de tareas con ante, ioridad a 
la fechn señalada, como ser la bnelga, por cuanto hasta ese momento nincuna de 
las partes denunció el contrato. 

La Cámara de P&x (Sala II, 29 de abril, 19:U¡; La Lt$, t. 2, p. 500) ha 
dicho que "el concepto de fuerza mayor que prevé la ley 11. ?2» es el mismo que 
define el Código Civil. Para el examen de los casos que puedan estar compren- 
didos en el concepto de fuerza mayor que contempla la ley tí* 11.729 debe tenerse 
en cuenta que esta ley es de previsión social y que ha creado para los patronos 
obligaciones y responsabilidades especiales propias de su condición de comer- 
ciantes y en nhsoltito apartadas de toda idea de culpa". Significa ello que no 
puede p rescindirse en el examen del eximente que pretende hacer valer, la con si- 
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deración relativa a aquello extremos que señalan los art>. 513 y 514 del Código 
Civil, como así tampoco dejar de calificar la incidencia de la voluntad patronal 
«n el acto gubernamental reputado como hecho del príncipe, para saber ai no 
pudo preverse o que previéndose do pudo evitarse. 

Y. García Mahtl^ez, El Contrato de Trabajo, p. 442, opina de igual modo: 
"el concepto de la fuorza mayor no puede ser otro que el del art. 514 del Código 
Civil"; otro criterio coincidente es eí de la Sala I de la Cámara de Paz Letrada 
de esta Capital, en sentencia del 29 de diciembre de 1942: ''unte la ausencia de 
una norma expresa para considerar lo relativo al caso fortuito o fuerza mayor 
y precisamente su concepto como eximente de responsabilidad patronal de indem- 
nizar, debemos recurrir a la legislación de fondo"; H an l>. Fozzo, D, del Tra- 
bajo, T. II, p, 421, coincide en ello expresando que "debe dejarse sentado para 
considerar producido por caso fortuito o fuerza mayor un hecho que sea previ- 
sible o que previsto sen inevitable" y cita el ari. 514 del Código Civil. 

Kntrnrido ya a la configuración de la fuerza mayor y tomando esta palabra 
como sinónimo de hee'io del hombre se lia dicho: "que es aquella cuya causa esca- 
pa n las naturales previsiones del hombre inteligente" (C. de Paz, Cap., Rala 
IIÍ. 1* de nov. 19:iS en C, de Paz, T. 25, p. 153), siguiendo la opinión de Pozzo 
en la obra citada, "extraña al trabajo", y menciona como ejemplos el neto de 
autoridad imprevisto y no originado en la persona, voluntad o la acción del 
empleador, sino en unu nueva regulación legal; la supresión de un comercio por 
acto del gobierno — caso de una agencia de coloraciones — si dicha supresión no 
era previsible y de pública notoriedad; el decreto que suprimió la intervención 
de subeontratistas en los ferrocarriles. 

A través del examen de las constancias de autos y de las que el a qno extrae 
una sorprendente conclusión, no obstante dar por acreditado que la accionada 
se vió desposeída de sus bienes y bloqueadas sus cuentas banca ruis, se obtiene 
sin esfuerzo que es erróneo cohonestar el acto de la arbitraria desposesión del 
Estado con la argumentación de que ello pudo haber sido previsto por la empre- 
sa demandada, lo que equivale a sostener, a mi juicio, que el diario debió haberse 
sometido a las arbitrariedades del totalitarismo depuesto, adoptando un com- 
portamiento obsecuente > reñido con elementales normas de convivencia demo- 
crática. Cnbe preguntarse asimismo, si es admisible como conducta que ''cae 
dentro de Jas previsiones del hombre inteligente" aquella que importe un renun- 
ciamiento a los más carus ideales cívicos inmanentes a la condición de todo hom- 
bre de bien. 

Los acontecimientos que se lian referido — que por otra parte son del domi- 
nio público— revisten a mi criterio un caso típico de fuerza mayor en los térmi- 
nos de los arts. 513 y 514 del Código Civil. Tal se configura en el caso de autos, 
como hecho del hombre. Siguiendo la ilustrada opinión de H. Sai.vat, Tratado 
de fh dril, 2* ed,, p. ÜH. lo constituyen las órdenes o prohibiciones de la autori- 
dad, porque son irresistibles para el deudor aún cuando pnmogan del ejercicio 
de una autoridad fundada en ley por cuanto lo que interesa, según este trata- 
dista es que para el deudor ha existido un impedimento y la inejecución no le es 
imputable. 

Tanto más arbitraria cabe reputar la medida dispuesta por el Estado por 
intermedio del Poder Legislador ante los alcances de la ley 14,021, cuanto que la 
misma viola expresas cláusulas constitucionales como la de libertad de prensa, 

Kn manera alguna puede sostenerse válidamente, que una ley de la contex- 
tura tal reviste caracteres de previsible máxime ante el convencimiento que tiene 
todo ciudadano de aquella garantía constitucional. 

En la tuerza mayor irresistible, caso típico que a mí juicio configura el 
*uh i»dice r debe estudiar* la incidencia de la voluntad del titular del derecho 
desconocido y en virtud de cuyo desconocimiento no pudo cumplir con sus obliga- 
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ciónos, en base a normas de conducta ética esencia m¡¡-ma del derecho, de tal modo 
que nn hecho o ana omisión del sujeto pasivo de la relación, sea el resultado del 
cumplimiento de dichos principios, sobre la que no podo ni debió esperar el 
castigo como premio. Tanto más se destaca el despojo con caracteres natos, 
cuanto mayor era la obligación del órgano de prensa de una sociedad libremente 
organizada, de resistir los desmanes del nnicato político enseñoreado del país, 
época felizmente superada y que hace recordar ron amargura otras del mundo 
civilizado en que una organización delictuosa se adueñaba de los destinos de una 
comunidad imponiendo el reinado de la ilicitud y la arbitrariedad, mediante el 
soborno y la obsecuencia de las organizaciones cívicas que la integraban. 

En resumen, la desposesión de los bienes del diario demandado con bloqueo 
de sus cuenta» banenrias - clausura del local, perfectamente acreditado en autos, 
configura un caso típico, máxime teniendo en cuenin la naturaleza del ente afec- 
tado con la medida, de fuerza mayor, que de conformidad al art. 514 del Código 
Civil y 157, inc. 1» del Código de Comercio, exime de la responsabilidad de in- 
demnizar, siendo ajena a las partes la consideración relntiva a la posibilidad 
de responsabilizar al Estado. 

En mérito a lo expuesto, estimo nae corresponde revocar el fallo apelado, 
reclinándose la demanda sin rostas para los accionantes quienes pudieron insto- 
iiablemente creerse con derecho a litigar — nrt. 02 L, O.—. 

El doctor Amadeo Allocati, dijo: 

I. Enseña Atil'HTÍs A. Costa (El recurso ttrdiiuirio de apelación en el pro- 
veso ciril, p. 156), que "las leyes procesales no señnlnn los caracteres que tiene 
que reunir la expresión de agravios para que se tenga como verdadera demanda 
de apelación, pero la doctrina y la jurisprudencia a través de múltiples fallos, han 
establecido que no es simplemente una fórmula, sino que por el contrario, debe 
constituir una exposición jurídica que contenga el análisis razonado y crítico de 
la sentencia impugnada para demostrar su injusticia, porque éste es el material 
del recurso. Se precisarán loa errores, las omisiones y demás deficiencias que se 
le atribuyen, especificando con toda exactitud los puntos de la reforma". (En el 
mismo sentido: Alsuta, Tratado de Derecha Procesal Civil >i Comercié, t. II, 
p. 680; FerwAnbez, Código de Procedimiento Civil ij Comercial, 1» ed., p, 
228; Iháñkz FnoarAH, Los recursos en el proceso civil, pág. 50; Cámara de 
Apelaciones del Trabajo, Sala II, 26/3/947, en revista Derecho del Trabajo, 
T. 7, p. 103; id. Sala III, 8/4/949, en Fallos dek Trabajo, T. 5, p. 503; fd. Sala 
IV, sentencia 12.690 del 6/2/956. El apelante debe concretar "punto por punto 
los errores fundamentales de la sentencia de que recurre, las pruebas que se 
hayan examinado deficiente o erróneamente o que se haya omitido considerar y 
las q invocaciones que aquélla pueda contener en el derecho aplicado o aplicable 
para la solución del caso" (Cámara Civil 2» 17/10/930, 3, A. T. 34, p. 468). 
No se cumple con la obligación de expresar agravios repitiendo o dando por 
reproducidos exposiciones o alegatos hechos antes de la sentencia (obras y auto- 
res citados más arriba: Cámara de Apelaciones del Trabajo, Sala II, 23/9/046, 
Fallos: T. I, p. 307; fd. Sala IV, en revista Derecho del Trabajo, 31/3/948) y 
mucho menos presentados en otros juicios, máxime cuando el Tribunal no los 
tiene a la vista. Las afirmaciones de parte, sin rebatir, analizar o controvertir las 
funda menta cienes de la sentencia apelada no configuran expresión de agravios 
(Cámara de Apelaciones del Trabajo, Sala III, 26/2/949, Fallos: T. 5, p. 163). 

La presentación de fs. 2546 a fs. 2549, que comienza por señalar que lo que 
la A iza. .a tiene que resolver es si la indemnización que el personal reclama debe 
ser pagada por la demandada o si deben demandarla contra quien causó el 
perjuicio, formula luego algunas consideraciones de carácter general vinculadas 
a la única defensa esgrimida al contestar la demanda —existencia de fuerza 
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mayor—, expresando que el Señor Juez de Primera Instancia "no ha examinado 
U última situación de fuerza mayor que contempla la ley", y destacando, asimis- 
mo, que no admite que tuviera obligación de prever el atropello y la arbitrariedad 
gubernativa, pero que, aún puerto en esta hipótesis, refirma que no estaba en sus 
mam* evitarla. Sostiene que la prueba «cumulada, en auto», que según dice no 
fué examinada por el a quo, es abrumadora para probar)»; sin embargo, no liaec 
mención expresa ni señala cuáles fueron examinadas def ¡dente o erróneamente o 
se hubieran omitido tratar. Finalmente formula algunas consideraciones sobre 
el alcance del decreto-ley *KH)/55. 

Esa presentación no reúne, a mi entender, los requisitos procesales que cabe 
a una expresión de agravios conforme n las normas y principios .jurídicos que 
gobiernan ese instituto que tengo señaladas más arriba, puesto que en el mismo 
no lia realizado el apelante un análisis crítico razonado de cada uno de los fun- 
damento» de la sentencia que le agravarían ni concretado errores que demuestren 
que esos funda mentó* son inoperantes o carecen de sostén legal. No importa esa 
pieza, en suma, expresión de agravio» en los términos del art. 98 de In L. O. 
del Fuero. 

Xo obstante lo expuesto, teniendo en cuenta la gravedad de la sanción que 
correspondería aplicar —deserción del recurso— y dado que el aludido escrito 
de fs. ¿>tí¡ a fs. 2519, aunque deficientemente, cumpliría con el fin de mantener 
la impugnación de la sentencia, entraré, dentro de la medida de *u contenido y 
vinculándolo cun lo que h- ex presura en el responde, a considerar Ja cuestión 
debatida. 

II. Al contestar ta acción el l(i de diciembre de 1951, se expresa que la 
demandada vióse obligada a suspender tu distribución del diario el 20 de enero 
y la impresión del mismo el díi 27 por causa del "boycot" decretado por el Sin- 
dicato de Vendedores de Diarios, Revistas y Atines y por las huelgas de solida- 
ridad decretadas por el Sindicato Argentino de Prensa y la Federación Gráfica 
argentina. Lo accionada, agn-ga el escrito ile con test ación, juzgó siempre que 
el "boycot" y bis supuestas huelgas eran ilegales en su declaración, ilegul su peti- 
torio e ilegal su tramitación y realización; y por ello si el ]H*rsonal no trabajaba 
era a pesar suyo por impedírselo una situación de fuerza mayor. Tu senador dé 
la Comisión Parlamentaria Mixta Interventora del diarto despidió al personal 
el 20 de marzo, momento desde e] eilal no pudo trabajar efectiva mente. Desde 
entonces la deiaanibidii se vió desposeída de sus bienes y bloqueadas las cuentas 
baticarias sociales, las <le los socio* y del director. Se pagaron los sueldos del per- 
sonal por In demandada mientras esturo en disposición de sus bienes; pero desde 
ese 2(1 de marzo no se abonó ninguno. El del mes fué abonado con su diñen» por 
la mencionada Comisión Parlamenta rhh El desapoderamiento de la demandada 
a través de la Comisión, empleados administrativos y policiales y delegados del 
Poder Ejecutivo continuaba hasta la fecha de contestación de la demanda. Tul 
estado de fuerza, concluye, que bajo diversos agentes ha gobernado los aconteci- 
mientos desde la madrugada del 2(1 de enero de 1951, constituye el más típico (le 
los casos que la doctrina y la jurisprudencia califican de consuno como de fuerza 
mayor (nrts. 513 y 514 del Código Civil*. 

En síntesis: la defensa puede eonc retarse así; el incumplimiento de lo obliga- 
(ión de satisfacer los salarios, omisión que los actores ndnjcroii como injuria 
que los autorizaba a considerar rescindido el contrato de trabajo por colpa de su 
empleadora, había sido motivado, según esta, por fuerza mayor. 

\m •.potencia decide que no ha existido fuerza mayor que eximiera a la 
demandada del pago de las indemnizaciones legales. 
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¡ Es ajustada a derecho ! Veamos. 

P En principio la exrusa que tie,.e el deudor para liberarse de las conse- 
cuencia* del incumplí, mentó de su» obligaciones es e] « lsfl lortuito Jn f(ierz _ 
mayor* 

El art. 513 del Coligo Civil dispone: «El deador no será rc S pons fl ble de loa 

SL ' T! Y * ° n8 r n "'■"*«*»' P« W6l ^ cumplimiento de la 
obl.^i.m, cuando éstos resultaren de cano fortuito o tuerza mavor, n no ser 
que f *™d°r hubiera tomado a su cargo las consecuencias del cñso fortuito, * 
éste hulnera ocurrido por su culpa, o hubiese ya sido aquél constituido en mora 
que no hu*e motivada por cato fortuito o fuerza mayor". Y el art. 514 agrega:' 

p Sll5 rt ; , "° C f d no 5" .P ™ P" w ™> o Pristo, no ha podido 
evitarse . La nota » este artículo expresa que I», casos fortuito, o de fuer» 
mayor son producidos por dos grandes causas: por la naturaleza „ por el Lecho 
el hombre. Los casos fortuitos naturales son, por ejemplo, (a impetuosidad de 
.m no que sale de su lecho, los terremotos o temblores de tierra, laí tempestades 
e meendio, las pestes, etc. Mas los accidente, de la naturaleza, continuad 
licndor en m nota ciando a Tho.-loxo, no constituyen caso fortuito mientras 
que por intensidad no salgan del orden común. No se debe, por lo tanto, cali- 
fie» como caso fortuito o de fuerza mayor, los acontecimientos que son res altado 
del curso ordinario y regular de la naturaleza, como la lluvia, él viento, la ere! 
neme ordinaria , le los rías, etc.; pues \m estaciones tienen su orden y su des- 
arreglo que produjen accidentes y perturbaciones que también traen daños impre- 

1 1 k fue 7f may0t *° n hcfhos M ht > mhr *> "« mm*, el hecho 

del forano o fuerza de! príncipe, como dicen los libres de Europa. Se entiende 
por hechos del soberano, los actos emanados de su autoridad, tendiendo a dismi- 
nuir los derechos de los ciudadano*. * 

La doctrina y la jurisprudencia nocionales coinciden generalmente, en que 
\m términos casos fortuito y fuerza mayor corresponden a un mismo v único 
euneept,-, son ¡equivalentes (Lleuda, Vnmrótdancim y totumo, 01 (ódwo 

p. .M*. támara C.r.l 1» de Ja Capital, 1H/3/942, La Lev, T, 26, p. 340: Ca man 

í Ü c í Sr CaS ° í rÍQlt ° ° fum * mftyor ' p| 514 menciona únicamente 
2 Jgf fortuito} pero en otras normas del Código los términos casos fortuito o 

art. 88! , 893, 1522 etc.; también ITi del Código de Comercio), otras veces se 
habla sólo de caso fortuito (arts. 789, 892, 1517, 1521, etc.) o de fuerza mavor 

fn^ t!: f 7'"" <íel nrt \l 14 8e apIica P° r «OMÍgttíente tanto al caso 
lortuito como a la fuerza mayor {Tratada rf* BereeAo C¡*H Argentino Ohtiaa- 
j* ^n*^ » ed., p. 151). Ambos términos se emplean * £7¿¿ri£. 
milita (Colmo. i>e I„s opciones e» ¡/caerá/, 3* ed., p . 90>. 

A veces suele hacerse un distingo según el origen, entendiéndose que caso* 
de fuerza mayor son los hechos del hombre o del soberano v caso fortuito los 
Lechos de la naturaleza, aunque la distinción carece, a mi modo de ver, de interés 
practico. 

Ninguno de los casos mencionados en la nota del art. 514 es necesariamente 
y en todo supuestos, causa de irresponsabilidad. "Cada uno lo es solamente si no 
puede reprocharse al deudor el no haber evitado, en todo o en parte, por medio 
de medidas apropiadas adoptadas por adelantado, o en último momento, el 
obstáculo que impidiera el cumplimiento" (Planjol-Hipert, Tratado Práctico de 
Derecho Citil Francé», ed. castellana, 1946, La Habana, T. VI, p. 514). El con- 
cepto de fuerza mayor no es un concepto absoluto y abstracto, pues lo que en 
uno puede constituirlo, en otros tendrá distinto significado (Ferxanoez Código 
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di Comercio Comentado, ed. 1051, T. T ( Vol. I, p. 291 y ritan alli mencionada.). 

IV. Al caso fortnito o a la fuerza mayor se aplican de originario lo» prin- 
cipios qn* ricen la carga de la prueba (Bu eso, Ing. cit, p- 329). Incumbe al 
actor, puf*, ]« prueba del hecho constitutivo del derecho cuyo reconocimiento 
pretende, mientras que al demandado, que opone a la pretensión una excepción 
tustancial, le corresponde la prueba del hecho impeditivo en qne funda an excep- 
ción (Amina, lug. rit., pág». 192/93/04; JOTRÉ, Manual dé Procedimiento*, 5» 
ed., anot. por t Halpebíx, T. III., p- 203). Es decir, que en el caso de autos, 
reconocido por la demandada la falta de pago de las remuneraciones, o sea el 
hecho qne los actores esgrimieron para considerar rescindido el contrato de 
trabajo por culpa de su empleadora, estaba a cargo de ésta, acreditar la cansa 
de exoneración de su responsabilidad, la presencia del hecho que no había podido 
preverse o que previsto no pudo evitarse, el obstáculo inalterable qne le impidió 
que cumpliera con su obligación do abonar normalmente las remuneraciones del 
personal demandante (Llerena, lug. cit., P . 415; Sai.vai, lug- cit., p. "4; Col- 
mo, ob, cit., p. 103 ¡ Cámara Civil 1» de la Capital, 111/3/942. La Ley, T. 26 p. 
340; Cámara Comercial de la Capital, 30/0/948, Jurisprudencia Argentina, 1S4J 

— L, p. 91). •• •. t 

V. Sentado lo que antecede corresponde decidir si la demandada ha acre- 
ditado debidamente el hecho no previsto o qne previsto no ha podido evitarse, 
vale decir la fuerza mayor eximente de responsabilidad. 

a) Se dice en el responde, como ya lo be recordado, que la demandada se 
vió obligada a suspender la distribución del diario el 26 de enero y U impreaión 
del mismo el día 27 por causa del "boycot" y huelgas de solidaridad ^decretadas 
y que siempre juzgó que tanto uno como otras eran .lega es en su ««¿ración, 
petitorio, tramitación y realización. Por ello si el personal no trabajaba era a 
pesar suvo por impedírselo una situación de fueran mayor. 

Con' respecto al "boycot" y a las huelgas no se expresa en aquel escrito m 
al de agravios porque «rían irrazonables, ilegales e imprevisibles, lampoco se 
hace referencia klguna sobre la imposibibdad de evitaras. Más, en el último 
So iUado se admite qne no se ha hecho argumento aislado ni especial de la 

^gaHd:^de^:hW^^^= j * *> 

im» es un hecho aislado, suceso dentro de un proceso, es el proceso todo (ts 
OJV17 vta 1 

Por lo demás es del caso recordar que "no hay caso fortuito o fuerza mayor 
toda ¡tai «S m Ta evento sea "interior" a la empresa", ya pesar de que la 
omisión T¡1 no sea precisa y no ae sepa "dónde y cuándo sucederá» para 

"no son sino corolarios de este concepto (a ts. 184, C. Com.; "f ' 

r r 1^ rH>88 modificada por la 12.361 —sobre infortunios del trabajo--, 1113 
f M cT-^n cuanto "Tque la "caos- desconocida" del daño no Ubr. al 
LSn o duende Teosa dañosa-), (Sfota, El derecho del trabajo 9 el con- 
5¡¡T * fuena vayor, J. A. 1954, t. I, pAg. 146; sosteniendo que en nues- 
trT derecho motivo teorías como la do Esnkk y de JosseRaNP pueden y deben 
M^mS Cuando la ley que integra el derecho del trabajo se refiere 
ílHLSTSw «deber del intérprete ceñirse al concepto que emana de 
!n«¿ d^Z civil y qte por »n flexibilidad, se adapta a ta. variado modali- 
queTrletfn tabo^7«"« ob«*r. Si hubiera de ^'*l&f$ff 
t&SS& 2SS de «eutuar las condiciones ««t <HO¿ 




mE humano y de mayor contenido social, que anbyaceu en 1» expresiones. 
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nesgo industrial, riesgo profesional, riesgo administrativo. La actitud del em- 
presario es fuente de riesgo* y íl ha de soportarlos (Spota, hig. cit, p. 147). 

b) Agregase en el responde que "un w-nador de la Comisión Parlamenta- 
ria Mixta Interventora e Investigadora del diario despidió al personal el 20 de 
marzo, momento desde el cual no pudo trabajar efeclivamente. Desde ese luomen- 
to ln demandada se viÓ desposeída de sns bienes y Moqueadas las cuentas ban- 
canaa sociales, las de los socios y del director. Se panuron los sueldos del perso- 
nal por la demandada mientras tuvo en disposición sus bienes; pero desde ese 
20 de niara» no se abonó ninguno El del mes fué abonado con su dinero, por la 
mencionada Comisión Parlamentaria". 

El despido de los actores que según se sostiene al contestar la acción v so 
ratera en el escrito de agravios fué dispuesto por la Comisión el 20 de manto 
(le mi, jio aparece acreditado en autos. La demandada omitió ofrecer v produ- 
cir prueba al respecto. No intentó tampoco probarlo al requerir a los accionantes 
absolverán posiciones. Y los peritos contadores informan no haber encontrado 
constancia ni elemento alguno que permitiera determinar que el presidente de 
aquella Comisión hubiera despedido a los actores en la fecha mencionada (fs, 

c) Antes de continuar considerando lo defensa opuesta por la demandada 
haré breves consideraciones sobre el llamado hecho del príncipe. 

En los países antiguos donde la voluntad del soberano era lev, la excepción 
« justificaba ampliamente. El hecho del soberano o furria del príncipe era algo 
imprevisible. En los regímenes democráticos, en cambio, el hecho de ¿ autoridad 
no se produce, generalmente, para disminuir los derechos v garantías de loa 
ciudadanos uno que es resultado de la aplicación de normas constitucionales o 
legales o simple ejercicio de poderes propios, fundados en ellas. La Corte Su- 
prema de Justicia de la Nación hn dicho que: "el hecho del soberano o fuerza del 
principe a que se refieren los libros de Europa, como dice Vélez en la nota 
correspondiente del Código Civil, no debe recordarse en nuestro país que no 
eoncibe otra soberanía que la del pueblo..." (22/11/029, J. A. T. 31 p 747) 
Pero si bien entre nosotros las demasías gubernamentales o fuera de príncipe 
no pueden institncioualmi-nte existir, no es discutible que los actos del poder 
PU °T>' m no o»*"* los límites precisos que fija la Constitución Nacional 
exceden de los mismos, aunque revistan apariencia de legalidad, pueden confi- 
gurar el caso de fuerza mayor que exima al deudor del cumplimiento de las 
obligaciones. 

Volviendo al caso en examen: reconoce la demandada que las remuneracio- 
nes por el mes de marzo, a pesar de la intervención fueron abonadas con fondos 
propios, no así loa posteriores porque fué desposeída de sus bienes Pero como 
Jo destaca el Señor Juez d« Primera Instancia y no ha sido motivo de agravios 
por la apelante -admitiendo por mi parte la arbitrariedad del procedimiento 
LTÍJT Com,8, í n T' £ ^tada parece haber sido previsible por 

. ? q í! fechn 6 de ma ™> de 1«51 resolvió reducir el capital de la 

riñrlr «Ü¡L^^ñ lM qU€ WS P° ndían P° r «» *od» do 

fnZUFZl P™P ,etan * del *»™> -.rts. 301 y sigts. del Código de Comercio^ 
lueron retirados por los socios en diversas entregas completando las extraccio- 
nes el 20 de marro fecha que coincide con la toma de posesión del diario por 
la comisión citada (pericia contable, fs. 2334). " 

Cabe agregar que no ha dicho tú probado la demanadada que hubiera reali- 
zado gestiones para logra, que I. Comisión le autorizara a disponer de los depó- 
sitos bancanos para abonar loa salarios del personal y lo infructuoso de las 
SS?"^ y J a »»PMrta evasiva de uno de los codemandados «1 contestar a fs. 
1572 i la 7* posición de fs. 1571 vta., que dice: "que la demandada se turf a 
autorixar a 1. Comisión Mixta Interventor, del Diario «La £ST« >e"fXr¡ 
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los pago* de ins salarios correspondientes a los meses dé ubril y ttiayo de 1951", 
importa *eria presunción en contra de la accionada (art. TA de tn I* O. del Fue- 
ro). Esa omisión hace que, a mi juicio, esté ausente uno i los caracteres esen- 
ciales de tu tuerza mayor, la inevitahilidad. En suma, no aparece acreditado 
por la demandada que no pudiera superar el obstáculo que el lieebo le opuso. 
Vt Él ílewto-teif mo/55. 

u ) Tres días antes de que la vería de los obrero* demandantes comen- 
zara» a considera ríe despedidos j>or falta de pago de los Hilarios, para ser más 
preciso, el 18 ile abril de lííól, se publicó en el Boletín Oficial la Ley ti> 14.1*21, 
que disponía lu expropiación de los bienes que constituían el activo de la socie- 
dad colectiva demandada. Iji ley hc había originado en un proyecto de las tantas 
veces uombruda Comisión Paria menta ria Mixta Interventora de la empresa, que 
la Cámara de Diputados considero y aprobó en las sesiones del 11 y 12 de abril 
y el Senado en la del 12 del mismo roes. Es decir, que la ruptura del contrato 
se operó en momentos en que la demandada se encontraba, en principio, en la 
imposibilidad, presumiblemente definitiva, de seguir ejerciendo sus facultades 
de empleadora. 

El art. 157 ilcl Código ile Comercio, reformado por la ley 11.72!), lueuo de 
disponer que el contrato de empleo no podrá ser disuelto por voluntad^ lie una 
de las partes sin previo aviso, o en su defecto, indemnización, además de la. 
que corresponderá al empleado por su antigüedad en el servicio, cuando se disuel- 
va por voluntad del principal, agrega: "Estn regla se aplicará también en los 
casos de cesación o liquidación del negocio que no sean determinadas exclusiva- 
mente por fuerza mayor". A contrario BeftSÜ, entonces, la cesación o liquidación 
del negocio, determinarla "exelusiv ente por tuerza mayor". lilieran al emplea- 
dor de la obligación de nbonnr las indemnizaciones. l*ero la expropiación, no 
está de más recordarlo, no constituye fuerza mayor que exima del pago de las 
indemnizaciones (Lamas, fluid de ta criminación romo ttw> r/c fuerza iun>me 
ch ta t' if i 1.729. Gaceta del Trabajo, T. 2, vP 4, p. 271; Cámara de Paz Letrada, 

Sala IIÍ, Gaceta de Paz, T. 47, p. 121; Cá ra de Apelaciones del Trabajo, Sala 

III, en Fa los del Trabajo, T. 2, p. :*oU; id. Sala IV, Iji Ley T. 50, p. »). 

Ahora bien, resulta de los oficios de fs. 1743 y 2497, que en el juicio de 
expropiación la demandada inrluyó entre los daños las indemnizaciones que de- 
biera abonar en este juicio. Y ello en razón de que el art. 11 de la ley 13364 
de expropiación dispone que la indemnización que corresponde nbnnar al expro- 
piante no sólo comprenderá el valor objetivo del bien sino tnmbiéu "los daños 
que seno consecuencia directa e inmedíala de In expropiación" estando incluidos 
en esos daños las indemnizaciones por concepto de despido del |H'rsonnl', según 
lo tiene establecido la jurisprudencia (Fallos de la Corte Suprema, T, 21°, pács. 
178, 187 y 11)2; íd., pógs. 288, 289 y 291). 

El decrnto-ley 4:t<i0/5f>, mencionado por la demandada en el escrito de agra- 
vios, derogó la ley 14.(121 y disponía qtw el Señor Procurador del Tesoro, en 
representación de "la Nación desistiera de los juicios existentes, entre ellos el de 
expropiación del diario. 

Si se tiene en cuenta que en el régimen de la ley i:í.2(>4 todas las expropia- 
eiones revisten el carácter de urgentes, enseña Villegas Hasavilbaso, puede soste- 
nerse lo siguiente: el expropiante no tiene derecho a desistir del juicio, desdo 
que existe desapodera miento. Sería a juicio del autor, injusto obligar al propie- 
tario a entrar nuevamente en posesión del bien expropiado como consecuencia 
de un acto voluntario del expropiante. Iji disposición del bien se ha consumado 
en beneficio del expropiante y el derecho del expropiado se ha desplazado a la 
indemnización {Dtrrrho Áthninhtratiro, T. VI, p. 44ó). 

Si la demandada aceptó el desistimiento, no obstante lo que se ha dicho 
precedentemente, es presumible que se habrá resi rvudo los derecW que pudieran 
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corrí sponderle, entre olios el de reclamar los perjuicios causados por la expro- 
piación aludida {Corte Suprema de Justicia, Fallos: 107: 95). De no haberlo 
hecho así su omisión no podría perjudicar a los accionantes. 

h) Se arguye en el escrito de expresión de Agravios que al derogar el 
nrt. 6» del docreto-ley 4:100/55 toda disposición que se le oponga, deroga entre 
ellas: n) las resoluciones sindicales que declararon los "boycots" y las huelgas; 
b) las disposiciones del Ministerio de Trabajo y de la Policía Federal que* las 
iacilitaron y ampararen; c) las disposiciones del Banco Central que impidieron 
a su representada el manejo fie sus fondos; y por último y principalmente, d) 
la Comisión Parlamentaria Mixta Interventora e Investigadora que tomó pose- 
sión del diario. Concluye afirmando que siendo ello así, como todo lo pasado 
desde el año 1051, pasó pon pie la demandada estuvo sometida a las disposi- 
( iones citadas y éstas ahora se derogan, queda reintegrada a la plenitud de 
sus derechos. 

Ks cierto que el decreto-ley 4300/55 rehabilita mornlmentc n la demandada. 
Pero el decreto ley, que no tiene el alcance que pretende atribuírsele, no hace 
mención alguna a los juicios que los actores llenen promovidos contra la deman- 
dada. Y i\ esta lia sido reintegrada al pleno ejercicio de sus derechos no podría 
hacerse igual afirmación con respecto a los trabajadores demandantes, pues 
salvo los qne lian desistido de su reclamo, reintegrados a sus empleos, los otros 
no se encfiutrnrían en iguales condiciones toda vez tpie — por lo menos no existe 
constancia en autos— no se le habría ofrecido tal reintegro, no obstante que 
en ta snlieitnda publicad» el H de julio de 1051 se afirmó; "«La Prensa» no des- 
conoce ni lia desconocido en ningún caso lo» derechos que corresponden n su 
personal" (& 1450). 

Vil. El hecho Hilero. 

El hecho nuevo a que se refieren los arts. W0 y 247, inc. 1«, del Códiuo 
de Procedimientos, no aparece previsto en la ley 12.04B. La aplicación suple- 
toria de ese Código, destaca PoiUSTTl, debe ser hecha en forma que no desvirtué 
los propósitos (pe inspiran el procedimiento laboral (Tratado de Derecho L&- 
boral, t. I, pég. 240). Al referirse al inc. í* del art. 247 aludido, dice Aüustíjí 
A. Costa que "comprende el hecho nuevo no alegado en la instancia inferior 
conducente al pleito, es decir, que pueda influir en su resultado" (oh. cit.: 
p. 170). 

El hecho nuevo invocado por la demandada pudo influir en el resultado 
del pleito con respecto a alguno de los actores. Pero no puede sostenerse 
válidamente que fuera ignorado al contestar la demanda, máxime habiéndose 
suministrado en el escrito inicial los datos tendientes a verificar la antigüedad 
de los reclamantes; y nada oh taba a que, aún en la duda, se invocara la posi- 
bilidad de que alguno de los adores estuvieran en condiciones de obtener jubi- 
lación ordinaria integra y se solicitaran las medidas de prueba que permitieran 
horrar toda Incitación al respecto. Por lo demás, aunque se aceptara que a la 
fechn del responde la demandada no se encontraba en condiciones de alegar el 
hecho aludido, pudo hacerlo al expresar los agravios toda vea que desde la 
fecha del decreto-ley 4360/55 hasta la presentación del escrito de agravios, 
había transcurrido tiempo más que suficiente para conocer la situación de los 
demandantes en lo relativo a la obtención del beneficio jiibilatorio. 

No es dudoso, por consiguiente, que la alegación del hecho nuevo resulta 
extemporánea. 

VIII. Todo lo que llevo dicho decide mi voto en favor de la confirma- 
toria de la sentencia apelada, que ha sido dictada de acuerdo a los hechos ale- 
gados por las partes y haciendo mérito de las defensas opuestas ("Secumdun 
allégate et prohata judei judíenre debet"). 

Propongo en definitiva: 1') Confirmar el fallo recurrido en cuanto ha 
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sido materia del recurso, debiendo excluirse de la condena a los actores cuyo* 
desistimiento» fueron resueltos a fs. 193/184 del incidente agregado por cuerda, 
con costas. *n Dejar sin efecto la regulación de honorarios practicada a 
fs. 2538 vtrt. a favov del tasado apoderado de los actores, fijándosela definiti- 
vamente por todos !o- t rabil jos 'le autos en un millón de pesos moneda nacional. 
Así lo voto, 

El Dr. Guillermo C. "ttlotta, compartiendo los fundamentos del voto del 
Sr. Vocal Amadeo AlUn-ati, adhiere al mismo. 

Atento el insultado de los votos expuestos, se resuelve: Confirmar el fallo 
recurrido en cuanto Ua sjrln materia del recurso, excluyéndose de la condena 
a los HcLorea cuyos desistimientos fueron resueltos a fs. 183/184 del incidente 
agregado por cuerda ; con costas. — Marcos Seeber — Amadeo Allocati — GuilUr- 
mo C. Vafotta. 

Dictamen ©el, Phocuhador General 
Suprema Corte: 

Al- dictaminar a fs. 2881 sobre el aspecto formal de la queja 
interpuesta por Ja parte demandada, adelanté opinión en el sen- 
tido de que a mi criterio tos agravios invocados no eran, en el 
orden federal, de suficiente entidad como para que la Corte refor- 
mara la sentencia apelada. 

Reitero pues esa opinión y, por lo tanto, estimo que habiendo 
sido declarado procedente el recurso extraordinario de fs. 2774, 
correspondería confirmar el pronunciamiento del a quo. Buenos 
Aires, 13 de febrero de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Rodríguez, Francisco y otros c/ Diario 
«La Prensa» s/ despido". 

Considerando : 

l 9 ) Que contra la se teneia de fs. 2759/2770, confirmatoria 
del fallo de primera instancia de fs, 2506/2539, que condenó a la 
demandada al pago de indemnizaciones por despido y falta de 
preaviso, así como también al de vacaciones proporcionales y 
sueldo anual complementario, "excluyéndose de la condena a los 
actores cuyos desistimientos fueron resueltos a fs. 183/184 del 
incidente agregado por cuerda '% se interpuso recurso extraordi- 
nario (fs. 2774/2782), el que fué denegado (fs. 2787/2788). Con 
tal motivo, la demandada dedujo la pertinente queja (fs. 2858/ 
2864), a la que esta Corte hizo lugar (fs. 2883) declarando la 
procedencia del recurso extraordinario intentado. 

2*) Que, como surge de las constancias agregadas al expe- 
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diento, las modalidades del presente juicio coinciden, sustancial- 
mente, con las que esta Corte examinó en oportunidad de fallar 
la causa "A bal Edelmiro y otros c/ diario «La Prensa»" b , des- 
pido' 7 , (A .192, XIII), resucita con focha 11 de noviembre pasado. 

S 9 ) Que, ou efecto, además de ser similares los hechos sobre 
los que versa el litigio y las razoues alegadas por las partes, la 
cuestión básica debatida en autos ha sido la que el fallo apelado 
resume del modo siguiente: "En síntesis: la defensa puede con- 
cretarse así : el incumplimiento de la obligación de satisfacer los 
salarios, omisión que los actores adujeron como injuria que los 
autorizaba a considerar rescindido oí contrato de trabajo por 
culpa de su empleadora, había sido motivado, según ¿sta, por 
fuerza mayor" (fs. 2764). 

4 V ) Quo, por lo demás, a semejanza de lo que aconteció en 
la cansa p ron ludida, la principal defensa de la apelante se apoya 
en la afirmación de quo no mediaría responsabilidad de su parte, 
toda vez que la falta de pago del salario correspondiente a los 
actores —que éstos invocan como causal de despido — fué debida 
al hecho de que, a partir del mes do marzo de 1951, "se vió des- 
poseída de sus bienes y bloquendas las cuentas bancarias sociales, 
las de los socios y del director" (fs. 2766 v.), a raíz de las medidas 
adoptadas por la "Comisión Parlamentaria Mixta Interventora 
e Investigadora" del diario "L* Prensa". Dichas medidas, a 
criterio de la demandada, configurarían un supuesto de fuerza 
mayor, en los términos de los arta* 157, inc. I 9 , in fine del Código 
de Comercio (modificado por la ley 11.729) y del art. 514 del 
Código Civil. 

5*) Que el juez que expresa la opinión de la mayoría de la 
Cámara a quo, Dr. Amadeo Allocati, luego de admitir "la arbi- 
trariedad del procedimiento seguido por la Comisión" (fs. 2767), 
niega eficacia, como eximente de responsabilidad, al " boycot* " 
y a las huelgas de solidaridad ocurridas entre los meses de enero 
y marzo de 1951, así como a la sanción de la ley 14.021, que dispuso 
la expropiación del activo de la demandada y entró a regir "tres 
días autos de que la mayoría de los obreros demandantes comen- 
zaran a considerarse despedidos por falta do pago de los sala- 
rios" (fs. 2767 v.). 

6?) Que, asimismo, al ocuparse de la principal defensa de 
la apelante, la mayoría de ta Cámara sostiene que el desposei- 
miento de bienes y la inmovilización de cuentas, fondos y valores 
ordenados por la Comisión Parlamentaria Mixta, en perjuicio 
del diario "La Prensa", no autorizan a invocar la referida exi- 
mente. Ello, en mérito a dos razones que estima decisivas: a) "la 
medida adoptada parece haber sido previsible por la accionada 
que con fecha 6 de marzo de 1951 resolvió reducir el capital de 
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la sociedad", y los fondos "fueron retirados por Jos socios en 
diversas entregas completando las extracciones e! 2ü de marzo"; 
b) "no ha dicho ni probado la demandada que hubiera realizado 
gestiones para lograr que la Comisión le autorizara a disponer de 
los depósitos banca ríos para abonar los salarios del personal y 
lo infructuoKo de ins mismas", omisión ésta que — conjuntamente 
con la presunción que deriva de Ja respuesta evasiva dada por 
uno de los codemandados a la posición V de fs. 1571 v.— hace 
que "esté ausente uno de los caracteres esenciales de la fuerza 
mayor, la inevitabilidad" (fs. 2767 v.). 

7*) Que ninguna de las razones señaladas en el consideran- 
do anterior es apta para sustentar, con suficiente entidad jurí- 
dica, la decisión a que arriba el pronunciamiento impugnado. 

S 9 ) Oue, en lo que atañe a la primera de ellas, es evidente 
que no media conexión lógica entre los hechos que se pretende 
indicíanos de "previsibilidad" (reducción del capital social, 
extracciones de fondos) y la conclusión que en ellos se funda. 
Xo es razonable, en efecto, afirmar que la conducta observada 
por la apelante durante los días 6 y 20 de marzo demuestre que 
ella conoció anticipadamente la medida de inmovilización do fon- 
dos que la Comisión Parlamentaria iba a adoptar más tarde, me- 
dida que, según la mayoría de la Cámara lo reconoce, importó 
un procedimiento arbitrario, esto es, un acto ilegítimo basado tan 
sólo en la voluntad lesiva o en el capricho de sus autores. "La 
previsibilidad a que se refiere la doctrina relativa a la eximente 
de fuerza mayor —lia declarado esta Corte en la causa más arri- 
ba citada— no puede ser sino la previsibilidad dentro de una 
comunidad en que las normas jurídicas imperan y son acatadas 
por la autoridad pública", de donde se sigue que "no cabe ni 
siquiera pensar en un sistema de previsibilidades que parta de 
la arbitrariedad tiránica", 

99 ) Q*"", o" cuanto a la segunda do las razones pteindicadas, 
es claro que la naturaleza de los hechos debatidos y la condición 
jurídica de Ja recurrente no pueden sor alteradas por lu circuns- 
tancia de que ésta baya omitido ivalizar gestiones cuyo seguro 
fracaso podía descontarse. Aceptar la posibilidad de que los actos 
de desposeimiento e inmovilización practicados por orden de la 
Comisión Parlamentaria pudieron cesar ante el pedido de los 
titulares del diario, y responsabilizar a éstos por la supuesta 
omisión en que habrían incurrido, equivale a hacer depender la 
solución del caso de una hipótesis absolutamente irreal, habida 
cuenta del rigor y de los fines que caracterizaron al "implacable 
proceso persecutorio" de que fué víctima "La Prensa", como se 
halla plenamente acreditado en la cansa y resulta de las consi- 
deraciones expuestas en el precedente antes mencionado. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



605 



10°) Que eabe añadir a lo man if estado, aún, esta considera- 
ción decisiva: la interpretación hecha por la Cámara de las dis- 
posiciones que cita significa tanto como atribuirles una inteligen- 
cia contraria a esenciales previsiones del ordenamiento jurídieo 
en vigor. Porque tiene jerarquía constitucional el principio de 
que la persona que dirige o publica un diario no puede ni debe 
ser sancionada patrimonial mente ¡ror la sola circunstancia de 
que, habiéndose visto obligada a elegir entre el sometimiento al 
poder arbitrario y d ejer 'ció del derecho que el art. 14 de la 
Constitución Nacional le acuerda, elige esto último v practica, 
legítimamente, la libertad de prensa. Si asi no fuera, es decir, 
si se aceptara un criterio que, en las condiciones referidas condu- 
jera a la sanción de !a piensa libre, veríanse trastornadas las 
bases de la organización constitucional vigente, puesto que se 
introducirían en ella principios que. como el aforismo quod p r in- 
ri p't ptacttit te gh haber vigoren), son repugnantes al Estado de 
Derecho (sentencia dictada en la causa "Abal, Edelmiro y otros 
e/ diario cLa Prensa»", precitada). 

11') Que, con arreglo a lo dicho y a Jas consideraciones 
expuestas en el precedente de que se ha hecho mérito, incluso las 
contenidas en el considerando 27* del mismo, las que en lo perti- 
nente se dan por reproducidas, brevitatis causa, los agravios 
que fundan el recurso deben prosperar, por lo que corresponde 
revocar Ja sentencia apelada en cuanto niega la existencia de 
causales eximentes de la responsabilidad iiidemnizatoria de la 
demandada. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se revoca la sentencia de fs. ¿759/2770, en cuanto ha sido 
materia del recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
AmsTÓBULo D. Aráoz de Lamadiud 
— luis mahía boffl boggerú — 
Jvlio Oyhanabte — Pedro Abe- 
HAST17RY — Ricardo Colombres — 
Esteban Imaz, 



FRANCISCO RODRIGUEZ y Ontos v. EZEQUEL P. PAZ r Otra 
RECURSO DE NULIDAD. 

Es i tu proceden te U nulidad solicitada directamente ante la Cortü, no sólo 
por hallarse firme, en el caso, la decisión denegatoria de la nulidad plan- 
teada en las instancias inferiores, sino porque no está autorizado por la 
ley el procedimiento seguido por el recurrente. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Cuestionen no federales. 
Interpretación de normas lócale» de procedimiento». Cato» varios. 

El recurso extraordinario no es la vía pertinente para la solución de nuli- 
dades procesales. 

Dictamen* del Procurador Uen^ual 

Suprema Corte: 

Lo manifestado en. el escrito que encabeza este expediente 
constituye una reiteración de tas defensas que su firmante articu- 
ló a fs. 19 de los autos principales, en oportunidad de solicitar 
la nulidad de las actuaciones posteriores a la providencia que 
obra a fs. 8 vta. de los mismos. 

Dicha petición fué oportunamente considerada por el juez 
de la causa quien, sobre la base de la interpretación de disposi- 
ciones de carácter procesal, resolvió finalmente no admitirla (v. 
fs. 36) ; y este pronunciamiento, si bien fué recurrido por el 
intoresrdo, no pudo ser materia do examen en la alzada debido 
a que el apelante no expresó agravios dentro del término legal 
(v. fs. 44). 

De este modo, entonces, si la cuestión de nulidad planteada 
en el principal ba venido a quedar definitivamente resuelta con 
el fallo de primera instancia, ello es consecuencia de una omi- 
sión del propio presentante de fs. 1; y esta exposición ante V. E., 
que en definitiva equivale a perseguir la revisión de una sentencia 
firme por medio de un procedimiento no autorizado pi,r la ley, 
a mi juicio solo traduce el propósito de aquél de corregir los 
efectos de una negligencia que le es imputable. 

Estimo, por lo tanto, que corresponde no hacer lugar a lo 
solicitado. Buenos Aires, 11 de febrero de 1960. — Ramón Ltwcano. 

FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Rodríguez, Francisco y otros c/ Ezeqniel P. 
Paz y otra", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que como lo señala el dictamen precedente del Señor Pro- 
curador General la denegatoria de la nulidad pedida por auto 
de U. 36 del principal está firme. 

Que la nulidad solicitada directamente ante esta Corte, en el 
memorial de fs. 1, es improcedente, no sólo por la circunstancia 
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anotada en el considerando que antecede sino por no estar auto- 
rizado por la ley el procedimiento seguido. 

Que en tales condiciones y habida cuenta que el recurso extra- 
ordinario, único a que pudo haber lugar, no es la vía pertinente 
para la solución de nulidades procesales, lo pedido a fs. 1 debe 
ser denegado. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara no haber lugar a lo solicitado a fs. 1. 

Benjamín Villegas Basavtlbaro — 
Aristóbulo D. Abáoz i Lamadrid 

- — Julio Ovhanarte — Pedro 
Aberastvry — Ricardo Colom- 
BRES — Esteban Imaz. 



ELISEO ALVAR EZ 

SUPERIX TENDENCIA, 

Es manifiestamente improcedente et planteamiento de la posible comisión 
del delito de desacato que el denunciante formula ante la Corte, por ría de 
superintendencia, con fundamento en el art. 15* del Código de Procedi- 
miento* en lo Criminal 0). 

SÜPEBIXTENDENCld. 

En cnanto la solicitud formulada ante la Corte pueda importar imputación 
respecto de la actuación del Juea Federal de Córdoba, ea a la Cámara de 
Apelaciones del distrito a la que, en ejercicio de sus fundones de super- 
intendencia inmediata, corresponde entender en la denuncia ( s ). 



PABLO BRUNO v. FELIX EMILIO MARTINEZ —testamentaria— 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Procedimiento y recursos. 

La garantía del secreto que consagra el art, 100 de la ley 11.683, T. O. 1956, 
a favor del contribuyente, no obsta para que la Dirección General Imposi- • 
ti va informe cufies han sido los servicios prestados por el actor al deman- 
dado en tramitaciones realizadas ante esa Dirección, en el sentido da ñ ello 
tuvo lugar y qué gestiones comprendió. A lo cual cabe agregar que la 
demandada consintió tácitamente las providencias que ordenaron la produc- 
ción de esas pruebas. 



(i) 9 de diciembre. 

(*) Fallos: 123: 79 y 392; ISO: 42; 239 ; 99. 



909 fallos de la coste suprema 

Dictamen del ProcchahOh General 
Suprema Corte : 

Con fundamento en lo que dispone el art. 100 de lu ley 11.683 
la Dirección General Impositiva solicita se revoque la decisión 
del a quo por la que se dispone que la citada repartición informe 
«obre los trabajos realizados ame ella por el actor en represen- 
tación del demandado, al que se le reclama en este juicio honora- 
rios que incluyen tales trabajos. 

En mi opinión el secreto con el que la ley protege las decla- 
raciones juradas, manifestaciones, e informes suministrados a la 
Dirección, no se extiende a supuestos como el que motiva este 
pedido que versa sobre gestiones realizadas por el actor en bene- 
ficio del demandado. 

Comparto pues 1 el criterio del a quo y pienso que corresponde 
confirmar el fallo apelado en lo que lia podido ser materia de 
recurso. Buenos Aires, 22 de octubre de 1958. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Bruno, Pablo c/ Martínez, Félix Emilio 
(su testamentaría) s/ cobro de pesos". 

Considerando : 

F) Que, a pedido de la parte actora, el juez de primera 
instancia dispuso librar oficio a la Direccióu General Impositiva 
(fs. 5 vta.) a fin de que remitiese al juzgado "el expediente admi- 
nistrativo caratulado "Pablo Bruno, representante del Sr. Félix 
Emilio Martínez, recurso de repetición. Ganancias Eventuales" 
y que fué presentado a esa Dirección el 28 de diciembre de lí>53, 
en el que se reclama la devolución de la suma de m$n. 766.337,39 
abonada en concepto de ganancias eventuales por la operación de 
expropiación de tierras en Boulogne, Partido de San Isidro, Pro- 
vincia de Buenos Aires". 

2*) Que la mencionada repartición contestó el oficio ponien- 
do en conocimiento del juez que "el secreto que impone guardar 
el art. 100 de la ley 11.683 (t.o. en 1956)" le impedía propor- 
cionar la información requerida (fs. 25). Con motivo de ello, la 
parte actora modificó tos términos de su petición — mediante escri- 
to de fs. 59—, solicitando, esta vez, la remisión de nuevo oficio 
a la Dirección General Impositiva para que ésta, "teniendo a la 
vista el mencionado expediente", certificara las actuaciones del 
actor "en su calidad de representante del Señor Félix Emilio 
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Martínez con la constancia do las fojas, fecha y naturaleza de las 
mismas". Y librado nuevo oficio, con el alcance requerido, la 
Dirección General Impositiva volvió a negarse a suministrar los 
informes solicitados por el juzgado al amparo, nuevamente, de 
lo que preceptúa el citado art. 100 de la lev 11.683, t. o. 1956 
(fs. 69). 

3 9 ) Que, posteriormente, la parte acto ra insiste en sus pre- 
tensiones, solicitando que el juzgado reitere el requerimiento de 
informes, denegado por la Dirección General Impositiva a fs. 69. 
A ello se hizo lugar mediante la providencia de fs. 72, la que, 
habiendo sido apelada a fs. 139 por el apoderado de la reparti- 
ción mencionada, fué confirmada a fs. 157 por la Cámara Nacio- 
nal de Apelaciones en lo Civil. 

4*) Que, contra tal decisión, se interpuso recurso extraordi- 
nario (fs, 161), el que ha sido concedido (fs. 162) y es procedente 
con arreglo al art. 14, ine. 3», de la ley 48. 

5 T ) Que, como señala la sentencia de fs. 157, la prueba soli- 
citada por el actor persigue demostrar los servicios prestados al 
demandado en tramitaciones realizadas ante la Dirección General 
Impositiva, para lo que * * basta emitir una constancia de si efecti- 
vamente ello tuvo lugar y qué gestiones comprendió, sin discri- 
minar acerca del contenido de las deelaraciones juradas, monto y 
naturaleza de sus bienes, etc.". La prueba objetada se circuns- 
cribe a los trámites administrativos atinentes a la repetición de 
un impuesto a las ganancias eventuales, cuya determinación y 
pago tuvo lugar eu un juicio de expropiación, ajeno al ámbito 
del secreto establecido por el art. 100 de la ley 11.683 ;<y si bien 
es cierto que no inedia consentimiento expreso de la demandada, 
como sucesora del contribuyente, no lo es menos que esta prueba 
no sólo no fué objeto de impugnación sino que hasta hubo con- 
sentimiento tácito, pues la demandada consintió las providencias 
que la ordenaron (fs. 5, 57 vta. y 72), no habiendo intervenido 
en el recurso que condujo a la sentencia de fs. 157. En estas con- 
diciones, el case? guarda analogía con la doctrina de Fallos: 206 r 
419: 244: 412; 245 : 384, 447 y otros, correspondiendo ser colo- 
cado dentro de las excepciones a la prohibición del art. 100 que 
esta Corte lia admitido. 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el Señor 
Procurador General, se confirma la sentencia de fs. 157 en cuanto 
ha podido ser materia del recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Abistóbulo D. Aráoz de Lakadrto 
— Luis María Bokfi Boooero — 

PEDfiO AbERASTUBY. 
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BANCO HIPOTECARIO NACIONAL v, MIGUEL ANGEL GINOCCHIO 

EXPROPIACION; indemttitafión. Determinación del valor real. Valor de te 
tierra. 

Lab conclusiones del Tribunal de Tasaciones —aceptadas, en el casó» por 
la Cámara — no poeden ser desestimadas sino en el supuesto de que la 
parte que las objeta haya aportado argumenta ñones o elementos de juicio 
que hagan aconsejable la adopción de un distinto criterio. Ello e$ así, 
particularmente, cuando los agravios del impugnante versan sobre la mag- 
nitud de tos coeficientes aplicados — de forma de pago y ubicación-—, por 
cnanto éstos importan una apreciación de orden esencialmente técnico res- 
pecto de la cual no deben prosperar, en principio, alegaciones qne ya fueron 
examinadas y recliazadas por los organismos especializados, con fnndamen- 
tneión suficiente (*)• 

EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del roíor real. Valor de ta 
tierra. 

Si el tribunal de la causa afirma, con acierto, que no hay ninguna prueba 
apta para demostrar qne los valores tenidos en cuenta estuvieran influen- 
ciados por la obra pública a realizarse, ello basta para declarar qne no ha 
existido desconocimiento de lo preceptuado en el art. 11, in fine, de la 
ley 13.284, porque, conforme a la doctrina de la Corte, esta norma sólo 
ha de estimarse infringida cuando se baya acreditado, de manera inequívoca, 
la concreta presencia de nna plusvalía artificial e ilegítima ( 8 ). 



OLÍ» A DEL PAPA de CERRI v. PEDRO ORDÜNA t Otro 

■ 

LOCACION DE COSAS. 

Ni de los términos del art. 2» de la ley 13.930, ni de los del art. 30 del 
decreto-ley 2186/57, resulta explícitamente que ellos tengan vigencia para 
toda la Nación. 

LEY: /nlerprefitcióii y aplicación. 

La interpretación de la ley debe consagrar la solución que mejor eoncuerde 
con las garantías y principios constitucionales. 

LOCACION DE COSAS. 

Conforme al principio consagrado en el art. 67, ínc. 11, de la Constituc r ón 
Nacional y al alcance qne para las disposiciones procesales contenidas et. 
las leyes de alquileres ha establecido el art. 67 de la ley 14.821, corresponde 
confirmar la sentencia que, fundada en los arta. 611 y 612 del Código de- 
Procedimientos Civiles de la Provincia de Buenos Aires, declara improce- 
dente un recurso de apelación. 



(1) 12 de Ueiembre. Fallos: 241: 58, 73; Mí: 170. 
(>) Fallos: 242: 148. 
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Dictamen del Phocukador General 

Suprema Corte: 

La Cámara Segunda de Apelación de La Piafa, con funda- 
mento en Lo que prescriben los arta. 611 y 612 del código procesal 
local, ha declarado improcedente el recurso de apelación inter- 
puesto por el demandado, de lo que éste se agravia por entender 
que la pertinencia del recurso está determinada por lo precep- 
tuado en los arta. 2» de la ley 13.936 y 30 del decreto-ley 2186/57. 
En tales condiciones el remedio federal es procedente de confor- 
midad con la doctrina sentada por V. E. en Fallos: 240 : 447. 

Eu cuanto al fondo del asunto estimo que una correcta inter- 
pretación de las normas que invoca el interesado no autoriza a 
asignar a las mismps otro alcance que el que en forma expresa 
ha establecido para las disposiciones procesales contenidas en 
las leyes de alquileres el art 67 de la ley 14.821. Por otra parte 
éste es el criterio que fluye claro del principio consagrado en el 
art. 67, ínc. 11, de la Constitución Nacional. 

Por lo tanto, y en mérito a lo expuesto, estimo que corres- 
ponde confirmar el fallo apelado en lo que ha podido ser materia 
de recurso. Buenos Aires, 21 de setiepibre de 1959. — Ramón 
Las cano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos : "Del Papa de Cerri, Olga c/ Orduna, Pedro 
y otro s/ desalojo". 

Considerando : 

Que ni de los términos del art 2* de la ley 13.936 ni de los 
del art. 30 del decreto-ley 2186/57, resulta explícitamente que ellos 
tengan vigencia para toda la Nación. 

Que, eu tales condiciones, es de aplicación al caso el princi- 
pio con arreglo al cual la interpretación de la ley debe consagrar 
la solución que mejor concuerde con las garantías y principios 
constitucionales —Fallos: 242: 128; 244: 407 y otros— 

Por ello, y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada de fs. 93/95. 

Abjbtóbulo D. Abáoz ra Lakapbip — 
Juuo Oyhanabtb — Ricardo Co- 
lombres — Esteban Imaz. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



ALDO JUAN GIACOMOSE 

RECURSO EX TRA ORDINARIO : Recito, propio». C*e*M n federal. Cues- 
houet federales simple». Interpretar»», de la Constitución Nacional, 

Procede el recurso extraordinario fundado en los arta. 17 y 18 de U Con* 
SS^Ji^í • v / corm l ),,n(lí dejar sin efeeto la sentencia del Tribunal 
del Trabajo de Lanus que, al eonoeer por apelación del imputado, revoca Ja 
decisión del Juzgado de Faltan del Trabajo de La Plata que le imponía 
ana multa de ni«n. 24.800, elerándola a m*n. 49.600, por estimar que había 
mediado ana omisión del inferior. El aumento de la sanción aplicada al 
recurrente importa en el caso una "retormatio i ti peina", pues éata se 
vmeuln al gravamen que experimenta el apelante y nn al acierto en la anli- 
encion ile las normas que rigen el caso. 

niXSTITUCIOX XACIOXAL: Derechos u anrautím. Defeca en juicio. ' Pro- 
crdimieuUi tj scuteucta. 

La jurisdicción de apelación de los tribunales de alzada está limitada por 
la «tensión de los recursos concedidos para ante ellos v su extralimitaeión, 
im]M,niend« una multa de mayor monto que la apelada por el condenado 
importa agravio a las garantías de la defensa en juicio v de la propiedad 



Dictamen del Phocckadok General 
Suprema Corte : 

Xo existe en esta» actuaciones elemento de juicio alguno que 
acredite En veracidad de lo afirmado por el recurrente a fs, 9, 
en el sentido de que diversos escritos de desearlo que presentara 
en la i lista ncia administrativa no fueron agregados a los autos. 

A mi criterio esta situación es consecuencia de la actitud del 
propio imputado, pues en ningún momento este último intentó 
demostrar de algún modo la exactitud de aquella manifestación 
suya, no obstante corresponde ríe, indudablemente, el procurar esa 
demostración. 

Por otra parte, las medidas que, supliendo la señalada negli- 
gencia del interesado, consideré conveniente solicitar a fs, 24 y 
2% y a las que V.R. accedió por resoluciones de fs. 25 v 29 vta,, 
han dado lugar al informe que corre a fs. 34, en el cual la Dele- 
gación de Avellaneda del Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial manifiesta que el expediente 117,546/57 —es decir, las pre- 
sentes actuaciones— "contiene todos los antecedentes documen- 
tales del caso". 

A lo dicho debe agregarse que la situación de indefensión de 
que hnce mérito el apelante derivaría — según así resulta de lo 
que sobre el punto expresa en el recurso extraordinario de fs. 
17— del hecho de haber sido condenado sin que previamente fue- 
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ran consideradas y resueltas las defensas presuntamente articu- 
ladas en los escritos que pretende no han sirio agregados, 

A mi juicio, sin embargo, para que a este agravio pudiera 
reconocérsete fundamento, hubiera sido menester que aquél hubie- 
se brindado al a quo oportunidad de examinar dichas defensas, 
no yu demostrando en forma incuestionable la existencia de las 
presentaciones en las que sostiene haberlas planteado y solici- 
tando diligencias concretas para que aquellas fuesen incorpora- 
das a las actuaciones — nada de lo cual, como ya lo expresara, 
siquiera intentó — , pero sí, al menos, reproduciendo sus descar- 
gos en la alzada al recurrir ante ella a fs. 9, cosa que, evidente- 
mente, estuvo a su alcance. Sólo en estas condiciones, repito, 
habría podido considerarse ahora fundada su impugnación ; y 
claro está que, con respecto a esta última, no cabría que el ape- 
lante argumentara sobre la base de que aún de haber procedido 
en la forma antes indicada sus defensas no habrían podido ser 
tratadas por.el inferior, pues, como lo tiene reiteradamente re- 
suelto Y. K., In doble instancin no es exigencia de la garantía de 
la defensa en juicio. 

A mérito de lo expuesto, considero que ta alegada violación 
del principio consagrado por el art. 18 de la Constitución 
Nacional no sustenta la procedencia del recurso extraordinario 
intentado. 

Por lo que hace a las restantes cuestiones plantea dns en el 
recién mencionado recurso, pienso que tampoco corresponde su 
examen en la instancia de excepción. 

En efecto, prima ftwie, las mismas aparecen como extempo- 
ráneas; pero aún cuando, por las particularidades del caso, se 
admitiera que fueron oportunamente articuladas, en la forma en 
que uhora se las deduce, con anterioridad a la decisión de primera 
instancia, correspondería señalar que la apelación de fs. 9 no 
contiene man i f estación alguna susceptible de ser interpretada 
como mantenimiento del respectivo caso federal ante la alzada 
y que, por lo tanto, lo decidido por ésta no equivale a una reso- 
lución contraria sobre dichas cuestiones. 

Sobre la base de las consideraciones precedentes opino rwe 
el recurso extraordinario obrante a fs. 17 ha sido mal acc .,uo 
a fs. 21, Buenos Aires, 23 de octubre de 1959. — Ramón Luscano, 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de diciembre de 1960. 
Vistos los autos: "Giaeomone, Aldo Juan s/ inf. ley 11.278". 

Considerando: 

V) Que, contra la decisión del Juzgado de Faltas del Tra- 
bajo de La Plata (fs. 5), que aplicó a Aldo J. Oiacomone "una 
inulta de m$n. 24.800 a mérito de lo que dispone el art. P de- la 
ley 15.243/46", por infracción a la ley 11.278, interpuso el inte- 
resado recurso de nulidad y apelación aduciendo, entre otras de- 
fensas, que no se tuvieron en cuenta las notas de descargo 
presentadas ante la Delegación Avellaneda del Ministerio del 
Trabajo, de las que resultaría la inexistencia de la infracción 
imputada. Consideró que la no agregación al sumario de tales 
notos importó quebrantamiento de la garantía constitucional de 
la defensa en juicio. 

2*) Que el recurso de referencia fué desestimado por el Tri- 
bunal del Trabajo de Lauús (fs. 11/13), el que, tras considerar 
improcedente la recepción de las pruebas ofrecidas en la apela- 
ción, revocó la resolución apelada y elevó la multa impuesta a la 
suma de m$n. 49.600 en virtud de la norma del art l 9 del decreto- 
ley 15.243/46, sobre cuya efectiva aplicación se estimó había me- 
diado una omisión del inferior. Contra esta sentencia se interpuso 
recurso extraordinario a fs. 17/19, el que fué concedido a fs. 21. 

3*) Que aun cuando el Tribunal comparte las conclusiones 
del dictamen precedente del Señor Procurador General, con arre- 
glo a las cuales no se ha demostrado ta prescindencia de piezas 
que debieron ser agregadas a los autos ni argüido oportunamente 
los demás agravios en que el recurso se funda, estima que éste 
es procedente. Ocurre, en efecto, que la sentencia apelada du- 
plica la sanción impuesta por el Juez de Faltas del Trabajo, con 
motivo de la ablación deducida por el condenado. Existe así 
cuestión institucional de importancia en los autos, que se vincula 
con los límites de la jurisdicción del tribunal de grado, que a su 
vez afectan las garantías de la defensa en juicio y de la propiedad 
— Confr. Fallos: 247 : 510 y causa "Bnsseler", sentencia de fecha 
24 de octubre del año en curso y sus citas — ♦ Con arreglo a la doc- 
trina de la causa "Antonio Jorge", fallada el 28 de octubre ppdo. f 
la apelación concedida a fs. 21 debe declararse, en consecuencia, 
procedente. 

4 9 ) Que, como se resolvió en la citada causa "Basseler", el 
aumento de la sanción aplicada al recurrente importa en el caso 
una "reformatio in peius", pues ésta se vincula al gravamen que 
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experimenta el apelante, y no al acierto en la aplicación de las 
normas que rigen el caso. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se deja sin efecto la sentencia apelada de fs. 11/13 y se declara 
firmo la de fs. 5. 

Aristóbulo D. ArÁoz de Lamadhid — 
Julio Oyhaxahte — Pedro Abe- 
RASTuiiY — Ricardo Colomfres — 



CARLOS MOLINA v. NACION' ARGENTINA 

PFX$IO\ES MILITARES: Pewwnes a los militares. Grneralitfofos. 

La exigencia de inhabilitación por netos de servicio no excluye los supuestos 
un que éstos hayan obrado - uno concausa ut suponen, por consiguiente, 
la exigencia de que sea el Jgen exclusivo de lo inhabilidad. Conforme a 
los propósitos de amparo que informan los nrts. 99 y 102 de la ley 13.996, 
corresponde confirmar la sentencia que concede pensión militar al conscripto 
que se incorporó al servicio como apto y meses después resultó afectado de 
ceguera total, si la prueba producida acredita la posibilidad de que el ser- 
vicio militar haya sido agravante o desencadenante de la enfermedad. 



Sentencia del Juez Federal 

■ 

Santa Fe, 1* de julio de 1958. 

Visto: el expediente caratulado: "Carlos Molina c/ Gobierno de la Nación 
por pensión militar" {exp. n» 169/1952) del que resulta: 

a) Que el Sr. Carlos Molina promueve contra el Gobierno de la Nación 
la presente demanda, tendiente a qne se condena a la accionada a pagarle la 
pensión a que pretende tener derecho, con un haber o importe equivalente al 
sueldo mensual y suplementos generales correspondientes al grado de cabo ayu- 
dante. En apoyo de la acción instaurada expresa que el día 2 de febrero de 
1947 y a los fines de la prestación del servicio militar fué incorporado en cali- 
dad de soldado conscripto al ejército' y destinado al Batallón Zapadores de 
Ejército, 2da, Compañía, con asiento en Paraná. La incorporación, manifiesta, 
se efectuó después qne fuera revisado por los médicos del Ejército y declarado 
apto para todos los trabajos del servicio militar. Desde In fecha de su incor- 
poración —2 de febrero de 1947— hasta fines de mayo del mismo año, dice, 
cumplió en forma normal y regular sus obligaciones de soldado e inclusive, 
rindió en forma satisfactoria en 14 de man», 25 de abril, 30 de abril y 23 de 
mavo de 1947, cuatro de las condiciones de tiro. Agrega que después del 25 
de mayo de 1947, encontrándose en el cuartel, observó que su visión disminuía 
a la vez qne experimentaba fuertes dolores en la región frontal. Se le atendió 
en la enfermería, afirma, y practicaron exámenes médicos, pero no se le insti- 
tuyó ningún régimen curativo. En esa situación se le mantuvo hasta el 22 de 
julio de 1947 en que fué dado de baja. Expone que posteriormente se huso 
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«tcndrr por su cuenta en e] Hospital Centenario de Rosario, donde permaneció 
internado desde el 11 de agosto harta el U de noviembre de 1947 y, después, 
en el " Hospital Oftalmológico Santa Lucía" de la ciudad de Bueno* Aires 
desde el 19 de marzo harta el 21 de abril de 1048, donde se le practicó una 
intervención quirúrgica por el Dr. Manuel Oribe. Sostiene que la enfermedad 
orillar que padece no ha retrocedido y que le ha producido una ineapaeidad 
t«>!;tl para e] trabajo, y que habiéndose originado la dolencia que lo aqueja 
durante el tiempo que permaneció en el Ejército y por las tareas* inherentes 
a su condición de soldado, tiene derecho a la pensión cuyo reconocimiento ges- 
tiona con un haber equivalente til sueldo y ¡suplementos generales establecido 
para el grado de cabo ayudante. 

Invoca en favor de la acción que instaura el derecho que consagran loa 
arts. 2, tí, 8. 13j inc. í?, 27, inc. 1», 29, 185, 18tí, inc. 4', 194, 204, inc. 2$ 20» 
y concordante* del decreto-ley 29.375 ratificado por ley 12,913; v los arta. 2. 
4, 00 y 102 de la ley i:i.99tí. 

Gestiona ademán se imponga u la deTtiandiida el pago de las costas. 

bl Citada y emplazada ta demandada, contesta ln acción el Sr. Procurador 
Fiscal por el escrito de fs. lfiO/lWl y solicita se reeliace la reclamación formu- 
lada |Hir el Sr. Carlos Molina, con costas. Expresa el representante del Go- 
hierno de ln Nación que la dolencia que aquejo al actor nada tiene ni ha tenido 
que ver con el servicio militar y que por ello es que el Poder Ejecutivo de la 
Nación con fechn 24 de enero de IOS* por decreto 1215 M.O., confirmó ln 
resolución del Director General de Personal, por la que se denegó el pedido de 
prisión militar formulado por el accionante. Que éste no invoca ningún acto 
concreto de servicio que, con características de accidente, haya originado su 
inutilización o la disminución de *u* aptitudes pan el trabajo en la vida civil. 
Que su afección ocular dntn de tiempo anterior a su incorporación a las fitas 
v tampoco pudo haber empeorado por actos del servieio, siendo de evolución 
progresiva, tal como lo comprobaron oportunamente los facultativos que lo 
atendieron en la unidad en que prestaba servicios y en el Hospital Militar de 
Paraná. Que* la atrofia de la papila del ojo derecho que se le constató en esta 
última oportunidad datahn de varios nñnn atrás, sospechando el medico militar 
que tuviera relación con una "amigdalitis crónica" que acusaba y aconsejó operar, 
a lo que se negó el causante. Que por ello la Junta Médica resolvió la baja 
y la Junta Médica Divisional constató posteriormente el proceso lentamente 
evolutivo de su afección que al igual que la atlibliopía de su ojo izquierdo, 
no lia estado relacionada ni ha sido agravada por actos del servicio. Que así 
también lo consideró la Junta Superior de líecoimci miento* Médicos, en fecha 
3 de febrero de 1950 respecto de la "atrofia simple de nervios ópticos o agu- 
deza visual 1/50" que i rtató, con incapacidad ahsolutn y permanente para 

el trabajo, .lunfa que pos te r¡ orín en te, en 14 de diciembre de 1950, rechazó cual- 
quier vinculación o influencia del traumatismo sonoro de i í(S prácticas de tiro 
comó factor agravante, de la afección. 

Niega que el derecho invocado en !n demanda tutele los hechos en que la 
acción se funda, yn que para su aplicación sería necesario que la inutilización 
o la disminución en sus aptitudes; para el trabajo en la vida civil fueran produ- 
ridas por actos del servicio, de acuerdo a los arts. 194 v 209 del decreto-ley 
20.375, ratificado por la tey 12.013 y los arts. 90 y 1H2 de la ley 13.900. 

Y considerando : 

I. Kl demandante, Sr. (.'arlos Molina, en cumplimiento de la ley que impo- 
ne con carácter °obl¡<*atnr;o la prestación del servicio militar, fué 'incor]>orndo 
al Ejército ei día 2 de lebrero del nño 1947. La incorporación comprende a los 
hombres aptos, para cuya verificación se ha instituido la revisación previa de 
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los llamados a las filas del Ejército. Esta trascendental y delicada labor está * 
cargo de profesionales médico» asimilados a las Fuerzas Armadas que revistan 
con grados militares y están sujetos a todas las obligaciones y derechos de la 
institución castrense. El dictamen que ios médico* militares emiten respecto de 
la aptitud o ineptitud de los jóvenes llamados al servicio militar tiene una 
significación cuya importancia serta ocioso encarecer, a tal extremo que la 
certifica ión de ''apto" excluye en la persona a que ese juicio corresponde, la 
existencia simultánea de enfermedades o dolencias que lo incapaciten para sobre- 
llevar los trabajos propios de la milicia. 

De ''apto" fué la calificación atribuida ni demandante luego de la revisación 
a que se le sometió por los médicos del ejército. En virtud de la revisación 
predicha, el Sr. Molina fué incorporado el 2 de febrero de 1W7 para prestar 
en la institución castrense e' servicio militar establecido por la ley eon carácter 
obligatorio. Entraba así al Ejército, sano, según el dictamen técnico y hasta 
fines del mes de mayo del año 1947, en que comprobó que su capacidad ocular 
disminuía y, a In vez, se acompañaba con dolores a la región frontal, sobrellevó 
sin declinaciones las tareas del servicio militar. Es entonces que se le aparta 
del trabajo efectivo y se le hace objeto de observación y se le ausculta y se 
comprueba que padece una grave afección ocular constituida por la atrofia de 
la papila del ojo dereclw y renitis retrobulbar del ojo izquierdo. 

Con dicho diagnóstico, el 22 de julio de 1947 se dió de baja al actor, quien 
desde esa fecha deambuló por distintos servicios hospitalarios y aun se sometió 
a una intervención quirúrgica sin lograr mejoría, ta pérdida de la visión es 
definitiva para el demandante, quien gestiona la pensión prevista por la ley 
para los soldados que en actos del servicio militar se incapacitan para desempe- 
ñarse en sus tareas habituales en la vida civil. En la instancia administrativa 
la petición se rechaza a pretexto de que la enfermedad y consecuente incapa- 
cidad del recurrente no tiene vinculación con las actividades desarrolladas por 
el paciente durante el tiempo que permaneció incorporado al Ejército en cum- 
plimiento del servicio militar. 

II. El debate se reinícia en la instancia judicial con la reclamación ínter- 
puesta por el Sr. Carlos Molina. Y de la misma manera que en la instancia 
administrativa, se repudia por la accionada la demanda judicial a pretexto de 
que la enfermedad y consecuente incapacidad del recurrente es total y comple- 
tamente extraña a las actividades realizadas por el demandante durante el tiempo 
que en cumplimiento del servicio militar permaneció incorporado en calidad de 
conscripto a las filas del Ejército. 

Xo se ha demostrado que el Sr. Molina sufriera durante su permanencia en 
el Ejército contraste alguno "eon caracteres de accidente" como quiera que tam- 
poco se denuncia en la demanda hecho alguno de ese orden para dar- funda- 
mento a la reclamación en trámite. Una interpretación restrictiva de la ley 
que rige el caso en debate, podría determinar el rechazo de la petición que 
por la demanda se formula en razón de que la enfermedad y consecuente inca- 
pacidad , del actor no aparece como el resultado de un evento instantáneo o el 
efecto de una causa elemental perceptibles por los sentidos. 

La interpretación prevaleciente es la efectuada por la autoridad adminis- 
trativa y la que en la instancia judicial propicia el representante de la deman- 
dada, impuesta, sin duda, en razón de la simplicidad de la mayor parte de los 
asuntos planteados. Pero la ley es suficientemente amplia para abarcar hipótesis 
más complejas en que no obstante la ausencia en los hechos de contomos tangi- 
bles, se da entre la incapacidad sobrevenida al soldado y el evento que la 
provoca una relación directa eon los actos realizados por el conscripto en cum- 
plimiento del servicio militar. 

El art. 9u de la ley 13.0!Ki expresa que: "ti personal de conscriptos... al 
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wr dado de baja.. . por haber quedado inutilizado para el servicio y disminuido 
para el trabajo en la vida civil por netos del mismo; recibirá un haber en forma 
y cantidad que especifica el art. 102". Y esta disposición establece que; ''el 
personal de tropa que quede inutilizado como consecuencia de actos de servicio 
y que resultare disr .muido para el trabajo en la víiIh civil", recibirá "el eneldo 
mensual y suplementos generales correspondientes al grado de cabo aspirante". 
Se niega por la demandada que el actor tensra derecho n la reparación que las 
disposiciones citadas arbitran, a pretexto de que la enfermedad y consecuente 
incapacidad que aquél padece no tiene relación con acto alguno de la conscrip- 
ción como que la dolencia que lo aqueja datarla de fecha muy anterior a su 
incorporación a las filas del Ejército. 

Para fundar esa premisa se recurre a los elementos de convicción recogidos 
con posterioridad a la fecha en que se dió de baja al Sr. Molina. Se trata del 
testimonio de los doctores Raúl Antonio Cabrol (fs. 284, 254 y 258), Juan Bau- 
tista Arcioni (fs. 251 y 259) y Luis Alberto Iri barren (fe. 255 y 258), y de la 
información de orden interno practicad» con motivo del pedido de pensión pre- 
sentado por el padre del pn cíente, Sr. Cristóbal Molina (fs. 18/135). Los 
médicos que auscultan al conscripto dado de baja coinciden en que, como conse- 
cuencia de la afección ocular que padece! ha quedado con una incapacidad total 
para su desempeño en la vida civil, pero que la enfermedad productora de en 
incapacidad no ha sido producida ni agravada por tarea alguna de las reali- 
zadas en su carácter de soldado. Sustentan, también, que la dolencia es de evo- 
lución lenta y data de mucho antes de la incorporación del conscripto al Ejército. 

Hay, como se ve, una gruesa incongruencia entre los elementos de convicción 
anteriores y contemporáneos a la incorporación del Sr. Carlos Molina al Ejér- 
cito y los qne se reúnen después que se da de baja al soldado. Los anteriores 
y contemporáneos a la incorporación proclaman que el actor es un hombro 
"apto" para las sufridas tarcas de la milicia, exento de defectos físicos o enfer- 
medades que lo inhabilitaban para los esfuerzos que en el Ejercito le aguardan, 
libre incluso de lesiones del carácter de las que habrán de estallar poco más 
de tres meses después de su incorporación y serán causa para la "baja". Entra 
afirmaciones tan antagónicas, no podrá presdndirse para la formación del cri- 
terio que en definitiva se elabore y prevaleres, de la situación de desamparo 
en que se debate el ron-cripto a quien el infortunio golpea. 

La preexistencia en el conscripto Molina, de la enfermedad que habría de 
evolucionar hacia una ceguera total, parece cierta si además del testimonio de 
los doctores Cabrol, Arcioni e lri barren y de los firmantes de 1a pericia de fs. 
24/75, computamos la opinión del Dr. Nicolás Ha liño para quien "el servicio 
militar puede ser causa agravante y quizás desencadenante, pero no productora" 
(fs. 21*8), no obstante el criterio opuesto sustentado por el Dr. Francisco Páez 
Allende en la pericia que practicó en autos (fs, 227/228 y 230/231). Pero el 
hecho de que a la época de la incorporación, el actor padeciera ya, en forma lar- 
va da o latente la afección ocular que lo ha causado la pérdida ■ la visión, no 
es suficiente, a juicio del suscripto, para privarlo del derecho que legisla el art. 
102 de la ley 13.99b' si se establece que las tnreas adscriptas al servicio militar 
han obrado como causa desencadenante o agravante de eu enfermedad actual. 

El mayor número de profesionales que han dictaminado n opinado sobre el 
cuso, abrigan la convicción de que la enfermedad oenlnr preexiatía en Molina 
a la ¿poca de su incorporación, pero ora se acepte este criterio, ora se acoja el 
de los que no descartan la posibilidad de que pudo originarse durante la pres- 
tación del servicio militar, la conclusión que se extrae ea que» por lo menos, los 
trabajos que debió realizar el pn cíente dorante el tiempo que permaneció en el 
ejército en cumplimiento del servicio militar, han tenido el efecto de hacer apa- 
recer y precipitar la enfermedad del conscripto en una evolución incontenible 
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del mal liada la ceguera, Y se atribuye ese rebultado a las tareas de la milicia 
porque se opina, con razón, que si hasta 9a incorporación se manifestó la enfer- 
medad en ninguna forma, han debido hostigarla y producirla loa trabajos del 
servicio militar, cuya rigurosidad no es necesario encarecer. 

III. Se suscita, empero, la cuestión relativa a las hipótesis que la ley 
comprende. 

La demandada prohija una interpretación restrictiva de los arta. 90 y 102 
de la ley 13.996 que ae pretende ampara la acción en trámite. Sostiene que la 
enfermedad y consiguiente incapacidad que abre el derecho del conscripto afec- 
tado por el infortunio a la reparación prevista, debe sct "consecuencia de actos 
del servicio", producida por hechos concretos, con "caracteres de accidente" ( fs. 
159/100) extremos que, arguye, no se dan en el caso de autos que se rige por 
los principios de la ley común y al que es extraño la teoría del riesgo profesional 
que informa la ley de accidentes del trabajo y el principio de ln responsabilidad 
sin culpa (fs. 265/289) por lo que rehuye toda responsabilidad y predica el 
rechazo de la acción. 

Ln incapacidad debe ser producida por actos del servicio para que ae neuerde 
al conscripto la reparación que la ley establece. Por actos del servicio, dice la ley, 
y al cobijo de la le; ra de la norma y en ausencia de un hecho con caracteres de 
accidente, se repudia la acción. El actor, sin embargo, fué declarado apto para 
el servicio militar por los médicos castrenses que lo revisaron. Los profesionales 
de la institución dijeron, después» luego de- reiteradas y pacientes investigaciones, 
que la enfermedad del señor Molina databa desde mucho antes de su incorpora- 
ción, El hecho cierto es que hasta tres meses después de incorporado al ejército 
no se apercibió de la enfermedad que habría de atacarle y persiste con caracteres 
de incurable. Y cabe conjeturar que de no haber sido sacado de su régimen 
habitual de vida, sedentario y cómodo, para ser sometido al del servicio militar 
esforzado y penoso, habría eludido la aparición ostensible de la dolencia duran- 
te el transcurso de su vida, cuya brevedad la experiencia proclama. 

Xo lia sido, sin duda, la guardia de una noche en el cuartel; ni los ejercicio» 
con obstáculos de un día; ni la marcha forzada de una mañana; ni los simula- 
cros de combate de una tarde arrastrándose sobre la tierra pedregosa; ni alguna» 
aisladas sesiones de tiro al blanco, lo que obrara al efecto de debilitar loa órga- 
nos oculares del demandante y provocar la aparición franca y destructora de la 
enfermedad, sino el conjunto de todos esos actos, que ai esporádicos serian 
inofensivos, repetidos diariamente, a través de más de tres meses, hubieron de 
sacar ta enfermedad de su estado de latericia, produciéndola en el paciente, con 
las nefastas consecuencias de que da cuenta la prueba recogida en el decurso 
del litigio. 

La enfermedad del señor Molina aparece, así, estrechamente vinculada a loa 
actos, trabajos y ejercicios del servido militar que realiza en el cuerpo de ejér- 
cito a que fuera incorporado A consecuencia de la enfermedad que le sobreviene, 
queda total y definitivamente incapacitado para el trabajo en la vida dvil. For- 
zoso es reconocer y aceptar que loa actos del servicio militar fueron los causantes 
inmediatos de la enfermedad y-consecuente incapacidad del señor Carlos Molina, 
cualquiera acá la opinión que ae tenga sobre 1a preexistencia y evolución ulte- 
rior del mal que lo aflige. Y ello sentado, es de estricto derecho se admita la 
demanda en la forma y extensión establecida por los arta, 90 y 102, 1*, b y, si 
procediere, 103 de la ley 13.996. 

Resuelvo : 

Declarar que el Gobierno de la Nación deberá pagar al señor Carlos Moli- 
na, a contar desde el día 22 de julio de 1947 en que el demandante fué dado de 
baja en el ejército, la pensión a que tiene derecho en su condición de conscripto 
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incapacitado totalmente por actos de servirlo para el trabajo en la vida civil, con 
ai saber mensual que corresponda por aplicación de los irte. 90 y 102 1», b, y, si 
procediere, el 103, lodos de la ley 13.99(3, con costas. — Eugenio Wade. 

Sentencia de la Cámara Federal he Apelaciones 

Rosario, 30 de octubre de 1958. 

Vistos en «cuerdo, tos autos -Carlos Molina c/ Gobierno de la Xación «/ 
pensión militar" (expíe. 22.777 de entrada». 

El I>r. Tiscornia dijo: 

La sentencia de primera instancia hace lugar » la demanda interpuesta por 
D. Carlos Molina contra el Gobierno Nacional y declara que éste deberá abonar 
al actor la pensión militar a qne tiene derecho en su condición de conscripto 
incapacitado tota Intente para el trabajo en la vida civil por actos de servicio, 
con el haber mensual que corresponda |>or aplicación de los arte. 90, 102, 1», b 
y en su caito 103, de la ley 13.900. 

Esta resolución fué apelada por ta parte demandnda cuyo representante en 
esta instancia expresó agravios a ta. ¡102, concretando sn discrepancia con la 
solución dada por el a quo a la cuestión relativa a sí la enfermedad padecida por 
el actor está o no comprendida dentro de la» normas previstas por las citadas 
disposiciones legales. 

El Señor Fiscal de Cámara expresa que la dilucidación de este punto, que 
considera esencial para In solución del pleito, es una cuestión estrictamente técni- 
ca y especializada que corresponde más al campo de la ciencia médica que a la 
ciencia del derecho por cuyo motivo, dice, resulten decisivas las conclusiones de 
los facultativos mientras no sean desvirtuadas, según Ins reglas de la sana críti- 
ca, con argumentos fundados legalmente. Con arreglo a lo expuesto, sostiene que 
los elementos probatorios agregados al expediente demuestran en forma conclu- 
yente que el servicio militar no puede considerarse, en este caso, como factor 
productor, ni siquiera concurrente o coadyuvante de la enfermedad sufrida por 
el nctnr. 

El art. í>0 de la ley 13.990 establece que el personal de conscriptos que sea 
dado de baja por haber quedado inutilizado fiara el servicio y disminuido para 
el trabajo en la vida civil por netos del mismo, recibirá el haber que espmliea 
el art. 102 fie la misma ley. 

El art. 102, a su ve*, dispone que e] personal de tropa que quede inuíilizado 
coiMt consecuencia de actos de servicio y que resultan' disminuido para el tra- 
bajo en In vida civil recibirá el sueldo mensual y suplementos generales que 
correspondan al grado de cabo ayudante. 

En el suh lite, no se discute que el actor revistió como conscripto en el 1er. 
Batallón de Zapadores Pontoneros del Ejército con asiento en la ciudud de Para- 
ná, desde el 15 de febrero de 1047 y que fue dado de baja el 22 de julio del mismo 
año por haber resultado inutilizado para todo servicio (v. fs. 22, 58, 09 y 70). 

Tampoco se discute que la enfermedad que motivó ln hajn y que afectó 
seriamente el órgano de la visión del actor ha originado en la actualidad la 
completa incapacidad del mismo para el trabajo en la vida civil. Esta conclu- 
sión, que surge de tos numerosos informes médicos que obran en autos, está clara 
y terminantemente expuesta en el dictamen pericial de fs. 227, no contradicho en 
este aspecto, que afirma que, "Molina tiene una reducción total y permanente 
de su capacidad laborativa, dado que bu lesiones son inmutables, estabilizadas y 
no susceptibles de retroceder por tratamiento médico o quirúrgico". 

Esto sentado, queda por determinar si la inutilizar mu y consiguiente incapa- 
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«dad de Molina es consecuencia de «cío» de servicio, pero antea conviene aclarar 
que la interpretación más razonable del texto legal citado, de acuerdo con ana 
abundante jurisprudencia dictada para situaciones similares a la del caso da 
autos, es la que le asigna el a qno o tea que no se requiere que medie nn evento 
instantáneo con características de accidente ni tampoco que los actos de servicio 
• que se refiere la ley constituyan la causa productora, exclusiva, del infortunio 
sino que bastan que concurran como factor coadyuvante o desencadenante, o sea 
corno concausa del mismo (C. S. N\, t. 211, p. 152»; t. 231, p. 339; U U Ley", 
t. 61, p. 14; t 78, p. 235), Todos los dictámenes producidos por los médicos 
militares que intervinieron en este caso, coinciden, en afirmar que la afección 
padecida por Molina no está en relación estricta con actos del servido militar 
ni fu* agravada por los mismos (v. te. 48, 57, 70, 75, 76, 111, 130, 132 y 258). 

En cambio- el Director del Hospital Oftalmológico "Santa Lucía" de la 
Capital Federal opina que el servicio militar pudo ser causa agravante y quizás 
desencadenante pero no productora (v. fs, 208), y, por su parte, el doctor Fran- 
cisco Páez Allende, perito designado en estos autos expresa que si bien no puede 
determinar con certeza cuál fuá la causa de la dolencia, no cree factible qne las 
alteraciones de las papilas ópticas de Molina existieran antes de la incorpora- 
ción porque entonces no hubiera podido ingresar a las filas y qne ello lo induce, 
sin negar la posibilidad de qne la enfermedad hubiera podido aparecer aunque 
Molina no hubiera hecho el servicio militar, a opinar que las disciplinas de la 
vida do conscripto impidieron que Molina se dedicara a cuidar su salud y pudie- 
ron agravar las lesiones, obrando como causa concatenante en el avance de la 
afección de los nervios Ópticos (v. ís. 227 y 230). 

En la expresión de agravios, el Señor Fiscal de Cámara trae a colación loa 
dictámenes médicos militares que señalan que la dolencia es anterior a ta incor- 
poración y destacan la existencia de la historia clínica de fs. 252 que menciona 
que la disminución de la h «rudeza visual data de la época de la concurrencia de 
Molina a la escuela, pero no puede negarse que aunque esas atestaciones se atri- 
buyan a manifestaciones del propio interesido, éste las negó siempre, especial- 
mente en la demanda y en el acta de f a. 200 y no hay en autos nada qne las rati- 
fique sino que, por el contrario, están desvirtuadas por las declaraciones de loa 
testigos José Segundo Oaudencio Nidasio, fs. 184, José A. Foti» tfs. 184 vta., Rey- 
naldo Bartolo C» pella, fs. 185, Héctor Francisco Asandri, fs. 186» Héctor Emilio 
Coutaa, fs. 188, José Luis Estrada, fs. 188 vta. y Claudio Oaudencio José Nida- 
sio, f«. 189 vta., quienes, por los motivos que expresan, trataron al aetor en 
períodos di 'intos anteriores a su incorporación a las filas y no notaron en él 
ningún sin. ..a de anormalidad o enfermedad visual. 

En esta situación, no puede dejar de airibuirse especial importancia, como 
lo hace e| a quo, al hecho de que Molina fué revisado antes de su incorporación 
a las filas y declarado apto para todo servicio por los médicos castrenses que lo 
examinaron. Establecida esta circunstancia y frente a las opiniones médicas que 
acaban de mencionarse, no puede dejar de relacionarse la aparición de los pri- 
meros síntomas de la dolencia, a los tres meses de la incorporación, con la ruda 
disciplina de ios trabajos de la vida militar, aunque más no sea para considerar 
a ésta como causa agravante o desencadenante de la enfermedad, pero dejando 
siempre la duda sobre la posibilidad de que un régimen de vida más tranquilo 
y sedentario que el del cuartel hubiera retardado y quizá eludido la aparición da 
esos síntomas. Los argumentos expuestos con claridad y extensión en los dos 
primeros considerandos de la sentencia recurrida eximen de más consideraciones 
a este respecto. 

Como la baja de Molina se produjo dorante la vigencia del decreto 29.375 
(ley 12.913) y la sentencia aplica disposiciones de la ley 13.996, promulgada el 
ü de diciembre de 1950, no está de más hacer presente que el criterio del a quo «a 
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torréelo porque en esta materia no existen derechos adquirióos mientras no h 
acuerden los beneficios y el art. 132 de la ley 13.996 autoriza la aplicación de la 
nueva ley a tas situaciones originadas anteriormente que no hubieran dado lugar 
al otorgamiento de pensión o retiro por las autoridades correspondientes (C. 8. 
N„ Fatloa: t. 206, p. 263 y los allí atados). 

Las consideraciones que anteceden y las demás que contiene el fallo recurrido 
deciden mi voto por so confirmación, imponiendo también a la demandada las 
costas de esta instancia. 

Et Dr. PoEsoti, dijo: 

Me adhiero a las atinadas consideraciones del voto que antecede y nada 
me resta por agregar a la justa estimación da loa antecedentes, Vchos y pruebas 
producida en autos que motivaron la sentencia recurrida. 

La demandada conceptúa, por otra parte, que los arts. 90 y 102 de la ley 
13.900 son de aplicación restrictiva y que por lo anto la incapacidad sobrevi- 
niente, generadora del auxilio del Estado, debe ser consecuencia de actos del 
servicio, no rigiendo a este respecto los principios que informan la teoría del 
riesgo profesional, sino los propios del derecho común. 

Aceptando que la colpa se rigiera por las normas del Derecho Civil, es evi- 
dente que de parte de la» autoridades castrenses ha existido una negligencia 
culpable al no constatar debidamente el estado físico del ciudadano conscripto. 

Como acertadamente lo expresa el a quo, esa aptitud para prestar servicio 
militar, está a cargo de profesionales que revisten grados militares, doble condi- 
ciones éstas, que hacen suponer una especializa ción en sus conocimientos cientí- 
ficos necesaria a esos fines. 

En virtud de esa calificación de "apto" es incorporado a las filas el actor. 

La incongruencia señalada en la sentencia entre los elementos anteriores y 
contemporáneos a la incorporación de Molina y los que se reúnen después que 
w da de baja al mismo, ponen de manifiesto que recién cuando la afección que 
sufría el soldado adquiere gravedad es cuando las autoridades castrenses se tor- 
nan más diligentes en la determinación del diagnóstico y etiología del mal. De 
ellos concluimos que, de haberse efectuado una revisación más prolija del solda- 
do se hubiera constatado ab-initío el real estado patológico del mismo. 

Ha existido una negligencia culpable de parte de las autoridades militares 
al crear un "status" de aptitud, generador de eventos dañosos y de consiguientes 
obligaciones a cargo de] Estado. 

La creación de ese "status" tiene su origen «uno se ha expresado en un error 
de hecho inexcusable y las consecuencias del mismo deben ser soportadas por la 
demandada: art 929 del Código Civil: "El error de hecho no perjudica, cuando 
ha habido razón para errar, pero no podrá alegarse cuando la ignorancia dd 
verdadero estado de las cocas proviene de una negligencia culpable*. 

Ese error de hecho no deviene por cierto en una presunción jnri et de jure, 
ya que es «vidente la posibilidad de probar lo contrario, pero de cualquier mane- 
ra nos lleva a la inversión de la prueba: El Estado, que no puede alegar su 
negligencia culpable al declarar una aptitud presuntivamente inexistente debe 
probar la ineptitud, la existencia de la afección con anterioridad a la incorpora- 
ción del soldado y también que loa actos de servicio no actuaron como factores 
desencadenantes o como concausa de cae mal, sin perjuicio de probar ademán la 
existencia de una razón válida que lo haya conducido al error; todo lo cual no 
se acredita con las pruebas de autos. 

Por todo lo expuesto, voto por la confirmación de la sentencia recurrida. 

El Dr. Carrillo, dijo: 

Por los fundamentos del fallo recurrido y loa que se añaden en tos votos 
precedentes qne comparto, voto en el mismo sentido. 
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En su mérito, se resuelve : 

Confirmar la sentencia apelada, obrante a fs. 292/298 vta. en lo que lid sido 
materia de recurso. Las costas de la alzada también serán a cargo de la deman- 
dada. — Manuel A. Tiscornia — Víctor H. Panoli — Miguel Carrillo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 do diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Molina, Carlos e/ Gobierno de la Nación 
8/ pensión militar". 

Considerando: 

l 9 ) Que la cuestión a decidir en la cansa versa en primer 
término sobre la interpretación de los arts. 90 y 102 de la ley 
13.996, a los fines de establecer si comprenden los supuestos en 
que ta incapacidad invocada no tenga origen exclusivo en actos 
de servicio. 

2*) Que, a este respecto, la respuesta debe ser afirmativa 
porque, como el Tribunal lo tiene resuelto ti partir de Fallos: 
196: 620, la exigencia de inhabilitación por "actos de servicio" 
no excluye los supuestos en que éstos hayan obrado como con- 
causa ni suponen, por consiguiente, la exigencia de que sean el 
origen exclusivo de la inhabilidad. No hay, en efecto, disposición 
expresa que impida una interpretación de esta naturaleza, que 
coincide con el propósito de amparo a que obedecen los preceptos 
de cuya inteligencia se trata. 

3*) Que, por otra parte, tampoco cabe requerir una prueba 
asertiva total de los extremos pertinentes al caso. Acreditado 
que el conscripto se incorporó al servicio calificado como apto 
para el mismo y que la enfermedad dé que padece, que importa 
su práctica ceguera total, ocurrió meses después, basta la segu- 
ridad de que el esfuerzo propio de la vida y las tareas militares 
pueden haber influido en el desarrollo de su mal para que corres- 
ponda otorgarle el beneficio que reclama. Ello así porque los 
exámenes médico militares de fs. 57, 70, 74/75 y 111 se limitan a 
una escueta afirmación, en lo que hace al punto, de que en el 
proceso no ha influido la vida militar, la que no sustentan en la 
imposibilidad de tal evento, en tanto que los dictámenes expedi- 
dos a ti. 208 por el director interino del hospital oftalmológico 
Santa Lucía y a fs. 227 por el especialista designado perito en 
los autos, informan sobre la posibilidad de que el servicio militar 
haya sido agravante y, quizás, desencadenante de la enfermedad. 

4*) Que, en tales condiciones, y habida cuenta de la dificul- 
tad de la aportación de pruebas concretas superiores a las enun- 
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ciadas, la sentencia en recurso debe confirmarse. Porque existen 
serias razones de solidaridad que impiden que el saldo de duda 
que dejf la prueba producida gravite sobre quien fué abrumado 
por el infortunio precisamente en el curso del servicio impuesto 
por la colectividad cuyo amparo ahora pide. 

Por ello, se confirma la sentencia apelada de fs. 313/317. Con 
costas a la demandada. 

Benjamín- Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aháoz de Lamadrid 
— Pedro Aberastury — Esteban 
Imaz. 



ADMINISTRACION GENERAL de VIALIDAD NACIONAL y. MARIA 

LUISA OCAMPO y O™.. 

EXPROPIACION: Indem litación. Determinación del valor real. Valar de ¡a 
Tierra. 

La aplicación de un coeficiente de corrección por fumín de pago a Ion precios 
de las compraventa)) a plazo» computadas, no sólo permite ia comparación 
con otros precioa correspondientes a operaciones de otra modalidad, sino que 
elimina de las primeras aquellos factores de incrementación del precio que 
corresponden a la facilidad acordada al comprador, sirviendo todo ello de 
base para la determinación, por sentencia, del valor objetivo del bien expro- 
piado al tiempo de la desposeaión, conforme al art. 11 de la ley 13.261 (»). 

EXPROPIACION : Indemniiación. Determinación del valor real. Valor de la 
Tierra, 

La circunstancia de que, si el expropiado no presta conformidad con el pre- 
cio ofrecido y depositado, la austan elación del juicio impone necesaria mente 
una demora en la determinación del haber indemnizatorio y su ulterior per- 
cepción es insuficiente para desechar la aplicación de un coeficiente de 
corrección por forma de pago a 'los precios de las compraventas a plazo 
computadas El mecanismo de la ley 13.264 —art*. 1 7 y siguiente* — permite 
al expropiado la disposición inmediata del precio ofrecido y depositado, y 
si bien es cierto que la indemnización ex propio loria puede elevarse por sobre 
ese monto, la condena a intereses por la diferencia compensa la no disposi- 
ción por el expropiado de la diferencia mientras dure el juicio. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera Ín$taneia. Generalidad*. 

No procede considerar en tercera instancia ordinaria ta cuestión de incons- 
titucional idad del art. 28 de la ley 13.261, si clin no fué oportunamente 
planteada en la causa ni sometida a decisión de las instancias inferiores ( a ). 

f 



(i) 12 de diciembre, fallos: 245: 237. 

(3) Fallos: 240 : 302 ; 242: 389 ; 244: 170. 
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MARIA LUISA ALDAMIZ 

COXSTITÜCIOX SACIOXAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce- 
dimiento y sentencia. 

Existe arbitrariedad y violación de la defensa en juicio si la recurrente, al 
MiliMlar m inscripción corno afiliada al régimen del decreto-ley 13.037/46, 
ofreció el testimonio de veinte testigos que depusieron respondiendo a un 
cuestionario tipo y cuya imparcialidad no se ha objetado, y el Instituto 
Nacional de Previsión Social dictó pronunciamiento denegatorio basado «a 
la insuficiencia de esa prueba testimonial, estimada imprecisa y poco con- 
vinccnte, sin «presarse las razones que fundaron esta apreciación. Corres- 
ponde, en consecuencia, revocar el fallo de la Cámara Nacional de Apela- 
ciones del Trabajo que confirmó la decisión administrativa y devolver la 
causa para que sea resuelta conforme a derecho. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Abierta como lia sido la instancia extraordinaria por V. E. 
de conformidad con mi dictamen, debo ahora expedirme sobre 
el fondo del asunto. 

Pienso al respecto, que las pretensiones de la recurrente de- 
ben prosperar. 

Apoyo esta conclusión en las razones que adelantara en mi 
anterior dictamen. 

Reconozco, en efecto, que es facultativo para la autoridad 
administrativa, según surge del art. 23 del decreto-ley 13.937/46, 
bajo cuyo régimen cae la petición formulada eu autos, el admitir 
la prueba testimonial como único medio para acreditar la presta- 
ción de servicios. 

Entiendo igualmente que es atribución propia de dicha auto- 
ridad estimar la fuerza de convicción que dimane de aquella espe- 
cie do probanzas. Tanto para lo uno como para lo otro los orga- 
nismos^ administrativos se encuentran especialmente habilitados, 
en razón del conocimiento directo que poseen, o deben poseer, de 
la* circunstancias de hecho en las cuales se basa la pretensión 
del postulante. 

Pero lo dicho no significa, en modo alguno, que el ejercicio 
de esa facultad pueda quedar exento del sello de razonabilidad 
que debe ostentar toda actividad administrativa, aún la discre- 
cional, para producir efectos jurídicos válidos. 

Lo contrario, sismif icaria equiparar discrecionalidad con arbi- 
trariedad, lo cual s admisible. 

En el presente caso, no me parece razonable la denegatoria 
del pedido de inscripción solicitada por doña María Luisa Alda- 
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mis en virtad do "no haberse aportado ninguna prueba fehacien- 
te", según reza la resolución de la Caja de fs. 38, confirmada a 
fs. 44 vta. por el Instituto Nacional de Previsión Social. 

Así lo considero ante las numerosas y concordantes declara- 
ciones testimoniales, recibidas por lo demás, como lo expresara 
a fs. 28, en las condiciones requeridas por la Caja respectiva, ya 
que los testigos deponen en los formularios suministrados por 
aquélla. 

Conforme dije antes, cabría requerir de los declarantes las 
ampliaciones del caso, o qne dieran razón de sus dichos, si sus 
manifestaciones se reputaban poco explícitas o insuficientes. 

Al no haberse procedido así, denegándose en cambio el pedi- 
mento sin otra sustanciación, la resolución administrativa que la 
sentencia de fs. 57 vino a confirmar, adolece del vicio de arbitra- 
riedad, por las razones apuntadas. 

En estas condiciones, estimo, pues, que corresponde revocar 
la sentencia apelada eu cuanto pudo ser materia del recurso. 
Buenos Aires, 24 de marzo de 1960. Ramón Laacano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Aldamix, María Luisa s/ pedido de ins- 
cripción 1 '. 

Considerando : 

1°) Que por resolución de fs, 79, esta Corte declaró proce- 
dente el recurso extraordinario interpuesto por doña María Luisa 
Aldamiz contra la sentencia de la Cámara Nacional de Apelacio- 
nes del Trabajo de fs. 57, que confirmó la resolución del Instituto 
Nacional de Previsión Social de fs, 44 vta., denegatoria de la 
solicitud de inscripción de la recurrente como afiliada al régimen 
del decreto-ley 13.937/46, basándose en la insuficiencia de la 
prueba por ella aportada, para justificar la efectividad de 
servicios. 

2*) Que el Instituto Nacional de Previsión Social no fundó 
su decisión en le improcedencia de la prueba testimonial en cuan- 
to tal, es decir, como medio probatorio apto para acreditar los 
hechos que sustentan la pretensión de la recurrente, improcedencia 
que, en su caso y conforme a los términos del art. 23 del decreto- 
ley citado, hubiera podido resultar de no haberse justificado la 
imposibilidad de presentar otros medios predatorios. El argu- 
mento de la denegatoria fué la insuficiencia de la prueba testi- 
monial rendida, a la que se estimó poco precisa y convincente, 
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por lo que es con relación a este aserto —reputado arbitrario y 
violatorio del derecho de defensa en ¿nieto y considerado por el 
f <J U0 no susceptible de revisión judicial— que han de analizarse 
los agravios de la recurrente. 

3») Que admitida por la ley, en las circunstancias a que ella 
se refiere, la prueba testimonial, y recibida aquélla por el Insti- 
tuto, no cabe al órgano administrativo, en casos como los aquí 
juzgados, sin violar principios atinentes a Ja garantía de la de- 
fensa en juicio, prescindir de esa prueba con la mera afirmación 
dogmática de que los testimonios son insuficientes o inadecuados. 
A la autoridad administrativa le es dado rechazar le prueba que 
surge del dicho de los testigos propuestos, pero esta facultad sólo 
debe ser ejercida, sin caer en arbitrariedad, expresando razones 
concretas que fundamenten su apreciación, tanto más cuanto que f 
en el caso, se trata de la declaración de veinte testigos cuya impar- 
cialidad no se ha puesto en duda y que han depuesto ciñéndose 
a las preguntas de un cuestionario tipo, que no ha sido objeto de 
ampliaciones, ni de repreguntas — Confr. doctrina de Fallos: 244: 
523, 548 y otros — . 

4») Que el fundamento aducido por la sentencia apelada 
— o sea, que se trata de una cuestión de hecho, ajena a la revisión 
de la Cámara — es insuficiente por si mismo para justificar la 
falta de apreciación de esa prueba, decisiva para el derecho re- 
clamado, desde que en las circunstancias particulares de la causa 
que se ha puntualizado, tal omisión constituye agravio de la de- 
fensa para el recurrente, como se ha resuelto en Fallos: 239 : 76; 
244 : 548 y otros. . 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el Señor 
Procurador General, se revoca la sentencia de fs. 57; se dejan sin 
efecto las resoluciones de fs. 38 y 44 vta. y se declara que la causa 
debe ser decidida conforme a derecho. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Probo Abebastury — Ricardo 
CoLOtnuu» — Esteban Iicaz. 



8. A. CUSENIER - ORAN DESTILERIA de BUENOS AIRES v. NACION 

ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisttot propio». Cuestión federé!. Cm«t- 
ti&nes federaba ürnpUf. InterpnftiÓ» dé Im leyt$ fedérale». 

Procede el recorto extraordinario interpuesto por la Direeeíon Genera) Im- 
positiva y fondado en la notación de loa arta. 100 y 111 de la ley 11.6891 
T. O. 1966, contra la aenteneia de la Cámara que le ordena remitir eopin. 
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autenticada de resoluciones dictada* en expedientes administrativos refe- 
rentes a terceros, ajenos al juicio, 

IMPUESTO A IOS REDITOS: Procedimiento y ncurtot. 

loa arts. 100 y 111 de ta ley 11.683, T. O. 1050, responden entre otros, al 
propósito de resguardar el interés de los terreros que podrían ser afectados 
por la divulgación de informaciones suministradas a la Dirección General 
Impositiva. La previsión legal no sólo ak-anza a las decía raciones o manifes- 
taciones formuladas, sino también a los expediente», actas, resoluciones o 
documentos en los que constan o pueden constar tale» decln raciones o mani- 
festaciones. 

tMPVhSTO A LOS RED/TOS: Procedimiento y recursos. 

El objeto sustancial del nrt. 100 de la ley 11.683, T. O. 1950, ha sido llevar 
ta tranquilidad al ánimo del contribuyente, con la consecuencia de que cual' 
quier manifestación que formule onte la Dirección (ieneral Impositiva será 
secreta. Se trata de la seguridad jurídica, como medio decisivo establecido 
por el legislador ¡«ira facilitar ta adecuada percepción de ln renta publica. 
Tal disposición reconoce indudable fundamento constitucional y sólo admite 
excepción en las casos en que media conformidad <le los propios interesados. 

Dictamen- üel Procübadob G ex eral 
Suprema Corte; 

Multándose en juejío la interpretación de normas federales 
cuales son los arts. 100 y 111 de la ley 11.683 <t. o. en 1956}, el 
recurso extraordinario es procedente de acuerdo con el art. 14, 
itic. 3*, de la ley 48. 

En cunnto al fondo del asunto me remito a los fundamentos 
del tallo apelado y en su mérito estimo que correspondí' confir- 
marlo en lo que ha sido materia de recurso. Buenos Aires, 15 de 
diciembre de 1ÍI58. — Ramón Lascano. 
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Buenos Aires, 12 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Cusenier S. A. Oran Destilería de Bs. As, 
c/ Fisco Nacional s/ repetición". 

Considerando : 

V) Que contra la sentencia de la Cámara, por la ijue se 
revoca lo resuelto en primera instancia y se hace lugar al pedido 
de la actorn, tendiente a obtener que la Dirección General Impo- 
sitiva remita copia autenticada de las resoluciones dictadas en 
los expedientes administrativos 253.251/41, y 262.532/40, el re- 
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presentante de dici a Dirección interpuso recurso extraordinario, 
el que le fue cotice* ido. * 

L») Que la apt ación so basa en el aserto de que, habiéndose 
cuest.oi.ado en ante s la inteligencia de normas federales (arts, 
300 y 111 íle la le ? 1 -«83* T. O. 1956), lo decidido por el tribunal 
a quo contraria el d- rocho o privilegio que el apelante funda en 
esas normas. En ta >s condiciones, con arreglo a la reiterada 
jm-isprudencia de e* i Corte, el recurso deducido es procedente 
(Fallos: 243 : 221 ; 237: 355; 198: 316; 191: 253 y ot ros). 

3 9 ) Que, en lo atinente al fondo del asuntó, el problema so- 
metido a juzgamiento consiste en decidir si, habida cuenta de lo 
preceptuado por las normas preindicadas, corresponde o no pro- 
veer favorablemente a la solicitud de que la Dirección General 
Impositiva expida copia do resoluciones emitidas en expedientes 
adimmstrativos de los qne fueron parte las sociedades "Inchaus- 
pe y tía." y "Guillermo Padilla Ltda.", ajenas a este juicio. A 
este respecto, interesa dejar establecido, desde ya, qne la Cáma- 
ra, al «coger la aludida solicitud, añadió expresamente que la 
recepción de las copias debía entenderse "sin jer juicio de que el 
señor Juez disponga testar lo que a su prudente criterio signifi- 
que revelar informaciones que según la ley deben ser secrr as". 

4*) Que las pretensiones del apelante deben prosperar. En 
etecto, los arts. 100 y 111, fundados en razones de orden público 
que esta Corte ha tenido oportunidad de señalar en diversos 
precedentes, responden —entre otros— al propósito de resguar- 
dar el ínteres de los terceros que podrían ser afectados por la 
divulgación de informaciones suministradas a la Dirección Ge- 
neral Impositiva (Fallos: 193: 108; 196 : 575 ; 206 : 419 y otros). 
Y es claro que semejante previsión legal no sólo alcanza a las 
declaraciones o manifestaciones que hayan podido formular ante 
el órgano administrativo competente, sino que comprende asi- 
mismo, a los expedientes, actas, resoluciones o documentos en los 
que eonsten o puedan constar tales declaraciones o manifestacio- 
nes (Fallos: 191: 253; 196 : 575 ; 212: 229). 

ó*) Que, por lo demás, y conforme a la doctrina de los pre- 
cedentes mencionados que culminan con la sentencia de Fallos- 
- 3 J vf»;>> no parece discutible que el objeto sustancial del art. 100 
de T. O. de la ley 11.683 ha sido llevar la tranquilidad al ánimo 
del contribuyente con la ineludible consecuencia de que cualquier 
manifestación que formule ante la Dirección General Impositiva 
sera secreta. Se trata, pues, de la seguridad jurídica como medio 
decisivo establecido por el legislador para facilitar la adecuada 
percepción de la renta pública. Tal disposición reconoce induda- 
ble fundamento constitucional y hace inoperante la referencia a 
las garantías individuales para pretender alterar el régimen le- 
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gal. Se llega así a la conclusión de que corresponde aplicar es- 
trictamente la prohibición de valerse como prueba de las cons- 
tancias administrativas de la Dirección General Impositiva. La 
única excepción compatible con la doctrina que se deja expuesta 
sería la conformidad de los propios interesados, con todo lo cual 
la tutela de la ley ganaría también en eficacia al evitarse así mi- 
nuciosas y discutibles distinciones en cuanto a las piezas suscep- 
tibles de ser publicadas. 

6?) Que, conforme a ese criterio, la solución del caso no 
ofrece dudas, porque no se ha acreditado que las copias cuestio- 
nadas no contengan datos cuya divulgación pueda perjudicar a 
dos sociedades extrañas al litigio* Y la circunstancia de que exis- 
ta esta posibilidad, que incluso la Cámara admite al formular la 
reserva de que se hizo mérito en el considerando 3% es bastante 
para declarar la improcedencia de la petición deducida por la 
actora (doctrina de Fallos: 196 : 581). El modo de conciliar las 
razones en que la ley administrativa se apoya con el derecho a 
probar que la actora invoca debió ser la presentación en el juicio 
de la conformidad prestada por las dos sociedades cuyo interés 
pnede verse lesionado (Fallos: 206 : 419 y 212 : 229). A falta de 
ella, la apelación interpuesta debe prosperar. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se revoca la sentencia apelada en cuanto ha sido materia 
del recurso. 

Juwo Oyhaxarte — Pedro Aberas- 
tury — Ricardo Colombres — 
Esteban Imaz. 



AUGUSTO A. GIMENEZ AUBERT % S.R.L. TECNICA INDUSTRIAL 

Bf * Yi EL 

RECURSO EXTRAORDIXARIO: Rtqvi»itos propina. Cuestióu federal. Chm- 
tiome» federales timple*. Interpretación ite Irt* leyes federales. 

Procede el mano extraordinario interpuesto por la Dirección General Im- 
positiva y fondado en la violación del art. 100 de la ley 11.683, contra la 
sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial que rccliaxó 
la oposición d« dicha, Dirección a producir informaciones requeridas en 
juicio acerca de ana supuesta vinculación existente entre una de laa partes 
y un tercero, que resultaría de sumarios tramitados ante la mencionada re- 
partición. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Procedimiento y recursos. 

No procede exigir de la Dirección General Impositiva la remisión de infor- 
maciones resultantes de sumario» administrativos, de loa qne se desprendería 
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. ¡g jg^* *&SíÉ ratPe nnt de Ias l»*» « j«irio y un tercero. El 
" - t ^ JfL]^ 2^ -> Pronto de rendar ,, inlprf8 £ 
ÉttJSSS *•* * f « tados Por la divulgación de informaciones 

summiatrada, . |„ Dirección General Impositiva, preven (Jt ,e lat ,S 

5?# »> «pHwta, «eU St reaoluíione* o cbcunu.ntosTtínei.Zi . 
por aquel tuyos internes pueden verse Jesionudoa. P 

Dictamen del Pbocuhadob Qekeral 
Suprema Corte: 

En esta causa el a quo ha solicitado a la Dirección General 
Impositiva que informe "si de sumarios levantados en investiga- 
eum de supuestas infracciones a las leyes de impuestos que se 
* habrían cometido por Carlos Alfredo Tornquist (hov su suce- 
sion), resulta comprobado que en muchas operaciones efectua- 
das por e nombrado y/o Cía. Comercial Argentina, aparece 
como presta-nombre Augusto A. Giménez Aubert". 
Por su parte, la citada Dirección ha entendido que lo que dis- 
pone el art. 100 del texto ordenado de la lev 11.683 se opone a que 
suministre el informe recabado, y siendo la resolución contraria 
a la inteligencia que asigna a una norma federal ha interpuesto 
el recurso extraordinario que procede en virtud de lo anterior- 
mente expuesto. 

En cuanto al fondo del asunto rae adelanto a manifestar que 
disiento con el criterio del a quo. q 

Cierto es que el informe pedido se refiere a resultados de 
investigaciones realizadas por la Dirección, pero como es prc! 
bable que al practicarlas se hayan requerido y obtenido datos su- 
ministrados por terceros a los que ampara el secreto no debe 
descartarse la posibilidad de que tales datos queden revelado» 
al informarse el resultado de ta investigación. 

Además, en el caso de Fallos: 237 : 355 V. E. dijo que la ju- 
risprudencia de la Corte Suprema ha admitido, no obstante el 
rigorismo de la prohibición contenida en el art. 100 de la ley 
11.683, que las declaraciones juradas, manifestaciones e informes 
que los contribuyentes presenten a la Dirección General Impo- 
sitiva sean traídas al juicio, pero sólo en los casos m que el pro. 
pío autor de la declaración, en cuyo interés ha sido establecido 
el secreto, lo hubiera pedido o consentido expresamente en juicio 
seguido contra terceros, otros que el Fisco, y aun mí, a condición 
de que su declaración no contenga datos referentes a otros con- 
tribuyentes; y en el caso de autos no se hallan cumplidos tales 
requisitos toda vez que el mantenimiento del secreto quedaría 
comprometido a raíz de la petición de un tercero y no del propio 
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interesado, a lo que cabe agregar que el juicio 110 tiene vincula- 
ción con las supuestas infracciones que se habrían investigado. 

Por lo expuesto, pues, soy de opinión que corresponde revo- 
car el fallo apelado en lo que ba sido materia do recurso. Bue- 
nos Aires, 21 de setiembre de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Giménez Aubert, Augusto A. c/ Técnica 
Industrial M.Y.B. S.R.U s/ ordinario". 

Considerando: 

l 9 ) Que Ja sentencia de fs. 131/132 de la Cámara Nacional 
de Apelaciones en lo Comercial rechazó la oposición de la Direc- 
ción General Impositiva a prodneir informaciones requeridas en 
autos (fs. 34 y 91/92) acerca de una supuesta vinculación exis- 
tente entre una de las partes de este juicio v un tercero, las que 
resultarían de sumarios tramitados por la mencir ada reparti- 
ción administrativa. A esa prueba se babía opuesto también la 
parte afectada y para su producción no mediaba ei consenti- 
miento del tercero aludido, 

2») Que, contra dicho pronunciamiento, la Dirección Gene- 
ral Impositiva ba interpuesto recurso extraordinario que le ha 
sido concedido y es procedente, ya que lo cuestionado en autos 
versa sobre la inteligencia que debe atribuirse a normas federa- 
les (art. 100 de la ley 11.683). 

3*) Que, en cuanto al fondo del asunto, la cuestión plantea- 
da en autos es semejante en lo sustancial a la decidida por esta 
Corte por sentencia de la fecha, dictada en el expediente C. 472 
"Cusenier S,A. Gran Destilería de Buenos Aire* c/ Fisco Na- 
cional s/ repetición", cuyos fundamentos, en lo pertinente, se 
dan por reproducidos brevitaiis cama. A ello oabe aún agregar 
las razones concretas atinentes al caso sub examine que apoyan 
al dictamen de fs. 152 del Señor Procurador General. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se revoca la sentencia recurrida en cuanto ha sido materia 
del recurso. 

J CLIO OvHANAKTK PeDHO AbeHASTU- 

hy — Ricardo Colombbes — Este- 
ban Imaz. 
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HELIA DIBERT 

nECÜRSo EXTRAORDINARIO : Reqnisitos propio. Cuestión fégfi* fr* 

'T ( ederale * interpretación de las l e¡ ,es federad. Lene» federales 

de carácter procesal. 

La extensión de la competencia otorgada a la Cámara Nacional de Apela- 
cones d,l Trabajo por el art. 14 de la | ey 14,236 constituye materia proce- 
sal, ajena a la jurisdicción que acuerda a la Corte el art. 14 de la lev 48 
No procede, pues, el recurso extraordinario contra [a sen teoría de In Cá- 
mara que, m arbitrariedad, revoca la resolución del Instituto Nacional de 
rreyi*ión fconal, fundada en que el mencionado organismo prescindió en 
su decisión de las regias normativa» de la prueba. Tal revocatoria no afecta 
ni restringe garantía» constitucional!», no compromete la vigencia de insti- 
tuciones básicas de la Nación ni obsta al funcionamiento del régimen jurí- 
«ico de la previsión social, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal Cues- 
tione» federales simples. Interpretación de ¡as leyes federales. Le,,es federales 
de carácter procesal. 

No procede el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cámara Na- 
cional de Apelaciones del Trabajo que revocó una resolución del Instituto 
Nacional de Previsión Social, fundada en que se había prescindido total- 
mente de las reglas normativas de 1» prueba. Tal interpretación, por la 
Cámara, del art. 14 de I. ley 14.2.16, lo hace compatible con las garantías 
de la defensa en juicio y del juez natural. A lo que cabe añadir que el 
recurso instituido por dicha norma legal imbien se otorga cuando media 
error de derecho o infracción a la ley y doctrina procesal respecto de la 
apreciación de la prueba (Voto del Señor Ministro Doctor Don Pedro 
Abcrastury). 

RECVRSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestión federal. Cues- 
tiones federales simples. Interpretación de las leyes federales, lene* fedérale» 
de carácter procesal. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cámara Nacional 
de Apelaciones del Trabajo que revoca una resolución del Instituto Nacio- 
nal de Previsión Social, fundada en que ésta fué dictada con total prescin- 
dencta de Us reglas normativas de la prueba, pues lo decidido afecta de 
manera sustancial el funcionamiento y estructura de una institución básica 
del país. Y corresponde, en el caso, confirmar ta sentencia de la Cámara, 
por ser arbitraria la decisión del Instituto, cuyas resoluciones, aún en sus 
aspectos de hecho, son susceptibles de revisión judicial en caso de arbi- 
trariedad o cuando afectan derechos y garantías constitucionales {Voto del 
Señor Ministro Doctor Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid}. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El Instituto Nacional de Previsión Social se agravia de la 
sentencia de fs. 56, bajo la pretensión de que el tribunal a quo, 
habría excedido la competencia que le asigna el art. 14 de la ley 
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14.1*0(1, ;il encarar el tratan liento de cuestiones de hecho y prueba. 

En relación 11 ilieho ají ra vio, pienso que el remedio federal 
intentado a fs. f!0 resulta improcedente y, en consecuencia, el 
recurso extraordinario ha sido mal concedido a fs. 63. 

Me fundo para ello en el criterio que sostuve al dictaminar 
con fecha L'X de mayo ppdo, en la causa "Maldonndo Fcneyra, 
Horacio 1 ' al que me remito en cuanto fuera de pertinente aplica- 
ción al caso de autos. Buenos Aires, U de oetubre de 1958. — 
Ha w óii La sea no, 

FALLO DE LA CONTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de diciembre de 1960. 
Vistos los autos: "Delin Dibert s pensión". 

Considerando: 

1 9 J Que, contra la sentencia de fs, óf¡/.)7, el representante 
del Instituto Nacional de Previsión Social lia interpuesto recur- 
so extraordinario {fs. tiÜ/W), el que le ha sido concedido (fs, 
03). Sostiene el apelante que en el caso ha sido infringido el art. 
14 de la ley 14.2:it¡, toda vez que el tribunal a quo, revoco la reso- 
lución administrativa denegatoria del beneficio peticionado (fs. 
40/41), no ohstaute ser ella irrevisihle por fundarse en conside- 
raciones ile hecho y prueba. 

2*) Que, según consta en autos, la Cámara declaró la proce- 
dencia de la apelación deducida ante ella y revocó la pertinente 
resolución administrativa, n pesar de que los agravios de la peti- 
cionante versaron exclusivamente, sobre cuestiones de hecho, por 
entender —sin arbitrariedad— que se hallaba configurado un 
su pnoto tic total prescindencia de las reglas normativas de la 
prueba (fs. ótí vtn., voto del Dr. Ratti, al que adhirieron los Dres. 
Rebullida y Eisler). En tales condiciones, mediando tan sólo una 
razonable interpreta» ion acerca de la esfera de competencia reco- 
nocida por el art. 14 de la ley H.iíHb", la impugnación traída ante 
esta Corte es ajena al recurso extraordinario (doctrina de Fa- 
llos: 242: .Vi; *J4ó: 308, 311 y otros). 

Distinta sería la decisión, por supuesto, si la Cámara hubiera 
pretendido revisar el pronunciamiento del Instituto Nacional de 
Previsión Social por mera discrepancia en cuanto a la aprecia- 
ción de los hechos, ya que, en tal hipótesis, al desconocerse osten- 
sible y arbitrariamente lo presen pt o en el citado art. 14, se habría 
afectado uno de los aspectos básicos del régimen jurídico de pre- 
visión social, con desconocimiento de loa principios esenciales 

t 548, en razón de lo cual, con 
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arreglo a la doctrina tic dicho precedente, procedería la interven- 
ción de esta Corte a fin de asegurar la efectiva vigencia de esos 
principios. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurado!" 
General, se declara improcedente el recurso extraordinario con- 
cedido a ts f 6"3. 

AllISTÓlil LO 1), AllÁOZ I1K LlMVDHID [en 

disidencia) — Julio Oyhaxakte 
— Pedro Abehastury (según su 
ro/o) — Rkwiido Colomrhrs — 
Esteban buz. 



Voto del Sknor Mixistuo Doi tok Dox Pedro Aheiíastuky 




l p ) Que contra la sentencia de la Cámara Nacional de Ape- 
laciones del Trabajo de la Capital Federal de fs. 50/37, que revo- 
có la resolución del instiluto Nacional de Previsión Social de fs. 
40 41, denegatoria de la solicitud de pensión por invalides! do 
fs. 31, se interpuso por el represe litante de a<piél, recurso extra- 
orilinario con el argumento (pie habiéndose fundado la Cámara, 
para revocar la resolución de fs, 40/41, en la apreciación de la 
pincha de la incapacidad que condiciona el derecho a pensión, 
había excedido el "ámbito jiirisdhvional en «pie debe desenvolver 
su acción el Instituto. . . y la Cámara del Trabajo" — art. 14, ley 
14.236 — , o en otros términos, que el a <juo "nunca pudo abrir p! 
recurso de apelación interpuesto por no tratarse de un planteo 
de i impecabilidad de ley o de doctrina legal, únicos supuestos 
(pie facultan a V. E. (la Cámara) para rever las decisiones de 
mi manda n te 1 ' (fs. (i0/f¡2). 

'2 9 ) (¿ue la decisión apelada no plantea cuestión de ineons- 
titucionalidad en relación con el art. 14 de la ley 14.236, por 
cuanto la intervención de la Cámara y los términos de la senten- 
cia recurrida — consentida por la peticionante de fs. 31 aseguró 
a ésta la revisión judicial de la resolución administrativa de fs. 
40/41, sin limitar el objeto de la apelación. La interpretación del 
art. 14 por la sentencia de fs. 56/37, en consecuencia, lo hace com- 
patible con las garantías del juez natnral y defensa en juicio, 
nrts. 18 y 95 de la Constitución Nacional, conforme a la que de 
estos artículos se han dado en el voto disidente del fallo dictado 
el 19 de setiembre ppdo., m re *' Fernández Arias, Elena y otros 
c/ Poggio, José, sucesión", considerando 12, lo que así se deja 
sentado. 

3*) Que a lo anterior cabe agregar, en relación con la cues- 
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tióii planteada, que el recurso de inaplicabilidnd de ley o doctrina 
legal se otorga tainbim en casos de error de derecho o de infrae* 
ción a la ley y doctrina procesal, en punto a apreciación de la 
pi ncha, no habiéndose alegado por el recurrente que la sentencia 
apelada haya excedido, en el caso, lo que es propio de este recur- 
so en los términos del art. 14 de la ley o que la interpreta- 
ción del misino haya sido arbitraria. 

Por ello y lo concordanteniente dictaminado por el Señor 
Procurador General, se declara improcedente el recurso extra- 
ordinario concedido a fs. 6.1 

Pedro Aheuasti-ry. 

Disidencia del Señor Ministro Doctor Dox Aristóbvlo D. ArÁoz 

de Lamaürid. 

Considerando: 

V) Que el Instituto Nacional de Previsión Soria 1 confirmó 
la resolución denegatoria del beneficio pretendido por la peticio- 
nante (fs. 4(1 41) y su decisión fue apelada ante la Cámara del 
Trabajo, que declaró la procedencia del recurso y revocó aouélla 
por entender que fué dictada con total preseindencia de las reírlas 
normativas de la prueba {fs. .i(i 57). Contra esta sentencia, el 
Instituto Nacional de Previsión Social interpuso recurso extra- 
ordinario (fs. (¡O fi2), el que fué concedido (fs. (¡:i). Sostuvo el 
recurrente que el tribunal a quo excedió el ámbito jurisdiccional 
asignado por el art. 14 de la ley 14.2:iG al revocar la resolución 
de fs. 40/41, no obstante ser ella irrcvisible por fundarse en con- 
sideraciones de hecho y prueba, 

2 9 > Que si bien ¡o resuelto por la Cámara del Trabajo, al 
pronunciarse sobre la admisibilidad del recurso deducido ante 
ella, i ni porta una cuestión de naturaleza procesal no susceptible, 
en principio, de recurso extraordinario, procede dicho recurso 
si, en el caso, lo decidido afecta de manera sustancial el funcio- 
na miento y estructura de una institución básica del país, como 
lo es el Instituto Nacional de Previsión Social, organismo admi- 
nistrativo del Estado, que tiene a su cargo en forma exclusiva, 
en cuanto a los hechos, la aplicación del régimen provisional quo 
comprende a gran parte de la población. Lo contrario importaría 
consentir et desconocimiento de la integridad jurisdiccional de 
esa institución normada por la ley federal 14.236 y que la Cámara 
Nacional del Trabajo ampliara su competencia más alia de lo 
preseripto por el texto legal, arrogándose de ese modo atributos 
propios del poder legislador. Media, pues, cuestión institucional 
de gravedad que autoriza la procedencia de la apelación extra- 
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ordinaria (conf. doctrina de la causa A. 411 '* Antonio Jorge s/ 
interdicción", tallada el '28 de octubre pasado). 

3*) Que, admitida la procedencia formal del recurso inter- 
puesto, cabe decidir sobre ei agravio invocado por el recurrente 
referente u la interpretación que el a quo efcet liara del art. 14 de 
la ley 14.231». Este tribunal tuvo ya oportunidad de expresar que 
la mencionada norma autoriza la revisión judicial de las decisio- 
nes administrativas sobre previsión social, on sus aspectos de 
hecho, en aquellos casos de inobservancia do los derechos y ga- 
rantías constitucionales o de que las decisiones aludidas sean 
arbitrarias (Fallos; M: ">48; 245: 47). 

4^) Que, en la especie, la resolución del Instituto Nacional 
de Previsión Social es susceptible de ser calificada como arbi- 
traria, pues fué dictada con prescindeneia de un examen serio 
y razonable las constancias de autos. En efecto, dicha reso- 
lución se fundamenta en los informes médicos de fs. 3'2 vta. y 
t's. :w. En cuanto al informe de fs. 32 vta., es contradictorio de lo 
dictaminado posteriormente por el mismo cuerpo módico a fs. 
37 vta. y el in forme de fs. íííl no tuvo en cuenta la enfermedad 
invocada por la aetora mediante los certificados de fs. M."j y se* »a- 
hula en el informe de fs. 37 vta. 

5f) Que, en consecuencia, corres] jonde desestimar el agra- 
vio del recurrente, pues el tribunal a quo procedió dentro del 
ó m bit o jurisdiccional previsto por el art. 14 de la ley 14.236 y 
con arreglo a la doctrina de esta Corte, habida cuenta de la 
arbitrariedad contenida en el pronunciamiento del Instituto Na- 
cional de Previsión Social. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se confirma la f-entencia recurrida en lo que fué materia de 
recurso. „ • 

* 1 ' Akjstóbulo D. AnÁoz pe Lamadbid. 



NACION* ARGENTINA — imv M 1* N I C 1 PA LI D A T) pfi la CIUDAD ra RUE- 
NOS AIRES — v. MARÍA EMILIA CARLOTA EARIA v DE MARCIII pe 

DRAGONETTI DE TOIÍRES 

* 

RECt'RSO EXTRAORMXÁRIO: Requisitas forwah*. Intradmiiún de la 
ntexti áu federal. Opnrtttm'dad. Phtulettmiruto e» fl r&erito di> Ínter¡>oniei¿H del 
rn-nr*» estraordinarfo. 

No procede el Teeurso extraordinario fundado en la doctrina sobre arbitra- 
riedad cuando, siendo ln sentencia de secunda instancia confirmatoria de 
ln de primera, dicha cuestión no fué planteada en el escrito de expresión 
de agravios, sino al deducir el aludido recurso {'). 



<l) 12 de diciembre. Fallos: 2-15: IOS y 327; 246: 155. 
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* 

RECURSO EXTRAORDINARIO ; Requisii»* propios. Cuestión federal. Cues- 
tione* federales simples. Interpretación de las leyes federales. Leyes federales 
de carácter procesal. 

¥,& improcedente el rmirMt extraordinario, fundmlo en que se lin debatido 
1» intelifcenein del nrt. 2s de ].-■ ley Vl;>iU, mnlni ln sentencia que. basada 
on razones de hecho y de derecho procesal, impone ni expropiante el paso 
de las costas del juicio ('). 



tEGIN'A SMTLEVICH 

RECURSO EXTR.KUtfHXARIO: fírq,,hit<>x propios. Cuestión federal. Cues- 
tione* fedéralos tfmples. interpretación de las tenes federales, lenes federales 
de carácter procesal. 

Im extensión de I» competencia otorgada a la Cámara Nacional de Apela- 
ciones del Trabajo por el Rjft. 1-í de ln ley 14.23<í constituyo materia pro- 
cesal, ajena n hi jurisdicción que acuerda 11 la Corte el urt. U do ln loy 1S. 
!Í0 procede, pnés, el recurso extraordinario contra la sentencia de ln Cámara 
que. >in arbitrariedad, revoca ln ie>olucii'm ■!•■] I iisf ¡tuto Nneiminl iU* Previ- 
sión Sucia I. I nadada ni que el mencionado Organismo prescindió en su 
decisión d<- las reL-las normativas de ln prueba. Tal revocatoria no afecta 
ni rotriitue garantía* islitueiunale*. mi compromete ln videncia di* insti- 
tuciones básicas do ln Nación ni obsta al funcionamiento dol résrimen jurí- 
dico de ln previsión social. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federa}. Cues- 
tiones federales simples. Interpretación de hts lepes federales. Leyes federales 
de carácter procesal. 

Procede el recurso extraordinario «.mira la sentencia do ln Cámara Nacional 
de Apelaciones del Trabajo que, fundada en (pie *o habrían violado las r< frías 
normativas do la prueba y bneiondo mérito de documento? presentados ante 
la Cámara, revocó una resolución del Instituto Nacional de Previsión S.ieinl 
que denegó ba el beneficio jubilatorio por no estar suficiontemente acredi- 
tada la prestación de los servicios denunciado!:. Si bien ln Cámara puede 
revocar decisiones dol Instituto arbitrarias o yiolatorins de garantías consti- 
tucionales, no está nut «rizada n admitir ln npresactón do prueba instrumen- 
tal y ii valorarla, ibá? aun en el ca»n en que no se lia justi tiendo ln imposi- 
bilidad de someter dicha prueba al organismo administrativo (Voto del 
Señor Ministro doctor Htm Aristóbulo D. Arriaz de Lnmndrid). 



Dictamen del Pboocrador General 
Suprema Corte: 

El Instituto Nacional de Previsión Social se agravia de la 
sentencia de fs. fi2, bajo la pretensión de que el tribunal a quo 



(1) Fallos: 200: 209; 204 ; 534; 200: 312; sentencia del 7 de diciembre de 
1860 en la causa: "Nación Argentina </ Balbioni, Jote S. A.", en p&g. 532. 
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habríu excedido la competencia que le asigna el art. 14 de la ley 
14.236, al enea raí- el tratamiento de cuestiones de hecho y prueba. 

En relación a dicho agravio, pienso que el remedio federal 
intentado resulta improcedente y, en consecuencia, el recurso 
extraordinario ha sido mal concedido a fs. 70. 

Me fundo para ello en el criterio que sostuve al dictaminar 
con techa 28 de mayo ppdo. en la causa "Maldonado Ferreyra, 
Horacio '\ al cual me remito en cuanto fuera de pertinente apli- 
cación al caso de autos. Buenos Aires, 14 de octubre de 1958. — 
Ramón Lascttno. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de diciembre de 1960. 
Vistos los autos: "Smulevich, Regina s/ jubilación". 

Considerando: 

Que, habida cuenta de las cuestiones planteadas en el escrito 
de interposición del recurso extraordinario, son aplicables al 
presente caso las consideraciones expuestas por los jueces de 
esta Corte al fallar, en la fecha, la causa D. 122, "Dibert, Delia", 
las que se dan aquí por reproducidas, brevifatis causa, y con arre- 
glo a las cuales corresponde declarar mal concedido el recurso 
interpuesto. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara improcedente el recurso extraordinario concedido 
en estos autos. 

Ahistóbulo D. Aráoz de Lamadbid (en 
disidencia) — Julio Oyhanarte 
— Pedro Aberast'*rt — Ricardo 
Colombres — Esteban Imaz. 

Disidencia del Señor Ministro Doctor Don Aristóbulo D. Abáoz 

DE LA MADRID. 

Considerando : 

l 9 ) Que doña Regina Smulevicb se presenta a fs. 1 solici- 
tando se le conceda el beneficio jubilatorio previsto por el art. 
48 del decreto-ley 13.937/46, manifestando haber ejercido el ofi- 
cio de costurera desde el año 1923 hasta el año 1935 y el de modis- 
ta por cuenta propia desde el año 1940 al año 1951 (ver fs. 2.6 y 
fs. 28), habiéndose inscripto en la Caja Nacional de Previsión 
para el Personal de la Industria con fecha 14 de mayo de 195* 
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(ver fs. 5 vtu.). La Caja denegó el beneficio .¡ul>ilator¡o solicitado 
en virtud de no haberse acreditado sufíeienteaiente la realiza- 
01011 A* los servicios invocados, sin perjuicio de cpic la peticionan- 
te pudiera ofrecer otros medios de prueba (fs. 39) v su decisión 
fué apelada por la actora ante el Instituto Xaeionafde Previsión 
Social que confirmó, a fs. 44 vta., el pronunciamiento recurrido, 
por estimar pe la información sumaria producida cu autos re- 
sultaba insuficiente al no estar corroborada por otros medios de 
p rite ha. 

- p ) Que, contra este nuevo pronunciamiento, la peticionan- 
te interpuso a fs. 52 recurso ante la Cámara Nacional del Tra- 
bajo y acompañó, cu esa oportunidad, documentación tendiente 
a acreditar el ejercicio de su oficio durante los años |9¿Í a líí.'io. 
El tribunal de alzada consideró que en la instancia administrati- 
va se habían infringido las realas que rigen la prueba, por lo 
que revocó el pronunciamiento recurrido y tuvo por acreditados 
los servicios denunciados por la actora. V es ahora el Instituto 
Nacional de Previsión Social quien interpone recurso extraordi- 
nario, ante este Tribunal, contra la resolución judicial, por enten- 
der que ésta se funda en la apreciación de los hechos y de la 
I trucha deducida, desconociéndose así, el texto del art. Ú de la 
ley 14.L*;Wi. 

.*!*) <¿ue el recurso interpuesto es formalmente procedente 
de conformidad con lo expresado por el suscripto en las causas 
D. 12% "Dibert, Delia s/ pensión" y S. 284, "Colettn de Spazin- 
no Marín s jnbilaeióa", resueltas en el día de la fecha. 

4 9 } Que si bien en las causas mencionadas se ha expresado 
que dentro del marco estatuido por el art, 14 de la ley 14.23G, la 
Cámara del Trabajo puede revocar las decisiones administrati- 
vas que resulten arbitrarias o violatorias de alguna garantía 
constitucional, ello no autoriza al órgano judicial a admitir la 
agregación de prueba instrumental y proceder a su valoración, 
pues, aún en el supuesto que se justificara la imposibilidad de 
haber ofrecido aquel medio de prueba en la instancia adminis- 
trativa, sólo correspondería revocar la decisión recurrida y de- 
volver las actuaciones para que se dicte nuevo pronunciamiento 
ajustado a derecho, 

5*) Que, por el contrario, en el snb Ufe, v\ a (pío procedió a 
la apreciación de la documentación obrante a fs. 48/50 y, consi- 
derándola suficiente para corroborar el dicho de los "testigos, 
revocó el pronunciamiento administrativo y dispuso tener por 
reconocidos los servicios denunciados. No justifica su decisión 
la afirmación del Señor Procurador del Trabajo —a cuyo dicta- 
men se remite la sentencia — de que la peticionante no tuvo opor- 
tunidad de ofrecer dicha prueba durante el trámite administra- 
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tívo por ignorar, mitos cíe la resolución del Instituto Nacional 
de Previsión Social, las razones do la denegatoria. Kilo es inexac- 
to, pues, al dictarse la resolución de la Caja para el Personal de 
la Industria, se dejó a «alvo el derecho de la acto ra de ofrecer 
otros medios de prueba y ésta pudo haber ejercido ose derecho 
ni apela r la citada resolución ante el I.X.P.S., o bien, si hubiera 
preferido, podría haber interpuesto, además, recurso de revoca- 
toria contra el pronunciamiento de la Caja. 

6*J QjSffj cu consecuencia, no surja- de autos (pie se hava 
violado por parte de las autoridades administrativas la garantía 
constitucional de la defensa en juicio, por lo (pie el tribunal de 
grado careció de competencia para juzgar la decisión del Insti- 
tuto Nacuma I de Provisión Social. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador (¡ene- 
ral, se revoca la sentencia apelada en lo que ha sido materia de 
recurso. 

AüISTÓUTXO 1). ArÁOZ 1>K LAUADltm. 



Haría coletta i. k si» azi ano 

ÜECUÍiSO EXTUAnnitfSMUO: nisqaíáítm pmpim Cuestián (e&ml 
tíottr* fnhmhs *í*IJ>Jr«, tuírr/mhuimt (fe las f*<lrt<,!<s. t*ffg* M^itB 

de rtirórtrr ¡trucrml. 

\m esteltsiíín (le la poaip«íciiiiii ntontmfa ¡i la Cámara Xneiimnl de Apela- 
ciones del Traliujo por el art. U de la ley 14.2:ti¡ constituye muti-rin pm- 
cesal. ajena 11 la jurisdicción ijHe uní. ida a \u Corle el iirt. 14 de la ley 48. 
Xo ¡miccile. pues, el ncuix) cx;r»ni-diu:irm ron! ni la sentencia de la Cá- 
mara íiiic, sin arbitrariedad, revoca la resolución del Instituí» XacÍon¡il de 
Previsión Social, fundada cu que el mencionado orgnnísjoo prcsdndió en 
sil decisión de Lis reí-las normativas de la prueba. Tal revocatoria in> alerta 
ni restringe ^arimtín-* constitucionales, un t ipi-omcte la videncia de insti- 
tuciones hásims dr la Xarión ni olistai ni funciimttinienlo del réiíiineii jurí- 
dico de ln provisión stuiiil, 

RKCVftSO KX TU A OltMXA UÍV : tirqnisít»? proptot. Cnentum ft'rftrtd, ('ite*- 
tioitrs fnlemlr* simples. Interpretación de la» leyn ftdrrtde*. Lit/c* fédtralt* 
de varúvtrr ¡ituccstd. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de I» Cámara Nacional 
de A pclacioncs del Tmhnjn que, fundada en que BO habrían infringido 
reglas normativas, de la prueba, revoca la resolución del Instituto Nacional 
de Previsión Social y lince lugar a nn pedido de jubilación ordinaria ínte- 
gra. Aunque la Cámara puede revocar cVcUioiic* del 1 astil tita a rliit carias o 
violatbrias de garantías constitucionales, no está autorizada para avocarse 
al cnunciiuiento del fondo del asunto, .insudo sobre la valide?, de circuns- 
tancian de hecho y prueba. A lo cual cabe agregar (jue, en el caso, ln» 
pruebas producidas Hevnn a la conelusióti de que ln peticionante no había 
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acrpiiitiido ln real prestarión de loa servicios detium-indng (Voto de] Señor 
Ministro Doctor Don Arijtóbnlo I». Aráoi de Lnmndrid). 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte i 

El Instituto Nacional de Previsión Social se agravia de ]a 
sentencia de fs, 6U, bajo ln pretensión de que el tribunal a quo 
habría escedido la competencia que le asigna el art. 14 de la ley 
14.236, al enea tai' el tratamiento de cuestiones de hecho y prueba. 

En relación a dicho agravio, pienso que el remedio federal 
intentado resulta improcedente y, en consecuencia, el recurso 
extraordinario lia sido mal concedido. 

Me futido para ello en el criterio que sostuve al dictaminar 
con fecha 2H de mayo ppdo, en la eausti "Maldonado Forreyra, 
Horacio", ni cual me remito en cuanto fuera de pertinente apli- 
cación a! caso do autos. Buenos Aires, 14 do octubre de 1058. — 
Ramón La sai no. 



FALLO DE LA COIiTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de diciembre do 1960. 
Vistos los autos: "Coletta de Spaziano, María s/ jubilación". 

Considerando : 

Que, habida cuenta de las cuestiones planteadas en el escri- 
to de interposición del recurso extraordinario, son aplicables al 
presente caso las consideraciones expuestas por los jueces de 
esta Corte al fallar, en la fecha, la causa D. 122, "Dihert, Delia", 
las que se dan aquí por reproducidas, bre vita lis cama, y con 
arreglo a las cuales corresponde declarnr mal concedido el recur- 
so interpuesto. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara improcedente el recurso extraordinario concedido 
en estos autos. 

AllISTÓBULO *>. AlI.VOZ DE LAMADRtD (CH 

dtattlemia) — Julio Oyhanarte 
— Pedro Abebastury — TCicardo* 
Colombres — Esteban Imaz. 
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Difidencia del Señor Ministro Doctor Don Aristóbulo D. ArÁoz 

de Lamadrid. 

Considerando: 

l 9 ) Que doña María Teresa Coletta de Spaziano so presen- 
tó a fs. 1 solicitando se le concediera el beneficio jnbilatorio pre- 
visto por el art. 48 del decreto-ley 13.937/46, manifestando haber 
ejercido los oficios de costurera y modista, por cuenta propia, 
desde 1922 hasta diciembre de lí>52 (ver fs. 1, 2 y 5), habiéndose 
inscripto en la Caja Nacional de Previsión para el Personal de 
la Industria con fecha 28 de mayo de 1954 (ver libreta de fs. 6). 
La faja denegó el beneficio jnbilatorio en virtud de la insufi- 
ciencia de las pruebas aportadas para acreditar la real presta- 
ción de los servicios denunciados (fs. 44) y su decisión, apelada 
por la interesada ante el Instituto Nacional de Previsión Social, 
fin'» confirmada a fs. 47/48. 

2*) I¿a Cámara del Trabajo, considerando que en la sus- 
tnneiación de las actuaciones administrativas se habían infrin- 
- gido las reglas normativas de la prueba, revocó el pronuncia- 
miento del Instituto y, estimando suficiente la prueba testimo- 
nial producida, resolvió hacer lugar al pedido de jubilación or- 
dinaria formulado por doña Marín Teresa Coletta de Spaziano 
(fs. 60/61). Contra esta resolución, el Instituto Nacional de Pre- 
visión Social interpuso recurso extraordinario fundado, princi- 
palmente, en el aserto de que la Cámara del Trabajo excedió el 
ámbito jurisdiccional asignado por el art. 14 de la ley 14.236 al 
revocar la resolución de fs. 47/48 y conceder el beneficio soli- 
citado, no obstante ser aquélla irrevisible por fundarse en con- 
sideraciones de hecho y prueba. 

Que a mérito de les fundamentos dados en el voto emi- 
tido en la causa "Dibert, Delia s/ pensión", D. 122, fallada en 
el día de la fecha, el recurso extraordinario interpuesto es for- 
malmente admisible. 

4*) Que, en primer lugar, cabe delimitar las facultades ju- 
risdiccionales de la Cámara del Trabajo con arreglo al art. 14 
de la ley 14.236 y los precedentes de Fallos: 244 : 548 y 245 : 47 y 
la causa D. 122 anteriormente citada. Si bien dentro del marco 
estatuido por el art. 14 de la ley 14.236, la Cámara del Trabajo 
pnede revocar aquellas decisiones administrativas que resalten 
arbitrarias o viola torias de alguna garantía constitucional, no se 
halla autorizada para proceder a avocarse al conocimiento del 
fondo del asunto juzgando sobre la validez de circunstancias de 
hecho y prueba, pues ello es de la competencia propia y exclusiva 
de la autoridad administrativa, no existiendo norma alguna que 
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autorice tal avocación Lo contrario significaría que, «o color de 
asentar la iMtimpbUidad de determinados preceptos constitu- 
cionales, se violarían disposiciones normativas de i«rual «nado 
que establecen In independencia y separación de los poderes ad- 
ministrativo y judicial. 

M Que, en secundo lugar, a juicio del suscripto, la prueba 
testimonial producida es insuficiente para acreditar Jos servicios 
alegados por la peticionante. Kn efecto, el valor de las declara- 
nones .piradas obrantes de fs. 7 a fs. 25* es bastante relativo en 
cuanto no se ratifique su contenido ante el inspector actuante y 
previo interrogatorio que éste formule. Las deelaraciones testi- 
moniales que fueron prestadas con tales recaudos (fs. & a U 
:!í»). eareeeu de suficiente fueran de convicción: las testigos de 
ts. 33 y 34 saben que la actora trabajaba como modista pero W- 
nnran desde y basta emitido trabajó v la última (fs. 34) sólo lo 
sabe por el dicho de terceros; las testigos de fs. 35, B v 37 mani- 
fiestan .pie dejaron de ser dientas de la interesada a "partir del 
ano im*2 por razones particulares sospechosamente similares, 
omitiendo destacar, como es natural, que ello se debió a que 
tupidla bahía cesado en sus tan-as en el referido año: y los tes- 
tigos de fs. 38 y 3f* dicen saber la profesión de la aetoVa por el 
dicho de ella. 

o' 9 } Que, ]>or otra parte, obra en contra de la interesada, 
como grave presunción, la circunstancia de que sólo se afiliara 
a la Caja respectiva un ano y medio después de haber cesado en 
sus tareas, habiendo efectuado sus aportes en diciembre de 10.j4 
y octubre de 1¡C>.1, no obstante qiu- la fecha de vigencia del decre- 
to-lev I:í.í»;í7 4<¡ dala «leí V de setiembre de 1ÍK6. Kste hecho fué 
expresamente señalado en el dictamen de fs. 47. Además, la inte- 
resada no explicó ni proltó las razones qué tuvo para justificar 
su demora en afiliarse. 

7") Kn consecuencia, no surgiendo de autos que se haya 
violado la garantía constitucional de la defensa en juicio por 
parte de Jas autoridades administrativas ni que el pronuncia- 
miento de ésta sea arbitrario, cabe revocar la sentencia recurrida, 
pues la Cámara del Trabajo careció de competencia para juzgar 
sobre la decisión del Instituto Nacional de Previsión Social. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se revoca la sentencia apelada de fs. GO til en cuanto ha sido 
materia del recurso. 

AiusTÓnri.o D. AnÁoz de Lamaoriu. 
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SATlltNÍNO RAL v. NACION' A IÍO ENTINA 

RECURSO ORDINARIO DE APEl.ACIOX: 7Vm™ i»si»mi». Juicios en OH* 
la Aitfi'íu f.f parir. 

No pro* rile H murso ordinario do apelación ante la Curtí- Suprema si el 
uwuiv de la ilemantiu que por eobm de pesiw st> sísruc u Ih Nurión, i-ont'«>rmt! 
a hi Ii<|ii¡fljuión cfrituudn tornando el tipo >ii cambio al tiempo de ser 
llamado al país i-| dipUmiátim recurrente, tur alcanza n la cantidad prevista 

vísente al momento de 

quedar tirme el mito que coneediera la apelación. 

FALLO DE LA CORTE St PIÍEMA 

Buenos Aires, 1:2 do diciembre de líHiO. 

Vistos los untos : "Sal, Saturnino c/ La Nación (Ministerio 
tic Relaciones Exteriores y Culto) s/ sobro de pesos". 

Considerando: 

l 9 ) Que el actor tía promovido de inunda con tía la Nación, 
redamando el pago de los denominados "gastos do traslado " 
que, entiende, le hubiera correspondido percibir al ser llamado 
por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto at país —con 
caí note i- definitivo y a fin de notifica ríe *su cesantía (decreto 
tíUíi del íí de ahril do 10ó(i)— . l>,s empeñaba, éo ese entonces 
(abril de 1956), según sostiene en su demanda, el cargo de fun- 
cionario de la categoría "<¡" (Secretario y Cónsul do segunda 
clase) en la Embajada de la República Argentina en Turquía. 

y) Que, concretamente, vi apelante requiere el pago de 
dos meses de sueldo (a razón do una asignación mensual de m$n. 
3.300), que hace ascender, por aplicación del coeficiente de .V»l, 
que afirma le coi-responde por imperio de lo dispuesto en el de 
creto 11.919/56, a la suma de m$n. Hí.00b\ cantidad (pie convierte 
a 920,33 dólares norteamericanos según el tipo de "cambio ofi- 
cial" oiitouoes vigente (nt$u. 18,00 por dólar, decreto 2000/55). 
Funda priniordinlmontc su pretcnsión en los arts, 41, iuc. b) y 
54 de ta ley 12.951 y decretos 12.801 /56 v 11.919/56. 

3*) Que la demanda fué rechazada por el juez de primera 
instancia, con base en la interpretación do las disposiciones apli- 
cables al caso, entendiendo, principalmente, cpie el art. 41 de la 
ley del servicio exterior de la Nación (12.ÍI51) no contempla situa- 
ciones como la planteada en el §ub litr. Esta sentencia resultó, a 
su turno, confirmada por el a qno (fs. 98/99) y contra esta última 
decisión ha deducido el actor apelación ordinaria (fs. 101) y re- 
curso extraordinario (fs. 103/lOíi), ambos para ante esta Corte, 
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habiéndole sido concedida la primera y denegado el segundo por 
resolución de fs. HH¡ vta., «¡uo quedó consentida. 

4*) Que, en cnanto a la apelación ordinaria concedida, cabe 
tener presente que las pretensiones del actor sólo hacen ascender 
el monto de la suma cuestionada a m$n. 16.366, que es todo cuan- 
to podría obtener con más sus intereses y costas, en el mejor de 
los supuestos y de haber prosperado su" reclamo, habida cuenta 
de hi forma en que ha quedado trabada la litis. 

;>") Que ello es así, en primer lugar, porque no puede du- 
darse que, en el caso de que hubiera correspondido hacer lugar 
al pago reclamado, la Nación se habría liberado válidamente pa- 
gando en moneda nacional las sumas que resultare adeudar por 
aplicación de las disposiciones legales entonces vigentes, ya que 
el propio actor reconoce en su demanda que aquellas sumas sólo 
ascienden a m$n. 16.566. 

6*) Que, por otra parte, no resulta de autos (ver escrito de 
demanda de fs. U/12) que el actor reclame o pretenda, concreta- 
mente, una suma en moneda nacional equivalente a novecientos 
veinte dólares norteamericanos, con treinta y tres centavos de 
igual moneda, a otro tipo de cambio que el vigente al tiempo de 
ser Ilamndo al país ya que, la alusión que se lee en la demanda 
hecha con referencia a esa cantidad de moneda extranjera, surge 
claro que sólo es la resultante de aplicar a la suma reclamada 
de tillo, 16.566, aquel cambio oficial de m$n. 18 por dólar, al que 
hubiera correspondido hacer la conversión en el momento de la 
vuelta al país del recurrente. Pero en ninguna forma resulta de 
los términos del escrito de interposición de la demanda, que pre- 
tenda el actor obtener beneficios de las posteriores fluctuaciones 
de la moneda extranjera aludida, sin que sea óbice para ello las 
extemporáneas manifestaciones que pudo hacer al deducir su 
recurso ordinario (ver fs. 101). A lo que aún puede agregarse 
que ninguna referencia a tal agravio o pretensión se ve que surja, 
tampoco, del memorial de fs. 103/106. 

7 P ) Que, por lo demás, las pretensiones del recurrente con- 
ciernen a pagos de asignaciones a agentes de la administración 
pública, fijados por una ley de la Nación {art. 41, iuc. b), ley 
l±9r>l), la que, a su vez hace referencia concreta a "dos meses 
de sueldo". Es decir, a estipendios fijados en el presupuesto del 
Estado, que éste solamente paga en moneda nacional, por así dis- 
ponerlo otra ley de la Xación (ley 11.278). Por ello la alusión al 
pago en divisas contenida en el art. 43 de la ley 12.951, aplicable 
únicamente cuando se trata de agentes que "se encuentren en el 
extranjero", sólo puede ser tomada como base de referencia legal 
que autoriza para convertir, en tales circunstancias, el estipendio, 
asignación o sueldo a aquellas divisas. Pero como sin lugar a du- 
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tías lo que se a l>o na os el sueldo o la asignación que determina la 
ley y el presupuesto, corresponde tan sólo la reducción de estos a 
moneda nacional y en ningún caso la de la moneda extranjera re- 
sultante a moneda nacional. 

8») Que, en las condiciones expuestas, no alcanzando el 
monto de la demanda a la suma prevista en el art. 24, inc. 6* a), 
del decreto-ley 1285/58 (vigente al momento de quedar firme el 
ñuto (pie concediera la apelación interpuesta, doctrina de Fallos: 
24o ¡ 183), esta Corte carece de jurisdicción para entender en la 
apelación ordinaria concedida. 

Por ello, se declara improcedente el recurso ordinario conce- 
dido a fs, 106* vta.. 

Bkxjamíx Yillkcas Basavilbaso — 

AltlSTÓBULO D. Alt.VOZ DK L A MADRID 

— Julio Oyhaxaiite — Ricaudo 
COLOMBEES. 



AfUSTIN FRANCISCO MAXIMO HCST AMANTE MOLI N" A 
v. .Il'AN M. CARAS 

RECURSO E.XTRAUItmXARlO: RtqHisitos fórmale*. Introducción de la 
cm.it ¡áa federal. Oportunidad. 

Ln oportunidad en *pie la i-ueslion l'cdenil -e 1 m propinólo en ln entisn ea 
indiferente clin n do el tribunal apelado liv eimlempln y decide ('). 

RECURSO KXTRAORDIXAfíiO: Rtqnbila* fórmate*, introdnevühi de la 
fttesfión federal. Oportunidad. 

La nf inunción de que el recnii-ente Imtiríii consentido ln nctunción de lna 
Cáinarns Piiritit ins de Arrcndnum'iitoM y Aparcerías Iturnles ni solicitar 
nueva audiencia ;il sólo efecto conciliatorio y ni perder \a oportonidnd de 
nlesnr y di' mantener* por ende, el planten miento formulado en ta contes- 
tación n la demanda, linlocndo ln sentencia ;i|m hola considerado y resuelto 
el punto alíñente n ln ¡nconstitucionatiiliid ele mies organismos, no obsta a 
Id concesión del recurso extraordinario. 



SEBASTIAN JOAQUIN BARRE5R0 v. ANICETO MOLES Hsos, 

RECURSO EX TRA O RDIX ARIO ; Requisitos formales, interpasiriúu ,M rc- 
chtko. Fundamento. 

El recurso extraordinario debe ser concretamente fundado al interponerlo, 
inedia ote Iti enunciación de lo» liedlos de la enusii y ln rhieulni-ión «pie ello? 
^un rilan eon Ins cuestiones qoe se desenn someter ni conocimiento de la 

(i) 12 de dipieiiilire. 
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Corle. Las nwras aligaciones de que el fallo recurrido acuerda preeminen- 
cia a una ley local sobre una ley nacional y es violatorio de los arts. 1* y 
18 de la Constitución Nacional, no constituyen fundamento adecuado de 1» 
ablación, en los término» del art. 15 de la ley 48 



LEON CHA UPAN] EK v. BANCO SOCIETE GENERALE 

R&TRSO EX TRAORDlSA RIO : Reqni*ito* propio». Cuestione* no federales. 
Inlerpri-tunóti de normas a artos* comunes. 

Ln iitihcnte o! régimen .jurídico de Uta gratificaciones constituye materia de 
orden laboral, propia de los jueces de la causa y ajen» a la .jurisdicción 
extraordinaria de la Corte, salvo qu e medien circunstancias excepcionales. 

XEn:nSO EXTRAORDIXARIO; propio*. emUmtí »o federal». 

Sentencias arbitraria*. Principios venérale*. 

La auspicia de citas legal») expresas, ¡ubi da cuenta que el pronuncia miento 
recurrido encuentra apoyo en un precedente plena rio y en les principio* 
CcnernJcs vigente* en materia contractual, na comporta i !t]] iuL'iinción aten- 
dible de arbitrariedad. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de diciembre de 1960. 

Vistos los «utos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dnda en la causa Cliampamcr, León e/ Banco Soeiété Genérale", 
para decidir sobro su procedencia. 

Y cotí side raudo : 

(¿uc lo atinente al rfVmien jurídico de las gratificaciones 
/ constituyo materia do orden laboral, propia de los jueces de la 
causa, y ajena a la jurisdicción extraordinaria de esta Oorte 
—Fallos; 240: 242; 243: 193 ¡ 241: 414; 244: 9, 220 y otros—. 

(¿no la sentencia apelada de que se acompaña copia tiene fun- 
damentos do aquel carácter que bastan para sustentarla y care- 
cen de relación directa e inmediata con las garantías constitu- 
cionales invocadas para sustentar la apelación. 

<jue la ausencia de citas legales expresas no comporta im- 
pugnación atendible de arbitrariedad, habida cuenta que el pro- 
nunciamiento recurrido encuentra apoyo en un precedente ple- 
na rio insusceptible, a juicio del Tribunal, de aquella tacha, y en 
los principios generales vigentes en materia contractual. 



f») 12 de diciembre. Fallos: ¡MI : £4ft; 24.1; 18, 4f, 137. 
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Que, finalmente, importa destacar que las circunstancias 
excepcionales del caso que motivó el precedente de Fallos; 236; 
199 no concurren en el sub lite. 

Por ello, se desestima la queja. 

Abistóbulo D. Aháoz de Lamadmd — 
Luis María Boffi Bogoeuo — 

rlcaihh) ('olombbes esteban 

Imaz. 



CASA OTTO HESS v. GOBIERNO de l.v PROVINCIA de CORDOBA 
v CAJA de PREVISION SOCIAL ñu MEDICOS 

RECURSO KXTR A O RDI XA RI O : Requinto* común**. Gravamen. 

Es improcedente el recurso extraordinario cuantió no existe gravamen actual 
que .justifique el otorgamiento fie la apelación. Tal ocurre en el supuesto 
ile que, linhienoW limitado la resolución recurrida a declarar la incompe- 
tencia del Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba pura 
conocer en la causa, no inedia prortu neta miento alguno respecto de los agra- 
vios atinentes a la ¡nconstitucionalídad del art. 20, b, ine. &. de la ley 
local 4041, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora 
en la causa Casa Otto Hess c/ Gobierno de la Provincia v Caja 
de Previsión Social de Médicos"» para decidir sobre su pro- 
cedencia. 

Y considerando : 

Que como surge de los recaudos acompnñndos a la queja, la 
resolución en recurso se limitó a declarar ta incompetencia del 
Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba para 
conocer de la demanda de inconstitucionalidad promovida por 
el recurrente. 

Que, en tales condiciones, toda vez que los agravios formu- 
lados en la queja se hallan exclusivamente referidos a la incons- 
titucionalidad del art. 20, b, inc, 3* de la ley provincial tí 9 4641, 
cuestión acerca de la cual no media, según se lia expresado, pro- 
nunciamiento alguno por parte del tribunal de la causa, cabe 
concluir que no existe gravamen actual que justifique el otorga- 
miento de la apelación. 

Que, por lo demás, el apelante no ha demostrado la inexis- 
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tencia, en jurisdicción provincial, de otros procedimientos con- 
ducentes a la tutela de sus derechos. 
Por ello, se desestimo la queja. 

Aristóbulo D. AkÁoz de Lamadrid — 
Luis María Boffi Boggero — 
Ricardo Colombbes — Esteban 
Imaz. 



BERNARDO KOHAN v. MARIA MENI8 w. RECEPTAR 

RECURSO EX TRAORDIXA RÍO: Requisitos formales. Inierpomión del re- 
curso.. Término. 

El plazo pura deducir la apelación extí-nurriinnria es fatal y perentorio y 
no se interrumpe por ta interposición del recurso de revocatoria declarado 
improcedente por el tribunal He la causa (')■ 



JOSE RlCCIAHDtLU y Otha v. MIGUEL SANTORO y Otros 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinta* propias. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas 1/ actos comunes. 

Las cuestiones atinentes a la supuesta violación del art. 20, ¡n fine, de la 
ley 14.821 y a la apücabilidad de ésta al caso, son ajenas a la jurisdicción 
extraordinaria de la Corte (*). 



DAVID SCQLNI v. SALVSTIANO VICTORINO MEDINA t Otro 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rranisito* propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas ;/ actos comunes. 

1.a sentencia qne declara la validez del convenio de desocupación de la finca 
locada celebrado eon anterioridad a la vigencia de la ley 14.821 y que el 
requisito a que alude el art. 57 de dicha ley. no cumplido en el cuso, hace 
tan sólo a la posibilidad de cumplir ése convenio por la vía de ejecución 
de sentencia, tiene fundamentos de hecho y de derecho común que son irre- 
visibles en la instancia extraordinaria ( s ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias, Principios peñérales. 

No resulta atendible la tacha de arbitrariedad cuando se funda en la mera 
disconformidad drt recurrente respecto a inteligencia atribuida por el 



(i) 12 de diciembre. Fallos: 244: 43. 
(*) 12 de diciembre. Fallos: 245 : 200, 
(*) 12 de diciembre. 
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tribunal de alzad» a los preceptos de orden común en que el fallo apelado 
se sostente (>). 



UNION OBRERA METALURGICA v. S. A, JOSE FERRARINI 

RECURSO EXTRAORDIX A RIO : Requisitos formales. Interposición del re- 
curso. Fundamento. 

No procede el recurso extraordinario ruando en el escrito en que se lo 
dedujo se omite la necesaria referencia a los hechos de la causa y a la vin- 
cnlación que guardan con las cuestiones federales que se pretenden someter 
a la decisión de la Corte (*). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del re- 
curso. Fundamento. 

La remisión a los antecedentes de la causa no basta para suplir la deficien- 
cia de fundamento del escrito de interposición del recurso extraordinario (*). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Limites del pronunciamiento. 

La invocación en la qucjn, interpuesta por denegación del recurso del art. 14 
de la ley 48, de la doctrina establecida en materia de Amparo, no amplia la 
jurisdicción extraordinaria de la Corte (*). 



MARTA FLORA MERCANTE DS LA GRECA y Oraos 

RECURSO EX TRA OR DI XA RIO : Requisitos propios. Cuestión federal. Cues- 
tiones federales Himples. Interpretación de la Constitución NaeiomL 

Aunque las providencias atinentes a la suerte provisional de los objetos 
«««estrados en el curso del procera no constituyen, por lo común, sentencia 
definitiva, el recurso extraordinario es procedente sí en el caso bay interés 
institucional suficiente para el otorgamiento de la apelación, porque está 
en juego la garantía de la propiedad y lo decidido en la causa — entrega 
de las acciones de un diario intervenido— afecta ta libertad de prensa. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos » garantías. Derecho de publicar las 
ideas. 

Por causar agravio a la garantía de la propiedad y afectar la libertid de 
prensa, corresponde revocar la sentencia qne dispone, en causa criminal, 
que las acciones de un diario intervenido sean puestas a disposición del 
juez civil que entiende en el juicio de intervención, en lugar de ser devuel- 
tas a las personas a quienes les fueron secuestradas. Lo referente a 1» 
propiedad o titularidad de tas acciones debe debatirse ante la jurisdicción 
civil, pero para ello no es indispensable remitirle las acciones, con la consi- 
guiente demora en la normalización del diario intervenido. 

(1) Fallos; 244 : 392; £43: 327. 

(*) 12 de diciembre. Fallos; 243: 423: 245: 137 : 246: 54. 

<*) Falles: 244: 6fl; 245 : 204. 

(*) Fallos; 248: 446; 244: 147 j 538 ¡ 24«: 58. 
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Sentencia hei. Jvkz kx lo Penal 



La Plata, 13 de agosto de 1953. 

Y vistos; considerando: 

1) Marín Floro Mermóte de La (¡rceu, jior mandafeirio, pide la entrega 
de las acciones que se detallan en el instrumento de ís. 1, a saber: n) 50 titulan 
de Gil nociones valor nominal de m$n, 101» cada arción, de 3n Empresa "El Día" 
S. A. Industrial, Comercial y Financiera, serie 3. mí meros 1 a 3 mil; y I») 50 
titulo* de (MI acciones, valor nominal de iiüjfn. 1011 cada acción de la Empresa 
"A.P.A." S. A. Industrial, Comer- ia| y Financiera, serie A. números l a 3 mil. 

2) Enrique U. N'oriega pide la entrega de las 4IHI acciones de que se hace 
mérito en la presentación de fs. 5, 

3) María Angélica Srtinnibcl de Knniírcz Calderón pide la entrega de las 
10(1 acciones que se indican a l's. 7. 

4) Estela Mercedes Stunz de Escoliar Doncel y Hugo F, Stunz piden la 
entrega de 11J0 acciones en la siguiente proporción: 72(1 acciones de "El Día" 
Si A., serie 1, ri* 15(15 a 17*14. y serie 2. o* HUI n 1 3f JK y 1513 a 1524, la primera; 
y 400 acciones de la misma Empresa, serie 2. n* 401 a «0(1, el segundo (f*. 8). 

ó) Mediante las resoluciones de fs. 331 y 533 vtn. de! principal, el Instruc- 
tor Policial dispuso el secuestro de las ii muñes de "El Din" S, A. y de "A.P.A." 
S. A., cuyn incautación dispusiera la ex comisión invest ¡¡.'adora ile la Pi*ovincin 
de Buenos Aires, a i*. 1511 {aria. 97 y 90 del Cód. de Proe. Penal). 

0) Del cumplimiento del secuestro dispuesto en cuanto n las acciones de 
"El Din" S, A. dan cuenta !hs resguardas de fs. 584 y 032 del principal y los 

resguardos emitidos por el IV > de la Nación Argentina números 117.314, 

117.3o» y 117.790, remitido* con el oficio de fs. 10 de este incidente y que obran 
reservados «tí la caja de hierro de la Secretaría conforme con lo dispuesto 
a fs. 11. 

7) i}av en cnanto al secuestro de las acciones de "A.P.A." S. A. no 
obran a disposición del J uzeado, sino (pie lian quedado a la urden de la Comisión 
investigadora citada eun forme con las fotocopias corrientes de fs. 4(lli a 4t0 
y el oficio que también en fotocopia obra a fs. 405, 

5) ]a\ Junta de Recuperación Patrimonial mediante oficio de fs. 1244 
solicitó ni Juzgada fueran puestas a su disposición las 4020 acciones de "El 
Día" S. A, secuestradas en autos, conforme con lo dispuesto en ta resolución 
dictada por ese organismo el 27 de setiembre de 1057 en el expediente ¿330 
caratulado "Maresca, Francisco Saverio s/ interdicción". 

9) Por auto de fs, 12-15 se di -pune dar cumplimiento n lo pedido por la 
Junto de Recuperación Patrimonial, la que posteriormente dispone la devolu- 
ción de dicha* ««iones 11 I" orden del Juzgado, conforme resulta de la ñola 
de fs. 1 II de este incidente. 

101 El secuestro de armas, instrumentos o efectos de cualquier clase que 
puedan tener relación con el delito, ya se hallen en el lugar que ocurrió el 
lincho, o en poder del acusado o de o; ra persona, cuya retención y conservación 
debe ordenarse (arts. 07 y 00 del (Vid. de Proe. Penal) tiene una doble finalidad, 
instnictoria. a los efectos de )n comprobación del cuerpo riel delito; y resarei- 
torin, para su restitución eventual ni sujeto pasivo de] delito (art. 20, inc 2, del 
Cód. Penal). 

11) En el proceso principal, en el que se dispuso el secuestro de las accio- 
nes de que se trata, se ha establecido ta existencia ;lcl cuerpo del delito en cuanto 
a los hechos «pie se detallan en los autos dictados a fs. 251 — causa 77.01»!. fs. 10; 
causa 21.71)4 de la Excma. Cámara Tercera de Apelaciones, fs, 298; cansa 
77.012, fs. 71 ; cansa 72,(517 y 001 ; causa 7S.ÍI0O— . 
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12} Ninguno de los tachos cnya existencia se ha dado por legalmente esta- 
blecido en los autos precedentemente citados, tiene vinculación alguna con las 
acciones de que se trata en este incidente. 

13) De allí que loa secuestros dispuestos a fs. 531 y 633 vta. del principal, 
y que se ha hecho efectivo con respecto de los acciones que "El Día" S. A. no 
tienen ni han tenido otro sentido que una finalidad instructoria y no resarcitoria. 
Dichas acciones, por razón de lo establecido en el nv 12 no son "Instrumentos 
o efectos... que puedan tener relación con el delito..." {nrt. 97 del Cód. de 
Proc. Penal); por lo que no hay rosón legal que autorice "...su retención y 
eonserv aei ón ... " (nrt. 99 del código citado). 

14) Riendo ello así, considero que corresponde entrar a considerar las pe- 
ticione» contenida» en este incidente. En este sentido cahe destilen r ta opinión 
del ex juez de lo < amara de Apelaciones en lo Penal de la Capital Federal, 
Dr. Mü sin Oderigo, quien expresa: "...cuando el juez ha secuestrado la coso 
a efectos meramente in 9 truc torios, no puede caber ninguna duda puerto que 
nquél sólo lia privado transitoriamente al tenedor de su tenencia, paro llenar 
una necesidad de orden público, cual es la comprobación de los delitos que so 
cometen; y cumplida eso finalidad, la cosa debe volver de inmediato a manos 
de quien la tenía en su poder en el momento del secuestro" (La Lea: 74: 559). 

15) Hespeeto de las acciones a que se refiere el resguardo cuyo fotocopia 
obra n fs. 574, le fueron entregadas en calidad de depósito al Sr. Antonio 
Zamora en su carácter de interventor del diario "El Día", estableciéndose que 
ios mismas pertenecen a los peticionantes de fs. 5, 7 y 8 de este incidente. Tal 
lo que resulta de la resolución dada el 10 de enero de 1050 por la Comisión 
Investigadora de la Provincia de Buenos Aires (fs. 383) y las constancias de 
fs. 3H4, y sobre la base del informe producido por el Sr. Zamora a fs. 370/381 
y declaración de fs. 382 y oficio de fs. 587 que en respuesta al que en copia 
obra ii fs. 535 cuyo libramiento so dispusiera por el Instructor a fs. 531 vta, 

lli) De los constancias relacionados en el ti" 15 resulta que un existe 
obstáculo alguno de orden legal que impida Ja devolución de las acciones soli- 
citadas por el Sr. Enrique Soriega (fs. 5) y las Sras. de Kamírez Calderón 
y de Escobar Doncel (fs. 8), ni siquiera en cuanto ni aspecto del resarcimiento 
del daño moral y material emergente del delito (arts. 29, inc. i'-*, del Código 
Penal, y 80, ine. del Código de Proc. Penal) en virtud de la presentación 
del Sr. Fiscal de Estado como particular damnificado, desde que respecto de 
Xoriega se ha dictado auto de sobreseimiento definitivo (fs. 077 del principal) 
y respecto a las Sras. de Ramírez Calderón y de Escobar Doncel no han tenido 
otra vinculación que la resultante de hnber prestado declu ración testimonial. 

17) Que en cuanto a la devolución pedida por el Sr. Stunz (fs. 8), debe 
tenerse en cuenta que a su respecto se ha dictado auto de sobreseimiento defi- 
nitivo (fs. 3 del incidente sobre aplicación de la ley 14.430) el que ha sido 
consentido por el Sr. Fiscal de Estado ( lo que tiene In eficocin del desistimiento 
del red de particular damnificado que asumiera (dort. art. 88 de) Código de 
Proc. Penal) por lo que tampoco existe óbice para la entrega pedida, pero 
supeditándolo a lo citación del Sr. Fiscal de Estado. 

18) En cuanto a las acciones de "El Día" S. A. referidas en el resguardo 
de Ts. «32, fueron entregadas por Marta Flora Mercante de La Greca "en cus- 
todia por cuenta de terceros" a Alberto Guillermo Caldumbide, tal como resulta 
del documento a que se refiere la escritura de protocoliza --tón de fs. 1 de este 
incidente y lu fotoeopin de fs. 37 del principal. 

10) Se trata de un típico contrato de depósito voluntario regular, en el 
que el depositario sólo adquiere la tmra detentación de la cosa depositada y 
cuyo depósito, cuando es por tiempo indeterminado, cesa por decisión de cual- 
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quiera de la* partes (arta. 2182, 2187, 2188, 2190, 2101 y 2226, inc. 1% del 
Código Civil ). 

20) En el contrato de deposito ie establece que el depositario recibe tas 
rosa* d« Ir depositante "por cuenta de terceros", lo que no obsta a la validez 
del depósito (doet. arte. 2107, 2198 y 2109 del Código Civil). 

21) Siendo qui; el depositario sólo adquiere la simple detentación de la 
cosa depositada {art. 2191 del Cód. Civil), de ninguna manera puede ejercer 
actos de disposición respecto de ella, ni transmitir un mejor derecho a tercero» 
(art. 3270 del Cód. Civil). 

22) De manera, pues, que el secuestro de Ins acciones referidas en el res- 
guardo de fs. 032 — secuestro que no ha tenido otra finalidad que la Instruc- 
torin — , jurídicamente se ha realizado de manos de la depositante y a ella deben 
serle devueltas, desde que la petición de fs. 3 de este incidente tiene el efecto 
de hacer cesar el depósito (art. 2220, inc. 1», del Cód. Civil). 

23) Respecto del pedido de fs. 3 median las mismas circunstancias del 
ii v 17, al que me remito. 

Por ello, resuelvo: 

1' Devolver a la Sra. Estela Mercedes Stunz de Escobar Doncel, las si- 
euientea aceiones de "El Día" S. A.: 720 acciones, serie 1, n" 1505 a 1704, y 
serie 2, ti* m\ a 1308 y n» 1513 a 1524, 

2° Devolver a la Sra. María Angélica Schnaibcl de Ramírez Calderón, Ins 
simientes acciones de "El Día" S. A.: 100 acciones, serie 1, ti» 2497 a 2596, 

3? Devolver al Sr. Enrique 11. Xoriega, las siguientes acciones de "El 
Día" S. A. : 400 acciones, serie 1, n» 1 al 400. 

4» Con citación deí Sr, Fiscal de Estado, devolver al Sr. Hugo F. Stunz 
Ins siguientes acciones de "El Día" S. A.: 400 acciones, serie 2, n* 401 a 800, 

5* Coa citación del Sr. Fiscal de Salado; devolver a la Sra. Marta Plora 
Mercante de La Greca, las siguientes acciones de "El Día" S. A, : 3000 acciones, 
serie 3, n» 1 a 3000. — Pedro Heguy. 

Sentencia i*e la Cámara 3* he Apelación en* w Pesa i. 

La Plata, 30 de abril de 1959. 

Y vistos; considerando: 
fícenme de nulidad. 

Que en autos no se han omitido formas sustanciales del juicio o incurrido en 
algún defecto o vicio de los que por expresa disposición de derecho anule las 
actuaciones, por lo que se desestima el recurso de nulidad —art. 301 del Cód. 
de Proc. Penal—, 

Recurso de apelación. 

I, Estatuye el art. 97 del Cód. de Proc. Penal que el Juez "procurará 
recoger en los primeros momentos, las armas, instrumentos o efectos de cual- 
quier clase que puedan tener relación con el delito y que se hallen en poder 
del reo o de otras personas". 

Sustanciada la causa o cumplida la finalidad perseguida por aquella me- 
dida y cuando resulta que los efectos "recogidos" no tienen relación con el 
delito, deben *er devueltos, naturalmente, a ta persona en cuyo poder estaban 
en el momento del secuestro. 
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II. Las acciones coya entrega fuera solicitada a fs. 2, 5, 7 y 8 de «ate 
incidente fueron secuestrada,,, según «solución del Instructor de fs. 531 y 533 
vta. del expediente principal, mientras se hallaban depositadas en poder del 
Sr. Antonio Zamora, Interventor del diario "El Día", a quien habían sido entre- 
gadas "en depósito y custodia" por el escribano Sr. Pcirano, que n su turno 
las había recibido de manos de la comisión designada al efecto por los emplea- 
dos del diario nombrado (ver constancia de fs. 78!) y 7ÍK1), que invocan la trans- 
ferencia que de ellas les habría beclio el Sr. Francisco S. Maresca en setiembre 
de 1955 cuando desempeñaba el carero de Presidente del Directorio de "El Din" 
S.A.I.C.F. 

El Sr. Juez a quo considera que no existe razón alguna para prnlon<:nr 
la retención de las timones secuestradas, acciones que luego de ser puestas a 
disposición de la Junta de Recuperación Patrimonial volvieran a ser transferi- 
das a su orden por resolución de la misma de fecita 3 de mayo do 1!)58 (ver 
ís. 10). Luego de exnminar las peticiones formuladas a fs. 3, *5, 7 y 8, decide 
la devolución de aquellas acriolles a las personas que indica la resolución recu- 
rrida , sin pronunciarse sobre el pedido formulado a fs. 7!U del principal por 
la representación del diario "El Día", por entender, segura mente, que no reves- 
tía el carácter do parle en el proceso, como se expresa en la resolución de 
fs. 27, lo que implica el rechazo de este pedido. 

III, Como lo expresa el Sr. Juez a quo, con citu doctrinaria, cumplida 
la finalidad n que tiende la medida ¿¡rinde, la cosa debe ser devuelta do inme- 
diato a manos de quien la detentaba en el momento de ser secuestrada. 

No es dudoso que cuando el Instructor dictó las resoluciones de fs. 531 y 
533 vta. del principal, las accione- cuestionadas no se hallaban directa ni 
indirectamente en poder de los peticionantes de fs. 2, 5, 7 y 8. sino del Sr, Zamora, 
a cuyo poder habían llegado en ln forma en que se ha explicado en el punto II. 

El juicio del Sr. Zamora acerca del mejor derecho de loa peticionantes, no 
es suficiente para dar sustento a una decisión favorable a sus pretensiones, 
desde que no era en esta jurisdicción donde podía resolverse sobre el mejor 
derecho a la propiedad de las acciones secuestradas. 

En cuanto a las acciones a que se refiere el recibo protocolizado de fs. 1 ( 
cuya feche cierta serta la del 27 de mayo de 1958, también fueron secuestradas 
de poder del Sr. Zamora e quien se las había entregado el escribano Peirano, 
designado depositario por los representantes del diario "El Día". 

En presencia de estos antecedentes resulta evidente que le medida recu- 
rrida carece de sustento porque no restituye las acciones a manos de quien las 
tenía en el momento do ser secuestradas. 

El hecho de haber cambiado las circunstancias vigentes en la época en que 
se produjo el secuestro, le promoción de un juicio en jurisdicción civil tendiente 
a obtener la intervención judicial de "El Día" de que informen las actuaciones 
de fs. 44, 103 y 214, donde podrán discutirse libremente las distintas preten- 
siones a la propiedad o titularidad las acciones en cuestión, como así también 
la expresada en los escritos de fs. 48, 40 y 60, autorizan a disponer qae lea 
acciones en cuestión sean pnestas a disposición del Sr. Juez en lo Civil y Co- 
mercial ante quien tramita el juicio promovido sobre intervención judicial del 
diario "El Día". 

Por lo expuesto, no se lmce lagar al recurso de nulidad interpuesto y se 
deje sin efecto la resolución recurrida de íb. 18 en cuanto dispone la devolución 
a los peticionantes de fs. 3, 5, 7 y 8 de las acciones a que se refieren los res- 
guardos de fs. 584 y 632 de la causa principal, las que serán puestas a dispo- 
sición del Sr. Juez en lo Civil y Comercial, a cuyo efecto el Sr. Jaez a quo 
dispondrá las medidas pertinentes. — Gaspar M. Campos — Jorge E. Ballesteros. 
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Dicta m ex del Procurador General 

Suprema Corte: 

En los términos del art. 14 de la ley 48 la decisión apelada 
no es la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa 
ni ocasiona agravio insusceptible de ulterior reparación. 

Por ello los recursos extraordinarios interpuestos a fs. 231 
y 246 son improcedentes y lian sido mal acordado*. Así corres- 
ponde declararlo. Buenos Aires, 24 de setiembre de 1959. — Ra- 
món Lascano, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de diciembre de 1Í»G(X 

Vistos los autos : ** Mercante de La Greca, Marta Flora y otros 
s/ incidente sobre entrega de acciones en la causa n* 78.617 y 
acumuladas*'. 

Considerando: 

V) Que a fs. 3, ú, 7 y 8 se presentaron Marta Flora Mer- 
cante de La Greca, Enrique B. Norícgn, María A. Schnaibel de 
Ramírez Calderón y Estela M. Stunz de Escobar Doncel y Hugo 
F. Stunz, respectivamente, solicitando ta restitución de las accio- 
nes de la empresa "El Día" S. A. que fueran secuestradas por 
resolución de fs, 531 y 533 vta. de los autos principales y depo- 
sitadas posteriormente a la orden del magistrado interviniente en 
la causa principal, quien, a fs. 18/21 de este incidente, ordenó la 
devolución a los peticionantes de las acciones reclamadas. 

•y) Que apelada esta resolución por los titulados represen- 
tantes del personal del diario "El Día" S. A., fué revocada por 
la Cámara de Apelaciones (fs. 2*27/228), considerando que la res- 
titución de las acciones se realizó indebidamente a favor de quie- 
nes no las tenían al tiempo del secuestro. Asimismo, diebo tribu- 
nal dispuso que las acciones cuestionadas fueran puestas a dispo- 
sición del Juey, en lo Civil y Comercial ante quien tramita el 
juicio promovido sobre intervención judicial del diario "El Día'* 
H. A. y donde se podrá discutir libremente sobre "las distintas 
pretensiones a la propiedad o titularidad" de las mencionadas 
acciones. Contra este pronunciamiento, Hugo F. Stunz (fs. 231) 
y Estela M. Stunz de Escobar Doncel (fs, 246) interpusieron re- 
curso extraordinario por considerarlo arbitrario y violatorio de 
las garantías consagradas en los arts. 14, 17 y 18 de la Consti- 
tución Nacional, los que fueron concedidos a fs. 236 y fs. 252. 

3 P ) Que el caso de autos liace excepción a la jurisprudencia 
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spífi'ui la cual las providencias atinentes a la suerte provisoria 
de los objetos secuestrados en el curso del proceso no constituyen 
sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48. 

4*) Que, en efecto, scjíúii ha sido resuelto en la fecha, en 
la cansa "El Día" S. A. y APA S. A. intervención*' inedia, en 
las circunstancias del caso, interés institucional suficiente para 
el otorgamiento de la apelación, pues está en cuestión la garantía 
de In propiedad y lo decidido afecta la libertad de prensa. Es, 
por consiguiente, aplicable al caso la jurisprudencia establecida 
cu los votos de los jueces de esta Corte en el fallo dictado en 
los untos "Antonio, Jorge" —sentencia de 28 de octubre del año 
en curso— y los recursos del»en declararse bien concedidos. 

5*) Que es correcta la aserción contenida en la sentencia 
apelnda de fs. 227/228 en el sentido de que las posibles cuestiones 
sobre la propiedad o titularidad de las acciones cuya entrega 
ordena el auto de fs. 18/21 no deben ser objeto do resolución en 
jurisdicción penal, sino en la civil pertinente. Xo lo es, en cambio, 
en lo «pie hace a la devolución que dispone de las acciones men- 
cionadas, porque tal medida no es indispensable para la promo- 
ción de las demandas a que aquellas cuestiones puedan dar lugar 
y, además, condiciona la actuación de la justicia civil a la que, 
sin embargo, se reconoce competente para la decisión del dife- 
rendo. En tales condiciones y habida cuenta de los votos de los 
jueces de esta forte en el fallo dictado en los autos "El Día'* 
S. A. y "APA S. A." intervención" en el día de la fecha, la sen- 
ten < 'i u recurrida debe ser revocada. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se revoca la sentencia apelada de fs. 227/228, en lo que lia sido 
objeto del recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilhaso — 
AmsTÓBt-Lo D. AitAoz de Lamadrto 
— Luis María Bopfi Boooeuq — 
Peono Ahehastvisv — Ricardo 
OiEoMKh's — Esteban Imaz. 



1REXEO PALAY KC1XO t Ottio 

JVHISDKTIOX Y COMPETENCIA; Competencia penal PbmtUttmi de 
ilrlita*. 

Sa procede atribuir a un solo Juez el rouoeimienlo de delitos comunes inde- 
pendientes, cometidos por el misino Masado en distinta* prnvineins. Kilos 
deben ser juzpmkis por lo* tribunales de la* respectivas .¡urisdietidnes, ña 
perjuicio de la prioridad en el trí¡mi;e qoc pueda hacer valer el magistrado 
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que cuuoce en la cauaa má? grave o más antigua, según el cuso, y de la 
oportuna aplicación de lo dispuesto en el nrt. 08 del Código Pemil. 

Dictamen del Pbocuradoh General 

Suprema Corte: 

Iai circunstancia de que uno de los procesados. I renco Pala- 
vecino, se halle también encauzado por la justicia Je Tucumán 
en razón de un delito que habría cometido en jurisdicción de 
aquélla, no determina eti modo alguno la incompetencia del señor 
Juez de Azul para entender en las presentes actuaciones, rela- 
tivas a delitos cometidos en jurisdicción de este último magistrado. 

La prioridad para juzgar a Palavechio no ha sido, por otra 
parte, reclamada por los jueces tucumanos, y, en consecuencia, 
tampoco se justifica desde ningún punto de vista que el magis- 
trado bonaerense remita dicho procesado a aquella provincia, 
y menos aún con mención del art. 18, ine. •*>, del Código de Proc. 
Penal de Buenos Aires, que por referirse a las cuestiones de 
competencia por inhibitoria, ninguna relación tiene con el caso. 

Teniendo en cnenta lo expresado, y admitiendo que el auto 
de fs. 53 constituya el acto de insistencia necesario para tener 
por debidamente trabada la contienda (el trámite ya ha sido 
considerablemente demorado por estas infundadas cuestiones), 
corresponde declarar que el señor Juez de Azul debe continuar 
conociendo en la cansa, Buenos Aires, 10 de noviembre de 1960. 
— Ramón Lascaao. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de diciembre de 1960. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, como lo demuestra el .precedente dictamen del Señor 
Procurador General, esta causa debe seguir tramitando ante la 
justicia en lo penal de Azul. Se trata, en efecto, de hechos inde- 
pendientes cometidos por el mismo nensado en distintas provin- 
cias y no procede atribuir su conocimiento a un solo juez. Ellos 
deben ser juzgados por los tribunales de las respectivas juris- 
dicciones, sin perjuicio de la prioridad en el trámite que pueda 
hacer valer el magistrado que conoce de la causa más grave o 
más antigua, según sea el caso, y de la oportuna aplicación de 
lo dispuesto en el art. 58 del Código Penal — Fallos: 152: 62; 
183: 69; 188: 159 y otros—. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara que el Sr. Juez en lo Penal de Azul debe seguir cono- 
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ciendo de esta causa. Remítansele los autos y hágase saber en 
la forma de estilo al Sr. Juez del Criiuen de Tueuinán. 

Luis María Boffi Boggkko — Pedro 
Aberastury — Ricardo Cohom- 
bres — Esteban Imaz. 



JOSEFINA GARCIA 

PEREXCIOX DE IX ST ASCI A. 

La caducidad de la instancia debe ser declarada de oficio en la qaeja cuando, 
desde la providencia que ordena acompañar diversos recaudos, ha transcu- 
rrido el plazo previsto en el art. 1«, inc. 2?, de la ley 14.191. La cin-tf natali- 
cia de que el recurrente haya presentado nn escrito para justificar el incum- 
plimiento de lo dispi» fe por la Corte, después de transcurrido el plazo 
señalado, no es óbice para la aplicación de la doctrina aludida, pues la cadu- 
cidad se opera de pleno derecho 



RAUL ANDRES AFFK ANCHI NO RUMI v." MARIA CARLOTA 

MADARIAQA 

RECURSO EX TRAORDIXARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 

Interpretación de normas y actos comunes. 

La sentencia del tribunal de altada que, en el juicio de divorcio, declara 
desierto el recurso de apelación, en cuanto a la reconvención por injuria* 
gravea admitida por el inferior, confirmando lo demás decidido por éste y 
objeto de expresión de agravios, resuelve cuestiones de hecho y prueba y 
de derecho común, que son irrevisibles en la instancia extraordinaria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. r U e»Hone» no federales. 
Sentencias arbitrarias. Principios «eneróle». 

El pronunciamiento suficientemente f andado no admite, cualquiera sea ra 
acierto o error, la tacha de arbitrariedad. Ello es así porque el recurso extra- 
ordinario fundado en dicha causal no tiene por objeto corregir, en teñera 
instancia, sentencias equivocadas o que se estimen tales, sino que sólo atiende 
a las omisiones o desaciertos que provoquen la descalificación de la senten- 
cia como acto judicial. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» comunes. Gravamen. 

ha cuestión referente a la acción de nulidad de matrimonio, no conteniendo 
el falto recurrido decisión a) respecto, no ínstente a apelación extraordinaria. 



(i) 14 de diciembre. Fallos: 234 : 380 ¡ 246: 70. 



6(10 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto* propio». Cuestiones no fedérale*. 
Interpretación de MfÉiM locales de procedimiento». Cunos varios. 

La decisión del tribunnl de segunda instancia atinente a la insuficiencia 
de U expresión de agravios, constituye materia ajena al recurso extra- 
ordinario. 

RECURSO EXTUAORDIXA RIO: Requisitos propio». Cuestionen no federales. 
Interpretarían de normas torales de procedimientos. Casos tartos. 

Lo atinente al supuesto incumplí miento de ln dispuesto por el art. 2Hü 
del Código de Procedimientos en ln Criminal de ln Provincia de Entre Ríos, 
no «instituye cuestión federal que autorice el otorgamiento de la apelación 
extraordinaria, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Iteqnmtos propia. JleheiÓ» directa. Xor- 
tmis est ranas ul jtiirio, Disposiciones constitucionales. Art. 19. 

i ti ideación del «rí. 1» de ln f'imstitución Nacional im sustenln el recurso 
extraordinario respecto ríe sentenciai! que deciden I» causa por aplicación 
de normas no federales. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de diciembre de lDb'O. 

Vistos los «utos: "Recurso de hecho deducido por el actor 
m 1(1 Affrnnehiuo Ruin i, Raúl Andrés e/ Madarimrn, Ma- 

ría Carlota* pina decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que la sentencia de que se luí aeoui panado copia a requeri- 
inieuto de esta Corte, decide cuestiones Je lieeho v prueba y de 
derecho común (pie no son susceptibles de revisión medíante la 
vía del art. 14 de la ley 48. 

Que, por tratarse de un pronunciamiento suficientemente 
fundado, no admite, cualquiera sea su acierto o error, la tacha 
de aríiitrariednd. Poique, Begún esta Corte lo tiene decidido, el 
recurso extraordinario fundado en dicha causal no tiene por 
objeto corregir, en tercera instancia, sentencias equivocadas o 
que se estimen tales, sino que sólo atiende a las omisiones y 
desaciertos que provoquen la descalificación de la sentencia como 
ucto judicial (Fallos: 244: .'Í84; 245: 327 y otros). 

Que toda ves que el fallo recurrido no contiene pronuncia- 
miento respecto de la acción do nulidad de matrimonio, la cues- 
tión referente al desistimiento de dicha acción no sustenta el 
recurso extraordinario por falta de gravamen. 

Que lo decidido por el tribunal a qtio acerca de la insufi- 
ciencia de la expresión de agravios, constituye materia ajena 
al recurso extraordinario (Fallos: 237: 807 y otros). A lo que 
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cabe añadir que el remedio intentado resulta ineficaz referido a 
a<* cuestiones que, por aquella razón, no fueron decididas por 
la sentencia apelada. 

Que lo atinente al supuesto incumplimiento de lo dispuesto 
por el «rt. 286 del Código de Procedimiento* en lo Criminal de 
BntEe Ríos no constituye cuestión federal que autorice el otor- 
gamiento de ln apelación. 

Que, por último, esta Corte tiene reiteradamente decidido 
fine la invocación del art. 19 de la Constitución Nacional no sus- 
tenta el recurso extraordinario respecto de sentencias que 
—como la de autos— deciden la causa por aplicación de normas 
no fedéralés. 

Por ello, se desestima la queja. 

Luis María Bom Bogíjero — Julio 
Ovhanarte — Pedro Aberastury 
— Ricardo Oolomiireí 



SALVADOR CRESPO v. ANTONIO CASTRO LOPEZ 

RECURSO EXTRAORDISARiO: Requisitos propio,. Cuestiones m federales. 
Interpretaaótt de normas y aitón comunes. 

Ln sentencia que decide la cansa do desalojo sobre ln base de que el aetor 
no In^rá acreditar la ocupneión. por parte de terceros, de l, w tres propie- 
dades que en I;. oportunidad de I» absolución de ptwidonea nfirmó tener 
ti nombre propio o de »u esposa, tiene t unda mentó* de hecho y prueba, y 
de derecho común y proecsal que bastan para sustentarla (■). 

RECURSO EXTRAORDISARIO; Requisito* propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitraria*. Principio» peñérales. 

No resulta atendible ln tacha de arbitrariedad ruando, en definitiva, se 
reduce a ln mera disconformidad del npelante con la apreciación de la 
prueba y ln intendencia atribuida a preceptos de orden común por el tribu- 
nal de la causa ( a ). 



RODOLFO GUIÑA v. SHAAO REISIAJJ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Cuestiones no fedtraUs. 
Interpretación de normas lócale* de procedimientos. Casos varios. 

Las euestiones referentes « ln validez o nulidad de las notificaciones son 
de hecho y de dereclio proeesal, ajenan al recurso extraordinario que, por 
lo demás, m es la vía para plantear posible;} nulidades procesales ( 3 ). 



(*) 14 de dleiembrc. 

(») Fallos: 240: 252, 440; 242: 179, 252, 108, 37L 

(3) 14 de diciembre. Fallón: 23fi : :i21 ; 2.19: 28; 241: 185; 245: 79. 



•62 FALLOS DE LA CORTE SUPBEMA 

* 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Sentencia definitiva. 
Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Varia». 

Las resoluciones qne deciden el rechazo de una nulidad procesal no consti- 
tuyen sentencia definitiva a los fines del art. 14 de la ley 48 (*). 



JUAN PEDRO DEL CASTILLO v. ELVIRA SEVILLANO de DIAZ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de norma* locales de procedimientos. Cosa jusgada. 

U decisión atinente a la existencia o inexistencia de cosa juzgada no consti- 
tuye, por sí misma, cuestión federal que autorice el otorgamiento del recurso 
extraordinario, salvo el supuesto de arbitrariedad. Esto no ocurre cuando 
la sentencia apelada, en tanto decide que Jas circunstancias del sub ttte 
difieren de las resueltas en la causa anterior sobre excepción a 1h prórroga 
de arrendamientos y que fué seguida al recurrente por el eedente del actor, 
tiene fundamentos d* hecho y prueba suficientes para sustentarla 

RECUitSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Cuestioue» no federales. 
Interpretación de normas tócale» de procedimientos. Casos varios. 

La determinación de las cuestiones comprendidas en la litis es materia ajena 
al recurso extraordinario, no mediando arbitrariedad (*). 



ANTONIO PORRETTI —sucesión'— v. JUAN CARLOS DO PICO T Otra 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas « actos comunes. 

La sentencia qne, en ratón de r i existir entre las partes un nuevo contrato 
de locación comprensivo de la mayor extensión invocada por el ipeenrrente, 
condena a los demandados a restituir el muro divisorio que separaba a dos 
departamentos y rechaza la demanda reconvencional tendiente a la escritu- 
ración de la unidad locada y a 1a modíficaciim de los planos respectivos, 
tiene fundamentos de lieeho y de derecho común qne bastan para susten- 
tarla y que son irrevisibles en la instancia extraordinaria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Culones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Principios generales. 

Es improcedente la alegación de arbitrariedad cuando se apoya en la dis- 
conformidad del recurrente respecto a la inteligencia atribuida por el tribu- 
nal de alzada a preceptos de orden común y en la omisión de hechos que la 
c-nteñeia tiene por comprobados, pero que considera que no obstan al reco- 
nocimiento de los derechos del actor. 



$ I6*¡ i". m «* 
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RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación directa. Xor- 
mas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales, Art, 19, 

La invocación del art 19 de la Constitución Nacional no sustenta el recurso 
extraordinario contra sentencias qnc deciden el juicio por aplicación de nor- 
mas no federales. 



FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la de- 
mandada en la causa Porretti, Antonio (suc.) c/ Do Pico, Juan 
Carlos y otra r \ para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando. 

Que en tonto declara que no existe entre las partes un nuevo 
contrato de locación comprensivo de ln mayor extensión invo- 
cada por el recurrente, condena a los demandados a restituir el 
muro divisorio que separaba a dos departamentos y rechaza la 
demanda reconvencional tendiente a la escrituración de la uni- 
dad locada y a la modificación de los planos respectivos con 
arreglo a la mencionada mayor extensión, la sentencia apelada 
de qne se acompaña copia tiene fundamentos de hecho y de dere- 
cho común que bastan para sustentarla y que son irrevisibles 
por esta Corte en la instancia extraordinaria. 

Que la arbitrariedad alegada no es procedente, habida cuen- 
ta de que se apoya en la disconformidad del recurrente con 
* respecto a la inteligencia atribuida por el tribunal de alzada a 
preceptos de orden común —Fallos: 235: 177, 249, 276 ; 237 : 69, 
74 ; 242 : 179, 252, 308, 371 y muchos otros — y en la omisión de 
hechos que la sentencia tiene por comprobados pero considera 
que no obstan al reconocimiento de los derechos del actor. 

Que, por último, la invocación del art 19 de la Constitución 
Nacional no sustenta el recurso extraordinario contra sentencias 
que — como la del caso — deciden el juicio por aplicación de nor- 
mas no federales (Fallos: 244: 190, 220, 296 y otros). 

Por ello, se desestima la queja. 

Luis María Boffi Bogoero — Julio 
Oyhaxarte — Pedro Aberastury 
— Ricardo Colombres. 



M4 FALLOS DE LA CORTE PEE II A 



PEDIiO TOSSINI v Otros v- EMILIO BERTORA v Otros 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas u actos comunes. 

La -entena» que desestima loa agravios del subinqoilino que, legal mente 
citado, se presento extemporáneamente en el juicio de desalojo, tiene funda- 
mentos de hecho y de derecho común y procesal suficientes para susten- 
tarla e ir re visibles en la instancia extraordinaria 

RECURSO EX TRAORDIXA RIO : Requisitos catuanes. Gravamen. 

No procede el recurso del nrt. 14 de la ley 48 cuando el agravio constitu- 
cional en que se lo funda proviene de In propia conduela discrecional del 
recurrente ( a ). 



S. A. EL DIA y S. A. APA 



RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Cuestión federal Cues- 
tiones fetfo rales simples. Interpretación de ta Constitución Nacional. 

Procede el recurso extraordinario contra la xentencin que revoco la decisión 
de primera instancia que habla dispuesto la convocatoria a asamblea extra- 
ordinaria de accionistas de un diario intervenido, puea ello puede importar 
agravio í ¡¡susceptible de suficiente reparación ulterior, como consecuencia de 
ta eventual ¡¡ostergación "sin? die" de la intervención judicial, en detrimento 
de la libertad de prensa y del derecho de propiedad. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de propiedad. 

Establecido que existen acciones indiscutidas, cuyos titulares no requieren 
decisión judicial previa al ejercicio de sus derechos; y que la convocatoria 
dispuesta a asamblea extraordinaria no contarla disposiciones Icgnles o esta- 
tutarias, la circunstancia de que exktau también acciones respecto de cuyo 
dominio cabe debate judicial no justifica, sin mis, la subsistencia indeter- 
minada de la intervención judicial de un órgano periodístico, luego de resta- 
blecida la normalidad institucional y en ausencia de un litigio regular que 
pneda hacerla pertinente. Ello implica agravio al ejercicio del derecho de 
propiedad respecto de las arciones indiscutidas la sociedad anónima y 
afecta a la libertad de prensa. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de publicar las 

La dignidad institucional de la juaticia independiente y de la prensa libre 
son valores preeminentes del orden democrático. 

La plena vigencia de la garantía constitucional de la libertad de prensa, 
que requiere ta ausencia de contralor estatal sobre ella, excluye los procedi- 
mientos que conduxean a someter el ejercicio de esa libertad a la discreción 
judicial, aunque ella sea bien intencionada e intrínsecamente sana. 



(1) 14 de diciembre. 

(») Fallos: 234: 400; 235: 113; 243: 178. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Curativa federal. Cues- 
tiones federales simples. Interpretación de la Constitución Nacional. 

La sentencia que, al revocar la decisión de primera instancia, dispone la para- 
lización de ta convocatoria a asamblea de accionistas en términos inciertos, 
si bien no puede considerarse proeesalmente como definitiva, lo es desde que 
entraña gravamen irreparable a las partes y configura cuestión de gravedad 
institucional, al afectar el ejercicio de la libertad de prensa (Voto del Señor 
Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boggcro), 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos fjf ¡Jarantía*. Derecho de publicar las 
ideas. 

Porque afecta a ln libertad de prensa y a la garantía constitucional de la 
propiedad, corresponde revocar la sentencia que dispone la paralización, sin 
ti'rmino cierto, de la convocatoria a asamblea extraordinaria de los accionistas 
de un diario intervenido, y, en atención a ln importancia de los derechos 
debatidos y al extenso tiempo transcurrido sin que ellos pudieran concretarse, 
. corresponde resolver directamente el fondo del asunto ( Voto del Señor Minis- 
tro Doctor Don Luis Marín Boffi Boggero}. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos ¡i fiartmtitis. Defensa en juicio. Pro- 
cedimientn y sentencia. 

La sentencia que decide el cese de ln intervención en el juicio de quienes f ne- 
rón tenidos por parte mediante resolución firme, viola la garantía de la 
defensa en jnicio establecida en el art. 18 de la Constitución Nacional (Voto 
del Señor Minis;ro Doctor Don Luís María Boffi Boggero). 



Sentencia uel Jüfjs en lo Civir, y OsiEnciAr, 

La Plata, de diciembre de 1059. 

Autos y vistos: 

Las presentaciones de fs. 155/57, 279, 281, 287, 288 y 289, requiriendo el 
llamado a Asamblea general extraordinaria de accionistas de la empresa "El Día, 
S.A.I.C.F.", así como lo solicitado a fs, 168 y 275, de no innovar con respecto 
a la situación de las acciones de esa sociedad euya titularidad ha «do cuestionada; 
v habiendo sido cumplimentadas las medidas para mejor proveer decretadas a 
fa. 277 vta. y 291 (ver f«- 318/27 y 348/73), corresponde pronunciarse sobre las 
cuestiones planteadas. 

Y considerando: 

Primero: Que como surge de la parte dispositiva del decreto 4073 (ver fs. 4), 
la finalidad pri ordial invocada por el P. B. al promover esta Intervención 
Judicial, fu* la obtención de medidas qne permitieran la normalización de las 
sociedades «El Din S. A." y «A.P.A.S. A,", que se hallaban intervenidas admi- 
nistrativamente. 

Segando: Que tal como se expresara en la resolución de fs. 14/15, al darse 
curso al pedido de intervención, se entendió que por lo excepcional de 1» medida 
y su repercusión innegable en la vida de la sociedad y atento su carácter precau- 
ciona! y transitorio, ta interferencia judicial estarla orientada al mas breve resta- 
blecimiento de su gobierno normal. 

Tercero: Que frente al requerimiento espreso de un grupo importante de 
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accionistas de "El Día S. A." y habiendo transcurrido nf plazo prudencial, desde 
el momento en qne se decretara Ia intervención judicial de la empresa, cabe 
examinar si en la actualidad están dadas las condiciones mínimas necesarias 
para la convocatoria, constitución y funcionamiento de unn asamblea general de 
accionistas, como previo y obligado paso para lograr la integración de sus regu- 
lares órganos de gobierno y por ende la normalización definitiva de la entidad 
(art. 3:15 del Cód. de Comercio; La U íf . t. 10, pág. 23 y t. 34. púg. 33; ./. A., 
1Í14-4, I, 39). 

Cuarto; Que consideradas esas condiciones mínimas desde, el punto de vista 
teg&j y estatutario, "prima facie" aparecen cumplidas. 

En efecto, ln convocatoria a asambleas generales extraordinarias n requeri- 
miento de un cierto número de accionistas, resolta procedente siempre qne éstos 
teñirán la representación de la vigésima parte del capital social (ari. 348 del 
Cód. de Comercio y nrt. 15 de los Estatutos; J. A., 1044, IV, 161). 

SÍ se tiene en cuentn que diebo capital está constituido por 9.000 acciones 
de mfn, 100 cada una, divididas en 3 series de 3.000 acciones (art. 3« del Esta- 
tuto) y qne quienes peticionan a fs. 279. 281, 287, 288 y 289, lian acreditado en 
forma Ja titularidad no cuestionada y disponibilidad de no menos de 3.000 acciones 
pertenecientes * bis «erica 1 y 2 (ver certificados de resguardo de fs. 224, 278, 
2*1. 2v_> y mito de fs. 157), resulta notorio que tal exigencia de representar el 
20% del capital social (1.800 acciones) ha sido llenada con holgura. 

En canuto a la constitución y funcionamiento de la asamblea no nuede existir 
impedimento alguno, pues si bien el art. 17 de los estatutos requiere para 
sesionar válidamente en Ira. convocatoria la pwsencia de socios que representen 
ln mitad nías uno de los votos conferidos por todas las acciones emitidas, en caso 
de fracasar por nn haberse alcanzado quorum, está contemplada una 2da. convo- 
catoria (art. 1W del Estatuto), en enyo caso entra a jugar el art. 351 del Cód. de 
Comercio, que declara válidas las resoluciones de la asamblea, cualquier» sea el 
número de necionistas presentes o la cantidad de capital representado. En uno 
u otro caso dichas resoluciones exigen para su aprobación, salvo en sos especiales 
contemplados en los estatutos, la mayorín de los votos presentes {art. 350 del 
Cód. de Comercio), 

Dentro del ordenamiento estatutario, el gobierno de la sociedad es ejercido 
por un Directorio compuesto de 7 miembros, de los cuales 3 son designados por 
lo* titulares de lns acciones de ln serie 3. y los restantes, dos por cada una de 
las sérica 1 y 2 (nrt. 7'), Como dicho Directorio puede sesionar válidamente 
con la presencia de 4 miembros, incluso el presidente y sus resoluciones se toman 
por simple mayoría de votos (art. 9») y atendiendo a que los peticionantes de 
autos exhiben la propiedad indiscutida de la mayoría de las acciones de las series 
1 y 2, el funcionamiento y administración de la sociedad queda nsegurado. 

Quinto; Que sin restarle importancia al problema que significa la existencia 
de un considerable número de ficciones (51 del paquete cesionario), cuya titu- 
laridad se llalla en discusión entre quienes alegan dcrccüos preferentes sobre las 
mismas, resulta evidente a través de lo expuesto en el considerando anterior, qne 
la falta de participación por el momento de los votos que esas acciones confieren, 
no puede constituir un obstáculo insalvable ya sea para la constitución de la 
asamblea como para el posterior funcionamiento de la sociedad. 

La dilucidación definitiva de la propiedad de esas acciones, que presumible- 
mente puede derivar en nn trámite • onrradietorio largo y complicado y cuya 
ventilación en este expediente no aparece claramente justificada por ser ajena 
al objetivo especifico de la intervención judicial, en mi opinión no puede erigirse 
en recaudo previo e ineludible pan un concreto llamamiento a asamblea. En ello 
discrepo con el señor Juez qne me precedió como titular de este Juzgado. Man- 
tener ese temperamento implica dejar abierta la posibilidad de que la normali- 
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Eaeión de la sociedad quede postergada durante un plaao que amén de incierto 
pudiera prolongarse excesivamente y causar perjuicios irreparables. 

No obsta a esta interpretación la doctrina sentada por la Suprema Corte do 
Justicia, en entallo a que alude la presentación de fs. 11/13 (J. A., 1958, II, 
pág. 342) y que presumiblemente orientó la resolución de fs. 14/15 (conside- 
rando 5»). Bien ha podido decirse en esa oportunidad que es procedente la 
intervención judicial cuando lo cuestionado en el pleito involuera, la constitución 
y funcionamiento de la asamblea misma, al impugnarse la valide* de los títulos 
que invocan parte de sus componentes y que dicha intervención tiene la ventaja 
de no comprometer el derecho de los adquirentes de las acciones en cuestión y 
al mismo tiempo evita el sometimiento de un grupo de accionistas al otro, 
mientras llegue la sentencia definitiva que rcconoücu el mejor derecho que a 
uno de ellos asiste. 

Pero ocurre que esa doctrina no resulta aplicable al presente caso por tra- 
tarse de situaciones esencialmente distintas. Lo que allí estaba en discusión entre 
dos grupos de accionistas, era una cuestión sobre validez de emisión, suscripción 
y adjudicación de acciones, cuya solución importaba decidir la supremaeí de un 
grupo sobre otro en el gobierno de la sociedad. En tal situación, se consideró 
que no era prudente ni justo que fuera la Asamblea quien juzgara el proceder 
del Directorio, estando en juego la integración válida de esa Asamblea. 

Se tuvo en consideración ademas "el interés del público f ayos ahorros ma- 
neja la sociedad". 

En nuestro caso, como ya ha sido puntualizado, las acciones cuestionadas no 
ob«tante constituir nn elevado porcentaje del capital social, en .nanera alguna 
sor. decisivas para determinar quienes deben dirigir y administra» la sociedad. 

Sexto: Que de los antecedentes y demás datos acumulados en autos, resultan 
ser tres núcleos o entidades distintas, las que pretenden tener preferentes dere- 
cho* sobre esas sociedades. 

Por un 'ado el grupo que integran en porte algunos de los accionistas actua- 
les, quienes husean hacer valer una tenencia precaria cuyo origen debe buscarse 
en una resolución del Juez en lo Penal de este Departamento doctor Heguy Iver 
testimonio de fs. 320/3*/) revocada con posterioridad por decisión de la Excma. 
Címara 3ra,, según surge del informe 0£ fs. 296 vta. El pronunciamiento de la 
Alzada ordenando la devolución de esns acciones no es definitivo, pues se ha tía 
pendiente de un recurso deducido ante la Corte Suprema Nacional aún no 
resuelto. 

Frente a ellos, el núcleo que integra un sector del personal del diario ' El 
Díi", quienes invocan un eventual derecho de preferencia en la compra de dichas 
nccioncB, conferido por el que fuera Presidente del Directorio, hasta setiembre, 
de 1955, señor Francisco S a vori o Marcscn. Dicha operación de compra habría 
tenido principio de ejecución con la entrega efectiva de las mismas, las que 
fueron depositadas en una Escribanía de esta dudad y con posterioridad reto- 
radas por el ex Interventor señor Zamora (ver fotocopias de las actas de 
Asambleas de fs. 62/68; recibo de fs. 60 y acta de fs. 70/71). 

En tercer lugar, existirían intereses fiscales comprometidos respecto a la 
propiedad de las acciones aludidas, según surge del informe de la Comisión 
Liquidadora decreto-ley 8124 (ver testimonio y certificaciones de fs. 368/71). 
Dicha comisión aparece reclamando con fecha 8 de junio del comente año la 
devolución de las acciones de "El Día S.A.I .C. y F." a los efecto» que eorree- 
pondan, laa que por un valor nominal de m$n. 462.000 habían sido puestas a 
disposición del Juez doctor Hegoy el 19 de mayo de 1058. A mayor abunda- 
miento y según se desprende del fallo dictado por la Sala B de la Junta Nacional 
de Recuperación Patrimonial, en los autos referentes a la interdicción de Fran- 
cisco Saverio Mareara, quedó acreditado que las citadas acciones no - 
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■l imputado, desconociéndose a su legítimo propietario, por lo que se resolvió 
que correspondía el depósito judicial a 1* orden de la Comisión Investigadora 
Provincia!. Eventualmente para el caso de demostrare que las mismas pertene- 
cieran a alpina persona interdicta, que no las hubiere reclamado, debían ser 
transferidas al patrimonio nacional (art. 4* del decreto-ley 5148-55). 

D« lo expuesto se desprende, que ninguna de la» tres partes que postulan 
eventuales derechos sobre un determinado número de acciones perfectamente 
individualizadas, puede esgrimir a su favor una posesión pacífica de las mismas 
ni la presunción legal de buena fe (arts. 2362 y 4008 del Cód. Civil). 

Como consecuencia y mientras esa situación no encuentre solución definitiva, 
aparece romo prudente no innovar con respecto a la disponibilidad de esas accio- 
nes, coya participación en la constitución y funcionamiento de la Asamblea queda 
así descartada (arta, 6» y 19 de los Estatutos). 

Por dio, resuelvo: 

1*) Hacer lugar al pedido de convocatoria de Asamblea General Extra- 
ordinaria de Accionistas de "El Día S. A.C.I.F.", formulado a t's. 279, 281, 
287, 288 y 289 (arts. 348, 350 y 351 del Cód. de Comercio, v aris. 17, 18, 
19 y 20 de los Estatutos). 

2») Decretar una medida de no innovar ron respecto a la situación de las 
acciones cuestionadas que se individualizan en la presentación de f*. 72/75, las 
que no podrán participar en la mencionada asamblea. , 

3?) A efectos del cumplimiento de lo üspuesto en el punto primero, desíg- 
nase al señor Interventor Judicial, para que convoque y presida dicha Asamblea, 
In que tendrá lugar en ta Sala de Audiencia* del Juagado, El orden del dia 
será el siguiente: l*) Elección de siete (7) directores titulares por el término 
de un año, conforme con lo que dispone el art. 7* del Estatuto; 2") Elección de 
un «índico titular y un síndico suplente; 3*) Designación de dos accionistas para 
firmar el acta. — Jorge Antonio GattL 



SESTKS-CIA PE LA CÁMARA PNIMERA EX LO ClVIL T COMERCIAL 

La Plata, 23 de febrero de 196<l. 

Autos y vistos; considerando: 

I?) Que la apariencia compleja de estas actuaciones nace de la circuns- 
tancia, lamentablemente bastante habitual de no ceñirse estrictamente a las pre- 
visiones de la ley de procedimiento cuyas normas no pueden abandonarse a la 
disereeionalidad no -eglada de los jueces que no encuentran de tal mudo límite 
a su actuación en la ley. 

'29) Que por ello es preciso, con un bosquejo de antecedentes, puntualizar 
los liechos que lian llevado a la anómala situación apuntada. Producida la 
revolución libertadora se interviene administrativamente la S. A. El Dia y APA. 
Restablecido el Gobierno Constitucional, el P. E. dicta un decreto en el que 
destaca que carece de facultad para dirimir contiendas particulares entre preten- 
sos accionistas y con el fin de encauzar a ambas sociedades, el interventor desig- 
nado se presenta ante los tribunales promoviéndose actuaciones con el fin de 
su normalización. 

Oportunamente se designa interventor judicial al que se pone en funciones, 
con facultades propias del Directorio. 

Coetáneamente comienzan las presentaciones en autos de quienes acompa- 
ñando distintos documentos justifican o pretenden justificar su derecho a parte 
de las acciones de la Empresa El Día S. A. y formulan diversas peticiones, pero 
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sin concretar demandas formales que posibiliten la composición de los conflicto* 
latentes. 

3*) Que es preciso antes de seguir adelante señalar la naturaleza de esta* 

actuaciones, fijar los límites de actuación jurisdiccional en la especie, que facili- 
taran la comprensión y alcance de las disposiciones que se dictarán en torno a 
los autos apelados. 

De modo alguno nos encontramos en presencia de un juicio ordinario en el 
que a falta de disposición expresa, deben debatirse los distintos conflictos indivi- 
dúale» que abren la instancia jurisdiccional — art. 78 del Cód. de Procedimientos — . 

Tampoco es este un juicio voluntario o "mere declarativo", ni se ventila 
dentro de las previsiones de juicios sumarios, o especiales previstos por el orde- 
namiento procesal. 

En rigor ante el alcance dado por la acción generatriz — presentación del 
Interventor designado por el P. E. — , es éste el trámite autónomo de un proce- 
dimiento cautelar que como enseña Chiovenda (Ist. I, pág. 43) existe en algunas 
legislaciones como regulación general de las medidas cautelares (eostweiliie Ver- 
fiigung de la C.P.C. germ-, número 035-045), que deja al juez el poder de 
establecer su oportunidad y su naturaleza, figura general de la providencia cau- 
telar implícitamente existente en el artículo 1684 del Código Civil. 

Es autónomo por que la relación de instrumcntaüdad que liga la providencia 
cautelar a la providencia principal no se concreta en el mismo trámite en relación 
de incidente y principal. 

De tal modo que no pueden esperarse que dentro de estas actuaciones se 
diriman contiendas o se declaren derechos que <"t caso de hacerse estarían signados 
por el estigma de la indefención por inobserv. ncia del "due procesa of law" que 
reguarda como garantía inmanente la Consti. ición Nacional. 

4«) Ello no implica, de conformidad a la ¿."nica de las providencias caute- 
lares, negar la existencia en grado de probabilidad o verosimilitud (Conf. O. 
Calamandrei, providencias cautelares, cap. IU, n' 21, pág. 77), de una cognición 
cautelar. La cognición en condición de certeza corresponderá al ordinario, al 
punto que, según lo afirma el autor citado "no existe en el procedimiento cau- 
telar una fase destinada a transformar la hipótesis en declaración de certeza'' 
al punto que cuando "la hipótesi» se resuelve en la certeza, es señal qoe la 
providencia cautela ha agotado definitivamente su función". 

Esta hipótesis, el "fumus boni juris" o verosimilitud del derecho invocado 
y que junto con la calidad e interés integran la acción cautelar — como en cual* 
qttier otra acción—, debe ser verificado en la instancia precautoria. 

5') Que uno de los grupos interesados que en autos invocan derecho robre 
parte de las acciones, no invoca su titularidad sino un derecho eventual, que 
recién concretó al formalizar la aceptación d.- una presunta ofrrta, en estas 
actuaciones — fs. 145 vuelta—, oferta que, por otra parte, no surge fehaciente- 
mente "prima farie" de estos obrados; por lo que, bin perjnido de que en la 
forme y oportunidad que viere convenir a su interés haga valer ana derechos, 
por tazones de buen orden del juicio no puede tener cabida en esta* actuaciones. 
En consecuencia, ha sido mal concedida la apelación interpuesta por el doctor 
Francisco Roberto Brumal, cuyos mandantes deben cesar su intervención en estos 
autos, sin perjuicio de su ulterior intervención, ti en juicio ordinario justificaran 
en hipótesis, o con mayor razón en grado de eetteza su pretenso derecho (Conf, 
H. Átona. Tratado, t. I, pág. 280, n» 4 y ss. y p. 227). 

flfr) Que el roto de fojas 407 y ss. lia sido recorrido y es sostenido por otros 
sujetos de derecho, cuya personalidad surge "prima facie" por lo que queda, a su 
respecto abierta !a jurisdicción de la Alzada. 

Este acto es ataeado en cuanto convoca a una Asamblea de accionistas y en 
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cunto decreta ana medida de no innovar respecto de las acciones litigiosas, con 
Marión a bu posihie intervención en diciia Asamblea. 

Es obvio que la normalización de la Sor. Anón. "El Día" debe venir por 
conducto de una A nambira que elija los Directon-s y Síndico, qae restituyim la 
vigencia normal del Estatuto, como lo es que usías actuaciones tienen por fina- 
lidad resguardar la vida jurídica de la Sociedad, mientras llega la composición 
jurisdiccional de los distintos conflictos individuales suscitado» o a suscitarse y 
que impiden por a lio ra, concretar un retorno a la vida normal de la empresa. 

Pero no es Jegalmen*" posible qae se convoque a una Asamblea a la que 
ae veda la concurrencia de un porcentaje significativo de acciones, con número 
suficiente para gravitar, en su decisión. 

Ello as!, porque, "La societé anonnyme e*t una puro association de espita ux, 
sans anconi element personueL C'est la son earaetere essentiel et distinctif" (C. 
Houpin "Traite Géneral des Soeietéa Civiles et Córame reíales", 4* odie, 3er. 
tiraje, t. 2* t p. 2). Vale decir que determinándose por el capitnl y no por loa 
titulares, prescindiendo del elemento pe nona 1 la constitución de la Asamblea no 
puede realizarse cou exclusión de una porción importante de capital cava domi- 
uialidad se disputan distintas personas. 

Pero tampoco es posible continuar en el círculo vicioso en el que se hn caído 
como consecuencia, tanto de la magnitud del problema, como del I echo que nn 
desenfoque «e la real situación mantenga latente el conflicto, sin que se sepa 
a ciencia cierta en estos autos si se luí dado los pasos necesarios para obtener 
una decisión definitiva. 

En este punto conviene destacar que en autos no existe, con autoridad de 
fuerza juzgada, o sin ella, ningún auto o resolución que obligue a la elucidación 
de las cuestiones contenciosas relativas a] dominio de las acciones que no han 
llegado a engendrar eficazmente relaciones jurídico procesales y que por ende 
no existe técnicamente litigio que deba ser decidido en este espeeialísimo proce- 
dimiento, al que le queda horada l» calificación de juicio. 

Volviendo al hilo de la decisión, el estado actual de estos obrados no dejan 
vislumbrar un fin más o menos inmediato a la intervención decretada, desde que 
como se señalara precedentemente se opera un verdadero "impasse" que obsta 
la consecución de la finalidad de estos obrados ya que promovidos para norma- 
lizar las empresas la Asamblea que lo posibilite no se puede convocar, ante la 
posibilidad de que no pueda nrtnar el capital en conflicto; conflicto que, a su 
vez, no se puede dirimir mientras no se formalicen en forma — art. 78 del Cód, 
de Procedimientos— los juicios en los que pueda, dentro del ordenamiento legal, 
expedirse el órgano jurisdiccional. 

Corresponde pues emir liw condiciones procesales que den margen o pers- 
pectiva a la normalización anhelada. 

En este sentido se cuenta ron los siguiente* elementos: existen acciones cuya 
tittilji Hilad nn se cuestiona, y que están en condiciones de presentarse, ya, con, 
cualquier objeto societario, incluyendo la Asamblea. En cambio existen otras 
sobre las que diversas personas o entidades han ocurrido en reclamo de su pre- 
tensión promoviéndose acciones, según se denuncia en autos que están en trami- 
tación y cuya presentación a los fines sociales depende de la decisión que recaiga 
en el curso de la contienda, sin perjuicio de la posible auto composición del 
conflicto con el alcance que las partes ameran darle y que tampoco impiden la 
realización de la Asamblea. 

Finalmente, en cambio otras acciones han sido requeridas por la Junta Na- 
cional de Recuperación, Comisión Liquidadora decreto-ley 8124-57, y son pre- 
tendidas por distintos grupos sin promoverse juicio idóneo ineluvendo la preten- 
sión eventual de los empleados y obreros de "El Día S. A." v Apa S.A.I.C. Son 
precisamente citas acciones colocadas en tul situación las qúe obstan la inmediata 
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coavocación de la Asamblea, pero romo esta situación no puede mantenerse "sino 
die", en detrimento de las acciones y accionistas que pueden concurrir a la Asam- 
blea, corresponde que se intime a quienes pretenden derechos sobre las mismas, 
a fin de que formalicen juieío contra quienes controviertan su derecho de modo 
que se posibilite ln determinación de su pertenem-ía, bajo apercibimiento de no 
ser oídos en autos, desde que a su respecto ]a ac; unción cautelar no tendrá la 
relación de instrumenta lidad respecto de una providencia de eertexa que por no 
deducirse contienda no puede llegar (Cot,f. K. L. Fernández, doctrina del juicio 
de .jactancia, t. l t p. 37ü). 

De tal modo que si estos juicios no se formalizan estaría dada una tácita 
conformidad de los pretensos titulares (art. M9 del Cód. Civil) en el sentido 
de no presentarse a la Asamblea. 

En este sentido se juzga conveniente fijar el término de «0 días a fin de que 
B£ deduzcan las acciones pertinentes y se concrete el emplazamiento respectivo, 
( |ue deben, hacerse saber en autos en forma íeliaeientc, bajo apercibimiento, en 
caso contrario, de convocarse de inmedisto la Asamblea de Accionistas para la 
elección de autoridades y ei moderación de los balances de ejercicios anteriores. 

Por ello y con e3te ale. ice se revoca el auto apellido de fojas 407. — Ernesto 
F. Borga — Abdún Braco Almotwcid. 



Suprema Corte: 

La decisión apelada no ocasiono agravio insusceptible de 
ulterior reparación y no equivale, a los efectos del art. 14 de la 
ley 48, a la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa. 

En tales condiciones el recurso extraordinario intentado re- 
sulta improcedente y corresponde desestimar esta queja inter- 
puesta por su denegatoria. Buenos Aires, 23 de mavo de 1960. — 
Ramón Lascano. 



Vistos los recursos de hecho números B 298, E.299 y E.300, 
deducidos por Jorge A. No riega, Hugo F. Stunz y el Dr. Fran* 
pisco Roberto Brumát — en representación de los empleados y 
obreros del diario "El Día"—, respectivamente, en los autos 
"El Día S. A. y APA S. A. s/ intervención judicial". 

Considerando: 

1*) Que los recursos extraordinarios de fs. 567, 573 y 576, 
cuya denegatoria motiva las quejas precedentes, E.298, E.299 
y E.300, agregadas por cuerda, deben concederse, Porque lo 
resuelto por la sentencia de fs. 543/547 de los autos principales 
reviste gravedad institucional y se vincula con principios y ga- 
rantías constitucionales suficientes para sustentar el otorgamien- 
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to de la apelación. So lia invocado, en efecto, la libertad en 
materia de prensa y la propiedad desconocida de un diario y lo 
resuelto puede importar agravio insuseeptible de suficiente repa- 
ración ulterior como consecuencia de la eventual postergación 
"sine die" de la solución del caso. En tales condiciones, es de 
aplicación la doctrínn establecida en los autos " Antonio, Jorge" 
— sentencia del 28 de octubre del año en curso — y corresponde 
admitir las quejas mencionadas. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se declaran procedentes los recursos extraordinarios dene- 
gados a fs. 579 de los autos principales. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto, por no ser 
necesaria más sustaneiación, 

2*) Que la sentencia en recurso no desconoce la existencia 
de acriones iudiscutidas y por consiguiente no alcanzadas por 
impedimento legal que requiera decisión jinlieial previa al ejer- 
cicio de los derechos propios de sus titula res. Tampoco establece 
que la convocatoria a asamblea extraordinaria dispuesta por la 
resolución que revoea, contrarío ninguna dis|M>sición legal espe- 
cífica pertinente para la solución del easo ni ninguna cláusula 
estatutaria concreta y que no pueda, por consiguiente, realizarse 
regularmente. Lo contrario resulta de la sentencia de primera 
instancia que, en lo que hace al punto, no aparece desvirtuada por 
la resolución apelada. 

(¿no la circunstancia de que existan también acciones a 
cuyo respecto cabe debate judicial no justifica, sin más, la sub- 
sistencia indeterminada de la intervención judicial. Porque la 
alternativa no es el desconocimiento de las legitimas facultades 
de quienes, en definitiva, resulten con derecho a aquellas accio- 
nes. Tales derechos son, en efecto, susceptibles de debate judicial 
y tntelnbles en oportunidad y en los términos de las respectivas 
sentencias a que pueda hnlwr lugar. A lo que correspondo añadir 
que la invocación de principios de orden genérico, atinentes a las 
sociedades anónimas, no constituye, en las circunstancias del 
caso, fundamento normativo suficiente del pronunciamiento re- 
currido. 

4?) Que, en consecuencia, las razones que sustentan la sen- 
tencia apelada no resultan compatibles con los principios cons- 
titucionales que eonsagran la libertad de prensa y garantizan la 
propiedad, que no se compadecen con la subsistencia de la inter- 
vención de un órgano periodístico luego de restablecida la nor- 
malidad institucional y en ausencin de un litigio regular que 
pueda hacerla pertinente, ausencia que el propio fallo apelado 
reconoce. Pues, como recientemente lo lia expresado el juez 
Docolak — American Bar Associatiou Journal, agosto 106*0, pág. 
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840 — , recordando procedentes de la Suprema Corte de los Enfa- 
dos Unidos —328 US 331; 314 US 252; 313 US 33— la dignidad 
institucional do la justicia independiente y de la prensa libre 
son valores preeminentes del orden democrático. Deben excluir- 
se, por consiguiente, los procedimientos que conduzcan al some- 
timiento di -l ejercicio de ésta a la discreción judicial aunque ella 
sea bien intencionada o intrínsecamente sana. Así lo impone la 
plena vigencia tic la garantía constitucional de la libertad do 
prensa, que requiere primariamente la ausencia de control esta- 
tal sobre ella — conf. Ditver«íer M-, fírtrit Public, 1957, Presse 
Umvrrsiiairr, París, pág. 205 — , control que no pierde tal carácter 
por razón do ejercerse por órganos jurisdiccionales. 

5 9 ) Que, en tales condiciones, no hay razón bastante para 
que la asamblea extraordinaria no pueda convocarse sobre la base 
del mantenimiento provisional del estado de cosas existente en 
materia do tenencia de las acciones de la sociedad anónima y sin 
perjuicio de lo que oportunamente pueda sor, respecto a su do- 
minio, objeto de adecuada sentencia judicial. 

Por ePn se revoca, con ol alcance de los considerandos que 
antneedon. Ja sentencia apelada de fs. 543/547. 

Benjamín Villegas Basavilbabo — 
Aristóbvlo D. Araoz i>e Lamadrid 
— Luis María Bom Bogo ero {con 
.sí/ roto) — Peuro Areba»tl:ry — 
Bktardo Columbre» — Esteban 
Imaz. 

Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis María Bovfí Bogoero 
Considerando : 

I) En cuanto a los recursos E.298 y E.299: 
l 9 ) Que con fecha 7 de octubre de 1955 la Intervención Fe- 
deral en la Provincia de Buenos Aires dictó ol decreto n 9 144, por 
el cual se declaró intervenida la Sociedad Anónima "El Día". 
En 31 de julio de 1958, el Poder Ejecutivo de la citada provincia 
deja sin efecto los decretos 229 y 656 de ese año ante el informe 
presentado por el interventor que había designado y, teniendo en 
cuenta "muy especialmente" la libertad de prensa, que, dice, 
"se procura proteger y acrecentar" en forma "total", estima 
que la solución requiere la vía judicial y no la administrativa, 
por lo cual dispone que el citado Interventor peticione "a la 
justicia las medidas que permitan encauzar la normalización de 
dichas sociedades" (fs. 2/4), Que el Juez ante el que se radicó 
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la causa señala como pauta fundamental de sus decisiones que- 
no m trata de " sustituir las autoridades sociales naturales, sino 
solamente proveer a su anomalía presente hasta su pronta recu- 
peración en manos de sus miembros, por lo que —y sin perjuicio 
de las ulteriores directivas—, la interferencia judicial en la enti- 
dad privada estará orientada exclusivamente al más breve resta- 
blecimiento del gobierno norma!, realizando sólo aquellos actos 
indispensables para no imponer solución de continuidad al giro 
corriente y expresa prohibición de concertar negociaciones inha- 
bituales al mismo'* (fs. 14 vta./15). 

2?) Que en su momento, y ante las solicitudes presentadas 
a los fines de la convocatoria a asamblea extraordinaria de di- 
versos interesados, el Juez resolvió hacer lugar a la convocato- 
ria y dispuso una medida de no innovar con respecto a la situa- 
ción de las acciones cuestionadas que se individualizan a fs, 72/ 
75, las que no podrían participar en la mencionada asamblea 
(fs. 407/410). 

3 P ) Que apelado este pronunciamiento, el tribunal a quo,. 
lo revocó, dejando sin efecto la convocatoria por no ser ella "le- 
galmente posible" y fijando el término de 60 días para que quie- 
nos pretendan derechos sobre los bienes cuestionados deduzcan 
las acciones pertinentes, "bajo apercibimiento, en caso contra- 
rio, de convocarse de inmediato la asamblea de accionistas" (fs. 
543/547), 

4 9 ) Que contra este fnllo interpusieron don Hugo P, Stunz 
y don Jorge A* Xoriega recursos extraordinarios de apelación, 
que fueron denegados (fs. 579), por lo cual recurren en queja 
ante esta Corte. 

5 9 ) Que el primero de dichos recursos extraordinarios se 
fundó en los siguientes agravios: a) que el fallo del a quo impor- 
ta una denegación de justicia al "sustraer su pronunciamiento 
en cnanto no decide realmente la cuestión planteada"; b) que viola 
su derecho de propiedad (arts. 14 y 17 de la Constitución Nacio- 
nal), al negar o desconocer la actunlidad y vigencia de su dere- 
cho, pese a no haber contienda o demanda; c) que el fallo carece 
absolutamente de sustentación en derecho, lo que determina su 
arbitrariedad (fs. 575/578). 

6') Que el segundo de esos recursos se funda en los siguien- 
tes agravios; a) que el fallo del a quo es arbitrario al emplazar 
a que se inicien acciones dentro del término de 60 días, pues no 
existe norma legal que sustente tal decisión; b) que también in- 
curre en arbitrariedad al haber omitido todo consideración acerca 
de la solicitud de su parte para que se revea la resolución de pri- 
mera instancia de fs. 407/410, dejándose sin efecto la medida de 
no innovar con respecto a la situación de las acciones cuestiona- 
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das; e) que la sentencia del a quo viola loa arts. 14 y 17 de la 
Constitución Nacional, pues su derecho de propiedad es descono- 
cido al revocarse la convocatoria a asamblea pedida a fs. 287 (fs. 
573/574). 

7*) Que la sentencia recurrida, si bien no puede conside- 
rarse procesalmente como definitiva, lo es desde que — y al mar- 
gen de su elevado propósito — entraña gravamen irreparable pa- 
ra los quejosos. Ello es así desde que dispone la paralización de 
la convocatoria a asamblea en términos inciertos, causando des- 
de ya profundos trastornos a los intereses de los recurrentes 
(Fallos: 112: 5 y otros; voto del suscripto en la causa "Antonio 
Jorge - interdicción" y fallos allí citados). Configura, asimismo, 
cuestión de gravedad institucional — cuestión que puede igual- 
mente comprender casos de transgresión de intereses privados o 
públicos — al afectar el ejercicio de la libertad de prensa (art. 
14 de la Constitución Nacional J por parte de quienes resulten pro- 
pietarios del órgano publicitario y esa libertad, como lo dijo esta 
Corte, . . . es una de las que poseen mayor entidad, al extremo 
de que sin su debido resguardo existiría tan solo una democracia 
desmedrada o puramente nominal** (Pallo del 11 de noviembre 
de 1960 en la causa "Afeal, Edelmiro y otros c/ Diario "La Pren- 
sa" s/ despido", considerando 25*), cabiendo recordar que, como 
sostenía J. V. GojsrziuB: esa libertad es la "propia defensa de 
la persona colectiva del pueblo, y una fuerza real de las minorías, 
que por medio de ellas hacen públicas las injusticias y abusos de 
poder de las mayorías, y refrenan sus tentativas despóticas" 
(Manual, n» 158 ; confrontar, también, citas del Jn atice Douglas y 
de Duvehoer, contenidas en la opinión de la mayoría). 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se declaran procedentes, desde el punto de vista formal, los 
recursos extraordinarios de fs, 573/574 y 575/578. 

Y considerando, en cuanto al fondo del asunto, por no ser ne- 
cesaria más sustanciación : 

8*) Que frente a los imperativos de la más pronta normali- 
zación mediante la entrega a sus dueños de las empresas publi- 
citarias intervenidas, la sentencia del a quo expresa razones que 
no son suficientes para disponer la paralización de la convocato- 
ria, paso previo de esa normalización. En efecto, manifiesta el a 
quo, que "no es legalmente posible que se convoque a una asam- 
blea a la que se veda la concurrencia de un porcentaje significa- 
tivo de acciones, con número suficiente para gravitar en su deci- 
sión" (fs. 545), para luego concluir — con base en el art. 919 del 
Código Civil y una eventual conformidad tácita— emplazando a 
ciertos interesados — que la sentencia separa de la causa *y de 
quienes dice que sólo "pretenden derechos" sobre acciones cues- 
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tionadas— a que promuevan procesos dentro del término de 60 
días, "bajo apercibimiento, en caso contrario, de convocarse de 
inmediato Ja asamblea de accionistas . . . *\ la que, entonces, po- 
dría eventualmente realizarse sin el concurso del "porcentaje sig- 
nificativo de acciones'» (fs. 547) y dejando, así, la convocatoria 
subordinada a la actitud de personas que la propia sentencia ex- 
cluye como parte. 

Que los fundamentos de la senteiicin recurrida, son tan- 
to mas insuficientes liara impedir la convocatoria de la asamblea 
extraordinaria, cuanto que esa convocatoria significa en el caso 
la solución favorable al más rápido ejercicio de los derechos 
constitucionales —invocados por los jueces de primera y segunda 
instancias, el Interventor Xacional, el Poder Ejecutivo' y lo* que 
pretenden derechos societarios—, sin defecto de lo que oportuna- 
mente y en definitiva resuelva la justicia competente sobre titula- 
ridad de las acciones discutidas. 

10*) Que teniendo en cuenta la importancia de los derechos 
siih-exnmen, el extenso tiempo transcurrido sin que todavía se 
le haya reconocido posibilidad cierta de legítima concreción, la 
imperiosa necesidad de prevenir dilaciones, y las demás circuns- 
tancias cxcc|K>ionales meucionadns, esta Corte estima procedente 
resolver sobre el fondo del asunto en uso de las facultades del art 
16 de la ley 48 (Palios: 189: 292 y otros). A mérito de ello, cabe 
convocar a asamblea extraordinaria de accionistas en los térmi- 
nos de la sentencia de primera instancia y de la que se dicta en el 
din de la fecha en la causa L. 189. 

II) En cuanto al recurso de hecho E.300: 

V) (¿ue a fs. 567/ ">72 de los autos principales, el represen- 
tante de los empleados y obreros del "El Día" S. A. C* I. P., in- 
terpuso recurso extraordinario contra el fallo del a quo de fs. 
"»4^o47, fundado en los siguientes agravios: a) que la sentencia 
apelada, al decir que sus mandantes "deben cesar su intervención 
en estos autos sin perjuicio de su ulterior intervención, sí en juicio 
ordinario .instificnrau su hipótesis... », incurre en violación del 
art. 18 de la Constitución Nacional, ya que el personal de "El 
Día" bahía sido tenido por parte en virtud de un auto consentido 
y firme y sin que los otros intervinientes en el proceso hubieran 
discutido su calidnd de tal ni planteado cuestión algunn referente 
a SU personería; h) que la sentencia es arbitraria, al fijar el tér- 
mino de m días "a fin de qué se deduzcan las acciones pertinen- 
tes . . . bajo apercibimiento, en caso contrario, de convocarse de 
inmediato la Asamblea de Accionistas... % pues el tribunal no 
tenía competencia para fijar un plazo de esa naturaleza, incu- 
rriendo así en violación de las normas de la ley de fondo referen- 
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tes a prescripción de acciones. Además, el a quo admite que, 
transcurrido ese plazo, sería posible cumplir la asamblea, lo que 
estaría en abierta y flagrante violación de los estatutos sociales 
de "El Día - S. A.", y ello prueba que el fallo es arbitrario y 
contradictorio, pues si la asamblea de accionistas no puede reali- 
zarse válidamente ahora, por defectos de fondo, tampoco sería 
posible cumplirla dentro de esos hipotéticos 60 días ^subsistien- 
do ías mismas condiciones anómalas — por el solo hecho de que 
no se entablaran otras acciones. 

L*) Que si bien la materia aparece como una de derecho 
procesal, ta verdad es que contiene cuestión federal bastante, por 
cuanto se alega una transgresión que, de no subsanarse en la 
oportunidad actual, causaría un gravamen irreparable a los recu- 
rrentes ni excluirlos del proceso. 

Por estos fundamentos y los concordantes que se expresan 
en la primera parte de esto voto, habiendo dictaminado el Señor 
Procurador General, se declara procedente el recurso extraordi- 
nario interpuesto a fs. 567/572, desde el punto de vista formal. 

Y, en cnanto al fondo del asunto, por no ser necesaria más 
sustanciación : 

S 9 ) Que a fs. 374 vía. se tuvo por parte a los recurrentes 
mediante resolución firme y, con posterioridad, la sentencia del 
a quo decide que "deben cesar su intervención en estos autos" 
(fs. 544 vta.), con lo cual se viola la garantía de la defensa en 
juicio establecida en el nrt. 18 de la Constitución Nacional 
(doctrina de Fallos: 246: 350 y allí citados, entre otros). 

4 9 ) Que procede tener presente, asimismo, que las partes 
contrarias en esta causn a las pretensiones de los recurrentes, 
nún las que no le reconocieron personería, solicitaron en autos la 
confirmación del fallo de primera instancia de fs. 407/410, el 
que no excluye del proceso a los impugnantes. 

5 9 ) Que las demás cuestiones [Manteadas quedan resueltas 
en el apartado I de este voto. 

G 9 ) Que esos fundamentos son suficientes para revocar la 
sentencia recurrida con el alcance referido. 

Por ello, se revoca la sentencia de fs. 543/547, con el alcance 
que surge de los considerandos precedentes y de la sentencia dic- 
tada el día de la fecha en la causa L.189. 



Li*is María Boffi Bocgebo. 
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ADMINISTRACION GENERAL i* PARQUES NACIONALES t TURISMO 
v. MIGUEL A. MARTINEZ t Otro» 

EXPROPIACION: Imdemmúaciám. Determinación del color real. Valor de la 

Resulta ¿ratificado el ■partimiento del dictamen del Tribunal de Tasaciones, 
sobre la base de una clasificación topográfica del campo mí» ajustada a la 
realidad, para lo cual se utilixó, entre otros elemento» de juicio, informe» 
oficiales y el de un perito agrónomo, no observado por las partea. 

EXPROPIACION: Indemnización. Determina» ión del rotor real Valor de la 
tierra. 

Debe eonaiderarae suficientemente fundada ta elevación por la Cámara de la 
suma determinada por ei Jue*, ai ee basa en la ra sonada valoración — al tiempo 
de la desposesión y dentro del criterio establecido por el art. 11 de la ley 
13.204 — de la riqueza forestal del inmueble expropiado, cuya descripción 
por el perito agrónomo no ba sido objetada. No alcanzan a refutar el crite- 
rio de valoración utilizado los argumentos del memorial de 1* demandada, 
que no demuestran errores de beaba ni de apreciación, ni apartamiento de la 
prueba que ambas partes pudieron producir sin restricciones, ni tampoco 
de la norma de valuación señalada. 

EXPROPIACION : Indemnización. Otro* dttño». 

No habiéndose probado la producción, ni tampoco el monto, de los daño» 
directos cuya causa se atribuye a la expropiación, no corresponde fijar suma, 
atgnna suplementaria a la que procede por la des posesión del inmueble y 
mejoras. 

EXPROPIACION: Procedimiento. Procedimiento judicial. 

En el juicio de expropiación no corresponde considerar lo atinente a la apli- 
cación del impuesto a las ganancias eventuales. 

INTERESES: Relación jurídica entre las partea. Expropiación. 

Los intereses, en los juicios de expropiación, corresponden desde la des po- 
sesión, pobre la diferencia entre el precio ofrecido y la suma definitivamente; 
fijada como indemnización. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airee, 16 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: " Administración General de Parquee Na- 
cionales y Turismo (Gobierno de la Nación) c/ Miguel A. Mar- 
tínez y otros s/ expropiación". 

Considerando : 

l») Que contra la sentencia de fa. 283/288, que fijó en ra$n. 
2.328.100, la indemnización expropiatoria del inmueble "El Bey" 
o "Concepción", parcela 329, partido El Piquete, Departamen- 
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to de Anta, de la Provincia de Salta, interpusieron recursos de 
apelación, la actora a fs. 290, y la demandada a f a. 291, que fueron 
concedidos (fs. 293) y son procedentes, atento lo establecido por 
el art. V de la ley 15.271 (modificatoria del art. 24, inc. 6* ap^a) 
del decreto-ley 1285/58), vigente a la fecha del referido auto de fs. 
293. La actora fnnda sucintamente la apelación, remitiéndose a lo 
alegado en instancias anteriores (fs. 314) o sea por apartarse 
aquella suma de la que surge del dictamen del Tribunal de Tasa- 
ciones (mf n. 1.200.000, inclusive mejoras, fs. 146), que había acep- 
tado expresamente el Sr. Procurador Fiscal a fs. 175; la deman- 
dada, cu cuanto no llega esa suma (que elevó la de m|n. 1,726.215 
fijada éri primera instancia, fs. 204/223), a la reclamada de m$n. 
7.248.420, con m£s la de m#n. 210.000 on concepto de indemniza- 
ción de daños directos causados por la expropiación : a) perjui- 
cios por la liquidación precipitada de la hacienda y b) despidos 
del personal empleado en el establecimiento, con lo cual «¡e inte- 
gra la cantidad de m$n. 7.458.420 peticionada a fs. 281 vU. 

2*) Que los demandados adquirieron la propiedad "El 
Rey'* con fecha 28 de diciembre de 1946, "con todo lo en ella 
edificado, cercado, clavado, y de cualquier otro modo construido 
y plantado y bosques naturales, inclusive los derechos de agua 
para riego y bebidas... " (título de propiedad fs. 36/46, ins- 
cripto en el Registro el 8 de enero de 1947). Be tomó posesión, en 
este juicio, el 8 de julio de 1948 (fs. 12) o sea cuando la explota- 
ción, por los expropiados, había durado ya diez y ocho meses. 

3*) Que la sentencia de primera instancia (fs. 204/223), 
merituando la totalidad de la prueba de autos y entre ellas, el 
dictamen del Tribunal de Tasaciones (art 14, ley 13.264) y de- 
más actuaciones producidas en este organismo, inclusive la pre- 
sentación del representante del expropiado, modificó la suma de 
m$n. 1.200.000 y la elevó a mfn. 1.726.215, dentro de la que estaba 
comprendida la de m$n. 120.000 reclamada por la demandada en 
concepto de mejoras (construcciones, instalaciones y alambra- 
dos) que la oficina técnica había comprobado y valuado en mfn. 
141.41010 (punto V in fine de la sentencia, a fs. 220 vta.). El 
apartamiento de que se hace mención fné consecuencia, princi- 
palmente, de una clasificación topográfica del campo, más ajus- 
tada a la realidad, para la que utilizó, entre otros elementos de 
juicio, informes oficiales y el pericial del perito agrónomo Don 
Mario C. Greni (fs. 161/169) que oportunamente fuera ordena- 
do, que completa y suple las deficiencias de las actuaciones ante 
el Tribunal de Tasaciones, y que no fué observado por las par- 
tes, como surge de las diligencias de fs. 169 vta. y 170 vta. En 
estas condiciones, el apartamiento del dictamen del Tribunal de 
Tasaciones fué desde ya justificado (Fallos: 239: 336 y sus citas) 
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y carente de real fundamento el alegato de la aetora de fs. 175, 
que no se hizo cargo de esas circunstancias, deficiencia que no 
superó el escrito de agravios de fs. 228. 

4*) Que la elevación de la suma fijada por el juez a la de 
mtu. 2.238.100 (fs. 283/288), se fuuda en la razonada valoración, 
al tiempo de la desposesión y dentro del criterio establecido por 
el nrt. 11 de la ley 13.264, de la riqueza forestal del inmueble ex- 
propiado, cuya descripción por el Ing. Greni (fs. 161/169) no 
íin sido ohjetada. Este Tribunal considera suficientemente fun- 
dada la estimación del a quo t sin que alcancen a refutar el crite- 
rio do valoración, los argumento* del memorial de la demandada 
de fs. 306/313, que no demuestran errores de hecho ni de apre- 
ciación, ni apartamiento de la prueba que ambas partes pudieron 
producir sin restricciones* ni tampoco de la norma de vaftr ¿ión 
del art. 11 de la ley 13.264. En cuanto a la actora, el escrito de 
fs. 314, en cuanto se remite a lo alegado en instancias inferiores, 
no supera la carencia de argumentación que se ha señalado pre- 
cedentemente. 

5*) Que respecto de los daños directos cuya causa se atri- 
buye a la expropiación, como bien señalan las sentencias de fs. 
204/223 (puntos VII y VIII) y fs. 283/288, no se ha probado su 
producción y tampoco su monto. Xo corresponde, pues, fijar su- 
nin alguna suplementaria, a la que procede por la desposesión 
del inmueble y mejoras. 

fi°) Que respecto del impuesto n las ganancias eventuales, 
no corresponde pronunciamiento nliruno en estos autos (Fallos: 
230:73). 

7°) Que los intereses corresponden desde la desposesíón, 
sobre la diferencia entre el precio ofrecido y la suma definitiva- 
mente fijada como indemnización expropiatoria. 

Por ello, se confirma la sentencia apelada en todas sus par- 
tes. Las costas de esta instancia por su orden, en atención al 
resultado de los recursos. 

Bexjamíx Vh.lf.i¡as Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Julio Oyhajíarte — Pedro 
AHEiusTrnv — R re ardo Colom- 
bios — Esteban Imaz. 
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ALEJANDRO BEBTANI y Otra v. ANGEL MARINO GERVASO 

— SUCESIÓS— 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto* propios. Cuestione* no fedérate». 
Interpretación de normas locah» de procedimientos. Cortas y honorarios. 

Para la impugnación, con base constitucional, de una regulación de honora- 
rios, ae requiere que ella no guarde una razonable proporción con la cuantía 
de loa intereses debatidos o con lo labor a que corresponde. 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

Corresponde confirmar la sentencia que regula honorario* sobre la base de 
lo dispuesto por el art. 8 V del arancel de abogados y procuradores de Santa 
Fe (ley 40.50), tachado de violatorio de lo» aris. 17 y 18 de la Constitución 
Nacional, si de ln causa no resulta que se hubiera abultado arbitrariamente 
el monto tic la demanda ni que existe manifiesta falta de correspondencia^ 
entre la labor profesional cumplida y las regulaciones hedías o a realizarse. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario es procedente por haberse alega- 
do que el art 8* de la ley 4650 de la Provincia de Santa Fe (aran- 
cel de honorarios de nimbados y procuradores ), en cnanto esta- 
blece que el monto del juicio para la aplicación de la escala del 
art, 6» será la cantidad reclamada en la demanda, es violatorio 
de las garantías constitucionales de ta propiedad y de la defensa 
en juicio. 

En cuanto ni fondo del asunto, en los presentes autos se de- 
dujo demanda por cobro de mfn. 495.000 en concepto de daños 
y perjuicios provenientes de la inejecución de ta obligación de 
escriturar un inmueble, a que fué condenada la demandada por 
sentencia dictada en otro juicio seguido entre las mismas partes. 

La sentencia de primera instancia hizo lugar a la acción y 
condenó a la accionada a abonar a los actores la suma de m$n. 
257.179,30 con intereses y costas (fs. 265). La Cámara de Ape- 
laciones modificó aquélla reduciendo la condena a m$n. 15*2.210, 
con interesen y dispuso asimismo que dos tercios de las costas 
debían ser pagados por la vencida y un tercio por la actora (fs. 
363)., 

Esc mismo tribunal reguló los honorarios del letrado de la 
actora en mf n. 24.750 y los de los profesionales de la demandada 
en mfn. 36.000 en total por su actuación en segunda instancia 
(fs. 387). 

Interpuesto por la parte vencida el recurso de reposición 
contra esa resolución, que autoriza el art, 20 del arancel, el a quo 
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no hizo lugar al mismo y se pronunció además por la validez de 
la norma del art. 8» de la ley 4650, que a su juicio, no es contra- 
ria a la garantía constitucional de la propiedad (fs. 394). 

Al respecto, considero que el criterio del art. 8* del arancel 
provincial referido, no es en si mismo inconstitucional, desde que 
en muchos casos existe la posibilidad de que la cantidad recla- 
mada en la demanda sea la misma que resnlte de la sentencia o 
transacción, como lo prevé el art. 8* del arancel vigente para la 
Capital de la República y fuero federal en las provincias, que 
no ha merecido objeción aceptable en ese sentido. 

En el sttb indicr, el monto de los honorarios de los profesio- 
nales de ambas partes asciende, en segunda instancia, a la canti- 
dad de m$n. 60.750, que sumada a la de m#n. 121.500 que corres- 
pondería por loa honorarios de primera instancia (art. 19 de la 
ley 4650) daría un total de m$n 182.250, del que la parte vencida 
deberá abonar dos tercios o sean mfn. 121.500. 

Determinar si ese monto es, en el caso de autos, confiscato- 
rio con respecto al de ta condena, teniendo en cuenta la distribu- 
ción de las costas, y vulnera así la garantía de la propiedad invo- 
cada coino fundamento del remedio federal, es cuestión que queda 
librada al prudente arbitrio de V. E. y que por su naturaleza 
es ajena a mi dictamen. Buenos Aires, 1' de junio de 1960. — 
Ramón Lascauo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Bertani, Alejandro y otra c/ Angel Ma- 
rino Gcrvnso (boy su suc.) s/ ejecución de sentencia, daños y 
perjuicios". 

Considerando : 

Que, con arreglo a Ja jurisprudencia de esta Corte, a los fines 
de la impugnación eon base constitucional, de una regulación de 
honorarios, se requiere que ella no guarde proporción razonable 
ni con la labor a que corresponda ni con la cuantía de los intere- 
ses debatidos en la causa —Fallos: 245 : 359 ; 246: 319 y otros — . 

Que las practicadas en los ■intos no son susceptibles de las 
tachas referidas basadas, en el caso, en los arts. 17 y 18 de la 
Constitución Nacional y la jurisprudencia sobre arbitrariedad, 
pues no resulta de la¿ constancias del pleito abultamiento arbi- 
trario de la suma demandada ni una manifiesta falta de corres- 
pondencia entre las tareas profesionales cumplidas y las regu- 
laciones hechas o a realizarse, en los términos de la ley respectiva. 
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Que, en tales condiciones, habida cuenta, además, de lo dic- 
taminado por el Señor Procurador General, corresponde confir- 
mar las resoluciones apeladas de fs. 387 y 394 en lo que han sido 
objeto de recurso extraordinario. 

Por ello, y lo concordantemente dictaminado por el Señor 
Procurador General, se confirman las sentencias recurridas. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Pedro Abekastury — Ricardo Co- 
lombres — Esteban Imaz. 



FILOMENA CUÑAKHO 

JUBILACION DEL PERSONAL DE LA INDUSTRIA; Jubilación». CUu^ 
Extraordinaria. 

La rircuiwtíticia de que el art. 67 del decreto-ley 13.937/46 establezca que 
1* juDilanón por invalidez "deberá" aer gestionada antea del año del cese de 
servicios o de la disminución de capacidad "originada por su invalidez" «osten- 
ta suficientemente la exigencia de la demostración de la fecha en qne aquélla 
se produjo. Se trata de nn recaudo para el otorgamiento del Senefido, con 
fundamento bastante en la relación entre la incapacidad y la actividad a 
que la ley se refiere. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Pienso que el recurso extraordinario deducido en autos ha 
sido mal concedido a fs. 51 vta. 

Me fundo para ello en la doctrina sustentada por V. E. en 
las causas "Selles, A. J. de, c/ I.N.P.S." (S.276 - XIII) y "Ba- 
rreña, Manuel s/ jubilación" (B.349 - XIII), falladas con fecha 
14 de octubre y Id de noviembre de 1950, respectivamente. En 
dichas causas se resolvió, en efecto, que las consecuencias de la 
presentación del afiliado fuera del plazo legal, no son subsana- 
bles mediante la agregación de pruebas insuficientes o tardías, 
habiéndose declarado improcedente el recurso extraordinario. Es 
verdad que los casos al adidos se referían al art. 21 de la ley 
14.370, pero pienso que la solución debe ser la misma en los pre- 
sentes autos en que la norma que rige el caso es el art. 67 del 
decreto-ley 13.937/46. 

Por ello, y por cnanto las cláusulas constitucionales invoca- 
das por el recurrente no guardan relación directa con la materia 
de la cansa, corresponde a mi juicio declarar improcedente el re- 
medio federal intentado. Buenos Aires, 11 de febrero de 1960. — 
Ramón Lase ano. 



«8* 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 Je diciembre de 1960. 
Vistos los autos: "Cuñarro, Filomeua s/ jubilación". 

Considerando : 

Que la recurrente cuestionu la inteligencia de las normas 
aplicadas para la decisión del caso, especialmente de los arts. 
56 y 67 del decreto-ley 13.937/46, que revisten carácter federal. 
El recurso extraordinario tía sido, en consecuencia, bien conce- 
dido a fs. 62. 

Que lu circunstancia de que el mencionado art. 67 establezca 
que la jubilación por invalidez "deberá" ser gestionada antes 
del año del cese de servicios o de In disminución de capacidad 
"originada por su invalidez", sustenta suficientemente la exi- 
gencia de la. demostración de la f celia en que aquélla se p .'¿o. 
No se trata, en efecto, de una mera norma procesal, sino i.e un 
recaudo pañi ct otorgamiento del beneficio, con fundamento bas- 
tante en ta relación entre In incapacidad y la actividad a que la 
ley se refiere. 

Que, en tales condiciones, y con arreglo a la doctrina de Fa- 
llo»: 245 : 47 y 214, la sentencia recurrida de fs. 43/44 debe ser 
confirmada. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se confirma la sentencia de fs, 43/44. 

Bexjamíx Villegas Rasaviliuso — 
AmsTÓr -Lo 1). AitÁíiz de Lamaoh») 
— RirAitisi Colombres — Esteban 
Imaz. 



DIRECCION GENERAL \>k KA Hit ÍC ACIONES MILITARES v. SARA 
PEREYHA IRAOLA y S. A. TOLEDO 

EXPROPIA flOS : ItuhmiiUai iuH. Ih tcrmitimmn dfl rviW mi}. (i* >ivr<¡)¡í1,ulvf>. 

Corresponde rechazar el acra vio atinente n que el desconocimiento do la 
existencia de. un puerto imtiirnl en el imniicnlt' expropiado hit irruvitudo deci- 
sivamente en In tasación «i. habiéndose fijndo por tnl concepto un incremento 
del :U> % del rnlnr ealriilmto por el Tribunal de Tasaciones, loa demandados 
hnn omitido contestar las apreciaciones del fnllo de ln Cúmara sohre In escasa 
importancia económica del referido puerto, por la* características topográ- 
fica* y los ingentes costos ojie demandaría su Iiji'ií litación para el trafico 
normo!. 
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Debe destacarse, como elemento independiente de justiprecio, el valor refe- 
rente al posible aprovechamiento industrial de los terrenos expropiados cuan- 
do, encontrándose éstos destinados en la época de la expropiación a tareas 
exclusivamente rurales, tal valor debía consideran*, como mern mente hipoie- 
tlco - E ! l ° " *sí con mas ratón en el supuesto de que, como lo ha destacado la 
sentencia apelada, las empresa» industriales que hasta ese momento se habían 
radicado sobre la costa lo hablan hecho desde el Arrovo Ra mal lo hacia San 
Nicolás, y no hada el Sur, donde se hallan los inmuebles expropiados. 

EXPROPIACION; Indemnización. Determinación del ralor real Valor tte la 
tterra. 

Para el adecuado uso de los coeficientes de corrección es menester que los 
terrenos a comparar revistan cierta semejan** v liomogeni-idad, pues de lo 
contrario se obtendrían resultados alejndo» de la realidad. ' 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del ralor real. Valor de la 
turra. 

Debe confirmarse la sentencia apelada si, para determinar el monto de 1* 
indemnización, los valores asignados a la tierra coinciden con los fijados por 
la Corte en las expropiaciones de campos colindantes a los cuestionados. 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del rainr real. Generalidades. 

Lo dmnlorixación monetaria, extraña al concepto legal de "valor objetivo'* 
no representa un daño indcmnizable. 



Dicta m ex del. Puocujiadok Gexeral 
Suprema Corte: 

Los recursos ordinarios de apelación concedidos a fs. 1095 
y 1103 son procedentes, atento lo dispuesto por los arts. 24, inc. 
6o, no. n), del decreto-ley 1285/58 y 22 de la ley 13.264. 

En cuanto al fondo del asunto, el expropiante actúa por in- 
termedio di- apoderado especial, el que se encuentra debidamen- 
te notificado del emplazamiento de lev (cédula de fs. 1096). 
Buenos Aires, 13 de mayo de 1959. — Ramón Lascauo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos; "Dirección General de Fabricaciones Mi- 
litares 0/ Sara Peroyra Iraola y Toledo S. A. Agropecuaria s/ 
expropiación'*. 

Considerando: 

l?) Que a fs. 124/127, la Dirección General de Fabricacio- 
nes Militares promovió demanda contra doña Sara Pe rey ra Iraola 
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y "Toledo, Sociedad Anónima Agropecuaria", por expropiación 
de una fracción de campo ubicada en el Partido de Ra mal lo, Pro- 
vincia de Buenos Aires, parcela 252, eon una superficie de 310 
Hs., 80 as., 52 es. y de otra situada en el Partido de San Xicolás, 
de la misma provincia, parcela 1049, con una superficie de 26 Hs., 
67 as. y 50 es. Depositó en concepto de indemnización, por el va- 
lor de los terrenos y de las mejoras de propiedad de los expro- 
piados y terceros, la cantidad de m$n. 573.710,80, Los deman- 
dados principales, Sara Pereyra Ira o la y "Toledo Sociedad 
Anónima Agropecuaria", impugnaron dicha suma reclamando, 
a su vez, por los terrenos y mejoras mfn. 1.574.006,20 (fs. 254 
vta.). El juez de primera instancia (fs. 984/1014) fijó en mfn. 
036.020,37 el monto indemniza torio que la «clora debe pagar a 
los demandados. El tribunal de alzada, a su turno, modificó di- 
cho monto, elevándolo a mfn. 670.862 (fs. 1076/1090). Contra 
este pronunciamiento, ambas partes interpusieron recursos or- 
dinarios de apelación: la actora a fs. 1094 v la demandada a 
t's. 1102. 

2*) Que los recursos ordinarios deducidos son formalmente 
admisibles, pues el monto en litigio supera el límite previsto por 
el nrt. 24, ¡nc. 6» ap. a), del decreto-ley 1285/58. 

3*) Que solamente la parte demandada expresó agravios 
ante esta Corte en su memorial de fs. 1112/1118. Versan ellos so- 
bre dos aspectos: 1) el criterio seguido para la valuación del 
inmueble expropiado; y 2) la procedencia de una compensación 
por la desvalorización monetaria. Con referencia al primer as- 
pecto, la demandada concretó su disconformidad en los siguien- 
tes puntos; a) que la Cámara lia negado el valor derivado de la 
existencia de un puerto natural en el inmueble expropiado; b) 
que no tomó en consideración la posibilidad de aprovechamiento 
industrial que ofrece el inmueble; y c) que tampoco tomó en 
cuenta el resultado de ventas de predios vecinos "traídas a cola- 
ción por los peritos" (fs. 1116 vta.). 

i 9 ) Cabe consignar, en primer término, que el a quo, en su 
pronunciamiento, analizó y desechó en forma extensa y conclu- 
ye nte cada uno de los agravios qnc en esta instancia reproducen 
los demandados. Así, con respecto al desconocimiento del valor 
derivado de la existencia de un puerto natural, los demandados 
insisten en su afirmación de que este hecho debe gravitar deci- 
sivamente en In tasación: "la actora ha expropiado y se hace 
dueña de un puerto natural extraordinario y como tal debe pa- 
garlo" (fs. 1116). Pero omite contestar las apreciaciones del a 
quo, sobre la escasa importancia económica del mencionado puer- 
to, por la característica de la topografía y de los ingentes gastos 
que requiere su habilitación para tráfico normal (fs. 1080). Por 
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ello, la Cámara estimó suficiente el incremento del 30 por ciento 
calculado por el Tribunal de Tasaciones en razón de la existencia 
del puerto natural y las características del suelo (fs. 1062)- 

5 9 ) Que, asimismo, el tribunal de alzada descartó, como 
elemento independiente de justiprecio, el valor referente al posi- 
ble aprovechamiento industrial de los terrenos expropiados, pues 
tal valor debía considerarse como meramente hipotético., va que 
el campo estaba destinado en la época de la expropiación a tareas 
exclusivamente rurales. Aún más; se destacó en la sentencia la 
circunstancia de que las empresas industriales qne hasta ese mo- 
mento se habían radicado sobre la costa lo habían heeho desde el 
Arroyo Hamallo, hacia San Nicolás y no hacia el Sud, donde se 
hallan los inmuebles expropiados. No obstante ello, es de adver- 
tir, como se dijo en el considerando precedente, que esta carac- 
terística del inmueble expropiado fué también incluida razona- 
blemente en la valuación genérica de la tierra (fs. 1078, 1079 y vta,), 

6*) Que en cuanto a las ventas de predios cercanos mencio- 
nados como antecedentes por los peritos, cabe señalar que ellas 
no fueron tomadas en consideración por el fallo en recurso por 
la disimilitud existente entre tales predios y los terrenos objeto 
de expropiación. Kilo no implica negar la posibilidad de aplica- 
ción de los coeficientes de corrección, pero para el adecuado uso 
de tales coeficientes es menester que los terrenos n comparar re- 
vistan cierta semejanza y homogeneidad, pues de lo contrario 
se obtendrían resultados alejados de la realidad. 

7*) Que además, y fundamentalmente, debe destacarse que 
la sentencia recurrida tomó en cuenta los valores asignados por 
esta Corte en las expropiaciones de campos colindantes a los 
cuestionados en estos autos, los cuales coinciden con la suma esti- 
mada por el a quo (Fallos: 239: 69, 73 y 110). 

8*) Que en lo concerniente a la procedencia de una compen- 
sación por desvalorización monetaria, esta Corte entiende que no 
existen en la especie razones suficientes que justifiquen una revi- 
sión de lo resuelto en Fallos: 241: 73 y 245 : 227, a cuyos funda- 
mentos respectivos cabe remitirse brevitatis causa. 

Por ello, y sus fundamentos concordantes, habiendo dictami- 
nado el Señor Procurador General, se confirma la sentencia ape- 
lada de fs. 1076/1090 en todo lo que ha sido materia de los recursos 
ordinarios de apelación. Las costas de esta instancia por su orden. 



Arjstóbulo D. Aráoz de Lamadrid — 
Luis María Boffi Boggeho — 
Julio Oyhanarte — Ricardo Co- 

LOMBRES. 
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ELKA LACH pí ORINSPOS v. NACIOX ARGENTINA 

DAftOS Y PERJUICIOS: Re$jtonaúbilidüd del E$tndo. Caaos eorio*. 

Aunque se trate de transporte gratuito, la Nación es responsable por los da- 
ños causados por sus agente* en ocasión del mismo —choque en pleno vuelo 
de dos aviones militare»— a un tercero que viajaba en uno de fetos, si de 
las circunstancian del caso puede concluirse que no ha mediado caso fortuito 
y sí culpa de por lo menos uno de los pilotos. Eu estas condiciones el 
carácter benévolo del transporte no exonera de responsabilidad, porque la 
imposibilidad de discernir el prado de participación en la culpa no puede 
gravitar sobre la víctima, en beneficio del Estado. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Grinspon, Elka Lach de c/ Gobierno de 
la Nación s/ daños y perjuicios". 

Considerando : 

D Que doña Elka Lach de Grinspon demanda a la Nación 
por daños y perjuicios resultantes de ta muerte de su esposo don 
Nujim Grinspon, que estima en la cantidad de m^n. 300.000, con 
más intereses y costas. El señor Grinspon viajó en el avión mili- 
tar flove T. 82, que el 12 de noviembre de 1953 partió de Buenos 
Aires hacia Córdoba, conducido por el vieecomodoro Gustavo Ar- 
gentino Marambio. La maquina chocó en pleno vuelo, a la altura 
de la localidad de Mugue ta (Pcia. de Santa Fe), con el avión mi- 
litar Juntar T. 159, que volaba en dirección contraria. De resul- 
tas del accidente perecieron las 1!» personas que viajaban en am- 
bos aviones, l^i actora estima que la responsabilidad del Estado 
resulta de que *'sus dependientes son culpables del accidente 
producido por acción directa o negligencia grave" (fs. 6 vta.). 
Contesta la demandada negando la responsabilidad, en parte por 
desconocer los antecedentes que no mu r jan de las actuaciones ad- 
ministrativas promovidas a raíz del hecho y, en parte, porque 
los conductores del avión no estaban cumpliendo tareas especí- 
ficas (fs. 37/38). 

Que la sentencia de primera instancia hizo lugar a la 
demanda, fijando en m*n. 100.000 la suma que debe abonar la 
Nación en concepto de daños y perjuicios, con intereses desde 
la notificación de la demanda y con costas (fs. 98/102). Apelado 
este pronunciamiento por ambas partes, el tribunal de alzada lo 
confirmó en lo principal y modificó el monto do la indemniza- 
ción, que elevó a la suma de m$n, 1.10.000 con costas (fs. 120/121). 
Contra este fallo interpusieron ambas partes recursos ordinarios 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



en 



do apelación para esta Corte, que son procedentes (art, 24, inc. 

«P- a), del decreto-ley 1285/58, ley 14.467, vigente a la fecha 
de sus presentaciones). 

3*) Que se agravia la actora, según resulta de la pieza 
obrante a fs. 111/112, con base en que la indemnización fijada 
en autos "no tiene en cuenta la demostrada jerarquía económica 
de la víctima" (fs. 112), cuando del sucesorio resulta que el cau- 
sante era socio principal de la Sociedad Grinspon y Cía., S.R.L., 
Hiendo el haber de la sociedad conyugal superior a los tres millo- 
nes de pesos moneda nacional 

4*) Que, por su parte la demandada se agravia sobre la 
base de que "para que por aplicación del art. 1109 del Código 
Civil pudiera recaer condena en los casos de transporte benévolo 
siempre sería necesario se probara de manera fehaciente la te- 
meridad del causante del daño, con la consiguiente creación vo- 
luntaria de un riesgo adicional a los normales del vuelo ..." (fs. 
115 vta.). Además, manifiesta que la actora "se ha limitado a 
traer a estos autos el juicio sucesorio de su esposo, el que, como 
es obvio, sólo acredita el valor de los bienes que aquél poseía y 
que ninguna relación guarda con la prueba que debió rendir para 
acreditar el monto del perjuicio patrimonial que alega y cuya 
reparación persigue" (fs. 116/116 vta.). 

5*) Que la sentencia de la Cámara decidió elevar a ciento 
cincuenta mil pesos moaeda nacional la indemnización fijada en 
primera instancia, vaíorando las constancias del sucesorio del 
causante y diversas circunstancies de hecho. Así, entre otros ele- 
mentos, consideró que el causante tenía el, 70 por ciento do los 
aportes sociales y era gerente, si bien las excelentes utilidades 
obtenidas por la sociedad de la cual formaba parte el señor Grins- 
pon, mo debieron, en buena parte, a la situación anormal existente 
en el mercado como consecuencia del último conflicto bélico mun- 
dial. En tales circunstancias y habida cuenta de que, respecto de 
la indemnización señalada, no existen, en la instancia, agravios 
suficientes para modificarla —Fallos: 245 : 556 y otros— la sen- 
tencia en recurso debe estimarse arreglada a derecho, en lo que 
sobre el punto decide. 

ti 9 ) Que, asimismo, el fallo apelado, estimando que el acci- 
dente sólo pudo producirse por tulpa de ¡os pilotos de uno o de 
los dos aviones, declara la responsabilidad de la demandada, por 
aplicación de los arts. 1109 y 1113 del Código Civil, "sin que la 
grata idad del transporte que efectuaba pueda eximirla" (fs. 120 
vta.). 

7°) Que el Tribunal comparto las conclusiones de la senten- 
cia apelada en cuanto a la responsabilidad de la Nación. Estima, 
en efecto, que las circunstancias del caso y la valoración adecuada 
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de la prueon, impiden admitir la existencia de caso fortuito y, 
por lo contrario, sustentan la conclusión de que ha mediado culpa 
por parte de uno o de ambos pilotos en el infortunio que motiva 
el pleito Ello basta para excluir la exoneración con fundamento 
en el carácter benévolo del transporte, porque la imposibilidad 
de discernir el grado de in participación en ta culpa no puede 
gravitar sobre la víctima y en beneficio del principal de ambos 
aviadores. 

8 V ) Que esta Corte ha declarado en numerosas oportunida- 
des la responsabilidad del Estado (Fallos: 169; 111; 177: 314; 
182: ó y 210; 183: 247; 244: 154 y 291; 245:146 y muchos otros), 
sin que la circunstancia de tratarse do nn transporte benévolo 
— calificación, ésta, no introducida en la contestación a la deman- 
da — incida en el reconoei miento de esa responsabilidad, máxime 
cuando lia mediado, como se dijo, negligencia suficiente al efecto. 

Por ello, se confirma la sentencia apelada de fs. 120/121. 
Costas a la demandada atento la naturaleza de la causa. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aiiáoz de Lamadrid 
— Luis María Boffi Boogeko — 
Pedro Aber^stury — Ricardo 
Colombres — Esteban Imaz. 



MATILDE MOSCOVICH t.e GAXSIEVICH 

JUBl LACIOS Y PEXSION. 

Si bien es cierto que en el campo de In previsión los requisitos formules del 
derecho i-omún no son e<tigihles con rigor extremado, no corresponde acordar 
los beneficios del régimen de previsión para el personal del comercio y 
actividades civiles en calidad de "viuda" del afiliado, a quien estaba unida 
«•un el causante en virtud de matrimonio religioso celebrado cuando existía 
impedimento para contraer matrimonio legitimo — en el caso, el causante 
tenía entonces cónvuge, hoy superstite — . Falta en la especio el elemento de 
"buena fe", necesario para atenuar el rigorismo aludido. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

En el recurso extraordinario deducido a fs. 126 el apelante 
pretende que la sentencia de la cual se agravia afecta su derecho 
de propiedad y lesiona la igualdad "al resolverse en distinta 
forma — sostiene — - situaciones iguales ante la ley*'. 

En cuanto al primer agravio, debe ser desestimado, pues 
ni lo funda debidamente el recurrente, ni se advierte la relación 
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directa que pu**de guardar la cuestión que es materia de la causa 
con la garantía constitucional de la propiedad que se pretende 
desconocida por el fallo apelado. 

No basta para ello alegar que los aportes jubilatorios efec- 
tuados por el causante hayan hecho nacer un derecho de conte- 
nido patrimonial a favor de la peticionante, pues lo que debe 
justificarse, precisa y previamente, os que ésta posee un título 
hábil para hacerse acreedora al beneficio que pretende. 

Bajo ese aspecto, por tanto, el remedio federal intentado es 
improcedente. * 

El segundo agravio tampoco es admisible a mi juicio. En 
efecto, afirma la apelante que la denegación de su solicitud de 
pensión comportaría un tratamiento discriminatorio contrario a 
la igualdad constitucional, ante la solución dada por V. E. al 
caso registrado en Fallos: 239: 429 ("Sánchez, Bartolomé —su- 
cesión— e/ I.N.P.S."), en el que se reconoció el derecho a 
pensión de quieu estuvo unida al causante con vínculo canónico 
sin linlwr concurrido la celebración del matrimonio civil. 

A mi entender media una diferencia fundamental para que 
quepa hacer extensiva al caso de autos la doctrina del prece- 
dente aludido. Ella no es otra que la constituida por la circuns- 
tancia de que en el caso "Sánchez" no constaba en las actuaciones 
nada que pudiera hacer presumir que al tiempo de contraer el 
matrimonio sacramental los cónyuges se hubiesen encontrado 
impedidos de formalizar la unión civil. La ausencia de impedi- 
mento de ligamen y la buena fe con que procedieron las partes 
proporciona indiscutible apoyo jurídico a la solución que V. E. 
diera al citado caso, en concordancia con lo dictaminado por mi 
antecesor en el cargo cuya opinión comparto. 

Aquí, por lo contrario, al tiempo de unirse a la recurrente 
conforme a las prescripciones de la ley mosaica, el causante se 
encontraba ligado con otra mujer por el vínculo de un matri- 
monio anterior subsistente (fs. 75), hecho conocido por aquélla 
según su propia declaración (ver fs. 50), o cual impide, como 
bien so espresa en el dictamen de fs. 109/UO, hacer jugar a sn 
favor las consecuencias legales de la buena fe. 

Lo dicho no pretende envolver un juicio ético de reproche 
acerca de la conducta de la apelante, desde un punto de vista 
subjetivo. Tiende, sí, a poner de manifiesto la imposibilidad 
jurídica de extender en su beneficio las implicancias de una doc- 
trina que debe ser, de suyo, de aplicación excepcional. 

En estas condiciones, y ante la disparidad de situaciones no 
me parece que sufra quebranto la igualdad que la Constitución 
garantiza si se rechaza la petición de la interesada. 

Por ello opino, en consecuencia, que corresponde confirmar 
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la sentencia apelada en cuanto pudo ser materia del recurso. 
Buenos Aires» 19 de febrero de 1960. — llamón Lascano. 

FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1960. 

Vistos los «utos: "Gansíevieh, Matilde Moscovich de s/ 
pensión". 

Considerando : 

l v ) Que la recurrente, pura acogerse a los beneficios del 
régimen dé previsión para el personal del comercio y actividades 
civiles, alega t|uc su situación es equiparable n la de la "viuda" 
del afiliado, en virtud del matrimonio religioso eme la unía al 
causante, que habría sido celebrado el 5 de octubre de 1919, tal 
como -se desprendería de la fotocopia obrante a fs, 72 y de la 
de su traducción de fs. 73. Cita, también, en apoyo de su pre- 
tensión, la jurisprudencia de esta Corte registrada en Fallos: 
239 : 429. 

2?) Que el recurso extraordinario es procedente, habida 
cuenta de que en él se cuestiona la inteligencia atribuida por 
el a quo al art. 48 del decreto 31.665/44, al resolver sobre el 
punto con resultado adverso al derecho invocado por ía apelante 
con fundamento cu aquella norma federal (art. 14, ine. ley 48). 

3*) Que, en cnanto al fondo del asunto, esta Corte, en el 
precedente de Fallos: 239: 4"J9, declaró que en el orden de la 
vida eiyil "no eal>e considerar 4 * viuda" a quien no haya estado 
unida por un matrimonio legal al hombre que luego fallece'", 
pero qué "también es exacto que en el campo de la previsión ios 
requisitos formales del derecho común no son exigibles con el 
mismo rigor extremado, en tanto aquí lo esencial es cubrir ries- 
gos de subsistencia y de ancianidad que acontecen con todas las 
personas, sin relación esencial con la perfección de su estado 
civil". 

4 P ) Que, de lo expresado, se sigue que es admisible la equi- 
paración de la situación entonces contemplada, -de quien había 
estado vinculada al afiliado fallecido solamente por un matri- 
monio religioso a la de la ** viuda" propiamente dicha, siempre 
que se trate de personas que no se encontraban civilmente impe- 
didas |>ara contraer matrimonio legítimo, que hubieran podido 
celebrar en vida del afiliado. En supuestos tales, la unión es 
susceptible de "perfección" o legitimación, para lo cual, como 
es obvio, no deben concurrir los impedimentos establecidos por 
la ley de matrimonio civil. 

5 9 ) Que en la especie, en cambio, existe cónyuge supérstite, 
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distinta de ta recurrente (partida de fs. 75), situación que ya 
se daba al momento de contraerse el matrimonio religioso alu- 
dido. En tales condiciones, no resulta aplicable al sub lite el 
precedente jurisprudencial que se cita. 

6*) Que cabe todavía recordar que esta Corte, en dicho 
antecedente, fundó también su resolución, en la *' buena fe" de 
los contrayentes e hizo alusión expresa al do red i o de alimento», 
recíproco entre los cónyuges, que reconoce el art. F7, ine. 1*, de 
la ley 2393, después de la declaración de nulidad del matrimonio, 
cuando hubiere mediado desconocimiento del impedimento legal 
para su celebración, argumento éste que tampoco conviene al caso 
de autos (eonfr. fs, 50). 

7 9 ) Que, en razón de lo expuesto, los restantes agravios 
de ln apelante, referidos a las garantías constitucionales de la 
igualdad y de la propiedad, carecen de relación directa e inme- 
diata con lo que ha sido materia del litigio (art. 15, ley 48). 

Por ello, y lo concorda ntemen te dictaminado por el Señor 
Procurador General, se confirma ln sentencia apelada en cuanto 
lia sido materia del recurso extraordinario. 

Benjamín Vh.lec.as Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Pedro Aberastury — Ricardo 
Colomrres — Esteban Imaz. 



HADE MORIC t Otra 

COySTITVCIOS XACiOSAL: Comtitmiomdidad e inconstitHtiovíaliáad. Let/en 
McióHafa, Cantil «es. 

Ln prohibición establecida por el ilcerclo 11. (¡09 {ley 13.030). en cnanto limita 
ln elección del nombro de bis personas a palabras castellanas o castellani- 
zadas por el u<*o, contemplo el interés público que reviste la materia y no es 
repugnante o los nrt¡». 1!» y 33 de ln C onstitución Nacional. 

NOMBRE. 

Corresponde confirmar la sentencia que no hace lugar n ln inscripción del 
nombr? "Toiiiúlavo" fundada en que no cu castellano ni lin «ido castellani- 
zado por el upo. Ls sentencia ,;e ajusta a las limitaciones impuestas por el 
decreto 1-1 .009/43 (!ey 13.030), 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El presente caso guarda fundamental analogía con el resuel- 
to por V. E. en Fallos: 242 : 321. 
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En consecuencia, y por aplicación de tal criterio, correspon- 
de i a confirmar el fallo apelado en cuanto ha podido ser mate- 
ria de recurso. Buenos Aires, 29 de marzo de 1960. — Ramón 
L<i$cano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1960. 

Vistos lus autos: "Moric, Hade y Miletic de Moric, Ana s/ 
información". 

Considerando : 

V) Que la sentencia de la alzada de fs. 24, no hizo lugar 
al pedido de inscripción en el Registro Civil del hijo de los soli- 
citantes con el nombre de " Tomista vo", fundada en que, si bien 
la elección del nombre es un derecho de los padres derivado de 
la patria potestad, no se ejerce en forma absoluta, sino con las 
limitaciones que impone el decreto 11.609/43 (ley 13.030), que 
veda la inscripción de nombres que no pertenecen al idioma 
castellano o no hayan sido castellanizados por el uso. 

2») Que contra esta sentencia interpusieron los actores re- 
curso extraordinario a fs. 26/27, por estimar que lo decidido 
vulnera los arts. 19 y 33 de la Constitución Nacional, en cuanto 
han sido privados de ta libertad de imponer el nombre que desean 
para su hijo, nombre que no es inmoral, ni afecta las buenas 
costumbres, ni ridículo o extravagante y que es la única forma 
castellana que se puede dar a "Tomislav", 

3?) Que, como lo recuerda el Señor Procurador General, 
esta Corte, en el precedente de Fallos: 242: 321, ha declarado 
que la limitación legal en cuanto a la elección del nombre de 
las personas contempla el interés público que reviste la materia 
y que no vulnera, en circunstancias análogas a las de autos, 
principio ni garantía alguna de la Constitución Nacional. La 
sentencia de fs. 24 debe, en consecuencia, ser confirmada. 

Por ello, y lo concordantcmente dictaminado a fs. 32 y 33, 
se confirma el fallo apelado en cuanto ha sido materia de recurso 
extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Akáoz de Lamadrid 
— Luis Masía Boffi Bogoebo — 
Pedro Abebastury — Ricardo 
Colohbbes — Esteban Imaz. 
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HOQUE -1 A CINTO OVIEDO v. INSTITUTO X Ai' ION AL m PREVISION 

SOCIAL 

RECURSO HE AMPARO. 

En ausencia de ley que lo autorice y no -deudo exigencia impuesta por ia 
naturaleza de la acción de uníparo la supresión de las instancias rata Me- 
cidas por el ordenamiento jurídico vidente, corresponde atribuir su conoci- 
miento a los jueces de primera instancia. No existen al respecto las razones 
vincnLidns n la eficacia del amparo que la Corte tuvo en cuenta para e\ itar 
las cuestione* de competencia entre jueces de primer grado, dentro del ámbito 
de sn jurisdicción territorial. 

Dictamen del Pkoccradoh General 
Suprema Corte: 

V. E. tiene declarado que las resoluciones denegatorias de 
competencia en los recursos de amparo son susceptibles de la 
apelación del art 14 de la ley 48 y, asimismo, que en los proce- 
dimientos de aquella naturaleza no deben extremarse, a los efec- 
tos del otorgamiento del recurso extraordinario, las exigencias 
de carácter formal (t« re "Solari, A, y otros c/ Otegut v Cía" 
fallo del 8 de abril de 1960). 

Con arreglo a esta doctrina estimo, pues, que el remedio 
federal deducido a fs. 29 de las presentes actuaciones es proce- 
dente y ha sido bien acordado a fs. 3Ü T 

En cuanto al fondo del asunto creo necesario, previamente 
a toda otra consideración, reiterar aquí un concepto ya expre- 
sado en mi anterior dictamen de fs. 21 de estos autos, cual es 
que el fallo de la Cámara de Apelaciones del Trabajo obrante 
a fs. 7 no decidió el punto relativo a si una petición de amparo 
puede ser deducida originariamente ante un tribunal de alzada. 
Y de acuerdo con esta interpretación de aquel fallo, que ha sido» 
también la que le ha asignado el propio tribunal que lo dictó 
según así se desprende de su posterior sentencia de fs. 27 mo- 
tivo de esta nueva apelación extraordinaria, no cabe a mi 
juicio pretender que la revocatoria dispuesta por la Corte el 28 
de marzo del a fio en curso {fs. 22) importó un pronunciamiento 
de V. E. en torno al problema antes enunciado. 

De este modo, discrepo con el recurrente en cuanto éste afir- 
ma que el a quo no ha respetado lo resuelto por V. E. en la 
recién recordada sentencia de fs. 22 y, ello establecido, entro 
seguidamente al examen de la cuestión que plantea lo decidido 
por el fallo en recurso. 

Al respecto comienzo por señalar que lo reiteradamente de- 
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clarado por esa Corte en orden a su falta de competencia origi- 
naría en materia de amparo (Fallos: 241: 380; 242: 826 ; 243: 
37 y 446 entre otros), sólo significó el mantenimiento del criterio 
similar que de antiguo ha sustentado V. K. con respecto a los 
recursos de babeas Corpus, y que estableció sobre la base de 
considerar que la jurisdicción originaria del Tribunal es insus- 
ceptiblc de ampliación o restricción alguna, ni uún por ley, en 
razón de provenir directamente dol art, 101 de la Constitución 
Nacional (Faltos: 32: 120; 40 : 386 ; 62: 239; 123: 109 y los muy 
numerosos posteriores). 

En consecuencia, y siendo extraño a esa u otra cláusula cons- 
titucional lo relativo a la jurisdicción de las Cámaras Nacionales 
de Apelaciones, va de suyo que para la solución del punto de que 
en autos se trata no constituye argumento útil la invocación de 
aquella doctrina de V. E. 

Por el contrario, estimo que pura resolver la cuestión en esa- 
men interesa tener en cuenta que, según lo disponen las perti- 
nentes disposiciones de la ley orgánica de la justicia nacional, 
cada una de las Cámaras Nacionales de Apelaciones "será f ri- 
ba nal de alzada respecto de los jueces nacionales de primera 
instancia" de los distintos fueros que integran aquélla (arts, 33, 
35, 36, 37, 38, 39 y 50 del decreto-ley 1285/58; arts. 53 y 54 de 
la ley 13.998) ; y que si bien en determinadas situaciones la com- 
petencia de dichas Cántaras excede su actuación ,en el carácter 
recién visto, ello sólo tiene lugar en los supuestos en que la ley 
ha creado, para ante alguna de ellas, un rerurso contra resolu- 
ciones de organismos o funcionarios investidos de facultades 
jurisdiccionales como son, entre otros, los casos de los recursos 
que autorizan el art. 33, parte segunda, del decreto-ley 12&5; el 
art. 6* de la ley 11.570 (modificado por el 19 del decreto-ley 
32.347/44) ; el art. 14 de la ley 14.236 ; o el art. 37 de la ley 14.455. 

De lo expuesto en el párrafo anterior puede a mi entender 
concluirse que las Cámaras de Apelaciones de ta justicia nacio- 
nal han sido establecidas, ministerio legis, para ejercer sus fun- 
ciones judiciales únicamente como tribunales de segundo grado, 
esto es, con vocación para conocer y pronunciarse, exclusiva- 
mente, en instancia de revisión. 

Al resolver en Fallos: 245 : 435 el problema. atinente a la 
competencia por razón de la materia en los juicios como el pre- 
sente, V. E. señaló que uno de los presupuestos de la doctrina 
vigente aceren del amparo es la ausencia de normas legislativas 
que reglen su procedimiento, y establezcan el deslinde de compe- 
tencia a que el mismo debe sujetarse; y que así como ese silencio 
de la ley no influyó para decidir la inexistencia del amparo, 
tampoco puede i avocárselo para fundar la incompetencia de los 
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jueces llame a pronunciarse sobre él, máxime cuando ello lle- 
varía a frustrarlo por falta de jueces competentes. 

Ahora bien, si como creo haberlo demostrado más arriba, 
existen normas legales en cuya virtud las Cámaras de Apelacio- 
nes solo pueden actuar como tribunales de alzada, es indudable 
que, en cuanto atañe a la competencia por razón de grado, la 
situación viene a ser fundamentalmente distinta. Aquí ya no se 
trataría, en efecto, de extender la competencia de los jueces de 
primera instancia teniendo a la vista la alta finalidad del recurso 
de amparo y, por sobre todo, la ausencia de normas legislativas 
que expresamente se opongan a esa extensión, sino de ampliar 
la jurisdicción que normas especiales han delimitado a las Cá- 
maras de Apelaciones, con la consiguiente violación del ordena- 
miento jurídico vidente; violación que aparecería tanto más injus- 
tificada a poco que se tuviera en cuenta que la falta de juris- 
dicción de aquellos tribunales para intervenir originariamente 
en los recursos de amparo, en modo alguno conduciría a afectar 
la eficacia de esos procedimientos por falta de jueee competentes. 

Por último cabe agregar que, tal como lo tiene . suelto V. E. 
la demanda de amparo ¡e llalla regida, subsidiariamente, por las 
normas procesales del hábeas Corpus, en cuanto estas últimas se 
compadezcan con la naturaleza esencial de aquélla (Fallos: 244: 
376 y 245: 435 ). Y, en verdad, no parece que lo conteuido en el 
art 618 del Código de Procedimientos en lo Criminal de la Ca- 
pital Federal, que atribuye el conocimiento del hábeas corpus 
a los jueces de primera instancia, resulte incompatible con la 
razón de ser del amparo. 

Estimo, pues, que corresponde confirmar el fallo apelado. 
Buenos Aires, 20 de octubre de 1960. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Oviedo, Boque Jacinto c/ Instituto Na- 
cional de Previsión Social »/ recurso de amparo". 

Considerando: 

Que el Tribunal comparte las conclusiones del dictamen de 
fs. 40. Porque lo resuelto a fs. 22, con arreglo a la doctrina de 
los precedentes que allí se citan, no contiene pronunciamiento 
respecto de la cuestión ahora debatida, a saber: la atinente a la 
competencia originaria de la Cámara apelada. Ello fué, por lo 
demás, objeto de expresa reserva en el dictamen de fs. 21, que 
la sentencia de fs. 22 incorporó también a sus fundamentos. 
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Que, en tales condiciones, en anuencia de ley que lo a uto rife 
y no siendo exigencia impuesta por la naturaleza de la acción 
de amparo, la supresión de las instancias establecidas por el 
ordenamiento jurídico vigente, el fallo apelado debe confirmarse. 
Por lo demás, la jurisprudencia do esta Corte — Fallos: 246: 17!) 
y sus citas — con arreglo a la cual no son pertinentes las cues- 
tiones de competencia, en materia de amparo, entre jueces de 
primer grado, dentro del ámbito de su jurisdicción territorial, no 
autoriza tampoco el allanamiento de las instancias. 

Por ello, y lo dictaminado concordan teniente por el Señor 
Procurador General, se confirma la sentencia recurrida de fs. 27. 

Julio Oyhaxarte — Pedro Aberas- 
turt rlcardo colombres 

Esteban Imaz. 



FELIPE ROMANO v. DIRECCION DE VINOS 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera imtancia. Sentencia defi- 
nitiva. Concepto, 

Por tratarse de una resolución que pone fio al pleito c impide la tutela 
del derecho que invoca el interesado, procede el recurso ordinnrio de apela- 
ción contra la sentencia del jue» federo! que declara deducido fuero del plnzo 
estábil:, ido por el art. ¡19 de la ley 14.799, el recurso de apelación interpuesto 
contra la decisión de ta Dirección de Vinos que desestimó un pedido de 
nulidad. 

* 

POLICIA DE VI VOS. 

El recurso de apelación establecido por la ley 14.799 debe dedueirse dentro 
del término de 5 días hábiles que establece su art. 39 a partir de la notifica- 
ción de la resolución condenatoria, sin que el plaw se suspendí por la 
interposición de otro* recursos administrativos no autorizados por aquélla. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Romano, Felipe e/ Dirección de Vinos s/ 
recurso eontenciosoadmínistrativo 

Considerando : 

1*> Que, con motivo del rechazo por la Dirección de Vinos 
— fs. 102 vta. del expediente administrativo 158,594 — de la nuli- 
dad interpuesta contra la resolución condenatoria de fs. 82 del 
mencionado expediente» don Felipe Romano promovió recurso de 
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apelación ante el Juzgado Federal de Mendoza contra aquella 
resolución de fs. 82 (fs. 1/2 y aclaración de fs. 3/4). 

:*) Que la sentencia del a quo (fs. 23), confirmatoria de 
la de primera instancia (fs. 8) desestimó el recurso interpuesto 
por el actor por haber sido deducido fuera del plazo previsto en 
el nrt. 39 de la ley 14.799. 

3*) Que contra ese pronunciamiento se interpuso recurso 
ordinario para ante esta Corte, el cual es formalmente admisible 
pues el monto en litigio supera el límite establecido en el ap. a), 
ine. 6*, art. 24, del decreto-ley 1285/58, vigente a la fecha en que 
quedó firme el auto que lo concedió (doctrina de Fallos: 246: 
183) y la sentencia impugnada reviste el carácter de definí Uva 
con arreglo a la jurisprudencia de este Tribunal (Fallos : 240 : 14). 

i 9 ) Que el agravio expresado por el recurrente consiste en 
afirmar que el cómputo de días efectuado por el a quo es erróneo, 
pues debió haber computado el plazo del art. 39 a partir de la 
fecha en que fué notificado de la resolución denegatoria de fs. 
102 vta. del expediente administrativo, desde que en dicha opor- 
tunidad la Dirección de Vinos volvió a condenar al actor, entran- 
do al fondo del problema (fs. 35/39). 

5 9 ) Que el recurso de apelación establecido por la ley 14.799 
debe deducirse dentro del término de 5 días hábiles desde la 
fecha de notificación de la sentencia condenatoria recaída en las 
actuaciones administrativas, sin que la ley establezca la suspen- 
sión de dicho término por la interposición de otros recursos 
administrativos no autorizados por aquélla. Kn consecuencia, 
surgiendo de las constancias de autos que el recurso judicial fué 
promovido por el actor con posterioridad al vencimiento del tér- 
mino establecido por el art. 39 de la ley 14.799, corresponde deses- 
timar su agravio. 

(5°) Que, en cuanto a las demás manifestaciones del recu- 
rrente, contenidas en el escrito de fs. 35/39, relativas a la pre- 
sente nulidad de las actuaciones administrativas en razón de 
haberse violado las disposiciones del decreto 10.990/45 e impe- 
dido su derecho de defensa, no pueden ser objeto de considera- 
ción por esta Corte en virtud de la aludida extemporaneidad del 
recurso interpuesto con base en la ley 14.799. 

Por ello, se confirma la sentencia apelada en lo que fué 
materia de recurso. Costas al actor en esta instancia. 

Aribtóbulo D. Aráoz de Lamadbid — 
Luis María Boffi Bogoero — 
Julio Othawabtb — Ricardo Co- 
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™ FALLOS DE LA COSTE SU PEE KA 

JOSE MARIN ALIAGA T Oraos v. MIGUEL LARROSA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión* na federales. 
Sentencias arbitraria». Procedencia del recurso, 

F' titano extraordinario es procedente contra las sentencias que interpretan 
arbitrariamente lo» elementos probatorio» producidos en el juicio, u omiten 
la consideración de los agravios referido» a la falta de prueba» de una deter- 
minada relación jurídica. 

Tal en lo que ocurre con la sentencia que considera que, sobre la base de 
documentación referente a la venta de centeno y girasol en febrero y junio 
de í'Mi'u pusde «oiu-tuirse que quienes aparecen vendiendo lian sido sub- 
arrendatarios del predio de los actores con anterioridad al 1» de enero de 
líMtí, a penar de que no se lia demostrado que lo» cereales vendido» hubiesen 
sido cultivados en el campo de propiedad de lo» actores. 



Dictamen del Procurador General 
Snpronm Corto: 

De lo que so decidiera acerca de cual era la fecha en que 
los suba rromlata ríos comenzaron a explotar por su cuenta el 
predio cuestionado, dependería, en lo fundamental, la suerte de 
la litis; y para sostener que aquellos lo hacen en esa condición 
desde antes de enero de 1946, el a qno se funda en la prueba 
documental de fs. 58/60. 

Tales documentos son facturas de venta de cereales a terce- 
ros compradores, y sólo prueban a mi juicio, en el mejor de los 
supuestos, la venta efectuada y el precio convenido. No los creo 
suficientes, como lo admite la sentencia apelada, para dar por 
acreditado que esos cereales fueron cultivados por los vendedo- 
res en el predio del ador, y estimo que la extensión probatoria 
atribuida a esas faetnras sobrepasa los límites de razonabilidad 
dentro de los cuales la facultad de apreciación es privativa de los 
tribunales ordinarios de la causa. 

Al exceder dichos límites se lesiona en mi opinión el sentido 
constitucional del derecho de defensa, que impone que los pro- 
nunciamientos judiciales se subordinen a las constancias de los 
autos. Lo contrario haría estéril la exigencia de que el " juicio' ' 
esté integrado por el elemento "prueba". 

Hállase pues configurado el agravio que se invoca y pienso 
que corresponde revocar, con ese alcance, el fallo apelado. Bue- 
nos Aires, 9 de setiembre de 1957. — Sebastián Soler. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires, 16 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: ''Marín Aliaga, José y otros c/ Lanosa, 
Miguel s/ excepción prórroga legal". 

Considerando : 

V) Quf* contra la sentencia de la Cámara Central Paritaria 
de Concilla* ón y Arbitraje Obligatorio de fs. 93/95 — revocato- 
ria de la dictada por la Cámara Regional de Trenque Lauquen 
de fs. 76/77 — los actores dedujeron recurso extraordinario, que 
les fué concedido a fs. 104. 

3*j Que si bien esta Corte tiene decidido que no le corres- 
ponde juzgar sobre el acierto o el error de lo resuelto por los 
jueces de la causa con respecto al valor o al alcance de la prueba 
— Fallos: 242: 179, 393 y otros — , ha admitido excepciones a ese 
principio, y declarado, en consecuencia, que el recurso extraordi- 
nario es procedente contra las sentencias que interpretan arbi- 
trariamente los elementos proba torios producidos en el juicio, 
u omiten la consideración de los agravios referidos a la falta 
de pruebas de una determinada relación jurídica (doctrina de 
Fallos; 233: 147; 238: 501, 566). 

•T) Que sobre la base de la documentación agregada a fs. 
58 60 —referente a operaciones de venta de centeno y girasol 
realizadas en los meses de febrero y junio de 1946 — , el Tribunal 
n quo extrajo la conclusión de que los señores Salvador, Félix y 
Enrique Lanosa explotan el predio de propiedad de los actores, 
en calidad de subarrendatarios, con anterioridad al 1° de enero 
de 1946, *'pues de lo contrario — expresa (fs. 94) — no se expli- 
caría la venta, en febrero y junio de ese año, de cosechas de 
centeno y girasol que por su cielo vegetativo deben necesaria- 
mente haberse sembrado con antelación a la fecha de antigüedad 
mínima exigida por el art 60 de la ley 13.246. . .**, o sea, al 1* 
de enero de 1946. 

4*) Que el referido aserto comporta una simple conjetura 
desprovista de valor legal, aún dentro de los límites procesales 
de la prueba indirecta, desde que no se ha demostrado la efecti- 
vidad de tales operaciones ni existe en autos elemento alguno de 
juicio que acredite el hecho de que los cereales vendidos hayan 
sido cultivados en el campo de propiedad de los actores. 

5») Que en las condiciones expresadas, cabe concluir que 
la sentencia en recurso se halla afectada de la tacha de arbitra- 
riedad en los términos de la jurisprudencia recordada en el con- 
siderando 2», y que, por lo tanto, debe ser dejada sin efecto. 
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Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se deja sin efecto la sentencia de fs. 93/95. Y vuelvan los 
autos al tribmial de su procedencia a fin de que se dicte un nuevo 
fallo con arreglo a derecho. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Luis María Boffi Boggero — 
Julio Oyhanarte — Ricardo Co- 

LOMBRES. 



MARIA EMMA LOPEZ v. MARCELO DE PEDRO 

CONSTITUCION NACIONAL: Control de consUtudonaUdad. Facultades del 
Poder Judicial. 

Loa jueces no pueden declarar de ofieio la ineon&titueionalidad de las leyes 
na v Unía les vigentes, 

CONSTITUCION NACIONAL: Efccto$ de la declaración rfc incomtitucionalidad. 

Los efectos de la declaración de inconstitucionalidad se limitan al juicio en 
qne fué admitida. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

Ee doctrina de V. B. que: "Log jueces no pueden declarar 
de oficio la inconstitucionalidad de las leyes nacionales vigentes. 
Es condición esencial de la organización del Poder Judicial, que 
no le sea posible controlar por propia iniciativa los actos legis- 
lativos, ni aun los administrativos, que tienen la presunción de 
su legitimidad. Toda invocación de nulidad contra ellos, debe 
ser alegada y probada en juicio" (Fallos: 234: 335 y los ahí 
citados). 

Por aplicación de este criterio, pues, corresponde dejar sin 

efecto la sentencia apelada. Buenos Aires, 3 de junio de 1960. 

Ramón Lascano. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "López, María Emma c/ Marcelo de Pe- 
dro s/ ejecución de sentencia". 
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Considerando : 

1') Que en estos autos, el Tribunal del Trabajo de Dolores, 
en el proceso de ejecución de la resolución dictada por la Cámara 
Regional Paritaria de Conciliación y Arbitraje Obligatorio de 
la Ciudad de Buenos Aires (fs. 5), declaró de oficio la inconsti- 
tucionalidad de la ley 13.246 en sus arts. 4<> y 48 y la resolución 
fué confirmada, posteriormente, por la Cámara de Apelaciones 
de Dolores (fs. 24/25). 

2*) Que coutra el último de los fallos aludidos en el consi- 
derando anterior, la parte actora dedujo recurso extraordinario 
alegando la constitucionalidad de las leyes 13.246 y 13.897 e 
impugnando de arbitraria la sentencia del a quo. Se trata, enton- 
ces, del supuesto previsto en el art. 14, inciso 1* de la ley 48, 
por lo que resulta admisible, en su aspecto formal, el recurso 
extraordinario deducido y así se lo declara, 

3 V ) Que, en cuanto al fondo del asunto, no resaltando de 
autos quo la parte demandada haya cuestionado la constitucio- 
nalidad de las leyes citadas, el a quo carece de atribuciones —en 
la especie — para sustituir el silencio de la parte interesada, habi- 
da cuenta de la reiterada jurisprudencia de esta Corte que no 
admite la declaración de oficio de la inconstitncionalidad de las 
leyes nacionales, que el Señor Procurador General, acertadamen- 
te, cita y transcribe, en su dictamen de fs. 40. 

4 9 ) Que, finalmente, tampoco es óbice para la procedencia 
del recurso lo decidido por esta Corte en los autos "Fernández 
Arias, E. c/ Poggio, J.", con fecha 19 de setiembre pasado, sobre 
la inconstitucionalidad de los tribunales paritarios rurales, en 
razón del principio conformo al cual los efectos de la declaración 
de inconstitncionalidad se limitan al juicio en que fué admitida 
—Fallos: 183: 76; doctr. Fallos: 202: 184 y sus citas—. 

Por ello, y lo concordantemente dictaminado por el Señor 
Procurador General, se revoca la sentencia apelada en lo que ha 
sido materia del recurso. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Abistóbülo D. Aráoz de Lamadbid 
— Julio Oyha nampe — Ricardo 

COLOMBRES. 



ARMANDO TERENCIO POLLANO 

JUBILACION T PENSION. 

Puesto qne el art. 24 de la ley 14.370 sustituyó al art. 11 del deer*to-ley 9316/ 
46, privándolo de vigencia, no resulta licito impugnar el art. 16 del deereto. 
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reglamentario 1858/55, que se ajustó a las previsiones del texto mencionado 
en primer término, imputándole haber alterado lo dispuesto en el art. 11 
del decreto-ley &3IÜ/46, Corresponde, en consecuencia, revocar la sentencia 
que parte de la base de tal declaración de inconsiitucionalidad para reajustar 
el haber de un jubilado ferroviario que continué prestando servicios en acti- 
vidades comprendidas en el régimen de la ley 12.581, hasta después de 
entrada en videncia la ley 14.370. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte; 

El recurro extraordinario concedido a fs. 106 oh procedente 
por haberse cuestionado en autos la inteligencia y validez de nor- 
mas federales y ser la decisión definitiva del superior tribunal 
de la causa adversa a las pretensiones del apelante. 

El fondo del asunto consiste en determinar el procedimiento 
aplicable pura el reajuste del haber jubila torio de un beneficia- 
rio de la ley 10.650, que continuó prestando servicios en activi- 
dades comprendidas dentro del régimen de 1*. ley 12.581 hasta 
el 31 de uiavo de 1055, es decir, hallándose ya en vigencia la 
ley 14.370. 

El Instituto Nacional de Previsión Social, en virtud de esta 
última circunstancia y confirmando lo resuelto por la Caja para 
el Personal Ferroviario (ley 10.650), consideró derogado el art. 
11 del decreto-ley 9316/46 por el art. 24 de la ley 14.370 y apli- 
cable, en consecuencia, el art. 16 de su decreto reglamentario 
1958/55. 

El a quo por su parte, acogiendo pn mal monte los agravios 
del interesado, se pronuncia por la inconstitucionalidad del cita- 
do art. 16 del decreto en cuestión y declara aplicable al caso el 
art. 11 del decreto-ley 9316/46 y 24 do la ley 14.370, siendo éste 
ampliatorio de aquél, por lo que revoca la resolución recurrida 
del Instituto de referencia. 

Por la similitud del problema legal planteado, pienso que la 
situación originada en estos actuados debe resolverse con arre- 
glo a las conclusiones a que arribara en el dictamen producido 
con feeha 30/ VII/l^ üá en la causa "Arriota, Narciso s/ jubila- 
ción" (A. 162, XIII), a cuyos fundamentos me remito en obse- 
quio a la brevedad. 

Dije en esa oportunidad y lo ratifico ahora, que el procedi- 
miento que a mi criterio debe seguirse para determinar la nueva 
remuneración básica que permita establecer el haber de la pres- 
tación reajustada, consiste en considerar las remuneraciones que 
sirvieron para fijar el primitivo haber, a las que se sumarán las 
correspondientes a los servicios que continuó prestando el afi- 
liado, tomándose como divisor el pe iodo de tiempo establecido 
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en el art. 14 de la ley 14.370. Al sueldo promedio que se obtenga 
se le aplicarán las disposiciones pertinentes del art. 3*, con la 
salvedad que dimana del decreto reglamentario mencionado 1958/ 
55 (art. 16, última parte). 

En estas condiciones resultan armonizadas las disposiciones 
legales en juego, de tal suerte que la norma cuestionada del 
decreto reglamentario viene a consentir una interpretación que 
la encuadra dentro de los límites del art. 86, inciso L*\ de la 
Constitución. 

Ln declaración de inconstitucionalidnd resulta, así, improce- 
dente, por lo que corresponde dejar sin efecto la sentencia ape- 
lada en este punto, confirmándola en cuanto revoca la resolución 
del Instituto Xacional de Previsión Social, al que deberán devol- 
verse las actuaciones por intermedio del tribunal de su proce- 
dencia para que efectúe el reajuste de la prestación con arreglo 
al criterio expuesto. Buenos Aires, 12 de junio de 1959. — Ra- 
món Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 do diciembre de 1960. 
Vistos los autos: "Pollano, Armando Terencio s/ jubilación". 

Considerando : 

1*) Que, como lo señala el Señor Procurador General, las 
modalidades del presente litigio coinciden, sustaiicialinentc, con 
las que esta Corte tuvo ocasión de examinar al pronunciarse en 
la causa "Arrieta, Narciso s/ jubilación" (A. 162, XIII), resuel- 
ta con fecha 11 de noviembre del corriente año. 

•-*) Que la única particularidad destacable es la de que la 
Cámara a quo, luego de afirmar que el art. 11 del decreto-ley 
9316/46 (ratificado por la ley 12.921) rige en la especie, habida 
cuenta de que no fué derogado por la ley 14.370, declara la incons- 
titucional ¡dad del art. 16 del decreto 1958/55, por entender que 
esta disposición altera el texto y el espíritu del precitado art. 11, 
lo cual implica que, al dictarla, el Poder Ejecutivo incurrió en 
exceso reglamentario (art. 86, inc 2*, de la Constit. Nacional). 

3?) Que, de acuerdo con la doctrina que esta Corte expuso 
en el precedente antes mencionado, el art. 24 de la ley 14,370 
sustituyó al art. 11 del decerto-ley 9316/46, privándolo de vigen- 
cia. T va de suyo que esta circunstancia es, en sí misma, sufi- 
ciente para sustentar el criterio con que el Instituto Nacional 
de Previsión Social lia resuelto el stub lite y para desestimar la 
invalidez constitucional de que la Cámara hace mérito. En 
efecto, no resulta lícito impugnar el art. 16 del decreto 1958/55 
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imputándole haber alterado lo dispuesto por el art 11 del decreto* 
9316/46, toda vez que — conforme a lo dicho— este último pre- 
cepto hallábase extinguido al tiempo de dictarse aquella norma 
reglamentaria, la que se ajustó a las previsiones del art. 24 de 
la ley 14.370. De donde se sigue que el recurso extraordinario 
interpuesto a fs. 104/105 por el representante del Instituto Na- 
cional de Previsión Social, debe prosperar. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se revoca la sentencia apelada de fs. 98/101 en cuanto ha 
sido materia del recurso extraordinario. 

Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid — 
Julio Oyhaxarte — Pedro Abk- 
rastuby — Ricardo Colombres. 



MARIA. ANGELA CORDOBA fe BAR Y RESTAURANTE MAXIM 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Cuestiones ho federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

En tanto regula» nn Aspecto de las relacione? tabora Un*, las norma* de los 
decretos-leyes 7913 y 7914 de 1957 y sus regla men taños, no trascienden el 
ámbito del derecho común, y su interpretación, por lo tanto, es ajena a la 
jurisdicción extraordinaria de la Corte {')• 



MIGUEL DONATO fe ALFONSO LOPEZ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedérale». 
Interpretación de normas y actos comunes. 

Lo relacionado con la inaplicabilidad del art. 41 de la ley 14.455, por no 
haber sido reglamentado, constituye un problema de interpretación de normas 
ile derecho común, ajeno a la jurisdicción extraordinaria de la Corte Supre- 
ma. No obsta a ello la invocación del art. 14 de la Constitución Nacional, 
que carece de relación directa e inmediata con lo decidido. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Limites del pronunciamiento. 

No corresponde qoe la Corte Suprema se pronuncie sobre las impugnación a 
introducidas por primera ves en cí memorial presentado en la instancia 
extraordinaria. 



(l) 16 de diciembre; Fallos: 247: 185; can» "Biniaro v. Andia" en pág. 711.. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

V. E. ha declarado reiteradamente que el punto atinente a 
la aplicación de una norma de derecho común con prescindencia 
de su posible reglamentación, constituye un problema ajeno al 
recurso extraordinario porque su solución sólo depende de la 
inteligencia que a aquélla se atribuya (Fallos: 238 ; 375 y 242: 
182, entre muchos otros). 

Esa doctrina es aplicable al presente caso, en el cual el re- 
currente se agravia porque la sentencia dictada a fs. £2 ha hecho 
jugar la disposición contenida en el art. 41 de la ley 14.455 sin 
que la misma haya sido reglamentada. 

Por lo demás, es evidente que, como lo ha puesto de mani- 
fiesto el a quo, con la referida cuestión no guarda relación 
directa ni inmediata la garantía del art. 14 de la Constitución 
Nacional. 

En consecuencia, y pueblo que lo referente a bí en el caso 
se encontraban cumplidos los requisitos exigidos por la clausula 
legal ya citada, y de igual modo lo relativo a si el actor era 
o no el único dependiente del demandado, comportan cuestiones 
de hecho y prueba y de derecho común que el recurrente no pre- 
tende hayan sido resueltas con arbitrariedad, pienso que no 
existe motivo que autorice la apertura de la instancia de 
excepción. 

Corresponde, pues, a mi juicio, declarar mal concedido a 
fs. 41 el remedio federal de fs. 39. Buenos Aires, 18 de abril 
de 1960. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Donato, Miguel c/ Alfonso López s/ de- 
manda". 

Y considerando: 

1*) Que el fallo de la Cámara Segunda de Trabajo de Cór- 
doba (fs. 32/38) condenó a Alfonso Lópei a pagar a Miguel 
Donato, entre otras sumas, el importe de los sueldos correspon- 
dientes al término de un año, de conformidad con el art 41 de 
la lev 14.455, en cuanto éste dispone que "los trabajadores que 
se desempeñen como delegados del personal, miembros de comi- 
siones internas o en otros cargos representativos similares de 
carácter gremial» gosaran de estabilidad en sus empleos por todo 
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el tiempo que duren en sus funciones y hasta un año a partir 
de la cesación de las mismas". 

2*) Que a fs. 39/40 el demandado interpone recurso extra- 
ordinario, fundándolo en que la referida ley 14.455 no ba debido 
ser aplicada en ln especie por cuanto a la fecha en que el actor 
fué designado delegado del personal —26 de agosto de 1958— 
aun no había sido reglamentad». Sostiene, en consecuencia, que 
esta aplicación contraría ln expresa disposición dcí* art. 14 de 
la Constitución Nacional en cuanto "establece que el goce de los 
de lechos, está condicionado o será conforme a las leyes que 
reglamenten su ejercicio". Con posterioridad, al presentar el 
memorial ante esta Corte (fs. 45/47), aduce que el pronuncia- 
miento del a qno ha vulnerado asimismo el principio constitu- 
cional de la igualdad (art. 16), pues ni haberse aplicado la ley 
14.455 sin aguardar la correspondiente reglamentación, las par- 
tes de este juicio se hallarían en unn situación distinta a la de 
los futuros litigantes, ya que a éstos se aplicarían, además, las 
disposiciones de la reglamentación. 

:í*> Que el agravio relacionado con la inaplieabilidad del 
art. 41 de la ley 14.455, constituye un problema de interpreta- 
ción de normas de derecho común, que no puede ser considerado 
por este Tribunal en razón de ser ajeno a su jurisdicción extra- 
ordinaria (Conf. fallo del 27 de octubre del año en curso en la 
cansa S.536, * 'Sindicato Unico Trabajadores Espectáculo Pú- 
blico c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social"). La apli- 
cación de dicho precepto con prescindeneia de su reglamenta- 
ción, no altera la naturaleza de la cuestión (Palios: 238 : 375 y 
242: 182). Tampoco abre la vía extraordinaria la circunstancia 
de haber invocado el recurrente el art 14 do la Constitución 
Nacional, ya que esta cláusula carece de relación directa e inme- 
diata con lo que en el nub itutice se plantea (Fallos: 247: 165). 

4 9 ) Que, en cuanto a la impugnación basada en el art. 16 
de la Constitución Nacional, ella aparece alegada por vez pri- 
mera en el memorial de fs. 45 47, por lo que debe estimarse tar- 
díamente introducida y, por ello, no susceptible de consideración 
por esta Corte (Fallos: 247: 165 ; 239 : 32 y 475, y otros). 

En su mérito, y lo dictaminado por el Señor Procurador 
Gene ral, se declara improcedente el recurso extraordinario con- 
cedido a fs, 41. 

BeSJAMÍX VlLLEfiAS BaSAVILBASO — 

'AnisTÓBi-Lo B. ArÁoz i>e Lamadrid 

— JUUO OVHANARTE — RlPABDO 
COLOMBBEB. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



LEOX PIXCHAZOWICZ v Omis v. L. W. 1 RADIO SPLEXDID 

— CÓKIOUA— 

RECURSO EXT RAORDIS ARIO: Requisitos comunes, üravamcu. 

So procede el recurso extraordinario fundado en lu denegatoria del tuero 
irdenil, si lu resolución apelada, qui* *>c limita 11 revoco r el ñuto que había 
tenido por parte n lq recurrente, importa desvincularla del juicio y de SU8 
consecuencia* y nada resuelve específicamente sobre la competencia. 

Dictamen del Procuhauuii Gexehal 

Suprema Corte: 

Aun cuando no lo inani tiesta en forma expresa, considero 
que la resolución apelada deniega el fuero federal reclamado por 
la demandada. En tales condiciones, y toda vez que el caso fede- 
ral ha sido planteado y mantenido en su debida oportunidad, 
estimo que el recurso extraordinario deducido a fs. 08 debe ser 
reputado procedente. 

Kn cuanto al fondo del asunto, por aplicación de la doctrina 
sentada por V. K. en Fallos: 238: 226 y 385, y 240: 2*2 —entre 
otros — , me parece claro que el presente juicio es do la*compe- 
tcncia de la jurisdicción nacional. 

En consecuencia, correspondería revocar el pronunciamiento 
de fs. 63 en cuanto ha podido ser materia de recurso. Buenos 
Aires, 20 de febrero de UfiK — ttamón Lascano, 

FALLO OE LA CONTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1ÍM30* 

Vistos los autos: "Pinohazowiez, León y otros c/ L.W.1 
li julio Splendid s/ haberes'*. 

Considerando : 

1*) Que los actores iniciaron demanda por cobro de dife- 
rencia de haberes, dirigiendo su acción contra la emisora radial 
L.W.1 Nadir, Splendid de la Ciudad de Córdoba, por ante la 
justicia laboral local, habiéndose remitido la cédula de notifica- 
ción para la audiencia de conciliación al domicilio denunciado, 
pero, según constancia de fs. 33/33 vta., aquélla fué diligenciaría 
con L.W.1 " Radio Universidad de Córdoba". Celebrada la 
audiencia con los actores y el representante de la emisora alu- 
dida en último término, ésta, una vez que se la tuvo per parte, 
planteó excepción de i neom potencia de jurisdicción del tribunal 
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local paro entender en la litis. Posteriormente — fs, 54— los 
actores pidieron la revocatoria de ta resolución del tribunal en 
cuanto tuvo "por parte'* a L.W.l Radio Universidad de Cór- 
doba, por entender que ésta era un tercero ajeno al juicio. 

Que, corrido traslado de ese escrito, el representante 
de L.W.1 Radio Universidad de Córdoba pidió el rechazo de la 
reposición articulada, y reiteró su planteamiento de incompeten- 
cia de jurisdicción. Negó, asimismo, que L.W.1 Radio Splendid 
y L.W.1 Radio Uuiversidad de Córdoba fueran una única y mis- 
ma persona y afirmó que esta última solamente había adquirido 
los bienes, mas no el pasivo de L.W.1 Radio Splendid no res- 
pondiendo, por tanto, por las supuestas obligaciones de aquélla. 
Alegó, finalmente, para fundar su articulación de incompetencia, 
que por ser un órgano autárquico del Estado Nacional, no pudo 
ser demandada ante la justicia laboral local, y que ésta también 
resultaría incompetente si la demandada fuera L.W.1 Radio 
Splendid, por cuanto en el período por el que reclaman diferen- 
cias de haberos los actores, esta radiodifusora dependía del 
Estado Nacional Argentino. 

3*) Que el a quo, a fs. 65/66, resuelve la cuestión plantea- 
da, revocando la providencia que tuvo por parte en la litis a 
L.W.1 Radio Uuiversidad de Córdoba y contra esta sentencia la 
apelante interpone recurso extraordinario, el que pretende apo- 
yar en el argumento de que la resolución recurrida es denega- 
toria del fuero federal, de acuerdo con jurisprudencia de esta 
Corte que cita. 

-F) Que, en tales condiciones y elevados los autos a la 
jurisdicción de esta Corte, corresponde analizar los alcances de 
la sentencia apelada. De dicha sentencia y especialmente de su 
pnrte dispositiva, surge con claridad que en forma alguna puede 
considerársela como atributiva de jurisdicción para el fuero 
local en pleito que sea sustanciado con la apelante o con el Esta- 
do Nacional Argentino, tal como se lia pretendido en autos. Esa 
resolución se ha concretado, meramente, a hacer lugar a la repo- 
sición deducida, lo que equivale a no tener por presentada y 
" parte' * en el juicio a la apelante. Ello equivale a resolver 
entonces, que el proceso debe sustanciarse con la demandada, es 
decir, con L.W.1 Radio Splendid y, al desvincular del pleito a 
la recurrente, lógicamente la está desvinculando también de las 
posibles consecuencias de la sentencia que en definitiva pudiese 
dictarse en la causa. 

ó 9 ) Que siendo ello así, no resulta agravie concreto para 
la apelante, ni ésta puede alegar válidamente — como lo preten- 
de — que es competente la justicia federal para el supuesto que 
la demanda prosiguiera contra L.W.l Radio Splendid, so color 
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de que el Estado Nacional era el verdadero propietario de aque- 
lla radiodifusora al tiempo de los hechos en que se funda la 
acción, porque la sentencia nada resuelve específicamente sobre 
el punto y porque ta apelante no inviste la representación de 1 
Estndo Nacional para formular tal planteamiento. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara improcedente el recurso extraordinario concedido 
a fs. 74. 

Aristóbvlo 13, Akáoz na Lamaduid — 
Luis Mauía Boffi Boíjgero — 

Jl'JAO OYH ASARTE RlCARDO Co- 

LOMBKES. 



LUIS ANTONIO RIMARO v. S.A. "ANMA" 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Cuestiones no fvdetale». 
Intfrpretfiiiúw fíe wtrman i/ actos comunes. 

El deeretñ~ley 7914/57, en cuanto establece obli^iirífinc*^ referentes a deter- 
minados empleadores y en beneficio de atis Agentes, debe calificarse eomo 
de derecho común. 

LEY: Interpretación y aplicación. 

Si la sentencia reenrrida lia interpretado unn ley común de la manera en que 
mejor se compadece con ur.a garantía constitucional, procede el rechazo de la 
Apelación cxtr&Qrdiiurw» 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

£1 pronunciamiento apelado ha resuelto la excepción de 
incompetencia de jurisdicción opuesta por la demandada por apli- 
cación e interpretación de disposiciones de derecho común y pro- 
cesal —decreto-ley 7914/57 y ley 5178 t. o. de la Provincia de 
Buenos Aires — lo cual resulta, por su naturaleza, insusceptible 
de revisión en la instancia extraordinaria. 

En tales condiciones, considero que no corresponde sino de- 
clarar mal concedido a fs. 36 el remedio federal intentado. 
Buenos Aires, 28 de octubre de 1959. — llamón Laxe ano. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires, 16 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Rimaro, Luis Antonio e/ "Andia" S. A. 
Comercial s/ salario familiar". 

Y considerando: 

I») Que a fs, 2 se presentó el actor ante el Tribunal del 
Trabajo n* 2 de La Plata, promoviendo demanda por cobro de 
salario familiar, amparándose en el decreto-ley 7914/57. La de- 
mandada opuso la excepción de incompetencia basándose en que 
el decreto-ley 7914/57 y su decreto reglamentario 6723/58 esta- 
blecen expresamente que las cuestiones que se susciten por su 
aplicación serán resueltas por la .Tunta de Administración de- 
pendiente de la Caja de Compensaciones de Asignaciones Fami- 
liares para el Personal de la Industria Privada del país. Asimis- 
mo, dejó planteado el "caso federal" (fs. 13/19). La sentencia 
del a quo resolvió rechazar la excepción de incompetencia de 
jurisdicción (fs. 27/30). 

2» ) Que, contra tal resolución, interpuso la demandada el 
presente recurso extraordinario, fundado, en los siguientes agra- 
vios: a) que el fallo recurrido ha declarado que, por tratarse de 
una controversia individual entre empleador y empleado, "la 
competencia del tribunal provincial es indcrognblc": de tal ma- 
nera se ha configurado el caso federal, según el art. 14, ine. 2*, 
de la ley 48; b) que el fallo del a quo ha violado "una ley nacio- 
nal que impone un procedimiento que en manera alguna puede 
dejar sin efecto una ley provincial, sin violar y agraviar las 
garantías constitucionales que tienen asegurados todos los habi- 
tantes de la Nación, según lo dispone su art. 18; c) que el fallo 
recurrido ha impuesto el cumplimiento de una obligación no es- 
tablecida en Ja ley, violando así el art, 19 de la Constitución Na- 
cional (t's. 17) ; d) que asimismo la sentencia del a quo ha impor- 
tado la violación del derecho de propiedad y de trabajar y 
comerciar establecido en los arts. 17 y 14 de la Constitución Na- 
cional (fs. 17). 

3P) Que el decreto-ley 7914/57, en cuanto establece obliga- 
ciones referentes a determinados empleadores y en beneficio de 
sti* agentes, debe calificarse como de orden común, con lo que 
concuerda lo resuelto en Fallos: 247: 165, cons. 3*. 

4*) Que la inteligencia atribuida al decreto 6723/58 por la 
sentencia en recurso de fs. 27/30 es, por lo demás, la que mejor 
se compadece con los principios constitucionales atinentes al ca- 
so —art. 18 de la Constitución Nacional—, lo que corrobora la 
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"pertinencia del rechazo de la apelación —Fallos: 242: 128 ; 244: 
407 y otros — . 

Por ello y lo concordan temente dictaminado por el Señor 
Procurador General, se declara improcedente el recurso extra- 
ordinario concedido a fs. 36. 

Benjamín Villegas Basavilbako — 
Am&tóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Luis María Boffi Boooero — 
Pedro Aberasturt — Esteban 



CARLOS A. FRANCONETTI v. TERESA MARIA EMILIA ALFONSINA 
FIA CKOFT tiK SALOME r Orno 

JURISDICCIOX Y COMPETEXC1Á: Sucesión. Fuero de atracción. 

Son avocantes por el juicio universal de sucesión las causas que no se encuen- 
tran en instancia de apelación. 

JURISDICCIOX Y COMPKTEXCIA: Sucesiún. Fwetú ñe atracción. 

El fuero de atracción en Ion ñuto* sucesorios debe prevalecer aunque exista 
un codemandado del causante en el expediente que se atrae. 

* 

Dictamen del Procurador General. 

Suprema Corte: 

La contienda que toca dirimir a V. E. proviene de que tanto 
el Juez Nacional en lo Civil n» 13 de esta Capital Federal como 
«1 Juez Nacional en lo Comercial n 9 7 de la misma ciudad, se 
consideran incompetentes para entender en el presente juicio 
— en el que don Carlos A. Pranconetti demandó a doña Teresa 
María E. A. P. Croft de Salomé y u don Francisco Salomé 
por cobro de presuntas comisiones — en razón del fallecimiento 
de uno de loa codemandados, ocurrido durante sw tramitación y 
antes de haberse dictado la sentencia de primera instancia. 

De acuerdo con lo qne dispone el art. 703 del Códiajo de Pro* 
cediimcntos —que complementa armónicamente lo establecido 
sobre el particular por el art 3284 <ine. 4»), del Código Civil— 
en las presentes actuaciones debe entender el juez ante el cual 
tramita la sucesión de don Francisco Salomé, uno de los de- 
mandados, en razón de jugar en la especie el fuero de atracción 
de dicho juicio universal en lo qne atañe a las acciones judiciales 
iniciadas contra los bienes del cansante y dado que no se en- 
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coentran en instancia de apelación, en cuyo caso no serían avoca- 
bles por la sucesión (Fallos: 37: 318 y 149: 338 entre otros). No 
es óbice al respecto la existencia de un codemandado, en razón 
de lo dispuesto por el art. 17 de la ley 14.237. 

En consecuencia, considero que corresponde resolver el con- 
flicto planteado declarando la competencia del Juzgado Nacional 
de Primera Instancia en lo Civil n* 13 de la Capital Federal. Bue- 
nos Aires, 16 de agosto de 1960. — Ramón Laacano. 



FALLO DE LA CORTE SITEÍEMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1960. 

Autos y vistos: 

De acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el Señor 
Procurador General, con lo resuelto por esta Corte en los casos 
que cita, y dado que el fuero de atracción de los autos sucesorios 
debe prevalecer aunque exista un codemandado del cansante en 
el expediente que se atrae (Fallos: 214 : 359), se declara que el 
Señor Juez Nacional en lo Civil de la Capital Federal es compe- 
tente para conocer del presente juicio. Remítansele los autos y 
hágase saber en la forma de estilo al Señor Juez Nacional en lo 
Comercial. 

Jtriiio Oyhanabte — Pedro Aberar- 
tury — Ricardo Colombres — 
Esteban Imaz. 



OSCAR HORAClU HERNANDEZ v. ARMANDO OERARDO ASTILLE 

— SUCESIÓN — 

JÜBISDICCIOS Y C0MPETESC1A: Swetián. Domieiíto dtt causante. 

Siendo contradictoria y poco clara la prueba producida con respecto al ulti- 
mo domicilio del causante, y no resultando que taya otros herederos que loa 
presentado? en el juieio aueesorio iniciado nnte el juw del lugar del domicilio 
de los mismos, corresponde admitir I* competencia de dicho magistrado. A lo 
eual del» agregarse* que el fallecimiento ocurrió también en ese lugar. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Corresponde a V. E. dirimir la presente cuestión de compe- 
tencia trabada entre un juez en lo civil de esta Capital y otro 
en lo civil y comercial de la ciudad de Santa Fe, a falta de nn 
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órgano superior común que pueda resolverlo (art 24, i«c. 7 9 , del 
decreto-ley 1285/58). 

£1 caso es el siguiente: con fecha 4 de octubre de 1954 lo* 
cuatro hijos legítimos y la cónyuge supérstite de don Armando 
Gerardo Antille inician por medio de apoderado el juicio suce- 
sorio de su padre y esposo, radicando el mismo ante el Juzgado 
Nacional en lo Civil n* 13 de esta ciudad en la que había fallecido. 
Poco tiempo después don Oscar Horacio Hernández promueve 
acción de filiación natural contra dicha sucesión ante el Juzgado 
en lo Civil y Comercial de la Segunda Nominación de la ciudad 
de Santa Fe, deduciendo cuestión de competencia por inhibito- 
ria, por considerar que el causante había tenido su último domi- 
cilio en la citada ciudad de Santa Fe. Resuelta tal cuestión favo- 
rablemente por el juez provincial, éste libró exhorto al titular del 
juzgado nacional solicitándole que se inhiba de seguir entendien- 
do en el juicio y le remita las actuaciones cumplidas hasta ese 
momento. £1 magistrado exhortado no hace lugar a lo pedido 
(ver auto de fs. 37 vta.), quedando debidamente trabada la con- 
tienda jurisdiccional al considerar mantenida su competencia el 
juez de Santa Fe para entender en el presente juicio <ver reso- 
lución de fs. 56). 

En cuanto al fondo del asunto, surge del expediente: 

a) que el juicio sucesorio del causante ha sido iniciado en esta 
Capital por los lujos legítimoH y la esposa de aquél, por el mo- 
mento, únicos herederos; 

b) que ningún otro interesado lo ha promovido en ésta n 
otra jurisdicción, ya que don Oscar Horacio Hernández, que soli- 
cita ser reconocido como hijo natural de don Armando G. Antille 
— en razón, precisamente de la naturaleza de su reclamación — 
carece de todo derecho hereditario hasta tanto no se le acuerde 
por sentencia firme; 

c) que en el único juicio sucesorio en trámite existen cons- 
tancias de que en el momento del fallecimiento, ocurrido en la 
Capital Federal, el causante estaba domiciliado en ella (ver par- 
tida de defunción de fs. 3 del expediente agregado, recibos de fs. 
14 a 19 del principal y testimonio de fs. 39 del mismo expediente) ; 

d) qne en el mismo ha sido dictada declaratoria de herede- 
ros a favor de dichos hijos legítimos y cónyuge supérstite; 

c) que el causante se domiciliaba en la ciudad de Santa Fe, 
ya sea en la casa de su propiedad situada eu la calle General 
López 2750/58» o en la de la calle Buenos Aires 2831 (ver testi- 
monio de f s. 23 y 25, y liquidación de fs. 34 del agregado, y decla- 
raciones de testigos mencionadas en el exhorto de fs. 32/36 del 
principal). 

No estando claramente demostrado, pues, el lugar del domi- 
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cilio del doctor Antille a la época de su fallecimiento, estimo de 
aplicación al caso de autos lo resuelto en varias oportunidades 
por V. E. en el sentido de que en situaciones análogas debe tener- 
se por cierto que dicho domicilio lo tenia el cansante en el lugar 
de su fallecimiento (Fallos: 133 : 240 y 172: 158, entre otros), en 
donde debe abrirse la sucesión, con arreglo a lo que al respecto 
establecen los arts. 90, inc. 7» y 3284 del Código Civil: en el caso 
de mitos, en la Capital Federal. 

A mayor abundamiento, en el estado presente de las actúa* 
ciones, aparece con precisión la situación de ambas partes en el 
litigio: por un lado, los herederos legítimos del de cujus (hijos 
y esposa) ; por el otro, un tercero que ejercita las acciones a que 
cree tener derecho para demostrar en el juicio correspondiente 
que es hijo natural del causante. Km tales condiciones pienso que 
existen en el caso sometido a dictamen análogas razones sobre 
cuya base la Corte Suprema, interpretando el art. 3285 del Có- 
digo Civil, ha resuelto que siendo poco clara o contradictoria la 
prueba producida con respecto al último domicilio del causante, 
y no resultando que haya otros herederos que los presentados 
en el juicio sucesorio iniciado ante el juez del lugar del domicilio 
de los mismos, donde sostienen que también lo tenía el de cujus, 
corresponde admitir la competencia de dicho magistrado (Fa- 
llos: 209: 566; 2>4z 661 ; 228: 753; 244: 80 y 454). 

En consecuencia» y en mérito a lo expuesto, considera que 
coi- responde lía dirimir la presente contienda en favor de la com- 
petoncia del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil 
n* 13 de la Capital Federal. Bueno» Aires, 27 de octubre de 1960. 
— Hantón La tea no. 

PALLO DE LA CORTÉ SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1960. 

Autos y vistos: 

De acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el Se- 
ñor Procurador General, con lo resuelto por esta Corte en los 
casos que cita y en Fallos: 247 : 209, se declara que el Señor Juez 
en lo Civil de la Capital Federal es el competente para conocer 
del juicio sucesorio de don Armando Gerardo Antille. Remítan- 
sele los autos y hágase saber en la forma de estilo al Señor Juez 
en lo Civil y Comercial de la Segunda Nominación de la Ciudad 
de Santa Fe. 

Julio Oyhaxahte — Perro Areras- 
turv — Ricardo Colombres — Es- 
teban Imaz. 
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AVELINO FOXTE -sucesión— 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Sneesió». Domicilio del c«umnte. 

Siendo contradictoria y poco clara La prueba producida con respecto a) último 
domicilio del causante, y no rptultumlo que haya otros herederos que Jos 
presentados en el juicio sucesorio iniciado ante el juee del lugar del domi- 
cilio de los misinos, corresponde admitir la competencia de dicho magistrado. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

La cuestión de competencia trabada entre el /uzgado en lo 
Civil, Comercial y Penal de General Pico (Provincia de La Pam- 
pa) y el Juzgado en lo Civil y Comercial n* 2 del Departamento 
Mercedes (Provincia de Buenos Aires) corresponde sea dirimi- 
da por V. E. en razón de no existir un órgano superior jerárquico 
común que pueda resolverla (art. 24, inc, 7*, del decreto-ley n 9 
1285/58). 

El easo es el siguiente : con fecha 26 de junio de 1958, el señor 
Juan Ponte Souto inicia el juicio sucesorio de su hermano, don 
Ayelino Ponte — de quien se considera heredero— radicando el 
mismo ante la justicia ordinaria de la Provincia de Buenos Aires, 
afirmando que pese a haber fallecido en la Capital Federal, el 
causante había tenido su último domicilio en la localidad bonae- 
rense de Hurlingham. El 30 de setiembre subsiguiente, inicia la 
misma sucesión el apoderado de la Dirección General de Rentas 
de la Provincia de La Pampa ante la justicia de esta última, ma- 
nifestando que el domicilio real del señor Ponte era en dicha pro- 
vincia de La Pampa, tal como consta en la partida de defunción 
que acompaña, 

Al tener conocimiento de la existencia del otro juicio, el inte- 
resado pido a fs. 23 se libre exhorto al titular del juzgado de 
General Pico (La Pampa) a efectos de que se paralicen las ac- 
tuaciones cumplidas hasta entonces allí, cursándose la correspon- 
diente rogatoria (ver fs. 37). Por auto de fs. 47 vta. el magistrado 
exhortado mantiene su competencia, resolviendo solicitar del juez 
de Mercedes que en caso de desacuerdo plantee la pertinente 
cuestión ante la Corte Suprema, quedando debidamente trabada 
la contienda jurisdiccional al mantener a fs. 59 su competencia 
el juez de la Provincia de Buenos Aires y elevar las actuaciones, 
con noticia del otro magistrado, a la consideración de V, E. 

En cuanto al fondo del asunto, en presencia de las constan- 
cias contradictorias de autos, debemos concluir que no ha sido 
perfectamente demostrado cuál era el último domicilio del cau- 
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gante a Ta época de su fallecimiento. En cambio, no cabe duda 
que en el estado presente de las actuaciones en ambos juicios 
sucesorios es clara la situación de las partes: por un lado» el 
hermano y único heredero legítimo del causante presentado re- 
gularmente en el expediente, y a favor del cual ya ha sido dictada 
declaratoria de herederos (ver fs. 33 del principal) ; por el otro» 
el representante de la Dirección General de Rentas de la Provin- 
cia de La Pampa, el que indudablemente carece de vocación here- 
ditaria y cuya intervención sólo se justificaría en el caso —que 
como se ha visto, no es el de autos — de que el causante no hubiera 
dejado herederos. En tales condiciones, pienso que existen en el 
sub lite análogas razones sobre cuya base la Corte Suprema, inter- 
pretando el art. 3285 del Código Civil, ha resuelto que siendo 
contradictoria o poco clara la prueba producida con respecto al 
último domicilio del cansante, y no resultando que haya otros 
herederos que los presentados en el juicio sucesorio iniciado ante 
el juez del lugar del domicilio de los mismos, donde sostienen que 
también lo tenía el de cujus, corresponde admitir la competencia 
de dicho magistrado (Fallos: 209: 566; 224: 661; 228 ; 753; 244: 
80 y 454). 

A mérito de lo expuesto, considero que corresponde dirimir 
la presente contienda en favor de la competencia del Juzgado de 
Primera Instancia en lo Civil y Comercial n 9 2 del Departamento 
Mercedes de la Provincia de Buenos Aires. Buenos Aires, 1* de 
diciembre de 1960. — Ramón Lascmto. 

FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1960. 

Autos y vistos : 

De acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el Señor 
Procurador General, con lo resuelto por esta Corte en los casos 
que cita y en Fallos : 247 : 209, ge declara que el Señor Juez en lo 
Civil y Comercial del Departamento Mercedes de la Provincia de 
Buenos Aires, es el competente para conocer del juicio sucesorio 
de don AveÜno Ponte. Remítansele los autos y hágase saber en la 
forma de estilo al Señor Juez en lo Civil, Comercial y Penal de 
General Pico, Provincia de La Pampa. 

Julio O yh ají arte — Pedro A bebas 
turt — Ricardo Colombres — 
Esteban Ikaí. 
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JUAN ALFREDO RENDON M ALDOS" ADO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Competen** 
originaria dé la Corte Suprema. Afftntes diplomático» y consulares. Embajador*» 
y ministro» extranjeros. 

Acreditado el carácter de diplomático del acosado y la conformidad presta' 
da parn su juzgamiento, corresponde a la Corte Suprema entender origina- 
riamente en una causa sobre legiones. 

LESIONES. 

S r o ha hiéndese acreditado en auto» que el acusado baya obrado en la emer- 
gencia con conducta culposa en el manejo de su automóvil, como para encua- 
drarla eu 1* norma del art. W del Código Pena], y no habiéndose llegado a la 
individualización de testigos del hecho determinante del proceso, correspon- 
de sobreseer definitivamente en la causa y respecto de aquel. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El Procurador General, en el sumario instruido con motivo 
de las lesiones culposas inferidas por Juan Alfredo Rondón Mal- 
donado a Jaime Fernando Ba yon Vago, a V. digo : 

Que a los fines de la audiencia señalada en cumplimiento 
del art. 575 del Código de Procedimientos en lo Criminal, vengo 
a manifestar a V. E. que no bailo en la causa mérito para acusar. 

En efecto, si bien el escrito de fs. 44 y la declaración testi- 
monial de fs. 48 no pueden afectar formalmente el ejercicio de 
la acción pública, tienen, no obstante ello, relevante eficacia pro- 
batoria para descartar la culpabilidad del imputado, no sólo por 
provenir del mismo damnificado sino porque no existen otras 
pruebas que disminuyan el crédito que cabe acordar a las aludi- 
das manifestaciones. 

En consecuencia, por aplicación de lo dispuesto en los arta. 
434, inc 3» y 577 del código citado, estimo que procede dictar 
sobreseimiento definitivo respecto de don Juan Alfredo Bendón 

Maldonado. Buenos Aires, 23 de noviembre de 1960. Román 

Las cañó. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: " Sumario instruido por la Policía Federal 
ante el hecho de lesiones previstas por el art 94 del Código Pe- 
nal, donde figura imputado el Primer Secretario de la Embajada 
de Guatemala señor Juan Alfredo pendón Maldonado y damni- 
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ficado don Jaime Fernando Bayón Vago", de los que resulta: 

Que el día 15 de julio de 1959, siendo las 14.30 horas, se 
produjo en la esquina de las calles Pueyrredón y Beruti, de esta 
ciudad, una colisión entre el "Jeep" chapa 993.597 de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, conducido por el Comodoro Jaime Fer- 
nando Bayón Vago y el automóvil particular, chapa 560, diplo- 
mática, guiado por don Juan Alfredo Rendón Maldonado, a raíz 
de la cual habría sufrido diversas lesiones el primero de los nom- 
brados (constancias de fs. 3, 6 y 7). 

A fs. 3, el cabo de la Policía Federa], Alcides Galán, refiere 
haber concurrido al lugar del hecho atraído por el ruido carac- 
terístico de un choque de vehículos, en las circunstancias que pun- 
tualiza, disponiendo el traslado de uno de los conductores que 
resultara lesionado, el señor Bayón Vago, al Hospital Alemán, 
para su internación. Al declarar a fs. 8, el señor Bayón Vago 
expresa que al cruzar la calle Pueyrredón fué chocado por el auto- 
motor Cadillac, chapa 560, diplomática, conducido por el Secre- 
tario de la Embajada de Guatemala, don Juan Alfredo Rendón 
Maldonado. El señor José Giuliano, mencionado por la víctima 
como testigo presencial del hecho, depone negando tener conoci- 
miento alguno del mismo (fs. 16). 

Con las constancias de fs. 22 y 31 se acredita el carácter de 
diplomático del señor Rendón Maldonado y la aceptación, por la 
embajada respectiva, de la jurisdicción de esta Corte para juz- 
garlo. 

Indagado a fs. 36, el señor Rendón Maldonado refiere que al 
producirse el hecho guiaba su automóvil a una velocidad entre 
20 ó 25 km. por hora, en tanto que el "Jeep" apareció en forma 
intempestiva "a mucha velocidad y sin adoptar precauciones pa- 
ra el cruce", por lo que se vió imposibilitado de toda maniobra 
para "evitar arrollarlo" en la forma que describe. 

En el escrito de fs. 44, el señor Bayón Vago exime de toda 
responsabilidad al acusado y agrega que lo acontecido se debe 
"a un desgraciado evento fuera de la culpabilidad del uno y del 
otro", renunciando a toda acción, afirmaciones que ratifica en 
la audiencia de fs. 48. A fs. 50, el Señor Procurador General 
solicita el sobrei ti liento definitivo respecto del imputado, opinión 
a la que adhiere la defensa, a fs. 51, dictándose a fs. 51 vta. la 
providencia de autos. 

Y considerando: 

Que acreditado el carácter de diplomático del señor Juan 
¿Ufredo Rendón Maldonado y la conformidad prestada para su 
juzgamiento, esta Corte es competente para conocer originaria- 
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mente de la presente cansa — art. 101 de U Constitución Nacio- 
nal ; art. 24, ínc. 1* del decreto-ley 1285/58—. 

Que, luego de la investigación practicada, no se lia llegado 
a ta individualización de testigos del hecho determinante del pro- 
ceso. Las expresiones de descargo del señor Bcndón Maldonado 
han tenido total corroboración en los dichos del propio damnifi- 
cado, quien, a fs. 44 y 48, al rectificar su declaración de fs. 8, 
exime de toda responsabilidad a aquél, aportando allí los elemen- 
tos de juicio que a ello le determina ron y que este Tribunal esti- 
ma razonables. 

Que ante tales manifestaciones, corresponde resolver la can- 
sa en la forma que aconseja el Señor Procurador General, toda 
vez que no se ha acreditado en autos que el señor Bendón Maído- 
nado haya obrado en la emergencia con conducta culposa en el 
manejo de su automóvil, como para encuadrarla en la norma del 
art. 94 del Código Penal. 

Por ello, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 434, 
inc. 3»; 437 y 577 del Código de Procedimientos en lo Criminal 
y con lo dictaminado por el Señor Procurador General, se resuel- 
ve sobreseer definitivamente en esta cansa y respecto de don Juan 
Alfredo Bcndón Maldonado, con la declaración de que la forma- 
ción de', proceso no perjudica su buen nombre y honor. 

Benjamín Villeoas Basavilbaso — 
Ari&tóbulo D. Aráoz de Lahadhid 
— Luis María Boppi Boogero — 
Julio Oyhaxarte — Pedro Abe- 
rastury — Ricardo Colombres — 
Esteban Imaz. 



JUAX HERALDO SANCHEZ t Oreo 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia militar. 

Corresponde a los tribunales casirenses, que .juzgarán primero — art. 113 
del Código de Justicia Militar—, conocer de la supuesta infracción al art. 
688 del eitado Código, que habría cometido el penonnl militar. La justieia 
local es, por el contrario, 1* competente para juzgar al jefe militar acusado 
de lesione» inferidas a un civil, hecho ocurrido en lugar no sujeto a juris- 
dicción militar y fuera de actos de servicio. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

De las constancias de autos surge, a mi juicio, la presunta 
comisión de dos hechos delictivos. Uno consiste en las lesiones 
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(art. 89 del Código Penal) producidas por el Tte. Cnel. Lin lor 
O. Maidaua a don Enrique Jorge A r bailo, cuya existencia ha te- 
nido por acreditada prima facie el anto de prisión preventí/a 
corriente a fs, 126 del sumario n 9 4569, agregado, auto qie 
desechó asimismo las imputaciones dirigidas contra el aludí o 
jefe militar como supuesto autor de agresión con arma y vio > 
ción de domicilio. 

La otra infracción que corresponde investigar se refiere a 
la circunstancia de qne algunos oficiales habrían retirado fuer- 
zas armadas de sus cuarteles militares para hacerse presentes 
con ellas en el lugar donde ocurrió un incidente entre el imputa- 
do y don Claudio Saloj (testimonio de fs. 117, 87 vta., 84 vta. y 
85, 81 vta. y 41). 

No hay duda de que el delito de lesiones a Arballo es de 
conocimiento del juez en lo Criminal y Correccional de Curuzú 
Cuntía, ya que si bien el presunto autor de esa infracción es un 
militar en actividad, el hecho no se realizó ni en acto de servicio 
ni en lugar sujeto exclusivamente a la jurisdicción militar. No 
concurre pues ninguno de los supuestos en cuya virtud los deli- 
tos comunes ejecutados por militares son justiciables por los 
tribunales castrenses (art. 108, inc. 2?, del Código de Justicia Mi- 
litar). 

En lo que atañe al hecho al que me he referido en segundo 
término, la situación es diferente, ya que presuntivamente se ha- 
bría configurado el supuesto previsto y reprimido por el art. 688 
del mencionado Código, esto es, se trataría de un delito que "por 
afectar la existencia de la institución militar, tan sólo las leyes 
militares prev'n y sancionan *', en los términos del art. 108, inc. 
V, de aquel cuerpo legal. ha investigación de este delito corres- 
ponde pues a los tribunales militares, a los cuales compete esta- 
blecer, por una parte, si la salida de la fuerza armada fué orde- 
nada, instigada o provocada por el Tte. Cnel. Maidana, y, por otra, 
si aún fuera de tal hipótesis cabe al nombrado militar alguna 
responsabilidad por el hecho en virtud de su condición de Jefe 
del Batallón de Ingenieros Blindado, al que pertenecían las alu- 
didas fuerzas. 

Procede, pues, resolver la presente contienda en el sentido 
que dejo indicado; más teniendo en cuenta que el delito previsto 
por el art, 688 del Código de Justicia Militar tiene pena mayor 
que el de lesiones sancionado por el art. 89 del Código Penal, 
— puesto que el primero puede ser reprimido con prisión menor, 
que alcanza hasta dos años, según el art. 540 del código castren- 
se — corresponde juzgar primero a los tribunales militares, se- 
gún la regla establecida por el art. 113 del mismo cuerpo legal. 
Buenos Aires, 20 de octubre de 1960. — Ramón La$m*Q. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 de diciembre de 1960. 

Autos y vistos : 

Por los fundamentos del precedente dictamen del Señor 
Procurador General, se declara que el Señor Juez en lo Criminal 
y Correccional de Cu rúan Cuatiá debe seguir conociendo de la 
causa instruida al Teniente Coronel Lindor O. Maidana, por le- 
siones; y que el Señor Juez de Instrucción Militar es el compe- 
tente para conocer de la supuesta infracción al art. 688 del Código 
de Justicia Militar, que habría cometido el personal castrense, 
debiendo juzgar en primer término ta justicia militar — art. 
113 del Código respectivo — . Remítanse estos autos y el expe- 
diente del Ministerio de Guerra, agregado, al Señor Juez de Ins- 
trucción Militar y hágase saber en la forma de estilo al Señor 
Jnez de Curuzú Cuatiá, a quien se devolverán la causa n* 4569 y 
sus agregados. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Julio Oyhanarte — Ricardo 
( 'olambres — Esteban Imaz. 



ISAAC FELDMAN 

JURISDICCION Y COMPETESCIA: Competencia penal. Pluralidad de delito». 

La apropiación de una védala de identidad extraviada, hecho ocurrido en la 
Provincia de Buenos Aire*, debe ser juzgada por la justicia provincial. La 
falsificación de la misma cédula en el extranjero, si correspondiera sn juzga- 
miento a los tribunales argentinos, es de competencia de la justicia nacional 
en lo criminal de instrucción, pues si los efectos de ese delito se produjeran 
en territorio nacional, se afectaría el crédito de los documentos miado» 
por la Policía Federal. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

De Ir actuado surge que se imputa a Isaac Feldman la comi- 
sión de dos hechos: uno, el de la apropiación de una cédula de 
identidad extraviada, expedida por la Policía Federal de esta 
Capital, hecho llevado a cabo, según parece, en la localidad de 
Bamos Mejía, Provincia de Buenos Aires; y otro, consistente en 
la falsificación de la misma cédula que habría efectuado Feld- 
man en la República Oriental del Uruguay. 
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El conocimiento del primer hecho atañe, por razón del lugar, 
a la justicia de la Provincia de Buenos Aire* ; el del segundo, caso 
de corresponder su enjuiciamiento a los tribunales argentinos, al 
señor Juez en lo Criminal de Instrucción de la Capital. En efecto- 
te aplicación de nuestra ley respecto del segundo delito sólo po- 
dría ser procedente en el supuesto de que los "efectos" de dicha 
falsificación **debieran producirse en el territorio argentino" 
(art. 1» del Código Penal) ; y, de ser ello así, el bien jurídico lesio- 
nado por dichos efectos sería el crédito de los documentos omiti- 
dos por la Policía Federal de la Capital. 

Corresponde pues dirimir en el sentido expuesto la presente 
cuestión negativa de competencia. Buenos Aires, 31 de octubre de 
1960. — Ramón Lascano. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 de diciembre de 1960. 

Autos y vistos : 

De acuerdo con lo dictaminado por el Señor Procurador Ge- 
neral y eon lo resuelto por esta Corte el 13 de octubre de 1960 
en la causa "Aiub, José s/ estafas reiteradas", se declara que el 
Señor Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción debe seguir 
conociendo de la presente causa, con excepción de lo referente a 
la apropiación de la cédula de identidad extraviada, cuyo juzga- 
miento corresponde al Señor Jueas en lo Penal de La Plata. Re- 
ñútanse los autos al Señor Juez de Instrucción, quien dispondrá 
los desgloses o testimonios que sean pertinentes para enviarlos, 
eon copia de esta resolución y del dictamen precedente, al Señor 
Juez en lo Penal de La Plata y hágase salwr a éste en la forma 
de estilo. 

Benjamín Villegas Basayilbaso — 
Aristóbulo D. AnÁoz de Lamadkid 
— Julio Oyhaxahte — Ricaudo 
Coló ai sites — Esteban Imaz. 



BANCO DÉ la NACION ARGENTINA 

JÜHJSDICCIOS Y COMPETENCIA: Comprada penal. Pluralidad de delito». 

La competencia territorial de loa tribunales para conocer de Un delito se deter- 
mina por el lugar donde fueron cometido* los beelws. 

Por no tratara del taso previsto en < I art. 37 del Código de Procedimiento* 
en lo Criminal, corresponde al jue* *n lo criminal y correccional federal de U 
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$ÉÍÉttS& P™ *""?™**» * nn billete de mil pe»os 
irega* en pago «I nmmo billete en una snrnnal del Banco de ta Naeion. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

«üí^H^^ "í 8 "* príwfl /atf,e ' te ™t*n«a de dos pre- 
suntas infracciones. Una, consistente en la substracción de un 
billete de m.I pesos que había sido retirado de la ciSnt 
ser env.ado al Banco Central, hecho que habría prcEbíenJrata 

m^Xg ,a 8Uonrsal de c ™^ 6n del W8? 

constancias de autos no hacen presumir hasta el presen- 
te, a mi entender, que medie relación alguna entre las perTon a8 
que .nterv,meron en el secundo de los hechos mcnciotX y Us 
que puedan haber sustraído o de alguna otra manorn »JJZ 
en posesión del billete aludido. 

rriní;l t Í r te8Í l d 1 < ; 1 art 37 del Códi *° d0 Procedimientos en lo 
Criminal no se halla pues aquí presente, motivo por el cual no 
veo que haya obstáculo para que cada hecho sea investUrpor 
el juez federal correspondient, al lugar de su presunta SÜ£ 
fem tal sentido procede a mi juicio, dirimir la presente con- 
ta*. Buenos Aires, 3 de noviembre de 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 de diciembre de 1960. 

Autos y vistos: 

**Jt¿ ¡T fun , ani ? nto8 del P"eedente dictamen del Señor Pro- 
curador General y lo resuelto por esta Corte con fecha lid* 
octubre de 1960 en la causa «Aiub, José s/ estafas ítfSÜL* 

debe seguir conociendo de la presente causa, con exceDción T Jo 
referen e a la presunta sustracción del billete de mñüZ env* 
juzgamiento corresponde al Señor Juez Nacional en KnS 
y Correccional Federal dé la Capital, Remítanse los autoÍ a T^ 

™l * * Com *P«* n del Quien dispondrá^ des- 

gloses o testimonios que sean pertinentes para enviarlos, con 
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copia de esta resolución y del dictamen precedente, al Señor Juez 
de la Capital Federal, y hágase saber a éste en la forma de estilo. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aribtóbulo 0. Abáoz de Lamadbid 
— Julio Oyhanakxe — Ricardo 
Colombres — Esteban Imaz, 



HECTOR E. S. LAB AON A Y Otro v. JOSE IZUSTER T Otro 

RECURSO DE ACLA RATOS t A, 

La sentencia qn« se remite a lo decidido en una causa análoga, es suficiente- 
mente clara y no admite el recurso del «rt. 232 de la ley 50 (»)■ 

CORTE SUPREMA. 

La j ¡sdieeión de superintendencia de la Corte no es, como principio! vía 
hábil para obtener la «visión de actos jurisdiccionales, en cuanto a su acierto 
o validez (1). 



ASENCIO ALBERTO ABELEDO y Otros v. S. A. DELBEXE Hitos, t 

SABIA Ltda. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio*. Cuntióme* no federal*». 
InterprttaHÓ* d* norma» lócale» de procedimientos. Cota juzgada. 

La (k cisión atinente a la existencia o inexistencia de cosa juzgada no consti- 
tuye, en principio, cuestión federal que autorice el otorgamiento de la apela- 
ción extraordinaria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes Tribunal de ¿mida. 

El carácter de rosa juzgada atribuido por ta sentencia apelada a la homolo- 
gación del convenio celebrado entre las partes, cuando la intervención del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social respondió al voluntario someti- 
miento de aquéllas, no comporta agravio a los arta. 1* y 95 de la Constitución 
Nacional, ni configura la tacha de arbitrariedad. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 de diciembre de 1960. 

Vistos los antos: "Recurso de hecho deducido por el actor 
en la causa Abeledo, Asencio Alberto y otros c/ Delbene Hnos. 
y Sabia Ltda. a A.", para decidir sobre su procedencia. 



(i) I» de diciembre. 
<í) rallos: MTt 491. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



Y considerando: 

Que según jurisprudencia de esta Corte, lo decidido respec- 
to de la existencia o inexistencia de cosa juzgada no constituye, 
en principio, cuestión federal que autorice el otorgamiento de la 
apelación —Fallos: 234: 27; 235: 178, 431, 728 ; 237 : 486 ; 238: 
379, 488; 241: 225 y otros—. 

Que, por lo demás, toda vez que la intervención del Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social en la homologación del acuer- 
do celebrado entre las partes respondió al voluntario sometimien- 
to de éstas, el carácter de cosa juzgada atribuido por la sentencia 
apelada a dicha homologación no comporta agravio a los arts, 1 
v 95 de la Constitución Nacional, ni configura la tacha de arbi- 
trariedad (Doctrina de Fallos: 237: 392; 241: 203 y otros). 

Por ello, se de? tima la queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Pedro Aberastuby — Ricardo 
Colohbres — Esteban Imaz. 



AMADO CHUGRI — sucesores— v. ANTONIO EDUARDO MALTAÜRO t 

Ora» 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propio». Cuestión*! no fedérate*. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

Im sentencia que, por fundamento» de hecho y de derecho común, decide qa» 
medi¿ su h locación prohibida que autorice e) desalojo, es instgccptible. da 
revisión en la instancia extraordinaria i 1 ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestione* ho federal*». 
Sentencia* arbitraria». Principios genérale*. 

Et pronunciamiento que se circunscribe a puntos que no exceden las facul- 
tades de apreciación de los hechos y de la interpretación de la ley propia» 
del tribunal de la cansa, no admite impugnación por arbitrariedad. 



RAUL SANTAM AHINA v. LIA NELLY BAFICO le BARZI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione* no federal**. 
Interpretación de norma» y actos camnne». 

La sentencia que hace lugar al desalojo, por haber quedado el contrato da 
locación excluido de la prórroga legal, tiene fundamentos da hacho y prueba 
y de derecho común que son irrevisiblea en la instancia extraordinaria. 



(i) 1» de diciembre. 
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No procede el ri -ur.su extraordinario fondado en que la introducción extem- 
poránea ¡Mir el m tur de I» causal de subloeactón prohibida viola la garantía 
constitucional de I» defensa en juicio si la sentencia «peluda, sin considerar 
tí punto y con base en que la» recurrentes» socias tle la inquilimi prineipal, 
epitoeíaii ln existencia y el contenido del ctmlratn de locación, decía ni proce- 
dente el desalojo porque aquélla no hizo uso del derecho de opción establecido 
en dicho con i rato, lo cual determinó su exeln* ; óu de la prórroga leiral. 

HKCl fíSO EXTH.UiHDlSAHIO: Requisito* prophic. Rehuían diré, ta. Xormas 
cjíntíiíiJt ni juivio. Disposicttmea cewititttciomtet:, Art. i*. 

Ln cuestión atinente n qtie el a ti. 40 de ln ley 11.ÍI24 ( rnnditieadn pur el art. 
2ii del decreto-ley j:í.:iíls/5(¡) es violatorio «le la garantía de la de cusa en 
juicio, cuando existe jurisprudencia de la Tinte (pie la rechaza, resulta Íii- 
subsNincinl para susteiüar |u apelación extraordinaria» 



tiitiii y procesa] por tazones tle igual nata raleza suficientes para 
sustentarlo, con las que no guarda relación inmediata ni directa 
la garantía del art. 1H de la Constitución Nacional 

Respecto de la imputación del art, 40 de la ley 11.924 esti- 
mo (pie cu la especie no cabe pronunciamiento de V. K. pues el 
mismo revestiría el carácter de una declaración abstracta. En 
efecto: la sentencia niega n las apelantes derecho a la locación y 
en tales condiciones no cabe decidir sí, en el supuesto contrario, 
sería inconstitucional tpa* las pretensiones derivadas de tal de- 
recho deban intentarse por juicio separado y no por vía de re- 
convención. 

Pienso, por lo tanto, que el remedio federal es improcedente 
y (pie corresponde no hacer lugar a esta queja deducida por sn 
denegatoria. Buenos Aires, 14 de diciembre de líítíO. — Ramón 
Lttst'uu». 



Vistos los autos: *' Recurso de hecho deducido por Rosa 
Electn Logia y Catalina Filomena t'imalando en la causa Santa- 
mariuu Raúl e/ Barzi, Lía Nelly Bafico de", para ttecidir sobre 
su procedencia. 
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Buenos Aires, lí) do diciembre da 1960. 



Y considerando i 



Qne la .sentencia dictada a fs. 141/14:} de los autos principa- 
les tiene fundamentos de hecho y prueba y de derecho común que 
bastan para sustentarla y que son irrevisibles en la instancia 
extraordinaria. 

(¿ue toda vez (pie dicho pronunciamiento se funda en que las 
recurrentes — soeias de la ¡aquilina principal — conocían la exis- 
tencia y el contenido del contrato de locación, y que el desalojo 
es entonces procedente porque aquélla no hizo uso del derecho 
de opción establecido en dicho contrato —excluido de la prórro- 
ga legal— el agravio fundado en que el autor introdujo extem- 
poráneamente en el juicio la causal de sub-locación prohibida 
—punto no contemplado por la sentencia— no sustenta el recur- 
so extraordinario por ausencia de gravamen. 

Que la sentencia tiene fundamentos suficientes que descar- 
ta p la tacha de arbitrariedad, careciendo, lo decidido por ella, de 
relación directa e inmediata con las cláusulas constitucionales 
invocadas. 

Que con respecto a la alegada inconstitucionalidad del art. 
40 de la ley 11.924* cabe agregar, a las consideraciones expuestas 
en el procedente dictamen del Señor Procurador General, (pie 
la cuestión ha sido resuelta por esta Corte en la causa **P. 231. 
XI II: Fiore, Camilo e/ Szoes, Gustavo s/ desalojo'*, fallada con 
fecha 7 de octubre del corriente año, cuyos fundamentos se dan 
aquí por reproducidos brrrifatis causa. En tales condiciones, el 
planteamiento formulado en la queja resultn insubstancial para 
sustentar la apelación. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se desestima la queja. 

Bexjamíx Vi llenas Basavilbaso — 
AitisTÓBi-Lo D. Aháoz de Lamauhiii 
— Pedí») Abeiiastlmsy — Kicaudo 
Colombbes — Esteban Imaz. 



.TOSE SIHEK 

RECURSO EXTRAORD/XARIO: Requisitos pfopka. Cue$Uone$ ao fedértüé*. 
Exclusión de tas cuestiones if* Urv\m. V&rim. 

Ln wnlencto que deniega ln Rcropefón al servicio militar solifitncki por el 
recurrente) en virtud de considero r qoe ln holgada situad ón "conúmicii en 
tjiie Hiruentra ei pndre de nquél txeluye ln enusji! invocad n di- "único sos- 
tén de pudre impedido", tiene fumín mentó* de hecho f prueba que bastan 
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para sn-tfiitíirlu v son irrtvi-ihU^ «it In instancia extraordinaria, tuntn más 
un cneslionánd.jse h inteligencia «le In ley 12.01 3 (»). 



KA.MOX ZAS y ()rt!..s v. S. A. Cú. AHUEXTIXA pe EDICIONES 
v IMT.UCIDAIi ikn !.iviii..uió\) y Otbas 

meUSSÜ EXTRAOfíDÍSARlO: Resolución. Costa,. 

Las Mistas del recargo cxtnMpffip'db, en razón de la naturaleza de la apela- 
ción, por viii de principio, deben ser pagadas en el orden causado ( 2 L 

HEn'itsn EXiRAORjfiSARlO: Késolucián, 

VI silencio de Iíi sentencia de Ijj Cork- en cuanto a lus costas, fl^vt'it^aikis en 
In instancia extraordinaria, debe entenderse- en el sentido de que su jm^o 
M- impune ni vi urden causado. 



ORLANDO ALM ADA 

lito t'liStf EXriLWRDlXAltlO: Requisitos propios. Cuestión** w fórrales. 
Setih-Hria* arbitrarias, Prarrtfcuria del recurso. 

El nri. M de la ley 4!)ó(l de la Provincia de Santa Fe, al prescribir, en ba 
casos de "sustitución de patrocinios o mándalas", In imposibilidad de desig- 
nar nuevo representante mientras no se papen, depositen o afiancen los 
honorarios del anterior, sólo comprende Jas situaciones procesales que exprc- 
sámente contempla. emergentes de convenios privados en juicios no penales, 
con <'l fin ila tutelar intereses patrimoniales de orden profesional. A falta 
de mención expresa sobre el punto, no se extiende n la relación procesa) 
penal de "procesado" y "defensor", establecida en virtud de nombramiento 
judicial. La sentencia ¡pie aplica aquel precepto en causa penal, carece de 
(pase normativa suficiente, excede lo que es propio do la (unción judicial y 
debe ser dejada sin efecto. 

J.E) .- / iiterpretarióu >t aplíeaeiiht. 

Las disposiciones Icenles; deben ser interpretarlas, en ln forma (pie mejor 
conenerdo con las garantía» n previsiones de la Constitución Nacional. 

Dictamen del Proctradoii Genkral 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario interpuesto a fs, 16 os procedente, 
por haber&e puesto en cuestión la validez del art. 34 de la ley 
46ó(M050 de la Provincia de Santa Fe, como repugnante al art. 



(t) lí> ile diciembre. 

t.5) ¿i ,le diciembre. Fallos: 246: 159. 
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18 de la Constitución Xaeional y a las disposiciones del título 
IX del Código Civil, y ser la decisión del superior tribunal de la 
causa favorable a la validez ue la mencionada ley local (art 14, 
toe, 2 9 , de la ley 48). 

En cuanto al fondo del asunto, considero que es innecesaria 
mayor argumentación para demostrar que, efectivamente, el men- 
cionado art. 'M de la ley 4ti50-49")0, tal como ha sido aplicado en 
autos, viola las normas federales antes aludidas, al subordinar 
la libre elección de nuevo defensor en un juicio criminal al pre- 
vio pago, depósito o afianzamiento de los honorarios devenga- 
dos por el letrado que desempeñara anteriormente dieha función. 

Como lo ponen de manifiesto los escritos del apelante y la 
vista fiscal de fs, 13, la prescripción legal impugnada importa un 
inadmisible cercenamiento de las garantías constitucionales que 
aseguran la inviolabilidad de la defensa en juicio de la persona 
y de los derechos, al constreñir al procesado mediante un arbitrio 
cía ra me ti te oxtorsivo, a abonar su deuda o someterse, velis noli?, 
a seguir siendo defendido por su acreedor. 

Procede, pues, a mi juicio, revocar la sentencia apelada en 
cuanto pudo ser materia de recurso extraordinario. Buenos Aires, 
.11 de mayo de 1í)60. — Ramón Lascano. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Orlando Almada - homicidio s/ incidente 
apelación denegatoria substitución do defensor". 

Considerando: 

l 9 ) Que las circunstancias de la presente causa acreditan 
el planteamiento de una cuestión revestida de interés institucio- 
nal suficiente para justificar el pronunciamiento del Tribunal. 
Por ello, en atención a la doctrina expuesta en el caso "Antonio 
Jorge", resuelto con fecha 28 de octubre de 1960, se declara bien 
concedido el recurso extraordinario interpuesto a fs. 16/17. 

2°) Que, según consta en autos, la sentencia apelada, co- 
rriente a fs. 14, resolvió que, conforme al art. 34 de la ley 4950 
de la Provincia de Santa Fe, el procesado en este juicio penal 
no puede nombrar nuevo defensor particular hasta tanto no haya 
"pagado, afianzado o depositado" los honorarios correspondien- 
tes al defensor particular anterior — cuyo nombramiento fué re- 
vocado — , salvo conformidad por escrito de este último. 

3*) Que el apelante objeta semejante decisión por entender 
qne ella se aparta grave y manifiestamente de lo preceptuado 
en la disposición legal qne aplica y, además, contraría el derecho 
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de defensa garantizado por el art. 18 de la Constitución Nacio- 
nal (fs. 16/17). 

4 ff ) Que el art. 34 ilu la ley local 4£>50 so refiere tan solo u 
los casos de "sustitución de patrocinios o mandatos " cuando ha- 
ya habido revocación por parte del "patrocinado o mandante"; 
y, respecto de esos casos, prescribe la imposibilidad de designar 
nuevo representante mientras no se "pague", "deposite" o 
"afiance" los honorarios del representante anterior. 

5°) Que, como se desprende de su naturaleza excepcional 
y del modo en que ha sido redactado por el legislador, el aludido 
art. IU únicamente rige en las situaciones procesales que expre- 
samente contempla, o sea en aquéllas en (pie —tratándose de jni- 
eios no penales— media entre el litigante y quien lo representa 
una relación de "patrocinio" o "mandato"* striito sensu. basada 
sólo en convenio privado. Kn tanto que, a falta de mención literal 
sobre el punto, ese artículo no se extiende a los supuestos en que 
el vinculo jurídico existe entre "procesado" y "defensor" v ha 
sido establecido, fundamentalmente, en virtud de nombramiento 
judicial. 

G v ) Que ello es así debido a que la norma attb examine está 
destinada a tutelar intereses patrimoniales de orden profesional 
a! ¿ra vés de una extrema limitación del derecho de defensa. De 
donde se sigue que ella ha de ser objeto de una interpretación 
restrictiva, a fin de que no resulte excedido su alcance deli hela- 
damente circunscrito ni comprometido un bien jurídico de máxi- 
ma jerarquía institucional —el derecho de defensa en causas 
penales— sin que medie una voluntad legislativa (pie inexcusa- 
blemente lo disponga. Ninguna circunstancia autoriza a decidir 
que la ley ba querido que el resguardo de este bien jurídico deba 
ceder ante la protección de aquellos intereses patrimoniales. Lo 
cual demuestra, asimismo, que el antedicho criterio restrictivo 
es también impuesto por el firme principio de que las disposicio- 
nes legales deben ser interpretadas en la forma que mejor coli- 
cúenle con las garantías o previsiones de la Constitución { Fa- 
llos: 2iM> : 1S(I; 242: V2H; 244: 407: 24fi: 102 y otros), principio 
que obliga a desechar sin más —siempre que la norma cuestio- 
nada lo consienta — toda interpretación que importe atribuirle 
inconstituciotmlidad o que. incluso, arroje serias dudas sobre su 
validez. 

7 9 ) Que, por consiguiente, el fallo apelado, en cuanto inde- 
bidamente incluye dentro de la esfera del art. 34 de la ley local 
4!>.")0 la situación jurídica que aquí se juzga, carece de base nor- 
mativa suficiente y, en consecuencia, excede lo que es propio de 
la función judicial, circunstancias ambas que lo hacen insoste- 
nible. 



1>E JUSTICIA DE LA NAClÓX 



7:i3 



S*) Que las consideraciones precedentes hacen innecesario 

ravio expresado por el apelante. 

Fm su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se deja sin efecto el fallo de fs. 14, debiendo volver los 
autos al tribunal de origen a fin de que se dicte nuevo pronun- 
ciamiento con arreglo al contenido de la presente sentencia. 

Aimstóbulo D. AtiÁoz de Lamaoiuo — 
Julio Oyuaxarte — Ricardo 
Colombhes — Esteban Imaz, 



KAIST1NU A. LAlíA v. S. A. SIGUA 

Lh doctrina establecida por 1k Corle Hupteitui nema de que el eí'eeto libe- 
ratorio di] pitpit no se produce ruando imuliu una demanda iiirm-dinlji u su 
percepción. «lFiiti7.il a los en son en que, desde 1h total temmacíÓM de !n rela- 
eióti Iqtwttll, tto hn transcurrido un lapso que exceda el ra/iinabkmeiitf! 
necesario para ln deducción de la arción, Dieliu doctrina no es aplicable ni 
tüMi ( >n i\\n> v \ actor, nt *er despedido, recibió la indetnnizíicida simple, do 
Hiiit'ñfiindnd ron ln jurisprudencia imperante en el luyar, y promovió la 
arción más de cuatro meses después, sin que luya aportado demento albino 
de ,iui«-in ipif permita justificar dicha demora. 

Dictamen- del Phocukakoh (íexehal 
Suprema forte: 

Abierta la queja a fs. 71 por V. K., de conformidad con mi 
ilictnmen, eor respondo aliora considerar el foiulo del asunto. 

A tal respecto, V. E. tiene resuelto que la doctrina sentada 
por la forte acerca del efecto liberatorio del pago hecho de con- 
formidad con la interpretación jurisprudencial prevaleciente en 
el lugar en que la relación laboral se originó, desenvolvió y ex- 
tinguió (Fallos: 234: 753: '23~t: 140 y 472 y 237: n3;>), presupone 
OjttO el acreedor percibió sus ¡ndeinnizncioaos por despido sin ob- 
servación o reserva alguna ; habiendo interpretado que en mate- 
ria de vínculos de trabajo, el consentimiento del empleado sólo 
ha existido cuando la demanda se interponía nmeho tiempo des- 
pués de hecho el pago, o se invocaba un cambio de' jurisprudeneia 
en los tribunales del fuero. Por ello, tal doctrina no resulta apli- 
cable en los casos en que los interesados, a poco de recibir de su 
empleador la indemnización simple por falta de preaviso, deman- 
dan et pago de la indemnización doble ante los tribunales labora- 
les de la Capital Federal {Fallos: 238: 12 v 241 : 408). 
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En el cnso de autos, habiendo percibido ol importe correspon- 
diente dé la indemnización simple al ser despedido, el actor otorga 
poder exactamente cuatro meses después paru que sus abogados 
inicien la pertinente demanda reclamando las diferencias a las 
que su considera con derecho, la que es interpuesta algunos días 
más tarde. 

En tales condiciones, dado el tiempo transcurrido entro el 
momento del despido y ol otorgamiento del poder y la deduc- 
ción de la demanda ¡puede decirse que el interesado haya recla- 
mado en forma inmediata el reconocimiento de lo que entendía 
que le correspondía en justicia? En mi opinión la respuesta ne- 
gativa se impone, ya que no se trata aquí do actos preparatorios 
y demanda subsiguiente llevados a cabo "pocos días después del 
despido" (Fallos: 238; 12) o "inmediatamente después del des- 
pido" (Fallos: 241 : 408); por el contrario en el caso de autos, 
el actor despedido deja correr el tiempo, otorgando poder a sus 
abogados recién cuatro meses más tarde de ser declarado cesante. 
Considero por ello que por tratarse de circunstancias distintas 
a las contempladas en los precedentes jurisprudenciales citados 
más arriba, no cabe sino concluir que el actor ha consentido el 
pago efectuado por la demandada en la forma en que fué hecho, 
dundo por concluida su relación jurídica con la accionada y sin 
derecho a ulterior reclamación por reajuste de indemnización. 

Fu consecuencia, pienso que correspondería revocar la sen- 
tencia apelada en cnanto ha podido ser materia de recurso extra- 
ordinario. Buenos Aires, 16 de agosto de 1960. — Ramón Lnscmw. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de dieiembro de 1960. 

Vistos los autos: "Lnra, Faustino A. #/ Sigma 8.A.I.C.L y 
F. »/ diferencia de preaviso". 

Y considerando: 

l p ) Que la sentencia de primera instancia (fs. 32/34) no 
hizo lugrnr a la demanda por cobro de doble indemnización por 
falta de preaviso, por estimar que el actor recibió la indemniza- 
ción simple cuando fué despedido, el 30 de junio de 1959, de 
conformidad con la jurisprudencia imperante en el lugar del 
pago — Provincia de Buenos Aires — y promovió la presente de- 
manda cuatro meses después, el 5 de noviembre de 1959. Agregó 
que la demora en iniciar la acción por parte del actor importó 
su aceptación con la forma en que se le liquidó la indemnización 
por falta de preaviso, y por consiguiente, el pago fué definitivo 
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y liberó ni principal do toda responsabilidad ulterior, conforme 
a la jurisprudencia de esta Corte sobre el efecto liberatorio del 
pago» Apelada esta sentencia, fué revocada por la alzada, que 
estimó no aplicable la doctrina citada sobre la fuerza liberatoria 
del pago en virtud de lo resuelto en el plena rio de la Cámara 
del Trabajo del 19 de octubre de 1955. 

2?) Que contra esta última sentencia, la demandada inter- 
puso recurso extraordinario a fs. 51/54, invocando la doctrina 
sobre el efecto liberatorio del pago, por considerar que su des- 
conocimiento supone violación de las garantías constitucionales 
atinentes a la propiedad y a la igualdad, y que el caso de autos, 
por no haber el actor demostrado inmediatamente después del 
despido, su voluntad de exigir el pago doble, mediante la deman- 
dn y sus actos preparatorios, no está encuadrado en los supues- 
tos de excepción contemplados por esta Corte en Fallos: 238: 12 
y 241 : 408. Denegada la apelación, fué declarada procedente a 
fs. 71 con motivo de la queja deducida por la parte demandada. 

3*) Que esta Corte ha declarado que la excepción en los 
supnestos en que el pago ha sido seguido por una inmediata de- 
manda (Fallos: 242: 15; 244: 50 y otros) alcanza a los casos en 
que, desde la total terminación de la relación laboral, no ha co- 
rrido un lapso que excede del razonablemente necesario para la 
deducción del juicio. En el sub lite, desde el día en que tuvo 
lugar el despido hasta la fecha del otorgamiento del poder de 
fs. 1, transcurrieron cuatro meses, sin que exista en autos conr 
tancia alguna que permita justificar dicha demora, a los fines 
de situar al actor en los supuestos de excepción a que se hizo 
referencia. Por lo demás, la acción fué promovida con posterio- 
ridad a dicho lapso, computado desde que cesó la relación laboral. 

Por ello, y lo coneordanteniente dictaminado por el Señor 
Procurador General, se revoca la sentencia de fs. 46/47, en cuanto 
lia sido materia de recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Julio Oyhaxabte — Pedro Abe- 
iíasti uy — Ricardo Colombres — .. 
Esteban Imaz. 
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S<*\ ¡'K Hksi-, L/riM. C.O.P.I.C.A, 

IfflPtyBSTO : Furitltiuifa impositiva* de í« Xitrión, prorituias ¡f municipalidad^*. 

\ms pruviin-ias no pueden ejercer el poder impositiva que les pertenece de 
nimio que otate ni logro de filies constitucionales prop¡<» di<9 gobierno fede- 
ral. Kl Congre«pi en *'¡rtud de lo preceptuado por el nrt. (¡7, ihe. 1íi, de la 
Cutis; ilación Nacional. e*trt facultado para eximir ile impuestos y contribu- 
ciones tmemnalc*, provinciales y municipal** a aquellas empresas o activida- 
des qne decida beneficiar mediante el otorgamiento de concesiones temporales 
di' privilegio; [mto es indispensable que el ('(ingreso, admitido dentro de la 
esfera de su competern-ín constitucional, huyji dispuesto ln exención de gra- 
vámenes lóenles de modo inequívoco, pues Unía exención, por revestir caníc- 
ter excepcional, requiere tuna manifestación ebria de voluntad Icgi-dntivn y 
no puede ser resuelta sol» re tn tase de meras inferencias. 

MPl'KSTO: Facultad?* i»t¡¡o*it¡t>ti* rfe la X acida. ftmrÍHria» if municipalidad)'!'. 

FA nrt. 11. ¡ne. a), de la ley 12.1 4!) (t. o, IfTü), de acuerdo con su propio 
teltó y ccun In iiilcrprehicióii restrictiva que de él debe hacerse, no lia tenido 
otra finalidad que liberar de ¡mpuesüi nacional a tas ventas que enumera, 
y esa exoneración »o debe entenderse como exc] avente del poiler im¡nisitivo 
de las provincias. I^i ley n* :Hi!)H de la Provincia lie Entre lííos. al gravar 
con un impuesto ile sellos bis operaciones a qne se refiere su nrt. S v , ¡ne, d), 
un o Hit ra dice el precepto federal y la sentencia que así lo decide debe ser 

confirmada, 



Dictamen DEL Peocurador General 
Suprema Cttrte: 

Abierta vor V. E. la instancia extraordinaria de conformi- 
dad con mi dictamen, delio ahora expedirme sobre el fondo del 
asunto. 

La cuestión por resolver consiste, en síntesis, en decidir si 
el gravamen provincial cuya improcedencia alega la recurrente 
se encuentra o no en pugna con la exención establecida por la 
lev nacional 12J43 pura las ventas de harina de trigo, maíz, 
etcétera. 

Atlela ato que corresponde desestimar los agravios fundados 
en la presunta violación de los arts. 17 y lí) de la Constitución 
Nacional, como consecuencia de la aplicación hecha en autos 
"pr.r el tribunal de la causa de la ley provincial 3tiiJ8. En efecto, 
pretende el apelante que a base de una interpretación arbitraria 
de dicha ley se altera su sentido y con ello el carácter del gra- 
vamen, disponiéndose de tal suerte* de su propiedad sin ley que 
legitime el pago que se le impone. Pero tal pretensión no podría 
admitirse sin entrar a revisar lo decidido por el a quo acerca 
de la naturaleza del tributo y de las modalidades de su percep- 
ción, con fundamento en la interpretación de normas locales y 



DE JCSTICIA DE LA X ACIÓN* 



T.17 



de derecho común y en la ap recia ción de circunstancias de hecho 
y prueba, lo cual resulta evidentemente ajeno a la instancia 
federal. 

Con tal supuesto, los agravios antes aludidos vienen a care- 
cer de la necesaria sustentación por falta de relación directa o 
inmediata entre tas disposiciones constitucionales invocadas y 
ln materia de la causa. 

Kesta en consecuencia por ver, según dije, si media colisión 
entre la obligación fiscal impuesta a lu recurrente y la frunqui- 
cia acordada por la ley nacional de referencia. 

Kn mi opinión no existe tal conflicto. 

Conforme a reiterada jurisprudencia es indiscutible la fa- 
cultad de las provincias en el ejercicio del poder no delegado a 
la Nación para crear gravan^-nes dentro de sus propias juris- 
dicciones locales, escociendo los objetos, personas, propiedades, 
posesiones, franquicias, privilegios o derechos sobre los que han 
de recaer aquéllos, sin otra limitación que la de su poder legis- 
lativo, ni otra condición que la de conformar las contribuciones 
a los principios básicos de la ley fundamental de la Xa ción (cf. 
Fallos: J.j4: 104; 188: 1U5). 

Kn concordancia con el principio expuesto ha admitido tam- 
bién V. K. no ser objetable la facultad de las provincias para 
darse leyes y ordenanzas de impuestos, sin más limitaciones que 
las enumeradas cu el art. 108; siendo la creación de impuestos, 
elección de objetos imponibles y formalidades de percejición del 
resorte propio de las provincias, porque entre los derechos que 
hacen a la autonomía de ellas es primordial el do imponer contri- 
buciones y percibirlas sin intervención de autoridad extraña (Fa- 
llos: Xiú: 571). 

Es verdad que al par de reconocerse tan dilatado campo de 
acción ai poder tributario de las provhicins, se ha cuidado de 
señalar los límites a los cuales debe sujetarse su ejercicio ]>ara 
ser legítimo, límites que pueden concretarse, genéricamente, en la 
exigencia de no gravar bienes situados en otra jurisdicción ni ser 
los tributos por otras razones contrarios a la Constitución 
Nacional. 

Precisando este concepto ■- ha dicho, asimismo, que entre 
las limitaciones oponibles a las provincias en esta materia no se 
halla la existencia de un impuesto nacional análogo, si éste no 
tiene por la Constitución el carácter de exclusivo, como ocurre, 
por ejemplo, con los impuestos de importación y exportación que 
sólo la Nación puede imponer (ef. Fallos: '210: 276). 

El gravamen cuya validez se discute en autos no ha trans- 
gredido, a mi juicio, los límites de la potestad fiscal de la provin- 
cia. Sea que se trate de un impuesto de sellos, sea que revista 
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el carácter de un verdadero impuesto a las ventas, esta última 
circunstancia no ba.stnrín para tornar procedente la repetición 
instaurada en razón de la liberación contenida en la ley nacio- 
nal 11143. 

En efecto, lo que el mencionado texto consagra es la exen- 
rum de las operaciones en cuestión (venta de Harina de trigo 
y maíz, afrecho, afrecliillo, etc.) respecto del gravamen creado 
por diclia ley. Tal franquicia constituye, sin duda, un privilegio 
de los previstos en el art. 67, ínc. 16, de la Constitución Nacional 
y que el ( 'ougreso puede conceder temporariamente con fines de 
fomento y de interés general. Pero dada la forma como ha sido 
concedido no parece dudoso que se refiere únicamente al grava- 
men nacional, con lo que la provincia no habría quedado inhabi- 
litada para el establecimiento de una carga de esa especie en el 
orden local. 

En estas condiciones, pienso que no existe quebrantamiento 
alguno del derecho federal, con lo que, en consecuencia, corres- 
pondería confirmar la sentencia apelada en cuanto sea materia 
del recurso. Buenos Aires, 18 de marzo de 1959. — Ramón 
Lasca lio. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1960 

Vistos los autos; "Inspección General de Rentas, Gualeguay r 
eleva acta inspección Ley de Sellos. Comerciante: C.O.P.I.C.A. 
Soc. Kesp. Ltda.". 

Y considerando: 

1") Que contra la sentencia del tribunal a quo de fs. 80/S5 r 
que confirmó el decreto 11)65/57 en cuanto éste aprobó la reso- 
lución adoptada por la Dirección General de Rentas de la Pro- 
vincia de Entre Bíos en el sentido de que C.O.P.I.C.A. Soc. 
de Resp. Ltda. debín abonar la suma de mtn. 21.203 en concepto 
del gravamen establecido por el art. 8* inc. d), de la ley pro- 
vincial 3698, el representante de aquella compañía interpuso re- 
curso extraordinario, que fundó en las siguientes razones: a) La 
mencionada norma de la ley provincial, en cuanto grava "los 
contratos, liquidaciones, boletas o planillas que exterioricen ope- 
raciones de compraventa de cereales, oleaginosos y sus deriva- 
dos* ' es incompatible con el art. 11, inc, a), de la ley nacional 
12.H3 (T, 0. 1952), en cuya virtud se hallan exentas del impues- 
to a las ventas las operaciones mencionadas. Por lo tanto, y 
habida cuenta que la ley 12.143 fué dictada por el Congreso dé- 
la Nación en ejercicio de facultades privativas que le acuerda 
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el art. 67, inc. 16, de la Constitución Nacional, la aplicación heclia 
por el tribunal a quo del art. 8% inc. d), de la ley 3698 adolece 
de iueonstitucionalidad ; b) El pago del tributo cuestionado fué 
exigido sin que existan los "instrumentos" que "exterioricen" 
las opí'raciones aludidas por la norma provincia!, lo que entraña 
una violación de los derechos asegurados por los arts, 17 y lí) 
de la Constitución Nacional. 

2 9 ) Que ct primero de los agravios que el apelante expone 
debe ser desestimado. En efecto, es cierto que esta Corte tiene 
resuelto que las provincias no pueden ejercer el poder impositivo 
que les pertenece (art. 104) de modo que obste al logro de fines 
constitucionahnente propios del Gobierno Federal (Fallos: 243: 
98, considerando S 9 ). Y también lo es que, de conformidad con 
ese principio, el Tribunal ha declarado que el Congreso, en vir- 
tud de lo preceptuado por el art. 67, inciso 16, de la Constitución 
Nacional, está facultado para eximir de impuestos y contribu- 
ciones nacionales, provinciales y municipales a aquellas empre- 
sas o actividades que decida beneficiar mediante el otorgamiento 
de "concesiones temporales de privilegios'*. Lo cual implica que, 
mediando tal exención, adolecerían de invalidez las disposiciones 
locales que la contrariaran (doctrina de Fallos: 183: 181, entro 
otros). Pero es claro que, para que esto ocurra, resulta indis- 
pensable que el Congreso, actuando dentro de la esfera de sn 
competencia constitucional, baya dispuesto la exención de gra- 
vámenes locales de modo inequívoco. Porque esa exención, como 
cs^ obvio, reviste carácter excepcional, requiere una manifesta- 
ción cierta de voluntad legislativa y no puede ser resuelta sobre 
la base de meras inferencias. 

3*) Que esos requisitos no aparecen satisfechos en la espe- 
cie, como lo pone de manifiesto, fundadamente, el dictamen del 
Señor Procurador General. El art. 11, inc, a), de la ley 12.143 
(T. O. 1952), según se desprende de su propio texto y de la 
interpretación restrictiva de que él debe ser objeto con relación 
a la materia debatida, no ha tenido otra finalidad que la de 
liberar de impuesto nacional a las ventas que enumera, y nin- 
guna circunstancia autoriza a admitir que la exoneración allí 
establecida deba entenderse como excluyente del poder imposi- 
tivo de las provincias. Cabe concluir, por consiguiente, que no 
existe contradicción entre el aludido precepto federal y el art 8*, 
inc. d), de la ley 3698 de la Provincia de Entre Ríos, de donde 
se sigue que la sentencia de fs. 80/85, que así lo declara, no es 
susceptible de la tacha contra ella formulada. 

4*) Que los restantes agravios del recurrente, relativos al 
criterio con arreglo al cual fué exigido el pago del impuesto, ver- 
san exclusivamente sobre la interpretación de normas locales y, 
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por tanto, constituyen una cuestión ajena a la instancia extra- 
ordinaria, con la ijue no guardan relación directa c inmediata 
los arts. ] i y 19 de la Constitución Nacional. 

el Señor Procurador Gene- 
ra , se confirma la sentencia apelada de fs. 80/85, en cuanto ha 
sido materia de recurso extraordinario. 

Benjamín Villeoas Basa vilb aso — 
Aristóbulo D. Aháoz de Lamadrid 
— Julio Oyhanahte — Ricardo 
Golombbbs — Esteban Imaz. 



NACION ARGENTINA v. HUMBERTO J. RAIMA -slcksíón- 

latí 18 ™™ 10 * Y V0 X fiETR M'M-:<'»»l"f -'«i» Primos yene- 

N« valijera el principio del art. 31 de la Constitución Nacional, la decisión 
J" * le, lnrn í »"««Hp*t«.r¡n de la juncia reden! para conocer en el juicio 
<Mundo pn:- el Procurador Fiscal contra «na sueeaión. El art. 
,k ', ,n <-™*tiíneion Nacional fué reiclnrmiitadn por la | ev AH. cuvo art 12 
eseeptna de |« eomneteaeia federal los .juicios de aquella naturaleza, aunque 
*e <IHn«an en elln* accione» fiseale* de la Nación. Tal excepción ha sido 

ufSSSyn ñ*f •at^S» P V n '« l "» i *' I-" 112 de Ja 

1- « 1 d *- 1 " #P 40 ' 4, « 4 -' 51 * «W^tiW» del decreto-lev 
I_*j m y no es incompasible con el art. 100 de la Constitución, pue» en talea 

3™! "° mU nU ' vtaám Ios P«'P^ito« que informan la competencia 

WMSDirCiOX Y rOMPETEXCU: Compela»» ,„ tthm i. p rittri¡iim ,, fwr _ 

Lo* fines previmos por el nrt. 100 de In Constitución Nacional no resultan 
«Iterados por la atracción que ejerzun lo* juicio» universales de concurso de 
acreedores y partición .le lierenria -obre las acciones finales d P ] fl x„ rióll 
pues ello hende a posibilitar una má* eficaz y rápida administración de 
leticia que hcuctici» al EstH.lo Nacional, interesado en el pronto cobro de 
su crédito. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

Abierta por V. K. la jurisdicción extraordinaria, paso a 
ocuparme del fondo del asunto. 

El Procurador Fiscal Federal de Azul dedujo demanda por 
la vía de apremio ante el Juez Federal respectivo, contra Hum- 
berto J. Baima y/o su sucesión, n fin de hacer efectiva la multa 
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impuesta al nombrado por la Dirección de Vinos v otras bebidas 
por infracción a la ley 12.371 

Tanto el referido juez como la Cámara Federal de Apela- 
ciones de La Plata decidieron, en virtud de lo dispuesto por los 
arts. 3284, ine. 4?, del Código Civil, 12, ine. 1*, de la ley 48 v 2* 
de la ley 927, que la justicia federal era incompetente para cono- 
cer en esta causa, por ser la demandada una sucesión. 

El representante del Fisco Nacional interpuso entonces el 
recurso extraordinario, sosteniendo la primacía del art. 100 de 
la Constitución Nacional, según el cual el fuero federal procedía, 
por tratarse de un asunto en el que la Nación es parte v que 
esta regido por una ley nacional* 

Al respecto cabe advertir que ni el art. 12, ine. 1» do la ley 
48 ni el 2* de la ley 927 son contrarios a la norma constitucional 
invocada, ya que Y\ E. ha resuelto reiteradamente que tanto 
esta ultima como los arts. 67, me. 17, y 94 de la Carta Fundamen- 
tal, no obstan a que se excluya de la jurisdicción federal cues- 
tiones que, por su escasa importancia civil o penal o por otros 
motivos, senn insuficientes para determinar conflictos como los 
que se han tenido en vista al dictarse los citados preceptos 
constitucionales (Fallos: 3Í>: 394; 99: 383; 119: 161; 134- 8"- 
190: 469; 241 : 104 y otros). 

De conformidad con <>su doctrina, opino que corresponde 
confirmar la sentencia apelada en cuanto lia podido ser ob¡oto 
de recurso extraordinario. Buenos Aires, 22 de julio de ÉÉ& 
— Ramón Lascann. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1960. 

Vistos los ñutos: "Estado Nacional Argentino c/ Humberto 
J. Baima y/o sucesión de Humberto J. Baima s/ apremio". 

Y considerando: 

p Que el tribunal de alzada confirmó (fs. 35) la decisión 
del Juez Federal de Azul, que declaró su incompetencia pata 
conocer en el juicio do apremio que promovió el Procurador 
Fiscal Federal, en represen! ación dol Estado Nacional, contra la 
sucesión de Humberto J. Baima, en razón de lo preceptuado por 
los arts. 3284, ine. 4*, del Código Civil, 12, ine. %% de la lev 48 y 
2* de la ley 927. El Procurador Fiscal sostuvo que, tratán- 
dose de una causa en que era parte la Nación, correspondía la 
jurisdicción de la justicia federal, en virtud de lo normado por 
el art. 100 de la Constitución Nacional. Por tanto, interpuso 
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recurso extraordinario contra la decisión del a quo, por conside- 
rarla violatoria de) art. 31 de ht Constitución Nacional. 

2") Que el nrt. 100 de la Constitución Nacional fué regla- 
mentado por la ley 48 que, en sus arts. 2* y 3* enunció las causas 
que serian de jurisdicción de los jueces federales. Por el art. 12 
del mismo texto legal so exceptuó de la mencionada jurisdicción 
a los juicios universales de concurso de acreedores y partición 
de herencia, aunque se deduzcan en ellos acciones fiscales de la 
Nación. Esta excepción fué confirmada por el art. 2* de la ley 
!>27, complementaria de la ley 48. Posteriormente, la ley 1803 
enumeró nuevamente las causas que serían (te competencia do la 
justicia federal en la Capital, pero mantuvo vigentes las excep- 
ciones consagradas en los arts. 1*2 de la ley 48 v 2* do la ley í)27, 
según surge de lo expresado por el art. 112. Asimismo, tanto la 
ley 4055, como el decreto-ley 1280/58 al referirse a la jurisdicción 
y competencia do los jueces federales, se remitieron al contenido 
de la ley 4* y demás leyes especiales dictadas por el Congreso 
(nrt. 27, le.- 400."); arts. 40, 41, 42, 51 v correlativos del decreto- 
ley 1285/58). 

&) Que los preceptos legales que fundamentan la decisión 
a i íela da. en cuanto prescriben excepciones ul fuere federal, sus- 
trayendo de su conocimiento algunos casos para atribuirlos a la 
jnstieiij local, resultan compatibles con el art. 100 de la Consti- 
tución >:¡»cional, conforme a la doctrina reiterada de esta Corte, 
¡mes en tales supuestos no resultan afeetndos los propósitos que 
informan la competencia federal (doctrina de Fallos: 11: 382; 
110: llil: 124 : 388; 134: 82; 241: 104 ; 244: 28). Tal criterio, 
por lo demás, ha sido ratificado recientemente por el Tribunal 
en sentencia tío f eolia 28 de setiembre de 1960 reenída en la causa 
T.72, "Tironni, Josefa R. c/ Castillo, Amalio". 

4* > ) Que los fines previstos por la norma constitucional no 
resultan alterados por la atracción que los juicios universales 
ejerzan sobre las acciones fiscales que promueva el fisco nacio- 
nal, pues ello tiende también a posibilitar una más eficaz y 
rápida administración de justicia, que beneficia principalmente 
al Kstado Nacional interesado, en el pronto cobro de su crédito. 
En Mipue>tos similares al de la especie, este Tribunal admitió 
la competencia de la justicia local: Fallos: 114: 148: 124: 388 1 
m- 50 y 228; 142: 88; 177: 36; 195: 510. 

5*) Que, en consecuencia, no existiendo colisión entre las 
normas aplicadas por el a quo y el art. 100 tú la Constitución 
Nacional, cabo rechazar el agravio del recurrente fundado en el 
art. 31 de la Constitución Nacional. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador. Gene- 
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ral, so confirma la sentencia apelada en lo que ha sido materia 
<lo recurso. 

Benjamín Villkuas Basavjliíaso — 
Aristúbl'lo D. AfiÁOZ de Lamahrih 

— Jt'LIO OYltANAItTE PeDÍÍO 

AitKHASTriiY — K ic Afino Coum- 
lili es. 



JOSE M. MZON'nn y (Itwis 

ESTAfiO 1>F. SITIO. 

( 'm-rosponde ront'irnmr ln sciii -ir* di-m<5i¡itorin <M hñhens nirpus si los 

l'eittr rentes fuomii del en idos por orden ilH I >tidi>r Ejecutivo Xncmiin], eott 
el lm dé asejrurar bi traiicpiilidiid píildiea y do muerdo con tus fn*-ii1t¡nIos 
i|ue le confiere el estado de sitio. Las priviiomnes de libertad de nue se trato 
impln-an In o.joeiieióii do netos pn«vi>tns y os presiónente iHitoriwíbw por el 
íirt, p de In fnnstitueión Xiiebiiml: no oon-tituyen muí pena sino t»n sólo 
ol ejereieín do medidos di- doJ'eiisn tnni-itf Hijeas n ];i timiüieiÓn de 
»|iio deben eemir ennndo eonrliiyn el tabulo di- sitio, o Im-n, ™ *n riwn, «i bis 
interesados egweeü el dexeebo le opción provisto en el mismo precepto. 

Dictamen del PuocrnAnon General 
Suprema Corte: 

Tanto en el caso de que a José M. Lizondo, Manuel S. Co- 
rrea v Antonio Herrera se los considere nnol ¡ciados de la sen- 
tencia que apelan en la fecha de la diligencia de fs. 25 vta., como 
en el snpueato de que so los tonara por notificados do dicho fallo 
en la oportunidad de que clan cuenta las constancias de fs, 26* 
vía., el recurso extraordinario deducido a fs. 28 aparece inter- 
puesto por los arriba citados una vez vencido ol término que 
establece el art. 208 de la ley 50, motivo por el cual considero 
que, ¡i su respecto, corresponde declararlo improcedente. 

Opinión distinta me merece el recurso intentado por el otro 
firma tito del escrito de fs. 28, toda vez que, según resulta do la 
diligencia asentada a fs, 27, lía reclino Vn raba jal fué notificado 
personalmente de la sentencia de fs. 1?, recién él día 30- do jnnio 
próximo pasado. 

En cuanto hace a los agravios que se articulan en la referida 
apelación, por las razones que hice valer al dictaminar en ol día 
de la feo lia en los autos "Sivirinosky Miguel s/ recurso do há- 
beas corpns" (Expíe. S.487 L.XII I ), estimo que deben ser deses- 
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timados ( J ). tonca Aires, 23 de agosto dé 1960¡ — Ramón Las- 
cuno. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 19oU 

Vistos los autos: "Lizomlo, José M., Correa, Manuel S., He- 
rrera, Antonio y Carabajal, Marcelino s/ recurso hábeas corpus." 

Considerando: 

1") Que contra la sentencia de l"s. 2íí, eonfirniatoria del fallo 
de ]-i inicia instancia de fs. 15, que rechazó el babeas corpas in- 
tentado en natos, los interesados dedujeron recurso extraordina- 
rio (ls. 28), que les fué eoncedído (fs. 2í)). 

2 V ) l¿ue los agravio* expuestos como fandairiento de la ape- 
lación son los siguientes: a) los arrestos de qae dan cuenta las 
presentes actuaciones fueron dispuestos "sin ,|ue hava causa de- 
terminante", esto es, "con ausencia total de responsabilidad cri- 
mina!" imputable a los apelantes; b) los decretos del Poder 
Ejecutivo XaeioTial por lo que éste ordenó tales arrestos no se 
encuentran fundados, lo que determina su invalidez; c) media 
violación del art. 18 de la Ley Fundamental, ya que, sin habér- 
seles reconocido oportunidad de defensa, los" actores lian sido 
sometidos n "detenciones sin término" que constituyen 
de ras penas. 



(l) Ksto dictamen dice asi: 
Suprema Cottói 

Tiene reiteradamente declarado V. E. (Fallos: HUI: 584; 2;tS; iisj y 1*42:340, 
éntré otrosí que lió Incumbe a tos tribunales de justicia entrar ii examinar ¡«* motivos 
<pn- determinaron ni Podra Ejecutivo a ordenar 1» detención do una persona cu ejer- 
cicio de las facultades que le reconoce el (irt, 23 de h ley fundamental, por ser del 
MSOrtfl exclusivo de acpicl poder el apreciar y resolver en cadfl caso sobre la oportuni- 
dad dé adoptar, i-ii salvaguardia del orden público, la* medidas o restricciones autori- 
zadas |nir l:i referida cláusula coil»t¡IllrÍounl. 

Por aplicación de esta doctrina intimo que debe desestimarse el primer» de los 
nítravitis ¡irt ir u lados» por el apela ule en ni recurso eitrnord ¡mirlo que corrí' a fu. 22. 

En cuanto lime a ln reatante mestión que aquél ha planteado en dicho recurso, 
me remito n lo que el tribunal ya expresara al pronunciarse en el cjwo de Fallos: 
Ir il: 24«. Ka esa ocasión, en efecto, V. E., luego de dejar establecido el nieanr-e que 
corresponde atribuir a la prohibición «Ralada al I'reitídeiitc i]e ln República por el 
art. 2:t de la Constitución, destacó: "Que claramente se ve, sepan eso, que la priva- 
citin u restricción, de la libertad individual Mobrccn tendida tanto en el arroto como en 
el Traslado, no se ejercita ¡«ir el Presidente a titul» de pena, concebida 6*ta como el 
resultado de un proceso con efectos jurídicos y pe rm anea tin, sino como una medida 
de defensa transitoria ipte snfre la do Lie- limitación de terminar con el estado do 
sitio y aún antes si la persona a quien, lesionase manifestare mi voluntad de salir del 

pais. !-ti Constitución se lia propuesto conciliar, en esta forma, la neeesi | de man- 

tener el orden publico, es el ambiente propio de la libertad, con la protección 

dispuesta por ella n las garantías individuales". 

Sobre la base de ln hasta aipii expresado opino que corresponde confirmar el 
laFhi en recurso. 
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P) Que, como resulta ele las constancias agregadas a fs. 
10/1:!, Jas medida» que originaron la promoción de este hábeas 
corpns fueron ordenadas por el Poder Ejecutivo Nacional, al 
través de los decretos 16.857/3», 1405/b'O y 1639/60, con el fin de 
"asegurar la tranquilidad pública" y "de acuerdo con Ins fa- 
cultades que le confiere el estado de sitio". 

4 fl ) Que, en tales condiciones, ninguno de los agravios pre- 
indicudos puede prosperar. En efecto, como surge de lo dicho en 
el considerando anterior, las privaciones do libertad do que aquí 
se trata no lian implicado sino la ejecución de actos previstos y 
expresamente autorizados por el art. 23 de la Constitución Xa- 
nonal, circunstancia ésta que les atribuye incuestionable validez. 
A ello cabe añadir que el empleo de las facultades que el Poder 
incentivo invoca no requiere que exista "responsabilidad cri- 
minal" demostrada ni aun imputada a los recurrentes, toda vez 
que, según se halla decidido de manera reiterada y uniforme, no 
se trata de la aplicación de penas, sino tan sólo de medidas de 
defensa transitorias sujetas a la limitación de que deben cesar 
cuando concluya el estado de sitin que las justifica, o bien, en su 
caso, si los interesados ejercen debidamente el derecho de opción 
previsto en el apartado final del aludido precepto de la Consti- 
tución (Fallos: 247: 530). De donde se sigue que la garantía ale- 
gada no guarda relación inmediata y directa con lo resuelto en 
la causa. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
. General, se confirma la sentencia apelada de fs. 23 en cuanto ha 
sido materia del recurso extraordinario. 

Bexjamjx Viixeuas Basavilbaso 
Aristóbulo D. Aháoz de Lamadrid 
— Jtftío Oyieaxarte — Pedro 
Abrkastl*hv — Ricardo Cohom- 
bres. 



RICARDO ESTERAN' REY 

JUBILACION DE MAGISTRADOS Y DIPLOMATICOS. 

Admitido fjui' Iíi Corte Suprema tiene potestad para equiparar a su* Hwn- 
ta rio* n los .1 ucees de Cámara, o sen pura decidir que aquéllo* posmi un 
* M ™ semejante ni tle éstos, ninguno razón autoriza a pensar que el Poder 
Legislativo haya tenido el propósito de titrstnn- pn mal mente Nis ¡ih-¡ii)W!( 
de esa equiparación, ne^a ndii una de sus más necesaria* e ijinicdintus eoase- 
eiiencins. como lo es la relativa al goce de beneficios jubilatorios. Por el 
contrario, ei efecto propio de una equivalencia de funcione», válidamente 
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ntabledclá, es la correlativa equivuleneia de los derecho* anejos n vaas fun- 
ciones, piltre ellos los juhilntorios. 

En consecuencia, debo confirmarse ln sentencia que decide reajustar el bene- 
ficio jubilutorio de un ex -Secreto rio de In Corte conforme a lo que dispone 
!¡i ley 12.991, modificada por los decretos- leyes UH9/5S y 5307/08. 

DliTAMKJí DE l,A AsCSORÍA LktKaHA 

áfáíptaáé rumo rewhuiún por el Directorio rfW Imtilnto \urtounl de Premuní 

Soeinl 

Señor Ascsiir: * 

Don Ricardo Kfu>I>íi]i Rey interpone recurso ile apelación contra ta rcsolu- 
pión dé !;i Coja Nocional «le Previsión para el Personal del Estado, corriente a 
IV. 91. que desestima la solicitud interpuesta por el nombrado, en e! sentido de 
que se reajuste el beneficio jiibilatorio de que e* titular conforme a tas disposi- 
ciones de los decretos-leyes H'-W/'iS y ">")ti7.'üS, por lio estnt* comprendido en la 
ley 12.579. modificada por decreto-ley 20.(199/51!. 

El rasu presente os idén;ieo al planteado en expte. L65.039 ~CPE — , de don 
Ramón Tiilm Alejandro Méndez, en el que el Directorio del Instituto Nacional 
de Previsión Social resolvió, eoti fecha 1S del ele,, que los secretnrios de In Corte 
Suprema de Justicia de la Nación están excluidos del rétriiiieu provisional alu- 
dido. 

En homenaje a In brevedad, me remito a lo opinado por esta Asesoría en el 
expediente untes citado, a cuyo et'eeiti se ngmat copia del dietamen allí pro- 
ducido 



(I) Fste dictamen diré asi: 
Heñor Asesor: 

Pon Rniuón Tulío Alejandro M-'ndez interpone recurso do apelación contra la 
resolución de la Caja Nocional de Previsión pnra el Personal del Estado, corriente 
a fs. 31, que desestimo la sol ¡citad interpuesta por el nombrado en el sentido de que 
se reajuste el lieneficio jubilntoriu de que es titular conforme a las disposiciones 
de lo» decreto* leyes 1043/38 y {¡547/58, por no estar comprendido en lo ley 13,579, 
modificada por decreto ley 2i).6ítíl/31i, 

Kl «lee reto-ley 1040/3H fijji v \ régimen jubila torio pura los urentes del servicio 
exterior. A su ves;, el dec rete ley ."."(17/."Í* dispone que el redimen de jubilaciones 
y pensóme* esta Idee ido por ei decreto-ley nntes citado se aplicará también al per- 
sonal del Poder Judicial de l n Noción comprendido en lns disposiciones do la 
ley )lí.r.7fl. 

El nrt. 2 o ile ta ley citada, rcforimida por la ley 14.01ÍI y decretos-levos 7063/53 
y 20,61111 Óti, dispone que se considerarán comprendidos dentro de la magistratura 
los Ministrn* de ln forte Suprema. Procurador General de ln Nación, Jueces de 
Clima ra, J ucees de Primera Instancia. Procuradores y Fiscales de Cámara, Procu- 
radores y Agentes Fiscales, Procurador y Suhpnicurudor (lencraí del Trabajo, Ase- 
sores de Menores c Incapaces y Defensores de Pobres, Incapaces y Ausentes. 

El recurrente pretende que los Secretarios de la Corto Suprema de Justicia 
están infinidos vn el régimen previsional antes aludido, y ello por aplicación de 
lo dispuesto por dicho Trilumul cu acordada de fecha .10 de marzo de 1D30, que 
estableció que la Corte Snprenir contara con tres secretarías judiciales, cuyos titu- 
lares tendrán in jerarquía, calidades inherentes y remuneración do los vocales de 
las Cámaras Nacionales de Apelaciones de la Capital Federal, y en virtud de lo 
establecido en el art. *S dd tteglnmento para la Justicia Nacional (acordada del 
Tribunal de fecha 17 de diciembre de lflóO), que dispone: "Ln Corte Suprema con- 
tará con los secretarios que clin determine, quienes deberán reunir los requisitos 
pnrn ser juez de las cámaras nacionales de apelaciones y tendrán su jerarquía, 
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Ampliando los argumentas expuestos, señalo que tn Corte Suprema do Justi- 
cia de h Xiii ióii, en el en*o "Cniitilo Jo.*Ó >!.*' (publicado en La l*ry, 51; lü), 
sentó el pi i m i pió de que "en I» interpretüeióli de tmlns las leyes que Ponto las de 
jubilación atonía n beneficios o prerrogativas que Imstn afelio punto pueden 
comportar ■-] carácter de un privilegio, i'ebe procede) se siempre con un criterio 
restrictivo n fin de no desnaturalizar los propósitos súchiles de bis leves de previ- 
sión (Fallos: 145: :m>, 160: 1U, etc.)", 

En razón de lo expuesto, considero que debe con f i muirse tti resolución recu- 
rridai. Hílenos Aires, Jó de .¡unió de 1H5ÍÍ. 
Señor Presidente : 

De eiint'orinidnd eoli lo dictaminado preeedcnteiueTiie, si-rin procedente (pie 
el Directorio del Instituto Xncionnl de Previsión Social iidiiptnra In siguiente 
resolución: 

Confírmase la rcsolueión dé la Cajn Nacional de Previsión pura el Personal 
del Estado, wirrientc a fs. 91, que desestima l:i solicitud interpuesta por don 
Rieiinln Esteban Hey. en el sen; ¡do de que se reajuste el beneficio jubilnlorio 
de (pie es titular cnní'ornie n lns disposiciones de los dcc-elns-leyes H14!>/58 y 
flótíT'óH. por no estar el nombrado eoniprendido en 1» lev 12.57», modificada 
por decreto-ley 2l>.(i"P/5(i. :i(l de junio de IflfiU. 



remuneración, condición y trato". 

El art. 00 de la Constitución Nacional establece que ln Corte Suprema "dictará, 
su regla mentó interior y económico, y nombrará todo» mis empleados subalternos", 
dljpcnií ióu similar, con pequeñas diferencias, n la contenida en el arL 94 de la 
derogada Constitución de 104EJ, 

Bstn facultad, otorgada n ln Corte Suprema por ser el más alto trilmnnl repre- 
sentativo del Poder Judicial de la Nación, como medio de asegurar su existencia, 
conservación e independencia (JoaquIs V. Honz.w.eü. Manual de ta Conttitiusiótt 
Argentina, t,9 593), íc Oh Un confirmada por el art. *J1 del decreto ley 1285/58. 

Es indudable que en virtud de las normns constitucionales y legales citadas, 
la Corte Suprema lia podido, por propia decisión, establecer la organización y 
jerarquía de su propio personal, romo también dotarlo de ln retribución corres- 
pondiente. 

La Corte Suprema podrá crear las oficinas, nombrar al personal y otorgarle 
Tn jerarquía y remuneración <ju e estime más adecuadas pnra el ejercicio de las 
funciones propias de la administración de justicia. Pero lo que me parece indu- 
dable es qne esa facultad de la Corte no puede ir más allá, ni tener más efectos 
que dentro del ámbito del propio Poder Judicial. 

Admitir que mediante ln acordada en cuya virtud se crearon las secretaría* 
de la Corte y se fijó la jerarquía, remuneración, condición y trato de sus titulares, 
pudo otorgarse a los Secretarios ln condición de jueces de cámara pnra otros efec- 
tos que 110 «can los puramente atinentes a la administración de justicia — eu este 
caso efectos de alcance prcvUnonal— , importarla reconocer ni mencionado Tribunal 
la facultad legislativa — reservada exclusivamente al Congreso — o la de reglamen- 
tar las leyes, privativa del Poder Ejecutivo. 

El régimen provisional establecido por los decretos-leyes 1049/58 y 5567/58 es 
de excepción, limitado a Ins personas que especifica mente contempla*. Por tnnto 
debe ser restrictiva ln interpretación ilc sus normns, y la inclusión de nuevos 
beneficiarios sólo puede ser motivo de una decisión emanada de! Poder Legislador. 

Cabe agregar que a la fecha de sanción de los decretos-leyes ñutes vitados, va 
existía el cargo de Secretario de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, con 
la jerarquía, remuneración, condición y trnto de juca de cámara otorgados por 
acordada del Tribunal, a puvar le lo cual, en oportunidad de emitirse los aludidos 
decretos-leyes no se los incorporó a la nómina de magistrados v funcionarios judi- 
ciales beneficiarios del régimen previsional instituido, lo que autoriza a presumir 
que la no mención de aquéllos es deliberada. 

En razón de lo expuesto, considero que debe confirmarse Ja resolución recurrida, 
Buenos Aires, 13 de abril de 1059. 
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Dktamks" orí. I'k;h i H.MDii Oknkhal uki. Trabajo 
Exenta. Cámara: 

Digo el régimen de la ley 4340, i-I recurrente obtuvo jiibilai-iún ordinaria 
anticipad», n raíz de los servicios que prestara durante .i'2 «ños, 7 meses v 11 días, 
i n el Poder Judicial de ln Xaeión —cómputo de fs. 50 y res. de fs. t¡3-^-, corres- 
pondiendo i>l último carpo, al de Secretario Judicial de ta Corte Suprema de Justi- 
cia de la Xaeión. 

Acordado et beneficio, se presentó el Dr. Itey ante la Cuja ley 4:t49, mani- 
festando — fs. 85— que la prestación acordada, lo había sido considerándolo 
como simple funcionario, sin tener en cuenta el régimen privilegiado que lo ntu- 
paratoi -dee. 20.íi00/f,{j ■ «567/ft8 y 1W9/5H— dada la equiparación del cargo 
qii.' bahía desempeñado últimamente, con el de Juez de Cámara, según Acordada 
dé la Corte Suprema, de fecha 30-3-50, !trgl. para la Justicia Nacional de 17-2- 
52 y las facultades atribuidas a dicho Tribunal, por el art. í)í) de la Constitución 
Nacional. Solicitó en sil mérito, (pie el haber jubílntorio le fuera reajustado y 
liquidado con arrctrtn a Jo establecido en el decreto 0507/58, a |inrtir de ta techa 
de vigencia del mismo, 

Por resolución de fs. el pedido lité desestimado, interponiéndose contra 
dicha resolución, el recui-so autorizado pur el art. 13 de la ley 14.'230, Radicadas 
las actuaciones an¡e el Instituto Nacional de Previsión Social, previ» opinión de 
su Departamento de Asesoría y Despacho de la Comisión de Interpretación n» 4, 
se continuó la decisión recurrida — fs. 101— provocando ello, la interposición 
del otro remedio procesal que legisla et art. 14 de la citada tey, et cual quedó 

fundad» en el memorial «le fs. 103/11, que en cuanto a su fori satisface tas 

exigencias requeridas para estos casos, por la doctrina y jurisprudencia, para 
colisi itera rio procesa buen le viable. 

Salvado ese obstáculo, corresponde entrar ni análisis ele lo que ha sido mate- 
ria del recurso intentado, a cuyo efecto estimo, que para ubicar la cuestión en 
sus verdaderos términos, se hace necesario conocer en primer lugar, los fimda- 
mciiln-, invocados por et Instituto, para denegar el pedido formulado por el ape- 
lante, que no son otros, ipie tos contenidos en el Dictamen de ts. í)!), qne a su vez. 
se remite a lo expuesto en el caso del Dr. K anión Tulio Alejandro .Méndez, abso- 
lutamente análogo al presente, que en copia obra a fs. OS. 

(Hcho funcionario, luego de examinar los textos icgalrs en juego, sostuvo que 
era indudable, que en virtud de esas normas, la forte Suprema, pudo por propia 
decisión, establecer la organización y jerarquía de su propio personal, asignán- 
dole ln retribución correspondiente, facultad ésta, que no puede ir más allá, ni 
tener más electo, ipie el correspondiente al ámbito interno del Poder Judicial, 
pues pretender que ello pudiera proyectarse al campo de la previsión social, im- 
portaría tanto como reconocer al mencionado Tribunal, facultades legislativas, 
rcserviida- exclusivamente al Congreso o la de reglamentar leyes, privativa del 
P. K. Agregó el Señor Asesor, que el régimen provisional establecido por los 
decretos- ley i^s II 140/ 5* y 550T/5K, es de excepción, vale decir, limitado a tas per- 
ponas que específicamente se enumeran, entre las cuales no se encuentro el recu- 
rrente, a raí?, del cargo que desempeñara, destacando a mayor abunda miento, 
que a la fecha de vigencia de los referidos decretos-leyes, ya existía el cargo de 
Secretario de la Corté Suprema de .Justicia, con la jerarquía, remuneración, con- 
dición y imito ile .Juey, de Cámara, otorgados por la Acordada del alto Tribunal 
ya mencionada, a pesar de lo cual, en oportunidad de dictarse ambos decretos, 
no se le* incorporó a la nómina de magistrados y funcionarios judiciales liene- 
ficta rins del régimen previsional instituido, lo (pie autoriza a presumir, que ta no 
mención de aquél tos, es deliberada. 
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Con todo el respeto que me merece tan autorizada opinión, mi criterio es 
contrar o ni sustentado por el Instituto Nacional de Previsión Social y me fundo 
pitia ello, tu lo, razonamientos y sólidos fundamentos .me esgrime eí recurrente 
en su memorml de l's. 10:i/H ( ()UC por su enjundia, desmoronan e] basamento sobre 
el cual se apoya la decisión en n-ruran. Por mi parte, honesto es decirlo, poco es 
lo que puede nj-regnr ni exhaustivo y meditado análisis efectuado por e] nielante 
pura desvirtuar la tesitura del Incitólo, .le suerte pues, que la presente vista se 
concretara a reproducir jo «abatane i: d de aquella pieza jurídica, para fundar 
opinión entrena a lo resuelto por dicho organismo estatal. 

EJ motivo eeiitnil de la dem-nioria f . las pretensiones del recurrente, radica 
en la creían, de que por «o estar incluido entre las personas que .Mencionan los 
decretos-leyes lIMO/fig y ^(¡7/58, no tiene derecho al beneficio que impetra, muí 
erado el hecho, de que por stl jeranpiía. remuneración, condición v trato, está 
equiparado „ .| U cz de Cámara, dentro de la oración fl« la Justicia Nacional 

;L 1™'. 'i i Cim,I1Stl, " l ' ,B ' t nH * AW " l >í,ra 1,1 Io S™ 'le I» pretensiones 
del recurrente, desde que. pese a la aparente exclusión que podría dimanar de la 

enunieracmn contenida en los aludidos dee retos- leyes, existen antecedentes y cir- 
cunstancias de indudable valor local, para considerar que al Dr. liev, se le invistió 
del ,í«/„, indispensable, capaz de declararlo incluid» entre las personas acree- 
doras al beneficio instituido en dichos cuerpos legal.-*. 

Se incurre en emir, a mi juicio, al estima*, que el acto emanado de la Corto 
Suprema de Justicia de la Nación —Acordada de techa .«1-3-50 (Fallos- '10 > 

ÍO- hubiere podido importar, pura y exclusiva, te, un acto tendiente a 'pro'- 

Jucr efectos "dentro del ámbito del propio Poder Judicial", sin provección en el 
cajllpO de In previsión social. 

Se incurre en error, decía, por cuanto no se lia analizado debidamente, el 
5HP 5 7 al ™ 111 «'orto Suprema de Justicia ejercitó la facultad 

de que da cuenta la etnda Acordada, que | H e^ mtifieó. al dictar el Reglamento 
para la Justicia Nacional -17/12/52 (Fallos: 224: 575)- al constar £ ei 
m NS «I"*;: L" Corte Suprema contará con los Secretarios que ella determine 
quienes deberán reunir los requisitos para ser J„e Z de las Cámaras Nacionales 
de Apelación y tendrán su jerarquía rrmHneraciúu, vomiintrn y trato... 
Esa iacuitad emerge de lo dispuesto r„ el «rt. 00 de la Const. Nac, en cuanto 
autoriza a h. ( orto Suprema, a dictar su reglamento interior, nombrando todos 
sus empleados stihal temos, lo que sin lugar a dudas, está indicando, que ixir 
imjM.no constitucional, se ha delegado a nuestro más alto Tribunal de Justicia 
de la Na.ion. una facultad legislativa y reglamentaria, con Ízales efectos u la 
que en ntros aspectos, se ha conferido al Poder Legislativo v al Ejecutivo v ana 
estos, en lo que aquélla atañe, no pueden invadir, ni adjudicarse, ■ no ser en 
desmedro de la conferida a la Corte Suprema. 

Tan inalienable es esa facultad, que dicla. Tribunal ; la ha defendido v hecho 
valer, en cuanta oportunidad se le ha presentado, a cuv.. efecto cabe recordar 
corno liten lo puntualiza el apelante, los términos de la Acordada do fecha 30 
de marzo del corriente año -Fallos: 24:t: 9- suscripta a raíz del oficio de fecha 
1 ile lebrero de igual año. remitido por S: E. el Señor Ministro de Educación 
y Justicin, comunicando el decreto del P. E. 075/50, referente a la creación do 
los servicios administrativos y contables del Poder Judicial. Luego de referirse 
al art. 4 del mencionado decreto y al 12 del decreto-lev 23.354/54, lev 14 4t¡7 
dijo la Corte Suprema: "Que corresponde por ello, dejar a salvo las atribuciones 
que i ncii üdien a esta Corte y que concicruen particularmente, a la confección de 
S (> ri, P"> presupuesto, los cuales derivan inmediatamente de la Constitución 
Nacional y lian sido otorgadas, en resgnardo de su independencia como Poíler 
de la Nación, conforme se declaró cu las Acordadas de 2H de febrero y 1* de 
agosto de lft.S. Que en conclusión debe tenerse presente oue el decreto 075/50 



750 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



que comunico, con la «olvidad, de que lo remisión del presupuesto propio de la 
Corte Suprema al P. E. con arreglo a Jo depuesto por el art. 12 de la Ley de 
Contabilidad, lo es al sólo efecto de su presentación al Congreso, previa incor- 
poración al proyecto de presupuesto general". 

Si como el propio Asesor del Instituto lo reconoce al transcribir conceptos 
de JoAqlís* V. González, vertido» en su Manual de ta Comt Unción Argentina 
tí" 595, la facultad otorgada a la Corte Suprema, por ser el más alto Tribunal 
representativo del Poder Judicial de la Nación, lo es, como medio de asegurar 
SU existencia, conservación e independencia, puede bien afirmarse sin hesitación, 
que los actos emanados del ejercicio de tal facultad, tienen jerarquía constitu- 
cional, por tener su faente en el art. 09 de nuestra Carta Magna y que por tales, 
tienen el efecto jurídico que 'levan implícitos los demás actos llevados o cobo 
por loa otros poderes del Estado, en cuanto crean, o reglamentan derechos en 
favor de los particulares, teniendo consiguientemente, el imperio y órbita propios 
de dichos actos. 

Iji Acordada de fecha 30-3-50 y el Reglamento para la Justicia Nacional 
del 17-12-62, dictado por la Corte Suprema, al instituir las Secretarías de ese 
Tribunal, con jerarquía, remuneración, condición y trato de Juez de Cámara, los 
ha investido del status de tale», aún cuando su designación y demás forotati- 
rlades, lleven un trámite distinto, a) que debe seguirse respecto de aquellos magis- 
trados, pues su equiparación, no queda supeditada a tal trámite, sino a lo que 
al efecto disponga la Corte Suprema, en su condición de Poder independiente y 
soberano, con facultades específicas delegadas por la Constitución Nacional Ello 
es precisa mente lo que justifica la exclusión o no mención de los Secretarios de 
la Corte Suprema, de la enumeración que contiene el dtw, 20.699/56, por cuanto, 
y en esto coincido con el Señor Asesor del Instituto, la misma ha sido efectuada 
en forma deliberada, mas no, para privarlos del beneficio que se reconoce a las 
personas nllí enumerados, sino, para respetar la facultad conferida a la Corte 
Suprema, en cuanto al nombramiento de su personal y jerarquía atribuida a 
estos, dejando así librado a criterio del Tribunal, respecto de la última, la inclu- 
sión o no, dentro del régimen privilegiado creado por los decretos en cuestión. 
El hecho de que fetos lleven fecho posterior a la de la referida Acordada, no 
altera los términos del planteo, dado que, bastaba a los fines previsionales, el 
acto emanado del Alto Tribunal, equiparando a sus Secretarios a la jerarquía, 
remuneración, condición y trato que ostentan loa Jueces de Cámara, pora consi- 
derarlos incluidos en dicho régimen, ello sin perjuicio de estimar, que el Tribunal 
no desijrnó a sus Secretarios como Jueces de Cámara, que son los que el decreto 
menciona, sino que lea atribuyó el ttatns de que gozan tales magistrados. 

Tal como lo pone de manifiesto el apelante, parece un contrasentido, de que 
los Señores Secretarios de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, actúen 
en el desempeño de su función, con la jerarquía y demás atributos reconocidos 
a los Señores Jueces de Cámara y luego, pierdan tal investidura, al entrar en la 
pasividad, a los efectos de acogerse a loa beneficios de la jubilación. Negar a 
esos personas igual trato en lo pasividad, que el que se dispensa por ley al Jues 
de Cámara, por la solo y única circunstancia de la distinta nomenclatura, impor- 
ta tanto como desconocer facultades privativas reservadas constitución al mente a 
Corte Suprema, menguando s la vez, la jerarquía de que están investidos dichos 
secretarios, la que, como yo se ba dicho, no sólo la poseen en el desempeño de 
su cometido, sino que la conservan y prolongan con igual característica y efecto, 
al cesar en la actividad. 

En suma, los Señores Secretorios de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, gozan de los beneficios instituidos por los decretos-leyes 20.699/56; 
1049/58 y 5567/58, habida cuenta de los términos de la Acordada de ese alto 
Tribunal, de fecho 30-3-50, como así de lo preceptuado en el art. 88 del Regla- 
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mentó para la Justicia Nacional, dictados en ejercido de ln facultad conferida 
por el art. 99 de la. Constitución Nacional. 

Por pilo y lo que con mayor precisión y claridad sostiene el recurrente en 
su memorial de fs. 103/1], opino que en el caso, se lia mal aplicado e interpre- 
tado lo normado en dichos decretos, en cuyo mérito, aeonaejo n V. E. declarar 
procedente el recurso interpuesto, mocando la decisión de fs. 101, a fin de que 
se reajuste el haber jubila lorio otorgado al Pr. Ríeardo Esteban Rev en la forma 
y nmntum que disponen aquellos cuerpos legales. Despacho, 23 de noviembre de 
19o9. — Vtvtor A, Surera Graelh. 



Sentencia pe la Cámvha Nacional pe Apelaciones pel Trabajo 

Rueños Aires, 27 de noviembre de 1959. 

Vistos y considerando: 

Para resol er el recurso de apelación por inapiieabilidad de lev o doctrina 
legal que se ha interpuesto, el Dr. Cattáneo, dijo r 

í? P 1 "; ? ipnrdo Est eban Rey, ex Secretario de la Corte Suprema de la 
dación, le fué concedido el beneficio jiihitatorio que solicitó en estas actuaciones 
mediante resolución obrante a fs. 03. Con posterioridad el recurrente pidió et 
reajuste de dicho beneficio, que le fuera otorgado como funciona rio, va que soste- 
nía que le correspondía ln equiparación a jticz de cámara. La Caja Nacional de 
Previsión para el Personal del Estado desestimó ese pedido, por no e*tar incluido 
el cargo desempeñado por el Dr. Rey en la enumeración riel art. 2, lev 12 579 
reformada por el decreto-ley n" 20. (399/51 i. Esc temperamento fué confirmado por 
el Instituto Nacional de Previsión Social, en mérito al dictamen de fs. 99, en el 
que se afirma que la facultad de la Corte Suprema de atribuir a su personal la 
remuneración y jerarquía que estime más adecuada, no puede tener efectos en e] 
régimen previsional, por lo que la equiparación .le sus secretarios a jueces de 
eámara no basta para conceder el reajuste pedido. Intermito el recurso que 
prevé el art 14, ley 14.230, han llegado estos actuados a conocimiento de la sala. 

La procedencia del recurso es evidente por discutirse la aplicación de normas 
jurídicas y por haberse cumplido acabadamente en el memorial de fs. 103/11 con 
los extremos procesales qoe lo hacen viable, 

Además de m procedencia procesal, el recurso debe prosperar en cuanto se 
persigue el reajuste del haber jubilatorio. El recurrente sostiene que habiendo 
tstablecido la Corte que los secretarios de dicho tribunal deben reunir los requi- 
sitos para ser jues de cámara y tendrán su jerarquía, remuneración, condición 
y trato (Reglamento para la Justicia Nacional, art. 88, Fallos: 224: 575), 
Je es aplicable el régimen provisional instituido mediante la ley 12.951, modifi- 
cada por el decreto-ley tí> 1049/58, ya que el decreto-ley n* 5567/58 declara 
oplicable ese régimen a quienes están comprendidos en el art. 2, lev 12579 mo- 
dificado por el decreto-ley n* 20.699/5Ü, entre los que se cuentan 'los jueces de 
cámara. Esta pretensión debe prosperar. 

Como lo ha señalado el procurador general del trabajo en el exhaustivo 
dictamen de f*. 114/117, los sólidos fundamentos csprimidiis por el recurrente 
desmoronan el basamento sobre el cual se apoya la decisión en recurso. En efecto, 
en el dictamen cuya copia se agrega a la. 98, al que se remite el de fs. 99, se 
afirma que la Corte pudo otorgar a sus secretarios la condición de jueces de 
cámaras, pero no a otros efectos que no sean los puramente atinentes a ln admi- 
nistración de justicia, agrega que no pudo otorgar efectos de alcance provisional, 
pues ello importaría reconocerle la facultad legislativa o la de reglamentar las 
leyes, privativas de los Poderes Legislativo y Ejecutiro, respectivamente. 
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Pero resulta que el art. 09, de la Constitución Nacional, como lo dice «1 Dr. 
Su reda Graells en au dictamen, "en cuanto autoriza a la Corte Suprema a dictar 
su reglamento interior, nombrando todos hum empleados subalterno»... está indi- 
raudo que por imperio constitucional se ha delegado a nuestro mis alto Tribunal 
de Justicia de la N'aeidn una facultad legislativa y reglamentaria <m iguales 
efectos a la que en otros aspectos lia conferido al Poder Legishtivu y al Ejecu- 
tivo y que éstos, en lo que a aquéllo» atañe, no pueden invadir, ni adjudicarse, a 
no ser en desmedro de la conferida a la Corte Suprema ; así ha interpretado esa 
facultad la Corte Suprema (entre otn < Fallos: 211: 1543; 240: tí, etc.); y así 
resulta de lo dispuesto por In ley 27, art, 11, y art. 21 del decreto-ley n? 1295/58. 
En ta Acordada del 28 de febrero de 1958 se lee que "incumbe a esta Corte dictar 
su propio reglamento interno y económico, lo que supone la facultad de cstable- 
rer la organización y jerarquía de su propio personal, asi como la de dotarlo 
de la retribución pertinente". 

Tal facultad debe considera rse incluida entre aquellas conducente* a hacer 
práctica su autoridad e independencia necesaria (eonf. Joaouín V. González, 
Matinal de la Vonttitutián Argentina, n« 505, en Obraa Completo», ed. Uni- 
vtrcidad Nacional de La Plata, Buenos Aires, 19:15, vol. m, pág. 512), por tanto 
al disponer una equiparación entre sus secretarios y los jueces de cámaras no ha 
habido una invasión de atribuciones ajenas. En cambio, sC la habría en su detri- 
mento, si se pretendiera que esa equipa ración no alcanzara a los efeetos previsi fi- 
nales. La interpretación del instituto de que dichos secretarios gozan de un* 
condición, jerarquía, remuneración y trato sólo mientras están en ejercicio de su 
cargo y no al eutrar en pasividad, importa tanto como negar que la Corte pudo 
dictar el nrt. 88 del Reglamento para la Justicin Nacional, ya que es principio 
que Jos beneficios jubilatortos se otorgan en atención a los servicios desempe- 
ñados. Si dichos servicios han sido equiparados, en uso de innegables facultades 
constitucionales, a loo tenidos en cuenta para otorgar un determinado régimen, 
es consecuencia inevitable que se tiene derecho n gozar de tal jnégimen. 

Por tanto, cabe declarar que corresponde hacer lugar al recurso interpuesto, 
y que deberá reajustarse el beneficio concedido al recurrente, aplicándose los 
arts. 74 y 70, ley 12.051, modificados por el decreto-ley 1049/58 a partir del 
1» de enero de 1058. feeliu de vigencia del decreto-ley 5507/58. No corresponde 
la imposición de rostas (Corte Sup. Nac, Fnllos: 240 ; 207). por lo que debe 
eximirse de ellas (art. 92 del procedimiento laboral). 

El Dr. Migue*, dijo; 

Los sólidas raiones emergente» del voto del Dr. Cattánen, así como lo dicta- 
minado por el Sr. Procurador General del Trabaje me inclinan a votar en igual 
sentido al propugnado por el juez de cámara preopinante. 

El Dr. Pettoruti, dijo: 

Considero que tanto en el voto del juez de enmara que se lia expedido en 
primer término, así como lo dicho por el Sr. Procurador General del Trabajo, 
se ha analizado a fondo la cuestión aquí planteada, por lo cual manifiesto mi 
opinión en el sentido que se declare la procedencia del recurso y se revoque la 
decisión impugnada. Sin costas. 

Por lo que resulta del acuerdo que antecede, se resuelve: 1) Declarar pro- 
cedente el recurso interpuesto; II) Revocar la resolución recurrida; y declarar 
une deberá reajustarse el beneficio jubila torio del Dr. Ricardo Esteban Rey, 
conforme a lo que disponen la ley 12.051, modificada por el decreto-ley 1049/58, 
y el decreto-ley 5507/58, a partir de la vigencia de este último, por serle aplicable 
ni recurrente lo dispuesto en el art. 2», ley 12.579, modificada por el decreto- 
ley 20.000/50. Sin costas. — Omir M. A. Cattáneo — Manuel C. Migues — 
Orate Pettorati. 
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Díctame* del Piiocuhador General 
Suprema Corte; 

El recurso extraordinario coucedidn » f« toa , i 

no* para equiparar los secretario* del cuerno a E*tLZl a i 
fe Fedérale* de Apelaci.ne* eVK™ boi dTart tt 
del Reglamento para la Justicia Nacional K 
La «cistcncia de tal atribución no resnlta nnesta en tel. A. 

™r olio y fundamento» concordantes ¿M f*i\ n ™. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1960 
Vistos lo s autos: -Rey, Ricardo Esteban «/ jubilación". 
Considerando i 

de jatea as i 

,,.e disponen la ley tffe • •* 

58, y é decreto-ley 5567/58, a partir de la vigencia M^Smüí, 
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ñor serle aplicable al recurrente lo dispuesto en el art, 2 de la ley 
12.579, modificada por el decreto-ley 20.699/56'*. El principal 
fundamento de esta decisión fué el de la que la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación ha podido dictar válidamente el Regla- 
mento para la Justicia Nacional e incluir en él el art. 88 que dis- 
pone "una equiparación entre sus Secretarios y los jueces de 
cámara", debiendo entenderse que esa equiparación se extiende 
"a los efectos provisionales". 

2") Que el representante del Instituto Nacional de Previ- 
sión Social interpuso recurso extraordinario contra la referida 
sentencia {fs. 124/127), que le fué concedido (fs. 128). Sostuvo 
que el fallo del tribunal a quo desvirtúa la correcta inteligencia 
de las disposiciones federales cuestionadas y que — habida cuenta 
de que los preceptos invocados no incluyen expresamente a loa 
Secretarios de la Corte Suprema— pretender que tal inclusión 
resulta de lo dispuesto en el art. 88 del Reglamento para la Jus- 
ticia Nacional significa tanto como aceptar que aquel órgano ha 
ejercido facultades legislativas, modificando una sanción del 
Congreso. 

3?) Que, como lo señala el Señor Procurador General, tan- 
to el apelante, en su escrito de fs. 124/127, como el Instituto Na- 
cional de Previsión Social, en la resolución de fs. 98/101, admiten 
la potestad que la Corte Suprema inviste para equiparar a sus 
Secretarios a los Jueces de Cámara, o sea para decidir que aqué- 
llos poseen un status que es semejante al de éstos en diversos 
aspectos. Y, según se dijo, simplemente afirman que lo que la 
Corte Suprema no ha podido hacer es "incorporar a una ley ju- 
hilatoría" a dichos Secrrtarios, porque "ello importaría en defi- 
nitiva arrogarse facultades legislativas" (fs. 126). 

4*) Que los agravios que fundan la apelación extraordinaria 
no son atendibles y deben ser desestimados. Porque si es pacífico 
el reconocimiento de las facultades en virtud de las cuales la Corte 
Suprema puede decidir una equiparación de la naturaleza de la 
prevista en el art 88 del Reglamento para la Justicia Nacional 
(art. 99 de la Constitución y art. 21 del decreto-ley 1285/58), 
ninguna razón autoriza a pensar que el Poder Legislativo haya 
tenido el propósito de frustrar parcialmente los alcances de esa 
equiparación, negando una de sus más necesarias c inmediatas 
consecuencias, como lo es la relativa al goce de benef icios jubi- 
latorios. Por el contrario, ln inteligencia de las disposiciones 
controvertidas que mejor se ajusta a la presumible intención del 
legislador, os la de que los aludidos beneficios han de tenerse por 
otorgados no sólo a los comprendidos dentro de la enumeración 
legal, sino también a los altos funcionarios de la Corte Suprema 
a quienes ésta, de manera razonable, haya asignado un status 
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equivalente. Y ello, por cnanto, con relación a supuestos corno el 
de autos, parece ciertamente innegable que el efecto propio de 
una equivalencia de funciones, válidamente establecida, es la co- 
rrelativa equivalencia de los derechos anejos a esas funciones, 
entre los que, por supuesto, se encuentran los derechos jubila- 
torios. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada de fs. 118/120 en cuanto ha 
sido materia del recurso. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
AmsTÓBULo D. Aráoz de Lamadbid 
— Luis María Boffi Bogoebo — 
Julio Othanarte — Pedro Abe- 

RASTURY. 



SINDICATO UNICO de PORTUARIOS ARGENTINOS 

RECURSO DE AMPARO. 

La existencia de una vía legal para el debate de h* cuestiones qne motivan 
el amparo impone, como principio, el rechazo de la acción. 

RECURSO DE AMPARO. 

Para la procedencia del recurso de amparo se requiere qne exista ilegalidad 
maniHert* en la disposición administrativa, origen de la demanda. 
En consecuencia, corresponde confirmar la sentencia que rechaza el amparo 
deducido ante las restricciones impuestas? al personal portuario por la Pre- 
fectura Nacional Marítima para el acceso al Puerto de la Capital, pues 
incumbe a la policía de prevención la vigilancia del ingreso de personas a la 
zona portuaria, en circunstancias en que existiría posibilidad de perturba- 
ción de] orden. 

RECURSO DE AMPARO. 

La demanda de amparo no m pertinente para la reiteración de procedimien- 
tos judiciales concluidos ni para la extensión de la competencia judicial en 
materias ajenas a la misma, como puede ser el conflicto de jurisdicción entre 



RECURSO DE AMPARO. 

Ln existencia de vía legal idónea no hace procedente, en principio, el amparo. 
Admitido, en el a*>, que la policía del trabajo portuario compete al Minis- 
terio de Trabajo y Seguridad Social, ante éste debieron plantearse los recur- 
sos «dimnmtrativos correspondientes contra loa actos de k Prefectura 
Nacional Marítima que impide a determinados obreros el ingreso al Puerto 
de la Capital para trabajar (Voto de los Señores Ministros Doctores Don 
Aristóbulo D. Arios de Lamadrid y Don Lnis María Boffi Boggero). 
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Dicta m ex del Procurador General 
Suprema Corte: 

Ks indudable que» de conformidad con Uiü disposiciones del 
Reglamento de trabajo para los puertos de Buenos Aires v La 
Plata (deereto u" 12.371/57), toda persona que figure inscripta 
como estibador en el registro de la Prefectura Nacional Maríti- 
ma y haya sido provista por ésta de los correspondientes doeu- 
nientos habilitantes, tiene derecho al desempeño de la antedicha 
función en tanto su comportamiento no de lugar a la aplicación 
de las sancimn-s de suspensión o eliminación del registro con- 
templadas en el referido Reglamento (arts. 1* ;í* v 154 del 
mismo). 

Pero sí, conformo se ha visto, habilitar para el ejercicio de 
la actividad de estibador es atribución que ha sido reservada a 
la autoridad administrativa, es más que dudoso que pueda serle 
desconocida a esta última la potestad de determinar cuál o cuáles 
han de ser los documentos que acreditarán esa habilitación, fa- 
cultad que como es lógico comprende, entre otras, la de disponer, 
cuando nsí lo considero conveniente, al reemplazo de la documen- 
tación expedida hasta ese momento por otra distinta que cumpla 
los mismos fines. 

Lo que en cambio parece claro es que una decisión de esle 
tipo no podrían revisarla los tribunales de justicia, piles sería 
man i fiest amenté ajeno a su competencia todo Juicio acerca de la 
conveniencia de la medida adoptada, la cuál, por lo demás, com- 
portaría una resolución de evidente naturaleza normativa. 

A conclusión por cierto diferente cabría arribar, a mi jui- 
cio, en caso de que la autoridad administrativa impusiera en un 
momento dudo una determinada documentación en reemplazo o 
como complementaria de la que otorgara hasta entonces, y segui- 
damente negara a una persona ya inscripta en el registro de es- 
tibadores la entrega del nuevo instrumento requerido, impidién- 
dolo así el desempeño de una función que tendría derecho a 
ejercer. 

En efecto, como tal proceder en definitiva equivaldría, se- 
gún fuera el ea«o, a la suspensión del interesado*o a su elimina- 
ción del registro, estimo que aquella negativa, sí no se fundara 
en alguna de las causas exigidas para la aplicación de esas san- 
ciones por los arts. 154 y 155 del Reglamento ya citado, impli- 
caría un exceso de la autoridad en el ejercicio de sus facultades 
regladas, que tornaría procedente la intervención de la justicia. 
Pero claro está que, como es natural, en supuestos como éste no 
correspondería otorgar el amparo judicial sin que primero el 
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demandante, demostrara haber gestionado ante la autoridad eom- 
£ t™tá T ,C ? lta<, ° "°? atÍ , V0 ' la "«"«■ del documento de™ue 

tS&Bfiíg$*> opor,nnidttd ■ *** £ 

Formuladas Jas precedentes consideraciones, y refiriéndo- 
1 .e va a caso de autos en particular, lo actuado acredita que en 
el. nos de tebrevo del corriente año la Prefectura XnúLTlía 
*&K»*y* * poner fin a siV^ione" „fo" 

y 1 2 ^T"" Pr0du °^ nf !° eíl «■ P«rto de Bueno, Aires 
y <im a juicio de esa repartición atentaban contra la economía 
el país y la hbertad de trabajo, resolvió entregar tt'SgS 
de estibadores que careciera de -antecedentes IsflvbSS 
una tarjeta especial cuya presentación -no está claro i? juntó 
con la -libreta de estibador" o en losar de ella- dknnL ' í 
sería en adelante reonisito indispensable para el ¡*SK 
la actmdud de referencia (v. informe de fs. 7/9). PoT"S parte 
el t.rn.ante del escrito de fs. 3, invocando la representació^de 
MU.enes suscriben la pieza que luce a fs. 1, recun-e eT íenuínda 
de amparo contra la mentada decisión, so ¡citando se ordene a 

a! m^¿%^ Q ^\ Uammñ <ÍUe ^ li^c acceso 

al puetto de los es madores que se presenten a trabajar exhi- 
biendo su Libreta de- Afiliado a la Caja de Previsión naía o 
Personal de la Navegación-. Vision paia el 

Sin embargo, ni de. esa presentación inicial, ni de constancia 
alguna que obre en autos, resulta debidamente acredito que 
a los beneficíanos de este pedido de amparo les haya sido negada 

acontecido, tampoco sería posible establecer, sobre la base de 
los elementos de juicio existentes -obsérvese, al LspecTo «ue 
das M -MenMun sido debidamente iittE 

^ S l T eaííOS la n> ^ tiva de Ia «utoridad debe con- 
siderarse inmotivada, o si por el contrario algunos de aquóC 
han sido suspendidos o eliminados del registro de estibadores de 
conformidad con las disposiciones del ^lamento SLfSK 
En tales condiciones, no encuentro que el presente caso pue- 
d i as.nularse a una de esas situaciones que n!ás arriba contem- 
plara, en las que el pronunciamiento judicial estaría referido a 
un concreto y manifiesto exceso de la autoridad administrativa. 
Tal como ha sido planteada la cuestión, lo que aquí viene en rigor 
a procurarse, es que una decisión de dicha autoridad que tiene 
verdadero contenido normativo, y ha sido por lo tanto adoptada 

rintreir:„r erales - * ea á ?* á * * in * fect ° ^ j - 

de justicia con esos mismos alcances, cosa que, como también lo 
dejara ya expresado, conceptúa improcedente. 

En mérito a lo expuesto estimo que corresponde desestimar 
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las pretensiones sustentadas por el recurrente. Buenos Aires, 20 
de julio de 1960. — Ramón Lascatw, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: 44 Noguera, Antonio, por el Sindicato Unico 
de Portuarios Argentinos s/ interpone recurso de amparo*'. 

Considerando: 

p) Que, según resulta de las propias manifestaciones del 
recurrente, a los efectos de la tutela del derecho que motiva la 
causa, existe procedimiento ante la autoridad administrativa es- 
pecífica — conf. escrito de fs. 24, en fs. 28 — . 

2») Que, con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, la 
circunstancia de existir vía legal para el debate de las cuestiones 
que motivan el amparo imponen el rechazo de éste — Fallos : 246 : 
3Ó3, 354 y otros — . 

3*) Que, por otra parte, no aparece de lo actuado que exis- 
ta ilegalidad manifiesta en la disposición administrativa, origen 
de la demanda. No es, en efecto, manifiesto que no incumba a la 
policía de prevención la vigilancia del ingreso de personas, a la 
zona portuaria en circunstancias en que, se afirma, existiría po- 
sibilidad de perturbación de la ordenada labor en la misma. Es 
también jurisprudencia de esta Corte que en ausencia de mani- 
fiesta ilegalidad, la demanda de amparo debe ser rechazada 
—Fallos : 245 : 351 y otros — . 

4 9 ) Que, por último, lo mismo que la demanda de amparo 
no es pertinente para la reiteración de procedimientos judiciales 
conctuídos —Fallos: 247: 462 y otros—, tampoco lo es para la 
extensión de la competencia judicial en materias ajenas a la mis- 
ma, como puede ser el conflicto de jurisdicción entre reparticio- 
nes administrativas —doctrina de Fallos: 242 : 489 y otros—. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se confirma la sentencia de f s. 20/21 en lo que ha podido ser 
objeto del recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbtjlo D. Abaos de Lamadrid 
{según su voto) — Luis María 
Boffi Booo ero (según su voto) 
— Pedro Aberasttjrt — Esteban 
Imaz. 
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Voto de Iíüs Señores Ministros Doctores Don Aristóbulo D. 
AbAoz de Lamadrid y Don Lris María Boffi Bocgero 

Considerando : 

P) Que se presentó el señor Antonio B. Noguera, en su 
carácter de Secretario General del Sindicato Unico Portuarios 
Argentinos, promoviendo "recurso de amparo a la libertad de 
trabajo" en razón de los siguientes hechos; la Prefectura Nacio- 
nal Marítima — dice — impide el ingreso al puerto para trabajar 
a todos aquellos obreros que, aún poseyendo la Libreta de Esti- 
bador, no hubieren obtenido la constancia entregada por la mis- 
ma Prefectura de haber trabajado desde el 8 al 10 de febrero, 
es decir, durante la huelga general decretada por el gremio. 
Agrega que tal actitud de la Prefectura está en abierta violación 
de lo dispuesto por el art. 3*, inc. a), del decreto 12.371/57 y el 
art. 14 de la Constitución Nacional (fs. 3/4). 

Que la Prefectura Nacional Marítima, en respuesta al 
oficio telegráfico que se le remitiera, informó que "se vió en la 
necesidad de proceder a cancelar el Registro de Estibadores an- 
te las frecuentes situaciones anormales que se vienen producien- 
do no sólo en el Puerto de Buenos Aires sino en los de casi todo 
el país, las que son promovidas por elementos perturbadores del 
gremio de estibadores" (fs. 9). Asimismo, de la nota que en 
copia obra a fs. 7, surge que la Prefectura, para evitar la para- 
lización portuaria, procedió a "hacer entrega de tarjetas habili- 
tantes al personal de estibadores que careciendo de antecedentes 
desfavorables, acrediten estar dedicados exclusivamente a las 
tareas que le son propias y hasta un número que satisfaga la 
demanda de brazos". 

3*) Que tanto eu primera instancia como en la alzada fué 
rechazado el presente amparo (fs. 14/15 y fs, 20/21). 

4 9 ) Que el recurso extraordinario interpuesto contra el fa- 
llo del a quo se basa en los siguientes fundamentos esenciales: 
1) que frente al expreso reconocí mi ente del derecho de huelga, 
consagrado por el art. 14 bis de la Constitución Nacional, ni la 
Prefectura Nacional Marítima ni ninguna otra autoridad pueden . 
negar legítimamente a obreros el derecho de trabajar por haber- 
se adherido anteriormente a la huelga declarada por el Sindicato 
representativo del gremio, una vez agotada la faz conciliatoria 
establecida en la ley; 2) que se pudo recurrir a la vía ordinaria 
administrativa ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial, pero el tiempo que llevaría dicho trámite y los daños e irre- 
parables perjuicios que ocasionaría a miles de obreros, privados 
mientras tanto do su trabajo, señalan la vía del recurso de ampa- 
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ro para el restablecimiento rápido del derecho lesionado {fs, 
24/29). 

5 g ) Que el recurso extraordinario interpuesto —que fué 
oportunamente reservado al presentarse el memorial ante el a 
quo— es formalmente procedente por haberse afirmado en autos 
la violación de garantías constitucionales. 

(¡ p ) Que, si el recurrente piensa que, conforme con la ley 
Orgánica de Ministerios n 9 14.439, la policía del trabajo portua- 
rio compete al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, debió 
plantear ante éste los recursos administrativos correspondien- 
tes (Palios: 245 : 269 y los allí citados, entre otros), pues esta 
Corte ha sostenido que, como principio, la existencia de otra vía 
idónea no hace procedente el amparo {Fallos: 242 : 434 y otros) 
y no se han acreditado en esta causa las condiciones necesarias 
para hacer excepción a esa regla. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se confirma la sentencia de fs. 20/21 en lo que ha podido ser 
objeto del recurso extraordinario. 



AMNISTIA. 

Los actos lendiente* a hacer efectiva la ilícita introducción de automotores, 
a que habían sido autorizados los recurrentes en recompensa por su actuación 
como "rompe-huelgas" en el año 1050, no s* hallan comprendidos por la 
disposición det art. 1« de la ley 14.436, Tales actos, en el caso, no estuvieron 
guiados por un propósito político o gremial, sino por fines de mero bene- 
ficio personal. La sentencia que así lo decide, resolviendo una cuestión de 
hecho y prueba, con sujeción a las previsiones legislativas, debe ser confirmada. 

AÜUAXA: Jnthdireión $ com¡)ettHC¡a. 

Si bien la intervención de la Aduana es imperativa, Jn disposición del art. 
49 de la ley 12.904 no implica una limitación a las atribuciones del Poder 
-Indicia! para conocer y decidir en Jos delitos previstos en ella, ni supone 
que <n tuneión esté condicionada n una previa determinación de responsabi- 
lidad que haga la autoridad administrativa. 



Suprema Corte: 

El recurso extraordinario concedido a fs. 483 se funda en dos 
agravios, a saber: 



AltISTÓBULO D. Aráoz de Lamadhid — 
htm Mahía Boffi Bouoero. 



UKOS ZAPITTOVICH r Otros 



Dicta m ex del Phocuradoe General 
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amm ? stío 1 ll¿ e 6 UrrenteS ** ha " arían ani P ar »do 3 por la ley ele 
b) al dictarse fallo en sede judicial sin haber recaído pre- 
vio pmnuneiamien o en el sumario administrativo incoado por 
a Aduana se habna violado lo dispuesto en el art. 49 de la ley 

cionaí y ,10nnaS art8, 18 7 19 de la Consti tn«ón Na- 

Tní En !? *i ue atafie al P"mer agravio, el a quo ha resuelto, por 
razone* de hecho y prueba, ser inexacto que los procesados reali- 
zaran el dehto por móviles de carácter gremial. Tal conclusión 
es, en consecuencia, irrevisible en esta instancia extraordinaria. 

• í im *' y a , UH d / ser exact0 10 «1™ st > 8tie nc la defensa, 
V* i°* ""í™** ae consideraron autorizados par¿ 
efectuar la introducción de los automóviles en virtud de su pre* 
via actuación come , » rompe huelgas»' bajo el régimen depuesto, 
W^^^^T^ V«m, tal co P mo g 
En cuanto se refiere al segundo agravio, el a quo lia puesto 
acerbamente de manifiesto que si bien la' intervención Tía 
Aduana es imperativa, no lo es que medie decisión de sus autori- 
dades previamente al fallo judicial. Así lo ba establecido la juris- 
prudencia de V. E. que cita la sentencia de primera instancia 

^Y™ 8 * 10 " versa * P° r otra V**** «obre normas que, si bien 
son federales tienen carácter netamente procesal, lo que hace 
también en este aspecto i rrevisible lo resuelto por el a quo. Es 

me or2 pJf SSSPÍÍ? I ** nn ** d * ÍOS jueC6S aatu ' al <" ™ 
\ \ a8pe ?? de reCür8 °' P ues e,la de relación di- 

recta con la cuestión planteada por la defensa, que, precisamen- 
te, consis e en objetar la intervención de los jueces Síes 

trvo^S^l*! 9111 ^^ 8 Previa de nn «ffltWhw» administra- 
\ . E. en Fallos: 239 : 436 ; 238: 141 ¡ 235: 672 y muchos otros. 

Lo,re8 P° n 1 dp » en consecuencia, y así lo solicito, que V. E. de- 
clare improcedente el presente recurso extraordinario, o en su 
ueiecio, confirme la sentencia de fs. 474 en cuanto se declarase 
materia de apelación. Buenos Aires, 27 de julio de 1960. - Ra- 
mon Lascana, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1960. 
bandI-*° S aUtm ' ' ,Za P utovioh » Uro » r otros 8/ contra- 



"*2 FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 

Considerando: 

l v ) Que contra lo sentencia de fs. 474/476, que — en uno de 
los puntos de su parte resolutiva — confirmó el fallo de primera 
instancia "en cuanto no hace lugar a la amnistía solicitada a 
favor de tiros Zaputovich y Héctor Saverio Morena y a la nuli- 
dad do lo actuado por no existir resolución en el sumario admi- 
nistrativo", se interpuso recurso extraordinario (fs. 481/82), 
el que ha sido concedido (fs. 483). 

Que tres son los agravios expuestos como fundamento 
de la apelación deducida, a saber: a) el tribunal a quo habría 
desvirtuado la inteligencia del nrt 1* de la ley 14.436, al resolver 
que los beneficios de la amnistía por ella consagrada no alcanzan 
a Zaputovich y Morena; b) mediaría, asimismo, desconocimiento 
de lo p rescripto en el art. 49 de la ley 12.964, toda vez que el pro- 
nunciamiento de fs. 474/476 fué dictado cuando aun no existía 
resolución 'en el sumario administrativo seguido contra los mis- 
inos, ante la Aduana de la Capital"; c) hahríanse infringido, en 
perjuicio de los procesados, las garantías acordadas por los arts. 
18 y 19 de la Constitución Nacional. 

3») Que, teniendo en cuenta los hechos que la Cámara esti- 
ma acreditados, respecto de los cuales no media controversia, la 
improcedencia del primero de los agravios expuestos resulta ser 
manifiesta. 

4*) Que, en efecto, ese agravio hállase fundado en que los 
procesados Zaputovich y Morena actuaron como " rompe-huel- 
gas" en el año 1950 y, en virtud de ello, se les reconoció» a título 
retributivo, el derecho de introducir al país sendos automóviles 
usados (fs. 488 vta.). Con base en esta circunstancia, se aduce 
que los actos producidos con el fin de obtener el ingreso de los 
vehículos —actos que la Cámara califica de delictuosos — son al- 
canzados por las previsiones de la ley precitada. 

5 V ) Que la inconsistencia de semejante pretensión resulta 
evidente. La ley 14,436, con vistas a la determinación de los de- 
litos que — pu situaciones como la de antos— deben considerar- 
se amnistiados, estableció o adoptó el criterio que se infiere de 
su letra expresa, 1n que limita los alcances del art. 1* a "los actos 
y los hechos r atizados con propósitos políticos y gremiales". 
Be donde se sigue que, en ambos supuestos, esto es, tanto en lo 
que respecta a lo político como a lo gremial, ha de ser el móvil 
de la conducta acriminada el que decida la pertinencia de la 
amnistía (doctrina de Fallos: 245 : 455). Por consiguiente, es 
obvio que la sentencia de fs. 474/476 en nada se aparta de la 
correcta inteligencia atribuí ble a la disposición federal discutida, 
en tanto y en cuanto resuelve que los actos cometidos por Zapu- 
tovich y Morena al tener conocimiento de la imposibilidad de 
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desembarcar loa automóviles (descarga ¡lícita, patentamiento 
irregular, subrepticio desembarco para eludir el control adua- 
nero) no estuvieron determinados por móviles gremiales, sino 
por "un propósito de mero beneficio personal", lo que excluye 
la aplicabilidad en el sub lite de la ley 14,436. Trátase, en suma, 
de una cuestión de hecho y prueba decidida sin arbitrariedad — la 
que ni siquiera se alega — y con indudable sujeción a las previ- 
siones legislativas. 

6*) Que, con arreglo a lo dictaminado por el Sr. Procura- 
dor General, cuya opinión al respecto coincide con la doctrina que 
funda la sentencia de Fallos: 244:235, tampoco es atendible el 
segundo agravio que el apelante expresa, relacionado con el al- 
cance del art. 49 de la ley 12.964. 

7*) Que, finalmente, no cabe emitir decisión alguna acerca 
de los agravios que se pretenden fundar en las garantías consti- 
tucionales invocadas, habida cuenta de que ellas no guardan re- 
lación inmediata y directa con la materia del fallo recurrido. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Ge- 
neral, se confirma la sentencia apelada en cuanto ha sido mate- 
ria del recurso extraordinario. 



S. A. COMPAÑIA ENTRE RRI ANA pB TELEFONOS Ltpa. t. MUNICIPALI- 
DAD de VICTORIA —Entre Ríos— 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedérate*. 
Exelusión de las cuestiones de heeko. Impuestos y tasas. 

La sentencia que no hace logar a la incrmstitucioimlidnd del art. 161, inc. a), 
de la Ordenanza General Impositiva de la Municipalidad de Victoria (Entre 
Ríos), por no haberse aportado prueba suficiente para acreditar la eonfis- 
catoriedad del impuesto de patente anaal establecido por aquélla e impug- 
nado por la comp iñia de teléfonos recttrrentea, decide cuestiones de hecho 
y prueba ir re visibles en la instancia extraordinaria. 



Suprema Corte: 

La "Compañía Entrerriana de Teléfonos Ltda. S. A." inter- 
pone recurso extraordinario contra la sentencia de la Sala en lo 
Civil y Comercial del Superior Tribunal de Entre Ríos, median- 
te la cual se desestimó la demanda que promoviera la recurrente 
contra la Municipalidad de Victoria. 



Julio Oyhanarte — Pedro Aberas- 
turt — Ricardo Colombres — 
Esteban Imaz. 



Dictamen del Procurador General 
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Dicha demanda perseguía la repetición de sumas pagadas 
concepto del impuesto de patente establecido por las Orde- 
nanzas Impositivas de los años 1953 y 1934. 

La actora fundó sus pretensiones en la inconstitucionalidad 
que atribuye a las ordenanzas aludidas, por entender qne las 
mismas resultan viola tortas de la garantía de la propiedad, ya 
que el gravamen en cuestión reviste carácter confiscatorio. 

La sentencia en recurso Uega a la conclusión de que la prue- 
ba rendida en autos por la demandante no basta a tener por acre- 
ditado el extremo alegado, a lo cual se agrega, respecto del im- 
puesto correspondiente al año 1954, que el ejercicio financiero 
no estaba cerrado para la empresa cuando entabló la acción. 

En estas eondieiones, basándose la decisión apelada en con- 
clusiones de hecho y prueba ir revi si bles por la vía del remedio 
federal intentado, el recurso extraordinario es improcedente y ha 
sido, en consecuencia mal concedido a fs. 216 vta. Buenos Aires, 
2 de setiembre de 1960. — Ramón Las cano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1960. 

Vistos loa autos: "Compañía Entrerriana de Teléfonos 
Ltda. S. A., c/ Municipalidad loeal — juicio ordinario por incons- 
titucional idad de Ordenanzas Impositivas de los añoK 1953-1954 
y devolución de nitn. 50.000.— ". 

Considerando : 

1*) Que contra la sentencia de fs. 199/205 que, modifican- 
do parcialmente el fallo de primera instancia (fs. 141/149), de- 
sestimó la demanda promovida en autos, el actor interpaso re- 
curso extraordinario (fs. 213/215), que le fué concedido (fs. 
216 v.). 

2*) Que, al fundar su impugnación, el apelante formula un 
solo agravio contra el art. 161, inciso a), de la Ordenanza Gene- 
ral Impositiva de la Municipalidad de Victoria (Entre Ríos) vi- 
gente durante los años 1953 y 1954. Sostiene que el impuesto es- 
tablecido por ese precepto, *'en concepto de patente anual", es 
confiscatorio y vulnera el art. 17 de la Constitución Nacional, 
por cuanto, en razón de bu monto anual — m|n. 25.000— ha ab- 
sorbido más del 33 % "de los ingresos percibidos" por la com- 
pañía demandante. 

3*) Que el tribunal a quo rechazó la demanda por entender 
que esa compañía no aportó prueba suficiente para acreditar la 
confiscatoriedad que alega y en la que basa sus pretensiones. Y 
tal conclusión no ha sido tachada de arbitraria en el escrito de 
interposición del recurso extraordinario. 
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QU *' 1><>r de co »f<>™idad con reiterada juris- 

prudencia, ninguna duda cabe en el sentido de que la sometida 
a juzgamiento de esta Corte es una cuestión de Lecho y prueba 
lo que excluye la posibilidad de que sea considerada en la pre-' 
senté instancia (Fallos: 239: 157; 188 : 464, entre otros). 

su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Ge- 
dkío \ % «W™ " nproeedente el Tec ™*° extraordinario conce- 

AmsrÓBULO D. Aráoz de La Madrid — 
Julio Oyhaxarte — Ricardo Co- 
lambres — Esteban Imaz. 



COLEGIO re ABOGADOS DE SANTIAGO ufa. ESTERO 

c^; 1 t^ t ^ 0RDIXAR10: **** mmm^ m «. 

S J?*W Tr?™™ ?'' be f r Aent "> dri que lija 

? í 't ] ey , a0 ' ****** tl * divta,ia la definitiva por el 

Hupenor tribunal de la causa; el decido con anterioridad es imprcceZte! 

RECURSO EXTRA ORDIXA RIO: Requisito* propio,. Cuestiones no federal** 
I»ter P ret<te,ÓH de normas ,j acto» hades en yeneral ferales. 

ai poder judicial de una provincia, en tanto se refieren a la oreaniración 
y tune,o„ a ,„ len to de los poderes potito» provi diales, « JS 
ajena a la jurisdicción extraordinaria de la Corte. ™««»*»«» mm* 

/Hlfr^relMcwM de normas y actos Jacales en general. ' 

¡¡1^' f 1 , w ™ r f «traordinario si la acción de ntapnro lia sido desea- 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Con psterioridad al fallo dictado por el Superior Tribunal 
de Justicia de Santiago del Estero a fs. 18/33, lis presentantes 
i ! . , i fl O v tld0 interponer el recurso que autoriza el art. 
M de la ey 48. \ en cuanto se refiere a lo manifestado por aqué- 
llos en el segundo otrosí de f s. 6 vta., cabe señalar queVademás 
de no ajustarse a lo exrgido por el art. 15 de ja ley ya menciona- 
da en orden a la fundainentación del recurso extraordinario a 
lo sumo pudo importar la deducción de dicho recurso con anterio- 
ridad a la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa 
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circunstancia <ja*í conforme lo tiene reiteradamente resuelto esa 
Corte, torna improcedente el remedio federal (Fallos: 234: 15; 
239: 66 entre muchos otros). 

En consecuencia, no aparecen cumplidos en el presente caso 
los requisitos legales que condicionan el ejercido de la jurisdic- 
ción extraordinaria de V. E. Corresponde, pues, asf declararlo. 
— Buenos Aires, 27 de octubre de 1960. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Colegio de Abogados de Santiago del Es- 
tero %/ recurso de amparo contra cláusula que declara en comi- 
sión al Poder Judicial". 

Considerando : 

t 9 ) Que el recurso extraordinario debe ser interpuesto, 
dentro del término que fija el art. 208 de la ley 50, después de 
dictada la sentencia definitiva por el superior tribunal de la 
eansa ; el deducido con anterioridad a ella es improcedente —Fa- 
llos: 234: 15, 646 ; 239 : 56, los allí citados y otros—, 

2*) Que, como lo señala con acierto el precedente dictamen 
<W Sr. Procurador General, en estos autos no media interposi- 
ción válida del recurso e traordinario, que debe, en consecuencia, 
declararse mal concedido a fs. 18/19, 

3*) Que, por lo demás, las cuestiones planteadas y decidi- 
das en esta causa se refieren a la organización y funcionamiento 
de los poderes públicos provinciales, materia que es ajena a la 
jurisdicción extraordinaria de esta Corte, aunque se invoquen 
cláusulas de la Constitución Nacional que carecen de relación di- 
recta con la materia del pronunciamiento — doctrina de Fallos : 
245:532; 246:68 y otros—. Tampoco basta para justificar la in- 
tervención de esta Corte en el caso, la circunstancia de que se 
haya promovido una acción de amparo, que en los autos ha sido 
desestimada, fundamentalmente, por razones vinculadas con las 
normas provinciales que rigen el amparo. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido en 
estos autos. 

Benjamín* Villegas Basavilbaso — 
Julio Othanarte — Pedro Abe- 
rabtury — Ricardo Colombrks — 
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NACION ARGENTINA v. VICENTA ALBERTO pe TEJEDOR 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestiones no fed»r a les* 
Seuteucut» arbitraría». Improcedencia del recurso. 

Toda ver que no existe en el sistemn lei^ttl vigente disposición alguna al 
respecío, en insuaceptible de recurso extraordinario, con fundamento en la 
doctrina sobre ln arbitrariedad, el pronunciamiento que decide que el Defen- 
sor Oficial no tiene derecho a percibir honorarios cuando actúa en repre- 
sentación del ausente. No tendría asidero jurídico acordar un derecho a 
honorarios no estatuido expresamente por el legislador, no siendo óbice la 
circunstancia de que este principio haya Bido establecido en causa de natu- 
raleza penal y en relación a los Procuradores Fiscales, desde que tanto 
éxtos como los defensores de ausentes son funcionarios del Ministerio Pú- 
blico y sus funciones judiciales guardan suficiente analogía. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedérale». 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Costa* y honorario*. 

Lo atinente a las costas es cuestión que reviste carácter procesal; no obsta 
a ellii la circunstancia de ser de orden federal ln ley aplicada. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y yarantíat. Igualdad. 

La invocación de la garantía constitucional de la igualdad no autoriza 1» 
intervención de la Corte a fin de unificar pronunciamientos sobre cuestiones 
no federales, como son las atinentes a si \'* Defensores Oficiales, por el 
desempeño de sus funciones como representantes del ausente, tienen o no 
derecho a percibir honorarios. 

MINISTERIO PUBLICO. 

Es el legislador quien ha conferido, cuando lo estimó pertinente, el der ho 
a cobrar honorarios n favor de representantes del Ministerio Público. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Tío atinente al régimen de las costas, su monto y cargo — ha 
declarado reiteradamente V. E. — son cuestiones procesales aje- 
nas a la jurisdicción extraordinaria (Fallos: 238:578; 241:150 y 
365 : 242 -222 : 243 :223, 327, 374 y 430 y otros). 

Por lo demás, las garantías constitucionales que se dicen 
vulneradas no guardan relación inmediata ni directa con la ma- 
teria del pronunciamiento apelado. 

En tales condiciones, me parece claro que no mediando en lo 
resuelto en autos cuestión federal bastante para sustentar la ape- 
lación deducida, no correspondería sino declarar mal concedido 
el recurso extraordinario intentado a fs. 132. — Buenos Aires* 
30 de mayo de 1960. — Ramón Lascano. 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos : "Gobierno Nacional c/ Tejedor, Vicenta Al- 
berto de s /expropiación". 

Considerando : 

l p ) Que el fallo plena rio do la Cámara Federal de Apela- 
ciones de La Plata de fs. 126/130, declaró que el Defensor Ofieial, 
por el desempeño de sus funciones como representante del ausen- 
te, no tiene derecho a percibir honorarios. 

2 9 ) Que contra esta sentencia dicho funcionario interpuso 
recurso extraordinario a fs. 132/142, alegando que le asiste el 
derecho a cobrar honorarios de su representado —las costas fue- 
ron declaradas en el orden causado— conforme lo disponen las 
siguientes normas : arts. 1» y concordantes del Arancel de Abo- 
gados y Procuradores (leyes 12.997 y 14.170), art. 62 del Código 
de Procedimientos de la Capital, arts. 1870, inc. 1*, y 1871 del 
Código Civil; título IX de la ley 1893 — orgánica de los tribuna- 
les de la Capital Federal— y los principios generales del dere- 
cho y leyes análogas. Considera que el pronunciamiento apelado 
es arbitrario por haber prescindido de estas leves y principios, 
y estima violada la garantía constitucional de la igualdad, por 
existir resoluciones judiciales que en algunos casos otorgan el 
derecho al cobro de honorarios en supuestos como el que aquí se 
trata y en otros lo niegan, por lo que pide se proceda a la unifi- 
cación de la . Aprudencia al respecto. 

3*) Que, ce forme se declaró en la causa "Estado Argen- 
tino e/ Balbiani". fallada el 7 de diciembre de 1960, lo relntivo a 
las costas es cuestión que reviste carácter procesal, y no obsta 
a ello la circunstancia de ser orden federal la ley aplicada (Fa- 
llos: 245:216 y sus citas). Por lo demás, la garantía de la igual- 
dad no autoriza la intervención de esta Corte a fin de unificar 
pronunciamiento sobre cuestiones no federales (Fallos: 242:222 
y sus citas). En tales condiciones, resulta improcedente la ape- 
lación deducida. 

4*) Que, a mayor abundamiento, cabe agregar que la arbi- 
trariedad alegada no aparece configurada en la especie, desde 
que en el sistema legal vigente no hay disposición alguna que 
autorice, de manera expresa, al Defensor Oficial a percibir ho- 
norarios en supuestos como el de autos, y, en consecuencia, "no 
tendría asidero jurídico acordarles un derecho a honorarios no 
estatuido expresamente por el legislador" conforme se dijo en el 
precedente de Fallos: 237:323. Xo es óbice para la aplicación de 
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este principio en autos la circunstancia de que hava stdo decla- 
rado en causa de naturaleza penal y con relación ¿ los Procura- 
dores íiscales, desde que tanto éstos como los defensores do 
ausente* son funcionarios componentes del Ministerio Público 
cuyas gestiones en las causas judiciales guardan suficiente ana- 
logía a los efectos del caso. 

»*) Que, por lo demás, ha sido el legislador quien lia con- 
ferido, cuando lo ha estimado pertinente, el derecho a cobrar ho- 
norario» a tavor de representantes del Ministerio Público (art 

Por ello, y lo concorda ntemente dictaminado por el Sr Pro- 
curador General, se declara improcedente el recurso extraordina- 
rio concedido a fs. 157. 

Julio Oyh asarte — PrdbO Aberas- 
Triiv — Ricardo Colombres — 
Esteban Imaz. 



WALDIXO ÜBl PAIÍISI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Regalo, $«*&mm fórrale,. 

Inter pretoriá* de twrma* « tutos efiutnnrs. 

Uí taelm relativa n la falla cíe vigencia del decretn-Iev «i>B2/58 t por no haber 
sido reglamentado, constituye materia de interpretación do normas comunes, 
ajena a la .nundieciÓn extrnordiriaria de la Corte Suprema. No obsta a ello 
la invocación del art- 18 de la CWtitnHÓn Nacional, r,ue no iruardn rela- 
ción inmediata y. directa con la materia del prenunvia miento. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

La princ¡i>al cuestión que se trae a conocimiento de V. E. por 
vía del recurso extraordinario concedido a fs. 121, es, en síntesis 
la siguiente: el apelante sostiene que la disposición contenida en 
el art. 38 del decreto-ley 6582/58, en función de la cual ha sido con- 
denado, carece de vigencia por no haber sido aún reglamentado 
dicho decreto-ley como lo establece su artículo 48. Resultaría a*í 
violada, según lo afirma, la garantía que consagra el art. 18 do 
la Constitución, el establecer el requisito de la ley previa. 

Estimo que tal pretensión carece de fundamento. En efecto. 
Parisi ha sido condenado a tres años de prisión por participa- 
ción en el delito previsto en el art 164 del C. Penal (art. 45 del 
mismo), teniendo en cuenta la pena establecida en el antes citado 
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art. 38 del decreto-ley 6582/58, que establece: "Si se tratare de 
automotores, las penas que se indican en los artículos del C. Pe- 
nal que se mencionan a continuación serón las siguientes; Artícu- 
lo 104, de 3 a 10 años;". 

Es evidente que los términos con que se halla concebida la 
disposición citada hacen innecesaria — y aún improcedente — to- 
da reglamentación, puesto que la expresión "automotores" 
—única que podría ser susceptible de aclaración— se halla defi- 
nida en el art. 5* del mismo decreto-ley, donde se la considera 
comprensiva de "automóviles", es decir de vehículos de igual 
naturaleza que el que fué objeto del hecho de la causa. 

Resulta pues claro, a mi juicio, que la disposición aplicada 
en el presente caso no es de aquéllas que deben ser motivo de la 
reglamentación prevista en el art. 48 del decreto-ley, artículo 
que, por otra parte, no subordina en modo alguno la vigencia de 
la totalidad de sus disposiciones a la circunstancia de que efecti- 
vamente se haya dictado aquella reglamentación. 

Y ello debe ser así, ya que necesariamente ha de distinguirse 
entre las normas que tengan vinculación con la existencia del re- 
gistro de propiedad del automotor y de los documentos a él rela- 
tivos, las que lógicamente no podrán ser aplicadas mientras no 
se halle en debido funcionamiento dicha institución, y las demás 
disposiciones que, como la aplicada en autos, son en absoluto in- 
dependientes de tal circunstancia. 

Lo expuesto demuestra que el auto apelado está lejos de ha- 
ber frustrado arbitrariamente la garantía constitucional que es- 
tablece el principio de reserva, al decidir que las disposiciones 
del decreto-íey no imponen la previa reglamentación de la norma 
aplicada en autos. Por tal motivo, no es, en este aspecto, suscep- 
tible de recurso extraordinario, ya que se basa en la interpreta- 
ción de normas de derecho común, como son las del decreto-ley 
citado. 

Por ello, y teniendo en cuenta, desde otro punto de vista, 
que tampoco es admisible el agravio, también formulado por el 
apelante, de que se habría violado la garantía de la defensa en 
.inicio porque el a quo no ha seguido a la defensa en todos los ar- 
gumentos que ésta invocó para sostener su tesis (Fallos: 220: 
240 y los allí citados), estimo que corresponde declarar mal con- 
cedido n fs. 121 el presente recurso extraordinario. — Buenos 
Aims, 27 de julio de líKiO. — Ramón Lascauo. 
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Buenos Aires, 22 de diciembre de 1960. 
Vistos los autos: "Parisi, Waldino Uri s/robo". 

t 

Considerando : 

1*) Que contra la sentencia de fs. 96/97, que confirmando la 
de primera instancia de fs. 70/75 rechazó el planteamiento de in- 
constitucionalidad formulado con respecto a la aplicación del de- 
creto-ley 6582/58 y condenó a Waldino Uri Parisi a la pena de tres 
años de prisión por el delito de robo, el defensor del procesado 
interpuso recurso extraordinario aduciendo, como fundamento, las 
siguientes razones: a) la aplicación del decreto ley 6582/58 im- 
porta una violación de la garantía constitucional de la "ley ante- 
rior al hecho del proceso" (art. 18 de la Constitución Nacional), 
desde que, mediante interpretación de los arta. 47 y 48 de dicho 
decreto-ley, se infiere que su vigencia se halla condicionada a nn 
decreto reglamentario que no ha sido aun dictado; b) la sentencia 
afecta el derecho constitucional de la defensa en juicio, por euar 
to decide la constitucionalidad del mencionado decreto-ley con sim- 
ple remisión a lo resuelto en otro caso, prescindiendo de las argu- 
mentaciones nuevas expuestas en este proceso. 

2*) Que el agravio relativo a la falta de vigencia del decreto- 
ley 6582/58 constituye materia de interpretación de normas co- 
munes, la que es ajena a la jurisdicción extraordinaria de esta 
Corte no mediando, por lo demás, impugnación de arbitrariedad 
(doctrina de Palios : 247 :16T>). En tales condiciones, la invocación 
hecha por el apelante de la exigencia constitucional de *'ley ante- 
rior al hecho del proceso", no guarda relación inmediata y di- 
recta con la materia del pronunciamiento. 

3?) Que, por último, cabe declarar que la omisión de exami- 
nar algunas argumentaciones de las partes no comporta violación 
de la garantía de la defensa en juicio, desde que los jueces de la 
causa sólo tienen obligación de pronunciarse sobre los puntos 
conducentes a la decisión del litigio. 

Por ello, y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a fs. 
121. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Arjbtóbulo D. Abáoz de Lamadrip 
— Julio Oyhanabte — Ricardo 
Colombres — Esteban Imaz. 
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S.R.L. FIGMO 

SVRIsmVViOS Y VOMPKTESViA: Uñiente* & m**. Costas 

No corresponde a la justicia de pax de ln Capital Federal sino a la ordi- 
naria provim-ial, dunde estó radiada la convocatoria de aeradores, conocer 
2 pl ffW? I" )r . «*» |» lK.iior.rioH promovido por el profesional que, 
Piedad 3 *"* U "' V<Í " !,lf intM ™ e " In " del crédito de ¿na 

Dictamen uel Procubadoh General 
Suprema Corto : 

Qm »r reglo ii lo establecido en el art, 24, inc. 7% del decreto- 
ley 128;>/.>8, corresponde a V. E. decidir cuál es el juzgado que 
debe entender eu ñutos, toda vez que tanto el Juez en lo Civil Co- 
mercial y Almas (Tercera Nominación) de la Provincia de San 
.Mían, como el Juez Nacional a cargo del Juzgado de Paz N* 20 
de esta Capital Federal se lian declarado competentes para inter- 
venir cu la presente causa. 

Un cuanto al fondo del asunto, comparto el criterio del ma- 
gistrado provincial. Tratándose de un incidente por cobro de ho- 
norarios que le fueran regulados al presentante de fs. 2 (expte. 
\ 1.Í.4.JÍÍ ) |>or trabajos profesionales realizados con motivo de la 
verificación de un crédito a favor de una sociedad en la convoca- 
toria de acreedores de "Figmo S.R.L.'\ estando radicado este jui~ 
cío universal ante la justicia ordinaria de la Provincia de San 
Juan — lieeho que no se discute— y por aplicación del principio de 
que lo accesorio sigue la suerte do lo principal, va de suyo que en 
la ejecución de honorarios promovida por el Dr. Angel Medina 
contra "Rerco S.H.L." corresponde entender al juez provincial 
y no al de esta Capital (ver resolución de fs. 12 del oxpte, ngr. X* 
134G). 

Por otra parto, do antiguo tiene decidido la Corte que es juez - 
coi n peten te para conocer de los pleitos en que se ejercita una ac- 
ción personal —como sin duda e* la presente— y con preferencia 
al de! domicilio del demandado, el del lugar de'sijjnado explícita 
o implícitamente para el cumplimiento del contrato, cualesquiera 
que sean las prestaciones que se demanden, principales o acceso- 
rias (Fallos: 123 ¿Ofi ; 130 :.,!); 143:215; 159:424). Y en casos en 
cierto modo si mi la res al mb Hh\ tía declarado que a falta de prue- 
ba de la qué resulte haberse pactado expresamente acerca de los 
tribunales competentes para decidir las cuestiones judiciales 
emergentes do la relación jurídica existente entre las partes, debe 
concluirse que ellos aceptaron implícitamente la competencia de 
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los jueces del luga* en que la gestión se cumplió o debía cumplirse 
( Fallos : 175 ;261 ; ÍM :35 ; ¿13 :415) . 

Por aplicución de tal doctrina, habiéndose desempeñado ol 
doctor Medina en representación de Ja sociedad Berco en Ja con- 
vocatoria de "Fi-tuo 8.B.L." tramitada ante los tribunales ordi- 
narios de la ciudad de San Juan, considero ijuc correspondería 
dirimir la presente contienda en favor de la competencia del Jua- 
gado de Primera Instancia en lo Civil, Comercial v Minas (Terce- 
ra Xoniinación) de la Provincia de San Juan. -1 Buenos Aires, 
4 de agosto de IflflO. — Mm&n La sen ¡ta. 



PALLO ])E LA CORTE SUPKEMA 

Buenos Aires, 2'2 de diciembre de 1ÍÍC0. 

Autos y vistos: 

De acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el Señor 
Procurador (Jone ral, y con la doctrina de esta Corte registrada 
en Fallos: 1H¿ : 84 y otros, ge declara (¡ue el Sr. Juez de Primera 
Instancia en lo Civil, Comercial y Minas (Tercera Nominación), 
de San Juan, es el competente para conocer de la presente causa. 
Remítansele los autos y hágase saber en la forma de estilo al 
Sr. Juez Nacional de Paz de la Capital Federal. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Pedro Abeiiasti-hv — Ricardo 
Colambres — Hstehax Imas. 



KriiAClIA !Ixi».s v. JACOBO M EX ASE 

JCfílSDrCCÍOX Y VOMVETÜXriA: íWijWmrw trrritnritd, Kfnnrntos de- 
termimnte*. Litt/ttr del cumpUmientQ tlr hi obliffaeién, 

El juez competente pura conocer en toa $S$m mi nne w ejercen acciones |>or- 
«males ps, con preferencia ni ili>l domicilio del dcnmmlmln, ol del lustnr 
convenido explícita o iiiiptícUntncnle pnrn el cumplimiento do la obligación. 

JVfífSOlCCiOX Y (OMPEfÉÑCM: mmtifimh (rrriiorüd. Elementos de- 
tcrmiunule*. Lttfjttr th'l eiimpliminito dr la ohtttjHrttUi. 

Es competente ln justicia nacional en lo comercial <1* la Capital Federal 

para conocer en I» demanda por cobro del precio de -endería» no pagadas 

por tin comerciante domiciliado en jurisdicción provincial, cuando de las 
circunstancias de ln opernrión enrgrt «jue dielio limar fué ol emivenido por 
las parte* para ct cumplimiento de ln ohliírtieión. No o-* óbice para ello Jn 
íórmuln pues; a «I pió do las facturas "roiminiw efectuar ln* pn^ns... nobre 
Búetío» Aires", en el supuesto do no niedifir dcscoimríinicnlo del vínculo 
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contractual, pues se trata de tina modalidad corriente de trato, que no la 
priva de eficacia jurídica. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corto : 

Viene a conocimiento de V. E. para ser dirimida de confor- 
midad con lo que establece el art. 24, inc. T* s del decreto-ley 1285/ 
58, la presente contienda de competencia trabada entre un juez 
ordinario de la ciudad de Corrientes y otro nacional de ta Capi- 
tal Federal. Ambos magistrados se atribuyen jurisdicción para 
entender en un juicio iniciado en esta ciudad por Rubacha Her- 
manos contra don Jacobo Menase por cobro de pesos, provenien- 
tes, a estar a lo manifestado en la demanda, de mercaderías no 
pagadas. 

De las constancias de autos no puede concluirse, en mi opi- 
nión, que se baya convenido un determinado lugar para el pago 
del crédito reclamado en la demanda, toda vez que no puede con- 
siderarse tal la frase inserta al pie de las facturas y que dice: 
"Rogamos efectuar los pagos a la orden de Rubacba linos, sobre 
Buenos Aires". En tales condiciones, considero de aplicación la 
doctrina sentada en repetidas oportunidades por V. E. en el sen- 
tido de que, en supuestos tales, las acciones personales deben 
tramitarse ante el juez del domicilio del demandado (Fallos: 238: 
73 y los allí citados ;240: 334; 242: 371 y 243: 82). 

En consecuencia, considero que correspondería dirimir la pre- 
sente contienda en favor de la competencia del Juzgado en lo Ci- 
vil y Comercial n» 3 de la ciudad de Corrientes. Buenos Aires, 2 
de setiembre de 1960. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1960. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, con arreglo a reiterada jurisprudencia de esta Corte, el 
juez competente para conocer en los juicios en que se ejercen accio- 
nes personales es, con preferencia al del domicilio del demandado, 
el del lugar convenido — explícita o implícitamente — para el 
cumplimiento de la obligación (Fallos: 245: 318; 235: 163). 

Que las circunstancias valoradas por la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Comercial de la Capital a fs. 49 permiten con- 
cluir que el lugar convenido para el pago de las sumas de dinero- 
reclamadas por la actora ha sido la Ciudad de Buenos Aires, sin 
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que obste a ello la fórmula inserta al pie de las facturas;- «'roga- 
mos efectuar los pagos... sobre Buenos Aires", pues se trata 
— como lo destaca la citada Cámara — de una modalidad corrien- 
te de trato, que no la priva de eficacia jurídica. 

Que la presente causa difiere de la resuelta en la fecha, au- 
tos: "Dulitzky I. c/ Carrozzo R." C. 1173, pues no ha mediado 
en el $ub lite, como allí aconteció, desconocimiento del vínculo 
contractual que relacionó a las partes en litigio, como fundamen- 
to de la cuestión de competencia por inhibitoria planteada ante 
«1 juez del domicilio del deudor. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador Ge- 
neral, se declara que el Señor Juez Nacional en lo Comercial de 
la Capital es el competente para conocer de la presente causa. 
Remítansele los autos y hágase saber en la forma de estilo al 
Señor Jnez en lo Civil y Comercial de Corrientes. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Pedro Abe^-astury — Ricardo 
Colambres — Esteban Imaz. 



SANTIAGO BALES TR A 

JURISDICCION Y COMPETES'CIA: Conflicto» entre jnécés. 

£n atención al principio atinente a !a estabilidad de las decisiones judiciales 
ejecutoriadas, no puede mantenerse la medida de no innovar decretada por 
el jueí en io civil que conoce en el interdicto de retener y que se encuentra 
apelada, por la cual subsistiría la cotenenrin del departamento por parte 
de los querellantes, dispuesta en el auto de prisión preventiva, cuando con 
anterioridad a aquella medida lia recaído sentencia definitiva en .jurisdic- 
ción penal ordenando la desocupación del departamento aludido y su entie- 
sa "en posesión" al querellada, a quien se absuelve. Ello, sin perjuicio de 
Iüs acciones civiles a que puedan tener derecho los interesados. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El presente caso es similar a los que se plantearon en las 
causas "Laniado, Isaac s/ tercería - C. de Competencia" (C. 78Í), 
L.XTTT), y "Capano, Clarn Ruiz de c/ Mirol, Eulogio Tomás s/ 
querella por hurto y usurpación - C. de Competencia *■% en los que 
emití dictamen en 17 de diciembre de 1959 y 6 de mayo del corrien- 
te año, respectivamente. 

A mérito de las razones expuestas en dichos asesoramientos, 
en lo que fueren de pertinente aplicación al presente conflicto, 
pienso que él dehe ser dirimido por V. E. declarando que debe 
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darse cumplimiento a la medida resuelta a fs. 374 vta. y confir- 
mada a fs. 426, sin otros alcances que los que Ies asigna Ja propia 
decisión, y sin que ello obste al ejercicio ulterior de las acciones 
eivilew que puedan corresponder a los interesados. Buenos Aires, 
22 de junio de 1960. — Ramón Lascmio. 

FALLO DE LA CORTE SCPKEMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1960, 
Vistos los autos: "Balestra, Santiago s/ usurpación". 

Considerando: 

l 9 ) Que, según resulta de las presentes actuaciones, la Cá- 
mara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de 
la Capital Federal decretó la prisión preventiva de don Santiago 
Balestra y, simultáneamente, ordenó "poner a los querellantes 
en la cotenencia del departamento cuestionado" (fs, 111 vta. de 
la causa "Balestra, Santiago s/ usurpación"). 

2*) Que, más tarde, eso mismo tribunal, al conocer de la 
apelación deducida contra la seutencia definitiva de primera ins- 
tancia de fs. 369/375 que absolvió a don Santiago Balestra, deci- 
dió con fecha 22 de diciembre de 1959 1» confirmación de ésta, no 
sólo en lo concerniente a la absolución del querellado, sino, ade- 
más, "en cuanto, en su segundo punto resolutivo, ordena la des- 
oupacíón del departamento... por su actual ocupante, junto a 
todo lo que haya incorporado al mismo en el curso del proceso, 
dentro de los diez días de notificado, dando la posesión nueva- 
mente al querellado" (fs. 422/426, ídem). 

Que, con posterioridad, uno de los querellantes de la 
causa criminal compareció ante el magistrado civil interviniente 
en el juicio "Bcvcinggi Allende, Walter Manuel v. Balestra, San- 
tiago s/ interdicto de retener", y solicitó se dictara auto de no 
innovar. Sn reclamo fué satisfecho por el juez, quien decretó una 
"medida de no innovar el estado actual de ocupación del depar- 
tamento... ", resolución que se comunicó por oficio al juez de 
esta causn (fs. 42!»), dando lugar al auto de fs. 431 que ordenó 
hacer saber al juez del interdicto, la imposibilidad de "hacer 
valer en esta causa la medida de no innovar decretada... por 
cuanto la . . . sentencia firme de fecha 22 Je diciembre de 1959, 
ordenó el desalojo del departamento ..." n que se refieren am- 
bas causas. 

4 P ) Que comunienda esta decisión (fs. 432), el juez del in- 
terdicto mantuvo lo ordenado, como surge del oficio de fs. 451, 
en el que, además, se hizo saber que contra el auto de no innovar 
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el demandado había interpuesto recurso de apelación, que se con- 
cedió al solo efecto devolutivo. 

5») Que habiendo mantenido los magistrados sus respecti- 
vas resoluciones, los autos fueron elevados a esta Corte para que, 
conforme a lo previsto en el art. 24, inc 7% del decreto-ley 1285/ 
58 se dirimiera el conflicto planteado (fs. 456 vta. y fe. 9 del ex- 
pediente agregado por cnerda). 

6*) Que, como se desprende de los antecedentes relaciona- 
dos, el auto de no innovar emanado del juez del interdicto equi- 
vale a decidir que subsista "el estado actual de ocupación del 
departamento", el que, a su vez, derivó de la medida provisional 
adoptada, oportunamente, en la cansa por usurpación. Vale de- 
cir, que de ese auto —pendiente do apelación— resulta el mante- 
nimiento de la "co-tenencia del departamento cuestionado", or- 
denada, precautoriamente, al decretarse la prisión preventiva de 
don Santiago Balestra. 

7*) Que semejante decisión no se ajusta a derecho, toda vez 
que lo decidido en el auto de prisión preventiva ("co-teneneia" 
de los querellantes) significó alterar, con mero alcance provisio- 
nal, la situación en que las partes se encontraban al tiempo de 
promoverse la respectiva querella. Y, con toda evidencia, no es 
admisible que esa alteración perdure después de que los jueces 
que Ja determinaron han decidido, mediante sentencia firme, la 
cesación de ella, por entender que así lo exigían la absolnción del 
procesado y las normas y principios de justicia que rigen el caso. 
Kn otras palabras: está claro que no puede prosperar la preten- 
sión de que el estado de cosas dispuesto preventivamente en ju- 
risdicción penal —y más tarde dejado sin efecto con carácter 
definitiva — sea mantenido merced al auto de no innovar prove- 
niente del magistrado que interviene en una causa distinta, auto 
que aparece dictado con posterioridad y que, además, se halla 
pendiente de apelación. 

8 9 ) Que, en atención a lo expuesto y al principio atinente 
a la estabilidad de las decisiones judiciales ejecutoriadas, corres- 
ponde resolver el presente conflicto en favor de lo resuelto por 
los jueces de la causa penal, quienes ordenaron la desocupación 
del inmueble y su entrega "en posesión" al querellado, don San- 
tiago Balestra, a fin de "tornar las cosas a la época anterior a 
In fecha del escrito de querella" (fs. 374). Ello, naturalmente, 
sin perjuicio de las acciones civiles a que puedan tener derecho 
los interesados (coufr. sentencias del 11 de noviembre pasado en 
las causas 1.18, "Ingrassia, Felipe y otros", C 789, "Laniadr 
Isaac" y 0,830, "Capano, (Mará Rniz de"). 

En su mérito y lo eoncordantemente dictaminado por el 8* 
ñor Procurador General, se declara que corresponde dar cumplí 
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miento a lo ordenado a fs. 374 vta. y 426 vtu. de esta cansa. 
Devuélvanse los autos a los tribunales de sn procedencia 7 hága- 
se saber en la forma de estilo al Señor Juez Nacional en lo Civil, 

Benjamín- Villegas Basavilbaso — 
Arjstóbulo F . AhÁoz de Lamadhid 
— Julio ovuasaktk — Pedro 
Aderasturt — Ricardo Colam- 
bres — Esteban Imaz. 



GUSTAVO ADOLFO SOLIVELLAS -stCESlÓs- 

JÜRiSDÍCCIOX Y COMPETENCIA: Sucesión, Domicilio del enmante. 

No habiéndose probado fehacientemente casi fué el último domicilio real del 
pausante, a loa efectos de la tramitación del juicio sucesorio, debe tenerte 
por cierto que aquél era el del logar donde falleció, tatito más sí este donú~ 
cilio coincide con el manifestado por el propio cansante el contraer matri- 
monio, quince días antes de morir, según consta en la respectiva partida. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

La cuestión de competencia trabada entre el Juez Nacional 
de Primera Instancia en lo Civil vP 17 de la Capital Federal y el 
Juez en lo Civil y Comercial n 9 2 del Departamento Judicial de 
La Plata (Prov. de Buenos Aires) corresponde ser dirimida por 
V. E. en razón de no existir un órgano superior jerárquico común 
que pueda resolverla (art. 24, inc. 7*, decreto-ley 1285/58). 

El caso es el siguiente : con fecha 7 de febrero de 1957, por 
medio de apoderado, doña Beatriz Juana Solivellas de Latorre 
inició el juicio sucesorio de su tío don Gustavo Adolfo Solivellas, 
de quien se considera heredera, radicando el mismo ante la justi- 
cia ordinaria de la Provincia de Buenos Aires, por entender que 
el último domicilio del cansante era en la localidad de Lomas de 
Zamora. El 13 de marzo subsiguiente inicia la misma sucesión doña 
Carmela Mondorano de Solivellas — cónyuge supérstite del de 
ciijtts — ante la justicia nacional de esta capital, afirmando que 
el señor Solivellas había tenido su último domicilio en esta ciu- 
dad, en la que falleció, y al tener conocimiento del otro juicio, 
deduce cuestión de competencia por vía de inhibitoria, la que es 
resuelta favorablemente por el juez (ver auto de fs. 33 vta. del 
expediente agregado). Librada la correspondiente rogatoria al 
titular del juzgado provincial para que se desprenda de los autos, 
éste a fs. 219 del principal, sobre la base de la abundante y coin 
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cidente prueba rendida ante sus estrados, no hace lugar a lo soli- 
citado y exhorta a su vez a su colega de la Capital Federal ha- 
ciéndole saber lo resuelto. Al tener conocimiento de los nuevos 
elementos de apreciación consignados en la rogatoria, el juez na- 
cional —convencido ahora de que el último domicilio del causante 
se encontraba en jurisdicción de la justicia bonaerense- accede a 
la inhibitoria deducida a su turno por el otro magistrado y man- 
da remitirle las actuaciones (ver auto de fs. 96 vta. del exp. agre- 
gado). Pero apelado tal pronunciamiento por parte interesada, 
(luego de tomarse declaración a los 19 testigos propuestos por el 
recurrente, como medida para mejor proveer) es revocado por 
el tribunal de alzada, a fs. 140 del exp. agregado, por considerar 
que toda vez que la determinación del domicilio real de una per- 
sona es cuestión que debe establecerse sobre la base de elemen- 
tos objetivos —que son los que revelan la existencia de una resi- 
dencia habitual— en el caso de autos dichos elementos concuerdan 
en lo que hace al último domicilio del señor Solivellas, que a jui- 
cio de la Cámara, estaba constituido en la calle Jujuy n* 487 de 
esta Capital. Y al invitar, por último, el juez nacional al magis- 
trado de La Plata a elevar las actuaciones cumplidas en sede 
provincial a la consideración de la Corte Suprema para que diri- 
ma el djferendo -lo que equivale a mi juicio a mantener lo deci- 
V a ' f el «P^nte agregado- queda debidamente 
(ranada la contienda de competencia qne toca resolver a V. E. 

En cuanto al fondo del asunto, de las constancias de ambos 
expedientes se desprende que don Gustavo Adolfo Solivellas tenía 
dos residencias: la primera en Lomas de Zamora (Prov. de Bs. 
Aires) donde habitaba una de sus hermanas, calle Necochea n* 

StSw « " X Í h y J*. °Í ra 611 la Capital FederaI * <» lle Jn W 
n» 487 (1er. piso, dep. E.), donde convivía con doña Carmela Mon- 

dorano, con la que contrajo matrimonio in artículo mortis en esta 
ciudad pocos días antes de su fallecimiento. Y en arabas habitaba 
alternativamente, lo que explica lo asertivo de cuanto deponen 
la mayor parte de los testigos en los dos expedientes, en el senti- 
do de que el causante se domiciliaba en Lomas de Zamora (ver 
declaraciones de fs. 159, 159 vta., 174 vta., 175, 177 v*a., 195 y 
196 vta. del principal) o en la Capital Federal (ver las de fs 25 
25 vta., 130, 131 131 vta., 132, 133, 134, 134 vt¿, 135 vta , Y¿6 y 
136 vta. del expediente agregado). 

i Cuál fué en verdad el último domicilio del causante? Ante 
las conclusiones contradictorias de la frondosa prueba produci- 
da en autos, pienso que estamos en presencia de un caso real- 
mente dudoso, toda vez que tanto la viuda del señor Solivellas por 
una parte, como sus hermanas y sobrina por el otro, han arrima- 
do probanzas capaces de demostrarlo. 
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En tales condiciones, estimo de aplicación al caso la doctrina 
sentada |M>r V. E. en varias oportunidades» en el sentido de que 
en situaciones análogas — es decir, cuando no se ha probado feha- 
cientemente el hecho en cuestión, o lo que es lo mismo cuando el 
juzgador no puede desentrañar la verdad de las constancias de 
autos — debe tenerse por cierto que el domicilio real lo tenía el 
cansante en el lugar de su fallecimiento (Fallos: 133 : 240} 172: 
158; 244 : 80 y 454), en donde deberá abrirse — o continuarse — 
oí junio sucesorio, de conformidad con lo que establecen al res- 
pecto los arts. 90, inc. 7*, y 3284 del Código Civil; en el caso pre- 
sente, ei la Capital Federal. 

Abona a favor de tal solución la especial circunstancia de que 
el de. cujus f poco antes de morir, se unió en matrimonio, en esta 
ciudad, con la persona con la cual convivía desde hacía largos 
años y a la que siempre dio tratamiento de esposa, la cual — de 
acuerdo con la jurisprudencia imperante — resultaría única he- 
redera, pese a lo dispuesto sobre el particular por la regla del 
art. 3573 del Código Civil 

En consecuencia, toda vez que el señor Solí vel las falleció en 
esta Capital y en ella tiene su domicilio su presunta y única he- 
redera — y precisamente donde se sostiene que también lo tenía 
el causante— considero que corresponde dirimir la presente con- 
tienda en favor de la competencia del Juzgado Nacional de Prl- 
mera Instancia en lo Civil n* 17 de la Capitat Federal. Buenos 
Aires, 8 de julio de 1960. — Ramón Lasca no. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1960. 
Autos y vistos; considerando: 

Que a las. consideraciones concordantes del dictamen prece- 
dente cabe agregar que el causante manifestó al contraer matri- 
monio — 15 días antes de fallecer — que su domicilio era en la calle 
Jnjuy 487 de esta Capital Federal, según consta en la partida 
que corre a fs. 5 del expediente agregado por cuerda. Tal expre- 
sión inclina la convicción de esta Corte en el sentido de que, do 
las ílos residencias que tenía el causante, debe considerarse la 
le esta Capital como el domicilio que determina la competencia 
para entender en el juicio sucesorio (Fallos: 114: 28; 189 : 75). 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara que el Señor Juez Nacional en lo Civil de la Capital 
Federal es el competente parn conocer del juicio sucesorio de don 
Gustavo Adolfo Solivellas. Remítansele los autos y hágase saber 
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cu la formn de estilo al Señor Juez en lo Civil y Comercial de La 
Plata, Provincia de Buenos Aires. 

Julio Oyhaxarte — Pedro Aberas- 
turv — Ricardo Colombres — 
Esteban Imaz. 



PEDRO OBERTI v. SANTIAGO PAXZ1RAGHI 

LEGISLACION COMUN. 

Las leyes comunes de la Nación son aquellas que sanciona el Congreso con 
arreglo a las previsiones del art. 07, ine. 11, de la Constitución Nacional. 
Entre «Has figuran los códigos allí mencionados —que legislan de manera 
general j- estable con rebelón a todo el territorio de ]a República — y la» 
leyes que se declaran incorporadas a esos códigos, como también las que los 
imegran, los modifican o amplían, 

LEV LACION COMUN 

El Congreso está facultado para sancionar leyes de naturale za local, en los 
términos del art. 07, ines. 14 y 27, de la Constitución Nacional; y leves de 
orden federal, con fundamento en los demás incisos del art. 67. Ello crea 
ta posibilidad de que el Congreso, al reglamentar materias correspondientes, 
mi principio, a la legislación común, ejerza una potestad distinta de la 
prevista por el ine. 11 del art. (¡7, sustrayéndola del ámbito propio de esta 
legislación. Tal alteración puede ser dispuesta y deben ser tenidos por 
válidos sus efectos, siempre que la intención de producirla sea inequívoca 
y no se apoye en el mero arbitrio del legislador, sino en necesidades reales 
y fines federales legítimos, impuestos por circunstancias de notoria seriedad. 

CONSTITUCION NACIONAL: Control de aonstitwiomMhd, Facultades del 
Poder Jndit itd. 

Los actos del Poder Legislativo Nacional que impliquen apartar determi- 
nada* instituciones de la esfera del art. «7, ine. 11, de la Constitución Na- 
cional, por razones de policía, de fomenio, de prosperidad, de paz social o, 
en general, de bien común, están sujetos a control judicial destinado a 
«segurar su ruzonabilidad y a impedir que mediante ellos se restrinjan 
indebidamente las facultades jurisdiccionales de las provincias, que son inhe- 
rentes ni concepto jurídico de autonomía y euvo resguardo representa un 
deber indeclinable de la Corte. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA. Competencia uacioual. Por la materia. 
Causa* est laidas de la <ow ¡oteada nacional. 

Las leyes vigentes en Materia de arrendamientos agrarios, como la 14.451, 
no contienen disposición expresa alguna que tas declare federales, lo que 
no ocurro por la sola circunstancia de que contengan disposiciones transi- 
torias o de emergencia. En cuanto regulan sustaneialmente las relaciones 
entre particulares, no aparece manifiesta la existencia de una específica 
finalidad federal, ni razón suficiente para prescindir de la doctrina de la 
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Corte en el sentido de que las leyes aludidas son de carácter común. En 
consecuencia» con arreglo a lo dispuesto en el art. 67, ine. 11, de la Consti- 
tución, su aplicación corresponde o los tribunales provinciales y no a las 
rimara* paritarias de arrendamientos rurales. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Por sentencia de 19 de setiembre del corriente año dictada 
en los autos "Fernández Arias, Elena y otros c/ Poggio, José 
(buc.) s/ exeep. prórroga legal art, 52, inc. d) y efectividad" 
F. 361, L. XIII, V. £. declaró inconstitucionales los organismos 
paritarios y en consecuencia, de aplicarse ese criterio para la so- 
lución de esta contienda, correspondería resolver que la justicia 
local es competente para entender en la presente causa. 

Ocurre empero, que con posterioridad a la fecha de aquel 
pronunciamiento se ha sancionado la ley 15.720 que, mediante el 
recurso de apelación que acuerda ante las cámaras federales, da 
oportunidad a los interesados de asegurarse suficiente contralor 
judicial en lo que hace a la decisión final de sus derechos. 

En presencia de esta circunstancia estimo qne la situación 
ha variado y que es aplicable a la especie la doctrina de Fallos : 
244 : 548 en virtud de la cual correspondería declarar que la cá- 
mara regional es competente para seguir conociendo en el litigio. 
Buenos Aires, 23 de noviembre de 1960. — Ramón Las cano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1960. 
Autos y vistos ; considerando : 

F) Qne, conforme a reiterada jurisprudencia, las leyes co- 
munes de la Nación son aquellas que sanciona el Congreso con 
arreglo a las previsiones del art. 67, Inc. 11, de la Constitución 
Nacional. Entre ellas figuran, pues, los códigos allí mencionados 
—que legislan de manera general y estable con relación a todo el 
territorio de la República — y las leyes que se declaran incorpo- 
radas a esos códigos, así como las que, no mediando tal declara- 
ción, los integran, modifican o amplían (confr. Fallos: 126: 315 
y 325; 136: 131; 184: 42; 188: 8; 189: 182; 191: 170 y otros). 

2*) Que, desde luego, el Congreso está facultado también 
para sancionar leyes de naturaleza local, en los términos del art. 
67, ines. 14 y 27, de la Constitución Nacional; y leyes de orden 
federal, con fundamento en los demás incisos del mismo art. 67. 
T, según se halla uniformemente resuelto, ello crea la posibili- 
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Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procnrador Gene- 
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ral, se declara que es competente para conocer en la causa el Tri- 
bunal del Trabajo n ? 4 de Junín, al que se remitirán los autos, 
avisándose en la forma de estilo a la Cámara Central Paritaria. 

Benjamín Villegas Basavilbasü — 
Aiustóbulo D. Aráoz de La MADRID 
— Luis María Boffi Boggero 
(segúu su voto) — Julio Ovha- 
narte — Pedro Aberastury (se- 
gún su voto) — Ricardo Cohom- 
bres. 

Voto de los Señores Ministros Doctores Don Luis María Boffi 
Soguero y Don Pedro Aberastury 

Autos y vistos: 

Por los fundamentos dados en el voto de la causu '/Fernán- 
dez Arias, Elena y otros c/ Poggio, José (sucesión)", resuelta 
el 19 de setiembre del corriente año, que, en lo pertinente, fe da i 
aquí por reproducidos, se declara que el Tribunal del Trabaja 
de Junín es el competente para conocer de esta causa. Remítan- 
sele los autos, avisándose en la forma de estilo a la Cámara Cen- 
tral Paritaria. 

Luis María Boffi Boggero — Pedro 
Aberastury. 



[SRAEL DULITZKY v. HENK CARROZZO 

JüHlSmCClOy Í rOMI'KTKSVlA: Compettnriu territorial, Elnuentoi fo- 
UrmHfíktéw. I.tujnr iM ftnmicilin de km ¡mrlen. 

N'o hühiéndn.sc convenirlo un determinado lugiir para el cumplimiento del 
control» de compraventa, pue* ante el desconocimiento del vínculo contrac- 
tual por el demandado no puede entenderse como (n! \n frase puesta al pío 
iie las facturas, no conforetmda» por u(|uél, de <pie su importe "...se entiende 
pnL'wlero en Biicncm Aires", la acción personal intentada ilehe tramitarse 
ante el juez ilel domicilio del demandado. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

La cuestión de competencia trabada entre el Juzgado Xaeio- 
nal de Paz X* 20 de la Capital Federal y el Juzgado de Paz de 
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Gualegunychú (Provincia de Entre Ríos), corresponde dirimirse 
por \ . E. al no existir un órgano superior jerárquico común que 
pueda resolverla (art. 24, inc. 7", decreto-ley 1285/58). 

E« cuanto al fondo del asunto, de las escasas constancias de 
autos no puede concluirse que se haya convenido un determinado 
Jugar para el cumplimiento del contrato de compraventa que se- 
gún el actor ligaba a las partes (el demandado expresamente 
manifiesta a fs. 45 que no se considera deudor del actor por suma 
mmh «*» pidiendo entenderse tal, a mi juicio, la frase inserta 
al pie de las facturas ^por lo demás no conformadas por el 
demandado— que dice: "El importe de estas facturas se entien- 
do pagadero en Bulnes 1263, Buenos Aires". 

En tales condiciones, considero de aplicación la doctrina 

sentada en repetidas oportunidades por V. E. en el sentido de 

que en supuestos como el presente, las acciones personales deben 

tramitarse ante el juez del domicilio del demandado (Fallos: 

■* ^ ,os aI,í citados; 240: 334; 242: 371 v 243: 82, entre 

otros). 

En consecuencia, toda voz que el accionado so encuentra 
domiciliado en la ciudad de Gualeguaychu, Provincia de Entre 
Ríos —punto sobre el cual no hay discusión—, considero que 
correspondería dirimir la presente contienda en favor de la 
competencia del Juzgado de Paz de esa localidad, Buenos Aires, 
22 de setiembre de 1960. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1ÍH30. 

Autos y vistos: 

Do acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el Se- 
ñor Procurador General y con la reiterada jurisprudencia de 
e«te Corte Suprema, que cita, so declara que corresponde al 
Si. Juez de Paz de Gunleguaychú (Provincia do Entre Ríos) 
conocer en la presente causa. Remítansele los autos y hágase 
sabor en la forma de estilo al Sr. Juez de Paz do la Capital 
Federal. K 

Julio Oyiianarte — Pedro Aberab- 
tuhy — Ricardo Colombres — 
Esteban Imaz. 
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JOSE VARA REYES v. S.R.L. ARTETA, ALVAREZ T CU. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales dé procedimientos. Costas y honorarios. 

Lu determinación del monto del juicio y la aplicación del arancel para 
abogados y procuradores, son cuestiones ajenas a la jurisdicción extraordi- 
naria de la Corte. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación directa. Nor- 
mas extrañas at juicio. Dirfjosicioues constitucionales. Art, 17, 

?ío procede el recurso extraordinario con fundamento en la garantía de la 
propiedad cuando, habiéndose reclamado iu$n. 4.142.866,24 y prosperado la 
demanda por ui$n, 949,520,84, la suma de m$u. 300.000 que en definitiva 
corresponde abonar al recurrente en concepto de honorarios de los árbitros. 
y que bu sido lijada con base en normas no impugnadas de inconstitucio- 
nales no es desproporcionada con el monto de la causa sobre formación 
de tribunal arbitral, cuya complejidad no se ha discutido. Ello es así» tanto 
más si la aplicación del art. 8» del arancel, cuyo desconocimiento constituye el 
principal fundamento de la apelación, no habría variado substaneialniente 
el monto de las regulaciones impugnadas. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

El pronunciamiento que, para regular honorarios a los arbitros, no exceda 
de lo que es propio de los tribunales de la causa en orden a la apreciación 
de las circunstancias del caso e interpretación de la Ley 12.997 sobre arancel, 
no es susceptible de impugnación con base en la doctrina de la arbitrariedad. 



DfCTAHEK DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : 

Según resulta de los autos principales, el señor José Vara 
Beyes demandó a A r teta, Alvarez y Cía. S.R.L. por constitu- 
ción de tribunal arbitral Ante éste reclamó el reconocimiento, 
de la cantidad de mfn. 2.920.288,80 como valor real de sus cuotas 
sociales (4* cuestión, fs. 10 vta./ll), y nna suma adicional com- 
pensatoria en concepto de lucro cesante y daños y perjuicios 
(8' cuestión, fs. 14) que en su alegato estimó en m$n. 1.222.577,43 
(fs. 473). 

Al laudar definitivamente el Arbitro tercero decidió en cuan- 
to al primer reclamo, que el valor real de las cuotas del accio- 
nante era de m^n. 949.520,84, desestimó el referente al segundo 
de los rubros indicados, y resolvió también que el pago de las 
costas del juicio arbitral debía efectuarse en el orden causado y 
las comunes por mitad (fs. 635). 

Solicitadas por los interesados regulaciones de honorarios, 
fueron fijadas en definitiva por la Cámara Nacional de Apela- 
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«iones en lo Comercial que, al establecer las de los arbitros, 
declaró que no estaba previsto en el arancel de honorarios de 
abogados y procuradores (leyes 12.997 y 14.170) la actuación 
de Aquéllos, no obstante lo cual y de acuerdo con la doctrina de 
V. E. referente a los juicios de expropiación (Fallos: 239: 123) 
debían tenerse en cuenta las disposiciones de ese arancel, "si 
no se incurre en la fijación de montos extraordinarios" (fs. 838). 

La nombrada Cámara consideró que el monto del juicio a 
esos efectos estaba dado por el valor del reclamo del actor, con 
independencia de su procedencia o admisión en el laudo, lo que 
en el caso ascendió a mfn. 4.122.806,28, con deducción del valor 
nominal de las cuotas sociales que fné objeto de otro pleito entre 
las partes, por lo que dicho valor se reducía a mtn. 3.842.866,28. 
Invocando la escala del art. 6* el a qno elevó las regulaciones de 
los arbitros de parte a mfn. 250.000 a cada uno y redujo la del 
arbitro tercero a mfn. 100.000. 

Asimismo el mencionado tribunal decidió que a los efectos 
de las regulaciones de honorarios de los letrados y apoderados 
de las partes, el monto del juicio ascendía a mfn. 2.396.000, de 
acuerdo con la norma del art. 8? del arancel, sobre el cual debía 
practicarse aquélla con arreglo a lo previsto por los arts. 4 ? , 6 9 , 
V y 10 del referido arancel (considerando III). 

Contra esta resolución interpuso la acto ra, recurso extra- 
ordinario, fondado en que las regulaciones de honorarios de los 
arbitros eran arbitrarías y violatorias de los arts. 17 y 18 de la 
Constitución Nacional, como también las efectuadas a favor de 
su ex letrado apoderado Dr. Daniel González Videla (b.) por 
mfn. 50.000 y mfn. 250.000 por su actuación en los autos sobre 
constitución de tribunal arbitral y por su intervención ante este 
último, respectivamente. 

Con respecto a las regulaciones practicadas a favor de tos 
arbitro» el recurso extraordinario es procedente con arreglo a 
la doctrina de esa Corte de que la impugnación, sobre base cons- 
titucional prima facie fundada, de una regulación de honorarios, 
por razón de su monto, da lugar a aquél (Fallos: 239 ; 204 ; 241: 
121 ; 242 : 471 y otros). Y en cuanto al fondo del asunto, teniendo 
en cuenta el cargo de las costas, que en ambas actuaciones se 
decidió lo fueran por su orden, considero que, en este caso, el 
monto de las regulaciones de los arbitros, al que debe sumarse 
las de los profesionales que intervinieron o intervienen por el 
recurrente, las de los secretarios y personal del tribunal arbitral, 
y las de los peritos contadores ya fijadas a fs. 838 con más las de 
los Dres. Zavala Rodríguez y Miquet pendientes de reajuste 
(oonf. fs. 188, 206 y 341), insume prima facie el importe de la 
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indemnización que debe percibir el actor y es por Jo timto con- 
fiseatorio, vulnerándose así la garantía constitucional do la 
propiedad. 

En cambio, en lo que concierne a la regulación del Dr. Gon- 
zález Videlu estimo que el remedio federal intentado es impro- 
cedente por aplicación de la doctrina de V. E, de Fallos; 243: 
374 y 43U; 244: 1(1 y 414; 245: 110 y otros. 

Por ello, opino que corresponde revoca r la resolución recu- 
rrida con el alcance señalado, disponiendo se dicte nueva sentencia 
y desestimar la queja en lo demás que lia sido materia de recur- 
so. Buenos Aires, 14 de octubre de 1ÍI6U — Ramón Loscano, 

FALLO DE LA CORTE SITUE. VIA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de U>üU 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el actor 
en la causa Vara Reyes, José c/ Artel», Alvarcz y Cía. S.R.L. M , 
para decidir sobre su procedencia. 

V considerando: 

(¿ue, con arreglo a jurisprudencia de esta forte, tanto la 
determinación del monto del juicio como la aplicación del arancel 
para abogados y procuradores, son cuestiones ajenas a la juris- 
dicción que acuerda al Tribunal el art. 14 de la ley 48. 

(¿ue la substuucial disminución que iia de afectar al monto 
reconocido en definitiva a la adora por el laudo arbitral, no es 
consecuencia exclusiva del criterio adoptado por el tribunal a 
quo para regula r los honorarios de los arbitros, sino que respon- 
do ii 1 conjunto de regulaciones practicadas, con base en normas 
no impugnadas de inconstitucionalídad, a favor de aquéllos y 
de los profesionales, peritos y funcionarios intervinientos en el 
juicio, que, iniciado sol) re la base de una reclamación total de 
m$n. 4.142.8<¡<;,24, prosperó en definitiva por la suma de m$n. 
!*4!K520,K4. A ello cabe agregar que la aplicación del art. S 9 de 
la ley de arancel — cuyo desconocimiento, cu el caso, constituye 
el principal fundamento de la queja — no habría variado sustan- 
cialinente el monto de las regulaciones impugnadas. 

*¿ue, en tales condiciones, y toda vez que la suma «pie en 
definitiva corres | ronde abonar al actor en concepto de honora- 
rios ile los arbitros (m$n. ¡MHhOOO) no resulta, en sí misma, 
notoriamente desproporcionada con el monto de la causa, cuya 
complejidad, por lo demás, no ha sido discutida en la queja, cabe 
concluir que las regulaciones impugnadas no son, en las circuus- 
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tandas tiel caso, violatorias de la garantía de la propiedad (Fa- 
llos: 24- : 43U y sus citas). 

Que aquéllas tampoco son susceptibles de impugnación coa 
base 01, la doctrina de la arbitrariedad, pues lo decidido a fs. 
^ . , ^ I o * m,to * principales no excede de lo que es propio del 
tribunal de la causa en orden a la apreciación do las circunstan- 
cias del caso o interpretación de la ley de arancel 

Qu*, Por los fundamentos de los precedentes citados en el 
dictamen del feenor Procurador Ueneral, cabe asimismo el recha- 
zo do h, queja en cuanto ella so refiere a los honorarios regulados 
a favor del Dr. Daniel González Videla (h). 

Por ello, habiendo dictaminado el ¡Señor Procurador Gene- 
ral, so desestima la precedente queja. 



Benjamín- Villegas Basavilbaso — 
AuiSTÓBULO D. Aráoz de Lamadru* 
— Luis María Boffi Boíígeiio — 
Julio Oyhaxarte. 



CAMARA NACIONAL de APELACIONES m ,.o PENAL ECONOMICO 
SUl'EfítX TKSDEXCi A . 

Correspondí. oWnar tas disposiciones cid arL 12, inc. b), del reelmnonto 

umnlo ni establear que para Im promociones del personal del f Hero debe 
eun.piiturse I» .ntijjiídad «i cualquier cargo publico o privado, contraría 
h depuesto por ]« Acordada do la Corte Suproma de fecha 3 de mar» 
de «i m, aít. 2*. inc. e), «ólo antoría, a tener en cuenta, a los 

efeetoa indi*.*», 1" NttflHH de los agentes en la Justicia Nacional y 
en el cargo. ? 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 do diciembre de 1960. 

Considerando; 

Que mediante el oficio que antecede la Cámara Xaeional de 
Apelaciones en lo Penal Económico comunica el reglamento dic~ 
fado para designaciones y promociones del personal del fuero 

Que en su art. 12 inc. b), dicho reglamento establece ei 
computo de antigüedad en cualquier cargo publico o privado, 
contrariando lo dispuesto por la Acordada de esta Corte Supre- 
ma de 3 de marzo de 1958 -Fallos: 240: 107- que en su art 2* 
inc. e), solo autoriza tener en cuenta, a los efeetos de las pronu> 
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eiones, la antigüedad de los agentes en la Justicia Nacional y 
en el cargo — conf. Fallos: 244 : 362—. 

Por ello, se resuelve tener presente el reglamento cumui/- 
cado con la salvedad establecida en esta resolución. 

Benjamín Villegas Basavtlbaso — 
AfiISTÓBULO D. Abáoe be Lamadrid 
— Luis María Boffi BogOero - 
Julio Oyhanarte — Pedro Abe- 
rabturt — Ricardo Colombres — 
Esteban Imaz. 



DIONISIO VOGOGNA 

SUPERIXTEXDENCIA. 

De conformidad con lo dispuesto por el art. 9» del decreto-ley 1285/58, 
sobre incompatibilidad de la magistratura judicial con el desempeño de 
empleo» público* o privado* cuy» excepción que prevé para la comisión de 
estudios o la docencia debe ser interpretada estrictamente, no proeede acor- 
dar la autorización solicitada por un jue* nacional para desempeñarse, 
"ad honorem" y por dos años, como delegado al Consejo Directivo de la 
Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad de Bueno* Aires, 
en representación de los egresados. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1960. 

Considerando: 

Que el art. 9* del decreto-ley 1286/58 establece la incompa- 
tibilidad de la magistratura judicial "con el desempeño de em- 
pleos públicos o privados, excepto la comisión de estudios o la 
docencia". 

Que esta Corte, en fecha reciente —resolución de 26 de octu- 
bre último in re "Dr. Jorge J. Llambías, Juez de la Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Civil" ha reiterado que la men- 
cionada norma, en cuanto a la exepción que prevé, debe ser inter- 
pretada estrictamente, y que no procede, en principio, extenderla 
a funciones distintos aún cuando sean conexas con las docentes. 

Que, con arreglo al mencionado principio, no corresponde 
acordar la autorización solicitada por el Sr. Juez Nacional del 
Trabajo, Dr. Dionisio Vogogna, para desempeñarse — "ad bono- 
rem" y por dos años— como delegado al Consejo Directivo de 
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de rZ^a ■* Derech ° y Ciencias ¡a Universidad 

de Baenos Aires, en representación de las egresados. 

J'or ello, se resuelve no acordar la autorización solicitada. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Pedro Abehastury — Ricardo Co- 
hombres — Esteban Imaz. 



PARTIDO UNION POPULAR -Di*™™ Cantal 
*lT™át: ITír? ili^S^ ? «*» 5 ° * la competencia 

JOSE ZIVEC v. EUSEBIO VERDEJO 
UECVHSO DE NULIDAD. 

mJT'T 1 * 9 ^ Ia SUpmnH Mn ¡ — Ptibte. del re*»*» de nu . 

'iECURSQ DE REVISION. 

nirr™ d ° tratí «"ío« de sentencia* dictadas por la Corfa. fi„ 

prem* en ejerciera de su juriidiecidd apelada rfln ™ Su " 

del art. 551 del Cddi*> ¿ i^C^t^ 

MARIA JUANA DEVOTO v. JUANA MAMA B. ra COMBBR 
hedió .rrevisible* e„ la iastanei» eitraordinarial 7 d " 

=^s--'--^ r t:-- — - **** 



i f| SSSft JK; £ J^rjp * «fe m. «. 

<«> Fallos; 246: 70 y 270. J 



/ 
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be, que no justifica la aplicación de la doctrina e-tablecidii en materia de 
arbitrariedad. Lo mismo ocurre ron lo referente n la propiedad de la demo- 
lición conjunta de x arios edificios y del cumplimiento del requisito de la 
triplicación de lu rapacitlixi habitable. 

lÍH'TAMES del Procurador General 

Suprema Corte; 

KJ fullo apelado, que decide la litis por razones de hecho y 
prueba y de derecho común bastantes para sustentarlo, es una 
sentencia suficientemente fundadu que no adoleee de arbitrarie- 
dad en los términos de la doctrina de la Corte. 

El remedio federal es por tanto improcedente y corresponde 
no hacer lugar a la presente queja deducida por su denegatoria. 
Buenos Aires, 4 de noviembre de 190U. — Ramón I.uscauo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Devoto, María Juana c/ Comber, Juana Muría 
B. de", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

<¿uc lo resuelto en los autos principales son cuestiones do 
derecho común y de hecho irrevisibles en instancia extraordinaria. 

(¿ne halada cuenta de que los agravios expresados versan 
sobre puntos que no exceden de lo que es propio de decisión por 
los jueces del pleito, en ejercicio de las facultades de interpre- 
tación de la ley común que les incumben, la aplicación de la 
jurisprudencia establecida en materia de arbitrariedad no está 
justificada en el caso. En efecto; incluso es cuestión propia del 
tribunal apelado lo atinente a la vigencia, en el tiempo, de las 
leyes sobre locaciones urbanas, Y lo mismo debe decidirse de 
la propiedad de la demolición conjunta de varios edificios y del 
cumplimiento del requisito de la triplicación de la capacidad 
habitable. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se desestima la precedente queja, 

Benjamín Villegas Basayilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lawadbid 
— Julio Oyhanarte — Pedro 
Aberastury — Esteban Imaz. 
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JOSE BENITO FERNANDEZ v. NICOLAS WARSCHAWSKY 

RECURSO EXTRAORDINARIO ; Requisitos propios. Cuestione* no federal?*. 

Interpretación de normas Incale* de procedimiento*. Casos vario*. 

Es improcedente el recurso extraordinario si la sentencia apelada, en cuanto 
decide que el recurrente consintió en su oportunidad la providencia que 
declaró innecesaria i a apertura de la pausa n prueba v la que ordenó una 
medula para mejor proveer, tiene fundamentos de orden procesal que son 
írrevuublea por la Corte (M. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos común**. Gravamen. 

El agravio atinente a la aplicación de normas sobre el comodato referido a 
ln sentencia de primera instancia y no a la de segunda, (pie contempla el 
punto, es ineficaz para sustentar la apelación extraordinaria. 



LCIS MARIANO FERNANDEZ -sunmOs— 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formajes. Introducción de la caes- 
Hón federal. Oportunidad. 

Es extemporánea la arbitrariedad invocada por vez primera respecto de la 
sentencia del tribunal de segunda instancia, ai la misma cuestión no se for- 
muló en oportunidad del tallo del juei, igualmente susceptible de ella <a>. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione* no federales. 
Interpretación de normas actos comunes. 

Es cuestión ajena a la instancia extraordinaria la referente a si el divorcio 
que legisló el art, 31 de la ley 14.3Ü4 suprimí- o no la vocación hereditaria 
del cónyuge inocente. 



RUFINO COLOMBERO FALABELLA 
PROFESIONES LIBERALES. 

Con arreglo a lo dispuesto por el nrt. 4*, ine. e), del decreto-ley 5103/45, la 
profesión a que- el título provincial se refiera podrá ser ejercida en el terri- 
torio de la Nación mientras no resulte modificación o extensión del objeto, 
condiciones, termino, lugar de validez u otra modalidad del ejercicio profe- 
sional. 

PROFESIONES LIBERALES. 

La norma del art 4« t ínc. e) p del decreto-ley 5103/45 no acuerda carácter 
nacional al diploma de contador público provincial otorgado, en el caso, por 
el Superior Tribunal de Justicia de San Luis para ejercer en el ámbito de la 



C») 2fl de diciembre. 

(3) 27 de diciembre. Fallón: 236: S7G. 
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provincia. Se Umita al reconocimiento de lo» títulos especule* • que alude, 
pero no admite que « toles diploma» pueda «tribuírsele» el mismo carácter 
que a lo* expedidos por la* universidades nacionales, ni que puedan ser 
inscriptos fon los mismos efectos n-ordados a quienes acreditan haber des- 
empeñado actividades profesionales en las condiciones del art. 7* del decre- 
to-ley. 

En consecuencia, debe revocarse el pronunciamiento que decide la inscrip- 
ción del peticionante en la matrícula de contador público del Consejo Pro- 
fesional de Ciencias Económicas de 1* Provincia de Córdoba, 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Las presentes actuaciones se han originado por la solicitud 
de inscripción en la matrícula de contadores públicos formulada 
por el Sr. Rufino Colombero Falabella al Consejo Profesional 
de Ciencias Económicas de Córdoba. 

Funda el derecho en el que basa su petición en el diploma 
corriente a fs. 1, expedido el 9 de setiembre de 1939 por el supe- 
rior tribunal de justicia de San Luis, en el que se expresa que el 
causante "ha rendido examen para optar al título de contador 
en la Provincia, según así resulta del expediente letra C, n» 27, 
año 1937, y habiendo sido aprobado y prestado el juramento de 
ley, este Superior Tribunal le otorga el presente Diploma de 
Contador Público para ejercer dentro del territorio de la Pro- 
vincia...". 

Resulta de lo transcripto que el diploma le ha sido otorgado 
por un tribunal local, y que la habilitación es para ejercer en el 
territorio de la respectiva provincia. 

Estas circunstancias hacen inaplicable al sub iudice la doc- 
trina de V. K. de Fallos: 239 : 222 en la qne el a quo funda sn 
decisión, y en la cual llega a una tesis que la referida doctrina 
no autoriza. En efecto, a diferencia de lo que ocurre en el caso 
— autorización acordada por un organismo local sobre el que las 
autoridades nacionales no tienen facultad de revisión— en el de 
Fallos ; 23¡J : 222 V. E. tuvo en cuenta como factor decisivo para 
resolver el punto que la inscripción que entonces era cuestionada 
había sido dispuesta por un organismo cuyo pronunciamiento 
era susceptible de fiscalización por reparticiones y tribunales 
nacionales. De ahí que estuviera llamada a surtir efectos en todo 
el territorio del país. 

Tampoco se trata en la especie de considerar la solicitud 
bajo la prescripción contenida en el art. 7* del decreto-ley 5103/ 
45 (ley 12.921), pues si esto se intentara aquélla estaría presen- 
tada fuera del término de noventa días especificado en dicha 
disposición. 
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Por último, lo establecido en el art. 4* inc. e), del citado 
decreto-ley no ampara la pretensión deducida. Los títulos pro- 
vinciales que la misma contempla son los expedidos con anterio- 
ridad a la creación de las carreras universitarias, debiendo la 
creación entenderse referida a la realizada por cualquier univer- 
sidad nacional, y es público y notorio que la carrera de contador 
público hallábase ya universitariamente creada antes del 9 de 
setiembre de 1937, fecha que sería la más favorable para tomar 
en cuenta la petición formulada, 

Por lo tanto, y en mérito a lo expuesto, estimo que corres- 
ponde revocar el fallo apelado en lo qne ha wido matc-ia de 
recurso. Buenos Aires, 30 de noviembre de 1959. •— Ramón 
La se ano, „„^ 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Colombero Falabella, Rufino s/ solicita 
inscripción matrícula contador público". 

Y considerando: 

l 9 ) Que a fs. 6/8 el Consejo Profesional de Ciencias Eco- 
nómicas de la Provincia de Córdoba resolvió desestimar el pe- 
dido de inscripción en la matrícula de Contador Público que 
había formulado don Rufino Colombero Falabella, con base en 
lo dispuesto por el art. 4 9 , inc e), del decreto-ley 5103/45 (ley 
12.921), La Cámara Federcl de Apelaciones de Córdoba revocó 
esta resolución y ordenó la inscripción del peticionante en la 
matrícula de contador público, invocando, entre otras razones la 
jurisprudencia de esta Corte registrada en Fallos: 239 : 222. 
Contra este pronunciamiento, el Consejo local interpuso recurso 
extraordinario, que le fue concedido (fs. 43 vta.). 

2*) Qne el recurso es formalmente procedente, conforme a 
lo dispuesto por el art. 14, ino. 3* de la ley 48 y a lo resuelto por 
esta Corte sobre el pnnto en Fallos: 247 : 277 oonsds. 2» y 3». 

3?) Que, en cuanto al fondo del asunto, corresponde ante 
todo establecer que la doctrina de esta Corte de Fallos: 239: 222, 
ratificada en la causa citada en el considerando precedente, no 
guarda vinculación con el caso en examen. En efecto, en dicha 
jurisprudencia se declaró qne las inscripciones obtenidas de 
acuerdo con el art 7* del decreto-ley 5103/45 en los Registros 
Especíales de No Graduados en cualquiera de los Consejos Pro- 
fesionales locales deben tener valor, en cnanto tales, en toda la 
República, Por el contrario, en el caso sub examine se trata de 
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bu pedido de inscripción en la matrícula de Contadores Públicos 
del Consejo de la Provincia de Córdoba, con invocación de lo 
dispuesto en el art. 4», inc. e), del mencionado decreto. Es decir 
que aquella doctriua jurisprudencial trataba de habilitaciones 
profesionales limitadas en cuanto a la materia (arts. 1* 4* pri- 
mera parte, y 7» í« /¿»c del decreto ley 5103/45), sometidas a un 
reamen federal uniforme de contralor en cuanto a los órganos 
^ la competencia y el procedimiento y subordinadas a exámenes o 
procedimientos posteriores de capacitación (art. 7* y correlata 
ios). Circunstancias todas ellas que no concurren en el caso 
de los títulos mencionados por el art. 4* inc. e) del decreto y que 
naturalmente excluyen a su respecto la aplicación de los citados 
precedentes. 

4 9 ) Que tanto el peticionante como la sentencia recurrida 
sostienen que el precepto últimamente citado acuerda carácter 
nacional al di.ioma de contador público provincial que le fuera 
otorgado a aquél por el Superior Tribunal de Justicia de San 
Luis para ejercerlo en el ámbito territorial de dicha provincia 
(fs. 1), por tratarse, se afirma, de titilo anterior a la creación 
de la correspondiente carrera universitaria. 

a 9 ) Que el recordado inc. e) del art. 4* del decietoley 5103 
determina que la profesión a que el título provincial se refiera 
podrá ser ejercida en el territorio de la Nación "mientras no 
resulte modificación o extensión del objeto, condiciones, término, 
lugar de validez u otra modalidad del ejercicio profesional". 

(?) Que, como se expresó en Fallos: 228: 716, "del texto 
transcripto resulta evidente que los títulos o diplomas expedidos 
por autoridades locales, antes de la creación de la* respectivas 
carreras universitarias, para tener efectos dentro de la jurisdic- 
ción propia de ellas, de acuerdo con. las disposiciones de la Cons- 
titución y leyes provinciales, continúan autorizando el ejercicio 
de ta profesión en el logar en que fueron otorgados y con el 
alcance inherente a ellos; pero en manera alguna admite que a 
tales diplomas deba atribuírseles el mismo carácter que a los 
expedidos por las universidades nacionales en las carreras res- 
pectivas, ni inscribírseles con los mismos efectos acordados a 
quienes acreditan fehacientemente haber desempeñado activida- 
des profesionales en las condiciones del art. 7*". Y más adelante 
que, "la finalidad perseguida por la recordada norma del inc. e) 
del art. 4*, resulta concordante con su texto, que contempla las 
situaciones creadas con anterioridad al régimen estructurado 
orgánicamente por el aludido decreto, permitiendo de modo 
expreso la subsistencia de aquellos diplomas sin detrimento de 
sns atributos, pero sin conceder mayores derechos que los que 
hasta entonces podía invocarse con arreglo a la naturaleza del 



PE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



titulo otorgado en la provincia, ya que una total asimilación de 
tales diplomas a los obtenidos por los egresados de carreras uni- 
versitarias cursadas en institutos nacionales, como la que se 
persigue, resulta carente de base que la sustente y contraría, 
ademas, los fundamentos del deereto-ley de que se trata". 

ív iP ? U °' por ° tra parte » en recieilte sentencia de esta Corte 
(fallos: Uí : 2u), se adelnjttó que "el argumento referido a lo 
dispuesto por el art. 4*, ine. e), del decreto citado, carece de 
eficacia, pues dicho texto se limita al mero reconocimiento de los 
títulos especiales a que alude y no a exámenes o procedimientos 
posteriores de control y habilitación que contempla el art. 7 ff, \ 

8*) Que lo expuesto hace innecesario considerar el argumen- 
to del Señor Procurador General referido a la fecha de creación 
de las carreras universitarias mencionadas por el decreto-lev en 
estudio y el carácter regional o nacional de las mismas. 

Por ello, y lo eoncordantemente dictaminado por el Señor 
I roenrador General, se revoca la sentencia apeladn en cuanto 
na sido materia del recurso. 

Benjamín Villehas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamaihud 
— Pedro Aberastuhy — Ricardo 

COLOMBRES. 



FRANCISCO JESUS MARTIN' RODRIGUEZ 

SERVICIO MILITAR. 

Si bien en mnteria de excepciones militares la aplicación de ln lev debe ha- 
cerse est neta mente, ello no importa prescindir del fundamento esencial que, 
en cada caso, las animn, tJ ue ca el de no privar a ln familia del sostén mate- 
nal y moral que necesita, cuando el llamado al sen-icio militar es el Único 
qnc de hecho y do jure puede pregarlo. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Martín Rodríguez, Francisco Jesús s/ 
excepción militar". 

Considerando : 

1») Que contra la sentencia de fs. 3g, confirmatoria de la 
de primera instancia de fs. 29, que desestimó el pedido de excep- 
ción militar de don Francisco Jesús Martín Rodríguez, el Defen- 



T98 FkLUO» DB LA COSTE BDPBElCA 

sor Oficial ad hoc interpuso recurso extraordinario a f s. 40, que 

fué concedido a fs. 40 vta. , . , 

2») Que el recurso es procedente por cuestionarse la inte- 
ligencia de normas federales, y ser la decisión contraria al dere- 
cho que el recurrente funda en ellas. . ._. 

3») Que, según resalta de las constancias de autos, el peti- 
cionante S único%ostén del ,rupo familiar /fs. ^fm^ 
por el padre, con su capacidad de trabajo disminuida y por ello 
^posibilitado para realizar tareas en forma permanente (fs 17, 
20, 24, 26 y 27) ; la madre, y una hermana del f 
34 años de edad, afectada por una enfermedad nerviosa que la 
inoaoacita totalmente para el trabajo (fs. 21). 

T) Que esta Corte ha declarado en Fallos: 235 =.454, <l™ 
si bien en materia de excepciones militares la aplicación de la 
ley debe hacerse estrictamente, ello no importa prescindir del 
fundamento esencial que, en cada caso, las anima, que es el de 
no privar a la familia del sostén material y moral que necesita, 
cuando el llamado al servicio militar es el único que de hecho y 
r^r/puede prestarlo. Esta doctrina, a su vez, hasido ^corro- 
torí da en pronunciamientos posteriores (Fallos: 235 : 743 ; 239: 

^ ^^m^m^^ 1- circunstancias de esta 
causa análogas a las que motivaron la doctrina citada, corres- 
^oude igualante su aplicación en el presente y según ella revo- 

Cflr e ¿oMaX- d r^ la sentencia de f s. 38 en cuanto ha sido 
materia del recurso extraordinario. 



Benjamín Villegas Basavtlbaso — 
Pedro Aberastury — Ricardo 
Cohombres — Esteban Imae. 



JOSE RODRIGUEZ v. JACCUZZI, ARBIDE t Cía. 

PAGO: Príañpioa genérale*. 

La liquidación de Ims relaciones laborales, con asentimiento de los propio» 
^ST«iiin 1. interpretación prevaleciente en el momento del acto, 
Z^ t iJté^o, de laTeonTencione* «lectivas vigentas, "^tíS 
derecho adundo que ob*ta a cualquier reclamación portenor susceptible 



P , L " u «mrinrii d« Santa Fe excluía a los obreros de U indnstna 
prudencia *n !* P™^* d * , J. ,1 n.729, y 1a diferencia correspondien- 
do l« ben*fic.« «tor^do^r U ley i " ^ { im fc lW 9, 
te » las acordada* con pwaondaneia de la preeuao* «y, 
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en ratón de que los convenio* colectivos suscriptos por los obreros de la 
¡^ n3 17W45 COnt * DÍan " presa y ÓBÍCS ™ feren «« » i™ normas del decreto- 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Toda vez que el caso federal ha sido planteado debidamente 
al contestarse la demanda a fs. 11 y mantenido a fs. 85 al expre- 
sarse agravios contra la sentencia de primera instancia, y en 
razón de que el recurso extraordinario deducido reúne los requi- 
sitos de fundamentaron exigidos por el arl. 15 de la ley 48. 
estimo que el mismo debe ser reputado procedente. 

En cuanto al fondo del asunto, por aplicación de la doctrina 
sentada por V. E. en Fallos: 240: 329 y 242 : 309, considero que 
correspondería revocar la sentencia apelada en cuanto hn podido 
ser materia de recurso. Buenos Aires, 16 de julio de 1959 — 
Ramo» Lascano. 

. 

FALLO DE LA CORTE SUP REMA 

Buenos Aires, 28 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Rodríguez, José c/ JaccuzzL Arbide y 
Cía. s/ cobro de pesos". 

Y considerando: 

1*) Que la sentencia recurrida —parcialmente confirmato- 
ria de Ja de primera instancia de fs. 69/73— condenó a la firma 
demandada a pagar al accionante las vacaciones no gozadas du- 
rante los años 1943/45 y la diferencia correspondiente a las acor- 
?í™¿*?; iprescindencia de la ley 11.729, desde 1946 hasta 1949 
(ts, 101/106). 

2») Que la demandada se agravia contra ese pronuncia- 
miento, sosteniendo haber cumplido con el otorgamiento de vaca- 
ciones de acuerdo con el decreto-ley 1740/45 —antes de cuya san- 
ción, entiende, no existía obligación en tal sentido— y con arréelo 
tanto a la interpretación jurisprudencial prevaleciente, cuanto a 
Jo acordado en las convenciones colectivas de trabajo que regían 
durante el lapso cuestionado, por lo que hace mérito de la juris- 
prudencia establecida por esta Corte acerca del efecto liberatorio 
del pago, 2 mvoca la garantía constitucional de la inviolabilidad 
de la propiedad. 

3*) Que con respecto a la reclamación consistente en el 
pago de las vacaciones no gozadas durante los años 1943/45 las 
argumentaciones contenidas en la sentencia en recurso no logran 

r 
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desvirtuar la «firma* n formulada por el apelante en el sentido 
de que, durante el ¿apeo mencionado la jurisprudencia predo- 
minante en los tribunales de la Provincia de Santa Fe se incli- 
naba a favor de la tesis según la cual los obreros de la industria 
no se hallaban amparados por las prescripciones de la ley 11.729. 

4*) Que en lo atinente a las diferencias pretendidas con 
relación a los años 1946/1949, surge de autos que los convenios 
colectivos suscriptos durante ese período por los obreros de la 
construcción, contenían expresa y única referencia, en lo que 
respecta al régimen de vacaciones, a las normas del decreto-ley 
1740/45 (ver fs. 50, 58 y 65). 

5*) Que en las condiciones señaladas, es evidente que con- 
curren, en la especie, las mismas circunstancias valoradas por 
esta Corte en los precedentes de Fallos: 240 : 329 y 242 : 309, en 
los cuales quedó establecido que la liquidación de las relaciones 
laborales, con asentimiento de los propios interesados y según 
la interpretación prevaleciente en d momento del acto, acorde a 
los términos de las convenciones colectivas vigentes, configura 
un derecho adquirido que obsta a cualquier reclamación posterior 
susceptible de alterarlo. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Señor Procurador Ge- 
neral, se revoca la sentencia apelada en lo que ha sido materia 
de recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Babavilbaso — 
Luis María Boffi Bogoero — Pe- 
dro Aberasturt — Esteban Imaz. 



SINDICATO ARGENTINO DE MUSICOS 

ESTADO DE SITIO. 

Entre los derechos que deben considerarse suspensos durante el estado de 
sitio figura el derecho a la organización sindical libre y democrática* pues 
su ejercicio se encuentra clara y directamente relacionado con la situación 
de conmoción interior que se tuvo en vista al sancionar la ley 14.785. 

ESTADO DE StTIO. 

Mientras rija la, ley que declaró el estado de sitio, el derecho a la orgánica* 
ciÓn sindical libre y democrática puede ser sometido a restricciones más inten- 
sas que las que habitualmente autoriza el poder de policía. Esta facultad es 
reconocida a ta autoridad administrativa para que le sea posible cumplir con 
el deber constitucional de defender las bases jurídicas del Estado democrático 
y el debido funcionamiento de sus Arganos, resguardándolo contra los factores 
o actividades determinantes de la perturbación del orden. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Control de tonstitucionalidtd. Facultad*» del 
Poder Judicial. 

Si bien ciertas medidas del poder administrador anejas al estado de sitio, están 
sujetas a control judicial de raxonnbrüdad, ello no implica que los jueces 
puedan sustituirse a los órganos administrativos en la apreciación de la conve- 
niencia o inconveniencia, del acierto Í> error de tales actos. 

CONSTITUCION NACIONAL: Control de eonttitttcioHalidad. Facnltade» del 
Poder Judicial, 

Por control judicial de razonabilidad, en orden al noder de policía y al am- 
paro, se ha de entender tan sólo que las medidas utilizadas por Ja autoridad 
pública deben ser proporeionalmente adecuadas a los fines perseguidos por 
el legislador. Toda ve» que esa adecuación exista, es decir, siempre que el 
acto estatal restrictivo no aparezca como patente y arbitrariamente despro- 
porcionado con relación a los fines del ort. 23 de la Constitación Nacional, 
la revisión judicial de ese acto será* improcedente. 

ESTADO DE SITIO. 

Se incurriría en extralimitación de las facultades judiciales si los magistra- 
dos, en los casos a ellos cometidos, ejercieran la potestad —que les está veda- 
da— de apreciar las circunstancias y motivos concretos que fundan eada una 
de las medidas adoptadas en virtud det estado de sitio, reservadas a la pru- 
dencia de los órganos políticos del Estado, conforme a! deslinde de competen- 
cias establecido por la Constitución. 

RECURSO DE AMPARO. 

Es improcedente Ja demanda de amparo cuando no se ka demostrado que 
exista irrazonable falta de adecuación entre la clausura de la sede de un 
sindicato, en el cual se desarrollan actividades netamente caracterizadas 
como subversivas, y los fines de la ley 14.780, basada en el a rt. 23 de la 
Constitución Nacional. 

RECURSO DE AMPARO. 

Ante la inexistencia de disposiciones legales que la reglamenten, debe admi- 
tirse que la demanda de amparo está sujeta a los principios que rigen «l 
hibeas corpas, en cnanto la naturaleza jurídica de ella lo consienta. A su 
semejanza, el amparo no es un procedimiento encaminado al examen en sf 
de la justicia o injusticia de la medida restrictiva de la libertad. 

Sentencia hki. Juez Nacional del Trabajo 

Buenos Aires, 22 de julio de 1960. 

Y Vistos: Para resolver en la acción de amparo promovida por el Presi- 
dente del Sindicato Argentino de Músicos, con sede en la calta Paraguay J162, 
Capital Federal, y considerando: 

1* Que según las constancias de la causa, el sindicato recurrente gozaba 
de personería gremial desde el año 1947 basta mayo 6 último, en que fuá dejada 
sis efecto por resolución n« 242 del ministro interino de Trabajo y Seguridad 
Social, so color de que la aludida asociación gremial se habla colocado "en loa 
supuestos de los apartados a) y b) del inc. 2, art. 34, ley 14.4S5. 
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2* Que esa resol nción ministerial tfi 242 fué recurrida ante la Cámara Na- 
tional de Apelaciones del Trabajo (art. 37, ley 14.455), encontrándose la causa 
en sustanciación; de lo que se sigue, que el aludido retiro de personería gremial, 
no se encuentra firme. 

3* Que el 11 del misino uwn de mayo, la Policía Federal procedió a la clau- 
sura de la sede del sindicato "en cumplimiento del decreto del P. G. N., n« 5211/ 
60, dictado en función del decreto del inUmo P. E., n* 4965/59, que prohibe las. 
actividades comunistas en todo el territorio del país. 

4? Que en su informe de t's. 31, el jete de ta Policía. Federal hace saber, a 
título ilustrativo, que en dicho procedimiento — es. decir, el de la clausura — se 
halló abundante material de ideología comunista, constituido por notas, folletos, 
volantes, bonos del Partido Comunista, ejemplares actuales de diarios y revistas 
de esa tendencia ideológica, etc., proeediéndoae a su secuestro", 

5f Que por su parte, el Subsecretario del Mi rus. del Interior, respondiendo- 
« fs. 42 a mi solicitud de "informar circunstancial mente en qué consistían los 
informes que habrían producido los organismos de seguridad mencionados en el 
decreto n* 5211/60, y su remisión "ad effectura videndi", se limita a señalar que 
la clausura "fué dictada en cumplimiento de lo dispuesto por el decreio n° 4925/ 
59, que a su vez lo fué en ejercicio de las facultades que acuerda el estado de 
sitio al Kx cmo. Señor Presidente de la Nación, habiendo para ello valorado el 
informe que, sobre las actividades de dicho sindicato, cursó la Policía Federal". 

& Que el decreto tí> 5211/60 establece únicamente : "Visto los informes 
producidos por los organismos de seguridad y lo dispuesto por el decreto tí* 
4965/59, el Presidente de la Nación Argentina, decreta: art. 1*{ Declárase com- 
prendido en tos art*. 1 y 3, decreto a? 4965/59, la actividad del Sindicato Argen- 
tino de Músicos; art. 2»; De forma. 

7* Que en la sede del .sindicato clausurado funcionan la dirección, adminis- 
tración, tesorería y demás oficinas de la organización gremial y, asimismo, "una 
farmacia, proveeduría, servicios asistenciales médicos y odontológicos, bar, res- 
taurant, servicio de peluquería, depósito y custodia del instrumental musical de 
los asociados; la sección asuntos gremiales tiene en gestión cuantiosos intereses- 
de los agremiados; la oficina de gestión de jubilaciones tiene numerosos casos en 
trámite; )a tesorería tiene a su cargo, además de sus funciones específicas, la 
recaudación de los haberes de varias ramas de ejecutantes que los empleadores 
deben depositar allí, y au distribución a sita titulares; por compras de farmacir, 
proveeduría y otra», el sindicato tiene obligaciones a pagar; en su poder existen 
(lucimiento, a ci ht por deudas de sus afiliados que han empezado a vencer; 
alrededor de medio centenar de empleados de la administración y de los diversos 
sen icios han quedado en una situación incierta; han quedado bloqueados fondos 
y documentos; la asesoría jurídica se ve imposibilitada para prestar su asistencia 
y distintos conflictos judiciales en marcha, de Jos asociados, quedan gravemente 
comprometidos". 

8» Que de los considerandos del decreto n» 5211/60, que he transcripto ni 
xnpra, no surge, a mi juicio, que la clausura de la sede del sindicato recurrente 
liaya sido decretada en ejercicio de las facultades que el art. 23 de la Constitución 
Nacional, le atribuye al P. K. Tampoco he podido obtener, no obstante mi reque- 
rimiento, los elementos objetivos de juicio necesarios a los fines de establecer si 
la medida resulta razonable y se compadece con La vigencia de la Constitución 
Nacional, cuya vigencia, por lo demás, no queda en suspenso por la declaración 
del estado de sitio, puesto que el art. 23 de la misma lo único que suspende es la 
seguridad personal y esta seguridad personal sólo se suspende para que el Pré- 
ndente de la Nación puede detener y trasladar a las personas. "El estado de sitio 
—dijo la Corte Suprema en el caso Aletn, Leandro N., Fallos: 54 : 432—, lejos 
de suspender el imperio de la Constitución, se declara para defenderla" (Conf, 
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Amas cío Adoorta, Loa garantía* comtitua'onalca, pág. 164; Jetan Carlos R6- 
bqra, El atado de sitio y la ley histórica del desborde institucional, pág. 267; 
JoAQofsr V. González, Manual.,., párrafo 242, págs. 250/61; Carlos Sánchez 
Viamonte, Manual, págs. 10/12; Linares Quintana, Tratado de la ciencia del 
derecho constitucional, t 5, pág. 469). 

9» Que la clausura dispuesta por el decreto tí* 5211/60, es ilegítima y 
afecta, en el caso *ub iudice, el derecho de orga luxación sindical libre y demo- 
crática, reconocido por el art. 14, bis, de la Constitución Nacional. No borra tal 
ilegitimidad la mencióo del decreto n» 4965/59 y mucho menos, por supuesto, la 
vaga invocación de la existencia de "informes producidos por los organismos de 
seguridad", que no he podido tener a la vista no obstante mi preocupación. 

Por lo demás, parecería que los mismos fundamentos o causales qne origina- 
ron la resolución n» 242 del Ministerio del Trabajo y Seguridad Social, habrían 
servido pan disponer la clausura. Pero ocurre qne aquella resolución ha sido 
recurrida en tiempo propio y no está firme. El retiro de la personería gremial, 
no comporta extender la partida de defundón de la asociación que, en todo caso, 
puede subsistir sin e] goce de Us prerrogativas que la ley 14.455 concede a las 
asociaciones profesionales que la tienen (art. 26). 

Xo digo ni quiero insinuar, en modo alguno, que el derecho de la organiza- 
ción sindical libre y democrática, tenga carácter absoluto, puesto que a seme- 
janza de los demás derechos humanos, se encuentra sujeto a las disposiciones 
legales que reglamentan su ejercicio, pero sí debo recordar qne el art. 38 de la 
citada ley 14.455, no deja dudas al respecto, como ya lo dijera nuestro más Alto 
Tribunal de Justicia al consignar: "En ningún caso la autoridad de aplicación 
podrá intervenir en la dirección o administración de las asociaciones profesiona- 
les a que se refiere esta ley, ya qne se trata de una prohibición literal y cate- 
ííórica, cuyo alcance general es palmario y debe hacerse extensivo a toda autori- 
dad adnfcustmtiva" (Asociación Bancitria —Seccional Regional Titcumán— , 
octubre 23/959). 

10* Que en el mismo caso de la Asociación Ranearía —Seccional Regional 
Tucumán— dijo la Corte Suprema: "La cuestión examinada sería distinta si la 
autoridad administrativa hubiere actuado en la especie valiéndose de las potesta- 
des particulares acrecidas que surgen del estado de sitio, en concordancia con 
ana restricción sustancial impuesta a los derechos de la nato raicea del que aquí 
se debate, justificada por la necesidad de asegurar la preservación del Estado 
democrático ante las amenazas de la conmoción interior o el ataque exterior. 
Pero, para que esto ocurriera, es decir, pura que fuera aplicable la doctrina inhe- 
rente al art. 23 de la Constitución Nacional, sería preciso que el P. E. hubiera 
"manifestado expresamente" la voluntad de ejercer las restricciones que de ese 
precepto emanan". Y ya lo he dicho, del decreto n» 5211/00 no resulta, según 
mi manera de ver, una manifestación expresa razonablemente fundada, y aten- 
dible por parte del P. E., en el sentido de decretar la clausura en función del 
art. 23 de la Constitución. 

T asi y todo, pienso, con Rébora y los otros maestros argentinos que he cita- 
do anteriormente, que el único efecto jurídico de la declaración del estado de 
sitio es la suspensión de la garantía de la libertad física, en casos determinados 
y nunca con carácter general en la medida necesaria para permitir a la autoridad 
ejecutiva arrestar o trasladar y con la limitación que comporta pan ésta el dere- 
cho de opción a salir del territorio nacional **EI reducto individual queda inde- 
fenso, pero solamente hasta allí. Las condiciones de vida y dignidad no padecen 
otra alteración. Subsiste la igualdad. Perdura el repudio de la esclavitud. Los 
servidos personales no son exigibles. El tormento y loa azotes continúan relega- 
dos. Us cárceles han de seguí - siendo sanas y limpias y el domicilio inviolable. 
Los cuerpos armados no podra, imponer reqnisidones ni alojarse libremente 
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donde les plazca. La confiscación será siempre injustificada. El propietario no 
podrá wr desapoderado eino por vía de expropiación. Lo» ciudadanos seguirán 
en posesión de su libertad jurídica, ele su libertad de defensa, de su libertad de 
asociación, 'e su libertad de eoncieneia. Seguirán igualmente en posesión do 
todos sus derechos privados y públicos y, si en lo que a estos últimos concierna, 
el derecho de reunión y el de publicación pueden ser indirectamente limitados 
por vía de arresto o de confinamiento, ya de los asambleístas, ya de los autores, 
impresores o divulgadores, ello no podría traducirse en negación del respectivo 
principio; ni en afirmación adversa a Ja libertad de prensa. Las garantías del 
reducto individual quedan, en genera], indemne.." (£7 estado de sitio y la ley 
kixtáriru del desborde iu.ttituciotml, págs. 2«7/tí8). 

Finalmente, digo con Bieijia; "El estado de sitio, como todo acto de poder 
público, "tiene motivos presupuestos y motivos determinados" y «lamente en 
n-lación con estos momos esas garantías se suspenden o se limitan. Una detención 
dispuesta por autoridad incompetente o vnn por el mismo P. E., sin relación do 
causalidad con los motivos determinantes del estado de sitio, no se conformaría 
al pro¡Hwito ile la Consiitueión, pues "no sería detención por los motivos del esta- 
do de sitio, tino en ocasión de ese estado". El P. K. debe motivar y fundar dicho» 
actos |tor. t ue, si bien ellos pueden ser reblados de antemano, deben ser justifica- 
dos, para el deslinde de mu responsabilidad, puesto que ningún poder o atribu- 
ción, aunque st-íi discreción» I, se ejeree en manera irresponsable en un régimen 
republicano y representativo" (Dererhu rtmititmimal, pág. 25tí). 

Por torio lo expuesto, resuelvo hacer lugar a la acción de amparo deducida 
por el presidente del Sindicato Argentino de Músicos y, en su consecuencia, dis- 
pongo levantar la clausura impuesta a su sede social de la calle Paraguay 11 «2, 
Capital Federal, por decreto n" 5211/tiO, la que ge hará efectiva en el plazo de 
24 horas. — Miguel Angel Mnriani. 

Sentencia pe la ¡Cahara ¡Jacios al i« Apelaciones del Trabajo 

Buenos Aires, í> de agosto de 1960. 

El doctor Allocati, dijo: 

1" Persigue el señor representante del ministerio público se declare la 
nulidad de la resolución de fs. 47/50 por las razones que expone en el punto 1? 
del escrito de fs. 52/53; cuestiona, asimismo, la personería del peticionante del 
amparo; y, finalmente, solicita la revocatoria de aquella resolución alegando que 
la medida contra el sindicato accionante fué decretada por el P, E. en virtud de 
tas facultades que la Constitución Nacional le acuerda durante el estado de sitio. 

Consideraré las quejas en el orden enunciado. 

La distribución de los expedientes se rige en este tuero por la Acordada 
de diciembre 5/tKVU, que en los arts. 1* y 4* establece cómo se asignarán a cada 
juzgado los iniciados ante la comisión de conciliación (demandas comunes}, en 
el 6 se ocupa de los juicios de apremio y en el 7 de los exhorto», embargos pre- 
ventivos y pedido de notificación a ijue se refiere el art. 51, 2» parte, decreto- 
ley n° 32.347/44 (ley 12.ÍH8>. En ninguna de sus disposiciones se hace mención 
de las peticiones de amparo. 

En el acuerdo plenario de mayo 20/959, convocado en autos Asociación Gre- 
mial del Personal deí Frigorífico Nacional Lisandro de la Torre y Mercado Na- 
cional de Hacienda (.7. A.. 19MMH, pág. 667) el tribunal declaró la incompu- 
fencin de los juzgados del fuero para entender en demandns de amparo como 
las que en esos autos se había promovido. 
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■ Posteriormente, la Corte Suprema, en sentencia dt> diciembre 16/950, ih re: 
Sindicato Obrero del Vestido e/ Comisión Provisional del Gremio (Fallos: 245: 
435), declaró que todos Jo» jueces nacionales, dentro del ámbito de sus respecti- 
va» jurisdicciones territoriales y sin distinción de fueros, son competente» pant 
conocer de las demandas de amparo, que no se rolicrati a la libertad fínica y 
corporal. 

Después de esa sentencia volvieron j iniciarse demandas de amparo ante los 
.1 ufados de este fiiero sin que \» cámara, por propia iniciativa o por pedido del 
ministerio publico, dictara norma alguna sobre el turno de los jueces para recibir 
esus demandas. 

En el acuerdo plenario de julio 28, del corriente año, convocado en autos: 
Sonzini, Osvaldo Eleuterio e/ Banco Central de la República Argentina, el tri- 
bunal decidió que son aplicables a la iniciación de las demandas de amparo las 
disposiciones referentes al tumo de los jueces de 1» instancia, remitiéndose, sin 
duda, al turno fijado para los exhorto», embargos preventivos y notificaciones 
del art. 51, 2» parte, del decreto-ley mencionado al comienzo. 

El presente juicio fué iniciado en mayo 18 de lDtiO, vale decir, cuando aún 
no se había dictado el acuerdo plenario de julio 28 del corriente año. Ese día, a 
los efecto* de recibir los exhorto», embargos preventivos, etc., no estaba de turno 
el juez de 1» instancia que ha entendido en la presente demanda de amparo. 

Ahora bien, cuando el juez dictó resolución no existía, como surge de lo ex- 
puesto, norma dictada por la cámara en virtud de la facultad conferida por el 
art 27, inc a), decreto-ley n<> 1285/58 (ley H.4ó7), que estableciera tumo para 
f as peticiones de amparo. Se había dictado sí, por la Corte Suprema, la sentencia 
de diciembre 1Ü/O50, más arriba citada, donde se dijo que "el amparo versa, 
en definitiva sobre una sola y genérica materia —el aseguramiento de la plena 
vigencia de la Constitución Nacional, en orden a los derechos humanos—, y, en 
ausencia de preceptos especiales, esto no puede ser sólo de competencia de algu- 
nos jueces, sino un deber inexcusable de todos ellos cuando tos interesados les 
requieran, con fundamento, el auxilio do su autoridad. Esta tesis extensiva que 
se encuentra incorporada al derecho público de varias provincias (por ejemplo, 
art*. 25 y 26, de la Constítueión de Entre Ríos y ley 23*5 de Mendoza), resulta 
más congruente con el carácter dinámico que el ampnro debe poseer, toda vez 
que garantiza la tutela expeditiva del derrabo vulnerado eliminando la riesgosa 
posibilidad de que entre la petición del «ctor y el consiguiente mandato judicial, 
fie interponga el planteamiento de cuestiones de competencia, que son siempre 
dilatorias y que, en lo que al asunto interesa, podrían determinar, por Ja demora 
que acarrean, la irreparable consumación del perjuicio que H amparo tiende a 
evitar". 

Es indiscutible, pues, que el señor juez pudo recibir la petición de amparo, 
decretar las medidas que a su juicio correspondían, desestimar el pedido de in- 
competencia formulado por el representante del ministerio público y pronun- 
ciarse en definitiva. No sólo el criterio sustentado por la Corte Suprema le auto- 
rizaba para ello, sino también las enseñanzas de la doctrina más calificada. La 
acción de amparo, se ha dicho, es una institución de dereclio público y no de 
carácter procesal, siendo su trámite de "una suniariedad llevada a] extremo basta 
convertirla en una garantía inmediata" (Saches Viahosítk, El hábeas 
tfarantia <tr la libertad, 2* ed. t pág. ID y sgts.). Debe desarrollarse en forma bre- 
vísima sin procedimiento contradictorio, y menos aún, con diligencias formales 
que puedan demorar su decisión (Fiokini, El rer*r*o de amparo, "La Ley", L 
03, pág. 055). Es rápida, informativa, por la naturaleza del bien jurídico prote- 
gido. La celeridad es esencial para la efectividad del remedio. Si no tuviera es! a 
particularidad, no se distinguiría de ninguno de los otros procedimientos previs- 
tos en la legislación común (Becerra Ferweh, Naturaleza y presupuestos del 
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recurso de amparo, J. A., J959-V, w;. doet., pág. 89). Es inconciliable con U 
naturaleza del juicio de amparo la pe^hihdad de excepriones previas, inciden- 
tes, apelación de interiora tonas, y recusariones (Liso Palacio, La accit* de am- 
paro - Su rí gimen procesal, "La Ley", t. 96, pág. 872). 

No empece a la conclusión a que arribo 1a doctrina sustentada en el acuer- 
do plenario de julio 28 del comente año, posterior a la resolución del juex 
haciendo lugar al amparo. El turno es un medio o modo de distribución de los 
pleitos que persigne un reparto adecuado del trabajo (Jomé, Manual de proce- 
dimientos, 5* ed., t. 1, pig. 377; Alíina, Tratado teórico práctico de derecho- 
procesal civil y comercial, 2* ed., L 2, pág. 569; Podetti, Tratado de la compe- 
tencia, pig. 291). Como bien ha resuelto la Cámara de Apelaciones de Rosario, 
la inobservancia del turno judicial no pnede dar motivo a cuestiones de compe- 
tencia desde que solamente constituye ana medida de orden, instituida en mira, 
de la mejor administración de justicia, y de la mis equitativa distribución del 
trabajo, sin afectar en lo mis mínimo la jurisdicción y competencia, que los jue- 
ces tienen por ministerio de la ley. Tal infracción no podría, desde luego, dar 
margen a una «andón de nulidad, pues como el jues ha obrado en juicio que co- 
rresponde a la materia de su competencia, todas las actuaciones pasadas ante it 
permanecen válidas, no adoleciendo de ninguna nulidad, porque no es absoluta 
I» incompetencia, ni se hace en la ley tal declaración (julio 17/942, "La Ley", 
t. 27, pág. 320; en sentido similar: Cámara Civil 1* Capital, mayo 20/938, "La 
Uy", t. 2, pig. 704; mayo 26/937, "La Ley", t. 6, pig. 968; Cámara Civil 2* 
Capital, marzo 11/936, "La Ley", t 1, pág, 650; junio 10/936, "La Ley", t 2, 
pág. 1042; agosto 31/937 "La Ley", t. 7, pig. 1104). Asi lo ha entendido tam- 
bién la Sala 1* de este tribunal al dictar resolución, con posterioridad al acuerdo 
plenario de julio 28, en la acción de amparo que lo motivara (julio 29/960). 

La sanción que en el escrito de fs. 43 pide el representante del ministerio 
público se aplique al señor juex, es notoriamente infundada, toda vea que el 
magistrado interviniente ha dado a este expediente el trámite que correspondía,, 
corriendo vista a aquel funcionario a f s. 38 y más tarde a fs. 42 vta., concreta- 
mente sobre el fondo del asunto. 

3» Arguye el apelante a fe. 52 vta. que "el representante legal del sindicato 
carece en la actualidad de personería y también carece de derecho por el momen- 
to para iniciar la presente acción. En efecto, al serle retirada la personería 
gremial, el sindicato cesa en el ejercido de la representadón que le acuerda la. 
ley de asociaciones profesionales, y en esa situación debe necesariamente perma- 
necer mientras esa Exenta. Cámara no decida modificarla, naciendo entonces el 
derecho de accionar". 

La pretensión es inatendible. En primer lugar cabe señalar que la resoludán 
que retiró la personería gremial al Sindicato Argentino de Músicos se encuentra, 
apelada. Por otra parte, en el supuesto de que la resolución del Sr. Ministro do 
Economía, interino de Trabajo y Previsión, de mayo 6 del corriente año fuera, 
confirmada, no privarla a esa organixarión del derecho a continuar funcionando 
romo simple asociación regida por el derecho común (art. 25, in fine, ley 14.465). 
Bernardo F. Noriega es presidente del sindicato, y su mandato dura hasta no- 
viembre 21/96Ü. 

4» Entrando al fondo del asunto. Se trata, en el caso, de apreciar los efec- 
tos del estado de sitio declarado por la ley vigente 14.785, con respecto a lo» 
aeréenos constituáonales que mendona el peticionante. 

El art. 23 de la Constitución Nacional, dispone; "En caso de conmoción inte- 
rior o de ataque citerior que pongan en peligro el ejercido de la Constitución 
y de las autoridades creadas por rila, se declarará en estado de sitio la provincia, 
o territorio en donde exista la perturbación del orden, quedando suspensas allí 
las garantías constitudonales. Pero dorante esta suspensión no podrá el pre-i- 
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dente de la República condenar por «I ni aplicar penas. So poder se limitará 
«i tal caso respecto de las personas, a arrestarlas o trasladaría» de tu punto 
a otro de la Nación, si ellas no prefieren salir fuera del territorio". 

La medida de gobierno así llamada, ha escrito Joaquín V. González, "es 
sólo una exigencia de la necesidad de conservar el orden establecido, una situa- 
ción excepcional en que son insuficientes los ordinarios recursos de la Constitu- 
ción y de las leyes para mantener la integridad del territorio amenazado por 
ana invasión enemiga, o la del gobierno que la misma Constitución ha creado, 
cuando es pacato en peligro, en cualquier forma por musas internas". Reitera 
más adelante, que la noción jurídica y real de lo que la Constitución entiende 
por estado de sitio, es "una medida excepcional de gobierno, dictada en circuns- 
tancias de extrema gravedad para el orden público, para ta paz interior y la 
seguridad común; y como está fuera de los recursos ordinarios de la Constitu- 
ción, es temporaria y limitada en sus efectos" (Manual de la Constitución Ar- 
gentina, ed. 1889, págs, 249/50 y 252/53). 

Con respecto a las facultades del P. E. durante el estado de sitio se han 
expuesto dos tesis extremas, Algunos autores sostienen que el art. 23, transcripto, 
establece una regla general: quedan suspendidas todas las garantías constitucio- 
nales; y una excepción : no se condenara, ni se aplicarán penas y las personas ae 
arrestarán o trasladarán (Alcobta, Las garantía» constitucionales, ed. 1887, 
pága. 249/50; Montes de Oca, Lecciones de derecho constitucional, t. 1, pág. 
483; Abata, Comentario « la Constitución, Nacional, t. 1, pág. 307; Vema T 
Mitre, Derecho constitucional argentino, pág. 166; Barraquero, Espíritu y 
práctica de la Constitución de la Nación Argentina, 2» ed., págs. 380/61; Gon- 
zález Calderón, Derecho constitucional argentino, 2» ed., t 2, pág. 255). Otros, 
en cambio, consideran que el catado de sitio sólo importa la posibilidad de res- 
tringir, lícitamente, la garantía constitucional que protege la libertad física o 
de locomoción (han dedicado obras especiales al tema: Sánchez Viakojtte, Ley 
marcial y estado de sitio en et derecho argentino; RérOra, El estado de sitio y la 
toy histórica del desborde institucional; BAUD& Estado de sitio; ver también: 
Linares Quintana, Tratado de U ciencia del derecho constitucional, t. 5, seo. 
12»; Romero, Facultades del Poder Ejecutivo durante el estado de sitio frente 
a lo» imputados bajo proceso, J. A., 1966.IV, págs. 462 y sgts.). 

No comparto eso* criterios extremos, pues el primero prescinde de otros pre- 
ceptos constitucionales entre los cuales está, sin duda, con indudable jerarquía, 
■d art. 29; y d segundo olvida el texto constitucional. 

Cuando el art. 23 de la Constitución Nacional, expresa que quedan "suspensa* 
tas garantías constitucionales", anota Joaquín V. González en la obra citada, 
deben entenderse las palabras restrictivamente, es decir, como comprendiendo 
aquellas garantías a loa derechos civiles y políticos de las personas, en cnanto 
concurren a rep. Vr el ataque o suprimir la conmoción interna (pág. 268). Bielsa 
«scnbe que "d estado da sitio, como todo acto de poder publico, tiene "motivos 
presupuestos" y "motivos determinantes", y solamente en relación con esos moti- 
vos esas garantías se suspenden o se limitan. Una detención dispuesta por auto* 
ridad incompetente, o aun por el misino P. E., sin relación de causalidad con los 
motivos determinantes del estado de sitio, no se conformaría al propósito de la 
Constitución, pues no seria detención por los motivos del estado de sitio, sino 
en ocasión de ese estado" (Derecho constitucional, 2» ed., pág. 256). Imaz, 
por su parte, expone que "se debe afirmar que la cláusula constitneional tagua 
Ja cual el estado de sitio suspende las garantías constitucionales es comprensiva 
de aquellas que tutelan los derechos cuyo ejercido, en cada caso, resulta incom- 
patible con la preservación de la pa* social que justifica, la institución" (Efecto» 
del estado de sitio, "La Ley", t. 86, pág. 817; ver Cámara Federal Capital, Sala 
4e Feria, m re: Sofía, Antonio, "La Ley", t. 94, pág. 363). 
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\ a se h.i dicho que el estado de sitio es una medida excepcional de gobierno, 
dictada en circunstancias de extrema gravedad para el orden público, % la paz 
interior y La seguridad común. En ese i?ntido la Corte Suprema tiene señalado 
que el e»tado de sitio constituye "un régimen de excepción y, por consiguiente, la 
interpretación de los poderes que en él se acuerdan debe hacerse restrictivamente 
y en sentido favorable a la seguridad personal, especialmente* cuando, como en 
el caso, la extensión de la medida de aquéllos en uno de sus aspectos se presta a 
la discusión y a ta duda" (Fallos: 17: 107; ver también Fallos- 100: 200; 
BlKLMA, Estado de tifio u derecho de reunión. Lmeamimto general de Ja cuestión, 
"Ln Ley", de marzo 10/90» ). 

Con acierto ha dicho el Dr. OmiAZ al emitir su voto, integrando la Corte Su- 
prema, en sentencia de mayo 22/950, tn re: Sofía Antonio y otro (Fallos: 243: 
RÍO), que "es conveniente para la adecuada solución de las cuestione* que la 
materia puede ofrecer, no dejar en la Oscuridad y sí, al contrario en plena lúa, 
ese carácter excepcional del estado de sitio, asi como sn estrecha dependencia de 
las causa* que motivaron la declaración. Lo primero porque el recuerdo perma- 
nente de que se trata de un régimen excepcional, y no ordinario, permite recor- 
dar también la conocida regla de que la excepción es de aplicación estricta y no 
puede extenderse más allá de la órbita que el legislador ha querido circunscribir. 
Con resjtecto a lo segundo, esto es, a la conexión del estado de sitio con las cansas 
que lo determinaron, también su consideración tiene importancia fundamental. 
Con» depende él de las causas concretas que tuvo en vista la declaración, no hay 
iin solo estado de sitio, aplicable con idéntico alcance en todas las circunstancias 
del país, sino varios y diferentes estados de sitio, de extensión singular y diver- 
jas, según la necesidad pública que ellos tienden a satisfacer. En otros términos, 
no se trata de aplicar en todos los casoi un concepto abstracto e invariable, de 
fstado de sitio sino una ley concreta, cuyos fundamentos y extensión pueden ser 
más o menos amplios o limitados y admitir o no distinciones de situaciones o da 
rircunstanciaa". Imaz había escrito en el trabajo ya citado, en parecido orden d« 
ideas ; "La situación n encarar no e* la misma en presencia de una asonada local 
que de una revolución nacional, una guerra civil o un conflicto internacional y 
no puede afirmarse que en uno u otro caso sean los mismos poderes legítimos 
de la Administración para la preservación de la paz social" ("La Ley", t. 80, 
pág. 817). Y continúa 0RQAZ diciendo; "Como toda ley, la que declara' el estado 
de sitio necesita, para su aplicación, la previa interpretación de su inteligencia y 
de su alcance, el conocimiento cabal de ln* causas que la determinaron y de la 
necesidad pública concreta que quiere remediar". 

Y bien, la ley 14.7S5, que decreló el estado de sitio, es de carácter especial 
y limitada. Conviene recordar que el P. E. dictó el dec eto 0701/58, declarando 
el estado de sitio en todo el territorio de la República por el término de 30 
día*, decreto que fué aprobado |x>r medio de lit ley que llevó el número 14.774. 
Kn los considerandos del decreto aludido se expresaba: "Que desde octubre 31 
se mantiene en la Prov. de Mendoza nn movimiento de huelga en sectores de la 
producción y distribución de |»etrólco y ?as, huelga cuyos fundamentos son total- 
mente ajenos a la funr¡ón y competencia sindical, pues al margen de toda norma, 
jurídica, se pretende nada más que conminar a las autoridades constitucionales 
a rever actos de su exclusiva potestad, extraños a toda relación o actividad gre- 
mial; que con idénticos propósitos públicamente confesados, entidades gremiales 
vinculada? a la industria del petróleo, con acción en otros lugares del país, han 
dispuesto medidas de turren encaminada" a paralizar actividades fundamentales 
para la vida de la República; que asimismo otras agrupaciones sindicales ame- 
nazan con actos de tuerza por tiempo indeterminado y con huelgas típicamente 
insurreccionales, en sectores del trabajo que son básico* para la economía nacio- 
nal; ...que elementos políticos, con piopó«itoa notoriamente antidemocráticos 
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y en gran parte apoyados e incitados desde el exterior, al margen de la auténtica 
vida sindical, intentan crear en el país tina situación de anarquía y subversión 
especialmente en aquellas fuentes de producción a las- que se dirige la acción del 
gobierno para tener nuestra. indispensable tnnrfortiiación económica; ...que toda, 
actividad está dirigida contra los interese* económicos primordiales de la Nación, 
e importa por su confesado propósito un abierto ataque al régimen constitucio- 
nal y al principio representativo de gobierno; ...que la situación creada por loa 
acontecimientos señalados baten ineficaces loa medios ordinarios de que dispone 
la autoridad pública para contener tales atentados, y amenaza los intereses mis 
fundamentales del país, en momentos en que la comunidad argentina debe vencer 
graves dificultades económico financieras que no pueden ser resueltas sin que se 
afirme sólidamente el orden público y la acción de la autoridad; .. .que es deci- 
sión del P. E. qne la consiguiente suspensión de las garantías constitucionales 
no impida las actividades lícitas en el campo gremial ni el ejercicio de todos 
los derechos practicados conforme a sus leyes...**. 

Posteriormente y próximo a vencer el término de 30 días por el que se 
declaró el estado de sitio, el P. E, envió al Congreso de la Nación un mensaje 
y proyecto de ley, para ampliar el término del mismo. Se decía en el mensaje 
que con posterioridad "se lia producido un movimiento de fuerza dentro del 
gremio ferroviario de carácter francamente subversivo. Tal actitud y la ncee- 
pidad imperiosa de evitar la paralización de nn servicio público esencial para 
Ja vida del país han puesto al P. E. en la precisión de recurrir a las solucione» 
extraordinarias qne la legislación vigente autoriza frente a emergencias de esta 
índole. Otras organizaciones sindicales amenazan también con huelgas que afec- 
tarían a sectores vitales de la economía nacional, invocando motivos que ninguna 
relación guardan coa una auténtica actividad gremial" ("Diario de Sesiones"» 
Cámara de Senadores, 1958, p. 2824). Y el Sr. Ministro del Interior dijo, al 
tratarse el proyecto: "El transporte del esfuerzo del pueblo argentino, las cose- 
ehas. el ganado, los productos de la industria, demorados en su colocación, 
deteriorados o perdidos, y el consumo seriamente perturbado en un instante en 
que se hacía indispensable la comprensión y el sacrificio de todos para salir 
cuanto antes de una situación económica difícil...". Más tarde al referirse a la 
situación de los gremios expresó: "Este panorama gremial tiende a generalizarse. 
Han vuelto a anunciarse nuevos paros y existen declaraciones de testado de 
alerta», en servicios públicos y en fuentes crítica» de producción. El país está 
frente a una serie de conflictos que afectan aspecto» esenciales y traban su 
marcha" (p. 2825). 

La clausura del local donde tiene su sede ?1 Sindicato Argei.ano de Músicos 
fué dispuesta por decreto del P. E. de mayo 11/960, cuyo íntegro contenido 
transcribo: "Vistos los informes producidos por los organismos de seguridad y lo 
dispuesto por el decreto 4965/50, el Presidente de la Nación decreta: Art. 1*: 
Declárase comprendido en el art. 1» y decreto 4065/50, la actividad del Sindi- 
ruto Argentino de Músicos. — Art. 2": Comuniqúese a quien corresponda y 
archívese". 

El de reto 4065/59 fué dictado invocándose "los poderes constitucionales y 
legales qut competen al P. E. en relación al estado de sitio" y dispuso prohibir 
en todo el territorio de la República las actividades comunista?, las del Partido 
Comunista y las de grupos» entidades o asociaciones directa o indirectamente 
vinculadas a dicho partido o que colaboren con su acción (art. l v ). 

Ahora bien, refiriéndome concretamente al caso de la entidad que solicita 
amparo, estimo que la causal que se invoca para so clausura no tiene vinculación 
alguna con las que motivaron el estado de sitio. La actividad de esa asociación 
no aparece relacionada con los petroleros, ga seros o ferroviarios; no se le imputa 
que haya "conminado a las autoridades constitucionales" a rever actos de an 
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exclusiva potestad, extraño* a toda actividad gremial; tampoco se le «casa de 
medida» de fuerza qne pudieran paralizar actividades fundamentales para la vid» 
de la República, ni que m actividad esté dirigida contra loa interese» económicos 
primordiales de la Nación. Es decir, que la actividad de esa entidad no encua- 
dra en ninguno de los rasos que se mencionaron al dictar el decreto 9764 de 
1958 y al sancionar la ley 14.785, 

Aun considerando lo expresado por el Ministro de Economía, interino i 
Trabajo y Seguridad Social, en la resolución de mayo o' del corriente año, por 
la que se retiró la personería gremial al Sindicato" Argentino de Músicos, M 
podría justificarse la clausura de su sede, ya que, de conformidad a los térmi- 
nos de la ley 14.455, continuaría siendo, de confiniinrse la medida por la sala 2» 
de este tribunal, asociación regida por el derecho común. A mayor abundamiento 
cabe señalar que las consideraciones que en esa resolución se formulan como 
fundamento de la medida, importan apreciaciones generales sin mención de 
hecho concreto alguno, que se consideran "de público conocimiento", y según se 
dice "surge fehacientemente de la ahondan' c documentación existente en este 
ministerio y de la aportada por los organismos especializados del Departamento 
de Estado de Interior", pero que no se reseña. 

No perjudica, a la asociación que pide protección el hecho de que el secretario 
general iiaya confesado su ideología comunista, la que, por otra parte, el decreto 
4905/5» no sanciona ni podría hacerlo. Además, no cabe hacer discriminaciones 
entre ideologías no prohibidas por la ley para negar a los sostenedores de uno 
lo mismo que se les concede a los otros. Las ideas, doctrinas n opiniones están 
fuera del contralor de la policía (Corte Suprema, Fallos: 101: 197). 

Finalmente, el informe policial de fs. 31, qne a titulo ilustrativo hace saber 
que en el procedimiento de clausura se halló, sin expresar en qué lugar o en 
poder de quién, "abundante material de ideología comunista, constituido por 
notas, folletos, volantes, bonos del Partido Comunista, ejemplares d« diarios y 
revistas de esa tendencia ideológica", no individualiza ese material ni su contenido. 

Por eUo, y teniendo en cuenta; a) que ta actividad de ta peticionante no 
tiene vinculación con las causas que motivaron el estado de sitio; b) "que ta 
defensa más eficaz del sistema de gobierno instituido por la Constitución consiste 
en no extender los efectos de una grave medida de emergencia, que significa 
salir de laa normas regulares do aquélla, mas allá de la necesidad que la originó 
y de los fines que la inspiran, pues todo exceso en ese sentido puede encerrar 
aún más peligros qne et exceso de libertad; en todo caso, si cupiere duda, ae 
impone interpretar el alcance de la medida excepcional en favor de la libertad" 
(Voto de] Dr. Boffi Boggero, en la sentencia de la Corte Suprema de mayo 
22/959, ya citada) ; y e) que en el caso aparece violado esencialmente el art. 14, 
Constitución Nacional, en cnanto reconoce los derechos de asociarse y de usar y 
disponer libremente de la propiedad, reformado el primero de ellos con respecto 
a loa trabajadores en el art. 14 bis; juzgo qne esos derechos deben ser restable- 
cidos en su integridad (Corte Suprema, i» re Sin, Angel s/ recurso de hábeas 
eorpus, Fallos: 239 : 459) y, por lo tanto, corresponde confirmar la resolución 
apelada en cuanto ha sido materia de agravios. Decide mi voto también el hecho 
no rebatido en el escrito de fs. 52/53, que en la sede del sindicato clausurado 
funcionan no sólo la dirección, administración, tesorería y demás oficinas de la 
organización grenúal, sino también una farmacia, proveeduría, servicios a sis ten- 
cíales módicos y odontológicos, bar, restaurant, servicios de peluquería, de depó- 
sito y custodia del instrumento musical de los asociados, la sección asuntos gre- 
miales, la oficina de gestión de jubilaciones, la tesorería, que tiene a su cargo, 
además de sus funciones específicas, ta recaudación de los haberes de varias ramas 
de ejecutantes que los emplea lores deben depositar allí y su distribución a sus 
titulares, etcétera. 
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Para concluir expreso, con palabras del Dr. Orgaz en el fallo ya mencionado, 
que determinar en cada caso ai concretamente "el derecho restringido está dentro 
o fuera, de su órbita excepcional, no importa querer sustituir el juicio de la auto- 
ridad encargada de la preservación d* la par. pública, en materia qne le concierne, 
eon el juicio de los tribunales, sino establecer simplemente, de una manera obje- 
tiva, «i aquella autoridad ha excedido o no los límites de la propia ley que invoca 
y aplica. Esta determinación incumbe de modo inexcusable a los jaeces a quienes 
la Constitución ha confiado en primer término la custodia de los derechos y las 
garantías individuales. 

El Dr. Córdoba, dijo: 

El a quo hizo logar a la acción de amparo deducida por el presidente del 
Sindicato Argentino de Músico» contra el decreto 5211/60, por el cual se dispuso 
la clausura del local de ese sindicato por aplicación de las disposiciones de los 
.írts. 1* y 3», decreto 4965/59, qne prohibió las actividades comunistas en todo el 
territorio del país. 

Fundó esa decisión en la circunstancia de que su requerimiento de informes 
sobre los elementos de juicio que determinaron dicha clausura sólo fué contestado 
expresándose que en mayo 11 ppdo. "se procedió a la clausura de la sede del 
sindicato de referencia, ubicada en Paraguay 1162, Capital, en cumplimiento del 
decreto del P. E. X. 5211/60 de esa misma fecha, dictado en función del decreto 
del mismo P. E. 4965/59 que prohibe las actividades comunistas en todo el terri- 
torio del país", agregándose a título ilustrativo que en ese procedimiento se halló 
"abundante material de ideología comunista". Que el decreto primeramente citado 
se funda exclusivamente en "los informes producidos por los organismos de segu- 
ridad" cuyo contenido no fué puesto en conocimiento del juzgador. 

Agregó éste que en la sede del sindícalo clausurado funciona la dirección, 
administración, tesorería y demás oficinas de la organización gremial y también 
la farmacia, proveeduría, servicios asiste riciales médicos y odontológicos y otros 
que presta a sus asociados, teniendo la tesorería ya citada la función de recaudar 
los haberes de varias ramas de ejecutantes que los empleadores deben depo- 
sitar allí. 

En virtud de esas consideraciones entendió que la clausura dispuesta era ile- 
gítima, pues afectaba el derecho a la organización sindical libre y democrática 
reconocido por el art. 14 bis, Constitución Nacional» no subsanando tal violación 
la remisión al decreto 4966/59, ni la invocación de la existencia de informes pro- 
ducidos por loe organismos de seguridad, cuyo contenido se desconoce. 

Por esa resolución se consideró agraviado el representante del ministerio 
público, quien solicita en primer término la nulidad de la resolución recurrida 
por haber sido dictada estando disentida la competencia del a quo para entender 
en la causa, y en segundo lugar su revocatoria por entender que la medida cues- 
tionada ha sido dictada en ejercicio de las facultades otorgadas al P. E. por la 
declaración de estado de sitio. 

Agrega que la sentencia del a quo importa una violación al principio de 
división de poderes que sustenta nuestro régimen institucional. 

Entiendo que el pedido de declaración de nulidad debe ser desestimado, ya 
que la cuestión relativa a la competencia del tribunal ínterviniente, dada la natu- 
raleza de la petición de amparo, no puede dar origen a incidencias previas, que 
posterguen la decisión sobre su procedencia, pues como dijera esta sala en sn 
sentencia 2782 de julio 26/960, i» re: Sindicato Argentino de Mancos, %/ recurso 
de amparo, "la Corte Suprema ha resuelto reiteradamente qne la demanda de 
amparo, a falta de preceptos legales que la contemplen, debe considerarse regida 
por las disposiciones atinentes al babeas corpas, las que le son aplicables subsi- 
diariamente en cnanto no sean incompatibles con so naturaleza esencial (Fallos: 
242: 112 y 300; 244: 376). 
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Que el art. (HO, Cód. Proc. Cr., integrante tlel título "Del modo de proceder 
«i los casos de detención, arrodo o prisión ilegal de personas", dispone: "El pro- 
cedimiento a que de lugar el recurso de amparo de la libertad será. . . sumario. . . ". 

Que conenrdantemente se lia resuelto que en el trámite de) recurso de háheaa 
eorpu* no son admisibles incidencias previa» (Clin. Fed. f .ip. f J. A., t. 20, 
p. 341), pues dada la naturaleza del juicio de amparo, ella excluye- la posibilidad 
de excepciones previas, apelaciones rie'interlocutorias y recusaciones, principio 
«uc resulta eoneordante con el admitido en nuestra ley procesal en la i,ue por razo- 
nes de economía se ha dispuesto en los arta. Gfi y 08 que las decisiones sobre la 
procedencia de excepciones y Jas denegatorias de prueba serán apelables "conjun- 
tamente con la sentencia". 

En cuanto al fondo del asunto, comparto íntegramente los fundamentos que 
se espresan en el voto del Dr. AHucaii, de los cuales resulta no estar demostrado 
en el caso la relación existente entre las nctividades desarrolladas por la entidad 
sindical afectada y la medida dispuesta, In que implica una restricción de expresas 
garantías constitucionales. 

So basta, en efecto, la invocación de ta ib -I» ración de estado de sitio y de 
la consecuente suspensión de garantías, constitucionales para legitimar cualquier 
impedimento puesto por la autoridad al ejercicio de ios derechos individuales, 
siendo necesario decidir en cada caso si aquélla ha actuado dentro de los límites 
lijados por la propia ley que invoca. 

Kn el caso de autos, el P. E„ que dispusiera la clausura, no ha suministrado 
al judicial elemento alguno de juicio suficiente para demostrar la razonabilidad 
de la medida ni su adecuación como medio para conseguir los tiues {icrseguidns 
por la sanción de la ley que declaró en estado de sitio a todo el territorio del país. 

En efecto: el decreto 6211/60, sólo expresa que él se funda en los informes 
prodnciibw por tos organismos de seguridad y en lo dispuesto por el decreto 4M5/ 
50, que prohibe en todo el territorio de la República las actividades comunistas. 

Requerido por el juez de la causa informe sobre los motivos de hecho que 
.lusti tica ron el pn>ccdimientn, el mismo fué evacuado reconociéndose la clausura, 
la que se da como cumplida en función de los decretos antes citados, agregándose 
a título ilustrativo que en dicho procedimiento se bailó abundante material de 
ideología comunista. 

Tales tunda mentaciones resultan, a mi juicio, notoriamente insuficientes pura 
justificar Ja restricción dispuesta, pues de las mismas no surge que la entidad 
afectada hubiere desarrollado las acüvídades prohibidas por el decreto 4fWif>/"»0 
como medio para poner fin a la situación de conmoción interior prevista en el 
nrt. 2:í, Constitución Nacional, siendo insuficiente a esos efectos bi manifestación 
de que el presidente de la entidad afectada tiene ideología comunista v que en el 
local de la misma se encontraron folletos y volantes en los que se sustente aquélla; 
pues el decreto citado, sólo ha prohibido li realización de esa clase de actividades 
pero no la profesión de esas ideas; y no podía ser de otra forma, atento lo dis- 
puesto por el art. 10, Constitución Nacional, pues mino lia expresado con acierto 
la Corte Suprema, "...las ideas, doctrina u opiniones están fuera del contralor 
de ta Policía" (Fallos: 101: 197), 

En consecuencia, la medida de ejecución del estado de sitio impugnada pa- 
rece ser cu el caso clara y manifiestamente irrazonable, aún juzgada con el 
criterio restrictivo expuesto por la mayoría de! tribunal en la causa Sofía, Anto- 
nio y otros (Fallos: 24.Í: 604). 

Por ello y por los concordantes fundamentos del voto de mi colega preopi- 
nante, adhiero a sus conclusiones. 

El Dr. Valotta, compartiendo los fundamentos de los votos de los vocales pre- 
finan tes, se adhirió a los mismos. 
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Atento el resultado del presente acuerdo, se confirma la resolución apelada. 
- Amadeo AUoeati — Alfredo del C. il. Córdoba — GxiUrrmo C. Valona. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Sindicato Argentino de Músicos c/ reso- 
lución Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ amparo". 

Considerando: 

V) Que contra la sentencia de fs. 60/72, confirmatoria do 
la de primera instancia, corriente a fs. 47/50, que resolvió hacer 
lugar a la acción de amparo deducida en autos y, en consecuen- 
cia, dispuso levantar la clausura de la sede del Sindicato Argen- 
tino de Músicos, el representante del Ministerio Público del 
Trabajo interpuso recurso extraordinario (fs. 79/90), que le fué 
concedido "con referencia al fondo del asunto" (fs. 91), 

-*) Que, según resulta de las actuaciones sub examine, el 
acto contra el cual los jueces de la causa concedieron el amparo 
solicitado fué la clausura de la sede del Sindicato antes men- 
cionado, la que tuvo lugar el 11 de mayo de 1960 y fué practicada 
por la Policía Federal con arreglo al decreto 5211/60, emanado 
del Poder Ejecutivo Nacional. De acuerdo con el texto de su 
art. 1» este decreto se limitó a declarar "comprendido en el 
art. 1* y 3* del decreto 4965/59, la actividad del Sindicato Argen- 
tino de Músicos". La decisión judicial impugnada, a su turno, 
aparece fundada, principalmente, en el aserto de que el referido 
acto del Poder Ejecutivo implicó desconocimiento del derecho 
a la organización sindical libre y democrática, previsto en el 
art, 14 de la Constitución Nacional, así como de "los derechos 
de asociarse y usar y disponer libremente de la propiedad". 

3*) Que, al exponer las razones en que apoya la apelación 
deducida, el representante del Ministerio Público del Trabajo 
aduce, fundamentalmente, que, con relación a los hechos que 
configuran la presente causa, el Poder Ejecutivo ha actuado en 
ejercicio de las facultades excepcionales a que se refiere el art. 
23 de la Constitución, de conformidad con la ley 14.785. Cita, 
en abono de su tesis, los principios generales que fundaron los 
votos de la mayoría de esta Corte en el caso "Antonio Sofía 
y otros" (Fallos: 243 : 504) o invoca la reciente doctrina del 
Tribunal sobre la materia. 

4») Que, como surge de la copia autenticada corriente a 
fs. 76/77, el Poder Ejecutivo Nacional, con fecha 3 de agosto d» 
1960. es decir, con anterioridad al fallo de segunda instancia, 
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tlictó el decreto 9029/60, cu cuyo art. 1* puede leerse: "Ratifícase 
el decreto 5211/60, de 11 de mayo de 1960, por el cual se declaró 
comprendido en el art. 1* y 3» "del decreto 4965/59 la actividad 
del Sindicato Argentino de Músicos, aclarándose que esa medida 
fué adoptada en ejercicio de las facultades que competen al 
Poder Ejecutivo durante la vigencia del estado de sitio y por 
haberse comprobado que dicha asociación desarrollaba las acti- 
vidades subversiva» a que se refiere el mencionado decreto 
4965/59". 

5 V ) Que entre los fundamentos del referido decreto ÍW29/ 
fio tiene decisiva importancia el siguiente: "Que, como queda 
expresado, el Poder Ejecutivo conceptúa que la actividad comu- 
nista constituye en las actuales circunstancias uno de los factores 
de conmoción interior a que alude diclia norma constitucional 
(art. 23) ... y aprecia que la acción del Sindicato Argentino de 
Músicos encuadra netamente en la actividad comunista prohi- 
bida" (considerando 2*). Vale decir que, con arreglo a las ma- 
nifestaciones del órgano competente, la medida contra la cual 
se promovió el amparo ha sido adoptada teniendo en cuenta que 
existen "informes y comprobaciones", obtenidos por la admi- 
nistración pública, "demostrativos de que en el local del referido 
Sindicato se realizaban actividades netamente caracterizadas 
como comunistas" (considerando 4*, in fine). 

ti 9 ) Que, como esta Corte lo tiene declarado, entre los dere- 
chos que debeu considerarse "suspensos" durante el estado de 
sitio —con el partí en lar alcance que al vocablo subrayado asigna 
el art. 23 de la Constitución— figura el derecho a la organiza- 
ción sindical libre y democrática, habida cuenta de que él se 
encuentra clara y directamente relacionado con la situación de 
conmoción interior que el Congreso tuvo en vista al sancionar 
la ley 14.785 (Fallos: 245: 86, considerando 10; cas <s: "Unión 
Obrera de la Construcción, Sección Capital Federal", "Unión 
Obrera de la Construcción, Sección Xcuquén" y " Asociación 
Banca ria", A. 353, XIII. resueltos con fechas 8 de junio y 8 de 
agosto ppdo, respectivamente). 

7") Que, por tanto, ha de entenderse que, mientras esa ley 
rija, el aludido derecho puede ser sometido a restricciones más 
intensas que las que habitualmente autoriza el poder de policía, 
facultad ésta que es reconocida a la autoridad administrativa 
para que le sea posible cumplir coa el deber —impuesto por la 
Constitución — de defender las bases jurídicas del Estado demo- 
crático y el debido funcionamiento de sus órganos, resguardán- 
dolos contra los factores o actividades determinantes de la per- 
turbación del orden. 

8*) Que, al propio tiempo, es cierto que esta Corte, apar- 
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Undosa de su tradicional doctrina sobre el punto, ha admitid* 
que ciertas medidas anejas al estado de sitióles como ta oue 

y ifi wif ;.m ! ^ .-44: aí» ; causa: "José Miguel Zarate" 
/.4b XIII, fallada el día 23 de setiembre ppdo ) Mas e lo «n 
Bimmw que los jueces puedan sustituirse 5 los oréanos adat 
ilativos en Ja apreciación de ía conveniencia o inconveniencia" 
el acierto o error de tales medidas. Conforme a 
dencia invariable, razombilufad , según la partícula ,^EK 
que a este concepto jurídico ha de ^StSS 
«le policía y a la materia aquí examinada, quiere 33* Jan tfta 
Mué las medidas utilizadas por la autoridad pública deoen se? 
proporcionadainente adecuadas a los fines p^rse/ullos ñor eí 

4J "; * U1 V. l í« P a *f- 80 > e »t'e otros). En 1 «uc interesa al tema 
controvertido, entonces, loda vez que tal adecuado,? evi tí es 
^f^ñ ^ ■ 01 aet ° estatal Activo ^o nZo^oZ 

« ' ,0 " JOdlCial dc ese act0 será ¡^procedente. 

W) t¿ue ese alcance específico de la noción de razonahilúlad 
precia* ser reiterado y refirmado, a fin de que s^mpleo no 
denye en etfralimEtación de las facultades iudiciales lo oue 

eZ'to^ SÍ 103 S C casoTa 

1 ^níS i P e . Jorc,e : au a I»****! -<iue les está vedada- 
de apreciar as circunstancias y motivos concretos que fundan 

rFaVT ^ la ;i n ^ da /^ ad ° ptada8 ° n Virtud ** ostXde S 
(Fallos: 236 : 41, 632, 657 y sus citas). Porque tal extensión de 

atribuciones traería, entre otras, la sensible ^consecueS de que 
los jueces, excediendo la esfera que es propia de la actividad 
judicia . asumirían la función consistente en decidirT ante cada 
5» la pertinencia de los actos de ejecSc ^ue 

SíSr&* v ° atrayéndola a los órganos políticos 

del Estado. Y va de suyo que los miembros del Poder J^S 
desprovistos de información suficiente e incluso de contecta 
inmediato con la realidad concreta del país -de un país crestado 

cjeicei esa función cuyo desempeño, por lo demás, implicaría 

i i 2 V ^ ne ' í*° r ,0 ex P«esto, resulta clara la improcedencia 
de la demanda de amparo promovida en autos En XfcTde Zl 
antecedentes señalados en los considéranos 4* y M^M con 
certeza, que no se ha demostrado que exista irrazonawf fahí 
de adecuación entre el medio empleado en el caso (clausura de 
la sede de un sindicato en la quese desarro laUn -aXiLea 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



netamente ca ráete ri eadas" eoiuo "subversiva»*') y los fines de 
la ley 14.785, basada en el art. 23 de la Constitución Nacional. 
La doctrina que sustenta esta afirmación es la misma que fundó 
la decisión adoptada en el precedente "Diarios Norte y Voz 
Peronista", en el cual la Corte Suprema resolvió que, dado el 
efecto suspensivo de derechos que deriva del estado de sitio, es 
razonable que la autoridad administrativa ordene y practique 
el secuestro de publicaciones periodísticas calificadas de "insu- 
rreccionales" por los órganos competentes (Fallos: 244: 59). 

11*) Que, por otra parte, la conclusión indicada en el con- 
siderando anterior coincide con la que esta Corte aceptó en las 
causas "Unión Obrera de la Construcción, Sección Capital Fe- 
deral", "Unión Obrera de la Construcción, Sección Ncuquén" y 
"Asociación Bancaria", A. 353, XIII, precitadas, en las que se 
debatieron cuestiones sustancialmente idénticas a la planteada 
en la especie. No obstante la circunstancia de que tales causas 
versaron sobre la intervención en sindicatos obreros, lo que cier- 
tamente no excluye Ip identidad existente entre ellas y el presente 
juicio, las razones allí expuestas son invocables como fundamento 
de esta sentencia, en razón de lo cual cabe remitirse a ellas y 
darlas por reproducidas, brcvtiaiis causa. 

12*) Que, por lo demás, a título de ratificación de lo expues- 
to, es útil recordar, también, que, en virtud de la inexistencia de 
disposiciones legales que la reglen, debe admitirse que lu deman- 
da de amparo está sujeta a los principios que rigen el babeas 
corpus, en cuanto la naturaleza jurídica de ella lo consienta (Fa- 
llos: 245 : 435)» Ha de concluirse, por consiguiente, que el ampa- 
ro, a semejanza del babeas corpus, no es un procedimiento 
encaminado al examen en sí de la justicia o injusticia de la 
medida restrictiva de la libertad (Fallos: 169: 209, pág. 217). 

13») Que, finalmente, cabe señalar que ni las circunstancias 
del caso ni el hecho de que el debate judicial verse sobre los 
alcances del estado de sitio autorizan a prescindir de los requi- 
sitos indispensables para la procedencia del remedio excepcional 
de amparo. 

En su mérito, se revoca la sentencia apelada y se rechaza la 
demanda interpuesta, 

Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid — 
Julio Oyhanabte — Pedro Abk- 
RASTUBY — Ricardo Colombres — 
Esteban Imaz. 
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NACION ARGENTINA v. S.R.L. SUQUIA 
EXPÜOPI ACION: lu&mnuación, Determinación <M valor real. Generalidad**, 

Aun cuando la sentencia en rwurso haya fijado el valor del terreno en un i 
suma mayor que la estimada por la demandada, lal lieeho no contradice 1 
doctrina reiterada de la Corte de que no puede otorgarse al expropiado nn 
indemnización superior a la que reclamó, pues ésta debe ser considerada, e 
íorma gloftl (terreno y mejora*), un distinguir entre los conceptos que la 
integran. Ello es así porque las normas legales vigentes nn hacen discrimi- 
nación especifica al respecto y porque la circunstancia de que el expropiado 
efectué tal distinción al contestar Ja demanda no autoriza a interpretarla 
como una limitación o renuncia parcial a su pretensión resarritoria integral. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Superior Gobierno de la Nación c/ Su- 
qum S.R.L. s/ expropiación % 

Y considerando : 

a i }\- Que a fs 8/9 el Proeura<1 or Fiscal, en representación 
del Gobierno de la Xación, promovió demanda contra Snquia 
S.K.L. por expropiación del inmueble de su propiedad ubicado 
en la ciudad de Córdoba, Avda. Gral. Paz 253/255 y que figura 
como parcela n* 4 del plano general de Catastro de la Munici- 
palidad, con una superficie de 369,75 m 1 , consignando en calidad 
de pngo la suma de m*n, 226.507,45 (fs. 236). La demandada 
impugno esta cantidad y reclamó como indemnización la suma 
do mfn. 36».147,f2, que discriminó en Iob siguientes conceptos: 

a l Va £ r Jí l í erreno " lfn - 243 684 >70í b) valor de las mejoras 
mfn. 76.463,12; y c) gastos ocasionados con motivo de la con- 
fección de planos para una proyectada ampliación de la edifica- 
ción mfn. 45.000 (fs, 99). 

2*) El Tribunal de Tasaciones justipreció el terreno v las 
mejoras en m*n. 318.099,62 y m*n. 31.100,00 respectivamente, y 
efectuando la deducción correspondiente por coeficiente por dis- 
ponibilidad, taso en m»n. 314.333,66 el valor total del inmueble. 
El juez de primera instancia coincidió con el citado Tribunal en 
cuanto al valor del terreno pero aumentó a m$n. 46.740 el del 
.iS. e !°AE wia dedut *»ón del 10% por coeficiente de dispo- 
nibilidad, fijo el monto indemnizatorio en m|n. 328,355,66. Ade- 
mas, desestimo el rubro referente a gastos ocasionados por la 
confección de planos <f 8 . 237/244). La actora se agravió dY este 
pronunciamiento porque: a) se fijó el valor del terreno en una 
suma superior a la estimada por la demandada en su escrito 
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de responde y b) se apartó del dictamen del Tribunal respectivo 
en cuanto al valor asignado a las mejoras, 

3») Que la Cámara Federal de Córdoba rechazo parcial- 
mente el primer agravio por considerar que «o interesuba que 
el propietario, al discriminar sus pretensiones, hubiera recla- 
mado por el terreno ana suma inferior a la establecida por la 
sentencia, pues a los fines de la determinación del límite del 
resarcimiento, es menester que la estimación global (terreno y 
mejoras) no supere a la efectuada por el propio interesado o 
sea la cantidad de m*n. 31*0.147,82 <fs. ítf). En cuanto a la mate- 
ria del agravio siguiente, sostuvo que la sentencia de primera 
instancia, al aceptar la valuación practicada por la Sala Técnica 
del rribunal de Tasaciones, había apreciado adecuadamente los 
distintos elementos de juicio obrantes en autos. Invocó también, 
la conformidad del representante del Fisco con el dictamen de 
la mencionada Sala (f*. 263/265). En definitiva, el tribunal ape- 
lado fijo el monto total de la indemnización en la cantidad do 
m*n. 320.147,82. 

4*) Contra este nuevo pronunciamiento el actor interpuso 
recurso ordinario de apelación ante este Tribunal, v el Señor 
Procurador Oeneral, a fs 273, se remitió a los agravios expresa- 
dos ante el a quo por el Sr. Fiscal de Cámara. 

fv?) El recurso intentado es admisible, pues el monto en 
litigio sujiera el límite previsto por el art. 24, inc. 6*, ap. a), del 
decreto-ley 1285/58 (ley 14.467), y atento lo dispuesto por el 
art. 22 de la ley 13.264 (doctrina de Fallos t 246: 1S3). 

6') Que si bien la Cámara fijó el valor del terreno en una 
suma mayor que la estimada |>or la demandada, tal hecho no 
contradice, en situaciones como las que aquí se juzgan, la doctri- 
na reiterada de este Tribunal de que no puede otorgarse al 
expropiado una indemnización superior a la que se reclamó, pues 
ésta debe ser considerada en formn global (terreno y mejoras), 
i.in distinguir entre los conceptos que ta integran. Ello es así 
porque las normas legales vigentes no hacen discriminación espe- 
cífica al respecto y porque la circunstancia dírque el expropiado 
efectúe tal distinción al contestar la demanda no autoriza a inter- 
pretarla como una limitación o renuncia parcial a su pretensión 
resarcitoria integral (confrontar Fallos: 247 : 512 y también lo 
resuelto por esta Corte en Fallos: 245: 64, al confirmar la sen- 
tencia de la Cámara a quo, de fecha 12 de diciembre de 1ÍK>8, 
que es citada como fundamento de la sentencia recurrida, fs. 264). 

7*) Que, con respecto al valor de las mejoras, cabe señalar 
que el actor no ha concretado su discrepancia con las razones ex- 
puestas en la sentencia para apartarse del dictamen del Tribunal 
de Tasaciones (doctrina de Fallos: 246: 336). Asimismo, media 
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la conformidad de su representante con la valuación practicada 
por la Sala Técnica del mencionado Tribunal (doctrina de Fa- 
llos: 246: 335; 245: 64 y otros). 

Por ello, se confirma la sentencia apelada en lo que fué ma- 
teria de recurso. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 

— RlCAnDO CoLOMBRES ESTEBAN 

Imaz. 



S, A. GARCIA REGUERA v. S.R.L. GALVER 
MARCAS DE FABRICA; Oposición. 

Aunque el titular de una marca no puede oponerse a) registro de otra igual 
destinada a distinguir artículos distintos, corresponde, no obstante, hacer 
lugar a la oposición cuando concurren circunstancias especiales que demues- 
tren la posibilidad de confusión entre los productos para evitar que et público 
pueda ser inducido a engaño sobre la procedencia o el origen de los productos 
que adquiere, con la posibilidad consiguiente de que algún comerciante o 
industrial aproveche ilícitamente los frutos de la actividad y prestigio ajenos. 
Tales principios se aplican también a In protección del nombre comercial. 

XECUnSO EXTRAORDINARIO: Réq*i$Uo* propio,. Cnfriion* no fedérate». 
Esr!«*t<m de la* cuestione» de hecho. Marean „ patente». 

^* «reunstflneias valoradas por los jueces de la causa para establecer la 
posibilidad de que el público consumidor sea confundido e inducido a error 
por el uso de un nombre o marca determinados, constituyen una cuestión 
de hecho, irrevisible en instancia extraordinaria. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Habiendo cuestionado el apelante la inteligencia de diversas 
disposiciones de la ley 3975, y toda vez que el pronunciamiento 
recaído es definitivo y contrario al derecho que aquél funda en 
esas normas federales, estimo que el recurso extraordinario de- 
ducido debe ser reputado procedente. 

En cuanto al fondo del asunto, se trata de lo siguiente: la 
sociedad anónima García Redera demanda a Galver S. R. L. por 
exclusividad del uso del nombre "Galver" utilizado por la de- 
mandada en su denominación comercial, en razón de ser la primera 
propietaria de las Grandes Tiendas Galver, así como de la marca 
"Galver", registrada para las clases 2, 3, 4, 7, 8, 11, 13, 15, 16, 17, 
18, 19, 21» 24 y 25 del nomenclátor oficial. Contesta la acción la 
demandada, destacando que el único objeto de la sociedad es 
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la explotación de aparatos radiotelefónicos, y qne toda vez que 
la exclusividad del nombre comercial debe ser referida solamente 
al ramo industrial o comercial que se explota, no siendo la radio- 
telefonía rubro objeto de comercialización por parte de la actora, 
la acción no debe prosperar. A su vez, promueve reconvención 
por haberse opuesto al registro de la marca "Galver" solicitada 
a su favor para la clase 20 (acta n* 435.499) que aquella preten- 
dió registrar posteriormente (acta n 9 440.188), pidiendo que en 
definitiva se rechace la demanda, y se declare infundada dicha 
oposición. El juez dicta sentencia a fs. 120 haciendo lugar a la 
acción y rechazando la rcoonveción, fallo que es confirmado en 
lo principal a fs. 159 por el tribunal de alzada. 

V. E. tiene resuelto que el fundamento de la doctrina que 
considera aplicable el art. 43 de la ley 3975 en los conflictos entre 
un nuevo nombre y una marca preexistente, reside en la necesi- 
dad de evitar que merced a la analogía o a la identidad entre 
nombre o marcas, o viceversa, el público puede ser inducido a 
engaño sobre la procedencia o el origen de los productos que 
adquiere, con la posibilidad consiguiente de que algún comercian- 
te o industrial aproveche ilegítimamente los frutos de la activi- 
dad y prestigio ajenos (Fallos: 243 : 537 y 245 : 287). 

En cuanto al alcance que corresponde dar al art. 6* de la ley 
de Mareas, la Corte ha declarado en forma reiterada que el siste- 
ma de la especialidad adoptado por nuestra legislación como re- 
gla general, no impide al titular de una marca registrada para 
una clase determinada a que pueda oponerse con éxito a la conce- 
sión de otra para una clase distinta, siempre que la semejanza 
de ambas, la difusión de la primera, el hecho de venderse los 
respectivos productos en los mismos tipos de negocio u otras cir- 
cunstancias especiales, puedan inducir en confusión al público 
consumidor acerca de la procedencia de los artículos, aún cuando 
éstos no sean confundibles entre sí (Fallos: 181: 378; 187: 131; 
193: 92 y 97; 237: 163 ; 245 : 287). 

Por las particularidades del caso sometido a dictamen y en 
razón de las conclusiones de hecho a que se llega en ambas sen- 
tencias en lo relativo a la posible vinculación entre los artículos 
protegidos por las marcas registradas a favor de los actores y el 
nombre comercial que usan los demandados, lo mismo que la 
marca que éstos pretenden registrar en otra clase — conclusiones 
que no pueden ser revisadas en la instancia de excepción — pienso 
que la doctrina referida de Y. E. resulta de estricta aplicación al 
sub Uidice, 

En consecuencia, considero que correspondería confirmar la 
sentencia apelada en cuanto ha podido ser materia de recurso. 
Buenos Aires, 19 de abril de 1960. — Ramón Lascano. 
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Buenos Aires, 28 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "García Reguera S. A. Com., Ind., Financ. 
e Inmob. c/ Qalver S. B. L. s/ exclusividad de nombre". 

Considerando : 

1 9 > Que, a fs. 14/15 García Reguera S. A. demanda a Gal- 
ver S. B. L. para que deje de usar el nombre que ha adoptado, 
fundada en que la actora es propietaria de un establecimiento 
denominado "Grandes Tiendas Galver" v titular de la marca 
"Galver" para las clases 2, 3, 4, 7, 8, 11, 13, 15, 16, 17, 18, 19, 21, 
24 y 25. La demandada sostiene a fs. 25/28 que se dedica a un 
ramo diferente del de la actora —explotación de aparatos de 
radio, tocadiscos, combinados, etc., una, y tienda de ropería en 
gene tal, perfumería, zapatería, tejidos, mercería, artículos de 
fantasía, de tocador, etc., otra — y reconviene por haberse opuesto 
la actora al registro de la marca *' Galver" en la clase 20. La 
sentencia de primera instancia de fs. 120/123 hace lugar a la 
demanda y rechaza la reconvención por considerar que la protec- 
ción al nombre y las marcas comerciales deben extenderse a todos 
aquellos aspectos de la actividad comercial — aún los potencia- 
les — que pudieren afectar 1 1 crédito y la confianza adquiridos. La 
sentencia de segunda instancia de fs. 159/161 confirma la del juez, 
fundada en que, quien ha adquirido por el uso el derecho a un 
determinado nombre, puede oponerse a que lo use otro comercian- 
te como nombre o como marca, reduciéndose el problema a deter- 
minar si existe similitud suficiente en los ramos explotados, como 
para inducir al publico en confusión. La Cámara encuentra en las 
pruebas acumuladas acerca del giro de uno y otro comerciante 
razón suficiente para deeídir que puede haber confusión si se per- 
mite el uso del nombre y de la marca "Galver" a la demandada. 

2*) Que a fs. 163/165 se interpone recurso extraordinario 
alegando arbitrariedad en la interpretación de la ley 3975, arts. 
6, 8, 17, 42 y 43 — por protegerse una actividad meramente po- 
tencial — y señalando su inconstitucionalidad, por contradecir los 
arts 16 y 19 de la Constitución Nacional. El recurso extraordina- 
rio es procedente por cuestionarse la inteligencia de disposiciones 
de una ley federal, y ser contrario el pronunciamiento definitivo 
al derecho que se pretende fundar en dichas normas. 

3*) Que et agravio acerca de la protección de actividades 
meramente potenciales se refiere en realidad al modo en que la 
sentencia recurrida analiza los hechos sobre los que basa su deci- 
sión (posible interferencia de las actividades comerciales de las 
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dos partes, similitud do ramos, posibilidad de confusión para la 
clientela, etc.). Por lo tanto, lo» agravión acerca de la interpreta- 
ción de la ley 31>75 pueden sintetiza rse en que sería ajena al alean- 
ce de la ley la extensión dada por la sentencia de la Cámara a la 
protección al noinhre y la marca de comercio. El exceso consistiría 
en atribuir la protección de Jos arts. ti, 8, 42 v 43 aún a ¡as activi- 
dades no estrictamente específicas —o potencíales— de un titular, 
en contra del principio de especialidad de la ley. 

4 9 ) Que esta Corte tiene decidido que, aunque el titular de 
una marca no puede oponerse al registro de otra igual destinada 
a distinguir artículos distintos, corresponde, con todo, hacer lu- 
gar a la oposición cuando concurren circunstancias especiales que 
demuestren la posibilidad di- confusión entre los productos (Fa- 
llos: 181: 378; 187: 131; 193: 92; 237: 103; 24;>: 287). Como sé- 
llala el dictamen precedente del Señor Procurador General, lo 
que debe evitarse es que el publico pueda sor inducido a engaño 
sobre Ja procedencia o el origen de los productos que adquiere, 
con la posibilidad consiguiente do que algún coinercinnte o indus- 
trial aproveche ilegítimamente los frutos de la actividad v pres- 
tigio ajenos (Fallos 24<i : 287). Los principios referidos son apli- 
cables tanto a la protección de la marca como del nombre de 
comercio, debiendo el nombre ser protegido por el solo hecho de 
la prioridad en el uso (Fallos: 243: 537). 

-V') Que las conclusiones de hecho a que arriban las instan- 
cias inferiores sobre la posibilidad de (pie el publico consumidor 
sea confundido o inducido a error por el uso del nombre o la 
marca "Gulvor" por la demandada —conclusiones irrevisibles 
en mstanria extraordinaria—, permiten encuadrar la situación 
de autos en el margen excepcional que establece la doctrina cita- 
da. Por otra liarte, no existo relación directa e inmediata entre 
los principios constitucionales Invocados y las razones en que se 
funda la sentencia recurrida, ipie, además, no puede ser tachada 
de a- bitrnria por estar suficientemente fundada. 

Por ello, y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se confirma la sentencia de fs. 153/161 cu lo que ha podido <cr 
malcría de recurso exti nordinario. 

Hksjamíx Vili.koas Basavjlbaso — 
Anis-nmrr.o 1). Araoz ok LiMAnnm 
— Lns Manía Boffi BotiOKRO — 
.Timo Oyhaxaiíte — Kstkuax 

I MAZ. 
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VICTOlí JOSE MONT1N I 
JÜMLACIOX tiK míi'LKAlms HAXt ARIOS: guéMe, 



El miporte del v«U.r Iwaiivo de la tobitneifin ainada por ta ¡ostitactón 
bíinctirui a s» prm.iu.1, mli-ra ti «.ii«-]>tu <1t- mu-Wo < t n,. ¿.n- tH-.i-ibií-ra a 
los i-tw-ui» ilH t»n.|iulii <M linfa* juMIatorfo, unübniic> a I, intirp^taiiúti 

rmrVh'v í-Moa! 1 * ,5 ft * í* »2/4Í (&ffaa 

poi I» jrv UWH1, H uv ■mulii iró W iirr. 7», im-. e). tfa- I» fey 11. ,7.1. Ka r»„- 

M '""; ,,r|!l ' mmitíiMt h sontenda l|Ul . deeiife i^rrnnbir carim por 

iipnrtiN pnlmnnli's por mpH r<»M*gÜ, 



DlCTAMKX UEL PíSOCTJiAIKH! OKXKKAL 

Suprema Oofjtfr: 

El recurso extraordinario concedido a fs. 10tí es procedente, 
oila vez -,uc se lia cuestionado la inteligencia de normas federa- 
les y Ja decisión del superior tribunal de la causa resulta adversa 
a las pretensiones del apelante. 

Kn cuanto al fondo del asunto, la situación de autos es simi- 
lar ¡i la planteada en | ;i causa "Alvar.'/,, Luis Paulino sV anm- 
tes" (A.íílt - XIII). 7 - m ' 

A mérito de lo dicta minado por mi antecesor en el oar«o 
con criterio rpe comparto, en las referidas actuaciones, v q envos 
tundainentos me milito en cuanto fueren de pertinente ¡iplica- 
euni ni sub vxanmu , opino, en consecuencia, .pie corresponde 
continuar la sentencia apelada en cuanto piulo ser materia del 
recurso. Buenos Aires, 2\ de setiembre de lito». — Ramón Las- 

FALLO DK LA füHTE St'l'RKMA 

Buenos Aires, 2g de diciembre de 1ÍJÍÍ0. 
Vistos los amos: "Montiui, Víctor .íom" s jubilación". 
Considerando: 

1*) (¿ne el recurso extraordinario concedido a fs. UMi es 
procedente, habida cuenta de (J ue se lia cuestionado en autos la 
inteligencia de normas federales y la decisión lia sido adversa a 
las pretensiones de la apelante (art. 14, inc. :i<\ ley 48). 

2 9 ) Que, en cnanto al fondo del asunto, se debate en autos 
el problema relativo a determinar si el importe del valor locativo 
de la casa-habitación que la institución nanearía recurrente faci- 
litó a su ex-gereute. en distintas sucursales del interior del país, 
inteirra o no e! concepto de "sueldo" ipie éste percibiera, a los 
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efectos de su cómputo para la determinación del haber jubilatorio. 

f't') (¿ue, en tales condiciones, y ni se tiene en cuenta que el 
enr-ío por aportes patronales formulado por la Caja Nacional 
de Previsión para el Personal Bnneario y de Seguros a la apelan- 
te, confirmado por el Instituto Nacional* de Previsión Social y la 
Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, lo ha sido por el 
período comprendido entre el 15 de setiembre de 1344 (feeba de 
videncia del decreto- ley 23.682/44 — publicado en el Boletín Ofi- 
cial el 14-9-44) y el 31 de marzo de l!»4ít (ver resolución de fs. 
1o':í), resulta de aplicación al sub lite la doctrina de Fallos: 
24ó: 70. Debiendo aclararse que, en ese precedente, el Tribunal 
interpretó que el concepto de "sueldo", en el sentido restringido 
de remuneración "fija en dinero" que el empleado percibiera por 
sus servicios ordinarios, a que hace referencia el art. 7°. inc, c), 
dr la ley 11.575, fué ampliado —incluso en lo que respecta al per- 
sonal banca rio— por el decreto-ley 23.082/44, habida cuenta de la 
amplitud del vocablo aludido en la acepción que le atribuye su 
art. inc. d). 

4 11 ) (¿uo, por lo demás, esta Corte Suprema, en el preceden- 
te recordado, dejó establecido que no era de aplicación en la espe- 
cio la jurisprudencia de Fallos : lfi» : 197 —citada por la recurren- 
te en apoyo de su pretensión— la que estuvo referida exclusiva- 
mente a la inteligencia del derogado art. 7 9 , inc. c), de la ley 11.575. 

Por ello y lo dictaminado por el Seíior Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada en lo que ha sido materia del 
recurso. 

Ahistórulo 1). AaXoz de Lamadrid — 

.1 l" 1,1 OviIAXAHTR RlCATlDO Co- 

lomrhes — Esteban Imaz. 



riíMAXO jmo (¡l'KSA [>A v. S. K.L GÜIlítERMO MARTIXGZ y Cía. 

RECt'RSO EX T fí A OítDIXA til O : /teqHtsitoji /jivi/»W. Cuntina f nitral. Cues- 
tión** frderali* ntmftlcjits. iitntustiliuiimalidutl de norman t/ arta* prorinrúrfe». 

í\< pm<edent<- «'I reeuisn extriionlinaHo minuto liíihirndosc sosteniitn ln iti- 
iiplii*iihili<l;td de la ley :t4SO ,),< \ n Pmvinrin de Suntti hY, bajo 1» pivU-ilsiútl 

•5* ••» 1 i'»"» ni ¡»ít. ti7, ¡tic. 11, de ln t'nn»l ítueión Nacional, la rexohiMÓn 

apelada se pronuncia etl ínvor de h\ aplicación de aquélla. 

Pttm ist [as, 

Li adquisición por el ipihíerno Federal di- lucres ett las provincias, con des- 
tino n establecí niii-ntos de utilidad nacional, nn M ¡t?ni f ln tederalimfión de 
los liiiriins adquiridos. La jnr¡*dic<-ión íitii-ja « Jn ietri dación exclusiva queda 
limitada u 1» materia espeidlu-a del establecimiento creado, sin afectar en lo 
demás la potestad política di' la provincia sobre el resto de la vida y de la 



DE JUSTICIA DE LA N'ACIÓN' 



625 



actividad cumplidas en el lugar rédalo, el cual «nÜnua dentro de bus límites 
territoriales. 

JURlSÜÍCCfON Y COMPETENCIA: Competencia nacional Por la materia. 
Cantas ejcrlHHHt* de Ja competencia nacional. 

La aplicación de ln ley procesal provincial del trahajo, en un juicio emer- 
gente de una relación laboral desarrolinda en lagar» adquiridos por la 
Nación a la* provine***, no puede obstaculizar directa ni indi recta mente el 
.1. ....camal dd wtaMnind^gp ponuario. y, por lo tanto, no contraría lo 
dispuesto en el nrt. tit, inc. 27, dt- la Constitución Nacional. 

Cansa* urhtídw de la competencia nacional. 

Son tribunales competente* para conocer en un juicio los que lo eran según 
1=. aprudencia imperante en el momento de trabarse la liliscontestación, 
aunque aquella Imyn cambiado después, orientándose en sentido «puesto En 
consecuencia, toda vez que la jurisprudencia vigente al tiempo de la traba 
de la |,| w consideraba razonable una interpretación restrictiva de loa fines 
t e unlidad pfibhea de los establecimientos nacionales v la consiguiente juris- 
d«m««i leden.l, corresponde a la .justicia del trabajo de la Provincia de 
Santa Fe conocer en la demanda, derivada de una relación laboral dcsarro- 
n la en los puertos de San Urenzo, S f ,„ Martín y «osario, promovida eun- 
lt a una tirina que, ademas, tiene su domicilio en jurisdicción local. 

DlCTAMEÍÍ DEL PftOCl'RADOIt GENERAL 

Suprema Corte: 

En virtud de la doctrina sentada por V. E. en Fallos: 240: 
311» en casos como el sometido a dictamen es competente la jus- 
ticia provincial del trabajo. 

En consecuencia, considero que correspondería confirmar el 
f<illo apelado en cuanto lia podido ser materia de recurso. Bue- 
nos Aires, 6 de abril de 1951*. — fía m Óu Lascano. 



TALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Quesada, Urbano Julio c/ Martínez v Cía. 
Guillermo S. R. L. s/ despido". 

Y considerando : 

V) Que a fs, 2/4 don Urbano Julio Quesada interpone de- 
manda por indemnización por despido y preaviso contra Guiller- 
Martmez y Cía. Ltda., invocando una relación de trabajo entre las 
partes desarrolladas en los Puertos de San Lorenzo, San Martín 
y Rosario. A fs. 6/13 ta demandada opone excepción de incoin- 
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peteucia de jurisdicción, con liase en fallos tle esta Corte Suprimía 
que atribuyen a ln justicia nacional competencia ]>ara euteiuler en 
cansas que versen sobre hechos que han tenido liígftf donde la ju- 
risdicción nacional es exclusiva a saber: un puerto de jurisdicción 
nacional. A t's. 24 ,25 la actora contesta la excepción señalando 
el hecho de que la .empresa demandada está domiciliada cu la 
provincia, por ln que la cau'sa no es alcanzada por la ¡jurispru- 
dencia imperante de esta forte. Producida la prueba, el Juez del 
Trabajo de Rosario sentencia declarándose incompetente (fs. 
14u * il ). Se apoya en la jurisprudencia de Fallos; 230: (iOS, del 
28 de diciembre de 1034* posterior a la traba do la litis, que suce- 
dió el I* de junio de ltí.>3 (véase fs: 22). La Cámara de Apelaeio- 
nes de! Trabajo de Uosario declaró competente al fuero local (fs. 
t.M l."fP) y contra tal decisión se interpone recurso extraordina- 
rio (f^. lo'l H>2) invocándose que: a) a los efectos de la jurisdic- 
ción debe estarse al estado de cosas existente en el momento de la 
traba de ln litis ( Fallos: 44: 187, Ó7: 382; 181: 137; 201: 186; b) 
la jurisprudencia vigente al tiempo de la traba de la litis era la de 
Fallos; 220; 1354? 224: «42 y 2:10; Ii(l8: y de acuerdo a ella corres- 
ponde a í'sta causa la jurisdicción federal; c) en el caso se trata 
de actividades relacionadas con la navegación y el comercio marí- 
timo, por lo que es incompetente el fuero local. 

2 9 | Que el recurso extraordinario es procedente en virtud 
de haberse sostenido en autos la iuaplíeabtlidad de la ley provin- 
cial n v 3480 bajo ln pretensión de ser contraria a la disposición 
contenida en el ai t. 07, ine. 27, de la Constitución Nacional, y ser 
la resolución apelada en favor de su aplicación (arfe 14, ine. 2*, 
ley 4H). 

3 V ) Que esta Corte tiene claramente establecido que la ad- 
quisición por el Gobierno Federal de lineares en las provincias 
con destino a establecimientos de utilidad nacional no significa 
la federa libación de los lugares adquiridos. Que "la jurisdicción 
aneja a la legislación exclusiva queda limitada a la materia espe- 
cífica del establee! miento creado, sin afectar en lo demás la po- 
testad política de la provincia sobre el resto de la vida y de la 
actividad cumplidas en c! limar cedido, el cual continúa dentro 
de mis límites territoriales' 1 ' {Fallos; 240: 311). 

4 V ) Que, {'on arreglo a las precedentes consideraciones, la 
aplicación de la ley procesal provincial del trabajo en este caso 
no puede obstaculizar directa o indirectamente el fin naeionnl del 
establecimiento portuario, y, por lo tanto, no es repugnante a lo 
dispuesto por el art. 0*7, ine. 27, tle la Constitución Xacional. 

•V) Que, también según jurisprudencia de esta Corte, son 
tribunales competentes jmrn conocer en un juicio, los que to eran 
según la jurisprudencia imperante en el momento de trabarse 
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la litiscontestación, aunque aquélla bava cambiado después orien- 
tandose en .sentido opuesto (Fallos; 181: 137). En estos autos 
no se trata solamente de un cambio cu la orientación de la juris- 
prudencia, sino que tal cambio se funda en una modificación de 
la Constitución Nacional. En efecto, los faltos invocados como 
vientes se basaban en el art. 95 de la Constitución de 1949, cuyo 
texto difiere del actual art. 100 de la Constitución Nacional. Por 
lo que cabría la aplicación lisa y llana de la nueva jurisprudencia 
citada cu el considerando 3*), máxime cuando no 'existe pelero 
en autos de que se vulnere ninguno de los intereses que se pro- 
tegen mediante la doctrina de Fallos: 181: 137. 

(>*) Que a ello cabe agregar que la jurisprudencia vigente 
al tiempo de la t ra lia de la litis no prescribía el fuero federal 
para casos como el presente. En efecto, se trataba de los casos 
de Fallos; 220: 1354 y '224: C42, en los que las demandadas tenían 
sus domicilios en lugares de propiedad de la Nación. El heebo 
de tener la firma demandada en esta causa su domicilio en la 
provincia, es suficiente razón para excluir el caso de la jurisdic- 
ción federal, si se tiene presente que al tiempo de la lítiscont es- 
tación también estaba vigente la jurisprudencia de Fallos; 215; 
pO, que consideraba razonable una interpretación restrictiva de 
los fines de utilidad pública de ios establecimientos nacionales 
y la consiguiente jurisdicción federal. 

7 ? ) Que, además, el easo de Fallos: 230: Ü08, por el que se 
declaro la competencia federal para juzgar sobro hecbos acaeci- 
dos en lugares sometidos a la legislación exclusiva del Congreso, 
aunque la demandada no tuviera allí su domicilio, es posterior 
a la traba de la litis y por lo tanto inaplicable. Como se ve, aún 
del análisis de la jurisprudencia invocada por el recurrente sur- 
ge la competencia local. 

S 9 ) Que, finalmente, la jurispmden-iu que cita el recurren- 
te para sostener la incompetencia del fueio local del trabajo por 
tratarse de cuestiones vinculadas con la invegación y el comer- 
cio marítimo (Fallos: 185: 83), ha sido dejada de lado en casos 
posteriores en circunstancias similares a las de autos {Fallo*- 
204: 597; 215: 381; 217: 381). Por lo que tampoco desde este" 
punto de vista podría llegar n ser competente el fuero federal. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se confirma la sentencia de fs. 155/159 en lo que lia sido 
materia de reeurso extraordinario, 

BkXJAMÍX Vtl.LKliAS Basavilbaso — 
AlííSTÓBULO D. AltÁOZ DE La MADRID 

— Ricardo Colombres — Esteban 
Imaz. 
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LUCIO CUERNA* v. MUNICIPALIDAD DE LEONES — e&POTA— 

RB'CURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio*. Cuestiones »o fedérate», 
¡nterpretavián de normas 1/ actos lócale* ni general. 

La cuestión de determinar si el poder administrador, en el caso la Munich 
palidad de Leones, Provincia de Córdoba, ha podido válidamente revocar 
por ante >í el fiiiií ruto de obra pública que la vinculó con )a recurrente 
— dejando u sjiIvo la ¡fusibilidad de ulterior controversia judicial— o si 
lia debido demandar su anulación o revocación mediante acción judicial. 
110 es susceptible de fundar el recurso extraordinario. Ello es así porque lo 
atinente al régimen legal de los municipios pn>vj riciales y el alcance, y límite 
de sus atribuciones, son puntos que se rigen y deciden con arreglo a la 
constitución y leyes lora les. 

RKCURSO EXTRAOlWtXARtO: Reqnisitos propio*, (nestiouc* no federóles 
Interpretación ile normas y neto» heahs en i/eurrai. 

La apreciación hecha en la causa por el superior tribunal de provincia, sobre 
las facultades de una municipalidad local, no configura caso constitucional, 
pues mVIo compromete cuestiones de orden puramente local, siempre <|ite, con 
«n ejemeio. 110 se quebranten garantías individuales y (jne haya sido salvado 
■>] ¡principio ib' un adecuado contralor judicial. En el caso, habiéndose ejer- 
citado ampliamente los derechos que cabían al recurrente, carecen de funda- 
mento los agravios basados en el quebrantamiento de los principios de la 
flll «viabilidad de la defensa en .juicio, de la propiedad y de la división de 
los poderes. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Relnciún directa. Senten- 
cio* ion fnitdumrnto.1 tío federales o fedérale* consentidos. Fundamento* de orden 
¡ocal ;i procesal. 

La sentencia del .Superior Tribunal de Justicia de Córdoba que. por funda- 
mentos de naturaleza uo federal, independientes, adecuados y suficientemente 
amplios como para sustentarla, rechaza la demanda conteneio^oadministrntiva 
interpuesta contra nun municipalidad, tendiente a obtener la Liiconstitiiciona- 
lirinri de la ordenanza local tpie revocó un controlo de obra pública, es 
irrevisible en instancia extraordinaria, porque no ocasiona agravio sustancial 
a las garantías constitucionales de la defensa en juicio y de la propiedad, ni 
vulnera el principio de la división de los poderes que, así, carecen de relación 
directa con lo decidido. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Relación directa. Con- 
cepto. 

Lu procedencia del recurso extraordinario requiere que la cuestión oportuna- 
mente propuesta al tribunal de la causa se vincule de manera estrecha con 
la materia del litigio, de modo que su dilucidación sen indispensable para la 
decisión del juicio, en forma que éste 110 pueda ser fallado —en todo o en 
parte— sin resolver aquella cuestión. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio* Cuestione* no fedérale*. 
Sentencia* arbitraria*. I'riucipi»* ijenendes. 

Corresponde desestimar la taclia de arbitrariedad fundada en la mera eircuns- 
. tancia de no haberse considerada expresamente las cuestiones constitucionales 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓíf 829 
propuestas cuando, no siendo éstas decisivas para la dilucidación del pleito, 

t:z^i^T^L^ de aquélla3 debe mm??m 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Ramios propio*. Catión» no federal**. 
Interpretación de norma, locales de procedimiento. Costa, y honorarios. 

nJT^T* * l T UTSO - «'""binario ri, habiéndose cuestionado los hono- 

zssezñs ¡sai* toda ámi& * — d * * 

h£n??°**J RAO * Di ? A * i0: neti,lisitos ®*#®*» no federal*,. 

Interpretaron de norma, locales de procedimientos. Costas y honorarios. 

Us cuestiones atinentes * la imposición del orden de las costa» v a la deter- 

l£ r d íwT to , d ? 3 r o> í,ada su ,n,ti,raieza pri«5 f 

propias del tribunal de la cansa y ajenas al recurso extraardinoWo 



Dictamen del Procurador i 
)rema Corte ; 



Las disposiciones constitucionales invocadas como funda- 
mentó del recurso extraordinario intentado carecen de relación 
directa e inmediata con las razones de hecho, de dereeho común 
y de derecho publico local, en que se sustenta la sentencia apelada 
que desestimo la acción contenciosoadministrativa deducida t»or 
el recurrente tendiente a obtener la anulación de la Ordenanza 
n* 47 de la Municipalidad de Leones (Provincia de Córdoba). 

La arbitrariedad de ese pronunciamiento, también invocada 
como fundamento del remedio federal, no está, a mi juicio, con- 
figurada, dado ? ue a lo resuelto por el a quo, no le es api cable 
la doctrina de V. E. respecto de ese punto. 

En cuanto a la arbitrariedad de las regulaciones de honora- 
rios contra las cuales también se dedujo el recurso extraordina- 
rio, no autoriza tampoco, en mi opinión, dicho recurso, en razón 
de que la decisión del Tribunal de Córdoba, tiene fundamento 
normativo suficiente ^ hace mérito además de la sentencia ant¿ 

de h 228 * m JmC1 ° SeSUÍd ° entrG lBS mÍSmaS partes < c °P ia 

n„Lf [™ nSU }» r °, que WWjfBmk declararlo mal concedi- 
do. Buenos Aires, 23 de octubre de 1959. - Ramón Lascano. 

FAILO DE LA CORTE SVPREXfA 

Buenos Aires, 28 de diciembre de 1960. 

co nt ^Lr„tt. : .; chcn,y ' Lucio c/ Mnn¡c - * ***** * 
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Considerando: 

1 P J (Jue el Superior Tribunal de Justicia ite Córdoba, me- 
diante sentencia de fecha 12 de junio de 1939 (fs, 187/192) re- 
chazó, en instancia originaria, la demanda coutenciosondminis- 
Irativa interpuesta por Lucio Cherny contra la Municipalidad 
de Leones, tendiente a obtener la declaración de "ineonstítucio- 
naüdad, ilegalidad y nulidad " de la Ordenanza Municipal ti* 47, 
del 2."> de junio de 19")"), por la que dicho municipio revocó el 
contrato de obra pública que lo vinculó al actor. 

Que la legalidad de la ordenanza municipal impugnada 
fué -¡ostentada por el tribunal de la causa, substancialmente, en 
dos razones: a) Kl contrato se hallaba afectado por un vicio de 
magnitud suficiente como para que la Municipalidad pudiera revo- 
carlo en ejercicio de i'.,, -dtades que le son propias: la inclusión 
indebida de una cláusula contractual no prevista en los pliegos y 
bases de ki licitación «pie precedió a la contratación y que importó 
una modificación fundamental a los mismos, l'na ordenanza muni- 
cipal precedente, la n^> 4ÍÍ/19.V), había declarado nula dicha cláu- 
sula y la legalidad de la decisión administrativa había sido reco- 
nocida — con efecto de cosa juzgada — por el mismo tribunal, en 
otra causa sustanciada entre las mismas partes; b) la paraliza- 
ción de lus trabajos por la adjudica ta ria durante más de dos años 
amparándose en la cláusula cuya nulidad declaró la ordenanza 
n 9 4."l, convierte en ilegítima esa inactividad y es, de por sí, motivo 
que justifica la revocación decidida. A más de los fundamentos 
que le son propios, la sentencia recurrida se remitió a aquéllos, 
concordantes, ipie sustentaron el pronunciamiento del mismo 
tribunal en la causa en que se había cuestionado ln validez de la 
ordenanza n 9 43. En dicha sentencia, que en copia obra a fs. 228/ 
L\"!4, se afirmó la competencia del poder administrador para inva- 
lidar la referida cláusula del contrato ,t»h cea tu hit* y se concluyó 
en su nulidad absoluta y manifiesta, valorándose, principalmen- 
te, disposiciones de la ley de contabilidad provincial n* 3363 y 
principios de la ley nacional do obras públicas n 9 13.0(}4, incor- 
porados, para regir como normas contractuales, al contrato de 
obra pública que vinculó n las partes en litigio. 

3*) Contra la sej .encía de fs. 187 192. la actora interpuso 
recurso extraordinario (fs. 193/107) que fué concedido (fs. 199). 
Considera ipie el acto por el que se revocó el contrato que ya 
había tenido principio de ejecución, importa violación de las ga- 
rantías constitucionales de la defensa en juicio, por cuanto la 
autoridad municipal no le dio oportunidad para la defensa y 
prueba de sus derechos, y quebrantamiento del principio de la 
inviolabilidad de la propiedad. H abríase vulnerado, además, el 
principio de la separación de poderes, en cuanto la decisión pro- 
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viene de una Comisión Municipal en ejercicio de facultades pri- 
vativas del Poder Judicial. Invoca los arts. 14, 18, 17 y 19 de 
la Constitución Nacional y tacha, por último, de arbitraria la 
sentencia, por haberse omitido en ella toda consideración de los 
agravios constituciofnaléü puntualizados por el actor en la de- 
manda. La falta de fundamentos sobre la fijación de honorarios 
impuestos a su costa, a los que reputa confiscatorios, sustenta 
otro capítulo de la alegación de arbitrariedad. 

4^) Que habiendo decidido el Tribunal de la causa que la 
revocación unilateral de dicho contrato reconoce causa legítima, 
en mérito' de fundamentos que escapan a la revisión de esta Cor- 
te por la vía excepcional del remedio federal intentado, es evi- 
dente que la mera cuestión de determinar si el poder adminis- 
trador ha podido válidamente revocar por ante sí el contrato 
—dejando a salvo la posibilidad de ulterior controversia judi- 
cial— o si ha debido demandar su anulación o revocación median- 
te acción judicial, no es susceptible de fundar el recurso extraor- 
dinario. Ello es así, porque lo atinente al régimen legal de los 
municipios provinciales y al alcance y límite de sus atribuciones 
son puntos extraños a la jurisdicció.: extraordinaria de esta 
Corte, pues se rigen y deciden con arreglo a la constitución y leyes 
provinciales. En tales condiciones, la apreciación hecha en la 
causa por el Superior Tribunal de la provincia, sobre las facul- 
tades de una municipalidad local, no configura caso constitucio- 
nal pues sólo compromete cuestiones de orden puramente local, 
siempre que, con su ejercicio, no se hayan quebrantado garan- 
tías i tul í vi duales y salvado que haya sido el principio de un ade- 
cuado contralor judicial —doctrina de Fallos: 228: 713; 230 : 270; 
233: Vil; 234: 103; 237: 221; 239: 219; 243: 83; 285 y otros—. 

.V) Que la precedente conclusión es válida en el snb lite, en 
el (pie el trünmnl de la cansa ha afirmado la competencia del 
municipio con la reserva de que el acto unilateral qne de ella 
emanó es exainiuable, en definitiva, por el órgano judicial corres- 
pondiente, contralor que, habiéndose ejercitado ampliamente en 
autos, priva de fundamento a los agravios de la recurrente basa- 
dos en el quebrantamiento de los principios de la inviolabilidad 
de la defensa en juicio, de la propiedad y de la división de poderes. 

(> 9 ) Que esta Corte tiene declarado que para la concesión 
del recurso extraordinario se requiere que la enesttón oportuna- 
mente propuesta al tribunal de la causa se vincule de manera 
estrecha con la materia del litigio, de modo que su dilucidación 
sea indispensable para Ja decisión del juicio en forma que éste 
no pueda ser fallado — en, todo o en parte — sin resolver aquélla. 
Que así. cuando, como en la especie, el pronunciamiento apelado 
se apoya en fundamentos de naturaleza no federal independien- 
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tes, adecuados y suficientemente amplios, como parn sustentarlo, 
ello priva a la Corte Suprema de jurisdicción para revisarlo 
(doctrina de Fallos: 190: 368; 144: *); 133: 598, entre otros). 
Porque fio existiendo agravio sustancial a las cláusulas constitu- 
cionales invocadas, ellas carecen de relación directa con lo resuel- 
to, en los términos del art. 15 de la ley 48. 

7 9 ) Que, por aplicación de estos mismos principios, debe 
ser desestimada la tacha de arbitrariedad fundada en la mera 
circunstancia de no liaberse considerado expresamente las cues- 
tiones constitucionales propuestas al a quo, pues no sólo no apa- 
recen como decisivas para la dilucidación del pleito, el que ha 
sido fallado en mérito a fundamentos de hecho y derecho local 
suficientes para sustentarlo, sino que, conforme a reiterada juris- 
prudencia de esta Corte, la omisión de pronunciarse respecto de 
aquéllas debe interpretarse como una decisión implícita en con- 
trario (Fallos: 113 : 429; 158: 183; 194: 284; 234 : 568). 

8?) Que, en lo concerniente a la regulación de honorarios, 
la impugnación de confiscatoriedad carece de toda demostración 
concreta. Por lo demás, los fundamentos invocados en la sen- 
tencia para la imposición del orden de las costas y determinación 
del monto, son de por sí suficientes para desestimar el recurso 
extraordinario en una cuestión que, por principio, dada su natu- 
raleza procesal, es propia del tribunal de la causa y ajena a la 
jurisdicción extraordinaria de la Corte (doctrina de Fallos: 243: 
44; 244: 10 y muchos otros). 

En su mérito, y lo concordante mente dictaminado por el Sr. 
Procurador General, se declara improcedente el recurso extra- 
ordinario concedido a fs. 199. 

Benjamín* Villegas Basavilbaso — 
pEono Aberastl bv — Ricardo Co- 
lombios — ESTEBAX IMAZ. 



CIRIACO FE R REY KA v Oraos v. S. A. BUKQE v BORN Lita, t Otros 

CONSTITUCION NACIONAL: Detecho* »/ garantí**. Igualdad. 

La existencia de fallos contradictorios con relación a nna situación jurídica 
similar, no implica quebrantamiento de la garantía constitucional de la igual-' 
dad» toda rez que esta no obsta a la desigualdad de hecho que deriva de la 
interpretación de Ta ley, cuando ella es la consecuencia natural e inevitable 
del ejercicio de la potestad jurisdiccional que corresponde a los diversos 
tribunales del país, sean nacionales o provinciales, al aplicar la ley conforma 
a su propio criterio. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Cationes ,„> MeraUs 

iMterpretttown tte normas y arlus comunes, WWMWL 

Es improcedente el recurso extraordinario respecto fie la sentencia rme con- 
fien!, a pagar *j jonml correspondiente a la octava hora nocturna eumpHda 

al derogar el flrt . ¿2 del decreto 562 del 31 de diciembre de 1930, excluyó 
12? gg? ****** nl Hwrliiu.0, fluvial y portuario, de la exceí>- 

ntupretaoon de normas ronm,,» «jue, ..jerrida sin arbitrariedad, e 3 
ajenn a la jurisdicción extraordinaria. 

Dictamen* del Procurabob Gexeíial 
Suprema Corte: 

La primera de las cuestiones sobre cuva base el apelante 
m enta la apertura de la instancia de excepción, esto es, ll vi¿! 
culada con la garantía constitucional de la igualdad, no resulta 
idónea a aquellos efectos pues reiteradamente tiene declarado 
I: *¡ j-f n ? importa violación de la citada garantía el hecho 
de que los tribunales de justicia, nacionales o provinciales al 
ap icar las leyes de carácter común en el ejercicio de su po es- 
nn. ir^ 1 " 1 * ,lt ?ÍP reten !f s mm ^ forma diferente para 
otros) 00 J undlca » imúai (Fallos: 233: 173 y 183, entre 

.o™ En 1° qDe S ° refiere al reatflnt * agravio articulado por el 
recurrente, pienso que para su consideración resulta fundamen- 
tal establecer previamente cual ha sido la inteligencia asignada 
por el a quo a la ley 11.544 en orden a lo que ha sido maTeria 
Staír? ■ "Hj*! 1 ae de e , 8a interpretación dependerá la efet> 
r\ i i i in8U í 8,S ít I « ,a de la in 'P u ^a«ón Je ineonstitueionali- 

23á¿ÍE££3L&C m t0Tmul * por entend "' 

Evi ^ n J em ™te, la cuestión que aeabo de mencionar no apa- 
rece explícitamente resuelta en la sentencia apelada. Sin embar- 
go, y a mi juicio, de la forma en que ha sido decidida la causa 
se desprende que en opinión del juzgador las disposiciones de 
la ley ll.o44 no abonan las pretensiones de los actores. 

Extraigo esta conclusión de la circunstancia de que el fallo 
en recurso ha rechazado los reclamos correspondientes al período 
anterior a la sanción del decreto 13.943/44. En efecto s se 
entend.era que el a quo admite que la citada ley acuerda a los 
accionantes los derechos que reclaman, aquel rechazo aparecería 
injustificado pues, trente a tal interpretación de la ley, la norma 

^AA^^^^? 3 8ñ0 1944 (art * 32 *» decreto 
562, de fecha 31 /XI 1/30) no hubiera podido ser causal suficiente 
para desestimar dichas pretensiones. «unciente 
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Ahora bien; admitido que el a quo lia interpretado la ley 
11.544 en el sentido de que los actores no están amparados por 
el límite de jornada laboral que ella establece — o, lo que es 
igual, que los accionantes están incluidos en la excepción del 
art. 3*, inc. a), de aquélla — no cabe sino pensar que al nacer 
lugar a parte de sus reclamos sobre la base de lo que dispone 
el decreto 13.943/44, y sólo a partir de la fecha de su sanción, 
ha acordado al mismo el alcance de una disposición modificatoria 
de la ley. Lo cual demostraría, a su vez, que en el dictado de ese 
decreto el Poder Ejecutivo ha excedido sus facultades regla- 
mentarias. 

En este orden de ideas, estimo justificado el agravio del 
apelante y por lo tanto, pienso que correspondería revocar la 
sentencia apelada en cuanto ha podido ser materia del recurso. 
Buenos Aires, 28 de abril de 1058. — Sebastián Soler. 

FALLO DE LA CORTE Sl'PREMA 

¡t 

Buenos Aires, 28 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Ferreyra, Ciríaco y otros c/ S. A. Bunge 
y Born Ltda. y otros «/ horas extras". 

Y considerando: 

1*) Que la sentencia recurrida de fs. 1O28/103S declaró 
que parte de los actores — serenos de embarcaciones amarradas 
en el Puerto de la Capital Federal— tenían derecho a percibir 
el jornal correspondiente a la octava hora nocturna cumplida 
con posterioridad a la sanción del decreto 13.943/44, en razón 
de que éste al derogar el art. 32 del decreto 5fi2 del 31 de diciem- 
bre de 1930, tuvo por efecto excluir a los serenos afectados al 
servicio marítimo, fluvial y portuario, de la excepción prevista 
en el art. 3*, inc. a), de la ley 11.544 con respecto a los denomi- 
nados " empleos de dirección o de vigilancia" y que, por lo tanto, 
el personal referido debía reputarse comprendido, desde enton- 
ces, dentro de las prescripciones generales de dieha ley referentes 
a la duración de la jornada de trabajo, vale decir, a la de ocho 
y siete horas, respectivamente, para trabajos diurnos y noctur- 
nos. En consecuencia, condenó a las entidades demandadas a 
pagar, en forma normal, los jornales correspondientes a la l 1 ara 
nocturna trabajada con exceso al límite legal. 

2?) Que a fs. 1048 interpuso recurso extraordinario el re- 
presentante de las compañías que se mencionan a fs. 1049 (pun- 
to V), invocando a tal fin los siguiente fundamentos: 1) la 
sentencia quebranta la garantía constitucional de igualdad ante 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN §33 



i* 1 ,! ?"'. 611 cua » t0 desconoce ]a existencia de pronunciamientos 
judiciales contemporáneos a ella (J «e, interpretando los mismos 
textos legales, arriban a una conclusión distinta; 2) acuerda 

SMS t ■ 0Cret °^ (iU °' al ha,,ei " 61 sentido 

leí art. % me a ), de la ley 11.344 con excepciones redamen- 

tanas es violator.o de a norma contenida en el art. 86, inc. 2), 
de la Constitución Nacional. '* 

3») Que esta Corte tiene resucito que la desigualdad fun- 
dada en la existencia de fallos contradictorios no implica que- 
brantamiento de la garantía constitucional de la igualdad, toda 
m m «*a no obsta a la desigualdad de hecho que deriva de 
ta m erpretacion de la ley en una situación jurídica semejante, 
cuando es la consecuencia natural e inevitable del ejercicio de la 
potestad jurisdiccional que corresponde a los diversos tribuna- 
Jes del país, sean nacionales o provinciales, al aplicar la lev 
conforme u su propio criterio (Fallos: 233: 173; 235 ¡140; 236- 
(..6. entre otros). En su mérito, corresponde desestimar el pri- 
mer agravio planteado, y así se declara. 

4 ? ) Que, en cuanto al segundo agravio, cabe observar oue 

itTV^ti? Se Hm ! tÓ a ílGl ^ ar 32 del decreío 

de fecha 31/12/30 que reglamentaba la jornada de trabajo de 
los serenos afectados al servicio' marítimo, fluvial v portuario, 
sin establecer ninguna norma en reemplazo de la q*ue se abro' 

jornada laboral de dichos trabajadores, por lo que, a efecto de 
dilucidar cual es la jornada que les corresponde, el intérprete 
debe recurrir directamente al examen de los preceptos de la lev 
11.044 y decidir conforme a ésta y Jas constancias de autos si 
es de aplicación, o no, la excepción contenida en su art. 3», inc a) 

Corte ° S ° Íen ° * ' a jurif,aieción «^«ordinaria de esta 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 

m^*¡¡¡®m improcedente el recurso extraordinario concedido 
a ís. KHJO. 

Amstóbi-lo D. Aráoz DE JjAMADRID 

Pedro Aberasturt — Ricardo 
Colomrres — Esteban Imaz. 
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ELENA MARGARITA OIOIA v. MAGDALENA GIOIA de GARRIS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* formales, hiterposición del re- 
curso. Quienes pueden interponerte 

Si bien el ministerio fiscal, por vía de dictamen, puede proponer en los 
autos cuestiones federales y deducir, en su oportunidad, el recurso extra- 
ordinario, no Je incumbe hacerlo supliendo la actividad de loa litigantes, con 
relación a una sentencia consentida por las partes y en materia que, como 
la referente a uso indebido de nombre o marea de comercio, sólo afecta el 
interés privado. 




Suprema Corte : 

Comparto el criterio sustentado a fs. 222 por el Sr. Fiscal 
de Cámara, y a fs. 230/232 por el vocal que vota en segundo 
término. 

En el juicio se trata de decidir si de acuerdo con la ley 3975 
las pretensiones que la actora funda en ella deben ser o no aco- 
gidas, lo que hace al fondo del asunto y no a la competencia 
del tribunal. 

Y como en consecuencia la decisión deberá fundarse en la 
inteligencia de la citada ley 3975, cuya aplicación incumbe a la 
justicia federal, estimo que corresponde revocar el fallo apelado 
en lo que ha sido materia de recurso. Buenos Aires, 9 de diciem- 
bre de 1959. — Ramón Lasca no. 

FALLO DE LA CORTE SVPREMA 

Buenos Aires, 28 de diciembre de 1960. 

Vistos los autos: "Gioia, Elena Margarita c/ Gioia de Ga- 
rrís, Magdalena s/ uso indebido de marca". 

Y considerando: 

Que la sentencia de fs. 226 ha sido consentida por los inte- 
resados en el pleito y apelada solamente por el Fiscal de Cámara. 

Que la referida sentencia declara incompetente a la justicia 
federal en el pleito, por no encuadrar el caso de autos en el 
ámbito rcjrlndo por la ley 3975. En cuanto la actora fundó su 
derecho precisamente en la ley cita la, lo resuelto equivale a la 
declaración de la improcedencia de la demanda deducida por uso 
indebido de nombre comercial. 

Que si bien el ministerio fiscal puede, por vía de dictamen, 
proponer en los autos cuestiones federales y deducir, en su opor- 
tunidad, el recurso extraordinario, no le incumbe hacerlo su- 
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pliendo la actividad de los litigantes -Fallos: 390 : 389 v otros- 
m prcsc.nd.eudo de la extinción del debate, que slo Afecta 1 

áwracta Pn * ***** 7 q ™ COnWeríc Ia ene st ion en 
Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene, 
ral, .obelara ..«procedente el recurso extraordinariTconS 

Bf.xjamín Villeoas Basay.lbaso — 
Ahistóbulo D. Ait.voz de Lamadrid 
— Julio Oyhaxa.ite — Ricardo 

COLOMBHES — ESTEBAN ImaZ. 



Ll'QUE GAIÍCIA 
RECURSO DE AMPARO. 

RECURSO DE AMPARO. 
RECURSO DE AMPARO. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte; 

rrecdonáTF^i ü^f^ e J en ] ° C ™i»*l 7 Co- 

rreccional Federal n» 1 la demanda de amparo que encabeza estaa 

actuaciones a rafe de la incautación de un autoroóva l de?u nro! 

piedad llevada a cabo por una Comisión EmSSÍuLSÍ 

f^mmm^^^ - « 

fué -» esta decisión 



~, A ...... ,-~r>? T *psc»- • ■• • •ngpgj&i.- '«■■■■pp''' 



>** FALLOS DE LA COKTE SLTBEMA 

Contra el pronunciamiento de esta última el interesado inter- 
puso recurso extraordinario, que a mi juicio es procedente por 
haberse invocado en él la garantía constitución ni de la propiedad 
y ser la sentencia apelada contraria al derecho fundado en la 
misma. 

En cuanto al fondo del asunto, el Fisco Nacional actúa por 
intermedio de apoderado especial, a quien le ha sido notificada 
la providencia de autos (fs. 35). Buenos Aires, 6 de mayo de 
1960. — Ranún Lasen no. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. 30 de diciembre de 1060. 

Vistos los autos: "Laque García, Gustavo Francisco s/ 
recurso de amparo". 

Considerando: 

P) Que la presente demanda de amparo ha sido iniciada 
contra el Administrador de la Aduana do la Capital, al que se 
le atribuye mantener secuestrado el automóvil marca Chevrolet, 
-tipo "Impala", n* de motor "F58T" 245.020, perteneciente en 
propiedad al actor, no obstante las "reiteradas presentaciones" 
de éste. Tal circunstancia, según se pretende, comportaría vio- 
lación de la garantía prevista en el art, 17 de la Constitución 
Nacional (fs. 1/2). 

~ v ) Que la Cámara a quo desestimó la demanda promovida 
(fs. 25/26), revocando así el pronunciamiento de primera ins- 
tancia (fs, 9/10), con motivo de lo cual el interesado interpuso 
recurso extraordinario (fs. 29/30), que le fué concedido (fs. 32). 
La apelación hállase fundada en el aserto de que, al declarar 
que el art. 199 de la ley 14.792 no es aplicable en el sub lite, la 
sentencia de fs. 25/26 desconoce, en perjuicio del actor, la correc- 
ta inteligencia de la mencionada norma federal. 

3") Que el vehículo sobre el que versan las actuaciones fué 
introducido al país merced a una autorización de "importación 
temporal" concedida por el Director Nacional de Aduanas el 
día 11 de abril de 1953, de conformidad con el régimen del 
decreto 18.910/50 y el art. 114 del decreto reglamentario de la 
ley 11.281 (T. O.), habiéndose resuelto expresamente que dicho 
vehículo podría permanecer en plaza hasta el 15 de febrero de 
1959 (fs. 4 y 10 del expediente agregado 590.361/57), 

4 9 ) Que, al acogerse a ese beneficio el interesado suscribió 
el compromiso exigido por las disposiciones pertinentes y, en 
consecuencia, autorizó a la Dirección Nacional de Aduanas a 
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ejercer las facultades del decreto 18.910/30 — particularmente 
las de su art. 3* — para el supuesto de que la salida al exterior 
del automóvil «o se produjera "dentro del plazo fijado para su 
permanencia en el país'* {fs. 11 del mismo expediente). 

5») Que, con posterioridad, la Comisión Especial Investi- 
gadora de Supuestas Maniobras de Contrabando — designada 
por la Cámara de Diputados do la Nación — , que había secues- 
trado el automotor, lo puso a disposición del Administrador de 
la Aduana de la Capital el 11 de diciembre de 1958 (fs. 3 del 
expediente 505.312/59), dando cumplimiento así, a la orden judi- 
einl dietada a raíz de una anterior demanda de amparo, que 
oportunamente iniciara el propietario. Ello permitió que esto 
último se presentara ante la autoridad aduanera peticionando: 
a) la entrega del vehículo (fs. 3 del expediente agregado núm. 
472.175/58) y h) la prórroga del plazo inicialmente fijado a la 
"importación temporal" (fs. 1 del expediente agregado núm. 
50,1.312/59). La segunda de estas peticiones fué formulada con 
fecha 17 de febrero de 1959. 

O 9 ) Que, ante esa doble solicitud, la Asesoría Letrada de 
la Dirección Nacional de Aduanas, cuyo dictamen fué requerido, 
sostuvo que debía disponerse "la cancelación de la permanencia 
del vehículo en el país" e intimarse "su salida a breve plazo", 
debido a nue, con arreglo a las comprobaciones de la Comisión 
Especial Investigadora, hallábase acreditado que el automotor 
había sido desfinado "a un uso comercial por una tercera per- 
sona que financiara su ingreso al país", con lo que resultaba 
desvirtuada la finalidad tenida en vista por el decreto 18.910/50 
y el art. 114 del decreto reglamentario de la ley 11.281 (fs. 4 del 
expediente agregado 472.175/58). 

P) Que la Cámara a qno funda su decisión, adversa a las 
pretensiones del actor, en la afirmación de que la autoridad 
aduanera ha ejercido facultades propias e iniciado un procedi- 
miento administrativo — motivado por las peticiones de que se 
hizo mención en el considerando 5*— que cuenta con la inter- 
vención y la conformidad del apelante. 

S 9 ) Que una y otra circunstancia son bastantes para deci- 
dir el rechazo de la demanda interpuesta. En efecto, como se 
desprende de los antecedentes relacionados, las modalidades de 
la presente contienda judicial, tienen semejanza, en punto a la 
improcedencia de la acción de amparo, a las que esta Corte tuvo 
ocasión de examinar en la causa "Príce, Bernardo v. Nación 
Argentina" (Fallos: 245: 50). Así lo evidencian las constancias 
de autos, de las que surge que la medida de secuestro contra 
la que se dirige el amparo posee la base de sustentación que le 
suministra el art. 3* del decreto 18.910/50, cuya vigencia en el 
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caso luí sido consentida por el interesado y lia dado origen a un 
procedimiento administrativo dentro del cual es posible hacer 
valer todas las defensas y pruebas que se estime oportunas. 
Resulta obvio, entonces, que las pretensiones del apelante no han 
podido ser planteadas mediante el ejercicio de la acción sub exa- 
mine. Ello, por la doble razón de que no hay amparo cuando la 
ilcgalidadgdel acto impugnado no «parece manifiesta e induda- 
ble (Fallos: 243: 35, 50 y 2Cí), entre otros) ni tampoco cuando 
existe otro remedio previsto por el legislador para la tutela del 
derecho que se dice vnlticnuio (Fallos: 245: 41, 3U y los allí 
citados), 

íl*) (¿ue, por tanto, como surge de lo expuesto, es correcta 
la conclusión de la Cámara a (pío relativa a la inaplicabilidml 
en la especie, del art, ]!M) de la ley 14.7¡*2, acerca de cuya debida 
inteligencia, pues, no cabe emitir pronunciamiento alguno. 

1U V ) Que, en efecto, con arreglo a la jurisprudencia de esta 
Corte, el objeto del recurso de amparo es la tutela de los dereehos 
humanos tales como ellos lian sido incorporados a la Consti- 
tuciúu Nacional — Fallos: 243: 433 y otros — . De consiguiente, 
la interpretación debatible de una disposición legal no es materia 
propia de la acción intentada. 

ll?) (¿ue basta» por tanto, la comprobación de que el artícu- 
lo cuestionado — 1ÍW do la ley 14.7U2 — es susceptible de inter- 
pretación, en los términos de la practicada por el tribunal recu- 
rrido en el precedente a que su fallo se remite, para que la 
demanda de amparo deba ser desechada. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se confirma la sentencia apelada de fs. 25/26 en cuanto 
ha sido materia del recurso extraordinario. 

Julio Oíhaxarte — Pedro Aberas- 
tuhy — Ricardo Colombres — 
Esteban Imaz. 



CARMEN' ROSA CARLE IIUERGO t Otkas v. GERONIMO 
J Al" R EGl'IBE K H Y 

CONSTITUCION NACIONAL: Conlrol de constitvwnalidad. Facultades del 
Poder Judicial, 

Los jueces, por vía tle principio, no pueden declarar de oficio la incoitsti- 
tucionalidud de las leyes nacionales vigentes (*). 



(l) 30 de diciembre. Fnllos: 190: 112 ¡ 199: 466; 204: 671; £31: 335. 
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Porretti, Antonio — *uc. — r' Do Piro, Juan 
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8. A. Cía. Argentina de Edición** y Publicidad 

— en »q- — , y otr.e (Z.^ R«n,Au. y otro. 
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B. A. Cl. de Hec.ro. Oaanralaa 
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8. Á. Crúi Alia: p. 44. 
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p. 306. 

Sor. de Re«p, Ltda. Suquia (Nación c ): p. 
)*17. 

Sor. fie Jtetp. Ltiln. Tatti lino* r Moroco. 
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Lando y Cía. r ) : p. 447. 



NOMBRES DE LAS PARTES 



849 



Trico Francia. B. A. (Arte. Koaa Carolina Ja- 
cob de ti: p, 41. 
Troialio, Andrea: ji. 56. 
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p. 443. 
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suficiente q«e el beneficio de cuya acumulación se trata provenga de organismo» 
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7cZ ÍE , ,ne0 T? d °, í,i8te,11,, de establecido ,>or el 

faTv iín76 7 4e '/ a r < * de f r dan,ento »«™«™ >■ «o P«ede ser inferida de 
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Jubilación*, y peniionea iuoíoiuUm. 

2. La disposición del art. 38 de la ley 11.110, modificada por la ley 13.076. 
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Í'SS ^ b ¿" rton 1 oto u r ?» d ' 1 P°/ '* Caja de Retiros. Jubilaciones y Pensiones de 
íe ° tm *' j ubilaíi ™ ord ¡n»ria con arreglo al régimen 

de la le. 4349. En consecuencia, corresponde mocar la sentencia de la Cámara, 
i™!!! L A ^ lHCl0 " M - de ' T!?»»jo que declara que el límite de compatibilidad 
de ambos beneficios (m*n. 3.000, de acuerdo con los art*. 29 de la ley 14.370 v 
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tarse de prestaciones otorgadas por Cajas u organismos no incorporado» al siste- 
ma de reeiproetdad del decreto-ley 9316/46, respecto de los cuales cabe, a juicio 
de la Cámara, admitir la acumulación ilimitada; p. 33, 



militara. 
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el caso en que se trata de acumular una jubilación otorgada por la Caja del 
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autoridad administrativa: p. 760. 
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Ju*cpí a; .luriiuliccidn j competencia, 21. 22. 24, 33; Le ( ..l,riín romin. 1. 3: Ley. 2, 7, 10; 
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JnH|««Ua por iavalide»; 18. 
JntanwU* y peaaloa: 18. 
JMM! 1, 5, 47. 
/nagas de inr: 34. 
Jaldo erbniaal: 15, 16, 45. 
Juta. Nacional de Recuperación Patrimo- 
nial: Sí. 
Jnriadleeioa j competencia; 14. 
Jariapredeaci* contradictoria 38, 3». 
Joatkla federal: 45. 

¡ 6. 

mm imponibles: 16. 

Ufi 27. 

Leyes previ ocíale*: 11, 13. 
Libertad de imprenta: 25, 26, 27, 28, 30, 
32. 

Libertad de prensa: £0, 
Libertad individual: 45. 
Límite* de la jurisdicción del tribunal 

apelada: 23. 
Loeaelóa de eo.aa: 10, 33, 44. 
Lotería; 33, 34. 
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Nombre: 41. 
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Orden público: 23. 

Partea : 21. 
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Peligrosidad: 16. 
Poder de policía . 4, 6. 
Poder Ejecutivo: 5. 
Poder Judkial: 6. 
Poder Legislativo: 4. 
Prealdeato de U Nación: 17. 
Procurador: 46. 
Prorroga de loa contrato* de 

to: 40. 
Provincias: 4. 
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Baiantbtlldnd de la ley: 4. 
Reconvención: 10, 53, 44. 
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Secuestro de accione*; 30. 
Sindicato* : 5. 
Sociedades anónimas: 25. 
Snraario criminal: 15, 45. 
Suplencia del derecho: 11. 




1. Sólo la respetuosa observancia de] "Estado de Derecho", en cuanto supone 
un Estado tuyas potestades bou limitadas y se hallan sujetas al deslinde de com- 
petencias fijadas por la Constitución, garantían ana estabilidad calculable de las 
relacionen entre gobernantes y gobernados. Por el contrario, de un gobierno que 
entraman la arbitrariedad y se coloca fuera de la Constitución, sólo cabe esperar 
la anarquía o la tiranta, con sus ominosos, multiformes y esencialmente impre- 
visibles excesos represivos: p. 291. 



Control do coMtitoxkmfclidad. 

JMlefaL 



2. El control de constitueionalidad por parte de ,1a Corte muestra el más alto 
grado cuando, ajusfándolo a las normas vigentes, señala el camino que impone 
a los demás en nombre de la Constitución y asegura, de ese modo, la certeza, de 
las relacione» jurídica? (Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis Marín Boffi 
Boggero) : p. 189. 

3. Los jueces no pueden declarar de oficio la inconstítuoionaltdad de las leyes 
nacionales vigentes : p. 702. 

4. Los actos del Poder Legislativo Nacional que impliquen apartar determina- 
das instituciones de la esfera del art. 67, inc. 11, de la Constitución Nacional, 



CONSTITUCION NACIONAL a(l 

por ¿ton** de poljcU, de fomento, de prosperidad, de paz social o, « general, 
* : bien común, está» sujetos a control judicial destinado . asegurar su razona 
bdidad y a impedir ove mediante ellos se restrinjan indebidamente las facultades 
jurisdiccionales de bu proviaeiss, que son inherentes al concepto jurídico de auto- 
nomía y cuyo resg«rdo representa nn deber indeclinable de la Corte: p. 78L 
o. Si bien ciertas metí idas del poder administrador anejas al estado de «tío están 
sujetas a control judicial de razona bilidad, ello no implica que los jueces puedan 
sustituirse a los órganos administrativos en la apreciación de la conveniencia o 
inconveniencia, del «cierto o error de tales actos: p. 800. 
6 ' P ° r ™ ntro1 jodie»! de razona bil i dad, en orden al poder de policía y al ampa- 
ro, ha de entender tan sólo que las medidas utilizadas por ta autoridad pública 
deben ser propomonalntente adecuadas a los fines perseguidos por el legislador. 
Toda Tez que esa adecuación exista, es decir, siempre que el acto estatal restric- 
tivo no aparezca como patente y arbitrariamente desproporcionado con relación 
a los fines del art 23 de la Constitución Nacional, la revisión judicial de ese 
acto será improcedente: p. 800. 

IL^ J ÍT"; Ví * * P rin 1 d P io » ™ P"*den Clarar de oficio la íneonstitu- 
cionalidad de Jas leyes nacionales rigentes: p. 840. 

D«f«Ím» f ftrantía*. 



*• . U fsrantia de la defensa en juicio requiere indispensablemente -^en cual- 
quier clase de juicios— que se oiga al acusado y, además, que se le dé alguna 
oport -mdad pan producir la prueba de descargo de que quiera valerse: p. 85. 
Principia* gtneralei. 

9. Tanto de las normas que regulan las funciones de la Comisión Liquidadora 
de bienes transferidos al Estado Nacional, cuanto de la naturaleza de la medida 
apelada -dignación como depositarios de algunos bienes a los representantes 
del interdicto— surge una situación que, interpretada del modo más adverso para 
las pretensiones fie la Comisión, sería de duda acerca de la posibilidad de actuar 
en a defensa judicial de los importantes intereses morales v materiales confiados 
a ella; en tales condiciones corresponde aceptar la tesis favorable a la garantía 
constitucional de Ja defensíi en juicio (Voto del Señor Ministro Doctor Don 
Luis María Boffi Boggero) : p. 189. 

Procedimiento y *r ntrmria. 

10. La reconvención, como forma de hacer efectiva, dentro de un proceso va 
iniciado, una acción del demandado frente al actor, con independencia de la dedu- 
cida por este último, no constituye requisito de ta garantía constitucional de ]. 
defensa en ^aicio. La prob.bición de reconvenir en los juicios de desalojo (art. 40 
de la ley 11.924, modificado por el art. 26 del decreto-lev 23.388/56) no obsta 
a que el demandado sea oído, ni impide que haga valer sus pretcnsiones en otro 

JUICIO' 

En consecuencia, si el recurrente no acredita una efectiva privación o restricción 
sustancial de la defensa, el agravio fundado en aquella prohibición no sustenta 
el recurso extraordinario: p. 31. 

11. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia de la Suprema 
™ e Mendoza que declara la inconstitucionalídad del decreto-ley provincial 
1020/58, tundada en razones de hecho y de derecho local. No importa que ta 

™Si*?A í" y i ,° ?° r Un ?, ™ff n 110 imo « d * P° r "« P«rtes, oída» coa 
amplitud en el caso, desde que ello sólo significa el ejercicio de la facultad judi- 
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cial de .suplir el derecho y no constituye, por lo tanto, violación de la garantía 
constitucional de la defensa en juieio : p. 46. 

12. Es materia ajena a la garantía constitucional de In defensa en juicio «1 
error en que pueda haber incurrido la Suprema Corte de Mendoza al valorar 
el informe expedido por el Instituto de Investigaciones Económicas y Tecnológica» 
de esa Provincia, en apoyo de la sentencia en que declara la ineonstitueionalidad 
del decreto-lev provincial 1020/58: p. 4o, 

13. La "reformatio in peius" se vincula con el agravio del apelante y no con el 
acierto del fallo. Y no es racional la alternativa de consentir la sentencia conde- 
natoria o «ponerse at aumento de In sanción en la alzada; p. 125. 

14. El principio según el cual la' falta de recurso acusatorio impide agravar la 
penn reconoce jerarquía constitucional; el pronunciamiento que desconoce ese 
principio adolece de invalides, porque ha «ido dictado sin jurisdicción, y con- 
traría U garantía contemplada en el art. 18 de la Constitución Nacional. En 
consecuencia, corresponde revocar la resolución del tribunal de alzada «me, consi- 
derando que el Juez de Faltas del Trabajo de la Provincia de Buenos Aires había 
aplicado erróneamente la escala.de la ley 11.273 (modificada por el decreto-ley 
15.243/56), reformó oficiosamente el pronunciamiento que imponía al recurrente 
ntfn. 30,000 de multa, elevándola a mín. 60.000: p. 125. 

15. El art. 38 del Código de Procedimientos en lo Criminal no impide el ejer- 
cicio del derecho de defensa : p. 203. 

16. Es dudoso que el principio que expresa la regla "non bis in ídem se vea 
nfectado por la circunstancia de que la peligrosidad del imputado, a. los fines del 
juzgamiento del delito de homicidio, se haya contemplado teniendo en cuenta la 
comisión posterior de otro delito (en el caso, el de lesiones graves imposibles, 
perpetrado inmediatamente después). Tal posibilidad, a ¡semejanza del agravante 
que puede derivar de la comisión de un delito anterior, es extraña al Ambito de la 
tutela constitucional: p- 232. 

17. No existe agravio a la defensa en juicio por el hecho de que el proceso ins- 
truido a un ex Presidente de la Nación por malversación de caudales públicos, 
en el que se denegó la amnistía pedida, se huya originado en actuaciones de la 
Comisión Nocional de Investigaciones. Tal alegación carece de tnisecmlencia 
jurídica por ser ajena a lo decidido por la Cánmra, sobre la base de resoluciones 
dictadas por el juez de la causa: p. 41)9. 

18. Es iurisprudeucin de In Corte Suprema que, para que proceda el recurso 
extraordinario fundado en la violación de la defensa en juicio contra la sentencia 
que deniega la jubilación por invalidez sobre la base de que no se lian cumplido 
lo* requisitos exigidos por la ley, debe mediar desconocimiento de las reglas 
normativas de la prueba. Pero el recurso no procede cuando, luego de considerar 
lan pruebas aportadas por ln recurrente y las conclusiones expresadas por lo» 
médico* del Instituto Nacional de Previsión Social, el fallo de la Cámara esta- 
blece que no se han comprobado los extremos necesarios para acordar el bene- 

19. '° U jurisdicción de apelación de los tribunales de alzada esta limitada por 
la extensión de los recursos concedidos para ante ellos y su extralimitación, impo- 
niendo una multa de mayor monto que la apelada por el condenado, importa 
agravio a las garantías de 1« defensa en juieio y de la propiedad: p. 612. 

SO. Existe arbitrariedad y violación de la defensa cu juicio si la recurrente, al 
solicitar su inscripción como afiliada al régimen «leí decreto-ley 13.937/46, ofreció 
el testimonio de veinte testigos que depusieron respondiendo a un cuestionólo 
tipo y cuva imparcialidad no se ba objetado, y el Instituto Nacional de Previsión 
Social dictó pronunciamiento denegatorio basado en la insuficiencia de esa prue- 
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I 1« ríl «fV«P^f* £ Corresponde, en consecuencia, revocar el fallo 
de Ja CAm-ra Nacional de Apelaciones del Trabajo que confirmo la decisión 

Í Tm 7 " eattSR l>nra rM "° ltfl wnÍom ' 8 Predio: 

21. La sentencia que decide el cese de la intervención en el juicio de amenes 
fueron tenidos por parte mediante «solución firme, viola la garantía de la defensa 

W¿!ST S n * *? ^"íi* «ttWfe (Voto del Señor 

Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boggero) : p, 664. 



Si* ^'í* .** ^ .mpugnneión de una tasa, por considerársela eíhorbitante, 
sólo puede juzgara desde el punto de vista de su posible carácter confiscatorio 
corresponde confirmar la sentencia que rechaza la demanda de repetición del gra- 
vamen de inscripción establecido para los negocios de lotería por iV MunicipalSad 

to£ñ n £v ™¡ 8Í 18 MD ' enCÍa a P* ,ada ««Te™ relación i los 

ingresos del agenciero. ] a tasa sólo representaría 2,4 %, por lo que el tributo 
no absorbe una parte esencial del «dito o capital a que se aplica: p. 285 

Sn A° t tW ^ * ■J ,l0l ? d « d dc Ia 0083 jaz e ada >' ñ 103 lími *« ^ ' a jtt'risdic- 
ción de los tribunales de aluda son cuestiones que interesan al orden público y 
revisten jerarquía constitucional. H y 

a^T^ (feÍ " "í" I t>Ct ? la Mnt#0cia * la Cámara decidió que el letrado 
S? B ¡ ^ C T^ de - d f Bch ? 1 pettfibir «"««riM» ™ Primera y segunda instan- 

S2¿ LT *!! , M flpelada P° r a « uét ' P° r y P»r »* demudada, cuyo 
recurso se deeUró desierto por no expresar agravios. En tales condiciones, la 

7™' i" reSOh ' er . S1 la era justa o si debí» ser 

aumentada, con arreglo a las pretensiones del Único apelante: p. 548. 
3». La contrario a las garantías constitucionales de la propiedad v de la defensa 
en juico el fallo que declara la nulidad, en todas sus partw, de una sentencia de 
primera instancia que había quedado iirme, con autoridad de cosa juagada, res" 
pecto de una dc las partes v qne sólo fuera apelada viudamente por otro de los 
codemandado*, pues los tribunales de apelación no pueden exceder la jurisdicción 
«ue les Acuerdan los recursos deducidos ante ellos: p. 577. 

aLKIT^ qW - ,XÍ *\* n fl< T i e m ' B in *««tid«^ cuyos titulares no «quieren 
decisión judicial previa al ejemeio de sus derechos; y que la convocatoria dis- 
puesta a asamblea extraordinaria no contraría disposiciones legales o estatutarias, 
ihnrüÍT ,le . au f.; jíista ! 1 «■Bhifa accione, respecto de cuyo dominio cabe 
debate judicial no just.fica, S1ll más , | n subsistencia indeterminada de la inter- 
vención jndicml de un órgano periodístico, luego de restablecida la normalidad 
institucional y en ausencia de un litigio regular que pueda hacerla pertinente, 
fcl o miphca agravio al ejercicio del derecho dc propiedad respecto de las acciones 
mdiscutidns de la sociedad anónima y afecta a la libertad de prensa: p. 604. 

Jttocuo de publicar las Ideas. 

¡M. Tiene base constitucional el principio de que la persona que publica o dirige 
un diario no puede ni debe ser sancionada en su patrimonio por la sola cireuns- 
tancm de que, al verse obligada a elegir entre el sometimiento al poder arbitrario 

íi¿ Líif V'T"? í ta ]ÍhtTÍitd Úe P"™ 9 »' «*» »W-o" y Practica esa 
noertad en defensa de los principios constitucionales, resguardando con entere» 
y dignidad los valores de libertad, democracia v justicia: p. 291. 
27. Jurídicamente, ta rondóla debida es la opuesta a la conducta anconada 
por la ley. Luego, si el ejercicio legítimo de la libertad de prensa pudiera apa- 
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re jar unn sanción patrimonial. la premias <M fallo que decidiera tal cosa sería 
que, bajo la dictadura, el deber «le las periodista» es someterse u ella. De tal 
manera, se incurriría t n la aberración esencial de sostener que vi derecho obliga 
ti ana conduela deshonesta o inmoral; p. 291. 

28. Entre la* libertades que la Constitución consagra, la de prensa es unn de Jas 
que po!>een mayor entidad, a) extremo de que sin su resguardo existiría tan sólo 
una democracia desmedrada o puramente nominal. Tiene, entonces, máxima jerar- 
quía constitucional In exigencia de que el uso legítimo de la libertad de prensa 
no pueda ser sancionado toando se la ejerce contra las manifestaciones radical- 
mente ilícita» de la dictadura: p. 291. 

29. Tiene jerarquía constitucional el principio de que la persona que dirige o 
publica un diario no puede ni debe ser sancionada patrimoiiialiuente por In sola 
circunstancia de que habiéndose visto obligada a elegir entre el sometimiento al 
poder arbitrario y el ejercicio del derecho que el art. 14 de la Constitución Nacio- 
nal le. acuerda, elige este último y practica, legítimamente, In libertad de prensa. 
Por ello, resulta infundado el argumento de que no puede invocar la eximente 
de fuer»! mayor el di» rio que fué objeto de un "implacable proceso persecuto- 
rio", porque no hizo gestiones ante In Comisión Parlamentaria que lo intervino 
para poder disponer de fondos: p. 591. 

30. Por causar agravio a la garantía de la propiedad y afectar la libertad de 
prensa, corresponde revocar la sentencia que dispone, en causa criminal, que las 
acciones de un diario intervenido sentí puestas a disposición del juez civil que 
entiende en el juicio de intervención, en lugar de ser devueltas a las personas 
ñ quienes les fueron secuestradas. Lo referente a la propiedad o titularidad de 
las nt-ciones debe debatirse ante la jurisdicción civil, pero para dio no es indis- 
pensable remitirle las acciones, con la consiguiente demora en la normalización 
del diario intervenido: p. 651. 

SI. La dignidad institucional de la justicio independiente y de la prensa libre 
son valores preeminentes do) orden democrático. 

La plena vigencia de la g-irantía constitucional de la libertad de prensa, que 
requiere ta ausencia de contralor estatal sobre ella, excluye los procedimientos 
que conduzcan a someter el ejercicio de esa libertad n la discreción judicial, aun- 
que ella sen bien intencionada e intrínsecamente sana : p. 664. 

32. Porque afecta a la libertad de prensa y a la garantía constitucional de la 
propiedad, corresponde revocar la sentencia que dispone lu paralización, sin tér- 
mino cierto, de la invocatoria a asamblea .extraordinaria de los accionistas de 
un diario intervenido, y, en atención a la importancia de los derechos debatidos 
y ni extenso tiempo transcurrido sin que ellos pudieran concretarse, corresponde 
resolver directamente el fondo del asunto (Voto del Señor Ministro Doctor Don 
Luis Marín Boffi Boggcro) : p. 664. 

Igualdad. 

33. El art. 40 de la ley 11.924, modificado por el art. 26 del decreto-ley 23.398/ 
56, no viola la garantía constitucional de la igualdad al prohibir ni demandado 
la reconvención en los juicios de desalojo, ya que n aquél le asiste In facultad de 
reclamar los derechos que pretende mediante acción deducida en juicio por sepa- 
rado: p. 31. 

34. La mera existencia de categorías distintas de contribuyentes no viola la 
igualdad ante la ley. La formación de una categoría con los contribuyentes cuyo 
negocio consiste en la explotación del juego, aún lícito, como In lotería, no carece 
de razonabilidad: p. 285. 
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35. Para 1a invocación filil tic h garantía constitucional de igualdad ante k 
te?, se requiere que el recurrente tenga un interés personal legítimo. A cito ha 
de agregarse un mínimo de respaldo étieo en la impugnación : p. 4°2 

36. La garantía constitucional de la igualdad no lia de ser buscada en loa hechos, 
sino en las normas que dieta el legislador, ya que solamente se trata de la igual- 
dad ante la ley (\oio del Señor Ministro Doetor Don Luis María Boffi Boggc- 
ro ) : p. 422, 

37. Reconocido por el recurrente el hecho y las circunstancias que tuvieron en 
cuenta la Junta Nacional de Recnperneión Patrimonial v la Cámara Federal 
para darle por perdido el beneficio que ohtuvo con la venta de un automóvil 
adquirido mediante un permiso gracioso de camino, prctemler que esta sanción sea 
revocado porque otros personas habrían realizado actos análogos sin merecer I» 
misma sanción, importa desnaturalizar la garantía de igualdad ante la ley, que 
quedaría transformada, así, en una garaniía de igualdad ante la violación de 
la ley <\oto del Señor Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boggero): p. 422. 

38. La invocación de la garantía constitr -innnl de la igualdad no autoriza la 
mtervención de la Corte a fin de unificar pronunciamientos sobre cuestiones no 
federales, como son las atinentes a si los Defensores Oficiales, por el desempeño 
de sus funciones como representantes del ausente, tienen o no derecho a percibir 
honorario*: p. "6". 

39. La existencia de fallos contradictorios con relación a una situación jurídica 
similar, no implica quebrantamiento de. la garantía constitucional de la igualdad, 
toda vez que ésta no ohstn a la desigualdad de hecho que deriva de la interpre- 
tación de ta ley, cuando ella es la consecuencia natural e inevitable del ejercicio 
de la potestad jurisdiccional que corresponde a Ins diversos trihuiioles del país, 
sra " J nnc ' í,nn,ís ° P toV » lt ' i ' 11 ^ «' «Ph'enr la ley conforme a su propio criterio: 

p. H,i¿. 

Ootutitncioaalid&d « incotutitucionalidad. 

nacionales. 

Comunes. 

40. Declarada por la Corte Suprema la iiiconstitucionalidad de las leyes que 
organizan laa Cámaras Paritarios de Arrendamientos Rurales, en cnanto* atribu- 
yen funciones jurisprudenciales a organismos dependientes del poder adminis- 
trador, no es obstáculo para la procedencia del recurso extraordinario fundado 
en esa circunstancia el hedió de que el arrendatario recurrente pretenda acogerse 
n los beneficios de la legislación de emergencia —en el caso, prórroga del contrato 
vencido— pues lo resuelto por la Corte no se refirió a normas de esta nntura- 
lexa: p. 343. 

41. La prohibición establecida por el decreto 11.600 (ley 13.030) en cuanto limi- 
ta In elección de] nombre de las personas a palabras castellanas o castellanizadas 
por el uso, contempla el interés público que reviste la materia v no es repugnante 
n los ar;s, 19 y 33 de Ja Constitución Vacioriut: p, 693. 

Administrativa*. 

48. El carácter limitado de la apelación prevista en el art. 14 de la ley 14.236 
no implico violación de la garantía constitucional de la defensa en juicio por 
cuanto, por ese medio, se asegura la intervención de los jueces con potestad de 
revocar o anular, en su caso, la decisión administrativa: p. 501. 
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Impositiva*. 



43. El »rt. 88 de U ley 11.683 — t. o. 1956— no es inconstitucional. La circuns- 
tancia de que contenga una exigencia aplicable n una de las partes en juicio no 
basta para, su impugnación con base en el art. 16 de la Constitución Nacional, 
porque encuentra fundamento en la necesidad de la pronta decisión de esta clase 
de juicios atinentes a la repetición de impuestos. Xa se trata, por consiguiente, 
de una exigencia arbitraria ni fundada en razones persecutoria» o de indebido 
privilegio: p. 111. 

Procede*. 

44. El art. 40 de la ley 11.924, modificado por el art- 26 del deereto-ley 23.398/ 
56 no es violatorio de las garantías conatitucionnles de In defensa en juicio y de 
la igualdad: p. 31. 

45. El art. 38 del Código de Procedimientos en lo Criminal no es violatorio de 
las garantía» constitucionales referentes a la libertad individual y a la defensa 
en juicio: p. 203. 

Varia*. 

46. No es inconstitucional la ley 10.996, en cuanto exige a los abogados que 
pretendan desempeñarse como procuradores, el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en ella : p. 58. 

Efectos da la declaración d« incoMtitucionalidnd 

47. Loa efectos de la declaración de inooiiítitucionalidad se limitan al juicio en 
que fué admitida : p- 702. 

CONSTITUCIONES PROVINCIALES. 

Ver: Recurso extraordinario, 111. 

CONTADOR PUBLICO. 

Ver: Profesiones liberales 1, 2. 

CONTESTACION A LA DEMANDA. 

Ver: Recurso extraordinario, 300. 

CONTRABANDO. 

Ver: Jurisdicción y eomi>eteneia, 35, 45, 46; Kecursn extraordinario, 284. 
CONTRATO. 

Ver: Daños y perjuicios, 2, 4; Hecwrso extraordinario. 22, 81, 104, 209, 222, 236. 

CONTRATO DE OBRAS PUBLICAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 111. 275. 

CONTRATO DE TRABAJO (>)• 

1. No existiendo una ley especial que establezca las obligaciones ilcrivndas de 
las huelgas, legítimas o justificadas, la controversia planteada al respecto nntc 

U) V>r también: Huno» y iwrjulclas. 1; Jubilación del pfrwnal de la Industria. 1; Jubi- 
laHAn y i>nii.iíln, .1; Jní-¡*ii«'i¿n y romiM-tmcia. 1S. 24. 25: l>>-. 5: Paa«, 1. . : Herí» rao da 
amparo! 1: líi^-u™ «traonJinarig. 3. 61. M. 72. 74, 7S, ífc 77. 78. 79. AO. 83, 95. 103, 217. 
221, 231. 232. 333. 334. 245. 23». 287. 273, 278. 
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los tribunales debe ser resucita de conformidad con los principios de las leyes 
análogas y en su defecto, con los principios generales del derecho, teniendo en 
consideración tos circunstancias sometidas a decisión. 

Tal es el caso de la sentencia que declaro justificada una huelga v condenó n la 
parte patronal al pngo de salario» correspondientes a los días no trabajados 
aun ruando no cite ningún precepto laboral específico, si las partes trabaron eí 
debate sobre la aplieabthdad o inaplieabilidad de loa arts. 511 v sietes., del 
Código Civil, como principio de leyes análogas, y ellos han sido invocados por 
el tribunal en su decisión, en cuanto esto» preceptos establecen la responsabilidad 
del deudor que ha incurrido en culpa en el cuín pli miento de sus ohligaciones: 

CONTROL DE CAMBIOS. 

1. Es elemento esencial del régimen instituido por la ley 12.160 la exigencia do 
que el cambio solicitado en el mercado oficial se ajuste estrictamente al costo do 
In importación, para cuyo pago se pide y en razón del cual se acuerda. En conse- 
cuencia, es facultad del Poder Ejecutivo exigir del importador la Teintegrnción 
de Jas divisas no utilizadas por aquel en las operaciones que hubiesen sido objeto 
del correspondiente permiso. Esa facultad responde a la necesidad de mantener 
la inalterabilidad en las disponibilidades de cambio oficial ; p. 11. 

2. Entre las facultades conferidas al Poder Ejecutivo por el art. 17 de la ley 
12.1 fiO se halla implícitamente comprendida, si el importador no ha restituido el 
cambio oficial no utilizado en el destino para el cual se le otorgó, la de reclamar 
la diferencia de cambio entre el mercado libre v el oficial vendedor, que repré- 
senla la cantidad que el Estado necesita pura obtener e incorporar al mercado 
oficial las divisas no restituidas. 

Al efecto, carece de significación la falta de prueba para acreditar la existencia 
de un perjuicio, pues éste debe ivputnrse configurado frente a ln mera compro- 
bación de qne la importadora sustrajo al mercado interno la concurrencia de parte 
de las divisas que debían hallarse en él, y envn reincorporación sólo pudo efec- 
li-arse mediante la adquisición en el mercado libre: p. 11. 

CONTROL DE 00N8TITUCI0NALIDAD. 

Ver: Recurso extraordinario, 112. 

CONVENCIONES COLECTIVAS DE TRABAJO. 

Ver: Pago, 2; Recurso de amparo, 1. 

CONVOCATORIA DE ACREEDORES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 53. 

CORREDORES UBRES. 

Ver: Recurso de nmparo, 4. 

CORTE SUPREMA ('). 

1. Anulada una sentencia de la Corte por haber sido pronunciada sin que se 
notificara a las partes la providencia de autos, corresponde admitir ln recusación 



á* iilLJ&. ÍPSífife .£™«iiqílon Xarloml. 2, 4; CotUn, 2; Expropiación, 24; Jabil.Htfn 
per reurdo o d™ m ci6n d« jn . tie ¡., % K« U -.di *' i?*^^^**; "Yo.*""" 
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con causa de los juera» del Tribunal que la suscribieron ; e integrar la Corte con 
d Ministro, que no lo biso y, por haber intervenido el Procurador General, con 
seis jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Federal y Contencioso- 
administrativo de la Capital: p. 96. 

2. No corresponde que la Corte Suprema adopte una decisión, como órgano 
superior del Poder Judicial, a raíz de bis apreciaciones formuladas por un legis- 
lador para fundar una modifica ción a la ley orgánica de la justicia, vinculadas 
con la tiento a que sufrirían las causas en trámite ame una Cámara Federal: 
p. 177. 

3. £1 supuesto del cercenamiento de las atribuciones constitucionales originarían 
de la Corte Suprema, como es la de juzgar respecto de la calidad de sus integrantes, 
hace posible la defensa "ex oí f icio" de ellas : p. 398. 

4. Las calidades de los miembros de la Corte Suprema liállanse establecidas en 
la Constitución Nacional y representan, por lo tanto, una materia sustraída por el 
Poder Constituyente a la competencia del Poder Legislativo: p. 308. 

5. Las palabras "tribunal colegiado", que aparecen en el art. 8» del decreto- 
ley 1285/58, deben ser entendidas en el sentido de que únicamente designan a los 
"tribunales inferiores a la Suprema Corte de Justicia" previstos en Los arts. 67, 
inc. 17, y 0-1 de la Constitución Nacional, sin que acá dndo extender'. ts a la Corle 
Suprema. Dicba interpretación, que coincide con la extensión que el Congreso 
reconoció a las disposiciones correlativas a las leve» 1893 {art. 100) y 4955 
{art. 14), se ajusta al propósito de f ibordinación' a las normas constitucionales 
€|ue inspiró la reforma del art. 4» de la ley 13.998 por el art. 4» del decreío-ley 
1285/58: p. 39*. 

8. Kl art. 8" del decreto-ley 1285/58 sólo es aplicable a los jueces de los "tribu- 
nales inferiores" de la Nación. Ello es así debido n que los requintos que los 
arta. 97 y 47 de la Constitución Nacional prescriben para ser miembro rU- la Corte 
Suprema, no pueden ser alterados por el legislador, lo cual ocurriría de admitirse 
que el aludido art. Sv comprende también a los integrantes del Tribuna): p. 398. 
7. La validez constitucional de los títulos de los miembros de la Corte Suprema, 
en cuanto hace a su actual composición, ba sido considerada i>nr el Tribun , en 
ejercicio de facultades implícitas que son inherentes a todo poder estatal, en 
oportunidad de los juramentos n que se refiere el art. 98 de la Constitución 
Nacional y ratificada en su actuación posterior tomo tribunal judicial: p. 39H. 
S, U cláusula del nrt. í' de la ley 13.271, modificatoria iM art. 2:í del decreto- 
ley 1285/58, debe interpretarse con el alcance de que la exigencia del tribunal 
plena río allí previsto rige para el supuesto, aun no ocurrido, de la división en 
Salas de la Corte y de ijue autoriza, mientras tanto, las sentencias con partici- 
pación de la mayoría absoluta de los jueces que la integran: p. 3Í)8. 

9. Lu exigencia de tribunal plenarío, previsto en el art. 23 de la ley 15.271, sólo 
rige pnni el supuesto, aún no ocurrido, de división en Salas de la Corte, siendo 
legítima la decisión del recurso extraordinario con la participación de la mayoría 
de los jueces que integran el Tribunal: p. 442. 

10. La jurisdicción de superintendencia de la Corte no es, como principio, vía 
hábil para obtener la revisión de actos jurisdiccionales, en cuanto a su acierto o 
validez: p. 726. 

COSA JUZGADA. 

Ver: Constitución Nacional, 23, 24; Interdicción de bienes, 1; Recurso dé ampa- 
ro, 5. 78; Recurso extraordinario, 3, 23, 58, 84, 113, 114, 115, 183; Sobreseimiento 
definitivo, 1. 
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COSTAS (>). 
Naturales» del juicio. 
Expropiación. 

1. Con arreglo a lo dispuesto en el art. 28 de la ley 13.264, cuya constituciona- 
lidnd ha sido admitida por la Corte, correspondí' declarar que las costas de 
primera instancia de un juicio de expropiación sean suportados en el orden cau- 
sado, si la indemnieación fijada no excede la sumo ofrecida más la mitad de la 
diferencia entre ésta y la reclamada : p. 139. 

Desarrollo del juicio. 

2. No cnbe pronunciamiento alguno sobre costas respecto de actuaciones decla- 
radas nulas por el tallo definir? o de la Corte — en el caso, las tramitada* ante- 
los organismos paritarios, cuya inconstitucional! dad se resolvió en la sentencia— i 
p. 548. 



3. Cuando so ha declarado operada la caducidad de la instancia extraordinaria, 
en rnüón de linber tenido éxito ln acusación de perención formularla por la contra- 
parte, las costas del incidente deben imponerse al recurrente vencido: p. 105. 

CUASIDELITOS. 

Ver: Jurisdicción y coinpetoncia : 2Ü. 

CUESTION FEDERAL. 

Ver: Recurso extraordinario, ISO, 215. 

CULPA. 

Ver: Daños y perjuicios, 6, 

OH 

CHEQUE SIN PROVISION DE FONDOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 41; Recurso extraordinario, 85, 

D 

DAÑO. 

Ver: Expropiación, 0. 

DANOS Y PERJUICIOS ('). 
Principios genérale!. 

1. La circunstancia de que el art. 157, inc. 1°, del Código de Comercio, no sos- 
tente la demanda de los empleados de un diario que se dieron por despedidos con 



(I) Vrr también: Honorario* de ahondo* J procurador**, 3; Retían* extraordinario. 49. 
S2, 117. tí», 183. 121. 125. 128, 120, 340, 311; Rtevra» ordinaria de apelación, 5. 
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motivo de la clausura ilegal y arbitraria de aquél, no priva a los actores del 
derecho a reclamar indemnización al o a los responsables de los actos ilícitos 
qde damnificaron directamente a la empresa y por los cuales los empleados sufrie- 
ron perjuicios indirectos: p. 291. 

Responsabilidad del Estado. 

2. Sí bien, según las condiciones de la licitación para el suministro de avena al 
Ministerio de Ejército, el contrato estaba sometido al principio de la invaria- 
bilidad del precio ofrecido y adjudicado, cualesquiera fueren los errores u omisio- 
nes de la propuesta o los cambios de precio de ta mano de obra o de los materia- 
les, tal principio obligaba a ambas partes por igual (art. 1197 del Código Civil); 
y, «i la Administración produjo actos que necesariamente incidirían en el objeto 
del contrato — como el decreto que aumentó el precio oficia] del cereal— como 
contratante debió proveer a los medios que restablecieran las bases de esa contra- 
tación (art. 1198 ídem), concillando así sus obligaciones contractuales con el 
ejercicio de facultades gubernamentales : p. 79. 

Accidentas da transito. 

8. Corresponde confirmar la sentencia que condena a la Nación a pagar la suma 
de m$n. 100.000 por los daños y perjuicios sufridos por el actor al ser embestido 
por una ambulancia del Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública, que le 
ocasionó la perdida de la pierna derecha, aunque el conductor del vehículo haya 
sido sobreseído definitivamente en la respectiva causa criminal: p. 409. 

Caaos Tartos. 

1. £1 perjuicio causado al adjudicatario de una licitación parar proveer avena 
al Ministerio de Ejército durante 1951, en virtud del alza no previsible del precio 
del cereal por decreto posterior a la fecha del cierre de la operación, reúne la 
condición de especialidad necesaria para que sen resarcible, sin necesidad de recu- 
rrir a principios legales que rigen otros contratos administrativos; y el demandante 
tiene derecho a ser indemnizado en la medida que el perjuicio ha provenido de la 
ejecución del decreto mencionado: p. 79. 

5. Es procedente la indemnización que reclama la firma adjudicataria de una 
licitación pnra proveer 4.000 toneladas de avena al Ministerio de Ejército durante 
el año 1951, por entregas mensuales, si: a) el precio oficial del cereal fijado por 
decreto 19.557 del 19 de setiembre de 1950 — determinante de los que regirían el 
mercado durante 1951 — debió ser tenido necesariamente en cuenta como elemento 
fundamental por las partes; b) no eran normalmente previsibles para el ofer- 
tante aumentos posteriores a ese decreto; c) no se alega por la Nación demandada 
la existencia de condiciones económicas o de otro orden que, a' tiempo de la aper- 
tura de la licitación, coíncidente con el de la propuesta (JO de diciembre de 
1950), hiciera previsible que el Poder Ejecutivo se vería constreñido a decretar 
aumentos como el impuesto por el decreto 1736, del 30 de enero de 1951, cuyos 
considerandos no ponen de manifiesto hechos económicos sobre viniente» que pu- 
dieran ser conocidos y apreciados por el ofertante, como conducentes a una 
elevación de los precios del decreto 19.557/50: p. 79. 

6. Aunque se trate de transporte gratuito, la Nación es responsable por los daños 
«a usados por sus agentes en ocasión del mismo — choque en pleno vuelo de dos 
aviones militares— a un tercero que viajaba en uno de estos, si de las circuns- 
tancias del caso puede concluirse que no ha mediado caso fortuito y sí culpa de 
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por lo mono» ano de los pilotos. En estas condiciones el carácter benévolo del 
transporte no exonera de responsabilidad, porque la imposibilidad de discernir 
el prado de participación en la culpa no puede gravitar sobre la víctima, en 
beneficio del Estado: p. 688. 

Determinación de la 



7. Si bien entre las sumas que abonó para adquirir la nvena el adjudicatario 
de una licitación para proveer ese cereal al Ministerio de Ejercito, v aquellas en 
que pudo haberlo comprado de no mediar el decreto que elevó imprevistamente 
su precio con posterioridad ni cierre de la operación, se comprueba una diferencia 
que excede los m$n. 2,50 por quintal, la indemnización debe fijarse sobre la base 
de esta ultima cifra (monto del aumento decretado), pues la que excede puede 
ser atribuida a otras causns y, además, la sentencia que asi lo establece no lia 
sido impugnada por el actor: p. 79. 

DECRETO. 

Ver: Heeurso extraordinario, 154. 

DECRETOS RACIONALES. 

Ver: Daños y perjuicios, 2, 4, 7. 

SN JUICIO. 



Ver: Constitución Nacional, 8, 9, 10, 11, 12, 14, 15, 17, 18, 19, 20. 21, 24, 42, 
44, 4o; Estado de sitio, 2; Honorarios de abogados y procuradores, 4; Recurso 
de amparo, 4, 9; Recurso extraordinario, 8, 9, 11, 12, 15, 17, 19, 24, 29. 35. 36 
47, 51, 112, 123, 132, 143, 159, 173, 194, 225, 229, 242, 252, 253, 254, 264. 2S¿ 
272, 274, 275, 283, 289, 292, 293, 303. ' * ' ' ' ' ' ' 



Ver: Recurso extraordinario, 225. 

DEFENSOR SE POBRES, INCAPACES Y AUSENTES. 

Ver: Constitución Nacional, 39; Recurso extraordinario, 246. 

DEFRAUDACION (*). 

1. La actitud del deudor prendario que, durante la vigencia de la prenda, vendo 
la cosa gravada como libre, puede importar una doble ilicitud : Ja defraudación 
que reprime el art. 44 de la ley 12.962 (decreto 15.349/46), en perjuicio del 
acreedor prendario, y la que prevé el art, 173, inc. &>, del Código Penal, en 
detrimento del comprador de buena fe, ambns en concurso ideal : p. 417. 

DELITO IMPOSIBLE. 

Ver: Recurso extraordinario, 33, 71, 283. 



U) \>r lamhiín: Jor¡«H«IÍB y competed» 39, «, 48; Prend. coa Kffetro, 1. 
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DELITOS. 

Ver: Aduan», 1; Jurisdicción y competencia, 26, 40; Prenda con reeistro, 1; 
Beeuwo extraordinario, 33. 

Ver: Amnistía, 1, 2, 3L 
DELITOS OOMEXOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 36, 44. 

DELITOS POUTIOOl. 

Ver: Amnistía, 1, 2, 3. 

DEKAMDA. 

Ver: Intereses, 2; Jurisdicción y competencia, 8; Pago, 1; Recurso ordinario de 
apelación, 11. 



DEMEOA0ION DE JUSTICIA, 

Ver: Jurisdicción v competencia, 10. 

Ver: Recurso de amparo, 11, 12; Superintendencia, 8. 
DEPOSITO. 

Ver: Constitución Nacional, 9; Interdicción de bienes, -1, 2; Recurso extraordi- 
nario, 41. 

DERECHO A LA ORGANIZACION SINDICAL UBRE T 
DEMOCRATICA. 

Ver: Estado de sitio, 8, Ó. 

DESECHO DE EJERCER INDUSTRIA LICITA. 

Ver: Recurso extraordinario, 218. 



DEMANDA OOETBEOIOSOADICQnSTRATXVA. 




Ver: Daños y perjuicios, 3. 



DEMOCRACIA 
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Ver: Constitución Nacional, 19, 22, 23, 25, 30; Honorarios de abogados y pro- 
curadores, 4; Recurso extraordinario, 36, 37, 39, 79, 84, 112, 123, 173, 218, 253, 
258, 260, 261, 262, 263, 275, 277, 289, 308, 315, 329. 

DERECHO DE PUBLICAS LAS IDEAS. 

Ver: Constitución Nacional, 25, 26, 27, 28, 30, 31, S2\ Recurso extraordinario, 
39, 218. 

DEKEOHO DE TRABAJAR. 

Ver: Recurso extraordinario, 218. 

DERECHO! ADQUIRIDOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 79. 

DERECHOS HUMAMOS 

Ver: Recura> de amparo, 21. 

DERECHOS T OARAHTIA8. 

Ver: Ley, 10. 



Ver: Superintendencia, 8. 
DESALOJO. 

Ver: Constitución N'acional. 10. 33, 44; Recurso extraordinario, 10, 18, 20, 22, 
29, 83, 86, 87, 90, 92, 94, 99, 101, 143, 226, 227, 244, 248, 274, 277, 282, 289, 



Ver: Constitución Nacional, 23; Recurso extraordinario, 91, 133. 



Ver: Constitución Nacional, 43; Honorarios de abogados y procuradores, 3¡ 
Impuesto a los réditos, 1, 2; Recurso extraordinario, 122, 299; Recurso ordi- 
nario de apelación, 8. 



Ver: Daños y perjuicios, 1; Jurisdicción y competencia, 18; Pago, 1; Recurso 
de amparo, 1; Recurso extraordinario, 61, 72, 76, 77, 78, 79, 80, 107, 218, 232, 
233, 234, 245, 255, 259. 

DESPOJO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2. 



Ver: Expropiación, 20, 23, 29; Intereses, 1. 
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Ver: Rftnrso extraordinario, 15. 



Ver: Constitución Nacional, 25. 26, 29, 30, 31; Daño» y perjuicios, 1; Estado 
de sitio. 1 ; Reeurso extraordinario, 37, 38, 39, 218, 219» 



Ver; Constitución Nacional, 1, 26, 27, 28; Fuerza mayor, 1, 2, 3; Recurso extra- 
ordinario, 219, 220, 223. 

DIPLOMA. 

Ver: Profesiones liberales, 2. 



Ver: Jurisdicción y competencia, 34; Lesione», 1; Recurso ordinario de apela- 
ción, 11; Sobreseimiento provisional, 1, 

DIRKOOIO* OHURAL IMPOSITIVA 

Ver: Impuesto a los réditos, 3, 4, 5, 6; Recurso extraordinario, 45, 46. 
DIVISIO* DI LOS PODER» <>). 

1. La posibilidad de que un miembro del Congreso pueda ser sometido n proceso, 
a fin de que eu él sean indagados o interpretados jndicia luiente sus opiniones o 
votos legislativos y los móviles que los determinaron, contraria el principio de 
división de los poderes. No es congruente con el sistema de gobierno adoptado 
por la Constitución reconocer a los tribunales de justicia la facultad de inquirir 
acerca de los motivos que determinan Ib actitud de los legisladores cuando actúan 
en calidad de tales: p. 462. 

DIVORCIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 91, 102, 142, 159, 205, 242. 

DOBLB DTITAirOIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 140, 229. 

DOCKKOIA. 

Ver: Incompatibilidad, 1; Jubilneión de empleados nacionnles, 4 T Superinten- 
dencia, 11. 

DOMICILIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 12, 13, 14, 15,' 16, 17, 19, 25, 43, 48, 49, 50; 
Recurso extraordinario, 143, 144, 276, 278, 

DOMXHIO. 

Ver; Recurso extraordinario, 10, 77, 92. 



(1) Vw Uabléo : CoDitliurión N*clon»l, S. 47; L*y, 9; R«orw extr»ord¡nirk>, 113, 27*, 
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E 

ejecución: di sentehcia. 

Ver: Recurso extraordinario, 35, 89, 130, 152, 333. 
ELECCIONES. 

Ver: Recurso extraordinario, 4. 
ELECTRICIDAD. 

Ver: Recurso de amparo, 1; Recurso extraordinario, 288. 

EMBAE 00 PEEvsflTivO. 

Ver: Recurso extraordinario, 262. 

EMERGENCIA. 

Ver: Constitución Nacional, 40. 

EMPLEADOS EANCAEIOI. 

Ver: Recurso extraordinario, 14, 74, 75, 106, 238. 
EMPLEADOS JUDICIALES <*). 

1. Es proposito del art. 13 del decreto- lev 1285/58 transferir al Poder Judicial 
la designación de los funcionarios y empleados de los organismos que desempe- 
ñen funciones judiciales, como la Comisión de Conciliación de la Justicia del 
Trabajo: p. 01. 

8. La disposición de la Acordada de la Corte Suprema del 7 de noviembre de 
1955, ine. c), no tiene otro alcance que el de permitir el cómputo de la antigüedad, 
a los efectos de las promociones de los agentes que fueron reincorporados con 
arreglo a esa Acordada. 

En consecuencia, no corresponde hacer lugar al pedido de un secretario de jua- 
gado nacional, que solicita de la Corte se expida acerca de la antigüedad que, 
en las condiciones expuestas, entiende debe serle computada a los efectos de la 
bonificación dispuesta por la ley 15.017; p. 255. 

EMPLEADOS EACIOafALES. 

Ver: Superintendencia, 1. 

EMPLEADOS PE0TDI01ALE8. 

Ver: Recurso extraordinario, 255. 

EMPLEADOS PUBLICOS. 

Ver: Superintendencia, 11. 

aemtarioi?" í"^^^"^"^ P° r MlWMsd. 1: Juitiri* del trabajo, 1, 3, 3; t*j, ti 
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nttlU NACIONAL DI AOVA Y ENSKOIA ELECTRICA. 

Ver: Reeorso extraordinario, 238, 

EXPRESA* DEL ESTADO. 

Ver: Recurso eitinonimario, 72, 303. 

ENRIQUECIMIENTO UN CAUSA. 

Ver: Impuesto a los beneficios extraordinarios, L 

ENTIDADES AUTARQUIOAS. 

Ver : Jurisdicción y competencia, L 
ERROR. 

Ver: Constitución Nacional. 12; Daños y perjuicios. 2; Expropiación. 4, 23; 
Imputólo. ÍJ impuesto a los beneficio» extraordinarios, Ij Pago, 3, 4; Recurso 
extraordinario, 178 T 190, lí>2, 211, 271, 318. 

ESCRITURACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 93, 213. 

ESTABLECIMIENTO DI UTILIDAD NACIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 24, 25; Provincias, 1. 

ESTADO. 

Ver: Constitución Nacional, Ij Estado de sitio, 8; Recurso extraordinario, 41, 311. 

SITADO 01 DERECHO. 

Ver: Fuer» mayor, 2, 3. 

ESTADO DE UTIO ('). 

1, Ratificados por el Presidente de la Nación, mediante loa pertinentes decretos, 
los actos administrativos que prohibieron la circulación de ana, publicación por 
los servicios postales y dispusieron la clausura del local en donde funcionaban 
las oficinas de redacción, carece de sustento actual el agravio fondado en que 
tales actos no emanaron del Presidente de la Nación: p. 529. 

2, No es riolatoria de la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional la 
inmediata ejecatoriedad de las medidas de policía adoptadas durante la vigencia 
del estado de sitio, que impone su cumplimiento sin que los destinatarios de 
tales medidas se hallen facultados para ser oídos y argüir en favor de su derecho 
antes de que ellas se ejecuten : p. 529. 

3, Suspendidas las garantías individuales en virtud de la vigencia del estado de 
sitio, los actos restrictivos o prohibitivos de que se agravia el recurrente, como 
violatorios de los arts. 14, 19, 20 y 32 de la Constitución Nacional, no representan 
sino el ejercicio válido del poder de policía, ejecutados en el caso con relación a 



(1) V» t.nbién: Conititoritit KsdoBtl, 1, 5; H«ar» de •mp.ro, 10. 
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organizaciones políticas o gremiales que fomentaban huelgas ilegales o constituían 
motivo de conmoción pública o de perturbación de la tranquilidad pública • p 5>9 
4. Es improcedente la tacha de incoiisiitncionalidad deducida contra la ley 
14.785, que declaró el estado de sitio, fundada en que fué sancionada sin que m 
hallasen configuradas las excepcionales circunstancias que justificaban esa decla- 
ración. Tales disposiciones legales, por su naturaleza, no son justiciable* ■ p 620 
6. La valoración de las circunstancias determinadas del estado de sitio o su 
mnnteni miento, así como el lugar o lugares de la República en que debe imperar 
es fwcullad exclusiva del Congreso o del Poder Ejecutivo, en su caso: p. 529. ' 

6. Corresponde confirmar la sentencia denegatoria del babeas eorpus si tos recu- 
rrentes fueron detenidos por orden del Poder Ejecutivo Nacional, con el fin de 
asegurar la tranquilidad pública y de acuerdo con las facultades que le confiere 
el estado de sitio. Las privaciones de libertad de que se trata implican la ejecución 
de actos previstos y expresamente autorizado» por el art. 23 de la Constitución 
Nacional ; no constituyen una pena sino tan sólo el ejercicio de medidas de defensa 
transitorias, sujetas a la limitación de que deben cesar cuando concluya el estado 
de sitio, o bien, en su caso, si los interesados ejercen el dereelio de opción previsto 
en el mismo precepto: p. 743. 

7. Se incurriría en extralimitación de las facultades judiciales si los magistra- 
dos, en los casos a ellos sometidos, ejercieran la potestad —que les está vedada- 
de apreciar las circunstancias y motivos concretos que fundan cada una de las 
medidas adoptadas en virtud del estado Je sitio, reservadas a la prudencia de tos 
órganos políticos del Estado, conforme al deslinde de competencias establecido 
por la Constitución : p, 800. 

8. Mientras rija la ley que declaró el estado de sitio, el derecho a la organización 
sindical libre y democrática puede ser sometido a restricciones más intensas que 
las que habitualmente autoriza el poder de policía. Esla facultad es reconocida 
a la autoridad administrativa para que le sea posible cumplir con el deber 
constitucional de defender las bases jurídicas del Estado democrático v el debido 
funcionamiento de sus órganos, resguardándolo contra los factores o actividades 
determinantes de la perturbación del orden : p. 800. 

9. Entre los derechos que deben considerarse suspensos durante el estado de 
sitio figura el derecho a la organización sindical libre y democrática, pues su 
ejercicio se encuentra clara y directamente relacionado con la situación de conmo- 
ción interior que se tuvo en vista al sancionar ta ley 14.785: p. 800. 

ESTADO 1HTJTAK. 

Ver: Pensiones militares, 1. 

ESTADO EAC70EAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 22. 



Ver: Jurisdicción y competencia, 36, 40, 41. 

ESTATUTO DEL DOCENTE. 

Ver: Recurso de ampara, 13. 

ESTATUTO BEL PERIODISTA. 

Ver: Recurso extraordinario, 245, 
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ESTATUTO DEL PE1SOKAL CIVIL DE LA lfAOIOH. 

Ver: Recurso extraordinario, 238, 239. 

EXOAECELACIOH. 

Ver: Recurso extraordinario, 15. 

EXCBPCIOEEA 

Ver: Recurso extraordinario. 12. 

EXPREUOV DI AGRAVIOS. 

Ver: Impuesto a los réditos, 2t Recurso citrnordiiinrio, 91, J.'I7, Hi7; ftevaiHO 
ordinario de apelación, 8. 

EXPROPIACION < l ). 

IN'DICC BLUARIQ 

Algarrobos: 27, 
Amanzanamiento: 14. 
Aprovechamiento industrial: 26. 

Cali**: 14. 

Característica* topográfica»; 8. 
Clasificación topográfica: 22. 
Coeficiente (le disponibilidad: L 
Coeficiente de ubicación: 18, 25. 
Coeficiente por absorción de zona : 17. 
Colon) saetín: 16. 
Comparación con ventas: 16. 
Compraventa a plazos; 20, 21. 
Corte Suprema: 24. 

Daño: 9, 

Danos y perjuicios: 29. 

Desposesión: 20, 2», 27, 2». 

Dcsvaloriiacidn de la moneda: 2, 3, 9. 

Disconformidad con la indemnización ofre- 
cida y depositada: 21. 

División Técnica del Tribunal do Tasacio- 
nes: 7. 

Empresas Industriales: 26. 
Error: 4, 23. 

Forma de pago: 16, 20, 21. 
Fraccionamiento: 14. 

Impuesto a las ganancias eventuales: 30. 
Incremento de valor: 8. 
Indemnización: 9. 16, 23, 26, 2». 
Indemniiacióa superior a la reclamada : 10. 
T qftac¡óm 2, 3. 
Informes oficiales: 22, 
Inmueblea ocupados con derecho: 1. 
Intereses: 21. 



Jueces: 4. 
Loteo; 17. 

Lotes vecinos pequeños: 5. 

Mejoras: 10, 2». 
Moneda: 2, 3, 9. 
Municipalidades: 14. 

Obras públicas; 11. 
Ordenamos municipales: 14. 

Pasaje de lote a bloque; 3. 
Perito agrónomo: 22, 23. 
Perito ingeniero civil: 27. 
Peritos; 4, 22. 
Plusvalía artificial: 11. 
Precios de otras ventas: S. 
Productividad: 16, 
Prueba: 4, 12, 13, 23, 29. 
Puerto: 8. 

Riqueza forestal: 23. 

Tarcas rurales: 26. 
Tasación: 8. 

Tasación de una gran extensión de terre- 
no: S. 

Tribunal de Tasaciones: 4, 6, 7, 8, 10, 

12, 13, 15, 18, 22, 27. 

Urbanización: 14. 
Valor de la tierra: 10. 
Valor de la zona; 24. 
Valor hipotético; 26, 
Valor objetivo: 6, 9, 20. 
Valor real: 16, 27, 
Valuación fiscal: 15. 
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Lugar he ubicación del inmueble 



Provtn cia 4+ Bonos Aires Provind* de lalta 

Partido .le Avellaneda: p. 539. Departamento do Anta: p. 078. 

Partido de Esteban Echeverría: p. 624. 
Partido de La Matanza: p. 139. 

Partido de R amallo y San Nicolúa: p, Provincia de huta P« 

Partfdo de Tornquist: p. «2. ***** < lc RoMri * : * 14 °- 

Provincia da Córdoba Provincia de ftantU«o del Estero 

Ciudad Capital: p. 817. Ciudad Capital; p. 28». 



del valor nal. 

Gtñtratidafc*. 

1. No corresponde aplii-ar el coeficiente de disponibilidad en los casos Je expro- 
piación de inmueble» ocupados por toree ros con derecho a ello : p, 139. 

2. Es improcedente la pretensión de que la indemnización a fijarse en definitiva 
en el juicio expropiatorio deba ajustarse con arreglo a la deprecineión sufrida 
por la moneda desde la fecha en que tuvo lugar el desapropio : p. 139. 

3. Es improcedente la pretensión de que la indemnización a fijarse en definitiva, 
en el juicio expropiatorio, deba ajustarse con arreglo a la depreciación sufrida 
por la moneda desde la fecha en que tuvo lugar el desapropio: p. 140. 

4. Si bien es cierto que la ley lia querido que acá ante el Tribunal de Tasaciones 
donde los intensados hagan valer principalmente sus razones y pruebas, exclu- 
yendo de esta manera la intervención de los peritos admitida con anterioridad a 
la ley 13.264, también lo es que los jueces pueden corregir la defectuosa aprecia- 
ción en que hubiese incurrido el organismo técnico respecto de los elementos do 
juicio aportados por los litigantes, si concurren circunstancias demostrativas de 
error manifiesto o de omisión irrazonable: p. 146. 

6. So es objetable, como procedimiento para determinar el valor de una gran 
extensión de terreno, partir de la base de los precios obtenidos en la venta de 
pequeños lotea vedóos, aplicando luego los coeficientes de reducción que corres- 
pondan. Este método, llamado "pasaje de lote a bloque", ha sido aceptado por la 
jurisprudencia de la Corte en ausencia de otros elementos de juicio convincentes 
relacionados con el valor del bien expropiado: p. 146. 

6. El dictamen del Tribunal de Tasaciones tiene, en principio, importancia deci- 
siva para la determinación del valor objetivo del bien expropiado, aunque medie 
disconformidad de los interesados o de uno de ellos, siempre que no existan ele* 
hientos de juicio concretos y aptos para revelar gun error u omisión de entidad 
suficiente; p. 288. 

7. Los jueces de la canea pueden apartarse de las conclusiones del Tribunal de 
Tasaciones toda ves que, de acuerdo con las pruebas reunidas o las alegaciones 
de las partea, entiendan que aquél ha incurrido en errores u omisiones manif tes- 
tos y susceptibles de influir en la justa y legal avaluación del bien. Tal es lo que 
ocurre cuando, sobre la base de consideraciones fundadas y razonables, la sen- 
tencia prescinde del justiprecio del Tribunal de Tasaciones y utiliza la estimación 
de la División Técnica: p. 539. 

8. Corresponde rechazar el agravio atinente a que el desconocimiento de la exis- 
tencia de un puerto natural en e] inmueble expropiado ha gravitado 
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en In tasación si, habiéndose fijado por tnl concepto un incremento del 30 % del 
valor calculado por el Tribunal de Tasaciones, ¡u* demandados han omitido con- 
testar las apreciaciones del fallo de ta Cámara sobre la escasa im porta ncia eco- 
nómica del referido puerto, por las características topográficas y fe, ¡mrcutcs 
gastos que demandaría su habilitación para el tráfico normal : p* tí&4. 

9. La dcsvalorixueióii monetaria, extraña ni concepto legal de "valor objetivo" 
Rp representa un daño ¡udciimizable: p. U84. ' 

10. Aun cuando la sentencia en recurso haya lijad» el valor del terreno en una 
suma mayor cpie la estimada por In demandada, tal liecho no contradice la uoc- 
trma reiterada de In Corte de que no puede otorgarse at expropiado una indcm- 
niueion superior a la que reclamó, pues esta debe ser considerada en forma 
global (terreno y mejoras), sin distinguir entre los concepto* (pie In integran. 
Kilo es así pimpu» las norman legales vigente* no hacen discriminación específica 
al respecto y porque la circunstancia de cpie el expropiado efectúe tal distinción 
al contestar la demanda no autoriza a interpretarla como un:i limitación o retiñid 
em parcial a su pretensión resareitoria integral: p. ¡S17, 

Valar úi ta i ierra. 

11. El incremento de valor originado por la obrn pública para la que se expro- 
pia — que del» ser excluido del cálculo indcninizatorio en virtud de lo dispuesto 
en el art. 11, in fine, de In ley 13.264— puede existir aún cuando dicha obrn no 
haya sido ejecutada, por el mero anuncio de ipie los trabajos públicos han de 
efectuarse o, incluso, por la autorización eoncedidn ni efecto: p. 13!>. 

12. Si los recurrentes no han suministrado argumentos ni alegado pruebas que 
autoricen a revisar el temperamento del Tribunal de Tasaciones, aceotado por lu 
sentencia apelada, corresponde mantener ese pronunciamiento: p. 139. 

13. Si en las apelaciones deducidas no se han suministrado argumentos que 
autoricen a revisar el temperamento del Tribunal de Tasaciones para valuar la 
tierra., aceptado, de manera sustancial, por los jueces de la causa, corresponde 
mantener el pronunciamiento: p, 146. 

14. S'o es aceptable el agravio del expropindor recurrente, basado en el texto 
de los urts. 1S y 32 de la Ordenanza 1079/53 de la Municipalidad de Rosario de 
los tpie resultaría que, en caso de ''fraccionamientos o urbanizaciones", es obli- 
gatorio ceder gratuitamente a la comuna un área equivalente al 40 ' r del "total 
urbanizado'*, si, de todos modos, el amanzanamiento aprobado implica ceder, a 
título gratuito, mis del 49 */ c de la superficie total, como calle: p. 146. 

15. La ley 13.264 no da a la valuación fiscal, cualquiera sea ella, valor decisivo 
para determinar el monto de la indemnización. Ésta debe fijarse sobre la base 
de las actuaciones y dictámenes del Tribunal de Tasaciones: p. 285, 

16. Si bien la valuación de inmuebles expropiados con fines de colonización ha 
de practicarse conforme a las disposiciones de la ley 12.638, que no han sido 
derogadas por la ley 13,264, es justo y razonable que los jueces se aparten del 
método indirecto previsto por el art. 14 de la ley 12.636, o lo integren con 
otros elementos de juicio, cuando medien supuestos especiales. Tal es el caso en 
que la valuación por el sistema de productividad carece de la indispensable fuerza 
de convicción trente a la practicada por el método de comparación ton ventas 
cuyo resultado, además, arroja una diferencia exigua con aquélla, de modo que 
no se infiere un agravio sustancia] a los intereses del expropindnr: p. 452. 

17. Es procedente la reducción del 5 % aplicada en concepto de coeficiente por 
"absorción de zona" en el caso en que, por hacerse el avalúo sobre la base de 
loteo, el ofrecimiento de una superficie amplia, como la expropiada, supone una 
tardanza y dificultad en las ventas qne justifica la rebnja: p. 539. 
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18. Las conclusiones del Trihunnl de Tasaciones —aceptadas, eu el enso, por 
la Cámara — no pueden sor desestimadas sino en el .lupuestn de que la parte que 
las objeta haya aportado argumentaciones o elementos de jaieio que bagan acon- 
sejable lo ndo]>rióii de un distinto eriterio. Ello es así. pnrtieula miente, cuando 
los agravios del impugnante versan sobre la magnitud de los coeficientes apli- 
cados —de forma de pago y ubicación — , por cuanto éstos importan una apre- 
ciación de oi-den esencial mente técnico respecto de la cita! no deben prospera r, 
en principio, alegaciones que yn íueron examinadas y rechazadas por tos orga- 
nismos especializados, con fumlaiucntacióii stilicieiite : p. Ü10. 

19. Si el tribunal de la causa afirma, con acierto, que no Ijiiv ninguna prueba 
apta para demostrar que los valores tenidos en cuenta estuvieran in fluidos 
por la obra pública a realizarse, ello basta para declarar que no ba existido des- 
conocimiento ile lo preceptuado en el art, 11, in f¡ue t de la ley 13,264, porque, 
conforme a la doririna de la Corte, esta norma sólo lia de estimarse infringida 
cuando se haya acreditado, de manera inequívoca, la concreta presencia de una 
plusvalía artificial e ilegítima : p. 610, 

20. La aplicación de un coeficiente de corrección por forma de paso a los pre- 
cios de las compra veo tas a plazos computadas, no míIo permite la comparación 
con otros precios correspondientes a operaciones de otra modalidad, sino que 
elimina de las primeras aquellos factores de incrementación del precio que co- 
rresponden a la facilidad acordada ni comprador, -imi ndo todo ello de Jume para 
la deter mi luición, por sentencia, del valor objetivo del bien expropiado ni tiempo 
de ta despnsosión, conforme- al art. 11 de la lev 13.264: p. 624. 

21 Ui circunstancia de que, si el expropiado no presta conformidad con el pre- 
cio ofrecido y depositario, la sustaneiación del juicio impone nece- idamente una 
demora en la determinación del haber ¡iidemniznturio y su nherior percepción es 
insuficiente para desechar la aplicación de un coeficiente de corrección por fortua 
de pago a los precios de las compraventas a plazo computadas. El meennismo de 
la ley 13,264 — nrts. 17 y siguientes — permite al expropiado la disposición inme- 
diata del precio ofrecido y depositado, y si bien es cierto que la indemnización 
expropiatorin puede elevarse |>or sobre ese monto, In condena a intereses por la 
diferencia compensa la no disposición por el expropiado de Ja diferencia mientras 
dure el juicio: p. 624. 

22. Resulta justificado el apartamiento del dictamen del Tribunal de Tnsaeiones, 
sobre la base de una clasificación topográfica del campo más ajustada a la reali- 
dad, para lo cual se utilizó, entre otros elementos de juicio, informes oficiales y 
el de un perito agrónomo, no observado por las partes: p. 678. 

23. Debe considerarse suficientemente fundada la elevación por la Cámara de la 
suma determinada por el Juez, si se basa en la razonada valoración — al tiempo 
de la desposesión y dentro del criterio establecido por *l art. 11 de la ley 13.364— 
de la riqueza forestal del inmueble expropiado, cuya descripción por el perito 
agrónomo no ha sido objetada. No alcanzan a refutar el criterio de valoración 
utilizado los argumentos del memorial de la demandada, que no demuestran errores 
de hecho ni de apreciación, ni apartamiento de la prueba que ambas partes pudie- 
ron producir sin restricciones, ni tampoco de la norma de valuación señalada : p. 
678. 

24. Debe confirmarse la sentencia apelada si. para determinar el monto de la 
indemnización, los valores asignados a la tierra coinciden con los fijados por la 
Corte en las expropiaciones de campos colindantes a los cuestionados : p, 684, 
26. Para el adecuado uso de los coeficientes de corrección es menester que loa 
terrenos a comparar revistan cierta semejanza y homogeneidad, pues de lo con- 
trario se obtendrían resultados alejados de la realidad : p. 684. 
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26. Debe destacarse, romo elemento independiente de justiprecio, el valor refe- 
rente al innoble aprovechamiento industrial de los terrenos expropiados cuando, 
encontrándose éstos destinados en la época de ln expropiación a táreos exclusiva- 
mente rumies, tal vnlor debía considerarse como mern mente hipotético. Ello es así 
con inás razón en el supuesto de fpie, como lo ha destacado la sentencia apelada, 
las empresa» industriales que hasta ese momento se habían radicado sobre la costa 
lo habían hecho desde el Arroyo Kamnllo hacia San Nicolás, y un hacia el Sur, 
donde se hallan los inmuebles expropiados: p. 634. 

Mejoran. 

27. Puesto (pie ln e-vigencia de que la indemnización sea justa impone necesaria- 
mente la valuai-ión de la cosa en el momento de la ilesposesión, corresponde con- 
firmar la sentencia que, apartándose del dictamen del Tribunal de Tasaciones, 
fija 1 1 valor de tas mejoras sobre la base del informe de un {>erito ingeniero civil 
y ih> fundadas consideraciones aceren del nlza en los precios de materiales y de 
huno de obra y del vnlor de los algarrobos, n ln época del desapropio: p. 288. 

Otros danos. 

28. El expropiante no está obligndo n pagar g] "mejor" valor que pudiera resul- 
tar de boletos de compraventa firmados por el demandado con anterioridad a la 
expropiación, a los que no se les ha reconocido eficticia — como índice del valor 
objeiivo de ln cosa — , en virtud de la mayor significación asignada por el Tribunal 
de Tasaciones n otros elementos de juicio: pues, en la medida que el primero 
exceda al segundo, habría un lucro cesante no indemnizuble: p. 148. 

29. Xo habiéndose probado la producción, ni tampoco el monto, de ln* daños 
directos cuya causa se atribuye a la expropiación, no corresponde fijar suma 
alguna suplementaria n ln que procede por la desposesión del inmueble y mejo- 
ras: p. 678. 

Procedimiento, 
Procedimiento Judicial. 

30. En el juicio de expropiación no corresponde considerar lo atinente a la 
aplicación del impuesto a las ganancias eventuales: p. 678. 

EXTRANJEROS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 9. 

F 

FACULTAD REGLAMENTARIA. 

Ver: .Inhibición y pensión, 6. 

FACULTADES PRIVATIVAS. 

Ver: Corte Suprema, 7. 

FALSIFICACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 38, 
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FALLO PLENARIO. 



Ver: Recurso extraordinario, 2il9. 274. 



FERROCARRILES. 



Ver: Jurisdicción y competencia : 29. 




FILIACION NATURAL. 

Ver: Jubilación del ptrsnunl de ]n marina mercante?, aeronáutica civil y afinos, 
1; Pereneión de instancia, 1. 



1. En la medida en que la tfirladnra, por definición, se sale del mareo de lo 
jurídico, su rasgo típico es la arbitrariedad estatal, o sea, la quiebra de la previ- 
sihilidad en lo concerniente al ejercicio del poder público. N« cabe entonces que 
la condición del deudor, en orden a su imputabiirdrd jurídica, de la que nace una 
grave responsabilidad patrimonial, se haga depender principalmente de la afir' 
marión dogmática de que ha debido prever y ha previsto las incontables mani- 
festaciones de ilicitud u opresión de un régimen de fuerza: p. 291. 

2. Íji previsibilidad a que se refiere la doctrina relativa a la eximente de fuerza 
mayor no puede ser sino la prerisihilidad dentro de una comunidad en que las 
normas jurídicas imperan y son acatadas por la autoridad pública. No cabe, 
entonces, siquiera pensar en un sistema de prcvísibilidades que parta de La arbi- 
trariedad tiránica, en sí misma imprevisible dentro del ordenamiento constitu- 
cional vigente cu el país que, al preceptuar la subordinación de los gobernantes 
a la ley, excluye la hipótesis del poder autocrítico ¡ p. 291. 



O) Ver tamMfcK CoinMucló* Xarion.í, 29: Rutar» extraordinaria, 218, 218, 220, 213. 



Ver: Recurso extraordinario, 141. 
FISCAL. 

Ver: Superintendencia, 0. 
FUERZA MAYOR <>). 



8*4 HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES 

3. Lji previsihilidad a que se refiere In doctrina relativa a la eximente de fuerza 
mayor, no puede ser sino la prcvisibilidad dentro de una comunidad en nue las 
normn* jurídicas imperan o son acatadas ]>or lu autoridad pública v no en un 
sis;emu (¡ ue pHrta de la arbitrariedad tiránica: p, 591. 

FUNCIONARIOS PUBLICOS. 

Ver: Amnistía. 1, 3. 

O 

GOBIERNO DEFACTO. 

Ver: Keenrsn de atuj iro, 10. 

GOBIERNO NACIONAL. 

Ver: Provincias, 1. 

GRATIFICACION 

Wr: Recurso extraordinario. HS. 

GRAVAMEN 

Ver: Recurso de amparo, 3j Recurso extraordinario, 284. 317. 



HABEAS CORPUS. 

Ver: Estado de sitio, 6; Recurso de amparo, 'JO. 



Ver: Recurso extraordinanrio, 104, 158. 
HOMICIDIO 

Ver: Jurisdicción y competencia, 29; Recurso extraordinario, 33, 71, 2S3. 
HONORARIOS. 

Ver: Constit lición Xarional, 16. 38; Jurisdicción y competencia, 53; Ministerio 
público, 1; Recurso extraordinario, 34, 35, 119, 120, 121, 128, 198, lí)9, 246, 
261, 262. 

HONORARIOS DE ABOGADOS T PROCURADORES ('). 

1, El arancel pnrn ahogados y procuradores no es aplicnhle en los juicios de 
expropiación, sin perjuicio de que las encalas contenidas en él se tengan en cuenta 
a los electos de las regulaciones a practicarse : p. 146. 

2. En juicios de expropiación, n los fines de In reculación de los honorarios 



!ie 225 217 ^m^' ron,,i,Drifin NactaBi^ 23: n«urw extraordinario. 11». 119, 125, 127. 
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devengados, debe considerarse como monto del .juicio la diferencia entre la oferta 
fiscal y la suma señalada en definitiva como indemnización, con exclusión de los 
intereses "«e se manda» pagar: p. 140. 

3. El arancel establecido por el decreto .'10.439/44 — loy 12.í>í>7 — no es aplica- 
ble en los recursos de queja por apelación denegada que st> desestiman. Dicha 
doctrina declarada exten-iva a loa casos en que no ha remido sentencia de la 
Corte, resulta aplicable en el supuesto de haberse desistido del recurso de hedió: 
p. 221. 

4. Corresponde confirmar la sentencia que. rebuta honorarios snhre la base de lo 
dispuesto por el art. 8" dei arancel de abogados y procuradores de Sania Fe 
(ley 4850), tachado de vioiatorio de loa arta. 17 y 18 de la Constitución Nacio- 
nal, si de la causa no resulta que se hubiera abultado arbitrariamente el monto 
de la demanda ni que existe manifiesta falta de correspondencia entre la labor 
profesional cumplida y las regulaciones hechas o a realizarse: p. «81. 

HONORARIOS DE PERITOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 35. 

HUELGA. 

Ver: Contrato de trabajo, 1; Estado de sitio, 3; Recurso extraordinario, 7H, 179, 
231, 232, 233. 273. 

HURTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 31; Recurso extraordinnrio, 100. 

I 



IDENTIFICACION DE MERCADERIAS. 

1. Los normas de los arts. V y 3» de la ley 11.275 y su reglamentación, amplia- 
toria» del régimen de la ley 3975, prescriben la obligación de identificar loa pro- 
ductos o mercaderías fabricados en el pnís, 11 cuyo fin requieren que sobre loa 
envases o envoltorios o sobre los mismos objetos se imprima la expresión "indus- 
tria argentina". VA cumplimiento de dicha obligación debe tenerse por acreditado 
cuando, en las ctiquetns de las botellas de champaña con que comercia la deman- 
dada, ademas de la mencionada expresión, se señala con letra perfectamente visi- 
ble el nombre y dirección de los productores, lo cual excluye la confusión ideo- 
lógica alegada por los recurrentes y es suficiente para dar satisfacción a las 
exigencias previstas por el tratado celebrado con Francia el 15 de octubre de 
1953: p. 385. 

Ver: Impuesto, 1; Impuesto a los beneficios extraordinarios, 1; I'ngo, 3, 
IGUALDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 33, 34, 35, 37, 38, 39, 43. 44; Recurso extraordina- 
rio, 194, 254, 25o, 257, 258. 



HMÍ IMPUESTO A L(l¡* BKXE fictos EXTHAOKM X.lHKl.S 

IMPORTACION, 

Ver: Amnistía. 4: Control do cambios. 1. 2: Jurisdicción y competencia, 3'>; 
liiruiMj de amparo, 23; Recurso extraordinario, 271. 2*i4. 

IMPUESTO (•). 
Principios generales. 

1. Es insostenible, por carecer de apoyo normativo, ]n afirmación de que los 
principio-, relativo- a Iji t xcUsabiliiliid del error y ;i tpic nadie puede nlesrar : no- 

raiu'iii de lu k«y deben ceder, "pnr razones de equidad", cuando .su aplicación 
puede redundar cu perjuicio del contribuyente: p. '.Üiti. 

Facultades impositivas de la Nación, provincias y municipalidades. 

2. El art. 11, ino. a), de la ley 12.14.') (t. o. 1ÜÓ2I, di* acuerdo ton su propio 
texto v con la interpretación restrictiva que de él debe hacerse, im lin tenido otra 
finalidad que liberar do impuesto nacional n las. ventila que ominara, y esa exone- 
ración no delte t-nt i'inlf rse romo exr Invente del poder impositivo de las provincias. 
Ka ley ti" 'MVM de la Provincia de Knlre Híos, al p-avav ron un ¡ni puesto de sellos 
las operaciones n que *e refiere sn art, 8% ino. o), no contradice el precepto fede- 
ral y la Befttt ia que así to deeide debe ser confirmada : p. 736. 

3. Las provincia* no pueden ejercer el poder impositivo t|ue les pertenece de 
modo que obste al logro d<- fines constitucionales propios del j-obienio federal. 
Kl Congreso, en virtud de lo preceptuado por el art. (57, ine. 1 ti. de la Constitu- 
ción Naeional, esiií facultado para eximir de impuestos y eontribueiones nacio- 
nales, provinciales y municipales a aquellas empresas o actividades tpie dei-ida 
beneficiar mediante el otorgamiento de concesiones temporales de privilegio; pero 
e> indispensable que el Congreso, aelnando dentro de la esfera de su competen- 
cia constitucional^ haya dispuesto la exención de irruvámenes locales de modo 
inequívoco, pues toda exención, por revestir, carácter excepcional, requiere una 
, iaiiifestaeii.il cierta de voluntad legislativa y no puede ser resuelta sobre la hasc 
de meras inferencias: p. ~:Hí. 

IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA. 

Ver: fíeenr0 extraordinario, 270. 

IMPUESTO A LAS GANANCIAS EVENTUALES. 

Ver: Expropiación: 30. 

IMPUESTO A LAS VENTAS. 

n. 

Ver: Impuesto. 2. X 

IMPUESTO A LOS BENEFICIOS EXTRAORDINARIOS O- 

1. El ingreso a rentas generales de la diferencia entre el sistema de cómputo 
del valor de inmuebles por valuación fiscal y por costo real, autorizado este 

(11 V*t MÚM&M <&BW0tn#l*rt Nnrlnnnl, 22. .14, 43: I nl*rr««, 2; rajo, 4: Rerur» «ti»- 
orlinnrm. ¡Íp*7; Rpruw »ri1inari<i «le uprlitrión. i. 
l'ii V«W tnmbiín: I*i K o. 3. 
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último por el decreto 2.'!.66G/4ÍÍ, no constituyo para el Fisco una fuente de enri- 
quecimiento sin causa, pues ambos eran válido*, por sor optativos, ul tieihpo en 
que, en el vas», se. efectuó el pago. Por ello y por no haber** alegado un error 
excusable, la repetición de lo pagado por el sistema más gravoso puní el contri- 
buyente no puede prosperar: p. .'156, 

IMPUESTO A LOS REDITOS <«). 
Procedimiento y recurso». 

1. La palabra "subsiguiente"' empleóla en el urt. «tí (fe la ley 11.683 (t.o. 1056) 
se vincula, en el lenguaje comente, al verbo "subseguir", b sen senjuir i 11 media- 
tamente. La interpretación según lu nial significa que el término de cinco dios 
allí fijado comienza ¡i correr desde el segundo a partir de ln notificación, choca 
con la razonable y sistemática <pie debe privar, ya que aquel precepto se integra 
en las normas de la ley 50 y también en el Código de Procedimientos Civiles, 
cuyo art. 41, al iguul que los arts. 17 y 18 de aquélla, dispone la forma de compu- 
tar los términos, introduciendo un modo que es particular del procedimiento judi- 
cial y cuya derogación requeriría una disposición legal categórica: p. 111. 

2. El art. 80 de la ley 11.683 (t. o. 1958 >, al aludir a ta comparecencia del de- 
mandante, lo hace n los efectos de la expresión de n rnvios y no a cualquier tipo 
de comparecencia del apela ate, como, por ejemplo, el allegara* a revisar los autos. 
A lo que dehe agregarse que. en el caso, la providencia respectiva dispuso poner 
los autos a la Oficina "para que la parte adora exprese agravios dentro del tér- 
mino legal": p. 111. 

3. Ln garantía del secreto que coti.-agra el art. ION de la ley ll.fKl, T. O. 1956, 
a favor del contribuyente, no obsta para que la Dirección General Impositiva in- 
ftirme cuáles lian sido los servicios prestados por el actor al demandado en trami- 
taciones realizadas ante esa Dirección, en el sentido de si ello tuvo lugar y que 
gestiones comprendió. A lo cual cabe acregar que la demandada consintió tácita- 
mente las providencias que ordenaron la producción de esas pruebas: p. lio". 

4. Los aris. 100 y 111 de la ley 11j683, T. U. 1950, responden entre otros, ni 
propósito de resguardar el interés de los terceros que podrían ser afectados por 
la divulgación de informaciones suministradas n lu Dirección General Impositi- 
va, I* previsión legal no sólo nlcaitxu a las declaraciones o manifestaciones for- 
muladas, sino también a lus expedientes, actas, resoluciones o documentos en los 
que constan o pueden constar tales decía raciones o manítestactoties : p. 027. 

6. El objeto sustancial del art. 100 de la ley 11.083. T. O. 1050, ha sido llevar 
la tranquilidad al ánimo del contribuyente, con la consecuencia de que cualquier 
manifestación que formule ante la Dirección General Impositiva será secreta. Se 
trata de la seguridad jurídica, como medio decisivo establecido por el legislador 
para facilitar la adecuada percepción de la renta pública. Tul disposición reco- 
noce indudable fundamento constitucional y sólo admite excepción en lew casos 
en que media conformidad de los propios interesados: p. 027. 
6. N'o procede exigir de lu Dirección General Impositiva ln remisión de infor- 
maciones resultantes de sumarios administrativos, de los que se desprendería imn 
supuesta vinculación entre uiin de las parles del juicio y un tercero. El art. 100 
de la ley 11.08:1 responde al propósito de resguardar el interés de los tercero» 
que podrían ser afectados por ln divulgación de informaciones suministradas n 
la Dirección General Impositiva, previsión que también comprende a los expe- 
dí) V>r Umhivn: ITmntituciún Nai i.mal, 4H : Itrrur» Ktriordinarío, 45. 
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dientm, actas, resoluciones o documento* atinentes a esa* declaraciones o mani- 
festaciones, salvo expresa ronlorumlad prestada por mpie] tuvo» intereses pueden 
verse lesionados: p. (i:iit. 

IMPUESTO DE JUSTICIA. 

1. La actuación judíela] substanciada ante ka Tribunales del Trabajo dt> ln Ca- 
piínl no hn sido gravada con el implieato ilf justicia, jwir lo ipic no es dable al 
Poder Judicial establecer, por vía de interpretación analógica, un iributo no 
incluido ni previsto explfeitaraente en la (ey: p. 4H >. 

IMPUESTO DE BELLOS. 

Vct : Impuesto, 2. 

IMPUESTOS MUNICIPALES. 

Ver: Impuesto, 3: Recurso extraordinaria, 172, 

IMPUESTOS NACIONALES. 

Ver: Impuesto, 2. 

IMPUESTOS PROVINCIALES. 

Ver: Impuesto: 2, 3. 

INCIDENTES. 

Ver: Costas. :t¡ Jurisdicción y competencia, 53; Recurso de i[ue.ja, 5; Recurso 
extraordinario, 142, 262. 

INCOMPATIBILIDAD. 

1. DeRe interpretarse estrictamente la norma del nrt. ÍW de] dtereto-ley 1285/58, 
en cuanto establece la incompatibilidad de h magistratura judicial con* el desem- 
peño de empleos, públicos o privados, excepto la comisión de estudios o la docen- 
cin. Xo procede, así, por principio, extenderla n funciones distintas, aun cuando 
ücan conexas con la- docentes, como la de Vicedecano de uno Facultad en una 
Univerndad privada, respecto de cuyo desempeño por un Juex de Cámara Na- 
cional —durante el lapso de tres años— no median, adenitis, einuiwtnncias que 
aiiiorícen a apartarse de tal criterio interpretativo: p. 179. 

INDEMNIZACION. 

Ver: Expropiación. 3. 16. 23. 26, 29; Recurso extraordinario, 61, 171, 217, 
INHIBITORIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 6, 7, 8; Recurso extraordinario, 144. 

INJURIAS. 

Ver: inmunidades, 1, 5; Jurisdicción y competencia, 30. 



INTERDICCION DE BIENES 



XHMUEBLES. 

Ver: Expropiación, 5; Jurisdicción y competencia, 19; Recurso ext ra on}\ na- 
no, 92. 

HfMUKIDADES 

1. Las opiniones calumniosas o injurinsns vertidas desde una hiitu-A parlamen- 
taria do constituyen delito, pero sí pueden comportar desorden de conducta en 
el ejercicio de la 1 unción, susceptible de originar cauciones por el propio cuer; i 
Rgislatívo. En ellas debe verse el modo idóneo para contener posibles extra, i. 
irritaciones, en resguardo del decoro de me cuerpo, y para impedir que el honor 
de los particulares se» impunemente vulnerado: p, 4B2. 

2. -El carácter absoluto de la inmunidad establecida pov el art. 60 de la Consti- 
tución Nacional es, en atención a su propia naturaleza, requisito inherente a su 
concreta eficacia. La atenuación de tal carácter absoluto, mediante el reconoci- 
miento de excepciones no contenidas en la prohibición del art. 60, significaría, 
presumiblemente, abrir un resquicio por el cual, si se pudiera distinguir entre 
opiniones lícitas o ilícitas de un legislador, podría penetrar la acción sojuzgadora, 
intiitiidntorin o simplemente perturbadora de otros poderes del Estado o aun de 
particulares: p. 4(i2. 

S. La disposición contenida en el art. 69 de la Constitución Nacional mi pone la 
irresponsabilidad penal de los legisladores relativamente a los actos que el pre- 
cepto contempla, con excepción del supuesto previsto en el art. 29. La prohibi- 
ción de acusar judicialnteotc rige, con pleno efecto exonerodor, en el caso de 
una querella por calumnias con motivo de opiniones vertidas por un legislador 
en el desempeño de su función: p. -162. 

4. En el sistema constitucional argentino, las previsiones del art. 69 de la Cons- 
titución, destinadas a garantizar la independencia funcional de las Cámaros Le- 
gislativa*, tienen una elevada significación. Asegurar su fiel observancia es deber 
inexcusable do los jneees, particularmente cuando se trata de opiniones -mitidas 
por miembros de la minoría parlamentaria; p. 462. 

5. Corresponde confirmar la sentencia que, fundada en lo dispuesto por el art. 
60 de la Constitución Nacional, desestima la querella por injuria* promovida 
contra nn legislador, con motivo de las opiniones vertida» por éste en el ejercicio 
de la funciñii legislativa: p. 473. 

IHtTITUTO RACIONAL DI PBIVIBIOK SOCIAL. 

Ver: Acumulación de beneficios, 1; Constitución Nariunal,_18, 20, 42; Recurso 
de amparo, 4; Recurso extraordinario, 49, 50, 51. 53, 54, 55, 56, 133. 

HfSTRUMIOTOI. 

Ver: Recurso extraordinario, 54. 

INTSRDICCT09 DE MEWE1 (-). 

1. En tanto no exista sentencia judicial que acredite, co» valor de cosa juzgada, 
que los bienes afectados por la medida precautoria que cuestiona la Comisión 
Liquidadora de bienes transferidos al Estado Nacional, no han sido producto de 
lo que la ley acrimina como sistemática expoliación del patrimonio nacional, debe 

(1) Ytr t.mbtfn: Divi.iAn de Jo» poderw, ]; Superintendencia 1. 

<3) Ver É-mbiín: Conrtitnctfn ¡iwtonnl. ». 37: Recurna Mlrnordiníno, 41; 42. 2b2, 2*7, 
25*. 310; Rf.nr» ordinario de spcUrlón. 10. 
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declararse improcedente su entrega a los interdictos, so color de su responsabili- 
dad económica o de la de sus representantes, por ratón de su mejor custodia y 
uultneiÓn, así como de la proporción escasa que guardan con el monto total del 
conjunto, pese a su importancia propia no dudosa o a la particular circunstan- 
cia de que la totalidad de aquel conjunto se ordenó transferir a la Nación por 
resolución administrativa no revocada o en apelación ante la Cámara Federal: 
p. 189, 

8. La elevada finalidad del régimen creado por el decreto-ley 5149/55, sancio- 
nar las graves transgresiones al patrimonio nacional, se persigue mediante una 
faz precautoria y otra definitiva. A ésta se llega por sentencia firme mediante 
la cual se declare la existencia o inexistencia de esas transgresiones. De tal ma- 
nera, toda medida que. mientras esa sentencia definitiva no sea dictada, disponga 
la entrega anticipada de bienes, en depósito, interpretando con excesiva ampli- 
tud el art. 10 de dicho decreto-ley frente a una resolución no di jada sm efecto 
que ordena devolver a la Nación "la totalidad de los bienes de que es titular el 
interdicto. . . existentes en el país y en el extranjero", entraña un gravamen irre- 
parable por sus efectos posibles sobre el resultado del juicio y debe ser revocada 
(Voto del Señor Mini-tro Doctor Don Luis María Hoffi Boggero) : p. 189. 

INTERDICTO DS RECOBRAR. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2. 

INTERDICTO DE RETENER. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 3. 4. 5. 
INTERESES ('). 

Relación jurídica entre Im parta. 

Bapi optación. 

1. Los interese*, en los juicios de expropiación, corresponden desde la deapo- 
sesión, sobre la diferencia entre el precio ofrecido y la sntiia definitivamente 
fijada como indemnización : p. 678. 

Ktyatlclón da impuestos. 

2. En las cansas por repetición de impuestos, seguidas contra la Nación, los 
intereses deben pagarse desde la fecha de la notificación de la demanda, dado 
qup la procedencia de la acción su]>one, ya la admisión de la inconstitiicionnlidad 
de la* leyes o ileeretos determinantes de la percepción de los gravámenes, ya el 
error en la interpretación de esas normas, circunstancias que excluyen, como 
principio, la noción de culpa por parte de bi administración: p, 483. 

INTERVENCION FEDERAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 6, 106, 154. 

INTERVENTOR JUDICIAL, 

Ver: Constitución Nacional, 25; Hvcurso extraordinario, 39. 
INVALIDEZ. 

Ver: Jubilación del personal de la industria, 2. 

(1) V*r Uml.i.-n : Expropiación. 21; Honorario! d* abogadoi y procuradores 2. 
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JORNADA LEGAL DE TRABAJO. 

Ver: Recurso extraordinario, 103. 

JUBILACION DE EMPLEADOS BAN0ARI06. 

Sueldo. 

L El importe del valor locativo de la casa habitación asignada por la institución 
banca ría a su personal, integra el concepto de sueldo que éste percibiera, o los 
efectos del cómputo del liaber iubilatorio, conforme á la interpretación dada por 
la Corle ni art. inc. d), del decreto-ley 23.682/44 (ratificado por la ley 33.196), 
que modificó el art. 7% inc. c), de la ley 11.575. En consecuencia, corresponde 
confirmar la sentencia que' decide formular cargo por aportes patronales por 
aquel concepto: p. 823. 

JUBILACION DE EMPLEADOS DE EMPRESAS PARTICULARES. 

Ver: Acumulación de 'beneficios, 1. 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS. 

Ver: Jubilación y pensión, 6. 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES (>)■ 
JubilaxionM . 
DettraiiucMii del monto. 

1. Con arreglo a lo dispuesto en el art. 24 de la ley 14.370 y en el 16 del decreto 
1958/55, que lo reglamenta, para determinar la nueva remuneración de un jubi- 
lado que volvió a la actividad y cesó luego definitivamente en ella, deben tomarse 
en cuenta las remuneraciones correspondientes a los servicios que ha prestado 
y no Jas sumas percibidas en concepto de jubilación. Corresponde, en conse- 
cuencia, confirmar la sentencio que, en el caso, dispone se fije el liaber mensual 
computando todos lo» servicios prestados por el recurrente par» establecer el 
promedio de los cinco años mejor remunerados: p. 257. 

2. La parte del art. 24 de la ley 14.370 según la cual el reajuste y/o transfor- 
mación se hará "con la inclusión de los servicios y remuneraciones pertinentes", 
significa que, en el caso de un jubilado que lin vuelto al servicio, el haber defi- 
nitivo debe fijarse tomando en cuenta todas las remuneraciones correspondientes 
a los servicios que ha prestado pnrn establecer el promedio de los cinco años 
mejor remunerados: p. 328. 

3. Conforme al régimen de la ley 14.370, en caso de situado»™ existentes al 
tiempo de su vigencia, la compatibilidad del goce simultáneo de jubilación y 
sueldo es admisible, pero sólo basta el límite permitido por las disposiciones vigen- 
tes en el momento en que tales situaciones quedaron configuradas. En el caso, por 
haber excedido la jubiloción y el sueldo percibidos por el jubilado que volvió 

(1) V» Umbitn: JubiUeión de mifistudoi y diplomático!, 1; Beeurw ,»<• «tu piro, 19. 



' '•' '•' '■' 

892 JUBILACION DKL PERSONAL DE LA INDUSTRIA 

«1 senicio el límite de m$n. 3.000 fijado por h ley 13.071, es procedente el 
cargo por ajuste formulado por el tiempo en que se excedió dicho límite: p. 328. 
4. El principio de la prestación única instituido por el art. 23 de la ley 14.370 
es aplicable, no solo ni supuesto de que el afiliado baya prestado servicios com- 
prendidos en distintas Cajas, sino también cuando se trata de empleos sujetos a 
regímenes distintos dentro de una misma Caja. Tal es el caso de un jubilado 
por el régimen común de la ley 4349 que presto, además, servicios comprendidos 
en el régimen específico instituido por el decreto 15.535/54 (ley 14,386) para 
el personal docente, quien no tiene derecho a do» prestaciones* independientes 
sino al reajuste del haber jubilatorio. en los tcnnirus de los arts. 14 v 24 de la 
ley 14.3*0 y 16 del decreto reglamentario 1958/55: p. 345. 

JUBILACION DI HAOUTRADOl Y DtPLOKATIOOl. 

1. Tanto la "remuneración anual complementaria" como la "bonificación por 
antigüedad" integran los "complementos de sueldo* a que se refiere el art. 76 de 
la ley 12.951, modificado por el decreto-ley 1049/58, no hallándose comprendidos 
tales eoncepios en las excepciones a que se refiere el art. 3* del decreto-ley 5166/ 
58, complementario del anteriormente citado. 

En consecuencia, deben ser computadas a los fines de la determinación del haber 
de una jubilación concedida be jo el régimen de la ley 4349-y sus complementarias, 
entre eltas la 12.579, y reajustada con arreglo a lo preceptuado en tos decretos- 
leyes 1049/58, 5166/58 y 5567/68: p. 241. 

2. La remisión al "régimen de jubilaciones y pendones establecido por el decreto- 
ley 1049/58", del art. 1* del decreto-ley 5567/58, no hace excepción al principio 
según el cual la vigencia de las leyes de jubilaciones, a falta de prescripción 
expresa en contrario, se gobierna por lo dispuesto en el art. 3<? del Código Civil. 
Aquella remisión tiene el carácter de una equiparación en cuanto al contenido 
previsional del sis'eina normativo mencionad y no con referencia al instante 
en que ese sistema comenzara a regir. Es, así, de dudoso acierto reconocer un 
apartamiento implícito del régimen general en cuanto al tiempo de aplicación 
di< la ley, que a su veje reposa en notorias razones de estabilidad y justicia : p. 241. 

3. Admitido que la Corte Suprema tiene potestad para equiparar a sus Secre- 
tarios a los Jueces de Cámara, o sea pura decidir que aquéllos poseen un MhIhs 
scmejnntc- al üe éstos, ninguna razón nutoriza a pensar que el Poder Legislativo 
haya tenido el propósito de frustrar parcialmente los alcances de esa equiparación, 
negando una de sus más necesarias e inmedintas consecuencias, como lo es la 
relativa al goce de beneficios juliiloiorios. Por el contrario, el efecto propio de 
una equivalencia de funciones, válidamente establecida, es la correlativa equiva- 
lencia de los derechos anejos a esas funciones, entre ellos los juhilatorios. 

En consecuencia, debe confirmarse la sentencia que decide reajustar el beneficio 
jubilatnrio de un ex Secretario de ln Corte conforme a lo que dispone la ley 
12,591, modificada por los decretos-leyes 1049/58 y 5567/58: p. 745. 

JUBILACION DEL PERSONAL DE LA INDUSTRIA (>), 
Fondo* de 1» Caja. 

1. La indemnización sustitutiva del prca viso es una de las remuneraciones pre- 
vistas por el art. 12 del decreto-ley 13.937/46: p. 165. 

(l> V*p también: Contllturiín Nacional. 20; Jubilación y pímf6». 3; L«, ». 



Jubilaciones. 



JUBILACION T PENSION 



893 



Extraordinaria, 



8. La circunstancia <le que el art, 87 del decreto-ley 13.937/46 establezca qne la 
jubilación por invalidez "deberá" ur gestionada antes del año del cese de servidos 
o de la disminución de capacidad "originada por su invalidez" sustenta suficien- 
temente la exigencia de la demostración de la fecba en que aquélla se produjo 
Se trata de un recaudo para el otorgamiento del beneficio, con fundamento 
bastante en la relación entre la incapacidad y la actividad a que la ley se refiere: 

p. o5,J. 



1. La modificación introducida por ta ley 13.498 al decreto-ley 6395/46 (ley 
12.921) borró en el art. 68 toda referencia a la calificación jurídica de la filiación 
de los hijos, »1 suprimir la segunda parte det art. 68 que reconocí» derecbo a 
pensión a los bijos legítimos y naturales en igual proporción. Y no surge de su 
text* ni de la discusión parlamentaria que la modificación importara limitar 
a los hijos legítimos el dereclto a pensión, contrariando el estado de opinión que 
condujo pocos años después a la sanción de ta ley 14.367. 
En consecuencia, no corresponde, por aplicación de los arts. 66 v 68 del decreto- 
ley citado, excluir al hijo adulterino del derecho a pensión, sea 'cuando concurre 
con la nuda o con otros hijos de otra condición jurídica de las admitidas al 
tiempo de la siinción de la ley 13.498: p. 115. 

í. Si bien los arts. 36, 36 y 90, ine. b), del decreto-lev 6395/46 establecen una 
sanción para los que no soliciten la libreta de afiliado a la Caja Nacional de 
Previsión para el Personal de la Navegación, ello no es suficiente para privar al 
peticionante de los beneficios jubilatorios. Corresponde, en consecuencia, revocar 
el tallo de la Cámara que, luego de reconocer al peticionante el carácter de 
afiliado que la Caja le desconocía, denegó el pedido de jubilación ordinaria fuu- 
dundose en lo dispuesto en dieboa artículos, que suponen, precisn mente, la candad 
de afiliado: p, 490. 

í™LAOTOHDEL FUtSOHAL DEL OOHEBOIO, ACTIVIDADES 
AnHEfl Y CIVILES. 

Ver: Jubilación y pensión, 5; Ley, 5. 
JUBILACION T PEHSIOW (»). 

1. Las leyes provisionales deben interpretarse conforme a la finalidad que con 
ellas se persigue, lo que impide fundamentar una interpretación restrictiva, tra- 
yendo en su apoyo las normas legales de la sucesión mortis cansa: p. 115. 
8. En materia de previsión social, no debe llegarse ni desconocimiento de dere- 
chos sino con extrema cautela: p, 115. 

3. En presencia de la amplitud de los términos del art. 12 del decreto-lev 13.937/ 
46, corresponde mantener la interpretación establecida por la Corte respecto del 



ii? . Ver «*mMíii: Bonificación por Mtlffladtd, 1; ConrtilnrMn Nacional. 18; JablluMa. 
nn i'tdv ntrionilei, 1, 2, 4; Jobilartón d« m M jttr»doi j diplomático*. I. 3: 
¡o, ñ. SO, »i. 53, M. SS, 5*. 93, 133, 30^ ItoTOCUfidadTl 
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art. 13 del decreto-ley ti, 605/44, según el cual la indemnización sustitutiva del 
p rea viso es una de l:is remuneraciones a los fine» de la retención jubilatoria 
respectiva. El problema excede del ámbito específicamente laboral porque atañe 
a ]» intención legislativa, en lo atinente a la constitución de los fondos jubilatorias 
para e) personal de la industria: p. 165. 

4. El art. 24 de ln ley 14.370, qne legisla de manera específica sobre la condi- 
ción de los jubilados que vuelven a) servicio o continúan en otro que no ha sido 
considerado para otorgarles la prestación, sustituyó ul art. 11 del decreto-ley 
9316/46, privándolo de vigencia: p. 257. 

5. Sí bien es cierto que en el eampo de la previsión los requisitas formales del 
derecho común no son exigióles con rigor extremado, no corresponde acordar los 
beneficios del régimen de previsión para el personal del comercio y actividades 
civiles en calidad de "viuda" del afiliado, a quien estaba unida con el cansante 
en virtud de matrimonio religioso celebrado cuando existía impedimento para 
contraer iiratrimonío legítimo — eu el caso, el causante tenía entonces cónyuge, 
hoy supérstite— . Falta en la especie el elemento de "buenn fe", necesario para 
atenuar el rigorismo aludido: p, 690, 

6. Puesto que el art. 24 de la ley 14.370 sustituyó al art. 11 del decreto-ley 
9316/46, privándolo de vigencia, no resulta lícito impugnar el art. 16 del decreto 
reglamentario 1958/55, que se ajustó a las previsiones del texto mencionado en 
primer término, imputándole haber alterado lo dispuesto en el art. 11 del decreto- 
ley 9316/46, Corresponde, en consecuencia, revocar la sentencia que parte de la 
base de tal declaración de tneoustitucionalidad para reajustar el haber de un 
jubilado ferroviario que continuó prestando servicios en actividades comprendi- 
das en el régimen de la lev 12.581, hasta después de entrada en vigencia la 
ley 14.370: p. 703. 

JUECES ( ] ). 

1. Los jueces no pueden dejar de aplicar una norma positiva, cuyo texto es 
claro y preciso, por ln consideración de pretendidos perjuicios que se supone 
puedan resultar de sti ejecución i p. 33. 

2. So corresponde que la Corte acuerde la autorización solicitada por una Cá- 
mara Federal para desvirtuar ante el S*»*do de la Nación los fundamentos de un 
proyecto de ley que entiende )n afectan. Loa tribunales o magistrados que so 
estimen afectados por dichas apreciaciones, pueden promover las gestiones que 
consideren pertinentes: p. 177. 

3. Ningún acto judicial puede ser mantenido si sus más obvias inferencias hie- 
ren la conciencia jurídica y moral de la comunidad, manifestada en las normas 
y principios de la Constitución: p. 291. 

JUECES MATURAKE8. 

Ver: Recurso extraordinario, 51. 

JUEGOS DE AZAR. 

Ver: Constitución Nacional, 34. 

(11 Vrr lanhir» • B«.«ifi<-*ri»q por ¿nt¡*U<sta4. 1: CoMUtuctóo Nacional. 9, 5, 7 11. 47; 
UfcOM-A U JuMÍadon d» m»d»tr»do. V J ipknnÉtiw. 1. fila»» *• «apara, % Mí W*tm 
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juicio criminal. 

Ver: Constitución Nacional, 15, 16, 4." , Jurisdicción y competencia, 2, 5; Recnrw 
extraordinario, 15, 17, 37, 225, 264, 283; Sobreseimiento definitivo, % 

JUICIO DE APREMIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 21 ; Recurso extraordinario, 145, 287; 
ordinario de apelación, 7. 

JUICIO EJECUTIVO. 

Ver: Recurso extraordinario, 12, 143, 286, 287. 

JUICIO ORDINARIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 20; Recurso extraordinario, 287; Recurso ordi- 
nario de apelación, 7. 

JUICIO SUCESORIO. 

Ver:' Jurisdicción y competencia, 11, 21, 51, 52. 

JUNTA NACIONAL DE RECUPERACION PATRIMONIAL. 

Ver: Constitución Nacional, 37; Recurso extraordinario, 252, 310; Recurso ordi- 
nario de apelación, 10. 

JURAMENTO. 

Ver: Corte Suprema, 7. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA < l >. 



Indice sumario 

Absolución del acusado: 5. 
AUfiOlución en juicio criminal: 2. 
Accidentes de tránsito: 20. 
Aeción civil: SO. 

Acciones personales: 12, 1.1, 14, 18. 
Actos de servicio: i". 
Aduana: :l¡5. 

Agencias o sucursales de Bancos: 43. 
Alquileres; 19. 
Allanamiento: 9. 
Aparcería: 11. 
Apremios ilegales: 28. 
Apropiación de cotas extraviadas: 39. 
Armada: 45, 46. 
Armas de guerra: 27. 
Arrendamientos rurales: 11, 23. 
Asociación ilfeita: 37. 
Auto de no ianovar; 3, 4. 




Automóviles: 26, 34. 
Auxilio de la policía provincial a un fe- 
rrocarril nacional: 29. 

Bnnco de la Nación: 26, 40. 
Banco Hipotecario Nacional: 32. 
Barrio do viviendas de la Cap*ütl Fede- 
ral: 32. 

Billete retirado de la circulación: 40. 

Calumnias: 30. 
Cámara de Alquileres: 10, 
Cámaras paritarias de arrendamientos 

rurales: 7, 11, 23. 
Causa civil: 9. 
Cédula de identidad: 39. 

Competencia federal: 21. 



S£W JURISDICCION Y 

Compraventa: 15, Iti. 
Concursu de delitos; 37, 38. 
Conexidad: 3". 

Constitución Xaciomtt: 21, 24, 33. 
Contrabando: 35, -15, 4fí. 
Contrato de trabajen 18, 24, 25. 
Convocatoria de acreedores; 53. 
Curto Suprema: 33. 

Cuasidelitos: 2o\ 

Cheque sin provisión de futido»' 41. 

Daños y perjuicios: 2G. 
Defraudación: 42. 
Delitos i 211. 
Delitos conexos: 44. 
Demanda: <i. 

Denegación de jmtieiai 10. 
Despido: 19. 
Despojo: 2. 
Diplomáticos: :s4. 
Domicilio: 14, 15, 10, 25, 50. 
Domicilio del demandado: 12, 13, 14, 16, 
17, 10. 

Domicilio de los herederos: 4S, 49. 

Kutidndos niitár<¡uicns: 1, 
Establecimiento de utilidad nacional: 24, 
25. 

Esturión difusora: 30. 
Estafa: 30, 40, 41. 
Kxtriinjeros; 9. 

Facturas: 15. 

Falsificación de cédula de identidad en 

el extranjero: 39, 
Falsificación de instrumentos: '■'*>. 
Ferrocarriles: 29, 31. 
Ferrocarriles nacionales: 2». 
Funcionarios federales: 2S. 

Homicidio: 29. 
Honorarios: 5:¡. 
Hurto: 31. 

Importncióu: 35. 
Incidente de tercería: 3. 
Incidente*: 53. 
Inhibitoria: 7, 8, 
lujurias: 30. 

Interdicto de rerolirnr: 2. 
Interdicto de retener: 3. 4, 5. 
Intimidación pública: 27. 

Juicio criminal: 5. 

Juicio ordinario: 20. 

Juicio sucesorio: 11, 4*. 49, 51, 52. 

Juicios universales; 22. 

Jurisprudencia: 25. 

Justicia federal: 29, 4«. 

Justicia militar: 45, 4<i, 47. 

Justicia nacional: 11. £5, 45, 4tS. 

j *ticin nacional del trabnjo: 13. 



Justicia nacional de paz: 53. 

Justicia nacional en lo comercial: 15, 18. 

Justicia nacional en lo criminal de ins- 
trucción; 3tí, 31>. 

Justicia, nacional en !o criminal y correc- 
cional federal: 37, 40. 

Justicia provincia!; 7, 29, 39, 47, 53. 

Lesiones: 32, 44, 47. 

Leyes comunes: 23. 

Ij'yes provinciales : 24. 

Nitiscoiitestación: 25. 

Locación de inmuebles: 19. 

Lugar convenido por las partea; 14, 15. 

Lugar del fallecimiento; 50, 

Lugar de pago: 19. 

Lunar indicado al pie de las facturas: 
Itf. 

Matrimonio: 50. 

Medida de no innovar: 5. 

Nación: 24, 2«, 27. 

Pago: 17. 

Fagos parciales: 19. 
Partición de lierencin: 22. 
Patrimonio nacional: 31. 
Personería: 1. 
Policía federal: 39. 
Posesión: 2, 5. 
Prenda con registro: 42. 
Prisión preventiva: 3, 4, 5. 
Privación de justicia: 9. 
Privación ilegal de libertad: 44. 
Provincias: 24. 
Prueba: 9, 17, 1S, II». 
Puerto: 24. 

(¿ucrelhwtc: 5, 

Recurso de amparo: 33. 
((•-misión de autos: 6, 9. 
Representación: 13. 

Sentencia: 5. 

Heuteiirias criminal y civil respecto do 

un mí iiiia hecho: 2, 
Servicios públicos: 30. 

Sucesión: 50. 

Suspensión Jel procedimiento: 6. 
Tenencia: 5. 

Tenencia de armas de guerra: 27. 
Tenencia de departamento usurpado; 4, 
Tenencia de inmueble usurpado: 2, 3. 
Término: 8. 

Transporte terrestre: 20. 
Tribunales provinciales: 23. 

Usurpación: 2, 3, 4, 5. 

Violación de secretos: 36- 



V COMPETENCIA 397 

Principios generales, 

1. Ln actuación judicial contradictoria de dos entidades «dátales para tu tutela 
di' los mismos intereses y derechos es, romo principio, objetable: p. 189. 

Conflictos entre jueces. 

2. Líi sentencia dictada en juicio criminal que, con motivo de la «disolución de 
los querellados por usurpación, ordena restituirles la tenenc ; a riel inmueble, debe 
prevalecer sobre el pronunciamiento de la justicia «vil qu<-, en el interdicto de 
recobra r In posesión, dispuso que ésta fuera entregada n 1 1 querellante si, en el 
caso, la justicia penal absolvió, por aplicación del nrt. 13 del respectivo código 
procesal, sobre ln base de que no se había acredita do el 1 echo de que ]n quere- 
llante tuviese la electiva posesión del inmueble, por lo -,ue nt pudo mediar despojo. 
En tales condiciones ln sentencia dictada en sede civil, qu» declaró probado lo 
contrario, importó inobservancia del art. 1101 del Código Civil, pues en ambos 
juicios se trataba de dilucidar ln existencia de un mismo luvho: p, 274. 

3. El conflicto suscitado entre dos resoluciones judiciales ne electos provisio- 
nales —la que, como consecuencia de la prisión preventiva del procesado, con- 
cedió ni denunciante la tenencia parcial y provisional de un local, v la dictada por 
la justicia civil, que ordenó a! segundo no innovar en la posesión— debe ser 
resuelta dando prevalencia a lo decidido en la causa criminal puesto que, en el 
caso, la medida dispuesta en sede penal se hallaba firme a ln feelia en que fué 
decretada la providencio eautelar en el interdicto y se fundó, ademas, en circuns- 
tancias distintas y anteriores a las que se invocaron en el interdicto. Ello, sin 
perjuicio de las acciones civiles que puedan promover los terceristas: p. 3Bíi. 

4. Debe resolverse dando preterencin a lo remello en sede penal el conflicto 
suscitado con motivo de que la justicia criminal, como consecuencia de ln prisión 
preventiva dictada en un proceso por usurpación, dispuso restituir a la quere- 
llante, provisionalmente, en la cotenencia de un departamento, en tanto que la 
justicia civil, en el interdicto de retener ln posesión promovido por el adquírente 
del departamento, ordenó no innovar respecto de ta situación de éste. Ello, 
debido que los hechos que dieron lugar a la querella fueron anteriores n la 
adquisición del dominio y a que el comprador ejerció ampliamente, en la causa 
criminal, su derecho de defensa, sin cuestionar formalmente la competencia de 
la justicia del crimen para resolver al respecto; sin perjuicio de las acciones 
civiles que, en definitiva, pueda ejercer el propietario: p. 368. 

5. En atención al principio atinente o la estabilidad de las decisiones judiciales 
ejecutoriadas, no puede mantenerse la medida de no innovar decretada por el 
juez en lo civil que conoce en el interdicto de retener y que se encuentra apelada, 
por la cual subsistiría la cotenencia del departamento por parte de loa quere- 
llantes, dispuesta en el auto de prisión preventiva, cuando con anterioridad a 
aquella medida hn recaído sentencia definitiva en jurisdicción penal ordenando 
la desocupación del departamento aludido y su entrega "en posesión" al quere- 
llado, a uuien se absuelve. Ello, sin perjuicio de las acciones civiles a que puedan 
tener derecho los interesados: p. 775. 

Cuestiones de competencia. 

Inhibitoria: planteamiento y trámite. 

6. SÍ no inedia resolución del juez federa) admitiendo la inhibitoria promovida 
ante él, es improcedente el pedido de remisión de los autos y suspensión del 
procedimiento que dicho magistrado formula al Consejo de Guerra Especial: 
p. 89. 
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7, Consentida por las partes la jurisdicción «leí Tribunal del Trabajo provincial 
y concluida ante él í» cuestión que dió origen a la causa, es improcedente la inhi- 
bitoria planteada ante la ''ámara Paritaria: p. 511. 

«. Debe teneTse por planteada en tiempo háhil la cuestión de competencia por 
inhibitoria si ella se deduce con anterioridad at vencimiento del plazo fijado para 
contestar la demanda: p. 512. 



da la Corta 

9. No existe contienda de competencia efectivamente trabada ni privación de 
justicia que autorice la intervención de la Corte por la vía dispuesta en el art. 24, 
inc. 7", ilel decreto-ley 1285/58, si el juzgado en lo civil, comercial y minas de 
San Juan, al declararse incompetente —en Tazón del allanamiento prematuro del 
actor a la c«epcíón de incompetencia de jurisdicción opuesta por el demandado, 
antes de haber probado feliacientemente éste su calidad de extranjero— resolvió 
remitir las actuaciones al juez federal de la misma provincia, que se negó tam- 
bién a conocer del caso. Ello, porque la declaración de incompetencia en causas 
civiles no autoriza, por lo común, la remisión de los autos al juez a quien se 
considera competente: p. 75. 

10. La declaración de incompetencia de la Cámara de Alquileres de la Provincia 
de Buenos Aire», no habiéndose trabado aún una contienda de competencia nega- 
tiva, no comporta efectiva denegación de justicia eiue autonee la "tOTeneión 
de la Corte Suprema, en los términos del nrt. 24, inc. 7*, del decreto-ley 1285/58 
(ley 14.467): p. 110. ... 

11. Xo existe conflicto alguno de competencia, ni efectiva privación de justicia 
que autorice la intervención de la Corte, en los términos del art- 24, inc. 
última parte, del decreto-ley 1285/58, si declarada la incompetencia del tribunal 
provincial pura conocer de la cuestión suscitada entre los herederos con motivo 
tic la condición de aparcero invocarla por uno de ellos respecto de un campo de 
la sucesión, no inedia íiún declaración semejante por parte de los org-mísmos de la 
ley 1.J.246, a Jos que el aludido tribunal consideró competentes: p. 240. 

Competencia territorial. 



Luffür del cumplimiento de la úbligaeián. 

12. El juez, competente para conocer <?n lo* juicios en que se ejercen acciones 
personales es, con preferencia al del domicilio de) demandado, el del lugar conve- 
nido, expresa o tácitamente, para el cumplimiento de In obligación: p. 68. 

13. En un juicio en el que se ejercen acciones personales, a falta de prueba 
de la que resulte haberse pactado expresamente acerca de los tribunales compe- 
tentes para decidir la» cuestiones judiciales emergentes de la relación jurídica 
entre las partes, debe concluirse que ellas aceptaron implícitamente lo de los 
jueces del lugar en que la gestión debía cumplirse. 

En consecuencia, corresponde a la justicia civil $ comercial de Salta y no a la 
nacional en lo comercial de la Capital Federal, conocer del juicio por cobro de 
comisiones impagas promovido contra una compañía domiciliada en Buenos Aires, 
ai el actor invoca el carácter ña representante -vendedor de la demandada en la 
mencionada Provincia, donde reside y desarrolla sus actividad** comerciales: 
p. 102. 

14. El juez competente para conocer en los juicios en que se ejen en acciones 
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personales es, con preferencia ni del domicilio del demandado, el del lugar cao- 
venido explícita o implícitamente pura el cumplimiento de la obligación: p. 77i>. 

15. Es competente la justicia nacional en lo comercial de la Capital Federal 
para conocer en ta demanda por cobro del precio dé mercaderías no pagadas 
por un comerciante domiciliado en jurisdicción provincial, cuando de las circuns- 
tancias du la operación surge que dicho lugar fué el convenido por las partes 
para el cumplimiento de la obligación. Xo es óbice para ello la fórmula puesta 
al pie de las facturas "rogamos efectuar los pagos... sobre Buenoa Aires", 
en el mi puesto de no mediar desconocimiento del vínculo contractual, pues se 
trtta de una modalidad corriente de trat», que no la priva de elicacia jurídica: 
p. 773. 

Lugar del domicilio de las partes. 

16. Xo habiéndose convenido un determinado lugar para el cumplimiento del 
contrato de compraventa, pues ante el desconocimiento del vínculo contractual 
por el demandado no puede entenderse como tal la frase puesta al pie de las 
facturas, no conformadas por aquél, de que su importe "... se entiende pagadero 
en Buenos Aires", la acción personal intentada debe tramitarse ante el juez del 
domicilio del demandado: p. 784. 



17. Corresponde conocer del juicio por cobro de saldo del precio de venta de 
mercaderías a la justicia de la Capital Federal, y no a la de la Provincia de 
Mendoza, si existen en autos constancias que demuestran que los demandados 
— domiciliados en esa Provincia — efectuaron pagos parciales a los actores por 
medio de giros banca rio- ¡¡ la Capital Federal, dejnndo documentada la formal 
promesa de abonar en igual forma el saldo adeudado: p. 68. 

Contrato da trabajo. 

18. Corresponde a la justicia nacional del trabajo de la Capital, y no a la 
comercial de dieba ciudad, conocer del juicio que se reclama indemnización por 
ilcspido, sueldos no pagados, aguinaldos, etc., y cuyas constancias acreditan, 
"prima facie", la condición de empleado dependiente invocada por el actor: p. 181. 

Locación da cosas. 

19. A falta de lugar convenido expresamente para el cumplimiento de las obli- 
gaciones emergentes de la locación do un inmueble ubicado en la Capital, corres- 
ponde conocer del juicio por cobro de alquileres al jueí de paz de dic' ciudad, 
en la que, además, se afirma sin prueba fehaciente en contra, que tiene domicilio 
la demandada y donde, también, se efectuaron pagos parciales por el mismo 
concepto: p. 98. 

Pagarés. 

20. Corresponde a la justicia nacional en lo civil, y no a la comercial de la 
Capital Federal, conocer del juicio ordinario por cobro de una deuda de carácter 
civil, documentada en pagarés vencidos que no fueron protestados y cuya firma 
desconoció el demandado. Xo se trata, en el caso, de negociación sobre papeles 
de comercio, sino de una acción fundada en la obligación c'nj presuntamente 
contraída: p. 96. 
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OomptUncU nacional. 

91, No vulnera el principio del art. 31 de la Constitución Nacional, la decisión 
que declara la incompetencia de la justicia federal para conocer en el juicio de 
apremio deducido por el Procurador Fiscal contra una sucesión. El «*& 100 de 
1» Constitución Nacional fué reglamentado por la ley 48, cuy» art. 12 exceptúa 
de la competencia federal Ion juicios de aquella naturaleza, aunque se deduzcan 
en ello* acciones fiscales de la Narión. Tal excepción lia sido confirmada por el 
art, 2» de la lev 027 y mantenida por los arí*. 112 de Ja ley 1893 ; 27 de la ley 
4055 ; 40, 41, 42, 51 y correlativos del decreto-lev 1285/53 y no o» incompatible 
ron el art. 100 de la Constitución, pues en tales ¡supuestos no resultan afeitados* 
los propósitos que informan la competencia federal: p, "40. * 
32. Ijos fine» previstos por el art. 100 de la Constitución Nacional no resultan 
alterado* por la atrnceión que ejerzan los juicios universales de concurso de acree- 
dores y partición de lierencia sobre las acciones fiscales de la Nación, pues ello 
tiende* a posibilitar una más eficaz y rápida administración de justicia que 
beneficia, al Estado Nacional, interesado en el pronto cobro de su crédito: p. 740. 

Por la matarla. 

Cautas ticlvida* rfc la eompetcneia nacional. 

23. Ijis leve* vigente* en materia de arrendamientos agrarios, como la 14.451, 
no contienen disposición expresa alguna que las declare federales, lo que no 
«curre por la sola circunstancia de (pie contengan disposiciones transitorias o 
de emergencia. En cuanto regulan sustancialmente las relaciones entre particu- 
lares no aparece manifiesta la existencia de una específica finalidad federal, ni 
razón suficiente para prescindir de la doctrina de la Corte en el sentido de que 
las leves aludidas son de carácter común. En consecuencia, con arreglo o lo 
dispuesto en j¡ art. 67, inc. 11. de la ( (institución, su aplicación corresponde 
a los tribuna. . * provinciales y no a las cámaras paritarias de arrendamientos 
rumie»; p. 781. 

24. U aplicación de la ley procesal provincial del trabajo, en un juicio emer- 
gente de una relación laboral desarrollad* en lugares adquiridos por la Nación 
n lns provincias, no puede obstaculizar directa ni indirectamente el fin nacional 
del establecimiento portuario, y, por lo tamo, no contraría lo dispuesto en el 
nrt. «7, inc. 27. de la Constitución Nacional : p. 824. 

25. Son tribunales competentes para conocer en un juicio los que lo eran según 
la jurisprudencia imperante en el momento de trabarse la litlscontestación, aun- 
que aquélla haya cambiado después, orientándose en sentido opuesto. En conse- 
cuencia, tuda vez que la .jurisprudencia vigente «1 tiempo de la traba de la litis 
consideraba razonable una interpretación restrictiva de los linea de utilidad pú- 
blica de los establecimientos nacionales y In consiguiente jurisdicción federal, 
corresponde a la justicia del trabajo de la Provincia de Santa Fe conocer en la 
demanda, derivada de una relación laboral desarrollada en los | merlos de San 

Lorenzo, San Marín y líosario. promovida contra una firma que, ad ás. tiene 

su domicilia en jurisdicción local; p. 824. 

Por las p«tmdu. 

Wae-iÓH. 

26. Aunque sea parle directa la Narión, no es competente la justicia federal, en 
la Capital, para conocer de las demandas que versen sobre acciones civiles por 
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repn radón de daños y perjuicios causados por delitos y cuasidelitos, mnexofl 
ion los medios de transporte terrestres. 

No se opone a ello lo dispuesto ra el art. 2*2 del decreto-ley 13.129/57 que, ai 
bien establece en forma genérica la competencia federal para las causas en que 
es parte el Banco de ia Nación —indudable en Provincias— no debe ser inter- 
pretado en forma que autorice a considerar derogada ana norma como la del 
art. 42, inc. a), de la ley 13.998, que contempla un caso especio! de juicios detraí- 
dos a Ia competencia federal en la Ciudad de Buenos Aires. En consecuencia, 
corresponde a la justicia nacional en lo civil de la Capital, y no a la federal y 
ciintendosoadmimstrativfl, conocer del .juicio promovido por cobro de pesos con- 
tra el Banco de la Nación y el dependiente de éste, conductor de un vehículo 
del Banco que embistiera al automóvil del actor; p, 70, 

Causas penales. 

Violación de norma» federales. 

27. Corresponde conocer de la causa a In justicia nacional en lo criminal y 
correccional federal de la Capital, y no a 1» de instrucción de la misma ciudad 
ni a la federal de Babia Blanca, si de las constancias de autos sitio surge la 
presunta comisión, en Ja ciudad de Buenos Aires, del delito sancionado por 
Ü art. 212, ine. 2», del Código Penal (modificado por ley 15.276). No obsta 
a ello In circunstancia de que el arma a cuya tenencia se refieren las actuaciones 
haya sido reclamada por "desaparición" a solicitud del Juzgado de Instrucción 
de la Marina de Guerra, pues esto no basta para acreditar que aquélla pertenezca 
a la Nación : p. 99, 

DHtto» que obstruyen el normal funcionamiento de la» inxt Unciones nncionale». 

28. Corresponde a la justicia nacional en lo Criminal y Correccional Federal de 
la Capital, y no a la Criminal de Instrucción, conocer de la causa por apremios 
ilegales en la que w lia decretado el procesamiento de funcionarios federales 
— en la época en que ocurrieron los hechos — y cuyas constancias no permiten 
descartar la participación de aquéllos, u otros, en los delitos que se investigan : 
p. 523. 

29* Por la vinculación de los hechos sujetos a juzgamiento y la manifiesta con- 
veniencia de que sea un solo magistrado el que conozca de ellos, corresponde que 
la justicia federal, aun después de haber sobreseído definitivamente al jefe de la 
estación de un ferrocarril nacional, continúe entendiendo en el proceso por 
homicidio en perjuicio de un agente de la policía provincial, que actuó en los 
hechos a requerimiento de aquél para la custodia del normal desarrollo del tráfico 
ferroviario: p. 526. 

30. Compete a la justicia federal, y no a la provincial, conocer en una cansa por 
calumnias e injurias cuando se ha usado para su comisión una estación difusor*, 
qae tenia a su cargo la prestación de un servicio público dentro del sistema de 
comunicaciones del que era titular el Estado Nacional, pues su ejecución, por 
ese medio, tiende a obstruir la debida prestación del servicio : p. 542. 

Delito» en perjuicio de lo* bienes y rento» de ta Nación y de tu» repartición?» 
atttárquica*. 

31. Son de competencia federal las cansas penales originadas por delitos que, 
en términos generales, y con preseindeneía de la clasificación que les corresponda, 
afectan o pueden afectar el patrimonio nacional. 

En consecuencia, corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional 
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federal, y no * U nacional en lo criminal de instrucción, de la Capital, conocer 
de la cansa ti pueden derivarse responsabilidades de orden patrimonial para 
ua ferrocarril por la» circunstancia» de que la cerradora de ta puerta del cama- 
rote en que viajaba la víctima del harto, se encontraba deteriorada y no ofrecía 
seguridad alguna: p. 78. 

32. Con arreglo al alcance qne la jurisprudencia de la Corte Suprema lia atri- 
buido al art. l v de la ley 14.180, corresponde a ta justicia nacional en lo criminal 
de instrucción y no a la criminal y correccional federal, conocer de la denuncia 
efectuada por el Banco Hipotecario Nacional por robo de materiales pertene- 
cientes a inmuebles qne el Banco construye en un barrio de vivienda* en la 
Capital Federal: p. 552. 



33. £1 recurso de amparo, como petición originaria, es extraño a la competencia 
que acuerdan a la Corte Suprema los arte. 100 y 101 de la Constitución Nacional 
y 24, ine. 1*. del decreto-ley 1285/58, ley 14.467 : p. 791. 

Agentes diplomático» y connlarc*. 
■ataJaSara* y mlmUbm «kfaajme. 

34. Acreditado el carácter de diplomático del acusado y la conformidad prestada 
pura tu juzgamiento, corresponde a la Corte Suprema entender originariamente 
en una causa sobre lesiones: p. 719. 



Gauptttn6Ía\ panal 



36. Corresponde al juez federal de Rawson (Chubut) conocer de la infracción 
a los arta. 4° y 5» del decreto-ley 9924/57, que se habría cometido al llevar un 
automóvil al norte del paralelo 42 pasando por la aduana de Treleir, localidad 
en la cual habrían sido colocadas a) rodado chapas de patente falsas: p. 79. 

nwallaaé da uelltoe. 

36. Cualquiera sea el vehículo de conexión final que pueda existir entre los 
hechos delictuosos denunciados, si ellos se presentan "prima facie" como indepen- 
dientes, deben ser investigados por los jueces que resulten competentes. En con- 
secuencia, corresponde al jnea federal de Mercedes, Provincia de Bnenr , Aires, 
conocer de loa delitos de violación de secretos; y al juca nacional en lo criminal 
de instrucción de la Capital, de los de estafa y falsificación de documentos pri- 
vados, que también se imputan al encausado: p. 73. 

37. No corresponde a la justicia federal conocer del delito de asociación ilícita 
que* también se acrimina a loa autores, acusados de otros delitos de competencia 
federal. La presunta conexidad que pudiera existir entre unas y otras infrac- 
ciones no basta para acordar intervención a la justicia federal respecto de delitos 
qne, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica: 
p . 438. 

SU Ko procede atribuir a un solo Juex el conocimiento de delitos comunes inde- 
pendientes, cometidos por el mismo acosado en distintas provincias. Ellos deben 
ser juagados por los tribunales de las respectivas jurisdicciones, sin perjuicio 
de la prioridad en el trámite que pueda hacer valer él magistrado que conoce 
en la causa más grave o más antigua, según el caso, y de la oportuna aplicación 
de lo dispuesto en el art 58 del Código Penal: p. 657. 
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39. La apropiación de una «'«lula de identidad eitrnviflda, hecho ocurrido en 1* 
Provincia de Buenos Aires, debe ser juzgada por la justicia provincial. La falsi- 
ficación de la misma cédula en el extranjero, si correspondiera au juzgamiento 
a loa tribunales argentinos, es de competencia de la justicia nacional en lo crimi- 
nal de instrucción, pues si los efectos de eac delito se produjeren en territorio 
nacional, se afectaría el crédito de los documentos emitidos por la Policía Fede- 
ral : p. 723. 

40. La competencia territorial de los tribunales para conocer de un delito se 
determina por el lugar donde fueron cometidos los hechos. 

Por no tratarse del caso previsto en el art. 37 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal, corresponde al jneis en lo criminal y correccional federal de la Capital 
eonoeer de la presunta sustracción de un billete de mil pesos retirado de la 
circulación, ocurrida en dicha ciudad, y al juez federal de Concepción del Uru- 
guay entender en la tentativa de estafa que se habría cometido al entregar eti 
pago el mismo billete en una sucursal del Banco de la N'nciÓn: p. 724. 



Defraudación. 

41, Si "prima facie" aparece configurado el delito de estafa, es juez competente 
para eonoeer del proceso el del lugar donde se entregaron las mercaderías ■ 
«ambio de un cheque doloso y no el del lugar donde éste habría sido emitido: 
p. 664. 

Variot, 

48. La competencia territorial para conocer del delito de defraudación prenda- 
ria previsto eu el art 44 del decreto 15.348/46 (ley 12.962), emergente de 1* 
venta como Ubre del bien prendado, se determina por el lugar donde tiene su 
asiento el patrimonio dd acreedor prendario, ñusque el hecho haya ocurrido en 
distinta jurisdicción. Esto doctrina es la que mejor Jta la necesidad de 
otorgar protección efectiva * una forma de crédito becakí«eaa para la economía 
del país y proporciona a, acreedor un eficaz medio de defensa contra tan grave 
violación a la esencia del crédito prendario: p, 417. 

4». En el caso de una institución de crédito que tiene agencias o sucursales en 
diversos puntos del país, se considera como asiento de] patrimonio del acreedor 
prendario perjudicado por el delito, a los efectos de la competencia para eonoeer 
de infracción** a loa arta. 44 y 45 de la ley de prenda con registro, el del lugar 
donde se encuentra la agencia o sucursal que concedió el préstamo con garantía 
prendaria : p. 421. 

Competencia militar. 

44, Corresponde al juez de instrucción de la Provincia y no al Consejo de Guerra 
Especial —Mendoza— eonoeer de los delitos de lesiones y privación ilegal de la 
libertad que se habrían cometido en perjuicio de personas sometidas a proceso 
ente la justicia militar en virtud de lo dispuesto en el decreto 2639/60, si las 
constancia* acumuladas no permiten establecer que loa hechos denunciados, cuyos 
autores no han sido identificados, puedan caer dentro de las previsiones del 
decreto mencionado. La mera conexidad que podría existir entre los delitos pri- 
meramente aludidos y las supuestas actividades terroristas de los perjudicados 
no bastan para justificar la intervención del tribunal militar, cuya jurisdicción 
es de excepción y de aplicación restringida: p. 87. 

46. Con arreglo a lo dispuesto en loa arta. 110, inc. 1*, y 116 del Código de 
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Justicia Mititiir. corresponde a la justicia federal, y no n la militar, conocer de 
la causa por contrabando respecto de empleados civiles de ta Armada Nacional, 
aun cuando el hecho ocurriera ec jurisdicción castrense y copartieipara perdona! 
militar : p. 439. 

44. Es competente I.i justicia militar, y no la nacionat, para conocer de la causa 
que se instruye por el delito de contrabando a integrantes de la Armada Nacional, 
ai el hecho habría sido cometido por el personal militar en lugar sujeto piclusi- 
vamente a la autoridad rástrense: p. 439. 

47. Corresponde a los tribunales castrenses, que juzgarán primero — arL 113 
del Código de Justicia Militar—, conocer de la supuesta infracqón al art. 888 
del citado Código, que liabrla cometido el personal militar. La justicia local es, 
por el contrario, la competente para juzgar al jefe militar acusado de legiones 
inferidas a un civil, hecho ocurrido en lugar no sujeto a jurisdicción militar 
y fuera de actos de sen icio: p. 721. 

Iuomíóii. 

Domicilio del cantante. 

48. Siendo contradictoria y poco clara la prueba producida con respecto al últi- 
mo domicilio del causante, y no resultando que haya otros herederos que los 
presentados en el juicio sucesorio iniciado ante el juez del lugar del domicilio de 
los mismos, corresponde admitir la competencia de dicho magistrado. A lo cual 
debe agregarse que el fallecimiento ocurrió también en ese lugar: p. 714. 

49. Riendo contradictoria y poco clara la prueba producida con respecto al últi- 
mo domicilio del causante, y no resultando que baya otros herederos que los 
presentados en e] juicio sucesorio iniciado ante el juez del lugar del domicilio 
de los mismos, corresponde admitir la competencia de dicho magistrado: p. 717. 
90. No habiéndose prohado fehacientemente cual fué el -último domicilio real 
del causante, a Los efectos de la tramitación del juicio sucesorio, debe tenerse 
por cierto que aquél era el del tugar donde falleció, tanto más si este domicilio 
coincide con el manifestado ¡wr el propio causante al contraer matrimonio, quince 
dfas antes de morir, según consta en la respectiva partida : p. 778. 

Futro da atracción. 

M. El fuero de atracción en los autos sucesorios debe prevalecer aunque exista 
un codemandado del causante en el expediente que se atrae: p. 713. 
88. Son avoeables por el juicio universal de sucesión las causas que no se encuen- 
tran en instancia de apelación: p. 713. 

tnekLtntw y outtíonn eontxu. 
Costa* j honorario». 

58. No corresponde a la justicia de paz de la Capital Federal sino a la ordi- 
naria provincial, donde está radicada la convocatoria de acreedores, conocer en 
el incidente por cobro de honorarios promovido por el profesional que. en aquel 
juicio universal, intervino en la verificación del crédito de una sociedad: p. 772. 



< l >. 

1. Si bien la permanencia de la jurisprudencia es deseable, con fundamento en 
la preservación de la seguridad jurídica, no debe obstar a su revisión cuando 
medien razones de justicia suficientes al efecto: p. 115. 



<t> Vtr («mhüín: Jubil»cióo y ponida. 3: Juiiidlcción y coapttaacls, 25: L«y. 6; P*«o, 1, 
lUcora» Utr»or<i Lnirio. 197. 201, 260. 3U, 371. 
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JUSTICIA NACIONAL EN LO CIVIL gOg 

JURISPRUDENCIA CONTRADICTORIA. 

Ver: Constitución Nacional, 33, 39; Recurso extraordinario, 253, 28*. 

JUSTICIA DK PAZ. 

Ver: Recurso extraordinario, 157. 

JUSTICIA DKL TRABAJO (>). 

1. A loa efectos de la» designaciones de empleados, corresponde asimilar 1* 
Comisión de Conciliación de la Justicia del Ira bajo al personal de los tribu- 
nales y de los ministerios públicos: p. 91. 

3. Ninguna de las facultades conferí ¡as a ta Comisión de Conciliación de 1» 
Justicia del Trabajo es extraña a las propias de un organismo judicial. En con- 
secuencia, dado el propósito del art. 13 del decreto-ley 1286/58, de transferir al 
Poder Judicial la designación de los funcionarios y empleados de los organismo* 
que desempeñen funciones judiciales, no es dudoso que debe considerarse a los 
funcionarios y empleados de dicha Comisión como dependientes de la Justicia 
de la Noción, en los términos y a loa efectos de la mencionada disposición legal: 
p. 91. 

3. El art. 132 del decreto-ley .«.347/44 (ley 12.948), en cuanto establece que 
los miembros de la Comisión de Conciliación de la Justicia del Trabajo serVn 
nombrados por el Poder Ejecutivo, debe considerarse derogado en virtud de .o 
dispuesto en el decreto-ley 6320/56 y en los nrts. 13 y 67 del decreto- lev 1285/56. 
p. 91. 

JUSTICIA FEDERAL 

Ver: Constitución Nacional, 45; Jurisdicción y competencia, 6, 9, 27, 29, 36, 35, 
36, 46; Recurso extraordinario, 279. 

JUSTICIA MILITAR. 

Ver; Jurisdicción y competencia, 6, 44, 45, 46, 47. 
JUSTICIA afAOIOHAI* 

Ver: Corte Suprema, 2, 5, 6; Jurisdicción y competencia, 11, 13, 17. 21, 45, 46 j 
Justicia del trabajo, 2; Ley, 2; Recuno extraordinario, 281; Superintendencia, 10. 

JUSTICIA RACIOMAL OI PAC, 

Ver: Jurisdicción .. competencia, 53; Recurso extraordinario, 161, 164 

JUSTICIA HACIOV AL DKL TRABAJO* 

Ver: Jurisdicción y competencia, 18; Recurso extraordinario, 278 . 

JUSTICIA MACTORAL EJT LO CIVIL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 20, 26; Recurso extraordinario, 157; Super- 
intendencia, 4. 

(I) Ver taabtfi: L«r. |. 
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JütTIOIA HAOIOHAL SU LO OOMHftGIAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 15, 18, 20. 

JU1TICIA HACIOHAL SH LO OBIMHAL OI DltTBVOOIOH. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 27, 23, 31, 32, 3o, 39. 

JUSTICIA HAOIOHAL Ul LO OBIMHAL Y COEBECGIOHAL 
PBDBBAL 

Ver: Jurisdicción y competencia, 27, 28, 31, 32, 37, 40. 

JüHTOIA HAOIOHAL BH LO FXDKBAL Y CONTENCIOSO ADIO 
MITAATTVO 

Ver: Jurisdicción y competencia, 28, 

JUSTICIA PROVINCIAL- 

Ver: Jurisdicción y competencia, 7, 9, 13, 17, 25, 29, 30, 3!), 44, 47, 53; Recurso 
extraordinario, 21, 108, 109, 

L 

LEGISLACION OOMDH (>). 

1. El Congreso está facultado para sancionar leyes de nntu.aleza local, en loa 
término» del art. 67, inca. 14 y 27, de la Constitución Nacional; y leyes de orden 
federal, con fundamento en loa demás incisos del art. 87. Ello crea la posibilidad 
de que el Congreso, al reglamentar materias correspondientes, en principio, a la 
legislación común, ejerza una potestad distinta de la prevista por el inc. 11 del 
art. 67, sustrayéndola del ámbito propio de esta legislación. Tal alteración puede 
ser dispuesta y deben ser tenidos por válidos sus efectos, siempre que la intención 
de producirla sea inequívoca y no se apoye en el mero arbitrio del legislador, 
sino en necesidades reates y fines federales legítimos, impuestos por circunstan- 
cias de notoria seriedad: p. 781. 

8. Las leyes comunes de la Nación son aquellas que sanciona el Congreso con 
arreglo a las previsiones del art. 67, ine. 11, de la Constitución Naeional. Entre 
ellas figuran loa códigos allí mencionados — que legislan de manera general y 
estable con relación a todo el territorio de la República— y las leyes que se 
declaran incorporadas a esos códigos, como también las que los integran, los mo- 
difican o amplían: p. 781. 

LEGULAOIOH DBL TRABAJO. 

Ver: Contrato de trabajo, 1. 




Ver: Constitución Nacional, 6; Inmunidades, 1, 2, 3, 4, 5. 
LEGÍTIMA DEFINIA. 

Ver¡ Recurso extraordinario, 33, 71. 



U> Ver tamWfo: IxM*e¡<tn im «mu. 1, 3. 
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L No habiéndose acreditado en autos que el acusado haya obrado es la emer- 
gencia con conducta culposa en el manejo de su automóvil, como para encuadrarla 
en la norma del art. 94 del Código Penal, y no habiéndose llegado a la individua- 
lización de testigos del hecho determinante del proceso, corresponde sobreseer 
definitivamente en la causa y respecto de aquél: p. 719. 



L En el caso de leyes sucesivas, que legislan sobre la misma materia, la omisión 
en la última de disposiciones de la primera, importa seguramente dejarlas sin 
efecto, cuando la ley crea respecto de la cuestión de que se trata, un sisteii.a 
completo, más o menos diferente del de la ley antigua: p. 357. 

Interpretación j aplicuciotk. 

2. La interpretación de la ley debe practicarse de manera que las garantías y 
los principios constitucionales no resulten afectados. 

Se conforma a tal doctrina la inteligencia atribuida a los arts. 13 y 67 del decreto- 
ley 1385/58, en cuya virtud se atribuye al Poder Judicial la designación de loa 
funcionarios y empleados de la Comisión de Conciliación de la Justicia del 
Trabajo, pues concuerda con el principio de la división, de los poderes y concu- 
rre a la mejor preservación de la autonomía judicial: p. 91. 
8, No es probable que se haya buscado alguna significación obscura o abstrus* 
de las palabras empleadas por la ley, sino más bien que se las haya aceptado en 
el sentido más obvio al entendimiento común: p. 111. 

4, En ausencia de prescripción legal expresa, la decisión está encomendada a la 
prudente interpretación judicial y ésta puede inclinarse por la tesis que mejor 
exprese el estado de la evolución del problema jurídico en debate: p. 115. 
& Aun cuando sea opinable la interpretación según la cual la indemnización 
suatitutiva del p rea viso es una de las remuneraciones previstas por el art. 12 del 
decreto-ley 13.937/46, el mantenimiento de la jurisprudencia establecida con 
respecto al art. 13 del decreto-ley 31.665/44 debe ser preferido, en resguardo 
de la justa esperanza de seguridad del comportamiento de loa particulares ate- 
nido a aquélla : p. 165. 

6. Cuando las previ* ion en legales son lo suficientemente amplias como para 
abarcar ciertas materias que están dentro del legítimo ámbito de la competencia 
del Congreso y otra* que escapan a él, los jueces, a fin de permitir la vigencia 
y asegurar la valides de la ley, deben interpretarla restrictivamente, aplicándola 
sólo a las materias comprendidas dentro de la esfera que es propia del Poder 
Legislativo, siempre que la norma interpretada lo consienta: p. 398. 

7. Los jueces deben interpretar las leyes de la manera que mejor concuerda 



U> Ver lamblfo: Canutada* Ntck>«l. 1«; JuMjteM* y *«m •—U, 34. 44, 4T; 
(1) Ver tMhUa: BaalfleacMa por u>tí(«e4*d, 1: Cwwtttad*» Vado. t. 17: OhMI 
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con las disposiciones constitucionales, salvo que a inteligencia opuesta sea pal- 
maría: p. 39S. 

La i aterp relación de la lev debe consagrar U solución que mejor concuerde 
ron las garantías y principios constitucionales: p. 610. 

9. Si la sentencia recurrida ha interpretado ana ley común de la manera en que 
mejor se compadece con mía garantía constitucional, procede el rechazo de la 
apelación extraordinaria: p. 711. 

10. Las disposiciones legales deben ser interpretadas en la forma que mejor 
conenerde con las garantías o previsiones de la Constitución Nacional : p. 730. 



Ver: Impuesto a los réditos, 1 ; Jubilación y pensión, 4. 

LXTBS ADUAHERAS, 

Ver: Recurso extraordinario, 271. 



Ver: Jurisdicción y competencia, 23; Legislación común, 1, 2; Recurso extra- 
ordinario, 63. 100, 206, 276. 

LEYES FEDERALES. 

Ver: Legislación común, 1; Recurso extraordinario, 43, 328. 



Ver : Legislación común, 1. 



Ver: Legislación común, 2. 
LEYES EAOIOEALES. 

Ver: Constitución Nacional, 7; Recurso extraordinario, 330. 



Ver: Recurso extraordinario, 265. 



Ver; Constitución Nacional, 11, 12; Jurisdicción y competencia, 24; Recurso ex- 
traordinario, 25, 50, 106, 111, 120, 143, 330. 

LIBERTAD DE IMPRENTA. 

Ver: Constitución Nacional, 25, 20, 27, 28, 30, 31, 32; Recurso extraordinario, 
37, 38, 39, 218, 220. 



Vw: Constitución Nacional, 45; Recurso de amparo, 20; Recurso extraordina- 
rio, 15. 
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Ver: Daños y per juicios, 2, 4, 5, 7. 
LITISCONTBSTAOIOH. 

Ver: Jurisdicción y competí ricia, 35; Recurso extraordinario, 24, 150, 155, 162, 
169. 

LOCACION DI COBAS 0). 

1. Conforme al principio consagrado en vi ñrt. 67, inc. 11, de la Constitución 
Nacional y al alcance que pnrn las disposiciones procesales contenidas en Jas 
leyes de alquileres ha establecido el art. 67 de la ley 14.821, corresponde confir- 
mar la sentencia que, fundada en lo* art». 611 y 612 del Código de Procedí míen- 
tos Civiles de In Provincia de Buenos Aire», declara improcedente un recurso de 
apelación: p. 610. 

2. Ni de los términos del nrt. 2» de la ley 13.936, ni de los del art. 30 del decreto- 
ley 2186/57, resulta cxplícitamcnlc que ellos tengan vigencia para toda la Na- 
ción: p. 610. 



Ver: Expropiación, 17. 

LOTERIA. 

Verr Constitución Nacional, 22, 34. 

LVHKO CESANTE, 

Ver: Recurso extraordinario, 277. 



MAGISTRADOS JUDICIALES. 

Ver: Estado de sitio, 7; Superintendencia, 11. 



Ver: Recurso extraordinario, 73. 

MALVERSACION DI CAUDALES PUBLICOS. 

Ver: Constitución Nacional, 17. 

MABOAS DE FABRICA ('). 
Principio* ftnmdM. 



ntMli un paro. 3; Rmiim «Owdimrl*. 20, 23, 39, «7, 70. «.M. te «, «. «». «■ 
174, 17«, 171, 178. 15». ti* 
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1IARCAS SE FABRI A 



1. La marca de fábrica protege no solamente el derecho de su titular a los legí- 
timos beneficios de su actividad y honestidad qu. puedan menoscabar los prácti- 
ca* desleales, sino también el interés que asiste a los consumidores, de no ser 
inducidos en confusión respecto de la identidad i los productos que ndquicreu: 
p. 471. 

• 

2. Es procedente el registro de términos de fantasía, aún integrados por com- 
ponentes «vocativos del producto, distinguidos de otras marcas mediante un agre- 
gado diferencial a la pal Abra de «so común (en el caso: "Jersey", "Jerselen" y 
"Jeraeystar"), Xo existe, en efecto, para esta variante, prohibición explícita legal 
y se trata, por el contrario, de una práctica inocua y no infrecuente; p, 222. 

3. Designar determinados productos con nombres extranjeros — franceses en 
el caso del champaña — es corriente entre los industriales argentinos. En ello debe 
verso una maní testación de prácticas comerciales lícitas y no una tentativa de 
inducir a engaño al público consumidor: p. 385. 

Oposición. 

4. I* protección acordada por el «rt. 43 de la ley 3975 al nombre comercial 
respecto de otros que se utilizaren con posterioridad, se extiende a los conflictos 
que pueden surgir entre un nuevo nombre y una marca preexistente. Esta doc- 
trina es de estricta aplicación al caso inverso, es decir, al que puede suscitarse 
con motivo de) conflicto entre una nueva marca y un nombre comercial cuya 
propiedad fué adquirida, mediante «1 uso correspondiente, con anterioridad al 
registro de aquélla: p. 278. 

5. Los términos del art. 14, inc. 3?, de la ley 3975 autorizan la conclusión de que 
la validez de una marca registrada puede cuestionarse por causales distintas a 
la que menciona el art. 6* de la ley. La oposición puede fundarse tanto en las 
prohibiciones a que aluden los arts. 3, 4 y 5 cuanto en la propiedad adquirida 
sobre un nombre comercial que puede confundirse con la marea: p. 278. 

6. Corresponde confirmar la sentencia que declara infundada la oposición al 
registro de la marca "Jersey Drena", para distinguir "Jersey" de la clase 15, y 
rechaza la reconvención pan que los art res cesen en el uso de dicha marca, por 
ser inconfundible con "Jerselen" y "J. D. C", basándose en el derecho de la 
Adora para registrar como marca su propio nombre comercial y en ta circuns- 
tancia de que aquélla convino con los demandados, mediante una compensación 
en dinero, que podía seguir usando tal designación: p. 459. 

7. El titular de una marca de fábrica no puede oponerse con éxito a la conce- 
sión de toda otra marca que incluya en su denominación algún elemento carac- 
terístico igual o semejante a la tuya, toda vez que se ha declarado en autos, en 
forma irrevisihle por la Corte, que las marcas opositoras no son confundibles con 
la que se pretende registrar í p, 471. 

8. '+ titularidad anterior del nombre comercial autoriza ta oposición al regis- 
tro de una marca confundible con aquél. La circunstancia de que pueda existir 
confusión en cuanto al origen de los productos, obvia el agravio fundado en la 
especialidad de la ley de marcas. 

Corresponde, en consecuencia, confirmar la sentencia que declara fundada la 
oposición al registro de la marca "Wtlruor", para la clase 16, formulada por una 
sociedad qne utiliza la misma designación como nombre comercial y lo tiene, 
además, registrado como marca en otras clases del nomenclátor: p. 533. 

9. Aunque el titular de una marca no puede oponerse al registro de otra igual 
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destituida a distinguir artícnlos distintos, corresponde, no obstante, hacer lugar 
a la oposición cuando concurren circunstancias especiales que demuestren la 
posibilidad de contusión entre los productos para evitar que el público pueda 
ser inducido a engaño sobre la procedencia o el origen de los productos que ad- 
quiere, con la potabilidad consiguiente de que algún comerciante o industrial 
aproveche ilícitamente loa frutos de la actividad y prestigio ajenos. Tales prin- 
cipios se aplican también a la protección del nombre comercial : p. 81Í). 

Nulidad. 

10. Corresponde confirmar la sentencia que hace lugar a lo demanda de nulidad 
de rita marca, por ser idéntica al nombre comercial usado con mucha nnteriori- 
dnd en igual ramo por el actor que. además, tuvo registrada a su favor durante 
10 años la misma marca : p- 479. 

MATRICULA. 

Verr Constitución Nacional, 46; Procurador, 1. 

MATRIMONIO. 

Ver: Jubilación y pensión, 5; Jurisdicción y competencia, 50; Recurso extra- 
ordinario, 8, 9, 142. 

MEDIDA DE NO INNOVAR. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 5. 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

1. El recurso de reconsideración respecto de resoluciones de la Corte Suprema 
en materia disciplinaria sólo procede cuando el Tribunal ha aplicado la sanción 
y no cuando, como en el caso, ha confirmado la que había sido impuesta al recu- 
rrente — art 19 del decreto-ley 1285/58, reformado por la ley 15.271, y nrt. 23 
del Reglamento para la Justicia Nacional—: p. 91. 

MEDIDAS PARA MEJOR PROVEER. 

Ver: Recurso extraordinario, 32, 170. 

MEDIDAS PRECAUTORIAS. 

, Ver: Interdicción de bienes, 1; Recurso extraordinario, 289. 

MEJORAS. 

Ver : Expropiación, 10, 29. 

MEMO RIAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 339 

MENOR DE EDAD, 

Ver: Secretarios, 1. 
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militares. 

Ver: 1 Visiones militares, 1. 

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 3. 

ministerio FISCAL, 

Ver: Recurso extraordinario, 316. 
MWISTEJUO PUBLICO ('). 

1. Es e! legislador quien ha conferido, cuando lo estimó pertinente, el derecho 
a cobrar honorarios a favor de representante* del Ministerio Publico: p. 767. 

MOHEDA. 

Ver: Expropiación, 2, 3, 9. 
MONTO DEL JUICIO. 

Ver: Honorario* de ñongados y procuradora;, 2; Recurso extraordinario, 12Í, 
261. 

MULTAS. 

Ver: Constitución Nacional, 14, 1U; Recurso extraordinario, 36, 309. 

MUNICIPALIDADES. 

Ver; Expropiación, 14; Recurso extraordinario, 8, 106, 111, 112, 154, 275. 

N 

NACION. 

Ver; Jurisdicción y competencia, 24, 26, 27; Recurso extraordinario, 10. 

NEGOCIACIONES INCOMPATIBLES CON EL EJERCICIO DE FUN- 
CIONES PUBLICAS. 

Ver: Amnistía, 2. 
NOMBRE (-). 

I. Corresponde confirmar la sentencia que no hace lugar a ia inscripción del 
nombre "Tomialavo" fundada en que no es castellano ni ha sido castellanizado 
por el uso. La sentencia se ajusta a las limitaciones impuestas por el decreto 

II. 609/43 (ley 13.0301 : p. 693. 



(1) Wr tarabita: JmticU del trábalo, 1: Rerurio 1 1 tr toril n trio. 240. 

(2) Wr tamtwn- ConiÜturlón Nacional. 41; Partido* político», 4. i; Ruano da amparo, A; 
Rtturw extraordinario. 4; Hrcurao ordinaria d* «p*l»Hóa, 1. 
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HOMBRE COMERCIAL. 

Ver: Mareas de fábrica, 3, 4, 5, 6, 8, 9, 10; Recurso extraordinario, 175, 178, 
240, 316. 

NOTIFICACION. 

Ver: Corte Supre 1; Impuesto a lux rédito»» 1; Recurso de queja, 3: Recurso 

extraordinario, 47, 94, 131, 143, 140. 149, IOS, 318. 

NULIDAD. 

Ver: Recurso de queja, S; Recurso extraordinario, 32, 165, 237. 

NULIDAD DE ACTOS ADMINISTRATIVOS. 

Ver; Recurso de amparo, 5, 

NULIDAD DE ACTOS JURIDICOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 8. 

NULIDAD DE AUTOS PROCESALES. 

A>r: Recurso extraordinario, 9, 142. 



Ver: Constitución Nacional, 24; Corte Suprema, 1. 
NULIDAD PROCESAL 

Ver: Recurso de nulidad, 3; Recurso extraordinario, 143, 146, 147, 153, 158, 165, 
168, 226, 294. 

O 

OBRA NUEVA. 

Ver; Recurso extraordinario, 123. 

OBRAS PUBLICAS. 

Ver: Expropiación, 11, 19; Recurso extraordinario, 311. 
OPCION. 

Ver; Recurso extraordinario, 29. 
ORDEN PUBLICO. 

Ver: Constitución Nacional, 23; Estado de sitio, 8. , 

ORDENANZAS DE ADUANA. 

Ver: Recurso extraordinario, 271. 

ORDENANZAS MUNICIPALES. 

Ver: Expropiación, 14; Recurso extraordinario, 172, 275. 
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i" ARTES 



P 

PAOABS. 

Ver: Jurisdicción y competencii), 20. 

PAOO 

1. La doctrina establecida por la Corte Suprema acerca de que el efecto libe- 
ratorio del pago no se product? cuando media una demanda inmediata a su per- 
cepción, ati-auza a los casos en que desde la total terini unción de la relación 
ln borní, no lia transcurrido un lapso que exceda el razonablemente necesario para 
la deducción de la acción. Diclin doctrina no es aplicable al caso en que cJ actor, 
al ser despedido, recibió Ir indemnización «imple, de con) •rniidad con la juris- 
prudencia imperante en el lugar, y promovió la acción más de cuatro meses des- 
pués *i» que hayn aportado elemento alguno de juicio que piTinita justificar 
ilicTiM detnorn : p. 733. 

2. La liquidación ríe relaciones laborales, enn asentimiento de los propks 
inte nimios y •.«■-ño ln interpretación prevaleciente en el momento del acto, acoi 
de a los términos de las convenciones colectivas vigentes, configura un derecho 
adquirido que obsta n cualquier reclamación posterior susceptible de alterarlo. 
Corresponde, en consecuencia, revocar la sentencia que condena al empleador * 
pagar las vacaciones no gozadas durante los años 1943/45, porque la jurispru- 
dencia en la provincia de Santa Fe excluía a los obreros de la industria de los 
beneficio* otorgados por la ley 11.729, y la diferencia correspondiente n las 
acordadas con presrindenein de la precitada ley, desde 1946 a 19-1. m ratón 
<lc que los convenios colectivos suscriptos por los obreros de la construcción con- 
tenían expresa y única referencia a las normas del decreto-ley 1740/45: p. 798. 

Pago Indebido. 

■«potlelfo d« lo pagado por error. 

3. Xo puede prosperar la repetición parcial del impuesto a los beneficios extra- 
ordinarios, que se djee pagado por error, si el contribuyente ba confesado su 
ignorancia del derecho —en el casto, lo dispuesto en el decreto 23.666/49 respecto 
de los sistemas autorizados para computar el valor de los inmueble! — lo cual, 
por aplicación de principios generales, evidencia la negligencia de aquél y exclu- 
ye toda posible excusnbilidad de su error: p. 356. 

4. Para que el error fundamente la repetición en materia impositiva, se requiere 
que él sen excusable. No cualquier error basta para que se admita la falta de 
protesta .previa; debe tratarse de un error excusable, ya por 1* oscuridad 
de las disposiciones legales aplicables, ya por ln existencia de antecedentes de 
hecho -jue justifiquen la actitud del contribuyente: p. 356, 

PAfflfTEMQ. 

Ver: Servicio militar, I. 

PASTES. 

Ver: Constitución Xncional, 21; Recurso extraordinario, 10, 12, 28. 



(i) v,. r umlii.'rt Jufihlkcióa y competencia, IT, 1». 
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PABTIDOI POLmOOS {'). 

L La circunscrita esfera reconocida por el nrt. 16 del decreto-ley 19.044/56 al 
recurso que prevé, al que son ajenos lo» con flirt os partidarios internos y loa 
interpartidarios, se funda en la conveniencia de excluir la intervención de la Corte 
cuando se trata de cuestiones indisolublemente ligadas n la actividad política y 
electoral, las que, por su naturaleza, resultan extrañas a la esfera de acción juna* 
diecional del Tribunal y reclaman su abstención como Poder. Porque, aunque 
tales actividades puedan admitir consideración jurídica, además de la política, 
la distinción no es sñempre fácil en los hechos ni de objetiva eridencia : p, 61. 
2. El carácter excepcional del recurso del art. 16 del decreto-ley 19.044/56 im- 
pide su ampliación interpretativa a supuestos en que las posibles decisiones de 
los jueces electorales no importen privar de capacidad jurídica a las entidades 
interesadas. El modo del ejercicio de tal capacidad puede ser as! afectado, mis 
no su sustancia, en tanto lo resuelto no importe encubierto arbitrio de sujec.ón 
política ni práctico aniquilamiento de las atribuciones partidarias: p. 61, 
Z. Zn los términos literales del decreto-ley 19.044/56, se debe entender que la 
apt ción ordinaria para ante la Corte admitida por el art. 16 alcanza, en primer 
termino, a los casos en que no se admite la pretensión de constituir un partido, 
y también a los supuestos en que se cancela la calidad antes admitida, a un 
partido, para actuar jurídicamente como tal: p. 61. 

4. Corresponde fijar el alcance del art. 16 del decreto-ley 19.044/56 con un 
criterio que permita la protección de los importantes intereses en litigio, cuya 
raí* está en el sistema representativo republicano qne informa iu ostra organiza- 
ción fundamental. En ese sentido, el rechazo de la pretcnsión de la actora — frac- 
ción de la agrupación política escindida — que reclama su reconocimiento como 
auténtico partido, y la correlativa obligación de usar un aditamento al nombre 
de aquél, exceden las soluciones formales desde qne entrañan una denegación de 
la personaría reclamada, habida cuenta de ta íntima conexión entre ésta y d 
nombre político que la traduce (Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis María 
Boffi Boggero): p. 61. 

5. No procede el recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema — art. 
16 del decreto-ley 19.044/56— contra la resolución, que no decide, en definitiva, 
sobre la personería de las fracciones en conflicto de un partido político ni presu- 
pone la disolución del partido originario, sino que se limita a establecer los efec- 
tos de una escisión partidaria y sus consecuencias sobre el nombre de ln entidad 
(Voto del Señor Ministro Doctor Don Pedro Aberastury) : p. 61. 




Ver ; Recurso extraordinario. 40, 57. 
PATRIMONIO HAOIOHaVL. 

Ver: Interdicción de bienes, 1, 2; Jurisdicción y competencia, 31; Recurso extra- 
ordinario, 42. 

PMJOROttDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 16. 

(1) Virr uvbiéa: Recorto rrtr«OTdinark>. 4, T, 228. 178. 3*0; Bmumo oriiurio d* »Pf 
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o. 

1. EJ dPiwhn a pensión se adquiere por un llamado directo v perenal de la 
ley picvisional y no por título hereditario: p. 115. 

PENSIONES MILITARES (=). 
Pensiones a los militares. 

Generalidades. 

^ 1. El retiro y pénalo ilitnr constituyen derechos osericinles n | estado militar: 

p. .itU. 

2. hn exigencia de hilm hi li t lición por actos de «servicio no excluye los supuestos 
en ipic estos hayan obrado como coneausa ni suponen, por consiguiente, la exi- 
u-i nria di- qno sen el origen exclusivo de la inhabilidad Confórmela los propósi- 
tos de n ni paro que informan Ion nrts. 90 y 102 de 1» ley ia99fi, corresponde 
eotihniiiir Iji sentencia que concede ppn^iiiti militar ni conscripto que *e incor- 
poró ni servicio como apto y meses después resultó a torta do di' coimera tota], si 
la priicha producida acredita Iji posibilidad de que el servicio mililnr luiyn sido 
agravarte o d-sriinideniiitle de la enfermedad: p. til 5. 

PERENCION DE INSTANCIA < a ). 

1. Procede declarar In caducidad de la instancia si, desde ln reiteración del 
pedido ile elevación de los ñutos en virtud del recurso extraordinario concedido, 
hasta la fe,!in de la remisión efeetivn de aquéllos a la Corte, transen rrió, con 
exeeso, H plazo previsto en el nrt. 1*, ine. 2*. de la ley 14.191, sin que el recu- 
rrente laiya realizado acto alguno tendiente a interrumpirlo. N*o obstan n Ja 
expresada conclusión las a nru mentaciones formuladas respecto a la conexidad 
de ln cniisn con un\iuieio sobre filiación natural, linbida cuenta de que, de hs 
constancias de este último, sume que no medió, eu su trámite, inconveniente 
alguno que hnyn impedido su elevación n la Corte: p. 1(15, 

2. La circunstancia de que la elevación de los autos al tribunal superior consti- 
tuya una diligenein a cargo de |a secretaría actúa ría, o del tribunal apelado, en 
su caso, no eomportn ln excepción prevista en el art. &> de la lev 14.191, ni exime 
al recurrente de la carpa procesal de urgir la marcha del juicio, realizando los 
arto* o formulando las peticiones tendientes a obtener el cumplimiento, de los 
trámites nmilidos: p. 105. 

3. Im caducidad de la instancia delie ser declarada de oficio en la queja cuando, 
desde la providencia cpie ordena acompañar diversos recaudos, ha transcurrido 
el plazo previsto en el art. 1", ine. 2", de la ley 14.191. Ln eircunstancia de que 
el recurrente haya presentado un escrito para .justificar el incumplimiento de 
1» dispaesto por la íorto, después de transcurrido el plazo señalado, no es óbice 
para la aplicación de la doctrina ntudida, pues la caducidad se opera de pleno 
derecho: p, 059. 

PERIODISTAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 245. 



ifinM 1 ! tñtnhiM ' " r » ,,it «f'Ún ¿*l perjwnil dr la mnrín» mercan 1*. atraniuliui cítU J 

12) Vrr también: Arumuhiririn áf benefician, .1. 4, 

(3) Ver UtnMÉn: VantmK .1; Rtrurtd rxiraortlinari.,. 145. 151, 163. 
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PERITOS. 

Ver: Expropiación, 4, 22, 23, 27; Prueba, 1; Recurso extraordinario, 36, 221: 

Superintendencia, 7. * 

PERMISO DE CAMBIO. 

Ver: Control de cambios, 1, 2. 
PERSONERIA. 

Ver: JomdmUi y eoiiiprtwiD», 1; Partido* políticos, 4, ó; Recurso extraordi- 
nano, 41. 43. (i;,, 119. 1;>2, 2o4; Recurso ordinario de Apelación, 2. 

PERSONERIA JURIDICA. 

Ver: Recurso ordinario de apelación, 1. 

PLAZO. 

Ver^Perención de ii.sínncia, 3; Recuso de queja. 7: Recuso extraordinario, 
PODER DE POLICIA. 

Ver: Constitución Nacional, 4, (¡; Estado de sitio, 2, 3, 8. 
PODER EJECUTIVO. 

Ver: Constitución Nacional, 5; Control de cambios, 1. 2; Estado de sitio, 5, fí, 
8; Justicia del trabajo, 3. 

PODER JUDICIAL. 

Ver: Aduana. 1; Constitución Nacional, 6. 31; Corte Suprema, 2; Iiupuesfo do 
justicia, 1: Justicia del trabajo, 2. :í; Lev. 2; Partidos políticos. 1; Recurso ex- 
traordinario, 4; Superintendencia. 3. tí. 

PODER LEGISLATIVO. 

Ver: Constitución Nacional, 4; Corte Suprema, 2. 3; Estado de sitio, 5, 7; Ju- 
bilación de magistrados y diplomáticos, 3; U>y. ti, 

POLICIA DE VINOS(>). 

1. Es ajustada a derecho la eniidenn impuesta al vendedor remitente del vino 
inapto para el consumo, cuestionada por el recurrente con tunda mentó en nuc: 
«). no se ha justificado que In alteración del vino fnem cometida por el remi- 
tente; y \>), ,,ue contornie a los art*. 21 y 29 de la ley 12.372 se debe responsa- 
bilizar al transportador, u quien tío «-alie sin tato calificar como faetor, asente 
o dependiente de] vendedor. Ello porque, de acuerdo con el sistema de respon- 
sabilidad indirecta y objetiva, admitido por la lev, corresponde la acriminación 
de in alteración del producto ¡il vendedor remitente, en tanto no justifique su 
anuncia de responsabilidad: p. 157. 



(IJ Vrx UmM.:,i: Recurso urdiuario ilt- upetsción, 0. 



si* prescripción 

2. El repinen de I» l, y 11372 admite la responsabilidad indirecta v objeta 
»«0 W la .pie resulta .1.- actos de tercer.* -facture*, deludientes ó aircntes- 
» 'le I» Himple presión o tenencia del pit>duct<t en infracción. 

Con este sistemo e* colicreiite la aerimi.iaeiáii de la alteración del producto al 
vendedor rnmienle. en tanto lio justítiípie su «usencia de re-ponsnbilidnd. Los 
nrts. .1 y .! de la lev r„ canto ] ( > n*iH»t.*nbil¡«ui por el hecho de su* factor», 
gentes o dependiente,., tienden a evitar la ebisión ,| ( . [„ responsabilizó por vía 
de la m erpnsicun de teneros insolventes. Y et hecho de que jurídicamente el 
transportador pueda .abluirse de tenedor, no ln efceluye del carácter de aírente 
del vendedor, dentro del mninen legal, en tanio no haya me.liad., el cumplí- 
miento del art. 21 de h lev: p. 1Ó7. 1 

3. U ley 12.372 en de policía del vino, tendiente a ln protección de la salud de 
los romuniiidores y al fotaeoto de la industria: por consiguiente, el resrinien leraí 
de la misma .Jebe, en primer logar, derivarse de ln interpreta ei.'.n coherente de 
sus preceptos y de los principio* jurídico* cpie | a inlegran: p. I',?. 

4 hl recurso de apelación establecido por h ley 14,799 dehe deducirse dentro 
del termino de o d.ns hábiles <p,e establece sn art. 3S> a partir de Ui notificación 
■ e la i evolución condenatoria, sin ,pie el plazo se suspenda por la interposición 
de otn.s recursos administrativos no autorizólos por aquélla : p. «98. 

POLICIA FEDERAL. 

Ver: Acumulación de bemtieios 1; Jurisdicción y competencia, 39, 

POSESION. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 2, ó. 
PREAVISO, 

Ver: Jubilación niel personal de la industria, 1; Jubilación v pensión. 3; Lev. 5: 
R&urso extraordinario. KO. 27H. » ' ' 

PRECIO. 

Ver: llanos y perjuicios, 2. 4, 7 t Hecurso de amparo, 2; Kecurso extraordina- 
rio, ,11 1. 

PREFECTURA NACIONAL MARITIMA. 

Ver: ltccur*o de uníparo, lü. 

PRENDA CON REGISTRO (")■ 

1. El hecbo de tpie el : reedor prendario, con posterioridad a Ja venta de la 
cosa prava da. baya sido desinteresado, no horra ln existencia del delito previsto 
y penado por el arf, 44 de la ley 12.962 (decreto 15.348 46 >, ni intime sobre la 
conducta ilícita ya cumplida. Se trata de un delito instantáneo y formal : p. 417. 

PRESCRIPCION. 

Ver: Recurso extraordinario, 3fi. al, 151, 184, 307. 



(1> Ver Minbien: IlpfrnuJadún, I; JuriadicriÓD y fompeteucii, «, 43. 



PROFESIONES LIBERALES 

PRESIDENTE DE LA NACION. 

Ver: Amnistía, 2; Constitución Nacional, 17; Estado de sitio, jg 
PRINOD?IO DE RESERVA. 

Ver; Recurso extraordinario, 11, 123, 173, 266, 267 T 268, 269, 308. 
PRISION. 

Ver: Recurso extraordinario, 33. 

PRISION PREVENTIVA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 3, 4, 5. 

PRIVACION ILEGAL DE LA LIBERTAD. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 44. 

PROCEDIMIENTO. 

Ver: Recurso extraordinario, 142, 144, 156, 186. 
PROCURADOR ('). 

L El requisito de la inscripción en la matrícula de procuradores debe ser cum- 
plido por los abogados que optun por el ejercicio de la procuración. 
L* «rcunstaneia de que el título de abobado habilite a la solicitante para el 
ejercicio de esa profesión, no autoriza In prescindencia de los requisitos —entre 
«■ los el de la mayoría de edad— establecidos en la lev 10.906, imc reglamenta 
el mandato para representar en juicio: p. 58. 

PROCURADOR DEL TESORO. 

Ver: Recurso extraordinario, 41. 

PROCURADOR FISCAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 246, 284. 

PROFESIONES LIBERALES 

1. Con arreglo a lo dispuesto por el art. 4', ine. e}, del decreto-lev S103/45, ta 
profesión a que el título provincial n refiera podrá ser ejercida en el territorio 
de la Nación mientras no resulte modificación o extensión del objeto, condicio- 
nes, término, lugar de valide* u otra modalidad del ejercicio profesional: p. 793. 

2. La norma del art. 4", ine. e), del decreto-ley 5103/45 ño acuerda carácter 
nacional al diploma de contador público provincial otorgado, en el caso, por el 
Superior Tribunal de Justicia de San Luis para ejercer en e) ámbito de la pro- 
vincia. Se limita a] reconocimiento (le los títulos especiales n que alude, pero no 
admite que a tales diplomas pueda atribuírseles el mismo carácter que a los expe- 
dido» por tas universidades nacionales, ni que puedan ser inscriptos con los mis- 



il) \'w timfaifn; ConatltudCn Nacional. 48. 
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PRUEBA 



nms eíertos aeordado* * quienes arredilan Imher desempeñado netiridades proffl- 
ñonales en las eondttíoneS del nrt. 7» ala-I rleeieto-ley. 

En eonserueneía, debe revocan* el proftiiiieiiiiííjHito que M In inscripción del 
petiemuaiite i'H In matrícula de cuntad-r püblirn ilt] Consejo Profesional de 
Uenein* hionuniit-ns de In Provincia de Córdubu: p. 7SW. 

PROFESOR. 

Ver: Iterurao extraordinario, 2. 

PRONUNCIAMIENTO INOFICIOSO. 

Ver: lie.tir-o extraordinario, ]80. 

PROPIEDAD ENEMIGA. 

Ver!: Recurso extraordinario, 

PROPIEDAD INTELECTUAL. 

Ver: Reeurwo extraordinario, «8. 

PROTESTA. 

Ver: Papo. 4. 

PROTESTO. 

Ver: Recurso extraordinario, 85. 
PROVINCIAS <■). 

3. ta adqtúgfción por el gobierno federal de lunares en las provincias, con desti- 
iiii ii eslabWimientos de utilidad tmcinnnl, nn signtl'ti* lo todera liznción de los 
Imrarcs adquiridos. Ln jurisdicción aneja a la It^tslariún exclusivo qui'da liini- 
l mía » tn malcría e-pcrí i ira dct establecimiento creado, sin afectar cu lo demás 
la potc-Mnd política do In pmvincin sobre el re*tn de En vida v de lo actividad 
cumplida- en el luirá r cedido, i-l i iml i-mitirnia dnitm de -lis límite* territoriales: 
p. 

PRUEBA (-). 

Ofrecimiento y producción. 

2. No is atendible la opnticióu fundada en que la prueba pericial pedida por la. 
contraparte se encuentra suplida ptjr ta* constancias del expediente administra- 
tivo nsrreiiado a los autns si, de lo expuesto en el escrito de ofrecimiento de 
prueba, resulta que aquélla ha de versar sobre una cuestión que /¡rima fmU no 
puede considerarse ajena al debate: p. 44lh 



(1) \Vr Mmhiín: ('onttllurtón Xnrinn.!. 4: Impuro». 2. ¡1 : Swi*A\M6a y nnnni>tvnH». 24: 
rrofi^i(int>N Idwrnlp*. I; Hc<iir-i. 4»\trn»nlinar¡n, S, 6, le. JOG. 107, 108 ID» 3.15 276 

tft SI «a US fe £SE íl S IB - ; li,fl ' áoA 203 ^ M,; " ?: 
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Apreciación. 

2. L» »tin*»l<> a ]ji pertimmcni y H¡,mi» ,1, ]« prueba of JW iál en la causa no 

S^sne frs? * ,wríodo probRtorio ' » ¡n ° - * * 

PUERTO. 

Ver: Exprnpimión, S; Jurisdicción y competencia, 24. 

PUERTO DE LA CAPITAL. 

Ver: Recurso de ¿impuro, 16. 

PUERTO DE ROSARIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2ñ. 

PUERTO SAN LORENZO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2;% 

PUERTO SAN MARTIN. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 25. 

Q 

QUERELLANTE. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 5. 

R 

RAZONABILIDAD DE LA LEY. 

Ver: Constitución National, 4. 

RECIPROCIDAD JUBILATORIA. 

Ver: Acumulación de beneficios, 1; Jubilación' y pensión, 6. 

RECONVENCION. 

Ver: Constitución N'aeional, 10, 3:1, 44; Rc.-ur-o extraordinario, fll, 03, 205, 213, 
RECURSO DE ACLARATORIA V)- 

1. La sentencia que se remite a lo decidido en una causa anillos», es suficiente- 
mente elnrn y «o admite el recurso de] att. 232 de la lev 50: p. 726. 

RECURSO DE AMPARO < 2 ). 



ÜJ )'. ir '«raWfn: Rhmitm de imlidml. I; BcajrMi pslrnordinariii. 130. .123. 326. 
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IN'PICE SCUAKIO 



Acción civil: 12. 

Acción criminal: 12. 

Acto* administrativos: 5, 0. 

Aduana: 23. 

Aportes: 4. 

Apremio; 4. 

Auto de ao innovar: 2, 

Automóviles: 23. 

Bachillerato: 3. 
Cadáver: 10. 

Caja de Jubilaciones do Empleados Ban- 
ca rio»: 1. 

Caja Nacional de Premian para el Per- 
sonal del Estado: 

Clausura de sede sindical: 19. 

Competencia originaria do las cámaras da 
apelaciones: 14, 

Constitución Nacional: 19, 21. 

Contrato de trabajo: 1, 

Convenciones colectiva! de trabajo: 1. 

Cooperativas eléctricos: 1, 

Corredores libres: 4. 

Cosa juzgada: 7, 8. 

Cosa juzgada administrativa: 5. 

Defensa en juicio: 4, 1». 
Denuncia: II, 12. 
derechos humanos: 21. 
Despido: 1. 

Director de Relaciones Laborales de la 
SuWretaría de Trabajo de la Provin- 
cia ile Buenos Aires: ]. 

Estado de sitio: 19. 
Estatuto del docente: 13» 
Exámenes: ~> 

Existencia de vía lc|{nh 1, 2, G, 13, 22, 23. 



Gobierno defacto: 10. 
Gravamen actual: 3. 
Gravamen irreparable: 3. 

Hábeas corpas: 20. 

Ilegalidad manifiesta: 1, 5, 9, II, 13, 16, 

Importación temporal de automóviles: 23, 
Instituto Nacional de Previsión Social: 4, 
Interpretación de la ley: 2J. 

Jueces: 7. 

Jueces de primera instancia: 14. 
Le?, 21. 

Libertad individual: 20. 
Locación de cosas: 2, 

Nulidad de actos administrativos: 5, 0. 

Personal portuario: 16. 
Policía de prevención: 16, 
Precio: 2 t 

Prefectura Nacional Marítima: Ifi. 
Procedimiento: 20. 

Procedimientos jude-inlcs concluidos: 17. 
Puerto de In Capital: 16. 

Recurso extraordinario: 1. 
Reparticiones administrativas: 1, 17. 
Reposición do obreros despedidos ¡legal- 
mente: J. 
Retención de cadáver: 10. 

Secuestro: 23. 
Sindicato; 19. 

Cnivcrsidad de La Plata: 5. 

1. En presencia de lo dispuesto por el nrt. 2v de la lev 64)14 de la Provincia de 
Buenos Airea, acerca de Id jurisdicción de la .Subsecretaría de Trabajo, no es 
dable iiimuar la palmaría carencia de atribuciones del Director de Relaciones 
laborales de aquélla pora intimar a una Cooperativa Eléctrica la reposición de 
dos obreros despedidos en contravención a un convenio. Además, tas actas con- 
feccionadas a los fines de hs sanciones previstas en los arta. 27 y 29 de la ley, 
pueden conducir a resoluciones recurribles judicialmente; v, de aplicarse sanción 
sin recurso en el orden provincial, cabría aún requerir la tutela del art. 14 de 
la ley 48, 

En eonseiuenein, corresponde mi firmar la sentencia que me liaza el amparo dedu- 
cido contra H acto administrativa, pues no inedia ilegalidad manifiesta do éste 
y existe vía leeal para la tutela del derecho que se pretende desconocido: p. 142. 

2. Corre*|>onde confirmar ln sentencia que desestima et amparo fundado en que 
la locadora del inmueble en que viven los actores les impide recibir a sus fami- 
liares y oniipjs, romo represalia a la negativa de los inquilinos a pagar un pre- 
cio abusivo por t-1 alquiler, si las mismas cuestiones constituyen materia de otro 
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juicio en trámite, en el que el juez interviiüente dictó auto de no innovar* w>r 
lo que lo* demandantes «o .«Vio tuvieron a 3U alcance vías lépales y ordinarias 

SSií^lW " dH den,Cl ' ******* SÍ "° ÍJ " e *** íi^*8EE 

l'iZ am u e ?, <wdB 01 7 earM * am P* n fl ^vamen invocado debe ser actual 
e irreparable El ^presado respeto a eventos futuros, es inadmisible: p. 443. 

4. No procede el recurso de amparo contra la resolución de la Caja para el 
Persona «wno y ,le Seguros que formula cargos por aporte, impagos corres- 
pondiwitw a corredores libres de seguro* ni, bailándole pendiente de decisión el 
recurso deducido para ante el Instituto Nacional de fcreristórt Soeial, el agravio 
invocado, atinente a la violación de ]« defensa en juicio, consistiría en el eventual 
procedimiento de apremio judicial que aquella iniciaría: p. 443. 

5. Corresponde confirmar la sentencia que rechaza la demanda de amparo de- 
dunda para que se declarase la nulidad de Ja lesolución dictada por el Interven- 
tor de la l n.vcrs.dad Nacional de La Plata, por la cual se revoearon, por ilega- 
lidad lo, neto, adinm.strnt.vos que aprobaron los exámenes de un alumno v le 
es pi dieron certificado de bachiller. Lo resuelto, en el caso, acerca de la inexisten- 
cia de C0M, juzgada administrativa, sobre la base de fundamentos legales v de 
orden doctrinario y jurisprudencial, bupide admitir que exista ilegalidad mani- 
fiesta del acto que se impugno: p. 453. 

6. L* i existencia de vía legal para tutelar los derechos exeluve. en principio, el 
procedimiento excepcional del amparo. Éste no procede cuando el recurrente, 
alegando que la acción ordinaria sería de lento y largo trámite, inició la deman- 
da de amparo tres años y medio después de producido el acto administrativo 
cn> a nulidad pretende obtener por esa vía, sin que pueda justificarse su inacti- 
vidad durante ese lapso, vi lo cual se agrego que, en el caso, no se advierte 
violación constitucional alguna (Voto del Señor Ministro Doctor Don Aristóbulo 
D. Aráoz de Lnmadrid) : p. 455. 

7. El recurso de amparo no autoriza a sustituir a los jueces propios de la causa 
en las decisiones que les incumben, ni a reiterar cuestiones resueltas definitiva- 
mente; p. »28. 

| Toda vez que el apelante agotó los remedios procesales que cabían en defen- 
sa del derecho que invoca, en los que recayeron decisiones judiciales firmes que 
desestimaron su red o ni ación, el procedimiento excepcional del amparo resulta 
improcedente: p. 528. 

9. Entre otros, son requisitos para la admisión de la demanda de amparo, los 
siguientes; 1«) individualización mínima del autor del acto que origina la acción, 
a fin de que, en alguna medida, *ea posible el ejercicio del derecho de defensa; 
fP ** demostración de que ha existido ilegítima restricción de derechos o garan- 
tías constitucionales, ocasionada por un acto de manifiesta ilegalidad: p. 536 

10. Corresponde confirmar la sentencia que rechazó la demanda de amparo, 
deducida a fin de que fuesen entregados los restos de la esposa del actor, si este 
se lia limitado o afirmar que el acto originario de la demanda habría sido ejecu- 
tado 'por disposición del ex Gobierno Provisional", es decir, sin individualizar al 
sujeto pasivo de lo acción ni demostrar la existencia v naturaleza del acto de 

retención a quu la demanda se refiere: p. 636, 

11. El amparo no procede si el actor, más que buscar la protección de garantías 
constitucionales lesionadas por un neto estatal de ilegalidad manifiesta, ha inten- 
tado valerse de aquel medio con el propósito de que los jueces practiquen una 
investigación sumaria de los hechos denunciados, que no especifica con precisión. 
El desempeno de tal actividad instructora es ajeno a los fines con que ha sido 
incorporado el amparo al derecho público argentino: p. 536, 
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12. La demanda de .impuro no actúa «rao accesorio de una denuncia o aeción 
criminal o civil deducida o que ae estimn corres ponda deducir: p. 636, 

15. La procedencia de una demanda de amparo requiere, entre otros requisitoa, 
la alegación y demostración de que el demandante es titular del derecho que 
invoca y que el acto contra el que se intenta la acción adolece de ilegalidad mani- 
fiesta. Por no haberse satisfecho, en el caso, cato* requisitos, corresponde confir- 
mar la sentencia que rechaza el amparo deducido contra Ja Caja Nacional de 
Previsión para el Persona! del Estado a fin de obtener el reajuste del haber 
jubilatorio conforme a la ley 14.473 (Estatuto del Docente): p, 5S0. 

14. En ausencia de ley que lo autorice y no siendo exigencia impuesta por la 
naturaleza de la acción de amparo la supresión de tas instancias establecidas por 
el ordenamiento jurídico vitante, corresponde atribuir su conocimiento n lo s jue- 
ces, de primera instancia. No existen al respecto las razones vinculadas n la efica- 
cia del amparo que la Corte tuvo en cuenta para evitar las cuestiones de compe- 
tencia entre jueces de primer «rodo, dentro del ámbito de su jurisdicción 
territorial: p. (i95, 

IB. La existencia de una vía legal pura el debate de las cuestiones que motivan 
el amparo impone, como principio, el rechazo de la acción: p. 755. 

16. Para la procedencia del recurso de amparo se requiere que exista ilegalidad 
manifiesta en Ja disposición administrativa, origen de la demanda. 

Ln consecuencia, corresponde confirmar la .sentencia que rechaza et amparo de- 
ducido ante las restricciones impuestos al personal portuario por la Prefectura 
Nacional Marítima para el aci-eso al Puerto de la Capital, pues incumbe a la 

policía ile prevención la vigilancia del inirreso de persi s a la zona portuaria, 

en circunstancias cu que existiría posibilidad de perturbación del orden: p. 755. 

17. La demanda de amparo no es pertinente para la reiteración de procedi- 
mientos judiciales concluidas ni para la extensión de la competencia judicial en 
materias ajerias a la misma, como puede ser el conflicto de jurisdicción entre 
repartir ütiies administrativa»: p. 755. 

18. La existencia de vía lr¿ral idónea no hace procedente, en principio, el amparo. 
Admitido, en el caso, que la policía del trabajo portuario compete ni Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, ante éste debieron plantearse los recursos admi- 
nistrativos correspondientes contra los actos de la Prefectura Nacional Marítima 
qu« impide a determinados odreros el inirreso al Puerto de la Capital para traba- 
jar (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Aristóbuln f>. Araos de Lnnia- 
drid y Don Luis María Pofii Hofnrero); p. 755. 

19. Es improcedente la demanda de amparo cuando no se ha demostrado q, lr 
esista irrazonable falta de adecuación entre la clausura de la sede de un sindicato, 
en el cual se desarrollan actividad»* netamente caracterizadas como subversivas, 
y los fines de la ley 14.7H5, basada en et art. 2:1 de la Constitución Nacional: 
p. 800. 

20. Ante la inexistencia de disposiciones legales que la reglamenten debe admi- 
tirse que la demanda de amparo está sujeta los principios que riiren el háheas 
cotpus, en cuanto la naturaleza jurídica de ella lo consienta. A su semejanza, 
el amparo no es un procedimiento encaminado al examen en sí de la justicia o 
injusticia de la medida restrictiva de la libertad: p, H|I0. 

2L El objeto del recurso de amparo es la tutela de los derechos Intuíanos tales 
como ellos han sido incorporado* a la Constitución Nacional, por lo que la inter- 
pretación dchatihle de una disposición Legal no es materia propia de la acción 
intentada: p. 837, 

22. Es improcedente el reemso de amparo cuando la ilegalidad del acto ¡mpug- 
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nado no aparece manifiesta e indudable, ni cuando existo otro remedio previsto 
por el legislador para la tutela del derecho que se dice vulnerado: p. 837. 
23. Corresponde confirmar la sentencia que rechaza el amparo deducido contra 
la Aduana de la Capital, que secuestró un automóvil introducido al país en virtud 
de una autorización de importación temporal, conforme al régimen del decreto 
18.910/50, luego de tener por acreditado que, en el caso, so había desautorizada 
la finalidad de dicho régimen. El amparo es improcedente porque el secuestro 
tiene bi.se legal y dió origen a un procedimiento administrativo dentro del cual 
el recurrente puede hacer valer sus derechos: p. 83". 

RECURSO DE APELACION. 

Ver: Constitución Nocional, 19, 23, 24; Locación de cosas, 1, 2; Policía de vinos, 
4; líecurso de queja, 5; Recurso extraordinario, 134, 137, 138, 140, 141, 311. 

RECURSO DE LHAPUÚABILIDAD DE LEY. 

Ver: Recurso extraordinario, 51, 132, 136, 139, 253, 2S0, 295, 298. 

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD, 

Ver: Recurso extraordinario, 295, 296. 

RECURSO DE NULIDAD (>). 

1. Las sentencias de la Corte Suprema revisten el ooráeter de finales y son 
insusceptibles de recurso o acción de nulidad, sin perjuicio di' su posihle aclara- 
toria: p. 398. 

2. Las sentencias de la Corte no admiten impugnación mediante recurso o acción 
de nulidad: p. 442. 

3. Es imprncedente la nulidad solicitada directamente ante la Corte, no sólo 
por hallarse firme, en el caso, la decisión denegatoria de la nulidad planteada en 
las instancias inferiores, sino porqne nn está autorizado por la lev el procedi- 
miento seguido por el recurrente: p. 605, 

4. Las sentencias de la Corte Suprema son in susceptibles del recurso de nuli- 
dad: p. 791. 

RECURSO DE QUEJA <*). 

1. El recurso de queja para ante la Corte Suprema requiere, para su proce- 
dencia, la previa deducción y denegación de la apelación extraordinaria: p. 108. 

2. El plazo para interponer el recurso de queja se amplía sólo en un día por 
razón de la distancia que media entre las estaciones ícrroríariaa de Buenos Aires 
y La Plata. La fracción ,ue, si bien excede de siete leguas no alcanza a catorce, 
no es computoblc a los efectos de la ampliación autorizada por el ort- 231 de 
la ley 50: p. 185. 

3. La queja deducida al quinto día hábil de notificada en la ciudad de La Plata 
la resolución denegatoria del recurso extraordinario, es extemporánea: p. 185, 

i. El recurso de queja nnte la Corte Suprema presupone la denegatoria de la 
apelación extraordinaria: p. 200. 



(11 Ver tlmbiffi: Reciir» de que]*, 5: R#cor*o d« rovocatoñi». 1. 

(2) V*r Umhlín; Honorario! de «bocado* y procuradora, 3; P>rpnciórt da ioitmcis, 8; 
Rerurao ntr»ord¡n»no. 134, 33S. 
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5. No procede el recurso di* queja manilo el tribunal a quo, en la mi»ma reso- 
lución que desestimó el incidente de nulidad y denegó los recursos de apelación 
y nulidad interpuestos subsidiariamente, se limitó n tener presente el recurso 
extraordinario deducido, sin que el recurrente solicitara, interiormente, un expre- 
so pronuncianiu-nto sobre el punto: p. '200. 

6. Es improcedente la queja, por denegación del recurso extrnordinario, cuando 
no se demuestra la relación que existe entre to. hechos de 1» causa v las cuestiones 
fedérale* que se desean someter a conocimiento de la Corte. Tal* deficiencia no 
queda cubierta por la presentación ile lo* recaudos usuales: p. 205. 

*' F ; J r w t 1,rso . ,,e /l." pin **«* deducirse dentro del plazo establecido por el ort. 
-di de la [ey Diefao plazo. que es perentorio, se computa a partir de la fecha 
en que se notifica la decisión denegatoria del recurso extraordinario por e! 
superior tribunal de la causa y no se interrumpe por la interposición de otro» 
recursos declarados improcedentes en el orden local, como el de hecho interpuesto 
ante la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires contra el auto denega- 
torio del aludido recur*o extraordinario; p. 450. 

& Es improcedente la queja cuando, de los recaudos acompañados a requeri- 
miento de la Corte, resulta que el escrito en que se intcrmiso el recurso extra- 
ordinario ^parecc^^ desprovisto del fundamento exigido por el arL 15 

RECURSO DE RECONSIDERACION. 

Ver: Molido- disciplinarias, 1. 

RECURSO DE REVISION. 

1- El recurso de revisión, tratándose de sentencia:? dictadas por la Corte Supre- 
ma en ejercicio de su jurisdicción apelada, sólo procede en los supuestos del 
art. 551 del Código de Procedimientos en lo Criminal: p. 791. 

RECURSO DE REVOCATORIA ('). 

1. Lns sentencias y resoluciones de la Corte Suprema n>n in*«sceptibles de los 
recursos de revocatoria y de nulidad: p. 24. 

RECURSO EXTRAORDINARIO (-). 

Indice sumario 

Alwga.io: lj>» -43 Aduana: 181. 

A Iroslo jefe del ilam-c. Hipotecario \a- Aerolíneas Argentinas: 72. 

iSSSük ^ Agravios futuros; 317. 

AhsolueiAn de porciones: 92. Amnistía 44 

A«t.lent« del trabajo: 11, 60, a* 217. Aulic^imi de" la lev: 11. 

Acción de nulidad; 28. Agremio: 145. 

AcoSnd luí? 253 anónimas: 38. At ™™ ] : 34 > m > ^ m > 127 . 247, 

"Aetio indicaU": 131, A ; a ¿ vl de hmotuño , de la Provincia de 

Acto ile autoridad nacional: 58, Santa Fe- 1*5 ™™«a <™ 

Actuaciones administrativas: 45, 4», 272. Arbitros: 247, 263. 



(11 \>r timban: K<-rur<« extraordinirio ÜIB Sil 
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Arrendamiento!! rurales: 18, 20. 84 114 
222, 224, 243, 29», 300. ' 
Asamblea de accionistas: 38. 
Asociacioues profesionales : 65, 82, 235, 

Audiencia de conciUnciriii: 300 
Ausencia : 246, 
Auto de no innovar : 288. 
Autoridad nacional : 43. 
Aiúcar; 144. 

Banca: 74, 75, 

Banco de la Provincia de Santa Pe: 107, 
Boleto de compraventa : 69. 

Calificación de la huelga: 179, 
Cámara Nacional de Apelaciones del Tra- 
bajo: 49, 50,51, 53, 54, 55, 56. 
Cámara Nacional de Apelaciones de Paz: 

Camnraa paritaria de arrendamientos ru- 
ralea: 18, 20, 21, 29», 300, 312. 

Cancelación de personería electoral de par- 
tidos políticos: 280. P 

Cátedra universitaria : 2. 

Cesantía: 239. 

Cesión de derechos: 22, SI, 114. 
Cinematógrafo: 68. 
Clausura preventiva: 31, 306 
Comisión arbitral de la Cántara Gremial 

de Productores de Azúcar: 144. 
Comisiones: 221. 

Comisione» parlamentarias: 218, 220 
Comisión liquidadora de bienes traniferi- 

dos al listado Nacionnl: 41, 43. 
Comisión parlamentaria mixta- OÍ, 3 
Comodato: 30, 241. 

Competencia de Ja Justicia Nacional de 

"ai ; 161, 
Compráronla: 16, 69, 73, 241. 
Concesiones provinciales: 108 
Concurso de delitos; 33, 71. ' 
Concuño ideal: 71. 
Confesión: 164, 274. 
Confiscación: 128, 172, 201 "6 o 

Conflicto entre autoridades provinciales; 

5, 6. 

Confusión de marcas: 174, 178 
Conocimiento "de rísu" del procesado: 

Consejo Profesional de la Ingeniería de 
la Provincia de Buenos Aires: 34. 

Consentimiento: 3, 300, 

Consignación; 18, 2», 81. 

tonstituciones provinciales: 10», 111. 

Constitución Nacional: S, 18, 25 100 109 
Jlj. 172, 263, 273, 275, 3$ lit] 

Contestación a lo demanda: 300. 
Contrabando: 284. 



Contrato de obro* públicas: 275. 
Contrato de trabajo: 3, 61, 66. 72. 74 75 

Control de eon-jtituc tonalidad: 112 
Convenio: 89. 

Corte Suprema: 5, 58, 250, 265, 334. J36 
Corte y trilla de cereales: 222. 

< íi 1 5, i !53 a<, * : *' a ' 841 113 - 114 ' 

Cosechas: 84. 

Costo ile mercadería: 181, 

Cuestiooes de gravedad institucional: 42, 

Cuestione* federales insustanciales- 0*0 

Cuestión federal; 180, "15 "* 

Cuestión institucional: 33. 

Cuestión insustancial: 265. 

Champaña: 240, 256. 

Cbeque sin provisión de fondos: 85, 

Daíios y perjuicios: 16, 236. 

wrrtoa de la intervención federal: 154. 
Defensa en juicio: 8, 11, 12, 15 17 10 

1*3, l» r 173, 194, 225, 229. 242 050' 

Ü Sí; $ 272 > 2u: - n > ™> 

Defensor; 225. 

PübrCÍ ' Ifl ™P«™ y Ausen- 

Delegados del personal: 96, 
Delito: 33. 

Delito imposible: 33, 71, 283. 

Demanda contencíosoadministrativa • 275 
Depósito judicial: 41. nmratlT& - 275. 

líereeho de ejercer industria lícita: 218. 
1*6,1? P^P^ad: 36, 37, 39, 84, 112, 
123, 173, 218, 259, 260. «>6*> W «7* 
277, 289. SO»,' 315,' 329. ' ' ' 

Derecho de publicar las ideas: 39, 218, 

Derecho de trabajar: 218. 

Desalojo: 10, 18, 20, 22, 29. 83 86 S7 
90 92 94, M.'lOl IWtfi 
248, 274, 277, 282, 289. ' ' 

Deserción del recurso: »1, 133, 137 138 

Desistimiento: 122, 29». ' 

Desocupación de inmueble: 89 

Detención d« persona»: 15. 

Diario intervenido: 37, 38, 39. 

Diarios: 218, 220. 

Dictadura: 219, 220, 223. 

Dirección de Vigilancia y Disposición Fi- 

nal de la Propiedad lluemigi . 38 
Dirección General Impositiva: 45, 46. 
Disolución de partidos políticos: 280. 
División de los poderes: 112, 275. 
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Divorcio: 91, 192, 142, 139, 205, 242. 
Doble instancia: 140, 229. 
Domicilio: 143, 144, 276, 278. 
Dominio: 10, 77, 02. 

Ejecución ele sentencia; 33, 8», 130, 152, 

Ejecución hipotecaria: 158. 

Elecciones: 4. 

Electricidad: 288. 

Embargo preventivo: 262. 

Emisora ele radio: 2*. 

Empicados báñennos: 14, 74, iS, 10 1, 

238. 

Emprendes provinciales : 235. 

Empresa Nacional <le Agua y Energía 

Kléetriea: 2SB. 
Empresas del Estado: 72, 303. 
Enfermedad: 78. 

Error: ITS, 190, 192, 211, 271, 313. 
KscritnrncWn ; 93, 213. 

t de los empleado»; 255. 
Estado: 311. 

Estatuto del Periodista: 245» 

Estatuto del Personal Civil de la Noción : 

23», 239. 
Estatutos profesionales: 74. 
Excarcelación: 13. 
Excepciones: 12, 

Éípreníón de agravio*: 91, 13 >, 16,. 
Expropiación: 48, 52, 171, 277. 

Facultad de Derecho y Ciencias Sociales 
de Huenoa Aires: 2. 

Facultades de municipalidades provincia- 
les: 112. 

Faltas v contravenciones: 30, 3-o. 
Fallo plenario: 209, 274. 
Fecha cierta. 81. 
Firma de letrndo: 141. 
Fuero federal: 28. 
Fuerza mayor: 218, 219, 220. 
Fundamento de la regulación de hono- 
rarios: 11«, 216. 
Fundamentos de primera instancia: 30. 

fí ratificación: SS. 
Gravamen: 284. 

Habilitación de la instancia: 47. 
Hipoteca: 104. 
Homicidio: 33, 283. 

Homicidio con exceso en la defensa: <1. 
Honorarios: 35, llfl, 120, 121, 128, 198, 

199, 246, 261, 262. 
Honorarios de abogados y procuradores: 

116, 118, 125, 127, 216, 225, 247, 263. 
Honorarios de peritos: 33. 
Huelga: 76, 231, 232, 233, 273. 
Hurto: 100. 

Igualdad: 194, 234, 256, 257, 238. 

Importación: 271, 284. 

Impuesto • la transmisión gratuita: 276. 



Impuesto a los Toditos: 45. 
Impuesto de patente: 172. 
Impuestos municipales: 172. 
Incidentes: 142, 262. 
Inconstitucionnlidad do las cámaras re- 
ntarías: 299. 
Indemnización; 61, 171. 
Indemnización doMe: 232, 233. 
Indemnización por despido: 239. 
luevitabilidad: 223. 
Infracciones aduanerna: 271. 
Inhibitoria; 144, 
Inmuebles: 92. 

Instituto Naciounl de Cinematografía: 
237. 

Instituto Nacional de Previsión Social: 

49, 30, 31, 33, 54, 55, 56, 133. 
Instrumentos: 34. 

Interdicción do bienes: 41, 42, 252, 257, 

258. 310. 
Interés jurídico: 22. 
Interés privado: 316. 
Intereses patrimoniales: 225. 
Intervención do comunas provinciales: 

6, 106, 154. 
Intervención en sindicatos: 66. 
Intervención federal: 6, 106, 134. 
Interventor judicial: 39. 
Invocación genérico de leyes federales: 

328. 

Irreiterabilidad del procesamiento: 283. 
"Iuria curia uovit": 194, 241. 

Jornada legal dé trabajo: 103. 
Jubilación y pensión; 49, 5», 51, 53, 54, 

35, 5fl, 63, 133, 307- 
Jueces: 4, 196, 214, 248. 
Jueces naturales: 51. 
Juicio criminal: 15, 17, 37, 225, 283. 
Juicio de apremio: 143, 287. 
Juicio ejecutivo: 12, 14S, 288, 287. 
Juicio ordinario: 287. 
Junta de disciplina del Personal Civil 
de la Nación; 239. 

Junta Nacional de Recuperación Patri- 
monial: 252, 310. 

Jurisdicción v competencia: 21, 25, IOS, 
144, 154, 157, 279, 280, 336, 337. 

Jurisprudencia; 197, 201, 260, 265. 

Jurisprudencia contradictoria: 153, 280. 

Jurisprudencia de la Corte Suprema: 
252, 271. 

Justicia de Paz: 157, 164. 

Justicia Nacional del Trnbajo; 278. 

Justicia Nacional de Pal: 161. 

Justicia Nacional en lo Civil: 157. 

Justicia provincial: 21, 108, 109. 

Juzgado de Faltas: 36. 

"La Prensa": 223. 
Legitima defensa: 33, 71. 
Lesiones: 283. 

Lesiones graves imposibles: 33, 71. 
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Ley: 2X4, 273. 
Leyes aduaneras; 271, 
Leyes comunes: 100, 200, 276. 
Leve» federales: 43. 
Leyes nací anales: 330. 
Leyes procesales: 265. 
Leyes provinciales: 25, 59, 105, 111, 120, 
143, 330. 

Libertad de imprenta: 37, 38, 39, 213. 

220. ' 
Litiscontestación: 24, 150, 155, 162, 169. 
Locación Je cosas: 20, 22, 29, 67. 70, 81, 

83, 84, 86, 87, 89, 90, 92, 93, 94, 98, 

99, 101, 143, 213, 226, 227, 230, 243, 

~U, 248, 274, 282, 289. 
Locuciones ile uso general: 240. 
Lucro cesante: 277. 

Main, fe: 73. 

Marcas de fábrica: 32, 57, 173. 1V4, 176, 
177, 178, 256, 316. 

Matrimonio: 8, 9, 142. 

Medidas, para mejor proveer: 32, 170. 

Medidas precautorias: 289. 

Ministerio de Trabajo jr Seguridad So- 
cial: 3. 

Ministerio Fiscal: 316. 

Ministerio Público: 246. 

Molino: 31, 306. 

Monto det juicio: 127, 129, 261, 
Multu: 36, 309. 

Municipalidades: 6, 111, 112, 154, 275. 
Muro divisorio: 93, 213. 

Nación: 10. 

Nombre comercial: 175, 178, 240, 316. 
Nombre de los partidos políticos: 4, 228. 
Notificación: 94, 131, 143, 140, 149, 168, 
318. 

Notificación postal: 47, 
Nulidad: 32, 165, 237. 
Nulidad de actos jurídicos: 8. 
Nulidad do aetos procesales: 9, 142. 
Nulidad de matrimonio; 26. 
Nulidad procesal: 143, 146, 147, 153, 158, 
165, 168, 226, 294. 

Obligación de denunciar delitos: 166. 
Obra nueva: 123, 
Obras públicas: 311. 
Omisión de citas légale*; S09. 
Omisión de pronunciamiento: 215. 
Opción: 29. 

Ordenanza* de Aduana: 271, 
Ordenanzas municipales: 172, 275. 

Paralelo 42: 284. 

Paralización del proceso: 15. 

Partes: 10, 12, 28. 

Partidos políticos; 4, 7, 279, 280. 

Patentes de invención: 40, 57. 

Patrimonio nacional: 42. 



Patrocinio: 242. 

Perención de instancia: 145, 151, 152, 
163. 

Pericia contable: 221. 
Periodistas: 245. 
Peritos: 35. 

Personería: 41, 43, llfl. 

Personería de lo» partidos políticos: 279. 

Personería gremial: 65, 254. 

Planos: 93, 213. 

Plazo: 85, 319. 

Poderes públicos provinciales: 109. 
Poder Judicial: 4. 
Posesión provisional: 289. 
Prcnviso: 80, 278. 
Precio: 311. 

Prescripción: 35, 63, 151, 184, 307. 

Primera instancia: 302. 

Principio de reserva: 11, 123, 173, 266, 

267, 268, 269, 308, 
Principios generales del derecho: 187, 

209, 228. 
Prisión: 33. 

Procedimiento: 142, 144, 186, 
Procesado: 225. 
Procurador del Tesoro; 41. 
Procurador Fiscal: 246, 284. 
Profesor universitario: 2. 
Pronunciamiento inoficioso: 180, 
Propiedad enemiga: 32. 
Propiedad intelectual: 68. 
"Protesto: 85. 
Provincias: 5, 6, 10, 106, 107, 108, 100, 
255, 270. 

Prueba: 23, 24, 49, 50, 51, 53, 54, 55, Sí, 
128, 164, 170, 172, 177. 170, 180, 181, 
185, 186, 188, 100, 191, 196, 200, 202, 
212, 219, 221, 224, 227, 234, 243, 244, 
204, 274, 276, 292, 203. 

Prueba indirecta: 224, 

Radio de la Universidad de Córdoba: 28, 
Recaudación de impuestos; 287. 
Reconvención: 91, 93, 205, 213, 265. 
Recurso de aclaratoria: 130, 323, 326. 
Recurso do amparo; 110, 336, 337, 338. 
Recurso de apelación: 134, 137, 138, 140, 
141, 311. 

Recurso de inaplicabilidad de ley: 51, 
132, 136, 139, 253, 290, 205, 298. 

Recurso de inconstitucionalidad: 295, 
296. 

Recurso de queja; 134, 338. 
Recurso de revocatoria: 319, 321. 
Recursos declarados improcedentes: £3, 

140, 141. 
Reforma de 1949: 18. 
" Reforma tio In peius": 36. 
Registro de netos v contritos: 104. 
Reglamentación: 11, 14, 100, 
Reglamentación de leyes común w: 06. 
Reglamento para ta Justicia Nacional: 

130. 



RECURSO EXTRAORDINARIO 



Remate judicial: 148. 
Remisión n lot antecedentes do la cutí- 
an: 331. 
Remisión do autos: 10. 
Renuncia: 18. 

Repetición do impuestos: 297. 

Representación : 8, él, 119. 

Representante del Estado: tí. 

Rescisión do contrato: 10. 

Resolución administrativa: 32, 273, 306. 

Resoluciones administrativas detraídas 
u) conocimiento judicial: 2, 4. 

Restricción sustancial de la defensa: 17. 

Ret reactividad: 11, 64, 67, 90, 230, 248. 

Revocación do contrato de obra» públi- 
cas: 111. 

Robo: 1Ü0. 

Kobo do automóviles: 100. 

Salario: 73, 273, 309. 
Salario familinr: 95, 97, 217. 
Secreto do las declaraciones juradas: 45, 
40. ' 
Secuestro de acciones: ."i 7. 
Scgua-la instancia: 302. 
Seguro: 217. 

Sentencia arbitraria; 30, 230. 
Sentencia contradictoria: 200. 
Sentencia definitiva: 4Í> T 320. 
Sentencia fundndn en ley: 200. 
Sentencia incompleta; 282. 
Sentencias extranjeras: 183. 
Seña: 16. 

Serenos portuarios: 103. 
Servicio militar: 182. 
Sindicatos: 63, 68, 90, 233, 254. 
Sobreseimiento: 271. 
Sociedad: 77, 110, 270. 
Sociedad anónima: 278. 
Sociedndes mixtas; 303. 
Sociedades mixtas de nerón» vegnetón: 
303, 

Subloraelón: 04, OS. 



Sucesión: 270. 

Sumario criminal: 15, 283. 

Superior Tribunal de Justicia do Cór- 
doba: 25, 105, 154. 

Superior Tribunal de Justicia del Cha- 
co: 290. 

Superior Tribunal do la causa: 297, 320. 

Suplemento variable: 63, 30". 

Supremacía de la Constitución y do las 
leven nacionales: 276. 

Suprema Corte de Justicia de ln Provin- 
cia de Rueños Aires: 205, 29*1. 

Suspensión del impedimento: 334. 

Teléfonos: 172. 
Telegrama: 78. 

Teoría de la imprevisión: 73. 180. 
Tercera instancia: 205. 
Terceros: 46, 77, 92, 226. 
Término: 47, 131, 318, 320. 
Testigos: 188, 236. 
Tipo de cambio: 181. 
Tiranía: 220, 223. 

Título expedido por autoridad nacional: 
57. 

Trabajo nocturno: 103. 
Trámite de la causa: 150. 
Transferencia de locación: 81. 
Tribunales administrativo*: 310. 
Tribunales de la Capital Federal: 104. 
TrUmni.tes del trabajo: 74. " 
Tribunales provinciales: 30, 
Tribuna: Pleno: 132, 139, 100, 184, 104, 
197, 201, 233, 200. ' 

Cniversidnd de Buenos Aires: 2. 

Venia judicial: 183. 
Verdad jurídica: 219. 
Viajantes de comercio: 79, 207. 
Vigencia de ln lev: 11 230. 
Vinos: 24fi, 2áG. 
Vocación hereditaria: 102. 



Fnticípioi 

1. El recurso extraordinaria ha sido instituido como el instrumento genérico 
para el ejercicio de la función jurisdiccional máa alta de ln Corte Suprema, la 
que se satisface cabalmente, cuando están en juego problemas de gravedad institu- 
cional, con su decisión por ella: p. 189. 

Reqniiitoi comunes. 
Tribunal de Justicia, 

8, El recurso extraordinario no procede respecto do resoluciones de órganos o 
funcionarios de la administración, eon excepción de los casos en que éstos ejercen 
facultades judiciales resonadas, en el orden normal de las instituciones, a los 
.iueres_ Wlo no ocurre en lo resolución del Consejo Directivo de la Facultad de 
Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aire* que deniega al recurrente eximirse 
de las pruebas de eficiencia fijadas para optar a una cátedra universitaria: p, 516. 
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3. El carácter dé cosa juzgada atribuido pnr la sentencia anelndn ■, t« i,™^ 
gg*. de convenio celebrado entre lnH ^ ^XZ VtC^ól Ll Zt 
teno de Trabajo y «caridad Social respondió al voluntario 

eonligura la taclia de arbitrariedad: p. 726. 

Cuestión Justiciable. 

4. m recurso extraordinario procede respecio <k las decisiones que. en el orden 
normnl de las mstituciones, corresponden a los jueces en el ejereieio de su espe- 
cf.cn función judicial. \, asi como se lo otorga apéelo de decisiones de orga- 
n smos administrativos, cuando la ley somete a mi juicio cuestiones judiciales 
que detrae de ]» competcnem judicial normal, también corresponde denegarlo en 
imlieialeí ^ ® eí,e0,,lit ' ndn n lníi '"grados funciones que no son 

En consecuencia, es improcedente el reciirm extraordinnrio deducido contra la 
resolución atinente a los efectos de una escisión partidaria y a sus consecuencias 
sobre el nombre de la entidad, máxime cuando, como en el caso, las agru naciones 
internadas no solo han conservado su capacidad jurídica, sino que la ejercieron 
m elecciones a las que concurrieron con aditamentos diferenciales conforme a lo 
resuelto por la sentencia apelada : p. 81. 

5. No cabe requerir la intervención de la Corte Suprema con base en la aleada 
existencia de un conflicto entre autoridades provinciales : p. 240 

6. La invocación de los nrts. -i, 6 y 104 de la Constitución Nacional no obsta a la 
improcedencia del recurso extraordinario intentado sobre la base de In existencia 
<U> un conflicto entre autoridades provinciales, a raíz de la intervención de comu- 
nas locales dispuesta por el interventor de ta Provincia: p. ^40 

7. Es procedente la intervención de la Corte Suprema, por "vía de su jurisdic- 
ción cxtraordinann, en causas atinentes a la disolución v cancelación de la perso- 
nería electoral de partidos políticos, en tanto entrañan cuestión federal bastante. 
Sin embargo, corresponde declarar bien denegado el recurso en el caso, si no ha 
mediado den patona de fuero federal (Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis 
Alarla Botfi Boggero) : p. 518, 

flritÉiüü. 

& La circunstancia de que en el incidente sobre nulidad de matrimonio se haya 
omitido citar al primer esposo de la recurrente, de quien ésta no se afirma apo- 
derada, no justifica d recurso extraordinario con fundamento en la garantía cons- 
titucional de la defensa en juicio: p. 25. 

9. No procede el recurso extraordinario fundado en que vulnera la defensa en 
luicio el acogimiento de la acción de nulidad de matrimonio, deducida por el 
ministerio fiscal y que se alega tramitada irregularmente, si el recurrente ha 
omitido la expresión concreta de la restricción experimentada, en el caso, por la 
garantía invocada: p. 25. 

10. La resolución del tribunal federal que no hace lugar a ia remisión de loa 
autos n ta justicia local en razón de que, existiendo sentencia firme respecto al 
desalojo de tierras pedido por la Nación y sin debatirse lo atinente al dominio, 
declara concluida su jurisdicción, uo contiene decisión referente a derechos de la 
provincia recurrente —que no es parte en el proceso— i «susceptibles de planteo y 
pronunciamiento en la oportunidad y por quien corresponda: p. 28. 

1 ü I" J™*™"" ]m decidido el juicio de acuerdo con lo preceptuado en el 
art. ¿0 de la ley 9688, con prescindeocia de la modificación introducida por el 
decreto-ley 7604/57, carece de objeto considerar los agravios fundados por el 
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reenrrente en que lo resuelto importó aplicación retroactiva de ese decreto-ley 
<c«n violación de los arts. 13 y 19 de la Constitución Nacional) y en que, aun 
tunado fuere así, tal cuerpo legal no pudo ser aplicado, por falla de reglamen- 
tación; p. 44. 6 

H. El demandado en la ejecución carece de interés legítimo para deducir el 
recurso extraordinario, con fundamento en el art. 18 de la Constitución Nacional, 
si el agravio se basa en la circunstancia de no haberse dado intervención en la 
causa al eo-demandado y en el posible éxito de las defensas que este último 
podría haber opuesto ni progreso de la acción : p. 01. 

13. Aun cuando existiera cuestión federal oportunamente planteada en la causa, 
el recurso extraordinario debe declararse improcedente cuando los agravios expre- 
sados al deducirlo omiten impugnar conclusiones del fallo que bastan para gusten- 

no ■ x ^ ■»> 

14. Es inoficioso, a los fines del recurso extraordinario, la cuestión referente 
a la mconstitucionalidad del art. 15 del decreto 20.268/46, que plantea el recu- 
rrente con fundamento en el art. 86, inc. 2*. de la Constitución Nacional -por 
«tender que crea un concepto de "orden" distinto del establecido en el art. 3» 
de la ley 12.637, reglamentada— si lo decidido en la sentencia no se funda en el 
decreto citado, amo en la interpretación de la ley mencionada : p. 174. 

16. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la inconstitucionalidad 
del art. ,iB del Código de Procedimientos en lo Criminal —que se reputa lesivo 
del derecho de defensa y de la libertad individual—, si el propio recurrente 
reconoce que no causaría agravio al encausado la paralización del proceso, dis- 
puesta en cumplimiento de aquel precepto, en el supuesto de que le fuera conce- 
dida la excarcelación, sobre cuya denegatoria no cabe pronunciamiento alguno 
por la Corte: p. 203. * 

16. La decisión aecrca de lu devolución de ta seña a quien la ha entregado v del 
derecho que pueda corresponder a la contraparte para reclamar indemnización, 
respecto de los posibles daños derivados de I* rescisión del contrato de compra- 
venta, no configura gravamen suficiente que autorice la apelación extraordina- 
iria : p. líflo. 

17. Si el recurrente no hn concretada el agravio que para su defensa habría re- 
sulla do de la taita de audiencia a los fines del art. 41 del Código Penal, ni en 
que medida la decisión de la cansa pu.lo haber variado si aquélla se le hubiese 
concedido; y si no existe una restricción sustancial a la garantía de la defensa, 
el recurso extraordinario fundado en la violación del art. 18 de la Constitución 
nacional es improcedente: p. 257. 

|Í I">porti renuncia tácita, pero indudable, de la alegación de inconstituciona- 
iidnd de los organismos paritarios, la circunstancia de que el recurrente — dematt- 
da.lo en causa por dcsalnjo- se baya sometido anteriormente a la jurisdicción 
de aquéllos al accionar por consignación de arrendamiento» y fonnalixación de 
contrato, con reterencia a la misma relación jurídica y procesal. No importa que, 
, PÍS* - ' 1 V UPS, ' ón feil,r(l| > se ™vw|M la vigencia actual de la Constitución 
?o v PWeñ reform ' 1 dp 1949 •» ocluía la posibilidad de hacerlo: p 372 

■ . "™ t ? n íl° rf rm,rrr,lte 1* Wa mediado, en el caso, restricción 
substancial o violación de la defensa, es improcedente ta apelación extraordinaria 
fundada en la mencionada garantía constitucional: p. 404. 
j' El arrendatario que promovió demanda por consignación contra et arren- 
dador ante la Cámara Regional Paritaria y perdió el juicio en ambas instancias, 
carece de interés jurídico para sustentar la apelación extraordinaria, con funda- 
Zü ? >» 'n«*^itu«oi.«Hdnd de dicho organismo, en la causa por desalojo 
que Je entablo el segundo: p. 406. 
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21. Carece de interés jurídico para deducir el recurso extraordinario con fun- 
damento en el art. 67, ine. 11, de la Constitución Nacional, quien admitió por 
contrato la prórroga de la jurisdicción provincial: p. 551. 

22. La circunstancia de haber tramitado el juicio de desalojo únicamente con el 
apelante, sin la intervención de quien le cedió el contrato de locación, no sustenta 
el recurso extraordinario en virtud de carecer aquél de interés jurídico suficiente : 
p. 

23. Es ineficaz el recurso extraordinario si, hnhiéndnsc limitado el tribunal de 
alzada a declarar bien denegada la apelación, los agravios del recurrente sobre 
la caducidad de la prueba se hallan referidos a lo decidido al respecto por el 
juez de primera instancia: p. 584. 

24. La sola invocación del art. 18 de )n Constitución Nacional no sustenta el 
recurso extraordinario si los recurrentes, que tuvieran oportunidad de alegar, en 
el curso del juicio, con relación a ln causal de "falta de trabajo*' a que se refiere 
la sentencia, no adujeron ni insinuaron siquiera haber sido privados de medios 
de defensa o prueba de que hubieran intentado valerse: p. 588, 

25. Es improcedente el recurso extraordinario cuando no existe gravamen actual 
que justifique el otorgamiento de la apelación. Tal ocurre en el supuesto de que, 
habiéndose limitado la resolución recurrida a declarar la incompetencia del Tribu- 
nal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba para conocer en la causa, 
no media pronunciamiento alguno respecto de los agravios atinentes a la incons- 
titucional idad del nrt 20, b, ine. 3?, de la ley local 4641 : p. 649. 

26. Ln cuestión referen!, a la neción de nulidad de matrimonio, no conteniendo 
el fallo recurrido decisión al respecto, no sustenta ln apelación extraordinaria: 
p. 650. 

27. No procede el recurso del nrt. 14 de la ley 48 cuando el agravio constitu- 
cional en que se lo funda proviene de la propia conducta discrecional del recu- 
rrente: p. 664. 

28. No procede el recurso extraordinario fundado en ln denegatoria del fuero 
federal, si la resolución apelada, que se limita a revocar el anto que había tenido 
por parte a la recurrente, importa desvincularía del juicio y de sus consecuencias 
y nada resuelve específicamente sobre la competencia: p. 700. 

29. No procede el recurso extraordinario fundado en que la introducción extem- 
poránea por el actor de la causal de subtocación prohibida viola, h garantía 
constitucional de la defensa en juicio si la sentencia apelad», sin considerar el 
punto y con base en que las recurrentes, socias de la ¡nquilina principal, conocían 
la existencia y el contenido de] contrato de locación, declara procedente el desalojo 
porque aquélla no hwo uso del derecho de opción establecido en dicho contrato» 
lo cual determinó so exclusión de la prórroga legal: p. 727. 

30. El agravio atinente a la aplicación de normas sobre el comodato referido 
a la sentencia de primera instancia y no a la de segunda, que contempla el 
punto, es ineficaz para sustentar la apelación extraordinario: p. 793. 

SubtistencU de los nquiaUoa. 

31. La desaparición de los requisitos jurisdiccionales importa también la del 
poder de juzgar. Ello resulta claro ante la imposibilidad de acordar al apelante 
— que cuestiona la clausura preventiva por 24 horas de un molino de su propie- 
dad, ya ejecutoriada — una reparación efectiva a sn concreta pretensión en la 
causa, en la que también se han dejado a salvo los derechos que pueda hacer 
valer contra quien corresponda; y habida cuenta, además, que la propia inte- 
resada manifiesta que durante el trámite de la causa, el órgano administrativo 
mandó sobreseer a la sociedad inculpada y archivar el expediente: p. 61. 
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32. La Dirección de Vigilancia y Disposición Final de la Propiedad Enemiga 
caree* de interés jurídico en el pronunciamiento que reclama sobre nulidad del 
título de propiedad de una marra obtenida por unn firma comercial, si en el 
juicio persigue la posesión de dicha marca para restituirla a su propietario 
origina rio, y, de un informe dispuesto pura mejor proveer, resulta que la deman- 
dada ha efectuado ya la transferencia a la que k reconoce obligada la Dirección 
recurrente : p. 228. 

BequiiitM propio». 

Cuestión federal. 

Generalidades. 

33. Xo media en la causa mestión institucional do gravedad que supere lu insus- 
tancialidad del gravamen federal alegado y las razones procesales que impiden 
la procedencia del recurso extraordinario, si el conjunto de ía sanción nplieada 
al condenado na guarda notoria desproporción racional con los serios hechos que 
se le ban acriminado (dos años de prisión por homicidio con exceso en la Ifiríiima 
defensa y tres años de igual pena por lesiones graves imposibles v lesiones leves 
en concurso real) : p. 232. 

furriona» federal™ Himples, 
InUrjr«t*dón dt U Ce «imeién VtclouL 

34. Es proci'rh'iitc el recurro extraordinario si los honorarios li jndos no guardan 
relación con los servicios a que corresponden y el auto regulatorío no contiene 
fundamento qne permita referir sus conclusiones a la cláusula del arancel res- 
pectivo. Corresponde, entonces, dejar sin efecto la resolución apelada, en la que, 
además, la regulación se ha practicado sin audiencia ni trámite alguno, por un 
organismo profesional, como el Consejo Pro lesiona 1 de la Ingeniería de In Pro- 
vi neia de Buenos Aires, extraño al cuerpo permanente del Poder Judicial: p. 227. 

35. Procede el recurso extraordinario, fundado en la garantía constitucional de 
la defensa en juicio, cuando el tribunal de alzada, no obstante haber postergado 
el examen de cualquier defensa hasta que se practicase la regulación de loa hono- 
rarios devengados por los peritos, basa el rechazo de la prescripción de dos años 
(art. 4032, ine. 1», Código Civil), opuesta por el actor en el posterior procedi- 
miento de ejecución de dicho* honorarios, en el solo becbo de que no ba transcu- 
rrido el plazo de diez años correspondiente a la prescripción de la resolución 
regulatoria (art. 4023. código citado ) f prescindiendo así de los extremos concre- 
tamente sometidos a su decisión; p. 573. 

3*. Procede el recurso extraordinario fundado en los arts. 17 y 18 de la Consti- 
tución Kaeional y corresponde dejar sin efecto la sentencia* del Tribunal del 
Trabajo de La ñus que, al conocer por apelación del imputado, revoca Ja decisión 
del Juzgado de Faltas del Trabajo de La Plata que le imponía una multa de 
m$n, 24.800, elevándola a m$n. 49.600, por estimar que había mediado una 
omisión del inferior. El aumento de la sanción aplicada al recurrente importa 
en el caso una "refonnatio ln peiux", pues ésta se vincula al gravamen que 
experimenta el apelante y no al acierto en la aplicación de las normas que ricen 
el caso : p. 612. 

37. Aunque bis providencias ntinentes a la suerte provisional de los objetos 
secuestrados en el curso del proceso no constituyen, por lo común, sentencia 
definitiva, el recurso extraordinario es procedente si en el caso hay interés insti- 
tucional suficiente para el otorgamiento de la apelación, porque está en juego la 
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garantí» de la propie< ud y lo decidido en la causa — entrega de las acciones de 
un diario intervenido — - afecta la libertad de prensa: p. 651. 

38. La sentencia que, ni revocar la decisión de primero instancia, dispone la 
paral tuición de la convocatoria a asamblea de accionistas en términos inciertos, 
si bien no puede considerarse procesnlniente como definitiva, lo es desde que 
entraña gravamen irreparable n las partes y configura cuestión de gravedad 
institucional, al afectar e] ejercicio de la libertad de prensa (Voto del Señor 
Ministro I>octnr Don Luis María Hoffi Roggero): p. tftí4. 

39. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que revocó la decisión 
de primera instancia que había dispuesto la convocatoria a asamblea extraordi- 
naria ile accionistas de un diario intervenido, pues ello puede importar ngrnvio 
insusceptihle de suficiente reparación ulterior, enmo consecuencia de la eventual 
postergación "sine die" de la intervención .judicial, en detrimento de la libertad 
de prensa y del derecho de propiedad: p. 064. 

Iuterpr«t*ctón da U» iMfn federal**, 

46. El agravio fundado en la interpretación, que se pretende errónea, del art. 3» 
de la ley 111, en Jo ntinente n la explotación del invento durante el término del 
tramite de su patentamicnto, es ineficaz a los efectos de la procedencia del 
m-arsn extraordinario, pues el texto se limita a la caracterización de los descu- 
brimientos a invenciones nuevas y no regula el efecto, en el tiempo, de las paten- 
tes. A lo que cabe agregar que, en el caso» la sentencin admite, de manera 
también irrcvisible, la existencia de reparos administrativos a la solicitud de los 
apelantes no salvados a la época de la querella; p. 168. 

41. La representación del Estado, en los procedimientos de interdicción ante lo 
justicia federal —decreto-ley 5148/55— por estar encomendada al Procurador 
del Tesoro, hace dudosa la facultad de la Comisión Liquidadora de bienes transfe- 
ridos al Estado Nacional para intervenir en los ñutos. Sin embargo, ello no obsta, 
a la consideración por la Corte del fondo del asunto con motivo de la apelación 
deducida por la Comisión contra la sentencia que desigua depositarios de ni gañón 
bienes a los representantes del- interdicto antes del fallo sobre la intervención y 
denegada, en los hechos, ni desconocerse la personería de la recurrente. Ello e* 
así por la vinculación de lo resuelto ron las funciones encomendadas al meneio- 
nadn organismo y por la inexistencia de precepto expreso que vede su tutela 
judicial : p. 189, 

42. Constituye cuestión institucional de gravedad lo atinente al alcance del art. 
10 del decreto-ley 5148/55, tanto por el carácter federal de sus disposiciones como 
por el orden de valor ético a que corresponden y la naturaleza de los bienes a 
que se aplican: p. 186. 

43. Es procedente el recurso extraordinario deducido si la resolución apelad» 
niega de modo definitivo a la Comisión Liquidadora decreto-ley 8124/57, la per- 
sonería invocada — en el caso, "autoridad ejercida en nombre de la Nneión"— , 
y si, habiéndose cuestionado la inteligencia del art. 3<% decreto-ley 3775/58, ta 
decisión es adversa al derecho que el recurrente fundara en ella (Voto del Señor 
Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boggero) : p. 186. 

44. Cuestionada lu inteligencia de una ley federa), como lo es la 14.436, si la 
decisión ha sido contraria al derecho que el apelante fumín en esa ley, el recurso) 
extraordinario es procedente; p. 412. 

45. Procede el recurso extraordinario interpuesto por la Dirección General Impo- 
sitiva y fundado en la violación de los arta. 100 y 111 de la ley 11.683, T. O. 1956, 
contra la sentencia de la Cámara que le ordena remitir copia autenticada da 
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razones de hecho y de derecho procesal, impone al expropiante el pago de las 
costas del juicio : p. 637. 

63. La extensión de la competencia otorgada a la Cámara Nacional de Apela- 
ciones del Trabajo por el art. 14 de la ley 14.236 constituye materia procesal, 
ajena a la jurisdicción que acuerda a la Corte el art. 14 de la ley 48. No procede, 
pues, el recurso extraordinario contra la sentencia de ta Cámara que. sin arbi- 
trariedad, revoca la resolución del Instituto Nacional de Previsión Social, fun- 
dada en que el mencionado organismo prescindió en su decisión de las reglas 
normativas de la prueba. Tal revocatoria no afecta ni restringe garantías consti- 
tucionales, no compromete la vigencia de instituciones básicas de la Nación ni 
obsta al funcionamiento del régimen jurídico de la previsión social : p. 638. 
54. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cámara Nacional 
de Apelaciones del Trabajo que, fundada en que se habrían violado las reglas 
normativas de la prueba y haciendo mérito de documentos presentados ante la 
Cámara, revocó una resolución del Instituto Nacional de Previsión Social que 
denegaba el beneficio jubilatorio por no estar suficientemente acreditada la 
prestación de los servicios denunciados. Si bien la Cámara puede revocar deci- 
siones del Instituto arbitrarias o riolatorias de garantías constitucionales, no está 
autorizada a admitir la agregación de prueba instrumental y a valorarla, más aun 
en el caso en que no se ha justificado la imposibilidad de someter dicha prueba 
al organismo administrativo (Voto del Señor Ministro Doctor Don Aristóbulo D. 
Aráoz de Lamadrid) : p. 638. 

65. La extensión de ta competencia otorgada a la Cámara Nacional de Apela- 
ciones del Trabajo por el art. 14 de la ley 14.336 constituye materia procesal, 
ajena a la jurisdicción que acuerda a ta Corte el art. 14 de la ley 48. No procede, 
pues, el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cámara que, sin arbitra- 
riedad, revoca la resolución del Instituto Nacional de Previsión Social, fundada 
en que el mencionado organismo prescindió en su decisión de las reglas norma- 
tivas de la prueba. Tal revocatoria no afecta ni restringe garantías constitu- 
cionales, no compromete la vigencia de instituciones básicas de la Nación ni obsta 
al funcionamiento del régimen jurídico de la previsión social: p. 641. 
58. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cámara Nacional 
de Apelaciones del Trabajo que, fundada en que se habrían infringido las reglas 
normativas de la prueba, revoca la resolución del Instituto Nacional de Previ- 
sión Social y hace lugar a un pedido de jubilación ordinaria íntegra. Aunque 
la Cámara puede revocar decisiones del Instituto arbitrarias o riolatorias de 
garantías constitucionales, no está autorizada para avocarse al conocimiento del 
fondo del asunto, juzgando sobre la validez de circunstancias de hecho y prueba. 
A lo cual cabe agregar que, en el caso, las pruebas producidas llevan a la conclu- 
sión de que la peticionante no había acreditado la real prestación de los servicios 
denunciados {Voto del Señor Ministro Doctor Don Aristóbnlo D. Aráoz de La- 
madrid) : p. 641. 

IiUrp rula nl Sa á* otru nmii j actos IMnsUs. 

57. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que la sentencia ape- 
lada impide o los recurrentes utilizar máquinas cubiertas por una patente nacio- 
nal, si la condena en recurso corresponde a hechos anteriores a la concesión de 
la patente. No existe, en consecuencia, título expedido por autoridad nacional, 
desconocido; y la circunstancia de invocarse una patente concedida a los ape- 
lantes no encuadra el caso en el art. 14, ine. 3*, de la ley 48: p. 168. 
65. No procede el recurso extraordinario, con fundamento en que se ha desco- 
nocido un acto de autoridad ejercido en nombre de la Nación, si lo ati nte a la 
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vada a los jueces de la causa y ajena a la jurisdicción extraordinaria de la 
Corte. Igual carácter reviste el punto atinente a la aplicación de la ley 14.821: 
p. 208. 

71. Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia que, 
sin arbitrariedad, decide lo inexistencia de unidad esencial entre el hecho por el 
que se condena ni acusado (lesiones graves imposibles) y el que motivó ln anterior 
sentencin dictada contra nquél (homicidio con exceso en la legítima defensa): 
p. 232. 

72. La sentencia de la justicia del trabajo que, por aplicación de las leyes 11.729 
y 12.921 (decreto 3:1.302/45), hace lugar a la indemnización por despido recla- 
mada por quien no formaba parte del personal jerárquico de la Empresa Nacional 
Aerolíneas Argentinas, decide cuestiones de hecho y prueba y de derecho común, 
insusceptibles de revisión en la instancia extraordinaria: p. 233. 

73. Lo atinente a ln aplicación de la denominada "teoría de la imprevisión", 
cuanto a la existencia de mala te en la ejecución de un contrato privado de com- 
praventa, constituyen cuestiones de hecho y de derecho común, reservadas a los 
jueces de la causa y ajenas a ln jurisdicción extraordinaria de ta Corte: p. 255, 

74. Ln aplicación de las leyes laborales por Ioh tribunales del fuero, en causa 
seguida entre empleados y empleadores, es cuestión ajena n la jurisdicción del 
art. 14 de la ley 48, aunque se invoquen disposiciones de los estatutos profesio- 
nales: p. 256. 

75. Xo snn revisa bles en la instancia extraordinaria las cuestiones referentes a 
la naturaleza del vínculo jurídico que une a las partes, existencia de relación de 
dependencia y aplicación al actor de las normas reguladoras del salario de los 
empleados de banco: p. 256. 

76. Ln sentencia que decide que no existe injuria bastante para justificar el 
despida sin indemnización, en virtud de que los actores no fueron intimados a 
reintegrarse al trabajo con posterioridad a la declaración de ilegalidad de la 
huelga, tiene fundamentos de hecho y de índole laboral suficientes para susten- 
tarla e irrevisibles en Ja instancia extraordinaria: p. 403. 

77. La sentencin apelada, en cuanto decide que la sociedad tercerista se hizo 
cargo, a partir de determinada fecha, de la documentación, activo y pasivo de la 
sociedad antecesora contra quien la demandada entabló ejecución de la indemni- 
zación por despido, y que no se trajo a los autos prueba fehaciente del dominio 
discutido, tiene fundamentos de hecho y prueba y de derecho común que bastan 
para sustentarla y que carecen de relación directa e inmediata con las garantías 
constitucionales invocadas para sustentar la apelación extraordinaria: p. 408. 

78. La sentencia recurrida, en cuanto declara que el telegrama mediante el cnal 
la actora comunicó su enfermedad a la firma patronal fué correctamente dirigido 
y que no medió abandono del trabajo que justificase el despido, tiene funda- 
mentos de hecho y de derecho común bastantes para sustentaría y que son 
irrevisibles en la instancia extraordinaria : p. 400. 

79. La sentencia apelada, en cuanto declara qne corresponde calificar al actor 
como viajante de comercio, en los términos y con los alcances que establecen los 
arts. 1» de la ley 12.651 y 1« y 2* de la ley 14.546, y hace lugar a la indemnización 
por despido, se apoya en razones de hecho y prueba y de derecho común que son 
irrevisibles por vía del art. 14 de la ley 48. Ello es también así respecto a lo 
decidido sobre inexistencia de derecho adquirido, pues tal declaración no excede 
necesariamente- del ámbito de la legislación común : p. 445. 

80. Lo atinente a determinar si el decreto-ley 33.302/45 (ley 12.921) duplicó 
solamente el máximo de la indemnixaciói. por despido establecida por la ley 11.729 
o si esa duplicación alcanza también a la que corresponde por falta de preaviso, 
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83. Lo atinente al régimen intcrtemporal de las leyes de locaciones urbana es 
materia ajena al recurso del nrt. 14 de la ley 48: P . 529. 

84. La sentencia apelada, cu cuanto declara que el precio de arrendamiento fijado 
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propio o de su esposa, tiene fundamentos de hecho y prueba, y de derecho común 
y procesal qae bastan para sustentarla: p. 661. 

93. La sentencia que, en ratón de no existir entre las partes un nuevo contrato 
de locación comprensivo de la mayor extensión invocada por el recurrente, con- 
dena a los demandados a restituir el muro divisorio que separaba n rio* departa- 
mentos y rechaza la demanda reconvencióla] tendiente a la escrituración de la 
unidad locada y a la modificación de los planos respectivos, tiene fundamentos 
de hecho y de derecho común que bastan para sustentarla y que son irrevisibles 
en la instancia extraordinaria: p. 662. 

94. La sentencia que desestima los agravios del suhinquilino que, legalmente 
citado, se presentó extemporáneamente en el juicio de desalojo, tiene fundamen- 
tos de hecho y de derecho común y procesal suficientes para sustentarla e ir re- 
viróles en la instancia extraordinaria : p. 664. 

95. En tanto regulan un aspecto de las relacione» laborales, las normas de los 
decretos-leyes 7913 y 7914 de 1957 y sus reglamentarios, no trascienden el ámbito 
del derecho común, y su interpretación, por lo tanto, es a.ieua a la jurisdicción 
extraordinaria de la Corte: p. 706. 

96. Lo relacionado cotí la inaplicabilidad del art. 41 de la ley 14,455, por no 
hnher sido reglamentado, constituye un problema de interpretación de normas de 
derecho común, ajeno a la jurisdicción extraordinaria de la Corte Suprema. 
No obsta a ello la invocación del art. 14 de la Constitución Nacional, que carece 
de relación directa e inmediata con lo decidido: p. 706. 

97. El decreto-ley 7914/57, en cuanto establece obligaciones referentes a deter- 
minados empleadores y en beneficio de sus agentes, debe calificarse como de 
derecho común: p. 711. 

98. La sentencia que, por fundamentos de hecho y de derecho común, decide que 
medió snblocaeión prohibida que autorice el desalojo, es ¡«susceptible de revi- 
sión en la instancia extraordinaria: p. 727. 

99. La sentencia que hace lugar al desalojo, por haber quedado el contrato de 
locación excluido de la prórroga legal, tiene fundamentos de hecho y prueba y 
de derecho común que son irrevisibles en la instancia extraordinaria: p. 727. 

100. La tacha relativa a la falta de vigencia del decreto-ley 6582/58, por no 
haber sido reglamentado, constituye materia de interpretación de normas comunes, 
ajena a la jurisdicción extraordinaria de la Corte Suprema. No obsta a ello la 
invocación del art. 18 de la Constitución Nacional, que no guarda relación inme- 
diata y directa con la materia del pronunciamiento: p. 769. 

101. La sentencia que hace lugar al desalojo, por la causal de demolición par* 
triplicar la capacidad habitable, resuelve cuestiones de derecho común y de hecho 
irrevisibles en la instancia extraordinaria: p. 791. 

102. Es cuestión ajena • la instancia extraordinaria la referente a si el divorcio 
que legisló el art 31 de la ley 14,394 suprime o no la vocación hereditaria del 
cónyuge inocente: p. 793. 

IOS. Es improcedente el recurso extraordinario respecto de la sentencia que 
condena a pagar el jornal correspondiente a la octava hora nocturna cumplida 
con posterioridad a la sanción del decreto 13.943/44, considerando que cate, al 
derogar el art. 32 del decreto 562 del 31 de diciembre de 1930, excluyó a los sere- 
nos afectados al servicio marítimo, fluvial y portuario, de la excepción prevista 
en el art. 3*, inc. a), de la ley 11.544. Se trata de un problema de interpretación 
de normas comunes que, ejercida sin arbitrariedad, es ajena a la jurisdicción ex- 
traordinaria: p. 832. 
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Intrrprrtación de Hormas y acto* lócale* rn general. 

10*. El alegado desconocimiento del art, 239 de la ley 1893 no sustenta el recur- 
so extraordinario, pues, en lo que ni caso interesa, aquella ley no reviste carácter 
nacional en los términos del art. 14, inc. 3*. de la ley 48: p. 101. 

106. Lo atinente al alcance de lo jurisdicción del Superior Tribunal de Justicia 
de la Proviacia de Córdoba, con arreglo a las cláusula* de la Constitución y la* 
leyes loeaks, no es cuestión de naturaleza federal, cuya decisión autorice el otor- 
gamiento del recurso extraordinario: p. 240. * 

IOS. El decreto mediante el cual se declaran intervenidas las comunas provin- 
ciales no pierde su carácter local por el hecho de haber sido expedido por un 
funcionario nacional, como lo es el interventor federal. En consecuencia, no co- 
rresponde a la Corte Suprema conocer en Ifls cuestiones que se plantean vincula- 
das con la alegada invalides de dicho decreto: p. 241, 

107. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia que, fundada en 
la interpretación de normas locales —Constitución y ley 3109 de Santo Fe — 
condena al Banco de la Provincia de Santa Fe con motivo del despido de un 
empleado: p, 363. 

108. Las normas de derecho administrativo provincial revisten carácter local 
y rigen respecto de concesiones también locales. El régimen y la terminación de 
tales concesiones constituyen cuestiones de igual naturaleza, sujetas ni juzga- 
miento de los tribunales provinciales, cuya decisión es, en principio, irre visible 
en instancia extraordinaria: p. 52". 

100. Las cuestiones atinentes a la cláusula constitucional que declara en comi- 
sión al poder judicial de una provincia, en tanto se refieren a la organización 
y funcionamiento de los poderes públicos provinciales, constituyen materia ajena 
a la jurisdicción extraordinaria de la Corte: p. 705. 

110. No procede el recurso extraordinario si !n acción de amparo ha sido deses- 
timada, fundad, mente, por razones vinculadas con líis normas provinciales que 
la rigen: p. 785. 

111. La cuestión de determinar si el poder administrador, en el taso la Munici- 
palidad de Leones, Provincia de Córdoba, lia podido válidamente revocar por 
ante sí el contrato de obra pública que la vinculó con la recurrente — dejando 
a «alvo la posibilidad de ulterior controversia judicial — o ai ha debido demandar 
su anulación o revocación mediante acción judicial, no es susceptible de fundar 
el recurso extraordinario. Ello es así porque lo atinente al régimen li -mi de loa 
municipios provinciales y el alcance y limite de sus atribuciones, son puntos que 
se rigen y deciden con arreglo a la constitución y leyes locales: p. 828. 

112. La apreciación hecha en la causa por el superior tribunal de provincia, 
sobre las facultades de una municipalidad local, no configura caso constitucio- 
nal, pues sólo compromete cuestiones de orden puramente local, siempre que, con 
atl ejercicio, no se quebranten garantías individuales y que haya sido salvado el 
principio de un adecuado contralor judicial. En el caso, habiéndose ejercitado 
ampliamente los derechos que cabían al recurrente, carecen de fundamento los 
agravios basados en el quebrantamiento de los principios de la inviolabilidad de 
la defensa en juicio, de la propiedad y de la división de tos poderes : p. 828. 

Interpretación de normas locales de procedimiento*, 

113. Lo atinente a la inexistencia de cosa juntada es, por vía de principio, trre- 
visible en instancia extraordinaria, salvo supuestos de excepción admitidos en 
casos de interpretación de sentencias de la Corte o de arbitrariedad: p. 25. 
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114. La decisión atinente n la existencia o inexistencia de cosa juzgada no cons- 
tituye, por sí misma, cuestión federal que autorice el otorgamiento de) recurso 
extraordinario, salvo el supuesto de arbitrariedad. Esto no ocurre cuando la sen- 
tencia apelada, en tanto decide que las circunstancias del sub lite difieren de las 
resueltas en la cansa anterior sobre excepción a la prórroga de arrendamientos 
y que fué seguida al recurrente por el rédente del actor, tiene fundamentos de 
heclio y prueba suficientes para sustentarla: p. 662. 

116. La decisión atinente a la existencia o inexistencia de cosa juzgada no cons- 
tituye, en principio, cuestión federal que autorice el otorgamiento de la apelación 
extraordinaria : p. 726. 

Coitu f konor trios. 

116. Las regulaciones de honorarios son, como principio, insusccptiblcs de ape- 
lación extraordinaria, salvo circunstancias excepcionales. Tal ocurre cuando la 
decisión rcgulatoria de la eómarn requiere .ilgiin fundamento para justificar la 
variación sustancial de criterio respecto a la regulación practicad!- por el interior 
y a la preseindencin de las sumas mínimas esta Mecidas por el arancel pava 
ahogados y procuradores: p. 22. 

117. Lo decisión de las cuestiones accesorias del pleito, entre las que se encuen- 
tra In atinente a las costas devengadas en las instancias ordinarias, es propia do- 
los jueces de la causa y ajena a I» jurisdicción extrordinarin de la Corte, incluso 
en el supuesto de haberse revocada el pronunciamiento apelado: p. 60. 

118. La interpretación y aplicación de las normas sobre honorarios contenida» 
en las leves 12.997 y 14.170, no constituyen cuestión federal a los efectos del 
recurso extraordinaria: p. 104. 

119. Las cuestiones atinentes a la personería del representante de las sociedades 
propietarias de las acciones emitidas por una de las partes y a la validez del 
convenio sobre honorarios celebrado con el recurrente, son irrevisibles en la ins- 
tancia extraordinaria: p. 104, 

120. La interpretación de la ley de aranceles n» 2150 de )n Provincia de San 
.loan no comporta, por su earáeter local y procesal, cuestión federal que autorice 
el otorgamiento de In apelación extraordinaria : p. 408. 

121. Las resoluciones atinentes al monto de los honorarios devengados en las 
instancias anteriores, así como la interpretación y aplicación del arancel respec- 
tivo, no son, por vía de principio, susceptibles de recurso extraordinario: p. 403. 

122. Ln cuestión referente a la imposición de las costas en las instancias ordi- 
narias, es ajena a la jurisdicción que acuerda a la Corte el art. 14 de ta ley 48. 
Tal doctrina resulta aplicable n la resolución que aplica a la parte acto ra las 
cosían del desistimiento formulado con posterioridad a la traba de la litis: p. 529. 

123. No procede e' reparan extraordinario, con fundamento en los arts. 17, 18 
y 19 de la Constitución Nacional, contra la sentencia que, no obstante haber 
rechazado la acción deducida, impone a la demandada las costas, si tal decisión 
se funda en la circunstancia de que al promoverse la contienda el autor de la 
obra nueva —la demandada — hallábase incurso en la demasía invocada origina- 
riamente, la que cesó más tarde y era inexistente al tiempo de dictarse la senten- 
cia : p. 579. 

124. Lo atinente al régimen de las costas, su monto y cargo, es materia procesal 
resérvala a los jueces de la causa e i rre visible, en principio, por vía del recurso 
extraordinario: p. 588. 

125. Para 'a impugnación» con base constitucional, de una regulación de hono- 
rarios, se requiere que ella no guarde una razonable proporción con la cuantía 
de los intereses debatidos o con la labor a que corresponde: p 681. 
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186. Lo atinente a lis costas es cuestión que reviste carácter procesal; no obsta 
• ello la circunstancia de ser de orden federal la ley aplicada: p. 767. 
137. La determinación del monto del juicio y la aplicación del arancel par» 
abogados y procaradores, son cuestiones ajenas a la jurisdicción extraordinaria 
o> la Corte: p. 786. 

123. Es improcedente el recuno extraordinario si, habiéndose cuestionado los 
honorarios regulados, se ha omitido toda demostración concreta de la impugna- 
ción de ronfiscatoriedad alegada: p. 828. 

1W. Las cuestiones atinentea a la imposición del orden de las costas y a la deter- 
minación del monto del juicio, dada su naturaleza procesa], son, en principio, 
propias del tribunal do la causa y ajenas al recurso extraordinario: p. S28. 

130. Las resoluciones <iue declaran improcedente un recurso para ante el tribu* 
nal de la causa, son in susceptibles de apelación extraordinaria. Tal ocurre con 
el pronunciamiento de lo Cántara que, por existir sentencia firme en el juicio y 
no persiguiéndose aclaratoria ni ejecución, declara concluida su jurisdicción; 
p. 28. 

131. El pronunciamiento del tribunal de alzada que, en ratón de haber quedado 
notificada por nota la resolución de primera instancia, declara interpuesto fuera 
de término el recurso de apelación, versa sobre una cuestión procesal, propia de 
los jueces de la causa y ajena a la jurisdicción extraordinaria de la Corte : p. 68. 
133. Las resoluciones denegatorias del recurso de inaplicabilidad de lev, previsto 
por el art. 28 del decreto-ley 1285/58, son ajenas a la apelación extraordinaria 
fundada en Ja gnrantía de la defensa en juicio. Tales resoluciones dictadas por 
las salas de las cámaras nacionales de apelaciones sólo son susceptibles de revi- 
sión por el tribunal plena rio que aquéllas integran: p. 108. 

133. Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto contra la decisión 
de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo que declara insuficiente «1 
recurso deducido para ante ella contra lo resuelto por el Instituto Nacional de 
Previsión Social. El pronunciamiento recurrido, que equivale a la comprobación 
de la deserción o improcedencia del recurso, tiene por consiguiente fundamentos 
de orden procesa i im visibles en la instancia de excepción: p. 132. 

134. Es irrevisible en la instancia extraordinaria la resolución de la Cámara que 
declara bien denegada por el juez la apelación y rechaza el recurso de queja 
deducido ante ella: p. 203. 

133. Las resoluciones que declaran improcedentes recursos deducidos para ante 
el tribunal de la causa, no son susceptibles de apelación extraordinaria. Tal ocu- 
rre con el pronunciamiento de la Cántara de Pac que, con fundamento en lo dis- 
puesto por el art. 52 de la ley 11.924, declaró bien denegado el recurso de apela- 
ción deducido para ante ella: p. 208. 

136. La resolución que desestima el recurso de hecho deducido ante la denega- 
toria del recurso de inaplicabilidad de ley y que se funda en razones de índole 
procesal, es irremisible por vía del art. 14 de la ley 48: p. 403. 

137. Lo atinente a ta deserción del recurso de apelación, declarada por ta Cá- 
mara con fundamento en la falta de presentación del respectivo memorial, cons- 
tituye materia ajena al recurso extraordinario: p. 442. 

139, El recurso extraordinario resulta ineficaz, referido a las cuestiones resuel- 
tas en primera instancia, si el tribunal de alzada ha tenido por desierto el recurso 
de apelación: p. 442. 

139. A partir de ta vigencia del decreto-ley 1285/58, cuyo art. 28 ha instituido 
el recurso de inaplicabilidad de ley ante las Cámaras en pleno, no procede el 
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recurso extraordinario con fundamento en el art. 113 del Beglatueuto para la 
Justicia Nacional : p. 451. 

1*0. La resolución del tribunal de «Izada que declara bien denegada la apela- 
ción, es insu&ceptible de recurso extraordinario: p. 584, 

141. La resolución de la Cámara de Paz que declara inapelable la resolución 
de primera instancia e improcedente el recurso previsto por el art. 52, inc. c), 
de la ley 11.924, en razón de carecer el respectivo escrito de firma de letrado, 
es insusceptible, en principio, de recurso extraordinario: p. 585. 

Cuoi nfltL 

142. Lo atinente al trámite impreso a la niilirlad del matrimonio, planteada en 
el juicio de divorcio, es, como principio, cuestión ajena al recurso extraordinario. 
El argumento de que la vía incidental admitida contraría lo dispuesto en los 
arts, 84, 85, 86, 103 y 104 de la ley de matrimonio civil, habida cuenta de su 
carácter común, no excede de lo que es también propio de los jueces de la causa : 
p. 25. 

14S. No procede el recurso extraordinario contra la ¡-"itencia que desestima el 
incidente de nulidad promovido por el demandado en an juicio de desalojo, ai 
aquélla se funda en la validez de las notificaciones efectuadas en secretaría, por 
no haberse constituido domicilio legal de acuerdo con d art, 32 del Código de 
Procedimientos Civiles de la Provincia de Santa Fe. 

La resolución recurrida tiene fundamentos de hecho y de derecho procesal que 
bastan para sustentarla, careciendo lo decidido de relación directa e inmediata 
con la garantía constitucional de la defensa en juicio: p. 43. 

144. Puesto que la ley ha establecido trámites especiales para dirimir las cues- 
tione» de competencia, no procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que deniega el pedido de que se promueva contienda de competencia por inhibi- 
toria. Tal es el caso de lo resuelto por la Cámara Federal de Apelaciones de 
Tucumán, que desestimó la cuestión de competencia por inhibitoria planteada 
por la recurrente y que ésta impugna fundada en que, por no existir someti- 
miento a la jurisdicción de la Comisión Arbitral de la Cántara Gremial de Pro- 
ductores de Azúcar, la decisión comporta denegatoria del fuero federal, que 
correspondería en razón de la distinta vecindad de las partes: p. 44. 

145. Lo referente a si es no aplicable el art. 5 de la ley 14.191 respecto de las 
decisiones sobre perenei 'n de instancia en el procedimiento de apremio, consti- 
tuye ana cuestión ajena a la instancia extraordinaria, por ser de índole proce- 
sal: p. 79. 

146. Lo atinente a la validez o nulidad de las notificaciones constituye una 
cuestión de carácter procesal, propia de los jueces de la causa y ajena a la juris- 
dicción que acuerda a la Corte el art. 14 de la ley 48: p. 90. 

147. El recurso extraordinario no es la vía para impugnar posibles nulidadea 
procesales: p. 104. 

141. Lo atinente al alcance del art. 510 del Código de Procedimi tos en lo 
Civil y Comercial no constituye cuestión federal : p. 108. 

140. El régimen de las notificaciones judiciales constituye materia procesal 
ajena al recurso extraordinario : p. 206. 

150. La determinación de las cuestiones comprendidas en la litis no es revisible 
en la instancia extraordinaria, salvo el supuesto de arbitrariedad: p. 206. 

151. L* decisión respecto de la perención de la instancia reviste carácter proco 
sal y es i rre visible en la instancia extraordinaria. Lo mismo ocurre con la pres- 
cripción de la "actio iudicati": p. 208. 

158. Lo concerniente a la personería para promover la ejecución de una sen ten- 
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cia constituye una cuestión de lieelio y de derecho común y procesa!, reservad» 
u tos jueces de la causo y ajena ni recurso extraordinario : p. 221. 
163. La apelación extraordinaria no es la vía para plantear posibles nulidades 
procesales: p. 221. 

154. Lh resolución que, fundada en normas locales de procedimientos, declara 
la incompetencia del Superior Tribunal de Justicia de Córdoba en el conflicto 
suscitado a raíz del decreto de intervención * las comunas provinciales, decide 
puntos no susceptible* de apelación extraordinaria, y lo resuelto no guarda rela- 
ción directo con el agravio atinente o la alegado invalidez de ese decreto: p, 241. 

155. Ln relativo a las cuestiones sometidas a decisión judicial, así como al alcan- 
ce de las peticiones de las partes, constituyen materias reseñadas a los jueces do 
la cansa y ajenas n ln jurisdicción extraordinaria de la Corte, salvo el supuesto 
de arbitrariedad: p. 404. 

158. l.o atinente al trámite a imprimir a la causa constituye una cuestión de 
índole proresol, extraña ni recurso extraordinario: p. 404. 

157. La alegación dé que es competente la justicia civil y no la de paz para 
conocer en ln causa, no comporta cuestión federal que autorice el otorgamiento 
de la apelación extraordinaria: p. 404. 

168. La revolución que, en razón de haber tenido el deudor conocimiento de la 
ejecución hipotecaria, no hace lugar a la nulidad de las actuaciones planteada 
por aquél ron fundamento en el art. 49 de la ley 14.237, tiene fundamentos de 
carácter procesal que son irrevisibles en la instancia extraordinaria y no admite 
la tacha de arbitrariedad: p. 442. 

159. I ti resolución que dispone en el juicio de divorcio el apartamiento del letra- 
do de la demandada, en razón de ser bijo legítimo de las partes, tiene funda- 
mentos de hecho y prueba y de derecho procesal que son irrevisible» en la instan- 
cia extraordinaria y con toa que carecen de relación directa e inmediata los arts. 
14 y 18 de la Constitución Nacional: p. 447. 

160. Ln cuestión referente al supuesto incumplimiento de lo dispuesto en el 
art. 27 del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467) constituye materia procesal ajena 
al recurso extraordinario: p. 44!). "~ 

161. 1» atinente ni alcance de la competencia asignada a la Justicio Nacional 
de Paz, por decreto-ley 1285/58 (ley 14.467), es ajeno a la jurisdicción extra- 
ordinaria de la Corte: p. 450.' 

162. Las cuestiones comprendidas en la Ütiscontestación deben eer determinadas 
por los jueces de la causa, sin revisión en la instancia extraordinaria, excepto los 
supuestos en que medie arbitrariedad: p. 500. 

163. Lo referente a la caducidad de la instancia es materia procesal ajena al 
recurso extraordinario: p. 575. 

164. Lo referente ni valor probatorio de la confesión "ficta", en el régimen 
de la ley 11.024, constituye una cuestión de orden procesal ajena a la jurisdic- 
ción extraordinaria de ta Corte: p. 576. 

166. Kl recurso extraordinario no es la vía pertinente para ta solución de nuli- 
dades procesales: p. 665. 

166. Lo atinente al supuesto incumplimiento de lo dispuesto por el art. 286 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal de la Provincia de Entre Ríos, no cons- 
tituye cuestión federal que autorice el otorgamiento de la apelación extraordi- 
naria : p. 650. 

167. La decisión del tribunal de segunda instancia atinente a la insuficiencia 
de la expresión de agravios, constitnve materia ajena a) recurso extraordinario: 
p. 659. 

268. Las cuestiones referentes a la validez o nulidad de las notificaciones son 
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«le hecho y de derecho procesal, ajenas al recurso extraordinario que, por lo 
demás, no es la vía para plantear posibles nulidades procesales: p. 661, 
160. La determinación de las cuestiones comprendidas en !a litis es materia 
ajena al recurso extraordinario, no mediando arbitrariedad ¡ p, 662. 

170. Es improcedente el reenrso extraordinario si la sentencia apelada, en cuan- 
to decide que el recurrente consintió en su oportunidad la providencia que decla- 
ró innecesaria ln apertura de la causa a prueba y la que ordenó una medida para 
mejor proveer, tiene fundamentos de orden procesal que son irivvisibles por la 
Corte: p. 793. 

EicUmum He la* cuetthnea tle hecho. 

171. Las cuestiones atinente* a la determinación del monto de la indemnización 
que deberá pagarse por la expropiación y ni acierto del procedimiento técnico 
arbitrado a) electo, son propias del tribunul de la cauta y ajenas n ln jurisdic- 
ción extraordinaria de la Corte: p. 582. 

Impu»itoi j Uu». 

172. La sentencia qnc no hace lugar a la iuconstitucionalidad del art. 161, ine. 
a), de la Ordenanza General Impositiva de ln Municipalidad de Victoria í Entre 
Ríos), por no haberse aportado prueba suficiente para acreditar ln confiscato- 
riedad del impuesto de patente anual establecido por aquélla e impugnado por 
la eompañín de teléfonos recurrentes, decide curst iones de hecho y prueba irre- 
visibles en la instancia extraordinaria : p. 763. 

173. Lo resuelto en ta sentencia apelada en el sentido de que, de acuerdo con 
las constancias de autos, la máquina patentada contiene elementos protegidos por 
Ins patentes de las querellantes, es irrevisible en la instancia extraordinaria; la 
conclusión no varia por haberse invocado los arta. 17, 18 y 10 de la Constitución 
Nacional, que carecen de relación directa con lo decidido: p. 168. 

174. Decidido que la marca registrada "Jerselen" no es confundible con la marca 
"Jerseyatar" que se pretende registrar, los agravios referentes a la confundibi- 
lidad de aquella» y al uso de vocablos extranjeros, versan sobre aspectos de hecho, 
ajenos a la apelación extraordinaria. 

También lo es to resuelto, sin arbitrariedad, acerca de si el prefijo de la marca 
de tas demandadas es indicativo del artículo: p. 222. 

ITS, No procede el recurso extraordinario, fundado en que la sentencia que 
condena a cesar en el uso de nn nombre comercial habría interpretado errónea- 
mente el art. 44 de la ley 3975, ai el tallo tiene fundamento* de hecho bastante» 
para sustentarlo y que no han sido objeto de agrarios concretos capaces de fun- 
dar válidamente la apelación: p. 505. 

176. Es cuestión de hecho, ¡rrevisibte en la instancia extraordinaria, la atinente 
• si la palabra "cristal" es de fantasía o evocativa de la naturaleza' de] producto: 
p. 509. 

177. La sentencia que declara la confundibilidad de las marcas "Interamérica" 
e "Indo-América", por fundamentos de hecho y prueba que bastan para susten- 
tarla, es inevisible en la instancia extraordinaria, tanto más no cuestionándose 
la inteligencia de la ley federal 3975: p. 577. 

178. Las circunstancias valoradas por los jueces de, la causa para establecer la 
posibilidad de que el público consumidor sea confundido e inducido a error por 
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el o» de un nombro o marca determinados, constituyen ana cuestión de hecho, 
irreviaible en ins¡ ancia extraordinaria : p, 819. 

Varlu. 

179 - sentínrin del Tribunal del Trabajo Provincial, que, después de exnmi- 
nar la prueba y haciendo mírito de Ja falta de ealiftcaeidn de la huelga por el 
poder administrador, la deelara justificadn, imputando n la recurrente los causas 
y consecuencias, versa sobre cuestiones di* hecho y prueba propias de los jaeces 
de ta causa y ajenas a la instancia extraordinaria : p. 251. 

180. Es inoficioso el pronuncia miento de la Corte, respecto de los puntos fede- 
rales planteados y del atinente a la teoría de In imprevisión, si la causa ha sido 
decidida por mames de hecho y prueba que son irrevisibles en la instancia extra- 
ordinaria : p. 447. 

181. La sentencio apelada, en cuanto declara que ln nctora no logró acreditar 
que ln modificación del tipo de cambio dispuesto por el decreto 2001/55 incidiese 
en el inuyor costo de ln mercadería vendida, tiene fundamentos de hecho y prueba 
que bastan para sustentarla y son irrevisibles en la instancia extraordinaria: 
p. 447. 

183. La sentencia que deniega la excepción al servicio militar solicitada por el 
recurrente, en virtud de considerar que la holgada situación económica en que 
se encuentra el padre de aqnél excluye la causal invocada de "único sostén de 
pudre impedido", tiene fundamentos de hecho y prnehn que bastan pora susten- 
tarla y son irrevisibles en la instancia extraordinaria, tanto más no cuestionán- 
dose la inli'liL'cncin de la ley 12.913: p, 729. 

$< HhnniiH arbitraria*. 
Principio! immlH. 

183. El pronunciamiento que desconoce efectos de cosa juzgada n una venia 
judicial, no excede de lo que es materia de decisión por el tribuna! apelada de la 
causa. Lo mismo cabe afirmar respecto de sentencias extranjeras en tanto, sobre 
el punto atinftite a las normas legales que rigen la materia, no se proponga 
cuestión federal concreta : p. 25. 

184. La sentencia que, en lo atinente a ta importancia de ln prescripción invo- 
cada, además de sus propios fundamentos, se remite a los de Ib jurisprudencia 
plena na, es insusceptible de la tacha de arbitrariedad: p. 27. 

185. La alegación de prescindencin de prueba o de falta de la misma, encon- 
trándose la sentencia apelada suficientemente fundada, no sustenta el recurso 
extraordinario: p. 28. 

186. La doctrina que admite ln tacha de arbitrariedad, en el supuesto de haberse 
rechazado una demanda sobre la base única de la presentación extemporánea de 
un documento del que podía depender la solución del pleito y omitiendo toda otra 
consideración, no es óbice a la valide» de la reglamentación del proceso ni impide 
los efectos de su inobservancia por las partes: p. 30. 

187. La solución con base en rajones jurídicas de principio —loa principio» 
generales dei derecho— no descalifica una sentencia por razón de arbitrariedad: 
p. 61. 

188. Las meras discrepancias acerca de la apreciación de la prueba efectuada 
por los tribunales de la causa, no sustentan la tacha de arbitrariedad. Dicha doc- 
trina resulta aplicable en el supuesto de haberse impugnado las conclusiones es- 
tablecidas por el tribunal a quo, sobre la base de que se asignó indebida preva- 
leneia a la declaración de un solo testigo del actor respecto de loa cuatro pro- 
puestos por la demandada: p. 68. 

i 
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JS" íí '™P«S™oiótt de arbitrariedad debe formularse ex presamente : p. 104. 

M f Jí-T"? en ' ,í ■Pwri"'*» ^ la prueba no configura ímpugna- 

eión atendible de arbitrariedad : p. 107. *»'F"B«« 

191. La tacha de arbitrariedad no procede por merus discrepancias acerca de 
la apreciación de pruebas producidas o de la inteligencia atribuida a preceptos 
de derecho común, así se estimen esas discrepancias legítimas y fundadas Esa 
tacha no tiene por objeto la corrección, en tercera instancia, de sentencias equi- 
vocadas o que ae estimen tales, sino que atiende sólo a los supuestos de omisiones 
de gravedad extrema en que, a causa de ellos, Ins sentencias quedan descalifica- 
das como actos judiciales: p. ,129. * 

i f !l J *' r * <!, * r Prietamente excepcional de la jurisprudencia atinente 

ü í/i í I ^ ne<Í . ad ! y ,!Ualt » Ui * r,, »** cl *™>* « el acierto de ¿a sentencia recurrida, 
debe declarársele inausceptible del recurso extraordinario si no media en la causa 
cuestión constitucional .ni federal bastante para su otorgamiento : p. 167. 
195. La sentencia que tiene fundamentos de derecho común y apovo jurispru- 
delicia! suficientes para sustentarla, es insusccptible de la tacha de arbitraria 
and: p. ¿01. 

191. La aplicación de la doetrina establecida en un fallo plenario no invocado 
por la parte a quien beneficia, no comporta agravio a las garantías constitueio- 

rSríJí Tin 7 e ° j0ici0 ' n[ * «^eptible de la tacha de 

arbitrariedad. Ello no significa otra cosa que una manifestación del principio 

8eg 2" JOeWi8 deben elegir el derecb * «i»* * su criterio rige el pleito: 

P< ¿Uv. 

195. La sentencia suficientemente fundada, que decide todns las cuestiones que 
el recurrente denuncia como omitidos no admite impugnación atendible con base 
en la doctrina sobre arbitrariedad: p. 255. 

196. Toda vez que los jueces no están obligados a ponderar —una por una y 
eíliiiusi ivnmentc— todas las pruebas agregadas a la causa, la sentencia que espe- 
cifica con claridad el mérito de las que estima suficientes para la solución det 
pleito no adolece de arbitra riedad : p. 385. 

197. La doctrina de la arbitrariedad no sustenta el recurso extraordinario res- 
pecto de sentencias con fundamento jurisprudencial. Ello es aplicable a los pro- 
nuncia intentos que se basan en precedentes plenarios: p. 403. 

19*. La mera afirmación de que la sentencia recurrida excede el margen de 
discreeionalidad «signado a los jueces por la ley de arancel, no basta para tener 
por planteada tormalmente cuestión de arbitrariedad, en los términos de la juris- 
prudencia de esta Corte sobre la materia : p. 408. 

199. La resolución regulatoría de honorario que tiene fundamentos normativos 
suficientes para sustentarlo, es insusceptible de la tacha de arbitrariedad: p. 408. 

200. No resulta atendible la tacha de arbitrariedad cuando reconoce como único 
fundamento la discrepancia del recurrente con ta inteligencia atribuida por «1 
tnhunal de atada a los hechos y a la prueba de la causa: p. 409. 

MI. Las sentencias con fundamento jurisprudencial suficiente para sustentar- 
las son insnsceptibles de la tacha de arbitrariedad. Esta doctrina es aplicable tam- 
bién a los pronunciamientos que ae apoyan en precedentes plenarios: p. 449. 
«B. La tacha de arbitrariedad, fundada en la mera divergencia del apelante 
respecto a la aplicación del derecho y valorización de la prueba efectuadas por 
el tribunal de aluda, resulta inadmisible: p. 451. 

SOS. La arbitrariedad, invocada en forma incidental, no sustenta el recurso 

extraordinario respecto de una sentencia suficientemente fundada: p. 505. 

W». U mera discrepancia del recurrente con la valorización de loa hecho*, 
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efectuada par el tribunal de alzada, no sustenta el recurso extraordinario con 
base en In doctrina tit> ln arbitrariedad: p. 528. 

SOS. Iji tacha de arbitrariedad no tiene por objeto ]n corrección, en tercera, 
instancia, de sentencias equivocadas o que se estimen tule*, sino que atiende solo 
a loa .supuesto» de omisiones y desaciertos de gravedad e\tremn en que, a causa 
de ellos, las sentencias quedan descatí lien das como actos judiciales. Dichos su- 
puestos no concurren respecto de la sentencia apelada en tanto, al rechazar la 
demanda y la reconvención deducidas por divorcio, tiene fundumentos suficien- 
te* pora sustentarla y no excede de lo que es propio de los jueces de la causo : 
p. 528. 

306. La jurisprudencia estrictamente excepcional establecida en materia de arbi- 
trariedad no persigue ln corrección, en tercera instancia, de pronuncian .i entos 
equivocados o que el rccum'iite eonsidern tales según su divergencia con ripéelo 
n ln inteligencia cpje el tribunal de «luida atribuye a los hechos y a las leyes 
comunes: p. 584. 

207. Iji decisión fundada, cualquiera sen su acierto o error, es insusceptihle de 
ta tacha de arbitrariedad: p. 584. 

208. Ln doctrina establecida en materia de arbitrariedad sólo es aplicable a los 
caso» de omisiones y desaciertos de gravedad extrema en que, n causa de ellos, 
las sentencias quedan descalificadas como actos judiciales: p. 584. 

200. La nusencia de citas legales expresas, habida cuenta que el pronunciamien- 
to recurrido encuentra apoyo en un precedente plenario y en los principios gene- 
rales vigentes en materia contractual, no comporta impugnación atendible de 
arbitrariedad: p. ^48, 

210. No resulta atendible ln tacha de arbitrariedad cuando se funda en la mera 
disconformidad del recurrente respecto a la inteligencia atribuida por el tribunal 
de alzada a los preceptos de orden común en que el fallo apelado se sustenta: 
p. (¡50. 

211. El pronunciamiento suficientemente fundado no admite, cualquiera se» m 
acierto o error, la tacha de arbitrariedad. Ello es asE porque el recurso extraor- 
dinario fundado en dicha causal no tiene por objeto corregir, en tercera instan- 
cia, sentencias equivocadas o que se estimen tales, sino que sólo atiende a las 
omisiones o desaciertos que provoquen ln descalificación de la sentencia como 
acto judicial : p. 850. 

212. No resulta atendible la tacha de arbitrariedad cuando, en definitiva, se 
reduce a la mera disconformidad del apelante con ln apreciación de ta prueba 
y la inteligencia atribuida n preceptos de orden común por el tribunal de la 
causa: p. 661. 

213. Es improcedente ln nlcgación de arbitrariedad cuando se npova en la dis- 
conformidad del recurrente respecto a la inteligencia atribuida por el tribunal 
de alzada a preceptos de orden común y en la omisión de hechos que la sentencia 
tiene por comprobados, pero que considera que no obstan a) reconocimiento de 
los derechos del actor: p. 662. 

214. El pronunciamiento que se circunscribe a puntos que no exceden las facul- 
tades de apreciación de tos hechos y de ln interpretación de la ley propias del 
tribunal de la causa, no admite impugnación por arbitrariedad: p. 727. 

215. Corresponde desestimar la lacha de arbitrariedad fundada en ta mera cir- 
cunstancia de no haberse considerado expresamente las cuestiones constituciona- 
les propuestas cuando, no siendo éstas decisivas para la dilucidación del pleito, 
la omisión de pronunciamiento respecto de aquéllas debe interpretarse como mía 
decisión implícita en contrario: p. 828. 
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ViMtiocU Mi recua». 

216. Procede el recurso extraordinario y corresponde dejar sin efecto Id senten- 
cia de la cámara que, con la simple mención de "la extensión e importancia de 
loa trabajos", reduce de m$n. 8.000 a m$n. 1.000 los honorarios del abogado pa- 
trocinante que, a su vez, los estimó en ni$n. 18.000: p. 22. 

217. Es arbitraria, y corresponde sea dejada sin efecto, la sentencia que con- 
tradice en forma manifiesta a las constancias de los autos. Ta 1 es el caso de la 
dictada por la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, ni decidir que debe 
descontarse de la indemnización por accidente solamente el importe percibido 
por la interesada en concepto de medios salarios y no la suma total abonada 
mientras duró la incapacidad temporal, apartándose de las probanzas producidas, 
de las que se desprende que la compañía aseguradora demandada no había to- 
mado a su cargo el pago íntegro de los salarios, como se afirma en el fallo apela- 
do para fundar la decisión: p. 225. 

SIS. Establecido, en forma irrcvisible por la Corte, que la empresa propietaria 
de un diario se vió obligada a paralizar sus actividades como consecuencia de 
hechos irregulares y arbitrarios provenientes de una comisión parlamentaria, 
que importaron violación de los derechos constitucionales de propiedad, de tra- 
bajar, de ejercer industria lícita y de la libertad de prensa ; promovida demanda 
por loa empleados del diario, que se dieron por despedidos por falta de pago 
y alegado por la empresa la eximente de fuerza mayor, e* arbitraria Ja sentencia 
de la Cámara que, después de admitir que aquellos hechos fueron inevitables 
pero no imprevisibles, porque pudo preverse que ja actitud de la demandada 
la llevaría a la situación que d, bió afrontar, declara que no están reunidos los 
requisitos de ta eximente de fuerza mayor. Ello importa, en efecto, atribuir a loa 
preceptos legales que invoca una inteligencia contraria a principios constitucio- 
nales de máxima jerarquía, como el de la libertad de prensa, por lo que debe ser 
dejada sin efecto: p. 291. 

219. La afirmación de que los netos injustos, arbitrarios y persecutorios de 
una dictadura son previsibles para aquellos que la combatieron, de suerte que no 
lea es permitido alegar la ("vtatenriu de fuerza mayor — afirmación que se hace 
sin considerar ni analizar la preYÍsibilidnd, que se da por existente, como cues- 
tión de hecho a decidir con arreglo a la prueba producida en el juicio — consti- 
tuye una generalización absoluta, emanada de un puro razonamiento abstracto, 
impreciso y genérico, que desconoce los principios rectores del proceso civil, cuyo 
norte es el establecimiento de la verdad jurídica objetiva : p. 291. 
220* Es claramente irrazonable la afirmación de la Cámara que, para llegar a 
ta conclusión de que no juega la eximente de fuerza mayor por no ser imprevi- 
sibles tos hechos que dieron lugar a la demanda, sostiene que los actos de una 
Comisión Parlamentaria fueron determinados u originados por la conducta inde- 
pendien- e de un órgano periodístico, que debió, así, soportar las consecuencias 
de tal actitud. Ello, porque la propia Cámara acepta que las medidas de aquella 
Comisión formaron parte de un proceso encaminado a acallar un órgano inde- 
pendiente de la opinión pública y que la voluntad persecutoria surgió en el seno 
mismo del poder, como ana de las máj típicas expresione» de su expansión tota- 

221. Existe arbitrariedad cuando se resuelve contra o con prescindencia de lo 
expresamente dispuesto por la ley respecto del caso, o se prescinde de pruebas 
fehacientes, regularmente traídas al juicio, o se hace remisión a las que no cons- 
tan en él. 

Tal ocurre con el fallo que, al excluir determinadas comisiones y disponer la 
compensación de lo adeudado por ta den ¡andada coa sumas retenidas por el actor, 



»»2 RECURSO EXTRAOR DI SA RTO 



se aparta de la* constancias que la misma sentencia «ta —prueba documental 
pericia mutable y manifestaciones de las partes en el juicio : p. 4H7. 

222. Las modificaciones introducidas por los modernos BbfrnHM de corte y 
trilla del cereal no pueden invocarse para alterar la forma dé participación en 
lo» gustos prevista en los contratos, que no- fueron modificados en ese sentido 
jior la» partes o por ley posterior. La sentencia que así lo decide causa agravio 
a los art*. 17 y 18 de la Constitución Nacional y debe ser revocada: p. 544. 

223. Es arbitraria Ja sentencia de la Cámara qne, luego de reconocer la ilegiti- 
midad del procedimiento seguido por una Comisión Parlamenta rin Mista en 
fie rj u i cío del diario "La Prensa", niega eficacia, como eximente de responsabili- 
dad ante la acción por despido, al "boycott" y a las huelgas de solidaridad ocu- 
rridas así como a la sanción de la ley 14,021, que dispuso la expropiación del 
activo de la demandada, para concluir que está ausente uno de los caracteres 
esenciales de la fuerza mavor. la iuevitabilidad, anriüda por la defensa, porque 
no autoriza a invocarla la circunstancia de que el diario hubiera sido desposeído 
de sus bienes y bloqueados sus fondos: p. 591. 

224. El recurso extraordinario es procedente contra las semencias que inter- 
pretan arbitrariamente los elementos probatorio* producidos cu el juicio, u omi- 
ten la consideración de los agravios referidos a la falta de pruebas de una 
determinada relación jurídica. 

Tal es lo que ocurre con la sentencia que considera que, sobre la base de docu-' 
mentación referente n ln venta de centeno y girasol en febrero y junio de 1946, 
puede concluirse que quienes a pa recen vendiendo han sido subarrendatarios del 
predio de los actores con anterioridad al P» de enero de 1946, a pesar de que no 
se ha demostrado que los cereales vendido» hubiesen sido cultivados en el campo 
de propiedad de los actores: p. 700, 

226. El art. 34 de la ley 4950 de la Provincia de Santa Fe, al prescribir, en los 
casos de "sustitución de patrocinios o mandatos", la imposibilidad de designar 
nuevo representante mientrns no se paguen, depositen o afiancen los honorarios 
del anterior» sólo comprende las situaciones procesales qm expresamente contem- 
pla^ emergentes de convenios privados en juicios no penales, con el fin de I nielar 
intereses patrimoniales de orden profesional. A falta de mención expresa sobre 
el punto, no se extiende a la relación procesal pennl de "procesado" y "defensor", 
establecida en virtud de nombramiento judicial. La sentencia que* aplica aquel 
precepto en causa penal, carece de base normativa suficiente, excede lo que es 
propio de la función judicial y debe ser dejada sin efecto: p. 730. 



Inf roctdtnda Atí recurio. 



Los agravio* atinentes a la invalidez del trámite respecto de terceros y a la 
decisión de la causa con plena jurisdicción por el tribuna] de alzada, en vista 
del resultado favorable al actor de la sentencia de primera instancia que decretó 
el desalojo, no comprueban la existencia de arbitrariedad en los términos de la 
jurisprudencia de la Corte sobre la materia: p, 28. 

227. No procede el recurso extraordinario fundado en la doctrina sobre arbitra- 
riedad contra la resolución que, con base en lo dispuesto en el art. 36 de la ley 
11.924, declara extemporánea la prueba reiterada en el juicio de desalojo: p. 30. 

228. N*o procede el recurso extraordinario, fundado en la arbitrariedad, contra 
la sen;encia qne se limita a disponer que Jas fracciones de un partido político 
deben agregar un aditamento al nombre partidario, si el fallo se basa en razones 
jurídicas de principio —los principios generales del derecho — a lo cual se agrega 
que, en el raso, no «e planteó oportunamente cuestión federal y 1* apelación 




RECURSO EXTRAORDINARIO 



653 



se dedujo en forma condicionada (Voto del Señor Ministro Doctor Pon Pedro 
Aberastury) ¡ p. 61. 

229. Ln sola remisión a los fundamentos de primera instnnci.1 no es, de por sí # 
impugnable por arbitrariedad, pues la doble Mistancia no constituye requisito 
constitucional de la defensa en juicio: p. 101, 

830. La sentencia que, por encontrarse vigente al trabarse la litis el decreto 
2186/57, declara inaplicable al caso Ins normas de la ley 14.821 s<obre locaciones 
urbana», tiene fundamentos suficientes para sustentarla* y es insusceptible de la 
tacha de arbitrariedad : p. 107. 

231. Ks f procedente el recurso extraordinario fundado en la arbitrariedad de 
la sentencia por haber omitido considerar la cuestión planteada acerca de la ili- 
citud de la actitud de los actores ni no reanudar sus tareas no obstante la 
ilegalidad declarada de la huelga en que intervinieron, si el fallo contiene decisión 
expresa acerca de la huelga y sus consecuencias en relación a los contratos de 
trabajo de los actores que, estimó, no se disolvieron por la huelga : p. 134. 

232. Si la sentencia recurrida se refiere a la conducta de los actores, a su alcance 
con relación al art. 67 del decreto-ley 33.302/45 y a la jurisprudencia p leñaría 
alegada por la recurrente, y acepta tas defensas de aquéllos desestimando la ale- 
gación de la última, no hay falta de pronunciamiento acerca de la cuestión, pues 
media decisión expresa sobre cuestiones de hecho y derecho común; y, cualquiera 
sea su acierto o error, ella es ¡«susceptible de descaí 1 ficación como acto judicial: 



233. Las sentencias suficientemente fundadas, no siendo obligación judicial con- 
signar sino las razones bastantes para sustentar el pronunciamiento, son itíra- 
pugnables con base en la doctrina sobre arbitrariedad. 

Tal es el caso del fallo que llega a la conclusión de que la situación prevista en 
el art. 67 del decreto-ley 33.302/45 y jurisprudencia plenarin respectiva se debió 
a una actividad a nt ¡económica de la empresa, por lo que no estimó oportuno exa- 
minar ni pronunciarse sobre la conducta obrera anterior a una huelga a los fines 
de sn incidencia sobre aquella situación: p. 134, 

234. Puesto que es de la exclusiva incumbencia del tribunal de la cansa la selec- 
ción de la prueba conducente y bastante para la solución del pleito, la circuns- 
tancia de que no se baya lieclio explícita mención de la que, según el juez de 
primera instancia, sustentaba una conclusión contraria a la adoptada en la alzada, 
no es razón suficiente para hacer aplicable la doctrina establecida en materia 
de arbitrariedad; ello, con tanta más razón cuando, como en el caso, el estudio 
de la causa corrobora la afirmación de la sentencia apelada en el sentido de la 
confusión de loa hechos que precedieron a la ruptura del contrato laboral ; p. 167. 
236. No procede el recurso extraordinario si la alegación de arbitrariedad no 
aparece fundada sino en la discrepancia del apelante con el alcance atribuido 
por la Cámara del Trabajo a las normas de la ley 14.455: p. 136. 

236. Es inaplicable la doctrina estrictamente excepcional establecida en maten» 
de arbitrariedad si los agrarios del apelante sólo traducen su disconformidad 
respecto del criterio con que la Cámara valoró la prueba testimonial, fijó el 
monto de los perjuicios ocasionados al recurrente e interpretó el alcance del con- 
trato existente entre ks partes : p. 205. 

237. Cualquiera sea el acierto o error de lo decidido, es improcedente el recurso 
extraordinario fundado en la arbitrariedad contra la sentencia que, basada en el 
examen de cuestiones de hecbo y prueba y en la aplicación de normas de derecho 
común y procesal suficientes para sustentarla, resuelve el juicio seguido por 
nulidad de veredictos dti Instituto Nacional de Cinematografía, que discernió 
los premios a las mejores producciones cinematográficas de 1057: p. 238. 




p. 134. 




SM. No procede el nenno extraordinario contra La sentencia que, fondada en 
lo» hechos y pruebas del cato, declara —con carácter estrictamente excepcional — 
qne ea arbitrario lo reanelto por el Banco Hipotecario Nacional respecto a laa 
inasistencias del abogado jefe de una sucursal» como f andamento de la cesantía 
decretada: p. 374. 

*». No procede c' recuno extraordinario, bisado en la doctrina de la arbitra- 
riedad, contra la sentencia qne, teniendo en cuenta las circunstancias del caso 
y la Indole de loa cargos formulados al funcionario declarado cesante, decide 
qne debió darse intervención a la junta de disciplina, cava preseíndeacía com- 
promete, en el caso y n juicio de la Cámara, la legitimidad de la resolución : p. 374. 
240. La afirmación (Je qne el nombre "Hont Reims" no ea evoca ti vo del logar 
de procedencia del tipo especial de vino elaborado por una sociedad anónima 
vitivinícola argentina, en razón de qne el único que posee ese carácter es el de 
la Provincia de Francia llamada Champagne, constituye una apreciación por la 
cual se ratifica una circunstancia de público conocimiento y qne, ajustándose • 
las constancias del juicio, ea insosceptible de la tacha de arbitrariedad. Lo 
mismo ocurre con el aserto, también incluido en el fallo apelado, de que la alu- 
dida marca no contiene términos o locuciones qne hayan pasado al uso general - 
ni palabras que para la mayoría del publico estén identificadas con el producto 
qne designan : p. 385. 

941. La declaración de qne la obligación de restituir que pesa sobre el deman- 
dado no surge, estrictamente, de la compraventa celebrada entre las partes sino 
de un comodato jurídicamente independiente de la enajenación de la cosa, es 
insosceptible de recurso extraordinario con base en la doctrina de la arbitrariedad, 
pues no significa otra cosa que una manifestación del principio con arreglo al 
cual los jueces estén facultados para aplicar las normas qne, a su criterio, rigen 
el pleito: p. 404. 

242. El aserto de que no exista ona norma que rija específicamente el i-aso del 
hijo legítimo que patrocina a uno de sus padres en el juicio de divorcio, cuando 
la resolución que dispone el apartamiento de aquél del pleito tiene fundamentos 
legales y estimativos que bastan para sustentarla, no comporta impugnación aten- 
dible de arbi rariednd: p. 447. 

243. No es arbitraria la sentencia qne, para fijar el precio básico del arrenda- 
miento vigente a una fecha determinada, prescinde de las constancias invocadas 
pot el recurrente, pero se funda en los restantes elementos probatorios allegndos 
a la causa: p. 544. 

244. La sentencia que hace lugar a la demanda de desalojo, por aplicación e 
interpretación de normas no federales y valoración de la prueba allegada al 
juicio, no excede de lo que es propio de los jueces de la causa, ni justifica la 
apertura del recurso extraordinario con base en la jurisprudencia' exc-pcional 
establecida en materia de arbitrariedad: j>. 584. 

245. No adolece de arbitrariedad la sentencia, suficientemente fundada y con- 
firmatoria de la de primera instancia, que fija el monto de las indemnizaciones 
conforme a lo estatuido por el art. 67 del decreto-ley 33.302/46 y no según lo 
preceptuado por los estatutos del periodista profesional o del personal admi- 
nistrativo de empresas periodísticas, como lo pretende el recurrente. Ello eonfi- 
gnra una cuestión de derecho común, reservada a los jueces de la causa e irre- 
visible en instancia extraordinaria: p. 588. 

246. Toda vez que no existe en el sistema legal vigente disposición alguna al 
respecto, es insuseeptible de recurso extraordinario, con fundamento en U doc- 
trina sobre la arbitrariedad, el pronunciamiento que decide que el f*efensor Ofi- 
cial no tiene derecho a percibir honorarios cuando actúa en representación del 
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ausente. No tendría asid.ro jurídico acordar un dereclw a honorarios no estatuido 
expresamente por el legislador, no hiendo óbice tn circunstancia de que este prin- 
cipio haya sido establecido en causa de naturaleza penal y en relación a los Pro- 
curadores Fiscales, desde que tanto éstos como los defensores de ausentes son 
funcionarios del Ministerio Público y sus funciones judiciales guardan suficiente 
analogía : p. 767. 

247. El pronunciamiento que, para regular h ñora ríos a los Arbitro.-, no excede 
de lo que es propio de los tribunales de la causa en orden a la apreciación de 
las circunstancias del caso e interpretación de la ley 12.997 sobre n ranee), no ea 
susceptible de impugnación con base en la doctrina* de la arbitrariedad: p. 786. 
*4& La cuestión atinente a la vigencia, en el tiempo, de las leyes sobre loca- 
ciones urbanas, es materia propia de decisión por los jueces del pleito, en ejer- 
cicio de hs facultades de interpretación de la ley común que les incumbe, que 
no .justifica la aplicación de la doctrina establecida en materia de arbitrariedad. 
Lo mismo ocurre con lo referente a la propiedad de la demolición conjunta de 
varios edificios y del cumplimiento del requisito de la triplicación de la capacidad 
habitable : p. 791. 



Concepto. 

249. Para la procedencia de! rcctir>n extraordinario se requiere que la 
federal planteada tenga relaciua directa e inmediata con la materia del pronun- 
ciamiento. Esa relación «r'ste cuando la solución de la causa depende necesaria- 
mente de la interpretación que se dé a la cláusula cuestionada de Ja Constitución 
o ley especia] del Congreso, de modo tal que la decisión que al respecto dicte la 
Corte tenga eficacia para mod: .«ftr )a sentencia recurrida: p, 129. 
260. Así como ta ausencia de interés institucional, que la jurisprudencia contem- 
pla con el nombre de "cuestiones federales insustanciales", autoriza el rechazo 
de plano de la apelación extraordinaria, asi también Ja existencia de aspectos de 
gravedad institucional puede justificar la intervención de la Corte Suprema, 
superando los ápices procesales frustratorios de su control ct istitucional: p. 189. 

251. La procedencia del recurso extraordinario requiere que In cuestión oportu- 
namente propuesta al tribunal de la causa se vincule de manera estrecha con la 
materia del litigio, de modo que su dilucidac'm sea indispensable para la decisión 
del juicio, en forma que éste no puedn ser faltado —en todo o en parte— sin 
resolver aquella cuestión : p. S28. 

Norma* extrañas al juicio. 

252. La invocación de agravios federales, con fundamento en los arta. 18 y 95 
de la Constitución Nacional, respecto de la intervención de la Junta Nacional 
de Recuperación Patrimonial en el procedimiento sobre interdicción de bienes, no 
sustenta la apelación extraordinaria si el punto ha sido exhaustivamente consi- 
derado por la jurisprudencia de la Corte, de que el recurrente omite adecuada, 
mención; p. 422. 



Lo atinente a la inteligencia de los arts. 28 y 29 del decreto -ley 1285/58 
y a la consecuente compatibilidad admitida con ellos a la Acordada de la Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital Federal, reglamentaria del 
recurso de inaplicabilidad de ley, ea punto de orden procesal que, en presencia 
de las resoluciones recaídas en anteriores recursos traídos por el recurrente, re* 
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taita insustancial * lo* fines de la apelación extraordinaria fundada en los arta. 
17 y 18 de la Constitución Nacional: p. 2». 

SU. Los arta. 16 y 18 de la Constitución Nacional no guardan relación inme- 
diata y di recia con la materia de la sentencia que, con fundamento* de hecho 
y de derecho coman, como lo e» la ley 14.455, decide aceña de enal es el sindicato 
más representativo y de las circunstancias en que un sindicato puede solicitar la 
cancelación de la personería gremial de que otro goiare: p. 186. 

Decidido por la sentencia, sobre la base de circunstancias de hecho y prue- 
.., que el despido del actor fué irregular y que son aplicables al caso las normas 
locales Tin caladas a la estabilidad de los empleados públicos provinciales, lo 
resuelto no tiene vinculación directa con la valide* e inteligencia del art. 15 de 
la reforma constitucional de 1049: p. 363. 

256. La sentencia que, sin arbitrariedad y por ra nones de hecho y de derecho 
suficientes para sustentarla, no baca lugar a la demanda sobre oposición a la 
marea "Mont Reúna", entablada por productores franceses da champaña contra 
una firma local, es insuseeptible de recurso extraordinario con fundamento en 
los arta. 16 y IT de la Constitución Nacional, que no guardan relación directa « 
inmediata con lo decidido en la causa: p. 386. 

Art. 19 

857, Por falta de interés personal jurídico del apelante,, no procede el recurso 
extraordinario fundado en que se habría violado la garantía de la igualdad ante 
ta ley porque el hecho que se acrimina en la causa sobre interdicción de bienes, 
no se haya imputado a otras personas. El agravio no resulta apto para la 
exoneración del recurrente, cuya inclusión en el régimen del decreto-ley 5148/55 
no aparece desprovista de base racional, ni comprueba propósito de ilegítima 
persecución discriminatoria: p. 423. 

258. La supuesta desigualdad resultante de que el decreto-ley 5148/55 contiene 
una nómina de personas Bujetas a interdicción, entre las que se encuentra el 
recurrente, y no otras que habrían incurrido en hechos semejantes, no basta para 
sustentar el recurso extraordinario fundado en la violación del art. 16 de la 
Constitución Nacional. Se trata de una circunstancia contingente, no necesaria 
.iiesceneial para ta decisión del problema, ya que tal nómina no era cerrada y 
e. T 'oyente, toé ampliada con posterioridad y dependía de razones de hecho, 
vinculadas con las investigaciones que se practicaban (Voto del Señor Ministro 
Doctor Don Luis María Boffi Boggero) : p. 422. 

Art. 17. 

359. La garantía de la propiedad no sustenta el recurso extraordinario contra 
sentencias que, fundadas en razones de hecho y procesales y ajustándose a las 
leyes comunes, no tachadas de inconstitucionales, fijan las indemnizaciones pre- 
vistas en el derecho laboral: p. 41. 

260. La declaración de que nadie puede ser privado de su propiedad sino en 
virtud de sentencia fundada en ley — art. 17 de la Constitución Nacional — no 
da Ingar al recurso extraordinario cuando media una sentencia basada, preci- 
samente, en ley y en consideraciones doctrinales o jurisprudenciales: p. 251. 
361. Es improcedente la tacha de confiscatoriedad si las regulaciones cuestiona- 
das no guardan manifiesta desproporción con el monto de la causa: p. 408. 
363. La circunstancia de que, en un incidente sobre embargo preventivo por la 
suma de m$n. 580.000, se hayan regulado honorarios a cargo del recurrente 
por la cantidad total de mfn. 60.600 — comprensiva de loa trabajos realizados 
en ambas instancias por los profesionales de la acto ra y ta demandada — no 
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resulta, sin más, comprobatoria de la confiseatoriedad alegada «orno fundar 
del recurso extraordinario: p. 406. 

263. No procede el recurso extraordinario con fundamento en la garantía de la 
propiedad cuando, habiéndote reclamado mfn. 4.1 42.860 .'!4 y prosperado la de- 
manda por txiín. 949.520,84, la «orna de m$n. 300.000 que en definitiva corren 
ponde abonar al recurrente en concepto de honorarios de loe arbitros y que ha 
fijada con base en normas no impugnadas de inconstitucionales no es despro- 
porcionada «m e\ monto de la causa sobre formación de tribunal arbitral, cuya 
complejidad no se ha disentido. Ello es así, tanto más si la aplicación del art. 8 V 
del arancel, enyo desconocimiento constituye el principal fundamento de la apa* 
lación, no habría variado substancia Imente el monto de la* regulaciones impug- 
nadas; p. 788. 

Art. is. 

264. No procede el recurso extraordinario basado en la garantía constitucional 
de la defensa si la recurrente ha sido oída por los jueces de la cansa, quienes 
coniideruron las defensas y elementos de juicio invocados: p. 85. 

266. La cuestión atinente a que el art. 40 de la ley 11.924 (modificado por el 
art. 26 del decreto-ley 23.398/56) es viotatorio de la garantía de la defensa en 
juicio, cuando existe jurisprudencia de la Corte que la rechaza, resalta insubs- 
tancial pura sustentar la apelación extraordinaria: p. 727. 

Art. IB. 

266. El art. 19 de la Constitución Nacional no sustenta el recurso extraordinario 
contra las sentencias que deciden la causa por aplicación de normas no federa- 
les: p. 255. 

267. El art. 19 de la Constitución Nacional no sustenta el ocurso extraordinario 
contra las sentencias que deciden la causa por aplicación de normas no federales 
como son, las contenidas en los arta. 1» de la ley 12.651 y 1* v 2* de la ley 14.546: 
p. 445. 

268. La invocación del art. 19 de la Constitución Nacional no sustenta el recurso 
extraordinario respecto de sentencias que deciden la causa por aplicación de 
norma» no federales: p. 659. 

269. La invocación del art. 19 de la Constitución Nacional no sustenta el recurso 
extraordinario contra sentencias que deciden el juicio por aplicación de normas 
no federales : p. 662. 

Sentencia» cas fundamento* no fedérale* o fedérate» eontentidot. 

270. No procede el recurso extraordinario deducido contra la sentencia que, ana- 
lizando los agravios del recurrente y sin exceder lo que es propio de loa jueces 
de la causa, decide el caso fundándose en la interpretación de los elementos de 
hecho acumnlados y en el alcance que otorga a las disposiciones" procesales y 
comunes aplicadas: p. 85. 

271; Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia que 
sobreseyó a una firma importadora, condenada en primera instancia por apli- 
cación de) art. 74 de la ley de aduana (T. O. 1941), si lo alegado respecto del 
ejercicio por la Cámara de la facultad que le acuerda el art. 1056 de las 00. de 
Aduana, ae funda solamente en la afirmación de existir error al calificar 
formal la infracción en que se habría incurrido ; y, en el caso, ese do es el 
fundamento de la sentencia en recurso, que destaca, además, la conducta 
de la sancionada y la inexistencia de propósito de defraddar. A Jo que 



RECURSO EXTRAORDINARIO 

díT^nW J! W*í* ST\™,'- 5 «Üí * lláU * 0,> > «tapido ]« posibilidad 
«i empleo de ta facultad utilizada en el rato: p. 172. 

JOT. El artlj da la ley 48 exige que el remedio federal tenga un fundamento 

directo e inmediato en la garantía constitucional qne se invoca. 

t¿ S¡&^ * 1 . P « 0ra f « tr * ordi ^o suatentado «, la violación de la garan- 

actuaciones administrativas, ai el recurrente tuvo oportunidad procesal de conocer 
las que fueron agregadas al juicio y la sentencia recurrida no se apoyó solamente 
en esas constancias uno también en otros elementos de juicio: p. 505. 

4* or*«n 



«7S. La alegada violación de art. 67, iuc. 27, de la Constitución Nacional, fun- 
dada en que el Tnbunal del Trabajo habría dado el carácter de lev a una 
resolución i administrativa referente a una huelga, ademas de carecer de* vincula- 
ción directa con la materia del juicio sobre cobro de salarios, es inconducente 
para su solución, si el pronunciamiento apelado se basa, al respecto, en funda- 
mentos de naturaleza suficientes para sustentarlo y, además, decide la cuestión 
teniendo en cuenta el carácter de acta administrativo que atribuve el propio 
recurrente a la resolución aludida: p. 251. * P P 



«ráem total y 



274. U sentencia que hace lugar al desalojo en razón del valor probatorio que 
atribuye a la confesión "ficta" del demandado, en tanto ae funda en un pX 
dente plenano interpretativo del art. 36, ultima parte, de la ley 11.924, carece 
fie relación directa e inmediata con la garantía constitucional de la defensa en 
juicio : p. 5j6, 

276. La sentencia del Superior Tribunal de Justicia de Córdoba que, por funda- 
mentos de naturaleza no federal, independientes, adecuados y suficientemente 
amplios como para sustentarla, rechaza la demanda eontenciosoadministrativa 
interpuesta contra una municipalidad, tendiente a obtener la inconstitueionatidad 
•Je la ordenanza local que revocó un contrato de obra pública, es irrevisible en 
instancia extraordinaria, porque no ocasiona agravio sustancial a las garantían 
constitucionales de la defensa en juicio y de la propiedad, ui vulnera el prinei- 

m l **" m6n d * lon P° dere " <* w * nsf . «recen de relación directa con lo deei- 
uioo: p. 828. 



ffl « ll jí mproc * dei,t * *' ntano extraordinario, deducido con invocación de los 
arta. 31, 67, inc. 11, y 108 de la Constitución Nacional, contra la sentencia que, 
fundada en la falta de pruebas «cerca de la constitución de la sociedad y de los 
bienes que integran su patrimonio —con razones no objetadas por el recurrente— 
rechaza la impugnación de los contribuyentes por la Dirección General de Ren- 
tas de La Pampa gravando la transmisión gratuita de las participaciones que la 
causante —domiciliada y fallecida en la Capital Federal- había tenido en 
aquella sociedad, que se pretende constituida y con sede en la Capital, pero con 
bienes en la Provincia: p. 48. ™ 

«77. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la inconstitucionali- 
dad del art. 11 de ta ley 13564 —por excluir ésta el lucro cesante de las indemni- 
zacionea originadas en la expropiación, con violación del art. 17 de la Constitu- 
ción Nacioujl— si la sentencia resuelve, con fundamentos no federales bastantes 
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fiar» sustentarla, que no existo prueba en autos del nexo de causalidad entre el 
«tésalo jo motivado por la expropiación y el quebranto reclamado: p. 129. 

BaaotueMa contraria. 

278. El pronunciamiento del tribunal de aleada que, en el jai ció sobre indemni- 
zación substitutiva del preaviso, admite la competencia de la justicia del trabajo 
de la Capital Federal y no la de U Provincia de Bueno» Aire», en virtud de 
que en aquélla se encuentra el domicilio principal de la sociedad demandada, es 
irrevisible en ta instancia extraordinaria: p. 449. 

279. Para la procedencia del recurso extraordinario, tratándose de cuestiones 
relativas a la competencia —incluso en lo atinente a la personería de loa partidos 
político»— se requere que medie resolución contraria al fuero o jurisdicción 
federal. Kilo no ocurre cuando la decisión acetada atribuve competencia a un 
tribunal federal en vea de otro: p. 518. 

280» La sentencia del tribunal de alzada que, concordante con lo resuelto por 
otras Cámaras Federales del pafe, en razón de la proyección nacional de un 
partido político, declara que no es competente el juez federal del distrito sino 
el de igual carácter de la Capital de la República para conocer de Ja causa sobrv 
disolución del partido y cancelación de su personería, no importa denegatoria 
del fuero federal a loa fines del recurso extraordinario. No existe, en tales con- 
diciones, posibilidad de resoluciones contradictorias respecto de una cuestión que 
debe reconocer solución única, tanto sobre la competencia como respecto del fondo 
del asunto, ni privación de justicia que autorice la intervención de la Corte por 
vía de lo dispuesto en el art. 24, ine, 7°, del decreto- ley 12S5/S8: p , 518. 
MI. Procede el recurso extraordinario, en materia atinente a la competencia, 
contra la resolución denegatoria del fuero o jurisdicción federal: p. 542. 

tentártela oefuüttva. 

Concepto # generalidade*, 

882, No procede el recurso del art. 14 de la ley 48 cuando, tratándose de una 
sentencia incompleta, media la posibilidad de que la solución de (a causa haga 
innecesaria la intervención de la Corte, Tal ocurre si el tribunal de alzada, al 
revocar el fallo que hacía logar al desalojo, ordena devolver los autos al inferior 
para que se pronuncie sobre la causal respecto de la cual no recayó decisión: 
p. 101. 

283. La sentencia emanada del superior tribunal de la causa que condenó al acu- 
sado por homicidio, es también definitiva en cuanto ordena la formación de nuevo 
proceso contra aquél con motivo de los tajos producidos en la cara de la víctima 
luego que ésta había fallecido; porque el agravio a la ineiterabilidad del proce- 
samiento» que el recurrente pretende integra la garantía de la defensa en juicio, 
estaba ya entonces plenamente configurado y obviamente quedaba establecida la 
posibilidad de una nueva condena. Es tardía, en consecuencia, la apelación extra- 
ordinaria deducida sólo contra la sentencia dictada en el segundo proceso: p. 232. 

Evoluciones anteriores a Is itntenda definitiva. 

284. Carecen del carácter de sentencia definitiva los fallos anteriores- a ésta, 
respecto de tos cuales exista la posibilidad de que una resolución posterior baga 
innecesaria la intervención de la Corte. Tal es el caso de la decisión que deses- 
tima la inconstitucionalidad del decreto-ley 9924/57 y ordena pasar los autos al 
Procurador Fiscal de Cámara para que se expida sobre el fondo del asunto, que 
versa sobre infracciones a ese régimen legal imputadas al recurrente; pues nada 
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obsta * que U cuestión de inconetitucionalidad llegue a resolución de la Corte 
una vez dictada la sentencia final, ni «be descartar, por otra parte, I* posibilidad 
ile> una sentencia absolutoria fundada en razones ajems a la impugnación del 
rüerpo legal citado : p. 53. 

215. La resolución que no biso lugar al recurso de reposición deducido contra 
la providencia que tuvo por contestadas en término las excepciones opuestas por 
el demandado, no constituye sentencia definitiva en los términos del art. 14 de 
la ley 48: p. 206. 

fttctn «a sanan* f «twaan. 

286. Las resoluciones dictadas en procedimientos ejecutivos no son. como prin- 
cipio, susceptibles de recurso extraordinario, salvo que v den ratones suficientes 
para prescindir de dicha doctrina: p. 442. 

217. En principio, es improcedente el recurso extraordinario respecto de reso- 
luciones recaídas en juicios ejecutivos y de apremio, aun cuando se aleguen 
inconvenientes para el completo resarcimiento de los agravios provenientes de la 
ejecución en el posterior juicio ordinario. Ello es asi, en razón de la exigencia 
legal de que la sentencia susceptible de dicho recurso debe ser definitiva, ta rae 
terts'tiea que no se da por lo común en juicio de tal naturaleza. Además, cuando 
¿atoa tienen por fin ta percepción de tributos públicos no cabe otorgar recursos 
que dilaten su recaudación, salvo easr* excepcionales que revistan indudable gra- 
vedad institucional: u. 507, 

• r 

M*4i&u SrsessftHlBB. 

288. Es improcedente el recurso extraordinario deducido por la Empresa Na- 
cional de Agua y Energía Electric." contra la sentencia que confirmó la prohi- 
bición de suspender el suministro di; energía eléctrica, bajo la responsabilidad 
de la Municipalidad de San Salvador de Jujuy, que debe entablar el juicio co- 
rrespondiente dentro de quince días de ejecutoriada la resolución No resulta 
de los autos que exista agravio institucional grave que requiera la inmediata 
intervención de la Corte, pues no se invoca violación de privilegio federal que 
excluya la posibilidad de medidas como la dispuesta, que tiene fundamento en 
razones de derecho procesal y en la vinculación contractual entre las partes: 
p. 137. 

289. Las resoluciones referentes a medidas cautelares, como es la que dispone 
acordar a la parte actor», en un juicio de desalojo, la "posesión provisional" del 
departamento objeto de aquél, son tnattseeptible* de recurso extraordinario. Ello 
es as(, ann cuando se invoquen las garantías constitucionales de la propiedad 
y de la defensa en juicio, habida cuenta de la naturaleza de dichas medidas y 
del carácter no definitivo de lis resoluciones que los decretan: p. 221. 

Tartas, 

290. El fallo plenario dictado con motivo del recurso de inaplicabilidad de ley, 
medíante el cual se dispuso anular la sentencia de la Sala de una Cámara Na- 
cional de Apelaciones y remitir los autos a la Sala que debe entender por orden 
de turno, no reviste el carácter de sentencia definitiva en los términos del art 14 
de la ley 48 : i . 402. 

29L La invocación de cláusulas constitucionales y de la doctrina sobre arbitra- 
riedad, no excusa el cumplimiento del requisito de la existencia de sentencia 
definitiva, pues los pertinentes agravios pueden encontrar remedio por vía de 
intervención de la Corte en oportunidad del fallo final de la causa: p. 402. 
292. Las resoluciones denegatorias de medidas de prueba no constituyen sen ten- 
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cía definitiva eu los términos del art lé de la ley 48, El hecho de invocarte la 
garantís constitucional de la defensa en juicio tárete de eficacia para prescindir 
del requisito señalado: p. 407. 

808. La* resoluciones denegatorias de medidas de prueba no constituyen senten- 
cia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48. La invocación de la garantís 
de la defensa en juicio no autoriza a prescindir de dicho requisito: p. 683. 

294. Las resolneiones que deciden el rechazo de una nulidad procesal no consti- 
tuyen sentencia definitiva a los fines del art. 14 de ta ley 48: p. 66L 

Tribunal ■uyscldr. 

295. La sentencia de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, por 
la cual se rechazaron los recursos de inaplicabilidad de ley e inconstitucional] dad 
interpuestos para ante ella contra un fallo de la Cámara Segunda de Apelaciones 
de La Plata, no es la del superior tribuna] do la causa en los términos del art 14 
de la ley 48; p. 107. 

296. El pronunciamiento del Superior Tribunal de Justicia de Resistencia que 
desestima el recurso de inconstitueionalidsd en el orden local, no ea la sentencia 
del superior tribunal de la cansa a que se refiere el art 14 de la ley 48: p. 403. 

297. La declaración del tribunal apelado de no ser el mismo el superior tribunal 
de Ia causa, en los términos del art 14 de la ley 48, es irrevisible, por vfa de 
principio, en la instancia extraordinaria, salvo supuestos de excepción admitidos 
respecto de decisiones arbitrarias, frustratorias del derecho federal invocado. 
Ello no ocurre cuando el recurrente, omitiendo impugnación alguna del carácter 
señalado, se limita a refutar las conclusiones del fallo de primera instancia, en 
orden a la interpretación del art 62, inc. V>, de Ja ley 11.683 (T. O. en 196») : 
p. 443. 

299. Cuando la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires conoce en la 
causa por vfa del recurso de inaplicabilidad de ley y de doctrina desestimándolo, 
no es el superior tribunal de provincia a que alude el art. 14 de la ley 48, Dicha 
conclusión no varía por el hecho de que el fallo recurrido haya examinado la 
cuestión federal planteada: p. 576. 




Oportunidad. 

299. Establecido que el caso no comporta específicamente demanda por cumpli- 
miento de un convenio anterior, que se pretende homologado por las Cámaras 
Paritarias; que se trata de una acción distinta de ta promovida con anterioridad 
entre las partes —terminada por desistimiento de la aetora— , a fin de decidir 
sobre la oportunidad del planteamiento de la ineonstitucionalidad de los organis- 
mos paritarios, sólo deben tenerse en cuenta las constancias del juicio actual. 
Y puesto que la cuestión federal ha sido oportunamente introducida y mantenida 
en él, corresponde, conforme a lo resuelto por la Corte sobre el punto, revocar la 
sentencia apelada y dejar sin efecto lo actuado en la causa: p. 326. 

300. La afirmación de que el recurrente habría consentido la actuación de las 
Cámaras Paritarias de Arrendamientos y Aparcerías Rurales al solicitar nueva 
audiencia al solo efecto conciliatorio y al perder la oportunidad de alegar y de 
mantener, por ende, el planteamiento formulado en la contestación a la demanda, 
habiendo la sentencia apelada considerado y resuelto el punto atinente a la incoas- 
titncionnlidad de tales organismos, no obsta a la concesión del recurso extra- 
ordinario : p. 647. 
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SOL I« oportunidad en que la cuestión federal se ha propuesto en ta causa «* 
indiferente ruando «1 tribunal apelado la contempla y decide: p. 617. 
Stt. Ei extemporánea la •arbitrariedad invocada por ves primera respecto de la 
sentencia del tribunal de segunda instancia, gi la mimna cuestión no se formuló 
cu oportunidad del fallo del jura, igualmente susceptible de ella: p. 793. 

aeMtadáa ata la afartaalsaá asi r 1 — — — — tt. 

SOS. La declaración por el superior tribunal de la cansa de no haberse propuesto 
oportunamente la cuestión federal, base del recurso extraordinario, atinente en 
el caso a la violación del decreto 10.479/49 sobre incorporación al Estado de las 
sociedades mixtas de aeronavegación, es irrevisíble por vía del recurso del art. 14 
de la ley 48, salvo el supuesto de arbitrariedad, que no se na invocado: p. 239. 
SO*. La declaración del tribunal a quo en el sentido de haber sido extemporánea- 
mente introducida en la causa la cuestión de arbitrariedad, es irrevisíble por la 
Corte, tanto más ai aquélla coincide con la» constancias de loa autos : p. 577, 
SOS. La declaración de) tribunal apelado sobre la inoportunidad del planteamiento 
de la cuestión federal, no mediando arbitrariedad, es irremisible por la vía del 
recurso extraordinario : p. 584, 

Vlaatasariort* aa ti natío 4* tats re ni dia 4tl rmm «tnwaiaaito, 

SOS. La posibilidad de que la cámara considerara inoficioso todo pronuncia- 
miento sobre la resolución administrativa —clausura preventiva por 24 horas de 
un molino de la recurrente— era previsible tanto al iniciar ésta el procedimiento 
judicial como al presentar su informe ante la aluda, si con anterioridad a ello 
la medida impugnada ya había sido levantada. 

En consecuencia, resulta extemporánea ta cuesta i que, al renpeeto, plantea la 
parte sólo en el escrito de interposición del recurso extraordinario: p. 51. 
307. Resulta extemporánea la cuestión federal planteada al interponerse recuno 
extraordinario contra la sentencia que declara presen pto el derecho que el recu- 
rrente pretende tener a la percepción de bonifieaeioñes referidas al suplemento 
móvil instituido por la ley 13.478, «i, en el caso, la aplicación del art! 4027 del 
Código Civil era eventualidad previsible desde la iniciacióñ del juicio: p. 56. 
SOS. La cuestión federal atinente a que la decisión apelada es violatoria de loa 
arta. 17, 18 y 19 de la Constitución Nacional resulta tardía cuando, habiendo 
la Cámara confirmado en todas sus partes el pronunciamiento del inferior, aque- 
lla cuestión sólo se planteó en el escrito de interposición del recurso extraordina- 
rio: p. 108. 

309. Es extemporánea la cuestión fundada en la inconstitucionalidad del decreto- 
ley 15.243/56, por el carácter de la autoridad que lo dictó y la materia sobre la 
cual versa, si lia sido introducida en el escrito de interposición del recurso extra- 
ordinario: p. 125, 

S10. Es extemporánea la impugnación de inconstitucionalidad una vez aceptada 
sin reservas la intervención de tribunales administrativos. Además, los agravio! 
fundados en los arta. 1» y 95 de la Constitución Nacional, respecto de la Junta 
Nacional de Recuperación Patrimonial, son improcedentes, ante la posibilidad de 
amplia revisión judicial de lo resuelto por el organismo administrativo (Voto del 
Señor Ministro Doctor Don Luis liarla Boffi Boggero) : p. 422, 
SIL Son extemporáneos los agravios referentes a la personalidad única del 
Estado y al alcance del art. 39 de la ley 13.084 de Obras Públicas cuando, habién- 
dose rechazado en primera instancia la demanda sobre reembolso de diferencias 
de precios por suministro de mercadería, tales cuestiones no fueron incluidas en 
«1 escrito en que se dedujo apelación para ante la Cámara : p. 447. 
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312. Constituye reflexión Urdía el agravio constitucional expresado por el ape- 
lante en el escrito de interposición del recuso extraordinario, referido al carácter 
administrativo de las Camaina Paritarias de Arrendamientos Rurales: p, 551. 
SIS. Nb procede e) recurso extraordinario fondado en la doctrina sobre arbitra- 
riedad cuando, siendo la sentencia de segunda instancia confirmatoria de la de 
primera, dicha cuestión no fué planteada en et escrito de expresión de agravios, 
siiio al deducir el aludido recurso: p. 637. 

Mantenimiento. 

314. Es improcedente el recurso extraordinario si las cuestiones planteadas «orno 
federales no fueron mantenidas ante la cámara — que no se pronunció sobra 
ellas—, limitando** la parte, en el informe presentado ante el tribunal da atoada, 
a la consideración de situaciones de hecho: p. SL 

315. Es improcedente el recurso extraordinario cuando la cuestión federal ati- 
nente a la violación del srt. 17 de la Constitución Nacional, si bien fué oportuna- 
mente introducida en el juicio, no se mantuvo en segunda instancia a fin de que 
el tribunal de alxada la pudiera considerar y resolver: p. 577. 

« 

IHeraoelcJta del racuno. 

Qttítneg pueden ; *terpoñerlo. 

310. Si bien el ministerio fiscal, por vía de dictamen, puede proponer en los 
autos cuestiones fedéralos y deducir, en bu oportunidad, el recurso extraordinario, 
no le incumbe hacerlo ■upliendo la actividad de los litigantes, con relación a una 
sentencia consentida por las partes y en materia que, como la referente a uso 
indebido de nombre o marca de comercio, sólo afecta el interés privado: p, 836. 

Término. 

317. Los agravios futuros no son susceptibles del recurso extraordinario p. 185. 

318. La resolución del superior tribunal de la causa que deniega el recurso extra- 
ordinario en virtud de habérselo deducido fuera de término, es irremisible por 
la Corte. Dicha jurisprudencia reconoce excepción para los mi puestos de mani- 
fiesto error legal o de cómputo del plazo, pero no autoriza a reconsiderar la inter- 
pretación de las normas procesales atinentes a las formas de las notificaciones: 
p. 585. 

319. El plazo para deducir la apelación extraordinaria es fatal y perentorio y 
no se interrumpe por la interposición del recurso de revocatoria declarado impro- 
cedente por el tribunal de la causa : p. 650. 

390. El recurso extraordinario debe ser interpuesto dentro del término que fija 
el art. 208 de la ley 50, después de dictada la sentencia definitiva por el superior 
tribunal de !a cansa; el deducido con anterioridad es improcedente: p. 765. 

Forma. 

381. El solo planteamiento del caso federal, en previsión del rechazo de la revo- 
ca torta deducida contra la resolución de la Cámara de que se agravia el recurrente, 
no constituye interposición válida del recurso extraordinario: p. 104. 
888. El planteamiento del caso federal no constituye interposición válida del 
recurso extraordinario, pues mientras el primero debe formularse oportunamente, 
durante el transcurso del juicio, el último debe interponerse después de dictada 
la sentencia definitiva por el superior tribunal de la causa : p. 104. 
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323. Ea improcedente «1 recurso extraordinario cuando ba sido condicionado al 
multado de la aclaratoria formulada ante la Cámara : p. 107. 
33NL Le «imple reserva del caso federal, para el «aparato de no hacerse lugar 
a la apelación deducida contra la sentencia de primera instancia, no constituye 
interposición válida del recurso extraordinario: p. 108. 

326. El recurso extraordinario deducido en forma subsidiaria, respecto a la ape- 
lación interpuesta contra la resolución de un juagado de faltas local, es impro- 
cedente: p. 443. 

323. El recurso extraordinario deducido en forma condicionada, como lo ra el 
interpuesto en subsidio de la aclaratoria intentada ante el superior tribunal de 
Ib causa, es ineficaz: p. 450. 

Fundamento. 

327. No w suficiente, a los fines de la debida funda mentación del recurso extra- 
ordinario, la enunciación genérica y esquemática de agravios contra la sentencia 
apelada : p. 137. 

323, La invocación genérica de ana ley federal no da lagar a recurso extraordi- 
nario: p. 168. 

329. Es improcedente el recurso extraordinario, fundado en la violación del art. 
17 de la Constitución Nacional, si el escrito en que se lo interpaso omite la con- 
creta demostración de tal aserto: p. 445. 

330. El recurso extraordinario debe ser concretamente fundado al interponerlo, 
mediante la enunciación de los hechos de la causa y la vinculación que ellos guar- 
dan con bu cuestiones que se desean someter al conocimiento de la Corte. Las 
raerás alegaciones de que el fallo recurrido acuerda preeminencia a ana ley local 
sobre una ley nacional y es violatorio de tos arta. 1» y 18 de la Constitución 
Nacional, no constituyen fundamento adecuado de la apelación, en los términos 
del art. 16 de la ley 4S: p. 647. 

931. La remisión a los auí Medentes de la causa no basta para suplir la deficien- 
cia de fundamento del escrito de interposición del recurso extraordinario : p. 651. 
332. No procede el recurso extraordinario cuando en el escrito en que se lo 
dedujo se omite la necesaria referencia a los hechos de la cansa y a la vincula- 
ción que guardan con las cuestiones federales que se pretenden someter a la 
decisión de la Corte : p. 651. 

Trámite. 

333* Lo referente a la ejecución de la sentencia, respecto de la cual se ha con- 
cedido la apelación extraordinaria, debe cuestionarse ante el superior tribunal de 
la causa; p, 24. 

334. La facultad que asiste a la Corte Suprema para ordenar la suspensión de 
los procedimiento*, es estrictamente excepcional y no puede ejercitarse sino en 
supuestos en que ineludiblemente lo impongan razones de orden institucional: 
p. 24. 

BmoIqcUd. 

Límites dai pronunciamiento. 

335. La resolución de la Corte debe limitarse a las cuestiones propuestas en el 
escrito en que se dedujo el recurso extraordinario : p. 168. 

336. El simple requerimiento de amparo en la queja no amplía la jurisdicción 
extraordiuaria de la Corte: p. 185, 
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337. El pedido de amparo formulado en la queja no amplía la jurisdicción 
extraordinaria de la Corte: p. 208. 

338. La invocación en la queja, interpuesta por denegación del recurso del art. 
14 de la ley 48, de la doctrina establecida en materia de amparo, no amplía la 
jnriudic-ctón extraordinaria de la Corte: p. 651. 

339. No corresponde que la Corte Suprema se pronuncie sobre las impugnaciones 
introducidas por primera vez en el memorial presentado en la instancia extra- 
ordinaria: p. 706. 



340. £1 silencio de la sentencia de la Corte en cuanto a las costas, devengadas 
en la instancia extraordinaria, debe entenderse en el sentido de que su pago se 
impone en el orden causado : p. 730. 

341. Las costas del recurso extraordinario, en razón de la naturaleza de la ape- 
lación, por vía de principio, deben ser pagadas en el orden causado: p. 730. 

KEOUBIO ORDIHABIO DX ÁPXLAOIOH (i). 



IKDICZ SVVABIO 

Apremio: 7. j ün | a Nacional de Recuperación Patri- 

„ monial; 10. 
Costos: S. 

¡¿ Monto discutido: 9. 
Demando: 11. 

Desistí miento: 8. Nombre: 1. 

Diplomáticos: 11. Nombre de Job partidos políticos: 2. 
Dirección de vinos: 6. 

Dolare*: 11. Partidos politices: 1, i, 

, Personería de los partidos poli! icos: 2. 

Expresión de agravios: 8. Personería jurídica: 1. 

Expropiación: 3, 4. ToHcín de vinos: 6. 

Impuesto: 8. Tipo de cambio: 11. 
Interdiceióa de bienes: 10. 

_ , . , Vigencia de la ley: 8, 9, . 

Juicio de apremio: 7. Vinos: 6. 
Juicio ordisarío; 7. 

Tercer» instancia. 



1. Puesto que el art. 16 del decreto-ley 19.044/56, sólo ha concedido apelación 
ante la Corte Suprema contra las resoluciones de las Cámaras Nacionales que 
"denieguen o revoquen la personería jurídico de los partidos", lo relativo a la 
denominación que pretenden usar las di fintas fracciones de un partido, euyaa 
personerías han sido expresamente reconocidas, no entra directa ni indirecta- 
mente en lo dispuesto por el citado art. 16; p. 61. 

2. Si cada una de las fracciones en que se ha escindido un partido político ha 
alegado para sí el reconocimiento judicial de que constituye el autentico partido, 
y la sentencia declara la imposibilidad de establecerlo, por lo que dispone I» 



(1) Ver tambitn: ir«dld« ditclpllairiw, 1; PirtldM 



1. 2. ». *. 6. 
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agregación h! nombre partidario de aditamentos que distingan a aquéllas» la 
resolución involucra una denegación de la personería pedida, con todas las conse- 
cuencia* deriva bles de Ja misuia. 

En tal» condiciones, es procedente el recurso para ante la Corte Suprema, pre- 
visto en el art. 16 del decreto- ley 19.0 '4/56 (Voto del Señor Ministro Doctor 
Don Luí* María Boffi Boggero) : p. 61. 

9, No pueden ser sometidas al juzgamiento de la Corte Suprema las cuestiones 
debatidas en el juicio de expropiación que no fueron plante daa oportunamente 
ante el tribunal de segunda instancia : p. 139, 

4. El recurv" ordinario de apelación para ante la Corte, otorgado por el art. 22 
de la ley 13.264, ha sido establecido sólo a favor del expropiante y et expropiado, 
partea en el juicio de expropiación. Las acciones por perjuicios irrogados a 
terceros deben ventilarse por vía ordinaria y en juicio por separado, cuya senten- 
cia no es apelable ante la Corte con fundamento en aquel texto legal, que debe 
interpretarse estrictamente: p. 500. 

5. No procede considerar en tercera instancia ordinaria la cuestión de incons- 
titucional ida d del art 28 de la ley 13,264, si ella no fué oportunamente plan- 
teada en la causa ni sometida a decisión de las instancias inferiores: p. 624. 

6. Por tratarse de una resolución que pone fin al pleito e impide la tutela del 
derecho que invoca el interesado, procede el recurso ordinario de apelación con- 
tra la sentencia del juez federa) que declara deducido fuera del plazo establecido 
por et art. 39 de la ley 14.799, el recurso de apelación interpuesto contra la deci- 
sión de la Dirección de Vinos que desestimó un pedido de nulidad: p. 698. 

A'< tóliitionts anteriores. 

7. El rechazo del apremio promovido por la Dirección General Impositiva, por 
resoluciones susceptibles de discutirse eficazmente en el juicio ordinario a que 
alude el art. 320 de la ley 50, no constituye sentencia definitiva que autorice el 
recurso ordinario de apelación, en los términos del art. 24, inc. tí" . ap. a), del 
decreto-ley 1285/58 —ley 14.467—: p. 49. 

8. Si bien la resolución que tiene a la actorn por desistida de la apelación, en 
razón de haber* excedido el plazo establecido en el nrt. 86 de la ley 11,683 (t. o. 
]05tf) para expresar agravios, no decide el fondo del pleito, lia puesto fin al mismo 
al quedar firme así la sentencia de primera Instancia que rechazó la demanda. 
Corresponde, en consecuencia, considerarla sentencia definitiva a los efectos del 
recurso ordinario, y declarar bien concedido el interpuesto conforme al art. 24, 
inc. 6', ap. a), del decreto 1285/58, vigente a la fecha en que quedó firme el 
auto que lo acordó: p, 111, 

Jaldos en ana la Nadan as parta. 

9. No procede el recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema si el 
monto de lo discutido en el caso por el recurrente no alcanza al límite fijado en el 
art. 24, ine. 6>, ap. a), del decreto-ley 1285/58, vigente al quedar firme la reso- 
lución que concediera el recurso: p. 84. 

10. No procede el recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema res- 
pecto de las sentencias dictadas por la Cámara Federal de la Capital con motivo 
de la apelación admitida por el art. 5* del decreto-ley 5148/55, referente a las 
resoluciones de la Junta Nacional de Recuperación Patrimonial: p. 416. 



RENTAS PUBLICAS M , 

1L No procede el mono ordinario de apelación ante la Corte Suprema o el 
monto de la demanda que por cobro de pesos se signe a la Nación, conforme * U 
liquidación efectuada tomando el tipo de arabio al tiempo de ser llamado al pal» 
el diplomático recurrente, no alcanza a la unidad prevista por el art. 24, inc. 6», 
del decreto-ley 1285/58, vigente al momento de quedar firme el «uto que 
concediera la apelación: p. 645. 

mcmmo por retardo o denegación de justicia. 

L A la Corte Suprema sólo le corresponde conocer de las quejas por retardo de 
.lustiíia deducidas contra las cámaras de apelaciones -art. 24, inc. 5* del decreto- 
ley liSo — : p. 202. 

RECUSACION 

1. Lo atinente a las calidades de los magistrados para el desempeño de su 
ministerio es, como principio, cuestión que incumbe a los poderes públicos y no 

8U *^R t e de debate *0 juicio, ni por vía de recusación, ni de artículo alguno: 
P- 398. 

*. Las recusaciones con causa de los jueces de la Corte Suprema deducidas des- 
pués de dictada la sentencia final de la causa, conforme a la doctrina del art. 28 
de la ley 50, son manifiestamente improcedentes y deben desecharse sin sustan- 
elación: p. 398. 

REGISTRO CIVIL, 

Ver: Constitución Nacional. 41; Nombre, 1. 
REGLAMENTACION. 

Ver: Bonificación por antigüedad, 1; Identificación de mercaderías, 1- Recurso 
extraordinario, 11, 14, 100. 

REGLAMENTACION DI LEYES COMUNES. 

Ver: Recurso extraordinario, 96. 

REGLAMENTO PARA LA JUSTICIA NACIONAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 139; Superintendencia, 2, 3, 4, 10, 
REMATE JUDICIAL, 

Ver: Recurso extraordinario, 148. 

REMISION DE AUTOS (*). 

1. La declaración de incompetencia en las causas civiles no autoriza, en princi- 
pio, la remisión de tos aotos a otro jues para la continuación del trámite: p. 75. 

RENTAS PUBLICAS. 

Ver: Impuesto a loa réditos, 5. 



comptfeaci». «. 9; Recuno extraordinario. 10. 



RETEO ACTIVIDAD 



Ver: Recuno extraordinario, 18, 

ttPlTIOIOlf. 

Ver: Constitución Nacional, 43, 



Ver: Impuesto, 1; Impuesto a loa beneficios extraordinarios. 1; Intereses. 2; 
Pago, 3, 4; Recurso extraordinario, 297. 



Ver: Constitución Nacional, 9; Interdicción de bienes, 1; Jurisdicción v compe- 
tencia, 13; Procurador, 1; Recurso extraordinario, 8, 41, 119. 

KIMUIOV DB OOHTRATO. 

Ver; Reenno extraordinario, 16. 

RKSOLUCIOH AOXDnBTSATrVA. 

Ver: Aduana, 1; Interdicción de bienes, 1; Policía de vinos, 4; Recurso de ampa- 
ro, I; Recurso extraordinario, 2, 4, 31, 273, 306; Recurso ordinario de apela- 
ción, e. 

BUFOKtABILIlMD DEL ESTADO 

Ver: Dañoa y perjuicios, 3, 6* 

&JB0PON8ABILIDAD IHDI&EOTA. 

Ver: Policía de vinos, 1. 

ECiFOirSABIUDAP UfDIVTDUAL. 

Ver: Policía de vinos, 2. 

BXTUtDO DI JUSTICIA. 

Ver: Recuno por retardo o denegación de justicia, 1. 
RETOO IOLITAB. 

Ver: Acumulación de beneficio», 3, 4; Pensiones militares, 1. 

BmoAcnvuuD <»>. 

1. La vigencia de las leyes de jubilaciones, n falta de prescripción expresa en 
«onlrario, se gobierna por lo dispuesto en el art, 3* del Código Civil : p. 241. 



«j *7 1) a« V íí n U ?ÍÍ én: ,obü " i *' 1 d * "»M¡»tr*do. j diplomático*. 2; Recuree eitrtwVm*™, 11, 



8ENTENCIA ARBITRARÍA 



REVOCACIOH DE AUTOS ADHDUmATIVOI. 

Ver: Recurso eitraordinario, 111, 275. 



Ver: Recurso extraordinario, 100, 



SALARIO. 

Ver: Constitución Nacional, 11, 12, 14; Contrato de trabajo, t¡ Jubilación del 
personal de la industria, 1; Recurso extraordinario, 36, 75, 95, 97, 217, 273, 309. 

SAHOIORES DISCIPLINARIAS. 

Ver: Medidas disciplinarias, 1. 

SECRETARIOS <»)♦ 

L No corresponde admitir la designación de personas sin título universitario 
para el desempeño de las Secretarios Tutelares de los Juzgados que tienen a su 
cargo la aplicación de la ley 10.903, atento lo dispuesto en el art. 12 del decreto- 
ley 1235/58, y lo establecido en el art. 2», inc. d), de la Acordada de la Corte 
Suprema del 3 de marzo de 1958. A lo que cabe agregar: que la distinción entre 
las funciones atribuidas a las mencionadas secretarias y las restantes — en la que 
se sustenta la solicitud— no resulta de disposición legal o reglamentaria; que el 
título de abogado se impone asimismo a los prosecretarios; y qne la Acordada 
aludida (art. 2^, inc. b) autoriza — mediante razones fundadas — a cubrir vacan- 
tes con extraños al personal que corresponde considerar : p. 175. 

SECUESTRO. 

Ver: Constitución Nacional, 30; Recurso de amparo, 23; Recurso extraordina- 
rio, 37, 

SEGURO. 

Ver: Recurso extraordinario, 217. 
SEETEUCIA. 

Ver: Corte Suprema, 8; Jurisdicción y competencia, 2, 5, 21; Prueba, 2; Recur- 
so de nulidad, 1, 2; Recurso extraordinario, 260, 282, 

SEETSE0IA ARERRARIA, 

Ver: Constitución Nacional, 20; Recurso extraordinario, 3, 49, 50, 53, 55, 71, 
114, 158, 162, 169, 184, 185, 186, 187, 188, 189, 190, 191, 192, 193, 194, 195, 196, 197, 
198, 199, 200, 201, 202, 203, 204, 205, 206, 207, 208, 209, 210, 211, 212, 213, 214, 
215, 216, 217, 218, 219, 221, 222, 224, 226, 227, 229, 230, 231, 232, 233, 234, 
235, 236, 237, 238, 239, 240, 241, 242, 243, 244, 246, 247, 248, 291, 297, 302, 
304, 305, 313. 
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mrnrou oohtradxotobia. 

Ver: Recurso extraordinario, 290. 



Ver: Recurso extraordinario, 16. 

ramao mutaeo. 

1. Aunque no se trate de hermanos por vínculo de sangre ni por adopción, lat 
circunstancia de haber sido criados juntos y de habérseles otorgado trato de her- 
manos, llevando ambos el mismo apellido, hace aplicable la doctrina que admite, 
en casos especiales, que la falta de parentesco formalmente constituido no es 
decisiva en materia de excepciones militares. Corresponde, en consecuencia, de- 
clarar procedente la exrepeión militar solicitada por el mayor de aquellos: p. 353. 

2. Si bien en materia de excepciones militares la aplicación de la ley debe nacerse 
estrictamente, ello no importa prescindir del fundamento esencial que, en cada 
caso, las anima, que es el de no privar a la familia del sostén material y moral 
que necesita, cuando el llamado al servicio militar es el único que de hecho y do 
juré puede prestarlo: p. 797. 

•*R VICIO! PUBLICOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 30. 

aUUTHOATO. 

Ver: Constitución Nacional, 5; Recurso de amparo, 10; Recurso extraordinario, 
05, W, 90, 235, 254. 



Ver: Recurso extraordinario, 271. 

wo mmmmam Dsnmnvo (*>. 

1. No corresponde otorgar valor de cosa juagada en lo civil al sobreseimiento 
definitivo dictado en el proceso penal, pues no constituve la absolución prevista 
en el art. 1103 del Código Civil {Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis Ma- 
ría Boffi Boggero) : p. 469. 

soB&stsmmfTO feovxsxowai*» 

§ 

1. Corresponde sobreseer provisionalmente en el sumario instruido por la Corta- 
Suprema, con motivo del fallecimiento de un ex Embajador extranjero, si, pese 
• la cuidadosa investigación practicada, no ha sido posible determinar con certe- 
xa, las circunstancias en que se produjo el deceso: p. 513. 

■OOHDAD* 

Ver: Recurso extraordinario, 77, 110, 276. 
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■tijlUna, i; 
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1, Importa interpretación razonable del art 2», inc. b), de la Acordada del 3 
de marzo de 1958 —que, por lo demás, no contempla expresamente loa casos de 
interinato— el nombramiento de una persona ajena a la dotación de loa tribu- 
nales del asiento para proveer un cargo interino, de mayor rango que otros en 
el escalafón, efectuado por la cámara teniendo en cuenta la propuesta y loa in- 
convenientes que, dado el breve plajeo da la licencia (tica meses) irrogaría "toda 
nna promoción en los cargos inf eriores" : p. 67. 

g. La autorización solicitada a la Corta por nna Cámara Federal, para desvir- 
tuar ante el Senado de la Nación lo fundamentos de un proyecto de ley que 
entiende la afectan, no constituye gestión ante loa poderes públicos en materia 
de superintendencia que, con arreglo al art 40 del Reglamento para la Justicia 
Nacional, deba realiza rae por intermedio de la Corte: p 177. 
3. La autorización solicitada a la Corte por un juez federal para desvirtuar 
ante el Senado de la Nación loa fundamentos de un proyecto de ley que entiende 
k afectan, no constituye gestión ante los poderes públicos en materia de super- 
intendencia que, con arreglo al art 40 del Reglamento para la Justicia NaeJonaL 
debe realizan» por intermedio de la Corte. A lo que cabe agregar que, en todo 
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«moJ» solicitud presentada constituye un interrogatorio, mani fastamente im- 

4. La denuncia contra un juez nndonal de primera instancia en lo civil por 

Naeipnal de Apelaciones en lo Civil, a la que corresponde el ejercido de la super- 
2 . ,\ U d ü^¡* *° bre ,M ™*™trados J' funcionario., del fuero -art. 2* inc. 
?> 7 ?™> ^ *% » 8 c del Reglamento par. la Justicia Nacional; 
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i^UmenTariar *°" P " >P " 18 ' P 1 * 9 *™ U °b*™cw de sus dispodeionea 

IWie en consecuencia avorar laa actuaciones- promovidas por un Juez Na- 
cional del T.abajo y declarar improcedente el rechazo, por la Cámara, de la 
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sus ascensores deben subsanarse proveyendo de llave a loa titulares de los orga- 
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de aquéllos, aun con el auxilio de la fuerza pública: p. 555. 

L~ P^njo» qutoncos a que « refiere el art. 60 del decreto-ley 1285/58, son 
ntegrantes del Cuerpo Médico Forense y, por dio, no corresponde excluirlo* de 
Ja participación en la elección de autoridades prevista en el art. 1.38 del Redá- 
menlo para la Justicia Nacional: p. 587. * 

íi S-» ni í Ü 5 e!,talMllto ini P roeeden t e d planteamiento de la posible comisión 
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criminal : p. oW. 
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dictado por la Cámara Nacional de Apdaciones en lo Penal Económico en cuan- 
to, al establecer que para las promociones del personal del fuero debe computarse 

T "ÍVT . e V tt,lt|U "' r ***** P úbli ™ ° privado, contraria lo dispuesto por la 
Acordada «fe la Corte Suprema de fecha 3 de marzo de 1958 que, en su art, 2», 
Me, e), sólo autoriza a tener en cuenta, a los efectos indicados, ta antigüedad de 
loa agentes en la Justicia Nacional y en d cargo: p. 789. 
IX De conformidad con lo dispuesto por el art. * del decreto-ley 1285/58, 
sobre incompatibilidad de la magistratura judicial con el desempeño de empleos 
públicos o privados, cuya ezeepdón que prevé para la comisión de estudios o la 
docencia debe ser interpretada estrictamente, no procede acordar la autorización 
solicitada por un juez nacional para desempeñarse, "ad honorem" y por dos afios, 
como delegado al Consejo Directivo de la Facultad de Derecho y Ciencias Socia- 
les de la Universidad de Buenos Aires, en representación de los egresados: p. 790. 
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